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DISPOSICIONES  PRELIMINARES 

A   LA 

IE1  DE  ENJUICIAMIENTO  CIVIL  REFORMADA 


LEY  DE  21  DE  JUNIO  DE  1880 

aprobando  las  bases  para  la  reforma  de  la  del  Enjuiciamiento 

civil. 

Don  Alfonso  XII,  por  la  gracia  de  Dios,  Rey  constitu- 
cional de  España, 

A  todos  los  que  las  presentes  vieren  y  entendieren  sabed: 
que  las  Cortes  han  decretado  y  Nos  sancionado  lo  siguiente: 

Artículo  1.°  Se  autoriza  al  Gobierno  de  S.  M.  para  que, 
oyendo  á  la  Sección  correspondiente  de  la  Comisión  general 
de  Codificación,  proceda  á  reformar  y  publicar  te.  ley  de  En- 
juiciamiento civil,  con  sujeción  á  las  bases  siguientes: 

1.*  Adoptar  una  tramitación  que  abrevie  la  duración 
de  los  juicios  tanto  cuanto  permitan  el  interés  de  la  defensa 
y  el  acierto  en  los  fallos  •  estableciendo  al  efecto  reglas  fijas 
y  preceptos  rigurosos  para  que  no  se  consientan  escritos  y 
diligencias  inútiles,  para  que  se  observen  los  términos  judi- 
ciales y  sean  eficaces  los  apremios,  sin  permitir  en  ningún 
caso  más  de  uno,  y  para  que  se  hagan  efectivas  las  multas 
del  litigante  que  diere  lugar  á  ellas. 

2.*  Refundir  en  la  ley  reformada,  con  las  ampliaciones, 
modificaciones  y  reformas  que  se  consideren  convenientes: 

Primero.  Las  disposiciones  de  la  ley  orgánica  del  Poder 
judicial  sobre  competencias,  recusaciones,  acumulaciones  y 
demás  asuntos  peculiares  del  enjuiciamiento  civil,  así  como 
los  procedimientos  establecidos  en  la  ley  de  20  de  Junio 
de  1862  sobre  el  consentimiento  y  consejo  para  contraer 
matrimonio,  con  las  Reales  órdenes  aclaratorias  de  16  de 
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Diciembre  de  1863,  21  de  Julio  de  1865  y  6  de  Junio 
de  1867  sobre  el  efecto  de  las  excusas  del  padre  equivalentes 
á  la  negativa,  obligación  de  que  los  Jueces  pasen  ai  domi- 
cilio de  los  que  han  de  prestar  el  consentimiento  si  están 
impedidos,  y  modo  de  acreditarle. 

Segundo.  Las  establecidas  sobre  desahucio  por  las  leyes 
de  25  de  Junio  de  1867  y  18  de  Junio  de  1877,  con  las 
modificaciones  convenientes  en  cuanto  á  competencia  y  al 
procedimiento  para  <jue  se  amparen  y  protejan  los  derechos 
de  los  propietarios,  sin  perjuicio  de  la  defensa  de  los  colonos 
é  inquilinos. 

Tercero.  Las  que  con  motivo  de  la  ley  de  6  de  Diciem- 
bre de  1868  sobre  unificación  de  fueros,  y  alguna  otra,  se 
han  hecho  en  el  juicio  ejecutivo. 

Cuarto.  La  ley  de  22  de  Abril  de  1878  sobre  los  recur- 
sos de  casación  civil,  con  las  modificaciones  que  haya  acon- 
sejado la  práctica  de  los  Tribunales. 

Y  quinto.  La  de  17  de  Junio  de  1877  en  la  parte  rela- 
tiva á  la  declaración  de  herederos,  y  la  de  9  de  Julio  del 
mismo  año  sobre  ejecución  de  sentencias. 

3.a  Establecer  que  la  apelación  procede  sólo  en  un  efecto, 
en  las  ejecuciones  de  sentencia,  en  la  vía  de  apremio,  y,  por 
regla  general,  en  los  actos  judiciales  en  que  la  ky  no  dis- 
ponga lo  contrario;  fijar  un  término  perentorio  y  trámites 
breves  para  interponer  y  sustanciar  los  recursos  de  queja 
por  la  no  admisión  de  las  apelaciones,  y  declararlas  desier- 
tas, sea  cual  fuere  su  clase,  si  el  apelante  no  compareciere 
durante  el  término  del  emplazamiento,  sin  necesidad  de  que 
se  acuse  rebeldía.  Cuando  la  apelación  se  admita  en  un  solo 
efecto  debe  señalarse  un  breve  plazo  para  obtener  el  testi- 
monio y  utilizarle;  y  si  transcurriese,  se  entenderá  abando- 
nado el  recurso  y  la  sentencia  firme. 

4.a  Adoptar  las  medidas  más  conducentes  para  depurar 
el  estado  de  fortuna  de  los  litigantes  que  pretendan  disfru- 
tar del  beneficio  de  la  asistencia  judicial  gratuita,  y  evitar 
que  los  declarados  legalmente  pobres  abusen  de  esta,  cuali- 
dad para  promover  y  sostener  pleitos  conocidamente  teme- 
rarios. 

5.a  Ordenar  un  solo  procedimiento,  breve  y  sencillo, 
tanto  en  primera  como  en  segunda  instancia,  para  todos  los 
incidentes,  artículos  y  demás  cuestiones  que  no  hayan  de 
ventilarse  necesariamente  por  los  trámites  del  juicio  ordi- 
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nario  de  mayor  cuantía  ó  no  tengan  señalada  en  la  ley  tra- 
mitación especial,  determinando  taxativamente  los  casos  en 
que  dichos  incidentes  deben  impedir  el  seguimiento  de  la  de- 
manda principal,  ó  por  lo  menos  un  principio  general  que 
pueda  servir  de  regla. 

6.a  Ordenar  lo  conveniente  para  que  las  partes  presen- 
ten los  documentos  en  que  funden  su  derecho,  bien  por  co- 
pia simple,  bien  originales,  antes  de  que  el  pleito  se  remita 
á  prueba,  sin  perjuicio  de  que  en  el  primer  caso  lo  hagan 
en  forma  fehaciente  durante  el  término  probatorio,  y  que 
la  prueba  se  limite  á  los  hechos  impugnados  y  se  practique 
toda  ella  con  publicidad  é  intervención  de  los  litigantes, 
fijando  un  plazo  improrrogable  para  proponerla  y  otro  para 
practicarla.  Con  todos  los  escritos  que  presenten  las  partes, 
acompañarán  copia  simple  en  papel  común,  firmada  por 
los  litigantes  ó  sus  representantes  en  el  pleito. 

7.*  Sustituir  las  alegaciones  de  bien  probado  por  un  re- 
sumen breve,  metódico  y  numerado,  que  cada  parte  haga 
de  su  prueba,  soguido  de  la  apreciación,  en  párrafos  tam- 
bién numerados  y  breves,  de  la  contraria,  y  suprimir  las 
alegaciones  escritas  en  la  segunda  instancia,  sin  perjuicio  de 
recibir  los  autos  á  prueba  cuando  proceda,  y  de  utilizar  las 
alegaciones  de  derecho  si  el  Tribunal  lo  estimare  conve- 
niente, reservando  únicamente  las  vistas  públicas  en  la  pri- 
mera instancia  para  los  asuntos  que  por  su  importancia  lo 
exijan  en  concepto  del  Juez  y  á  petición  de  parte;  pero  su- 
primiendo en  este  caso  el  resumen  de  las  pruebas  de  que  se 
habla  en  esta  base. 

8.*  Introducir  en  los  concursos  de  acreedores  las  refor- 
mas conducentes  á  su  objeto  de  reconocer  y  graduar  los  cré- 
ditos, realizar  el  activo  y  verificar  el  pago  en  el  plazo  más 
breve  y  con  los  menores  gastos  posibles,  dando  facilidad 
para  los  acuerdos  de  las  juntas,  y  facultad  al  Juez  para  pro- 
nunciar en  su  defecto  las  resoluciones  procedentes,  y  armo- 
nizar con  este  procedimiento  el  de  las  quiebras  mercantiles, 
en  cuanto  no  se  oponga  el  Código  de  Comercio. 

9.a  Simplificar  los  trámites  de  los  abintestatos  y  testa- 
mentarías, limitando  las  medidas  de  precaución  en  este  jui- 
cio á  los  casos  en  que  se  promuevan  dentro  de  un  corto  pla- 
zo daspués  del  fallecimiento  del  testador,  reservándole  úni- 
camente para  cuando  ésto  no  haya  dispuesto  lo  contrario,  ó 
existan  razones  legales,  que  le  hagan  indispensable,  y  faci- 
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litar  la  acción  de  los  administradores,  estableciendo  reglas 
sencillas  para  la  gestión  del  haber  hereditario. 

10.  Establecer  como  principio  general  que  todas  las 
cuestiones  que  surjan  en  los  juicios  universales  y  sean  sim- 
ples accesorios  de  los  mismos,  se  sustancien  por  los  trámites 
de  los  incidentes,  adoptando  las  medidas  convenientes  en 
estos  asuntos  para  que  se  reduzcan  las  costas  cuanto  sea  po- 
sible. 

11.  Declarar  que  la  acción  ejecutiva  procede  también 
por  deudas  en  especie  cuando  se  reduzcan  á  cantidad  líqui- 
da en  metálico;  no  admitir  en  el  juicio  ejecutivo  otros  inci- 
dentes que  los  que  nazcan  de  las  cuestiones  de  competencia 
ó  de  acumulación  á  un  juicio  universal;  determinar  que, 
salvo  el  caso  de  que  la  acción  se  haya  deducido  contra 
bienes  especialmente  hipotecados,  la  acumulación  procede 
mientras  no  se  haya  hecho  pago  al  acreedor,  con  la  sola  ex- 
cepción de  no  someter  un  crédito  á  reconocimiento  si  en  el 
juicio  ha  recaído  sentencia  firme  de  remate,  y  suprimir  la 
necesidad  absoluta  de  imponer  las  costas  al  Juez  en  el  caso- 
que  hoy  determina  la  ley. 

12.  Suprimir  la  retasa  de  bienes  en  las  ventas  judicia- 
les, sustituyéndola  con  la  rebaja  del  25  por  100  de  la  pri- 
mera tasación  para  la  segunda  subasta;  y  si  tampoco  en 
ésta  hubiese  postor,  celebrar  la  tercera  sin  sujeción  á  tipo, 
concediendo  en  este  caso  ai  deudor  un  breve  plazo  para  me- 
jorar la  postura,  y  salvo  siempre  el  derecho  del  acreedor 
para  pedir  la  adjudicación  de  los  bienes  por  las  dos  terceras 
partes  del  precio  en  que  hubieren  sido  anunciados  en  la  se- 
gunda subasta,  ó  simplemente  su  administración,  si  pre- 
fiere destinar  sus  productos  al  pago  de  intereses  y  extinción 
del  capital. 

13.  Establecer  el  procedimiento  conveniente  en  la  vía 
de  apremio  á  fin  dé  poner  ai  acreedor  en  posesión  de  los 
bienes  especialmente  hipotecados,  para  su  administración, 
antes  de  verificarse  la  venta  y  en  tanto  que  ésta  se  celebra, 
cuando  sea  pacto  expreso  del  contrato,  exigiendo  siempre 
garantías  á  los  licitadores  para  tomar  parte  en  las  subastas, 
con  términos  precisos  para  que  las  ejecutorias  se  lleven  ¿ 
debido  efecto  después  del  recurso  de  casación. 

14.  Fijar  como  principio  absoluto  que  las  tercerías  ha- 
yan de  seguir  la  tramitación  correspondiente  á  la  entidad 
de  la  cosa  demandada,  sin  permitir  en  ningún  caso  segunda 
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tercería,  ya  de  dominio,  ya  de  preferencia,  que  se  funde  en 
títulos  ó  derechos  que  poseyera  el  tercerista  al  tiempo  de 
formular  la  primera. 

15.  Hacer  extensivo  el  embargo  preventivo  al  caso  en 
que  el  deudor  no  supiere  firmar  y  lo  hubiere  hecho  otro  á 
su  ruego,  siempre  que,  citado  aquél  dos  veces  en  un  corto 
plazo,  no  hubiese  comparecido. 

16.  Dar  siempre  audiencia  al  demandado  en  el  inter- 
dicto de  recobrar,  asimilando  la  sustanciación  de  este  juicio 
á  la  determinada  por  la  ley  vigente  para  los  interdictos  de 
retener. 

17.  Aumentar  la  cantidad  litigiosa  en  los  juicios  de  me- 
nor cuantía  hasta  la  suma  de  1.000  á  2.500  pesetas,  y  am- 
pliar el  término  probatorio  en  los  mismos  á  veinte  días,  es- 
tableciendo reglas  precisas  para  fijar  la  cuantía  del  pleito, 
cuando  no  sea  conocida  y  de  ella  dependa  la  clase  de  juicio 
que  deba  seguirse. 

18.  Organizar  en  la  segunda  parte  de  la  ley  los  actos  de 
jurisdicción  voluntaria  que  se  crea  conveniente  para  com- 
pletar esta  materia,  estableciendo  respecto  á  ios  alimentos 
provisionales  un  procedimiento  sencillo  y  breve  en  el  que 
se  oiga  sumariamente  al  que  haya  de  prestarlos,  haciendo 
extensiva  esta  segunda  parte  á  ios  actos  comprendidos  en  el 
Código  de  Comercio  que  lo  requieran. 

19.  Y,  por  último,  introducir  en  la  ley  actual,  dentro 
del  espíritu  que  ha  presidido  á  la  redacción  de  las  anteriores 
bases,  las  demás  reformas  y  modificaciones  que  la  ciencia  y 
la  experiencia  aconsejen  como  convenientes. 

Art.  2.°  El  Gobierno  fijará  el  día  en  que  ha  de  principiar 
á  regir  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  reformada  y  determi- 
nará lo  conveniente  para  que  pueda  aplicarse  á  los  juicios 
pendientes,  por  lo  menos,  en  las  instancias  sucesivas  á  la 
que  se  esté  sustanciando. 

Art.  3.°  El  Gobierno  dará  cuenta  á  las  Cortes  del  uso 
que  hiciere  de  esta  autorización. 

Por  tanto,  mandamos  á  todos  los  Tribunales,  Justicias, 
Jefes,  Gobernadores  y  demás  Autoridades,  así  civiles  como 
militares  y  eclesiásticas,  de  cualquier  clase  y  dignidad,  que 
guarden  y  hagan  guardar,  cumplir  y  ejecutar  la  presente 
ley  en  todas  sus  partes.  Dado  en  Palacio  á  21  de  Junio 
de  1830. — Yo  el  Rey. — El  Ministro  de  Gracia  y  Justicia, 
Saturnino  Alvarez  Bugallal. 
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REAL  DECRETO  DE  3  DE  FEBRERO  DE  1881 
aprobando  y  publicando  la  nueva  ley  de  Enjuiciamiento  civil. 

Teniendo  presente  lo  dispuesto  en  la  ley  do  21  de  Junio 
del  año  próximo  pasado,  por  la  cual  se  autorizó  á  mi  Go- 
bierno para  que,  con  sujeción  á  las  bases  en  la  misma  com- 
prendidas, y  oyendo,  como  lo  ha  efectuado,  á  la  Sección  co- 
rrespondiente de  la  Comisión  general  de  Codificación,  pro- 
cediera á  reformar  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  dictando 
las  disposiciones  convenientes  para  su  planteamiento;  con- 
formándome con  lo  propuesto  por  el  Ministro  de  Gracia  y 
Justicia,  de  acuerdo  con  el  parecer  de  mi  Consejo  de  Minis- 
tros, vengo  en  decretar  lo  siguiente: 

Artículo  1.°  Se  aprueba  el  adjunto  proyecto  de  reforma 
del  Enjuiciamiento  civil,  redactado  con  arreglo  á  las  pres- 
cripciones y  en  virtud  de  la  autorización  concedida  al  Go- 
bierno por  la  ley  de  21  de  Junio  de  1880. 

Art.  2.°  La  nueva  ley  de  Enjuiciamiento  civil  principia- 
rá á  regir  el  1.°  de  Abril  del  corriente  año.* 

Art.  3.°  Los  pleitos  pendientes  en  la  actualidad  conti- 
nuarán sustanciándose  en  la  instancia  en  que  se  hallen  con 
arreglo  á  la  ley  hoy  vigente,  á  no  ser  que  los  litigantes  to- 
dos, do  común  acuerdo,  pidieren  que  el  procedimiento  se 
acomode  á  la  nueva  ley. 

Art.  4.°  Terminada  la  instancia  en  que  actualmente  se 
hallen  los  pleitos,  en  el  caso  de  que  ésta  haya  continuado 
sustanciándose  por  el  procedimiento  hoy  vigente,  si  fuere 
la  primera  y  se  interpusiere  apelación  de  la  sentencia  defi- 
nitiva que  en  ellos  se  dictare,  se  sustanciará  la  segunda,  y 
en  su  caso  el  recurso  de  casación,  con  arreglo  á  la  nueva 
ley  (1). 

Art.  5.°    Los  pleitos  que  hoy  se  encuentren  en  el  período 


(1)  El  Tribunal  Supremo  ha  resuelto  en  sentencia  do  1.°  de  Marzo  do  1906 
que  en  los  pleitos  anteriores  á  la  ley  de  1855  no  ha  lugar  a  recurso  alguno 
contra  bus  sentencias,  dictadas  como  sucesor  del  Consejo  de  Castilla 
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de  ejecución  de  sentencia,  se  sustanciarán  con  arreglo  á  las 
prescripciones  de  la  nueva  ley  (1). 

Exceptúanse  aquellos  en  que  estuviere  interpuesta  una 
apelación  en  ambos  efectos,  y  este  recurso  procediere  en  uno 
solo,  según  la  nueva  ley,  en  cuyo  caso  se  sustanciará  con- 
forme á  lo  prevenido  en  la  hoy  vigente  (2). 

Art.  6.°  Los  recursos  de  casación  que  estuvieren  inter- 
puestos antes  de  1.°  de  Abril  próximo  se  seguirán  por  los 
trámites  de  la  ley  actual;  los  que  lo  fueren  con  posteriori- 
dad á  aquella  fecha,  aun  cuando  se  hayan  preparado  con 
anterioridad,  se  ajustarán  á  los  de  la  nueva  ley. 

Art.  7.  °  Los  pleitos  que  se  incoen  después  de  la  fecha 
de  este  decreto  y  antes  de  1.°  de  Abril  del  corriente  año  se 
sustanciarán  con  arreglo  á  la  antigua  ley,  ó  á  la  nueva,  se- 
gún los  litigantes  acordaren. 

Art.  8.°  Para  que  pueda  tener  efecto  lo  determinado  en 
el  artículo  anterior,  los  Jueces,  antes  de  dar  curso  á  las  de- 
mandas que  se  dedujeren  hasta  el  1.°  de  Abril  próximo, 
convocarán  á  las  partes  á  una  comparecencia.  Si  de  ella  no 
resultase  acuerdo,  se  ajustarán  los  procedimientos  á  la  ley 
que  hoy  rige. 

No  presentándose  el  demandante  ó  el  demandado  en  la 
comparecencia,  elegirá  el  que  se  presente  aquella  de  las 
leyes  que  más  le  convenga,  para  sustanciar  la  primera  ins- 
tancia. 

No  compareciendo  ninguno,  se  sujetará  el  procedimiento 
á  la  nueva  ley. 

Art.  9.°    Los  procuradores  que  tengan  poder  para  plei- 


<V  Esta  disposición  es  aplicable  á  todos  los  pleitos  que  se  encontraban 
en  el  período  de  ejecución  de  sentencia  el  día  1.a  de  Abril  de  1881,  en  que  ha 
comenzado  á  regir  la  nueva  ley,  pues  el  adverbio  hoy  empleado  en  este  ar- 
tículo no  puede  referirse  á  la  fecha  del  Real  decreto.  El  precepto  es  gene- 
ral y  absoluto,  sin  otra  excepción  que  la  establecida  en  el  párrafo  2.°  del 
propio  artículo,  y  por  consiguiente,  cuantas  diligencias  hayan  de  practi- 
carle para  la  ejecución  de  cualquiera  sentencia  dictada  antes  de  dicha 
fecha,  no  sólo  en  los  juicios  ordinarios,  sino  también  en  los  ejecutivos  y  en 
todos  los  demás,  deberán  acomodarse  á  las  prescripciones  de  la  nueva  ley. 
(Hanresa,  Comentarios  d  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  pág.  17.) 

fá  Justa  es  esta  excepción,  pero  debe  entenderse  limitada  al  caso  con- 
creto á  que  se  refiere.  Si  después  de  sustanciada  y  fallada  la  apelación,  que 
estaba  ya  interpuesta  y  admitida  en  ambos  efectos,  hay  que  continuar  los 
procedimientos  para  la  ejecución  de  la  sentencia,  deberán  éstos  acomodar- 
se k  las  prescripciones  de  la  nueva  ley.  (ídem  id.) 
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)drán  concurrir  á  las  comparecencias  de  que  se  habla 
artículo  que  precede,  y  acordar,  en  nombre  de  sus  re- 
liados, lo  que  estimen  conveniente  sobre  ei  procedi- 
do que  haya  de  seguirse. 

ido  en  Palacio  á  3  de  Febrero  de  1881. — Alfonso.  — 
inistro  de  Gracia  y  Justicia,  Saturnino  Alvares  Bu- 
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REAL  ORDEN  DE  3  DE  FEBRERO  DE  1881 

liando  las  gracias  al  Presidente  y  Vocales  de  la  Sección  primera 
de  la  Comisión  general  de  Codificación. 

He  dado  cuenta  al  Rey  (q.  D.  g.)  de  los  importantes 
trabajos  llevados  á  cabo  por  la  Sección  de  la  Comisión  ge- 
neral de  Codificación  que  V.  E.  preside  en  la  revisión  y  de- 
tenido examen  de  los  cinco  cuadernos  impresos  del  proyecto 
de  ley  de  Enjuiciamiento  civil  reformada,  redactado  con 
sujeción  á  las  bases  y  prescripciones  concretas  de  la  ley 
de  21  de  Junio  del  año  próximo  pasado,  teniendo  á  la  vista, 
entre  otros  antecedentes,  las  luminosas  discusiones  que  en 
ambos  Cuerpos  Colegisladores  precedieron  á  su  aprobación, 
el  fruto  de  las  sesiones  consagradas  por  la  Sección  corres- 
pondiente de  la  Comisión  de  Códigos  á  las  reformas  de  que 
fuera  susceptible  el  enjuiciamiento  en  virtud  de  la  Real 
orden  de  12  de  Septiembre  de  1878  y  las  observaciones  emi- 
tidas en  materia  mercantil  y  apeos  y  prorrateos  torales  por 
miembros  correspondientes  de  aquélla  y  Letrados  de  nota 
de  algunas  provincias  por  ellos  consultados;  cuadernos 
remitidos  á  V.  E.  por  este  Ministerio  con  Reales  órdenes 
de  1.°  y  23  de  Noviembre  y  8  de  Diciembre  del  año  último, 
y  que  V.  E.  devolvió  al  mismo,  debidamente  anotados  al 
margen,  con  las  correcciones,  adiciones  y  enmiendas,  así  de 
fondo  como  de  forma,  que  la  Sección  consideró  conveniente 
introducir  en  cada  uno  de  dichos  cuadernos.  He  dado 
cuenta  también  á  S.  M.  de  las  modificaciones  que,  después 
de  la  devolución  de  aquéllos,  ha  creído  oportuno  el  Gobier- 
no efectuar  en  pocas,  aunque  graves  y  delicadas  materias, 
así  como  de  las  valiosas  observaciones  y  rectificaciones  con 
que  la  Sección  respondió  á  estas  últimas  consultas  del  Go- 
bierno, y  que  éste  aceptó  por  completo,  llegando  así  al  feliz 
acuerdo  que  tanto  apetecía  en  la  definitiva  elaboración  de 
la  ley,  para  cuya  publicación  se  halla  constitucionalmente 
autorizado. 

Dignos  son,  Excmo.  Sr. ,  á  juicio  del  Gobierno,  del 
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)  el  reconocido  celo  é  ilustración  suma  des- 
7.  E,  y  los  señores  de  la  Sección  que  han 
mámente  con  V.  E.  al  trabajo  que,  en  cum- 

►  preceptuado  por  el  art.  1.°  de  la  ley  de  21 
lo  próximo  pasado,  les  fué  encomendado  por 

deseando  que  así  se  haga  constar  con  la  de- 
ad,  S.   M.   el  Rey  (q.  D.  g.)  se  ha  servido 

las  gracias  en  su  Real  nombre  á  los  señores 
mero  Ortiz,  D.  Salvador  Albacete,  D.  Hilario 
¡nito  Gutiérrez,  D.  José  María  Manresa,  Don 
Dañábate,  y  á  V.  E.,  como  Presidente  de  la 
a;  y  que  esta  muestra  de  su  Real  aprecio  se 
)rima  juntamente  con  la  edición  oficial  de  la 
enjuiciamiento  civil. 

len  lo  digo  á  V.  E.  para  su  inteligencia,  sa- 
Eectos  consiguientes.  Madrid  3  de  Febrero 
arez  Bugallal. — Excmo.  Sr.  D.  Manuel  Alon- 
residente  de  la  Sección  primera  de  la  Comi- 

>  Codificación. 
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Ley,  en  su  acepción  jurídica,  es  la' expresión  solemne  y  obli- 
gatoria de  la  voluntad  del  Poder  legislativo  (1)  ó  de  quien  ejer- 
za sus  funciones  constitucionales,  distinguiéndose  en  tal  con- 
cepto de  aquellas  otras  normas  á  la  ley  subordinadas  y  que 
desarrollan  sus  preceptos,  como  los  decretos,  reglamentos  é 
instrucciones  (2);  y  comprendiendo,  por  el  contrario,  las  que  el 
Poder  ejecutivo  dicta  á  virtud  de  delegación  expresa  del  legis- 
lativo (3)  ó  á  reserva  de  obtener  después  la  indicada  autoriza- 
ción (4)  en  casos  excepcionales  y  de  tan  notoria  urgencia  que 
no  permitan  la  reunión  ó  discusión  de  las  Cortes  (5). 


'1  En  España,  este  Poder  lo  ejercen  las  Cortea  con  el  Rey  (art.  18  de  la 
Constitución;;  mas  no  siempre  ha  sucedido  así,  habiéndose  reconocido  que 
tienen  el  carácter  de  lejros  las  órdenes  de  carácter  general  dictadas  por  los 
Monarca*  absolutos,  por  las  Cortes  de  Cádiz,  en  cierta  época,  y  por  el  Poder 
ejecutivo  de  la  República  en  determinados  casos. 

C2     Artículo  54,  párrafo  1.°,  de  la  Constitución  vigente. 

8  Esta  forma  de  legislar  va  siendo  cada  vez  más  frecuente  por  las  difi- 
cultades que  ofrece  la  discusión  en  las  Cámaras,  habiéndose  aplicado, 
entre  otros  casos,  en  la  redacción  del  Código  civil  y  de  la  ley  sobre  contra- 
bando y  defraudación. 

'4  La  autorización  recibe  entonces  la  denominación  de  bilí  do  indemni- 
dad y  exime  á  los  Ministros  de  la  responsabilidad  en  que  puedan  haber  in- 
currido por  atribuirse  facultades  que  constitucionalmente  no  les  corres- 
ponden. 

r5)  Aunque  la  Constitución  guarde  silencio  sobro  este  punto  es  imposi- 
ble negar  &  los  Gobiernos  el  uso  discreto  de  tal  facultad.  Recuérdese  el 
Beal  decreto  de  6  de  Abril  de  1905,  que  recibió  fuerza  de  ley  por  la  de  11  de 
Enero  de  1906. 
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Enjuiciamiento  es  la  serie  de  las  actuaciones  sucesivas  de 
un  juicio  ó  el  orden  y  marcha  que  debe  seguirse  en  la  sustan- 
ciación  de  una  contienda  entre  partes.  Suele  confundirse  esta 
palabra  con  las  de  procedimiento  y  juicio,  pero  debe  usarse  en 
una  acepción  más  limitada.  Procedimiento  es  la  reunión  de  re- 
glas y  preceptos  á  que  debe  acomodarse  el  curso  y  ejercicio  de 
una  acción.  El  procedimiento  puede  ser  voluntario  ó  contencio- 
so, según  luego  veremos,  y  da  lugar  respectivamente  á  los  actos 
y  á  los  juicios.  Juicio  es  la  controversia  ó  discusión  legítima 
entre  dos  ó  más  partes  ante  Juez  competente  para  que  la  sus- 
tancie y  decida  con  arreglo  á  Derecho.  Enjuiciamiento  es  el 
orden  ó  sistema  que  ha  de  seguirse  en  el  juicio. 

Enjuiciamiento  civil  es  el  orden  y  sistema  que  ha  de  se- 
guirse en  los  juicios  civiles.  Los  juicios  se  dividen  en  penales 
(impropiamente  llamados  criminales)  y  civiles.  Los  primeros 
tienen  por  objeto  la  averiguación  y  castigo  de  los  delitos.  Los 
segundos  sirven  para  declarar  los  derechos  privados.  El  En- 
juiciamiento civil  será,  por  tanto,  el  orden  y  sistema  que  ha 
de  seguirse  en  las  contiendas  referentes  á  los  derechos  pri- 
vados. 

La  Ley  de  Enjuiciamiento  civil  debiera,  por  consiguiente, 
llamarse  Ley  de  Pi'ocedimiento  civü,  comprendiendo,  como 
comprende,  los  juicios  y  los  actos  de  jurisdicción  voluntaria. 

Jurisprudencia. — Las  Reales  órdenes  que  se  expidan  por 
el  Ministerio  de  la  Guerra  no  pueden  tener  aplicación  en  los 
Tribunales  ordinarios,  si  no  son  comunicadas  á  los  mismos 
por  el  Ministerio  de  Gracia  .y  Justicia.  (Sent.  3  Noviem- 
bre 1853.) 

Todos  los  Tribunales  deben  arreglar  sus  procedimientos  á 
las  disposiciones  de  esta  ley  de  Enjuiciamiento  civil.  (Sent.  20 
Octubre  1858.) 

Todas  las  disposiciones  de*  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil 
deben  reputarse  formuladas  para  los  juicios,  sin  que  los  Tri- 
bunales puedan  atribuirlas  otro  carácter.  (Sent.  20  Octu- 
bre 1858.) 
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Las  leyes  no  pueden  ser  derogadas  por  Reales  órdenes. 
(Sent.  18  Septiembre  1860,)  (1). 

La  Real  resolución  de  16  de  Mayo  de  1796  se  halla  deroga- 
da por  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil.  (Sent.  8  Mayo  1862.) 

La  ley  de  Enjuiciamiento  civil  no  tiene  efecto  retroactivo  y 
no  es  aplicable  á  un  procedimiento  incoado  con  anterioridad  á 
su  publicación.  (Sent.  14  Octubre  1864.) 

La  ley  de  Enjuiciamiento  civil  ha  derogado  la  ley  10,  títu- 
lo 3.°,  Partida  3.a  (Sent.  12  Mayo  1865.) 

Para  que  sean  obligatorias  las  Reales  disposiciones  de  ca- 
rácter especial  y  local,  basta  que  se  comuniquen  á  los  funcio- 
narios públicos  é  interesados  particulares  encargados  de  su 
cumplimiento.  (Sent.  9  Marzo  1867.) 

La  ley  de  Enjuiciamiento  civil  es  obligatoria  en  Cataluña. 
(Sent .  12  Octubre  1868.) 

La  ley  de  Enjuiciamiento  civil  ha  derogado  la  2.a,  título  16, 
libro  11  de  la  Novísima  Recopilación.  (Sent.  8  Noviembre  1869.) 


f.i)  El  vigente  Código  civil,  con  mayor  autoridad,  establece  en  su  art.  5.° 
que  las  leyes  tolo  se  derogan  por  otras  posteriores,  y  no  prevalecerá  contra 
su  observancia  el  desuso  ni  la  costumbre  ó  práctica  en  contrario. 
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Disposiciones  comunes  é  la  jurisdicción  contenciosa 
y  á  la  voluntaria. 

Jurisdicción  es  la  potestad  de  administrar  justicia,  ó  sea  el 
derecho  y  obligación  de  aplicar  la  ley.  La  jurisdicción  no  debe 
confundirse  con  la  competencia.  Esta  es  la  facultad  de  conocer 
de  un  negocio  determinado.  La  jurisdicción  es,  por  tanto,  el 
género;  la  competencia  es  la  especie.  La  jurisdicción  es  plena 
cuando  reúne  los  dos  atributos  de  la  justicia:  el  derecho  de  juz- 
gar y  el  de  ejecutar.  El  derecho  de  juzgar,  ó  sea  la  jurisdicción 
menos  plena ,  comprende  el  derecho  de  hacer  comparecer,  voca- 
tio;  el  de  ordenar  las  actuaciones,  notio;  el  de  hacer  respetar  la 
autoridad  judicial,  coercitio,  y  el  de  dictar  la  sentencia,  judi- 
cium.  El  derecho  de  ejecutar,  ó  sea  el  imperio,  es  el  de  llevar 
á  efecto  las  sentencias  judiciales,  siguiendo  las  formas  prescri- 
tas por  la  ley,  y  se  denomina  executio,  imperium. 

Hay,  pues,  tres  clases  de  jurisdicciones:  la  plena,  que  reúne 
las  cinco  notas  indicadas,  y  es  la  que  ejercen  los  Tribunales 
ordinarios  en  la  jurisdicción  contenciosa;  la  menos  plena,  la  de 
los  amigables  componedores  y  los  arbitros,  que  sólo  tienen  la 
facultad  de  declarar  el  derecho,  y  el  mero  imperio  en  los  actos 
de  jurisdicción  voluntaria. 

Jurisdicción  contenciosa  es,  por  tanto,  la  potestad  de  admi- 
nistrar justicia,  dictando  sentencia  y  llevándola  á  efecto.  Esta 
jurisdicción  se  ejerce  por  medio  del  juicio,  ó  sea  contendiendo 
las  partes  ante  el  Juez  competente. 

Jurisdicción  voluntaria  es  la  potestad  de  administrar  jus- 
ticia declarando  un  derecho  sin  contradicción  alguna.  No  hay, 
por  tanto,  un  juicio,  sino  meramente  un  acto.  La  jurisdicción 
voluntaria  participa  más  del  derecho  de  mandar  que  del  de  juz- 
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gar,  ó,  como  dice  Loyseau:  «esse  magis  imperii  quam  jwisdic- 
tionis* .  A  los  actos  de  jurisdicción  voluntaria  los  llamaban  los 
romanos  actos  legítimos,  á  diferencia  de  las  acciones  de  ley, 
que  eran  la  jurisdicción  contenciosa. 

Las  disposiciones  comunes  á  la' jurisdicción  contenciosa  y 
á  la  jurisdicción  voluntaria  constituyen  el  libro  1.°  de  la  nueva 
ley  de  Enjuiciamiento  civil,  libro  que  no  existía  en  la  de  5  de 
Octubre  de  1855,  que  trataba  respectivamente  de  la  jurisdic- 
ción contenciosa  y  voluntaria  en  sus  dos  libros  1.°  y  2.°,  únicos 
que  comprendía. 

Creemos  muy  conveniente  el  haber  dedicado  la  primera 
parte  de  la  ley  novísima  á  tratar  de  las  disposiciones  comunes 
á  una  y  otra  jurisdicción;  pero  en  notas  sucesivas  demostrare- 
mos que  la  mayor  parte  de  las  disposiciones  del  libro  1.°  se 
refieren  sólo  á  la  jurisdicción  contenciosa. 

TÍTULO  PRIMERO 
De  la  comparecencia  en  juicio. 

Comparecencia,  según  el  Diccionario  de  la  Academia,  es  el 
acto  de  presentarse  alguna  persona  ante  el  Juez  ó  superior  en 
cumplimiento  de  orden  que  se  le  ha  intimidado.  Esta  definición, 
aun  limitada  á  la  acepción  jurídica,  es  inexacta,  pues  la  com- 
parecencia puede  ser  voluntaria,  es  decir,  sin  citación  ni  inti- 
mación, y  menos  intimidación  de  ninguna  clase;  tal  acontece 
con  el  que  se  presenta  ante  el  Tribunal  interponiendo  una  de- 
manda. 

Comparecencia  enjuicio  será,  por  tanto,  el  acto  de  presen- 
tarse los  litigantes  ante  un  Juez  ó  Tribunal  para  ejercitar 
un  derecho  en  la  contienda  promovida.  Por  consiguiente,  el 
epígrafe  del  título  1.°  es  impropio,  pues  al  decir  comparecencia  - 
en  juicio  excluye  la  comparecencia  en  asuntos  de  jurisdicción 
voluntaria,  ó  sea  en  los  actos,  cuya  diferencia  con  los  juicios 
ya  liemos  explicado.  Debía,  por  tanto,  este  título  llamarse  «De 
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ecencia  ante  los  Juzgados  y  Tribunales»,  si  había  de 
elación  con  el  enunciado  del  libro  1.°. 

Artículo  1.° 

e  haya  de  comparecer  en  juicio,  tanto  en,  asuntos 
sdicción  contenciosa  como  de  la  voluntaria,  deberá 
3  ante  el  Juez  ó  Tribunal  que  sea  competente,  y 
ma  ordenada  por  esta  ley.  (Ley  ant.,  art.  1.° — 
del  P.  J.,  artículos  267,  268,  298,  299  y  302.) 

irecer  enjuicio  en  la  jurisdicción  voluntaria,  dice  la 
>  es  apartarse  completamente  de  la  doctrina  comúu- 
ibida  por  los  mejores  autores  de  Derecho  procesal  y 
a  por  nuestras  leyes.  La  jurisdicción  voluntaria  se 
ir  volentes  sin  contradicción  alguna,  no  ínter  invitos. 
nomento  en  que  haya  oposición,  se  convierte  en  juicio. 
ajurisdictio,  dice  Argenlreo,interventu  justi  adver- 
sit  in  contentiosam.  La  ley  de  Enjuiciamiento  civil 
jcía  que  «se  considerarán  actos  de  jurisdicción  volun- 
3  aquellos  en  que  sea  necesaria  ó  se  solicite  la  inter- 
b1  Juez,  sin  estar  empeñada  ni  promoverse  cuestión 
bre  partes  conocidas  y  determinadas»  (art.  1.207),  y 
c[ue  «si  á  la  solicitud  promovida  se  hiciere  oposición 
o  que  tenga'  personalidad  para  formularla,  se  hará 
jo  el  expediente  y  sujetará  á  los  trámites  establecidos 
icio  que  corresponda»  (regia  7.a  del  art.  1.208).  Lo 
ponen  los  artículos  1.811  y  1.817  de  la  ley  que  anota- 
uede,  por  tanto,  haber  juicio  sino  en  la  jurisdicción 
la,  nunca  en  la  voluntaria.  Creemos  preferible  la  rp* 
il  art.  1.°  de  la  ley  de  5  de  Octubre  de  1855:  «Toda 
lebe  interponerse  ante  Juez  competente. »  Esta  dispo- 
gualmente  aplicable  á  una  y  otra  jurisdicción. 
icción  contenciosa  y  jurisdicción  voluntaria,  dice 
do,  y  creemos  que  debiera  anteponerse  el  estudio  de 
i  al  de  la  primera,  pues  ya  hemos  dicho  que  la  juris* 
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dicción  voluntaria  se  convierte  en  contenciosa,  y  ésta  minea  en 
voluntaria.  Puede,  por  tanto,  considerarse  la  voluntaria  como 
una  preparación  de  la  contenciosa. 

Juez  es  la  autoridad  que  administra  justicia  con  sujeción  á 
las  leyes. 

Tribunal  es  la  reunión  de  varias  personas  para  administrar 
justicia.  Hoy  la  ciencia  prefiere  los  Tribunales  colegiados  á  los 
unipersonales. 

Este  articulo  incurre  en  varios  errores  jurídicos,  pero  en 
cambio  no  contiene  ninguna  disposición  concreta. 

Su  lenguaje  es  poco  preciso  y  hasta  poco  exacto.  Dice:  «El 
que  baya  de  comparecer  en  juicio,  tanto  en  asuntos  de  jurisdic- 
ción contenciosa  como  de  la  voluntaria»;  cuando  en  ésta  no  hay 
juicios  y  si  sólo  actos;  y  añade:  «deberá  verificarlo  ante  el  Juez 
ó  Tribunal  que  sea  competente*;  y  después  de  un  mandato  tan 
absoluto,  en  artículos  posteriores  se  permite  la  comparecencia 
ante  Juez,  que  en  tal  acto  no  es  competente,  porque  no  otra 
cosa  significa  la  sumisión  expresa  ó  tácita. 

Lo  que  se  ha  querido  disponer  en  este  artículo  es  que  la 
comparecencia  en  asuntos  civiles  de  los  comprendidos  en  esta 
ley  se  hará  siempre  ante  Jueces  ó  Tribunales  que  ejerzan  juris- 
dicción ordinaria  y  puedan  conocer  del  que  se  les  someta  por  ra- 
zón de  lá  materia,  de  la  cantidad  ó  de  la  jerarquía;  y  así  lo  de- 
muestra su  concordante  el  1.693  en  cuanto  sanciona  con  la  decla- 
ración de  nulidad  los  procedimientos  que  en  otro  caso  se  sigan. 

Jurisprudencia.  —  El  Juez  competente  para  conocer  de  la 
demanda  principal  lo  es  para  conocer  de  todas  sus  incidencias. 
(22  de  Junio  y  28  de  Octubre  de  1858,  30  de  Mayo  de  1860,  5  de 
Diciembre  de  1863,  28  de  Mayo  de  1868  y  29  de  Diciembre 
de  1871.) 

La  incompetencia  de  jurisdicción  que  no  se  ha  reclamado  en 
tiempo  no  puede  alegarse  como  fundamento  de  un  recurso  de 
casación.  (30  de  Diciembre  de  1858.) 

No  puede  admitirse  la  cuestión  de  incompetencia  cuando  se 
alega  fuera  de  término.  (24  de  Diciembre  de  1873.) 
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Resuelta  una  cuestión  de  competencia  y  declarada  la  del 
Juzgado  que  entendió  en  el  negocio,  es  indudable  que  todo  lo 
mandado  por  éste  adolece  del  vicio  de  nulidad.  (10  de  Mayo 
de  1876.) 

Véase:  Sobre  el  valor  de  las  demandas  que  determina  la 
competencia,  por  D.  J.  Vicente  Caravantes,  tomo  46,  pág.  23. — 
Sustanciación  de  competencia  en  actos  de  conciliación  y  juicios 
verbales,  por  D.  Primitivo  González  del  Alba,  tomo  46,  pági- 
na 293.  —  Sobre  competencia  de  suplentes  de  Jaeces  municipa- 
les para  admitir  demandas  de  juicios  verbales  y  actos  de  con- 
ciliación, tomo  25  del  Bol.,  pág.  269. — De  los  mismos  en  los  jui- 
cios verbales  por  razón  de  la  entidad  de  la  cosa;  Ból.}  tomo  28, 
página  257. — De  los  mismos  en  tercerías  de  mejor  derecho; 
Bol.,  tomo  35,  pág.  99. — Si  pueden  decretarse  embargos  pre- 
ventivos donde  no  haya  Juez  de  primera  instancia;  Bol.,  tomo  36, 
página  451. — Cuestiones  sobre  comisiones  de  los  Jueces  de  pri- 
mera instancia  á  los  de  paz;  Rev.,  tomo  9.°,  pág.  201. 

SECCIÓN  PEIMERA 

DE  LOS   LITIGANTB8,    PROCURADORES  Y   ABOGADOS 

Litigantes  son  las  personas  que  intervienen  como  partes  en 
los  juicios,  principalmente  en  los  civiles.  Sólo  á  éstos  puede 
darse  el  nombre  de  litigios  y  de  pleitos  con  toda  propiedad,  así 
como  el  de  causas  á  los  criminales.  La  voz  litigio  es,  sin  em- 
bargo, más  extensa  que  la  de  pleito.  Los  litigantes  en  los  juicios 
civiles  se  llaman  demandante  y  demandado;  en  los  criminales 
actor  y  reo,  denominaciones  que  sólo  impropiamente  se  aplican 
en  procedimiento  civil.  Demandante  es  el  que  ejercita  una 
acción;  demandado  es  el  que  hace  uso  de  una  excepción. 

Procuradores  son  los  representantes  de  las  partes  en  los 
asuntos  judiciales. 

Abogados  ó  Letrados  son  las  personas  que  dirigen  á  los  liti- 
gantes en  los  juicios. 
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Las  disposiciones  de  esta  sección  se  han  tomado  principal* 
mente  del  título  1.°  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  de  5  de 
Octubre  de  1865  y  del  título  21  de  la  ley  de  Organización  del 
Poder  judicial  de  23  de  Junio  de  1870.  El  haber  formado  una 
sección  especial  de  las  disposiciones  relativas  á  los  litigantes, 
Procuradores  y  Abogados  nos  parece  una  resolución  acertadí- 
sima, pues  así  lo  hacen  los  mejores  autores  de  Derecho  procesal, 

Aetícülo  2.° 

Sólo  podrán  comparecer  en  juicio  los  que  estén  en  el 
pleno"  ejercicio  de  sus  derechos  civiles. 

Por  los  que  no  se  hallen  en  este  caso  comparecerán  sus 
representantes  legítimos,  ó  los  que  deban  suplir  su  incapa- 
cidad con  arreglo  á  derecho. 

Por  las  Corporaciones,  Sociedades  y  demás  entidades 
jurídicas,  comparecerán  las  personas  que  legalmente  las 
representen.  (Ley  ant.,  art.  12.) 

La  comparecencia  enjuicio,  á  que  se  refiere  este  artículo, 
es  el  derecho  personal  y  directo  que  compete  á  cualquiera  per- 
sona para  personarse  ó  hacerse  representar  en  juicio,  según 
pueda  ó  no  comparecer  por  sí. 

Estar  en  el  pleno  ejercicio  de  sus  derechos  civiles. — Los 
derechos  á  que  aquí  se  refiere  la  ley  son  los  que  integran  la 
plena  personalidad  jurídica  individual,  los  cuales  pueden  encon- 
trarse restringidos  por  la  menor  edad,  la  demencia  ó  imbecili- 
dad, la  sordomudez,  la  prodigalidad,  la  interdicción  civil  (1), 
el  matrimonio,  tratándose  de  las  mujeres  (2),  y,  en  cierto  modo, 
la  ausencia  (3).  Examinaremos  cada  una  de  dichas  restricciones 
y  su  transcendencia  en  orden  al  acto  de  comparecer  en  juicio. 

Menores  de  edad. — Pueden  encontrarse  en  las  siguientes 
situaciones:  a)  sujetos  á  la  patria  potestad;  b)  sujetos  á  tutela; 


(1)   Artículo  82  del  Código  civil. 

0)    Artículo  60. 

(3)   Artículos  181  y  siguientes. 
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c)  emancipados  por  concesión  del  padre  ó  de  la  madre  que 
ejerza  la  patria  potestad;  d)  habilitados  como  mayores  por 
concesión  del  Consejo  de  familia,  aprobada  por  el  Presidente  de 
la  Audiencia  territorial;  e)  emancipados  por  matrimonio  cele- 
brado sin  licencia  de  aquellos  á  quienes  corresponde  otorgar* 
la;  f)  emancipados  por  matrimonio  celebrado  con  licencia  sien- 
do menores  de  diez  y  ocho  años;  y  g)  emancipados  por  matri- 
monio siendo  mayores  de  dicha  edad. 

a)  Los  menores  sujetos  á  la  patria  potestad  (1)  —  y  lo  están 
los  hijos  legítimos  al  padre  y  en  su  defecto  á  la  madre  mien- 
tras no  pase  á  segundas  nupcias,  y  aunque  pase  si  ha  sido  auto- 
rizada por  el  cónyuge  premuerto, — y  los  naturales  reconocidos  y 
los  adoptivos  al  padre  ó  á  la  madre  que  los  reconoce  ó  adopta, 
no  pueden  comparecer  por  sí  mismos  en  juicio,  por  cuanto  el 
padre  ó  madre  en  su  caso,  por  regla  general,  «deben  represen- 
tar á  sus  hijos  en  el  ejercicio  de  todas  las  acciones  que  puedan 
redundar  en  su  provecho»  (2);  y  si  en  algún  asunto  tienen  al- 
gún interés  opuesto  al  dé  los  mismos,  «  deberá  nombrárseles  un 
defensor  que  los  represente  en  juicio  (3)  y  fuera  de  él»,  recayen- 
do el  nombramiento,  «á  petición  del  padre  ó  de  la  madre,  del 
mismo  menor,  del  Ministerio  fiscal  ó  de  cualquier  persona  capas 
de  comparecer  en  juicio»,  en  el  «pariente  de  menor  edad  á 
quien  en  su  caso  correspondería  la  tutela  legítima,  y  á  falta  de 
éste,  en  otro  pariente  ó  en  un  extraño  ». 

No  constituye,  á  nuestro  juicio,  excepción  á  estos  principios 
el  caso  de  que  el  hijo,  con  consentimiento  de  sus  padres,  viviera 
independiente  de  éstos;  porque  si  bien  entonces  se  les  reputa 
para  todos  los  efectos  referentes  á  los  bienes  que  haya  adquiri- 
do ó  adquiera  con  su  trabajo  ó  industria  ó  por  cualquier  título 
lucrativo  como  emancipado  y  tendrá  en  ellos  el  dominio,  el 
usufructo  y  la  administración  (4),  no  se  les  faculta  expresa* 


(1)  Código  civil,  art.  154,  en  relación  con  el  814. 

(2)  Artículo  155,  núm.  t.°,  del  Código  civil. 
(8)  Artículo  165  del  Código  civil. 

(4)  Artículo  160  del  Código  civil. 
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mente  para  comparecer  en  juicio,  y  los  emancipados  á  quienes 
se  equiparan  no  pueden  hacerlo,  como  veremos  después  (1),  sin 
el  consentimiento  del  padre;  en  defecto  de  éste,  sin  el  de  su 
madre,  y,  por  falta  de  ambos,  sin  el  de  su  tutor. 

b)  Sujetos  á  tutela.  —  Los  que  se  encuentran  en  tales  cir- 
cunstancias no  pueden  comparecer  por  sí  mismos  en  juicio,  os- 
tentando su  representación  sus  tutores,  á  quienes,  por  regla  ge- 
neral, corresponde  tal  facultad  en  todos  los  actos  de  la  vida 
civil  (2),  previa  la  correspondiente  autorización  del  consejo  de 
familia,  cuando  se  trate  de  entablar  demandas,  sostener  los  re- 
cursos de  apelación  y  casación  contra  las  sentencias  en  que  hu- 
biesen sido  condenados  (excepto  las  demandas  y  recursos  en  los 
juicios  verbales)  (3)  y  para  transigir  y  comprometer  en  ar- 
bitros (4). 

En  caso  de  que  los  intereses  del  menor  estén  en  oposición 
con  los  de  su  tutor,  corresponderá  la  representación  del  primero 
al  protutor  (5). 

c)  Emancipados  por  concesión  del  padre  ó  de  la  madre  que 
ejerza  la  patria  potestad. — Entendemos  que  deben  completar  su 
capacidad  para  comparecer  en  juicio,  a  virtud  de  lo  dispuesto 
en  el  art.  317  del  vigente  Código  civil,  según  el  cual,  aunque  la 
emancipación  habilita  al  menor  para  regir  su  persona  y  bienes 
como  si  fuera  mayor,  no  podrá  comparecer  en  juicio  hasta  que 
llegue  á  la  mayor  edad  sin  la  asistencia  del  padre;  en  defecto 
de  éste,  sin  la  de  su  madre,  y,  por  falta  de  ambos,  sin  la  de  su 
tutor. 

d)  Habilitados  como  mayores  por  concesión  del  consejo  de 
familia,  aprobada  por  el  Presidente  de  la  Audiencia  territorial 
del  distrito,  oído  el  Fiscal.  —  Es  aplicable  á  los  menores  así 


d) 

Artículo  217. 

(2) 

Código  civil, 

art.  202. 

(8) 

Código  civil, 

art.  239,  núm.  18 

(4> 

Código  civil, 

art.  269,  núm.  12. 

<5) 

Código  civil, 

art.  286,  núm.  2. 
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lo  dispuesto  en  el  artículo  anterior  (1);  y,  en  su  con- 
10  podrán  comparecer  en  juicio,  mientras  no  cumplan 
és  años  de  edad,  sin  la  asistencia  de  su  tutor. 
ncipados  por  matrimonio  celebrado  sin  licencia  de 

quienes  corresponde  otorgarla  (2) .  —  Entendemos 
len  comparecer  en  juicio  mientras  no  cumplan  vein- 
de  edad,  puesto  que  si  bien  el  art.  315  los  declara 
>s  de  derecho,  esta  emancipación  no  alcanza  á  la  ad- 
n  de  los  bienes  (3),  á  menos  que  ya  estuviese  eman- 
otro  concepto  (4),  pues  entonces  creemos  que  tiene 
d  necesaria,  por  las  razones  que  diremos  después. 
mcipados  por  matrimonio  contraído  con  la  oportuna 
;es  de  los  diez  y  ocho  años.  —  No  pueden  compare- 
o  sin  la  asistencia  de  su  padre;  en  defecto  de  éste, 
.  madre,  y,  á  falta  de  ambos,  sin  la  de  su  tutor. 
mcipados  por  matrimonio  mayores  de  diez  y  ocho 
tendemos  que  no  está  limitada  su  capacidad  para 

en  juicio,  á  tenor  de  lo  dispuesto  en  el  art.  315,  en 
i  el  59  y  regla  3.a  del  50,  cualesquiera  que  sean  las 
malogía  que  puedan  aducirse,  para  equiparar  en  sus 
mancipación  por  matrimonio  á  la  emancipación  por 
el  padre  ó  de  la  maare  que  ejerzan  la  patria  potes- 
ha  entendido  también  el  Tribunal  Supremo  de  Justi- 
mcia  de  8  de  Junio  de  1904,  y  la  Dirección  general 
3tros  en  sus  resoluciones  de  24  de  Diciembre  de  1896 
siembre  de  1898. 

imbéciles.  —  Mientras  no  sean  declarados  tales  en 
irme,  pueden  comparecer  en  juicio;  y  así  se  deduce 

del  Código  civil,  según  el  cual,  no  puede  nombrarse 
mismos  mientras  no  se  haga  la  declaración  de  que 
íes  para  administrar  sus  bienes,  y  de  los  artículos 

sivil,  art.  824. 

:>  46  del  Código  civil. 

>  60,  regla  8.a  del  Código  civil,  en  relaoión  con  el  816  ya  citado. 
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215  y  219,  con  arreglo  á  los  que  el  presunto  incapaz  puede  com- 
parecer por  sí  en  el  procedimiento  sumario  que  exige  el  art.  218 
para  la  declaración  de  incapacidad,  siendo  mayor  de  edad  y 
queriendo  defenderse,  y  en  el  juicio  declarativo,  que  pueden  en- 
tablar contra  los  autos  que  pongan  término  al  expediente  de  in- 
capacidad. 

Una  vez  declarados  incapaces  para  administrar  sus  bie- 
oes  (1),  los  locos  é  imbéciles  quedan  sujetos  á  la  tutela,  siéndo- 
les, por  tanto,  aplicables  las  indicaciones  hechas  acerca  de  los 
á  ella  sometidos. 

Sordomudos.  —  Les  son  aplicables  las  disposiciones  antes 
expresadas  respecto  de  los  locos  y  dementes  (2),  sin  más  modi- 
ficación que  la  que  indica  el  art.  218,  en  cuanto  dispone  que  la 
declaración  de  incapacidad  fijará  la  extensión  y  límites  de  la 
tutela  según  el  grado  de  aquélla,  pudiendo,  por  tanto,  darse  el 
caso  de  que  el  sordomudo  pueda  quedar  facultado  para  compa- 
recer en  juicio.  • 

Pródigos.  —  Para  determinar  si  la  declaración  de  prodigali- 
dad (3)  inhabilita  ó  no  al  pródigo  para  comparecer  en  juicio, 
habrá  que  estar  á  lo  resuelto  en  la  sentencia  correspondiente, 
la  cual  determinará  los  actos  que  quedan  prohibidos  al  incapa- 
citado, las  facultades  que  haya  de  ejercer  el  tutor  en  su  nombre 
y  los  casos  en  que  por  uno  ó  por  otro  deberá  ser  consultado  el 
consejo  de  familia  (4). 

Sujetos  á  interdicción  civil.  —  La  interdicción  es  una  pena 
que  priva  por  regla  general  al  que  la  sufre,  por  el  tiempo  que 
se  determine  en  la  sentencia,  de  los  derechos  de  patria  potes- 
tad, tutela,  participación  en  el  consejo  de  familia,  de  la  auto- 
ridad marital,  de  la  administración  de  los  bienes  y  del  dere- 


(1)  Artículo  218  del  Código  civil. 

(2)  Sección  2.a,  título  IX,  libro  I  del  Código  civil. 

(8)    Hasta  que  esta  deolaración  se  verifica  sí  puede  comparecer,  y  sus  ac- 
tos son  váHdos.  (Artículos  228  y  226  del  Código  civil.) 
(4)    Código  civil,  art.  221,  párrafo  2.° 
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cho  de  disponer  de  los  propios  por  actos  int¿r  vivos  (1).  En  su 
consecuencia,  el  Código  civil  somete  á  los  asi  condenados  á 
tutela,  que  se  limita  á  la  administración  de  los  bienes  y  á  la 
representación  en  juicio  del  penado,  quien  en  tal  concepto  se 
encuentra  incapacitado  de  comparecer  por  sí  mismo  en  juicio 
civil  (2). 

Mujeres  tajadas.  —  Es  principio  general  el  que  están  repre- 
sentadas por  su  marido  y  que  no  pueden  sin  su  licencia  compa- 
recer en  juicio  por  sí  ó  por  medio  de  procurador  (3). 

No  necesita,  sin  embargo,  de  esta  licencia:  1.°,  para  deman- 
dar ó  defenderse  en  los  pleitos  con  su  marido,  ó  cuando  hubiere 
obtenido  habilitación  con  arreglo  á  la  ley  de  Enjuiciamiento 
civil  (4),  por  hallarse  el  marido  ausente,  ignorándose  su  para- 
dero, sin  que  haya  motivo  racional  bastante  para  creer  próximo 
su  regreso,  por  negarse  el  marido  á  representar  en  juicio  á  la 
mujer,  ser  demandada  la  misma  ó  seguírsele  gran  perjuicio  de 
no  promover  la  demanda  para  la  que  se»  pida  la  habilitación; 
2.°,  para  comparecer  en  juicio  á  fin  de  poder  ejercer  los  dere- 
chos y  cumplir  los  deberes  que  le  correspondan  respecto  á  los 
hijos  legítimos  ó  naturales  reconocidos  que  hubiese  tenido  (5) 
de  otro,  y  respecto  á  los  bienes  de  los  mismos;  3.°,  cuando  por 
virtud  de  sentencia  firme  de  divorcio  tenga  la  libre  administra- 
ción de  sus  bienes,  que  pierde  el  marido  (6);  y  4.°,  cuando  el 
marido  esté  sujeto  á  la  pena  de  interdicción  civil  (7),  porque 
mal  podría  ejercitar  de  otro  modo  los  derechos  que  de  la  patria 
potestad  que  se  le  atribuye  se  derivan,  y  porque  tal  interpreta- 
ción del  Código  tiene  un  precedente  autorizado  en  la  ley  de  18 
de  Junio  de  1870. 


(1)  Código  penal,  art.  43. 

Qi)  Código  civil,  art.  229. 

(3)  Artículo  60  del  Código  civil. 

(4)  Artículos  1.994  a  2.001  de  la  misma. 

(5)  Artículo  68  del  Código  civil. 

(6)  Artículo  78,  núm.  4.°,  del  Código  civil. 

(7)  Código  civil,  art.  229, y  su  antecedente  la  ley  de  18  de  Junio  de  187a 
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Ausentes.  —  Los  que  merecen  la  consideración  legal  de 
ausentes,  es  decir  (1),  los  que  hayan  desaparecido  de  su  domi- 
cilio, sin  saberse  su  paradero  y  sin  dejar  apoderado  que  admi- 
nistre sus  bienes,  podrán  ser  representados  en  juicio,  en  caso  de 
necesidad,  si  la  ausencia  fuese  presunta,  y  en  todo  caso  si  fuese 
declarada  (2)  por  los  representantes  ó  administradores  que  el 
Juez  designará  en  los  términos  previstos  por  el  Código  civil  (3). 

Personas  jurídicas.  — Son  personas  jurídicas  (4):  las  Cor- 
poraciones, Asociaciones  y  fundaciones  de  interés  público  reco- 
nocidas por  la  ley,  y  las  Asociaciones  de  interés  particular, 
sean  civiles,  mercantiles  ó  industriales,  á  las  que  la  ley  concede 
personalidad  propia  independiente  de  la  de  cada  uno  de  los  aso- 
ciados. La  capacidad  para  comparecer  en  juicio,  cuando  se  trate 
de  Corporaciones,  se  regirá  por  las  leyes  que  las  hayan  creado 
ó  reconocido;  si  de  Asociaciones,  por  sus  estatutos,  y  si  de  fun- 
daciones, por  las  reglas  de  su  institución,  debidamente  aproba- 
das por  la  autoridad  administrativa,  cuando  eate  requisito  fuere 
necesario  (5).  Hó  aquí,  conocidas  estas  reglas,  quiénes  deben 
comparecer  en  juicio  á  nombre  de  algunas  personas  jurídicas: 

Del  Estado.  —  Los  Abogados  del  Estado,  quienes  deberán 
consultar  á  la  Dirección  general  de  lo  Contencioso  del  Ministe- 
rio de  Hacienda  y  ajustarse  á  las  instrucciones  que  de  la  mis- 
ma reciban,  tanto  para  la  interposición  de  demandas  á  nombre 
del  Estado  como  para  contestar  las  que  contra  el  mismo  se  in- 
terpongan por  los  particulares  en  asuntos  civiles  (6). 

De  las  provincias.  —  El  vicepresidente  de  la  Comisión  pro- 
vincial, previo  acuerdo  de  la  Diputación,  según  el  núm.  6.°  del 
artículo  98  de  la  ley  de  1882. 

Municipios.  —  Corresponde  su  representación  al  procurador 


(1)  Artículo  181. 

(2)  Código  civil,  artículos  187  &  190. 

(3)  Artículos  183  á  187. 

(4)  Artículo  86  del  Código  civil. 

(5)  Artículo  87  del  Código  civil. 

(6)  Artículo  87  del  reglamento  orgánico  de  la  Dirección  de  lo  Conten- 
cioso. 
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síndico  (1),  previo  acuerdo  del  Ayuntamiento  y  dictamen  con- 
forme de  dos  letrados,  siendo  además  necesaria  la  autorización 
de  la  Diputación  provincial  para  entablar  pleitos  á  nombre  de 
pueblos  menores  de  4.000  habitantes  (2). 

Esta  autorización  y  dictamen  no  son  necesarios  para  autor  i» 
zar  los  interdictos  de  retener  ó  recobrar  y  los  de  obra  nueva  ó 
vieja,  ni  para  seguir  los  pleitos  en  que  el  Ayuntamiento  fuese 
demandado. 

Fundaciones.  —  Sus  representantes  legítimos,  debidamente 
autorizados  por  el  Ministro  de  la  Gobernación  (3),  cuando  entre 
las  facultades  que  le  atribuya  el  título  de  su  nombramiento  no 
esté  la  de  comparecer  en  juicio  como  demandantes  ó  deman- 
dados. 

Juntas  provinciales  de  Beneficencia.  —  Los  Abogados  del 
ramo  reconocidos  por  las  disposiciones  vigentes,  los  cuales  son 
nombrados  por  el  Ministro  de  la  Gobernación  (4),  y  pueden  de- 
fender también  á  las  fundaciones  benéficas  particulares  (5). 

Jurisprudencia.  —  Mujer  casada*  —  El  marido  es  represen- 
tante de  los  derechos  de  la  mujer,  la  cual  sólo  tiene  personali- 
dad para  comparecer  en  juicio  cuando  lo  verifique  con  licencia 
marital,  ó  la  del  Juez  en  su  defecto.  (7  Noviembre  1884.) 

Según  establece  el  art.  60  del  Código  civil,  corresponde  al  ma- 
rido la  representación  legal  de  su  mujer.  (23  Noviembre  1894.) 

Se  infringe  el  art.  697  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil, 
desconociendo  la  personalidad  del  marido  para  representar  en 
juicio  á  su  mujer,  cuando  aquélla  está  debidamente  acreditada, 
para  los  efectos  del  núm.  2.°  del  art.  509,  por  la  fe  del  Notario 
autorizante  del  poder  presentado  con  la  demanda  en  que  así  lo 
consigna  dicho  funcionario,  que  asegura  conocer  personalmente 
á  los  otorgantes.  (7  Noviembre  1896.) 


(1)  Artículo  56,  párrafo  2.°,  de  la  ley  Municipal. 

(2)  Artículo  86. 

(8)  Artículo  7.°,  núm.  4,  de  la  instrucción  de  14  de  Marzo  de  1899. 

(4)  Artículos  27  y  29  ídem. 

(5)  Artículo  81  ídem. 
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8i  bien  sólo  pueden  comparecer  en  juicio  los  que  estén  en  el 
pleno  ejercicio  de  sus  derechos  civiles,  debiendo,  por  los  que  no 
se  hallen  en  este  caso,  comparecer  los  representantes  legítimos, 
como  lo  es  el  marido  de  la  mujer,  la  cual,  sin  la  licencia  de 
aquél,  no  puede  hacer  tal  comparecencia,  a  tenor  de  lo  dispuesto 
en  el  art.  2.°  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  y  60  del  Código 
civil,  dispone  este  último  artículo  que  la  mujer  casada  no  nece- 
sita la  expresada  licencia,  entre  otros  casos,  cuando  hubiese 
obtenido  habilitación,  conforme  á  lo  prevenido  en  la  citada  ley. 
(4  Abril  1899.) 

En  conformidad  á  lo  dispuesto  en  el  art.  1.994  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  civil,  la  mujer  casada  necesita  habilitación 
para  comparecer  en  juicio  sólo  cuando  no  esté  autorizada  por 
la  ley  ó  por  el  marido.  (4  Abril  1900.) 

Menor  de  edad.  —  Es  de  estimar  como  bastante  la  persona- 
lidad del  tutor  para  litigar  en  nombre  de  los  menores,  á  quienes 
representa,  cuando  por  documentos  auténticos  se  demuestra 
aquel  carácter  y  también  que  su  nombramiento  resulta  inscrito 
en  el  Registro  de  los  de  su  clase,  y  que  el  consejo  de  familia,  no 
sólo  le  había  puesto  en  posesión,  sino  que  le  había  autorizado 
para  practicar  las  gestiones  necesarias  en  favor  de  los  meno- 
res. (5  Marzo  1897.) 

Siendo  un  precepto  de  carácter  general  el  contenido  en  el 
articulo  2.°  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  al  tenor  del  que 
únicamente  pueden  comparecer  en  juicio  los  que  estén  en  el 
pleno  ejercicio  de  sus  derechos  civiles,  debiendo  suplir  la  inca- 
pacidad de  los  que  no  se  hallen  en  este  caso  sus  legítimos  repre- 
sentantes, sólo  puede  reconocerse  á  los  menores  en  Aragón  ca- 
pacidad para  comparecer  en  juicio  por  medio  de  Procurador,  si, 
con  arreglo  al  fuero  aragonés,  estuvieren,  los  mayores  de  ca- 
torce años  y  menores  de  veinte,  en  esa  plenitud  de  derechos  ci- 
viles; mas  como  quiera  que  no  sólo  no  es  así,  sino  que  aquéllos 
tienen  restringida  su  capacidad  para  contratar,  como  no  inter- 
vengan sus  padres,  ó  en  defecto  de  éstos  autorización  del  Juz- 
gado ordinario,  es  evidente  que,  sin  infringir  lo  mismo  la  ley 
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procesal  que  los  preceptos  f orales,  no  es  posible  reconocerles 
capacidad,  ni,  consiguientemente,  personalidad  para  comparecer 
en  juicio,  ni  por  tanto  á  sus  Procuradores,  directamente  nom- 
brados por  ellos  mismos,  puesto  que  la  ley  procesal  no  consiente 
que  un  menor  de  edad  litigue  por  sí,  y  sería  contrariar  las  dis- 
posiciones forales  el  admitir  que  el  menor,  á  quien  se  le  prohibe 
contratar,  pudiera  comprometerse  por  un  mandato  ó  por  las 
obligaciones  recíprocas  que  surgen  entre  las  partes  en  todo 
pleito,  sin  la  garantía  del  Juez.  (13  Julio  189S.) 

Hijo  de  familia.  — No  es  del  art.  134,  como  tampoco  del  114 
ni  del  143  del  Código  civil,  en  que  se  consignan  los  respectivos 
derechos  de  los  hijos  naturales  y  legítimos,  de  donde  se  puede 
derivar  la  obligación  del  padre  respecto  de  los  gastos  que  ten- 
gan que  hacer  los  hijos  para  defenderse  en  juicio,  sino  del  155, 
que,  tratando  de  los  efectos  de  la  patria  potestad,  establece  el 
deber  que  tienen  los  padres  de  representar  á  aquéllos  en  el  ejer- 
cicio de  todas  las  acciones  que  puedan  redundar  en  su  prove- 
cho; deber  que,  relacionado  con  los  demás  que  se  enumeran  en 
el  núm.  1.°  del  último  artículo  citado,  se  extiende,  lógica  y 
racionalmente,  á  sufragar  los  referidos  gastos,  porque  la  re- 
presentación atribuida  al  padre  no  puede  entenderse  estable- 
cida para  el  solo  efecto  de  suplir  la  falta  de  capacidad  del 
hijo,  sino  que  ha  de  tener  también  por  objeto  hacer  eficaz 
la  obligación  de  la  defensa  con  arreglo  á  la  fortuna  del  mismo 
padre. 

Cuando  los  hijos  que  se  hallan  bajo  la  patria  potestad  son 
demandados  por  actos  á  ellos  no  imputables,  subsiste  la  obliga- 
ción del  padre  de  atender  á  las  necesidades  de  su  defensa,  aun- 
que decline  la  representación,  por  causas  más  ó  menos  justifi- 
cadas, puesto  que  la  falta  de  dicha  representación  no  rebaja  en 
tai  supuesto  los  deberes  naturales  sancionados  por  la  ley  civil, 
existentes  entre  padres  é  hijos  en  consideración  á  esa  misma 
patria  potestad,  y  porque,  de  otra  suerte,  se  subordinaría  el 
objeto  principal  de  la  defensa  á  lo  que  con  relación  á  ésta  tie- 
ne, más  que  otro,  carácter  formal.  (24  Enero  1900.) 
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Compañía  mercantil. — Es  obligación  del  demandante  acre* 
ditar  la  representación  con  que  comparece  en  juicio. 

Verificándolo  como  gerente  de  una  Sociedad,  pasado  el  plazo 
marcado  para  la  duración  de  ésta,  no  cabe  estimar  su  persona- 
lidad, aun  cuando  en  la  escritura  social  se  exprese  que  la  li- 
quidación, disolución  ó  prórroga  sería,  á  juicio  de  los  socios,  si 
la  resolución  de  éstos  no  se  ejecutó  con  la  publicidad  prescrita 
en  los  artículos  284,  286  y  831  del  Código  de  Comercio  de  1829. 

Tampoco  puede  el  actor  ostentar  dicha  formalidad,  por  opo- 
nerse á  ello  el  art.  337  del  Código,  si  el  crédito  que  demanda  ha 
nacido  de  actos  posteriores  á  la  terminación  de  la  Sociedad. 
(11  Marzo  1889.) 

Sociedades  extranjeras.  —  El  poder  otorgado  para  litigar 
por  una  Sociedad  domiciliada  en  Alemania,  ante  Notario  pru- 
siano, conforme  á  la  legislación  del  país  y  á  la  española,  lega- 
lizada por  el  Presidente  del  Juzgado  territorial,  por  el  Cónsul 
de  España  y  por  la  Subsecretaría  del  Ministerio  de  Estado, 
reúne  los  requisitos  exigidos  por  el  art.  600  de  la  ley  de  Enjui- 
ciamiento civil,  para  merecer  valor  y  autenticidad  judicial. 

En  el  mencionado  caso  carece  en  absoluto  de  importancia 
que  el  Procurador,  apoderado  por  el  director  de  la  Sociedad, 
haya  expresado  en  sus  escritos  que  comparece  á  nombre  de  ésta 
si  el  director  es  representante  de  la  misma  y  tiene  facultades 
para  otorgar  poder. á  su  nombre,  pues  claro  es  que  en  tal  su- 
puesto el  Procurador  representa  legítimamente  la  Sociedad  y 
director,  cumpliéndose  con  ello  lo  preceptuado  en  los  artícu- 
los 2.°  y  3.°  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil;  y  reconociéndolo 
así,  el  fallo  recurrido  no  quebranta  la  forma  del  juicio  á  que  se 
refiere  el  núm.  2.°  del  art.  1.693  de  la  propia  ley.  (7  Diciem- 
brt  1894.) 

Tienen  personalidad,  la  Compañía  mercantil  con  cuyo  ge- 
rente contrató  el  demandado,  para  ejercitar  en  juicio  la  ac- 
ción derivada  del  contrato,  y  el  Procurador,  apoderado  de 
aquélla,  para  representarla  en  el  propio  juicio.  (1.°  Mayo  1896.) 

Comisionado.  —  El  comisionado  en  junta  de  interesados 
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ar  de  éstos  las  cuotas  correspondientes  por  ejecución 
i  obras,  tiene  personalidad  jurídica,  y  también  su  Pro- 
apoderado en  forma,  para  demandar  por  sí  ó  por  medio 

pago  á  que  cada  uno  de  aquéllos  se  hubiese  obligado, 
i  otro  modo  no  podrá  realizar  el  mandato  que  se  le  con- 
Marzo  1889.) 

itor  á  quien  por  la  comisión  de  acreedores,  liquidadora 
il  del  deudor  en  suspensión  de  pagos,  se  confieren  am- 
iiltades  para  gestionar,  administrar,  cobrar,  vender  y 
s  necesarias  para  llevar  á  término  el  convenio,  tiene 
dad  en  la  mencionada  representación  para  solioitar  el 
)  de  una  finca  de  dicho  caudal;  y  estimándolo  así,  la 
enciadora  no  comete  el  quebrantamiento  de  forma  que 

núm.  2.°  del  art.  1.693  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
f  Diciembre  1896.) 

ea.  — El  albacea  tiene  personalidad  para  intervenir  en 
le  se  refiere  á  la  distribución  de  bienes  del  caudal  del 
si  éste  le  hubiere  facultado  al  efecto,  y  la  tiene  tam- 
[inisterio  fiscal  para  representar  entidades  designadas 
titución  como  personas  inciertas,  por  lo  que,  estiman- 
la  Sala  sentenciadora,  no  comete  el  quebrantamiento 
previsto  en  el  núm.  2.°  del  art.  1.693  de  la  ley  de  En- 
>nto  civil.  (5  Octubre  1897.) 

Artículo  3.° 

>mparecencia  en  juicio  será  por  medio  de  Procura- 
Imente  habilitado  para  funcionar  en  el  Juzgado  ó 
.  que  conozca  de  los  autos,  y  con  poder  declarado 

por  un  Letrado. 
)der  se  acompañará  precisamente  con  el  primer  es- 

que  no  se  dará  curso  sin  este  requisito,  aunque 
i  la  protesta  de  presentarlo.  (Ley  ant.,  art.  13.  — 
mica  del  P.  J. ,  art.  885.) 

^mparecencia  en  juicio  por  medio  de  Procurador  no 
itoria  antiguamente,  sobre  todo  en  ios  Juzgados  infe- 


Digitized  by 


Google 


LIB.   I—  TÍT,   I—  ART.   3/  31 

riores.  La  ley  1.a,  título  31,  libro  6.°  de  la  Novísima  Recopila- 
ción exigía  dicha  representación  en  los  Tribunales  Supremo  y 
Superiores.  La  ley  de  Enjuiciamiento  mercantil  y  otras  dispo- 
siciones modernas  no  hacían  obligatoria,  sino  potestativa,  la 
intervención  de  los  Procuradores,  La  ley  de  Enjuiciamiento 
de  5  de  Octubre  de  1855  fué  la  primera  que  ordenó  que  la  com- 
parecencia en  juicio  sea  siempre  por  medio  de  Procurador,  aun 
coando  luego  admita  algunas  excepciones.  La  ley  actual  ha  re- 
producido las  disposiciones  de  la  anterior.  Advertiremos,  sin 
embargo,  que  hoy  se  ha  pronunciado  la  opinión  en  favor  de  la 
libre  defensa,  como  lo  revela  el  hecho  de  haberse  establecido  la 
misma  en*  lo  contencioso-administrativo  por  las  leyes  de  13  de 
Septiembre  de  1888  y  22  de  Junio  de  1894,  y  que  no  faltan  es- 
critores y  jurisconsultos  que  sostengan  la  necesidad  de  la  su- 
presión de  los  Procuradores  y  la,  conveniencia  de  que  los  Letra- 
dos sean,  no  sólo  los  que  dirijan,  sino  también  los  que  represen- 
ten á  las  partes,  habiendo  sicjo  el  primero  en  dar  ejemplo  el 
Estado  al  organizar  su  representación  y  defensa  ante  los  Tri- 
bunales por  medio  de  un  Querpo  único  de  Abogados. 

Poder  es  el  instrumento  en  que  alguno  da  facultad  á  otro 
para  que  en  lugar  de  su  persona  y  representándola  pueda  ejecu- 
tar alguna  cosa. 

El  Código  civil  exige,  en  su  art.  1.280,  núm.  5,  que  conste 
en  documento  público  el  poder  general  para  pleitos  y  los  espe- 
ciales que  hayan  de  presentarse  en  juicio,  y  así  había  venido 
practicándose  por  haber  caído  completamente  en  desuso  el  ha- 
cer el  nombramiento  de  Procurador  apud  acta  como  lo  autori- 
zaban las  leyes  antiguas. 

Poder  declarado  bastarde  por  un  Letrado  es  lo  que  se  re- 
quiere para  la  comparecencia  en  juicio,  y  ya  lo  exigieron  los 
Beyes  Católicos  en  las  Ordenanzas  de  Madrid  Se  4  de  Diciem- 
bre de  1502.  El  Letrado  que  ha  de  bastantear  el  poder  no  es  ne- 
cesario que  sea  el  mismo  que  ha  de  defender  á  la  parte  en  el 
litigio  en  que  se  haga  uso  de  él :  la  ley  sólo  exige  que  el  poder 
fea  declarado  bastante  por  un  letrado. 
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En  la  practica  se  presta  poca  atención  al  bastanteo,  y  convie- 
ne recomendar  el  exacto  cumplimiento  de  la  ley,  pues  entendemos 
que  con  arreglo  al  art.  1.101  del  Código  civil  podrá  exigirse  res- 
ponsabilidad á  los  Letrados  que  suscriban  bástanteos  indebidos.. 

Este  artículo  viene  á  reproducir  los  dos  primeros  párrafos 
del  18  de  la  ley  anterior. 

Lo  preceptuado  en  el  segundo  párrafo  se  ha  observado  de- 
bidamente en  muchos  Tribunales  y  es  esencial  su  observancia 
para  evitar  nulidades. 

Jurisprudencia.  —  El  poder  conferido  para  un  pleito  sirve 
para  otro  que  se  promueva  como  consecuencia  de  aquél.  (30  Di- 
ciembre 18ñ8.) 

Si  interviene  Procurador,  á  toda  demanda  debe  acompañarse 
el  poder  que  tenga  para  presentarla.  (16  Junio  1864.) 

No  puede  reconocerse  la  personalidad  del  Procurador  que, 
para  acreditarla,  sólo  presenta  una  escritura  de  sustitución  de 
poder,  otorgada  por  otra  persona,  sin  que  ésta  acredite  el  que  & 
su  vez  recibió,  testimoniándose  el  documento  en  que  se  le  otor- 
gara, y  sin  que  el  Notario  dé  fe  siquiera  de  su  existencia  y  con- 
tenido. (23  Abril  1873.) 

La  equivocación  material  cometida  respecto  á  la  fecha  del 
poder  es  subsanable  y  no  produce  en  ningún  caso  nulidad  en 
las  actuaciones.  (12  Marzo  1875.) 

Al  establecer  el  art.  13  de  la  ley  de  Enjuiciamieato  civil  que 
la  comparecencia  en  juicio  se  verifique  siempre  por  medio  de 
Procurador  con  poder  declarado  bastante  por  un  Letrado,  esta 
disposición  tiene  por  objeto  legitimar  la  representación  del  liti- 
gante, asegurando  su  responsabilidad  jurídica  durante  el  curso 
del  procedimiento,  sean  cuantas  fueren  las  instancias  que  suce- 
sivamente ocurran,  pues  que  en  ellas  no  se  alteran  las  personas, 
cosas  ó  acciones  que  se  contienen  en  el  juicio  hasta  su  final  ter- 
minación. (9  Enero  1874.) 

Obrando  desde  las  primeras  diligencias  en  unos  autos  ejecu- 
tivos el  testimonio  de  poder  del  Procurador  del  ejecutante  y  no 
habiendo  sido  impugnado,  la  circunstancia  de  no  acompañar  su 
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copia  con  la  de  la  demanda  al  ser  entregada  ésta  al  ejecutado  no 
afecta  á  la  representación  del  Procurador  ni  á  su  personalidad. 
(29  Septiembre  1890.) 

La  falta  de  personalidad  en  el  Procurador  del  demandante, 
que  da  lugar  al  recurso  de  casación  por  quebrantamiento  de 
forma,  no  consiste  én  los  defectos  de  que  pueda  adolecer  la  ha- 
bilitación concedida  al  Procurador  para  ejercer  el  cargo,  sino 
en  la  insuficiencia  ó  ilegalidad  del  poder  otorgado  por  el  liti- 
gante, según  por  modo  expreso  lo  determina  el  art.  333  de  la  ley 
de  Enjuiciamiento  civil,  lo  cual,  además,  se  evidencia  teniendo, 
en  cuenta,  de  una  parte,  que  los  defectos  del  apoderamiento  son 
los  que  afectan  y  pueden  afectar,  si  no  se  subsanan,  á  la  verda- 
dera representación  del  litigante  en  juicio,  y  de  otra,  que  las 
habilitaciones  para  ejercer  el  cargo  de  Procurador  concedidas 
por  autoridad  competente  se  reputan  válidas  y  surten  sus  efec- 
tos Ínterin  no  se  suspenda  ó  revoque  la  concesión  en  la  forma 
establecida  por  las  leyes.  (9  Octubre  1896.) 

La  disposición  final  derogatoria,  contenida  en  el  Código  ci- 
vil, de  todos  los  cuerpos  legales,  usos  y  costumbres  que  consti- 
tuyen el  Derecho  civil  de  Castilla,  no  se  refiere  á  los  estatutos  6 
reglamentos  particulares  aprobados  para  su  régimen  interior 
por  las  Compañías,  Asociaciones  ó  Corporaciones  de  cualquier 
clase  que  sean,  pues  aun  cuando  en  ellos  se  consignen  obliga- 
ciones para  las  personas  á  quienes  afectan,  no  derivan  de  ley 
alguna  de  carácter  general,  sino  del  acuerdo  ó  consentimiento 
individual. 

El  precepto  contenido  en  el  art.  72  de  los  estatutos  por  que 
se  rige  el  Colegio  de  Procuradores  de  Madrid  no  contradice  los 
artículos  36,  37,  1.255,  1.709,  1.711,  1.728  y  1.976  del  Código 
civil,  porque  ninguno  de  ellos  prohibe  al  mandante  y  al  manda- 
tario condicionar  los  términos  generales  del  mandato.  (30  Abril 
de  1895.) 

,  Por  exigirlo  así  la  naturaleza  del  contrato,  la  obligación  de 
pagar  los  derechos  y  suplementos  de  un  Procurador  debe  cum- 
plirse en  el  punto  donde  éste  prestó  sus  servicios.  (4  Abril  1889.) 
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El  procedimiento  sumario  establecido  por  el  art.  8.°  de  la 
ley  de  Enjuiciamiento  civil  es  aplicable  tan  sólo  al  caso  de  que 
el  Procurador  de  un  litigante  moroso  sea  acreedor  de  éste  por 
sus  derechos  personales  y  por  los  gastos  que  le  hubiese  suplido 
para  el  pleito,  cuyo  crédito  se  presume,  cuando  por  ser  rico  el 
litigante  estuviese  obligado  á  pagar  las  costas  y  gastos  causa- 
dos en  su  defensa,  y  el  Procurador,  bajo  la  responsabilidad  que 
el  mismo  precepto  legal  le  impone,  presente  y  jure  la  cuenta 
justificada  de  sus  desembolsos;  y  como  ese  título  y  causa  de  pe- 
dir no  existe  ni  puede  existir  cuando  el  litigante  es  pobre,  por- 
que su  derecho  á  que  se  le  administre  justicia  y  se  le  defienda 
gratuitamente,  aun  por  los  defensores  que  él  mismo  hubiese 
nombrado,  excluye  la  suposición  de  que  sea  deudor  por  los  con- 
ceptos expresados,  es  manifiesto  que  se  infringe  el  mencionado 
artículo  8.°,  juntamente  con  el  núm.  1.°  del  14  de  la  propia  ley, 
en  lo  que  tiene  de  sustantivo,  ó  sea  en  cuanto  otorga  una  acción 
privilegiada  cuando  se  procede  contra  un  litigante  pobre  á  ins- 
tancia de  su  Procurador  para  hacer  efectivos  los  derechos  per- 
sonales y  los  honorarios  que  él  mismo  y  su  Abogado  habían  de- 
vengado defendiéndole  y  representándole  como  rico. 
'    El  procedimiento  autorizado,  por  dicho  art.  8.°  no  produce 
excepción  de  cosa  juzgada.  (29  Diciembre  1892.) 
•     Véase:  El  Procurador,  ¿necesita  otorgar  poder  para  com- 
parecer en  juicio  en  asuntos  propios?  Rev.,  tomo  8,  pág.  468; 
Bol.,  tomo  81,  pág.  137,  y  la  Real  orden  de  23  de  Abril  de  1897, 
que  resolvió  esta  cuestión  en  sentido  afirmativo.  —  Validez  de 
píoderes  de  Ayuntamientos;  Bol.,  tomo  31,  pág.  577.  —  Validez 
del  autorizado  fuera  de  la  residencia  del  Notario;  2?olv  tomo  32, 
página  577.  —  Sustitución  de  un  poder  escrito  en  francés; 
Bol.,  tomo  36,  pág.  258.  —  ¿Puede  el  Procurador  comparecer  ó 
contestar  demanda  antes  que  su  principal  sea  citado  y  empla- 
zado? Rev.,  tomo  35,  pág.  309. 

Poder  otorgado  á  uno  que  no  es  Procurador;  Bol.,  tomo  43, 
pág.  195. — Los  habilitados  por  el  Juez  para  defender  á  los  litigan- 
tes, ¿necesitan  poder  como  los  Procuradores?;  tomo  47,  pág.  529. 
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Artículo  4. 


No  obstante  lo  dispuesto  en  el  artículo  anterior,  podrán 
los  interesados  comparecer  por  sí  mismos,  ó  por  medio  de 
sus  administradores  ó  apoderados,  pero  no  valiéndose  de 
otra  persona  que  no  sea  Procurador  habilitado,  en  los  pue- 
blos donde  los  haya: 

1.°    En  los  actos  de  conciliación. 

2.°  En  los  juicios  de  que  conozcan  en  primera  instancia 
los  Jueces  municipales. 

3.°    En  los  juicios  de  menor  cuantía. 

4.°    En  los  de  arbitros  y  amigables  componedores. 

5.°  En  los  juicios  universales,  cuando  se  limite  la  com- 
parecencia á  la  presentación  de  los  títulos  de  créditos  ó  de- 
rechos, ó  para  concurrir  á  juntas. 

6.°  En  los  incidentes  de  pobreza,  alimentos  provisiona- 
les, embargos  preventivos  y  diligencias  urgentes  que  sean 
preliminares  del  juicio. 

7.°  En  los  actos  de  jurisdicción  voluntaria.  (Ley  ant. ,  ar- 
tículo 13. — Ley  org.  del  P.  J.,  artículos  856,  857  y  858.) 

Este  artículo  contiene  las  excepciones  al  anterior,  y  está  to- 
mado en  parte  del  último  párrafo  del  art.  13  de  la  ley  de  1855. 
Disponía  ésta  que  pudieran  comparecer  los  interesados  directa- 
mente: 1.°,  en  los  actos  de  jurisdicción  voluntaria;  2.°,  en  lo& 
actos  de  conciliación;  3.°,  en  los  juicios  verbales;  4.°,  en  los 
juicios  de  menor  cuantía. 

La  ley  vigente  reoonoce  estas  cuatro  excepciones  y  añade 
otras  tres,  exigidas  por  la  práctica  y  las  reclamaciones  de  los 
autores. 

-  En  efecto:  todos  los  juicios,  actos  ó  incidentes  exceptuados 
por  su  naturaleza,  por  la  poca  entidad  del  negocio  ó  por  la  pre- 
mura del  tiempo,  hacen  innecesaria  la  intervención  del  Procu- 
rador. Ésta,  sin  embargo,  es  potestativa,  y  ha  de  ser  preferida 
á  la  de  otras  personas.  Los  apoderados  ó  administradores  pue- 
den también,  según  la  nueva  ley,  comparecer  en  juicio  por  sus 
principales*  y  esta  innovación  es  acertadísima.  Lo  numerado 
«tá  claro,  pero  no  el  párrafo  primero,  pues  muchos  entenderán 
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que  los  administradores  ó  apoderados  deben. ser  Procuradores 
habilitados. 

Por  tanto,  la  disposición  de  este  artículo  introduce  una  no- 
table novedad  én  la  práctica,  novedad  que  no  se  encuentra  jus- 
tificada. IjOS  interesados,  dice,  pueden  comparecer  por  sí  mis- 
mos 6  por  medio  de  sus  administradores  ó  apoderados,  pero  no 
valiéndose  de  otra  persona  que  no  sea  Procurador  habilitado,  en 
los  pueblos  donde  los  haya,  en  los  actos  ó  juicios  que  á  conti- 
nuación expresa;  es  decir,  que  se  le  concede  al  interesado  la  fa- 
cultad de  comparecer  por  sí  en  tales  actos  ó  juicios;  pero  si  se 
ha  de  valer  de  representante,  y  en  el  punto  donde  haya  de  com- 
parecer hay  Procuradores  habilitados,  se  ha  de  valer  necesaria- 
mente de  ellos;  esta  disposición  modifica,  pues,  en  ese  sentida 
el  art.  13  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  de  5  de  Octubre 
de  1855,  y  además  dando  más  extensión  á  la  comparecencia  per- 
sonal de  los  interesados  en  los  juicios  universales  para  la  pre- 
sentación de  títulos  de  créditos  ó  derechos,  ó  para  concurrir 
á  juntas,  en  los  incidentes  de  pobreza,  embargos  preventivos  y 
diligencias  urgentes  que  sean  preliminares  del  juicio.  Con  la 
novedad  que  se  introduce  se  encarece  la  administración  de  jus- 
ticia, cuando  todo  el  mundo  está  clamando  por  lo  cara  que  es 
en  la  actualidad,  y  justamente  se  aumentan  las  costas  en  los 
asuntos  de  menos  importancia;  sería  conveniente,  además,  co- 
nocer en  cuántas  conciliaciones  resulta  avenencia  cuando  las 
partes  estén  representadas  por  Procuradores  y  en  cuántas  re- 
sulta dicha  avenencia  cuando  no  intervienen  tales  auxiliares» 

Aunque  por  el  art.  11  se  dispone  que,  no  obstante  lo  dis- 
puesto en  el  art.  4.°,  los  Procuradores  podrán  asistir  con  el  ca- 
rácter de  apoderados  ó  de  hombres  buenos  á  los  actos  de  conci- 
liación, ó  con  el  de  auxiliares  de  los  interesados  á  los  juicios 
verbales,  cuando  las  partes  quieren  valerse  espontáneamente  de 
ellos,  y  que  en  tales  casos,  si  hubiere  condenación  de  Costas  á 
favor  del  que  se  hubiese  valido  del  Procurador,  no  se  compren- 
derán los  derechos  de  éste  en  la  tasación,  esta  exención  de  cos- 
tas tan  sólo  se  refiere  á  los  casos  de  que  sé  hayan  valido  de  Pró- 
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curador  voluntariamente,  es  decir,  en  los  pueblos  donde  no  haya 
tales  funcionarios  habilitados. 

Todos  estos  inconvenientes  se  remediarían  suprimiendo  la 
última  parte  del  párrafo  primero  del  artículo  que  anotamos. 

Hay  que  observar,  además,  respecto  á  este  artículo  que,  si 
bien  en  los  actos  de  conciliación  no  se  exige  que  intervenga 
Procurador,  una  vez  terminado  dicho  acto,  si  las  partes  tienen 
que  acudir  al  Tribunal  de  partido,  téndLrán  que  hacerlo  valién- 
dose de  Procurador,  pues  entonces  se  trata  ya  de  un  juicio  con- 
tradictorio. 

Abtíctjxo  5.° 

La  aceptación  del  poder  se  presume  por  el  hecho  de  usar 
de  él  el  Procurador. 

Aceptado  el  poder,  queda  el  Procurador  obligado : 

1.°  A  seguir  el  juicio  mientras  no  haya  cesado  en  su 
cargo  por  alguna  de  las  causas  expresadas  en  el  art.  9.° 

2.°  A  transmitir  al  Abogado  elegido  por  su  cliente,  ó  por 
el  mismo  cuando  á  esto  se  extienda  el  mandato,  todos  los 
documentos,  antecedentes  é  instrucciones  que  se  le  remitan 
6  pueda  adquirir,  haciendo  cuanto  conduzca  á  la  defensa 
de  su  poderdante,  bajo  la  responsabilidad  que  las  leyes  im- 
ponen al  mandatario. 

Cuando  no  tuviese  instrucciones  ó  fueren  insuficientes 
las  remitidas  por  el  mandante,  hará  lo  que  requiera  la  na- 
turaleza ó  índole  del  negocio. 

3.°  A  recoger  de  poder  del  Abogado  que  cese  en  la  di- 
rección de  un  negocio  las  copias  de  los  escritos  y  documen- 
tos y  demás  antecedentes  que  obren  en  su  poder,  para  en- 
tregarlos al  que  se  encargue  de  continuarlo. 

4.°  A  tener  al  cliente  y  al  Letrado  siempre  al  corriente 
del  curso  del  negocio  que  se  le  hubiere  confiado,  pasando  al 
segundo  copias  de  todas  las  providencias  que  se  le  notifi- 
quen. 

5.°  A  pagar  todos  los  gastos  que  se  causaren  á  su  ins- 
tancia, incluso  los  honorarios  de  los  Abogados,  aunque  ha- 
yan sido  elegidos  por  su  poderdante.  (Ley  ant.,  artículos  14 
y  15.  —  Ley  org.  del  P.  J.,  artículos  885  y  886.) 

La  aceptación  del  poder  es  el  perfeccionamiento  del  con- 
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trato  bilateral  de  mandato,  pues  el  Procurador  es  una  especie  de 
mandatario,  y  sólo  desde  que  acepta  el  cargo  es  cuando  contrae 
responsabilidad.  La  aceptación  puede  ser  expresa  ó  tácita.  De 
esta  ultima  habla  la  ley  en  el  párrafo  primero  de  este  artículo, 
copiando  lo  dispuesto  en  el  art.  15  de  la  de  1855  y  de  conformi- 
dad con  lo  ordenado  en  el  886  de  la  de  organización  del  Poder 
judicial.  La  aceptación  expresa  se  consigna  en  el  mismo  poder. 
Las  obligaciones  del  Procurador  las  señala  perfectamente  el  ar- 
tículo 5.°,  que  están  de  acuerdo  con  lo  dispuesto  en  los  artícu- 
los 1.709  y  siguientes  del  Código  civil,  en  especial  del  1.719, 
que  obliga  á  seguir  las  instrucciones  del  mandante,  reciente- 
mente aplicado  por  el  Tribunal  Supremo,  en  sentencia  de  24  de 
Enero  de  1907,  en  el  sentido  de  que  su  infracción  priva  al  Pro- 
curador del  derecho  de  cobrar  sus  cuentas.  El  art.  885  de  la  de 
organización  del  Poder  judicial  señala  además  las  siguientes 
obligaciones:  1.a,  la  de  presentar  oportunamente  el  poder  que 
tengan  para  comparecer  en  juicio,  ó  devolverlo  si  no  lo  acepta- 
sen tan  pronto  como  sea  posible,  para  que  no  sea  perjudicado  el 
poderdante;  2.a,  la  de  firmar  todas  las  pretensiones  que  se  pre- 
senten á  nombre  del  cliente;  3.a,  la  de  oir  y  firmar  los  emplaza- 
mientos, citaciones,  certificaciones  de  cualquiera  clase,  inclu- 
sas las  de  sentencias,  teniendo  estas  actuaciones  la  misma  fuerza 
que  si  interviniera  en  ellas  directamente  el  poderdante;  no  se 
admitirá  la  respuesta  de  que  las  expresadas  diligencias  se  en- 
tiendan con  éste;  4.a,  la  de  asistir  á  todas  las  diligencias  y  ac- 
tos para  los  que  las  leyes  lo  prevengan;  5.a,  la  de  llevar  un  libro 
de  conocimientos  de  negocios  pendientes  y  otro  de  cuentas  con 
los  litigantes,  con  los  Abogados  y  con  los  auxiliares  subalter- 
nos que  devenguen  honorarios  ó  derechos;  6.a,  la  de  dar  á  sus 
clientes  cuentas  documentadas  de  los  gastos  judiciales  ó  inver- 
sión de  las  cantidades  recibidas.  Todas  estas  obligaciones  cree- 
mos que  quedarán  subsistentes,  y  sobre  todo  la  de  ser  fiel  á  la 
parte  que  representa,  absteniéndose  muy  cuidadosamente  de  re- 
velar sus  secretos  á  la  contraria,  ni  de  favorecer  las  pretensio- 
nes de  la  misma.  Los  artículos  371  y  372  del  Código  penal  cas- 
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tigan  severamente  al  Abogado  y  al  Procurador  que  cometa  el 
feo  delito  de  prevaricación,  que,  como  dice  la  ley  11,  título  16, 
Partida  6.a,  «há  en  sí  ramo  de  traición». 

Jurisprudencia.  —  Aceptando  el  poder,  el  Procurador  está 
obligado  á  seguir  el  juicio  mientras  no  haya  cesado  en  su  cargo 
por  alguna  de  las  causas  que  se  expresan  en  el  art.  17  de  la  ley 
de  Enjuiciamiento  civil,  una  de  las  cuales  es  la  de  separarse  el 
poderdante  de  la  acción  ú  oposición  que  haya  formulado.  (25  de 
Septiembre  1874.) 

Si  bien  los  Procuradores  deben  seguir  los  pleitos  de  la  ma- 
nera prescrita  en  la  ley  sobre  organización  del  Poder  judicial, 
esta  regla  general  se  sujeta  á  instrucciones  y  hechos  que  nece- 
sitan prueba  apreciada  por  la  Sala  sentenciadora  para  determi- 
nar la  responsabilidad  de  los  funcionarios  de  esa  clase,  aprecia- 
ción á  que  hay  que  atenerse  ínterin  contra  ella  no  se  exponga 
infracción  alguna.  (9  Abril  1877.) 

Citado  en  forma  el  Procurador  del  recurrente  para  la  vista 
y  sentencia  de  los  autos,  es  extemporánea  la  renuncia  de  sus 
poderes,  hecha  en  el  acto  de  la  vista  y  cuando  ya  estaba  comu- 
nicada, para  el  efecto  de  producir  nulidad  en  aquellas  diligen- 
cias, que  la  ley  exige  como  elementos  esenciales  del  juicio. 
(8  Julio  1898.) 

No  cesa  la  representación  del  Procurador  que  á  ella  renun- 
cia, mientras  que  judicialmente  ó  por  acta  notarial  no  se  haga 
saber  á  sus  poderdantes,  según  el  núm.  2.°  del  art.  9.°  de  la  ley 
de  Enjuiciamiento  civil.  (30  Enero  1900.) 

Conforme  al  art.  7.°  de  la  ley  procesal,  el  poderdante  debe 
habilitar  á  su  Procurador  con  los  fondos  necesarios.  (15  Ene- 
ro ldOl.J 

Abtículo  6.° 

Mientras  continúe  el  Procurador  en  su  cargo  oirá  y  fir- 
mará los  emplazamientos,  citaciones,  requerimientos  y  no- 
tificaciones de  todas  clases,  inclusas  las  de  sentencias,  que 
deban  hacerse  á  su  parte  durante  el  curso  del  pleito  y  hasta 
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que  quede  ejecutada  la  sentencia,  teniendo  estas  actuacio- 
nes la  misma  fuerza  que  si  interviniere  en  ellas  directa- 
mente el  poderdante,  sin  que  le  sea  lícito  pedir  que  se  en- 
tiendan con  éste. 
Se  exceptúan: 

1.°  Los  emplazamientos,  citaciones  y  requerimientos 
que  la  ley  disponga  se  practiquen  á  los  mismos  interesados 
en  persona. 

2.°  Las  citaciones  que  tengan  por  objeto  la  comparecen- 
cia obligatoria  del  citado.  (Ley  ant. ,  art  16.  —  Ley  org.  del 
P.  J.,  art.  885.  —  Ley  de  Enj.  crim.  de  1872,  art.  56.  — 
Com.  general  de  16  de  Septiembre  de  1879,  art.  296.) 

La  disposición  del  párrafo  primero  de  este  artículo  está  to- 
mada del  art.  16  de  la  anterior  ley  de  Enjuiciamiento  civil.  Las 
excepciones  son  las  mismas  que  señala  el  art.  296  de  la  Compi- 
lación general  de  las  disposiciones  vigentes  sobre  el  Enjuicia- 
miento criminal  aprobada  por  Real  decreto  de  16  de  Octubre 
de  1879  (art.  56  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  criminal  de  1872). 
Creemos  que  las  disposiciones  de  este  artículo,  y  sobre  todo  la 
del  último  párrafo,  son  acertadísimas. 

Jurisprudencia.  —  El  emplazamiento  y  citación  de  las  par- 
tes son  las  formas  más  esenciales  de  los  juicios.  Su  defecto  vi- 
cia el  procedimiento  y  da  lugar  al  recurso  de  casación.  (16  de 
Marzo  1864.) 

Según  el  art.  16  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  y  el  886 
de  la  provisional  sobre  organización  del  Poder  judicial,  los  em- 
plazamientos, citaciones  y  certificaciones  de  todas  clases  que  se 
hagan  al  Procurador,  mientras  continúa  en  su  cargo,  tienen  la 
misma  fuerza  que  si  se  hicieran  al  poderdante.  (23  Mayo  1878.) 

Ignorándose  por  el  actor  y  por  el  Juzgado,  al  hacerse  el  em- 
plazamiento, el  domicilio  del  demandado,  no  se  comete  infrac- 
ción alguna  al  emplazarse  de  la  manera  prescrita  en  el  art.  269 
del  Código,  aun  cuando  después  se  haya  intentado  probar  cuál 
fuese  el  punto  de  su  residencia  ó  domicilio,  puesto  que  el  cono- 
cimiento de  éste  hay  que  referirle  á  la  fecha  del  emplazamien- 
to. (3  Mayo  1898.) 
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En  el  supuesto  de  remisión  de  autos  por  un  Juzgado  á  otro 
de  nueva  creación,  no  es  necesario,  conforme  á  derecho,  el  em- 
plazamiento de  los  litigantes.  (7  Diciembre  1898.) 

A  la  comparecencia  por  virtud  de  evicción  para  sostener  la 
demanda,  no  corresponde  segundo  emplazamiento  del  deman- 
dado. (11  Febrero  1901.) 

Véase:  Sobre  emplazamientos,  Rev.,  tomo  8,  pág.  248;  to- 
mo 10,  pág.  89;  tomo  13,  pág.  308;  tomo  22,  pág.  70;  tomo  31, 
pagina  314;  tomo  35,  pág.  309;  Bol.,  tomo  44,  pág*  146.  —So- 
bre citaciones,  Rev.,  tomo  14,  pág.  434;  tomo  17,  pág.  83;  to- 
mo 42,  pág.  71;  Bol.,  tomo  60,  pág.  19.  —  Sobre  notificaciones, 
Rev,,  tomo  10,  pág.  814;  tomo  13,  pág.  473;  tomo  22,  pág.  87; 
Bol.,  tomo  40,  pág.  500;  tomo  46,  pág.  211. 

Artículo  7.° 

Si  después  de  entablado  un  negocio  el  poderdante  no 
habilitare  á  su  Procurador  con  los  fondos  necesarios  para 
continuarlo,  podrá  éste  pedir  que  sea  aquél  apremiado  á  ve- 
rificarlo. 

Esta  pretensión  se  deducirá  en  el  Juzgado  ó  Tribunal 
que  conozca  del  pleito,  el  cual  accederá  á  ella,  fijando  la 
cantidad  que  estime  necesaria  y  el  plazo  en  que  haya  de  en- 
tregarse, bajo  apercibimiento  de  apremio.  (Ord.  de  las  Aud.y 
nrticuh  220.) 

La  disposición  de  este  artícnlo  es  completamente  nueva, 
pero  es  muy  oportuna;  responde  á  la  naturaleza  del  contrato 
bilateral  entre  el  poderdante  y  el  Procurador,  y  con  ella  se  evi- 
tará el  que  los  Procuradores  se  vean  obligados  como  hasta  aquí 
á  hacer  desembolsos  contra  su  voluntad  una  vez  aceptado  el 
poder. 

En  la  ley  anterior  había  un  vacío  que  llena  este  artículo. 
Bicha  falta  motivó  un  expediente  de  duda  de  ley  de  la  Audien- 
cia de  Albacete,  que  se  resolvió  declarando  vigentes  varios  ar- 
tículos de  las  Ordenanzas  de  las  Audiencias. 

Véanse  del  219  al  222  de  dichas  Ordenanzas. 
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Jurispimdencia.  —  Al  presentar  la  relación  jurada  contra 
los  poderdantes  morosos,  los  Procuradores  deben  acompañar  la 
cuenta,  según  previene  el  art.  220  de  las  Ordenanzas  de  las 
Audiencias,  aplicables  á  los  Juzgados  de  primera  instancia;  en 
él  se  establece  la  pena  para  el  caso  de  pedir  con  exceso,  pero 
no  la  de  nulidad,  sin  que  por  esto  los  Jueces  dejen  de  tener  la 
indeclinable  obligación  de  ajustarse  en  sus  providencias  al  pre- 
cepto de  las  citadas  Ordenanzas  y  reglamentos  de  los  Juzgados, 
cualesquiera  que  sean  las  prácticas,  que  no  pueden  tener  otro 
carácter  que  el  de  abusivas  y  corruptela.  (20  Diciembre  1865.) 

Artículo  8.° 

Cuando  un  Procurador  tenga  que  exigir  de  su  poder- 
dante moroso  las  cantidades  que  éste  le  adeude  por  sus  de- 
rechos y  por  los  gastos  que  le  hubiere  suplido  para  el  plei- 
to, presentará  ante  el  Juzgado  ó  Tribunal  en  que  radicare 
el  negocio  cuenta  detallada  y  justificada;  y  jurando  que  le 
son  debidas  y  no  satisfechas  las  cantidades  que  de  ella  re^- 
sulten  y  reclame,  mandará  la  Sala  ó  el  Juez  que  se  requiera 
al  poderdante  para  que  las  pague,  con  las  costas,  dentro  de 
un  plazo  que  no  excederá  de  diez  días,  bajo  apercibimiento 
de  apremio. 

Igual  derecho  que  los  Procuradores  tendrán  sus  herede- 
ros respecto  á  los  créditos  de  esta  naturaleza  que  aquéllos 
les  dejaren. 

Verificado  el  pago,  podrá  el  deudor  reclamar  cualquier 
agravio,  y,  si  resultare  haberse  excedido  el  Procurador  en 
su  cuenta,  devolverá  el  duplo  del  exceso,  con  las  costas  que 
se  causen  hasta  el  completo  resarcimiento. 

Tampoco  se  halla  esta  disposición  en  la  anterior  ley  de  En- 
juiciamiento civil  ni  en  la  de  organización  del  Poder  judicial. 
Es  una  mejora  notabilísima  y  reclamada  por  la  experiencia. 
Hay  que  observar  que,  según  el  art.  1.967  del  Código  civil,  lá 
acción  para  reclamar  los  honorarios,  derechos,  gastos  y  des- 
embolsos de  los  Procuradores  y  Abogados  prescribe  por  tres 
años,  contados  desde  que  dejaron  de  prestarse  los  respectivos 
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servicios,  plazo  que  con  razón  califican  los  autores  de  mezqui- 
no, teniendo  presente  las  atenciones  que  los  Letrados  y  Procu- 
radores guardan  á  las  partes  antes  de  entablar  cualquiera  re- 
clamación judicial. 

Este  artículo  viene,  por  tanto,  á  llenar  otra  omisión  de  la 
ley  del  55,  que  se  suplía  por  las  Ordenanzas  de  las  Audiencias. 

Abtíctjlo  9.° 

Cesará  el  Procurador  en  su  representación: 
1.°    Por  la  revocación  expresa  ó  tácita  del  poder  luego 
que  conste  en  los  autos.  Se  entenderá  revocado  tácitamente 
por  el  nombramiento  posterior  de  otro  Procurador  que  se 
haya  personado  en  el  mismo  negocio. 

2.°  Por  el  desistimiento,  voluntario  del  Procurador  ó  por 
cesar  en  su  oficio,  estando  obligado  á  poner  con  anticipa- 
ción uno  y  otro  caso  en  conocimiento  de  sus  poderdantes, 
judicialmente  ó  por  medio  de  acta  notarial. 

Mientras  no  se  acredite  el  desistimiento  en  los  autos  por 
uno  de  estos  dos  medios  y  se  le  tenga  por  desistido,  no  podrá 
el  Procurador  abandonar  la  representación  que  tuviere. 

3.°  Por  separarse  el  poderdante  de  la  acción  ó  de  la  opo- 
sición que  hubiere  formulado. 

4.°  Por  haber  trasladado  el  mandante  á  otro  sus  dere- 
chos sobre  la  cosa  litigiosa  luego  que  la  transmisión  haya 
sido  reconocida  por  providencia  ó  auto  firme,  con  audiencia 
de  la  parte  contraria. 

6.°  Por  haber  terminado  la  personalidad  con  que  liti- 
gaba su  poderdante. 

6.°  Por  haber  concluido  el  pleito  ó  acto  para  que  se  dio 
el  poder,  s}  fuese  para  él  determinadamente. 
7.°  Por  muerte  del  poderdante  ó  del  Procurador. 
En  el  primero  de  estos  dos  casos  estará  obligado  el  Pro- 
curador á  poner  el  hecho  en  conocimiento  del  Juez  ó  Tri- 
bunal tan  pronto  como  llegue  á  su  noticia,  para  que  se 
tenga  por  terminada  su  representación,  acreditando  en  for- 
ma el  fallecimiento;  y  si  no  presentare  nuevo  poder  de  los 
herederos  ó  causa  habientes  del  finado,  acordará  el  Juez  ó 
Tribunal  que  se  les  cite  para  que  dentro  del  plazo  que  les 
fijará  se  personen  en  los  autos,  bajo  apercibimiento  de  lo 
que  haya  lugar. 
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Cuando  fallezca  el  Procurador,  se  hará  saber  á  su  po- 
derdante con  el  objeto  expresado.  (Ley  ant.y  art.  17. — Ley 
org.  del  P.  J.,art.  887) 

Todos  estos  casos  están  expresados  en  el  art.  17  de  la  ley 
de  Enjuiciamiento  de  1855  y  en  el  887  de  la  de  organización  del 
Poder  judicial. 

Creemos  que  este  artículo  está  bien  redactado  en  general; 
pero,  sin  embargo,  se  nos  ocurren  algunas  observaciones  res- 
pecto á  lo  dispuesto  en  algunos  números  del  mismo. 

La  palabra  traslado  que  emplaa  el  núm.  4.°  es  poco  técnica, 
y  hubiera  sido  más  del  caso  haber  empleado  el  verbo  transmitir 
que  el  de  trasladar,  por  expresar  más  exactamente  la  transfe- 
rencia de  la  cosa  litigiosa.  La  palabra  trasladar  es  además 
poco  exacta,  pues  puede  comprenderse  en  ella  el  acto  de  mudar 
de  sitio  la  cosa  permaneciendo  en  el  dominio  del  litigante.  En 
el  núm.  4.°,  art.  17  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  de  5  de 
Octubre  de  1855,  del  que  se  ha  copiado  el  anotado,  se  emplea  el 
verbo  transmitir,  é  indudablemente  es  mucho  más  propio. 

El  núm.  5.°  también  da  lugar  á  una  duda. 

¿Cesará  el  Procurador  en  el  mismo  acto  en  que  haya  termi- 
nado la  personalidad  con  que  litigaba  su  poderdante?  Induda- 
blemente. Y  si  el  Procurador  lo  ignoraba,  como  puede  ocurrir 
muy  frecuentemente,  y  oye  notificaciones  y  pide  diligencias  y 
se  practican,  ¿se  anularán?  ¿Quién  responde  en  tal  caso  de  las 
costas?  Nada  dice  acerca  de  ello  la  ley,  y  hubiera  sido  muy  del 
caso  que  el  legislador  se  hubiera  ocupado  de  ello.  El  Procura- 
dor incurriría  indudablemente  en  responsabilidad  si,  sabiendo 
había  cesado  su  representación,  no  lo  ponía  inmediatamente  en 
conocimiento  del  Juez  ó  Tribunal;  pero  antes  de  llegar  á  su  no- 
ticia no  puede  incurrir  en  responsabilidad  alguna  por  no  mani- 
festarlo; la  parte  que  representa  puede  encontrarse  en  las  mis- 
mas condiciones;  la  contraria  no  puede  ser  responsable  de 
^hechos  ajenos;  por  consiguiente,  no  queda  más  arbitrio  que  de- 
clarar nulas  las  diligencias  y  las  costas  de  oficio. 

Y  en  el  caso  de  que  las  partes  presten  su  conformidad  á 
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tales  diligencias,  ¿por  qué  razón  se  han  de  anular?  Esta  excep- 
ción tan  legítima  es  la  que  el  legislador  debía  haber  consignado 
en  la  ley,  pero  no  la  ha  consignado. 

Jurisprudencia. — Los  emplazamientos,  notificaciones  y 
citaciones  hechas  al  Procurador  son  válidas  ínterin  no  conste 
judicialmente  que  el  desistimiento  se  hizo  saber  al  poderdante, 
y  también  lo  son  las  que  posteriormente  se  entiendan  con  la 
parte  ó  con  los  estrados  en  su  rebeldía.  (27  Diciembre  1859.) 

El  Juez  que  conoce  de  la  causa  incoada  contra  un  Procura- 
dor no  puede  acordar  la  suspensión  de  éste,  y  si  lo  verifica  lo 
hace  con  notoria  incompetencia.  (29  Mayo  1873.) 


Abtícülo  10. 

Los  litigantes  serán  dirigidos  por  Letrados  habilitados 
legalmente  para  ejercer  su  profesión  en  el  Juzgado  ó  Tri- 
bunal que  conozca  de  los  autos.  No  podrá  proveerse  á  nin- 
guna solicitud  que  no  lleve  la  firma  de  Letrado. 

Exceptúanse  solamente: 
1.°    Los  actos  de  conciliación. 

2.°    Los  juicios  de  que  conocen  en  primera  instancia  los 
Jueces  municipales. 
3.°    Los  actos  de  jurisdicción  voluntaria. 

En  este  último  caso  será  potestativo  valerse  ó  no  de  Le- 
trados. 

4.°  Los  escritos  que  tengan  por  objeto  personarse  en  el 
juicio,  acusar  rebeldías,  pedir  apremios,  prórroga  de  térmi- 
nos, publicación  de  probanzas,  señalamiento  de  vista,  su 
suspensión,  nombramiento  de  peritos  y  cualesquiera  otras 
diligencias  de  mera  tramitación. 

Cuando  la  suspensión  de  vistas,  prórroga  de  término  ó 
diligencia  que  se  pretenda  se  funde  en  causas  que  se  refie- 
ran especialmente  al  Letrado,  también  deberá  éste  firmar  ei 
escrito,  si  fuere  posible.  (Ley  ant.,  art.  19. — Ley  org.  del 
P.  /.,  artículos  865,  869,  873,  874,  875,  876  y  880.) 

Exige  la  ley  que  los  litigantes  sean  dirigidos  por  Letra- 
dos, resolviendo  en  el  orden  civil  la  controversia  sostenida  de 
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antiguo  entre  los  partidarios  de  la  libre  defensa  y  los  que  re- 
quieren como  forzosa  la  intervención  de  los  Letrados  en  los 
juicios. 

Nosotros,  sin  desconocer  las  importante  ventajas  que  se 
derivan  de  la  intervención  de  los  Abogados  en  los  juicios  civi- 
les, creemos  que  no  deben  imponerse  á  los  litigantes,  y  que, 
por  el  contrario,  debe  respetarse  el  libre  acceso  de  estos  últi- 
mos ante  los  Tribunales,  sin  más  limitaciones  que  aquellas  in- 
dispensables á  evitar  las  intrusiones  en  el  ejercicio  de  la  profe- 
sión de  Letrado,  Tal  sistema  es  el  adoptado  por  la  vigente  ley 
para  el  ejercicio  de  la  jurisdicción  contencioso-administrativa, 
y  preciso  es  reconocer  que  distan  mucho  de  haberse  realizado 
los  temores  expuestos  por  los  enemigos  de  la  libre  defensa,  y 
que  los  Abogados  no  han  recibido  perjuicio  alguno,  pues  los 
recurrentes  siguen  honrándoles  con  su  confianza. 

Los  Letrados  han  de  estar  habilitados  legalmente  para  ejer- 
cer su  profesión  en  el  Juzgado  ó  Tribunal  que  conozca  de  los 
autos;  son  los  que  reúnen  las  condiciones  exigidas  en  los  si- 
guientes artículos  de  la  ley  orgánica  del  Poder  judicial: 

«Art.  873.     Para  ejercer  la  Abogacía  se  requiere: 

1.°    Haber  cumplido  veintiún  años. 

2.°    Ser  Licenciado  en  Derecho  civil. 

3.°    No  estar  procesado  criminalmente. 

4.°    No  haber  sido  condenado  á  penas  aflictivas,  ó  haber 
obtenido  rehabilitación. 
•  Art.  874.     No  podrán  ejercer  la  Abogacía: 

1  °  Los  que  estén  desempeñando  cargos  judiciales  ó  del  Mi- 
nisterio fiscal. 

Exceptúanse  de  esta  regla  los  Jueces  y  Fiscales  munici- 
pales. 

2.°  Los  que  desempeñen  empleos  en  el  Ministerio  de  Gracia 
y  Justicia  ó  en  la  Secoión  de  Estado  y  Gracia  y  Justicia  del 
Consejo  de  Estado. 

3.°     Los  Auxiliares  y  dependientes  de  los  Tribunales.» 

Art.  859.     En  los  pueblos  en  que  haya  Audiencia  habrá  un 
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Colegio  de  Abogados  y  otro  de  Procuradores,  cuyo  principal 
objeto  será  la  equitativa  distribución  de  los  cargos  entre  los 
que  actúen  en  los  Tribunales  existentes  en  la  localidad,  el  buen 
orden  de  las  respectivas  Corporaciones  y  el  decoro,  la  fraterni- 
dad y  disciplina  de  los  colegiados. 

Art.  860.     Podrán  además  establecerse  Colegios  de  Abogados 
y  Procuradores: 
*En  las  capitales  de  provincia  donde  no  hubiere  Audiencia. 
En  las  poblaciones  donde  hubiere  20  Procuradores  ó  Aboga- 
dos en  ejercicio. 

Art.  861.  Para  el  efecto  de  pertenecer  á  los  Colegios  de 
Abogados  se  considerarán  como  residentes  los  que,  no  morando 
en  el  pueblo,  vivan  y  ejerzan  la  profesión  en  el  radio  de  dos 
leguas,  con  tal  que  se  comprometan  á  soportar  los  cargos  en 
proporción  con  los  demás. 

Esta  regla  nó  es  extensiva  á  los  Procuradores,  los  cuales  ten- 
drán necesariamente  su  residencia  donde  estuviere  el  Colegio. 
Art.  862.  El  número  de  los  que  compongan  estos  Colegios 
será  ilimitado,  debiendo  ser  admitidos  en  ellos  todos  los  quejo 
pretendan,  con  tal  que  hagan  constar  que  tienen  la  capacidad 
legal  que  prescribe  esta  ley  para  ejercer  la  profesión  respectiva. 
Art.  863.  Los  estatutos  de  los  Colegios  de  Procuradores  y 
Abogados  establecerán  su  organización  y  gobierno,  las  condi- 
ciones para  ingresar  en  ellos,  las  relaciones  de  los  colegiados 
con  la  Corporación  y  con  los  Tribunales,  las  obligaciones  de 
aquéllos  y  las  correcciones  disciplinarias  en  que  pueden  incu- 
rrir en  lo  que  no  caiga  bajo  la  jurisdicción  disciplinaria  de  los 
Juzgados  ó  Tribunales. 

Art.  864.  Nadie  podrá  ejercer  simultáneamente  las  profe- 
siones de  Abogado  y  Procurador. 

El  que,  estando  en  el  ejercicio  de  una  de  ellas,  optare  por  el 
de  otra,  cesará  en  la  que  tenía  y  será  dado  de  baja  en  la  lista 
del  respectivo  Colegio. 

Art.  865.  En  los  pueblos  en  que  haya  Colegios  de  Abogados 
ó  Procuradores  sólo  podrán  ejercer  estas  profesiones  los  que 
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estuvieren  incorporados  á  ellos,  con  estudio  abierto  en  el  mismo 
pueblo. 

El  que  careciere  de  las  condiciones  necesarias  para  ser  Pro- 
curador ó  Abogado  no  podrá  incorporarse  á  los  Colegios. 

Art.  869.  Donde  no  haya  Colegio  de  Procuradores  ó  Aboga- 
dos será  necesario  para  ejercer  estas  profesiones: 

1.°     Tener  las  cualidades  que  para  ello  exige  esta  ley 

2.°  Hallarse  avecindado  ó  residente  en  el  pueblo  en  que  se 
abra  el  estudio  de  Abogado,  y  en  el  de  la  residencia  del  Juz- 
gado el  que  ejerza  la  profesión  de  Procurador. 

3.°  Inscribirse  en  el  Juzgado  ó  Tribunal  como  Abogado  en 
ejercicio. 

4.°    Pagar  la  contribución  de  subsidio  industrial. 

Art.  875.  No  obstante  lo  dispuesto  en  los  artículos  865 
y  869,  los  Letrados  que  no  estuvieren  inscritos  en  los  Colegios, 
teniendo  estudio  abierto,  ni  en  los  Juzgados  ó  Tribunales  para 
ejercer  la  Abogacía,  pero  que  reunieren  las  condiciones  expre- 
sadas en  el  art.  873,  podrán  defender  por  escrito  ó  de  palabra 
sus  negocios  civiles  ó  sus  causas  criminales  y  las  de  sus  parien- 
tes dentro  del  cuarto  grado  de  consanguinidad  ó  segundo  de  afi- 
nidad. 

En  estos  casos,  donde  hubiere  Colegios  de  Abogados,  serán 
habilitados  por  su  Decano.  Donde  no  los  haya,  acreditarán  ser 
Abogados  y  el  parentesco,  en  su  caso,  ante  el  Juez  ó  Tribunal 
donde  hayan  de  actuar,  el  cual  les  dará  su  autorización. 

Art.  876.  Los  Abogados  del  Colegio  de  la  capital  donde 
haya  Audiencia  podrán  actuar  ante  las  Salas  ordinarias  y  ex- 
traordinarias de  las  mismas,  cualquiera  que  sea  el  pueblo  en 
que  se  constituyan. 

Las  excepciones  establecidas  en  este  art.  10,  lo  estaban  ya 
en  el  19  de  la  ley  de  1855,  y  además  también  era  potestativo 
valerse  ó  no  de  Letrados  en  los  pleitos  de  menor  cuantía.  Los 
artículos  856  y  857  de  la  ley  orgánica  disponían  lo  mismo.  Se- 
gún el  art.  57  del  reglamento  de  Juzgados,  los  Abogados  deben 
firmar  sus  escritos  con  firma  entera.» 
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Jurisprudencia.  —  La  prohibición  de  proveer  sobre'  las  so- 
licitudes que  no  lleven  firma  de  Letrado  no  deroga  ni  contraría 
la  doctrina  legal  de  que,  interpuesta  apelación  sin  este  requisito 
y  constando  debidamente,  se  interrumpa  el  lapso  del  término 
señalado  para  interponerla.  (Sents.  de  17  de  Diciembre  de  1859 
y  14  de  Septiembre  de  1861.) 

No  es  fundamento  de  nulidad  la  inobservancia  de  este  ar- 
ticulo. (Sent.  de  29  de  Febrero  de  1860.) 

Véase:  Firma  de  Letrado  en  juicio  verbal;  Rev.,  tomo  7,  pá- 
gina 312.  —  En  juicio  de  faltas;  Rev.,  tomo  19,  pág.  396.  — 
Firma  del  Letrado  en  la  apelación,  jurisprudencia  del  T.  S.; 
Rev.,  tomo  38,  pág.  351.—  En  escritos  de  inhibitoria  ó  declina- 
toria, en  juicio  verbal  y  de  menor  cuantía;  Bol.,  tomo  40,  pági- 
na 337.  —  Intervención  de  Letrado  en  pleito  de  menor  cuantía; 
Bol.,  tomo  40,  pág.  113. 

Téngase  presente  que  el  ejercicio  de  la  Abogacía  tiene,  ade- 
más de  las  limitaciones  generales,  algunas  que  nacen  de  cir- 
cunstancias locales;  y  por  lo  que  á  ellos  respecta,  véase  la 
ley  7.a,  título  22,  libro  5.°  de  la  Novísima  Recopilación.  Sobre 
ai  los  hijos  pueden  abogar  ante  sus  padres  como  Jueces  ó  éstos 
se  han  de  abstener  de  conocer;  Rev.,  tomo  35,  pág.  289.  — El 
Letrado  pariente  del  Escribano,  ¿puede  abogar  en  negocios  en 
qiie  éste  entiende  como  actuario?  Bol.,  tomo  38,  pág.  431.  — 
¿Puede  el  hijo  del  Escribano?  Bol.,  tomo  43,  pág.  339. 

Artículo  11. 

No  obstante  lo  dispuesto  en  los  artículos  4.°  y  10,  tanto 
los  Procuradores  como  los  Abogados  podrán  asistir  con  el 
carácter  de  apoderados  ó  de  hombres  buenos  á  los  actos  de 
conciliación,  6  con  el  de  auxiliares  de  los  interesados  á  los 
juicios  verbales,  cuando  las  partes  quieran  valerse  espontá- 
neamente de  ellos. 

En  estos  casos,  si  hubiere  condenación  de  costas  á  favor 
del  que  se  haya  valido  de  Procurador  ó  de  Letrado,  no  se 
comprenderán  en  ellas  los  derechos  de  aquél,  ni  los  honora- 
rios de  éste.  (Ley  org.  del  P,  J.,  arL  858.) 
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(te  artículo  está  copiado  textualmente  de  la  ley  orgánica 
oder  judicial  (art.  858).  La  aclaración  que  en  el  mismo  se 
es  importantísima,  pues  viene  á  cortar  un  sinnúmero  de 
ones  originadas  sobre  la  tasación  de  costas  en  los  juicios 
se  refiere,  cuando  intervenía  Procurador  ó  Letrado. 


Artículo  12. 

os  Abogados  podrán  reclamar  del  Procurador,  y  si  éste 
ter  viniera,  de  la  parte  á  quien  defiendan,  el  pago  de 
morarios  que  hubieren  devengado  en  el  pleito,  presen- 

>  minuta  detallada  y  jurando  que  no  le  han  sido  satis- 
s. 

educida  en  tiempo  esta  pretensión,  el  Juez  ó  Tribunal 
era  á  ella  en  la  forma  prevenida  en  el  art.  8.°;  pero  si 
remiado  impugnare  los  honorarios  por  excesivos,  se 
derá  previamente  á  su  regulación,  conforme  á  lo  que 
ipone  en  los  artículos  427  y  siguientes.  (Art.  5.°,pá- 
5.°  de  esta  misma  ley.) 

ite  artículo  es  completamente  nuevo,  y  creemos  muy  justa 
aposición  haciendo  extensivo  á  los  Abogados  el  derecho 
dido  á  los  Procuradores  para  pasar  sus  cuentas. 
imo  puede  observarse,  sólo  pueden  reclamarse  los  honora- 
evengados  en  el  pleito,  donde  constan  las  actuaciones  que 
n  justificarlos:  pero  no  los  demás,  que  habrán  de  recla- 
¡  en  vía  ordinaria.  (Sent.  del  T.  S.  de  2  de  Enero  de  1903.) 
>s  honorarios  sólo  pueden  impugnarse  como  excesivos,  no 
indebidos,  por  la  misma  razón  de  que  las  actuaciones  jus- 
;ivas  debe  examinarlas  el  Tribunal. 

>r  lo  demás,  el  párrafo  5.°  del  art.  5.°  de  esta  ley,  como  lo 
ya  el  14  de  la  ley  de  1855,  impone  al  Procurador  la  obli- 
u  de  pagar  los  gastos  que  se  causen  á  su  instancia,  inclu- 

>  ahora  los  honorarios  del  Letrado,  aunque  éste  haya  sido 
Lo  por  el  poderdante,  puesto  que  aquél  tiene,  según  los  ar- 
>s  7.°  y  8.°,  medios  de  habilitarse  de  fondos. 
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SECCIÓN  SEGUNDA 

DE    IA    DEFENSA    POR    POBRE 

Decía  el  Fuero  Juzgo  que  la  justicia  es  «  como  el  sol  que  re- 
luce amparando  y  defendiendo  á*  todos»,  y  esto  mismo  afirmaba 
Cicerón  cuando  exclamaba  que  la  justicia  no  es  tal  justicia  sino 
cuando  es  igual  para  todos.  De  manera  que  la  primera  nota  ca- 
racterística de  la  justicia  es  la  igualdad,  y  la  igualdad,  según 
un  filósofo  moderno  (Cousin),  consiste  en  tratar  desigualmente 
á  los  que  se  hallen  en  condiciones  desiguales,  ó,  como  afirma 
otro  insigne  autor  (Víctor  Hugo),  la  equidad  es  la  primera  de 
las  igualdades.  Hé  aquí  el  fundamento  innegable  del  derecho 
de  defensa  gratuita  concedida  en  todo  tiempo  á  los  pobres,  de- 
recho que  en  algunas  ocasiones  ha  venido  á  convertirse  en  un 
verdadero  privilegio,  como  aconteció  en  Roma  en  la  época  de 
Constantino.  (Ley  única,  C.  2,  Quando  imperator  inter  pupi- 
líos,)  Nuestra  legislación  ha  reconocido  siempre  el  derecho  de 
los  pobres  á  ser  defendidos  gratuitamente,  y  la  ley  de  Enjuicia- 
miento civil  del  año  1855  dedicaba  á  esta  materia  el  título  5.° 
del  libro  1.°  Sus  disposiciones  han  sido  copiadas  casi  íntegra- 
mente en  la  nueva  ley.  Únicamente  se  han  añadido  algunas  dis- 
posiciones para  que  no  se  abuse  de  la  defensa  por  pobre;  mas 
preciso  es  reconocer  que  el  abuso  continúa  y  que  el  beneficio  de 
pobreza,  esgrimido  por  personas  de  mala  fe,  imposibilita  prác- 
ticamente para  defenderse  ante  los  Tribunales  a  los  litigantes 
de  fortuna  media.  Varios  medios  se  han  propuesto  para  corre- 
gir las  deficiencias  de  la  ley.  El  mejor  es,  sin  duda  alguna,  la 
administración  gratuita  de,  la  justicia,  y  ciertamente  que  sólo 
así  podrían  hacerse  efectivos  los  derechos  de  escasa  cuantía, 
hoy  fuera  de  toda  protección  eficaz,  y  que  aquélla  parece  un 
deber  elemental  de  los  Poderes  públicos;  mas  á  su  implantación 
se  oponen  dificultades  financieras  casi  insuperables. 
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En  su  virtud,  algún  autor  lia  propuesto  (1),  como  último  re- 
medio para  evitar  los  litigios  temerarios,  que  se  imponga  la  pri- 
sión subsidiaria  por  insolvencia  en  caso  de  mala  fe  notoria,  de- 
clarada expresamente  por  el  Tribunal,  y  razona  su  petición  di- 
ciendo :  «  Por  mucho  que  me  repugne  el  apremio  personal  como 
consecuencia  de  una  lucha  sobre  derechos  civiles,  lo  propongo 
con  entero  convencimiento  de  su  justicia  para  los  litigantes  de 
mala  fe.  Los  que  notoriamente  merecen  esta  calificación  son  los 
que  acuden  á  los  Tribunales,  no  en  demanda  de  justicia,  sino 
para  impedir  el  triunfo  de  ésta;-  son  los  que  utilizan  los  recur- 
sos que  la  ley  establece  en  garantía  de  sagrados  derechos  para 
inutilizar  los  de  su  adversario;  son  los  que  pretenden  hacer  de 
los  Tribunales  instrumento  de  sus  repugnantes  asechanzas;  son 
los  que  sólo  persiguen  el  cansancio  de  sus  contrarios  como  me- 
dio de  obtener  en  una  transacción  lo  que  de  ningún  modo  les 
corresponde  por  derecho.  Si  tal  conducta  no  constituye  un  deli- 
to frustrado  ó  consumado,  poco  debe  faltarle,  ya  que  hay  acción 
libre  contraria  á  derecho,  daño  material,  y  h$sta,  para  que  nada 
falte,  verdadera  alarma  en  la  sociedad.»  =«E1  litigante  de 
mala  fe  que  pierde  el  pleito,  nada  pierde  en  realidad,  puesto 
que  ningún  derecho  tenía.  Su  único  castigo  es  el  pago  de  las 
costas  si  tiene  bienes  con  que  hacerlo  efectivo;  el  insolvente 
queda  hoy  impune,  y  su  misma  impunidad  le  da  nuevos  bríos 
para  emprender  ulteriores  maquinaciones  contra  el  derecho  de 
los  demás.  Justo  es  que  con  el  apremio  personal  pague  lo  que 
debe  por  razón  de  un  hecho  que  en  el  terreno  de  los  principios 
es  eminentemente  injusto  y  en  el  del  derecho  constituido  no  de- 
bía ser  lícito.» 

Artículo  13. 

La  justicia  se  administrará  gratuitamente  á  los  pobres 
que  por  los  Tribunales  y  Juzgados  sean  declarados  con  de- 
recho á  este  beneficio.  (Ley  ant.,  articuloe  179  y  ISO.) 


(1)    Amat,  El  juicio  vrál  én  materia  civil. 
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Este  artículo  ha  venido  á  refundir  en  una  sola  disposición 
las  de  los  artículos  179  y  180  de  la  ley  antigua.  Su  contenido 
nos  parece  acertado.  Bueno  es  que  á  ios  pobres  se  les  conceda 
el  beneficio  de  la  defensa  gratuita ^  pero  también  es  completa- 
mente indispensable  el  que  no  se  abuse  en  esta  materia  tanto 
como  se  había  abusado  antes  de  la  ley  de  1855  y  aun  después. 
Aunque  la  nueva  ley,  en  este  artículo,  limita  sus  beneficios 
á  los  que  sean  declarados  pobres  por  los  Juzgados  y  Tribuna- 
les, no  por  ello  deben  entenderse  excluidos  de  gozar  de  iguales 
beneficios  los  Hospitales,  Hospicios  y  demás  institutos  de  Be- 
neficencia y  Corporaciones  que  están  considerados  como  pobres 
por  declaraciones  expresas  de  carácter  general,  de  que  son 
ejemplo:  el  Real  decreto  é  instrucción  para  el  ejercicio  del  pro- 
tectorado del  Gobierno  en  la  beneficencia  particular,  fecha  14 
de  Marzo  de  1899,  que  declara  pobres  á  los  expresados  estable- 
cimientos para  litigar  en  los  negocios  contencioso-administrati- 
vos  y  ordinarios,  y  el  reglamento  para  la  ejecución  de  la  ley  de 
Accidentes  del  trabajo  de  30  de  Enero  de  1900,  en  cuanto  ex- 
presa cque  se  considerará  siempre  .al  obrero  como  litigante  po- 
bre en  los  juíqíos  que  se  promuevan  por  virtud  de  sus  reclama- 
ciones » . 

Jurisprudencia.  —  En  la  Real  orden  de  21  de  Diciembre 
de  1857,  que  resume  las  anteriores  sobre  la  materia,  no  se  com- 
prenden las  iglesias  parroquiales,  y,  por  tanto,  la  cuestión  de 
defensa  por  pobre,  solicitada  por  un  cura  párroco,  queda  redu- 
cida al  hecho  de  si  el  cura  ó  la  iglesia  tiene  la  dotación  sufi- 
ciente para  no  gozar  del  beneficio  de  pobreza.  (18  Octubre  1864.) 
El  beneficio  de  litigar  como  pobres  no  corresponde  á  los  he- 
rederos de  confianza  de  Cataluña,  aunque  nada  posean  de  la  he- 
rencia, pues  que  dicha  calidad  no  importa  un  cargo  público; 
debe,  por  lo  mismo,  atenderse  al  carácter  privativo  y  personal 
del  litigante.  (3  Octubre  1866.) 

La  administración  de  justicia  es  una  obligación  del  Estado, 
que  debe  dispensarse  gratuitamente  á  los  pobres.  Este  precepto 
legal  no  puede  ser  quebrantado  ni  eludido  por  disposiciones 
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privadas  que  no  afectan  á  las  obligaciones  del  Estado,  pues  que 
se  vendría  á  sancionar  una  denegación  de  justicia  á  los  que  no 
pudiesen  sufragar  los  gastos.  Consecuencia  de  esto  es  que  un 
pacto  privado  en  que  uno  se  obligue  á  no  litigar  contra  otro  en 
concepto  de  pobre,  es  ineficaz  para  dispensar  al  Estado  aquella 
obligación,  contrario  á  la  equidad  y  á  la  ley,  y  nulo,  por  consi- 
guiente, con  arreglo  á  lo  prevenido  en  la  ley  28,  título  11  de  la 
Partida  5.a  (9  Abril  1870.) 

La  Real  Congregación  de  San  Ignacio  de  Loyola  goza  del 
beneficio  de  pobreza.  (Sent.  de  22  de  Octubre  de  1903.) 

Las  Hermandades  de  la  Paz  y  de  la  Misericordia  no  gozan 
de  aquel  beneficio,  pues  tienen  que  probar  que  todos  los  asocia- 
dos son  pobres.  (Sent.  de  12  de  Octubre  de  1888.) 

El  beneficio  de  pobreza  concedido  á  los  Monasterios  por  las 
leyes  recopiladas  tuvo  por  fundamento  la  prohibición  de  adqui- 
rir bienes;  pero  habiendo  cesado  ésta,  ha  desaparecido  el  privi- 
legio y  se  encuentran  sometidas  á  las  disposiciones  generales  y 
comunes  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil.  (Sent.  de  7  de  Enero 
de  1890.) 

Véase:  Sobre  sustanciación  de  la  pobreza;  Rev.,  tomo  9.°, 
página  401.  — En  jurisdicción  voluntaria;  tomo  8.°,  pág.  460. — 
Sobre  la  autoridad  y  consecuencias  de  las  sentencias  denegato- 
rias; tomo  13,  pág.  140.  —  Tramitación  cuando  no  comparezca 
el  demandado;  tomo  21 ,  pág.  163.  —  Conveniencia  de  la  refor- 
ma de  la  ley  anterior;  tomo  21 ,  pág.  450.  —  Prácticas  viciosas 
de  encomendar  á  los  Juzgados  la  sustanciación  de  incidentes 
promovidos  en  las  Audiencias;  tomo  37,  pág.  306.  —  Si  es  otor- 
gable  á  Empresas,  Sociedades  y  Corporaciones;  tomo  38,  pági- 
na 198.  —  Observaciones  á  la  ley;  tomo  39,  pág.  474.  —  Del 
cesionario  pobre  cuando  el  cedente  es  rico;  Bol.,  tomo  31,.  pá- 
gina 786.  —  Sobre  el  papel  sellado  que  ha  de  emplearse  en 
expedientes  matrimoniales  de  los  declarados  pobres:  tomo  36, 
página  291. 
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Artículo  14. 


Los  que  sean  declarados  pobres  disfrutaran  los  beneficio^ 
siguientes: 

1.°    El  de  usar  para  su  defensa  papel  del  sello  de  pobres. 

2.°  El  que  se  les  nombre  Abogado  y  Procurador,  sin 
obligación  de  pagarles  honorarios  ni  derechos. 

3.°  La  exención  del  pago  de  toda  clase  de  derechos  á  los 
auxiliares  y  subalternos  de  los  Tribunales  y  Juzgados. 

4.°  El  de  dar  caución  juratoria  de  pagar  si  vinieren  á 
mejor  fortuna  en  vez  de  hacer  los  depósitos  necesarios  para 
la  interposición  de  cualesquiera  recursos. 

5.°  El  de  que  se  cursen  y  cumplimenten  de  oficio,  si  así 
lo  solicitaren,  los  exhortos  y  demás  despachos  que  se  expi- 
dan á  su  instancia.  (Ley  ant.,  art.  181.) 

Este  artículo  viene  á  ser  el  mismo  que  el  181  de  la  ley  anti- 
gua, excepción  hecha  de  su  último  párrafo. 

Los  cuatro  primeros  beneficios  han  sido  siempre  reconocidos 
en  nuestras  leyes,  ya  en  las  de  la  Novísima,  ya  en  otras  espe- 
ciales, y  también  por  las  Ordenanzas  de  las  Audiencias. 

La  disposición  del  núm.  5.°  de  este  artículo  es  completa- 
mente nueva  en  nuestra  legislación,  y  la  creemos  acertada,  pues 
se  ofrecían  grandes  dificultades  á  los  pobres  para  que  se  dili- 
genciaran los  exhortos  que  les  interesaban. 

Jurisprudencia.  —  Aunque  el  art.  181  de  la  ley  de  Enjui- 
ciamiento civil  (antigua)  otorga  á  los  declarados  pobres  para 
litigar,  entre  otros  beneficios,  el  de  exención  de  pago  de  toda 
clase  de  derechos  á  los  subalternos  de  los  Tribunales  y  Juzga- 
dos, el  198  establece  una  excepción  contra  los  que  hubieren  sido 
condenados  en  costas,  por  cuya  virtud  éstos  no  se  libran  de  sa- 
tisfacer tales  derechos,  no  obstante  la  antedicha  declaración,  si 
se  les  encontrasen  bienes  con  que  hacerlos  efectivos.  (29  Octu- 
bre 1877.) 
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Artículo  15. 


Sólo  podrán  ser  declarados  pobres: 
1.°  Los  que  vivan  de  un  jornal  ó  salario  eventual. 
2.°  Los  que  vivan  sólo  de  un  salario  permanente  ó  de 
.un  sueldo,  cualquiera  que  sea  su  procedencia,  que  no  exce- 
da del  doble  jornal  de  un  bracero  en  la  localidad  donde 
tenga  su  residencia  habitual  el  que  solicitare  la  defensa  por 
pobre. 

3.°  Los  que  vivan  sólo  de  rentas,  cultivo  de  tierras  ó 
cría  de  ganados  cuyos  productos  estén  graduados  en  una 
suma  que  no  exceda  de  la  equivalente  al  jornal  de  dos  bra- 
ceros en  el  lugar  de  su  residencia  habitual. 

4.°  Los  que  vivan  sólo  del  ejercicio  de  una  industria  ó 
de  los  productos  de  cualquier  comercio  por  los  cuales  pa- 
guen de  contribución  una  suma  inferior  á  la  fijada  en  la  si- 
guiente escala: 

En  las  capitales  de  provincia  de  primera  clase,  65  pe- 
setas! 

En  las  de  segunda,  50  pesetas. 

En  las  de  tercera  y  cuarta  y  demás  poblaciones  que  pa- 
sen de  40.000  almas,  40  pesetas. 

En  las  cabezas  de  partido  judicial  de  término  que  no  es- 
tén comprendidas  en  alguno  de  los  casos  anteriores,  y  de- 
más poblaciones  que,  excediendo  de  10.000  habitantes,  no 
pasen  de  20.000,  30  pesetas. 

En  las  cabezas  de  partido  judicial  de  ascenso  y  entrada 
y  demás  poblaciones  que,  excediendo  de  5.000  habitantes, 
no  pasen  de  10.000,  25  pesetas. 

En  las  demás  poblaciones,  20  pesetas. 
5.°    Los  que  tengan  embargados  todos  sus  bienes  ó  los 
hayan  cedido  judicialmente  á  sus  acreedores,  y  no  ejerzan 
industria,  oficio  ó  profesión,  ni  fee  hallen  en  el  caso  del  ar- 
tículo 17. 

En  estos  casos,  si  quedaren  bienes  después  de  pagar  á 
los  acreedores,  se  aplicarán  al  pago  de  las  costas  causadas  a 
instancia  del  deudor  defendido  como  pobre.  (Ley  ant.,  ar- 
tículo 182.) 

Este  artículo  viene  á  ser  reproducción,  excepto  en  el  núme- 
ro 5.°,  del  art.  182  de  la  antigua  ley. 
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Por  Real  decreto  de  15  de  Abril  de  1879  se  dispuso  que  el 
beneficio  de  litigar  como  pobre  63  individual,  y  no  se  extiende 
á  las  Sociedades  mercantiles  ni  industriales;  y  esa  misma  doc- 
trina es  la  que  creemos  vigente,  porque  fué  una  aclaración  al 
articulo  182  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  de  5  de  Octubre 
de  1855,  aclaración  que  fué  admitida  por  la.  jurisprudencia,  y, 
al  reproducir  la  nueva  ley  el  mismo  mandato,  sin  alteración  al- 
guna, se  demuestra  con  ello  que  el  legislador  está  conforme  con 
la  interpretación  que  la  jurisprudencia  ha  dado  á  su  mandato, 
pues  de  lo  contrario  terminantemente  hubiera  dispuesto  que  la 
declaración  de  pobre  se  extendía  también  á  tales  Sociedades, 
variación  que  ha  consignado  expresamente  en  el  núm.  2.°  de 
este  artículo,  disponiendo,  contra  lo  que  la  jurisprudencia  tenía 
admitido,  que  el  sueldo  ó  salario  que  disfrute  la  perdona  que 
intente  declararse  pobre  no  ha  de  ser  doble  del  jornal  de  un 
bracero  en  el  lugar  de  la  residencia  habitual  del  que  solicite  la 
defensa  por  pobre,  cuando  la  jurisprudencia  tenía  admitido  que 
ese  doble  jornal  debía  computarse  respecto  al  valor  que  tuvie- 
ran en  la  capital  de  Juzgado,  ya  residiera  en  ella  ó  no  el  que 
intentaba  obtener  tal  declaración. 

La  innovación  que  se  establece  en  el  núm.  5.°  de  este  ar- 
tículo es  acertada.  Los  que  tengan  embargados  todos  sus  bienes 
ó  los  hayan  cedido  judicialmente  á  sus  acreedores,  no  ejercien- 
do industria,  oficio  ó  profesión  por  la  que  paguen  más  contribu- 
ción de  la  señalada  en  el  núm.  4.°,  no  hay  razón  alguna  para 
no  considerarles  pobres,  pues  lo  son  en  realidad  por  carecer  de 
bienes  y  encontrarse  en  idénticas  circunstancias  á  los  que  la 
ley  reputa  por  pobres.  No  nos  parece  tan  acertado  lo  dispuesto 
en  el  párrafo  Segundo  de  este  número.  Si  al  que  se  encuentra  en 
las  condiciones  del  párrafo  primero  se  le  declara  pobre,  es  por- 
que se  le  considera  y  es  en  realidad  tal  pobre,  y  no  se  compren- 
de la  razón  que  haya  para  que  al  pobre  en  tal  caso  se  le  haga 
pagar  siempre  las  costas  si  le  quedan  bienes,  cuando  en  los  de- 
más casos  tan  sólo  los  paga  cuando  se  le  condena  en  ellas  ó  si 
mejora  de  fortuna^  y  no  es  justo  que  en  igualdad  de  condiciones 
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sean  tratados  de  diferente  modo.  Por  regla  general  ha  merecido 
aplausos  la  innovación  introducida  en  el  núm.  5.°,  puea  con 
ella  se  evitan  un  sinnúmero  de  cuestiones  que  sobre  el  particular 
se  originaban  en  la  antigua  ley,  en  la  cual  no  se  consignaba. 

La  escala  de  contribuciones  de  este  articulo,  que  es  el  182 
de  la  ley  antigua,  ha  sido  profundamente  modificada.  A  estas 
innovaciones  oponen  algunos  la  base  4.a  de  las  aprobadas  por 
las  Cortes,  en  la  que  sólo  se  concede  al  Gobierno  la  facultad  de 
adoptar  las  medidas  más  condecentes  para  depurar  el  estado  de 
la  fortuna  de  los  litigantes  que  pretendan  disfrutar  del  benefi- 
cio de  la  asistencia  judicial  gratuita  y  evitar  que  los  declara- 
dos legalmente  pobres  abusen  de  esta  cualidad  para  promover  y 
sostener  pleitos  conocidamente  temerarios.  A  esto  contestan 
otros  que  la  base  19  autoriza  al  Gobierno  para  introducir  en  la 
ley  anterior,  dentro  del  espíritu  que  presidia  á  la  redacción  de 
las  bases,  las  demás  reformas  y  modificaciones  que  la  ciencia  y 
la  experiencia  aconsejen  como  convenientes.  * 

Las  innovaciones  introducidas  en  el  párrafo  cuarto  se  refie- 
ren á  los  que  viven  del  ejercicio  de  cualquiera  industria  ó  de 
los  productos  de  cualquier  comercio,  pagando  una  cuota  de  con- 
tribución inferior  á  65  pesetas,  según  la  nueva  ley  (y  50  pese- 
tas ó  200  reales,  .según  la  antigua),  en  las  capitales  de  provin- 
cia de  primera  clase;  á  50  pesetas  (antes  40,  ó  160  reales),  en 
las  de  segunda;  á  40  pesetas  (antes  30,  ó  120  reales),  en  las  de 
tercera  y  cuarta  clase,  incluyéndose  hoy  en  el  mismo  caso  las 
demás  poblaciones  que  pasen  de  40.000  almas;  á  30  pesetas  ó  á 
25  pesetas,  según  la  categoría  de  los  partidos  judiciales  ó  el 
número  de  los  habitantes  de  las  poblaciones,  cual  puede  verse 
en  el  artículo  que  comentamos  (á  diferencia  del  182  de  la  ley 
anterior,  que  establecía  el  tipo  uniforme  de  100  reales,  ó  25  pe- 
setas, para  las  cabezas  de  partido  judicial);  y,  por  último,  á  20 
pesetas  en  las  poblaciones  que  no  son  cabeza  de  partido  judi- 
cial ni  tienen  una  población  mayor  de  5.000  habitantes  (cuya 
cuota  de  80  reales  era  la  establecida  en  la  ley  de  1855  para  todas 
las  poblaciones  que  no  eran  cabeza  de  partido  judicial). 
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No  falta,  sin  embargo,  quien  crea  que  la  nueva  ley  debía 
haber  elevado  aún  más  los  tipos,  pues  se  supone  que  se  ha  pro- 
ducido una  variación  más  grande  en  lo  que  se  refiere  al  grado 
relativo  de  la  riqueza. 

Jurisprudencia.  —  La  residencia  habitual  á  que  se  refiere 
el  art.  15  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  para  los  efectos  de 
la  defensa  por  pobre,  debe  ser  la  que  tenga  el  interesado  al 
tiempo  de  solicitar  dicho  beneficio,  y  no  la  del  lugar  en  que  hu- 
biera residido  por  más  tiempo  en  épocas  anteriores.  (30  Mayo 
de  1883.) 

La  existencia  y  el  valor  de  signos  exteriores  son  de  aprecia- 
ción del  juzgador,  si  contra  ésta  no  se  opone  infracción  de  nin- 
guna clase.    30  Noviembre  1883.) 

Según  lo  dispuesto  en  el  art.  21  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
civil,  la  declaración  de  pobreza  se  solicitará  en  el  Juzgado  que 
conozca  ó  sea  competente  para  conocer  del  pleito  en  que  se  trate 
de  utilizar  dicho  beneficio,  siendo  considerado  como  un  inci- 
dente del  asunto  principal.  (19  Enero  1884.) 

El  caso  4.°  del  art.  15  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  dis- 
pone que  podrán  ser  declarados  pobres  para  litigar  los  que  vi- 
van sólo  del  ejercicio  de  una  industria  ó  de  los  productos  de 
cualquier  comercio  por  los  cuales  paguen  de  contribución  una 
suma  inferior  á  25  pesetas  ^en  las  cabezas  de  partido  judicial  de 
ascenso  y  entrada  y  demás  poblaciones  que,  excediendo  de  5.000 
habitantes,  no  pasen  de  10.000. 

Según  se  ha  declarado  en  otro  caso  por  el  Tribunal  Supre- 
mo, los  Tribunales,  al  decidir  estas  cuestiones,  deben  atenerse, 
en  cumplimiento  del  literal  precepto  de  la  ley,  al  hecho  de  si  se 
paga  ó  no  contribución,  sin  poder  apreciar  si  debe  ó  no  debe 
pagarse,  materia  que  es  de  la  competencia  exclusiva  de  la  Ad- 
ministración, á  la  cual  corresponde  resolver  sobre  todo  lo  rela- 
tivo á  la  inclusión  en  las  matrículas  de  subsidio,  así  como  sobre 
las  responsabilidades  en  que  haya  incurrido  el  que  indebida- 
mente no  esté  comprendido  en  ellas.  (31  Octubre  1884.) 

Las  certificaciones  de  no  pagar  una  persona  contribución  ni 
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figurar  en  las  listas  electorales,  no  demuestran  que  el  Juzgado 

haya  incurrido  en  error  de  hecho  al  estimar,  en  vista  de  otras 

pruebas,  que  la  parte  que  solicita  la  defensa  por  pobre  es  dueña 

1     m  establecimiento  de  comercio  á  cuyo  frente  figura  otra 

joña  que  pague  la  contribución  y  disfrute  de  los  derechos 

respondientes.  (29  Abril  1885.) 

Los  efectos  de  una  sentencia  concediendo  á  determinada 
aona  el  derecho  de  defenderse  como  pobre,  se  transmiten, 
su  fallecimiento,  a  su  testamentario.  (25  Mayo  1885.) 
La  Sala  sentenciadora  puede  prescindir  de  pruebas  favora- 
i  .al  beneficio  de  pobreza,  cuando  de  signos  exteriores  infiere 
la  parte  interesada  tiene  una  situación  superior  á  la  que 
lita  de  otros  datos.  (13  Marzo  1886.) 

Si  de  una  escritura  no  resulta  cesión  alguna  á  favor  del  ac- 
que  pueda  hacerle  representar  derechos  que  no  se  refieren  á 
que  ejercita  como  propios,  sino  un  contrato  particular,  cuyo 
3to  es  atender  á  los  gastos  y  costas  del  pleito,  contrato  que 
puede  tenerse  en  cuenta  para  graduar  la  fortuna  del  recu- 
ite,  la  sentencia  que  niega  el  beneficio  de  pobreza  para  liti- 
,  bajo  el  equivocado  concepto  de  que  es  cesionario  de  los  de- 
ios  que  puedan  tener  los  que  con  él  otorgaron  la  menciona- 
escritura,  infringe  la  doctrina  legal  que  establece  que  los 
tratos  se  entiendan  en  su  sentido  literal,  sin  ampliarlos  á 
a,s  ni  casos  que  no  se  hallen  expresamente  estipulados. 
Marzo  1886.) 

Según  tiene  declarado  repetidas  veces  el  Tribunal  Supremo, 
veneficio  de  litigar  como  pobre  es  personalísimo,  y  los  síndi- 
de  un  concurso  de  acreedores  obran  en  interés  de  éstos  á 
enes  representan. 

La  sentencia  recurrida,  al  denegar  á  aquéllos  la  defensa  por 
re  por  no  haberse  demostrado  que  lo  sean  en  concepto  legal 
[>s  y  cada  uno  de  los  acreedores,  no  infringe  el  art.  15  de  la 
de  Enjuiciamiento  civil,  ni  la  doctrina  establecida  por  el 
bunal  Supremo,  ni  menos  los  artículos  1,218  y  1.229  de  la 
pia  ley.  (30  Septiembre  1886.) 
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No  está  en  el  caso  del  núm.  5  del  art.  16  dé  lá  ley  de  Enjui- 
ciamiento civil  la  parte  a  quien  se  han  embargado  los  bienes, 
pero  no  los  frutos  de  éstos,  de  los  cuales  se  aproveche.  (14  Oc- 
tubre 1886.) 

Si  bien  el  art.  15  de  la  ley  de  Ensuciamiento  ciyil  habla  de 
capitales  de  partido  y  de  poblaciones,  los  términos  en  que  él 
precepto  legal  está  redactado-,  la  razón  á  que  obedece  y  el  con- 
trasentido que  resultaría  si  en  pueblos  en  que  no  existiera  Juz- 
gado se  exigiese  el  pagó  de  una  cuota  mayor  de  contribución 
que  en  aquellos  donde  lo  hubiera,  y  contasen  además  con  igual 
ó  mayor  número  de  habitantes,  demuestran  claramente  que  á 
esta  última  circunstancia  es  á  la  que  debe  atenderse,  sin  hacer 
diferencia  entre  las  cabezas  de  partido  judicial  y  las  poblacio- 
nes que  no  lo  sean.  (20  Octubre  1886.) 

El  beneficio  de  pobreza  para  litigar  es  individual,  y  para  al- 
canzarlo una  colectividad  es  preciso  que  justifique  que  están  en 
condiciones  de  utilizarlo  todos  sus  partícipes.  (29  Diciembre 
át  1886.) 

Si  bien  ee  cierto  que  la  sentencia  negando  la  defensa  por 
pobre  no  produce  los  efectos  de  cosa  juzgada  y  que  la  parte  in- 
teresada puede  promover  nuevo  incidente  sobre  el  particular, 
también  lo'  es -que  en  este  caso  hay  que  asegurar  á  satisfacción 
delJuéz  el  pago  de  las  costas  en  que  será  condenada  si  no  pros- 
pera su  pretensión. 

La  nueva  demanda  de  pobreza  debe  fundarse  en  que  el  inte- 
resado ha  venido  á  ese  estado  por  causas  posteriores  á  la  sen- 
tencia que  le  negó  anteriormente  aquel  beneficio,  no  pudiendo 
dársele  curso  si  no  se  funda  en  dicho  motivo.  (21  Mar  ¿o  1887.) 

El  hecho  de  contraer  una  deuda  hipotecaria  puede  explicar- 
se por  motivos  de  diversas  clases  y  no  prueba  que  el  que  se  de- 
fendía por  rico  en  primera  instancia  haya  venido  con  posterio- 
ridad al  estado  de  pobreza,  ni  la  hipoteca,  aun  en  la  hipótesis 
de  ser  de  todos  los  bienes,  puede  confundirse  con  el  embargo 
total  de  éstos,  que  priva  de  la  percepción  de  los  frutos.  (12  dz 
Mayo  1887.) 
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No  infringe  la  doctrina  legal  consignada  por  el  Tribunal 
v  Supremo  ni  los  artículos  13  y  17  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
civil  el  fallo  denegatorio  del  beneficio  de  pobreza  á  una  mujer 
casada  cuyo  marido  no  es  pobre  y  por  ello  vienp  obligado  4 
darla  litis  expensas  para  que  pueda  defender  en  juicio  su  de- 
recho. 

El  litigar  una  mujer  con  su  marido,  si  bien  hace  desapare- 
cer  la  unidad  personal,  no  extingue  el  derecho  de  aquélla  á  dis- 
frutar de  las  rentas  comunes  que  conserve,  el  segundo.  (14  Ju- 
nio 1887.) 

No  comete  infracción  legal  la  sentencia  denegatoria  del  be- 
neficio de  pobreza,  esencialmente  fundada  en  que  no  tiene  efica- 
cia para  el  pleito  en  que  se  pretende  la  defensa  por  pobre,  la  ce- 
sión de  bienes  hecha  posteriormente  á  la  incoación  del  mismo 
por  quien  solicita  aquel  beneficio,  porque  toda  cuestión  judicial 
ha  de  resolverse  en  los  términos  en  que  fué  planteada.  (21  Abril 
de  1888.) 

Siendo  inherente  á  la  patria  potestad  el  deber  de  defender 
en  juicio  los  bienes  de  los  hijos,  á  cuyo  deber  corresponden  los 
derechos  que  la  ley  4.a,  título  17,  Partida  5.a  otorga  al  padre 
en  los  peculios,  aplica  rectamente  esta  ley  y  no  infringe  los  ar- 
tículos 18  y  20  de  la  de  Enjuiciamiento  civil  la  sentencia  que 
niega  á.U  madre,  que  es  rica  en  el  sentido  legal,  el  beneficio  de 
pobreza  para  litigar  en  nombre  de  sus  hijos.  (21  Septiembre 
de  1888. J 

El  beneficio  de  defensa  gratuita  está  concedido  á  los  esta- 
blecimientos de  Beneficencia  propiamente  tales,  que  satisfacen 
necesidades  intelectuales  ó  físicas  y  que  en  este  concepto  estén 
reconocidos  y  clasificados,  ya  sean  públicos  ó  ya  particulares, 
entre  los  cuales  no  se  comprende  una  Hermandad  ó  Cofradía 
que  tienen  por  objeto  prestar  las  obras  piadosas  acostumbradas 
á  los  reos  en  capilla,  cuidar  de  una  iglesia  y  concurrir  á  varias 
procesiones. 

Otorgando  solamente  á  los  establecimientos  de  Beneficencia 
el  derecho  de  litigar  como  pobres,  ninguna  Asociación  de  otro 
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carácter  puede  hacer  extensivo  á  sí  misma  ese  beneficio  que  nq 
está  declarado  á  su  favor  y  que  no  es  permitido  á  los  Tribuna- 
les declarar,  si  no  prueban  los  asociados  que  individualmente 
se  hallan  dentro  de  las  condiciones  de  pobreza  que  establece  la 
ley  de  Enjuiciamiento  civil.  (12  Octubre  1888 .) 

Promovido  el  incidente  4©  pobreza  ante  la  Audiencia  y  no 
habiendo  suplicado  el  actor  de  la  sentencia  denegatoria  del  in- 
dicado beneficio,  es  inadmisible  el  recurso  de  casación  que  se 
interponga  contra  la  misma,  porquef  como  extraordinario,  este 
recurso  sólo  tiene  lugar,  según  con  repetición  tiene  declarado 
el  Tribunal  Supremo,  después  de  utilizados  sin  resultado  todos 
los  recursos  ordinario»  en  el  concepto  expresado;  siendo  de  apli- 
cación para  declarar  la  no  admisión  del  recurso  elnúm.  3.°  del 
artículo  1.729  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil.  (8  Enero  1890 
y  Ih  Abril  1895.) 

Con  arreglo  á  la  jurisprudencia  establecida  de  acuerdo  con 
el  art.  17  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  no  se  da  el  recur- 
so de  casación  contra  la  apreciación  de  los  signos  exteriores  re- 
lativos al  estado  de  fortuna  del  litigante  que  pretende  litigar 
como  pobre;  porque  siendo  discrecional  la  facultad  que  para 
apreciarlos  "concede  ese  precepto  legal  á  los  Jueces  y  Tribuna- 
les, falta  la  base  necesaria  para  el  recurso,  ó  sea  una  regla  de 
derecho  que  pueda  ser  infringida.  (20  Junio  1898.) 

No  basta  para  estimar  inaplicable  el  precepto  del  art.  18  de 
la  ley  procesal  la  circunstancia  de  que  marido  y  mujer  tengan 
entre  sí  litigio  pendiente,  si,  por  no  hallarse  separados  legal- 
mente  ni  disuelta  en  forma  alguna  la  sociedad  conyugal,  sub- 
sisten, respecto  de  uno  y  otro,  los  derechos  y  obligaciones  deri- 
vadas de  la  misma.  (3  Julio  1899.) 

A  quien  tiene  un  sueldo,  cualquiera  que  sea  su  procedencia, 
que  exceda  del  doble  jornal  de  un  bracero  en  la  localidad,  no 
puede  concedérsele  el  beneficio  de  pobreza  para  litigar,  á  tenor 
del  art.  15,  núm.  2.°,  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil.  (23  Oc- 
tubre 1899.) 
*     Si  bien  es  cierto,  con  arreglo  á  la  doctrina  establecida  por 
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el  Tribunal  Supremo  én  su  sentencia  de  16  de  Marzo  de  1896, 
que  debe  el  demandado  equipararse  al  demandante  para  los 
efectos  del  art.  24  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  ó  sea  para 
denegarle  el  beneficio  de  la  defensa  gratuita  cuando  lo  solicita- 
se después  de  haber  litigado  como  rico,  á  no  ser  que  probase 
haber  venido  con  posterioridad  á  pobreza,  también  lo  es,  según 
claramente  se  expresa  en  dicha  sentencia,  que  para  aplicar  esa 
regla  es  precisó  que  el  demandado,  por  sus  actos  dentro  del 
pleito,  se  haya  creado  el  estado  de  litigante  rico,  lo  cual  no 
ocurre  por  el  mero  hecho  de  figurar  el  litigante  pobre  junta- 
mente con  otros  demandados  ricos  en  algunos  pedimentos  aisla- 
dos extendidos  en  el  papel  sellado  correspondiente  á  la  cuantía 
de  la  cosa  litigiosa,  siempre  que  antes  de  contestar  la  demanda 
y  sin  haber  suscitado  incidentes  formales  mantenidos  á  su  cos- 
ta, pretenda  la  concesión  de  la  defensa  gratuita;  porque  en  tal 
caso  este  hecho  destruye  la  presunción  que  pudiera  derivarse 
del  uso  de  aquella  clase  de  papel,  tanto  más  débil  cuanto  que 
su  empleo,  se  explica  naturalmente  por  la  circunstancia  de  con- 
currir juntamente  en  un  mismo  acto  litigantes  pobres  y  ricos. 
(11  Mayo  1900.) 

Para  la  computación  del  sueldo  ó  pensión  que  sé  perciba,  á 
los  efectos  de  la  defensa  por  pobre,  no  debe  rebajarse  el  des- 
cuento legal  de  carácter  transitorio,  como  no  se  rebaja  el  im- 
porte de  las  contribuciones  para  efectos  jurídicos  de  análoga 
naturaleza,  y  menos  debe  rebajarse  la  retención  judicial  de 
parte  de  dicho  sueldo  ó  pensión  que  se  impone  ó  cesa  á  volun- 
tad de  los  interesados,  y  puede,  por  tanto,  ser  más  transitoria 
que  aquél;  y  entendiéndolo  así,  no  se  infringe  el  art.  15,  n  ó  me- 
ros 2.°  y  7.°,  de  la  ley  procesal.  (23  Noviembre  1900.) 

Para  otorgar  la  defensa  por  pobre  á  los  que  vivan  del  ejer- 
cicio de  una  industria  ó  profesión,  que  es  caso  distinto  de  los 
comprendidos  en  los  tres  primeros  números  del  art.  15  de  la  ley 
procesal,  hay  que  atender  necesariamente  á  la  contribución  que 
pagan  según  la  escala  consignada  en  el  núm.  4.° 

Señalada  en  la  tarifa  de  subsidio  industrial  al  ejercicio  de 
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una  profesión  una  cuota  superior  á  la  de  65  pesetas  que  el  men- 
cionado precepto  señala  como  máximum  para  obtener  la  decla- 
ración de  pobreza,  la  circunstancia  de  haber  logrado  el  deman- 
dante eludir  el  pago  de  dicha  contribución  no  puede  surtir  en 
tal  caso  efecto  alguno,  ya  que  no  es  lícito  alcanzar  aquel  bene- 
ficio al  amparo  de  la  infracción  terminante  de  una  disposición 
administrativa  que  es  de  todo  punto  obligatoria.  (27  Febrero 
de  1901.) 

Las  fundaciones  conocidas  comúnmente  con  los  nombres  de 
Patronatos,  Memorias,  Legados,  Obras  y  Causas  pías,  tienen  el 
derecho  á  litigar  como  pobres,  así  en  los  negocios  administrati- 
vos y  contencioso-administrativos  como  en  los  ordinarios,  sólo 
cuando,  aun  no  teniendo  el  carácter  de  permanencia,  se  hubie- 
sen establecido  con  destino  semejante  al  de  las  instituciones  de 
beneficencia,  á  tenor  de  los  artículos  2.°  y  9.°  del  Real  decreto 
de  14  de  Marzo  de  1899,  en  relación  con  el  17  de  la  ley  de  20  de 
Junio  de  1849. 

No  están  comprendidas  en  caso  alguno  de  los  expresados  en 
el  art.  2.°  del  citado  Real  decreto  las  fundaciones  que  no  tienen 
objeto  benéfico,  por  no  destinarse  sufe  bienes  á  la  satisfacción 
gratuita  de  necesidades  intelectuales  ó  físicas.  (22  Mayo  1901.) 

El  importe  anuo  del  doble  jornal  de  un  bracero  en  determi- 
nada localidad,  para  los  efectos  del  art.  15  de  la  ley  de  Enjui- 
ciamiento civil,  no  debe  graduarse  por  sólo  la  cantidad  que  re- 
presenta el  estipendio  ganado  por  el  bracero  en  el  número  de 
días  del  año  destinados  al  trabajo,  sino  por  el  producto  á  que  la 
misma  ascienda,  teniendo  en  cuenta  todos  los  días  del  año  y  lo 
qne  en  uno  de  ellos  se  obtenga  por  jornal  en  el  lugar  de  que  se 
trate. 

Declarándose  en  la  sentencia  recurrida  que  parte  de  los  ren- 
dimientos que  percibe  el  demandante  del  beneficio  de  pobreza 
provienes  de  los  productos  de  fincas  que  él  mismo  disfruta  ó 
usufructúa,  propias  de  la  mujer,  es  obvio  que  no  pueden  com- 
putarse tales  rendimientos  como  propios  de  aquél  para  reunir- 
los  á  los  que  obtenga  por  su  industria  y  negarle,  conforme  al 
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artículo  16  de  dicha  ley,  el  derecho  á  ser  defendido  por  pobre, 
sino  que  deben  estimarse  como  renta  de  su  consorte  y  tenerla 
en  cuenta  para  los  efectos  del  art.  18.  (2  Julio  1901. J 

No  justificando  la  parte  que  demanda  el  beneficio  de  pobre- 
za, después  de  comenzado  el  pleito,  haber  venido  á  tal  situa- 
ción, este  fundamento  es  decisivo  por  sí  solo,  con  arreglo  al  ar- 
tículo 24  de  la  ley  procesal,  para  denegar  aquella  pretensión, 
(3  Julio  1901.) 

Al  consignarse,  lo  mismo  en  el  art.  18  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento civil  que  en  el  15,  la  renta  que  disfruta  el  que  pretende 
los  benefioios  de  la  pobreza  en  relación  con  el  doble  ó  triple  jor- 
nal de  un  bracero  en  la  respectiva  localidad  para  los  efectos  de 
la  declaración  del  derecho  procedente,  no  cabe  restar  de  aqué- 
lla, según  la  letra  de  la  ley,  lo  que  para  atenciones  públicas  ó 
particulares  tiene  el  interesado  que  deducir  de  ella,  cuando  ta- 
les deducciones  sólo  expresan  el  cumplimiento  de  obligaciones 
y  satisfacción  de  necesidades  propias  ó  inherentes  á  las  relacio- 
nes sociales,  como  ya  tiene  declarado  el  Tribunal  Supremo  en 
sentencias  anteriores.  (26  Septiembre  1901.) 

Para  determinar  el  estado  de  fortuna  en  que  se  halle  el  liti- 
gante que  demande  la  concesión  de  la  defensa  gratuita,  ha  de 
atenderse  á  los  recursos  con  que  cuente  para  vivir  al  tiempo  de 
solicitar  dicho  beneficio  y  no  á  los  que  le  proporcionara  una  in- 
dustria que  con  anterioridad  haya  ejercido,  según  claramente  se 
deduce  de  los  artículos  15  á  18  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil. 

En  el  caso  de  acumularse  los  rendimientos  de  varios  modos 
de  vivir,  debe  graduarse  su  importe  para  conceder  ó  negar  los 
beneficios  de  pobreza  al  litigante  que  los  pretenda.  (5  Octubre 
de  1901.) 

Demandándose  la  defensa  por  pobre,  puede  el  Tribunal  sen- 
tenciador señalar,  dentro  de  los  tipos  indicados  por  la  respecti- 
va Alcaldía  con  relación  al  jornal  que  disfrutan  los  braceros 
en  la  localidad,  aquel  que  juzgue  más  común  ó  general,  sin  in- 
fringir por  ello  el  núm.  2.°  del  art.  15  de  la  ley  procesal  ni  otra 
ley  alguna* 
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Según  reiteradamente  tiene  declarado  el  Tribunal  Supremo, 
la  cantidad  pasada  por  alimentos  á  su  mujer  por  el  deudor  no 
«s  computable  para  considerar  reducida  la  renta  de  éste  á  los 
«frotas  de  obtener  el  beneficio  de  pobreza.  (2  Octubre,  1901.) 

La  Sala  sentenciadora  puede,  para  apreciar  el  importe  del 
doble  jornal  de  un  bracero  en  la  localidad,  apreciar  discrecio- 
nalmente  cualquiera  de  los  tipos  fijados  en  la  certificación  del 
respectivo  Ayuntamiento,  sin  infringir  disposición  alguna  que 
la  obligue  a  tomar  el  promedio. 

No  puede  deducirse  del  sueldo  para  ponerlo  en  relación  con 
el  doble  jornal  de  un  bracero,  á  los  efectos  del  art.  15  de  la  ley 
de  Enjuiciamiento  civil,  ni  el  descuento  ni  la  retención,  ó  sea 
lo  que  en  atenciones  públicas  ó  necesidades  particulares  haya 
de  invertir  el  interesado,  como  repetidamente  ha  declarado  el 
Tribunal  Supremo.  (22  Octubre  1901.) 

La  sentencia  que  otorga  el  beneficio  de  la  defensa  por  pobro, 
no  tiene,  para  los  efectos  de  la  casación,  el  carácter  de  definiti- 
va que  requiere  el  art.  1.690  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil 
pues,  lejos  de  poner  término  al  pleito,  coloca  al, litigante  favo- 
recido en  condiciones  que  le  permiten  proseguirlo.  (20  Noviem- 
bre 1901.) 

Denegado  el  beneficio  de  pobreza  al  representante  de  una 
Administración,  procede  condenarle  personalmente  en  las  cos- 
tas si  no  justificó  su  estado  personal  de  pobreza,  puesto  que, 
según  el  art.  31  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  es  forzosa  la 
•condena  de  costas  cuando  se  deniega  la  defensa  por  pobre. 
(30  Noviembre  1901.) 

Por  ser  personal  el  beneficio  de  pobreza,  no  puede  conceder- 
se al  albacea  testamentario  sino  cuando  los  interesados  en  la 
herencia  tengan  personalmente  derecho  á  disfrutarlo.  (12  Abrü 
de  1902.) 

Artículo  16. 

Cuando  alguno  reuniere  dos  ó  más  modos  de  vivir  de 
los  designados  en  el  artículo  anterior,  se  computarán  los 
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rendimientos  de  todos  ellos,  y  no  podrá  otorgársele  la  de- 
fensa por  pobre  si  reunidos  excedieren  de  los  tipos  señala- 
dos en  el  artículo  precedente.  (Ley  ant.,  art.  183.) 

Idéntico  es  este  articulo  al  183  de  la  ley  anterior,  y  muy 
justas  son  sus  disposiciones  si  no  había  de  resultar  ilusorio  lo 
dispuesto  en  el  artículo  precedente. 

Artículo  17. 

No  se  otorgará  la  defensa  por  pobre  á  los  comprendidos 
en  cualquiera  de  los  casos  expresados  en  el  art.  15,  cuando, 
á  juicio  del  Juez,  se  infiera-  del  número  de  criados  que  ten- 
gan á  su  servicio,  del  alquiler  de  la  casa  que  habiten  ó  de 
otros  cualesquiera  signos  exteriores,  que  tienen  medios  su- 
periores al  jornal  doble  de  un  bracero  en  cada  localidad. 
(Ley  ant.  y  art.  184.) 

Dícese  con  razón  que  las  disposiciones  referentes  á  la  de- 
fensa por  pobre  hubieran  quedado  mancas  é  incompletas,  si  la 
ley  hubiese  concretado  sus  preceptos  á  los  dos  artículos  ante- 
riores. Por  eso  la  nueva  ley,  reproduciendo  el  art.  184  de  la  ley 
antigua,  viene  á  fijar  otra  base  para  que  no  se  dé  el  caso  de  una 
injusticia  cuando  sea  difícil  apreciar  las  rentas  ó  productos.  No 
es  justo  que  por  el  silencio  de  la  ley,  viniesen  á  gozar  de  un  be- 
neficio que  sólo  debe  otorgarse  á  los  verdaderamente  pobres  el 
que  vive  de  capitales  en  metálico  extraños  á  la  circulación  y  al 
pago  de  impuestos,  de  rentas  de  Bancos  ú  otros  establecimien- 
tos de  crédito  extranjeros,  ó  de  medios  desconocidos,  pero  que 
le  permiten  ostentar  una  posición  fastuosa  y  opulenta,  habitan- 
do en  palacios,  teniendo  á  su  servicio  gran  número  de  criados  y 
dando  á  conocer  por  otros  medios  que  sólo  pueden  dejarse  á  la 
apreciación  del  criterio  judicial,  que  tienen  medios  de  fortuna 
superiores  al  jornal  doble  de  un  bracero  en  cada  localidad.  Si 
no  hubiera  en  la  ley  esta  previsora  disposición,  la  defensa  por 
pobre  sería  en  ocasiones  un  privilegio  irritante  é  inmoral. 

Jurisprudencia.  — Si  la  Sala  sentenciadora,  apreciando  en 
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uso  de  sus  atribuciones  las  pruebas,  estima  que  el  recurrente 
disfruta  una  renta  superior  al  doble  jornal  de  un  bracero,  y 
contra  esta  disposición  sólo  se  citan  como  infringidos  los  ar- 
tículos 179  y  180  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  (de  1855), 
que  ninguna  regla  ni  deber  establecen  sobre  ello,  el  recurso  es 
improcedente.  (9  Diciembre  1878.) 

Abtículo  18. 

Tampoco  se  otorgará  la  defensa  por  pobre  al  litigante 
que  disfrute  una  renta  que,  unida  á  la  de  su  consorte  ó  al 
producto  de  los  bienes  de  sus  hijos,  cuyo  usufructo  le  co- 
rresponda, constituyan  acumuladas  una  suma  equivalente 
al  jornal  de  tres  braceros  en  el  lugar  donde  tenga  la  familia 
su  residencia  habitual. 

Esta  disposición  es  nueva  enteramente  y  la  creemos  acerta- 
da, pues  viene  á  ser  el  complemento  de  las  anteriores  y  á  evitar 
cuestiones  que  surgían  sobre  el  particular  por  Ja  deficiencia  de 
la  ley  de  1855.  Las  resoluciones  del  Tribunal  Supremo  habían 
venido,  sin  embargo,  á  aclarar  este  punto.  Véanse  las  senten- 
cias de  17  de  Junio  de  1865,  24  de  Diciembre  de  1866  y  9  de 
Abril  de  1878,  citadas  al  comentar  el  art.  15. 

Las  sentencias  de  18  de  Septiembre  de  1865  y  28  de  Abril 
de  1866  dicen  que  la  reunión  de  los  productos  de  los  bienes  del 
marido  y  de  su  esposa,  para  los  efectos  de  la  defensa  por  pobre, 
sobre  estar  fundada  en  los  principios  generales  del  derecho  re- 
lativos á  la  sociedad  conyugal  y  su  administración  legal,  se 
baila  definida  de  un  modo  claro  en  el  número  3.°  del  art.  182 
de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  (de  1855),  donde,  sin  hacer 
distinción  sobre  la  procedencia  de  la  renta  ni  sobre  la  propiedad 
de  los  bienes  que  la  produzcan,  se  fija  el  importe  que  habrá 
de  tener  aquella  de  que  se  viva,  calificación  que  no  puede  me- 
nos de  alcanzar  á  todas  las  rentas  para  cuya  percepción  y  con  • 
sumo  existe  un  derecho  expedito,  como  indudablemente  lo  tiene 
«1  marido  sobre  los  productos  de  los  bienes  suyos  y  de  su  espo- 
sa, ínterin  dura  el  matrimonio. 
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Según  sentencia  dé  4  de  Noviembre  de  1875,  no  se  otorgará- 
la  defensa  por  pobre  al  litigante  que  disfrute  una  renta  que, 
unida  á  la  de  su  consorte,  aunque  haya  entablado  demanda  de 
divorcio,  constituya  una  suma  equivalente  á  la  señalada  en 
la  ley. 

Según  sentencias  de  13  de  Noviembre  de  1868  y  26  de  Abril 
de  1875,  tampoco  se  otorgará  la  defensa  por  pobre  al  litigante 
que  disfrute  una  renta  que,  unida  al  producto  de  los  bienes  de» 
sus  hijos,  cuyo  usufructo  le  corresponda,  exceda  de  los  tipos 
indicados,  aunque  gestione  en  interés  del  peculio  y  los  hijos 
sean  pobres. 

Según  sentencias  de  13  de  Marzo  de  1869  y  10  de  Junio 
de  1875,  se  ha  de  imputar  al  padre  el  salario  que  gana  su  hijo 
que  vive  en  su  compañía,  por  constituir  peculio  adventicio. 

Artículo  19. 

Cuando  litigaren  unidos  varios  que  individualmente 
tengan  derecho  á  ser  defendidos  por  pobres,  se  les  autoriza- 
rá para  litigar  como  tales,  aun  cuando  los  productos  unidos 
de  los  modos  de  vivir  de  todos/  excedan  de  los  tipos  que 
quedan  señalados.  (Ley  ant. ,  art.  186.) 

Copiado  textualmente  este  artículo  del  186  de  la  ley  anti- 
gua, creemos  que  resuelve  el  caso  á  que  se  refiere  con  arreglo  á 
los  buenos  principios  jurídicos,  pues  de  no  adoptarse  esta  reso- 
lución se  habría  hecho  de  mejor  condición  al  que  litigaba  solo 
que  al  que  lo  hiciera  unido  á  varios,  á  pesar  de  ser  la  misma  la 
condición  especial  de  cada  uno.  Cuando  alguno  de  los  litigantes 
no  sea  pobre,  se  ha  establecido  en  la  práctica,  deberá  abonar  la 
parte  proporcional  de  costas  y  gastos  que  le  correspondan  en 
las  diligencias  comunes  á  todos  ellos,  y  por  completo  las  que  se 
causasen  á  instancia  suya. 

Conviene  recordar  acerca  de  este  punto  lo  dispuesto  en  la 
orden  de  la  Regencia  de  31  de  Diciembre  de  1869,  según  la 
cual,  para  las  actuaciones  de  interés  común  debe  usnrse  el  papel 
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de  oficio,  agregándose  en  el  de  pagos  al  Estado  la  parte  corres- 
pondiente á  los  ricos. 

Artículo  20. 

El  beneficio  de  la  defensa  por  pobre  sólo  so  concederá 
para  litigar  derechos  propios. 

El  cesionario  que  lo  tenga  no  podrá  utilizarlo  para  liti- 
gar los  derechos  del  cedente,  ó  los  que  haya  adquirido  de  un 
tercero  á  quien  no  corresponda  dicho  beneficio,  fuera  del 
caso  en  que  la  adquisición  haya  sido  por  título  de  he- 
rencia. 

Este  articulo  es  completamente  nuevo;  viene  á  suplir  una 
omisión  de  la  ley  de  1865,  que  habían  hecho  notar  desde  que 
ésta  se  publicó  los  comentaristas  más  acreditados,  por  más  que 
la  jurisprudencia  hubiera  venido  constantemente  haciendo  la 
misma  declaración. 

El  presente  artículo  puede  dar  lugar  á  algunas  dudas :  se 
comprende  perfectamente  la  justicia  que  encierra  el  mandato 
de  la  ley;  por  desgracia  se  ha  visto  repetidamente  en  el  foro 
que,  con  objeto  de  molestar  y  perjudicar  á  un  tercero,  se  han 
hecho  cesiones  de  derechos  supuestos  ó  reales,  y,  al  abrigo  de 
la  pobreza  del  cesionario,  se  han  sostenido  litigios  desastrosos; 
toda  cesión  que  tienda,  pues,  á  tales  fraudes,  no  podrá  progre- 
sar si  se  cumple,  como  indudablemente  se  cumplirá,  el  mandato 
de  la  ley;  pero  de  evitar  ese  fraude  á  impedir  una  contratación 
legitima  y  de  buena  fe,  media  un  abismo  que  la  jurisprudencia 
debe  evitar. 

La  presente  disposición  reprueba  la  cesión  del  derecho  liti- 
gioso, ya  se  haya  verificado  antes,  ya  después  de  comenzado  el 
pleito,  no  la  cesión  de  la  cosa  de  que  dimane  el  derecho.  Cede 
ano  el  derecho  que  tiene  á  una  servidumbre,  á  una  herencia,  á 
ana  cosa  determinada  sobre  la  que  se  promueva  pleito:  pues  en 
tal  caso,  si  el  cedente  es  rico,  el  cesionario  no  puede  litigar 
como  pobre;  el  dueño  de  una  casa  la  enajena,  tiene  constituida 
ana  servidumbre  á  su  favor,  es  el  predio  dominante  el  cesiona-* 
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rio:  en  tal  caso  tiene  un  perfecto  derecho  á  litigar  sobre  el  de- 
recho á  la  servidumbre  y  utilizar  en  tal  litigio  el  beneficio  de 
pobreza  si  se  encuentra  en  las  condiciones  que  la  ley  establece 
para  que  se  le  declare  pobre. 

Jurisprudencia.  —  El  beneficio  de  la  defensa  por  pobre  es 
individual,  y,  por  tanto,  no  se  extiende  á  las  Sociedades  mer- 
cantiles ó  industriales,  por  cuya  razón  no  puede  concederse  al 
liquidador  de  una  Sociedad.  (22  Diciembre  1860.) 

Ni  á  los  síndicos  de  los  acreedores  en  sus  concursos.  (14  de 
Marzo  1874.) 

El  cesionario  de  un  crédito  no  debe  confundirse  con  el  cojn- 
prador.  (25  AbHl  1867.) 

En  el  caso  de  cesión  de  derechos  debe  probarse  que  son  po- 
bres los  cedentes  y  los  cesionarios.  (30  Abril  1873.) 

Véase  en  el  comentario  al  art.  15  la  sentencia  del  Tribunal 
Supremo  de  30  de  Septiembre  de  1864. 

Artículo  21. 

La  declaración  de  pobreza  se  solicitará  siempre  en  el 
Juzgado  ó  Tribunal  que  conozca  ó  sea  competente  para  co- 
nocer del  pleito  ó  negocio  en  que  se  trate  de  utilizar  dicho 
beneficio,  y  será  considerada  como  un  incidente  del  asunto 
principal.  (Ley  ant.,  art.  187.) 

El  art.  187  de  la  ley  antigua  disponía  en  su  párrafo  1.°  que 
la  justificación  de  pobre  había  de  practicarse  siempre  en  el  Juz- 
gado competente  para  conocer  del  pleito  en  que  se  tratase  de 
disfrutar  del  beneficio  de  la  defensa.  Esta  disposición  ha  sido 
transcrita,  aunque  en  otros  términos,  pues  aquí  se  habla  del 
modo  de  utilizar  la  declaración  de  pobreza,  y  allí  de  la  manera 
de  practicar  la  justificación  de  pobre,  añadiendo  en  su  párra- 
fo 2.°  (no  copiado  en  el  nuevo  artículo)  que  esta  justificación  se 
hará  precisamente  con  citación  á  las  personas  con  quienes  se 
haya  de  litigar.  Esto  mismo  dice  el  art.  30  de  la  ley  que  co- 
mentamos. 
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£1  art.  195  de  la  ley  antigua  disponía,  del  mismo  modo  que 
la  última  parte  del  que  estamos  comentando,  que  la  sustancia- 
ción  de  la  pretensión  de  pobreza  se  considerase  como  un  inci- 
dente del  asunto  principal.  Pero  hay  que  advertir  que  es  un  in- 
cidente de  carácter  especial,  que  no  se  rige  por  todas  las  reglas 
(aunque  así  debía  ser)  de  los  incidentes  de  cualidad  ordinaria. 

Jurisprudencia .  —  El  Juez  competente  para  conocer  del 
pleito  sobre  lo  principal,  lo  es  también  para  el  incidente  de  po- 
breza. (9  Septiembre  1862,  5  Marzo  1863,  11  Septiembre  y  3 
Octubre  1866.) 

Para  excusar  competencias  inútiles  es  indispensable  que  el 
que  solicita  la  declaración  de  pobreza  exprese  con  la  debida 
claridad  la  acción  que  intenta  deducir  ante  el  Juez  de  quien  so- 
licite el  beneficio  de  la  defensa,  ó  bien  que  entable  la  demanda 
ante  el  que  crea  competente,  sin  que  baste  á  dicho  fin  la  expre- 
sión yaga  de  tener  que  ejercitar  ciertas  acciones  ó  las  que  pue- 
dan convenirle.  (11  Septiembre  y  3  Octubre  1866.) 

Artículo  22. 

Cuando  el  que  solicite  ser  defendido  como  pobre  tenga 
por  objeto  entablar  una  demanda,  se  esperará,  para  dar 
curso  á  ésta,  á  que  sobre  el  incidente  de  pobreza  haya  re- 
caído ejecutoria. 

No  obstante,  los  Jueces  accederán  á  que  se  practiquen, 
sin  exacción  de  derechos,  aquellas  actuaciones  de  cuyo  apla- 
zamiento puedan  seguirse  perjuicios  irreparables  al  actor, 
suspendiéndose  inmediatamente  después  el  curso  del  pleito. 
(Ley  ant.,  art.  188.) 

Este  artículo  es  idéntico  al  188  de  la  ley  anterior,  y  sus  dis- 
posiciones no  nos  parecen  acertadas.  El  incidente  de  pobreza 
en  ningiín  caso  debía  suspender  el  curso  de  la  demanda  *  prin- 
cipal. 
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Artículo  23. 


Cuando  se  solicite  la  defensa  por  pobre,  tanto  por  el 
actor  como  por  el  demandado  fc  después  de  contestada  ó  al 
contestar  la  demanda,  se  sustanciará  en  pieza  separada,  la 
cual  se  formará  á  costa  del  que  pida  la  pobreza. 

Sólo  podrá  suspenderse  en  este  caso  el  curso  del  pleito 
principal,  por  conformidad  de  ambas  partes.  (Ley  ant.}  ar- 
ticulo 189.) 

Concuerda  este  artículo  con  el  189  de  la  ley  anterior;  pera 
se  introduce  una  innovación  que  no  todos  juzgan  acertada. 

Según  la  ley  de  1855,  cuando  el  demandado  admitiera  la  de- 
fensa por  pobre  quedaba  al  arbitrio  del  actor  la  continuación  ó 
suspensión  del  curso  del  pleito  mientras  se  decidía  sobre  ella;  for- 
mábase pieza  separada  en  el  caso  de  que  optase  por  la  continua- 
ción el  actor.  Este  es,  por  regla  general,  el  que  tiene  mayor  in- 
terés en  la  pronta  tramitación  del  pleito,  y  de  ahí  que  algunos 
autores  encuentren  muy  lógica  y  conveniente  la  disposición  del 
citado  art.  189.  Los  reformadores  de  la  ley,  fundándose  induda- 
blemente en  que  habrá  algún  caso  en  que  pueda  acontecer  lo 
contrario,  disponen  que  sólo  podrá  suspenderse  el  curso  del 
pleito  principal  por  conformidad  de  ambas  partes,  y  la  pieza 
separada  se  ha  de  formar  á  costa  del  que  pida  el  beneficio  de 
pobreza. 

Abtículo  24. 

Cuando  el  actor  no  haya  solicitado  la  defensa  por  pobre 
antes  de  presentar  su  demanda,  si  la  pide  después,  no  podrá 
otorgársele  si  no  justifica  cumplidamente  que  ha  venido  al 
estado  de  pobreza  después  de  haber  entablado  el  pleito. 
(Ley  ant.,  art.  190.) 

El  art.  190  de  la  ley  de  1855  disponía  que  las  reglas  estable-" 
cidas  para  el  incidente  de  pobreza  tenían  aplicación,  tanto  si' 
se  solicitase  el  beneficio  al  principio  del  pleito,  como  si  se  pi- 
diere durante  su  curso.  El  artículo  que   comentamos  viene  á 
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sentar  una  disposición  diametralmente  opuesta,  negando  por 
completo  al  actor  el  dereoho  de  solicitar  el  mencionado  dereeho 
si  no  justifica  cumplidamente  que  ha  venido  al  estado  de  pobre- 
xa  después  de  haber  entablado  el  pleito. 

Claro  es  que  de  esta  disposición  puede  nacer  algún  perjuicio 
particular;  pero  éste  se  deberá  únicamente  á  la  falta  de  previ- 
sión de  Ja  parte  actora  ó  de  sus  representantes  y  defensores,  y 
de  ninguna  manera  á  las  disposiciones  de  la  ley,  aplaudidas  por 
todo  el  mundo.  Con  razón  se  exigen  ahora  idénticas  condicio- 
nes al  que  después  de  entablado  un  pleito  solicita  la  pobreza,  á 
lis  que  la  ley  anterior  exigía  al  que,  defendido  como  rico  en 
primera  instancia,  solicitara  la  pobreza  en  segunda,  porque 
existe  la  misma  razón  en  ambos  casos,  y  porque  conviene  siem- 
pre evitar  incidentes  que  no  hacen  más  que  entorpecer  el  curso 
de  los  pleitos  y  la  acción  de  la  justicia. 

Para  algunos  era  objeto  de  dudas  si  en  la  prohibición  de 
este  artículo  debía  comprenderse  el  demandado.  El  Tribunal 
Supremo,  en  sentencias  de  26  de  Diciembre  de  1893  y  16  de 
Marzo  de  1896,  se  ha  decidido  por  la  afirmativa,  declarando 
que  si  no  pide  la  defensa  gratuita  durante  la  primera  instaneia, 
para  obtenerla  en  la  segunda  ó  en  el  recurso  de  casación,  tiene 
que  someterse  á  las  condiciones  de  los  artículos  25  y  26. 

AfcTÍCFLO  25. 

El  litigante  que  no  haya  sido  defendido  por  pobre  en  la 
primera  instancia,  si  pretende  gozar  de  este  beneficio  en  la 
segunda,  deberá  justificar  que  con  posterioridad  á  aquélla, 
ó  en  el  curso  de  la  misma,  ha  venido  al  estado  de  pobreza. 
No  justificándolo  cumplidamente,  no  ye  le  otorgará  la  de- 
fensa por  pobre.  (Ley  anL,  art.  191.) 

Concuerda  este  artículo  con  el  191  de  la  ley  anterior  y  guar- 
da analogía  con  lo  dispuesto  en  el  24  de  la  que  comentamos.  Las 
razones  en  que  se  apoyan  una  y  otra  disposición  son  las  mismas 
y  las  creemos  acertadas. 
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Jurisprudencia.  —  La  apreciación  de  la  prueba  del  hecho 
de  haber  venido  á  pobreza  con  posterioridad  á  la  primera  ins- 
tancia corresponde  á  Ja  Sala  sentenciadora.  (30  Mayo  y  16'0c~ 
tubre  1866.) 

El  hecho  de  haber  gastado  un  litigante  250  pesetas  de  que 
pudo  disponer  en  las  actuaciones  judiciales,  no  constituye  la 
justificación  cumplida  delart.  24.  (Sent.  23  Noviembre  1896.) 

El  haberse  dado  de  baja  en  el  pago  de  la  contribución  y  el 
poner  el  contrato  de  inquilinato  á  nombre  de  otro,  obstan  á  la 
declaración  de  pobreza.  (Sent.  27  Mayo  1903.) 

Cuando  no  se  justifique  que  el  producto  de  la  venta  de  los  bie- 
nes de  un  litigante  se  ha  invertido  en  el  pago  de  los  derechos  ju- 
diciales, debe  entenderse  capital  subsistente,  obstando,  por  tan- 
to, á  que  haya  variado  la  fortuna,  a  los  efectos  de  la  defensa  por 
pobre.  (Sent.  9  Junio  1903.) 

Abtícülo  26. 

La  regla  fijada  en  el  artículo  anterior  será  aplicable 
asimismo  al  que,  no  habiendo  litigado  como  pobre  en  la  se- 
gunda instancia,  solicitare  que  se  le  defienda  como  tal  para 
interponer  ó  seguir  el  recurso  de,  casación. 

En  este  caso  no  estará  dispensado  del  depósito  si  no  hu- 
biere solicitado  la  defensa  por  pobre  antes  de  la  citación 
para  sentencia  en  la  segunda  instancia.  (Ley  ant.,  ar- 
tículo 192.) 

La  primera  parte  de  este  artículo  concuerda  con  el  192  de  la 
ley  anterior.  El  segundo  párrafo  es  nuevo  y  responde  al  espíri- 
tu de  lo  dispuesto  en  el  primero  y  en  los  artículos  anteriores. 

Jurisprudencia.  —El  litigante  que  para  interponer  el  re- 
curso de  casación  solicita  se  le  defienda  como  pobre,  cuando  en 
la  primera  y  segunda  instancia  lo  ha  sido  en  concepto  de  rico, 
necesita  justificar  cumplidamente  que  con  posterioridad,  y  no 
durante  dichas  instancias,  ha  venido  á  ser  pobre  con  efecto,  sin 
cuya  circunstancia  no  le  debe  ser  otorgada  la  defensa  gratuita 
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<¡on  arreglo  á  la  ley.  (10  y  30  Octubre  1863, 22  Marzo  y  9  Mayo 
de  1865,) 

Abtícülo  27. 

A  todo  el  que  solicite  en  forma  la  declaración  de  pobreza 
se  le  defenderá  desde  luego  como  pobre,  nombrándole  de 
oficio  Abogado  y  Procurador,  si  lo  pidiere,  sin  perjuicio  de 
lo  que  se  resuelva  en  definitiva. 

También  se  nombrarán  Abogado  y  Procurador  de  oficio 
al  que  io  solicité  con  objeto  de  entablar  la  demanda  de  po- 
breza. 

Las  disposiciones  de  este  artículo  son.  completamente  nue- 
vas, aunque  la  práctica  de  algunos  Juzgados  iba  ya  introdu- 
ciendo estos  nombramientos  en  consonancia  con  lo  dispuesto  en 
el  art.  179  y  en  el  num.  2.°  del  181  de  la  ley  antigua,  que  es  lo 
mismo  que  consignan  los  artículos  13  y  14,  párrafo  segundo,  de 
la  vigente. 

Abtícülo  28. 

Esta  demanda  se  formulará  del  modo  prevenido  en  el 
artículo  524  para  las  demandas  ordinarias,  expresándose 
además  en  ella: 

1.°  El  pueblo  de  la  naturaleza  del  demandado,  el  de  su 
domicilio  actual  y  el  que  haya  tenido  en  los  cinco  años  an- 
teriores. 

2.°  Su  estado,  edad,  profesión  ú  oficio  y  medios  de  sub- 
sistencia. 

3.°  Si  fuere  casado  ó  viudo,  el  nombre  y  pueblo  de  la 
naturaleza  de  su  consorte  y  los  hijos  que  tengan. 

4.°  La  casa  ó  cuarto  en  que  habiten,  con  expresión  de 
la  calle  y  número,  y  del  alquiler  que  paguen. 

5.°  Los  bienes  de  su  consorte  y  de  sus  hijos  cuyo  usu- 
fructo le  corresponda  y  la  renta  que  produzcan. 

6.°  Y  acompañará  una  certificación,  expedida  por  la 
Autoridad  ó  funcionario  competente,  de  no  pagar  contribu- 
ción de  ninguna  clase  en  el  año  económico  corriente  y  en  el 
anterior,  ó  de  la  que  pague,  acompañando  en  e-te  caso  los 
recibos  del  último  trimestre  que  hubiere  satisfecho,  y  otra 
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certificación,  en  su  caso,  para  acreditar  si  se  halla  ó  no  ins- 
crito en  las  listas  electorales,  y  en  qué  concepto. 

La  antigua  ley  no  determinaba  la  forma  y  requisitos  que  ha- 
bía de  reunir  la  demanda  de  pobreza;  pero  la  práctica  admitida 
era  que  revistiera  forma  análoga  á  las  demandas  ordinarias. 
Ahora  se  dictan  reglas  especiales  que  facilitan  las  tramitacio- 
nes de  las  demandas  y  el  acierto  en  el  fallo  que  haya  de  recaer. 
Merece,  por  tanto,  aplauso  este  artículo,  que  responde  á  la  as- 
piración de  abreviar  trámites  y  aducir  las  pruebas  de  que  pue- 
de disponerse  al  entablar  toda  pretensión. 

En  el  núm.  1.°  de  este  artículo  existe  indudablemente  un 
error  de  imprenta.  En  vez  de  decir  demandante  ha  dicho  de- 
mandado; pero  este  error  de  la  ley,  tal  como  se  publicó  en  la 
Gaceta,  no  ha  sido  salvado  en  la  edición  oficial  hecha  en  el 
Ministerio  de  Gracia  y  Justicia,  ni  aun  en  la  fe  de  erratas.  Y^ 
lo  que  es  más  raro,  ninguna  de  las  muchas  ediciones  anotadas  y 
comentadas  que  han  aparecido  se  fija  en  esta  equivocación,  que 
haría  imposibles  las  demandas  suscitando  el  beneficio  de  po- 
breza, pues  sobre  no  exigir  dato  alguno  referente  al  que  lo  pide, 
exige  tantos  sobre  el  demandado,  que  es  casi  seguro  que  no  po- 
drían adquirirse. 

Jurisprudencia.  —  Procede  la  denegación  de  pobreza  por 
haberse  dado  de  baja  en  la  contribución  industrial  durante  el 
pleito.  (21  Diciembre  1866.J 

Artículo  29. 

No  se  dará  curso  á  las  demandas  que  no  contengan  los 
requisitos  expresados  on  el  artículo  anterior. 

Si  alegare  el  demandante  no  haber  podido  adquirir  las 
certificaciones  expresadas  en  el  núm.  6.°  de  dicho  artículo, 
las  reclamará  el  Juez  de  oficio,  pero  no  se  dará  curso  á  la 
demanda  mientras  no  se  unan  á  los  autos. 

Este  articulo,  también  nuevo,  es  lógica  consecuencia  del 
anterior,  y  al  mismo  tiempo  sirve  en  su  segundo  párrafo,  en 
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que  habla  del  demandante,  de  demostración  á  lo  expresado  en 
el  comentario  anterior  respecto  del  error  en  que  se  ha  incurrido 
en  el  núm.  1.°  de  dicho  art.  28. 

A  nuestro  juicio,  convendría  que  se  acentuara  más  la  obli- 
gación del  Juzgado  de  practicar  las  necesarias  diligencias  para 
la  expedición  de  las  certificaciones,  á  fin  de  evitar  que,  como 
ahora  ocurre,  la  malicia  de  los  litigantes  pobres  ó  la  falta  de 
diligencia  de  las  oficinas  de  Hacienda  sean  causa  de  que  se  pa- 
ralicen definitivamente  ios  pleitos. 

AbtíCulo  30. 

Las  demandas  de  pobreza  se  sustanciarán  y  decidirán  por 
los  trámites  establecidos  para  los  incidentes,  con  audiencia 
del  litigante  ó  litigantes  contrarios  y  del  Ministerio  fiscal  eñ 
representación  del  Estado. 

Cuando  se  deduzca  esta  demanda  antes  de  entablarse  el 
pleito  se  emplazará  á  los  que  deban  contestarla  para  que 
dentro  de  nueve  días  comparezcan  con  este  objeto. 

Si  no  compareciere  el  litigante  contrario,  se  sustanciará 
sólo  con  el  Ministerio  fiscal.  (Ley  ant.,  artkúlos  194  y  195:) 

Este  artículo  concuerda  con  el  194  y  el  195  de  la  ley  ante- 
rior; pero  suple  una  omisión  de  los  mismos,  consignando  que  en 
las  cuestiones  sobre  declaración  de  pobreza  sea  parte  el  Minis- 
terio fiscal,  disposición  que  se  encuentra  modificada  por  otras  de 
carácter  administrativo  á  contar  desde  los  Reales  decretos  de 
10  de  Marzo  de  1881  y  16  de  Marzo  de  1886,  que  atribuyen  á  los 
Abogados  del  Estado  la  representación  y  defensa  del  mismo  ante 
los  Tribunales  ordinarios.  Hoy,  por  consiguiente,  habrán  de 
entenderse  las  actuaciones  con  aquellos  funcionarios,  quienes  á 
su  vez  deben,  según  el  reglamento  vigente,  consultar  á  la  Di- 
rección general  de  lo  Contencioso  y  acomodarse  á  las  instruc- 
ciones que  de  la  misma  reciban. 

Acertadas  nos  parecen  también  otras  disposiciones  de  este 
artículo,  siguiendo  las  huellas  del  art.  195  de  la  ley  de  1855, 
que  con  el  fin  de  cortar  los  abusos  á  que  daba  lugar  la  antigua 
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bajo  la  cual  se  dio  el  caso  repetidas  veces  de  que  se 
pleito  principal  antes  que  la  declaración  de  pobre- 
mal  se  adoptaban  las  formas  del  juicio  ordinario, 
í  que  su  tramitación  se  ajustara  á  la  prevenida  para 
>s  en  general. 

t  ley  no  ha  considerado  aún  suficiente  lo  dispuesto 
t.  195,  y  obliga  á  que  con  la  demanda  se  acompa- 
ñados ó  importantes  documentos  para  resolver  la 

udablemente  abreviará  en  gran  manera  la  sustan- 
jolución  de  la  demanda,  sin  perjudicar  la  claridad 
e  las  pruebas,  pues  sabido  es  que,  segiín  Montes- 
ue  evitar  los  dos  escollos:  el  de  dar  á  un  litigante 
otro,  sin  el  suficiente  examen  del  asunto,  y  el  de 
mbos  á  fuerza  de  examinarlo. 

le  aduzca  la  demanda  de  pobreza  antes  de  entablar  - 
dispone  este  articulo  que  se  emplace  á  los  que  de- 
arla,  para  que  dentro  de  nueve  días  comparezcan 
o-  esta  disposición  no  ofrece  dudas  por  lo  que  man- 
ió que  omite;  cuando  la  demanda  de  pobreza  se  de- 
es de  entablado  el  pleito,  supone  la  ley  que  no  es 
aplazar  á  las  partes  en  el  incidente  de  pobreza, 
ion  parte  en  el  asunto  principal,  no  pudiendo,  por 
aparecer  nuevamente;  ¿y  en  el  caso  de  que  á  una  de 

>  le  haya  declarado  rebelde,  y,  por  lo  tanto,  no  sien- 
el  asunto  principal,  no  tiene  conocimiento  alguno 
i  que  se  haya  solicitado?  A  pesar  de  que  la  ley  nada 

►  sobre  este  caso,  nos  parece  que  debe  ser  emplaza- 
rebelde,  porque  de  lo  contrario  se  sustanciaría  un 
diencia  de  una  de  las  partes  á  quienes  podía  perju- 

úendo  el  artículo  que  anotamos  que  si  no  compare- 
ante contrario  se  sustanciará  sólo  con  el  Ministerio 
ibogado  del  Estado),  De  esto  se  deduce  que  el  Abo- 
bado no  necesita  comparecer  previamente  para  que 
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se  le  tenga  por  parte;  que  si  no  comparece  un  litigante  y  la  der 
manda  se  deduce  contra  varios,  se  sustanciará  el  incidente  con 
el  Abogado  del  Estado  y  con  los  litigantes  que  hayan  compare- 
cido; y,  finalmente,  que,  después  de  emplazadas  las  partes,  será 
necesario  acusarles  la  rebeldía  y  dar  por  contestada  la  deman- 
da en  cuanto  á  los  no  comparecidos  para  que  pueda  seguir  sus- 
tanciándose el  incidente. 

Abtícülo  31. 

Siempre  que  se  deniegue  la  defensa  por  pobre,  se  conde- 
nará en  las  costas  de  la  primera  instancia  al  que  la  haya  so- 
licitado. 

En  c^so  de  apelación,  se  impondrán  las  de  la  segunda 
instancia  á  quien  corresponda  con  arreglo  á  derecho.  (Ley 
antigua,  art.  196.) 

La  disposición  que  antecede,  y  que  consideramos  justa,  equi- 
vale á  la  del  art.  196  de  la  ley  anterior,  siquiera  ésta  fuese  más 
concisa  y  más  absoluta,  pues  según  ella  había  de  ir  unida  siem- 
pre la  condenación  de  costas  á  la  denegación  de  pobreza;  ahora 
tal  disposición  se  limita  á  la  primera  instancia,  pues  en  cuanto 
á  las  de  la  segunda,  quedan  para  que  aquel  á  quien  corresponda 
con  arreglo  á  derecho  las  sufrague. 

Abtícülo  32. 

Luego  que  sea  firme  la  sentencia,  se  practicará  la  tasa- 
ción de  las  costas,  con  inclusión  del  papel  sellado  que  deba 
reintegrarse,  y  se  procederá  á  hacerlas  efectivas  por  la  vía 
de  apremio.  (Ley  ant. ,  art.  193.) 

Como  precedente  de  este  artículo  puede  citarse  el  193  de  la 
ley  de  Enjuiciamiento  civil  de  1855. 

Jurisprudencia. — El  Tribunal  Supremo  ha  declarado  en 
sentencia  de  6  de  Octubre  de  1904,  reformando  su  criterio  an- 
terior, manifestado  en  las  sentencias  de  25  de  Abril  de  1887  y 
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2  de  Diciembre  de  1892,  que  lo  prescrito  en  el  artículo  que  ano- 
tamos es  aplicable  «  á  todos  los  casos  en  que  por  cualquier  fun- 
damento se  deniegue  la  defensa  por  pobre  » . 

Abtíoulo  33. 

La  sentencia  concediendo  ó  negando  la  defensa  por  po- 
bre, no  produce  los  efectos  de  cosa  juzgada. 

En  cualquier  estado  del  pleito  podrá  la  parte  á  quien 
interese  promover  nuevo  incidente  para  su  revisión  y  revo- 
cación, siempre  que  asegure,.á  satisfacción  del  Juez,  el  pago 
de  las  costas  en  que  será  condenada  si  no  prospera  su  pre- 
tensión. 

De  esta  fianza  estará  exento  el  Ministerio  fiscal  cuando 

promueva  dicho  incidente. 

* 

Es  completamente  nuevo  este  artículo  y  ha  de  ser  una  traba 
importante  para  deducir  pretensiones  de  pobreza. 

Algunos  creen  que  por  lo  que  se  establece  en  el  mismo  po- 
drían subsanarse  los  perjuicios  que  en  algunos  casos  pudieran 
inferir  los  estrechos  límites  de  los  artículos  24,  25  y  26.  No  falta 
quien  opina  que  hubieran  sido  disposiciones  más  convenientes 
las  que,  en  vez  de  imposibilitar  la  demanda,  fueran,  al  par  que 
garantías  de  acierto  en  el  fallo,  penas  para  el  demandante  de 
mala  fe. 

Aetículo  34. 

En  el  caso  del  artículo  anterior,  no  se  otorgará  la  defen- 
sa por  pobre  al  litigante  á  quien  hubiese  sido  denegada,  si 
no  justifica  cumplidamente  que  ha  venido  á  ese  estado  por 
causas  posteriores  á  la  sentencia  que  le  negó  anteriormente 
aquel  beneficio. 

No  se  dará  curso  á  su  nueva  demanda  si  no  se  funda  en 
dicho  motivo. 

Lo  dispuesto  en  este  artículo  tampoco  estaba  consignado  en 
la  ley  de  1855,  si  bien  se  venía  observando  por  la  práctica  cons- 
tante de  los  Tribunales,  y  no  es  más  que  el  complemento  y  li- 
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mitación  del  anterior  en  conformidad  con  el  espíritu  que  ha 
guiado  la  reforma  de  esta  parte  de  la  ley,  según  puede  obser- 
varse en  los  artículos  que  preceden.  Con  lo  ordenado  en  este  ar- 
ticulo y  en  el  que  le  precede  se  determinan  casos  que  daban 
ocasión  y  origen  á  muchos  abusos  por  no  hallarse  consignados 
en  la  antigua  ley. 

Abtículo  35.  "        • 

La  declaración  de  pobreza,  hecha  en  un  pleito,  no  puede 
utilizarse  en  otro,  si  á  ello  se  opusiere  el' colitigante. 

Oponiéndose,  deberá  repetirse,  con  su  citación  y  audien- 
cia, la  sustanciación  del  incidente  hasta  dictar  nueva  sen- 
tencia sobre  la  pobreza.  (Ley  ant. ,  art.  197.) 

Este  artículo  viene  á  reproducir  con  una  redacción  más  feliz 
lo  dispuesto  en  el  art.  197  de  la  ley  de  1855. 

Jurisprudencia.  —  No  pudiendo  utilizarse  en  un  pleito  la 
declaración  de  pobreza  hecha  en  otro,  si  á  ello  se  opusiere  el 
colitigante,  no  tiene  tal  declaración  la  eficacia  y  el  valor  de 
cosa  juzgada  para  el  segundo  pleito.  (9  Octubre  1865.) 

Abtículo  36. 

Ijü  declaración  de  pobreza  hecha  en  favor  de  cualquier 
litigante,  no  le  librará  de  la  obligado*  de  pagar  las  costas 
en  que  haya  sido  condenado,  si  se  le  encontrasen  bienes  en 
que  hacerlas  efectivas.  (Ley  ant.,  art.  198.) 

Equivale  este  artículo  al  198  de  la  anterior  ley  de  Enjuicia- 
miento civil.  Sin  embargo,  á  pesar  de  la  disposición  expresa  y 
terminante  de  este  artículo,  sostenían  muchos  Letrados  (aunque 
á  nuestro  modo  de  ver  sin  fundamento  alguno)  que  estaban  vi- 
gentes las  Reales  órdenes  de  3  de  Octubre  de  1847  y  de  10  de 
Noviembre  de*  1853,  disponiendo  que  los  litigantes  pobres  no 
pudieran  ser  compelidos  al  pago  de  las  costas  mientras  no  vi- 
nieran á  mejor  fortuna,  aunque  hubieran  sido  condenados  en 
ellas  por  su  temeridad  manifiesta. 
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Jurisprudencia.  —  El  Tribunal  Supremo,  en  auto  de  19  de 
Abril  de  1898,  ha  declarado  que  los  establecimientos  de  benefi- 
cencia ño  están  exentos  de  lo  establecido  en  este  artículo. 


Artículo  37. 

Venciendo  el  declarado  pobre  en  el  pleito  que  hubiere 
promovido,  deberá  pagar  las  costas  causadas  en  su  defensa, 
siempre  que  no  excedan  de  la  tercera  parte  de  lo  que  en  él 
haya  obtenido  en  .virtud  de  la  demanda  ó  reconvención. 

Si  excedieren,  se  reducirán  á  lo  que  importe  dicha  terce- 
ra parte.  (Ley  ant.,  art.  199.) 

Guarda  conformidad  con  lo  preceptuado  en  el  art.  199  de  la 
anterior  ley  de  Enjuiciamiento  civil.  Da,  sin  embargo,  lugar  á 
una  duda,  que  los  comentaristas  de  mayor  reputación  resuelven 
diciendo  que  la  obligación  de  pagar  las  costas  causadas  en  la 
defensa  del  declarado  pobre  que  venció  en  el  pleito,  cuando  no- 
excedan  de  la  tercera  parte  de  lo  que  haya  obtenido,  cesa  en  el 
■  caso  de  que  haya  sido  condenada  con  costas  la  parte  contraria. 

Artículo  38. 

Cuando  no  haya  bienes  bastantes  para  cubrir  los  dere- 
chos de  la  Hacienda  y  los  <jue  psrtenezcan  á  los  Abogados r 
Procuradores  y  demás  interesados  en  las  costas,  todos  per- 
cibirán á  prorrata  la  parte  que  les  corresponda. 

Este  artículo,  también  nuevo,  es  complemento  del  anterior 
y  una  consecuencia  de  lo  que  con  gran  justicia  venía  observán- 
dose por  la  práctica  constante  de  los  Tribunales. 


Artículo  39. 

Estará  además  el  declarado  pobre  en  la  obligación  de 
pagar  las  costas  expresadas  en  el  art.  37,  si  dentro  de  tres 
años,  después  de  fenecido  el  pleito,  viniese  á  mejor  fortuna. 
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Se  entiende  que  ha  venido  á  mejor  fortuna: 
1.°  Por  haber  adquirido  salario  permanente,  sueldo, 
rentas  ó  bienes,  ó  estar  dedicado  al  cultivo  de  tierras  ó  cria 
de  ganados,  cuyos  productos  sean  ó  estén  graduados  en  una 
cantidad  superior  al  jornal  de  cuatro  braceros  en  cada  lo- 
calidad. 

2.°  Por  pagar  de  contribución  de  subsidio  cuotas  dobles 
alas  designadas  en  el  núm.  4.°  del  art.  15.  (Ley  ant.,  ar- 
tículo 200.) 

Estas  disposiciones  son  las  mismas  que  establece  el  art.  200 
de  la  ley  de  1855. 

Estimamos  que  esta  obligación  de  pagaí  las  costas  sólo  tie- 
ne aplicación  cuando  el  declarado  pobre  viniese  á  mejor  fortuna 
dentro  de  tres  años  después  de  fenecido  el  pleito,  con  arreglo  á 
lo  dispuesto  en  el  art.  1.967  del  Código  civil. 

Artículo  40. 

El  que  haya  sido  declarado  pobre  podrá  valerse  de  Abó- 
gado  y  Procurador  de  su  elección,  si  aceptan  el  cargo. 

No  aceptándolo,  se  le  nombrarán  de  oficio,  paro  con  su- 
jeción á  lo  que  se  prescribe  en  los  artículos  siguientes. 

Lo  dispuesto  en  este  artículo  no  estaba  consignado  en  la  an- 
terior ley  de  Enjuiciamiento  civil;  pero  es  una  consecuencia  ló- 
gica de  lo  establecido  en  los  artículos  precedentes. 

Deben  recordarse  algunos  artículos  de  la  ley  de  organiza- 
ción del  Poder  judicial  de  23  de  Junio  de  187Q  que  están  vi- 
gentes, con  la  única  modificación  de  que  la  inspección  y  deci- 
sión de  que  se  habla  en  los  mismos  corresponde  hoy  al  Juez  de 
partido,  impropiamente  llamado  Juez  de  primera  instancia: 

«Art.  866.  Los  Abogados  y  Procuradores  estarán  obligados 
i  defender  gratuitamente  á  los  pobres,  observándose,  para  que 
no  sea  desigual  este  gravamen,  las  condiciones  que  se  expresan 
en  esta  ley. 

Art.  867.  Las  Juntas  de  gobierno  de  los  Colegios  de  Procu- 
radores y  Abogados  establecerán  respectivamente  las  reglas 
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que  consideren  más  equitativas  para  los  turnos  en  el  reparti- 
miento'de  los  pleitos  y  causas  de  pobres,  guardando  la  igualdad 
posible'. 

Los  Decanos  de  íos  Colegios,  arreglándose  á  ellos,  harán  Ion 
nombramientos. 

Art.  868.  En  los  pueblos  cabeza  de  distrito  judicial  en  que 
no  hubiere  Colegio  de  Abogados  se  llevará  por  el  Secretario  del 
Tribunal,  bajo  la  inspección  del  Juez  más  moderno,  el  reparti- 
miento de  los  pleitos  y  causas  dé  pobres  entre  los  Procuradores 
ó  Abogados,  guardando  la  posible  igualdad.  Contra  lo  que 
acuerde  el  Juez  más  moderno  podrá  acudirse  al  Tribunal  del 
distrito,  el  cual  decidirá  de  plano  sin  ulterior  recurso.» 

Artículo  41. 

El  que  haya  obtenido  la  declaración  de  pobreza  para 
promover  un  pleito  ó  deducir  cualíjuier  demanda,  deberá 
presentar  al  Juzgado,  en  papel  común  ó  del  sello  de  pobres, 
una  relación  circunstanciada  de  los  hechos  en  que  funde  su 
derecho,  y  los  documentos  ó  expresión  de  los  medios  con 
que  cuente  para  justificarlos. 

Lo  dispuesto  en  este  artículo  es  completamente  nuevo. 

La  aplicación  del  mismo  ofrecerá  graves  dificultades;  par- 
ticularmente en  las  poblaciones  rurales  tropezarán  grandísima 
parte  de  los  pobres  en  la  dificultad  de  no  saber  leer  ni  escribir, 
lo  que  ocurre  en  grandísimo  número  de  casos;  aun  en  el  supues- 
to de  que  sepan  leer  y  escribir,  en  ¿rran  parte  de  las  provincias 
■  no  saben  el  castellano  más  que  muy  imperfectamente,  y  aun 
cuando  supieran  el  castellano  y  leer  y  escribir  con  alguna  per- 
fección, carecerán  aún  generalmente  los  que  se  encuentren  en 
tales  condiciones,  que  no  serán  muchos,  de  la  instrucción  sufi- 
ciente para  redactar  una  relación  circunstanciada  de  los  hechos 
en  que  funden  su  derecho,  por  no  saber  apreciar  la  relación  que 
los  hechos  guardan  con  el  derecho,  ni  sabrán  tampoco  apreciar 
el  valor  de  los  medios  de  prueba  con  que  cuenten  para  justificar 
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los  hechos,  pues  para  todo  ello  se  necesita  un  grado  tal  de  ins- 
tracción  que  desgraciadamente  no  poseen  las  clases  menestero-t 
sas;  tal  cúmulo  de  obstáculos  dificultarán,  si  no  impiden,  en 
muchos  casos  la  administración  de  justicia  á  los  pobres;  por 
todo  ello,  pues,  sería  conveniente  reformar  tal  disposición. 

Al  pobre  se  le  debía  nombrar  Abogado  y  Procurador  que  le 
defiendan  y  representen,  y,  en  consulta  privada  con  el  primero, 
exponerle  lo  que  intenta  solicitar  y  las  razones  en  que  se  funde; 
y  el  Abogado,  cuando  no  estuviere  conforme  con  la  justicia  del 
pobre,  es  el  que  debería  formar  la  relación  que  el  artículo  pre- 
ceptúa, el  cual  la  presentaría  al  Juzgado  haciendo  aquella  ma- 
nifestación; entonces  podía  enterarse  al  pobre  de  la  relación  del 
Abogado  y  de  su  opinión,  invitándole  para  que  manifestara  si 
tenía  otros  medios  de  defensa  además  de  los  consignados  en  la 
relación  presentada  por  el  Abogado,  extendiéndose  un  acta  en 
qne  se  hiciera  constar  la  contestación,  y,  caso  de  tener  otros 
medios  de  defensa,  comunicar  todos  los  antecedentes  al  Aboga- 
do, cumpliéndose  luego  lo  que  disponen  los  artículos  44  y  si- 
guientes de  la  ley. 

Abtículo  42. 

Luego  que  el  declarado  pobre  cumpla  lo  prevenido  en  el 
artículo  anterior,  se  le  nombrarán  de  oficio  Procurador  y 
Abogado  que  se  encarguen  de  su  representación  y  defensa, 
y  se  entregarán  los  autos  al  Procurador  para  que  los  pase  al 
estadio  del  Letrado. 

Este  artículo  es  nuevo,  así  como  los  que  le  siguen,  y  con 
ellos  ha  venido  á  precisarse  y  á  concillarse  debidamente,  según 
algunos  comentaristas,  los  derechos  de  los  defendidos  por  po- 
bres con  el  deber  de  los  defensores. 


Artículo  43. 

Si  el  Letrado  estimare  que  son  insuficientes  los  hechos 
consignados  en  la  relación,  podrá  pedir  dentro  de  diez  días 
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b  se  requiera  al  interesado  para  que  los  amplíe  ó  aclare 
>re  los  extremos  que  aquél  designe. 

Los  reformadores  de  la  ley,  llevados  de  un  alto  sentimiento 
squidad  y  de  prudencia,  han  tratado  de  conciliar  el  indudable 
echo  que  los  verdaderamente  pobres  tienen  á  ser  defendidos 
ituitamente  con  la  conveniencia  de  que  los  que  obtengan  de 
Tribunales  semejante  declaración  no  puedan,  escudados  con 
mama,  lanzarse  á  sostener  litigios  infundados  ó  temerarios, 
l  perjuicio  de  otros  intereses  tan  sagrados  como  los  suyos  y 
perjuicio  de  la  misma  Administración  de  justicia.  Disposi- 
nes  análogas  á  la  contenida  en  el  artículo  que  comentamos  y 
los  siguientes  se  habían  ya  adoptado  en  las  modernas  leyes 
itivas  ai  recurso  de  casación,  dando  á  los  Letrados  el  dere- 
>  de  no  interponerlo  cuando  lo  juzgaran  de  todo  punto  impro- 
lente. 

Artículo  44. 

Cuando,  con  dicha  ampliación  ó  sin  ella,  estime  el  Letra- 
que  es  insostenible  el  derecho  que  quiere  hacer  valer  el 
>re,  podrá  excusarse  de  la  defensa,  haciéndolo  presente  ai. 
sgado  dentro  de  diez  días  en  escrito  sucintamente  ra- 
Lado. 

Artículo  45. 

En  este  caso,  el  Juzgado  pasará  los  autos  al  Colegio  de 
ogados,  para  que  dos  Letrados  en  ejercicio,  de  los  que 
¡juen  las  tres  primeras  cuotas  de  contribución,  den  su 
tamen  sobre  si  puede  ó  no  sostenerse  en  juicio  la  acción 
3  se  proponga  entablar  el  declarado  pobre. 
Si  no  hubiere  Colegio,  el  Juez  nombrará  á  dos  de  los 
irados  más  antiguos  del  mismo  Juzgado  para  que  den 
ho  dictamen;  y  si  no  los  hubiere  hábiles,  remitirá  los 
;os,  por  conducto  del  Juez  respectivo,  al  Colegio  de  Abó- 
los más  próximo. 

Las  disposiciones  de  estos  artículos  tienen  por  objeto  el  evi- 
que  los  litigantes  puedan  abusar  de  una  declaración  de  po- 
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breza,  estableciendo  reclamaciones  improcedentes  y  acaso  mali- 
ciosas; pero,,  como  observa  un  querido  Compañero  nuestro  (el 
Sr.  Navarro  Amandi),  puede  dudarse  que  los  medios  aceptados 
por  la  ley  sean  tan  eficaces  como  supone  el  legislador;  mas 
aparee  de  esto,  no  se  comprende  fácilmente  cuáles  sean  las  cau- 
sas que  hayan  impulsado  á  aquél  á  encomendar  á  los  Letrados 
que  paguen  las  primeras  cuotas,  la  decisión  sobre  la  competen- 
cia de  la  acción  intentada,  pues  no  debemos  suponer  que  el  le- 
gislador desconfíe  de  la  inteligencia  y  celo  de  los  Letrados 
nombrados  de  oficio.  Además,  los  Sres.  Atard  y  Cervellera  en- 
cuentran, y  con  razón,  en  este  artículo  algunos  inconvenientes 
que  pudieran  muy  bien  hacerlo  irrealizable  en  determinadas 
ocasiones.  En  efecto,  dos  son  los  intereses  que  aquí  se  hallan  en 
oposición:  el  de  los  Letrados  y  el  de  las  partes  solicitantes.  Que 
un  Letrado  de  los  del  turno  de  pobres  y  nombrado  de  oficio  (nos 
referimos,  sobre  todo,  á  los  puntos  donde  existan  Colegios  de 
Abogados)  cumpla  con  el  deber  que  voluntariamente,  en  la  ma- 
yor parte  de  los  casos,  se  ha  impuesto,  defendiendo  gratuita- 
mente aquellos  asuntos  que  en  la  distribución  le  correspondie- 
ron, es  cosa  muy  natural,. puesto  que  encuentra  su  compensa- 
ción en  el  relevo  de  las  cargas  tributarias  ai  Estado  que  sus 
demás  compañeros  vienen  sufriendo;  pero  que  otro  ú  otros  Le- 
trados de  los  que  no  reportan  semejante  beneficio,  sino  que,  por 
el  contrario,  tienen  la  desventaja,  hasta  cierto  punto,  de  pagar 
una  de  las  tres  primeras  cuotas  de  contribución,  vengan  obli- 
gados á  prestar  un  servicio  que  en  poblaciones  numerosas  puede 
llegar  á  ser  de  gran  entidad,  es  cosa  que,  en  nuestro  concepto, 
está  llamada,  si  no  á  producir  algún  conflicto,  ai  menos  á  caer 
en  desuso  muy  en  breve  por  lo  impracticable.  El  tiempo  se  en- 
cargará de  justificar  nuestras  previsiones,  y  creemos  que  no 
tardará  mucho  en  reformarse  esta  injusta  é  inútil  disposición. 

Artículo  46. 

Si  el  dictamen  de  dichos  dos  Letrados  fuere  conforme 
con  el  del  nombrado  de  oficio,  se  negarán  al  interesado  los 
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¡ios  de  la  defensa  por  pobre  en  aquel  asunto,  sin  per- 
de  su  derecho  para  promoverlo  como  rico. 

Abtículo  47. 

ando  los  dos  Letrados,  ó  uno  de  ellos,  opinare  que  pro- 
itablar  la  acción  ó  que  es  dudoso,  por  io  menos,  el 

0  que  pretenda  el  declarado  pobre,  so  le  nombrará  de 
)tro  Abogado,  para  quien  será  obligatoria  la  defensa. 

Artículo  48. 

el  caso,  de  ser  declarado  pobre  el  demandado,  si  el 
do  á  quien  corresponda  su  defensa  se  excusare  por 
nsostenible  la  pretensión  de  aquél,  dentro  de  seis  días 
nifestará  al  Juzgado,  el  cual  dispondrá  el  nombra- 
)  de  otro  Abogado, 
éste  se  excusare  también  por  la  misma  causa,  se  pa- 

1  asunto  al  Promotor  fiscal,  cuando  no  fuere  parte, 
ue  manifieste  si  es  ó  no  sostenible  la  pretensión  del 

ando  sea  parte  el  Ministerio  fiscal,  dará  este  dictamen 
>ogado  que  no  sea  de  pobres,  elegido  por  el  Colegio 
lo  haya,  y  en  su  defecto,  designado  por  el  Juez. 
el  Promotor  fiscal,  ó  el  tercer  Abogado  en  su  caso,  es- 
isostenible  la  pretensión  del  pobre,  cesará  la  obliga- 
o  los  Abogados  para  la  defensa  gratuita;  pero  si  la 
3ra  sostenible,  se  nombrar4  un  tercer  Abogado  de 
el  cual  no  podrá  excusarse  de  la  defensa, 
propio  se  practicará  cuando  el  actor  solicite  y  obten- 
lefensa  por  pobre  después  de  contestada  la  demanda, 
juiora  de  las  partes  durante  la  segunda  instancia. 

distintas  reglas  establecidas  en  este  artículo  responden 
cesidad  de  distinguir  si  el  pobre  es  demandante  ó  deman- 
iues  en  el  primer  caso  se  atiende  principalmente  á  evitar 
,  y  en  el  segundo  conviene,  por  el  contrario,  extremar  las 
ías  para  que  no  resulten  indefensos  los  interesados, 
rertiremos  también  que  el  cargo  de  Promotor  fiscal  fué 
ido  por  el  art.  2.°  del  Real  decreto  de  11  de  Noviembre 
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de  1882,  á  virtud  de  lo  dispuesto  en  el  art.  "56  de  la  ley  adicio- 
nal a  Ja  orgánica  del  Poder  judicial. 

Artículo  49. 

Los  Abogados  que  dentro  de  los  plazos  fijados  en  los  ar* 
tículos  43,  44  y  48  no  hagan  la  manifestación  á  que  respec- 
tivamente se  refieren,  se  entenderá  que  aceptan  la  defensa 
del  pobre  y  no  podrán  excusarse  sino  por  haber  cesado  en 
el  ejercicio  de  la  profesión. 

Artículo  50. 

El  Letrado  que  se  haya  encargado  de  la  defensa  de  una 
parte  en  concepto  de  rica,  si  después  es  declarada  pobre,  es- 
tará obligado  á  seguir  defendiéndola  en  este  concepto,  cuan- 
do no  haya  en  el  Juzgado  Abogados  especiales  de  pobres 
hábiles  para  ellos. 

Esta  disposición,  también  completamente  nueva  en  nuestro 
Derecho,  la  creemos  muy  justa.  Responde  al  antiguo  adagio 
«Qué  sentit  commodat,  sentiat  incommoda»,  que  nuestros  ma- 
yores traducían  diciendo:  «el  que  está  á  las  duras  está  á  las 
maduras*)  y  viceversa.  Aun  creemos  más,  y  es  que  d*bió  ha- 
berse obligado  al  Letrado  á  continuar  la  dirección  del  pleito  en 
todo  caso,  ó  sea  sin  la  salvedad  que  la  ley  indica  en  la  última 
parte  del  artículo. 

TÍTULO  II 
De  la  competencia  y  de  las  contiendas  de  jurisdicción. 

Competencia  es  la  facultad  de  coftocer  de  un  asunto  deter- 
minado, á  diferencia  de  jurisdicción,  que  es  la  potestad  de  ad- 
ministrar justicia,  siendo,  por  tanto,  la  jurisdicción  el  género  y 
la  competencia  la  especie. 

La  palabra  competencia  ha  sido  hasta  ahora  anfibológica, 
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pues  además  del  sentido  en  que  aquí  se  usa,  solía  darse  el  nom- 
bre tle  competencias  á  las  cuestiones  ó  conflictos  que  surgían 
entre  dos  ó  más  Tribunales  acerca  del  conocimiento  de  un  de- 
terminado asunto.  La  ley  de  Enjuiciamiento  civil  de  1855  ya 
distinguió  una  y  otra  cosa,  ocupándose  de  la  competencia  en  los 
cinco  primeros  artículos  de  la  ley,  y  dedicando  el  título  II  del 
libro  I  á  las  cuestiones  de  competencia.  Este  nombre  y  el  de 
conflictos  ó  contiendas  de  competencia  son  más  propios  que  el 
empleado  en  el  epígrafe  de  este  título,  pues  las  contiendas  que 
surgen  entre  los  Tribunales  se  refieren  casi  siempre  á  la  compe-  . 
tencia,  á  la  facultad  de  conocer  de  un  asunto  determinado,  y  no 
á  la  jurisdicción,  pues  rara  vez  niega  un  Tribunal  á  otro  este 
carácter  y  el  derecho  á  administrar  justicia,  y  en  el  caso  que 
esto  ocurriera,  ya  no  darla  lugar  á  una  cuestión  de  competen- 
cia entre  Tribunales,  síbo  á  un  conflicto  de  carácter  constitu- 
cional. 

No  han  estado  siempre  acordes  los  autores  acerca  del  punto 
relativo  á  si  la  competencia  y  las  cuestiones  de  competencia  de- 
ben figurar  en  las  leyes  de  Enjuiciamiento  ó  en  las  de  organiza- 
ción de  Tribunales,  y  nuestros  mismos  legisladores  han  variado 
frecuentemente  de  criterio  en  este  punto.  Ya  hemos  dicho  que 
la  anterior  ley  de  Enjuiciamiento  hablaba  de  una  y  otra  mate- 
ria. Vino  luego  la  ley  provisional  de  organización  del  Poder  ju- 
dicial de  23  de  Junio  de  1870,  y  se  ocupó,  en  su  título  VII,  de  la 
competencia  de  los  Juzgados  y  Tribunales,  dedicando  el  capí- 
tulo I  á  las  disposiciones  comunes  á  los  negocios  civiles  y  cri- 
minales, el  II  á  la  competencia  en  lo  civil,  el  III  á  la  competen- 
cia en  lo  criminal,  el  IV  á  las  cuestiones  de  competencia,  y 
el  V  á  los  recursos  de  fuerza,  ó  sea  á  las  cuestiones  de  compe- 
tencia de  carácter  especial  que  surgen  entre  los  Tribunales 
eclesiásticos  y  los  ordinarios.  Además,  dicha  ley,  en  la  primera 
de  las  disposiciones  transitorias,  mandaba  suprimir  el  citado 
título  II  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  y  demás  artículos  de- 
rogados ó  sustituidos  por  otros.  Consideraba  entonces  el  legis- 
lador todo  lo  referente  á  competencia  como  propio  de  la  organi- 
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zación  del  Poder  judicial,  ó  sea  de  la  máquina  en  reposo,  cual 
decía  Rosa  i;  creía  que  el  estudiar  las  facultades  y  atribuciones 
de  I03  Jueces  y  Tribunales  correspondía  á  la  Estática  del  proce- 
dimiento, y  no  á  la  Dinámica,  ó  sea  la  máquina  en  actividad. 
En  efecto,  especialmente  lo  que  se  refiere  á  la  competencia  en 
general  (pues  en  las  contiendas  ya  aparece  el  procedimiento*), 
corresponde  á  la  organización  judicial;  es  necesario  que  cada 
Tribunal  sepa  su  esfera  de  acción.  Además,  el  incluir  en  una 
ley  de  organización  del  Poder  judicial  dichas  materias,  ofrece 
la  ventaja  de  que  así  pueden  reunirse  todas  las  disposiciones  re- 
lativas á  este  asunto,  tanto  las  de  carácter  general  como  las 
que  exclusivamente  se  refieren  al  procedimiento  civil  ó  al  pro- 
cedimiento penal.  Los  autores  de  la  ley  novísima  de  Enjuicia- 
miento civil  han  creído,  por  el  contrario,  que  debían  incluirse 
en  la  misma  las  disposiciones  relativas  á  la  competencia  y  á  las 
contiendas  de  jurisdicción  en  lo  civil,  y  así  se  dispuso  en  la  se- 
gunda de  las  bases  que  contiene  la  ley  de  21  de  Junio  de  1880, 
siguiendo  eí  ejemplo  de  la  Compilación  general  de  las  disposi- 
ciones vigentes  acerca  del  enjuiciamiento  criminal,  aprobada 
por  decreto  de  16  de  Octubre  de  1879. 

La  mejor  solución  para  estas  divergencias  sería  la  formación 
de  un  Código  procesal,  en  cuya  primera  parte  se  tratase  de  la 
organización  y  atribuciones  del  Poder  judicial,  incluyendo  estas 
materias,  y  en  cuya  segunda  parte  se  comprendiesen:  1.°,  las 
disposiciones  de  carácter  general;  2.°,  las  relativas  al  procedi- 
miento penal;  3.°,  las  relativas  al  procedimiento  civil. 

Pero  mientras  esto  no  se  haga,  y,  sobre  todo,  mientras  haya 
leyes  fragmentarias  y  que  obedezcan  á  distintos  criterios  en  lo 
que  se  refiere  al  procedimiento  civil,  al  enjuiciamiento  criminal 
y  á  la  organización  de  Tribunales,  ningún  inconveniente  hay 
en  hacer  constar  en  cada  ley  las  disposiciones  vigentes  sobre 
estas  materias,  y  mucho  más  cuando,  como  en  el  caso  presente, 
«on  dignas  de  aplauso  casi  todas  sus  reformas. 
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SECCIÓN  PEIMERA 

DISPOSICIOXES     GENERALES 

Bajo  este  epígrafe  se  comprenden  aquellas  disposiciones  de 
carácter  verdaderamente  general,  tomadas  del  título  VI  y  del 
título  VII  de  la  ley  de  organización  del  Poder  judicial,  que  sir- 
ven para  fijar  en  todo  caso  la  competencia  de  los  Tribunales. 
Las  disposiciones  qué  contiene  son  acertadas,  pero  no  nuevas, 
por  punto  general;  merecen  aplauso  por  haberse  conservado  en 
las  mismas  las  principales  reformas  introducidas  por  el  decreto 
de  unificación  de  Fueros  de  6  de  Diciembre  de  1868. 

Artículo  51. 

La  jurisdicción  ordinaria  será  la  única  competente  para 
conocer  de  los  negocios  civiles  que  se  susciten  en  territorio 
español  entre  españoles,  entere  extranjeros,  y  entre  españoles 
y  extranjeros.  (Ley  org.  del  P.  J.,  art.  267.  —  Decrefo4ey 
de  6  de  Diciembre  de  186  8  y  art.  l.°J 

Este  artículo  concuerda  con  el  1.°  del  decreto-ley  de  unifica- 
ción de  Fueros  y  con  el  267  de  la  ley  de  organización  del  Poder 
judicial. 

é  La  disposición  de  este  artículo,  que  es  una  alteración  nota- 
ble de  nuestra  antigua  legislación  y  jurisprudencia,  merece  la 
aprobación  completa  de  la  ciencia;  no  existe  ya  ningún  fuero 
privilegiado;  la  jurisdicción  ordinaria  es  la  única  competente 
para  conocer  de  todos  los  negocios  civiles  que  se  susciten  en  te- 
rritorio español,  sean  quienes  sean  los  litigantes.  La  excepción 
del  art.  52  en  nada  altera  la  anterior  doctrina,  pues  la  preven- 
ción en  los  casos  á  que  se  limita  es  de  todo  punto  necesaria,  sin 
afectar  en  lo  más  mínimo  al  orden  de  tramitar  los  asuntos,  ni  á 
la  declaración  de  derechos,  ya  porque  las  atribuciones  que,  como 
veremos,  se  conceden  á  las  jurisdicciones  de  Guerra  y  Marina 
están  limitadas  á  la  prevención  de  las  testamentarías  ó  abin- 
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testatos,  euya  dilación  ocasionaría  inconvenientes  gravísimos, 
y  el  inventario  y  depósito  de  los  bienes,  libros  y  papeles  del 
finado,  propiamente  no  son  diligencias  de  tramitación  de  la  tes- 
tamentaría ó  abintestato,  porque  éstas  se  limitan  á  la  declara- 
ción del  derecho  á  la  herencia,  y  el  poner  en  seguridad  los  bie- 
nes no  tiene  relación  con  la  declaración  de  á  quién  pertenecen; 
la  seguridad  de  los  bienes  corresponde  al  orden  social,  no  á  la 
tramitación  de  la  testamentaría,  y,  por  lo  tanto,  como  toda 
-autoridad,  en  tales  casos  debe  tener  la  de  Guerra  y  Marina  atri- 
buciones suficientes  para  la  conservación  de  los  bienes  hasta 
tanto  que  la  autoridad  competente  declare  á  quién  pertenecen. 
Por  último,  en  cuanto  á  la  competencia  de  los  pleitos  que  se 
-susciten  entre  extranjeros,  aunque  la  ley  no  lo  indique,  habrá  de 
estarse  á  lo  dispuesto  en  los  Tratados,  y,  en  su  defecto,  al  Real 
decreto  de  17  de  Noviembre  de  1852  sobre  la  condición  de  los 
extranjeros  en  España,  en  sus  artículos  29',  32  y  33,  cuyo  tenor 
es  el  siguiente:  «  Art.  29. — Los  extranjeros  domiciliados  y  tran- 
seúntes están  sujetos  á  las  leyes  de  España  y  á  los  Tribunales 
españoles  por  lo§  delitos  que  cometan  en  el  territorio  español  y 
para  el  cumplimiento  de  las  obligaciones  que  contraigan  en  Es- 
paña ó  fuera  de  España,  siempre  que  sean  á  favor  de  subditos 
españoles.  =  Art.  32.  —  Los  extranjeros  domiciliados  y  tran- 
seúntes tienen  derecho  á  que  por  los  Tribunales  españoles  se  les 
administre  justicia  con  arreglo  á  las  leyes  en  las  demandas  que 
entablen  para  el  cumplimiento  de  las  obligaciones  contraídas  en 
España  ó  que  deban  cumplirse  en  España,  ó  cuando  versen  so- 
bre bienes  sitos  en  territorio  español.  =  Art.  33.  —  En  los  ne- 
gocios entre  extranjeros  ó  contra  extranjeros,  aunque  no  proce- 
dan de  acción  real  ni  de  acción  personal  ó  de  obligaciones  con- 
traídas en  España,  serán,  sin  embargo,  competentes  los  Jueces 
españoles  cuando  se  trate  de  evitar  un  fraude  ó  adoptar  medi- 
das urgentes  y  provisionales  para  detener  á  un  deudor  que  in- 
tente ausentarse  á  fin  de  eludir  el  pago,  ó  para  la  venta  de  efec- 
tos expuestos  á  perderse  en  almacenes,  ó  para  proveer  interina- 
mente de  guardador  á  un  demente  ú  otros  análogos. » 
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i  que  aseguran  la  libre  y  recíproca 
les  son  los  celebrados  con  Francia 
Italia  en  21  de  Julio  de  1867,  con 
,  con  Austria-Hungría  en  3  de  Ju- 
n  2  de  Enero  de  1897,  con  el  Perú 
i  los  Estados  Unidos  en  3  de  Julio 

2  de  Julio  de  1883  y  con  Colombia 

conocimiento  de  la  materia,  la  ins- 
ire  de  1853  reformando  el  procedi- 
da real  jurisdicción  ordinaria;  Rev., 
Tribunal  sea  competente  para  deci- 

3  los  que  pretenden  tenerlo  á  los  bie- 
5ión  de  una  capellanía  colativa  de 
ligación  del  Convenio  con  la  Santa 
é  instrucción  de  25  del  propio  mes?; 
tinque  en  el  presente  momento  legal 
idiera  surgir  de  nuevo,  véase  «¿qué 
a  conocer  de  la  demanda  de  divoi> 
*ior  á  la  ley  de  1.°  de  Septiembre 
fcg.  643;  Reu.,  tomo  44,  pág.  443.— 
cción  en  distintos  casos  de  divorcio; 
417;  39,  pág.  97;  44,  pág.  609,  y  50, 

rícuLO  52. 

i  de  lo  prescrito  en  el  artículo  an- 
3  juicios  de  testamentaría  y  abin- 
arinos  muertos  en  campaña  ó  na- 
to corresponde  á  los  Jefes  y  Auto- 
rioa. 

itará  á  las  diligencias  necesarias 
equias  del  difunto,  formación  de 
los  bienes,  libros  y  papeles,  y  su 
tifuídos  ó  á  los  que  lo  sean  ab  in- 
ido  civil,  siendo  mayores  de  edad 
itradiga. 
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En  otro  caso,  y  cuando  no  se  hayan  presentado  los  he- 
rederos ó  sea  necesario  continuar  el  juicio,  se  pasarán  las 
diligencias  al  Juzgado  á  quien  corresponda  el  conocimiento 
de  la  testamentaría  ó  del  abintestato,  dejando  á  su  disposición 
los  bienes,  libros  y  papeles  inventariados. 

Como  precedentes  de  este  artículo  pueden  verse  el  7.°  del 
decreto-ley  de  6  de  Diciembre  de  1868,  el  268  de  la  ley  de  orga- 
nización del  Poder  judicial  y  las  disposiciones  del  título  IX  de 
la  anterior  ley  de  Enjuiciamiento  civil  (art.  351  y  siguientes). 

En  la  actualidad,  el  referido  artículo  se  encuentra  modifica- 
do por  los  artículos  11  del  Código  de  Justicia  militar  de  27  de 
Septiembre  de  1890  y  de  la  ley  de  organización  y  atribuciones 
de  los  Tribunales  de  Marina  de  10  de  Noviembre  de  1894,  que 
disponen  lo  siguiente: 

«La  jurisdicción  de  Guerra  es  competente  para  conocer  én 
materia  civil: 

1.°  De  la  prevención  de  los  juicios  ab  intestato  do  los  mili- 
tares de  todas  clases,  empleados  y  dependientes  de  Guerra. 

La  prevención  se  limitará  á  la  práctica  de  las  diligencias  ne- 
cesarias para  disponer  el  entierro  del  cadáver,  la  formación  de 
inventarios,  seguridad  de  los  bienes  y  la  entrega  de  éstos  á  los 
que,  dentro  del  cuarto  grado  civil,  resulten  herederos  abin- 
testato. 

Cesará  la  intervención  de  las  Autoridades  militares,  pasan- 
do las  diligencias  á  la  jurisdicción  ordinaria,  tan  luego  como 
los  asuntos  de  abintestato  adquieran  carácter  contencioso. 

2.°  De  los  testamentos  otorgados  por  militares  pertenecien- 
tes á  un  ejército  en  campaña  ó  en  país  extranjero,  con  arreglo 
á  los  artículos  716  ai  721  del  Código  civil,  entendiéndose  redu- 
cida la  competencia  de  la  jurisdicción  de  Guerra  á  los  límites 
que  en  dichos  artículos  se  determinan. 

3.°  De  las  reclamaciones  por  deudas  contra  individuos  del 
Ejército  en  campaña  ó  contra  las  personas  que  lo  sigan,  aun 
cuando  el  demandante  no  sea  militar. 

4.°    De  las  responsabilidades  civiles  declaradas  en  senten- 
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cías  firmes  ó  en  providencias  de  sobreseimiento  definitivo  por 
los  Tribunales  ó  Autoridades  judiciales  del  Ejército,  mientras  el 
procedimiento  se  limite  á  la  vía  de  apremio  contra  los  senten- 
ciados y  sus  bienes. 

.Si  surgieren  cuestiones  que  exijan  declaración  de  derechos 
civiles,  se  someterá  su  resolución  á  los  Tribunales  del  fuero  co- 
mún, suspendiendo  con  relación  á  dichas  cuestiones  todo  proce- 
dimiento, el  cual  continuará  después  de  resueltas.» 

La  jurisdicción  de  Marina  tiene  competencia  para  conocer 
en  materia  civil: 

1.°  Pe  la  prevención  de  los  juicios  de  testamentaría  y  abin- 
testato  de  todos  los  individuos  á  que  se  refiere  el  art.  8.°  del 
Código  penal  de  la  Marina  de  guerra,  ó  sea  del  Ministro  del  ra- 
mo, todos  los  individuos  que  pertenezcan  á  cualquiera  de  los 
Cuerpos  ó  institutos  de  la  Armada  y  cuantos  dependen  del  Mi- 
nisterio de  Marina,  sean  ó  no  retribuidos  del  Estado,  á  excep- 
ción de  los  operarios  eventuales  de  los  arsenales,  astilleros, 
fundiciones,  fábricas  ú  otros  establecimientos  de  la  Marina. 

Se  limitará  la  prevención  á  las  diligencias  necesarias  a)  para 
el  entierro  del  cadáver;  b)  para  la  formación  de  inventario  y  se- 
guridad ó  depósito  de  los  bienes;  <»)  para  la  entrega  de  los  bie- 
nes á  los  instituidos  herederos  ó  á  los  que  lo  sean  ab  in  test  ato 
dentro  del  tercer  grado  civil,  no  habiendo  quien  lo  contradiga. 

Todas  estas  diligencias  se  practicarán  con  acuerdo  de  ase- 
sor, siempre  que  sea  posible. 

Cuando  no  se  presentase  el  heredero  instituido,  ó  en  su  de- 
fecto el  legítimo  dentro  del  tercer  grado,  ó  se  suscitare  oposi- 
ción á  que  se  entregue  la  herencia  á  quien  la  reclamare,  las 
Autoridades  de  Marina  suspenderán  su  intervención,  pasando 
todo  lo  que  hubieren  practicado  y  entregando  los  bienes  en  de- 
pósito al  Juzgado  ordinario  del  punto  donde  las  Autoridades  de 
Marina  sigan  las  diligencias,  para  que  dicho  Juzgado  lo  entre- 
gue al  que  corresponda  con  arreglo  á  las  leyes. 

2.°  De  los  testamentos  otorgados  en  tierra  por  marinos  per- 
tenecientes á  fuerzas  de  la  Armada  en  campaña  ó  en  país  ex- 
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tranjero,  cuando  dichas  fuerzas  operen  con  independencia  del 
Ejército. 

3.°  De  los  testamentos  otorgados  por  marinos  y  personas  de 
-cualquiera  clase  embarcadas  en  buque  de  guerra  ó  mercante  es- 
pañol, con  arreglo  á  los  artículos  716  al  721  del  Código  civil. 
La  competencia  de  la  jurisdicción  de  Marina  en  este  punto 
tercero  y  en  el  anterior  se  entiende  reducida  á  los  límites  que 
se  determinan  en  los  artículos  citados  del  referido  Código  civil. 

4.°  De  las  responsabilidades  civiles  que  se  declaren  en  sen- 
tencias firmes  ó  en  providencias  por  los  Tribunales  ó  Autorida- 
des judiciales  de  Marina,  siempre  que  el  procedimiento  sólo  se 
limite  á  la  vía  de  apremio  contra  los  sentenciados  y  sus  bienes. 
Cuando  surjan  contiendas  que  exijan  declaración  de  dere- 
chos civiles,  su  resolución  será  sometida  á  los  Tribunales  del 
fuero  común,  suspendiéndose  con  relación  á  dichas  cuestiones 
todo  procedimiento  y  continuándose  éste  después  de  resueltas 
-aquéllas. 

Artículo  53. 

Para  que  los  Jueces  y  Tribunales  tengan  competencia,  se 
requiere: 

1.°  Que  el  conocimiento,  del  pleito  ó  do  los  actos  en  que 
intervengan,  esté  atribuido  por  la  ley  á  la  autoridad  que 
-ejerzan. 

2.°  Que  les  corresponda  el  conocimiento  del  pleito  ó  ac- 
-ción  coa  preferencia  á  los  demás  Jueces  ó  Tribunales  de  su 
mismo  grado.  (Ley  org.  del  P.  J.,  art.  298.) 

Esta  disposición  está  tomada  del  art.  208  de  la  ley  de  orga- 
nización del  Poder  judicial,  y  es  la  base  general  de  la  compe- 
tencia. La  ley  citada,  en  sus  dos  párrafos,  distinguía  aún  mejor 
las  dos  notas  características  de  la  competencia,  ó  sea  la  juris- 
dicción y  la  preferencia  sobre  los  demás  Jueces  ó  Tribunales  de 
un  mismo  grado.  De  impropiedad  de  lenguaje  pueden  ser  tacha- 
dos el  artículo  que  comentamos  y  el  art.  298  de  la  mencionada 
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ley,  pues  los  términos  empleados  en  ambos  son  poco  exactos.  En 
donde  dice  pleito  debía  decir  juicio,  que  es  palabra  más  genéri- 
ca, y  en  donde  dice  acción  debía  nuevamente  decir  actos,  pues 
no  son  sinónimos  estos  dos  vocablos. 


Artículo  54. 

La  jurisdicción  civil  podrá  prorrogarse  á  Juez  ó  Tribu- 
nal que  por  razón  de  la  materia,  de  la  cantidad  objeto  del 
litigio  y  de  la  jerarquía  que  tenga  en  el  orden  judicial, 
pueda  conocer  del  asunto  que  ante  él  se  proponga.  (Ley  or- 
gánica del  P.  J.,  art.  299.) 

Este  artículo  está  copiado  del  297  de  la  ley  de  organización 
del  Poder  judicial,  el  cual  añadía  que  la  jurisdicción  criminal 
(ó  sea  en  lo  criminal)  es  siempre  improrrogable,  marcando  así 
el  verdadero  carácter  y  una  de  las  principales  diferencias  de 
ambas.  Los  autores  hablan  de  los  distintos  modos  de  prorrogar- 
la jurisdicción:  de  persona  á  persona,  de  cosa  á  cosa,  de  tiempo 
á  tiempo,  de  lugar  á  lugar,  de  causa  á  causa,  etc.  Todas  las  ar- 
gucias á  que  estas  clasificaciones  daban  lugar  han  quedado  des- 
vanecidas por  la  feliz  redacción  de  este  artículo. 

Artículo  55. 

Los  Jueces  y  Tribunales  que  tengan  competencia  para 
conocer  de  un  pleito,  la  tendrán  también  para  las  excepcio- 
nes que  en  él  se  propongan,  para  la  reconvención  en  los  ca- 
sos que  proceda,  para  todas  sus  incidencias,  para  llevar  á 
efecto  las  providencias  y  autos  que  dictaren  y  para  la  ejecu- 
ción de  la  sentencia.  (Ley  org.  del  P.  J.y  art.  302.) 

Este  artículo  corresponde  al  302  de  la  ley  provisional  de  23- 
de  Junio  de  .1870,  y  sus  disposiciones  son  tan  lógicas,  que  ya 
antes  habían  sido  establecidas  por  la  jurisprudencia  de  los  Tri- 
bunales. 

El  Juez  competente  para  conocer  de  la  demanda  principal  lo» 
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^s  para  conocer  de  todas  sus  incidencias.  (22  Julio  y  28  Octu- 
bre 1858,  30  Mayo  1860,  ñ  Diciembre  186.%  28  Mayo  1868  y  21 
Marzo  1899.) 

Los  Jueces  y  Tribunales  que  son  competentes  para  conocer 
de  un  pleito  lo  son  para  todas  sus  incidencias  y  para  la  ejecu- 
ción de  la  sentencia.  (29  Diciembre  1871.) 


SECCIÓN  SEGUNDA 

REGLA8  PARA  DETERMINAR  LA  COMPETENCIA 

Esta  sección  se  ha  reformado  con  el  capítulo  II  del  título  VII 
de  la  ley  provisional  de  organización  del  Poder  judicial,  ha- 
biéndose introducido  algunas  reformas,  por  regla  general  dig- 
nas de  aplauso. 

Artículo  56. 

Será  Juez  competente  para  conocer  de  los  pleitos  á  que 
dé  origen  el  ejercicio  de  las  acciones  de  toda  clase,  aquel  á 
quien  los  litigantes  se  hubieren  sometido  expresa  ó  tácita- 
mente. 

Esta  sumisión  sólo  podrá  hacerse  á  Juez  que  ejerza  ju- 
risdicción ordinaria  y  que  la  tenga  para  conocer  de  la  mis- 
ma clase  de  negocios  y  en  el  mismo  grado. 

Este  artículo  concuerda  con  el  2.°  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento civil  de  1855,  y  especialmente  con  el  303  de  la  ley  de 
organización  del  Poder  judicial  de  1870. 

Lo  dispuesto  en  el  mismo  es  una  consecuencia  del  principio 
sentado  en  el  art.  54,  que  la  jurisdicción  civil  es  prorrogable. 

Lo  dispuesto  en  el  último  párrafo  es  consecuencia  del  prin- 
cipio quod  non  esl  non  potest  prorrogan.  (Gregorio  López. 
Glosa  2.a  de  la  ley  7.a,  título  VII,  Partida  3.a) 

Juriftpmidencia.  —  El  Juez  á  quien  los  litigantes  se  some- 
tieron expresa  ó  tácitamente,  es  el  competente.  (í.°  Diciem- 
bre 1870.) 
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ido  ó  Tribunal  á  que  los  litigantes  se  sometieren  ex- 
tamente,  será  competente  para  conocer  de  los  plei- 
á  que  dó  origen  el  ejercicio  de  las  acciones  civilesr 
3  la  sumisión  se  haga  en  quien  tenga  jurisdicción 
t  de  la  misma  clase  de  negocios  y  en  el  mismo  gra- 
l  1877  y  7  Octubre  1878.) 

Artículo  57. 

nderá  por  sumisión  expresa  la  hecha  por  los  inte- 
nunciando  clara  y  terminantemente  á  su  fuero 
lesignando  con.  toda  precisión  el  Juez  á  quien  se 
.  (Leyant.,  art.  3.° — Ley  org.  del  P.  J.,art.  304.) 

da  este  artículo  con  el  304  de  la  ley  orgánica  y  con 
anterior  ley  de  Enjuiciamiento  civil. 
)  dispuesto  en  este  artículo,  en  combinación  con  el 
Juez  competente  aquel  á  quien  los  litigantes  se  hu- 
etido  expresa  ó  tácitamente;  pueden  someterse  ex- 

los  interesados  renunciando  clara  y  terminante- 
fuero  propio,  designando  con  toda  precisión  el  Juez 

sometieren,  de  modo  que  la  sumisión  expresa  no- 
derarse  tal  sin  designar  con  toda  precisión  el  Juez 
ometieron;  pero  debe  tenerse  presente  que  por  el  ar- 

dispone  que  en  las  poblaciones  donde  haya  dos  ó- 
de  primera  instancia,  el  repartimiento  de  los  nego- 
ae  determinará  la  competencia  relativa  entre  ellos,, 
¡dan  las  partes  someterse  á  uno  de  dichos  Jueces, 
>n  de  los  otros;  de  modo  que  en  las  poblaciones  don- 

ó  más  Jueces  no  pueden  someterse  los  interesados 

designando  con  toda  precisión  el  Juez  á  quien  se- 

fórmula  única  que  admite  la  ley  para  que  haya  su- 
esa:  de  modo  que  al  final  del  art.  57  falta  añadir: 

en  la  población,  pues  si  hay  dos  ó  más  se  podrán 
[ue  de  entre  ellos  designe  el  reparto». 
udencia.  —  Es  válido  el  pacto  por  el  cual  se  reser- 
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van  las  partes  elegir  Juzgado  para  litigar.  (Sent.  lí)  Febre- 
ro 1888.) 

Aktículo  58. 

Se  entenderá  hecha  la  sumisión  tácita: 

1.°  Por  el  demandante,  en  el  mero  hecho  de  acudir  al 
Juez  interponiendo  la  demanda. 

2.°  Por  el  demandado,  en  el  hecho  de  hacer,  después  de 
personado  en  el  juicio,  cualquiera  gestión  que  no  sea  la  de 
proponer  en  forma  la  declinatoria. 

Concuerda  este  artículo  con  el  4.°  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento civil  de  1855  y  el  305  de  la  ley  de  organización  del  Po- 
der judicial  de  1870. 

Jurisprudencia.  —  El  litigante  que  en  vez  de  utilizar  una 
apelación  admitida  se  aquieta  con  la  providencia,  se  somete  con 
este  hecho  á  la  jurisdicción  del  Juez  que  la  dictó. %  (22  Marzo 
de  1860.) 

Se  entiende  que  hay  sumisión  aun  cuando  el  Juez  no  provea 
desde  luego  ó  se  reserve  proveer  para  cuando  el  actor  pida  en 
forma.  (30  Mayo  1860.) 

No  es  una  verdadera  demanda,  y  por  lo  tanto  no  constituye 
la  sumisión  tácita,  la  pretensión  deducida  judicialmente  para 
que  se  prohiba  enajenar  ó  gravar  una  finca,  no  teniendo  otro 
carácter  que  el  de  una  medida  provisional  precautoria.  (10  Ju- 
lio 1862.) 

El  acto  de  obedecer  á  un  llamamiento  judicial  no  es  bastante 
para  indicar  la  voluntad  de  someterse  á  determinada  jurisdic- 
ción: la  pretensión  de  alzamiento  de  un  embargo  preventivo  no 
puede  conceptuarse  como  una  sumisión  verdadera  respecto  al 
punto  principal  del  litigio.  (10  Julio  1862.) 

La  circunstancia  de  haberse  seguido  anteriormente  otro 
pleito  en  un  Juzgado  por  los  mismos  litigantes  no  da  competen- 
cia para  conocer  de  los  que  después  puedan  tener  entre  sí  por 
otros  motivos,  ínterin  no  verifiquen  tácita  ó  expresamente  su 
sumisión.  (22  Marzo  186o.) 
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No  puede  decirse  que  uno  se  somete  á  jurisdicción  que  para 
él  no  es  competente,  cuando  en  el  momento  de  ser  emplazado 
acude  a  su  Juez  natural  proponiendo  la  declinatoria.  (22  Mar- 
zo 186».) 

No  hay  sumisión  tácita  por  el  hecho  de  acudir  el  demanda- 
do ante  el  Juez  del  domicilio  del  demandante  ejercitando  contra 
éste  una  acción  personal,  pues  por  este  hecho  no  puede  estimar- 
se que  se  somete  á  él  para  otro  distinto  juicio.  (28  Marzo  1865.) 

El  hecho  de  haber  reclamado  el  representante  de  una  Socie- 
dad contra  el  secuestro  no  debe  entenderse  como  sumisión  táci- 
ta. (10  Mayo  1876.) 

Se  entiende  hecha  la  sumisión  tácita  por  el  demandante  en 
el  hecho  de  acudir  al  Juez  interponiendo  la  demanda,  y  por  el 
demandado  en  el  hecho  de  hacer,  después  de  personado  en  el 
juicio,  cualquier  gestión  que  no  sea  la  de  proponer  la  declina- 
toria. (21  Septiembre  1878.) 

Artículo  59. 

En  las  poblaciones  donde  haya  dos  ó  más  Jueces  de 
primera  instancia,  el  repartimiento  de  los  negocios  deter- 
minará la  competencia  relativa  entre  ellos,  sin  que  puedan 
las  partes  sometersa  á  uno  de  dichos  Jueces,  con  exclusión 
de  los  otros. 

Las  disposiciones  de  este  artículo  son  nuevas,  y  se  echaban 
de  menos  en  la  ley  de  1855,  una  vez  que  se  admita  la  necesidad 
del  repartimiento  de  los  negocios.  No  todos  los  autores  están 
conformes  con  él,  demostrando  sus  inconvenientes  á  cambio  de 
una  sola  ventaja. 

Es  ésta  la  de  la  igualdad  de  trabajos  para  los  Jueces,  que 
puede  contribuir  á  que  se  tramiten  con  más  celeridad  los  asun- 
tos sometidos  á  los  Tribunales.  Pero  al  mismo  tiempo  perjudica 
al  público  y  á  los  actuarios.  A  éstos,  porque  les  priva  del  estí- 
mulo que  produce  la  confianza  del  público  y  el  aumento  de 
clientela,  que  debía  ser  consecuencia  necesaria  de  la  mayor  in- 
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teligencia  y  laboriosidad  en  el  despacho  de  los  asuntos:  al  pú- 
blico en  general,  porque  priva  á  los  litigantes  de  la  conveniente 
libertad  de  dar  la  preferencia  á  los  actuarioa  que  se  distin- 
gan por  su  honradez,  por  su  actividad  y  por  su  competencia. 
De  ahí  el  que  las  disposiciones  vigentes,  que  son  las  contenidas 
en  la  Real  orden  de  12  de  Junio  de  18(58,  se  hayan  eludido  en 
muchas  ocasiones,  á  pesar  de  las  sanciones  penales  establecidas 
en  las  mismas;  generalmente  se  apetece  una  reforma  en  esta 
materia;  pero  hoy  por  hoy  es  necesario  conocer  la  citada  Real 
orden,  á  pesar  de  que  de  su  lectura  se  desprende  lo  anticuada 
que  ha  quedado  en  muchas  de  sus  disposiciones  y  lo  excesi- 
vamente minuciosos  de  algunos  de  sus  preceptos,  inspirados 
por  el  centralizador  doctrinarismo  que  imperaba  en  aquella 
época. 

Real  orden  de  12  de  Junio  de  1868  dictando  reglas  para  el 
repartimiento  de  negocios.  —  Con  el  fin  de  uniformar  la  varia 
jurisprudencia  que  ho}'  existe  en  el  repartimiento  de  los  nego- 
cias civiles,  la  Reina  (q.  D.  g.),  de  conformidad  con  el  dicta- 
men de  la  Sala  de  gobierno  del  Tribunal  Supremo  de  Justicia, 
se  ha  servido  mandar  que  en  lo  sucesivo  el  reparto  de  los  nego- 
cios civiles  se  sujete  á  las  reglas  siguientes : 

Primera.  Se  declaran  sujetos  á,  repartimiento  en  primera 
instancia  los  negocios  civiles  que  se  promuevan  desde  1.°  de  Ju- 
nio próximo  en  los  puntos  en  donde  haya  más  de  un  Juzgado,  ó 
en  que,  no  existiendo  más  que  uno,  tenga  éste  asignada  más  de 
una  Escribanía. 

Segunda.  El  repartimiento  de  negocios  se  hará  por  el  repar- 
tídor  nombrado  por  el  Gobierno  de  S.  M.,  en  donde  lo  haya:  en 
defecto  del  repartidor,  por  el  Secretario  del  Juzgado;  y  en  las 
localidades  en  que  haya  dos  ó  más  Jueces  de  primera  instancia, 
por  el  Secretario  del  decano,  verificándose  en  el  local  destinado 
para  audiencia  del  Juzgado,  todos  los  días  no  feriados,  media 
hora  antes  de  comenzar  el  despacho  de  los  negocios  y  con  asis- 
tencia precisa  del  Juez  de  primera  instancia,  de  un  Escribano, 
sí  hubiere  dos  en  el  Juzgado,  y  de  dos  en  las  localidades  en  que 
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haya  más- de  un  Juzgado,  pudiendo  también  concurrir  las  par- 
tes interesadas  y  los  Procuradores  en  todas  ocasiones. 

No  asistiendo  el  Juez  por  legítimo  impedimento,  concurrirá 
á  la  diligencia  de  repartimiento  el  Juez  de  paz  en  donde  no 
haya  más  que  un  Juzgado,  y  en  las  localidades  en  que  existan 
dos  ó  más,  el  Juez  de  primera  instancia  que  siga  en  antigüedad 
al  decano. 

Tercera.  Los  Jueces  de  primera  instancia  cuidarán  de  que 
sean  llevados  al  local  destinado  para  el  repartimiento  los  nego- 
cios sujetos  á  él,  á  fin  de  que  tenga  lugar  la  diligencia  á  la 
hora  designada  del  día  hábil  siguiente  al  en  que  se  hubieren 
presentado. 

Cuarta.  El  repartimiento  se  hará  por  clases  de  negocios  y 
por  suerte.  Dentro  de  treinta  días,  los  Jueces  de  primera  ins- 
tancia, reuniéndose  en  Cuerpo  donde  existan  dos  ó  más,  oyendo 
á  los  Escribanos  si  lo  consideran  conveniente,  harán  la  clasifi- 
cación de  negocios  que  haya  de  servir  de  base  para  el  reparti- 
miento, con  arreglo  á  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  pero  con 
más  ó  menos  extensión,  según  pueda  recomendar  la  convenien- 
cia en  las  diferentes  localidades,  y  la  remitirán  á  la  Sala  de  go- 
bierno de  la  respectiva  Audiencia,  la  cual,  en  el  término  de  se- 
senta días,  la  devolverá  al  Juzgado  con  su  aprobación  ó  hechas 
las  reformas  que  considere  convenientes,  dando  cuenta  inme- 
diatamente al  Gobierno.  El  sorteo  se  verificará  entrando  en  él 
los  nombres  de  todos  los  Escribanos  de  los  Juzgados  de  la  loca- 
lidad, que  quedarán  eliminados  á  medida  que  hayan  obtenido 
negocios,  hasta  llegar  al  que  haya  correspondido  por  suerte  el 
último  lugar,  renovándose  así  sucesivamente.  Mientras  los  ex- 
pedientes de  clasificación  no  queden  resueltos  por  las  Salas  de 
gobierno,  el  repartimiento  de  los  negocios  que  por  estas  dispo- 
siciones se  sujetan  á  él  continuará  haciéndose  de  la  misma  for- 
ma que  hasta  aquí. 

Quinta.  Los  repartidores  y  los  Secretarios  de  los  Juzgados 
encargados  del  repartimiento *lo  ejecutarán  haciendo  en  el  nego- 
cio que  se  reparta  la  anotación  siguiente:  «Corresponde  álJuz- 
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gado  de y  Escribanía  de »,  poniendo  la  fecha  y  media 

firma;  en  el  libro  que  deben  llevar  al  efecto  se  hará  anotación 
más  extensa,  pero  breve  también,  expresiva  de  la  clase  de  ne- 
gocio que  se  haya  repartido  y  la  fecha  en  que  lo  ha  sido,  auto- 
rizando con  firma  entera  la  última  de  las  anotaciones  que  hagan 
en  el  día  y  poniendo  elJuez  de  primera  instancia  el  V.°  2?.°  Los 
repartidores  y  los  Secretarios  de  los  Juzgados  encargados  del 
repartimiento  usarán  un  sello  del  diámetro  de  3  centímetros  que 
contenga  la  inscripción  «Repartimiento  de  negocios  civiles»,  y 
sellarán  con  él  la  carpeta  y  primera  hoja  útil  del  negocio 
repartido,  debiendo  con  tal  objeto  adquirirlo  los  Secretarios 
que  no  lo  usan  en  la  actualidad  dentro  de  sesenta  días  si- 
guientes á  la  publicación  de  esta  Real  orden.  Transcurrido  di- 
cho término,  los  Jueces  de  primera  instancia  darán  conoci- 
miento al  Regente  de  la  Audiencia  de  los  funcionarios  que 
hayan  adquirido  el  sello  y  los  que  no  se  hallen  en  este  caso,  y 
los  Kegentes  adoptarán  en  su  vista  las  providencias  convenien- 
tes para  que  tenga  cumplimiento  lo  dispuesto  en  el  párrafo  an- 
terior. v 

Sexta.  Practicado  el  repartimiento  en  la  forma  que  queda 
expresada,  se  pasará  el  negocio  dentro  del  día  al  Escribano  á 
quien  haya  correspondido. 

Séptima.  Se  exceptúan  del  requisito  del  repartimiento  esta- 
blecido en  la  disposición  primera: 

1.°  Los  actos  de  jurisdicción  voluntaria,  mientras  no  lle- 
guen á  ser  contenciosos,  en  cuyo  caso  debe  desde  luego  el  Juez 
de  primera  instancia  ante  quien  radiquen  acordar  que  pasen  á 
repartimiento. 

2.°     La  primera  instancia  de  los  juicios  verbales. 

3.°  Las  diligencias  que  se  promuevan  en  primera  instancia 
ante  loa  Jueces  de  paz  para  llevar  á  efecto  lo  convenido  en  los 
actos  de  conciliación,  con  arreglo  á  lo  dispuesto  por  el  art.  218 
de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil. 

4.°  Los  exhortos  y  reclamaciones  de  igual  naturaleza,  pro- 
cedentes de  Juzgados  ó  Autoridades  de  todas  clases,  nacionales 


Digitized  by 


Google 


•&* 


108  LEY    DE    ENJUICIAMIENTO   CIVIL 

y  extranjeras,  mientras  no  sean  contenciosos,  en  cuyo  caso  pa- 
sarán también  desde  luego  al  repartimiento. 

5.°  Las  demandas  de  embargo  preventivo,  las  de  retracto, 
los  interdictos  de  obra  nueva  y  vieja  y  cualesquiera  otras  para 
interponer  las  cuales  señalen  las  leyes  un  término  fatal,  ó  de 
cuya  dilación  en  proveer  por  los  respectivos  Jueces  pueda  irro- 
garse á  los  interesados  daño  irreparable,  pueden  presentarse  y 
cursarse  sin  el  requisito  del  repartimiento;  pero  deberán  some- 
terse á  él  tan  pronto  como,  practicadas  las  diligencias  necesa- 
rias al  intento,  se  haya  conseguido  el  objeto  á  que  aspiran  los 
recurrentes.  Los  Jueces  de  primera  instancia  quedan  encarga- 
dos, bajo  su  más  estrecha  responsabilidad,  de  que  así  se  verifi- 
que, haciendo  de  oíicio  que  sean  pasados  á  repartimiento,  luego 
que  tengan  estado,  los  negocios  que  se  hayan  presentado  y 
admitido  sin  este  requisito,  promuévalos  ó  no  la  parte  intere- 
sada, sin  que  en  manera  alguna  puedan  permanecer  dichos  ne- 
gocios en  sus  Juzgados  ni  aun  á  título  de  suspensos  ó  paraliza- 
dos por  voluntad  de  las  partes,  sino  en  el  que  corresponda  des- 
pués de  verificado  el  repartimiento. 

Octava.  Los  repartidores  y  los  Secretarios  de  los  Juzgados 
encargados  del  repartimiento  formarán  en  los  primeros  quince 
días  de  los  meses  de  Julio  y  Enero  de  cada  año,  y  entregarán 
al  Juez  de  primera  instancia  respectivo,  un  estado  de  los  nego- 
cios que  hayan  repartido  en  el  semestre  anterior,  expresivo  de 
los  nombres  de  los  interesados  en  el  negocio,  clase  y  objeto  del 
litigio  y  Juzgado  y  Escribanía  á  que  se  ha  repartido,  y,  con 
el  V.°  B.°  del  Juez,  lo  remitirá  éste  á  la  Saia  de  gobierno  de  la 
Audiencia  por  conducto  del  Regente. 

Novena.  Las  Salas  de  gobierno  de  las  Audiencias,  con  vista 
y  examen  de  los  estados  de  que  trata  la  regla  anterior,  y  oyen- 
do siempre  al  Fiscal,  dictarán  las  providencias  que  juzguen 
conducentes  para  el  mejor  cumplimiento  de  este  servicio,  pidien- 
do para  ello,  si  lo  necesitaren,  nuevos  datos  á  los  Jueces  de  pri- 
mera instancia,  y  cuidando  de  que  sean  enmendadas  las  faltas,  y 
en  su  caso  corregidos  convenientemente  los  abusos  que  notaren. 
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Décima.  Lo* dispuesto  en  la  regla  anterior  se  entiende  sin 
perjuicio  de  las  atribuciones  de  las  Salas  de  justicia  de  las 
mismas  Audiencias  en  los  asuntos  contenciosos  que  radiquen 
en  ellas,  en  los  cuales  acordarán  lo  que  corresponda  por  las  fal- 
tas que  notaren  en  todo  lo  que  tiene  relación  con  el  reparti- 
miento. A  este  efecto  anotarán  los  Relatores  al  final  del  apun- 
tamiento de  cada  negocio  si  ha  tenido  lugar  ó  no  este  requisito 
y  si  se  ha  cumplido  en  forma  conveniente. 

Undécima.  Los  Jueces  de  primera  instancia  encargados  de 
la  asistencia  al  repartimiento  quedan  facultados  para  resolver 
cualquiera  duda  ó  dificultad  que  sobre  ello  pueda  ocurrir  en 
ca¿*os  no  expresados  en  esta  Real  disposición,  consultando  con 
la  Sala  de  gobierno  de  la  Audiencia  respectiva  cuando  lo  juz- 
guen conducente,  y  siempre  en  los  casos  en  que  la  parte  ó  par- 
tes interesadas  no  se  conformen  con  su  decisión. 

Duodécima.     Quedan  derogadas  todas  las  Reales  órdenes  y 
disposiciones  publicadas  con  anterioridad  sobre  el  repartimien- 
to de  negocios  civiles  en  los  Juzgados  de  primera  instancia. 
De  Real  orden,  etc.  % 

Madrid  12  de  Junio  de  1868.—  RoncalL 
Sobre  las  reglas  para  el  repartimiento,  véase  el  comentario 
al  art.  430  de  esta  ley. 

Jurisprudencia. — Cada  cual  de  los  Jueces  de  primera  ins- 
tancia de  las  poblaciones  en  que  hay  más  de  uno  es  competente 
para  conocer  de  cualquier  pleito,  causa  ó  acción  civil,  siempre 
que  existan  los  requisitos  marcados  en  el  art.  298  do  la  expre- 
sada ley,  sin  que  cualquiera  falta  que  haya  podido  ocurrir  en 
el  repartimiento  de  negocios,  al  tenor  de  la  Real  orden  de  12 
de  Junio  de  1868,  pueda  producir  la  incompetencia  de  jurisdic- 
ción, ni  ser,  por  tanto,  base,  de  recurso  por  quebrantamiento 
de  forma.  (30  Junio  1875.) 

Siendo  el  juicio  ab  intestato  contencioso  por  naturaleza, 
debe  pasar  en  el  estado  en  que  se  encontraba  al  repartimiento 
de  negocios  civiles,  con  arreglo  á  lo  prevenido  en  la  Real  orden 
de  12  de  Junio  de  1868,  no  conociéndose,  por  lo  tanto,  el  Juz- 
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gado  á  quien  correspondía  para  sostener  la  competencia  con 
toda  plenitud  de  atribuciones.  (30  Noviembre  1816.) 

Artículo  60. 

La  sumisión  expresa  ó  tácita  á  un  Juzgado  para  la  pri- 
mera instancia,  se  entenderá  hecha  para  la  segunda  al  su- 
perior jerárquico  del  mismo  á  quien  corresponda  conocer 
de  la  apelación. 

También  son  nuevas  las  disposiciones  de  este  artículo,  y 
vienen  á  suplir  una  omisión  de  la  ley  anterior. 

Una  disposición  análoga  contenía  la  ley  de  organización 
del  Poder  judicial  en  su  art.  306. 

Artículo  61. 

En  ningún  caso  podrán  someterse  las  partes,  expresa  ni 
tácitamente,  para  el  recurso  de  apelación,  á  Juez  ó  Tribunal 
diferente  de  aquel  á  quien  esto  subordinado  el  que  haya  co- 
nocido (ín  primera  instancia.  (Ley  org.  del  P.  J.,  art.  307.) 

Esta  disposición  es  análoga  á  la  del  art.  307  de  la  ley  del 
Poder  judicial  de  1870,  y  es  la  misma  del  artículo  anterior, 
cambiada  en  la  forma  de  redacción.  Realmente,  la  Ccw¿»i6n 
de  Códigos  pudo,  con  una  fórmula  más  comprensiva,  haber 
reducido  á  uno  solo  los  dos  artículos. 

Artículo  62. 

Fuera  de  los  casos  de  sumisión  expresa  ó  tácita  de  que 
tratan  los  artículos  anteriores,  se  seguirán  las  siguientes  re- 
glas de  competencia : 

1.a  En  los  juicios  en  que  se  ejerciten  acciones  persona- 
les, será  Juez  competente  el  del  lugar  en  que  deba  cumplir- 
se la  obligación,  y  á  falta  de  éste,  á  elección  del  deman- 
dante, el  del  domicilio  del  demandado  ó  el  del  lugar  del 
contrato,  si  hallándose  en  él,  aunque  accidentalmente,  pu- 
diera hacerse  el  emplazamiento. 
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Cuando  la  demanda  se  dirija  simultáneamente  contra 
dos  ó  inás  personas  que  residan  en  pueblos  diferentes  y 
estén  obligadas  mancomunada  ó  solidariamente,  no  habien- 
do lugar  destinado  para  el  cumplimiento  de  la  obligación, 
será  Jiíez  competente  el  del  domicilio  de  cualquiera  de  los 
demandados,  á  elección  del  demandante. 

2.*  En  los  juicios  en  que  se  ejerciten  acciones  reales 
sobre  bienes  muebles  ó  semovientes,  será  Juez  competente 
el  del  lugar  en  que  se  hallen,  ó  el  del  domicilio  del  deman- 
dado, á  elección  del  demandante. 

3.a  En  los  juicios  en  que  se  ejerciten  acciones  reales 
sobre  bienes  inmuebles,  será  Juez  competente  el  del  lugar 
en  que  esté  sita  la  cosa  litigiosa. 

Cuando  la  acción  real  se  ejercite  sobre  varias  cosas  in- 
muebles, ó  sobre  una  sola  que  esté  situada  en  diferentes  ju- 
risdicciones, será  Juez/  competente  el  de  cualquiera  de  los 
lugares  en  cuya  jurisdicción  estén  sitos  los  bienes,  á  elección 
del  demandante. 

4.a  En  los  juicios  en  que  se  ejerciten  acciones  mixtas, 
será  Juez  competente  el  del  lugar  en  que  se  hallen  las  cosas, 
ó  el  del  domicilio  del  demandado,  á  elección  del  demandan- 
te. :  Ley  ant.,  art.  5.°) 

Este  artículo,  uno  de  los  más  importantes  de  la  ley,  tiene 
nos  precedentes  en  el  5.°  de  la  ley  de  1855,  cuyo  tenor  es  el  que 
sigue : 

«Art.  5.°  Fuera  de  los  casos  de  sumisión  expresa  ó  tácita 
de  que  tratan  los  artículos  anteriores,  es  Juez  competente  para 
conocer  de  los  pleitos  en  que  se  ejerciten  acciones  reales  sobre 
bienes  inmuebles  el  del  lugar  en  que  esté  la  cosa  litigiosa,  ó 
cualquiera  de  ellas  si  fueren  varias. 

De  los  en  que  se  ejerciten  acciones  reales  sobre  bienes  mue- 
bles ó  semovientes,  el  del  lugar  en  que  se  hallen  ó  el  del  domi- 
cilio del  demandado,  á  elección  del  demandante. 

De  los  en  que  se  ejerciten  acciones  personales,  el  del  lugar 
en  que  deba  cumplirse  la  obligación,  y,  á  falta  de  éste,  á  elec- 
ción del  demandante,  el  del  domicilio  del  demandado  ó  el  del 
lugar  del  contrato,  si  hallándose  en  él,  aunque  sea  accidental- 
mente, puede  ser  emplazado.  El  que  no  tuviere  domicilio  fijo 
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podrá  ser  demandado  en  el  lugar  en  que  se  encuentre  ó  en  el 
de  su  última  residencia. 

De  los  en  que  se  ejerciten  acciones  mixtas,  el  del  lugar  en 
que  esté  la  cosa  óNel  del  domicilio  del  demandado,  á  elección 
del  demandante. 

De  los  en  que  se  ejerciten  acciones  respecto  á  gestión  de  los 
guardadores,  el  del  lugar  en  que  se  hubiere  administrado  lo 
principal,  y,  en  todo  caso,  el  del  domicilio  del  guardador  si 
tuviere  el  mismo  del  menor.» 

Mucho  más  metódicas  que  estas  disposiciones  son  las  del 
artículo  308  de  la  ley  de  organización  del  Poder  judicial,  trans- 
critas casi  textualmente  al  que  estamos  comentando. 

El  estudio  de  las  acciones  es  importantísimo,  aun  cuando 
algunos  autores,  entre  ellos  el  Sr.  La  Serna,  sostienen  que  su 
estudio  corresponde  al  Derecho  civil  ó  al  Derecho  penal,  y  no 
al  procesal.  También  Eschbach  sostiene  que  su  estudio  corres- 
ponde al  derecho  privado  teórico. 

Acción,  según  Justiniano,  es  el  derecho  de  pedir  en  juicio 
lo  que  se  nos  debe.  Esta  definición  es  demasiado  estrecha;  no 
comprende  todas  las  acciones  civiles,  y  menos  las  penales. 

Dícese  también  que  es  el  modo  legal  que  tenemos  para  pedir 
en  justicia  lo  que  es  nuestro  ó  lo  que  se  nos  debe  por  otro,  ó  el 
derecho  de  exigir  alguna  cosa. 

Para  nosotros  es  «el  derecho  en  ejercicio»,  ó  sea  el  derecho 
de  reclamar  en  juicio  nuestros  derechos. 

Por  tanto,  el  derecho  es  anterior  á  la  acción:  ésta  es  el  me- 
dio; aquél,  el  fin. 

No  deben  confundirse  estas  palabras;  derecho,  acción  y  de- 
manda; ésta  es  á  la  acción  lo  que  la  acción  es  al  derecho;  de 
modo  que  si  la  acción  es  el  medio  de  cumplir  el  fin  jurídico,  la 
demanda  es  el  medio  de  que  prospere  la  acción.  Parladorio  dis- 
tinguía perfectamente  diversas  palabras  que  suelen  confundirse 
diciendo :  ex  causa  seu  contráctil  nascitur  obligatio;  ex  obliga- 
tione  oritnr  actio:  ex  actione  exurgit  intentio:  ex  intentione 
confiscitur  libellus. 
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La  acción  propiamente  dicha,  ó  el  derecho,  existe  antes  que 
la  demanda. 

«Actio  ut  quisque  contraxit,  statim  ei  competit,  ei  dominus, 
amissa  possesione,  jus  habendi  habet,  statim,  id  est  antequam 
prsetor  adeatur.» 

Tampoco  debe  confundirse  la  acción  con  la  excepción:  la 
primera  es  el  arma  ofensiva,  y  la  segunda  defensiva. 

Cuyacio  advierte  que  los  romanos  llamaban  dardos  á  las 
acciones  y  escudos  á  las  excepciones. 

«Exceptiones  sunt  clypei  reorum,  actiones  súnt  tela.» 

Las  excepciones  son  la  mano  siniestra,  las  acciones  son  la 
mano  derecha;  de  donde  Cicerón,  para  decir  que  Celio  era  me- 
jor actor  que  defensor,  dice:  «bonain  dexteram  habere,  malam 
sinistram,  uti  telo,  scite,  non  clypeo.» 

En  Roma,  las  acciones  tomaban  su  nombre,  ó  de  los  con- 
tratos (empli  et  venditi,  depotfiti  mandati,  pro  socio j,  ó  de  una 
ley  (aquilia),  ó  del  Pretor  que  las  creaba  (publiciana,  del  Pre- 
tor Pablicio),  ó  de  un  hecho  (actio  furti). 

Cuando  no  tenían  nombre,  se  recurría  á  la  acción  proescrip- 
tis  verbis,  d  in  factum. 

Acción  proescriptis  verbis.  Cum  proprium  nomen  invenire 
non  possumus  (Digesto,  ley  8  de  prese,  verbis). 

«Secundum  id  quod  contrahentes  habuere  preescriptum  et 
conventrum.» 

Se  dividían  las  acciones  en  civiles,  pretorias,  de  buena  fe  y 
arbitrarias. 

Las  civiles  nacían  de  la  ley;  las  pretorias  ú  honorarias,  del 
edicto  del  Pretor.  De  las  acciones  de  buena  fe  y  arbitrarias 
hallamos  su  mejor  definición  é*n  la  Instituía. 

Acciones  de  buena  fe :  «Ex  aequo  et  bono  ees  tima  ndi,  cuan- 
tiun  actor  restituí  debeat.»  (Instituta,  de  act.,  par.  30.) 

Acciones  arbitrarias:  «In  quibus,  nisi  arbitrio  judicio  is 
cum  qno  agitur  actori  satisfaciat,  veluti  rem  restituat,  vel 
exhibeat,  vel  solvat,  etc.,  condemnari  debeat.»  (ídem,  par.  31.) 

No  debe  pasarse  en  la  división  de  las  acciones,  dice  Bon- 
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cenne,  de  subdividirlas  en  reales,  personales  y  mixtas:  las  pri- 
meras, en  muebles  ó  inmuebles,  y  éstas  en  petitorias  y  poseso- 
rias. Pasar  más  adelante,  sería  erizar  de  inútiles  dificultades 
la  ciencia. 

Por  eso  nos  limitaremos  al  estudio  de  las  acciones  en  3u 
triple  división  de  personales,  reales  y  mixtas,  que  son  de  las 
únicas  de  que  trata  el  artículo  que  comentamos. 

Hay  que  tener,  sin  embargo,  presente  la  gran  importancia 
de  este  estudio,  ya  porque  sin  él  no  puede  darse  un  paso  en  la 
teoría  del  procedimiento,  ya  también  porque,  según  el  art.  524 
de  la  ley  vigente,  ha  de  expresarse  en  la  demanda  la  clase  de 
acción  que  se  ejercite  cuando  por  ella  haya  de  determinarse  la 
competencia.  El  art.  224  de  la  ley  de  1855  era  aún  más  radical, 
pues  exigía  en  todo  caso  el  que  se  expresase  la  clase  de  acción 
que  se  ejercitaba. 

Jurisprudencia. — El  Tribunal  Supremo  ha  declarado  en 
sentencias  de  28  de  Abril  de  1885  y  11  de  Junio  de  1897  que 
para  determinar  la  clase  de  acción  debe  atenderse  á  la  preten- 
sión formulada  en  la  demanda,  prescindiendo  de  la  calificación 
que  hagan  los  litigantes. 

Acciones  personales.  — Acción  personal  es  la  que  correspon- 
de á  alguno  para  exigir  de  otro  el  cumplimiento  de  cualquiera 
obligación  que  contrajo,  ya  sea  que  ésta  dimane  de  contrato, 
cuasicontrato  ó  nudo  pacto,  ya  de  delito  ó  cuasidelito. 

Se  dice  personal,  porque  nace  de  una  obligación  puramente 
personal:  y  así  es  que  se  da  contra  la  persona  obligada  ó  su 
heredero  que  le  representa,  mas  no  contra  un  tercer  poseedor. 

El  que  entabla  la  acción  personal  pide  que  se  condene  al  de- 
mandado á  dar  ó  hacer  aquello  á  que  se  obligó,  ó  á  pagar  los 
perjuicios  si  no  pudiere  darlo  ó  hacerlo,  y  en  consecuencia  ha 
de  acreditar  la  obligación  en  cuya  virtud  demanda,  y  que  ésta 
no  se  cumplió  por  el  demandado. 

La  competencia  en  la  acción  personal  fácilmente  se  com- 
prende que  ha  de  ser  el  domicilio;  esta  acción  sigue  á  la  perso- 
na de  una  manera  tan  absoluta,  que  con  razón  decía  Loiseau: 
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ejus  ossibus  hceret  ut  lepra  cutí.  Esto  no  obsta  para  que,  si  hay 
lugar  donde  deba  cumplirse  la  obligación,  sea  el- Juez  del  mismo 
-el  preferido. 

Según  el  art.  11  de  la  ley  Municipal  de  1877  (de  acuerdo  con 
lo  dispuesto  en  las  Reales  ordenas  de  20  de  Agosto  de  1849  y  30 
de  Agosto  de  1853),  el  lugar  en  que  el  español  tiene  su  residen- 
cia es  el  de  su  domicilio. 

Jurisprudencia.  —  El  fuero  del  domicilio  es  el  general  y 
preferente.  (31  Mayo  1854.) 

Es  también  personal,  así  en  su  forma  como  en  su  objeto,  la 
que  se  dirige  á  exigir  el  cumplimiento  de  una  obligación  con- 
traída por  el  esposo  de  aumentar  la  dote  de  su  esposa,  debiendo 
aquélla  cumplirse  en  el  lugar  del  domicilio  de  los  cónyuges. 
(22  Septiembre  1856.) 

En  el  contrato  de  transporte,  el  lugar  del  cumplimiento  de  la 
obligación  es  aquel  en  que  debe  ser  entregada  la  cosa.  (11  Octu- 
1>re  1856.) 

Las  acciones  personales  deben  entablarse  y  seguirse  -en  el 
lagar  del  domicilio  de  la  persona  obligada.  (3  Abril  1857  y  30 
Enero  1865.) 

Cuando  en  las  letras  de  cambio  se  expresa  el  domicilio  del 
pagado»»  ese  es  el  lugar  en  que  debe  cumplirse  la  obligación,  y 
el  Juez  del  mismo  es  el  competente  para  conocer  de  la  acción 
personal  que  nace  de  aquélla.  (3  Abril  1857.) 

Las  cuestiones  sobre  si  la  competencia  es  del  Juez  del  domi- 
cilio ó  del  lugar  en  q\ie  se  debe  cumplir  la  obligación,  sólo  pue- 
den ser  objeto  de  controversia  cuando  contiendan  Jueces  de  una 
misma  jurisdicción.  (6  Mayo  1857.) 

Para  demandar  en  virtud  de  acción  personal  es  preciso  acu- 
dir al  domicilio  del  demandado,  cuando  no  se  ha  designado  otro 
lu#ar  en  que  deba  cumplirse  la  obligación  por  que  se  deman- 
da. (5  Agosto  1857,  5  Marzo,  10  Septiembre  y  20  Octubre  1863.) 

Conforme  á  lo  dispuesto  en  el  párrafo  3.°,  art.  5.°,  de  la  ley 
de  Enjuiciamiento  civil,  para  conocer  de  los  pleitos  en  que  se 
ejercitan  acciones  personales  es  Juez  competente,  con  preferen- 
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cía  exclusiva,  el  del  lugar  en  que  deba  cumplirse  la  obligación; 
si  no  se  hubiere  designado  dicho  lugar,  podrá  elegir  el  deman- 
dante entre  el  Juez  del  domicilio  del  demandado,  el  del  lugar 
del  contrato,  si  hallándose  en  él  dicho  demandado,  aunque  sea 
accidentalmente,  puede  ser  allí  emplazado;  pero  á  falta  de  esta 
circunstancia,  es  indispensable  acudir  al  Juez  del  domicilio,  y 
carece,  por  tanto,  en  tal  caso  el  demandante  de  dicha  elección. 
(26  Junio  y  5  Agosto  1857,  29  Septiembre  y  23  Diciembre  1858, 
3  Febrero  1859,  23  Julio  1860,  7  Marzo  1864, 11  Abril,  19  Julio 
y  12  Septiembre  1866,  etc.) 

La  acción  personal  sobre  cumplimiento  de  un  contrato  de 
cesión  de  bienes  estipulada,  no  puede  establecerse  en  el  Juzga- 
do del  lugar  donde  radique  la  cosa  cedida,  sino  en  el  del  domi- 
cilio del  cedente.  (23  Diciembre  1858.) 

La  demanda  para  que  se  eleve  á  instr amento  piiblico  un 
pacto  ó  promesa  de  cesión  de  bienes,  no  es  otra  cosa  que  el  ejer- 
cicio de  una  acción  meramente  personal  para  el  cumplimiento 
de  la  obligación  en  que  se  funda,  y  no  está  en  el  arbitrio  del 
demandante  acudir  al  Juez  del  lugar  en  que  radican  los  bienes, 
porque  hasta  que  se  formalice  el  contrato  ningún  derecho  tiene 
sobre  los  mismos  bienes.  (23  Diciembre  1858.) 

Cuando  una  persona  se  obliga  á  remitir  á  otra  alguna  cosa, 
el  lugar  donde  reside  la  última  es  el  del  cumplimiento  de  la 
obligación.  (24  Enero  1859.) 

En  las  obligaciones  de  dar  ó  hacer  alguna  cosa  en  determi- 
nado lugar,  es  Juez  competente  el  del  territorio  donde  se  en- 
cuentre éste  comprendido,  aunque  la  acción  intentada  sea  per- 
sonal. (3  Febrero  1859.) 

Cuando  varias  personas  tienen  que  responder  de  una  misma 
obligación  personal,  aunque  sea  como  herederos  de  otra,  es  po- 
testativo en  el  demandante  acudir  al  Juez  del  domicilio  de 
cualquiera  de  ellos,  y  ante  él  tienen  que  comparecer  las  demás, 
por  no  poderse  dividir  la  continencia  de  la  causa.  (25  Febre- 
ro 1859.) 

Para  que  se  entienda  lega J mente  trasladado  el  domicilio  6 
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vecindad  de  uno  á  otro  pueblo,  es  indispensable  que  el  intere- 
do  haya  manifestado  plenamente  su  voluntad  ante  la  autoridad 
local  de  su  nueva  residencia,  conforme  á  las  Reales  órdenes  de 
20  de  Agosto  de  1849  y  30  del  mismo  mes  de  1853,  y  á  la  juris- 
prudencia establecida  por  el  propio  Tribunal  Supremo,  sin  que 
obste  para  ello  el  que  el  individuo  de  quien  se  trate  continúe 
inscrito  en  las  listas  electorales  de  su  antiguo  domicilio;  en  caso 
de  duda,  debe  decidirse  á  favor  del  Juez  del  lugar  en  que  el  de- 
mandado tenía  la  vecindad,  eon  casa  abierta,  pagando  la  con- 
tribución de  consumos,  cuando  se  verificó  el  acto  de  concilia- 
ción. (H  Marzo  y  18  Noviembre  1859,  26  Marzo  1861,  7  Agosto 
y  21  Noviembre  1862.) 

También  pertenecen  á  esta  clase  las  acciones  que  nacen  del 
contrato  de -arrendamiento,  y,  por  consiguiente,  es  Juez  compe- 
tente para  conocer  de  ellas  el  del  lugar  en  que  deba  cumplirse, 
y  no  estando  designado,  el  del  domicilio  del  demandado,  si  éste 
no  se  halla  accidentalmente  donde  se  otorgó  el  contrato.  (30  Sep- 
tiembre 1859.) 

Pertenece  á  la  clase  de  acciones  personales  el  demandar  el 
valor  de  mercancías  extraviadas  que  se  entregaren  al  capitán 
de  una  nave  para  transportarlas  al  punto  determinado.  (24  Sep- 
tiembre 1861.) 

Se  ha  de  atender  lo  primero  al  lugar  donde  deba  cumplirse 
la  obligación.  (19  Septiembre  1862.) 

Ejercitándose  acción  personal  y  pactándose  el  pago  en  un 
lugar  determinado,  es  indudable  la  competencia  del  Juez  de 
éste.  (28  Diciembre  1868.) 

Para  el  efecto  de  la  competencia  debe  reputarse  que  el  de- 
mandado se  halla  en  el  lugar  del  contri. to  y  que  puede  ser  allí 
emplazado  cuando  tiene  en  él  su  representante,  con  quien  se  ce- 
lebró el  mismo  contrato,  habilitado  además  del  oportuno  poder 
para  transigir,  comprometer  y  comparecer  en  juicio  como  actor 
ó  demandado  en  nombre  de  aquél.  (29  Diciembre  1860.) 

Cuando  se  pide  el  cumplimiento  de  una  obligación  sobre 
pago  de  cantidad,  se  entiende  por  lugar  de  su  realización  aquel 
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obligación  el  lugar  del  cumplimiento  de  ésta,  debe  tenerse  por 
tal  aquel  en  que  haya  de  verificarse  la  entrega  de  la  cosa.  (28  Fe- 
.  brero  1862.) 

El  lugar  donde  debe  cumplirse  y,  por  consiguiente,  deman- 
darse el  pago  de  los  jornales  de  un  obrero,  es  aquel  en  que  éste 
prestó  su  trabajo.  (9  Septiembre  1862.) 

En  el  lugar  donde  principió  á  cumplirse  una  obligación  debe 
tener  su  perfecto  término,  si  en  el  pacto  no  existe  nada  que  se 
oponga  á  esta  fundada  inteligencia.  (18  Agosto  1863.) 

Cuando  el  cumplimiento  de  una  obligación  pueda  efectuarse 
tanto  en  el  domicilio  del  deudor  como  en  el  lugar  del  contrato, 
no  se  entiende  que  hay  determinado  un  punto  fijo  donde  precisa- 
mente deba  cumplirse  aquélla;  en  tal  caso,  la  elección  no  puede 
ser  del  deudor,  y  es  potestativo  en  el  demandante  acudir  al  Juez 
del  domicilio  del  demandado  ó  al  del  lugar  del  contrato,  si  pue- 
de allí  ser  emplazado,  y  no  pudiendo  serlo,  el  único  Juez  com- 
petente es  el  del  domicilio  del  deudor.  (15  Febrero  y  29  Di- 
ciembre 1860.) 

Para  el  ejercicio  de  la  acción  personal  no  puede  determinar- 
se la  competencia  de  jurisdicción  por  el  lugar  en  que  se  deba 
cumplir  la  obligación,  cuando  la  demanda  no  tiene  este  objeto, 
sino  el  de  la  nulidad  del  contrato  que  se  supone  haber  mediado: 
en  este  caso  no  hay  otro  fuero  que  el  del  domicilio  del  deman- 
dado. (7  Mayo  1864.) 

Del  contrato  de  seguro  nace  una  acción  puramente  perso- 
nal, que  puede  utilizarse  contra  quien  represente  á  la  Sociedad 
aseguradora,  conforme  á  sus  estatutos,  y  para  la  competencia 
ha  de  estarse  á  lo  que  dispone  dicho  art.  5.°  de  la  ley  de  1855. 
(14  Febrero  1868.) 

Se  ha  de  atender  lo  primero  al  lugar  donde  deba  cumplirse 
la  obligación.  (Sent.  8  Julio  1867.) 

Surte  fuero  en  primer  lugar  para  el  ejercicio  de  las  acciones 
personales  el  del  lugar  en  que  la  obligación  deba  cumplirse. 
Sólo  á.  falta  de  éste  puede  atenderse  al  del  domicilio  ó  al  del 
contrato.  (Sent.  18  Junio  1870.) 
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El  del  lugar  en  que  deba  cumplirse  la  obligación,  y  á  falta 
de  éste,  á  elección  del  demandante,  el  domicilio  del  demandado 
ó  el  lugar  del  contrato,  si  hallándose  en  él,  aunque  sea  acci- 
dentalmente, puede  ser  emplazado.  (  Seat.  1.°  Octubre  1870. ) 

Es  Juez  competente,  cuando  se  ejercitan  acciones  persona- 
les, el  del  lugar  en  que  deba  cumplirse  la  obligación,  y,  á  falta 
de  éste,  el  del  domicilio  del  demandado,  á  elección  del  deman- 
dante. (Sent.  31  Diciembre  1870. ) 

La  acción  pro-socio  es  personal,  y  como  en  la  demanda  no  se 
acredite  el  lugar  donde  deba  cumplirse  el  contrato,  debe  enten- 
derse que  es  Juez  competente  el  del  domicilio  del  demandado. 
(Sent.  1.°  Abril  1871.) 

El  del  domicilio  del  demandado  ó  el  del  contrato,  si  hallán- 
dose en  él,  aunque  sea  accidentalmente,  puede  ser  emplazado. 
(Sent.  17  Abril  1871.) 

Una  pretensión,  teniendo  sólo  por  objeto  obligar  á  un  hijo  á 
que  preste  su  conformidad  á  la  modificación  hecha  en  la  divi- 
sión de  unos  mayorazgos  ó  exponga  los  agravios  que  le  origine, 
no  puede  menos  de  estimarse  como  deducida  en  virtud  de  acción 
personal.  (Sent.  o  Julio  1871. ) 

Acciones  reales.  —  Acción  real  es  la  que  nace  de  alguno  de 
los  derechos  llamados  reales,  esto  es,  del  dominio  pleno  ó  me- 
nos pleno,  de  la  sucesión  hereditaria,  de  la  servidumbre,  ó  de  la 
prenda  ó  hipoteca. 

Llámanse  reales  estos  derechos  porque  no  afectan  á  la  per- 
sona, sino  á  la  misma  cosa,  fijándose  y  encarnándose,  por  de- 
cirlo así,  en  ella. 

Todas  las  acciones  reales  nos  competen  ó  se  nos  dan  contra 
cualquier  poseedor,  séanos  conocido  ó  desconocido,  hayamos  ó 
no  tratado  con  él:  lo  que  no  sucede  á  las  acciones  personales, 
las  cuales  se  nos  dan  contra  las  personas  con  quienes  hemos 
contratado  y  no  contra  terceras. 

Se  tiene  por  poseedor  contra  quien  podamos  ejercer  nuestras 
acciones  reales,  no  sólo  el  que  posee  actualmente  la  cosa,  sino 
también  el  que  dolosamente  ha  dejado  de  poseerla.  De  aquí  es 
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el  que  si  el  demandado  destripe  maliciosamente  ó  pierde  por  su 
culpa  la  cosa  que  es  objeto  del  litigio,  debe  pagar  el  valor  de 
ella  con  los  daños  y  perjuicios,  según  juramento  del  actor  y  pre- 
via tasación  del  Juez.  (Ley  19,  titulo  2.°,  Partida  3*) 

Las  reglas  de  competencia  fijadas  en  el  artículo  que  comen- 
tamos respecto  á  las  acciones  reales,  nos  parecen  acertadas. 
Los  bienes  muebles  parece  que  siguen  la  condición  de  las  per- 
sonas: los  inmuebles,  por  el  contrario  (llamados  en  muchos  ca- 
sos y  por  esta  razón  raíces),  siguen  la  regla  rei  siten,  tienen  si- 
tuación fija,  y  tramitándose  la  demanda  en  el  lugar  en  que  es- 
tán, hay  mayor  facilidad  para  la  prueba. 

Jurisprudencia.  —  En  las  acciones  reales  la  elección  del 
fuero  no  pertenece  al  demandado.  (5  Noviembre  1853.) 

Lo  prevenido  en  los  párrafos  primero  y  penúltimo  del  artícu- 
lo 5.°  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  se  refiere  á  las  accio- 
nes reales,  y  mixtas  que  directamente  se  interpongan,  y  no  á 
las  que  incidentalmente  se  deduzcan,  pues  de  éstas  debe  cono- 
cer el  Juez  que  entienda  ó  hubiere  entendido  en  los  autos  sobre 
lo  principal.  (28  Octubre  1858.) 

Es  real  la  acción  que  entabla  el  poseedor  de  bienes  inmue- 
bles para  librarlos  de  'un  gravamen  que  sobre  ellos  pesa.  (27 
Septiembre  1859.) 

La  demanda  de  reivindicación  del  dominio  útil  de  una  finca 
envuelve  el  ejercicio  de  una  acción  real.  (31  Marzo  1860.) 

La  gestión  promovida  por  el  que  ganó  una  ejecutoria  sobre 
mejor  derecho  á  los  bienes  de  una  herencia  ó  fundación  para 
que  se  intime  á  un  tercero,  poseedor  legítimo  de  una  de  las  fin- 
cas que  por  aquélla  le  fueron  adjudicadas,  á  fin  de  que  le  reco- 
nozca por  dueño  de  ella  y  la  deje  á  su  disposición,  envuelve  el 
ejercicio  de  una  acción  reivindicatoría,  y  real  por  tanto.  Si  el 
tercero  no  fué  parte  en  aquel  pleito,  dicha  petición  es  una  de- 
manda nueva,  y  el  Juez  competente  para  conocer  de  ella  es  el 
del  lugar  donde  se  halle  la  finca,  conforme  al  párrafo  1.°  del 
artículo  5.°  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  y  no  el  que  cono- 
ció del  primer  juicio  por  radicar  en  su  jurisdicción  otra  de  las 
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fincas  reivindicadas.  (19  Diciembre  1862  y  5  Octubre  1863. 

Es  también  real  la  acción  que  se  ejercita  contra  determina- 
dos bienes  inmuebles  para  con  su  importe  en  venta  hacerse 
pago  del  suplemento  de  legítima.  (Sent.  9  Julio  1896.) 

Es  Juez  competente  para  conocer  de  los  pleitos  en  que  se 
ejerciten  acciones  reales  sobre  bienes  inmuebles,  el  del  lugar 
en  que  esté  la  cosa  litigiosa,  ó  cualquiera  de  ellas  si  fuesen  va- 
rias. (19  Diciembre  1862,  5  Octubre  1863  y  20  Septiembre  1865.) 

Acciones  mixtas.  —  Mucho  se  ha  discutido  acerca  de  la  na- 
turaleza de  estas  acciones,  y  no  falta  quien  asegura  que  no  exis- 
ten, que  sólo  hay  acciones  personales  y  acciones  reales. 

Justiniano  no  hace  más  que  poner  ejemplos  de  esta  clase  de 
acciones. 

Según  Ulpiano,  son  mixtas  porque  las  dos  partes  son  de- 
mandantes. 

Pothier  dice  que  lo  son  porque  además  de  la  cosa  se  piden 
daños  y  perjuicios. 

Boncenne,  y  también  Favar,  combaten  con  datos  irrefuta- 
bles estas  teorías. 

Para  Voet,  las  acciones  mixtas  son  más  reales  que  persona- 
les, y  para  Vinio,  son  más  personales  que  reales. 

Thouret,  en  su  proyecto  de  Enjuiciamiento  civil,  dijo  que 
«las  acciones  mixtas  quedaban  abrogadas».  Esto  era  quitar 
muchas  espinas  á  la  zarza,  observa  Boncenne. 

La  definición  más  general  es  la  siguiente: 

Acción  mixta  es  la  que  en  parte  es  real  y  en  parte  personal, 
ó  la  que  procede  juntamente  de  derecho  real  y  personal:  por 
ella  pedimos  la  restitución  de  una  cosa  que  nos  pertenece,  y  la 
satisfacción  ó  pago  de  lo  que  se  nos  debe  por  razón  de  ganan- 
cias, perjuicios  ú  otras  prestaciones  personales. 

Ha  de  tenerse  presente,  según  la  decisión  de  competencia 
de  9  de  Febrero  de  1864,  que  en  el  caso  de  que  se  ejerciten  en 
una  demanda  acciones  que  unas  sean  personales  por  sí  solas  y 
otras  meramente  reales,  no  pueden  amalgamarse  para  consti- 
tuir acción  mixta. 
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La  competencia  en  las  acciones  mixtas  debe  ser  la  de  las 
acciones  reales  y  la  de  las  acciones  personales:  esto  es,  doble. 
Así  lo  consigna  la  ley. 

Jurisprudencia.  —  Cuando  se  hace  uso  á  la  vez  de  una  ac- 
ción real  y  de  otra  personal,  es  lo  mismo  que  ejercitar  una  ac- 
ción mixta,  y  en  este  caso  es  Juez  competente  el  del  lugar  de  la 
♦cosa  litigiosa,  si  el  demandante  no  elige  el  del  domicilio  del  de- 
mandado. (31  Marzo  1860.) 

Cuando  las  acciones  personales  ó  mixtas  que  se  intenten  no 
procedan  de  contrato  ú  obligación,  es  Juez  competente  el  del 
domicilio  del  demandado  ó  el  del  lugar,  en  que  esté  la  cosa.  (21 
Febrero  1860.) 

La  querella  de  inoficioso  testamento  es  una  especie  de  pe- 
tición de  herencia  que  se  deduce  contra  los  herederos  instituí- 
dos,  y  en  tal  concepto  debe  clasificarse  de  mixta.  (6  de  Noviem- 
bre de  1867. ) 

También  lo  es  la  acción  en  virtud  de  la  cual  se  pide  la  libe- 
ración de  un  gravamen  que  pese  sobre  unos  bienes,  y  además  la 
presentación  de  títulos  y  la  restitución  de  frutos.  (21  de  Sep- 
tiembre de  1857.) 

El  Juez  que  lo  es  á  la  vez  del  lugar  en  que  radica  la  finca 
reclamada  y  del  domicilio  del  demandado,  es  el  competente  para 
conocer  de  las  acciones  real  y  personal  deducidas  contra,  el 
mismo.  (15  Diciembre  1860.) 

La  constitución  de  hipoteca  en  un  contrato  de  préstamo 
produce  la  acción  hipotecaria  ó  mixta,  que,  participando  de  la 
real,  puede  intentarse  en  el  lugar  donde  radica  la  cosa  hipote- 
cada. (22  Octubre  1858.) 

A  falta  de  sumisión,  es  competente,  según  la  regla  1.a,  ar- 
tículo 62,  de  la  citada  ley,  para  conocer  de  los  juicios  en  que  se 
ejercitan  acciones  personales,  el  Juez  del  lugar  en  que  debe 
cumplirse  la  obligación,  y  este  lugar,  cuando  no  se  ha  señala- 
do, es  el  en  que  principió  á  tener  ejecución  lo  convenido,  con 
arreglo  á  la  jurisprudencia  del  Tribunal  Supremo.  (16  de  Abril 
dt  1888.) 
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Si  la  demanda  por  acción  personal  tiene  por  objeto  que  se 
declare  la  existencia  y  perfección  de  un  contrato  consensual  ce- 
lebrado de  palabra  y  que  se  obligue  al  demandado  á  su  cumpli- 
miento, y  éste  niega  la  existencia  obligatoria  de  tal  contrato, 
no  puede  suponerse  designado  expresa  ni  tácitamente  el  lugar 
en  que  debe  cumplirse  la  obligación,  porque  mientras  no  se 
pruebe  y  declare  la  existencia  de  ésta,  ño  puede  exigirse  su 
cumplimiento  ni  determinarse  el  lugar  en  que  haya  de  verifi- 
carse, y,  por  tanto,  es  indispensable,  para  obtener  aquella  de- 
claración, sujetarse  al  Juez  del  domicilio  del  demandado,  con- 
forme á  la  regla  1.a  del  art.  62  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  ci- 
vil, por  no  existir  otra  base  para  determinar  la  competencia 
cuando  no  media  sumisión  de  las  partes.  (29  Septiembre  1884.) 

Procediendo  la  deuda  reclamada  por  un  partícipe  en  un  bi- 
llete de  lotería  del  premio  correspondiente  á  éste,  es  Juez  com- 
petente para  conocer  de  dicha  demanda  el  del  lugar  donde  el 
billete  fué  tomado  y  pagado  el  premio  á  los  demás  partícipes, 
por  ser  aplicable  al  caso  la  regla  1.a,  en  su  primera  parte,  del 
artículo  02  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil.  (24  de  Septiem- 
bre de  1884.) 

Si  bien  es  cierto  que  para  conocer  de  los  pleitos  en  que  se 
ejerciten  acciones  personales  tiene  preferente  competencia  el 
Juez  del  lugar  donde  la  obligación  deba  cumplirse  sobre  el  del 
domicilio  del  demandado,  es  preciso  que  ai  decidirse  la  cuestión 
jurisdiccional  sea  conocido  el  lugar  del  cumplimiento;  y  para 
darlo  á  conocer  no  bastan  las  afirmaciones  del  demandante  por 
sí  solas,  sino  que  es  necesario  que  exista  algún  fundamento  ó 
indicio  racional  que*  lo  demuestre,  porque  de  otra  suerte  que- 
daría al  arbitrio  del  actor  privar  ai  demandado  de  su  propio 
fuero.  (8  Junio  y  10  Noviembre  1898.) 

Acumuladas  voluntariamente  por  el  actor  en  su  demanda 
varias  reclamaciones  para  que  sean  resueltas  á  la  vez  por  el 
mismo  Juzgado,  mientras  esta  acumulación  se  mantenga,  el 
conocimiento  debe  atribuirse  al  que  sea  competente  para  el  ma- 
yor número  de  ellas.  (18  Marzo  1899.) 
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Conforme  á  la  regla  1.a  del  art.  62  de  la  ley  fie  Enjuicia* 
miento  civil,  teniendo  la  demanda  por  objeto  el  cumplimiento 
de  una  obligación  personal,  compete  el  conocimiento  de  la  mis- 
ma al  Juez  del  domicilio  del  demandado. 

Tratándose  en  -el  propio  caso  del  reintegro  de  cantidad,  la 
circunstancia  de  que  el  deudor  recibiera  aquélla  en  el  domici- 
lio del  acreedor  no  le  obligaría  á  devolverla  en  aquel  mismo 
lagar.  (20  niciembre  1899.) 

Cuando  se  ejercitan  á  la  vez  una  acción  real  y  otra  personal, 
que  son  conjuntas,  se  está  en  el  mismo  caso  que  si  se  ejercitara 
una  acción  mixta,  y  es  potestativo  en  el  demandante  elegir  el 
Juez  del  domicilio  del  demandado  ó  el  del  lugar  de  la  cosa, 
conforme  al  párrafo  4.°  del  art.  5.°  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
civil.    27  Septiembre  1859  y  30  Diciembre  1860.) 

En  igual  caso  se  halla,  por  participar  del  doble  carácter  de 
real  y  personal,  la  acción  por  la  que  se  reclama  el  abono  de 
obras  ejecutadas  en  un  ferrocarril,  la  continuación  de  las  mis- 
mas y  la  indemnización  de  daños  y  perjuicios.  (5  de  Mayo 
de  1860.) 

Acción  mixta  es  la  que  es  en  parte  real  y  en  parte  personal , 
ó  la  que  procede  juntamente  de  derecho  real  y  personal.  (9  Fe- 
brero 1864.) 

Cuando  se  ejercitan  á  la  vez  diferentes  acciones,  unas  por 
sí  solas  personales  y  otras  meramente  reales,  no  pueden  amal- 
gamarse para  constituir  una  acción  mixta,  y  no  procede,  por 
tanto,  la  elección  entre  el  logar  de  la  cosa  y  el  del  domicilio 
del  demandado,  que  concede  al  actor  el  párrafo  4.°  del  art.  5.° 
de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  de  1855,  debiendo  en  tal  caso 
conocer  del  pleito  el  Juez  del  lugar  de  la  cosa,  como  de  compe- 
tencia preferente,  en  consideración  á  la  acción  real.  (9  Feto-e- 
ro 1864.) 

El  demandante  por  acción  mixta,  á  cuya  clase  pertenece  la 
de  petición  de  herencia  y  de  mejor  derecho  á  un  vínculo  con 
abono  de  frutos  y  rentas,  está  en  su  derecho  interponiendo  la 
demanda  ante  el  Juez  del  lugar  en  que  radica  la  cosa  reclama- 
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da,  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  dicho  párrafo  4.°  del  art.  5.° 
(21  Diciembre  1866. ) 

En  los  juicios  en  que  se  ejerciten  acciones  mixtas  es  Juez 
competente  el  del  lugar  en  que  se  hallen  las  cosas  ó  el  del  do- 
micilio del  demandado,  á  elección  del  demandante.  (4  Mayo  1877, 
8  Julio  y  28  Noviembre  1878.) 

La  acción  de  nulidad  deducida  contra  la  escritura-  de  im 
contrato  hipotecario  es  mixta.  (28  Julio  1883.) 

También  lo  es  la  que  se  ejercita  para  el  pago  de  cantidad 
asegurada  con  hipoteca.  (11  Julio  1900.) 

Artículo  63. 

Para  determinar  la  competencia,  fuera  de  lo3  casos  ex- 
presados en  los  artículos  anterioras,  se  seguirán  las  reglas 
siguientes: 

1.°  En  las  demandas  sobre  estado  civil,  será  Juez  com- 
petente el  del  domicilio  del  demandado. 

2.a  En  las  demandas  sobro  rendición  y  aprobación  de 
las  cuentas  que  deban  dar  los  administradores  de  bienes 
ajenos,  será  Juez  competente  el  del  lugar  donde  deban  pre- 
sentarse las  cuentas,  y  no  estando  determinado,  el  del  do- 
micilio del  poderdante  ó  duefío  de  los  bienes  ó  el  del  lugar 
donde  se  desempeñe  la  administración,  á  elección  de  dicho 
dueño. 

3.a  En  las  demandas  sobre  obligaciones  de  garantía  ó 
complemento  de  otras  anteriores,  será  Juez  competente  el 
que  lo  sea  para  conocer,  ó  esté  conociendo,  de  la  obligación 
principal  sobre  que  recayeren. 

4.a  En  las  demandas  de  reconvención,  será  Juez  com- 
petente el  que  esté  conociendo  de  la  que  hubiere  promovido 
el  litigio. 

No  es  aplicable  esta  regla  cuando  el  valor  pedido  en  la 
reconvención  excediere  de  la  cuantía  á  que  alcancen  las 
atribuciones  del  Juez  que  entendiere  en  la  primera  deman- 
da, en  cuyo  caso  éste  reservará  al  actor  de.  la  reconvención 
su  derecho  para  que  ejercite  su  acción  donde  corresponda. 

5.ft  En  los  juicios  de  testamentaría  ó  abintestato,  será 
competente  el  Juez  del  lugar  en  que  hubiere  tenido  el  fina- 
do su  último  domicilio. 
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Si  lo  hubiere  tenido  en  país  extranjero,  será  Juez  com- 
petente el  del  lugar  de  su  último  domicilio  en  España,  ó 
donde  estuviere  la  mayor  parte  de  sus  bienes. 

No  obstará  esto  á  que  los  Jueces  de  primera  instancia  ó 
municipales  del  lugar  donde  alguno  falleciere,  adopten  las 
medidas  necesarias  para  el  enterramiento  y  exequias  del 
difunto,  y  en  su  caso  á  que  los  mismos  Jueces  en  cuya  ju- 
risdicción tuviere  bienes,  tomen  las  medidas  necesarias  para 
asegurarlos  y  poner  en  buena  guarda  los  libros  y  papeles, 
remitiendo  las  diligencias  practicadas  al  Juez  á  quien  corres- 
ponda conocer  de  la  testamentaría  ó  abintestato,  y  dejándole 
expedita  su  jurisdicción. 

6.a  Se  regirán  también  por  la  regla  anterior  los  juicios 
de  testamentaría  que  tengan  por  objeto  la  distribución  de 
los  bienes  entre  los  pobres,  parientes  ú  otras  personas  lla- 
madas por  el  testador,  sin  designarlas  por  sus  nombres. 

Cuando  el  juicio  tenga  por  objeto  la  adjudicación  de 
bienes  de  capellanías  ó  de  otras  fundacionees  antiguas,  será 
Juez  competente  el  de  cualquiera  de  los  lugares  en  cuya 
jurisdicción  estén  sitos  los  bienes,  á  elección  del  deman- 
dante. 

7.a  En  las  demandas  sobre  herencias,  su  distribución, 
cumplimiento  de  legados,  fideicomisos  universales  y  singu- 
lares, reclamaciones  de  acreedores  testamentarios  y  heredita- 
rios, mientras  estuvieren  pendientes  los  autos  de  testamen- 
taría ó  abintestato,  será  Juez  competente  el  que  conociere  de 
estos  juicios. 

8.a  En  los.  concursos  de  acreedores  y  en  las  quiebras, 
cuando  fuere  voluntaria  la  presentación  del  deudor  en  este 
estado,  será  Juez  competente  el  del  domicilio  del  mismo. 

9.a  En  los  concursos  ó  quiebras  promovidos  por  los 
acreedores,  el  de  cualquiera  de  los  lugares  en  que  se  esté 
conociendo  de  las  ejecuciones. 

Será  entre  ellos  preferido  el  del  domicilio  del  deudor,  si 
éste  ó  el  mayor  número  de  acreedores  lo  reclamasen.  En 
otro  caso,  lo  será  aquel  en  que  antes  se  decretare  el  concurso 
ó  la  quiebra. 

10.  En  los  litigios  acerca  de  la  recusación  de  arbitros  y 
amigables  oomponedores,  cuando  ellos  no  accedieren  á  la 
recusación,  será  competente  el  Juez  del  lugar  en  que  resida 
el  recusado. 

11.  En  les  recursos  de  apelación  contra  los  arbitros,  en 
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los  casos  en  que  corresponda  según  derecho,  será  competente 
la  Audiencia  del  distrito  á  que  corresponda  el  pueblo  en 
que  se  haya  fallado  el  pleito. 

12.  En  los  embargos  preventivos  será  competente  el 
Juez  del  ^partido  en  que  estuvieren  los  bienes  que  se  hubie- 
ren de  embargar,  y  á  prevención,  en  los  casos  de  urgencia, 
el  Juez  municipal  del  pueblo  en  que  se  hallaren. 

13.  En  las  demandas  en  que  se  ejerciten  acciones  de 
desahucio  ó  de  retracto,  será  Juez  competente  el  del  lugar 
en  que  estuviere  sita  la  cosa  litigiosa,  ó  el  del  domicilio  del 
demandado,  á  elección  del  demandante. 

14.  En  el  interdicto  de  adquirir,  será  Juez  competente 
el  del  lugar  en  que  estén  sitos  los  bienes,  ó  aquel  en  que 
radique  la  testamentaría  ó  abintestato,  ó  el  domicilio  del 
finado. 

15.  En  les  interdictos  de  retener  y  recobrar  la  posesión, 
en  los  de  obra  nueva  y  obra  ruinosa,  y  en  los  deslindes,  será 
Juez  competente  el  del  lugar  en  que  esté  sita  la  cosa  objeto 
del  interdicto  ó  deslinde. 

16.  En  los  expedientes  de  adopción  ó  abrogación,  será 
Juez  competente  el  del  domicilio  del  adoptante  ó  arrogador. 

17.  En  el  nombramiento  y  discernimiento  de  los  cargos 
de  tutores  ó  curadores  para  los  bienes  y  excusas  de  estos 
cargos,  será  Juez  competente  el  del  domicilio  del  padre  ó 
de  la  madre  cuya  muerte  ocasionare  el  nombramiento,  y  en 
su  dofecto,  el  del  domicilio  del  menor  ó  incapacitado,  ó  el 
de  cualquier  lugar  en  que  tuviere  bienes  inmuebles. 

18.  En  el  nombramiento  y  discernimiento  de  los  cargos 
de  curadores  para  pleitos,  será  competente  el  Juez  del  lugar 
en  que  los  menores  ó  incapacitados  tengan  su  domicilio  ó 
el  del  lugar  en  que  necesitaren  comparecer  en  juicio. 

19.  En  las  demandas  en  que  se  ejercitaren  acciones  re- 
lativas á  la  gestión  de  la  tutela  ó  curaduría,  en  las  excusas 
de  estos  cargos  después  de  haber  empezado  á  ejercerlos,  y 
en  las  demandas  de  remoción  de  los  guardadores  como  sos- 
pechosos, será  Juez  competente  el  del  lugar  en  que  se  hu- 
biere administrado  la  guardaduría  en  su  parte  principal,  ó 
el  del  domicilio  del  menor. 

20.  En  los  depósitos  de  personas,  será  Juez  competente 
el  que  conozca  del  pleito  ó  causa  que  los  motive. 

Cuando  no  hubiere  autos  anteriores,  será  Juez  compe- 
tente el  del  domicilio  de  la  persona  que  deba  ser  depositada. 
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Cuando  circunstancias  particulares  lo  exigieren,  podrá 
decretar  interina  y  provisionalmente  el  depósito  el  Juez 
.  municipal  del  lugar  en  que  se  encontrare  la  persona  que 
deba  ser  depositada,  remitiendo  las  diligencias  al  de  primera 
instancia  competente,  y  poniendo  á  su  disposición  la  persona 
depositada. 

21.  En  las  cuestiones  de  alimentos,  cuando  éstos  se 
pidan  incidentalmente  en  los  casos  de  depósitos  de  personas 
ó  en  un  juicio,  será  Juez  competente  el  del  lugar  en  qne 
tenga  su  domicilio  aquel  á  quién  se  pidan. 

22.  En  las  diligencias  para  elevar  á  escritura  pública 
los  testamentos,  cocücilos  ó  memorias  otorgados  verbalmen- 
te,  ó  los  escritos  sin  intervención  de  Notario  público,  y  en 
las  que  hayan  de  practicarse  para  la  apertura  de  los  testa- 
mentos ó  codicilos  cerrados,  será  Juez  competente  el  del 
lugar  en  que  se  hubieren  otorgado  respectivamente  dichos 
documentos. 

23.  En  las  autorizaciones  para  la  venta  de  bienes  de 
menores  ó  incapacitados,  será  Juez  competente  el  del  lugar 
en  que  los  bienes  se  hallaren,  ó  el  del  domicilio  de  aquellos 
á  quienes  pertenecieren. 

24.  En  los  expedientes  que  tengan  por  objeto  la  admi- 
nistración de  los  bienes  de  un  ausente,  cuyo  paradero  se 
ignore,  será  Juez  competente  el  del  último  domicilio  quo 
hubiere  tenido  en  territorio  español. 

25.  En  las  informaciones  para  dispensas  de  ley,  y  en  las 
habilitaciones  para  comparecer  en  juicio,  cuando  por  dere- 
cho se  requieran,  será  Juez  competente  el  del  domicilio  del 
que  las  solicitare. 

26.  En  las  informaciones  para  perpetua  memoria,  será 
Juez  competente  el  del  lugar  en  que  hayan  ocurrido  los 
hechos,  ó  aquel  en  que  estén,  aunque  sea  accidentalmente, 
los  testigos  que  hayan  de  declarar. 

Cuando  estas  informaciones  se  refieran  al  estado  actual 
de  cosas  inmuebles,  será  Juez  comitente  el  del  lugar  en 
que  estuvieren  sitas. 

27.  En  los  apeos  y  prorrateos  de  foros  y  posesión  de 
bienes  por  acto  de  jurisdicción  voluntaria,  será  Juez  com- 
petente el  del  lugar  donde  radique  la  mayor  parte  de  las 
fincas.  (Ley  org.  del  P.  J.,  art.  309.) 

Las  reglas  generales  para  fijar  las  competencias  consigna- 
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das  en  el  art.  62  no  pueden  ser  bastantes  para  resolver  todos 
los  casos  que  se  presenten  en  la  práctica,  pues  según  se  advier- 
te, leyendo  las  prescripciones  de  los  artículos  63,  64,  65,  66, 
67,  68,  69  y  70,  habría  muchas  ocasiones  en  que,  no  hallándose 
determinada  concreta  y  especialmente  la  competencia,  no  se 
sabría  á  qué  atenerse  ni  sobre  qué  bases  fundar  la  declaración 
de  competente  á  favor  de  un  Juez  ó  Tribunal  cualquiera. 

En  este  art.  63  se  encuentran  comprendidas  la  mayor  par- 
te de  esas  reglas  especiales  cuya  necesidad  hacemos  notar,  y 
en  él  se  establece  lo  prescrito  en  el  309  de  la  ley  orgánica 
del  Poder  judicial  y  se  sigue  á  la  ley  anterior  de  Enjuicia- 
miento. 

Y  en  todas  las  reglas  fijadas  domina  el  criterio  que  deter- 
mina las  generales  consignadas  en  el  art.  62,  porque,  cuando 
se  trata  de  acciones  personales,  se  declara  competente  al  Juez 
del  lugar  en  que  ha  de  cumplirse  la  obligación  ó  al  del  domicilio 
del  demandado;  cuando  de  acciones  mixtas,  el  del  lugar  en  que 
se  hallen  las  cosas,  ó  también  el  del  domicilio  del  demandado; 
y  para  ciertos  actos  de  jurisdicción  voluntaria,  el  del  domicilio 
de  la  persona  interesada  ó  de  quien  se  exija  el  acto  de  que  se 
trate,  á  no  ser  que,  como  en  las  informaciones  sobre  el  estado 
de  cosas  inmuebles,  se  fije  la  competencia  lógicamente  á  favor 
del  Juez  del  lugar  én  que  estuvieren  sitas. 

Por  lo  tanto,  estriba  la  verdadera  importancia  de  las  reglas 
de  este  artículo  en  que  especifican  convenientemente  diversos 
casos  que  en  la  práctica  podrían  dar  lugar  á  dudas. 

Diremos,  por  último,  que  las  señaladas  con  los  números  2, 
6,  16,  24  y  27  están  tomadas  de  la  jurisprudencia  del  Tribunal 
Supremo,  y  que  en  cambio  se  ha  omitido  la  regla  señalada  con 
el  núm.  20  en  el  art.  309  citado  de  la  ley  orgánica  del  Poder 
judicial,  que  daba  la  competencia,  tratándose  de  la  acumula- 
ción de  autos,  al  Juez  que  conociere  de  los  más  antiguos,  sal- 
vas algunas  excepciones  que  en  el  mismo  se  consignan. 

Jurisprudencia.  —  Con  arreglo  al  art.  309  de  la  ley  de  or- 
ganización del  Poder  judicial,  en  las  demandas  sobre  estado  ci- 
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-vil  será  fuero  competente  el  del  domicilio  del  demandado.  (Sen- 
tencia 18  Noviembre  1878.) 

El  obligado  á  dar  cuentas  en  virtud  de  un  contrato  por  el 
que  se  encargó  de  una  administración,  puede  ser  demandado 
sobre  ellas  ante  el  fuero  del  lugar  de  la  misma,  aun  cuando  se 
halle  el  reconvenido  en  el  lugar  donde  se  celebró  el  contrato. 
(Seni.  12  Octubre  1853.) 

El  Juez  del  domicilio  del  difunto  es  el  competente  para  co- 
nocer del  juicio  de  testamentaría,  sin  perjuicio  de  la  sumisión 
de  los  interesados  á  otro  Juez  ordinario.  (Sents.  18  Noviera- 
bre  1858.  20  Septiembre  y  9  Noviembre  1860.) 

El  conocimiento  de  los  juicios  de  testamentaría  voluntarios 
y  necesarios,  y  las  reclamaciones  á  que  dan  lugar,  corresponden 
á  la  jtirisdicción  del  domicilio  del  difunto.  Dicha  regla  no  sufre 
Alteración  por  el  fallecimiento  accidental  en  otro  pueblo  y 
menos  en  país  extranjero.  (Sent.  14  Abril  1859.) 

El  Jaez  competente  para  conocer  de  la  testamentaría  de  un 
finado  es  el  del  domicilio  de  éste.  (Sents.  24  Enero  y  6  Ju- 
nio 1868,  21  Agosto  1873, 17  Junio  1874  y  16  Noviembre  1875.) 

El  Juez  competente  para  conocer  de  un  abintestato  es  el  del 
domicilio  del  difunto.  (Sents.  30  Junio  1859,  29  Septiemljre 
de  7864,  24  Mayo  1877  y  30  Octubre  1878.) 

&egxm  la  regla  14  del  art.  309  de  la  ley  sobre  organización 
del  Poder  judicial,  en  los  interdictos  de  recobrar  la  posesión  es 
Juez  competente  ol  del  lugar  en  que  está  sita  la  cosa  objeto  del 
interdicto,  y  en  el  caso  de  ser  dudoso  debe  atenderse  al  princi- 
pio general  de  lo  que  sea  más  favorable  á  los  demandados. 
(Sent .  17  Mayo  1877.)  , 

Es  Juez  competente  para  el  depósito  de  las  personas  el  que 
-conoce  del  pleito  ó  causa  que  las  motivó.  (Seni.  2  Julio  1878.) 

Es  Juez  competente  para  conocer  sobre  el  depósito  el  del  do- 
micilio de  la  persona  que  deba  ser  depositada.  (Sent.  21  Sep- 
tiembre 1878.) 

Si  circunstancias  especiales  lo  exigieren,  podrá  el  Juez  del 
lugar  en  que  se  encontrase  cualquiera  persona  que  deba  ser  de- 
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positada  decretar  el  depósito  interino.  (Sent*  cit.  21  Septiem- 
bre 1878.) 

Cual  reiteradamente  ha  declarado  este  Tribunal  Supremor 
de  acuerdo  con  lo  dispuesto  en  el  art.  1.728  del  Código  civil, 
está  obligado  el  mandante  á  satisfacer  al  mandatario  las  can- 
tidades que  le  debiere  en  el  lugar  en  que  haya  desempeñado  el 
mandato,  siguiéndose  de  ello  que  el  Juez  de  ese  lugar  tiene  pre- 
ferente competencia  sobre  el  del  domicilio  del  demandante  para 
conocer  de  la  demanda  en  que  se  le  exija  el  cumplimiento  de 
aquella  obligación,  á  tenor  de  la  regla  1.a  del  art.  62  de  la  ley 
de  Enjuiciamiento  civil.  (30  Enero,  4  Mayo  y  9  Octubre  1901./ 

La  despedida  de  los  criados,  menestrales,  artesanos  y  demás 
trabajadores  asalariados,  da  derecho  á  desposeerles  desde  luego- 
del  edificio  que  ocuparen  por  razón  de  su  cargo,  conforme  á  lo 
dispuesto  en  el  art.  1.587  del  Código  civil,  correspondiendo  en 
tal  caso  el  conocimiento  del  juicio  al  Juez  municipal  respectivo, 
con  arreglo  al  núm.  3.°  del  art.  1.565  de  la  ley  procesal.  (8  Ju- 
lio 1898.) 

El  conocimiento  de  las  demandas  de  desahucio  que  se  funden 
en  el  cumplimiento  del  término  estipulado  corresponde  en  pri- 
mera instancia  á  los  Jueces  municipales,  á  menos  que  se  trate- 
de  fincas  comprendidas  en  el  apartado  1.°  del  art.  1.563  de  la 
ley  de  Enjuiciamiento  civil;  y,  si  bien  es  cierto  que  esa  regla- 
de  competencia  presupone  la  existencia  de  un  contrato  de  arren- 
damiento, lo  es  también  que  existe  contrato  cuando  expresa  ó- 
tácitamente  se  hubiese  prorrogado  un  arrendamiento  anterior- 
mente celebrado.  (9  Septiembre  1901.) 

Ocupada  por  el  demandado  la  habitación  objeto  de  desahu- 
cio con  motivo  de  un  cargo  que  en  ella  desempeñaba  y  del  que 
fué  separado,  requiriéndole  para  que  la  desocupase,  dicha  rele- 
vación y  requerimiento  contienen  el  término  de  arrendamiento 
estipulado  en  el  contrato,  como  repetidamente  lo  ha  declarado 
la  jurisprudencia  del  Tribunal  Supremo  en  observancia  del  ar- 
tículo 1.587  del  Código  civil. 

Tratándose  de  un  caso  expresamente  comprendido  en  el  nú- 
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mero  1.°  del  art.  1.562  de  la  ley  procesal,  es  competente  para 
-conocer  del  juicio  el  respectivo  Juez  municipal,  y  no  se  comete 
por  ello  el  quebrantamiento  da  forma  mencionado  en  el  núm.  6.° 
del  art.  1.693.  (9  Septiembre  1901.) 

El  precio  del  arrendamiento  ó  alquiler  de  una  cosa  debe  sa- 
tisfacerse,*mientras  no  se  pacte  lo  contrario,  donde  la  cosa  exis- 
ta y  se  entregue  para  su  uso.  (15  Junio  1885.) 

Según  lo  dispuesto  en  el  párrafo  segundo  del  art.  63  de  la 
ley  de  Enjuiciamiento  civil,  en  las  demandas  sobre  rendición  y 
aprobación  de  cuentas  que  han  de  dar  los  administradores  de 
bienes  ajenos  será  Juez  competente  el  del  lugar  donde  deban  pre- 
sentarse las  cuentas,  y  no  estando  determinado,  el  del  domicilio 
del  poderdante  ó  dueño  de  los  bienes  ó  el  del  lugar  donde  se 
desempeñe  la  administración,  á  elección  de  dicho  dueño.  (7  de 
Abril  1883.) 

La  reclamación,  en  el  concepto  de  hijo  natural,  de  parte  de 
la  herencia  del  finado,  corresponde  al  juicio  de  testamentaría  ó 
de  abintestato,  cuya  competencia,  con  arreglo  al  art.  63,  nú- 
mero 5.°,  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  es  del  Juez  del  lugar 
del  último  domicilio  del  difunto.  (23  Junio  1898  J 

El  Juez  ante  quien  se  halle  pendiente  el  juicio  de  testamen- 
taría es,  conforme  á  la  regla  7.a  del  art.  63  de  la  ley  de  Enjui- 
ciamiento, el  competente  para  conocer  de  la  demanda  de  nuli- 
dad del  respectivo  testamento.  (7  Diciembre  1900,) 

Con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  la  regla  21  del  art.  63  de  la  ley 
de  Enjuiciamiento  civil,  es  Juez  competente,  fuera  de  los  casos 
establecidos  en  los  artículos  anteriores,  para  conocer  en  las 
cuestiones  de  alimentos  cuando  éstos  no  se  pidan  incidental- 
mente  en  los  casos  de  depósitos  de  personas  ó  en  un  juicio,  el  del 
lugar  en  que  tenga  su  domicilio  aquel  á  quien  se  pidan.  (15  Di- 
ciembre 1885.) 

La  obligación  de  abonar  el  importe  de  alimentos  suministra- 
dos por  el  demandante  lleva  en  sí,  por  su  naturaleza  especial, 
la  condición  implícita  de  que  ha  de  ser  cumplida  en  el  punto  en 
-que  se  preste  el  servicio.  (28  Julio  1887.) 
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Habiéndose  obligado  el  marido  á  poner  todos  los  meses  ea 
mano  y  poder  de  su  mujer  una  pensión  alimenticia,  es  Juez, 
competente  para  conocer  de  la  demanda  que  sobre  pago  de  ésta, 
interponga  la  mujer  el  del  lugar  donde  la  misma  resida,  con  la 
aquiescenpia  del  primero.  (26  Julio  1888.) 

Si  bien  es  doctrina  sentada  por  el  Tribunal  Supremo  que  la^ 
obligación  al  pago  de  alimentos  lleva  en  sí  la  condición  implí- 
cita  de  que  ha  de  ser  cumplida  en  el  mismo  punto  donde  se  pres- 
tó el  servicio,  esto  se  entiende  únicamente  para  el  caso  de  ejer- 
citarse la  acción  contra  el  que  recibió  los  alimentos  ó  se  obligó- 
á  pagarlos;  pero  no  puede  aplicarse  cuando  se  dirige  la  acción 
contra  un  tercero,  que  no  resulta  haberse  obligado  en  manera 
alguna.  (22  Septiembre  1888. ) 

Según  la  regla  9.a  del  art.  63  de  la  ley  de  Enjuiciamiento- 
civil,  tiene  fuero  preferente  de  entre  los  Jueces  que  estén  cono- 
ciendo de  las  ejecuciones  determinantes  de  un  concurso,  el  del 
domicilio  del  deudor,  si  éste  ó  el  mayor  número  de  los  acreedores- 
lo  reclama.  (3  Mayo  1901.) 

Conforme  á  la  regla  20  del  art.  63  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento civil,  corresponde  el  conocimiento  de  los  expedientes 
sobre  depósito  de  las  personas  al  Juez  del  domicilio  de  la  que» 
deba  ser  depositada,  y  que,  si  bien  la  mujer  casada  no  sepa- 
rada legalmente  se  reputa  domiciliada  con  su  marido,  carece 
esta  regla  general  de  aplicación  al  caso  en  que  sea  el  mis- 
mo marido  quien  reclame  su  propio  fuero  contra  el  que  con  su 
autorización  hubiere  ganado  la  mujer  residiendo  habitualmente 
en  otro  lugar,  según  reiteradas  declaraciones  del  Tribunal  Su- 
premo, porque  entonces  el  marido  está  obligado  á  reconocer  la* 
consecuencias  legales  de  tal  situación,  creada  en  virtud  de  sus- 
propios  actos,  y  á  someterse  por  ella  al  domicilio  de  la  mujer. 
(23  Octubre  1899.) 

Según  la  regla  8.a  del  art.  63  de  la  ley  de  Enjuiciamiento- 
civil,  en  los  concursos  de  acreedores  y  en  las  quiebras,  cuando 
fuese  voluntaria  la  presentación  del  deudor  en  este  estado,  será. 
Juez  competente  el  del  domicilio.  (2  Marzo  188o.) 
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La  obligación  que  tiene  el  librador  de  una  letra  de  cambio, 
presentada  y  protestada  en  tiempo,  y  forma  de  reembolsar  su . 
importe  con  los  gastos  del  protesto  y  recambio  al  portador  de  la 
misma,  debe  cumplirse,  cuando  no  se  ha  estipulado  otra  cosa, 
.en  el  lugar  en  que  se  entregó  su  valor.  (9  Marzo  1886.) 

Aun  cuando  no  resulte  consignado  expresamente  por  no  exis- 
tir contrato  escrito  el  lugar  en  que  debe  cumplirse  la  obligación 
contraída  por  una  parte  de  pagar  á  la  otra  el  importe  de  una 
letra  de  cambio  que  por  cuenta  de  aquélla  había  satisfecho,  se 
trata  de  un  servicio  que,  según  la  jurisprucencia  constante  del 
Tribunal  Supremo,  debe  satisfacerse  en  el  lugar  en  que  se  pres- 
tó. (2  Septiembre  1886.) 

Tratándose  de  una  acción  personal  dirigida  al  cumplimiento 
de  una  obligación  de  transporte  en  una  determinada  estación 
mediante  el  canje  de  la  mercancía  por  la  carta  de  porte,  es  in- 
dudable que  tal  obligación  es  legalmente  exigible  ante  el  Juz- 
gado á  que  dicha  estación  corresponde. 

Resolviendo  asi  la  Sala  sentenciadora,  se  atempera  á  lo  dis- 
puesto en  los  artículos  542  y  62,  regla  1.a,  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento civil.  (21  Junio  1888.) 

Las  obligaciones  derivadas  del  contrato  de  transporte  se 
cumplen,  tanto  las  que  afectan  al  porteador  como  las  del  remi- 
tente, en  el  lugar  donde  ha  de  hacerse  la  entrega  de  la  cosa 
porteada.  (24  Junio  1898.) 

Ejercitándose  la  acción  derivada  de  un  contrato  de  comisión 
mercantil,  es  evidente,  dados  los  términos  de  los  artículos  277 
y  278  del  Código  de  Comercio,  en  relación  con  el  1.728  y  1.729 
del  Código  civil,  que  el  mandante  debe  abonar  al  mandatario  ó 
comisionista  en  el  lugar  donde  se  requieran  sus  servicios,  salvo 
pacto  en  contrario,  el  importe  de  los  anticipos  y  gastos  que  hu- 
biese hecho  para  el  cumplimiento  de  su  comisión.  (16  Febre- 
ro 1900.) 

Siendo  personal  la  obligación  proveniente  de  un  contrato  de 
compraventa  y  ejercitándose  una  acción  de  aquella  clase  para 
el  pago  del  importe  de  la  cosa,  es  Juez  competente  para  conocer 
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de  la  demanda  el  del  lugar  donde  fué  aquélla  entregada,  y  en 
donde,  atendida  la  índole  del  contrato,  debe  entregarse  también 
su  precio,  por  considerarse  simultáneos  ambos  actos  en  esta 
clase  de  contratos.  (5  Febrero  1884.J 

En  los  juicios  en  que  se  ejercitan  acciones  personales  es? 
en  primer  término,  Juez  competente  el  del  lugar  en  que  debe 
cumplirse  la  obligación,  como  dispone  en  su  regla  1.a  el  art.  62 
de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil;  y  según  tiene  declarado  el 
Tribunal  Supremo,  cuando  en  las  ventas  de  géneros  no  se  ha 
designado  lugar  para  la  entrega  del  precio,  se  entiende  que  éste 
debe  satisfacerse  donde  aquéllos  se  vendieron.  (22  Febrero 
de  1884.) 

Debe  exigirse  el  precio  del  género  vendido  en  el  punto  don- 
de el  comprador  prometió  liquidar  y  pagar,  tanto  por  esta  cir- 
cunstancia cuanto  porque  la  obligación  debe  cumplirse  en  esta 
clase  de  contratos  donde  se  recibió  el  género,  cuando  no  se  pac- 
te lo  contrario,  según  tiene  declarado  el  Tribunal  Supremo  en 
repetidos  casos.  (25  Febrero  1885.) 

A  falta  de  sumisión  expresa  ó  tácita  es,  en  primer  término, 
Juez  competente  en  los  juicios  en  que  se  ejercitan  acciones  per- 
sonales el  del  lugar  en  que  debe  cumplirse  la  obligación,  confor- 
me á  la  regla  1.a  del  art.  62  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil, 
y  este  lugar^  en  el  contrato  de  compraventa,  cuando  no  llega  á 
designarse,  es,  según  la  constante  jurisprudencia  del  Tribunal 
Supremo,  aquel  en  que  se  perfeccionó  por  el  consentimiento 
de  los  contratantes  en  la  cosa  y  en  el  precio  y  se  consumó  por 
parte,  al  menos,  de  uno  de  ellos.  (23  Febrero  1887.) 

En  el  contrato  de  compraventa  de  géneros  de  comercio,  el 
lugar  del  cumplimiento  de  la  obligación  de  pagar  el  precio  es 
aquel  en  que  fueron  entregados. 

Es  tan  constante  y  repetida  la  doctrina  sentada  por  el  Tri- 
bunal Supremo  en  el  sentido  de  ser  en  los  contratos  de  compra- 
venta de  géneros  de  comercio  el  lugar  del  cumplimiento  de  la 
obligación  de  pagar  el  precio  aquel  en  que  fueren  entregados, 
que  hay  notoria  temeridad,  tanto  en  impugnar  como  en  resistir 
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su  aplicación;  por  lo  que,  conforme  al  art.  108  de  la  ley  de  En- 
juiciamiento civil,  procede  la  •imposición  de  las  costas  por  mi- 
tad al  Juez  y  á  ía  parte  que,  contrariando  la  expresada  doctri- 
na, sostienen  una  inhibitoria.  (8  Octubre  1887.) 

Según  reiterada  jurisprudencia  del  Tribunal  Supremo,  en  la 
compraventa  de  géneros  de  comercio  el  lugar  del  cumplimiento 
de  la  obligación  es  aquel  en  que  se  entrega  el  género,  enten- 
diéndose la  entrega  hecha  en  el  domicilio  del  vendedor  y  de 
cuenta  y  riesgo  del  comprador  cuando  no  se  ha  estipulado  lo 
contrario,  sin  que  altere  esto  el  que  la  venta  se  haga  por  medio 
de  viajante,  ni  determine  nada  en  contrario  que  el  vendedor 
gire  una  letra  para  el  cobro  del  precio.  (28  Abril  1900.) 

Be  conformidad  con  la  regla  1.a  del  art.  62  de  la  ley  de  En- 
juiciamiento civil,  la  competencia  para  conocer  de  los  juicios 
en  que  se  ejercitan  acciones  personales  radica,  fuera  de  los  ca- 
sos de  sumisión,  en  el  Juzgado  del  lugar  donde  la  obligación 
debe  cumplirse,  y  éste  es,  en  lo  que  se  refiere  al  pago  del  precio 
en  la  compraventa,  por  disposición  del  art.  1.500  del  Código 
civil,  aquel  en  que  se  haga  entrega  de  la  cosa  vendida,  cuando 
el  lugar  no  se  hubiere  fijado  en  el  contrato. 

Según  se  ha  declarado  repetidamente,  la  circunstancia  de 
utilizar  el  acreedor  el  giro  para  facilitar  la  cobranza  no  afecta 
al  lugar  de  la  entrega  y  cumplimiento  del  contrato  respecto  al 
pago.  (17  Abril  1900.) 

En  los  contratos  de  compraventa  es  obligación  del  compra- 
dor, conforme  á  lo  dispuesto  en  el  art.  1.500  del  Código  civil, 
pagar  el  precio  de  la  cosa  vendida  en  el  tiempo  y  lugar  en  que 
se  haga  entrega  de  ella,  si  no  se  hubiesen  fijado  otros  por  los 
contratantes. 

La  circunstancia  accidental  de  haberse  girado  letras  por  pe- 
queñas cantidades  para  el  pago  parcial  del  precio,  no  altera  las 
condiciones  del  contrato  ni  tiene  otro  alcance  en  Derecho  que 
el  de  un  medio  adecuado  para  hacer  efectiva  la  deuda,  según 
repetidamente  tiene  declarado  el  Tribunal  Supremo.  (18  Abnl 
de  1900.) 
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Según  la  constante  jurisprudencia  del  Tribunal  Supremo, 
tratándose  de  compra  de  géneros  realizada  al  fiado  en  un  esta- 
blecimiento mercantil,  se  entiende  la  entrega  hecha  en  el  mis- 
mo punto,  sin  que  la  circunstancia  de  ser  expedidos  á  otro  los 
objetos  comprados,  ni  la  costumbre  del  vendedor  de  girar  el  im- 
porte del  precio  contra  el  comprador,  todo  para  su  mayor  como- 
didad, sean  accidentes  que  influyan  en  la  índole  y  forma  de  la 
obligación  contraída. 

En  su  consecuencia,  de  conformidad  con  el  art.  1.500  del 
Código  civil,  es  indudable  que  el  conocimiento  de  la  demanda 
sobre  pago  del  precio  corresponde  al  Juzgado  del  primero  de 
dichos  puntos.  (20  Septiembre  1901.) 

El  conocimiento  de  los  pleitos  en  que  se  ejerciten  acciones 
personales  corresponde  al  Juez  del  lugar  donde  la  obligación 
deba  cumplirse,  cuyo  lugar,  según  lo  dispuesto  en  el  art.  1. 171 
del  Código  civil,  ha  de  ser  el  del  domicilio  del  deudor,  a  menos 
que  la  obligación  misma  tuviese  otro  distinto  designado  para 
su  cumplimiento,  ó  que  se  tratase  de  entregar  cosa  determina- 
da; siguiéndose  de  ello  que  la  acción  de  daño,  como  personal, 
debe  ejercitarse  ante  el  Juez  del  domicilio  del  demandado,  aun- 
que por  accidente  fuera  emplazado  donde  el  daño  se  suponga 
cometido.  (10  Febrero  1898.) 

Con  aplicación  de  la  regla  1.a  del  art..  62  de  la  ley  de  Enjui- 
ciamiento civil,  es  Juez  competente  para  conocer  de  una  de- 
manda sobre  pago  de  servicios  ó  jornales  el  del  lugar  donde 
éstos  se  han  prestado.  (15  Febrero  1888.J 

Según  la  regla  1.a  del  art.  62  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
civil,  en  los  juicios  en  que  se  ejerciten  acciones  personales  será 
Juez  competente  el  del  lugar  en  que  deba  cumplirse  la  obliga- 
ción; y  siendo,  naturalmente,  el  del  lugar  en  que  debe  cumplir- 
se la  obligación  de  remunerar  los  servicios  prestados  por  un 
mandatario,  si  otra  cosa  no  se  hubiese  estipulado,  aquel  en  que 
hubiesen  sido  pactados,  el  Juez  del  mismo  debe  entenderse 
competente  para  conocer  de  toda  demanda  que  tenga  por  objeto 
hacer  efectiva  dicha  remuneración,  hallándose  reconocida  y 
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sancionada  esta  doctrina  en  reiteradas  sentencias  del  Tribunal 
Supremo.  (20  Agosto  1885.) 

Respecto  del  arrendamiento  de  servicios,  el  Código  civil  no 
contiene  precepto  alguno  que  consigne  el  deber  de  pagar  el  pre- 
cio de  los  mismos  en  el  lugar  donde  se  prestan;  por  lo  que,  no 
acreditándose  el  compromiso  del  demandado  de  pagarlo  en  de- 
terminado lugar,  es  visto  que,  de  conformidad  con  el  art.  1.171 
del  mismo  Código,  en  relación  con  el  núm.  1.°  del  art.  62  de  la 
ley  de  Enjuiciamiento  civil,  compete  conocer  de  la  demanda  al 
Juzgado  del  lugar  donde  aquél  tenga  su  domicilio.  (30  Enero  y 
9  Octubre  1901.) 

Según  reiterada  jurisprudencia,  se  entiende  tácitamente  de- 
signado para  el  cumplimiento  de  una  obligación  el  lugar  en  que 
deliberadamente  haya  empezado  á  cumplirse;  y  esta  regla  es 
aplicable  al  caso  en  que  el  deudor  que  hubiese  recibido  a  prés- 
tamo alguna  cantidad  hiciera  alguna  entrega  á  cuenta  y  en 
parte  de  pago  de  su  deuda  en  el  mismo  lugar  del  domicilio  de 
ambos  contratantes  donde  recibió  la  cantidad  prestada;  por  lo 
cual  es  manifiesto  que  al  Juez  de  aquel  lugar  corresponde  el  co- 
nocimiento de  la  demanda  en  que  se  exija  el  completo  pago  de 
la  misma  deuda,  á  tenor  de  lo  prescrito  en  la  regla  1.a  del  ar- 
tículo 62  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil.  (11  Julio  1901.) 

Cuando  hay  un  Juzgado  en  que  radica  la  inscripción  de  Lx 
tutela  y  dentro  de  cuyo  territorio  funciona  el  consejo  de  fami- 
lia, es  aquél  competente  para  conocer  de  las  demandas  sobre  re- 
vocación de  los  acuerdos  de  éste.  (4  Enero  1902.) 

(El  gran  número  de  realas  que  comprende  este  artículo  hace 
imposible,  dada  la  índole  de  este  libro,  la  recopilación  de  toda 
la  jurisprudencia  que  han  producido.  Hemos  consignado  algu- 
nas citas  sobre  los  extremos  más  importantes,  y  remitimos  al 
lector  á  los  libros  especiales  de  jurisprudencia  en  cuanto  á  lo 
demás  se  refiere). 
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Artículo  64. 


Ei  domicilio  de  las  mujeres  casadas,  que  no  estén  sepa- 
radas legalmente  de  sus  maridos,  será  el  que  éstos  tengan. 

El  de  los  hijos  constituidos  en  potestad,  el  de  sus  padres. 

El  de  los  menores  ó  incapacitados  sujetos  á  tutela  ó  cú- 
ratela, el  de  sus  guardadores.  (Ley  org.  del  P.  J.,  artícu- 
lo 310.  —  Artículos  11  al  15  de  la  ley  Municipal  de  1870.  - — 
Eeales  órdenes  de  20  de  Agosto  de  1849  y  SO  de  Agosto 
de  1853.J 

En  este  artículo  se  trata  exclusivamente  de  fijar  el  domici- 
lio de  personas  sujetas  á  potestad  ajena  ó  que  no  disfrutan  del 
pleno  goce  de  los  derechos  civiles,  y,  siguiendo  la  ley  á  la  del 
Poder  judicial,  viene  á  adoptar  un  criterio  racional,  conforme 
con  los  principios  del  mismo  Derecho  civil.  Sabido  es,  en  efec- 
to, que,  según  éste,  la  esposa  no  separada  legalmente  de  su 
marido  y  los  hijos  constituidos  en  potestad,  tienen  obligación 
de  vivir  con  el  esposo  y  los  padres,  respectivamente,  y  que  los 
menores  ó  incapacitados  sujetos  á  tutela  tienen  por  sus  represen- 
tantes y  administradores  de  su  fortuna  á  sus  guardadores.  Pues 
la  ley,  que  procura  fijar  detalladamente  el  domicilio  de  las  di- 
versas personas  que  pueden  ser  demandadas,  atendiendo  á  su 
diferente  condición,  no  hace  en  el  caso  presente  sino  seguir  y 
establecer  los  principios  del  Derecho  civil,  las  prescripciones 
de  las  leyes  administrativas  y  aun  lo  que  prácticamente  se  ha 
entendido  siempre;  porque  leyes  y  prácticas  han  admitido  cons- 
tantemente que  la  mujer  y  los  hijos  tengan  por  domicilio  el  de 
su  marido  y  el  de  sus  padres. 

Creemos,  no  obstante,  que  esta  ley,  como  la  orgánica  del 
Poder  judicial,  incurre  en  una  contradicción  ó  deja,  por  virtud 
de  sus  disposiciones,  algo  oscura  la  determinación  del  lugar  en 
que  ha  de  considerarse  que  tienen  su  domicilio  el  menor  ó  inca- 
pacitado sujetos  á  tutela. 

En  el  artículo  presente,  adoptando  un  criterio  racional,  ex- 
presa que  el  domicilio  de  los  menores  ó  incapacitados  será  el  de 
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sus  guardadores.  Pero  en  el  art.  63  dice,  siguiendo  la  doctrina 
consignada  en  el  párrafo  último  del  art.  5.°  de  la  ley  anterior, 
que  en  las  demandas  en  que  se  ejercitaren  acciones  relativas  á 
la  gestión  de  la  tutela,  en  las  excusas  de  este  cargo  después  de 
haber  empezado  á  ejercerlo,  etc.,  etc.,  será  Juez  competente  el 
del  lugar  en  que  se  hubiese  administrado  la  tutela  en  su  parte 
principal,  ó  el  del  domicilio  del  menor;  y  como  aquí  no  se  nom- 
bra para  nada  el  domicilio  del  guardador,  y  más  bien  parece 
que  se  da  á  entender  la  posibilidad  de  que  el  domicilio  del  me- 
nor sea  distinto  que  el  de  su  tutor,  consideramos  nosotros  que 
la  ley  viene  á  producir  la  oscuridad  de  que  al  principio  hablá- 
bamos. ¿No  deberá  ser  siempre  el  domicilo  del  menor,  con  arre- 
glo al  art.  (34,  él  de  su  guardador?  Pues  si  es  así,  ¿por  qué  la 
ley,  al  referirse  precisamente  á  acciones  relativas  á  la  gestión 
de  la  tutela,  no  dice  que  será  Juez  competente  el  del  domicilio 
del  guardador  y  sí  el  del  domicilio  del  menor? 

Nosotros  entendemos  que,  dada  la  prescripción  terminante 
del  art.  64,  el  menor,  como  el  incapacitado,  no  pueden  tener, 
para  los  efectos  de  esta  ley,  otro  domicilio  que  el  de  sus  guar- 
dadores. 

Jurispiiidencia. — La  doctrina  anterior  se  halla  consignada 
en  las  sentencias  de  30  de  Octubre  de  1868,  13  de  Julio  de  1860, 
25  de  Marzo  de  1870,  25  de  Septiembre  de  1871  y  5  de  Noviem- 
bre de  1872. 

El  depósito  judicial  en  distinto  punto  en  que  la  mujer  se 
halle  constituido  á  consecuencia  de  demanda  de  divorcio,  no 
varía  legalmente  su  domicilio,  porque  dicho  depósito  es  provi- 
sional y  transitorio,  ínterin  no  se  pronuncia  la  sentencia  de  di- 
vorcio. (13  Julio  1869.) 

Si  bien  el  art.  64  prescribe  que  el  domicilio  de  la  mujer  ca- 
sada, no  separada  legalmente,  sea  el  de  su  marido,  cuando  el 
consentimiento  tácito  de  éste  y  otras  circunstancias  del  caso  lo 
justifiquen,  es  de  estimar,  á  los  efectos  de  la  competencia,  como 
domicilio  de  aquélla  el  de  su  habitual  residencia,  donde,  con 
arreglo  al  art.  63,  puede  ejercitar  su  derecho.  (11  Junio  1883.) 
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El  hecho  de  que  el  deudor  tenga  solicitada  y  acordada  la  ve- 
cindad de  un  pueblo,. no  obsta,  á  los  efectos  de  competencia, 
para  que  se  considere  su  domicilio  el  que  resulta  serlo  del  pa- 
drón firmado  por  el  mismo.  (2  Marzo  188o.) 

Cuando  por  la  índole  del  objeto  de  la  demanda  no  existe,  y, 
por  lo  tanto,  no  hay  que  tomar  en  consideración  el  lugar  del 
contrato  ni  el  punto  donde  la  obligación  deba  cumplirse,  como 
ocurre  tratándose  de  la  declaración  de  nulidad  de  una  patente 
de  invención,  queda  solo  para  resolver  el  conflicto  jurisdiccio- 
nal determinar  cuál  es  el  domicilio  del  demandado. 

La  circunstancia  de  que  el  demandado  tenga  un  estableci- 
miento fabril  en  lugar  distinto  de  su  domicilio  y  de  pagar  en 
aquél  la  contribución  correspondiente,  no  demuestra  que  el  pri- 
mero de  dichos  puntos  sea  el  centro  de  sus  operaciones  mercan- 
tiles, y  tampoco  que,  de  tener  varios  establecimientos,  sea  el 
mencionado  el  principal  de  todos,  por  lo  que  no  es  aplicable  al 
caso  el  art.  65  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil.  (12  Abril  1898.) 

Artículo  65. 

El  domicilio  legal  de  los  comerciantes,  en  todo  lo  que 
conciorne  á  actos  ó  contratos  mercantiles  y  á  sus  consecuen- 
cias, será  el  pueblo  donde  tuvieren  el  centro  do  sus  opera- 
ciones comerciales.  , 

Los  que  tuvieren  establecimientos  mercantiles  á  su  cargo 
en  diferentes  partidos  judiciales,  podrán  ser  demandados  por 
acciones  personales  en  aquel  en  que  tuvieren  el  principal 
establecimiento,  ó  en  el  que  se  hubieren  obligado,  á  elec- 
ción del  demandante.  (Ley  org.  del  P.  J".,  art.  311.) 

Nada  más  lógico  que  los  preceptos  de  este  artículo,  porque 
no  sólo  se  conforman  con  las  prescripciones  del  Código  de  Co- 
mercio, sino  que  atendiendo  á  que  en  diversos  partidos  judicia- 
les ó  pueblos  pueden  los  comerciantes  tener  establecimientos  ó 
verificar  sus  operaciones,  se  da  preferencia  en  ambos  casos  á  lo 
principal,  considerando  que  en  el  centro  de  operaciones,  ó  donde 
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más  tengan,  es  donde  más  debeu  residir.  A  mayor  abunda- 
miento, la  última  prescripción  del  artículo  salva  algunos  incon- 
venientes qne,  á  no  constar,  podrían  suscitarse,  y,  por  lo  tanto, 
la  medida  resulta  doblemente  aceptable. 

Jurisprudencia.  —  Estas  doctrinas  se  hallan  consignadas 
en  las  sentencias  de  5  de  Octubre  y  12  de  Noviembre  de  1872, 
20  de  Diciembre  de  1875  y  17  de  Enero  y  13  de  Marzo  de  1876. 

El  domicilio  legal  de  lod  comerciantes  en  todo  lo  que  con- 
cierne á  actos  ó  contratos  mercantiles,  y  á  sus  consecuencias, 
será  el  pueblo  donde  tuvieren  el  centro  de  sus  operaciones  mer- 
cantiles. (21  Mayo  1883.) 

Abtículo  66. 

El  domicilio  de  las  Compañías  civiles  y  mercantiles,  será 
el  pueblo  que  como  tal  esté  señalado  en  ía  escritura  de  So- 
ciedad ó  en  los  estatutos  por  que  se  rijan. 

No  constando  esta  circunstancia,  se  estará  á  lo  estableci- 
do respecto  á  los  comerciantes. 

Exceptúanse  de  lo  dispuesto  en  los  artículos  anteriores, 
la?  Compañías  en  participación,  en  lo  que  se  refiera  á  los 
litigios  que  puedan  promoverse  entre  los  asociados,  respecto 
á  los  cuales  se  estará  á  lo  que  prescriben  las  disposiciones 
generales  de  esta  ley.  (Ley  org.  del  P.  J.,  arL  312.) 

También  los  primeros  preceptos  de  este  artículo  y  la  excep- 
ción en  el  último  párrafo  consignada,  tienen  lógica  razón  de 
ser;  y  como  á  la  simple  lectura  se  nota,  guardan  analogía  y  con- 
gruencia con  las  prescripciones  del  artículo  anterior. 

Las  Sociedades  civiles  y  mercantiles,  consideradas  como 
personas  jurídicas,  han  de  tener  por  domicilio,  en  primer  tér- 
mino, el  pueblo  señalado  en  la  escritura  de  Sociedad  ó  en  los 
estatutos,  y  no  siendo  ninguno,  el  señalado  para  los  comercian- 
tes en  general.  Y  cuando  se  trata  de  Compañías  en  participa- 
ción y  en  lo  referente  á  los  litigios  que  puedan  promoverse  en- 
tre los  asociados,  ordena  la  misma  naturaleza  del  caso,  como 
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¡e  la,  ley,  que  se  exceptúe  de  las  prescripciones  especiales 
sté  á  lo  establecido  como  regla  general. 
\ru ¡prudencia.  —  No  constando  que  una  fundación  tenga 
nicilio  en  otra  población,  debe  estimarse  que  lo  es  el  lugar 

9  radica  la  testamentaría  del  fundador.  (3  Mayo  1901. ) 

Artículo  67. 

I  domicilio  legal  de  los  empleados  será  el  pueblo  en 
irvan  su  destino.  Cuando  por  razón  de  ¿1  ambularen 
luamente,  se  considerarán  domiciliados  en  el  pueblo  en 
ivieron  más  frecuentemente.  (Ley  org.  del  P.  J. ,  ar- 
313.) 

Lesto  que  el  empleado  ha  de  residir  en  el  punto  de  su  des- 
íatural  es  que  su  domicilio  sea,  para  los  efectos  de  esta  ley, 
to  en  que  sirva  aquél.  Y  cuando  por  razón  del  mismo  des- 
mbulare,  lógico  es  que  su  domicilio  esté  en  el  punto  en 
ás  resida.  ¿Mas  será  posible  siempre  determinar  en  qué 
>  vive  más  frecuentemente?  Algunos  casos  habrá  en  que 
entonces  debe  atenderse  á  lo  que  determina  el  párrafo  2.° 
b.  69:  á  lo  menos  éste  es  nuestro  parecer. 

Artículo  68. 

domicilio  legal  de  los  militares  en  activo  servicio,  será 
pueblo  en  que  se  hallare  el  Cuerpo  á  que  pertenezcan 
o  se  hiciere  el  emplazamiento.  (Ley  org.  rfei'P.,  Jl, 

10  314.) 

militar,  por  razón  de  su  profesión,  no  tiene  domicilio 
or  lo  tanto,  considerándole  domiciliado  en  el  pueblo  en 

halle  el  Cuerpo  á  que  pertenezca  cuando  se  haga  el  em- 
liento,  se  sigue  un  principio  lógico.  Para  evitar  dudas, 
)s,  sin  embargo,  que  debiera  haberse  dicho:  el  pueblo  en 
té  prestando  servicio  cuando  se  haga  el  emplazamiento. 
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Artículo  69. 


En  los  casos  en  que  esté  señalado  el  domicilio  para  sur- 
tir fuero  competente,  si  el  que  ha  vde  ser  demandado  no  lo 
tuviere  en  algún  punto  de  la  Península,  islas  Baleares  ó  Ca- 
narias, será  Juez  competente  el  de  su  residencia. 

Los  que  no  tuvieren  domicilio  ni  residencia  fija,  podrán 
ser  demandados  en  el  lugar  en  que  se  hallen,,  ó  en  el  de  su 
última  residencia,  á  elección  del  demandante.  (Ley  orgánica 
ddP.J.,art.  315.J 

Determinándose  en  muchos  la  competencia  por  el  domicilio, 
es  necesario  fijar  la  acepción  legal  de  esta  palabra.  Al  efecto  co- 
piamos los  preceptos  de  los  artículos  40  y  41  del  Código  civil: 

«Art.  40.  Para  el  ejercicio  de  los  derechos  y  el  cumpli- 
miento de  las  obligaciones  civiles,  el  domicilio  de  las  personas 
naturales  es  el  lugar  de  su  residencia  habitual,  y,  en  su  caso, 
el  que  determine  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil. 

El  domicilio  de  los  diplomáticos,  residentes  por  razón  de  su 
cargo  en  el  extranjero,  que  gozan  del  derecho  de  extraterrito- 
rialidad, será  el  último  que  hubiesen  tenido  en  territorio  es- 
pañol. 

Art.  41.  Cuando  ni  la  ley  que  las  haya  creado  ó  reconoci- 
do, ni  los  estatutos  de  las  reglas  de  la  fundación,  fijasen  el  do- 
micilio de  las  personas  jurídicas,  se  entenderá  que  lo  tienen  en 
el  lugar  en  que  se  halle  establecida  su  representación  legal  ó 
donde  ejerzan  las  principales  funciones  de  su  instituto.» 

Jurisprudencia.  —  La  condición  de  domiciliado  para  los 
efectos  civiles  independientemente  de  los  administrativos,  se 
dednce  de  la  residencia  del  cabeza  de  familia  en  un  pueblo  con 
el  formal  propósito  de  permanecer  en  él,  demostrado  por  actos 
inequívocos  confirmados  por  la  inscripción  en  el  padrón  del 
mismo  pueblo.  (15  Diciembre  188o.) 


10 
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Artículo  70. 


Las  precedentes  disposiciones  de  competencia,  compren- 
derán á  los  extranjeros  que  acudieren  á  los  Juzgados  espa- 
ñoles promoviendo  actos  de  jurisdicción  voluntaria,  intervi- 
niendo en  ellos,  ó  compareciendo  en  juicio  como  demandan- 
tes ó  como  demandados,  contra  españoles  ó  contra  otros 
extranjeros,  cuando  proceda  que  conozca  la  jurisdicción  es- 
pañola con  arreglo  á  las  leyes  del  Reino  ó  á  los  Tratados  con 
otras  potencias.  (  Ley  org.  del  P.  J^  art.  319.) 

Si  por  los  Tratados  ó  las  leyes  procede  que  conozca  la  ju- 
risdicción española  en  los  casos  á  que  el  artículo  se  refiere, 
¿qué  razón  podría  haber  para  que  no  se  aplicaran  en  lo  posible 
las  reglas  de  competencia  antes  establecidas? 

Ninguna,  y  por  eso  el  legislador  manda  que  se  apliquen. 

Véase  también  el  comentario  al  art.  ol  de  esta  ley. 

Artículo  71. 

Las  reglas  establecidas  en  los  artículos  anteriores,  se  en- 
tenderán sin  perjuicio  de  lo  que  disponga  la  ley  para  casos 
especiales.  (Ley  ant.9  art.  6.°) 

Por  muclia  que  sea  la  previsión  del  legislador,  dicen  los 
Sres.  Atard  y  Cervellera,  es  imposible  de  todo  punto  en  la  na* 
turaleza  humana  poder  preverlo  todo,  y  de  ahí  que  nosotros 
consideremos  plausible  la  resolución  contenida  en  este  artículo, 
que  permite  y  facilita  la  resolución  de  cualquier  conflicto  extra- 
ño que  en  la  práctica  pudiera  presentarse. 

Nosotros  hemos  de  decir  que  este  precepto  es  tan  llano,  que 
pudiera  haberse  suprimido  sin  grave  inconveniente,  porque  es 
sabido,  y  no  puede  ofrecer  duda,  que  cuando  aparte  de  un  pre- 
cepto general  se  consigna  en  la  ley  uno  especial  que  modifica 
aquél,  el  especial  ha  de  considerarse  como  excepción,  y  la  regla 
general  no  es  aplicable  en  el  caso  excepcional. 
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SECCIÓN  TERCERA 

DE  LAS   CUESTIONES   DE   COMPETENCIA 

Se  entiende  generalmente  por  cuestiones  de  competencia  las 
controversias  que  se  suscitan  entre  dos  ó  más  Jueces  ó  Tribu- 
nales sobre  á  cuál  de  ellos  corresponde  el  conocimiento  de  un 
negocio.  Pero  como  en  el  art.  74  se  prescribe  terminantemente 
<jne  las  cuestiones  de  competencia  en  los  asuntos  civiles  no  se 
promoverán  de  oficio  en  ningún  caso,  y  en  sección  y  título  dis- 
tintos de  los  presentes  se  trata  de  los  recursos  de  queja  contra 
las  Autoridades  administrativas  y  de  los  recursos  de  fuerza  en 
conocer  que  se  dan  contra  los  Tribunales  y  Jueces  eclesiásticos, 
y  en  sólo  dos  artículos  de  esta  sección  de  la  queja  que  puedan 
«levar  los  Jueces  y  Tribunales  eclesiásticos  contra  los  del  fuero 
común j  pueden  definirse,  al  efecto  de  facilitar  la  inteligencia 
de  la  ley,  diciendo:  que  son  las  promovidas  por  cualquiera  de 
las  personas  legalmente  autorizadas  acerca  de  la  competencia 
de  un  Juez  ó  Tribunal  de  la  jurisdicción  ordinaria  para  cono- 
cer del  asunto  ó  negocio  de  que  se  trate. 

Artículo  72. 

Las  cuestiones  de  competencia  podrán  promoverse  por 
inhibitoria  ó  por  declinatoria. 

La  inhibitoria  se  intentará  ante  el  Juez  ó  Tribunal  á 
quien  se  considere  competente,  pidiéndole  que  dirija  oficio 
al  que  se  estime  no  serlo,  para  que  se  inhiba  y  remita  los 
autos. 

La  declinatoria  se  propondrá  ante  el  Juez  ó  Tribunal 
á  quien  se  considere  incompetente,  pidiéndole  que  se  separe 
del  conocimiento  del  negocio  y  remita  los  autos  al  tenido 
por  competente  (Ley  org.  del  P.  J.,  artículos  357,  358 
y  359. — Ley  ant.,  art.  82.) 

Inhibitoria,  según  se  deduce  de  las  palabras  del  segundo 
párrafo  de  este  artículo,  y  conforme  se  ha  entendido  siempre, 
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ítición  que  el  que  ha  sido  demandado  ante  un  Juez  á- 
ree  incompetente  hace  al  que  considera  competente  para 
impare,  y,  sosteniendo  al  mismo  tiempo  su  jurisdicción, 
>  de  aquél  el  conocimiento  del  negocio,  invitándole  á 
inhiba  y  le  remita  los  autos;  y  declinatoria,  según  se 
también  de  las  palabras  del  tercer  párrafo  del  artículoT 
rme  á  la  inteligencia  común  en  el  foro,  la  petición  que 
ía  sido  citado  por  Juez  á  quien  cree  incompetente  dedu- 
este  mismo  Juez  para  que  se  separe  del  conocimiento 
dcío  y  remita  los  autos  al  competente, 
irnos  al  definir  la  inhibitoria  que  es  la  petición  que  hace 
ndado,  porque  hay  que  tener  en  cuenta  que,  una  vez 
emandante  presenta  su  demanda,  se  le  reconoce  tácita- 
ometido  al  Juez  ante  quien  la  presenta,  conforme  pre- 

art.  58  en  su  número  primero,  y  claro  está  que  la  con- 
ia  lógica  de  esta  doctrina  es  que,  desde  el  momento  en 
ctor  deduce  su  demanda,  ya  no  tiene  derecho  para  recu- 
ncompetente  al  Juez  ante  quien  la  ha  deducido  y  cuya- 
ncia  vino  á  reconocer  implícitamente.  El  actor  ó  de- 
te  podrá  proponer  la  inhibitoria  en' el  caso  de  reconven- 
ro  esto  porque  su  situación  se  convierte  completamente r 
[o  con  el  papel  y  carácter  de  demandado. 
3S  dos  párrafos  últimos  empieza  á  determinarse  el  pro- 
íto  que  ha  de  seguirse  para  proponer  la  inhibitoria  y  la 
oria,  y,  según  se  ve,  lo  que  en  ellos  se  prescribe  es  que 
ra  se  proponga  ante  el  Juez  á  quien  se  considere  com- 
pidiéndole que  requiera  de  inhibición  al  que  se  estime 
tente,  y  que  la  segunda  se  intente  ante  el  mismo  Juez 
tente  para  que  se  separe  del  conocimiento  del  negocio 

los  autos  al  Juez  competente.  Esto  hace  ver  la  confor- 
3  las  definiciones  que  hemos  dado  con  el  contexto  de 

¡prudencia.  —  Las  cuestiones  de  competencia  sólo  pro- 
ra determinar  la  jurisdicción.  (Sent.  27  Octubre  1860.) 
mestiones  de  competencia  de  jurisdicción  pueden  prc- 
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moverse,  ó  por  inhibitoria,  ó  por  declinatoria.  (25  Enwo  1860  ) 

Las  cuestiones  de  competencia  sólo  proceden  y  pueden  pro- 
moverse para  determinar  la  jurisdicción,  y,  en  la  duda,  decidir 
cuál  haya  de  ser  el  Juez  que  deba  conocer  de  un  asunto.  (30 
Mayo  y  30  Julio  1800.) 

Las  cuestiones  de  competencia  han  de  resolverse  en  el  modo 
y  forma  en  que  han  sido  propuestas.  (21  Mayo  1898.) 

Las  cuestiones  de  fondo  del  pleito  no  pueden  ser  apreciadas 
al  resolver  el  conflicto  jurisdiccional  acerca  del  conocimiento 
del  mismo.  (12  Abril  1898.) 

Para  decidir  la  cuestión  de  competencia  hay  que  estar  á  lo 
que  realmente  es  la  sustancia  del  pleito,  no  á  la  que  le  atri- 
buye la  parte  que  suscita  el  incidente.  (25  Mayo  1898.) 

Para  que  exista  conflicto  jurisdiccional  entre  dos  Juzgados 
es  indispensable,  en  primer  término,  que  el  uno  se  halle  co- 
nociendo del  asunto  en  que  el  otro  pretenda  entender.  (21  de 
Marzo  de  1899.) 

Artículo  73. 

La  inhibitoria  y  la  declinatoria  podrán  ser  propuestas 
por  los  que  sean  citados  ante  el  Juez  incompetente,  ó  puedan 
ser  parte  legítima  en  el  juicio  promovido.  (Ley  org.  del 
P.  J.,  art.  360.) 

La  disposición  de  este  artículo  es  lógica,  pues  establecido 
«I  principio  de  que  las  cuestiones  de  competencia  no  se  pueden 
promover  de  oficio,  y  sí  á  instancia  de  parte,  había  que  precisar, 
quiénes  se  reputarían  tales  con  derecho  á  promoverlas,  y  al 
decir  que  la  inhibitoria  y  la  declinatoria  podrán  ser  propuestas 
por  las  personas  que  en  el  artículo  se  citan,  se  encierra  el  de- 
recho en  sus  justos  límites. 

Jurisprudencia.  —  En  los  asuntos  civiles  no  pueden  pro- 
moverse cuestiones  de  competencia  por  los  que  no  tengan  el 
carácter  de  litigantes,  ya  por  haber  deducido  la  acción,  ó  ya  por 
haber  sido  demandados.  (30  Agosto  1886.) 

Según  repetidas  decisiones  del  Tribunal  Supremo,  no  pue- 
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den  válidamente  suscitarse  cuestiones  de  competencia  para  co- 
nocer de  un  juicio  hasta  que  se  hubiera  promovido,  cual  se  de- 
duce claramente  del  art.  73  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil, 
así  como  de  las  reglas  establecidas  por  la  misma  ley  para  deci- 
dir tales  cuestiones,  en  cuyos  preceptos  se  parte  del  supuesto 
necesario  de  haberse  ejercitado  por  parte  del  actor  la  acción 
que  en  el  pleito  haya  de  ventilarse  y  resolverse.  (4  Mayo  1S99./ 
No  puede  suscitarse  cuestión  de  competencia  para  conocer 
de  un  pleito  sino  cuando  éste  so  hubiere  incoado  en  debida  for- 
ma, según  claramente  se  infiere,  así  del  art.  73  de  la  ley  de  En- 
juiciamiento civil,  que  se  refiere  a  los  pleitos  ya  promovidos,  al 
determinar  quiénes  pueden  proponer  competencias,  como  de  las 
reglas  establecidas  por  la  misma  ley  para  decidir  tales  cuestio- 
nes, por  haberse  de  atender  en  su  resolución  á  la  índole  y  cir- 
cunstancias de  la  acción  ejercitada;  siendo  prematuras,  cual 
repetidamente  ha  declarado  el  Tribunal  Supremo,  las  compe- 
tencias que  se  susciten  con  motivo  de  la  práctica  de  diligencias 
preliminares  al  ejercicio  de» la  acción,  las  cuales  pueden  y  de- 
ben evacuarse  desde  luego,  aunque-  se  hubieren  decretado  por 
un  Juez  que  fuere  incompetente  para  conocer  del  pleito,  una 
vez  que  éste  se  promoviere  en  debida  forma.  (29  Julio  1S99.) 

Artículo  74. 

En  ningún  caso  se  promoverán  de  oficio  las  cuestiones 
de  competencia  on  los  asuntos  civiles;  pero  el  Juez  que  se 
crea  incompetente  por  razón  de  la  materia,  podrá  abstenerse 
de  conocer,  oído  el  Ministerio  fiscal,  previniendo  á  las  par- 
tes que  usen  de  su  derecho  ante  quien  corresponda. 

Este  auto  será  apelable  en  ambos  efectos.  ( Beg.  para 
ejecución  de  la  ley  de  25  de  Septiembre  de  1863  sobre  régimen 
y  administración  de  las  provincias,  art.  55. ) 

Jurisprudencia.  — No  puede  promoverse  de  oficio  una  com- 
petencia en  asuntos  civiles.  (21  Octubre  1860.) 

Conforme  á  lo  prevenido  en  el  art.  74  de  la  ley  procesal,  en 
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relación  con  el  80,  los  conflictos  de  jurisdicción  no  pueden  pro- 
moverse ni  sostenerse  de  oficio.  (17  Noviembre  1899.) 

Artículo  75. 

No  podrá  proponer  la  inhibitoria  ni  la  declinatoria  el 
litigante  que  se  hubiere  sometido  expresa  ó  tácitamente  al 
Juez  ó  Tribunal  que  conozca  del  asunto.  (Ley  org.  del  P.  J. , 
articulo  361.) 

Explicada  ya  la  teoría  de  la  sumisión  ó  prorrogación  de 
competencia,  no  puede  ofrecer  dificultad  el  contexto  de  este  ar- 
ticulo, cuya  disposición  se  ajusta  á  los  buenos  principios. 

Jurisprudencia. — Es  improcedente  la  resolución  de  la  com- 
petencia cuando  ya  por  providencias  expresas,  ya  por  cumpli- 
mentar exhortos  ó  despachos,  se  ha  reconocido  la  jurisdicción 
de  otro  Juez.  (30  Abril  18.r>7.) 

Artículo  76. 

Tampoco  podrán  promoverse  ni  proponerse  cuestiones 
de  competencia  en  los  asuntos  judiciales  terminados  por 
auto  ó  sentencia  firme. 

La  doctrina  de  este  artículo,  asentada  desde  antiguo  por  la 
jurisprudencia,  es,  lo  mismo  que  la  del  anterior,  perfectamente 
justa.  Por  una  parte,  la  autoridad  y  el  respeto  que  siempre  de- 
ben prestarse  á  todo  fallo  ó  sentencia  de  los  Tribunales  de  jus- 
ticia, y  por  otra,  la  multitud  de  perjuicios  que  los  litigantes  de 
buena  fe  sufrirían  si  libremente  se  pudieran  entablar  cuestio- 
nes de  competencia  acerca  de  asuntos  ya  fenecidos,  son  razones 
bastantes  para  que  bajo  ningún  concepto  se  consienta.  Entre  el 
mal  de  que  de  un  negocio  cualquiera  conozca  hasta  finalizarle 
un  Tribunal  ó  Juez  incompetente,  y  el  mal  de  que  ya  senten- 
ciado se  pudiera  entablar  una  cuestión  de  competencia,  dicta  el 
buen  sentido  que  es  preferible  aquél,  y  por  eso  repetimos  que  la 
ílisposición  que  examinamos  de  la  ley  es  justa  y  arreglada  á  los 
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buenos  principios  que  deben  servir  de  base  al  procedimiento  en 
este  punto  concreto. 

Jurisprudencia.  —  No  puede  establecerse  competencia  sobre 
juicios  fenecidos  y  cumplimentados  en  alguna  de  sus  partes.  (26 
Mayo  1857;  11  Febrero,  5  Abril,  8  Agosto  y  26  Octubre  1859: 
25  Enero,  23  Mayo,  14  Septiembre  y  5  Diciembre  1860;  30  Ene- 
ro y  11  Septiembre  1861;  28  Agosto  y  1,°  Octubre  1862;  20  de 
Agosto  de  1864,  28  Febrero  1866,  29  Diciembre  1871,  12  y  17 
Febrero  1872.) 

Es  improcedente  la  competencia  promovida  respecto  de  un 
juicio  fenecido  dentro  de  los  límites  de  los  de  su  orden,  contra 
lo  terminantemente  preceptuado  en  el  art.  76  de  la  ley  oe  En- 
juiciamiento civil.  (24  Junio  1898. J 

Artículo  77. 

El  que  hubiere  optado  por  uno  de  los  medios  señalados 
en  el  art.  72,  no  podrá  abandonarlo  y  recurrir  al  otro,  ni 
emplear  ambos  simultánea  ó  sucesivamente,  debiendo  pasar 
por  el  resultado  de  aquel  á  que  hubiere  dado  la  preferencia. 
(Ley  org.  del  P.  J".,  art.  363. — Ley  ant.,  artículos  83  y  84. J 

Jurisprudencia. — Ninguna  cuestión  de  competencia  se  pue- 
de duplicar  promoviéndose  simultánea  ni  sucesivamente  los  me- 
dios de  la  inhibitoria  y  de  la  declinatoria,  sino  que  debe  elegirse 
uno  de  ellos,  pasándose  por  el  resultado  que  ofrezca.  (14  de 
de  Septiembre  de  1858.) 

Artículo  78. 

El  que  promueva  la  cuestión  de  competencia  por  cual- 
quiera de  los  dos  medios  antedichos,  expresará  en  el  escrito 
en  que  lo  haga,  no  haber  empleado  el  otro  medio. 

Si  resultare  lo  contrario,  por  este  solo  hecho  será  conde- 
nado en  las  costas  del  incidente,  aunque  se  decida  á  su  fa- 
vor la  cuestión  de  competencia.  (Ley  org.  del  P.  J.,  «r- 
tícuh  365.  — Ley  ant.,  art.  84.) 
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Consideramos  oportuno  encerrar  en  una  nota  las  observacio- 
nes que  hemos  de  hacer  sobre  los  artículos  77  y  78,  pues  de  este 
modo  resultará  más  clara  y  comprensible  para  el  lector  la  doc- 
trina que  expondremos. 

En  nuestra  antigua  jurisprudencia  estaba  admitido  que  el 
litigante  que  era  vencido  en  la  declinatoria  pudiese  recurrir  á 
la  inhibitoria,  y  á  veces  se  hacía  uso  simultáneamente  de  am- 
bos recursos:  pero  esta  práctica  daba  lugar  á  multitud  de  abu- 
sas é  inconvenientes  gravísimos,  poniéndose  en  tela  de  juicio, 
como  dice  el  Sr.  Caravantes,  cuestiones  decididas,  y  arrancán- 
dose en  ocasiones  fallos  contradictorios,  con  desprestigio  de  la 
magistratura;  y  prevenidos  ya  los  legisladores,  y  deseosos  de 
evitar  aquellos  inveterados  males,  han  venido  estableciendo  su- 
cesivamente en  la  ley  anterior  de  Enjuiciamiento  civil,  en  la 
orgánica  del  Poder  judicial  y  en  la  presente  la  prohibición  de 
usar  de  los  dos  modos  simultánea  ó  sucesivamente,  y  han  de- 
clarado que  el  litigante  que  trate  de  hacer  uso  de  los  dos  será 
condenado  por  este  solo  hecho  en  las  costas  del  incidente. 

Pero  estas  prescripciones  habían  dado  lugar  á  diversas  du- 
das suscitadas  por  los  comentadores  y  expositores  de  la  anterior 
ley  de  Enjuiciamiento  civil,  y  siquiera  no  hagamos  más  que 
indicarlas,  tócanos  decir  algunas  palabras  sobre  ellas. 

La  primera  duda  es  la  de  si  podrá  proponerse  la  inhibitoria 
después  de  pasado  el  término  para  proponer  la  declinatoria;  y 
el  Sr.  Caravantes,  cuya  opinión  sustentamos,  la  resolvía  en 
sentido  afirmativo  para  el  caso  de  que  el  litigante  de  que  se 
tratare  no  hubiese  ejecutado  ninguno  de  los  actos  por  medio  de 
los  cuales  se  prorroga  la  jurisdicción.  En  el  caso  contrario,  se 
declaraba  por  la  negativa. 

La  segunda  duda  era  la  de  si  podría  proponerse  la  inhibito- 
ria, aun  en  el  caso  de  haber  ejecutado  actos  de  sumisión,  siem- 
pre que  ésta  no  hubiera  de  surtir  efectos  por  versar  el  litigio 
sobre  materia  respecto  de  la  cual  es  la  jurisdicción  improrro^ 
gable,  y  por  razones  fáciles  de  comprender,  se  decidía  por  el 
mismo  autor  citado  en  sentido  afirmativo. 
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La  tercera  era  la  de  si,  propuesta  la  inhibitoria  por  incom- 
petencia absoluta,  podría  proponerse  la  declinatoria  por  in- 
competencia relativa,  y  en  ésta,  sosteniéndose  opiniones  diver- 
sas, venía  á  estarse  por  la  negativa,  temiendo  que  de  otro 
modo  renacieran  los  abusos  que  se  había  tratado  de  evitar. 

Y,  por  último,  entre  otras  menos  importantes,  se  suscitó  la 
duda  de  las  costas  á  que  debería  ser  condenado  el  litigante  que 
propusiera  ambos  medios,  y  la  mayor  parte  de  los  autores  se 
decidieron  por  que  debía  condenársele  á  las  costas  causadas  en 
todos  los  procedimientos  de  la  primera  y  segunda  cuestión,  ó,  lo 
que  es  lo  mismo,  á  todas  las  costas. 

Jurisprudencia.  —  Propuesta  por  declinatoria  la  cuestión 
de  competencia,  no  puede  después  intentarse  por  inhibitoria 
sin  incurrir  en  la  condena  de  costas.  (28  Agosto  1862.) 

Habiendo  promovido  el  demandante  la  cuestión  de  compe- 
tencia por  declinatoria  y  por  inhibitoria,  por  este  hecho  debe 
ser  condenado  en  las  costas,  con  arreglo  a  lo  dispuesto  en  el 
artículo  84  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil.  (16  Febrero  1878.) 

La  falta  de  no  expresar  al  interponer  la  inhibitoria  que  no 
se  ha  empleado  el  medio  de  la  declinatoria,  es  una  omisión  de 
lo  que  debió  manifestarse  con  arreglo  á  este  artículo  (el  84  de 
la  anterior  ley),  el  cual  sólo  castiga  con  las  costas  la  falsedad, 
caso  de  resultar  lo  contrario  de  lo  que  se  haya  afirmado.  (21 
Agosto  18¿">6.) 

Artículo  79. 

Las  declinatorias  se  sustanciarán  como  excepciones  dila- 
torias, ó  en  la  forma  establecida  para  los  incidentes. 

Las  inhibitorias  por  los  trámites  ordenados  en  los  ar- 
tículos que  siguen.  (Ley  org.  del  P.  J.,  art.  H92.J 

Las  declinatorias  se  sustanciaban  antes  como  excepciones 
dilatorias,  y  éstas  se  tramitaban  con  arreglo  á  lo  prescrito  en 
la  sección  3.a  del  tít.  7.°  de  la  primera  parte  de  la  ley  anterior 
de  Enjuiciamiento  civil.  Desde  la  publicación  de  la  ley  actual 
se  habrán  do  sustanciar  como  excepciones  dilatorias  ó  en  la 
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forma  establecida  para  los  incidentes,  y  parece  desprenderse 
de  los  términos  del  párrafo  que  examinamos  que  será  potesta- 
tivo en  los  litigantes  elegir  uno  ú  otro  procedimiento.  Pero  del 
examen  de  la  sección  que  en  la  nueva  ley  se  refiere  á  las  excep  • 
ciones  dilatorias  se  viene  en  conocimiento  de  que  siempre  llega- 
rá un  instante  en  que  hayan  de  tramitarse  como  los  incidentes, 
pues  en  el  segundo  párrafo  del  art.  587  se  prescribe  que,  eva- 
cuado el  traslado  que  por  tres  días  se  ha  de  conceder  al  actor 
del  escrito  en  que  el  demandado  alegue  las  excepciones,  se  se- 
guirán los  trámites  establecidos  para  los  incidentes.  Y  relacio- 
nada la  disposición  que  acabamos  de  mencionar  con  el  título  á 
los  mismos  incidentes  relativo,  parece  debe  entenderse  que  en 
el  escrito  proponiendo  las  excepciones  y  en  el  de  contestación 
del  actor  deberá  indicarse  si  las  partes  estiman  necesaria  la 
prueba,  porque  desde  el  instante  en  que  haya  de  verificarse  el 
recibimiento  á  prueba  ó  en  que  haya  de  mandarse  traer  los 
autos  á  vista,  es  desde  el  en  que  el  artículo  de  excepciones 
dilatorias  habrá  de  tramitarse  con  arreglo  á  lo  determinado 
para  los  incidentes.  (Véase  nuestra  nota  al  art.  537.) 

Artículo  80. 

Pueden  promover  y  sostener,  á  instancia  de  parte  legíti- 
ma, las  cuestiones  de  competencia: 
1.°     Los  Juzgados  municipales. 
2.°     Los  Juzgados  de  primera  instancia. 
3.°     Las  Audiencias.  (Ley  org.  del  P.  «/.,  art.  352.) 

Como  los  Tribunales  de  partido,  establecidos  por  la  ley  or- 
gánica de  1870,  no  han  llegado  á  establecerse  prácticamente  y 
subsisten  los  Juzgados  de  primera  instancia,  el  artículo  que 
examinamos,  que  es  en  su  esencia  una  copia  del  352  de  aquella 
ley,  menciona  los  referidos  Juzgados  en  lugar  de  los  Tribuna- 
les de  partido.  Fuera  de  esto,  tiende  á  dar  mayor  claridad  al 
precepto  añadiendo  las  palabras  á  instancia  departe  legitima, 
y  en  este  punto  aplaudimos  al  legislador,  pues  aunque  en  el 
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articulo  74  se  indica  que  en  ningún  caso  se  promoverán  de  oficia 
las  cuestiones  de  competencia,  y  en  tal  concepto  pudiera  pare- 
cer que  se  había  cometido  una  redundancia,  es  lo  cierto  que 
ningún  inconveniente  ni  duda  se  susoitarán  con  ese  motivo,  y 
que,  por  el  contrario,  y  según  hemos  indicado,  se  da  mayor  cla- 
ridad al  precepto  legal. 

Sin  embargo,  en  nuestro  deseo  de  dar  á  conocer  á  los  lecto- 
res todo  cuanto  pueda  interesarles,  añadiremos,  copiándolo  del 
Tratado  de  Procedimientos  del  Sr.  Caravantes,  y  en  atención 
á  lo  que  se  determina  en  los  artículos  89  y  99  de  este  ley,  que 
pueden  tener  luga.r  cuestiones  de  competencia: 

1.°  Entre  dos  Jueces  municipales  pertenecientes  á  un  par- 
tido en  que  ejerce  jurisdicción  un  Juez  de  primera  instancia. 
2.°  Entre  dos  Jueces  municipales  de  distintos  partidos  judicia- 
les, pero  que  se  hallen  dentro  de  territorio  de  una  misma  Au- 
diencia. 3.°  Entre  dos  Jueces  municipales  de  territorios  perte- 
necientes á  distintas  Audiencias.  4.°  Entre  dos  Jueces  de  pri- 
mera instancia  que  ejercen  su  jurisdicción  dentro  del  territorio 
de  una  misma  Audiencia.  5.°  Entre  dos  Jueces  de  primera  ins- 
tancia pertenecientes  á  territorio  de  distinta  Audiencia.  Y 
6.°  Entre  dos  Audiencias. 

En  lo  criminal,  quedando  subsistentes  las  jurisdicciones  de 
Guerra  y  de  Marina,  puede  haber  otros  casos;  pero  en  lo  civil, 
descartadas  las  competencias  con  la  Administración  y  con  los 
Tribunales  eclesiásticos,  de  las  cuales  hace  capítulo  aparte  la 
ley,  sólo  son  los  casos  citados  los  que  pueden  tener  lugar  des- 
pués del  decreto  de  unificación  de  fueros. 

Artículo  81. 

Ningún  Juez  ó  Tribunal  puede  promover  cuestión  de 
competencia  á  su  inmediato  superior  jerárquico,  sino  expo- 
nerle, á  instancia  de  parte  y  oído  el  Ministerio  fiscal,  las 
razones  que  tenga  para  creer  que  le  corresponde  el  conoci- 
miento del  asunto. 

El  superior  dará  vista  de  la  exposición  y  antecedentes 
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al  Ministerio  fiscal  para  que  emita  su  dictamen;  y  sin  más 
trámites  resolverá  dentro  de  tercero  día  lo  que  estime  pro- 
cedente, comunicando  esta  resolución  aj  inferior  para  su 
cumplimiento. 

Artículo  82. 

Cuando  algún  Juez  ó  Tribunal  entienda  en  negocios 
que  sean  de  las  atribuciones  y  competencia  de  su  inmediato 
superior  jerárquico  ó  del  Tribunal  Supremo,  se  limitarán 
éstos  á  ordenar  á  aquél,  también  á  instancia  de  parte  y  oído 
el  Ministerio  fiscal,  que  se  abstenga  de  todo  procedimiento 
y  le  remita  los  antecedentes.  (Ley  org.  del  P.  J. ,  art.  356. ) 

Artículo  83. 

En  los  casos  de  los  dos  artículos  anteriores,  los  Jueces 
y  Tribunales  darán  siempre  cumplimiento  á  la  orden  de  su 
inmediato  superior  jerárquico,  sin  ulterior  recurso,  cuando 
éste  sea  el  Tribunal  Supremo.  Contra  las  resoluciones  de 
las  Audiencias,  y  sin  perjuicio  de  su  cumplimiento,  las 
partes  que  se  crean  agraviadas  y  el  Ministerio  fiscal,  podrán 
recurrir  dentro  de  ocho  días  á  la  Sala  tercera  del  Tribunal 
Supremo.  Esta  Sala  pedirá  informe  con  justificación,  ó  re- 
clamando los  autos,  á  la  de  la  Audiencia  que  hubiere  dicta- 
do la  resolución,  y  oyendo*  después  al  Ministerio  fiscal, 
resolverá  lo  que  estime  procedente. 

Igual  recurso  podrán  emplear  ante  la  Sala  de  lo  civil 
de  la  Audiencia  respectiva,  los  que  se  crean  agraviados  por 
iguales  resoluciones  de  los  Jueces  de  primera  instancia  en 
su  relación  con  los  municipales. 

Los  artículos  81 ,  82  y  83,  que  no  tienen  precedentes  en  la 
anterior  ley  de  Enjuiciamiento,  y  de  los  cuales  sólo  concuerda 
en  parte  el  82  con  el  356  de  la  ley  orgánica  del  Poder  judicial, 
tienden  á  evitar,  como  dicen  los  Sres.  Atard  y  Cervellera,  que 
puedan  relajarse  los  lazos  de  respeto  que  unen  al  inferior  con 
el  superior,  teniendo  como  suficiente  garantía  para  la  acertada 
resolución  de  estas  cuestiones  la  mayor  ilustración  y  alteza  de 
miras  que  en  el  superior  deban  suponerse  con  respecto  al  infe- 
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rior;  y,  según  se  nota,  desde  luego  son  dos  las  disposiciones  im- 
portantes que  se  adoptan:  una,  la  de  prohibir  á  los  Jueces  y 
Tribunales  inferiores  que  promuevan  cuestiones  de  competencia 
con  sus  superiores,  y  otra,  la  de  ordenar  que,  cuando  algún 
Juez  ó  Tribunal  entienda  en  negocios  que  sean  de  las  atribucio- 
nes y  competencia  de  su  inmediato  superior  jerárquico  ó  del 
Tribunal  Supremo,  éstos  deberán  limitarse  á  ordenar  á  aquél, 
á  instancia  de  parte  y  oído  el  Ministerio  fiscal,  que  se  abstenga 
de  todo  procedimiento  y  le  remita  los  antecedentes. 

Estas  medidas  son,  á  nuestro  entender,  dignas  de  encomio; 
y  tanto  más  cuanto  que,  quedando  á  la  parte  que  se  considere 
agraviada  el  recurso  de  acudir  al  Tribunal  inmediato  superior 
á  aquel  que  hubiere  dictado  la  resolución  declarándose  compe- 
tente ó  incompetente,  se  salvan,  al  propio  tiempo  que  los  in- 
convenientes de  que  los  Jueces  ó  Tribunales  se  olviden,  siquie- 
ra por  un  momento,  del  respeto  y  sumisión  que  deben  á  sus  su- 
periores en  el  orden  jerárquico,  el  escollo  de  que  por  un  abuso 
de  superioridad  se  vieran  los  litigantes  sometidos  á  la  fuerza  á 
un  Tribunal  incompetente. 

Artículo  84. 

Las  inhibitoria*  se  propondrán  siempre  por  escrito,  con 
firma  de  Letrado. 

Únicamente  se  exceptúan  de  esta  regla  las  que  se  refie- 
ran á  juicios  verbales,  cuya  cuantía  no  exceda  de  250  pese- 
tas, las  cuales  podrán  proponerse  y  sustanciarse  por  medio 
de  comparecencias  ante  el  Juez  municipal,  ó  por  escrito,  sin 
necesidad  de  firma  de  Letrado,  pero  oyendo  por  escrito  al 
Fiscal  municipal.  (Ley  org.  del  P.  J.,  art.  365. — Ley  anti- 
gua, art.  85.) 

En  este  artículo  empieza  á  señalarse  el  procedimiento  que 
lia  de  seguirse  en  la  sustanciación  de  las  inhibitorias. 

El  principio  general  de  la  comparecencia  en  juicio  es  que 
se  efectúe  por  medio  de  Procurador  y  Abogado,  y  todos  los 
juicios  se  sustancian  por  escrito  menos  los  verbales;  de  modo 
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que  la  excepción  de  este  artículo  para  que  las  inhibitorias  que 
se  refieran  á  juicios  verbales  puedan  proponerse  y  sustanciarse 
por  medio  de  comparecencias,  es  lógica  y  procedente. 

La  prescripción  de  que  haya  que  oir  por  escrito  al  Fiscal 
municipal  obedece  al  deseo  de  garantir  el  acierto  en  la  resolu- 
ción, pues,  una  vez  propuesta  la  inhibitoria,  el  Ministerio  fiscal 
debe  ser  oído,  y  las  razones  que  exponga  en  favor  ó  en  contra, 
que  muchas  veces  servirán  de  fundamento  al  auto  que  se  dicte, 
deberán  siempre  tenerse  presentes,  y  conduce  á  este  propósito 
ordenar  que  conste  por  escrito.  (Sentencias  18  Marzo  1873,  7 
Diciembre  1875;  12  Junio,  24  Septiembre  y  11  Diciembre  1877; 
3  Enero  y  17  Diciembre  1878.) 

Artículo  85. 

El  Juez  o  Tribunal  ante  quien  se  proponga  la  inhibito- 
ria, oirá  al  Ministerio  fiscal,  fuera  del  caso  en  que  éste  la 
haya  propuesto  como  parte  en  el  juicio.  El  Ministerio  fiscal 
evacuará  la  audiencia  dentro  de  tercero  día.  (Ley  org.  del 
P.  J.,  art.  366.— Ley  ant.,  art.  86.) 

Si  el  Ministerio  fiscal  propone  la  inhibición  como  parte  en 
un  juicio  verbal,  parece,  visto  el  artículo  anterior,  que  no  ne- 
cesitará hacerlo  por  escrito.  En  cambio  de  este  modo  deberá 
evacuar  siempre  la  audiencia  de  que  se  habla  en  el  articulo 
presente. 

Sobre  la  inhibitoria  de  jurisdicción  hade  oirse  al  Ministerio 
fiscal  cuando  no  fuese  él  quien  la  hubiese  propuesto.  (Senten- 
cias 18  Marzo  1873,  7  Diciembre  1875,  30  Noviembre  1876;  12 
Junio,  24  Septiembre  y  11  Diciembre  1877;  3  Enero  y  17  Di- 
ciembre 1878.) 

Si  en  la  competencia  entablada  entre  dos  Juzgados  de  pri- 
mera instancia  sobre  conocimiento  de  una  demanda  ejecutiva 
no  se  ha  oído  al  Ministerio  fiscal,  según  previene  el  art.  BGG  de 
la  ley  orgánica  del  Poder  judicial,  procede  declararla  mal  for- 
mada. (17  Noviembre  1877.) 
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Artículo  86. 


Oído  el  Ministerio  fiscal,  el  Juez  ó  Tribunal  mandará, 
por  medio  de  auto,  librar  oficio  inhibitorio,  ó  declarará  no 
haber  lugar  al  requerimiento  de  inhibición.  (Ley  org.  del 
P.  J.,  art.  367.— Ley  ant.,  art.  87.) 


Artículo  87. 

El  auto  declarando  no  haber  lugar  al  requerimiento  de 
inhibición  será  apelable  en  ambos  efectos,  si  lo  hubiere  dic- 
tado un  Juez  municipal  ó  de  primera  instancia. 

Contra  los  que  dicten  las  Audiencias  haciendo  la  misma 
declaración,  tanto  en  apelación  como  en  primera  instancia, 
sólo  se  dará  en  su  caso  el  recurso  de  casación  por  quebran- 
tamiento deforma.  (Ley  org.  del  P.  J.,  artículos  368,  36i) 
y  370.— Ley  ant.,  art.  88.) 
i 

La  apelación  habrá  de  hacerse  precisamente  en  el  término 
de  cinco  días. 

Artículo  88. 

Con  el  oficio  requiriendo  de  inhibición  se  acompañará 
testimonio  del  escrito  en  que  se  haya  pedido,  de  lo  expuesto 
por  el  Ministerio  fiscal,  del  auto  que  se  hubiere  dictado,  y 
de  lo  demás  que  el  Juez  ó  Tribunal  estime  conducente  para 
fundar  su  competencia.  (Ley  org.  del  P.  J.,  art.  371. — 
Ley  ant.,  art.  89. ) 

Al  final  del  artículo  se  dice:  de  lo  demás  que,  él  Juez,  etc.;  y 
eso,  como  ya  advertían  al  comentar  el  art.  88  de  la  anterior  ley 
los  Sres.  Manresa,  Miquel  y  Reus,  no  puede  referirse  sino  á  lo 
demás  que  resulte  de  los  mismos  autos  por  documentos  pre- 
sentados por  la  parte  ó  traídos  á  su  solicitud,  ó  de  oficio,  en 
virtud  de  aitio  para  mejor  proveer. 
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Abtículo  89. 


Luego  que  el  Juez  ó  Tribunal  requerido  reciba  el  oficio 
de  inhibición,  acordará  la  suspensión  del  procedimiento,  y 
oirá  á  la  parte  ó  partes  que  hayan  comparecido  en  el  juicio; 
y  si  éstas  no  estuvieren  de  acuerdo  con  la  inhibición,  oirá 
también  al  Ministerio  fiscal.  (Ley  org.  del  P.  J.,  art.  372. — 
Ley  ant.,  art.  90.) 

Jurisprudencia. — Si  se  prescinde  de  la  audiencia  á  que  este 
artículo  se  refiere,  el  Tribunal  dirimente  debe  declarar  mal  for- 
mada la  competencia  y  que  no  há  lugar  á  decidirla,  devol- 
viendo é  los  Jueces  contendientes  sus  respectivas  actuaciones, 
para  que  se  subsane  la  falta.  (Sentencias  de  12  de  Junio,  5  de 
Julio,  lo  de  Diciembre  de  1880  y  otras.) 

Véanse  también  las  citas  hechas  en  el  art.  85. 

Artículo  90. 

La  audiencia  á  las  partes,  de  que  trata  el  artículo  ante- 
rior, será  sólo  por  tres  días,  pasados  los  cuales  sin  devolver 
los  autos,  se  recogerán  de  oficio,  con  escrito  ó  sin  él,  y  oído 
en  su  caso  el  Ministerio  fiscal,  el  Juez  ó  Tribunal  dictará 
auto,  inhibiéndose  ó  negándose  á  hacerlo.  (Ley  org.  del 
P.  J.,  art.  378.  —  Ley  ant.,  art.  90.) 

Abtículo  91. 

Contra  el  auto  en  que  los  Juzgados  ó  Tribunales  se  in- 
hibieren del  conocimiento  de  un  asunto,  podrán  entablarse 
los  recursos  expresados  en  el  art.  87.  (Ley  org.  del  P.  J., 
articulo  374.  —  Ley  ant.,  art.  91.) 

Como  dijimos  en  la  nota  del  art.  87,  repetimos  ahora,  que 
los  autos  de  inhibición  procedentes  de  Jueces  serán  apelables 
en  el  término  de  cinco  días.  Contra  los  que  dicten  las  Audien- 
cias cabe  el  recurso  de  casación  por  quebrantamiento  de  forma. 

11 
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AktícüíiO  92. 


Consentido  ó  ejecutoriado  el  auto  en  que  los  Jueces  ó 
Tribunales  se  hubieren  inhibido  del  conocimiento  de  un 
negocio,  se  remitirán  los  autos  al  Juez  ó  Tribunal  que  hu- 
biere propuesto  la  inhibitoria,  con  emplazamiento  de  las 
partes  por  término  de  quince  días,  para  que  puedan  compa- 
recer ante  él  á  usar  de  su  derecho.  (Ley  org.  del  P.  J.,  ar- 
tículo 375.  —  Ley  ant.,  art.  92.) 

El  emplazamiento  de  las  partes  debe  entenderse  de  las  que 
hubiesen  comparecido  ante  el  Juez  requerido. 

La  remesa  de  los  autos  debe  hacerse  á  costa  del  deman- 
dante, por  haber  dado  lugar  á  ella  presentando  su  demanda 
ante  Juez  incompetente. 

Artículo  93. 

Si  se  negare  la  inhibición,  se  comunicará  el  auto  al  Juez 
ó  Tribunal  que  la  hubiere  propuesto,  con  testimonio  de  los 
escritos  de  los  interesados  y  del  Ministerio  fiscal  en  su  caso, 
y  de  lo  demás  que  se  crea  conveniente.  (Ley  org.  del  P.  J. , 
articulo  376. —  Ley  ant.,  art.  93.) 

Juris prudencia.  —  No  cumpliéndose  por  el  Juzgado  reque- 
rido de  inhibición  los  trámites  procesales  marcados  en  los  ar- 
tículos 93  y  94  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  se  hace  im- 
posible que  el  requirente  pueda  dar  cumplimiento  á  lo  que  es- 
tablecen los  artículos  siguientes,  y  mientras  no  se  subsanen  tan 
esenciales  omisiones  y  el  segundo  de  aquéllos  insista  en  la  in- 
hibitoria, no  hay  términos  hábiles  para  que  el  Tribunal  Supre- 
mo resuelva  la  cuestión  propuesta.  (5  de  Abril  de  1898.) 

Artículo  94. 

En  el  oficio  que  el  Juez  ó  Tribunal  requerido  dirija  en 
el  caso  del  artículo  anterior,  exigirá  que  se  le  conteste,  para 
continuar  actuando  si  se  le  deja  en  libertad,  ó  remitir  los 
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auto?  á  quien  corresponda  para  la  decisión  de  la  competen- 
<áa.  ( Ley  org.  del  P.  J.}  art.  377.  —  Ley  ant.,  art.  94.J 


Artículo  95. 

Recibido  el  oficio  expresado  en  el  artículo  que  precede, 
«1  Juez  ó  Tribunal  requirente  dictará  auto,  sin  más  sustan- 
ciación,  en  el  término  de  tercero  día,  insistiendo  en  la  inhi- 
bitoria ó  desistiendo  de  ella.  (Ley  org.  del  P.  J.,  art.  378. — 
Leyant.,  art.  95. )  ^ 

La  disposición  de  este  artípulo  es  lógica.  Recibido  el  oücio 
del  Juez  ó  Tribunal  requerido,  el  requirente  examinará  las  ra- 
zones en  que  aquél  funda  su  creencia  de  ser  competente,  y,  una 
vez  hecho  esto,  debe  resolver.  El  término  en  que  ha  de  resolver 
es  el  de  tres  días. 

Artículo  96. 

Contra  el  auto  desistiendo  de  la  inhibitoria  se  darán  los 
recursos  expresados  en  el  art.  87.  (Ley  org.  del  P.  J.,  ar- 
tículo 379.  —Ley  ant.,  art.  96.) 

Artículo  97. 

Consentido  ó  ejecutariado  el  auto  en  que  el  Juez  ó  Tri- 
bunal requirente  desista  de  la  inhibitoria,  lo  t  comunicará 
por  medio  de  oficio  al  requerido  de  inhibición,  remitiéndote 
lo  actuado  para  que  pueda  unirlo  á  los  autos  y  continuar  el 
procedimiento.  (Ley  org.  del  P.  J.9  art.  380.  —  Ley  anti- 
gua, art.  97.) 

Artículo  98. 

Si  el  Juez  ó  Tribunal  requirente  insistiere  en  la  inhibi- 
toria, lo  comunicará  al  que  hubiese  sido  requerido  de  inhi- 
bición, y  ambos  remitirán  por  el  primer  correo  sus  respecti- 
vas actuaciones  originales  ai  superior  á  quien  corresponda 
dirimir  la  contienda.  (Ley  org.  del  P.  J.,  art.  381.  —  Ley 
antigua,  art.  97.)  ■■/..,- 
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Artículo  99. 


Cuando  los  Jueces  ó  Tribunales  entre  quienes  se  empeñe 
la  cuestión  de  competencia,  tuvieren  un  superior  común,  á 
éste  corresponderá  decidirla,  y  en  otro  caso  al  Tribunal  Su- 
premo. 

Corresponde,  por  tanto: 

1.°  A  los  Jueces  de  primera  instancia,  decidir  las  com- 
petencias que  se  promuevan  entre  los  Jueces  municipales 
de  su  partido  respectivo. 

2.°  A  las  Salas  de  lo  civil  de  las  Audiencias,  las  que  se 
promuevan  entre  los  Jueces  de  primera  instancia  y  los  mu- 
nicipales que  ejerzan  su  jurisdicción  dentro  del  distrito  de 
cada  Audiencia,  fuera  de  los  comprendidos  en  el  número 
anterior. 

3.°  A  la  Sala  tercera  del  Tribunal  Supremo,  en  los  de- 
más casos.  (Ley  org.  del  P.  J.,  artículos  275,  278,  382  y 
389.  —ley  ant.,  artículos  99,  100  y  101.) 

Recordando  lo  que  en  la  nota  al  art.  80  dijimos  referente  á 
la  clase  de  Tribunales  entre  quienes  puede  haber  cuestiones  de 
competencia,  y  visto  lo  que  en  el  artículo  presente  se  expresa, 
fácil  es  saber  á  qué  Juez  ó  Tribunal  corresponderá  decidirla. 
Por  eso  nos  excusamos  entrar  en  detalles. 

Téngase  en  cuenta  que  hoy  la  Sala  de  lo  civil  del  Tribunal 
Supremo  desempeña  las  funciones  que  á  la  tercera  atribuye 
esté  artículo. 

Artículo  100. 

La  remesa  de  los  autos  se  hará  siempre  con  emplaza- 
miento de  las  partes  por  término  de  diez  días  cuando  se  re- 
mitan á  la  Audiencia  ó  a]  Tribunal  Supremo,  y  de  cinco 
días  si  se  remiten  al  Juzgado  de  primera  instancia.  ( Ley 
antigua,  art.  102.) 

Artículo  101. 

Recibidos  los  autos  en  el  Juzgado,  se  pasarán  al  Pro- 
motor fiscal  por  tres  días,  y  en  vista  de  su  dictamen,,  en 
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otro  término  igual  dictará  el  Juez  sentencia,  cuando  no  ha- 
yan comparecido  las  partes. 

Si  éstas  se  hubieren  personado,  las  citará  á  una  compa- 
recencia en  un  plazo  que  no  podrá  exceder  de  seis  días,  po- 
niéndoles mientras  tanto  de  manifiesto  los  autos  en  la  Es-: 
cribanía. 

Si  comparecen  en  el  día  señalado,  las  oirá,  ó  á  sus  defen- 
sores, y  en  los  tres  días  siguientes  dictará  sentencia  deci- 
diendo la  competencia. 

Contra  esta  sentencia  no  se  dará  recurso  alguno,  fuera 
del  de  casación  por  quebrantamiento  de  forma  en  ios  juicios 
de  desahucio. 

Suprimidos  hay  los  Promotores  fiscales,  como  ya  se  ha 
dicho,  han  de  entenderse  los  traslados  con  los  representantes 
del  Ministerio  fiscal. 

Artículo  102. 

Luego  que  se  reciban  los  autos  en  la  Audiencia  ó  en  el 
Tribunal  Supremo,  se  pasarán  al  Relator  para  que  forme  el 
apuntamiento  con  preferencia.  (Ley  ant.  de  JE.  C,  ar- 
tículo IOS.) 

Artículo  103. 

Formado  el  apuntamiento,  se  pasará  con  los  autos  al 
Fiscal  para  que  dentro  de  cuatro  días  emita  dictamen  por 
escrito. 

Artículo  104. 

Si  se  hubieren  personado  las  partes,  ó  alguna  de  ellas, 
se  les  comunicarán  los  autos  para  instrucción  por  tres  días 
improrrogables  á  cada  una,  transcurridos  los  cuales  se  reco- 
gerán de  oficio  y  se  señalará  día  para  la  vista. 

Esta  tendrá  lugar  precisamente,  con  Abogados  ó  sin 
ellos,  dentro  de  los  ocho  días  siguientes  á  la  devolución  ó 
recogida  de  los  autos.  (Ley  ant.,  art  104.) 

Artículo  105. 

Dentro  de  los  cuatro  días  siguientes  al  de  la  vista,  ó  al 
de  la  devolución  de  los  autos  por  el  Fiscal  cuando  no  se 
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hayan  personado  las  partes,  se  dictará  sentencia  decidiéndo- 
la competencia.  (Ley  org.  del  P.  J.,  art.  384.  — Ley  anti- 
gua, art.  109.) 

Artículo  106. 

*  Contra  las  sentencias  de  las  Audiencias  en  que  se  deci- 
dan cuestiones  de  competencia,  sólo  se  dará  el  recurso  de 
casación  por  quebrantamiento  de  forma  después  de  fallado 
el  pleito  en  definitiva. 

Contra  las  del  Tribunal  Supremo  no  habrá  ulterior  re- 
curso. (Ley  org.  del  P.  J.,  art.  385.  —  Ley  ant.,  art.  111.) 

Puede  decirse  que  desde  el  art.  100  hasta  el  presente,  com- 
binados con  el  98  y  el  109,  se  señalan  y  determinan  todos  lo» 
trámites  que  han  de  seguirse  para  la-  resolución  de  las  cuestio- 
nes de  competencia,  propuestas  por  inhibitoria,  una  vez  que 
entre  los  Jueces  ó  Tribunales  entre  quienes  se  hayan  promovido 
no  exista  acuerdo  y  deba  entender,  para  decidir,  el  Tribunal 
Superior  común.  Y  como  puede  notarse  á  la  simple  lectura,  la 
ley,  atendiendo  a  la  consideración  de  que  los  Juzgados  de  pri- 
mera instancia  son  Tribunales  unipersonales,  y  las  Audiencias 
y  el  Tribunal  Supremo  colegiados,  establece  diferentes  reglas 
para  la  tramitación  de  la  competencia  en  unos  y  en  otros. 

Así,  pues,  tenemos  que  cuando  dos  Jueces  municipales  de  un 
mismo  partido  entablen  una  cuestión  de  competencia,  y  practi- 
cadas las  diligencias  que  se  prescriben  desde  el  art.  84  al  97- 
inclusive  no  vengan  a  un  acuerdo,  será  preciso  que,  conforme 
se  ordena  en  el  98,  remitan  por  el  primer  correo  sus  respecti- 
vas actuaciones  al  superior  común,  ó  sea  al  Juez  de  primera 
instancia,  y  al  propio  tiempo  emplazarán  á  las  partes  para  que 
comparezcan  á  defender  su  derecho  por  el  término  de  cinco 
días,  con  arreglo  á  lo  determinado  en  el  art.  100. 

Recibidos  los  autos  en  el  Juzgado  de  primera  instancia,  se 
deduce  de  los  términos  del  art.  101  que  si  las  partes  no  se  per- 
sonan inmediatamente  deberá  dejarse  que  corran  los  cinco  días 
en  que  puedan  hacerlo,  y  si  transcurridos  no  se  hubieren  per- 
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sonado,  se  pasarán  los  autos  al  Promotor  fiscal  por  tres  días,  y 
en  vista  de  su  dictamen,  en  otro  término  igual  dictará  el  Juez 
sentencia. 

Si,  por  el  contrario,  las  partes  se  personan  dentro  del  tér- 
mino, se  las  citará  á  una  comparecencia  en  un  plazo  que  no 
podrá  exceder  de  seis  días,  y  poniéndoles  mientras  tanto  de 
manifiesto  los  autos  en  la  Escribanía;  compareciendo  en  el  día 
señalado,  se  las  oirá,  ó  á  sus  defensores,  y  en  los  tres  días  si- 
guientes se  dictará  sentencia  decidiendo  la  competencia;  y,  por 
último,  conforme  se  prescribe  en  el  art.  109,  se  remitirán  las 
actuaciones  que  se  hayan  tenido  á  la  vista  para  decidirla,  con 
certificación  de  la  sentencia,  al  Juez  municipal  declarado  com- 
petente, y  se  pondrá  en  conocimiento  del  otro,  librándose  tam- 
bién, previa  tasación,  las  órdenes  oportunas  para  que  se  hagan 
efectivas  las  costas. 

Estos  trámites  varían  algún  tanto  cuando  el  Tribunal  que 
haya  de  decidir  la  competencia  sea  una  Audiencia  ó  el  Tribunal 
Supremo.  Por  el  primer  correo,  sregún  se  dispone  en  el  art.  98, 
remitirán  las  actuaciones  los  Jueces  ó  Tribunales  contendien- 
tes, y  emplazarán  á  las  partes  para  que  comparezcan  á  usar  de 
su  derecho  en  el  término  de  diez  días.  Recibidos  los  autos  en 
la  Audiencia  ó  en  el  Tribunal  Supremo,  se  pasarán  al  Relator 
para  que  forme  el  apuntamiento  con  preferencia,  y  si  las  partes 
no  se  personaren  antes,  habrá  necesidad,  lo  mismo  que  dijimos 
con  respecto  al  Juzgado  de  primera  instancia,  de  esperar  á  que 
se  pase  el  término  en  que  pueden  hacerlo  para  ver  si  compare- 
cen ó  no,  y  seguir,  en  su  consecuencia,  uno  ú  otro  rumbo.  Si 
no  comparecieren,  una  vez  formado  el  apuntamiento,  se  pasará 
con  los  autos  al  Fiscal,  para  que  dentro  de  cuatro  días  emita 
gn  dictamen  por  escrito,  y  en  los  cuatro  días  siguientes  se  dic- 
tará sentencia.  Y  si  las  partes  se  hubieren  personado,  ó  alguna 
de  ellas,  se  les  comunicarán  los  autos  para  instrucción  por  tres 
días  improrrogables  á  cada  una,  transcurridos  los  cuales  se  re- 
cogerán de  oficio  y  se  señalará  día  para  la  vista,  que  tendrá 
lugar  con  Abogados,  ó  sin  ellos,   dentro  de  los  ocho  días  si- 
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guientes  á  la  devolución  ó  recogida  de  los  autos.  Después,  y 
en  el  término  de  cuatro  días,  se  dictará  sentencia  decidiendo  la 
competencia,  y  el  Tribunal  que  la  haya  resuelto  remitirá  el 
pleito  y  las  actuaciones  que  haya  tenido  á  la  vista  para  deci- 
dirla el  Juez  ó  Tribunal  declarado  competente,  y  lo  pondrá  en 
conocimiento  del  otro;  y  librará,  previa  tasación,  las  órdenes 
oportunas  para  que  se  hagan  efectivas  las  costas  que  hubiere 
impuesto. 

Nos  hemos  decidido  á  exponer  concretamente  los  trámites 
que  en  cada  caso  de  los  indicados  deberán  seguirse,  y  á  true- 
que de  repetir  obstinadamente  las  disposiciones  de  la  ley,  por- 
que en  nada  queremos  ceder  á  nuestra  pretensión  de  facilitar 
su  inteligencia,  y  creemos  haber  expresado  con  mayor  claridad 
que  la  ley  misma  la  tramitación  de  las  cuestiones  de  compe- 
tencia cuando  se  trata  de  que  el  Tribunal  Superior  común  de 
los  contendientes  la  decida.  Ahora  expondremos  con  la  mayor 
brevedad  posible  las  observaciones  que  los  diferentes  artículos 
á  que  esta  nota  se  refiere  nos  4ian  sugerido* 

En  la  presente  ley  se  ha  tendido,  respondiendo  á  la  de  Bases 
de  21  de  Junio  de  1880,  á  simplificar  en  unos  casos,  á  ampliar 
en  otros  y  á  ordenar  y  aclarar  en  todos,  las  disposiciones  por 
las  cuales  se  regían  anteriormente  las  cuestiones  propias  del 
enjuiciamiento  civil.  En  lo  que  á  la  tramitación  de  las  cues- 
tiones de  competencia  se  refiere,  no  cabe  duda  en  que  se  ha 
conseguido,  por  regla  general,  el  objeto  de  la  ley;  y  por  lo  que 
respecta  al  punto  concreto  que  examinamos,  relativo  á  la  tra- 
mitación de  las  cuestiones  de  competencia  ante  los  Tribunales 
superiores  que  han  de  decidirlas,  puede  afirmarse  con  sobra  de 
razón  que  el  legislador  ha  tenido  verdadero  acierto. 

La  ley  anterior  de  Enjuiciamiento  civil  y  la  orgánica  de  los 
Tribunales  de  1870,  refiriéndose  expresamente  á  la  tramita- 
ción que  debía  observarse  cuando  las  cuestiones  de  competen- 
cia se  sometían  á  la  decisión  de  una  Audiencia  ó  del  Tribunal 
Supremo,  dejaban  sin  llenar  un  importante  vacío,  que  sólo  acu- 
diendo á  la  interpretación  racional  de  otros  artículos  ha  podido 
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llenarse  en  la  práctica;  y  aun  en  las  disposiciones  relativas  á 
la  antedicha  tramitación  había  más  desorden  y  menos  claridad 
que  en  las  actuales.  Ahora  ya  se  ha  cuidado  de  establecer  re- 
glas determinadas  y  concretas  para  cuando  la  cuestión  de  com- 
petencia de  que  se  trate  deba  ser  decidida  por  un  Juez  de  pri- 
mera instancia,  y  tanto  para  este  caso  como  para  el  en  que  el 
Tribunal  decididor  lo  sea  una  Audiencia  ó  el  Supremo  de  Jus- 
ticia, se  ha  ordenado  la  materia  conveniente. 

Por  último,  habremos  de  añadir  que  el  art.  111  de  la  ante- 
rior ley  de  E.  C,  y  que  citamos  al  pie  del  106,  decia  en  su 
párrafo  tercero  que  contra  las  sentencias  de  las  Audiencias 
no  se  daba  otro  recurso  que  el  de  casación  en  su  caso  y  lugar, 
y  el  Tribunal  Supremo  declaró  en  repetidas  sentencias  (entre 
ellas,  las  de  3  y  12  de  Enero  de  1871  y  31  de  Enero  1872 )  que 
el  caso  y  lugar  se  verifican  cuando  el  pleito  quedó  completa- 
mente terminado. 

Artículo  107. 

Las  sentencias  del  Tribunal  Supremo  sobre  cuestiones 
de  competencia  se  publicarán,  dentro  de  los  diez  días  si- 
guientes á  su  fecha,  en  la  Gaceta  de  Madrid,  y  á  su  tiempo 
en  la  Colección  legislativa.  (Ley  org.  del  P.  J. ,  art .  386.  — 
Ley  ant.,  art.  112.) 

En  el  artículo  que  citamos  de  la  ley  orgánica  de  los  Tribu- 
nales, se  añadía:  «Los  de  las  Audiencias  en  los  Boletines  oficia- 
les de  las  provincias  que  comprenda  su  distrito  dentro  de  los 
quince  días  siguientes  á  su  fecha.»  ¿Por  qué  se  ha  suprimido 
e3ta  parte  en  la  nueva  ley  ? 

Entendemos  que  se  haya  hecho  para  conseguir  que,  en  las 
competencias  como  en  las  cuestiones  todas  del  enjuiciamiento, 
sea  el  Tribunal  Supremo  el  único  que  forme  jurisprudencia; 
pero  no  nos  atrevemos  a  afirmar  que  la  omisión  de  la  nueva  ley 
sea  conveniente,  pues  afectando  las  cuestiones  de  competencia 
al  orden  público,  acaso  lo  fuera  más  que  se  hubiera  conserva- 
do la  disposición  que  hemos  transcrito  de  la  ley  orgánica,  aña- 
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diéndose  que  también  habrían  de  publicarse  las  de  los  Jueces 
de  primera  instancia.  Hablando,  no  'obstante,  con  entera  fran- 
queza, diremos  que  nuestra  creencia  es  la  de  que  ha  hecho  bien 
el  legislador  en  omitir  la  parte  del  art.  386  de  la  ley  orgánica 
del  Poder  judicial  que  dejamos  copiada. 

Jurisprudencia.  — Los  Tribunales  deberán  tener  en  cuenta 
estas  decisiones  de  competencia,  á  fin  de  no  promoverlas  en  los 
casos  ya  resueltos.  (Sentencias  10  Julio  1885,  19  de  Septiem- 
bre de  1888  y  otras.) 

Aetículo  108. 

El  Tribunal  Supremo  podrá  condenar  al  pago  de  las  cos- 
tas causadas  en  la  inhibitoria  al  Juez  ó  Tribunal  y  á  la 
parte  que  la  hubieren  sostenido  ó  impugnado  con  notoria 
temeridad,  determinando  en  su  caso  la  proporción  en  que 
deban  pagarlas,  ó  si  han  de  ser  solamente  de  cuenta  de  las 
partes. 

Cuando  el  que  haya  promovido  la  competencia  se  halle 
en  el  caso  del  párrafo  segundo  del  art.  78,  se  le  impondrán 
todas  las  costas. 

Las  mismas  declaraciones  pueden  hacer  las  Audiencias 
y  los  Jueces  de  primera  instancia,  cuando  decidan  cuestio- 
nes de  competencia. 

Cuando  no  hicieren  especial  condenación  de  costas,  se 
entenderán  de  oficio  las  causadas  en  la  competencia.  (Ley 
orgánica  del  P.  /.,  art.  387.. —  Ley  ant.,  art.  113. ) 

Puede  decirse  que  este  artículo  es  una  copia  exacta  del  387 
de  la  ley  orgánica  del  Poder  judicial;  pero  por  lo  mismo  nos 
vemos  en  la  necesidad  de  hacer  alguna  observación  contra  él. 
Fuera  de  la  última  disposición  que  contiene,  dice  lo  mismo  que 
el  113  de  la  ley  anterior  de  Enjuiciamiento  civil,  y  en  lo  único 
que  se  diferencia  es  en  que  se  expresa  el  concepto  principal 
cometiendo  una  redundancia  y  haciéndole  más  oscuro.  En  efec- 
to, las  disposiciones  del  presente  artículo  son  tres:  una,  que  los 
Tribunales  que  decidan  competencias  pueden  condenar  en  las 
costas,  determinando  la  proporción  en  que  han  de  pagarlas,  al 
Juez  ó  Tribunal  ó  á  la  parte  que  la  hubieren  sostenido  ó  impug- 
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nado  con  notoria  temeridad;  otra,  que  se  impondrán  todas  las 
costas  al  que  haya  promovido  la  competencia  hallándose  en  el 
caso  del  párrafo  2,°  del  art.  78;  y  otra,  que  cuando  no  se 
hiciere  especial  condenación  de  costas,  se  entenderán  de  oficio 
las  causadas  en  la  competencia.  Pues  bien:  para  que  no  se 
dude  que  la  primera  disposición  se  encuentra  expresada  con 
mayor  claridad  en  la  anterior  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  bas- 
tará que  la  transcribamos  tal  como  se  halla  formulada  en  su  ar- 
tículo 113.  Decía  así:  «Tanto  el  Tribunal  Supremo  de  Justicia 
como  las  Audiencias  podrán  en  las  sentencias  condenar  al  pago 
de  las  costas  causadas  en  las  actuaciones  relativas  á  la  cues- 
tión de  competencia,  al  Juez  y  al  litigante  que  la  hayan  soste- 
nido con  notoria  temeridad,  estableciendo  la  proporción  en  que 
deban  pagarlas.»  ¿Por  qué  no  se  ha  dejado  de  este  modo,  aña- 
diendo después  de  la  palabra  Audiencias  la  de  los  Jueces  de 
primera  instancia,  ó  por  qué  no  se  ha  dicho  sencillamente: 
Los  Tribunales  que  decidan  cuestiones  de  competencia,  etc.? 

Mas  en  el  artículo  que  examinamos  se  introduce  la  innova- 
ción de  hacer  potestativo  en  los  Tribunales  decididores  el  con- 
denar en  las  costas  al  Juez  y  Tribunal  y  á  la  parte  que  hayan 
sostenido  la  cuestión  con  notoria  temeridad,  ó  el  condenar  sola- 
mente a  las  partes;  y  nosotros  creemos  que  esta  innovación  no 
puede  ser  conveniente  bajo  ningún  concepto.  Los  Jueces  y  Tri- 
bunales tienen  obligación,  más  que  nadie,  de  saber  cuáles  son 
sus  atribuciones,  y  al  sostenerse  por  uno  de  ellos  una  cuestión 
de  competencia,  con  notoria  temeHdad',  no  puede  en  ningún 
caso  quedar  completamente  disculpada  su  conducta  por  el  hecho 
de  que  las  partes  hayan  insistido,  también  con  temeridad,  en 
sostener  la  misma  cuestión.  En  cambio  ahora  podrá  suceder 
que,  confiando  algunas  veces  los  Jueces  y  Tribunales  en  que  la 
condenación  eñ  costas  no  les  alcanzará,  se  decidirán,  con  per- 
juicio de  las  partes  y  del  orden  público,  á  sostener  más  cuestio- 
nes de  competencia  de  las  debidas,  ó  que  lógicamente  pudieran 
suscitarse,  y  vendrá  de  este  modo  á  ser  la  nueva  ley  origen  de 
una  verdadera  perturbación. 
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AfiTÍCÜLO    109. 


El  Tribunal  que  haya  resuelto  la  competencia,  remitirá 
el  pleito  y  las  actuaciones  que  haya  tenido  á  la  vista  para 
decidirla,  con  certificación  de  la  sentencia,  al  Juez  ó  Tribu- 
nal declarado  competente,  y  lo  pondrá  en  conocimiento  del 
otro. 

También  cuidará  de  que  se  haga  efectiva  la  condenación 
de. costas  que  hubiere  impuesto,  librando  al  efecto,  previa 
su  tasación,  las  órdenes  oportunas.  (Ley  org.  del  P.  J.,  ar- 
tículo 388.  —  Ley  ant.,  art.  114 )  (1). 

El  Tribunal  dirimente  debe  cuidar  de  no  omitir  en  ningún 
caso  la  declaración  sobre  costas,  á  fin  de  que  los  auxiliares  no 
se  vean  privados  de  sus  derechos  más  que  cuando  se  exima  de 
pago  á  las  partes  por  motivos  justificados.  (Sent.  4  Febre- 
ro 1885.) 

Artículo  110. 

Cuando  la  cuestión  de  competencia,  entre  dos  ó  más 
Tribunales  ó  Jueces,  fuere  negativa  por  rehusar  todos  en- 
tender en  un  negocio,  la  decidirá  el  superior  común  ó  el- 
Tribunal  Supremo  en  su  caso,  siguiendo  para  ello  los  mis- 
mos trámites  prescritos  para  las  demás  competencias.  (Ley 
orgánica  del  P.  J.,  art.  389.) 

Las  cuestiones  que  se  promuevan  entre  dos  Salas  de  una 
misma  Audiencia,  aunque  éstas  tienen  la  consideración  de  Tri- 
bunales independientes,  tienen  un  carácter  especial,  porque, 
más  que  verdaderas  cuestiones  de  competencia,  se  refieren  al 
reparto  de  los  negocios. 

Sin  embargo,  como  el  incidente  ha  debido  promoverse  por  la 
parte  interesada  en  escrito  razonado,  tanto  porque  no  existiría 
verdadera  cuestión  si  la  otra  parte  se  allanaba,  cuanto  porque 
sería  injusto  oir  á  aquélla  y  no  á  ésta,  nos  parece  procedente,  de 


1      Véase  nuestra  nota  al  art.  106. 
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acuerdo  con  lo  propuesto  por  el  comentarista  Sr.  Amat,  que  se 
la  oiga  antes  de  pasar  los  autos  al  Fiscal. 

Artículo  111. 

Las  cuestiones  de  competencia  ó  de  atribuciones  que  se 
promuevan  entre  dos  Salas  de  un  Tribunal,  las  decidirá  la 
Sala  de  gobierno  del  mismo,  oyendo  por  escrito  al  Fiscal, 
sin  otra  sustanciación  y  sin  ulterior  recurso,  como  no  sea  el 
de  casación  cuando  proceda  contra  la  sentencia  definitiva 
del  pleito.  (Ord.  de  las  Aud.7  art.  78.) 

Artículo  112. 

Las  cuestiones  de  jurisdicción  promovidas  por  Jueces  ó 
Tribunales  seculares  contra  Jueces  ó  Tribunales  eclesiásti- 
cos, se  sustanciarán  y  decidirán  con  sujeción  á  las  reglas 
establecidas  para  los  recursos  de  fuerza  en  conocer.  (  Ley  or- 
gánica del  P.  J.,  art.  390.) 

Artículo  113. 

Cuando  los  Jueces  y  Tribunales  eclesiásticos  estimaren 
que  les  corresponde  el  conocimiento  de  un  negocio  en  que 
entiendan  los  Jueces  ó  Tribunales  seculares,  podrán  requerir- 
les de  inhibición,  y  si  no  se  inhibieren,  recurrir  en  queja  al 
superior  inmediato  de  éstos,  el  cual,  después  de  oir  al  Mi- 
nisterio fiscal,  resolverá  lo  que  creyere  procedente. 

Contra  esta  resolución  no  se  dará  recurso  alguno.  (Ley 
orgánica  del  P.  J. ,  art  391)  (1). 

Artículo  114. 

Las  inhibitorias  y  las  declinatorias  suspenderán  los  pro- 
cedimientos, fuera  del  caso  á  que  se  refiere  el  artículo  ante- 
rior, hasta  que  se  decida  la  cuestión  de  competencia. 

Durante  la  suspensión,  el  Juez  ó  Tribunal  requerido  de 
inhibición  podrá  practicar,  á  instancia  de  parte  legítima, 
cualquiera  actuación  que  á  su  juicio  sea  absolutamente  ne- 
cesaria, y  de  cuya  dilación  pudieran  resultar  perjuicios 
irreparables.  (Ley  org»  del  P.  J.,  art.  394.) 


Vi).,  Vé&?B¿uxfiitr*  no^ft  al  epígrafe  del  título  siguiente  de  la  ley. 
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En  este  artículo  se  ha  quitado  á  los  Jueces  y  Tribunales  la  » 
facultad  de  practicar  diligencias  de  las  á  que  se  refiere  el  se- 
gundo párrafo,  por  motu  proprio  ó  de  oficio,  y  ya  se  necesitará 
siempre  la  instancia  de  parte  legítima,  que,  según  el  art.  394  de  la 
ley  orgánica  del  Poder  judicial,  no  era  siempre  necesaria.  Dado 
el  principio  de  que  en  lo  civil  todo  deben  hacerlo  las  partes, 
porque  se  trata  de  su  interés,  la  disposición  nueva  es  lógica,  y 
considerando  que  los  litigantes  han  de  estar  siempre  atentos  á 
proponer  las  diligencias  que  les  importen,  es  de  suponer  y  de 
esperar  que  no  habrá  perjuicio  para  nadie. 

También  se  ve  en  este  artículo  que  en  el  primer  párrafo  se 
exceptúa  de  que  suspenda  los  procedimientos  la  inhibitoria  pro- 
puesta por  los  Jueces  y  Tribunales  eclesiásticos,  y  esta  disposi- 
ción, no  contenida  en  el  artículo  concordante  de  la  ley  orgánica, 
tiende  á  robustecer  la  jurisdicción  ordinaria,  á  la  cual  se  la 
supone  competente  á  no  haber  prueba  en  contrario.  Y  como  en 
el  artículo  siguiente  se  declaran  válidas  las  actuaciones  que  se 
hayan  practicado  hasta  la  decisión  de  la  competejicia,  la  reso- 
lución es  más  aceptable. 

Artículo  115. 

Todas  las  actuaciones  que  se  hayaü  practicado  hasta  la 
decisión  de  las  competencias,  serán  válidas,  sin  necesidad  de 
que  se  ratifiquen  ante  el  Juez  ó  Tribunal  que  sea  declarado 
competente.  (Ley  org.  del  P.  J.,  art.  398.) 

Este  artículo  es  copia  exacta  del  que  citamos  de  la  ley  orgá- 
nica del  Poder  judicial.  En  él  se  contiene  un  precepto  que  no 
estaba  consignado  en  la  anterior  ley  de  Enjuiciamiento,  y  aun 
contrario  á  lo  que  se  disponía  en  el  art.  1.013  de  su  primitiva 
«dición  y  en  la  ley  15,  tít.  XXII,  Partida  3.a,  que  exigían  para 
dar  validez  á  las  actuaciones  practicadas  ante  el  Juez  incompe- 
tente, que  el  actor  reprodujera  su  demanda  ante  el  Juez  com- 
petente.   

El  nuevo  precepto  tiende  á  facilitar  la  sustanciacióii'  pronta 
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de  los  negocios,  y  es  perfectamente  aceptable,  porque,  no  alte- 
rando los  hechos  y  fundamentos  de  derecho  de  la  demanda  ni  el 
valor  intrínseco  de  las  demás  actuaciones  que  se  verifiquen,  la 
circunstancia  de  haberse  presentado  aquélla  y  haberse  practi- 
cado éstas  ante  un  Juez  incompetente,  eran  trámites  dilatorios 
y  tan  inútiles  como  gravosos  el  de  imponer  al  actor  la  obliga- 
ción de  reproducir  su  demanda  ante  el  Juez  competente  y  el  de 
hacer  preciso  también  que  todas  las  actuaciones  se  verificaran 
de  nnevo. 

No  obstante,  creemos  conveniente  advertir  que,  á  nuestro 
juicio,  no  se  deduce  del  artículo  que  examinamos  que  si  en  un 
Juzgado  ó  Tribunal  se  han  practicado  actuaciones  para  las  cua- 
les no  estuviere  autorizado,  deban  declararse  válidas  al  pasarse 
el  asunto  al  Juez  competente,  porque  en  el  caso  expuesto,  las 
actuaciones  practicadas  son  nulas  desde  su  origen  y  no  pueden 
convalidarse  de  manera  alguna. 

Por  último,  advertimos  que,  no  obstante  el  precepto  del  ar- 
ticulo 115,  no  puede  creerse  que  la  remesa  de  los  autos  de  que 
se  ocupa  el  100  no  deba  hacerse,  según  allí  dijimos,  á  costa  del 
demandante,  pues  debiéndose  al  hecho  de  haber  presentado  su 
demanda  ante  el  Juez  incompetente  la  cuestión  de  competencia, 
debe  sufrir  todas  las  consecuencias  de  la  misma  como  por  vía 
de  pena  á  su  ignorancia,  descuido  ó  mala  fe. 

SECCIÓN  CUARTA 

DE    1*08  RECURSOS  DE  QUEJA   CONTRA   LAS   AUTORIDADES 
ADMINISTRATIVAS 

Entre  la  Administración  y  los  Tribunales  de  la  jurisdicción 
ordinaria  pueden  suscitarse  conflictos  ó  cuestiones  de  compe- 
tencia, lo  mismo  que  entre  Jueces  ó  Tribunales  de  una  misma 
jurisdicción.  Así,  pues,  la  ley  tenía  que  señalar  los  trámites 
que  deben  seguirse  para  la  resolución  de  esta  clase  de  compe- 
tencias, y  la  presente  sección,  siquiera  no  se  ocupe  más  que  en 
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determinar  los  trámites  que  deben  seguirse  para  que  los  Tribu- 
nales ordinarios  eleven  sus  quejas  al  Gobierno  cuando  entien-» 
dan  que  Ja  Administración  invade  el  terreno  propio  de  sus  atri- 
buciones, puede  decirse  que  no  tiene  otro  objeto  que  aquél. 

Abtículo  116. 

Los  Gobernadores  de  provincia  son  las  únicas  Autorida- 
des que  podrán  suscitar  en  nombre  de  la  Administración, 
competencias  positivas  ó  negativas  á  los  Juzgados  y  Tribu- 
nales por  exceso  de  atribuciones,  en  el  caso  de  que  éstos 
invadan  las  que  correspondan  al  orden  administrativo.  (Ley 
orgánica  del  P.  J. ,  art.  286.) 

La  vigencia  de  este  artículo  ha  quedado  confirmada  por  el 
artículo  27  de  la  vigente  ley  Provincial,  que  derogó  la  de  31  de 
Diciembre  de  1881  en  cuanto  concedió  á  los  Delegados  de  Ha- 
cienda la  facultad  de  suscitar  competencias. 

Artículo  117. 

Las  competencias  positivas  ó  negativas  que  la  Adminis- 
tración suscitare  á  los  Jueces  y  Tribunales,  se  sustanciarán 
y  decidirán  en  la  forma  establecida  por  las  leyes  y  regla- 
mentos que  la  determinen.  (Ley  org.  del  P.  /.,  art.  287.) 

Vista  la  doctrina  de  este  artículo  y  la  del  anterior,  que  se 
ocupan  de  señalar  la  clase  de  Autoridades  administrativas  que 
pueden  suscitar  cuestiones  de  competencia  á  los  Tribunales  del 
fuero  común  y  de  indicar  que  la  forma  de  sustanciarse  y  deci- 
dirse será  la  que  determinen  las  leyes  y  reglamentos  que  de 
ellas  traten,  entendemos  nosotros  que  no  debieran  haberse  in- 
cluido en  la  presente  sección,  que,  para  responder  á  su  título, 
no  debía  ocuparse  sino  pura  y  exclusivamente  de  los  recursos 
de  queja  contra  las  Autoridades  administrativas. 

Esta  ingerencia,  muy  común  en  todas  nuestras  leyes  pro- 
cesales, exige  de  nuestra  parte  una  ligera  explicación  para  ha- 
cer ver  que  se  incurre  en  faltas  de  esa  índole;  porque,  llevados 
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generalmente  los  legisladores,  al  redactar  una  ley  como  la  pre- 
sente, del  deseo  de  compilar  y  ordenar  metódicamente  cuanto  á 
la  materia  de  la  ley  puede  referirse  y  aun  cuanto  con  ella  puede 
tener  alguna  relación,  se  olvidan  inadvertidamente  de  los  prin- 
cipios á  que,  para  ser  lógicos  y  precisos,  debieran  ajustarse  por 
completo. 

Sucediendo  natural  y  necesariamente  que  cada  Poder  públi- 
co y  cada  Autoridad,  de  cualquier  orden  que  sea,  ha  de  tener 
una  esfera  de  acción  propia  y  exclusiva  para  de  este  modo  po- 
der llenar  su  fin,  es  incuestionable  que,  si  dentro  de  su  círculo 
deja  de  moverse  y  permanece  en  inacción,  incurre  en  una  omi- 
sión punible,  y  que  si  al  ejercer  sus  funciones  se  excede  y 
traspasa  intencionadamente  y  con  conocimiento  de  que  obra 
mal  los  límites  de  sus  atribuciones,  ejecuta  un  acto  que  tam- 
bién debe  ser  objeto  de  castigo  por  parte  de  la  ley. 

Pero  la  analogía  de  unas  materias  con  otras  ó  cualquier  otra 
circunstancia  parecida  puede  inducir  á  error  á  esos  mismos  Po- 
deres ó  Autoridades  y  hacer  que  se  crean  competentes  ó  con  atri- 
buciones para  conocer  de  un  asunto  cualquiera  que  en  realidad 
no  pertenezca  á  la  jurisdicción  de  la  Autoridad  de  que  se  trate, 
sino  á  la  de  otra,  y  como  en  este  caso  se  abroga  la  que  se  exce- 
de atribuciones  que  no  son  suyas,  viene  á  dar  origen  con  sus 
actos  á  una  cuestión  de  competencia;  porque  no  hay  que  perder 
de  vista  que,  bien  en  el  caso  de  que  dos  Autoridades  incompe- 
tentes se  consideren  competentes  para  conocer  de  un  asunto  de- 
terminado, ó  bien  en  el  caso  de  que  una  Autoridad  incompetente 
dispute  con  la  que  en  realidad  sea  competente,  sosteniendo  tener 
mejor  derecho  á  conocer  del  negocio,  existe  ó  se  produce  el  oon- 
nicto  que  con  el  nombre  de  cuestión  de  competencia  se  de- 
nomina. 

Y  estas  cuestiones  son  inevitables:  mas,  por  razón  de  orden 
y  como  el  buen  sentido  aconseja,  sucede  que,  con  el  fin  de  po- 
derlas resolver,  se  ocupan  las  leyes  de  determinar  la  Autoridad 
encargada  de  dirimirlas  y  el  procedimiento  que  para  su  sustan- 
ciación  debe  seguirse. 

12 
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Pues  ahora  bien:  con  objeto  de  evitar  confusiones  y  de  que 
el  asunto  quede  bien  ordenado,  se  comprende  que  el  primer  cui- 
dado del  legislador  debe  ser  el  de  estudiar  concienzudamente 
las  diferentes  leyes  en  que  ha  de  determinar  una  y  otra  cosa; 
porque  siendo  diversas  las  en  que  organiza  los  Poderes  y  dis- 
tintas también  las  en  donde  marca  las  reglas  á  que  debe  some- 
terse la  sustanciación  y  decisión  de  los  negocios  á  ellos  enco- 
mendados, parece  que,  si  en  las  de  organización  se  ocupa  de  los 
trámites  que  deben  seguirse  en  las  cuestiones  de  competencia, 
introduce  en  tales  leyes  preceptos  propios  de  las  de  procedi- 
mientos ó  adjetivas,  como  las  denominaba  Bentham,  y  que  asi- 
mismo si  en  estas  últimas  se  cuida  de  fijar  las  diferentes  atribu- 
ciones, las  falsea,  haciendo  objeto  de  ellas  prescripciones  pro- 
pias de  las  de  organización. 

El  deslinde  exacto  de  todas  y  cada  una  de  esas  cosas  ha  de- 
bido siempre  presentar  dificultades,  porque,  examinando  nues- 
tras leyes,  se  ve  que  desde  antiguo  se  viene  incurriendo  en  la 
mixtificación  que  hemos  dicho  debe  procurarse  evitar;  y  en  la 
ocasión  presente,  con  el  art.  116  que  examinamos,  tenemos  un 
ejemplo  vivo,  pues  lo  que  en  él  se  hace  es  marcar  la  atribución 
exclusiva  de  los  Gobernadores  de  provincia  para  suscitar  cues- 
tiones de  competencia  á  los  Juzgados  y  Tribunales;  y,  bien  se 
entienda  que  esto  fuera  más  propio  de  las  leyes  orgánicas  ó  que 
es,  en  efecto,  un  precepto  correspondiente  á  las  leyes  procesa- 
les, no  es  fácil  comprender  qué  razón  de  lógica  y  de  buenos 
principios  puede  haber  para  introducirle  en  una  ley  de  Enjui- 
ciamiento civil.  El  mismo  art.  117,  previniendo  que  las  compe- 
tencias promovidas  por  la  Administración  se  sustanciarán  y  de- 
cidirán en  la  forma  establecida  por  las  leyes  y  reglamentos  que 
lo  determinen,  da  fuerza  á  nuestra  censura. 

A  nuestro  juicio,  en  las  leyes  orgánicas  y  de  procedimientos 
referentes  á  cada  poder  público  ó  á  cada  orden  de  Autoridades 
6  Tribunales  es  donde  debe  determinarse  la  Autoridad  que  pue- 
de entablar  cuestiones  de  competencia  con  las  de  distinto  orden 
ó  con  las  del  suyo  propio,  y  señalar  las  reglas  que  debieran  se- 
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guirse  en  cada  caso,  pues  así  tendríamos  que  en  las  leyes  admi- 
nistrativas se  determinaría  la  Autoridad  que  podía  entablar 
competencia  con  los  Tribunales  ordinarios,  por  ejemplo,  y  los 
trámites  que  la  cuestión  habría  de  llevar,  y  en  cambio  en  la 
ley  orgánica  de  los  Tribunales  se  determinarían  también  las 
que  podían  quejarse  de  la  Administración  y  en  otra*  la  sustan- 
<nación  á  que  la  queja  debería  someterse. 

De  na  ser  así,  sólo  haciendo  una  ley  general  de  competen- 
cias podría  evitarse  esta  confusión  y  mezcla  infundada  é  in- 
conveniente de  preceptos  que  se  observa  en  nuestras  leyes. 

Hechas  estas  observaciones,  transcribimos  á  continuación  el 
Real  decreto  de  8  de  Septiembre  de  1888,  que  constituye  el  de- 
recho vigente  para  resolver  las  competencias  de  jurisdicción  y 
atribuciones  entre  las  Autoridades  administrativas  y  los  Tribu- 
nales ordinarios  y  especiales: 

«Artículo  1.°  Corresponde  al  Rey  decidir  las  competencias 
de  atribuciones  y  de  jurisdicción  que  ocurran  entre  las  Autori- 
dades administrativas  y  los  Tribunales  ordinarios  y  especiales. 

Art.  2.°  Sólo  los  Gobernadores  de  provincia  podrán  promo- 
ver cuestiones  de  competencia,  y  únicamente  la  suscitarán  para 
reclamar  el  conocimiento  de  los  negocios  que,  en  virtud  de  dis- 
posición expresa,  corresponda  á  los  mismos  Gobernadores,  á  las 
Autoridades  dependientes  de  ellos  ó  á  la  Administración  pública 
en  general.  Las  partes  interesadas  podrán  deducir  ante  la 
Autoridad  administrativa  las  declinatorias  que  creyesen  conve- 
nientes. 

Art.  3.°  Los  Gobernadores  no  podrán  suscitar  contiendas 
de  competencia:  primero,  en  los  juicios  criminales,  á  no  ser 
que  el  castigo  del  delito  ó  falta  haya  sido  reservado  por  la  ley 
i  los  funcionarios  de  la  Administración,  ó  cuando  en  virtud  de 
la  misma  ley  deba  decidirse  por  la  Autoridad  administrativa 
alguna  cuestión  previa  de  la  cual  dependa  el  fallo  que  los  Tri- 
bunales ordinarios  ó  especiales  hayan  de  pronunciar;  segundo, 
en  los  juicios  fenecidos  por  sentencia  firme,  y  en  aquellos  que 
sólo  pendan  de  recurso  de  casación  ó  de  revisión  ante  el  Tribu- 
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nal  Supremo;  tercero,  por  no  haber  precedido  la  autorización 
correspondiente  para  perseguir  en  juicio  á  los  empleados  en 
concepto  de  tales;  cuarto,  por  falta  de  la  que  deben  conocer  los 
mismos  Gobernadores,  con  arreglo  á  las  leyes,  cuando  se  trate 
de  pleitos  en  que  litiguen  los  pueblos  ó  establecimientos  públi- 
cos. En -los  dos  últimos  casos  precedentes  quedarán  expeditos  á 
los  interesados  los  recursos  á  que  pueda  dar  margen  la  omisión 
de  dichas  formalidades. 

Art.  4.°  Cuando  la  contienda  de  competencia  se  fundare  en 
la  existencia  de  una  cuestión  previa  administrativa,  resuelta 
que  sea  ésta  por  la  Autoridad  á  que  corresponda,  se  devolverán 
los  autos  al  Juez  ó  Tribnnal  competente  para  que  proceda  con 
arreglo  á  derecho,  declarando  no  haber  lugar  á  la  continuación 
del  juicio  si  la  decisión  administrativa  envolviera  falta  de  le- 
gitimidad del  procedimiento,  y  continuándolo,  en  caso  contra- 
rio, en  el  estado  en  que  quedó  al  establecerse  la  competencia.  La 
Autoridad  administrativa  llamada  á  resolver  la  cuestión  previa 
la  decidirá  en  el  plazo  que  las  leyes  ú  otras  disposiciones  hayan 
establecido.  Cuando  exista  plazo  prefijado,  la  cuestión  previa, 
habrá  de  resolverse  en  el  término  máximo  de  seis  meses,  á  no- 
ser  que  los  términos  marcados  en  las  leyes  y  reglamentos  exi- 
giesen un  periodo  más  largo.  Transcurrido  dicho  plazo,  el  Juz- 
gado ó  Tribunal  que  antes  conocía  del  asunto,  reclamará  Ios- 
autos  al  Gobernador  y  continuará  el  procedimiento  en  la  forma 
legal. 

Art.  5.°  Los  Gobernadores,  oídas  las  Comisiones  provincia- 
les (1),  harán  los  requerimientos  de  inhibición  á  los  Jueces  ó- 
Tribunales  que  estén  conociendo  del  asunto,  y  sólo  cuando  unos 
ú  otros  procedan  por  delegación,  se  dirigirán  aquéllos  al  Tribu- 
nal delegante.  Por  tanto,  los  Jueces  de  instrucción  deberán  sos- 
tener, en  su  caso,  las  cuestiones  de  competencia  que  promuevan 


(1)  La  audiencia  expresada  debe  ser  anterior  al  requerimiento,  y  este  úl- 
timo »er  especial  para  cada  asunto.  (Reales  Aecretos  de  31  de  Enero  y  16  de 
Julio  de  1908,  entre  otroa.)  •     .    ' 
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los  Gobernadores,  mientras  los  procesos  se  encuentren  en  el  pe- 
ríodo de  sumario. 

Art.  6.°  Así  los  Jueces  y  Tribunales,  oído  el  Ministerio  fis- 
-cal,  d  á  excitación  de  éste,  como  los  Gobernadores,  oídas  las 
■Comisiones  provinciales,  se  declararán  incompetentes,  aunque 
no  intervenga  reclamación  de  autoridad  extraña,  cuando  se  so- 
meta á  su  decisión  algún  negocio  cuyo  conocimiento  no  les  per- 
tenezca. 

Art.  7.°  El  Ministerio  fiscal,  así  en  la  jurisdicción  ordinaria 
como  en  las  especiales,  y  en  todos  los  grados  de  cada  una  de 
«Has,  interpondrá  de  oficio  declinatoria  ante  el  Juez  ó  Tribunal 
respectivo,  siempre  que  estime  que  el  conocimiento  del  negocio 
pertenece  á  la  Administración,  salvo  lo  dispuesto  en  el  número 
segundo  del  art.  3.°  Cuando  el  Juez  ó  Tribunal  no  decretare  la 
inhibición,  el  Ministerio  fiscal  lo  comunicará  al  Gobernador, 
pasándole  sucinta  relación  de  las  actuaciones  y  copia  literal 
del  escrito  en  que  propuso  la  declinatoria. 

Art.  8.°  Siempre  que  el  Gobernador  requiera  de  inhibición 
¿  un  Tribunal  ó  Juzgado  ordinario  ó  especial,  manifestará  in- 
dispensablemente las  razones  que  le  asistan  y  el  texto  de  la 
disposición  legal  en  que  se  apoye  para  reclamar  el  conocimiento 
del  negocio  (1). 

Art.  S>.°  El  Tribunal  ó  Juzgado  requerido  de  inhibición, 
luego  que  reciba  el  oficio,  suspenderá  todo  procedimiento  en  el 
asunto  á  que  se  refiera  mientras  no  termine  la  contienda  por 
desistimiento  del  Gobernador  ó  por  decisión  real,  so  pena  de 
nulidad  de  cuanto  después  se  actuare. 

Sin  embargo,  los  Jueces  de  instrucción  podrán  seguir  prac- 
ticando las  diligencias  más  urgentes  y  necesarias  para  la  com- 
probación del  hecho,  absteniéndose  en  todo  caso  de  dictar  auto 
de  procesamiento  ni  de  detención. 

Art.  10.     Sin  pérdida  de  tiempo,  el  requerido  acusará  recibo 


(l)     En  otro  caso,  es  defectuoso  el  requerimiento.  (Heal  decreto  de  80  de 
Enero  de  MG8.)     - 
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del  oficio  al  Gobernador  y  comunicará  el  asunto  al  Ministerio- 
fiscal  por  tres  días  á  lo  más,  y  por  igual  término  á  cada  una  de 
las  partes. 

Art.  11.  Inmediatamente  se  citará  al  Ministerio  fiscal  (1)  y 
á  las  partes  para  la  vista,  que  deberá  celebrarse  dentro  de  ter- 
cero día.  Verificada  ésta,  el  requerido  dictará  auto  en  otro  plazo- 
igual,  declarándose  competente  ó  incompetente. 

Art.  12.  Dentro  de  tres  días  podrá  interponerse  el  recurso- 
de  apelación,  que  deberá  admitirse  libremente:  primero,  contra 
los  autos  dictados  por  los  Jueces  municipales  para  ante  los  de 
instrucción  ó  de  primera  instancia,  según  el  asunto  fuese  cri- 
minal ó  civil;  segundo,  contra  los  dictados  por  los  Jueces  de 
primera  instancia  para  ante  las  Audiencias  ó  Salas  de  lo  cri- 
minal; tercero,  contra  los  dictados  por  los  Jueces  de  primera 
instancia  para  ante  las  Salas  de  lo  civil  de  las  Audiencias, 
territoriales.  Contra  los  autos  pronunciados  por  las  Audiencias 
ó  Salas  de  lo  criminal,  por  las  Salas  de  lo  civil  de  las  Audien- 
cias territoriales  y  por  el  Tribunal  Supremo,  si  éste  fuera  el 
requerido,  en  los  casos  en  que  pueda  serlo,  no  se  da  recurso 
alguno.  Si  el  requerido  es  un  Tribunal  especial,  sólo  habrá, 
lugar  á  la  apelación  cuando  tenga  superior  jerárquico  que  pueda 
conocer  de  dicho  recurso. 

Art.  13.  Admitida  la  apelación  cuando  proceda,  se  citará  y 
emplazará  en  el  acto  al  Ministerio  fiscal  y  á  las  partes  para  que 
comparezcan  dentro  del  término  de  diez  días  ante  el  Tribunal 
que  haya  de  conocer  del  recurso,  remitiéndose  desde  luego  los- 
autos  á  dicho  Tribunal. 

Art.  14.  Si  transcurriese  el  término  del  emplazamiento  sin 
que  comparezca  el  apelante,  se  le  tendrá  por  desistido,  sin  ne- 
cesidad de  instancia  contraria,  se  le  impondrán  las  costas  de 
la  apelación  y  se  devolverán  los  autos  al  inferior.  Si  compare- 
ciere en  el  expresado  término,  se  sustanciará  el  artículo  por  los 


(1)    Si  se  omito  tal  requisito.,  deberá  declararse  mal  formada  la  competen- 
cia. (Reales  decretos  de  8  de  Octubre  de  1*9  y  18  de  Julio  de  1908.) 
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propios  trámites  establecidos  para  la  primera  instancia.  Contra 
el  auto  que  recaiga  no  se  da  recurso  alguno. 

Art.  15.  El  requerido  que  se  declare  incompetente  por  auto 
firme  remitirá  los  autos  dentro  del  segundo  día  ai  Gobernador, 
haciendo  extender  al  Escribano,  actuario  ó  Secretario  judicial, 
en  un  libro  destinado  al  efecto,  certificación  dé  la  remesa. 

Árt.  16.  Cuando  el  requerido  se  declare  competente  por 
auto  firme  (1),  oficiará  inmediatamente  al  Gobernador  para  que 
deje  expedita  su  jurisdicción,  ó,  de  lo  contrario,  tenga  por  for- 
mada la  competencia.  Al  oficio  se  acompañarán  los  dictámenes 
emitidos  por  el  Ministerio  fiscal  en  cada  instancia  y  los  autos 
con  que  en  cada  una  se  haya  terminado  el  artículo. 

Art.  17.  El  Gobernador,  oída  la  Comisión  provincial,  y 
dentro  de  los  tres  días  siguientes  á  la  recepción  del  oficio,  diri- 
girá nueva  comunicación  al  requerido,  insistiendo  ó  no  en  esti- 
marse competente. 

Art.  18.  Si  el  Gobernador  desistiese  de  la  competencia, 
quedará,  sin  más  trámites,  expedito  al  requerido  el  ejercicio  de 
su  jurisdicción  (2). 

Art.  19.  Si  insistiese  el  Gobernador,  ambos  contendientes 
remitirán  directamente  por  el  primer  correo  al  Presidente  del 
Consejo  de  Ministros  las  actuaciones  que  ante  cada  cual  se 
hayan  instruido,  haciendo  poner  al  Oficial  público  á  quien  res- 
pectivamente corresponda  la  certificación  prevenida  en  el  ar- 
ticulo 15,  y  dándose  mutuo  aviso  de  la  remesa,  sin  ulterior  pro- 
cedimiento. 

Art.  20.     El  Presidente  del  Consejo  de  Ministros  acusará  á 
los  contendientes  el  recibo  del  expediente  y  de  los  autos  que  le 
hayan  remitido,  y,  dentro  de  los  dos  días  siguientes  á  su  recep- 
ción, los  pasará  al  Consejo  de  Estado. 
Art.  21.     El  Consejo  de  Estado,  oyendo  á  la  Sección  de  Esta- 


1.  El  Tribunal  no  puede  volver  sobre  su  acuerdo.  (Real  decreto  de  18  de 
Jalio  de  1888} 

¿  En  tal  caso  no  puede  suscitarse  nuevamente  competencia.  (Real  de- 
creto de  8  de  Agosto  de  1906.) 
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do  y  Gracia  y  Justicia,  la  cual  dará  al  asunto  la  instrucción 
que  crea  necesaria,  consultará  la  decisión  motivada  que  estime 
procedente  dentro  de  dos  meses,  contados  desde  el  día  en  que 
se  le  pasen  las  actuaciones. 

Art.  22.  El  Cunsejo  de  Estado  remitirá  la  consulta  original 
al  Presidente  del  Consejo  de  Ministros,  acompañada  de  todas 
las  diligencias  relativas  á  la  contienda. 

Al  mismo  tiempo  dirigirá  copias  literales  de  la  consulta  al 
Ministro  de  la  Gobernación  y  al  Ministro  ó  Ministros  de  quienes 
dependan  los  otros  Jueces  y  Autoridades  con  quienes  se  haya 
seguido  la  competencia. 

Art.  23.  Si  el  Ministro  de  la  Gobernación  y  el  Ministro  ó 
Ministros  de  quienes  dependan  los  otros  Jueces  y  Autoridades 
estuviesen  conformes  con  la  decisión  consultada,  lo  manifesta- 
rán al  Presidente  del  Consejo  de  Ministros. 

Art.  24.  Cuando  alguno  de  los  Ministros  indicados  en  los 
artículos  anteriores,  antes  de  emitir  su  opinión  y  con  objeto  de 
instruirse,  considerase  necesario  reclamar  el  expediente  y  los 
autos  originales  que  hayan  sido  objeto  de  la  competencia,  podrá 
pedirlos  al  Presidente  del  Consejo  de  Ministros  dentro  del  tér- 
mino de  un  mes. 

Art.  25.  Si  alguno  de  los  Ministros  no  estuviese  conforme 
con  la  decisión  consultada,  lo  manifestará  al  Presidente  del 
Consejo  de  Ministros  para  que  la  someta  á  la  resolución  de  dicho 
Consejo. 

Art.  26.  La  decisión  que  el  Key  adopte,  á  propuesta  del 
Consejo  de  Ministros  ó  de  su  Presidente,  será  irrevocable;  se 
extenderá  modificada  y  en  forma  de  Real  decreto,  refrendada 
por  el  referido  Presidente,  y  para  su  cumplimiento  se  comuni- 
cará á  los  contendientes  y  se  publicará  en  la  Gaceta  de  Madrid. 

Art.  27.  Los  términos  señalados  en  este  decreto  serán  fatales 
é  improrrogables. 

Art.  28.  Sólo  los  Gobernadores  podrán  promover  contiendas 
de  competencia  para  separarse  del  conocimiento  de  los  negocios 
que  no  estén  encomendados  por  disposición  expresa  á  la  Admi- 
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nistración.  En  la  sustanciación  y  decisión  de  las  competencias 
negativas  se  observarán  las  prescripciones  que  para  las  positi- 
vas establece  este  decreto.» 

Artículo  118. 

Loe  Jueces  y  Tribunales  no  podrán  suscitar  cuestiones 
de  competencia  á  las  Autoridades  del  orden  administrativo. 

Sin  embargo,  podrán  sostener  la  jurisdicción  y  atribu- 
ciones que  la  Constitución  y  las  leyes  les  confieren,  recla- 
mando contra  las  invasiones  de  dichas  Autoridades  por  me- 
dio de  recursos  de  queja  que  elevarán  al  Gobierno.  (Ley 
orgánica  del  />.  /.,  artículos  288  y  290.) 

La  organización  propia  de  la  Administración  impide  que  en 
la  forma  ordinaria  de  nna  cuestión  de  competencia  las  entablen 
loa  Tribunales  ordinarios  con  las  Autoridades  de  aquel  orden. 
En  su  virtud,  se  han  establecido  los  recursos  de  queja  á  que  este 
artículo  y  los  siguientes  se  refieren,  y  cuyos  efectos  vienen  á  ser 
idénticos. 

Artículo  119. 

Podrán  promoverse  los  expedientes  de  recurso  de  queja: 
1.°     A  instancia  de  parte  agraviada. 
2.°     En  virtud  de  excitación  del  Ministerio  fiscal. 
3.°     De  oficio.  (Ley  org.  del  P.  /.,  art.  291.) 

Artículo  120. 

Sólo  las  Salas  de  gobierno  de  las  Audiencias  y  la  del  Tri- 
bunal Supremo  podrán  recurrir  en  queja  al  Gobierno  con- 
tra las  invasiones  de  la  Administración  en  las  atribuciones 
judiciales.  (Ley  org.  del  P.  J.  art.  292.) 

Entendemos,  aunque  la  ley  no  lo  diga,  que  los  particulares 
tendrán  que  dirigirse  á  los  Jueces  competentes  para  que  éstos  á 
su  vez  se  dirijan  á  las  Salas  de  gobierno  citadas. 
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•  Artículo  121. 


Los  Juzgados  municipales  y  los  de  primera  instancia, 
cuando  sean  invadidas  sus  atribuciones  por  Autoridades  del 
orden  administrativo,  lo  pondrán  en  conocimiento  de  la  Sala 
de  gobierno  de  la  Audiencia,  para  que  ésta  pueda  formular 
el  recurso  de  queja  si  lo  estima  procedente. 

Al  efecto  los  Juzgados  municipales  remitirán  á  los  de 
primera  instancia  de  su  partido  los  expedientes  en  que  cons- 
ten los  hechos  relativos  al  exceso  de  atribuciones  cometido 
por  los  agentes  del  orden  administrativo,  y  los  segundos  los 
pasarán  con  su  informe  á  la  Audiencia  respectiva. 

Cuando  los  expedientes  nacieren  en  los  Juzgados  de  pri- 
mera instancia,  serán  remitidos  directamente  á  la  Audiencia. 

Si  se  formaran  en  las  Salas  de  justicia  de  las  Audiencias 
ó  del  Tribunal  Supremo,  se  pasarán  después  de  instruidos  á 
la  respectiva  Sala  de  gobierno.  (Ley  org.  del  P.  J. ,  art.  293.  \ 

Artículo  122. 

Las  Salas  de  gobierno  de  las  Audiencias,  recibidos  que 
sean  los  expedientes  á  que  se  refiere  el  artículo  que  antece- 
de, ó  en  vista  de  los  que  ante  ellas  se  hayan  comenzado  ó 
instruido,  y  la  del  Tribunal  Supremo  en  su  caso,  los  pasa- 
rán al  Ministerio  fiscal  para  que  con  toda  preferencia  emita 
su  dictamen.  (Ley  org.  del  P.  /.,  art.  294.) 

Artículo  123. 

En  vista  del  dictamen  fiscal  y  completando  el  expedien- 
te si  fuera  necesario,  resolverán  las  Salas  de  gobierno  de  las 
Audiencias,  ó  la  del  Tribunal  Supremo  en  su  caso,  si  debe 
ó  no  elevarse  el  recurso  de  queja. 

Cuando  acordaren  que  debe  elevarse,  lo  harán  en  una 
exposición  fundada,  á  no  ser  que  aceptaren  el  dictamen  fis- 
cal sin  adición  alguna.  (Ley  org.  del  P.  J.,  art.  295.) 

Desde  el  art.  120  hasta  el  123  inclusive  s'e  indica  que  las  Sa- 
las de  gobierno  de  las  Audiencias  y  del  Tribunal  Supremo  son 


Digitized  by 


Google 


LIB.  I  —  TÍT.    II  —  ART.  124  187 

las  únicas  que  pueden  formular,  ante  el  Gobierno,  el  recurso  de 
queja  contra  las  invasiones  de  la  Administración  en  las  atribu- 
ciones judiciales;  y  prescribiéndose  que  emita  dictamen  el  Mi- 
nisterio fiscal,  se  da  á  las  referidas  el  derecho  de  resolver,  al 
parecer,  sin  ulterior  recurso. 

La  tendencia  de  estos  artículos,  entresacados  de  la  ley  or- 
gánica del  Poder  judicial,  es  plausible,  pues  con  el  fin,  en  pri- 
mer término,  de  que  haya  orden  y  concierto  en  la  promoción  de 
recursos  de  queja,  y,  en  segundo  lugar,  de  que  lleven  los  que  se 
promuevan  autoridad  notoria,  se  prescriben  las  formalidades 
indicadas,  limitando  la  facultad  de  elevarlos  á  las  Salas  de  go- 
bierno de  los  Tribunales  colegiados. 

Por  lo  tanto,  aplaudimos  el  pensamiento  del  legislador. 

Artículo  124. 

El  Gobierno  resolverá  estos  conflictos  en  la  forma  que 
determinen  las  leyes  v  reglamentos.  (Ley  org.  del  P.  J.,  ar- 
tículos 296  y  297.) 

Las  disposiciones  á  que  aquí  se  alude  son  los  artículos  29t> 
y  297  de  la  ley  orgánica  del  Poder  judicial,  según  los  cuales, 
recibido  por  el  Gobierno  el  expediente,  oirá  á  la  Autoridad  ad- 
ministrativa respecto  al  exceso  de  atribuciones  que  haya  dado 
lugar  al  recurso.  Esta  contestará  en  el  término  que  el  Gobierno 
le  señale,  que  nunca  excederá  de  diez  días,  y  con  la  contesta- 
ción remitirá  todos  los  antecedentes  al  Consejo  de  Estado,  el 
cual  informará  en  su  Comisión  permanente,  según  el  núm.  3.°  del 
artículo  27  de  la  ley  de  5  de  Abril  de  1904,  dando  preferencia 
en  el  despacho  de  estos  recursos. 

El  Gobierno,  en  vista  del  informe  del  Consejo  de  Estado, 
resolverá  lo  que  proceda,  y  la  resolución  se  insertará  en  la  Ga- 
ceta de  Madrid  y  en  la  Colección  legislativa. 
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TÍTULO  III 
De  los  recursos  de  fuerza  en  conocer. 

La  antigüedad  y  la  importancia  de  los  recursos  de  fuerza  en 
conocer,  cuyas  consecuencias  favorables  á  la  soberanía  del  Es- 
tado y  á  la  preponderancia  de  la  jurisdicción  ordinaria  sobre  la 
eclesiástica  no  pueden  desconocerse,  nos  obliga  á  extendernos 
en  algunas  consideraciones,  para  fijar  bien  la  noción  de  dichos 
recursos  y  poder  entrar  con  pie  seguro  a  hacer  el  examen  de  los 
artículos  siguientes,  hasta  el  152  inclusive,  en  que  la  ley  se  ocu- 
pa de  la  materia. 

Antes,  sin  embargo,  debemos  hacer  notar  que  examinando 
el  título  presente  y  el  anterior,  con  especialidad  sus  83Ccio- 
nes  3.a  y  4.a,  se  observa  una  inconsecuencia  de  criterio,  una 
falta  de  orden  cometida  por  el  legislador  que,  supuesto  el  pro- 
pósito a  que  la  redacción  de  la  nueva  ley  ha  obedecido,  de  orde- 
nar sistemáticamente  y  aclarar  todo  lo  posible  las  materias  so- 
bre que  versa,  no  puede  menos  de  llamar  poderosamente  la  aten- 
ción y  dar  lugar  á  que  en  este  punto  se  censure  la  falta  de  cui- 
dado con  que  se  ha  procedido. 

En  primer  término,  es  de  advertir  que  los  recursos  de  fuer- 
za en  conocer,  según  se  deduce  de  la  misma  definición  que  de 
ellos  se  da  en  el  art.  125,  no  son  en  el  fondo  sirro  cuestiones  de 
competencia,  que  la  Justicia  ordinaria  puede  promover  y  resol- 
ver contra  los  Jueces  y  Tribunales  eclesiásticos ;  y  ya  que  en  el 
título  anterior,  referente  á  la  competencia  y  á  las  contiendas  de 
jurisdicción,  parece  que  se  ha  querido  reunir  todo  cuanto  á  una 
y  á  otras  se  refiere,  hasta  el  punto  de  incluir  los  recursos  de 
queja  contra  las  Autoridades  administrativas  é  indicarse  cuá- 
les de  éstas  pueden  promover  cuestiones  de  competencia  contra 
la  jurisdicción  común,  no  resulta,  á  nuestro  modo  de  ver,  muy 
lógico  que,  como  si  se  tratase  de  una  materia  en  todo  y  por  todo 
diferente,  se  haya  formado  título  aparte  y  ex  profeso  de  lo  rela- 
tivo á  los  mencionados  recursos  de  fuerza. 
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En  segundo  lugar,  debe  tenerse  en  cuenta  que  la  sección  3.a 
del  título  II,  donde  parece  que  se  ha  querido  tratar  sólo  de  las 
cuestiones  de  competencia  entre  Jueces  y  Tribunales  ordinarios, 
se  han  incluido  dos  artículos,  los  112  y  113,  que  mejor  coloca- 
dos estarían  en  este  título,  y  con  esta  ingerencia  no  se  ha  se- 
guido el  orden  á  que  obedece  la  sección  4.*  del  mismo  título  II, 
pues  ya  que  en  ésta  se  dice  qué  Autoridades  administrativas 
pueden  promover  cuestiones  de  competencia  á  la  Justicia  ordi- 
naria y  después  se  habla  de  los  recursos  de  queja  que  contra 
aquellas  Autoridades  pueden  promover  los  Tribunales  del  mis- 
mo fuero  común,  hubiera  sido  más  metódico  incluir  en  el  pre- 
sente titulo  los  mencionados  artículos  112  y  113,  y  de  este  modo 
se  habría  tratado  en  un  solo  lugar  de  todas  las  cuestiones  que 
pueden  ocurrir  entre  los  Tribunales  seculares  y  eclesiásticos. 

Antiguamente  éstos  eran  tres:  en  conocer }  en  él  modo  de 
proceder  y  en  no  otorgar;  y  dando  lugar  el  primero,  como  hoy, 
á  una  verdadera  cuestión  de  competencia  contra  los  Jueces  y 
Tribunales  eclesiásticos,  servían  los  segundos  para  obligar  a 
dichos  Tribunales  á  sujetarse  en  todo  y  por  todo  á  las  leyes  de 
procedimientos.  Y  la  razón  de  ser  ó  el  fundamento  de  todos 
ellos  era  perfectamente  lógico  y  natural,  porque  cuando  en 
otros  tiempos  fué  la  Iglesia  tan  poderosa  que  por  entero  domi- 
naba en  los  Estados  católicos,  hizo  sentir  su  influencia  en  to- 
das las  esferas ,  y  ora  alcanzando  privilegios,  ora  abrogándose 
facultades  propias  de  la  potestad  civil,  se  inmiscuyó  en  el  co- 
nocimiento de  multitud  de  cuestiones  á  ésta  reservadas  por  su 
índole  y  carácter,  hasta  el  punto  de  que  en  materia  judicial 
llegó  á  conocer  de  la  mayor  parte  de  los  negocios  temporales;  y 
después,  cuando  el  poder  laico  ó  el  Estado,  más  propiamente 
hablando,  empezó  á  reconquistar  sus  perdidos  derechos,  exten- 
diendo las  facultades  de  la  llamada  jurisdicción  ordinaria,  se 
establecieron  los  recursos  de  fuerza,  por  medio  de  los  cuales  se 
había  de  conseguir,  en  primer  término,  que  los  Jueces  y  Tri- 
bunales eclesiásticos  no  conocieran  de  causas  profanas  no  suje- 
tas á  su  jurisdicción;  y  en  segundo  lugar,  que  cuando  conocie- 
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sen  de  ciertos  negocios  mixtos  ó  que  en  algo  tenían  carácter 
temporal,  y  que,  obedeciendo  4  un  espíritu  de  transacción,  se 
habían  dejado  dentro  de  su  jurisdicción,  no  falseasen  ni.  in- 
fringiesen los  preceptos  de  las  leyes  procesales  aplicables  al 
caso. 

Las  reformas  legislativas  inmediatas  á  la  revolución  de 
Septiembre  de  1868  hicieron  inútiles  los  recursos  de  fuerza  en 
el  modo  de  proceder  y  en  no  otorgar,  y  bien  por  esta  razón,  ó 
porque  el  legislador  no  considerase  procedente  tratar  de  ellos 
en  la  ley  provisional  sobre  organización  del  Poder  judicial 
de  1870,  es  lo  cierto  que  en  dicha  ley  sólo  se  habla  de  los  re- 
cursos de  fuerza  en  conocer,  que  son  los  únicos  ¿  que  el  título 
que  examinamos  se  refiere. 

De  ellos,  pues,  será  de  los  únicos  que  también  nosotros  ha- 
bremos de  ocuparnos ;  y  puesto  que  ya  hemos  advertido  la  in- 
consecuencia de  criterio  en  que  ha  incurrido  el  legislador  al 
tratar  de  los  recursos  de  fuerza  en  conocer  en  distinto  título 
que  el  consagrado  á  la  materia  de  competencia,  réstanos  sólo 
por  ahora  añadir  que  conviene  fijar  la  atención  en  el  contexto 
del  art.  125,  pues  en  él  se  expresa  que  el  recurso  procede  cuan- 
do un  Juez  ó  Tribunal  eclesiástico  conozca  ó  pretenda  conocer 
de  una  causa  profana  no  sujeta  á  su  jurisdicción,  ó  cuando  in- 
tente llevar  á  ejecución  la  sentencia  que  hubiere  pronunciado 
en  negocio  de  su  competencia,  procediendo  por  embargo  y  ven- 
ta de  bienes,  sin  impetrar  el  auxilio  de  la  jurisdicción  ordina- 
ria; y  es  de  suma  importancia  tener  presente  esta  doctrina. 

Por  último,  diremos  que  empezando  la  actual  ley,  como  la 
orgánica  del  Poder  judicial,  por  definir  aquello  en  que  la  fuer- 
za puede  consistir,  sigue  mejor  método  que  la  ley  anterior  de 
Enjuiciamiento  civil,  que,  dando  una  definición  incompleta,  la 
relegaba,  según  dicen  oportunamente  los  Sres.  Atard  y  Cerve- 
llera,  á  segundo  término. 

Véase:  Dictamen  de  la  Fiscalía  de  la  Audiencia  de  Madrid 
sobre  los  recursos  de  fuerza  y  protección,  Bev.,  tomo  28,  pági- 
na 321.  —  De  los  recursos  de  fuerza  y  protección,  tomo  35,  pá- 
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gina  190. — Tratado  teórico- práctico  de  los  recursos  de  fuerza 
y  protección,  Barcelona,  1860. 

Abtículo  125. 

Procederá  el  recurso  de  fuerza  en  conocer,  cuando  un 
Juez  ó  Tribunal  eclesiástico  conozca  ó  pretenda  conocer  de 
una  causa  profana  no  sujeta  á  su  jurisdicción,  ó  llevar  á 
ejecución  la  sentencia  que  hubiere  pronunciado  en  negocio 
de  su  competencia,  procediendo  por  embargo  y  venta  de 
bienes,  sin  impetrar  el  auxilio  de  la  jurisdicción  ordinaria. 
(Ley  org.  del  P.  /.,  art.  399,.  — Ley  ant.,  art.  1.104.) 

i 
Abtículo  126. 

El  Tribunal  Supremo  conocerá  de  los  recursos  de  fuer- 
za que  se  interpongan  contra  la  Nunciatura  y  los  Tribuna- 
les superiores  eclesiásticos  de  la  Corte;  y  las  Audiencias,  de 
los  que  se  interpongan  contra  los  demás  Jueces  ó  Tribuna- 
les eclesiásticos  de  sus  respectivos  distritos. 

Contra  las  resoluciones  que  sobre  ellos  dictaren  el  Tri- 
bunal Supremo  ó  las  Audiencias,  no  se  dará  ulterior  recur- 
so. (Ley  org.  del  P.  /.,  art.  875. —  Ley  ant.,  art.  1.105. — 
Decreto  de  27  de  Enero  de  1875,  art.  3.° — Sentencias  de  15 
de  Diciembre  de  1871  y  9  de  Marzo  de  1872.) 

El  art.  7.°  del  Real  decreto  de  29  de  Agosto  de  1893  deter- 
minó que  en  adelante  sería  la  Sala  segunda  del  Tribunal  Su- 
premo la  que  conocería  de  los  recursos  que  se  indioan. 

Abtículo  127. 

Podrán  promover  el  recurso  de  fuerza  en  conocer : 
1.°    Los  que  se  consideren  agraviados  por  la  usurpación 
de  atribuciones  becha  por  un  Juez  ó  Tribunal  eclesiástico. 
2.°    Los  Fiscales  de  las  Audiencias  y  del  Tribunal  Su- 
premo, (Ley  org.  del  P.  J. ,  art.  400.  —  Ley  ant. ,  artícu- 
lo 1.106.) 
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Aetículo  128. 


Los  Fiscales  municipales,  los  Promotores  fiscales,  los 
Jueces  y  los  Tribunales  de  la  jurisdicción  ordinaria,  no  po- 
drán promover  directamente  recursos  de  fuerza  en  conocer. 

Cuando  supieren  que  alguna  Autoridad  judicial  ecle- 
siástica se  haya  qntrometido  á  entender  en  negocios  ajenos 
á  su  jurisdicción,  se  dirigirán  S  los  Fiscales  de  las  Audien- 
cias ó  al  del  Supremo,  según  sus  atribuciones  respectivas, 
dándoles  las  noticias  y  datos  que  tuvieren  para  que  pro- 
muevan el  recurso,  si  lo  estimaren  procedente.  (Ley  orgá- 
nica del  P.  /.,  art.  401. —  Ley  anterior,  artículos  1.125 

y  1.127.) 

Los  artículos  127  y  128  forman  un  cuerpo  de  doctrina,  pues 
en  ellos  se  prescribe  quiénes  pueden  promover  el  recurso  de 
fuerza  en  conocer,  qué  Autoridades  del  orden  judicial  no  le 
pueden  promover  y  qué  procedimiento  deben  seguir  esas  mis- 
mas Autoridades  para  que  sea  promovido  cuando  supieren  que 
un  Juez  ó  Tribunal  eclesiástico  se  ha  entrometido  á  entender 
en  negocios  ajenos  a  su  jurisdicción.  Y  estos  dos  artículos,  co- 
pia exacta  de  los  de  la  ley  orgánica  del  Poder  judicial,  que  al 
final  de  cada  uno  citamos,  mantienen  y  sancionan  la  doctrina 
hasta  ahora  admitida,  pues  aunque,  leyendo  el  art.  1.106  de  la 
anterior  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  parece  que  en  la  ley  orgá- 
nica se  introdujo,  con  respecto  de  lo  en  él  dispuesto,  una  im- 
portante novedad,  basta  para  convencerse  de  que  no  fué  asi  te- 
ner en  cuenta  lo  que  dice  el  art.  1.127  de  la  misma  lej',  ó  dedu- 
cir lógicamente  las  consecuencias  que  se  desprenden  del  con- 
texto del  art.  1.105  y  del  mismo  1.106. 

En  efecto,  en  este  último  se  decía  que  podían  promover  los 
recursos  de  fuerza  en  conocer:  1.°,  los  que  son  llamados  inde- 
bidamente á  litigar  por  la  Autoridad  eclesiástica  ó  compelidos 
por  la  misma  á  hacer  algo  que  no  sea  de  su  competencia  orde- 
nar; 2.°,  el  Ministerio  fiscal,  y  3.°,  los  Jueces  y  Tribunales  se- 
culares competentes;  pero  prescribiéndose  én  el  art.  1.105  que 
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sólo  el  Tribunal  Supremo  y  las  Audiencias  podían  conocer  de 
los  recursos  de  fuerza,  era  lógico  sucediese  que  los  Jueces  y 
Tribunales  inferiores  no  pudieran  promoverlos  de  otro  modo  que 
pasando  los  antecedentes  al  Fiscal  que  correspondiese  de  aque- 
llos Tribunales,  y,  para  mayor  claridad,  así  lo  prescribía  ter- 
minantemente el  art.  1.127.  Por  lo  tanto,  y  según  hemos  dicho, 
se  ve  que,  al  suprimirse  en  el  art.  127  que  examinamos  la  dis- 
posición 3.a  del  1.106  de  la  anterior  ley  y  al  consignarse  las 
prescripciones  del  art.  228,  no  se  ha  hecho  más  que  respetar  la 
doctrina  de  antiguo  establecida. 

Artículo  129. 

Los  que,  considerándose  agraviados  por  un  Juez  ó  Tri- 
bunal eclesiástico,  quisieren  promover  el  recurso  de  fuerza 
en  conocer,  lo  propondrán  eu  los  términos  que  prescribe 
esta  ley.  (Ley  org.  del  P.  J.,art.  402. — Ley  ant. ,  art.  1.107.) 

Abtículo  130. 

El  Ministerio  fiscal  promoverá  el  recurso  directamente  y 
sin  preparación  alguna.  (Ley  org.  del  P.  J.,  art.  403.  J 

Artículo  131. 

El  agraviado  preparará  el  recurso  ante  el  Juez  ó  Tribu- 
nal eclesiástico,  solicitando,  en  petición  firmada,  que  se  se- 
pare del  conocimiento  del  negocio  y  remita  los  autos  ó  las 
diligencias  practicadas  al  Juez  competente,  protestando,  si 
no  lo  hiciere,  impetrar  la  Real  protección  contra  la  fuerza. 
(Ley  org.  ¿él  P.  J.,  art.  404.— Ley  ant.,  art.  1.108.) 

Artículo  132. 

Cuando  el  Juez  ó  Tribunal  eclesiástico  denegare  la  pre- 
tensión hecha  con  arreglo  al  artículo  anterior,  podrá  el  agra- 
viado pedir  testimonio  de  la  providencia  denegatoria,  y  ob- 
tenido, se  tendrá  el  recurso  por  preparado.  (Ley  org.  del 
P.  J.,  art.  405.-r-Ley  ant,  art.  1.109.) 

13 
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Artículo  133. 


En  el  caso  de  que  ebJuez  ó  Tribunal  eclesiástico  dene- 
gare dicho  testimonio  ó  no  diere  providencia  separándose 
del  conocimiento  del  negocio,  podrá  el  agraviado  recurrir  en 
queja  á  la  Audiencia  en  cuyo  territorio  ejerciere  aquél  su 
jurisdicción,  ó  al  Tribunal  Supremo,  según  sus  respectivas 
atribuciones,  en  conformidad  á  lo  establecido  en  esta  ley. 
( Ley  org.  del  P.  J.,art.  406. — Ley  ant.,  art.  1.110.) 

Artículo  134. 

El  Tribunal  ante  quien  se  interpusiere  la  queja,  si  fuere 
competente  para  conocer  del  recurso,  ordenará  al  Juez  ó 
Tribunal  eclasiástico  que  facilite  el  testimonio  al  recurrente, 
en  el  término  de  tercero  día  desde  aquel  en  que  reciba  la 
Real  provisión  que  al  efecto  se  le  dirija.  (Ley  org.  del  P.  J.¡ 
artículo  407 .—Ley  ant.,  art.  1.110,  par.  2.°) 

Artículo  135. 

Cuando  el  Juez  ó  Tribunal  eclesiástico  no  cumpliere  con 
lo  ordenado  en  la  provisión  de  que  trata  el  artículo  ante- 
rior, se  le  dirigirá  segunda  Real  provisión,  conminándole 
con  la  pena  establecida  para  este  caso  en  el  Código  penal. 
{Ley  org.  delP.  J.y  art.  408.— Ley  ant.,  art.  1.110,  par.  S.°) 

La  pena  á  que  se  refiere  este  artículo  es  la  que  prescribe  el 
392  del  Código  penal  de  1870,  que  dice: 

«El  eclesiástico  que,  requerido  por  el  Tribunal  competente, 
rehusare  remitirle  los  autos  pedidos  para  la  decisión  de  un  re- 
curso de  fuerza  interpuesto,  será  castigado  con  la  pena  de  in- 
habilitación temporal  especial. 

La  reincidencia  se  castigará  con  la  de  inhabilitación  perpe- 
tua especial.» 

Artículo  136. 

Si  no  obedeciere  á  la  segunda  Real  provisión,  el  Tribu- 
nal que  conozca  del  recurso  mandará  al  Juez  de  primera 
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instancia  del  partido  en  cuya  jurisdicción  residiere  el  Juez  ó 
Tribunal  eclesiástico,  que  recoja  los  autos  y  se  los  remita,  y 
que  proceda  desde  luego  á  la  formación  de  la  causa  crimi- 
nal correspondiente. 

En  este  caso  el  recurso  de  fuerza  quedará  preparado 
con  la  remesa  de  los  autos.  (Ley  org.  del  P.  J.,  art.  409. — 
Ley  ant.f  art.  1.113.) 

Artículo  137. 

Presentado  ante  el  Tribunal  á  quien  corresponda  cono- 
cer del  recurso  el  testimonio  de  la  denegación  decretada  por 
el  Juez  ó  Tribunal  eclesiástico,  ó  interpuesto  el  recurso  di- 
rectamente por  el  Ministerio  fiscal,  se  dictará  auto  admi- 
tiéndolo ó  declarando  no  haber  lugar  á  admitirlo.  (Ley  orgá- 
nica del  P.  J.,  art.  410. ) 

Artículo  138. 

El  Tribuual  declarará  la  admisión  cuando  haya  moti- 
vos que  induzcan  á  estimar  que  el  Juez  ó  Tribunal  ecle- 
siástico ha  salido  de  los  límites  de  sus  atribuciones  y  compe- 
tencia. 

En  otro  caso,  se  declarará  no  haber  lugar  á  la  admisión 
del  recurso.  (Ley  org.  del  P.  J.,  art.  411.) 

Artículo  139. 

En  la  misma  providencia  en  que  el  Tribunal  admita' el 
recurso  mandará,  por  medio  de  una  Eeal  provisión,  que  el 
Juez  ó  Tribunal  eclesiástico,  dentro  de  tercero  día,  remita 
los  autos,  á  no  ser  que  ya  estuvieren  en  el  Tribunal  por  con- 
secuencia de  lo  ordenado  en  el  art.  136.  (Ley  org.  del  P.  J.t 
GTtuúlo  413. — Ley  ant.,  art.  1.111.) 

Artículo  140. 

En  la  Real  provisión  que  se  despache  en  conformidad 
<?on  lo  establecido  en  el  artículo  anterior,  se  encargará  al 
Juez  ó  Tribunal  eclesiástico  que  haga  emplazar  á  las  partes 
para  que  comparezcan  dentro  de  diez  días  improrrogables, 
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si  quisieren,  ante  el  Tribunal  que  conozca  del  recurso,  á 
hacer  uso  de  su  derecho.  (Ley  org.  del  P.  J.,  art.  413. — 
Ley  ant.y  art.  1.111.) 

Por  este  artículo  se  da  el  plazo  de  diez  días;  por  la  ante- 
rior ley  se  daba  el  plazo  de  veinte  días.  (Véase  nuestra  nota  al 
artículo  144.) 

Artículo  141. 

Cuando  comparecieren  los  citados  en  virtud  de  lo  dis- 
puesto en  el  artículo  anterior,  serán  parte  en  el  recurso.  Sí 
no  lo  hicieren,  se  sustanciará  éste  sin  su  concurrencia,  pa- 
rándoles perjuicio  del  mismo  modo  que  si  estuvieren  pre- 
sentes. (Ley  org.  del  P.  J. ,  art.  414.) 

Artículo  142. 

Los  Jueces  y  Tribunales  eclesiásticos  podrán  citar  á  sus 
respectivos  Fiscales  para  que  comparezcan  como  parte  ante 
la  jurisdicción  ordinaria. 

Este  mismo  carácter  tendrán  los  Jueces  y  Tribunales 
eclesiásticos,  cuando  se  presenten  en  el  recurso  para  sostener 
sus  actos  y  su  competencia.  (Ley  org.  del  P.  J.%  art.  415. — 
Ley  ant.,  art.  1.111,  par.  2.°) 

El  segundo  párrafo  de  este  artículo  (que,  como  hemos  dicha 
de  otros,  es  copia  exacta  del  correspondiente  de  la  ley  orgánica 
del  Poder  judicial)  no  constaba  en  la  ley  anterior  de  Enjuicia- 
miento civil;  pero  la  justicia  de  su  disposición,  asi  como  la  de 
la  contenida  en  el  primer  párrafo,  son  evidentes;  porque  si  el 
recurso  de  fuerza  en  conocer  es,  en  su  fondo,  una  cuestión  de 
competencia  promovida  por  los  Tribunales  ordinarios  ó  por  otros 
especiales  contra  los  eclesiásticos,  nada  más  justo  puede  haber 
que  el  que  á  éstos  se  les  oiga,  admitiéndoles  como  parte  en  los 
recursos.  Y  tanto  más  verdad  es  esto,  cuanto  que  hay  que  tener 
en  cuenta  que  la  competencia  que  se  entabla  la  resuelve  la  juris- 
dicción ordinaria,  y  que  en  cierto  modo  no  se  considera  á  loa 
Tribunales  eclesiásticos  como  tales  Tribunales,  independientes 
y  con  autoridad  para  sostener  sus  derechos  frente  á  frente  de* 
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los  ordinarios,  sino  más  bien  como  subordinados  á  éstos,  con 
obligación  de  respetar  el  fallo  que  recaiga. 

Artículo  143. 

Cuando  no  remitiere  el  Juez  ó  Tribunal  eclesiástico  los 
autos  que  se  le  reclamen,  se  observará  lo  que  se  ordena  en 
elart.  136.  (Ley  org.  del  P.  J.,  art.  416. — Ley  ant.,  ar- 
tículo 1.112.) 

Artículo  144. 

En  el  caso  de  que  el  Juez  de  primera  instancia,  cum- 
pliendo con  lo  que  previene  el  art.  136,  remesare  los  autos 
ú  Tribunal,  mandará  notificar  la  providencia  en  que  lo  or- 
dene á  los  que  sean  parte  en  ellos,  emplazándoles  á  los  efec- 
tos que  establece  el  art.  140.  (Ley  org.  del  P.  J.,  ar- 
tículo 417.) 

Es  justo  que  las  partes  concurran  á  mantener  el  recurso  ante 
«1  Tribunal  del  fuero  común  que  haya  de  conocer  de  él,  y  por 
eso  el  art.  140  y  el  á  que  esta  nota  se  refiere .  determinan  la  ma- 
nera como  se  les  ha  de  emplazar  para  que  puedan  hacer  uso  de 
su  derecho.  Pero  la  comparecencia  es  voluntaria,  pues  lo  único 
que  puede  ociirrir,  caso  de  que  las  partes  no  comparezcan  en  el 
término  del  emplazamiento,  es  que,  conforme  prescribe  el  ar- 
tículo 141,  se  sustancie  el  recurso  sin  su  concurrencia,  parán- 
doles perjuicio  del  mismo  modo  que  si  estuviesen  presentes. 

Mas  en  el  caso  en  que  el  recurso  sea  promovido  de  oficio, 
¿regirá  la  misma  regla  antedicha  con  respecto  de  las  partes? 
•Creemos  que  en  todo  caso  debe  emplazárselas;  pero  si,  promovi- 
do de  oficio,  no  comparecieren,  no  podrán  serles  impuestas  las 
costas,  como  ordena  el  art.  148  para  cuando  se  declare  no  haber 
lugar  al  recurso. 

Artículo  145. 

Remitidos  los  autos  por  el  Juez  de  primera  instancia  con 
arreglo  á  lo  preceptuado  en  los  artículos  anteriores,  se  ten- 
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drá  por  admitido  el  recurso  por  el  hecho  de  entrar  los 
autos  en  el  Tribunal  á  cuyo  conocimiento  corresponda. 
(Ley  org.  del  P.  /.,  art.  418.) 

Artículo  146. 

En  todo  caso,  recibidos  los  autos  en  la  Audiencia  ó  en  el 
Tribunal  Supremo,  se  sustanciará  el  recurso  en  la  forma  es- 
tablecida en  esta  ley  respecto  á  las  apelaciones  de  los  inci- 
dentes. (Ley  org.  del  P.  /. ,  art.  419.) 

Artículo  147. 

El  Ministerio  fiscal  será  también  parte  en  los  recursos 
que  no  haya  promovido,  y  en  todo  caso  concurrirá  nece- 
sariamente á  la  vista.  (Ley  org.  del  P.  J.,  art.  420. — 
Ley  ant.9  artículos  1.116  y  1.120. ) 

El  precepto  de  este  artículo,  teniendo  en  cuenta  lo  que  el 
Ministerio  fiscal  es  y  representa  en  España,  así  como  lo  que  in- 
teresa al  orden  público  la  mejor  instrucción  posible  de  los  re- 
cursos de  fuerza,  se  explica  perfectamente,  y  no  puede  menos 
de  parecer  acertado;  pues  el  único  caso  en  que  no  lo  sería  está 
salvado  en  el  art.  148  al  prescribir  que  en  ningún  caso  se  podrá 
imponer  la  condena  de  costas  al  Ministerio  fiscal. 

Artículo  148. 

El  Tribunal  dictará  auto  dentro  de  los  ocho  días  si- 
guientes al  de  la  vista,  limitándose  á  los  declaraciones  que 
siguen: 

1.a  No  haber  lugar  al  recurso,  condonando  en  costas  al 
que  lo  hubiere  interpuesto  y  mandando  devolver  los  auto& 
al  Juez  ó  Tribunal  eclesiástico  para  su  continuación  con 
arreglo  á  derecho. 

No  se  podrá  imponer  dicha  condena  de  costas  al  Minis- 
terio fiscal  en  ningún  caso. 

2.a  Declarar  que  el  Juez  ó  Tribunal  eclesiástico  hace 
fuerza  en  conocer,  y  ordenar  que  levanten  las  censuras  si 
las  hubiere  impuesto. 
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Se  podrá  en  este  caso  imponer  las  costas  al  Juez  ó  Tri- 
bunal eclesiástico,  cuando  hubiere  por  su  parte  temeridad 
notoria  en  atribuirse  facultades  ó  competencia  que  no  tenga. 

Esta  providencia  se  comunicará  al  Juez  ó  Tribunal  ecle- 
siástico por  medio  de  oficio.  (Ley  org.  del  P.  «A,  art.  421. — 
Ley  ant.,  artículos  1.121  y  1.126.) 


Artículo  149. 

De  todo  auto  en  que  se  declare  que  un  Juez  ó  Tribunal 
eclesiástico  hace  fuerza  en  conocer,  se  dará  cuenta  al  Gobier- 
no, acompañando  copia  del  mismo  auto.  (Ley  org.  del  P.  J., 
artículo  422.— Ley  ant,  art.  1.122.) 


Artículo  150. 

Cuando  se  declare  no  haber  lugar  al  recurso,  se  devol- 
verán los  autos  al  Juez  ó  Tribunal  eclesiástico,  con  la  certi- 
ficación correspondiente,  para  que  pueda  continuarlos  con 
arreglo  á  derecho.  (Ley  org.  del  P.  J.,  art.  423. — Ley  ant., 
artículo  1.123.) 

Artículo  151. 

Hecha  la  devolución  de  los  autos,  se  tasarán  y  regula- 
rán las  costas,  y  se  procederá  por  la  Audiencia  ó  por  el  Tri- 
bunal Supremo,  á  disponer  lo  que  corresponda  para  hacerlas 
efectivas,  empleando  para  ello  la  vía  de  apremio.  (Ley  or- 
gánica del  P.  /.,  art.  424.— Ley  ant,  par.  2.°,  art.  1.123.) 


Artículo  152. 

Si  se  declarase  que  el  Juez  ó  Tribunal  eclesiástico  hace 
fuerza,  se  remitirán  los  autos  al  Juez  competente,  con  cita- 
ción de  las  partes  que  se  hayan  personado  en  el  Tribunal,  y 
9e  dará  noticia  ai  eclesiástico  por  medio  de  oficio.  (Ley  or- 
gánica del  P.  ./.,  art.  425.  —  Ley  ant.,  art.  1.124.) 
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TÍTULO  IV 
De  las  acumulaciones. 

Por  acumulación,  hablando  el  lenguaje  del  foro,  se  entien- 
de, según  indican  los  Sres.  Mariresa,  Miquel  y  Eeus,  el  ejerci- 
cio, uso  ó  unión  de  varias  acciones  en  una  demanda  para  venti- 
larlas á  la  vez  en  un  solo  juicio,  ó  la  reunión  ó  agregación  de 
dos  ó  más  procesos,  á  fin  de  que,  viniendo  á  formar  uno  solo,  se 
continúen  y  decidan  en  un  mismo  juicio;  de  modo  que  la  acu- 
mulación puede  ser  de  acciones  ó  de  autos.  Y  el  fundamento  de 
ambas  acumulaciones  se  comprende  perfectamente,  porque,  se- 
gún decía  el  Sr.  Gómez  Negro  en  sus  Elementos  de  Práctica  fo- 
rense, si  mucho  interés:  al  bien  público  y  de  los  ciudadanos  la 
brevedad  en  ios  pleitos,  aun  le  interesa  más  que  éstos  no  se 
multipliquen  sin  necesidad,  y  que  no  se  formen  dos  ó  más  dispu- 
tas sobre  derechos  ó  acciones  que  pueden  y  deben  ventilarse  en 
una.  Además,  ha  de  tenerse  en  cuenta  que  siguiéndose  sepa- 
radamente procesos  que  por  su  naturaleza  debieran  sustanciarse 
reunidos,  ó  ejercitándose  también  con  separación  acciones  acu- 
mulables,  padecerían  irremisiblemente  el  prestigio  de  la  magis- 
tratura y  el  respeto  que  debe  prestarse  á  la  cosa  juzgada. 

Consecuencia  de  este  fundamento,  dice  el  Sr.  Caravantes, 
ha  sido  que  se  haya  adoptado  la  acumulación  en  todos  los  Códi- 
gos, tanto  en  el  Derecho  romano,  según  se  ve  por  la  ley  2.a,  tí- 
tulo 2.°,  libro  11  del  Digesto,  como  en  los  demás  de  Europa;  y 
así  se  comprende  que  la  mayor  parte  de  los  comentaristas  de 
la  ley  de  Enjuiciamiento  anterior  censurasen  al  legislador  por 
haberse  ocupado  sólo  de  la  acumulación  de  autos  y  no  de  la  de 
acciones,  pues  importantes  una  y  otra  del  mismo  modo,  y  siendo 
propio  de  las  leyes  de  procedimientos  fijar  las  reglas  á  que  la 
acumulación  de  acciones  y  de  procesos  debe  subordinarse,  nin- 
guna razón  justifica  que  se  trate,  como  hacía  la  antigua  ley,  de 
una  de  las  dos  clases,  con  omisión  completa  de  la  otra. 
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SECCIÓN  PRIMERA 

DE   LA   ACUMULACIÓN   DE   ACCIONES 

Ya  hemos  dicho  lo  que  se  entiende  por  acumulación  de  ac- 
ciones; ahora  añadiremos  que  se  llama  acumulación  propia  á  la 
unión  simultánea  de  diversas  acciones  en  un  mismo  juicio, 
tiempo  y  demanda,  ó  impropia  á  la  deducción  sucesiva  de  diver- 
sas acciones  en  distinto  tiempo  y  diferente  demanda,  hasta  la 
contestación  del  pleito. 

Artículo  153. 

El  actor  podrá  acumular  en  su  demanda  cuantas  accio- 
nes le  competan  contra  el  demandado,  aunque  procedan  de 
diferentes  títulos,  siempre  que  aquéllas  no  sean  incompati- 
bles entre  sí.  (Ley  7.a,  tit.  10,  Partida.  3.a) 

La  facultad  que  en  este  artículo  se  concede  al  actor  procede 
por  la  misma  razón  que  aconseja  la  acumulación,  de  modo  que, 
según  se  ve,  se  sienta  una  regla  general  que  encuentra  limita- 
ción sólo  cuando  se  deducen  acciones  contrarias  ó  incompatibles 
entre  sí,  y  en  los  artículos  siguientes  se  desenvuelve  esta  mis- 
ma regla  general,  señalando  las  acciones  que  pueden  conside- 
rarse incompatibles;  determinando  que  las  que  deban  ejerci- 
tarse en  juicio  verbal  podrán  acumularse  á  las  de  mayor  ó  me- 
nor cuantía;  indicando  que  podrán  acumularse  las  acciones  que 
uno  tenga  contra  varios  individuos,  ó  varios  contra  uno,  siem- 
pre que  nazcan  de  un  mismo  título  ó  se  funden  en  una  misma 
cansa  de  pedir,  etc.,  etc. 

Nosotros  'añadiremos  únicamente,  siguiendo  al  Sr.  La  Ser- 
na, que  hay  casos  en  que  las  acciones  deben  acumularse,  como 
son,  por  ejemplo,  cuando  de  no  hacerlo  se  divide  la  continencia 
de  la  causa  ó  cuando  las  acciones  tienen  un  mismo  origen  ó 
fundamento,  y  casos  en  que,  no  siendo  necesaria,  es  conveniente 
la  acumulación,  como  en  todos  aquellos  en  que  siendo  el  Juez 


Digitized  by 


Google 


202  LEY    DE  ENJUICIAMIENTO  CIVIL 

competente  pueden  ser  tratadas  sin  inconveniente  en  el  mismo 
juicio. 

Véase  sobre  acumulación  de  acciones,  por  el  Sr.  Gómez  de 
La  Serna;  Rev.,  tomo  27,  pág.  146. 

Jurisprudencia.  — Propuestas  disyuntivamente  la  acción  de 
nulidad  y  la  de  rescisión,  no  puede  decirse  que  hay  acumulación 
de  acciones  incompatibles  ó  contradictorias.  (21  Febrero  1887.) 

La  materia  de  acumulación  de  acciones,  comprendida  en  la 
sección  1.a,  tít.  4.°,  libro  1.°  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil, 
es  de  carácter  esencialmente  procesal,  y  se  resuelve  por  el  Su- 
premo Tribunal  cuando  da  lugar  á  una  cuestión  de  competencia 
ó  de  acumulación  de  autos  que  entrañe  un  conflicto  jurisdiccio- 
nal, sin  que,  atendida  su  índole  y  naturaleza,  pueda  por  sí  sola 
ser  objeto  de  recurso  de  casación  en  el  fondo  por  infracción  en 
la  sentencia  de  ley  ó  doctrina  legal.  (3  Julio  1895.) 

La  acción  de  petición  de  herencia  con  relación  al  importe 
de  los  bienes  parafernales  de  la  mujer,  vendidos  por  su  viudo,  y 
la  del  cumplimiento  de  la  obligación  singular  del  mandato  en 
cuya  virtud  verificó  aquél  dicha  venta,  pueden  ejercitarse  con- 
juntamente en  juicio  ordinario  con  independencia  del  universal 
de  partición  de  herencia  por  el  heredero  de  la  finada,  sin  que  al 
estimarlo  así  la  Sala  sentenciadora  se  infrinja  la  jurispruden- 
cia establecida  en  sentencias  de  27  de  Febrero  de  1885  y  29  de 
Enero  de  1895.  (9  Octubre  1895.) 

Conforme  al  art.  153  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  es 
potestativo  en  el  actor  acumular  en  su  demanda  cuantas  accio- 
nes le  competen  contra  el  demandado,  siempre  que  no  sean  in- 
compatibles entre  sí,  y  según  el  art.  154,  lo  son,  y  no  pueden, 
por  tanto,  acumularse  cuando  se  excluyan  ó  contradigan,  ó  el 
Juez  que  deba  conocer  de  la  principal  sea  incompetente  para 
hacerlo  de  la  acumulada  por  razón  de  la  cuantía  ó  la  materia, 
ó  cuando  por  precepto  de  la  ley  deban  ventilarse  en  juicios  de 
diferente  naturaleza. 

La  acción  de  nulidad  de  actuaciones  de  un  juicio  ejecutivo, 
acumulada  á  la  real  de  tercería  de  dominio,  viene  en  realidad  á 
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coadyuvarla,  dándola  mayor  alcance;  y  planteadas  las  dos  en 
un  juicio  plenario,  es  evidente  la  competencia  del  Juzgado  para 
conocer  de  ambas,  porque  no  existe  precepto  alguno  legal  que 
establezca  para  ellas  procedimiento  de  diferente  naturaleza. 
(3  Junio  1897.) 

La  acumulación  puede  pedirse  en  cualquier  estado  del  jui- 
cio: pero  no  existe  éste  hasta  que  se  contesta  la  demanda:  y, 
por  lo  tanto,  en  este  caso,  para  que  no  se  divida  la  continua- 
ción de  la  causa,  no  hay  otro  recurso  que  proponer  la  excepción 
dilatoria  de  litis  pendencia.  (17  Enero  1877.) 

Conforme  al  art.  153,  pueden  deducirse  en  una  misma  de- 
manda las  acciones  derivadas  de  dos  imposiciones  de  censos 
contra  un  mismo  deudor;  y  si  los  intereses  de  ambas  suman  una 
cantidad  que  excede  de  la  competencia  del  Juzgado  municipal, 
debe  conocer  de  la  reclamación  en  juicio  ejecutivo  el  Juez  de 
primera  instancia.  (Sent.  del  Tribunal  Supremo  17  ele  Abrí! 
de  1894.) 

Artículo  154. 

Será  incompatible  el  ejercicio  simultáneo  de  dos  ó  más 
acciones  en  un  mismo  juicio,  y  no  podrán,  por  tanto,  acu- 
mularse: 

1.°  Cuando  se  excluyan  mutuamente,  ó  sean  contrarias 
entre  sí,  de  suerte  que  la  elección  de  la  una  impida  ó  haga 
ineficaz  el  ejercicio  de  la  otra. 

2.°  Cuando  el  Juez  que  deba  conocer  de  la  acción  prin- 
cipal sea  incompetente,  por  razón  de  la  materia,  ó  de  la 
cuantía  litigiosa,  para  conocer  de  la  acumulada. 

3.°  Cuando,  con  arreglo  á  la  ley,  deban  ventilarse  y 
decidirse  las  acciones  en  juicios  de  diferente  naturaleza. 
(Ley  7.a,  tít  10,  Partida  3*  — Leyes  27  y  38,  tít.  2.°, 
Partida  3.a— Ley  4.a,  tít.  3.°,  libro  11  de  la  Nov.  R.) 

• 

Los  casos  mencionados  en  este  artículo  son  los  general- 
mente admitidos  por  los  autores,  y  la  razón  de  ser  de  que  se 
considere  incompatible  el  ejercicio  simultáneo  de  las  acciones 
á  que  se  refieren  es  tan  obvia,  que  no  se  necesita  hacer  observa- 
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ción  alguna  para  que  se  comprenda.  Dos  acciones  de  origen  con- 
tradictorio se  anulan  mutuamente.  No  pueden  acumularse  ac- 
ciones cuando  el  Juez  que  deba  oonocer  de  la  principal  sea  in- 
competente para  conocer  de  la  acumulada,  porque  de  otro  modo 
se  infringirían  las  reglas  que  determinan  la  competencia,  y  ha- 
bría un  medio  de  prorrogar  la  jurisdicción  en  casos  en  que  no 
es  admisible;  pues  ya  tenemos  dicho  que  las  partes  no  pueden 
someterse  á  un  Juez  ó  Tribunal,  sino  en  cuanto  la  ley  le  tiene 
atribuida  competencia  para  conocer  del  asunto  de  que  se  trate. 
Y  no  procede  la  acumulación  de  acciones  que  deban  ventilarse, 
con  arreglo  á  la  ley,  en  juicios  diferentes,  porque  esto  equival- 
dría á  no  dar  cumplimiento  á  la  misma  ley,  que,  haciéndose 
cargo  ya  de  la  distinta  naturaleza  de  las  acciones,  ha  fijado  trá- 
mites diversos  para  que  se  ventilen  unas  y  otras. 

Finalmente  añadiremos  que,  según  indican  los  Sres.  Laser- 
na  y  Montalván,  no  son  acumulables  las  acciones  prejudiciales, 
y  que  hay  acciones  que  nunca  pueden  acumularse  con  otras, 
como  el  interdicto  de  despojo,  que  siempre  la  rechaza,  porque 
es  un  principio  general  y  no  sujeto  á  excepciones  el  de  que  »el 
despojado  debe  ser  restituido  ante  todas  cosas,  y  el  de  manuten- 
ción de  la  posesión,  que  no  puede  concurrir  con  la  acción  rei- 
vindicatoría, porque  ésta  supone  no  estar  en  posesión  y  el  que 
entabla  el  interdicto  dice  que  posee. 

Jurisprudencia.  —  Acumulándose  varias  acciones  cuyo  im- 
porte total  no  exceda  de  la  competencia  de  los  Jueces  munici- 
pales, corresponde  conocer  de  todas  ellas  al  Juzgado  que  sea 
competente  para  entender  de  la  reclamación  de  mayor  cuantía. 
(Sent.  del  T.  S.  SO  Abril  1895.) 

La  acción  de  nulidad  de  actuaciones  de  un  juicio  ejecutivo, 
acumulada  á  la  real  de  tercería  de  dominio,  viene  en  realidad  á 
coadyuvarla,  dándole  mayor  alcance;  y  planteadas  las  dos  en 
juicio  plenario,  es  evidente  la  competencia  del  Juzgado  para  co- 
nocer de  ambas,  porque  no  existe  precepto  alguno  legal  que  es- 
tablezca  para  ellas  procedimiento  de  diferente  naturaleza.  (Sen- 
tencia del  T.  S.  3  Junio  1897.) 
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Ahtículo  155. 


Las  acciones  que  por  razón  de  la  cuantía  de  la  cosa  liti- 
giosa deban  ejercitarse  en  juicio  verbal,  podrán  acumularse 
á  las  de  mayor  ó  menor  cuantía. 

En  estos  casos  se  determinará  la  competencia  del  Juez  y 
la  clase  de  juicio  declarativo  que  haya  de  seguirse,  por  el 
valor  acumulado  de  todo  lo  que  sea  objeto  de  la  demanda. 

Ninguno  de  los  preceptos  que  contiene  este  artículo  era  nece- 
sario ni  puede  considerarse  acertado.  El  primero,  porque  dicho 
estaba  ya  que  las  acciones  no  incompatibles  son  acumulables,  y 
porque,  fundándose  la  división  de  los  juicios  declarativos  en  de 
mayor  y  menor  cuantía  y  verbales,  en  el  valor  de  la  cosa  litigiosa, 
no  comprendemos  por  qué  en  último  extremo  no  se  ha  dicho,  para 
evita/  dudas,  además  de  que  las  acciones  que  puedan  ejercitarse 
en  juicio  verbal  son  acumulables  á  las  de  mayor  ó  menor  cuan- 
tía, que  las  de  esta  última  clase  son  también  acumulables  á  las 
de  mayor  cuantía.  El  segundo,  porque  siendo  los  Jueces  muni- 
cipales competentes  nada  más  para  conocer  de  los  juicios  verba- 
les, no  hacía  falta  que  expresara  lo  que  expresa  para  que  se  tu- 
viera por  cierto  que  por  el  valor  de  las  acciones  acumuladas 
habrá  de  determinarse  la  competencia  del  Juez  y  el  juicio  de~ 
clarativo  que  deberá  seguirse.  Y  de  fijar  el  precepto  que  la  ley 
ha  fijado,  debiera  haberse  hecho  más  claramente,  pues  con  que 
se  hubiera  dicho  que  según  fuere  el  interés  total  de  las  acciones 
acumuladas,  así  habría  de  tramitarse  la  demanda  en  juicio  de 
mayor  ó  menor  cuantía  y  aun  verbal,  el  concepto  quedaba  me- 
jor expresado  y  bastaba  para  que  se  supiera  qué  Juez  sería  el 
competente. 

Artículo  156. 

Podrán  acumularse  y  ejercitarse  simultáneamente  las 
acciones  que  uno  tenga  contra  varíes  individuos,  ó  varios 
contra  uno,  siempre  que  nazcan  de  un  mismo  título  ó  se 
funden  en  una  misma  causa  de  pedir. 


Digitized  by 


Google 


206  LEY    DE   ENJUICIAMIENTO  CIVIL 

La  identidad  de  título  ó  de  causa  de  pedir  justifica  la  acu- 
mulación, y  lo  mismo  da  que  uno  tenga  acciones  de  esa  natura- 
leza contra  varios  que  el  que  varios  las  tengan  contra  uno  solo . 
Los  juicios  universales,  como  el  de  concurso  de  acreedores,  por 
ejemplo,  se  fundan  en  gran  parte  en  esta  última  circuns- 
tancia. 

Jurisprudencia.  —  Fuera  de  los  casos  en  que  las  acciones  so 
funden  en  un  mismo  título  ó  causa  de  pedir,  no  pueden  acumu- 
larse las  que  varios  individuos  tengan  contra  uno  ó  contra  va- 
rios, porque  falta  la  identidad  dé  cosas  y  acciones,  que  es  uno 
de  los  requisitos  indispensables  para  la  acumulación,  y,  lejos  de 
simplificarse,  se  complicaría  el  procedimiento.  (Sents.  del  T.  S. 
íy  Marzo  1886  y  12  Julio  1894.) 

Artículo  157. 

No  se  permitirá  la  acumulación  de  acciones  después  de 
contestada  la  demanda,  quedando  á  salvo  el  derecho  del  ac- 
tor para  ejercitarlo  en  el  juicio  correspondiente. 

Después  de  contestada  la  demanda  es  cuando  el  juicio  se  en- 
cuentra verdaderamente  entablado;  porque,  como  dice  la  ley  8.a 
del  título  X  de  la  Partida  3.a,  «a  muchas  cosas  tiene  pro  el 
pleyto,  que  es  comentado  por  demanda,  é  por  respuesta»;  y  por 
eso  la  ley  no  consiente  la  acumulación  de  acciones  en  la  forma 
que  de  ella  se  trata  en  esta  Sección,  una  vez  contestada  la  de- 
manda. Pero  no  debe  perderse  de  vista  que  la  acumulación  de 
autos,  cuyos  efectos  son,  en  suma,  los  mismos  que  produce  la 
de  acciones,  puede  intentarse,  Según  dispone  el  art.  163,  en 
cualquier  estado  del  pleito  antes  de  la  citación  para  sentencia 
definitiva,  y,  por  lo  tanto,  el  actor  que  no  haya  acumulado  las 
acciones  acumulables  que  tuviera  en  su  debido  tiempo,  tendrá 
que  promover,  si  desea  ejercitarlas,  los  juicios  procedentes,  y 
entonces  podrá,  si  está  en  ocasión,  solicitar  la  acumulación  de 
autos. 

Jurisprudencia.  —  Tratándose  en  la  demanda  solamente  de 
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que  cierta  finca  que  el  marido  sujetó  á  garantizar  las  arras 
ofrecidas  á  su  mujer,  no  debe  responder  de  las  deudas  de  éste 
después  de  ser  firme  la  sentencia  de  divorcio  contra  la  misma, 
no  cabe  pedir  en  la  réplica  que  se  alce  el  embargo  ú  otra  canti- 
dad que  debe  percibir  el  marido  de  un  tercero,  pues  se  trata  de 
otra  acción  que  no  ha  podido  acumularse  después  de  contestada 
la  demanda.  (Sent.  10  Diciembre  1892.) 

Artículo  158. 

Si  antes  de  la  contestación  se  ampliase  la  demanda  para 
acumular  nuevas  acciones  á  las  ya  ejercitadas,  el  término 
para  contestar  se  contará  de  nuevo  desde  el  traslado  del  es- 
crito de  ampliación. 

Este  artículo  supone  la  facultad  en  el  actor  de  ampliar  la 
demanda  para  acumular  acciones,  y,  á  nuestro  modo  de  ver, 
está  tan  en  la  conciencia  de  todo  el  mundo  que  puede  hacerlo 
sin  que  ley  alguna  se  lo  haya  nunca  prohibido,  que  no  hacía 
falta  que  el  legislador  lo  expresara  en  esta  ocasión;  y  como,  por 
lo  demás,  creemos  que  el  precepto  de  que  el  término  para  con- 
testar se  contará,  en  el  caso  de  ampliación  para  acumular,  des- 
de el  traslado  del  mismo  escrito  de  ampliación,  no  es  propio  de 
este  lugar,  sino  que  debiera  expresarse  al  fijar  el  término  de 
contestación  á  la  demanda  dentro  de  cada  juicio,  entendemos 
que  el  artículo  objeto  de  esta  nota  pudiera  haberse  suprimido 
sin  temor  á  perjuicio  alguno,  siempre  que  el  precepto  que  en- 
cierra se  hubiera  consignado  donde  dejamos  dicho. 

Artículo  159. 

La  acumulación  do  acciones,  cuando  proceda  y  se  utilice 
oportunamente  por  el  actor,  producirá  el  efecto  de  discu- 
tirse todas  en  un  mismo  juicio  y  resolverse  en  una  sola  sen- 
tencia. 

Como  el  principal  objeto  de  la  acumulación  es  que  no  se  di- 
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vida  la  continencia  de  la  causa,  y  el  interés  del  litigante  es,  y 
no  puede  menos  de  ser,  seguir  en  un  solo  proceso  las  acciones 
que  la  ley  le  consienta,  la  prescripción  de  este  artículo  resulta 
perfectamente  lógica.  Acumuladas  varias  acciones,  deben  dis- 
cutirse en  un  mismo  juicio,  y,  discutidas  en  un  mismo  juicio, 
deben  resolverse  por  una  sola  sentencia. 

Jurisprudencia.  —  El  art.  61  de  la  ley  de  Eniuiciamiento 
civil,  en  cuanto  dispone  que  los  Jueces  y  Tribunales  no  pueden, 
bajo  ningún  pretexto,  aplazar,  dilatar  ni  negar  la  resolución  de 
las  ouest iones  que  hayan  sido  discutidas  en  el  pleito,  se  halla, 
subordinado  á  las  leyes  y  doctrina  legal  sobre  acumulación  é 
incompatibilidad  de  acciones,  y  su  precepto  se  limita  á  los  ca- 
sos en  que  pueda  haber  un  pretexto,  pero  no  un  impedimento 
legal,  para  fallar  á  un  mismo  tiempo  y  en  un  mismo  pleito  to- 
das las  acciones  en  él  acumuladas,  aun  cuando  sean  inacunm- 
lables  y  alguna  afecte  á  personas  que  no  fuesen  parte  en  el 
litigio. 

Cuando  esto  acontece  y  se  deja  de  fallar  sobre  alguna  de 
esas  acciones,  pero  reservando  su  uso  expresamente  al  que  la 
propuso,  se  llena  lo  dispuesto  en  el  art.  62,  dirigido  á  evitar 
que  se  -haga  caso  omiso  y  que  quede  en  olvido  ninguno  de  los 
puntos  litigiosos,  exigiendo  sobre  cada  uno  el  pronunciamiento 
correspondiente,  que  bien  puede  ser  el  de  la  reserva  para  otro 
juicio.  (Sent.  25  Enero  1875.) 

SECCIÓN  SEGUNDA 
de  la  acumulación  de  autos 

Artículo  160. 

La  acumulación  de  autos  sólo  podrá  decretarse  á  instan- 
cia de  parte  legítima. 

Lo  serán  para  este  efecto  los  que  hayan  sido  admitidos 
como  partes  litigantes  en  cualquiera  de  los  pleitos  cuya  acu- 
mulación se  pretenda.  (Ley  ant.,  art.  156.) 
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El  segando  párrafo  de  este  artículo,  en  el  cual  se  determina 
quiénes  pueden  considerarse  parte  legitima  para  el  efecto  de 
pedir  la  acumulación,  es  una  novedad  en  la  ley,  y,  siquiera  no 
se  haya  hecho  otra  cosa  que  aceptar  lo  que  la  práctica  y  los 
autores  tenían  admitido,  no  puede  negarse  que  lá  reforma  es 
conveniente.  «Por  parte  legítima — decía  el  Sr.  Caravantee — 
quiere  dar  á  entender  la  ley,  no  la  que  realmente  lo  sea,  pues 
esto  no  puede  saberse  hasta  la  terminación  del  pleito,  sino  la 
que  haya  comparecido  legalmente  en  los  autos  como  demandante' 
ó  demandado,  ó  como  tercer  opositor,  pues  aun  cuando  pudiera 
haber  otras  personas  interesadas  en  evitar  los  inconvenientes  de 
la  separación,  no  presentándose  en  los  autos  carecen  de  legiti- 
midad para  ejercitar  este  remedio.» 

Pero  de  hoy  en  adelante  ya  no  hace  falta  entrar  en  explica- 
ciones, porque  el  contexto  de  la  ley  es  claro,  y  no  podrán  ser 
tenidos  por  partes  legítimas  sino  los  que  hayan  sido  admitidos 
como  litigantes  en  cualquiera  de  los  pleitos  cuya  acumulación 
se  pretenda. 

Ahora  bien:  en  el  artículo  que  produce  esta  nota  se  dice  que 
la  acumulación  de  autos  sólo  podrá  decretarse  á  instancia  de 
parte  legítima,  y  este  precepto,  copiado  de  la  ley  anterior  de 
Enjuiciamiento,  fué  causa  de  discordancia  entre  los  autores, 
pues  mientras  unos,  fundándose  en  lo  consignado  en  los  artícu- 
los 380,  381,  382, 383,  497  y  523  de  la  mencionada  ley  anterior, 
creían  que  en  alguna  ocasión  procedía  la  acumulación  de  oficio 
y  además  defendían  que  en  ciertos  casos  convenía  al  prestigio 
de  la  magistratura  y  á  la  autoridad  de  la  cosa  juzgada  que  así 
pudiese  suceder,  otros  encontraban  terminante  el  precepto  y 
aplaudían  al  legislador  por  haberle  formulado,  evitando  los 
abusos  á  que  la  facultad  de  decretar  la  acumulación  de  oficio 
había,  en  otros  tiempos,  dado  lugar. 

Nosotros,  como  el  Sr.  Manresa,  opinamos  que  la  acumula- 
ción sólo  procede  á  instancia  de  parte,  y  que,  á  pesar  del  peli- 
gro que  señalan  los  que  disienten  de  ese  parecer,  es  conveniente 
que  no  pueda  verificarse  ni  intentarse  de  oficio,  aun  para  el 
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mismo  prestigio  de  la  magistratura;  pero  debemos  advertir  que,, 
no  obstante  lo  dispuesto  en  el  artículo  que  examinamos  y  en  el 
segundo  párrafo  del  1.187  de  esta  ley,  parece  deducirse  del  con*- 
texto  de  los  artículos  1.003,  1.173  y  1.186  que  en  algunos  casos 
puede  decretarse  de  oficio  la  acumulación  en  los  juicios  univer- 
sales de  abintestato,  testamentaría  y  concurso  de  acreedores. 

Artículo  161. 

Las  causas  por  que  deberá  decretarse  son: 

1.a  Cuando  la  sentencia  que  haya  de  dictarse  en  uno  de 
los  pleitos  cuya  acumulación  se  pida,  produzca  excepción 
de  cosa  juzgada  en  el  otro. 

2.a  Cuando  en  Juzgado  competente  haya  pendiente 
pleito  sobre  lo  mismo  que  sea  objeto  del  que  deSpués  se 
haya  promovido.  m 

3.a  Cuando  haya  un  juicio  de  concurso  6  de  quiebra,  al 
que  se  halle  sujeto  el  caudal  contra  el  que  se  haya  formu- 
lado ó  formule  cualquier  demanda. 

4.a  Cuando  haya  un  juicio  de  testamentaría  ó  abintestado 
al  que  se  halle  sujeto  el  caudal  contra  el  que  se  haya  formu- 
lado ó  S3  formule  una  acción  de  las  declaradas  acumulables 
á  estos  juicios. 

5.a  Cuando  de  seguirse  separadamente  los  pleitos,  se 
divida  la  continencia  de  la  causa.  ( Ley  ant. ,  art.  157.) 

Jurisprudencia.  — La  acumulación  de  autos  no  puede  tener 
lugar  cuando  se  trata  de  hechos  que  no  tienen  entre  sí  conexión 
alguna.  (Sent.  9  Mayo  1864. ) 

No  hay  litis  pendencia  ni  procede  la  acumulación  cuando  no 
consta-  aún  la  competencia  del  Juzgado  para  conocer  de  la  pri- 
mitiva demanda.  (Sent.  31  Mayo  1854.) 

No  puede  decretarse  la  acumulación  de  autos  más  que  por 
las  causas  taxativamente  señaladas  en  los  artículos  157  y  158 
dé  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil.  (Sent.  4  Enero  1870.) 

Según  el  art.  523  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  son  acu- 
mulables al  juicio  universal  de  acreedores  los  pleitos  ejecutivos 
que  se  sigan  contra  el  concursado.  (Sent.  6  Septiembre  1864.) 
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El  art.  163  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  previene  que, 
*n  el  caso  de  haber  un  juicio  universal,  se  acumulen  á  éste  los 
diferentes  pleitos  que  se  sigan  en  distintos  Juzgados.  Según  la 
jurisprudencia  del  Tribunal  Supremo,  es  necesario  que  los  plei- 
tos se  hallen  pendientes  al  hacerse  la  declaración  de  concurso. 
(Sent.  20  Agosto  1868.) 

Si  bien  es  cierto  que  el  art.  309  de  la  ley  orgánica  del  Poder 
judicial,  en  su  regla  20,  previene  que  cuando  existen  autos  de 
testamentaría,  abintestato,  concurso  de  acreedores  y  quiebra, 
la  acumulación  se  hará  siempre  á  ellos,  también  lo  es  que  este 
principio  tiene  sus  limitaciones,  como  se  reconoce  en  el  último 
párrafo  de  la  regla  citada;  y  además,  cuando  pueden  sustanciar- 
ía los  diferentes  juicios  conservándose  la  unidad  de  los  procedi- 
mientos y  sin  que  las  providencias,  autos  ó  sentencias  que  en 
unes  y  otros  recaigan  se  excluyan  respectivamente,  no  procede 
la  acumulación.  (Sent.  9  Enero  1873.) 

Para  que  proceda  la  acumulación  es  preciso  que  exista  un 
concurso  al  que  se  hallen  sujetos  los  bienes  contra  que  se  diri- 
gen los  otros  juicios  contra  ellos  promovidos;  y  solicitado  por  el 
concursado  el  beneficio  de  espera  y  quita  que  le  fueron  otorga- 
dos por  sus  acreedores,  en  virtud  de  este  hecho  terminó  dicho 
concurso  para  los  efectos  de  que  se  trata.  (Sent.  19  Diciembre 
de  1814.) 

Según  lo  dispuesto  en  la  causa  4.a  del  art.  161  de  la  ley 
de  Enjuiciamiento  civil,  procederá  la  acumulación  de  autos 
cuando  haya  un  juicio  de  testamentaría  ó  abintestato  al  que  se 
halle  sujeto  el  caudal  contra  el  que  se  haya  formulado  ó  formule 
una  acción  de  las  declaradas  acumulables  á  estos  juicios. 

Según  el  párrafo  cuarto  del  art.  1.003  de  la  referida  ley, 
para  los  efectos  de  la  causa  4.a  del  161  se  declaran  acumulables 
todas  las  demandas  ordinarias  y  ejecutivas  que  se  deduzcan 
contra  los  herederos  del  difunto  ó  sus  bienes  después  de  preve- 
nido el  abintestato.  (5  Febrero  1890.) 

Según  lo  que  se  dispone  en  el  caso  4.°  del  art.  161  de  la  ley 
de  Enjuiciamiento  civil  y  en  el  1.003  de  la  misma  ley,  son  acu- 
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mulables  á  los  juicios  de  testamentaría  todas  las  demandas  or- 
dinarias que  se  deduzcan  ó  hayan  deducido  contra  los  bienes 
del  finado. 

Atendidos  la  letra  y  espíritu  de  esos  preceptos,  procede  acu- 
mular á  un  juicio  de  testamentaría  los  autos  de  interdicto  de 
adquirir  á  título  de  heredero  los  bienes  del  finado,  pues  de  lo 
contrario  se  dividiría  la  continencia  de  la  causa  y  conocerían  á 
un  tiempo  mismo  dos  Jueces  distintos  en  cuestiones  estrecha- 
mente ligadas  entre  sí  y  de  origen  común.  (20  Mayo  1891.) 

La  cuestión  promovida  entre  dos  Juzgados  que  previnieron 
ambos  el  juicio  de  testamentaría  de  la  misma  persona,  no  puede 
resolverse  como  acumulación  de  autos,  sino  por  los  trámites  de 
las  cuestiones  de  competencia.  (Sent.  del  T.  S.  15  Marzo  1897. J 

No  procede  la  acumulación  de  dos  pleitos  en  los  que,  si  bien 
en  ambos  se  pretende  la  declaración  de  dominio  de  ciertos  bie- 
nes, en  uno  de  ellos,  además,  se  pide  indemnización  de  perjui- 
cios y  ganancias  posibles.  (Sent.  del  T.  S.  7  Julio  1893,) 

Si  cuando  se  despachó  la  ejecución  se  había  dejado  sin  efecto 
la  declaración  de  quiebra,  no  puede  decirse  ya  que  el  Juzgado 
que  conocía  del  juicio  ejecutivo  era  incompetente.  (Sent.  del 
T.  S.  2  Diciembre  1903.) 

No  se  encuentra  comprendido  en  el  art.  1G1  de  la  ley  de  En- 
juiciamiento civil  la  acumulación  á  las  actuaciones  de  suspen- 
sión de  pagos  del  deudor  del  juicio  ejecutivo  promovido  contra 
éste  en  distinto  Juzgado  por  el  acreedor.  (Sent.  4  Diciembre 
de  1897.) 

Son  acumula  bles  á  un  juicio  de  testamentaría  los  autos  de 
interdicto  de  adquirir  á  título  de  heredero  los  bienes  del  finado, 
pues  de  lo  contrario  se  dividiría  la  continencia  de  la  causa. 
(Sent.  20  Mayo  1891.) 

Según  tiene  declarado  con  repetición  el  Tribunal  Supremo, 
interpretando  el  sentido  y  alcance  de  los  artículos  161,  163  y 
1G5,  en  relación  con  el  1.003,  1.187  y  1.119  de  la  ley  de  Enjui- 
ciamiento civil,  se  infringen  estos  preceptos  cuando  se  acuerda 
la  acumulación  de  pleitos  que  están  en  período  de  ejecución  de* 
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sentencia  firme,  sin  que  la  circunstancia  de  que  ésta  pueda  afec- 
tar á  bienes  sujetos  á  un  concurso  baste  para  cohonestar  la 
adopción  de  aquella  medida,  porque  la  ley  atiende  preferente- 
mente en  tales  casos  al  estado  procesal  de  los  autos  que  se  trata 
de  acumular,  jurisprudencia  que  no  puede  estimarse  modificada 
por  la  sentencia  de  10  de  Diciembre  de  1890,  que,  sobre  refe- 
rirse á  los  llamados  juicios  convenidos,, los  consideró  como  sim- 
ples reclamaciones  de  que  conocía  un  Juez  municipal.  (24  Ju- 
dío 1898;  G*  16  Julio  m.  a.;  C.  L.,  tomo  2.) 

Según  el  terminante  y  absoluto  precepto  del  art.  1G1  de  la 
iey  de  Enjuiciamiento  civil,  en  su  núm.  3.°,  habiendo  un  juicio 
de  concurso  ó  quiebra,  á  él  hay  que  acumular  todos  los  autos 
que  no  sean  de  los  exceptuados  en  el  166,  que  se  sigan  ó  incoen 
contra  el  quebrado  cuyo  caudal  se  halle  sujeto  á  aquel  juicio. 

Conforme  á  lo  dispuesto  en  los  artículos  176  y  382  de  aque- 
lla ley,  una  vez  acordado  acceder  á  la  acumulación,  es  impro- 
cedente el  recurso  de  reposición.  (11  Octubre  1901.) 

Aktículo  162. 

Se  entiende  dividirse  la  continencia  de  la  causa,  para  los 
efectos  de  la  disposición  que  contiene  el  párrafo  último  del 
artículo  anterior: 

1.°  Cuando  haya  entre  los  dos  pleitos  identidad  de  per- 
sonas, cosas  y  acción. 

2.°  Cuando  haya  identidad  de  personas  y  cosas,  aun 
cuando  la  acción  sea  diversa. 

3.°  Cuando  haya  identidad  de  personas  y  acciones,  aun 
cuando  las  cosas  sean  distintas. 

4.°  Cuando  las  acciones  provengan  de  una  misma  cau- 
sa, aunque  se  den  contra  muchos  y  haya,  por  consiguiente, 
diversidad  de  personas. 

5.°  Cuando  las  acciones  provengan  de  una  misma  cau- 
sa, aunque  sean  diversas  las  personas  y  las  cosas. 

6.°  Cuando  haya  identidad  de  acciones  y  de  cosas,  aun- 
que las  personas  sean  distintas.  (Ley  ant.,  art.  158.) 

Para  mayor  claridad  reunimos  en  una  nota  las  ligeras  obser- 
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vaciones  que  hemos  de  hacer  á  propósito  de  los  artículos  1€>1 
y  162. 

Es  evidente  que  para  decretarse  la  acumulación  ha  de  haber 
causas  que  puedan  dar  lugar  á  ella,  y  que  en  tal  concepto  no 
puede  bastar  que  se  pida  por  parte  legítima.  Pues  bien:  las 
causas  generalmente  admitidas  por  la  jurisprudencia  y  los  auto- 
res son  las  contenidas  en  el  art.  161  de  esta  ley,  que  algunos 
autores  reducen  á  cuatro,  otros  a  dos,  y  algunos,  con  verdadera 
razón,  según  dice  Manresa,  á  una,  ó  sea  la  de  que  no  se  divida 
la  continencia  de  la  causa.  Pero  lo  más  general  ha  sido  expre- 
sar cuatro,  y  éstas  son:  1.a,  cuando  la  decisión  de  uno  de  los 
dos  pleitos  puede  servir  de  excepción  de  cosa  juzgada  en  el  otro; 
2.a,  por  razón  de  litis  pendencia,  que  es  cuando  se  promueven 
dos  pleitos  con  un  mismo  objeto;  3.a,  en  los  juicios  universales 
que  atraen,  á  sí  todos  los  particulares;  y  4.a,  cuando  puede  di- 
vidirse la  continencia  de  la  causa. 

Mas  por  continencia  de  la  causa  se  entiende,  según  Escri- 
che,  la  unidad  que  debe  haber  en  todo  juicio,  ó  sea  la  unidad  y 
conexión  que  deben  mediar  con  respecto  a  la  acción,  á  la  cosa 
litigiosa,  á  la  persona  del  Juez,  a  la  de  los  litigantes,  á  los  tra- 
mites y  al  fallo  definitivo;  y  la  ley,  tomándolo  de  la  anterior,  y 
ésta  de  los  autores  prácticos,  señala  en  el  art.  162  los  seis  ca- 
sos en  los  cuales  hay  continencia  de  causa  y  debe,  por  lo  tanto, 
verificarse  la  acumulación.  Dichos  casos  son  fáciles  de  compren- 
der; y  como  de  entrar  á  explicarlos  detalladamente  nos  saldría- 
mos de  nuestro  propósito,  habremos  de  limitarnos  ya  á  exponer 
los  que  citan  los  autores  como  excepciones  á  la  regla  general,  ó 
sea  casos  en  que  no  puede  tener  lugar  la  acumulación  aunque 
se  divida  la  continencia  de  la  causa.  Algunos  de  éstos  están 
contenidos  en  los  artículos  siguientes  á  los  que  examinamos,  y 
todos  son:  1.°,  cuando  el  actor  y  el  reo  son  de  diverso  fuero; 
2.°,  cuando  el  Juez  ante  el  cual  se  ha  promovido  el  primer  pleito 
no  tiene  jurisdicción  para  conocer  del  todo  ó  parte  de  las  cosas 
demandadas  en  los  otros  juicios;  3.°,  cuando  los  pleitos  se  ha- 
llan pendientes  en  diversas  instancias;  y  4.°,  cuando  se  trata 
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de  juicios  que  tienen  señalados  por  la  ley  trámites  diferentes, 
como  los  ordinarios  y  los  ejecutivos.  Además,  los  autores  no 
creían  que  podía  haber  acumulación  en  los  juicios  ejecutivos; 
pero  la  nueva  le}r  la  autoriza  en  el  art.  164. 

Jurisprudencia.  —  La  doctrina  del  Supremo  no  es  que  pro- 
cede la  acumulación  de  acciones  cuando  hay  unidad  ó  identidad 
de  la  cosa  litigiosa,  sino  la  de  que  aquella  unidad  ó  identidad  es 
indispensable,  entre  otros  requisitos,  para  la  acumulación  bajo 
un  misino  orden  de  procedimiento.  (Sent.  25  Enero  1875.) 

Artículo  163. 

La  acumulación  puede  pedirse  en  cualquier  estado  del 
pleito  antes  de  la  citación  para  sentencia  definitiva.  (Ley 
anterior,  art.  159.) 

El  precepto  de  este  artículo  ha  de  entenderse  con  referencia 
á  cuando  están  los  pleitos  en  la  misma  instancia,  pues  el  ar- 
tículo 165  prescribe  terminantemente  que  no  son  acumulables 
los  autor*  que  estuvieren  en  diferentes  instancias. 

Jurisprudencia.  —  No  puede  tener  lugar  la  acumulación  de 
autos  cuando  los  juicios*  se  hallan  terminados.  (Sent.  H  Mayo 
de  187 1.) 

En  el  párrafo  tercero  de  la  regla  20  del  art.  30Í)  de  la  ley 
provisional  sobre  organización  del  Poder  judicial  se  dispone  que 
la  acumulación"  de  autos  á  que  se  refieren  los  dos  párrafos  ante- 
riores, primero  y  segundo  de  la  misma  regla,  no  es  aplicable  á 
los  autos  conclusos  para  sentencias,  los  cuales  no  serán  acumu- 
lados. (Sent.  22  Marzo  1878.) 

Desde  que  se  presenta  la  demanda  puede  pretenderse  la  acu- 
mulación, aun  cuando  para  otros  efectos  del  procedimiento  no 
se  estime  entablado  el  pleito  hasta  que  se  conteste  la  demanda. 
(Sent.  20  Febrero  1897.) 

Mientras  no  formalicen  las  demandas  principales  los  que 
tienen  promovidos  incidentes  de  pobreza,  no  hay  términos  há- 
biles para  decidir  sobre  la  acumulación.  (Sent.  7  Enero  1896.) 
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Artículo  164. 


Son  acumulables  entre  sí  los  juicios  ordinarios,  los  eje- 
cutivos, los  interdictos  y,  en  general,  los  que  sean  de  la 
misma  clase,  siempre  que  concurra  alguna  de  las  causas 
expresadas  en  el  art.  161. 

Los  autores  sostenían  que  los  juicios  ejecutivos,  por  la  bre- 
.  vedad  con  que  deben  seguirse,  no  eran  ó  debían  ser  acumula- 
bles;  pero  la  nueva  ley,  según  indicábamos  en  la  nota  al  ar- 
tículo 162,  la  autoriza  en  el  presente,  y  ya  sobre  ello  no  cabe 
discusión. 

Véase:  Acumulación  de  autos  seguidos  por  distintas  trami- 
taciones; Rev.,  tomo  9.°,  pág.  313.  —  Sobre  acumulación  de  un 
interdicto  de  recobrar  á  un  juicio  de  menor  cuantía;  tomo  33, 
página  346.  —  Acumulación  de  tercerías  á  juicios  ejecutivos; 
tomo  31,  pág.  66. — Si  los  juicios  ejecutivos  sentenciados  de  re- 
mate son  acumulables  á  los  universales  de  testamentaría  ó  de 
concurso  de  acreedores;  tomo  31,  pág.  448. 

Artículo  16&. 

/■ 

No  son  acumulables  los  autos  que  estuvieren  en  dife- 
rentes instancias,  ni  los  ordinarios  que  estén  conclusos  para 
sentencia. 

Jurisprudencia.  — Según  la  última  parte  de  la  regla  20  del 
artículo  309  de  la  ley  orgánica  del  Poder  judicial,  lo  dispuesto 
en  las  reglas  anteriores  sobre  acumulación  no  es  aplicable  á  los 
autos  que  estuviesen  en  diferentes  instancias  y  en  los  conclusos 
para  sentencia,  ios  cuales  no  serán  acumulados.  (11  Octubre 
de  1878.) 

Según  precepto  terminante  y  genérico  del  art.  165  de  la  ley- 
de  Enjuiciamiento  civil,  no  son  acumulables  los  autos  ordina- 
rios que  estuviesen  conclusos  para  sentencia.  (í.°  Julio  1899.) 

Promovido  legítimamente  un  incidente  de  acumulación,  no 
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puede  obstar  á  la  resolución  del  conflicto  consiguientemente 
originado  entre  dos  Juzgados  el  allanamiento  intentado  ante  el 
Tribunal  8upremo  por  la  parte  opuesta  á  la  acumulación. 

Con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  núm.  3.°  del  art.  1.173  de 
la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  há  lugar  á  la  acumulación  al 
juicio  de  concurso  de  las  ejecuciones  que  haya  pendientes  con- 
tra el  concursado  en  el  mismo  ó  en  otros  Juzgados,  salvo  lo  dis- 
puesto en  el  166.  (20  Diciembre  1898.) 

El  art.  163,  en  armonía  con  el  ya  citado,  tiene  perfecta  apli- 
cación al  caso  de  pedirse  la  acumulación  á  un  juicio  universal 
de  testamentaría  de  unos  autos  que,  terminados  por  sentencia 
firme,  están  ya  en  el  período  de  ejecución. 

No  obsta  que  los  efectos  del  fallo  firme  en  tai  período  pue- 
dan afectar  á  los  bienes  sujetos  al  juicio  universal,  porque  para 
la  acumulación  atiende  la  ley  en  las  disposiciones  mencionadas 
al  estado  de  los  autos,  y  los  ya  terminados  no  son  susceptibles 
de  esta  medida,  cuyo  motivo  y  alcance  definen  los  artículos  161 
y  162  de  la  expresada  ley.  (28  Marzo  1888.) 

Abtícülo   166. 

No  procederá  la  acumulación  de  los  juicios  ejecutivos 
entre  sí,  ni  á  un  juicio  universal,  cuando  sólo  se  persigan 
los  bienes  hipotecados,  salvo  el  caso  previsto  en  el  art.  133 
de  la  ley  Hipotecaria. 

En  este  artículo  y  en  el  anterior  se  consignan  las  excepcio- 
nes á  que  hacíamos  referencia  en  la  nota  al  art.  162,  y  la  que 
se  expresa  en  el  que  examinamos  era  de  necesidad,  como  dicen 
los  Sres.  Atard  y  Cervellera,  desde  el  momento  en  que  apare- 
cían en  contradicción  los  preceptos  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
civil  anterior  con  los  de  la  ley  Hipotecaria  posterior. 

Jurisprudencia. — La  acción  ejecutiva  sobre  bienes  hipote- 
cados no  es  de  las  acumulables.  (Sent.  6  Septiembre  1877.) 

El  juicio  ejecutivo,  cuando  en  él  se  persiguen  bienes  hipo- 
tecados al  ejecutante  y  otros  que  no  lo  están,  es  acumulable  al 
de  concurso  del  deudor.  fSent.  lñ  Enero  1904.) 
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Que,  aun  tratándose  sólo  de  los  hienas  hipotecados,  queda- 
ría sometido  el  acreedor  al  Juez  del  concurso  si  en  éste  se  hu- 
biere personado  y  practicado  en  él  tales  gestiones  que  implica- 
ren tal  sumisión,  á  la  manera  que  previene  el  art.  58  de  la  ley 
de  Enjuiciamiento  civil.  (22  Diciembre  1899.) 

De  la  disposición  del  art.  166  de  la  ley  de  "Enjuiciamiento 
civil,  expresiva  de  que  no  procede  la  acumulación  de  los  juicios 
ejecutivos  á  los  universales  cuando  se  persiguen  sólo  bienes 
hipotecados,  se  deduce  necesariamente  que  no  es  á  los  que 
tienen  la  representación  en  dichos  juicios  universales  á  quienes 
debe  citarse  para  ]os  ejecutivos. 

Entendiéndolo  así  la  Sala  sentenciadora,  no  comete  el  que- 
brantamiento de  forma  comprendido  en  el  párrafo  2.°  del  ar- 
tículo 1.693  de  la  citada  ley.  (Sent.  6  Junio  1901.) 

Apareciendo  una  Sociedad  como  continuadora  de  otra,  el 
juicio  ejecutivo  contra  la  primitiva  ó  contra  uno  de  los  socios 
colectivos  es  acumulable  al  juicio  de  quiebra  de  la  más  moder- 
na. (Sent.  24  Junio  1904.) 

Artículo  167. 

En  dichos  juicios  ejecutivos  no  será  obstáculo  para  la 
acumulación,  cuando  proceda,  el  que  haya  recaído  senten- 
cia firme  de  remate.  Para  este  efecto  no  se  tendrán  por  ter- 
minados mientras  no  quede  pagado  el  ejecutante,  ó  se  de- 
clare la  insolvencia  del  ejecutado. 

La  ley  se  ha  decidido  por  el  criterio  aconsejado  por  la  mayor 
parte  de  los.  comentaristas;  pues,  discutiéndose  si  el  juicio  eje- 
cutivo quedaba  terminado  ó  no  con  la  sentencia  de  remate,  casi 
todos  los  autores  se  decidían,  fundadamente,  por  la  negativa. 

Artículo  168. 

Si  un  mismo  Juez  conoce  de  los  pleitos  cuya  acumula- 
ción se  pida  por  ante  el  mismo  -actuario,  dispondrá  que  éste 
vaya  á  hacer  relación  de  los  autos. 
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Si  se  siguieren  los  pleitos  por  distintas  Escribanías,  dis- 
pondrá que  los  actuarios  vayan  á  hacer  relación  de  ellos  en 
un  solo  acto.  (Ley  ant.,  art.  160.) 


Artículo  169. 

Para  el  acto  de  que  habla  el  articulo  anterior,  se  citará  á 
las  partes  con  señalamiento  de  día  y  hora  en  que  haya  de 
celebrarse,  dentro  de  los  ocho  días  siguientes  al  de  la  provi- 
dencia. (Ley  <mt.,  art.  161.) 


Artículo   170, 

Terminada  la  relación,  y  oídos  los  defensores  de  las  par- 
tes si  se  hubieren  presentado,  el  Juez,  dentro  de  los  dos 
días  siguientes,  dictará,  por  medio  de  auto,  la  resolución 
que  estimo  procedente.  Este  auto  es  apelable  en  ambos  efeo 
tos.  (Ley  ant.,  art.  162.) 

Este  artículo  y  los  dos  anteriores  son  casi  copia  exacta  de 
los  indicados  al  pie  de  ellos  de  la  ley  anterior,  y  la  doctrina  que 
contienen,  referente  á  la  tramitación  que  debe  seguirse  para 
las  acumulaciones  cuando  los  autos  penden  en  un  misino  Juz- 
gado, es  tan  clara  y  conocida  de  los  Jueces  y  Abogados  y  demás 
personas  qne  intervienen  en  los  asuntos  judiciales,  que  creemos 
excusado  hacer  ninguna  observación. 

Lo  único  que  diremos  es  que  la  ley,  siguiendo  las  indicacio- 
nes de  algunos  comentaristas  de  la  anterior,  ha  introducido  en 
el  art.  169  las  novedades  de  prescribir  que  al  citar  las  partes 
se  haga  con  señalamiento  del  día  y  hora  en  que  ha  de  celebrarse 
la  audiencia,  y  de  ordenar  que  ésta  ha  de  tener  lugar  dentro  de 
los  ocho  días  siguientes  al  de  la  providencia:  y  en  el  art.  17<> 
la  innovación  de  decir  que  el  Juez  dictará  auto  dentro  de  los 
dos  días  siguientes,  en  vez  de  como  decía  la  ley  anterior:  dic- 
tará sentencia  precisamente  dentro  de  los  tres  días  siguientes. 

Las  reformas  eran  procedentes. 
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Abtículo  171. 


Si  los  pleitos  se  siguieren  en  Juzgados  diferentes,  se 
pretenderá  la  acumulación  ante  el  Juez  á  quien  corresponda 
conocer  de  ellos. 

Corresponderé  este  conocimiento  al  Juez  ó  Tribunal  en 
que  radique  el  pleito  más  antiguo,  al  que  se  acumularán 
los  más  modernos. 

Exceptúanse  de  esta  regla  los  juicios  de  testamentaría, 
abintestato,  concurso  de  acreedores  y  quiebra,  á  los  cuales 
deberá  hacerse  siempre  la  acumulación  de  los  demás  autos, 
cuando  procoda.  (Ley  ant. ,  art.  163.) 

Ordenando  el  art.  163  de  la  ley  anterior  que  la  acumulación 
podía  pretenderse  ante  cualquiera  de  los  Jueces  que  conocieran 
de  los  pleitos  acumulables,  se  ponía  en  contradicción  con  lo 
ordenado  en  el  párrafo  segundo  del  mismo  artículo  y  con  lo  dis- 
puesto en  su  art.  165.  En  la  presente  ley  se  salva  un  escollo 
determinándose  que  el  Juez  ó  Tribunal  á  quien  corresponde 
conocer  de  los  pleitos  aoumulables  será  aquel  que  conozca  del 
más  antiguo;  y  aunque  no  se  dice  á  qué  Juez  corresponderá 
cuando  se  trate  de  demandas  presentadas  á  un  tiempo,  se  de- 
duce del  contexto  del  articulo  que  lo  será  el  que  promueva  la 
acumulación. 

La  excepción  que  se  consigna  al  final  responde  al  principio 
de  que  los  juicios  universales  deben  atraer  á  sí  á  los  particulares. 

Jurisprudencia. — Siendo  la  contienda  entre  un  juicio  de 
testamentaría  y  un  juicio  de  concurso,  debe  de  conocer  de 
timbos  el  Juzgado  en  quien  radique  el  más  antiguo.  (Sent.  17 
Abril  1889.) 

Es  más  antiguo  un  juicio  universal  de  quiebra  incoado  como 
consecuencia  de  una  suspensión  de  pagos  é  incumplimiento 
del  convenio  en  ella  aprobado,  que  unos  autos  de  concurso  ante 
distinto  Juzgado  promovidos,  si  la  suspensión  de  pagos  y  el 
convenio  son  anteriores  á  la  declaración  de  concurso,  (Sent.  18 
Agosto  1893.) 
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La  demanda  pidiendo  que  el  coheredero  cumpla  lo  conve- 
nido en  acto  de  conciliación  debe  acumularse  al  juicio  de  testa- 
mentaría. (Sent.  13  Diciembre  1S94.) 


Artículo   172. 

Del  escrito  pidiendo  la  acumulación  se  acompañarán 
tantas  copias  cuantas  sean  las  otras  partes  litigantes  en  el 
mismo  pleito  en  que  se  pida,  á  quienes  serán  entregadas 
para  que,  dentro  de  tres  días,  puedan  impugnar  dicha  pre- 
tensión, si  les  conviniere. 

Este  artículo  contiene  una  innovación  que  responde  á  lo 
ordenado  en  la  base  6.a  de  la  ley  de  21  de  Junio  de  1880.  El 
juicio  que  acerca  de  ella  formamos  puede  verse  en  la  nota  al 
artículo  175. 

Artículo    173.     , 

Transcurrido  el  término  antedicho,  hayanse  presentado 
ó  no  escritos  de  impugnación,  sin  más  trámites,  el  Juez, 
dentro  de  tercero  día,  dictará  auto  estimando  ó  denegando 
la  acumulación. 

Contra  el  auto  en  que  la  estime  no  se  dará  recurso  algu- 
no. Contra  el  que  la  deniegue  se  admitirá  el  de  apelación 
en  un  solo  efecto.  (Ley  emt.,  art.  164  J 

Véase  nuestra  nota  al  art.  176. 


Artículo  174. 

Cuando  el  Juez  estime  procedente  la  acumulación,  man- 
dará en  el  mismo  auto  dirigir  oficio  al  que  conozca  del  pleito, 
reclamándole  los  autos.  A  este  oficio  acompañará  testimonio 
de  los  antecedentes  que  el  mismo  Juez  determine  y  que  sean 
bastantes  para  dar  á  conocer  la  causa  por  que  se  pretende 
la  acumulación.  (Ley  ant.,  artículos  165  y  166.) 
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Artículo  175. 


Recibidos  el  oficio  y  testimonio  por  el  otro  Juez,  se  dará 
vista  de  todo  al  que  ante  él  haya  promovido  el  pleito,  por  el 
término  improrrogable  de  tercero  día.  (Ley  ant. ,  art.  16? \j 

Visto  este  artículo  y  el  172,  se  advierte  que  en  alguna  oca- 
sión pueden  resultar  determinados  litigantes  completamente 
desamparados  (lo  cual  procuraremos  hacer  ver  en  seguida);  y 
como  con  las  prescripciones  de  la  ley  anterior  se  daba  lugar  á  lo 
mismo,  y  el  principal  objeto  de  la  presente  era  corregir  defectos, 
no  puede  menos  de  ser  sensible  que  eu  casos  de  claridad  notoria 
y  de  ninguna  complicación  se  haya  incurrido  en  omisiones  que, 
según  hemos  dicho,  pueden  resultar  perjudiciales. 

El  art.  172,  cuya  prescripción  no  consideramos  la  más  opor- 
tuna, puesto  que  en  la  práctica  contribuirá  á  dilatar  la  tramita- 
ción mucho  más  que  si  se  hubiera  ordenado  la  celebración  de 
vista  con  asistencia  de  todas  las  partes  litigantes  en  el  mismo 
pleito,  ha  venido,  no  obstante,  á  suplir  una  omisión  de  la  ley. 
anterior  verdaderamente  fatal,  porque  de  las  prescripciones  de 
ésta  no  se  deducía  que  hubiera  obligación  por  parte  del  Juez 
ante  quien  se  pretendía  la  acumulación  de  oir  á  la  parte  contra- 
ria, y  siendo  posible,  según  advertían  los  Sres.  Manresa,  Miquel 
y  Reus,  que  en  algunos  casos  la  parte  que  litigase  con  la  qne 
pidiere  la  acumulación  en  el  pleito  en  que  se  solicitase  no  inter- 
viniera en  los  otros  litigios,  resultaba  desatendido  el  principio 
de  que  debe  oírse  siempre,  con  igualdad,  á  todos  los  interesa- 
dos, y  no  á  unos  sí  y  á  otros  no. 

Pero  si  esto  se  ha  salvado  en  cuanto  á  los  litigantes  en  el 
pleito  pendiente  ante  el  Juez  á  quien  se  presenta  el  escrito  pi- 
diendo la  acumulación,  no  sucede  lo  propio  en  cuanto  á  los  liti- 
gantes en  el  pleito  que  se  pretende  acumular  ó  pendiente  en  el 
Juzgado  ó  Tribunal  requerido,  porque  de  la  disposición  del  ar- 
tículo 175  se  deduce  que  sólo  se  ha  de  dar  vista  al  que  la  haya 
promovido,  y  pudiendo  ser  parte  en  el  litigio  otros  interesados 


Digitized  by 


Google 


■■/■■*  . 


LIB.    I— TIT.    IV   -  ART.    176  223 

que  no  intervengan  en  el  pleito  pendiente  en  el  Juzgado  requi- 
rente,  estos  interesados,  á  quienes  no  hay  obligación  de  dar 
vista,  por  cuanto  la  ley  no  los  menciona  siquiera,  vendrán  a 
quedar,  como  hemos  dicho,  completamente  desamparados. 

Por  más  conforme  con  el  espíritu  de  la  ley  creemos,  en  su 
consecuencia,  que  los  Jueces  y  Tribunales  requeridos  para  la 
acumulación  harán  bien  en  dar  vista  de  todo,  según  prescribe  el 
mencionado  art.  175,  al  que  haya  promovido  el  pleito  y  á  los  de- 
más litigantes  que  no  sean  parte  en  el  pendiente  ante  el  Juez  ó 
Tribunal  ante  quien  se  haya  solicitado  la  acumulación. 

Artículo  176. 

Pasado  dicho  término,  se  recogerán  de  oficio  los  autos,  si 
fuere  necesario,  y  el  Juez  dictará  auto  otorgando  ó  dene- 
gando la  acumulación. 

El  auto  en  que  la  otorgare  será  apelable  en  un  solo 
efecto. 

Contra  el  que  la  deniegue  no  se  dará  recurso  alguno. 
( Ley  ant. ,  art .  168.) 

En  el  art.  173  se  manda  que,  en  cuanto  transcurra  el  térmi- 
no para  presentar  los  escritos  de  impugnación,  dicte  el  Juez 
auto  dentro  de  tercero  día  y  hayanse  ó  no  presentado  dichos  es- 
critos. La  primera  prescripción  del  art.  176  es  consecuencia  de 
esta  otra,  puesto  que  el  dar  vista  de  todo  al  que  haya  promovi- 
do el  pleito  equivale  á  conferirle  el  derecho  de  impugnar  la  acu- 
mulación, y  ordenándose  que  pasado  el  término  se  recogerán 
los  autos  de  oficio,  si  fuere  necesario,  se  da  á  entender  que  ha- 
brán de  recogerse  si  no  se  devuelven  oportunamente.  Además, 
debe  tenerse  en  cuenta  que  el  término  en  que  el  Juez  ha  de  dic- 
tar auto  otorgando  ó  denegando  la  acumulación  es  el  de  tercero 
día.  de  igual  manera  que  en  el  caso  del  art.  173,  y,  según  ad- 
vertían los  Sres.  Manresa,  Miquel  y  Reus  en  su  comentario  al 
artículo  168  de  la  ley  anterior  y  se  deduce  del  contenido  de  los 
artículos  180  y  181  de  la  presente,  el  Juez  requerido,  en  el  auto 
que  dicte,  puede  entender  que  procede  la  acumulación,  pero  que 
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debe  hacerse  á  los  autos  que  ante  él  penden,  y,  en  tal  caso,  asi 
lo  ha  de  acordar  al  resolver  el  incidente. 

También  habremos  de  advertir  que  el  fundamento  de  que 
tanto  el  auto  en  que  primeramente  estime  la  acumulación  el 
Juez  ante  quien  se  pretenda,  como  el  auto  en  que  la  deniegue 
el  Juez  requerido  no  sean  apelables,  es  el  de  que  por  virtud  de 
ellos,  y  si  uno  y  otro  Juez  insisten  en  su  creencia  respectiva, 
han  de  elevarse  los  autos  por  fin  al  Tribunal  superior.. 

Y,  por  último,  haremos  notar  que  la  apelación  de  los  autos 
que,  según  el  art.  173  y  el  176,  son  apelables,  ha  de  hacerse 
dentro  de  cinco  días,  conforme  á  lo  dispuesto  en  el  art.  382. 

Artículo  177. 

Otorgada  la  acumulación,  se  remitirán  los  autos  al  Juez 
que  la  haya  pedido  con  emplazamiento  de  las  partes  para 
que,  dentro  de  diez  días,  comparezcan  ante  él  á  usar  de  su 
derecho.  (Ley  ant,  art.  169.) 

El  art.  169  de  la  ley  anterior  sólo  decía  que,  otorgada  la 
acumulación,  se  remitirían  los  autos  al  Juez  que  la  hubiere  pe- 
dido, y  los  comentaristas,  fundándose  en  lo  que  disponía  el  ar- 
tículo 92,  referente  á  competencias,  añadían  que  la  remisión 
había  de  hacerse  con  emplazamiento  de  las  partes.  La  presente 
ley  ha  sido  más  clara,  y  no  tan  sólo  dispone  que  se  haga  la  re- 
misión con  emplazamiento  de  las  partes,  sino  que  fija  el  térmi- 
no de  diez  días  para  que  comparezcan  á  usar  de  su  derecho. 

Artículo  178. 

Denegada  la  acumulación,  el  Juez  requerido  lo  comuni- 
cará sin  dilación  al  requirente,  acompañando  á  su  oficio  tes- 
timonio de  los  antecedentes  que  estime  necesarios  para  jus- 
tificar su  resolución,  y  exigiendo  que  le  conteste  para  conti- 
nuar actuando  si  se  le  deja  en  libertad,  ó  remitir  los  autos 
á  quien  corresponda  decidir  la  cuestión. 

Este  artículo  no  tiene  concordante  en  la  ley  anterior,  y  ex- 
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trañando  los  Sres.  Manresa,  Miquel  y  Reus  que  la  ley  guardara 
silencio  sobre  lo  que  el  Juez  requerido  debía  hacer  una  vez  que 
denegara  la  acumulación,  decían:  «¿Y  si  elJuez  requerido  de- 
negare la  acumulación?  ¿Y  si  pretendiere  que  ésta  debe  ha- 
cerse á  los  autos  que  de  él  penden?  Nada  dispone  la  ley  para 
estos  casos;  pero  lo  natural  es  que  conteste  en  estos  términos  al 
requirente,  acompañando  al  oficio  testimonio  del  escrito  de  la 
parte,  de  su  providencia  y  de  los  demás  antecedentes  resultan- 
tes del  pleito  que  crea  necesarios  en  apoyo  de  su  pretensión, 
exigiendo  al  propio  tiempo  que  se  le  conteste  para  continuar 
actuando,  si  se  le  deja  en  libertad,  ó  para  remitir  los  autos  á 
quien  corresponda  decidir  la  cuestión.» 

Como  se  ve,  la  presente  ley  ha  copiado  casi  una  por  una  las 
palabras  de  aquellos  apreciados  comentaristas,  y  nosotros,  por- 
que con  el  precepto  que  examinamos  se  pone  en  claro  lo  que 
debe  hacerse  en  el  caso  de  que  se  trata,  creemos  plausible  la 
reforma;  pero  no  tenemos  inconveniente  en  añadir  que  la  omi- 
sión del  art.  178  no  podía  dar  lugar  á  dificultades  de  ningún  gé- 
nero, porque  es  tan  natural  lo  que  ordena,  que  siempre  se  ha 
practicado,  y,  dijéralo  ó  no  la  ley,  se  practicaría  de  igual  modo 
en  adelante. 

Abtíctjlo  179. 

El  Juez  que  haya  pedido  la  acumulación,  luego  que  re- 
ciba dicho  oficio,  desistirá  de  su  pretensión,  sin  más  trámites, 
si  encuentra  fundados  los  motivo^  por  que  le  haya  sido  de- 
negada, contestando  sin  dilación  al  otro  Juez  paTa  que  pue- 
da continuar  procediendo. 

Este  auto  será  apelable  en  un  solo  efecto.  (Ley  ant.,  ar- 
tículos 170  y  171.) 

Recibido  el  oficio  de  que  habla  el  artículo  anterior  por  el 
Juez  que  hubiere  pedido  la  acumulación,  mandará  que  se  una 
todo  á  los  autos  de  su  referencia  y  que  se  traigan  á  la  vista  sin 
dar  audiencia  á  las  partes,  y  en  el  sentido  que  estime  proce- 
dente dictará  resolución  en  auto  fundado.  Si  resuelve  desistien- 
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do,  lo  comunicará  sin  dilación  al  Juez  requerido  para  que  pue- 
da continuar  actuando,  sin  perjuicio  de  la  apelación  que  pueda 
promoverse,  que  procede  sólo  en  un  efecto,  y  al  propio  tiempo 
se  notificará  la  resolución  á  las  partes  por  si  creen  que  deben 
apelar.  Si,  por  el  contrario,  no  creyere  bastantes  los  fundamen- 
tos de  la  negativa  ó  pretensión  del  requerido,  remitirá  los  autos 
conforme  dispone  el  art.  182,  al  superior  correspondiente,  con 
emplazamiento  de  las  partes,  y  se  lo  avisará  al  otro  Juez  para 
que  haga  igual  remesa  de  los  suyos. 

A  su  vez  el  Juez  requerido  remitirá  también  los  autos  que 
en  su  Juzgado  pendan  al  mencionado  Tribunal  superior,  y  em- 
plazará á  las  partes  á  que  corresponda. 

Artículo  180. 

Cuando  el  Juez  requerido  se  niegue  á  la  remisión  de  los 
autos  por  creer  que  la  acumulación  debo  hacerse  á  los  que 
penden  ante  él,  recibidos  el  oficio  y  testimonio,  el  requiren- 
te  dará  vista  por  tres  días  improrrogables  á  la  parte  que  hu- 
biere pedido  la  acumulación,  y  evacuada  la  vista  ó  recogi- 
dos los  autos,  dictará  la  resolución  que  estime  procedente. 

Este  artículo  se  ocupa  de  lo  que  debe  hacerse  en  el  caso  de 
que  el  Juez  requerido  crea  que  debe  verificarse  la  acumulación 
y  sostenga  que  debe  hacerse  á  los  autos  que  pendan  ante  él.  Y 
como  es  un  caso  parecido  al  de  la  negativa,  los  trámites  que  se 
señalan  son  también  semejantes,  hasta  el  extremo  de  que  sólo 
varían  en  que  ha  de  darse  vista  de  los  autos,  por  tres  días  im- 
prorrogables, á  la  parte  que  hubiere  pedido  la  acumulación, 
pues  este  trámite  es  conveniente  por  cuanto  puede  dar  por  re- 
sultado su  conformidad  con  que  los  autos  se  remitan  al  requeri- 
do y  que  por  lo  tanto  termine  en  este  punto  la  cuestión. 

Mas  habiéndose  dicho  en  el  art.  172  que  del  escrito  en  que 
se  pida  la  acumulación  se  acompañarán  tantas  copias  cuantas 
sean  las  otras  partes  litigantes  en  el  pleito  en  que  se  pida,  para 
que  se  les  puedan  entregar,  con  objeto  de  que  manifiesten  si 
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63tán  ó  no  conformes,  y  pudiendo  suceder  que  todas  estén  en 
que  la  acumulación  procede,  ¿á  quién  deberá  darse  la  vista  á 
que  el  art.  180  se  refiere?  ¿Deberá  ser  sólo  á  la  parte  que  hu- 
biere pedido  la  acumulación,  á  los  que  hubieren  estado  confor- 
mes en  que  procedía,  ó  á  todos  los  litigantes  en  el  pleito?  De 
los  términos  de  la  ley  se  infiere  que  se  decide  por  el  primer  ex- 
tremo; pero  si  se  tiene  en  cuenta  que  la  misma  razón  hay  para 
que  se  comuniquen  los  autos  al  que  pidió  la  acumulación  que  á 
las  demás  partes  que  mostraron  su  conformidad  en  que  se  lle- 
vase á  cabo,  ó  en  otro  caso,  que,  dado  el  interés  que  todos  los 
litigantes  tienen  en  el  pleito,  no  debe  privárseles  del  derecho  de 
defenderse  bajo  ningún  concepto,  resulta  evidente  que  aunque 
Tos  Jueces  y  Tribunales  interpreten  el  art.  180  en  sentido  de 
que  deben  dar  vista  á  todos  los  litigantes  en  el  pleito,  no  pro- 
cederán injustificadamente,  sino  que,  muy  por  el  contrario,  res- 
ponderán, según  nuestra  creencia,  al  verdadero  espíritu  de 
la  ley. 

Después  de  todo,  la  solución  propuesta  no  puede  ofrecer 
grandes  dilaciones  ni  dificultades  en  la  práctica;  porque  como 
-en  raros  casos  serán  distintos  los  litigantes  de  los  pleitos  cuya 
acumulación  se  pretenda,  y  en  aquellos  en  que  haya  litigantes 
-en  uno  que  no  lo  sean  en  el  otro  no  es  probable  que  se  reúna 
gran  número  en  estas  circunstancias,  la  vista  de  que  el  art.  180 
trata  podrá  evacuarse  pronto,  y  ninguna  de  las  partes  quedará 
perjudicada. 

Artículo  181. 

En  el  caso  del  artículo  anterior,  si  el  Juez  que  hubiere 
pedido  la  acumulación  estima  que  ésta  debe  hacerse  á  los 
autos  pendientes  en  el  otro  Juzgado,  lo  llevará  á  efecto  en 
la  forma  ordenada  en  el  art.  177. 

El  auto  en  que  así  se  acuerde  será  apelable  en  un  solo 
-efecto. 

Artículo.  182. 

Si  el  Juez  que  hubiere  pedido  la  acumulación  no  creyere 
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bastantes  los  fundamentos  dé  la  negativa  ó  pretensión  del 
requerido,  remitirá  los  autos  al  superior  correspondiente, 
con  emplazamiento  de  las  partes,  avisándolo  al  otro  Juez- 
para  que  haga  igual  remesa  de  los  suyos. 

Se  entiende  por  dicho  superior,  el  que  lo  sea  para  decidir 
las  competencias.  (Ley  ant.,  artículos  172  y  173.) 

De  la  primera  disposición  de  este  artículo  nos  hemos  ocupa- 
do en  la  nota  del  179,  y  allí  remitimos  al  lector.  Con  respecto 
de  la  segunda,  poco  tenemos  que  decir,  porque  siendo  cierto  que 
la  cuestión  de  acumulación  viene  á  convertirse  en  una  de  com- 
petencia desde  el  momento  en  que  los  Jueces  entre  quienes  se 
halla  empeñada  sostienen  diferentes  pretensiones,  es  lógico  y 
natural  que  desde  ese  mismo  momento  la  decida  el  superior  co- 
mún, que  será,  según  los  casos,  el  que  corresponda  de  los  que 
determina  el  art.  99  para  decidir  las  competencias. 

Abtícülo  183. 

Las  actuaciones  sucesivas  de  este  incidente  se' acomoda- 
rán á  lo  prevenido  para  las  competencias;  pero  sin  dar  au- 
diencia al  Ministerio  fiscal.  (Ley  ant.,  art.  184.) 

Desde  que  se  convierte  la  cuestión  de  acumulación  en  una 
de  competencia,  procede  que  las  actuaciones  que  se  practiquen 
hasta  sa  resolución  sean  las  mismas  que  las  señaladas  para  la 
última.  Pero  este  artículo  prescribe  que  no  ha  de  darse  audien- 
cia al  Ministerio  fiscal,  y  así  habrá  de  hacerse,  por  más  de  que 
á  nuestro  juicio  no  hay  razón  que  justifique  semejante  precepto; 
pues  como  el  Ministerio  fiscal  sólo  emite  dictamen  cuando  la 
cuestión  de  competencia  se  somete  á  la  decisión  del  superior,  en 
el  caso  de  que  las  partes  no  se  personen,  creemos  que  procedía 
se  le  oyera  cuando,  convertida  la  cuestión  de  acumulación  en 
una  de  competencia  y  sometida  á  la  resolución  del  superior,  no 
se  personen  tampoco  las  partes. 
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Artículo  184. 


Desde  que  se  pida  la  acumulación,  quedará  en  suspenso 
la  sustanciación  de  los  pleitos  á  que  se  refiera.  ( Ley  anterior, 
artículo  75.) 

El  objeto  de  la  acumulación  es  la  reunión  en  un  solo  juicio 
de  los  pleitos  sobre  que  versa,  y  dicho  objeto  no  se  conseguiría 
^i  la  sustanciación  de  aquéllos  continuara  una  vez  la  acumula- 
ción pedida.  Por  lo  tanto,  compréndese  que  la  ley  no  podía 
menos  de  acordar  lo  que  en  este  artículo  resulta  preceptuado. 

Artículo  185. 

En  los  casos  ei  que  ninguno  de  los  Jueces  desista  de  su 
propósito,  no  se  alzará  la  suspensión  hasta  que  el  superior 
correspondiente  haya  resuelto. 

Se  entenderá,  sin  embargo,  alzada  la  suspensión  cuando 
se  hubiere  dictado  alguno  de  los  autos  que  con  arreglo  á  los 
artículos  173,  176,  179  y  181,  son  apelables  en  un  solo  efec- 
to, sin  perjuicio  de  lo  que  proceda  luego  que  se  hubiere 
dictado  ejecutoria  á  consecuencia  del  recurso  interpuesto. 
{Ley  ant.,  art  176.) 

La  primera  disposición  es  consecuencia  de  la  del  artículo  an- 
terior. La  segunda  no  hace  sino  confirmar  que  la  apelación  en 
un  solo  efecto  no  suspende  la  sustanciación  del  pleito  ó  inciden- 
te de  que  se  trate. 

Artículo  186. 

En  virtud  de  la  acumulación,  los  autos  acumulados  se 
«escuirán  en  un  solo  juicio  y  serán  terminados  por  una  mis- 
ma sentencia.  (Ley  ant. ,  art.  177.) 

Este  artículo  concuerda  con  el  159,  referente  á  la  acumula- 
ción de  acciones,  y  en  él  se  reconoce  que  el  objeto  de  la  acumu- 
lación es,  como  hemos  dicho,  que  l©s  pleitos  sobre  que  verse  se 
sigan  en  nn  solo  juicio. 
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Añadiremos,  sin  embargo,  siguiendo  á  los  Sres.  Manresa, 
Miquel  y  Reus,  que  la  acumulación  produce  también  otros  efec- 
tos, como  consecuencia  precisa  é  indeclinable  de  ella,  pues  pri- 
va á  un  Juez  del  conocimiento  de  la  demanda  que  se  ha  manda- 
do acumular  y  se  lo  confiere  á  otro,  y  hace  que  radiquen  en  una 
sola  escribanía  los  pleitos  acumulados. 

Artículo  187. 

Cuando  se  acumulen  dos  ó  más  pleitos,  se  suspenderá  el 
curso  del  que  estuviere  más  próximo  á  su  terminación,  has- 
ta que  los  otros  se  hallen  en  el  mismo  estado. 

Esta  regla  no  es  aplicable  á  las  acumulaciones  que  so  ha- 
gan á  los  juicios  universales,  á  cuya  tramitación  se  acomo- 
darán desde  luego  ios  que  se  acumulen  á  ellos.  (Ley  anti- 
gua, art.  178.) 

La  distinta  tramitación  de  los  juicios  universales  hace  que 
tengan  que  exceptuarse  de  la  regla  general,  y  así  es  que  siendo 
lógico  suceda  lo  que  en  el  primer  párrafo  del  artículo  se  expre- 
sa, no  puede  acontecer  cuando  las  acumulaciones  se  hagan  á  los 
referidos  juicios  universales,  porque  entonces  es  necesario  que 
á  su  tramitación  se  acomoden  los  pleitos  que  se  acumulen.  Esta 
era  la  práctica  antigua,  y,  como  la  anterior  ley,  la  ha  sanciona- 
do la  presente. 

TÍTULO  V 
De  Jas  recusaciones. 

En  todas  las  épocas  y  en  todas  las  naciones  se  ha  tenido  por 
principio  inconcuso  ó  indiscutible  que  el  primer  requisito  de 
los  juicios  pronunciados  por  la  justicia  es  la  imparcialidad;  y 
los  legisladores  al  dictar  las  leyes,  y  los  pueblos  por  medio  de 
sus  costumbres  han  procurado  siempre  exigir  al  Juez  y  demás 
funcionarios  que  en  el  juicio  intervienen,  ciertas  condicione» 
que  sirvieran  de  garantía,  han  otorgado  premios  á  los  que  se 
han  mostrado  firmes  é  incorruptibles,  y  han  menospreciado  y 
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castigado  con  penas  severas  el  cohecho,  las  venalidades  y  la 
parcialidad,  de  cualquier  género  que  fuese.  En  Egipto  se  repre- 
sentaba á  los  Jueces  sin  manos  y  con  los  ojos  bajos,  para  indi- 
car que  no  debían  tomar  presentes  ni  recibir  impresión  á  la  vis- 
ta de  las  personas  ó  de  los  objetos ;  en  Persia  se  castigaba  cruel- 
mente el  cohecho  de  los  Magistrados;  entre  los  hebreos,  á  quie- 
nes el  Señor  había  profetizado  que  el  crimen  que  envolvía  la 
venta  de  la  justicia  contribuiría  en  gran  manera  á  perder  la  Ju- 
dea  y  reducir  á  cenizas  á  Jerusalén,  se  exigía  á  los  Jueces  ri- 
queza, honradez  y  madura  edad,  y  se  excluía  del  oficio  á  los 
desgraciados  por  naturaleza  y  á  aquellos  que  por  sus  hábitos  ó 
su  profesión  pudiesen  inspirar  sospechas;  en  Grecia  y  en  Roma 
se  penaron  duramen to  las  injusticias ;  en  los  pueblos  germanos 
y  góticos,  nadie  podía  ser  juzgado  sino  por  los  suyos,  y  la  com- 
posición de  los  Tribunales  fué  variando,  á  medida  que  los  esta- 
blecidos ofrecían  pocas  garantías  y  probabilidades  de  adminis- 
trar justicia  im  parcial  mente;  y,  por  último,  en  las  actuales  na- 
ciones civilizadas,  ora  se  exigen  condiciones  especiales  para 
poder  pertenecer  á  la  Magistratura,  ora  se  rodea  el  juicio  de 
fórmulas  que,  afectando  á  su  validez,  garantizan  su  imparcial 
consecución,  ó  bien  se  determina  expresa  y  terminantemente  en 
la  ley  la  responsabilidad  que  puede  alcanzar  á  los  funcionarios 
de  justicia  que  faltan  á  sus  deberes,  especialmente  al  de  la  im- 
parcialidad. 

Pues  bien;  la  .recusación  (palabra  que  se  deriva  del  verbo 
latino  recusare,  que  significa  rehusar)  tiende  á  asegurar  esa 
imparcialidad;  y  tan  adecuada  es  á  su  objeto  y  tan  procedente, 
que  uno  de  nuestros  mejores  prácticos,  el  Sr.  Conde  de  la  Ca- 
llada, decía  con  razón  que  entre  todos  lo.s  medios  y  modos  que 
los  hombres  tienen  de  defender  sus  facultades  y  derechos,  es, 
sin  duda,  la  recusación  uno  de  los  más  seguros  y  cumplidos;  y 
otro  renombrado  autor,  el  Sr.  Gómez  Negro,  viene  á  decir  que 
no  basta  que  el  Juez  tenga  la  ciencia  necesaria  para  juzgar  con 
acierto,  sino  que  es  necesario  además  que  sea  imparcial;  y  que 
como  la  falta  de  imparcialidad  puede  darse  sólo  en  casos  deter- 
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minados,  en  que  nazca  de  tener  algún  interés  propio  en  el  pleito, 
ó  de  afección,  odio  ó  enemistad  con  alguna  de  las  partes,  ningún 
otro  remedio  podía  adoptarse  más  seguro  y  eficaz  que  el  de  la 
recusación. 

Consiste,  por  lo  tanto,  ésta  en  la  facultad  que  compete  á  los 
interesados  ó  litigantes  de  rehusar  que  intervengan  en  el  pleito 
ó  causa  de  que  se  trate,  aquel  ó  aquellos  funcionarios  de  cuya 
imparcialidad  pueda  legítimamente  dudarse;  y  hemos  empleado 
de  propósito  la  palabra  causa  para  indicar  que  la  recusación  se 
admite  tanto  y  más  que  en  lo  civil  en  lo  criminal,  pues  en  este 
terreno  se  decide  hasta  de  la  vida  de  los  ciudadanos,  y  á  los 
acusados  hay  que  concederles  el  derecho  de  la  recusación  con  la 
mayor  latitud  posible. 

Y  las  recusaciones  han  sido  admitidas  por  las  legislaciones 
de  todos  los  países,  desde  los  antiguos  pueblos  orientales  hasta 
los  Estados  modernos. 

En  nuestra  patria,  lo  mismo  el  Fuero  Juzgo  que  Jas  Parti- 
das, y  el  Fuero  Real  y  los  demás  Códigos  habidos  hasta  la  No- 
vísima Recopilación,  se  han  ocupado  de  ellas;  y  las  han  admiti- 
do de  un  modo  tan  amplio  y  general,  que  al  principio  bastaba 
con  que  se  manifestase  que  un  Juez  era  sospechoso,  y  que  si  se 
lo  demandaban,  jurase  la  parte  que  la  pedía  que  no  procedía 
maliciosamente  para  que  la  recusación  surtiese  efecto  (ley  22, 
título  IV  de  la  Partida  3.a;  y  después  se  dejaron  subsistentes 
las  recusaciones  vagas  y  generales  con  respecto  á  los  Jueces 
inferiores  (leyes  1.a,  título  V,  libro  III  del  Ordenamiento  Real, 
y  1.a,  título  II,  libro  XI  Novísima  Recopilación),  y  sólo  en 
cuanto  á  los  superiores  se  exigió  que  se  alegara  y  probase  causa 
justa  (ley  5.a,  título  II,  libro  XI  Nov.  Rec). 

Mas  el  sistema  de  nuestra  legislación  y  práctica  antiguas 
dio  origen  á  multitud  de  informalidades;  y  comprendiendo  los 
legisladores  de  1855  que  una  cosa  es  la  facultad  ó  derecho  de 
las  partes  á  recusar  y  otra  el  abuso  que  de  esa  misma  facultad 
puede  hacerse,  y  que,  no  determinando  los  verdaderos  y  justos 
límites  de  la  facultad,  el  abuso  tiene  que  aparecer  forzosamen- 
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te,  ordenaron,  obrando  con  prudencia  suma,  que  la  recusación 
no  pudiera  intentarse  sin  alegar  la  causa  que  la  motivase,  que 
precisamente  había  de  ser  una  de  las  contenidas  en  la  misma  ley 
de  1855. 

Por  último,  en  la  ley  orgánica  del  Poder  judicial  de  1870  y 
en  la  actual  ley  se  sanciona  el  principio  de  que  la  recusación 
habrá  de  fundarse  en  causa  legítima. 

Dos  observaciones,  sin  embargo,  hemos  de  hacer  al  título 
que  nos  ocupa.  La  primera  que,  puesto  que  en  el  art.  190  se 
prescribe  que  los  funcionarios  que  cita,  en  quienes  concurra  al- 
guna de  las  causas  expresadas  en  el  art.  189,  deberán  abstener- 
se del  negocio  sin  esperar  á  que  se  les  recuse,  creemos  que  la 
ley  se  hubiera  expresado  con  más  claridad  diciendo  en  el  epígra- 
fe: De  las  abstenciones  y  de  las  recusaciones,  porque,  como  se 
ve,  no  es  lo  mismo  abstención  que  recusación,  sino  que  aquélla 
supone  un  acto  espontáneo  ó  que  parte  del  abstenido,  y  ésta  el 
ejercicio  de  una  facultad  ó  derecho  reconocido  á  los  litigantes. 
Y  la  segunda,  que  noee  comprende  la  razón  de  por  qué  no  se 
trata  en  ese  título  de  las  recusaciones  de  los  arbitros,  peritos  y 
contadores,  pues  admitidas  éstas,  y  debiendo  la  ley  ordenar  y 
metodizar  todas  las  materias  de  que  se  trata,  se  hubiese  proce- 
dido con  toda  lógica  y  ayudado  también  á  la  claridad  de  la  pro- 
pia ley,  compilando  en  un  solo  punto  cuanto  á  abstenciones  y 
recusaciones  se  refiere. 

SECCIÓN  PRIMERA 

DISPOSICIONES    GENERALES 

Esta  Sección  opta,  tomada  del  capítulo  I  del  título  VIII  de 
la  ley  orgánica  del  Poder  judicial  y  de  algunos  artículos  de  la 
lev  anterior  de  Enjuiciamiento  civil.  En  ella  se  habla,  efectiva- 
mente, de  la  recusación  de  un  modo  general,  y  sus  disposiciones 
son,  como  veremos,  acertadas. 
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Artículo  188. 


Los  Jueces  y  Magistrados,  cualquiera  que  sea  su  gra- 
do y  jerarquía,  los  Asesores  de  los  Jueces  municipales  que 
sustituyan  á  los  de  primera  instancia,  y  los  Auxiliares  de 
los  Tribunales  y  Juzgados,  sólo  podrán  ser  recusados  por 
causa  legítima.  — (Ley  ant.,  art.  120: — Ley  org.  del  P.  J.} 
artículo  426.)    . 

Como  al  decirse  en  este  artículo  sólo  podrán  ser  recusados 
por  causa  legítima  viene  á  consignarse:  1.°,  que  los  funciona- 
rios que  menciona  pueden  ser  recusados;  2.°,  que  sólo  pueden 
serlo  por  causa  legítima,  la  redacción  debiera  haber  expresado 
estos  dos  conceptos  concreta  y  especialmente.  Bor  lo  demás,  el 
legislador  ha  confirmado  en  él,  según  dijimos,  el  principio  de 
que  la  recusación  no  puede  hacerse  de  un  modo  general  y  vago, 
sino  especificando  la  causa  legítima  en  que  se  funda. 

Véase:  Recusación  de  Jueces  de  paz-  Bol.,  tomo  20,  pági- 
na 161;  tomo  21,  pág.  33.  — Del  Ministerio  fiscal;  Sev.,  tomo  30, 
página  507,  y  32,  pág.  74.  —  De  Jueces;  tomo  35,  páginas  289 
y  2M9;  Bol.,  tomo  31 ,  pág.  305.  —  En  juicios  de  faltas;  tomo  32, 
página  588.  —  De  Escribanos;  tomo  33,  pág.  337.  — De  Secre- 
tarios de  Juzgados  de  paz;  tomo  25,  pág.  337.  —De  Auxiliares; 
tomo  54,  pág.  450,  y  51,  pág.  98. 

Artículo  189. 

Son  causas  legítimas  de  recusación : 
1.a     El  parentasco  de  consanguinidad  ó  afinidad,  dentro 
del  cuarto  grado  civil,  con  cualquiera  de  los  litigantes. 

2.a  El  mismo  parentesco,  dentro  del  segundo  grado,  con 
el  Letrado  de  alguna  de  las  partes  que  intervengan  en  el 
pleito. 

Esto  se  entenderá  sin  perjuicio  de  hacer  cumplir  la  pro- 
hibición que  tienen  los  Abogados  para  encargarse  de  la  de- 
fensa de  asuntos  en  que  deban  conocer  como  Jueces  sus 
parientes  dentro  de  dicho  grado. 
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3.a  Estar  ó  haber  sido  denunciado  por  alguna  de  las  par- 
tes como  autor,  cómplice  ó  encubridor  de  un  delito,  ó  como 
autor  de  una  falta. 

4.a  Haber  sido  defensor  de  alguna  de  las  partes,  emitido 
dictamen  sobre  el  pleito  como  Letrado,  ó  intervenido  en  él 
como  Fiscal,  perito  ó  testigo. 

5.a  Ser,  ó  haber  sido  tutor  ó  curador  para  bienes,  ó  haber 
estado  bajo  la  tutela  ó  curaduría  de  alguno  que  sea  parte  en 
el  pleito. 

6.a  Ser  ó  haber  sido  denunciador  ó  acusador  privado  del 
que  recusa. 

7.a     Tener  pleito  pendiente  con  el  recusante. 

8.a  Tener  interés  directo  ó  indirecto  en  el  pleito  ó  en 
otro  semejante. 

9.a     Amistad  íntima. 
,  10.     Enemistad  manifiesta.  (Ley  ant.,  art.  121. —  Ley 
org.jlel  P.  /.,  artículos  111,  112,  113,  114,  115  y  428.) 

Atendiendo  á  las  inolvidables  enseñanzas  de  la  experiencia,. 
la  ley  de  Enjuiciamiento  de  1855  determinó  taxativamente  las 
causas  de  recusación,  y  borró,  de  entre  sus  preceptos,  el  admi- 
tido por  la  jurisprudencia  antigua  de  considerar  como  causas 
legítimas  todas  las  que  guardaren  analogía  con  las  especificadas 
en  las  leyes.  Igual  sistema  siguió  la  ley  orgánica  del  Poder  ju- 
dicial, y  bajo  las  mismas  inspiraciones  está  redactado  el  artículo 
de  la  ley  actual  que  examinamos,  por  lo  cual  merece  aplauso  el 
legislador. 

Anticipándose  la  ley  á  ios  hechos,  puede  muy  bien  determi- 
nar las  causas  de  recusación,  porque  los  preceptos  han  de  ser 
generales,  y  á  priori  y  abstractamente  cabe  comprender  todos 
los  motivos  capaces  de  influir  en  que  los  funcionarios  de  justicia 
falten  á  la  imparcialidad  debida:  y  por  lo  tanto,  y  para  que  el 
prestigio  de  la  magistratura  no  padezca  con  el  abuso  que  de 
otro  modo  podría  hacerse  del  derecho  de  recusación,  es  el  mejor 
v  más  conveniente  sistema  ol  de  que  la  ley  señale  desde  luego 
las  causas  por  que  ha  de  intentarse  y  debe  ser  decretada. 

En  el  art.  189  se  enumeran  las  mismas  que  la  anterior  ley 
<le  Enjuiciamiento  y  la  del  Poder  judicial  habían  admitido,  y  su 
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examen  hace  ver  que  procediendo  así,  también  se  ha  obrado  con 
tino,  pues  la  generalidad  y  diversidad  de  las  causas  que  se  esta- 
blecen no  pueden  menos  de  satisfacer  aun  al  más  exigente. 

Examinaremos  sucesivamente  las  diferentes  causas  conteni- 
das en  el  artículo  que  comentamos. 

La  primera  es  el  parentesco  de  consanguinidad  y  afinidad 
dentro  del  cuarto  grado  civil  con  cualquiera  de  los  litigantes,  y 
tan  natural  y  lógica,  que,  según  indican  los  Sres.  Maiiresa,  Mi- 
quel  y  Reus,  debe  considerarse  más  bien  como  un  impedimento; 
porque  si  de  algún  vínculo  ó  lazo  puede  presumirse  que  induzca, 
cuando  no  obligue,  al  funcionario  de  que  se  trate  á  ser  parcial, 
de  ninguno  con  tanta  más  razón  que  de  los  afectos  familiares 
estrechos  é  íntimos.  Una  ley  de  Partida,  la  9.a  del  tít.  IV  de  la 
Tartida  3.a,  decía  que  el  Juez  no  debe  oir  los  pleitos  «que  su 
padre  ó  su  fijo  ó  alguno  otro  de  su  compaña  hubiesen  con  otros 
antél,  de  cualquier  natura  que  sean»,  y  según  Gregorio  López, 
la  prohibición  comprendía  hasta  el  décimo  grado  de  parentesco. 
Otra  ley  del  Fuero  Real,  la  10  del  tít.  VII  del  libro  I,  mani- 
festaba que  una  de  las  razones  por  que  podían  ser  desechados  los 
Alcaldes  por  sospechosos  consistía  en  ser  «pariente  de  algunas 
de  las  partes,  fasta  aquel  grado  que  dice  la  ley».  Y  las  le}Tes  35 
y  41  del  tít.  I  del  libro  V;  la  14  del  tít.  XI  del  libro  VII,  y  la 
nota  4.a  del  tít.  II  del  libro  XI  de  la  Novísima  Recopilación, 
que  se  ocupan  de  la  recusación  por  causa  de  parentesco,  la  ex- 
tendían hasta  el  quinto  grado  de  consanguinidad  y  el  cuarto  de 
afinidad.  La  ley  actual,  conforme  con  la  de  18B5  y  con  la  de 
organización  del  Poder  judicial,  limita  la  causa  de  recusación 
al  parentesco  dentro  del  cuarto  grado  civil,  considerando  que 
más  allá  cesa  la  verdadera  intimidad  del  vínculo  y  no  puede 
haber  temor  de  parcialidad. 

El  mismo  parentesco  dentro  del  segundo  grado  con  el  Le- 
trado de  alguna  de  las  partes  es  la  segunda  causa  de  recusación 
establecida;  y  si  bien  no  tiene  les  precedentes  que  la  anterior, 
ni  se  consignó  por  los  legisladores  de  1855,  se  comprende  y  jus- 
tifica perfectamente,  pues  el  parentesco  en  el  grado  que  se  men- 
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ciona  no  puede  menos  en  la  generalidad  dé  los  casos  de  ejercer  • 
grande  influencia  en  el  ánimo  é  inducir  á  ejecutar  actos  de  par- ' 
cialidad  ó  injusticia  notorias.  La  ley  hace  además  una  salvedad 
necesaria;  porque  estando  prohibido  á  los  Abogados  encargarse 
de  la  defensa  de  asuntos  en  que  deban  conocer  como  Jueces  sus 
parientes  dentro  del  segundo  grado  civil,  advierte  oportuna- 
mente que  la  causa  de  recusación  de  que  se  trata  queda  esta- 
blecida sin  perjuicio  de  aquella  prohibición. 

Estar  ó  haber  sido  denunciado  por  alguna  de  las  partes  como 
autor,  cómplice  ó  encubridor  de  un  delito,  ó  como  autor  de  una 
falta,  es  la  tercera  causa;  y  lo  mismo  ésta  que  la  sexta  ( cuyo 
fundamento  es  idéntico,  puesto  que  lo  único  que  varía  es  la  po- 
sición del  Juez  y  de  las  partes,  que  en  una  figuran  como  acusa- 
dos y  en  otras  como  acusadores),  se  consignaron  por  primera 
vez  de  una  manera  expresa  en  la  ley  de  Enjuiciamiento  ante- 
rior. Mas  su  razón  de  ser  es  por  demás  clara;  porque  bien  que 
el  litigante  sea  ó  haya  sido  acusado  ó  bien  acusador,  debe  supo- 
nerse enemistad  manifiesta  entre  él  y  el  funcionario  de  justicia 
de  que  se  trate. 

Lo  único  que  puede  sentirse  es  que,  como  ya  indicaba  el  se- 
ñor Caravantes,  no  se  haya  seguido  á  la  legislación  francesa , 
que  señala  término  para  considerar  aplacado  el  encono  que  pu- 
diera existir  entre  recusante  y  recusado;  pues  es  indudable  que, 
según  expresa  una  frase  familiar,  el  tiempo  todo  lo  borra,  y  la 
ley  no  debe  presumir  parcialidad  en  un  funcionario  á  los  diez  y 
aun  á  los  veinte  años  de  haber  sido  acusado  por  el  litigante,  ó 
de  haber  sido  su  acusador  ó  denunciador,  sobre  todo  tratándose 
de  delitos7 leves.  Además,  es  de  tener  en  cuenta  que  adoptando 
el  criterio  expuesto  hubiese  sido  más  lógica,  porque  para  no 
admitir  como  causa  de  recusación  la  denuncia  ó  acusación  de 
complicidad  en  una  falta,  no  obstante  producir  responsabilidad 
según  el  Código  penal,  se  funda  sin  duda  en  que  no  puede  pre- 
sumirse gran  encono  por  cosa  tan  nimia,  y  esto  mismo  cabe 
pensar  en  el  caso  que  arriba  hemos  mencionado. 

Por  eso  también  la  ley  anterior  sólo  se  refería  á  la  denuncia 
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ó  acusación  como  autor;  pero  la  reforma  introducida  por  la  ley 
orgánica  del  Poder  judicial,  y  aceptada  por  la  actual,  resultará 
procedente  siempre  que  se  trate  de  delitos  graves. 

La  cuarta  causa  de  recusación  es  la  de  haber  sido  defensor 
do  alguna  de  las  partes,  emitido  dictamen  sobre  el  pleito  como 
Letrado  ó  intervenido  en  él  como  Fiscal,  perito  ó  testigo'.  Esta 
causa  fué  admitida  por  las  leyes  de  Partida  (ley  10,  título  IV, 
Partida  3.a),  del  Fuero  Real  (ley  10,  título  VII,  libro  I),  de  la 
Novísima  Recopilación  (ley  35,  título  I,  libro  V)  y  por  la  ante- 
rior ley  de  Enjuiciamiento  civil,  y  su  fundamento  se  encuentra 
explicado  en  las  siguientes  palabras  del  Código  Alfonsino: 
«Otrosí  decimos  que  ningún  home  non  debe  oir  ni  librar  pleito 
de  que  el  mismo  hobiese  seido  ante  Abogado  ó  Consejero:  é  esto 
tovieron  por  bien  los  sabios  antiguos  por  esta  razón,  porque  si 
él  diere  después  sentencia^  contra  la  parte  que  ante  ayudaba  ó 
aconsejaba,  mostrarse  hie  por  Abogado  torticero:  otrosí,  si 
diese  juicio  por  ella,  sospecharien  contra  él  que  lo  ficiera  por 
amor  de  ayudar  a  aquella  parte  que  primero  aconsejara.» 

La  presente  ley  extiende  el  precepto  para  el  que  haya  inter- 
venido en  el  pleito  como  Fiscal,  perito  ó  testigo:  y  en  esto  cree- 
mos que  ha  procedido  acertadamente,  pues  la  misma  razón  hay 
para  temer  que  sea  parcial  el  que  fué  defensor  ó  dio  su  dicta- 
men como  Letrado,  que  el  que  intervino  en  uno  de  los  otros 
conceptos  expresados. 

La  quinta  causa  no  se  consignó  en  la  ley  de  1855,  y  en  la 
de  organización  del  Poder  judicial  aparece  dividida  en  dos.  Su 
fundamento  es,  en  suma,  el  de  todas:  los  hechos  de  haber  sido 
tutor  ó  curador  para  bienes,  ó  haber  estado  bajo  la  tutela  ó 
curaduría  de  alguno  que  sea  parte  en  el  pleito,  no  pueden  me- 
nos de  dar  lugar  á  la  presunción  de  que  esa  parte  inspire  inte- 
rés al  funcionario  recusado,  y  la  ley,  que  debe  facilitar  el  que 
unos  y  otros  litigantes  se  encuentren  y  contiendan  en  igualdad 
de  circunstancias,  debía  y  tenía  que  estimar  los  referidos  he- 
chos como  causa  de  recusación. 

Del  fundamento  de  la  causa  sexta  nada  podemos  decir  que 
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no  hayamos  expuesto  al  hablar  de  la  tercera.  Pero  lo  que  sí 
diremos  es  que,  puesto  que  la  misma  causa  tercera  sólo  procede 
coando  ha  mediado  denuncia  por  alguna  de  las  partes  contra  el 
funcionario  recusado,  atribuyéndole  la  comisión  como  autor,  la 
complicidad  ó  el  encubrimiento  de  un  delito,  ó  la  comisión 
como  autor  de  una  falta,  consideramos  que  por  los  mismos  con- 
ceptos ha  de  haber  sido  hecha  la  denuncia  ó  la  acusación  por 
el  recusado  para  que  la  recusación  proceda  con  arreglo  á  la 
causa  sexta. 

La  séptima  consiste  en  tener  pleito  pendiente  con  el  recu- 
sante, y  la  razón  es  la  presunción  de  parcialidad  á  que  da  lugar 
el  resentimiento  ó  prevención  que  suelen  producir  entre  las 
partes  toda  clase  de  litigios.  Como  los  Sres.  Manresa,  Miquel  y 
Reus  advierten,  había  sido  admitida  por  la  práctica  antigua,  y 
su  conveniencia  es  evidente. 

La  causa  octava  es  la  de  tener  interés  directo  ó  indirecto  en 
el  pleito  ó  en  otro  semejante,  y  sus  precedentes  están  en  la 
ley  10,  título  VII,  libro  I  del  Fuero  Real;  en  la  35,  título  I,  li- 
bro V  de  la  Novísima  Recopilación,  y  en  la  10,  título  IV,  Par- 
tida 3.\  que  la  funda  en  que  nadie  puede  ser  juez  y  parte  en  el 
mismo  pleito.  Pero  ésta  no  es  precisamente  la  razón,  sino  la  de 
que  teniendo  determinado  interés  en  el  pleito  ó  en  otro  seme- 
jante, procede  presumir  que  con  sus  actos  procuraría  el  recusado 
que,  el  pleito  en  cuestión  tuviese  la  solución  á  él  más  conve- 
niente, aunque  fuera  opuesta  á  la  justicia. 

Y,  por  último,  las  causas  novena  y  décima,  que  tienen  pre- 
cedentes en  las  leyes  de  Partida  y  en  la  Novísima  Recopilación, 
y  aun,  según  cierto  ilustre  glosador  de  las  primeras,  en  leyes  del 
Digesto,  son  muy  justas,  porque  tanto  la  amistad  íntima  como 
la  enemistad  manifiesta  pueden  inducir  é  inducen  de  hecho  á  la 
parcialidad. 

Jurisprudencia.  —  Es  necesario,  para  recusar  á  un  Juez  de 
primera  instancia  la  expresión  clara  y  determinada  de  la  causa 
en  que  se  funde  la  recusación.  (Sent.  16  Mayo  1HH0.) 

No  se  funda  en  causa  alguna  admitida  por  la  ley  la  recusa  - 
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ción  basada  en  la  amistad  íntima  entre  un  Magistrado  objeto 
de  aquélla  y  un  individuo  de  una  Corporación  religiosa  que  es 
parte  en  el  pleito.  (1.°  Diciembre  1892.) 

Los  Jueces  y  Magistrados  sólo  pueden  ser  recusados  por 
causa  legítima,  expresada  concreta  y  claramente  en  el  escrito 
que  se  formule,  según  lo  dispuesto  en  el  art.  194  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  civil,  y  al  determinar  el  art.  189  como  una  de 
las  causas  legítimas  de  recusación  la  de  tener  el  recusado  inte- 
rés directo  ó  indirecto  en  el  pleito  ó  en  otro  semejante,  no  cabe 
poner  en  duda  que  para  que  sea  admisible  el  escrito  en  que  tal 
motivo  se  alegue  y  pueda  tramitarse  el  incidente,  han  de  expre- 
sarse por  el  recusante  los  hechos  de  que  aquel  interés  se  deduz- 
ca y  que  tiendan  directamente  á  comprobarle,  cuyo  interés 
consiste  en  que  las  resoluciones  que  en  el  pleito  ó  en  otro  seme- 
jante se  dicten  puedan  afectar  por  uno  de  aquellos  modos  á  la 
persona  ó  bienes  del  recusado.  (14  Noviembre  1896.) 

La  omisión  de  cualquiera  de  los  requisitos  de  este  artículo  y 
de  los  191  al  195  impide  de  dar  curso  al  incidente  de  recusa- 
ción. (Seid.  14  Noviembre  1896  y  29  Enero  1897.) 

El  interés  que  como  causa  legítima  de  recusación  señala  el 
caso  8.°  del  art.  189  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  se  en- 
tiende, como  tiene  declarado  el  Tribunal  Supremo,  en  aquellos 
pleitos  cuya  resolución  afecte  directa  ó  indirectamente  los  inte- 
reses ó  derechos  del  Juez  que  entienda  en  el  asunto,  ó  puedan 
servir  como  precedente  para  resolver  otro  semejante  en  que  se 
halle  interesado;  pero  cualquiera  que  sea  el  efecto  que  las  reso- 
luciones judiciales  produzcan  á  los  derechos  de  las  partes,  en 
caso  alguno  constituye  motivo  de  recusación,  porque  la  misma  ley 
tiene  establecidos  los  medios  adecuados  para  subsanar  los  erro- 
res cometidos  en  ellas,  en  el  caso  que  existan.  (13  Marzo  1899.) 

Véase  si  puede  un  Juez  conocer  en  un  negocio  del  que  antes 
ha  conocido  ya  como  Letrado;  y  en  el  caso  en  que  conozca,  si  se 
necesitará  recusarle  para  que  deje  de  conocer,  ó  bastará  con 
pedir  se  inhiba  y  pase  los  autos  al  que  le  siga  en  orden  juris- 
diccional; Bol.,  tomo  31,  pág.  305. 
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ABTfcrLO  190. 


Los  Magistrados,  Jueces  y  Asesores  en  quienes  concurra 
alguna  de  las  causas  expresadas  en  el  artículo  anterior,  se 
abstendrán  del  conocimiento  del  negocio,  sin  esperar  á  que 
se  les  recuse. 

Lo  mismo  harán  los  Auxiliares  de  los  Tribunales  y  Juz- 
gados en  igual  caso. 

Contra  estas  resoluciones  no  habrá  recurso  alguno,  sin 
perjuicio  de  lo  dispuesto  en  el  art.  216.  (Ley  org.  del  P.  J., 
artículos  429  y  459. ) 

En  la  explicación  del  epígrafe  de  este  título  hemos  dicho 
que  hubiera  sido  preferible  se  denominara  De  las  abstenciones 
y  recusaciones,  fundándonos  en  lo  que  prescribe  el  presente 
articulo.  A  su  simple  lectura  se  advierte  que,  siquiera  sean 
nnas  mismas  las  causas  de  abstención  y  recusación,  no  tiene 
nada  que  ver  con  esta  última  la  obligación  que  se  impone  á  los 
Jaeces,  Magistrados,  Asesores  y  Auxiliares  de  abstenerse  del 
conocimiento  del  negocio.  Son  dos  cosas  distintas,  y  se  hubiera 
seguido  mejor  sistema  si,  respondiendo  al  epígrafe  que  al  título 
correspondía,  se  hubiera  tratado  primero  de  las  abstenciones  y 
después  de  las  recusaciones. 

En  el  artículo  que  examinamos  se  observa  también  una^ re- 
petición innecesaria  y  muy  común  en  la  ley  actual,  en  donde  lray 
profusión  de  preceptos,  en  vez  de  la  concisión  que  era  de  espe- 
rar y  á  que  obligaba  la  ley  de  bases  de  21  de  Junio  de  1880.  Se 
dice  en  el  primer  párrafo  que  los  Jueces,  Magistrados  y  Aseso- 
res en  quienes  concurra  alguna  de  las  causas  expresadas  en  el 
articulo  anterior,  se  abstendrán  del  conocimiento  del  negocio 
sin  esperar  á  que  se  les  recuse;  y  en  el  segundo  párrafo,  ó  sea 
á  renglón  seguido,  se  dice  que,  en  igualdad  de  circunstancias, 
harán  lo  mismo  los  Auxiliares  de  los  Tribunales  y  Juzgados. 
Pues  ¿por  qué  no  se  ha  expresado  todo  en  un  solo  precepto?  ¿Por 
qué  no  se  ha  dicho:  los  Magistrados,  Jueces,  Asesores  y  Auxi- 
en  quienes  concurra,  etc.?  Y  no  habiendo  establecido 
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el  art.  188,  en  donde  se  habla  de  todos  á  la 
'la  ahora? 

l  objeto  de  facilitar  la  inteligencia  del  ar- 
o  que  el  216  determina  es  que,  cuando  un 
mcia  se  abstenga  del  conocimiento  de  un 
ata  justificada  al  Presidente  de  la  Audien- 
comunicará  á  la  Sala  de  gobierno,  y  ésta, 
jedente  la  abstención  y  hubiese  suficiente 
rá  imponer  al  Juez  una  corrección  disci- 
n  conocimiento  del  Ministerio  de  Gracia  y 
i,  los  efectos  que  correspondan,  se  haga 
ite  personal  de  aquél.  (Véase  nuestra  nota 

-  Procede  el  recurso  de  casación  por  que- 
la,  con  arreglo  al  nnm.  7.°  del  art.  1.693 
miento  civil,  cuando  haya  concurrido  á 
luez  cuya  recusación,  fundada  en  causa 
tiempo  y  forma,  hubiese  sido  denegada 
[tendiéndose  por  tal,  para  dicho  efecto,  si 
iionalmente  estimarse  comprendida  en  al- 
s  en  el  art.  189.  (29  Marzo  1901.) 

Artículo  191. 

sar  los  que  sean  parte  legítima  ó  ten- 
y  se  personen  en  el  negocio  á  que  se  re- 
Ley  org.  del  P.  /.,  art.  éS7.) 

sanciona  nuevamente  la  doctrina,  por  re- 
3n  la  ley,  de  que  sólo  las  partes  legítimas 
¡cho  a  serlo  y  se  personen  en  el  negocio 
ncidentes.  Consideramos  acertado  el  pre- 
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Abtícülo  192, 

La  recusación  se  propondrá  en  el  primer  escrito  que  pre- 
sente el  recusante,  cuando  la  causa  en  que  se  funde  fuere 
anterior  al  pleito  y  tenga  conocimiento  de  ella. 

Cuando  fuere  posterior,  ó  aunque  anterior,  no  hubiese 
tenido  antes  conocimiento  de  ella  el  recusante,  la  deberá 
propouer  tan  luego  como  llegue  á  su  noticia. 

No  justificándose  este  extremo  será  desjstimada  la  recu- 
sación. (Ley  ant. ,  artículos  122  y  128. —  Ley  org.  del  P.  J. , 
añkuh.  430.) 

Pocas  palabras  hemos  de  decir  a  propósito  de  este  artículo. 
Sus  disposiciones  son  notoriamente  acertadas  y  se  ajustan  á  los 
buenos  principios.  Si  la  recusación  procede  por  las  sospechas 
de  parcialidad  que  pueden  inspirar  los  funcionarios  de  justicia, 
en  razón  á  concurrir  con  respecto  de  ellos  cualquiera  de  las 
causas  enunciadas  en  el  art.  189,  es  evidente  que  cuando  la 
causa  en  que  la  recusación  se  funde  sea  anterior  al  pleito,  y  de 
«Ha  tenga  noticia  el  recusante,  debe  promover  el  incidente  en 
el  primer  escrito  que  presente;  porque  si  no  lo  hace  así,  lo  na- 
tural y  lógico  es  considerarle  conforme  en  que  el  funcionario- 
de  que  se  trate  intervenga  en  el  pleito,  y,  por  lo  tanto,  como 
habiendo  renunciado  á  su  derecho  de  recusar.  Y  si  la  causa  de 
la  recusación  es  posterior  arcomienzo  del  pleito  ó  anterior,  pero 
desconocida  del  recusante,  está  claro  que  ha  de  poder  propo- 
nerse no  bien  se  conozca;  pero  que,  con  objeto  de  que  no  re- 
sulte letra  muerta  el  primer  precepto,  será  preciso  que  se  justi- 
fique la  posterioridad  ó  el  desconocimiento,  y  que  el  incidente 
se  promueva  antes  de  practicar  ninguna  gestión  que  dé  lugar  á 
presumir  racionalmente  que  se  ha  renunciado  al  derecho  de  la 
recusación. 

Por  último,  añadiremos  que  el  primer  escrito  á  que  al  prin- 
cipio del  artículo  se  hace  referencia,  no  es  otro  que  la  deman- 
da, para  cuando  se  trate  del  actor,  y  el  de  contestación  ó  el  que 
proponga  una  excepción  dilatoria  antes  de  contestar,  paTa  cuan- 
do el  recusante  sea  el  demandado. 
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Jurisprudencia,  —  La  recusación  en  los  juicios  verbales,  de 
que  conocen  en  primera  instancia  los  Jueces  municipales,  ha  de 
proponerse  en  el  acto  de  comparecer,  y  no  después,  según  la  le- 
tra del  art.  218  de  la  citada  ley,  en  armonía  con  la  disposición 
general  del  art.  192,  que  sanciona  el  principio  de  que  este  re- 
curso debe  utilizarse  antes  de  toda  actuación  judicial,  desde 
que  la  parte  tiene  noticia  del  hecho  en  que  lo  funde. 

Estimándolo  así  el  Tribunal  sentenciador,  se  ajusta  á  las 
disposiciones  legales  citadas,  y  no  comete  la  falta  definida  ert 
el  núm.  7.°  del  art.  1.693  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  ^ 
(20  Octubre  1897.) 

Artículo  193. 

En  ningún  caso  podrá  hacerse  la  recusación  después  de 
citadas  las  partes  para  sentencia  en  primera  instancia,  ni 
después  de  comenzada  la  vista  del  pleito  en  la  Audiencia  ó- 
Tribunal  Supremo. 

Tampoco  podrá  proponerse  en  las  diligencias  para  la  eje- 
cución de  la  sentencia,  á  no  ser  que  se  funde  en  causas  le- 
gítimas que  notoriamente  hayan  nacido  después  de  dictada 
la  sentencia.  (Ley  ant.y  art.  124. — Ley  org.  del  P.  J.,  an- 
tículo  432.) 

Este  artículo  es  complemento  del  anterior,  y  sus  prescrip- 
ciones tienden  á  eviter  abusos;  por  manera  que,  aunque  presen- 
ten cierta  apariencia  de  injustas,  puesto  que  es  posible  que  au» 
después  de  citadas  las  partes  para  sentencia  ó  después  de  cele- 
brada la  vista,  se  sepa  por  alguno  de  los  litigantes  la  existen- 
cia de  una  causa  legítima  de  recusación,  con  respecto  á  deter- 
minado funcionario,  no  lo  son  en  verdad,  porque  lo  regular  es 
que  en  pleitos  seguidos  hasta  su  último  trámite  sin  aparecer 
causas  de  recusación,  no  aparezcan  en  el  último  momento,  y  en 
cambio,  con  las  prescripciones  del  artículo  que  comentamos  se 
evita  el  gravísimo  inconveniente  de  que  venga  á  quedar  en  sus- 
penso por  un  tiempo  indeterminado  y  tal  vez  con  perjuicio  de 
algún  litigante  la  obligación  de  dictar  sentencia  en  un  plaza 
breve.  Si  con  toda  imparcialidad  se  ha  seguido  el  negocio,  si 
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las  pruebas  se  han  practicado  sincera  y  lealmeñte,  ¿qué  temor 
puede  haber  de  que  la  sentencia  sea  injusta,  cuando  se  sabe,  en 
primer  término,  que  ha  de  ser  fundada  y  que,  á  no  tratarse,  de 
una  del  Supremo,  siempre  ha  de  haber  un  recurso  contra  ella, 
caso  de  que  infrinja  las  leyes  ó  el  procedimiento;  y  cuando  no 
puede  menos  de  comprenderse,  en  segundo  lugar,  ijue  por  el  pro- 
pio prestigio  de  la  magistratura  no  hay  ningún  Juez  ni  Magis- 
trado capaz  de  suscribir  una  sentencia  á  todas  luces  injusta  y 
que  evidentemente  se  aparte  del  resultado  de  las  actuaciones? 
Por  otro  lado,  ¿no  está  en  el  interés  de  las  partes  averiguar 
desde  un  principio  si  alguno  de  los  funcionarios  que  interven- 
gan en  el  pleito  es  ó  será  sospechoso,  y  mucho  más  sabiendo 
á  priori  que  después  de  citadas  para  sentencia  no  pueden  recu- 
sar? ¿No  es  claro  y  evidente  que  la  presunción  de  parcialidad 
en  que  se  funda  la  recusación,  desaparece  ante  la  no  menos  ló- 
gica presunción  de  que,  habiéndose  seguido  el  pleito  con  estricta 
imparcialidad,  no  es  probable  que  á  última  hora  se  tuerza  el 
eamino  y  se  dé  una  monstruosa  prueba  de  parcialidad? 

En  suma,  si  el  precepto  legal  que  nos  ocupa  puede  ocasionar 
algún  perjuicio,  evitará  en  cambio  muchos  abusos  que  la  expe- 
riencia ha  hecho  conocer,  y  en  tal  concepto  merece  nuestra  más 
completa  aprobación. 

Mas  hay  que  fijarse  en  que  por  el  último  párrafo  del  ar- 
tículo queda  admitida  la  recusación  por  causa  legítima  y  que 
notoriamente  haya  nacido  después  de  dictada  la  sentencia  para 
dentro  del  período  de  ejecución  de  la  misma,  y  esto  acusa  una 
salvadora  previsión  de  parte  del  legislador.  La  propia  senten- 
cia puede  dar  origen  á  profundas  enemistades  y  hechos  inespe- 
rados; y  como  ya  lio  se  trata  de  un  trámite  que  deba  cumplirse 
en  plazo  perentorio  y  bajo  ciertas  condiciones,  sino  precisa- 
mente de  lo  que  más  dado  es  á  abusos  por  parte  de  los  funcio- 
narios que  intervienen  en  la  administración  de  justicia,  la  ley. 
hace  bien  en  conceder  nuevamente  con  las  garantías  con  que  lo 
concede  el  derecho  de  recusación. 

Jurisprudencia.  —  El  escrito  de  recusación  de  un  Juez  ó; 
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Magistrado  ha  de  presentarse  en  tiempo  hábil.  (7  Febrero  1862.) 
Intentada  la  recusación  del  Juez  de  primera  instancia  cuan- 
do ya  había  dictado  la  sentencia,  y,  por  consiguiente,  fuera  del 
tiempo  marcado  por  la  ley,  no  podía  ser  estimada  ni  constituía 
la  infracción  de  una  de  las  formas  más  esenciales  del  juicio  á 
que  se  refiere  el  caso  7.°,del  art.  9.°  de  la  ley  de  Casación  civil 
á  la  sazón  vigente.  (Sent.  15  Abril  1879.) 

Cuando  el  Regente  de  la  Audiencia  (hoy  Presidente)  asista 
á  la  vista  de  un  pleito,  si  hay  motivos  para  recusarlo,  debe 
intentarse  la  recusación  desde  el  momento  en  que  se  le  ve  presi- 
dir la  Sala.  (Sent.  19  Noviembre  1863.) 

SECCIÓN    SEGUNDA 

DE  LA  RECUSACIÓN  DE  MAGI8TRAD08,   JUECES  DE  PRIMERA 
INSTANCIA    Y    ASESORES 

Aunque  con  algunas  innovaciones,  la  sección  presente  es- 
una  especie  de  compilación  de  las  disposiciones  relativas  á  su 
objeto,  contenidas  en  el  capítulo  II  del  título  VIII  de  la  ley  or- 
gánica del  Poder  judicial  y  en  la  sección  primera  del  titulo  III 
de  la  primera  parte  de  la  ley  de  1855,  y  los  preceptos  que  la 
constituyen  son,  por  regla  general,  procedentes  y  aceptables. 

Artículo  194. 

La  recusación  de  los  Presidentes  y  Magistrados  del  Tri- 
bunal Supremo  y  de  las  Audiencias,  y  la  de  los  Jueces  de 
f)rimera  instancia,  como  también  la  de  los  Jueces  municipa- 
es  y  sus  Asesores,  en  su  caso,  cuando  sustituyan  &  los  de 
primera  instancia,  deberá  hacerse  en  escrito  firmado  por  Le- 
trado, por  el  Procurador  cuando  intervenga,  y  por  el  recu- 
sante si  supiere  firmar  y  estuviere  en  el  lugar  del  juicio. 

Cuando  el  recusante  no  estuviere  presente,  firmarán  sólo 
el  Letrado  y  el  Procurador,  si  éste  estuviere  expresamente 
autorizado  para  recusar. 
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En  todo  caso,  se  expresará  en  el  escrito,  concreta  y  clara- 
mente, la  causa  de  la  recusación.  (Ley  ant.,  art.  12o.  — 
Zeyorg.  del  P.  Jn  art.  433.) 

Como  los  pleitos  ó  juicios,  á  excepción  de  los  verbales,  se 
siguen  por  escrito,  y  la  comparecencia  en  juicio  se  ha  de  verifi- 
car por  medio  del  Procurador,  y  es  la  regla  general  que  los  liti- 
gantes hayan  de  ser  dirigidos  por  Letrados,  ninguna  objeción 
puede  hacerse  al  precepto  de  que  la  recusación  ha  de  proponer- 
se en  escrito  firmado  por  Letrado  y  Procurador,  y  mucho  me- 
nos si  se  tiene  en  cuenta  lo  dispuesto  en  el  art.  218,  que  salva 
una  omisión  importante  de  la  anterior  ley  de  Enjuiciamiento  ci- 
vil, determinando  taxativamente  la  forma  en  que  ha  de  hacerse 
la  recusación  en  los  juicios  verbales.  Mas  por  lo  mismo  que  el 
precepto  es  tan  claro  y  que  verdaderamente  no  hace  sino  confir- 
mar lo  establecido  como  regla  general  al  principio  de  la  ley, 
parece  á  primera  vista  que  el  legislador  ha  incurrido  en  una  re- 
petición inútil,  y  nosotros  preguntamos:  ¿es  esto  verdad?  Dire- 
mos, siguiendo  á  otros  comentadores  de  la  ley  anterior,  que 
creemos  que  no,  porque  como  la  recusación  de  un  Juez  puede 
hacerse  lo  mismo  en  negocios  de  mayor  cuantía  que  cuando  in- 
tervengan en  los  actos  de  jurisdicción  voluntaria  ó  en  pleitos  de  ' 
menor  cuantía,  en  los  cuales  es  potestativo  á  las  partes  valerse 
ó  no  de  Letn.dos,  la  ley  ha  querido  dejar  fuera  de  duda  que  aun 
en  esos  actos  ó  pleitos  tiene  que  proponerse  la  recusación  en 
la  forma  que  queda  expresada. 

Pero  el  artículo  que  comentamos  expresa  también  que  el  es- 
crito en  que  se  proponga  deberá  firmarse  por  el  recusante,  si 
supiere  y  estuviere  en  el  lugar  del  juicio,  y  que,  caso  de  no  es- 
tar, lo  firmarán  sólo  el  Letrado  y  el  Procurador,  si  éste  estu- 
viere expresamente  autorizado  para  recusar,  y  además  en  el  ar- 
tículo 195  sé  prescribe  que  si  el  litigante  que  haga  la  recusa- 
ción se  hallare  en  el  lugar  del  juicio,  deberá  ratificarse  con 
juramento,  y  que  sin  este  requisito  no  se  dará  curso  al  escrito 
presentado. 

Estos  preceptos  se  fundan  en  la  índole  y  naturaleza  propia 
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de  las  causas  de  recusación;  pues  dando  origen  las  especificadas 
en  el  art.  189  á  la  presunción  por  parte  del  legislador  de  que 
untre  cualquiera  de  los  litigantes  y  el  funcionario  de  justicia  de 
que  se  trata  existe  un  motivo  poderoso  que  puede  inducir  á  éste 
á  ser  parcial,  se  comprende  perfectamente  que  la  ley  no  está  en 
el  caso  de  consentir  que  por  una  idea  no  bien  meditada  ó  conce- 
bida en  un  instante  de  acaloramiento  por  parte  del  que  recusa, 
ó  que  por  un  capricho  ó  una  obcecación  de  sus  representantes, 
se  instruya  la  pieza  de  recusación ;  y  tanto  menos  cuanto  que 
las  resoluciones  que  recaigan  en  todas  las  cuestiones  de  compe- 
tencia, acumulación  de  autos,  recusación,  etc.,  tienen  que  in- 
fluir en  el  prestigio  de  la  magistratura.  Si  puede  promoverse  la 
recusación,  se  debe  hacer  con  causa  y  razón  á  todas  luces  evi- 
dente, y  siempre,  de  una  ó  de  otra  manera,  debe  constar  la  vo- 
luntad expresa  y  decidida  del  recusante. 

Finalmente,  el  artículo  que  nos  ocupa  prescribe  que  en  el 
"escrito  en  que  se  promueva  se  alegue  concreta  y  claramente  la 
causa  de  la  recusación;  y  este  precepto,  cuya  oportunidad  no 
puede  negarse,  si  se  tiene  en  cuenta  que,  una  vez  que  la  ley  fija 
y  especifica  las  causas  por  las  cuales  procede  la  recusación,  se 
cometería  una  omisión  imperdonable  no  haciendo  obligatoria  la 
expresión  clara  y  terminante  de  la  causa  ó  causas  que  concu- 
rran en  cada  caso  determinado;  ese  precepto,  decimos,  corro- 
bora nuestras  afirmaciones  de  que  el  propósito  del  legislador  ha 
sido  el  de  procurar  que  el  incidente  se  forme  por  tal  procedi- 
miento que  no  quepan  informalidades  ni  abusos,  que  en  último 
extremo  redundarían  en  mengua  del  prestigio  y  del  buen  nom- 
bre de  los  funcionarios  de  justicia. 

Jurisprudencia.  —  Cuando  el  escrito  en  que  se  solicita  una 
recusación  carece  de  la  firma  del  Letrado  y  de  la  del  recurren- 
te, no  puede  tenerse  aquélla  por  intentada.  (7  Febrero  1862.) 

Para  recusar  á  un  Juez  con  arreglo  á  derecho,  es  necesario, 
no  sólo  que  se  exprese  clara  y  determinadamente  la  causa  de  la 
recusación,  sino  también  que  se  autorice  el  escrito  con  firma  de 
Letrado  y  con  la  del  interesado  si  se  halla  presente;  no  re- 
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uniéndose  todas  estas  condiciones,  no  puede  tenerse  por  inten-4 
tada  la  recusación.  (16  Mayo  1860.) 

Véanse  las  notas  puestas  al  pie  del  art.  189  de  la  presente 
ley,  y  en  recusación  de  Jueces,  Bol.,  tomo  39,  pág.  369,  y  49, 
páginas  177  y  465. 

Artículo  195. 

Si  el  litigante  que  haga  la  recusación  se  hallare  en  el  lu- 
gar del  juicio,  deberá  ratificarse  con  juramento  en  dicho  es- 
crito, sin  cuyo  requisito  no  se  le  dará  curso.  (Ley  org.  del 
P.J.,art.  433.) 

Sobre  el  fondo  de  este  artículo  nada  tenemos  que  decir,  des- 
pués de  lo  que  acabamos  de  manifestar  examinando  el  anterior, 
porque  en  aquella  nota  ó  comentario  se  hace  referencia  al  pre- 
cepto que  aquí  se  expresa,  y  ya  liemos  dado  nuestro  juicio.  Pero 
no  quisimos  unir,  al  efecto  de  comentarlos,  uno  y  otro  artículo, 
eon  objeto  de  poder  decir  ahora  que,  por  mas  que  revele  buenos 
deseos  de  parte  del  legislador,  consideramos  tan  inútil  cómo 
dada  á  protestas  la  prescripción  de  que  la  ratificación  se  haga 
con  juramento,  pues  esta  fórmula  en  los  actuales  tiempos  no 
tiene  la  alta  significación  que  en  los  pasados,  y  puede  servir 
muy  bien  de  mortificación  para  ciertas  personas.  Además,  es  de 
notar  que  no  se  indica  qué  clase  de  juramento  debe  prestarse;  y 
como  esta  omisión,  verdaderamente  importante,  pudiera  dar  lu- 
gar á  prácticas  diversas,  y  algunas,  tal  vez,  abusivas,  nos  ve-; 
mos  en  el  caso  de  tildar  también  de  insuficiente  el  precepto. 

Artículo  196. 

A  dicho  escrito  se  acompañarán  tantas  copias  del  mismo 
cuantas  sean  las  otras  partes  litigantes,  á  quienes  serán  en- 
tregadas al  notificarles  la  primera  providencia  que  recaiga, 
para  los  efectos  expresados  en  los  artículos  515  y  siguientes. 

Este  artículo  no  tiene  precedentes,  ni  en  la  ley  de  Enjuicia- 
miento anterior,  ni  en  la  orgánica  del  Poder  judicial;  perocon- 
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cuerda  con  otros  de  esta  misma  ley,  el  172  y  el  515,  por  ejem- 
plo, y  responde  al  deseo  de  acelerar  en  lo  posible  la  tramitación, 
porque  por  medio  de  las  copias  se  evita  el  pase  de  los  autos  de 
una  parte  á  otra,  consiguiendo  reducir  el  término  en  que  los  de- 
más litigantes  deben  mostrarse  conformes  ó.  atacar  la  preten- 
sión del  recusante. 

Según  tendremos  ocasión  de  decir  en  otro  punto,  creemos 
conveniente  la  innovación. 


Artículo  197. 

Cuando  el  Juez  recusado  estime  procedente  la  causa  ale- 
gada, por  ser  cierta  y  de  las  expresadas  en  el  art.  189,  cual- 
quiera que  sea  la  forma  que  haya  empleado  el  recusante, 
dictará  auto  desde  luego  dándose  por  recusado,  y  mandará 
que  pasen  los  autos  á  quien  deba  reemplazarle. 

Cuando  la  recusación  sea  de  un  Magistrado,  si  éste  reco- 
noce como  cierta  la  causa  alegada  y  la  ¡Sala  la  estima  proce- 
dente, ésta  dictará  auto  teniéndolo  por  recusado. 

Contra  estos  autos  no  habrá  recurso  alguno,  sin  perjui- 
cio de  lo  que  se  dispone  en  el  art.  216.  (Ley  ant.9  artícu- 
los 126  y  127.  —(Ley  org.  del  P.  J.,  art.  436.) 

Las  disposiciones  de  este  artículo  son  corroboración  y  com- 
plemento de  las  contenidas  en  el  190.  La  ley,  previendo  de  an- 
temano los  casos  que  pueden  ocurrir,  se  anticipa  á  los  hechos, 
y  sucesivamente  expresa  lo  que  en  cada  caso  se  debe  hacer;  de 
modo  que  si  los  funcionarios  recusables  entienden  antes  de  ser 
recusados  que  en  ellos  concurre  alguna  de  las  causas  consigna- 
das en  el  art.  189,  deben  abstenerse  del  conocimiento  del  nego- 
cio con  arreglo  a  lo  determinado  en  el  190;  si  la  recusación  se 
pide  y  estiman  procedente  la  causa  alegada,  deben  darse  por  re- 
cusados en  la  forma  que  se  establece  en  el  presente  artículo;  y 
si,  formulada  también  la  recusación,  consideran  improcedente 
la  causa  en  que  se  funda,  deben  denegarla,  para  que,  conforme 
se  dispone  en  el  199,  se  instruya  ó  forme  pieza  separada. 

Y  así  como  hay  verdadera  lógica  en  estas  disposiciones  y 
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nada  puede  decirse  en  contra  de  la  doctrina  que  envuelven,  su- 
cede otro  tanto  con  la  diferencia  establecida  en  el  artículo  que 
examinamos,  entre  cuando  se  trate  de  recusación  de  Jueces  ó 
Asesores  y  cuando  se  trate  de  Magistrados,  pues  los  primeros 
pueden  dictar  por  sí  solos  el  auto  inhibitorio,  en  razón  á  que 
dentro  de  su  Tribunal  ó  Juzgado  no  hay  más  autoridad  que  la 
suya  para  dictar  resoluciones,  y  los  segundos,  que  no  son  sino 
miembros  ó  partes  de  un  todo,  no  pueden  dictar  por  sí  solos  ni 
el  auto  de  que  se  trata  ni  otro  alguno. 

Pero  ni  en  el  art.  197  ni  en  ningún  otro  se  habla  de  lo  que 
deberá  hacerse  cuando  la  recusación  se  promueva  desde  el  pri- 
mer momento  contra  un  Presidente  de  Audiencia  ó  el  Presiden- 
te del  Tribunal  Supremo,  que  tienen,  entre  otras,  la  atribución 
de  presidir  todas  las  Salas  de  justicia,  y  cabe  preguntar:  ¿po- 
drá dictarse  auto  inhibitorio  ó  denegatorio  por  la  Sala  que  estu- 
viese conociendo  del  negocio,  ó  visto  que  en  el  art.  206  se  con- 
signa que  decidirá  los  incidentes  de  recusación  relativos  á  dichos 
funcionarios  el  mismo  Tribunal  en  pleno  á  que  pertenezca  el  re- 
cusado, deberán  dictarse  por  el  Tribunal  en  pleno?  Nosotros,  . 
después  de  leído  el  texto  legal,  y  teniendo  en  cuenta  la  menciona- 
da prescripción  del  art.  206,  estimamos  que  en  el  caso  expuesto 
sólo  corresponde  dictar  el  auto  al  Tribunal  en  pleno.  De  otro 
modo,  es  decir,  si  el  Presidente  por  sí  mismo  ó  la  Sala  resolvie- 
ran, se  abrogarían  atribuciones  que  no  les  están  conferidas. 

Por  último,  es  de  .advertir  que  los  primeros  preceptos  del  ar- 
ticulo que  comentamos  no  pueden  tener  aplicación  sino  cuando 
la  recusación  se  haya  propuesto  en  tiempo  hábil,  porque  de  otra 
manera  deberá  rechazarse  de  plano  la  pretensión  aunque  se  fun- 
de en  causa  legítima. 

Abtículo  198. 

El  auto  admitiendo  ó  denegando  la  recusación  será  noti- 
ficado solamente  al  Procurador  del  recusante,  aunque  este 
último  se  halle  en  el  lugar  del  juicio  y  haya  firmado  el  es- 
crito de  recusación.  (Ley  org.  del  P.  J. ,  art,  438.) 
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Si  el  escrito  en  que  la  recusación  se  promueve  ha  de  ir  fir- 
mado por  Letrado  y  Procurador,  y  éste  es  en  el  incidente,  lo 
mismo  que  en  el  pleito  principal,  su  legítimo  representante,  no 
podía  dudarse  que,  sin  embargo  de  la  obligación  del  recusante 
de  firmar  y  ratificarse  en  el  escrito,  la  notificación  del  auto  ad- 
mitiendo ó  denegando  la  recusación,  igualmente  que  las  demás 
diligencias  que  se  practiquen  después  de  denegada,  deben  en- 
tenderse con  el  Procurador.  El  artículo  que  examinamos  lo  ex- 
presa claramente,  con  objeto  de  evitar  dudas;  y  bajo  este  punto 
de  vista,  y  siquiera  no  haga  después  de  todo  más  que  confirmar 
lo  establecido  como  regla  general,  resulta  tan  procedente  como 
acertado. 

Artículo  199. 

Si  el  recusado  no  se  considera  comprendido  en  la  causa 
alegada  para  la  recusación,  la  denegará,  y  se  mandará  for- 
mar pieza  separada  á  costa  del  recusante  para  sustanciar  el 
incidente. 

Dicha  pieza  contendrá  el  escrito  original  de  recusación, 
con  las  actuaciones  en  su  virtud  practicadas,  quedando  nota 
expresiva  en  el  pleito.  (Ley  org.  del  P.  J.,  art.  437.) 

El  primer  precepto  de  este  artículo,  visto  lo  que  el  197  de- 
termina, ha  de  entenderse  en  sentido  ote  que  el  Juez  recusado 
puede  dictar  auto  denegando  la  recusación,  y  de  que  si  se  trata 
de  un  Magistrado  ó  Presidente  de  Tribunal,  deberá  aguardar  á 
que  quien  sea  competente  le  dicte,  en  atención  á  su  negativa  y 
á  lo  que  resulte  y  se  estime  procedente. 

Artículo  200. 

Durante  la  sustanciación  de  la  pieza  separada  no  podrá 
intervenir  el  recusado  en  el  pleito  ni  en  el  incidente  de  re- 
cusación, y  será  sustituido  por  aquel  á  quien  corresponda 
con  arreglo  á  la  ley.  (Ley  org.  del  P.  J.,  art.  441.) 

Este  precepto  es  justo.  Con  la  promoción  del  incidente  sé 
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demuestra  que  se  duda  de  la  imparcialidad  del  Juez  ó  Magistra- 
do recusado,  y  la  ley  no  puede  desentenderse  de  la  sospecha  ex- 
presada y  dejarle  que  intervenga  en  el  pleito  ni  en  el  incidente 
durante  la  sustanciación  de  la  pieza  separada. 

La  ley  anterior,  de  1865,  tenía  también  admitido  el  mismo 
principio,  separándose  de  la  antigua  jurisprudencia. 

Y  por  lo  que  respecta  al  modo  de  sustituir  al  recusado,  debe 
estarse  á  lo  prevenido  en  los  artículos  74  al  76  de  la  ley  orgáni- 
ca del  Poder  judipial,  que  han  venido  á  sustituir  á  las  Ordenan- 
zas de  las  Audiencias,  y  en  el  reglamento  del  Tribunal  Supremo. 

Jurisprudencia.  —  Infringe  este  artículo  el  Juez  que  des- 
pués de  denegar  la  recusación,  no  sólo  no  manda  formar  pieza 
separada,  sino  que  continúa  conociendo  del  pleito.  (Sent.  11  Di- 
ciembre 1886.) 

Artículo  201. 

La  recusación  no  detendrá  el  curso  del  pleito,  el  cual  se- 
guirá sustanciándose  hasta  la  citación  para  sentencia  defini- 
tiva, en  cuyo  estado  se  suspenderá  hasta  que  se  decida  el  in- 
cidente de  recusación,  si  éste  no  estuviere  terminado.  (Ley 
orgánica  del  P.  J.,  art.  442.) 

Después  de  lo  manifestado  en  el  artículo  anterior,  nada  tie- 
ne de  extraño,  y  antes  bien  resulta  muy  procedente,  lo  que  en 
éste  se  determina.  Si  el  Juez  ó  Magistrado  recusado  hubiera  de 
intervenir  en  el  pleito  principal ,  durante  la  sustanciación  de 
la  pieza  separada,  podría  acordarse,  con  algún  fundamento,  que 
la  instrucción  de  ésta  suspendiera  el  curso  de  aquél;  pero  no  ha- 
biendo de  intervenir  él,  sino  otro  Juez  ó  Magistrado  distinto,  de 
cuya  imparcialidad  no  se  duda,  no  hay  razón  para  que  las  dili- 
gencias incidentales  suspendan  el  procedimiento  en  lo  principal 
con  perjuicio  evidente  de  las  partes.  En  el  único  caso  en  que  así 
deberá  suceder,  conforme  lo  prescribe  este  mismo  artículo,  es 
cnando  el  pleito  se  halle  en  período  de  sentencia,  porque  el  Juez 
ó  Magistrado  recusado  tenían  antes  de  la  recusación  atribuida 
competencia  para  conocer  y  decidir  el  asunto;  y  siendo  la  recu- 
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sación  un  mero  incidente,  no  debe  privárseles  del  derecho  de  re- 
solver ni  del  de  seguir  la  instrucción  del  pleito  si  la  recusación 
se  deniega  antes,  sino  sólo  en  el  caso  de  que  sean  efectivamente 
ciertas,  ó  por  quien  corresponda  se  estimen  tales,  las  causas 
alegadas.  Además,  abona  la  suspensión  en  el  período  de  senten- 
cia la  consideración  de  que  de  otra  manera  se  podrían  cometer 
los  abusos  que  el  precepto  de  que  la  recusación  sólo  proceda  por 
causa  legítima  trata  de  evitar,  pues  los  litigantes  de  mala  fe 
promoverían  el  incidente,  procurando  conseguir  por  todos  los 
medios  que  su  resolución  se  retardase  hasta  que  el  pleito  prin- 
•  cipal  estuviese  sentenciado,  y  de  este  modo,  con  ó  sin  causa  le- 
gítima, quedaría  de  hecho  recusado  el  Juez  ó  Magistrado  de  que 
se  tratase. 

Artículo  202. 

Para  los  efectos  del  artículo  anterior  y  de  lo  ordenado  en 
el  197,  cuando  el  recusado  sea  un  Juez  de  primera  instan- 
cia pasará  los  autos  principales  y  la  pieza  de  recusación  al 
Juez  á  quien  corresponda  la  instrucción  de  ésta  conforme  al 
párrafo  último  del  artículo  que  sigue. — (Ley  ant. ,  art.  133, 
párrafo  ¿>.°,  y  134.) 

Artículo  203. 

Instruirán  las  piezas  separadas  de  recusación : 

Cuando  el  recusado  sea  el  Presidente,  ó  un  Presidente  de 
Sala  de  una  Audiencia  ó  del  Tribunal  Supremo,  el  Presiden- 
te de  Sala  más  antiguo;  y  si  aquél  fuere  el  más  antiguo,  el 
que  le  siga  en  antigüedad. 

Cuando  el  recusado  sea  un  Magistrado  dé  Audiencia  ó 
del  Tribunal  Supremo,  el  Magistrado  más  antiguo  de  su 
Sala;  y  si  el  recusado  fuere  el  más  antiguo,  el  que  le  siga  en 
antigüedad. 

Cuando  el  recusado  sea  un  Juez  de  primera  instancia  ó 
el  que  ejerza  sus  funciones,  el  suplente  del  Juzgado  con 
acuerdo  de  Asesor  si  no  fuere  Letrado,  á  no  ser  que  haya  en 
la  misma  población  otro  Juez  de  primera  instancia,  en  cuyo 
caso  á  éste  corresponderá  dicha  instrucción ;  si  hubiere  tres 
ó  más,  al  que  preceda  en  antigüedad  al  recusado;  y  si  éste 
fuere  el  más  antiguo,  el  más  moderno.  (Ley  ant.,  artícu- 
los 133  y  134.  —  Ley  org.,  artículos  443  y  463.) 
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Determinado  en  el  artículo  anterior,  como  medida  previa, 
que  cuando  el  recusado  sea  un  Juez  de  primera  instancia,  pasa- 
rá Jos  autos  principales  y  la  pieza  de  recusación  al  Juez  á  quien 
corresponda  la  instrucción  de  ésta,  se  encarga  el  presente  ar- 
tículo de  precisar  á  quién  corresponde  instruir  la  mencionada 
pieza  6  expediente.  Los  dos  primeras  disposiciones  son  comple- 
tamente acertadas,  pues  en  la  necesidad  de  elegir  un  individuo 
de  los  Tribunales  colegiados  que  se  encargue  de  formar  aquél, 
la  ley  escoge  siempre  al  que  más  respeto  y  consideración  mere- 
ce, ó  sea  el  más  antiguo.  Pero  la  disposición  tercera,  acertada 
en  sus  dos  primeras  partes,  se  aparta  algún  tanto  en  la  tercera 
de  los  precedentes  asentados  anteriormente,  y  nos  obliga  á  for- 
mular una  censura;  porque  ¿qué  razón  hay  para  que  cuando 
baya  tres  ó  más  Jueces  de  primera  instancia  en  una  población, 
y  el  recusado  sea  ^1  más  antiguo,  haya  de  instruir  la  pieza  de 
recusación  el  más  moderno?  ¿Por  qué  habiéndose  prevenido 
para  cuando  se  trate  de  la  recusación  del  Presidente  de  Sala  más 
antiguo  dentro  de  un  Tribunal,  ó  del  Magistrado  más  antiguo 
dentro  de  una  Sala,  que  ha  de  encargarse  de  la  formación  del 
expediente  el  que  respectivamente  siga  en  antigüedad,  no  se  ha 
de  prevenir  lo  mismo  en  el  caso  de  que  se  trate  de  un  Juez  y 
haya  tres  ó  más  en  la  población?  No  comprendemos,  bajo  ningún 
concepto,  el  fundamento  que  habrá  podido  tener  presente  el  Le- 
gislador para  dictar  la  disposición  á  que  nos  referimos;  y  como, 
por  otra  parte,  tampoco  tiene  precedentes  en  la  ley  de  1855  ni  en 
la  orgánica  del  Poder  judicial,  nos  inclina  más  y  más  esta  cir- 
cunstancia á  creer  que  debía  haberse  dicho  que  cuando  el  recu- 
sado sea  el  Juez  más  moderno,  instruirá  la  pieza  de  recusación  el 
más  antiguo.  Este  precepto  hubiera  sido  lógico,  y  habría  guar- 
dado consonancia  con  lo  dispuesto  en  los  dos  primeros  párrafos 
del  artículo,  lo  contrario  de  lo  cual  resulta  con  la  prescripción 
redactada. 

Jurisprudencia .  —  Cuando  por  impedimento  legal  se  abs- 
tenga un  Juez  de  conocer  de  un  negocio  civil,  deberá  pasar  los 
autos  al  Juez  de  paz  suplente  (hoy  municipal)  y  no  al  del  pue- 
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blo  más  inmediato,  por  no  tratarse  en  este  caso  de  recusación, 
sino  de  abstención.  (Circular  del  T.  S.  en  pleno  de  20  de  Mayo 
de  1862.) 

Abtículo  204. 

Formada  la  pieza  separada,  se  dará  traslado  á  la  parte 
contraria  en  el  pleito,  para  que  dentro  tres  días  exponga  lo 
que  estime  procedente  respecto  á  la  recusación. 

Cuando  sean  dos  ó  más  los  litigantes  contrarios,  dicho 
término  será  común  á  todos,  y  expondrán  lo  que  se  les 
ofrezca,  con  vista  de  la  copia  del  escrito  de  recusación.  (Ley 
anterior,  art.  128. —  Ley  org.  del  P.  J.,  art.  444.) 

El  plazo  dentro  del  cual,  y  con  arreglo  á  este  artículo,  ha  de 
oirse  á  la  parte  contraria,  era  prorrogable,  según  el  artículo 
concordante  de  la  ley  orgánica,  por  dos  días  más.  En  la  actual 
ley  no  se  fija  el  término  de  la  prórroga;  pero  su  condición  de 
prorrogable  resulta  evidente  por  virtud  de  lo  preceptuado  en 
los  artículos  306  y  310,  especialmente  en  el  primero,  que  exige 
ciertos  requisitos,  que  en  este  caso  habrán  de  cumplirse,  para 
que  la  prórroga  pueda  ser  concedida. 

Artículo  205. 

Evacuado  el  traslado  antedicho,  ó  transcurrido  el  térmi- 
no sin  haberlo  utilizado,  se  recibirá  á  prueba  el  incidente 
por  término  de  diez  días  improrrogables,  cuando  la  recusa- 
ción se  funde  en  hechos  que  no  estén  justificados  y  no  ha- 
yan sido  reconocidos  por  el  recusado. 

En  todo  lo  demás  se  sustanciará  y  decidirá  la  pieza  de 
recusación  en  la  forma  establecida  para  los  incidentes.  (Ley 
anterior,  art.  128.  —  Ley  org.  del  P.  J.,  art.  445.) 

Los  dos  artículos  que  citamos  ai  pie  del  de  la  ley  actual 
concedían  el  término  de  ocho  días  para  practicar  la  prueba;  y 
como  no  creemos  que  la  experiencia  haya  demostrado  que  dicho 
término  fuera  insuficiente,  nos  vemos  en  la  precisión  de  censu- 
rar la  ampliación  concedida,  porque  estando  dentro  del  objeto 
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del  legislador,  cual  no  podía  menos  de  estarlo,  reducir  los  trá- 
mites j  evitar  en  lo  posible  todas  las  dilaciones,  sólo  resultaría 
aceptable  una  modificación  como  la  de  que  tratamos  en  el  caso 
de  hallarse  plena  y  palmariamente  demostrada  su  conveniencia. 
El  recibimiento  á  prueba  es  ó  ha  de  ser  común  para  ambas 
partes,  porque  si  bien  es  cierto  que  incumbe  probar,  por  regla 
general,  á  aquel  que  afirma,  no  lo  es  menos  que  la  parte  con- 
traria tiene  derecho  á  contradecir  la  prueba  que  aduzca  el  re- 
cusante, y  que  si  éste  tiene  un  interés  directo  en  que  el  recu- 
sado se  separe  del  conocimiento  de  los  autos,  á  aquélla  le  asiste 
un  interés  igual  para  sostener  la  competencia  accidentalmente 
negada. 

Y  como  dicho  recibimiento  á  prueba  ha  de  hacerse  cuando 
la  recusación  se  funde  en  hechos  que  no  estén  justificados  y  no 
hayan  sido  reconocidos  por  el  recusado,  parece  indudable  que, 
como  ya  lo  advertían  los  intérpretes  y  comentadores  de  la  ley 
de  1855,  procederá  del  mismo  modo  en  el  caso  de  que  la  prueba 
haya  de  versar  sobre  la  certeza  ó  falsedad  de  la  causa  alegada, 
que  en  el  de  que  verse  sobre  la  circunstencia  de  haberla  ó  no 
propuesto  el  recusante  después  ó  antes  de  saber  aquélla  ó  haber 
presentado  escritos  en  los  autos,  pues  es  indudable  que  en  am- 
bo» casos  se  ha  de  tratar  de  hechos  que,  sirviendo  de  funda- 
mento á  la  recusación,  no  estén  justificados  ni  reconocidos. 

Y  ¿qué  deberá  hacerse  cuando  el  recibimiento  á  prueba 
fuere  denegado?  ¿Qué  recurso  podrán  utilizar  las  partes  contra 
el  auto  que  recaiga?  ¿O  es  que  siempre  y  en  todo  caso  ha  de 
acordarse  el  recibimiento  no  bien  se  pida  ?  De  la  letra  del  ar- 
ticulo que  comentamos  se  deduce  claramente  que  la  respuesta 
á  esta  última  pregunta  no  puede  ser  afirmativa;  y  con  respecto 
á  las  dos  primeras,  tenemos,  por  un  lado,  que  la  ley  orgánica 
del  Poder  judicial  dispone  en  sus  artículos  446  y  447  que  con- 
tra el  auto  que  dictaren  los  Tribunales  de  partido  (todavía  Juz- 
gados de  primera  instancia)  admitiendo  ó  denegando  la  prueba, 
podrá  pedirse  reposición  ante  los  mismos  que  lo  hubieren  dic- 
tado, y  que  contra  el  auto  de  igual  índole  procedente  de  las 
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Audiencias  ó  del  Tribunal  Supremo  no  se  dará  ulterior  recurso; 
y  por  otra  parte,  que  del  examen  de  los  artículos  376,  384,  561 
y  1.693  de  la  ley  actual,  se  infiere:  1.°,  que  cuando  se  trate  de 
auto  proveniente  de  un  Juzgado  por  prescribir  el  art.  551  que 
el  en  que  se  deniegue  el  recibimiento  á  prueba  en  el  juicio  or- 
dinario es  apelable  en  ambos  efectos,  y  por  determinarse  en 
el  384  que  de  igual  condición  será  la  apelación  contra  los  autos 
y  providencias  que  causen  perjuicio  irreparable  en  definitiva, 
procederá  la  apelación  en  ambos  efectos,  pues  no  cabe  dudar 
acerca  de  que  el  auto  en  que  se  deniega  ó  acuerda  el  recibi- 
miento á  prueba  no  es  de  mera  y  sencilla  tramitación,  sino  real 
y  verdaderamente  de  los  que  en  definitiva  pueden  causar  per- 
juicio irreparable,  y  con  respecto  del  cual  no  ha  de  regir,  por 
lo  tanto,  el  art.  376;  2.°,  que  cuando  se  trate  de  un  auto  de 
igual  índole,  dictado  por  una  Audiencia,  cabrá  solamente  y  en 
su  caso  el  recurso  de  casación  por  quebrantamiento  de  forma; 
y  3.°,  que  contra  el  auto  de  la  misma  especie  que  dicte  el  Tri- 
bunal Supremo  no  cabe  ulterior  recurso. 

Por  último,  advertimos  que  si  la  tramitación  que  antes 
tenía  el  incidente  de  recusación,  desde  el  momento  de  haberse 
recibido  á  prueba  no  era  precisamente  la  misma  señalada  para 
los  demás  incidentes,  se  asemejaba  mucho,  y  por  esta  razón  y 
por  la  de  establecer  la  ley  actual  en  el  art.  207  un  término  dis- 
tinto para  dictar  sentencia  que  el  señalado  para  que  igual  trá- 
mite se  verifique  en  todos  los  incidentes,  resulta  insignificante 
y  hasta  innecesaria  la  innovación  contenida  en  la  cláusula 
final  del  artículo  que  examinamos. 

Artículo  206. 

Decidirán  los  incidentes  de  recusación: 

Cuando  el  recusado  fuere  el  Presidente  ó  un  Presidente 
de  Sala  del  Tribunal  Supremo  ó  de  Audiencia,  el  mismo 
Tribunal  en  pleno  á  que  pertenezca  el  recusado. 

Cuando  fuere  un  Magistrado,  la  misma  Sala  á  que  per- 
tenezca. 
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Cuando  fuere  un  Juez  de  primera  instancia,  el  que  co- 
nozca de  la  pieza  de  recusación,  conforme  al  párrafo  último 
del  art.  203.  (Ley  ant,  art.  134.  —  Ley  org.  del  P.  /.,  ar- 
iictdos  277,  285  y  449.) 


Abtícülo  207. 


La  declaración  de  haber  ó  no  lugar  á  la  recusación  se 
dictará  por  medio  de  auto,  dentro  de  tercero  día.  (Ley  or- 
gánica del  P.  J. ,  art.  450  J 

(Véase  el  último  párrafo  de  nuestra  nota  al  art.  205.) 


Artículo  208. 

Contra  los  autos  que  dictare  el  Tribunal  Supremo  no 
habrá  recurso  alguno. 

Contra  los  que  dictaren  las  Audiencias  sólo  habrá  el  de 
casación  en  su  caso. 

Los  autos  que  dictaren  los  Jueces  de  primera  instancia, 
ó  sus  suplentes,  accediendo  á  la  recusación,  no  serán  ape- 
lables. 

Los  autos  en  que  la  denieguen  serán  apelables  en  am- 
bos efectos. 

La  doctrina  de  este  artículo  estaba  admitida  por  la  ley  de  1855 
y  fué  confirmada  por  la  de  organización  del  Poder  judicial 
de  1870;  de  modo  que  pocas  palabras  habremos  de  decir  so- 
bre ella. 

En  primer  lugar  tenemos  que,  al  tratar  de  la  recusación  de 
los  Magistrados,  por  decidirla  Tribunales  superiores  y  ser  mu- 
cho menor  el  perjuicio  que  la  parte  puede  sufrir  en  el  caso  de 
que  se  deniegue  que  si  se  tratara  de  la  recusación  de  un  Juez, 
la  ley,  atendiendo  al  buen  nombre  de  la  magistratura  y  con  ob- 
jeto de  evitar  dilaciones  inútiles,  dispone  acertadamente  que  la 
sentencia  que  recaiga  sea  ejecutoria,  hasta  el  punto  de  que 
cuando  proceda  del  Supremo  no  se  da  ulterior  recurso,  y  cuando 
provenga  de  Audiencia  sólo  el  de  casación  en  su  caso,  que  será 
en  los  que  con  arreglo  á  la  ley  corresponda. 
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En  segundo  término  están  los  preceptos  que  se  refieren  á  los 
autos  que  dicten  los  Jueces  ó  sus  suplentes,  y  en  ellos  se  ve  que 
el  legislador,  para  el  caso  de  que  en  aquéllos  se  acceda  á  la  re- 
cusación, los  hace  inapelables,  apartándose  del  principio  gene- 
ral de  que  los  autos  que  deciden  artículos  lo  son,  y  que  deja 
abierta  la  puerta  de  la  apelación  para  cuando  son  denegatorios. 
Esta  diferencia  se  funda  en  que  en  el  primer  caso,  como  ya  la 
ley  recomienda  á  los  Jueces  que  no  se  inhiban  ó  admitan  la  re- 
cusación sin  justa  causa  plenamente  demostrada,  y  es  de  supo- 
ner, por  otra  parte,  que,  por  el  prestigio  del  Cuerpo  á  que  per- 
tenecen, traten  de  mantener  su  jurisdicción,  nó  hay  más  reme- 
dio que  presumir  que  cuando  un  Juez  se  da  por  recusado  lo  hace 
en  vista  de  justas  y  legales  razones  y. no  se  debe  volver  sobre 
su  acuerdo;  todo  lo  cual  no  pasa  en  el  segundo  caso,  en  que,  en 
lucha  ya  el  recusante  y  el  Juez,  cabe  por  parte  de  éste  equivo- 
cación ó  error,  y  es  preciso  dar  á  aquél  las  mayores  facilidades 
para  que  defienda  su  interés  y  su  derecho. 


Artículo  209. 

Interpuesta  y  admitida  la  apelación  del  auto  denegatorio- 
de  recusación,  se  emplazará  á  las  partes  para  que  en  el  tér- 
mino de  diez  días  comparezcan  ante  la  Audiencia  á  usar  de 
su  derecho,  y  se  remitirá  origjnal  á  la  misma  la  pieza  sepa- 
rada de  la  recusación.  (Ley  org.  del  P.  J.,  art.  452.) 

En  este  artículo  se  determina  el  término  del  emplazamiento 
para  ante  el  Tribunal  superior;  pero,  según  dispone  el  articula 
siguiente,  la  sustanciación  en  la  segunda  instancia  ha  de  ser  la 
misma  establecida  para  los  incidentes;  de  modo  que  la  ley  se  ha 
conformado  con  lo  que  ya  se  venía  practicando,  y  puedo  decirse 
que  el  objeto  de  este  artículo  es  señalar  los  trámites  que  en  él 
se  indican  para  que  no  haya  duda  en  que  la  recusación  debe 
sustanciarse  seguidamente,  pues  no  hay  que  olvidar  que  al  lle- 
gar el  pleito  al  período  de  sentencia  definitiva  se  suspende  hasta 
que  se  termine  el  incidente  de  que  tratamos. 
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Abtículo  210. 


Estas  apelaciones  se  sustanciarán  y  decidirán  por  los 
trámites  establecidos  para  las  de  los  incidentes. 

Además  de  lo  manifestado  en  la  nota  del  artículo  anterior, 
debemos  añadir  que  el  precepto  contenido  en  éste  obedece  tam- 
bién al  principio  adoptado  para  la  reforma  en  la  base  quinta, 
con  ei  fin,  como  manifiestan  los  Sres.  Atard  y  Cervellera,  de 
que  todas  las  actuaciones  especiales  se  acomoden  á  los  trámites 
establecidos  para  los  incidentes  en  su  período  correspondiente. 
Se  ve,  pues,  que  si  antes  se  acomodaba  en  la  práctica  la  trami- 
tación de  las  recusaciones  y  otros  artículos  á  la  de  los  inciden- 
tes en  general,  el  legislador  ha  respetado  la  práctica  y  ha  con- 
signado expresamente  la  regla,  obrando  con  lógica  y  buen 
acuerdo,  pues  al  fin  y  al  cabo  no  se  trata  de  otra  cosa  que  de 
verdaderas  cuestiones  incidentales. 

Jurisprudencia*  —  Sólo  procede  el  recurso  de  casación  con- 
tra la  sentencia  definitiva  que  recaiga  en  el  pleito  en  que  se 
haya  hecho  la  recusación,  pero  no  contra  los  autos  en  que  se  de- 
niegue la  recusación,  porque  tal  resolución  no  pone  término  al 
juicio  ni  hace  imposible  su  continuación.  (Sent.  21  Diciembre 
de  18%,) 

Artículo  211. 

Cuando  se  deniegue  la  recusación,  se  condenará  siempre 
en  costas  al  que  la  hubiere  propuesto.  (Ley  ant.,  art.  135. 
Ley  org.  del  P.  «/.,  art.  455.) 

El  artículo  concordante  de  la  ley  orgánica  del  Poder  judi- 
cial añadía :  no  siendo  el  Ministerio  fiscal;  y  la  supresión  de 
estas  palabras  en  la  ley  actual  parece  indicar  que  en  adelante 
podrán  serle  impuestas.  Pero  nosotros  no  creemos  que  debe  ser 
así,  pues  como  la  índole  del  Ministerio  fiscal  y  el  género  de  in- 
tervención que  en  el  desempeño  de  sus  funciones  puede  tener  en 
los  asuntos  civiles,  obligan  á  creer  que  cuando  proponga  una 
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recusación  lo  haga  desinteresadamente  y  buscando  no  más  que 
no  falte  en  el  juicio  la  imparcialidad  que  la  misma  ley  quierer 
hay  sobrada  razón  para  que  se  le  exceptúe  del  precepto  genera) . 
Además,  es  de  tener  en  cuenta  que  en  otros  casos  análogos  se  le- 
libra  de  la  imposición  de  costas,  y  si  aquí  no  se  hiciera,  se  esta- 
blecería una  verdadera  contradicción. 

Véanse  las  indicaciones  de  estudio  anotadas  al  pie  del  ar- 
tículo 188. 

Artículo  212. 

Además  de  la  condenación  en  costas  expresadas  en  el  ar- 
tículo anterior,  se  impondrá  al  recusante  una  multa  de  50  á 
100  pesetas,  cuando  el  recusado  fuere  Juez  de  primera  ins- 
tancia; de  100  á  200,  cuando  fuere  Presidente  ó  Magistrado 
de  Audiencia;  y  de  200  á  400,  cuando  fuere  Presidente  ó 
Magistrado  del  Tribunal  Supremo.  (Ley  ant.,  art.  136.  — 
Ley  org.  del  P.  J.,  art.  456.) 

La  consideración  de  que  es  preciso  castigar  y  reprimir  la& 
recusaciones  infundadas  y  maliciosas,  unida  al  principio  siem- 
pre aceptado  de  que  puesto  que  en  los  asuntos  civiles  se  procede^ 
generalmente  á  instancia  de  parte  deben  seguirse  las  diligen- 
cias á  su  costa  en  igualdad  de  casos,  de  modo  que  venga  á  pagar 
el  que  litigue  sin  razón,  son  los  móviles  que  han  inducido  al  le- 
gislador á  consignar  los  preceptos  de  este  artículo  y  del  ante- 
rior. En  la  ley  de  1855  se  establecía  también  una  multa  para 
que  la  satisficiera,  además  de  las  costas,  el  recusante  cuya 
pretensión  se  denegara,  y  lo  mismo  se  hacía  en  la  ley  orgánica 
del  Poder  judicial.  La  actual  ley  ha  copiado  el  precepto  de  esta 
última,  y  en  lo  único  que  se  diferencia  este  artículo  que  exami- 
namos del  456  de  la  de  1870,  es  que  no  menciona,  por  hacerse 
en  su  lugar  (art.  228),  la  cantidad  en  que  la  multa  ha  de  con- 
sistir cuando  se  trate  de  la  recusación  de  un  Juez  municipal. 

Igualmente  las  leyes  4.a,  5.a,  6.a  y  7.a,  título  II  del  libro  XI 
de  la  Novísima  Recopilación,  señalaban  ó  imponían  una  multa 
al  que  no  probase  la  causa  por  que  se  recusara  á  un  Juez  supe- 
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rior.  Por  lo  tanto,  se  ve  que  las  leyes  modernas,  haciendo  ex- 
tensivo el  precepto  á  todos  los  casos,  son  más  justas. 

Abtícülo  213. 

Cuando  no  se  hicieren  efectivas  las  multas  respectiva- 
mente señaladas  en  él  artículo  anterior,  sufrirá  el  multado 
la  prisión,  por  vía  de  sustitución  y  apremio,  en  los  términos 
que  para  las  causas  por  delitos  establece  el  Código  penal. 
(Ley  org.  del  P.  J.,  art.  457.) 

Entiéndese  bien  lo  que  este  artículo  quiere  decir;  pero  cree- 
mos que  su  redacción  no  es  completamente  clara.  Y  es  más  de 
extrañar  que  no  se  haya  notado  la  conveniencia  de  cambiar  al^ 
gunos  términos,  si  se  tiene  en  cuenta  que  con  la  misma  redacción 
consta  en  la  ley  orgánica  del  Poder  judicial,  y  que  como  para 
transcribirle  habrá  habido  precisión  de  leerle,  fijándose  deteni- 
damente en  su  sentido  y  significación,  parecía  natural  que  se 
hubiera  visto  la  falta  de  que  adolece.  Sufrirá  el  multado  la  pri- 
sión, se  dice,  por  vía  de  sustitución  y  apremio,  en  los  términos 
que  para  las  causas  por  delitos  establece  el  Código  penal,  y  lo 
que  con  esto  se  quiere  decir  es  que  del  mismo  modo  é  igual  for- 
ma que  determina  el  Código  se  imponga  la  prisión  al  que  no 
satisface  la  multa  á  que  con  ocasión  de  un  delito  sea  condena- 
do, ha  de  sustituirse  en  el  caso  presente  la  prisión  á  la  multa; 
y  es  evidente  que  la  última  cláusula  del  artículo  no  explica  bien 
lo  que  con  ella  se  ha  pretendido  indicar,  y  que  podría  dar  lugar 
á  sutilezas  y  dudas  que  debieran  haberse  previsto. 

Artículo  214. 

Denegada  la  recusación,  luego  que  sea  firme  el  auto,  se 
devolverá  el  conocimiento  del  pleito  al  Juez  originario,  el 
cual  lo  continuará  con  arreglo  á  derecho  en  el  estado  en  que 
se  halle.  (Ley  ant.,  art.  182.) 

Este  precepto  es  una  consecuencia  indeclinable  del  hecho  de 
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la  denegación.  Con  arreglo  al  art.  200,  el  recusado  no  puede 
intervenir  en  el  pleito  durante  la  sustanciación  de  la  pieza  se- 
parada del  incidente  de  recusación,  y  este  precepto,  según  diji- 
mos en  su  lugar,  es  justo.  Pero  una  vez  denegada  la  pretensión 
del  recusante,  una  vez  que' por  auto  firme  se  hace  declaración 
expresa  en  favor  de  su  competencia  y  de  su  imparcialidad,  ya 
no  hay  razón  para  que  se  le  prive  del  conocimiento  del  negocio, 
y  lo  que  procede  es  lo  que  en  el  presente  artículo  se  ordena. 

Artículo  215. 

Otorgada  la  recusación,  si  el  recusado  fuere  Presidente  ó 
Magistrado  de  un  Tribunal,  quedará  separado  del  conoci- 
miento de  los  autos. 

Si  fuere  Juez  de  primera  instancia,  quedará  también 
separado  del  conocimiento  del  pleito,  el  cual  se  continuará 
por  el  Juez  á  quien  se  hubieren  pasado  los  autos  en  virtud 
de  lo  dispuesto  en  el  art.  202. 

Si  por  traslación  ú  otro  motivo  cesare  en  sus  funciones 
el  Juez  recusado,  volverá  el  pleito  al  Juzgado  originario 
para  que  lo  continúe  el  nuevo  Juez  que  haya  reemplazado 
al  recusado.  (Ley  ant.,  art.  133.) 

Los  dos  primeros  párrafos  están  sacados  del  artículo  concor- 
dante de  la  ley  anterior,  que  citamos  al  pie  del  de  la  presente; 
y  el  tercero  prevé  un  caso  que  puede  fácilmente  ocurrir,  y  le 
resuelve  en  justicia. 

Sobre  la  primera  disposición  sólo  nos  toca  decir  lo  mismo 
que  ya  exponían  en  sus  comentarios  á  la  ley  de  1855  los  señores 
Manresa,  Miquel  y  Reus,  y  es  que  no  se  hace  mención  de  la  ma- 
nera de  reemplazar  al  Ministro  recusado,  que  habrá  de  ser,  se- 
gún manifestamos  al  comenzar  el  art.  200,  con  ajreglo  á  lo 
determinado  en  ley  orgánica  del  Poder  judicial  que  ha  deroga- 
do lo  dispuesto  en  las  Ordenanzas  de  las  Audiencias  y  el  re- 
glamento del  Tribunal  Supremo. 

Acerca  del  segundo  precepto  nada  tenemos  que  objetar. 

Y  con  respecto  al  último,  repetimos  que,  previendo  un  case» 
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o^ue  fácilmente  puede  ocurrir,  le  resuelve  en  justicia,  pues  en  el 
Juzgado  del  Juez  que  se  recusa  está  la  competencia  para  cono- 
cer del  negocio,  y  si  por  virtud  de  la  recusación  se  produce  una 
incompetencia  relativa  y  personal,  al  reemplazar  al  recusado 
otro  Juez,  desaparece  la  causa  de  la  recusación,  y,  por  lo  tanto, 
la  incompetencia,  ó  sea  el  efecto,  debe  desaparecer  también. 

Puede  darse  un  caso,  sin  embargo,  en  que  no  sabemos  si  el 
legislador  habrá  pensado,  y  para  el  cual  no  debería  regir,  á 
nuestro  juicio,  la  regla  que  examinamos,  porque  aunque  de  la 
competencia  del  Juez  nuevo  no  pueda  dudarse,  mientras  por 
causa  justa  y  con  arreglo  á  la  ley  no  se  impugne  y  niegue,  debe 
procurarse  que  los  gastos  y  dilaciones  sean  los  menos  posibles; 
y  como  en  el  nuevo  Juez  puede  concurrir  alguna  causa  de  recu- 
sación, entendemos  que  mejor  que  obligar  á  las  partes  á  pro- 
mover un  nuevo  incidente,  sería  que  se  hubiera  dispuesto  que 
el  párrafo  tercero  del  artículo  que  comentamos  no  tendría  apli- 
cación en  el  caso  de  que  las  partes,  ó  alguna  de  ellas,  manifes- 
taran encontrar  algún  motivo  de  recusación  en  el  Juez  que  hu- 
biere venido  á  reemplazar  al  originario,  porque  en  ese  caso  con- 
tinuaría conociendo  del  negocio  aquel  Juez  á  quien,  con  arreglo 
á  la  ley,  se  hubiesen  pasado  los  autos  al  promoverse  el  primer 
incidente. 

Jurisprudencia.  —  Para  que  el  pJeito  vuelva  al  Juzgado 
originario,  no  basta  que  cese  accidentalmente  el  Juez  recusado 
y  ejerza  sus  funciones  el  suplente,  cual  sucede  en  los  casos  de 
enfermedad  ó  licencia,  sino  que  es  necesario  que  cese  definiti- 
vamente por  traslación,  licencia  ú  otra  causa,  de  suerte  que 
sea  reemplazado  por  otro  en  propiedad.  (Sent.  22  Enero  1894.J 

Artículo  216. 

Cuando  un  Juez  de  primera  instancia  se  abstenga  volun- 
tariamente, ó  á  petición  de  parte  legítima,  del  conocimiento 
de  un  pleito,  conforme  á  lo  establecido  en  los  artículos  190 
y  197,  dará  cuenta  justificada  al  Presidente  de  la  Audien- 
cia, el  cual  lo  comunicará  á  la  Sala  de  gobierno. 
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Si  ésta  considerase  improcedente  la  abstención,  podrá 
imponer  al  Juez  una  corrección  disciplinaria,  si  hubiere 
suficiente  motivo  para  ello,  elevándolo,  en  este  caso,  á  cono- 
cimiento del  Ministerio  de  Gracia  y  Justicia,  para  que  se 
haga  constar  en  el  expediente  personal  del  Juez,  á  los  efec- 
tos que  correspondan.  (Ley  org.  del  P.  J. ,  art.  459.) 

En  el  art.  190  se  autoriza  á  los  Magistrados  y  Jueces  para 
abstenerse  del  conocimiento  del  negocio,  si  estiman  que  en  ellos 
concurre  alguna  de  las  causas  de  recusación;  y  en  el  197,  á  los 
Jueces  y  Salas  para  que,  á  instancia  de  parte,  se  den  por  recu- 
sados aquéllos  y  dicten  auto  éstas,  dando  por  recusados  á  los 
Magistrados  de  que  se  trate;  y  contra  estas  resoluciones  no  cabe 
recurso.  Pero  los  Jueces  de  primera  instancia  resuelven  por  si 
y  ante  sí,  y  como  siquiera  sea  de  suponer  que  generalmente  re- 
solverán en  justicia,  es  lo  cierto  que  alguna  vez  pueden  mos- 
trarse débiles  ó  tratar  de  favorecer  á  algún  litigante,  y  de  una 
ó  de  otra  manera  perjudicar  al  buen  nombre  y  prestigio  del 
Cuerpo,  la  ley  procura  atender  á  ese  caso  con  las  prescripcio- 
nes del  presente  artículo.  Según  él,  las  Salas  de  gobierno  de  las 
Audiencias,  si  consideran  improcedente  la  abstención,  pueden, 
imponer  al  Juez  abstenido  una  corrección  disciplinaria,  y  de 
ello  ha  de  tomarse  nota  en  su  expediente  personal;  y  por  este 
procedimiento,  que  si  en  alguna  ocasión  puede  resultar  duro,  no 
lo  será  en  las  más,  es  seguro  que  se  previenen  y  evitan  los  abu- 
sos que  de  otro  modo  se  cometerían. 

Artículo  217. 

Cuando  la  Audiencia  revocare  el  auto  denegatorio  de  la 
recusación,  se  remitirá  siempre  copia  del  mismo  al  expresa- 
do Ministerio,  para  los  efectos  del  articulo  anterior.  (Ley  an- 
terior, art.  138.  —  Ley  org.  del  P.  J.,  art.  460. ) 

Este  artículo,  cuya  doctrina,  consignada  en  la  ley  de  1855  y 
en  la  del  Poder  judicial,  parece  corolario  déla  del  anterior,  en- 
cierra, a  nuestro  modo  de  ver,  un  peligro  para  los  Jueces,  que 
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es  preciso  que  en  el  Ministerio  de  Gracia  y  Justicia  se  salve, 
obrando  con  gran  prudencia,  y  no  viendo  siempre  causa  de  de- 
mérito en  el  auto  denegatorio  revocado.  En  efecto;  se  trata  de 
que  estos  autos  se  unan  á  los  expedientes  personales  de  los  Jue- 
ces recusados,  con  objeto  de  que  sirvan  de  datos  para  apreciar 
en  su  día  su  conducta  y  rectitud;  y  basta  tener  en  cuenta  la  va- 
guedad de  algunas  de  las  causas  de  recusación,  y,  por  lo  mis- 
mo, la  posibilidad  de  que  cualquier  Juez  no  estime  suficientes 
las  razones  aducidas,  con  el  fin  de  que  se  abstenga  del  conoci- 
miento de  un  negocio,  para  comprender  que,  si  el  criterio  domi- 
nante en  el  Ministerio  del  ramo  es  estrecho,  puede  resultar  el 
precepto  que  examinamos,  no  sólo  peligroso,  sino  verdadera- 
mente perjudicial  para  los  Jueces. 

A  nuestro  juicio,  en  vista  de  lo  que  en  el  artículo  anterior 
se  dispone,  debiera  haberse  modificado  el  presente,  porque  se- 
gún aquél,  sólo  se  eleva  nota  al  Ministerio  cuando  la  Sala  de 
gobierno  correspondiente  impone  una  corrección  disciplinaria; 
y  puesto  que  los  autos  siempre  son  fundados,  y  en  el  artículo  de 
que  tratamos  se  habla  de  los  denegatorios  revocados,  entende- 
mos que  el  precepto  sería  más  justo  y  menos  peligroso  si  se  hu- 
biera dicho  que  se  unirían  en  el  caso  de  que  así  lo  propusiera 
la  Sala  revocadora  ó  la  misma  de  gobierno  si,  revisando  el 
asunto,  lo  estimara  procedente. 

SECCIÓN  TERCERA 

DE  LA  RECUSACIÓN   DE   L08  JUECES  MUNICIPALES 

Constituyen  esta  sección,  en  su  mayor  parte,  las  disposicio- 
nes contenidas  en  el  capítulo  III  del  título  VIII  de  la  ley  orgá- 
nica del  Poder  judicial;  y  la  razón  de  que  se  trate  en  distinto 
logar  de  la  recusación  de  los  Jueces  municipales  que  de  la  de 
los  Magistrados,  Jueces  de  primera  instancia  y  Asesores  es  ob- 
via, porque  tanto  el  carácter  é  índole  de  las  funciones  de  aqué- 
llos, cuanto  la  naturaleza  de  los  asuntos  ó  negocios  sometidos 
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•  la  ley  á  su  conocimiento,  presentan  un  aspecto  especial, 
>  obliga  á  que  la  recusación  de  dichos  Jueces  tenga  una  sus- 
ciación  determinada,  en  armonía  con  la  que  ha  de  darse  á 
propios  asuntos  de  que  conocen  y  que  no  perjudique  á  las 
•tes,  como  serían  perjudicadas  si  hubiera  de  seguirse  una 
mitación  igual  a  la  señalada  para  la  recusación  de  los  Ma- 
trados,  Jueces  de  primera  instancia  y  Asesores. 
Según  tendremos  ocasión  de  observar,  tanto  las  disposicio- 
¡  legales  que  en  esta  sección  se  han  transcrito  ó  copiado  de 
as  leyes,  cuanto  á  los  preceptos  nuevos,  son,  por  regla  gene- 
,  aceptables  y  justos. 

Artículo  218. 

En  los  juicios  verbales  y  demás  de  que  conocen  en  pri- 
¡ra  instancia  los  Jueces  municipales,  la  recusación  se  pro- 
adrá  en  el  acto  mismo  de  la  comparecencia.  (Ley  orgá- 
\adel-P.  J.,  art.  461. ) 

El  precepto  de  este  artículo  es  el  primero  que  nos  hace  ver 
razón  de  nuestras  observaciones  anteriores,  porque  si  los 
mtos  de  que  conocen  los  Jueces  municipales  en  primera  ins- 
icia  se  sustancian  en  juicio  verbal,  y  la  tramitación  de  éste 
por  su  naturaleza  breve  y  sencilla,  nada  más  lógico  que  el 
3  la  recusación  se  tramite  con  rapidez. 

Alguna  observación,  sin  embargo,  nos  sugiere  la  lectura  del 
ículo  que  examinamos.  En  primer  término,  tenemos  que  se 
e  que  la  recusación  ha  de  proponerse  en  el  acto  mismo  de  la 
nparecencia,  y  esta  cláusula  puede  producir  alguna  duda, 
as  mientras  por  un  lado,  y  atendiendo  á  que  en  el  art.  192  se 
pone  que  la  recusación  se  proponga  en  el  primer  escrito  que 
presente,  parece  que  en  el  caso  actual  debe  proponerse  al 
nparecer  en  juicio,  ó  sea  al  presentar  su  demanda  el  deman- 
ate  y  al  comparecer  ó  acudir  al  llamamiento  judicial  el  de- 
ndado,  parece,  por  otra  parte,  que,  puesto  que  los  juicios 
rbales  y  demás  que  se  sustancian  ante  los  Jueces  municipales 
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ne  llevan  á  cabo  citando  a  una  comparecencia  á  los  litigantes, 
ha  de  ser  en  el  momento  en  que  ésta  se  celebre  cuando  propon- 
gan la  recusación,  y  siendo  así,  no  resulta  aceptado  el  principio 
justo  de  que  en  el  primer  acto  ó  en  el  primer  escrito  sea  cuando 
la  recusación  se  promueva.  Las  disposiciones  del  art.  219  dan  á 
conocer,  no  obstante,  que  la  ley  se  refiere  al  último  momento 
que  hemos  citado,  y  así  habrá  que  acatarlo,  aunque  no  sin 
alguna  protesta  por  nuestra  parte,  porque  prescribiéndose  en  el 
artículo  720  que  la  demanda  deberá  extenderse  en  una  papeleta 
con  las  condiciones  que  señala,  esto  equivale  a  un  escrito,  y  no 
determinándose  que  el  demandante  debe  proponer  la  recusación 
al  presentar  su  demanda,  se  sanciona  una  excepción  no  justifi- 
cada al  precepto  general  del  art.  192,  y  otra  no  menos  impor- 
tante, aunque  al  parecer  no  sea  tan  manifiesta,  al  principio  de 
la  sumisión,  cuyos  especiales  efectos  hemos  ya  estudiado. 

Otra  cosa  que  la  ley  no  deja  bien  especificada  y  que  conven- 
dría mucho  lo  hubiera  sido  es  la  de  si  debe  proponerse  la  recu- 
sación verbalmente  ó  por  escrito.  Ocupándose  el  Sr.  Caravantes 
de  este  punto,  creía,  en  su  obra  de  procedimientos  judiciales, 
que  debía  hacerse  por  escrito;  pero  del  examen  de  la  presente 
ley  se  deduce  lo  contrario,  ya  porque,  como  hemos  dicho,  el  mo- 
mento de  proponerla  es  al  celebrarse  la  común  comparecencia 
ante  el  Juez  municipal,  y  también  porque,  al  prescribir  el  ar- 
tículo 224  que  la  apelación  contra  el  auto  denegatorio  debe  pro- 
ponerse verbalmente,  hace  suponer  que  la  proposición  de  la  re- 
cusación no  tiene  que  ser  por  escrito.  Pero,  según  puede  verse 
por  lo  que  queda  dicho,  la  ley  establece,  sin  manifestarlo,  una 
excepción  al  principio  general,  y  esto  nos  obliga  á  añadir  una 
nueva  censura,  que  formulamos  comprendiendo  cuánto  importa 
que  las  leyes  sean  claras  .y  no  incurran  en  omisiones  injustifi- 
cables, sobre  todo  cuando,  como  en  la  presente,  se  ha  precep- 
tuado con  demasiada  abundancia  á  impulsos  del  deseo  de  no  de- 
jar nada  por  decir. 

Véanse  las  notas  de  estudio  consignadas  al  pie  del  art.  188. 
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Artículo  219. 


En  vista  de  la  recusación,  si  la  causa  alegada  fuere  de 
las  expresadas  en  el  art.  189  y  cierta,  el  Juez  municipal  se 
dará  por  recusado,  pasando  el  conocimiento  de  la  demanda 
á  quien  deba  reemplazarle. 

Si  no  considera  legítima  la  recusación,  lo  consignará  en 
el  acta  y  pasará  también  el  conocimiento  del  negocio  á  quien 
corresponda. 

Contra  estas  resoluciones  no  habrá  ulterior  recurso.  (Ley 
orgánica  del  P.  J.,  artículos  462  y  463.) 

Este  artículo  concuerda  con  otras  disposiciones  precedentes 
sobre  recusación  de  Magistrados,  Jueces  de  primera  instancia  y 
Asesores.  Sus  disposiciones  son  tan  claras  que  no  necesitan  co- 
mentario; y  así  es  que  lo  único  que  habremos  de  hacer  es  llamar 
la  atención  acerca  de  algunas  palabras,  que  son  las  que  nos  han 
servido  de  fundamento  para  sostener  en  nuestra  nota  anterior 
que,  al  decir  la  ley  que  la  recusación  se  propondrá  en  el  acto 
mismo  de  la  comparecencia,  se  refiere  á  la  que  constituye  el 
principal  trámite  de  los  juicios  verbales.  Dichas  palabras  son 
las  de  que  en  el  caso  de  que  no  considere  legítima  la  recusación 
lo  consignará  en  el  acta,  pues  no  levantándose  ésta  más  que  en 
aquella  comparecencia,  no  parece  que  se  trate  de  recusación 
propuesta  con  anterioridad,  sino,  muy  por  el  contrario,  de  re- 
cusación propuesta  en  el  momento,  y  tanto  más  cuanto  que  esta 
deducción  tiene  que  hacerse  relacionando  el  artículo  que  exa- 
minamos y  el  218,  y  buscando  en  su  espíritu  y  letra  la  resolu- 
ción á  la  cuestión  que  hemos  planteado. 

Artículo  220. 

Para  los  efectos  del  artículo  anterior,  los  Juooes  munici- 
pales recusados  serán  reemplazados: 

Por  sus  respectivos  suplentes  en  las  poblaciones  donde 
no  haya  otro  Juez  municipal. 
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Donde  hubiere  dos  Jueces  municipales,  por  el  otro  que 
no  haya  sido  recusado. 

Si  hubiere  tres  ó  más,  por  el  que  le  preceda  en  antigüe- 
dad; no  estando  ésta  determinada  oficialmente,  por  el  que  le 
preceda  en  edad;  y  si  el  reemplazado  fuere  el  más  antiguo, 
por  el  más  moderno.  (Ley  ant.,  art.  141.) 

En  este  artículo  se  introduce  una  innovación,  pues  con  arre- 
glo á  la  ley  orgánica  del  Poder  judicial,  el  Juez  municipal,  bien 
se  diera  por  recusado  ó  bien  no  considerase  legítima  la  recusa- 
ción, debía  pasar  el  conocimiento  del  incidente  á  su  suplente;  y 
no  cabe  duda  en  que  el  objeto  de  la  reforma  ha  debido  ser  el  de 
hacer  que  guarden  la  armonía  posible  las  disposiciones  relati- 
vas á  la  recusación  de  Jueces  municipales  con  las  referentes  á 
la  de  los  de  primera  instancia.  (Véase  el  art.  203,  párrafo  ter- 
cero . ) 

Mas,  con  respecto  á  esta  reforma,  tenemos  que  decir  lo  mis- 
mo que  expresábamos  al  comentar  el  párrafo  citado  del  art.  203, 
y  aun  añadir  algo  que  puede  considerarse  como  adición  á  aquel 
comentario.  El  legislador  incurre  en  estos  artículos  en  una  falta 
de  lógica,  que  siquiera  no  dé  origen  á  perjuicio  alguno,  puesto 
que  en  todos  los  Jueces  hay  que  presumir  suficiente  capacidad 
y  condiciones  bastantes  para  juzgar  bien  en  los  asuntos  someti- 
dos á  su  conocimiento,  es,  sin  embargo,  una  falta  verdadera- 
mente sensible,  en  razón  á  que  cuando  en  las  leyes  se  sigue  sin 
interrupción  un  buen  método,  ajustado  á  los  más  rigurosos  prin- 
cipios de  la  lógiQa,  los  más  complicados  preceptos  aparecen 
claros  y  sencillos,  la  inteligencia  de  la  ley  se  facilita  para  todo 
el  mundo  y  no  há  lugar  á  que  nazcan  dudas  que  den  motivo  á 
que  la  ley  se  infrinja,  y  en  cambio  el  contraste  es  evidente  y 
suelen  presentarse  muchos  conflictos  en  la  práctica  cuando  las 
leyes  son  confusas  y  contienen  faltas  de  método. 

En  el  caso  presente,  ó  sea  al  tratar  de  indicar  los  Jueces 
que  deben  reemplazar  á  los  recusados,  el  legislador  ha  querido 
sin  duda  uniformar  los  precedentes  de  la  ley  de  1855  y  de  la  de 
organización  del  Poder  judicial  de  1870  (véanse  los  artículos 
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133,  134  y  141  de  la  primera,  y  los  443,  462  y  463  de  la  segun- 
da), y  al  hacerlo,  tras  de  no  aceptar  íntegramente  todos  los 
preceptos  contenidos  en  los  artículos  citados,  ha  incurrido  en 
la  falta  de  lógica  de  que  venimos  hablando,  pues  habiendo  pres- 
crito oportuna  y  sabiamente  que  cuando  se  recuse  á  un  Presi- 
dente de  Tribunal,  á  un  Presidente  de  Sala  ó  á  un  Magistrado 
se  encargue  de  la  formación  de  la  pieza  separada  el  Presidente 
de  Sala  más  antiguo,  en  los  primeros  casos,  y  el  Magistrado 
más  antiguo  de  la  Sala  á  que  pertenezca  el  recusado  en  el  últi- 
mo, así  como  que  cuando  la  recusación  sea  del  más  antiguo 
instruya  el  expediente  el  que  le  siga  en  antigüedad  dentro  de  su 
categoría,  resulta  ilógico  (y  ya  dijimos  algo  en  este  sentido  al 
comentar  el  art.  203)  que  cuando  se  trate  de  recasación  de  Jue- 
ces, bien  de  primera  instancia,  bien  municipales,  y  haya  tres  ó 
más  Jueces  en  la  población  en  que  resida  el  recusado,  deba  ins- 
truir la  pieza  de  recusación  y  conocer  mientras  se  tramita  de 
los  autos  principales  el  Juez  que  le  preceda  en  antigüedad,  y  si 
se  trata  del  más  antiguo,  el  más  moderno.  Además,  es  de  tener 
en  cuenta  que  este  cambio  ó  variación  que  examinamos  no  re- 
sulta justificado,  porque  lo  más  natural  es  que  el  Juez  más  an- 
tiguo, como  el  Magistrado  y  el  Presidente  de  Sala  más  anti- 
guos, tengan  más  experiencia  y  conocimiento  que  los  modernos, 
y  en  casos  de  recusación,  con  mayor  motivo  que  en  otuos,  es  á  la 
experiencia  á  la  que  debe  acudirse  preferentemente  para  que 
resuelva. 

Artículo  221. 

El  Secretario  del  Juez  municipal  recusado  dará  cuenta 
al  que,  conforme  al  artículo  anterior,  deba  conocer  del 
asunto,  para  que  acuerde  lo  procedente. 

En  el  caso  del  párrafo  segundo  del  art.  219,  acordará 
que  comparezcan  las  partes  en  el  día  y  hora  que  ñjará  den- 
tro de  los  seis  siguientes.  En  esta  comparecencia  las  oirá,  y 
en  el  mismo  acto  recibirá  las  pruebas  que  ofrezcan  sobre  la 
causa  de  la  recusación,  cuando  la  cuestión  sea  de  hecho. 
(Ley  org.  del  P.  ./.,  art.  464.) 
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En  el  primer  párrafo  de  este  artículo  se  dice  que  el  Secre- 
tario del  Juez  municipal  recusado,  etc.;  y  como  en  el  segundo 
no  se  dice  que  quien  debe  hacer  lo  que  en  él  se  prescribe  es  el 
Juez  que  haya  de  conocer  del  asunto,  conforme  al  artículo  ante- 
rior, parece  que  el  referido  segundo  párrafo  se  refiere  al  Secre- 
tario y  no  al  Juez.  Se  ha  cometido,  pues,  una  omisión,  sin  duda 
alguna  involuntaria,  pero  que  advertimos  para  que  sirva  de 
regla  á  quien  haya  de  aplicar  la  ley. 

Abtículo  222. 

Recibida  la  prueba,  ó  cuando  por  tratarse  de  cuestión 
de  derecho  no  fuese  necesaria,  el  Juez  municipal  que  susti- 
tuya al  recusado  resolverá  sobre  si  há  ó  no  lugar  á  la  recu- 
sación, en  el  mismo  acto  si  fuere  posible,  en  cuyo  caso  se 
hará  constar  esta  resolución  en  el  acta  que  ha  de  extenderse. 

En  otro  caso  la  dictará  precisamente  dentro  del  segundo 
día,  por  medio  de  auto  que  se  extenderá  á  continuación  del 
acta.  (Ley  org.  del  P.  /.,  art.  465.) 

Según  este  artículo,  se  hace  obligatorio  que  en  el  acto  de  la 
comparecencia  á  que  se  refiere  el  anterior  se  dicte  la  resolución 
que  proceda  acerca  de  la  recusación;  pero  al  mismo  tiempo  se 
indica  que,  si  no  es  posible  resolver  en  aquel  momento,  se  haga 
dentro  de  los  dos  días  siguientes  al  de  la  celebración  de  la  com- 
parecencia. Nosotros  nada  tenemos  que  oponer  á  estos  precep- 
tos, si  bien  diremos  que,  como  es  casi  seguro  que  en  la  inmensa 
mayoría  de  los  casos,  por  no  decir  en  todos,  se  dejarán  pasar 
los  dos  días,  hubiera  podido  suprimirse  el  primer  precepto. 

Artículo  223. 

Contra  el  auto  declarando  haber  lugar  á  la  recusación, 
no  se  dará  recurso  alguno. 

Contra  el  auto  que  la  denegare  habrá  apelación  para 
ante  el  Juez  de  primera  instancia  del  partido  á  que  corres- 
ponda el  Juez  municipal  recusado.  (Ley  org.  del  P.  J.,  ar- 
tículo 466.) 

18 
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Este  artículo  concuerda  con  lo  dispuesto  en  los  dos  últimos 
párrafos  del  208. 

Abtículo  224. 

Dicha  apelación  se  interpondrá  verbalmente  en  el  acto 
mismo  de  la  comparecencia,  cuando  el  Juez  suplente  declare 
en  ella  no  haber  lugar  á  la  recusación. 

Si  usara  de  la  facultad  de  diferir  la  resolución  dentro  de 
segundo  día,  se  interpondrá  la  apelación  en  el  acto  mismo 
de  la  notificación  ó  dentro  de  las  veinticuatro  horas  siguien- 
tes á  ella-  En  estos  casos  se  interpondrá  también  verbal- 
mente ante  el  Secretario  del  Juzgado,  y  se  hará  constar  por 
diligencia.  (Ley  org.  del  P.  J.,  art.  467.) 

La  diferencia  de  término  que  se  establece  para  poder  ape- 
lar, según  que  la  resolución  se  haya  dictado  en  el  acto  mismo 
de  la  comparecencia  ó  dentro  de  los  días  posteriores,  es  proce- 
dente, pues,  como  en  este  último  caso  se  ha  de  notificar  la  reso- 
lución á  las  partes  y  la  notificación  puede  tener  lugar  á  hora 
avanzada,  hay  que  ampliar  el  término  con  objeto  de  que  el 
recusante  no  sufra  perjuicio  por  faltarle  ocasión  para  ejercitar 
su  derecho. 

Artículo  225. 

Si  no  se  apelare  dentro  de  los  términos  señalados  en  el 
artículo  anterior,  será  firme  la  resolución. 

Cuando  se  interpusiere  apelación  en  tiempo,  se  remiti- 
rán las  actuaciones  sin  dilación  al  Juzgado  de  primera  ins- 
tancia, á  expensas  del  apelante,  con  citación  de  las  partes. 
(Ley  org.  del  P.  J.,  art.  468.) 

Puesto  que  en  el  art.  209,  que  se  refiere  á  la  recusación  de 
Jueces  de  primera  instancia,  se  expresa  el  término  del  empla- 
zamiento para  que  los  litigantes  comparezcan  en  caso  de  apela- 
ción a  usar  de  su  derecho  ante  la  Audiencia,  entendemos  que 
en  el  artículo  presente  debiera  también  haberse  fijado  el  tér- 
mino para  comparecer  ante  el  Juez  de  primera  instancia,  por- 
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-que  así  habrían  quedado  evitadas  de  antemano  todo  género  de 
•dadas. 

Y  que  há  lugar  á  ellas  actualmente  no  puede  negarse,  pues 
mientras  el  contexto  del  artículo  que  sigue  autoriza  á  creer  que 
hasta  el  momento  mismo  de  la  vista,  y  aun  al  comenzar  ésta, 
tienen  derecho  á  personarse  las  partes  en  el  Juzgado  de  primera 
instancia,  el  art.  209  citado,  señalando  el  término  que  hemos 
dicho;  el  733,  determinando  el  término  de  ocho  días  para  em- 
plazamiento en  caso  de  apelación  en  los  juicios  verbales,  y 
-el  1.584,  haciendo  lo  mismo  con  referencia  á  la  apelación  de  la 
sentencia  de  un  Juez  municipal  en  juicio  de  desahucio,  dan 
motivo  á  pensar  que,  interpuesta  y  admitida  la  apelación  de 
que  tratamos,  tiene  obligación  el  apelante  de  presentarse  ante 
el  Juez  de  primera  instancia  dentro,  á  lo  sumo,  del  término  de 
ocho  días,  á  contar  desde  el  de  la  comparecencia  ó  desde  el  de 
la  notificación  de  la  sentencia,  según  los  casos  que,  conforme 
al  art.  224,  pueden  ocurrir. 

Nuestra  opinión  es,  no  obstante,  que  hasta  el  momento  de 
la  vista  y  en  su  comienzo  pueden  personarse,  y  nuestra  creencia 
se  funda  en  el  examen  de  la  índole  del  incidente  de  recusación 
y  en  el  hecho  de  no  haberse  determinado  otra  cosa  taxativa- 
mente. 

Artículo  226. 

"Recibidos  los  autos  en  el  Juzgado  de  primera  instancia, 
se  señalará  inmediatamente  día  para  la  vista,  dentro  de  los 
ocho  siguientes,  notificándolo  á  las  partes  si  hubieren  com- 
parecido, ó  cuando  comparezcan. 

El  Juez  oirá  á  las  partes,  ó  á  cualquiera  de  ellas  que 
comparezcan  en  el  acto  de  la  vista;  y  en  el  mismo  día,  y  si 
no  le  fuere  posible,  dentro  de  los  dos  siguientes,  dictará  su 
resolución  por  medio  de  auto. 

Contra  este  auto  no  habrá  ulterior  recurso.  (Ley  org.  del 
P.  J.y  art  469.) 

Hemos  dicho  en  la  nota  del  artículo  anterior  que  creemos 
tienen  las  partes  derecho  á  comparecer  ante  el  Juez  de  primera 
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instancia  hasta  en  el  momento  de  comenzar  la  vista,  y  aten-, 
diendo  á  que  en  el  primer  párrafo  de  este  artículo  se  ordena  que- 
se  notifique  el  señalamiento  cuando  comparezcan,  ocúrresenos 
preguntar:  si  comparecen  en  el  mismo  día  de  la  vista  ó  el  día 
antes,  ¿qué  deberá  hacerse?,  ¿en  qué  forma  se  les  habrá  de  no- 
tificar el  señalamiento?,  ¿deberá  suspenderse  ó  no  la  celebración 
de  la  vista?  Entendemos  que  esto  último  nunca  deberá  hacerse, 
y  puesto  que  al  comparecer  puede  notificárseles  verba  lmente, 
extendiéndose  diligencia  por  el  actuario,  creemos  también  que 
la  notificación  habrá  de  ser  verbal  cuando  otra  cosa  no  sea  po- 
sible. Si  comparecen  en  el  mismo  momento  de  la  vista,  está 
claro  que  ha  de  tenérseles  por  notificados. 

Artículo  227. 

Cuando  el  auto  sea  confirmatorio,  se  condenará  en  cos- 
tas al  apelante.  (Ley  org.  del  P.  /.,  art.  470.) 

Este  artículo  se  limita  á  confirmar  el  principio  general  de 
que  deben  imponerse  las  costas  al  apelante  cuando  en  el  Tribu- 
nal superior  se  confirma  el  auto  ó  sentencia  apelada. 

Artículo  228. 

Siempre  que  se  deniegue  la  recusación  se  condenará  en 
las  costas  al  recusante,  y  además  se  le  impondrá  una  multa 
de  25  á  50  pesetas,  respecto  á  la  cual  será  aplicable  lo  dis- 
puesto en  el  art.  213.  (Ley  org.  del  P.  J.,  art.  456. ) 

Lo  mismo  en  el  auto  denegatorio  de  primera  instancia  que 
en  el  confirmatorio  de  la  denegación  en  la  segunda,  debe  impo- 
nerse la  multa  que  prescribe  este  artículo,  pues  así  se  dispone, 
y  según  manifestamos  al  comentar  el  art.  212,  dicha  multa 
tiene  por  objeto  evitar  las  apelaciones  infundadas,  y  de  estev 
modo  las  dilaciones  que  podrían  originarse  en  el  despacho  de 
los  negocios,  con  perjuicio  de  la  parte  no  recusante  y  con  men- 
gua del  prestigio  de  la  Magistratura. 
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Abtículo  229. 


Declarada  procedente  la  recusación  por  auto  firme,  y 
-devuelto  el  expediente,  con  testimonio  del  auto,  al  Juzgado 
municipal  en  el  caso  de  apelación,  entenderá  en  el  negocio 
el  Juez  municipal  ó  suplente  que  hubiere  conocido  de  la 
recusación,  conforme  al  art.  220. 

Declarada  improcedente  la  recusación  por  auto  también 
firme,  el  Juez  recusado  volverá  á  entender  en  el  conoci- 
miento del  negocio.  (Ley  org.  del  P.  J.y  art.  471.  J 

Artículo  230. 

Cuando  la  recusación  del  Juez  municipal  ó  de  su  su- 
plente se  proponga  en  acto  de  conciliación,  producirá  el 
afecto  de  darse  por  intentado  el  acto  sin  ulterior  procedi- 
miento, como  se  previene  en  el  art.  464. 

Si  el  Juez  municipal,  sin  ser  recusado,  se  abstuviere 
voluntariamente  de  conocer  por  concurrir  alguna  de  las 
causas  expresadas  en  el  art.  189,  pasará  á  su  suplente  ordi- 
nario el  conocimiento  del  acto  de  conciliación. 

Este  artículo  es  una  innovación  que  no  podemos  menos  de 
aplaudir  en  cuanto  revela  el  deseo  del  legislador  de  no  consen- 
tir en  ningún  caso,  ni  aun  en  el  acto  de  conciliación,  que  los 
funcionarios  de  justicia  cuya  imparcialidad  pueda  ponerse  en 
duda  por  concurrir  en  ellos  una  ó  más  de  las  circunstancias 
determinadas  en  el  art.  189,  intervengan  en  el  asunto  ó  negocio 
de  que  se  trate;  pero  que  por  no  dar,  á  nuestro  juicio,  la  solu- 
ción más  conveniente  en  el  primer  caso  que  menciona,  ni  estar 
en  consonancia  su  disposición  segunda  con  otras  anteriores, 
nos  vemos  en  la  precisión  de  censurar. 

Dispone  primeramente,  concordando  con  el  464,  que  si  la 
recusación  del  Juez  municipal  ó  de  su  suplente  se  promueve  en 
el  acto  de  conciliación,  producirá  el  efecto  de  darse  por  inten- 
tado éste  sin  ulterior  procedimiento;  y  en  nuestro  sentir,  tanto 
vale  semejante  disposición  como  abrir  una  puerta  para  que 
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el  aeto  de  conciliación  deje  de  efectuarse  en  multitud  de  ocasio- 
nes, quedando  burlado  el  propósito  del  legislador  al  establecerle; 
además  de  lo  cual,  y  en  razón  á  que  para  el  caso  de  que  el  Juez- 
se  abstenga  voluntariamente,  se  previene  que  pase  el  conoci- 
miento del  acto  á  su  suplente,  se  comete  una  falta  de  criterio  y 
de  lógica. 

Y  en  el  segundo  precepto,  que  precisamente  es  el  que  se  re- 
fiere á  la  abstención,  no  hay  consonancia,  según  hemos  dicho, 
con  otras  disposiciones  anteriores,  pues  no  debiendo  reemplazar 
siempre  al  Juez  municipal  recusado  su  suplente,  sino  también 
otros  Jueces  de  igual  categoría,. con  arreglo  al  art.  220,  hubiera- 
sido  más  oportuno  y  conforme  disponer  que  en  el  caso  de  abs- 
tención pasara  el  conocimiento  del  acto  á  quien,  según  este  iil- 
timo  artículo,  correspondiera,  y  con  tanto  mayor  motivo  cuanta 
que  ni  por  razón  de  brevedad  puede  justificarse  lo  prescrito, 
porque  el  mismo  ó  más  tiempo  habrá  de  emplearse  en  la  genera- 
lidad de  los  casos  en  avisar  al  Juez  suplente  que  en  pasar  el 
asunto,  y  que  éste  se  vea  en  otro  Juzgado  municipal  de  la  mis- 
ma población. 

Artículo  231. 

Cuando  sea  recusado  un  Juez  municipal  en  diligencias 
de  que  esté  conociendo  por  delegación  del  de  primera  ins- 
tancia, la  recusación  se  propondrá  ante  éste  por  escrito,  en 
la  forma  que  previene  el  art.  194. 

El  Juez  de  primera  instancia  remitirá  el  escrito  al  mu- 
nicipal recusado,  para  que,  con  suspensión  de  los  procedi- 
mientos, informe  inmediatamente  si  reconoce  ó  no  coma 
cierta  la  causa  de  la  recusación;  y  aquél  sustanciará  y  de- 
cidirá este  incidente  por  los  trámites  establecidos  en  la  sec- 
ción segunda  de  este  título. 

Otra  innovación  representa  este  artículo,  y  como  en  él  se 
trata  de  la  recusación  de  un  Juez  municipal  que  obra  por  dele- 
gación del  de  primera  instancia,  la  ley  sujeta  la  sustanci ación 
del  incidente  á  la  especificada  en  la  sección  segunda  de  este 
título,  si  bien,  con  objeto  de  dar  facilidades  á  los  interesados,. 
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pudiera  haber  determinado  que  la  recusación  se  propusiera  en 
escrito  presentado  ante  el  Juez  municipal,  quien,  manifestando 
á  continuación  si  reconocía  ó  no  como  cierta  la  causa  alegada, 
debería  remitirlo  al  de  primera  instancia  á  los  efectos  corres- 
pondientes. 

Artículo  232. 

En  el  caso  del  artículo  anterior,  si  de  la  suspensión  de 
las  diligencias  pudieran  seguirse4  perjuicios,  á  instancia  de 
parte  las  practicará  por  sí  mismo  el  Juez  de  primera  ins- 
tancia; y  no  siendo  posible,  comisionará  á  otro  Juez  muni- 
cipal ó  al  suplente  del  recusado. 

La  procedencia  de  esta  disposición  salta  á  la  vista,  porque, 
á  no  haberse  dado  este  precepto,  el  litigante  de  buena  fe  podría 
verse  perjudicado,  en  virtud  de  lo  que  previene  la  parte  pri- 
mera del  párrafo  segundo  del  artículo  anterior,  con  el  ejercicio 
del  derecho  de  recusación  por  parte  de  su  contrario. 


Artículo  233. 

Cuando  un  Juez  municipal  se  abstenga  de  conocer  en 
las  diligencias  que  le  haya  encargado  el  de  primera  instan- 
cia por  concurrir  en  él  alguna  de  las  causas  legales  de  recu- 
sación, lo  consignará  á  continuación  del  despacho,  devol- 
viéndolo al  Juez  delegante,  el  cual,  si  estima  justa  la  causa, 
podrá  dar  la  misma  comisión,  sin  más  trámites,  al  suplente 
de  aquél  ó  á  otro  Juez  municipal. 

Tanto  este  artículo  como  el  anterior  no  tienen,  igual  que 
el  230  y  231,  precedentes  ni  en  la  ley  de  1855  ni  en  la  orgánica 
del  Poder  judicial.  Como  á  simple  vista  puede  observarse,  los 
dos  últimos,  ó  sean  el  232  y  el  233,  sirven  de  complemento  á 
Jos  dos  anteriores. 
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SECCIÓN  CUARTA 

DE  LA  KECÜSACIÓN    DE    LOS    AUXILIARES    DE    LOS    TRIBUNALES 

y  JUZGADOS 

Desde  la  publicación  de  la  anterior  ley  de  Enjuiciamiento 
civil  quedaron  consignadas  reglas  claras  y  precisas  para  la 
recusación  de  los  subalternos  de  los  Tribunales  y  Juzgados. 
No  las  fijó  ni  determinó  nuestra  legislación  antigua,  y  la  juris- 
prudencia y  los  autores  tuvieron  que  suplir  este  vacío,  sentando 
los  principios  que  regían  en  la  materia,  si  bien  no  fué  uniforme 
la  práctica  observada  en  los  diferentes  Tribunales.  La  ley 
orgánica  del  Poder  judicial  aclaró  aún  más  esos  principios,  y 
la  sección  de  la  nueva  ley  de  que  nos  ocupamos  no  es  otra  cosa 
que  la  ratificación  con  algunas  variaciones  de  los  preceptos  de 
aquellos  dos  cuerpos  de  derecho. 

Artículo  234. 

Las  disposiciones  de  los  artículos  194  y  siguientes  de  la 
sección  segunda  de  este  título  serán  aplicables  á  las  recusa- 
ciones de  los  Relatores,  Secretarios,  Escribanos  de  Cámara 
y  Oficiales  de  Sala  en  el  Tribunal  Supremo  y  en  las  Audien- 
cias, y  á  los  Escribanos  y  Secretarios  de  los  Juzgados  de 
primera  instancia,  con  las  modificaciones  que  se  establecen 
en  los  artículos  que  siguen.  (Ley  ant.,  art.  140. — Ley  orgá- 
nica del  P.  J.,  art.  557.) 

Las  leyes  de  Enjuiciamiento  civil  y  del  Poder  judicial,  en 
sus  artículos  citados,  declaraban  expresamente  que  los  auxilia- 
res de  los  Tribunales  eran  recusables.  La  nueva  ley  prescinde 
de  tal  declaración  expresa,  y  se  limita  á  decir  que  las  disposi- 
ciones de  los  artículos  194  y  siguientes  de  la  sección  segunda 
de  este  título  (que  tratan  de  la  recusación  de  Magistrados, 
Jueces  y  Asesores)  serán  también  aplicables  á  las  recusaciones 
de  los  Relatores,  Secretarios,  Escribanos  de  Cámara  y  Oficiales 
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de  Sala  en  el  Tribunal  Supremo  y  en  las  Audiencias,  y  á  los 
Escribanos  y  Secretarios  de  los  Juzgados  de  primera  instancia. 

No  huelga,  sin  duda,  en  este  artículo  la  enumeración  ó  cita 
nominal im  de  los  auxiliares  ó  subalternos  de  los  Tribunales  y 
Juzgados,  porque  viene  á  llenar  un  hueco  que  el  Sr.  Manresa 
hizo  notar  en  sus  Comentarios  á  la  ley  anterior.  Ésta,  en  su 
artículo  140,  consignó  que  todos  los  subalternos  del  Tribunal 
Supremo,  de  las  Audiencias  y  Juzgados  de  primera  instancia, 
podían  ser  recusados;  y  el  ilustrado  comentarista  preguntaba 
qué  debía  entenderse  por  subalternos  de  los  Tribunales  y  Juz- 
gados, puesto  que,  según  las  Ordenanzas  de  las  Audiencias  y 
los  Reglamentos  del  Tribunal  Supremo  y  de  los  Juzgados  de 
primera  instancia,  bajo  la  denominación  de  subalternos  se  com- 
prenden diferentes  categorías  de  funcionarios. 

La  nueva  ley  ha  venido  á  aclarar  este  punto,  de  conformi- 
dad con  la  opinión  de  dicho  comentarista,  que  entendía  que  la 
recusación  no  podría  extenderse  más  allá  de  los  Relatores  y 
Escribanos  de  Cámara  y  de  Juzgado. 

Véanse  las  citas  que  dejamos  consignadas  en  el  art.  188. 


Abtículo   235. 

Presentado  el  escrito  de  recasación  y  ratificada  la  parte 
en  su  caso,  el  auxiliar  recusado  consignará  á  continuación, 
por  diligencia,  si  reconoce  ó  no  como  cierta  y  legítima  la 
causa  alegada,  y  pasará  los  autos  á  quien  corresponda  para 
que  dé  cuenta  á  la  Sala  ó  Juez  que  conozca  del  negocio. 

La  anterior  ley  de  Enjuiciamiento  civil  establecía  en  su 
artículo  140  que  los  subalternos  podían  ser  recusados  sin  causa 
ó  con  ella.  La  ley  orgánica  del  Poder  judicial  derogó  de  una 
manera  tácita  la  recusación  sin  causa,  y  la  nueva  ley,  mante- 
niendo aquella  derogación,  asimila  cuanto  puede  su  tramita- 
ción á  la  de  las  recusaciones  de  Magistrados,  Jueces  y  Ase- 
sores. 
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Abtícülo  236, 

Cuando  el  auxiliar  recusado  haya  reconocido  como  cier- 
ta la  causa  de  la  recusación,  el  Juez  ó  Tribunal  dictará  auto 
sin  más  trámites,  teniéndolo  por  recusado,  si  estima  que  la 
causa  alegada  es  de  las  comprendidas  en  el  art.  18& 

Si  estima  que  la  causa  no  és  de  las  legales,  declarará  no 
haber  lugar  á  la  recusación. 

El  espíritu  y  la  letra  de  este  artículo  están  sancionados  en 
los  artículos  242,  246  y  247,  especialmente  en  el  primero,  de 
esta  ley,  de  que  después  nos  ocuparemos.  Tiende  á  evitar  que 
el  auxiliar  recusado  con  causa,  cierta  ó  no,  siga  entendiendo 
en  el  pleito  ínterin  el  incidente  de  recusación  no  se  resuelva. 

Artículo  237. 

En  estos  casos,  contra  el  auto  estimando  la  recusación, 
no  se  dará  recurso  alguno. 

Contra  el  que  declare  no  haber  lugar  á  ella,  si  es  del 
Tribunal  Supremo  ó  de  la  Audiencia,  se  dará  solamente  el 
recurso  de  súplica  para  ante  la  misma  Sala,  y  si  fuere  del 
Juez  de  primera  instancia,  el  de  apelación  en  ambos  efectos. 

Admitida  la  apelación,  se  remitirán  á  la  Audiencia  las 
actuaciones  originales  relativas  á  la  recusación,  con  empla- 
zamiento de  las  partes  por  diez  días,  quedando  en  el  Juzga- 
do, para  su  continuación,  los  autos  referentes  al  negocio 
principal.  (Ley  ant.,  art.  150.) 

Por  más  que  este  artículo  tiene  su  antecedente  en  el  de  la 
antigua  ley  que  queda  citado,  se  diferencian  ambos  notable- 
mente. En  aquella  ley  se  establecía  que  las  sentencias  en  que 
se  admitía  la  recusación  eran  apelables  en  un  solo  efecto, 
mientras  que  en  la  actual,  sin  duda  para  no  caer  en  inconse- 
cuencia, no  se  da  recurso  alguno.  Confirma  la  nueva  ley  el  pre- 
cepto de  la  antigua  en  cuanto  á  las  sentencias  en  que  se  denie- 
gue la  recusación,  que  declaraba  ser  apelables  en  ambos  efectos; 
pero  hace  una  distinción  que  no  hacía  la  ley  anterior,  según  que 
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las  sentencias  sean  del  Tribunal  Supremo  ó  de  la  Audiencia,  en 
las  que  se  dará  solamente  el  recurso  de  súplica  para  ante  la  mis- 
ma Sala,  y  las  del  Juez  de  primera  instancia,. en  las  que  cabe 
la  apelación  en  ambos  efectos. 

Por  lo  que  respecta  al  Tribunal  Supremo  se  comprende  des- 
de luego  la  razón  de  que  no  se  dé  contra  sus  sentencias  otro 
recurso  que  el  de  súplica,  porque  el  Tribunal  Supremo  no  tiene 
superior  jerárquico;  y  en  cuanto  á  las  sentencias  de  las  Audien- 
cias, así  como  se  da  el  recurso  de  apelación  ante  ellas  del  auto 
del  Juzgado,  parece  que  debiera  darse  el  de  casación  ante  el 
Supremo  de  las  sentencias  del  Tribunal  Superior;  pero  como  el 
recurso  de  casación  sólo  se  puede  utilizar  contra  sentencias  de- 
finitivas, y  sólo  son  tales,  según  la  ley,  las  que  terminan  el 
juicio  ó  las  que,  recayendo. sobre  un  incidente  ó  artículo,  ponen 
término  al  pleito  haciendo  imposible  su  continuación,  como 
quiera  que  el  incidente  de  recusación  sólo  produce  el  efecto  de 
suspender  ó  paralizar  el  pleito,  pero  sin  que  la  continuación  de 
éste  se  haga  imposible,  de  aquí  que  la  nueva  ley  no  haya  podido 
conceder  el  recurso  de  casación  contra  los  autos  de  las  Audien- 
cias denegando  la  recusación,  y  sí  sólo  el  de  súplica  ante  la 
misma  Sala  de  la  Audiencia,  puesto  que  el  Tribunal  Supremo 
no  puede  conocer  en  apelación. 

Artículo  238. 

Cuando  el  auxiliar  recusado  niegue  la  certeza  de  la  cau- 
sa alegada  como  fundamento  de  la  recusación,  se  mandará 
formar  la  pieza  separada  que  previene  el  art.  199. 

Será  parte  en  ella  el  recusado  si  lo  solicitare,  y  se  admi- 
tirá la  prueba  pertinente  que  proponga. 

Este  artículo  tiene  íntima  relación  con  el  199  de  la  ley. 
Como  Ja  recusación  es  en  cierto  modo  una  ofensa  que  se  dirige 
al  recusado,  de  quien  por  lo  menos  se  sospecha  ó  se  le  niegan 
ciertas  condiciones,  ó  se  le  atribuyen  otras  que  pueden  no  favo- 
recerle, de  aquí  que  la  ley  le  permita  negar  la  certeza  de  la 
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causa  por  que  se  le  recusa,  y  le  tenga  por  parte  en  la  pieza  se- 
parada, si  lo  solicitare,  y  se  le  admita  la  prueba  que  proponga 
y  sea  pertinente.  Esto  en  nada  puede  perjudicar  al  recusante, 
porque  la  oposición  que  le  haga  el  recusado,  si  no  es  justa,  tiene 
su  sanción  en  el  art.  244,  que  impone  la  costas  al  auxiliar  re- 
cusado que  hubiere  negado  la  certeza  ó  legitimidad  de  la  causa 
alegada,  si  se  declara  haber  lugar  á  la  recusación. 

Dicho  se  está  que  si  el  auxiliar  recusado  reconoce  la  causa 
de  la  recusación  y  se  allana  á  ésta,  no  habrá  lugar  á  la  forma- 
ción de  la  pieza  separada  ni  á  la  continuación  del  incidente. 

Artículo  239. 

Corresponderá  la  instrucción  de  la  pieza  separada  de  re- 
cusación: 

En  el  Tribunal  Supremo  y  las  Audiencias,  al  Magistra- 
do más  moderno  de  la  Sala  que  conozca  de  los  autos  en  que 
sea  recusado  el  auxiliar,  cuyo  Magistrado  podrá  delegar  en 
el  Juez  de  primera  instancia  respectivo  la  práctica  de  las 
diligencias  que  no  pueda  ejecutar  por  sí  mismo. 

En  los  Juzgados  de  primera  instancia,  el  mismo  Juez 
que  conozca  del  negocio  principal.  ( Ley  org.  del  P.  J.,  ar- 
ticulo 55 8.  J 

La  ley  orgánica  del  Poder  judicial,  en  el  artículo  que  deja- 
mos citado,  y  que  sirve  de  precedente  al  que  comentamos,  como 
obedecía  á  una  organización  distinta,  no  hablaba  del  Juez  uni- 
personal ó  de  primera  instancia,  sino  del  Juez  más  moderno  del 
Tribunal  ó  Magistrado  que  lo  fuera  de  la  Sala,  los  cuales  podían 
delegar  la  práctica  de  las  diligencias  que  no  pudiesen  ejecutar 
por  sí  mismos,  en  los  Jueces  de  instrucción  y  municipales. 

La  nueva  ley  reconoce  al  Magistrado  que  instruya  la  pieza 
de  recusación  la  facultad  de  poder  delegar  en  el  de  primera 
instancia  la  práctica  de  esas  diligencias;  pero  al  hablar  del 
Juez  de  primera  instancia  hace  caso  omiso  de  esta  delegación. 

Entendemos  que  esa  omisión  de  la  ley  no  significa  que  la 
delegación  no  exista  y  que  el  Juez  de  primera  instancia  tenga 
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que  practicar  por  sí  todas  las  diligencias,  sino  que,  dados  Jos 
precedentes  que  dejamos  citados,  el  Juez  de  primera  instancia 
podrá  delegar  en  el  municipal  la  práctioa  de  todas  aquellas  di- 
ligencias que  por  sí  mismo  no  pueda  practicar,  de  la  misma 
manera  que  en  él  la  delega  el  Magistrado  del  Tribunal  Supremo 
6  de  la  Áudienci  a. 

Abtícülo  240. 

Decidirán  los  incidentes  de  racusación  de  los  auxiliares, 
las  mismas  Salas  ó  Juzgados  que  conozcan  del  negocio  en 
que  tatuare  el  recusado,  sin  ulterior  recurso  cuando  el  fallo 
sea  del  Tribunal  Supremo  ó  de  las  Audiencias. 

Tampoco  se  dará  recurso  alguno  contra  los  autos  de  los 
Jueces  de  primera  instancia  accediendo  á  la  recusación. 

Los  autos  en  que  la  denieguen  serán  apelables  en  ambos 
efectos,  ejecutándose  lo  que  ordena  el  art.  209.  (Ley  ant.f 
articulo  150, ) 

Este  artículo  es  el  complemento  del  237,  con  la  sola  diferen- 
cia que  en  éste,  al  hablar  de  los  autos  en  que  se  declare  no  ha- 
ber lugar  a  la  recusación  por  estimar  que  la  causa  no  es  de  las 
legales,  dice  que  si  el  auto  es  del  Tribunal  Supremo  ó  de  la 
Audiencia,  sólo  se  dará  el  recurso  de  súplica  ante  la  misma 
Sala;  y  en  el  artículo  que  nos  ocupa  se  dice  que  no  habrá  ulte- 
rior recurso  cuando  el  fallo  sea  del  Tribunal  Supremo  ó  de  la 
Audiencia. 

La  razón  dé  la  diferencia  está  en  que  en  el  primer  caso,  ó 
aea  en  el  art.  237,  sólo  se  trata  de  un  auto  ó  providencia  inter- 
locutor ¡a,  contra  la  que  caben  los  recursos  de  reforma,  ó  de  sú- 
plica, ó  de  apelación;  y  en  este  artículo,  de  una  sentencia,  con- 
tra la  que  sólo  se  da  la  apelación  ó  el  recurso  de  casación. 
Y  como  contra  las  sentencias  de  las  Audiencias  no  es  posible 
apelación  ante  el  Supremo,  y  el  recurso  de  casación  en  este  caso 
no  procede,  porque  no  es  sentencia  definitiva  para  los  efectos 
de  ese  recurso,  de  aquí  que  no  haya  ninguno  contra  esas  sen- 
tencias y  mucho  menos  contra  las  del  Tribunal  Supremo,  por  la 
razón  indicada  al  hablar  del  art.  237. 
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Artículo  241. 


En  las  recusaciones  de  los  Secretarios  de  los  Juzgados 
municipales  se  procederá  en  la  forma  establecida  para  la  de 
los  Jueces  municipales,  instruyendo  y  fallando  el  expedien- 
te de  recusación  el  propio  Juez  municipal  del  recusado. 
(Leg  orff.  ddP.  J.,  art  560,) 

Este  artículo  pone  de  relieve  una  omisión  padecida  en  el  234. 
Al  hablar  éste  de  los  auxiliares  de  los  Tribunales  y  Juzgados 
que  pueden  ser  recusados,  cita  á  los  Relatores,  Secretarios,  Es- 
cribanos de  Cámara  y  Oficiales  de  Sala  en  el  Tribunal  Supre- 
mo y  en  las  Audiencias,  y  á  los  Escribanos  y  Secretarios  de  los 
Juzgados  de  primera  instancia,  sin  hacer  mención  de  los  Secre- 
tarios de  los  Juzgados  municipales.  Leyendo  dicho  artículo,  pu- 
diera creerse  que  estos  Secretarios  no  eran  recusables;  pero 
como  esto  hubiera  sido  una  inconsecuencia  de  la  ley,  en  este 
artículo  241  trata  de  la  recusación  de  los  Secretarios  de  los  Juz- 
gados municipales,  en  cuya  recusación  se  procederá  en  la  forma 
establecida  para  la  de  los  Jueces  municipales,  de  que  ya  hemos 
hablado. 

Artículo  242. 

Los  auxiliares  recusados,  desde  el  momento  en  que  lo 
sean,  no  podrán  actuar  en  el  negocio  en  que  lo  fueren  ni 
en  la  pieza  de  recusación,  y  serán  reemplazados  por  el  qTO 
les  preceda  en  la  antigüedad  de  su  misma  clase,  y  si  el  re- 
cusado fuere  el  más  antiguo,  por  el  más  moderno. 

Los  Secretarios  de  los  Juzgados  municipales  serán  re- 
emplazados por  sus  suplentes.  (Ley  ant.,  artículos  147 
y  149.  —  Ley  org.  del  P.  J.y  art.  559.) 

Véase  lo  dicho  al  tratar  del  art.  200. 


Artículo  243. 

Además  de  lo  dispuesto  en  el  art.  193,  no  podrán  ser 
recusados  los  auxiliares  durante  la  práctica  de  cualquiera 
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diligencia  ó  actuación  de  que  estuvieren  encargados.  (Ley 
anterior,  art.  145.) 

La  nueva  ley  no  podía  dejar  de  prever  los  inconvenientes  de 
una  recusación  maliciosa  é  intencionada.  En  buen  hora  que  á 
las  partes  se  les  conceda  el  derecho  á  la  recusación  de  un  fun- 
cionario de  los  Tribunales,  derecho  que  descansa  en  un  princi- 
pio de  justicia;  pero  no  se  vaya  tan  allá  que  se  les  conceda  tan 
amplia  facultad  para  que  en  todo  tiempo  interpongan  la  recusa- 
ción, porque  en  este  caso  podría  abusarse  de  ese  derecho  y  cau- 
sar grandes  perjuicios,  tomando  por  pretexto  la  recusación  en 
un  momento  dado  ó  en  un  acto  de  gran  importancia. 

Artículo  244. 

La  recusación  de  los  auxiliares  no  detendrá  el  curso  ni 
el  fallo  del  pleito  ó  negocio  en  que  se  hubiere  propuesto. 
(Ley  ant.,  art.  153.) 

Las  mismas  razones  que  abonan  el  precepto  del  art.  201, 
son  las  que  sirven  de  base  á  éste,  que  es  el  complemento  de 
aquél. 

Véa$t  el  comentario  expuesto  en  dicho  art.  201. 

Abtículo  245. 

Cuando  se  declare  haber  lugar  á  la  recusación,  será  con- 
denado en  las  costas  del  incidente  el  auxiliar  recusado  que 
hubiere  negado  la  certeza  ó  legitimidad  de  la  causa  alegada. 

Si  se  desestimase  la  recusación,  se  impondrá  dicha  con- 
dena de  costas  al  recusante,  además  del  abono  de  derechos 
que  se  ordena  en  el  art.  247.  (Ley  ant.,  artículos  151  y  152. 
Ley  org.  del  P.  J.,  art.  561.) 

Este  artículo  es  un  correctivo  y  un  castigo  impuesto  á  la  te- 
meridad y  falta  de  delicadeza  del  funcionario  que  insiste  en 
actuar  en  un  negocio  en  el  que  se  le  ha  recusado  con  justa  cau- 
sa. Porque  aun  cuando  ésta  fuera  ignorada  por  él,  desde  el  mo- 
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mentó  en  que  se  pone  en  duda  su  probidad  ó  se  sospecha  de  ella, 
debe  separarse  del  conocimiento  del  asunto,  que  será  siempre 
la  mejor  garantía  de  su  buena  fe. 

La  misma  razón  abona  el  segundo  párrafo  de  este  artículo. 
El  litigante  que  sin  causa  y  sin  razón  recusa  á  un  funcionario 
de  la  Administración  de  justicia,  poniendo  en  duda  su  probidad 
y  sospechando  injustamente  de  su  buena  fe,  debe  pagar  las  cos- 
tas del  incidente  á  que  ha  dado  lugar  con  su  conducta  teme- 
raria. 

Artículo  246. 

Luego  que  sea  firmado  el  auto  estimando  la  recusación, 
quedará  el  auxiliar  recusado  separado  definitivamente  de 
toda  intervención  en  los  autos,  continuando  en  su  reempla- 
zo el  que  le  haya  sustituido  durante  la  sustanciación  del 
incidente,  sin  que  pueda  percibir  derechos  de  ninguna  clase 
desde  que  se  hubiere  interpuesto  la  recusación.  (Ley  (inte- 
rior, art.  153.  —  Ley  org.  del  P.  J.t  art.  562  .) 

Artículo  247. 

Si  se  desestimare  la  recusación,  luego  que  sea  firme  el 
auto,  volverá  el  auxiliar  recusado  á  ejercer  sus  funciones, 
abonándole  el  recusante  los  derechos  correspondientes  á  las 
actuaciones  practicadas  en  el  pleito,  sin  perjuicio  de  hacer 
igual  abono  ai  que  haya  sustituido  al  recusado.  (Ley  ante- 
rior, artículos  142,  154  y  155.  —  Ley  org.  del  P.  J. ,  ar- 
tículos 562  y  563.) 

La  claridad  de  estos  dos  artículos  excusa  toda  explicación,  y 
son  la  consecuencia  legítima  y  natural  que  producen  las  recu- 
saciones. 

Respecto  á  la  tramitación  de  los  incidentes  de  recusación  de 
los  subalternos  ó  auxiliares  de  los  Tribunales  y  Juzgados,  aun 
cuando  en  esta  sección  no  dice  la  ley  nada,  es  seguro  que  habrá 
de  acomodarse  á  las  regias  establecidas  para  los  Magistrados 
y  Jueces,  asimilándolos  en  lo  posible,  según  la  categoría  de 
cada  uno. 
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Jurisprudencia.  —  La  percepción  de  derechos  tiene  por  ob- 
jeto, no  sólo  indemnizar  al  recusado  de  las  utilidades  de  que  se 
le  priva  y  de  la  nota  que  la  recusación  imprime,  sino  también 
poner  un  precio  á  su  cavilosidad  ó  capricho  de  los  litigantes. 
{6  Septiembre  1859. ) 

TÍTULO  VI 
De  las  actuaciones  y  términos  judiciales. 


SECCIÓN  PRIMERA 

DE  XAS    ACTUACIONES    JUDICIALES    EN    GENERAL 

Se  entiende  por  actuación  toda  providencia,  auto,  notifica- 
ción, diligencia  ó  acto  que  se  consigna  en  un  procedimiento  ju- 
dicial con  autorización  de  Escribano,  Secretario  ó  auxiliar,  y 
por  actuaciones  el  conjunto  de  todas  las  partes  que  constituyen 
ese  procedimiento. 

Con  frecuencia  se  confunden  muchas  veces  en  la  práctica  la 
actuación  con  la  diligencia  6  trámite,  no  obstante  ser  diferen- 
tes y  tener  cada  una  distinta  significación  y  pensamiento.  La 
actuación  judicial  abraza  toda  gestión  hecha  en  un  procedi- 
miento, con  referencia  á  la  persona  ó  personas  que  intervienen 
en  el  juicio,  mientras  que  la  diligencia  denota  sólo  la  ejecución 
6  cumplimiento  de  un  mandato  judicial  referente  al  asunto,  y  el 
trámite  el  orden  que  ha  de  seguirse  en  todas  las  partes  que  com- 
ponen el  expediente. 

Artículo  248. 

Todas  las  actuaciones  judiciales  deberán  escribirse  en  el 
papel  sellado  que  prevengan  las  leyes  y  reglamentos,  bajo 
las  penas  que  en  ellos  se  determinen. 

Las  providencias  que  deban  dictarse  de  oficio  en  los  casos 
ordenados  por  esta  ley,  y  las  diligencias  para  su  cumpli- 
miento/se  extenderán  en  papel  del  sello  de  oficio,  sin  per- 
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juicio  dé  su  reintegro,  cuando  y  como  proceda.  (Ley  anterior, 
artículo  7.°J 

Este  artículo,  como  el  que  le  sirve  de  precedente,  no  impone 
pena  especial  ni  declara  nulidad  alguna  por  su  infracción,  y, 
por  lo  tanto,  habrá  de  estarse  en  este  particular  á  lo  que  precep- 
túa la  legislación  ó  disposiciones  sobre  uso  de  papel  sellado. 

A  continuación  insertamos  las  disposiciones  de  la  vigente 
ley  del  Timbre  relativas  al  particular : 

Art.  108.  Los  escritos  de  los  interesados  ó  de  sus  represen- 
tantes, los  juicios  de  desahucio,  los  autos,  providencias  y  sen- 
tencias de  los  Jueces  y  Tribunales  ordinarios  y  contencioso- 
administrativos,  en  todos  sus  grados,  que  se  dicten  durante  la 
sustanciación  y  hasta  la  terminación  definitiva  de  cualquier  ne- 
gocio civil  sometido  ó  que  se  someta  á  la  jurisdicción  conten- 
ciosa, ó  que  tenga  por  objeto  la  formalización  de  la  demanda, 
así  como  las  compulsas  literales  ó  en  relación  que  se  libren, 
incluso  las  que  expidan  los  Notarios  por  mandato  judicial  para 
asunto  contencioso,  se  extenderán,  sin  excepción  alguna,  en  pa- 
pel timbrado  de  un  mismo  precio  y  con  arreglo  á  la  cuantía  de 
la  cosa  evaluada  ó  cantidad  material  y  determinada  del  litigio, 
con  sujeción  á  la  escala  siguiente  : 


Hasta 
Desde 
Desde 
Desde 
Desde 
Desde 
Desde 
Desde 
Desde 
Desde 
Desde 
Desde 
Desde 


CUANTÍA  DEL  JUICIO 


100 

100,01 

1.000,01 

5.000,01 

20.000,01 

40.000,01 

60.000,01 

80.000,01 

100.000,01 

300.000,01 

350.000,01 

400.000,01 

450.000,01 


pesetas 

hasta  1.250. 
hasta  5.000 . 
hasta  20.000. 
hasta  40.000 . 
hasta  60.000 . 
hasta  80.000 . 
hasta  100.000. 
hasta  300.000. 
hasta  350.000. 
hasta  400.000. 
hasta  450.000 . 
en  adelante. . . 


TIMBEE 

-   ni 

■^  ■-      "-■ . 

Precio. 

Clase. 

.    — 

Pesetas. 

13.a 

0,10 

12.a 

0,50 

11.a 

0,75 

10.a 

1 

9.a 

o 

8.a 

;* 

7.a 

4 

6.a 

5 

5.a 

6 

4.a 

7 

3.a 

8 

2.a 

9 

1.a 

•     10. 
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Art.  109.  Los  documentos  que  se  presenten  en  autos,  ya 
como  fundamento  de  las  respectivas  demandas,  ya  para  probar 
las  acciones  ó  excepciones  que  en  aquéllos  se  ejerciten,  no  re- 
quieren mayor  timbre,  sea  cual  fuere  la  cuantía  del  litigio,  que 
«1  que  esta  ley  les  exija,  según  su  clase  y  naturaleza.  Si  dichos 
documentos  fueran  de  los  que  la  ley  no  sujeta  al  timbre,  enton- 
ces se  exigirá  el  reintegro  correspondiente  en  papel  de  pagos  al 
Estado,  con  arreglo  á  la  cuantía  de  los  autos. 

Los  periódicos  oficiales  que  se  presenten  en  autos  no  estarán 
sujetos  al  reintegro  de  que  habla  el  presente  artículo. 

Art.  110.  Si  el  litigio  versare  sobre  efectos  de  la  Deuda  pú- 
blica, obligaciones  ó  acciones  de  Bancos,  Sociedades  ó  Empre- 
sas de  ferrocarriles  y  de  todas  clases,  y  demás  valores  análogos, 
servirá  de  base  reguladora  su  valor  al  tipo  medio  de  la  cotiza- 
ción oficial  en  el  mes  anterior  al  en  que  se  presente  el  primer 
escrito. 

Art.  111.  Cuando  no  aparezca  determinada  la  cantidad  de 
la  cosa  litigiosa,  los  Jueces  y  Tribunales,  antes  de  proveer  so- 
bre lo  principal,  acordarán  que  el  que  produzca  el  juicio  la  fije, 
para  la  aplicación  de  la  clase  de  timbre.  Los  Jueces  comproba- 
rán esta  declaración  con  sujeción  á  las  reglas  establecidas  en  el 
artículo  489  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  y  se  consignará 
por  diligencia. 

Art.  112.  En  los  juicios  de  abintestato  y  de  testamentaría 
se  atenderá,  para  el  uso  del  timbre  en  las  piezas  de  autos  gene- 
rales en  que  conforme  á  la  ley  se  dividen,  al  valor  de  la  masa 
de  bienes  hereditaria  que  previamente  señalará  el  heredero  de- 
clarado ó  presunto,  y,  á  falta  de  éste,  el  que  pretenda  la  consi- 
deración de  tal. 

En  los  concursos  de  acreedores  y  quiebras  se  regulará  el 
timbre  por  la  cuantía  del  activo  que  figure  en  la  Memoria  ó  ba- 
lance que  presente  el  deudor,  ó,  por  su  ausencia,  los  acreedores 
que  promuevan  el  concurso,  según  los  casos. 

En  los  juicios  incidentales  que  se  promuevan  con  motivo  de 
los  universales  á  que  se  refieren  los  dos  párrafos  anteriores,  se 
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tomará  en  cuenta  el  importe  de  la  reclamación  sobre  que  el  in- 
cidente verse,  y  si  aquél  fuera  cuestionable,  se  estará  a  lo  que 
previene  el  artículo  que  inmediatamente  precede. 

Art.  113.  Si  en  el  curso  de  un  pleito  apareciese  ser  su  cuan- 
tía mayor  que  la  que  se  le  haya  atribuido  al  incoarse,  el  Juzga- 
do ó  Tribunal  que  de  él  conozca  dispondrá  inmediatamente  que- 
so reintegre  en  los  autos  la  diferencia  del  timbre  empleado  al 
que  resulte  corresponder  le.  Si  se  conociese  dicha  diferencia  al 
fenecerse  el  pleito,  entonces  se  hará  la  oportuna  liquidación  al 
practicar  la  de  costas,  exigiéndose  el  reintegro  de  la  misma.  En 
uno  y  otro  caso  se  hará  efectivo  en  papel  de  pagos  al  Estado. 

Si,  por  el  contrario,  en  cualquiera  de  las  dos  situaciones  á 
que  se  contrae  el  párrafo  anterior,  apareciese  ser  menor  la  cuan- 
tía del  pleito  que  la  que  se  le  hubiere  atribuido,  el  Jue*z,  en  el 
primer  caso,  y  previa  la  oportuna  liquidación  por  quien  proce- 
da, en  el  segundo,  dispondrá  inmediatamente  que  por  la  Ha- 
cienda se  reintegre  á  los  litigantes  interesados  las  sumas  res- 
pectivas, previo  descuento  de  10  céntimos  por  cada  pliego  gas- 
tado é  invertido,  á  que  se  refiera  el  reintegro,  pasándose  los  au- 
tos al  Abogado  del  Estado. 

Art.  114.  Cuando  por  virtud  de  auto  ó  sentencia  judicial  se 
adjudiquen  bienes  muebles  ó  derechos  que  no  exijan  el  otorga- 
miento de -escritura  pública,  los  testimonios  que  de  dichas  reso- 
luciones se  expidan  por  los  actuarios  para  servir  de  título  de 
propiedad  á  los  adjudicatorios  ó  rematantes,  se  extenderán  en 
el  papel  correspondiente  á  la  cuantía  de  los  bienes  que  se  adju- 
diquen y  con  arreglo  al  art.  15  de  esta  ley,  sea  cualquiera  el 
timbre  que  se  hubiese  empleado  en  las  actuaciones. 

Art.  115.  Se  empleará  el  timbre  de  10  pesetas,  clase  1.a,  en 
el  primer  pliego  de  las  certificaciones  de  los  actos  de  concilia- 
ción, cuando  haya  avenencia.  Los  pliegos  siguientes  serán  de  la 
clase  10.a 

Art.  116.     Se  empleará  el  timbre  de  3  pesetas,  clase  8.a: 

1.°  En  los  pleitos  cuya  cuantía  sea  inestimable  ó  no  pueda 
determinarse  por  las  regias  de  ios  artículos  precedentes. 
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2.°  En  los  relativos  a  derechos  políticos  ú  honoríficos,  exen- 
ciones y  privilegios  personales,  filiación,  paternidad,  interdice 
«ción  y  demás  que  tengan  por  objeto  el  estado  civil  y  condición 
de  las  personas. 

Art.  117.     Llevarán  timbre  d,e  una  peseta,  clase  10.a: 

1.°  Las  certificaciones  de  los  actos  de  conciliación  cuando 
no  haya  avenencia. 

2.°  Las  actas  de  los  mismos,  haya  ó  no  avenencia,  no  pu- 
diendo  extenderse  más  de  una  en  cada  pliego. 

Art.  118.  En  las  papeletas  de  citación  á  juicio  verbal  se 
osará  el  papel  timbrado  correspondiente  á  la  cuantía  litigiosa, 
y  de  0,75  en  las  que  se  intente  el  acto  de  conciliación.  Las  co- 
pias de  dichos  documentos  se  extenderán  en  papel  común. 

Art.  119.     Se  empleará  el  papel  del  timbre  de  oficio: 

1.°  En  todo  cuanto  con  este  carácter  se  actúe  en  los  Juzga- 
dos y  Tribunales,  incluso  en  los  expedientes  gubernativos  que 
para  exigir  responsabilidad  á  los  funcionarios  y  auxiliares  de' 
la  Administración  de  justicia  se  incoen,  sin  perjuicio,  en  este 
caso,  del  reintegro  á  que  vendrán  obligados  aquellos  á  quienes 
se  impongan  correcciones  disciplinarias,  al  respecto  de  2  pese- 
tas por  cada  pliego  invertido. 

2.°  En  los  asuntos  civiles  en  que  sea  parte  el  Estado  ó  las 
Corporaciones  á  quienes  esté  concedido  el  mismo  privilegio,  en 
todo  lo  que  á  su  instancia  ó  en  su  interés  se  actúe,  salvo  el  rein- 
tegro correspondiente  en  ios  casos  en  que  proceda. 

Art.  120.  Cuando  todos  los  que  sean  parte  en  un  pleito  go- 
cen de  la  consideración  de  pobres  y  hayan  sido  declarados  ta- 
les, con  arreglo  á  lo  prevenido  en  la  ley  de  Enjuiciamiento  ci- 
vil, se  empleará  también  el  timbre  de  oficio,  sin  perjuicio  del 
reintegro,  siempre  que  haya  lugar. 

Art.  121.  Cuando  unos  interesados  sean  pobres  en  el  sentido 
legal  y  otros  no,  ó  sean  parte  el  Estado  ó  Corporaciones  igual- 
mente privilegiadas,  cada  cual  suministrará  el  papel  que  á  su 
ciase  corresponda  para  las  actuaciones  que  hayan  de  practicar- 
se á  su  instancia  ó  en  su  interés.  Las  que  sean  de  interés  común 
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á  unos  y  á  otros  se  extenderán  en  el  timbre  de  oficio,  agregán- 
dosele en  el  de  pagos  al  Estado  el  equivalente  á  la  parte  del  que 
ó  los  que,  no  litigando  como  pobres,  corresponda  satisfacer.  Si 
además  recayese  condenación  de  costas  á  la  parte  solvente,  el 
reintegro  será  extensivo  á  todo  lo  actuado  á  solicitud  de  los  que 
litigaron  de  oficio  como  pobres. 

Capítulo  XVI.  —  Actuaciones  de  la  jurisdicción 
civil  voluntaria. 

Art.  122.  Se  empleará  el  papel  timbrado  de  2  pesetas,  cla- 
se 9.a,  en  las  actuaciones  sobre  asuntos  propios  de  la  jurisdic- 
ción voluntaria  de  que  trata  el  libro  III  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento civil. 

Art.  123.  Es  aplicable  á  esta  jurisdicción  lo  dispuesto  por 
los  artículos  120  y  121  para  la  contenciosa. 

Art.  219.  No  será  admitido  por  las  Autoridades,  Tribunales 
y  oficinas,  tanto  del  Estado  como  de  la  Provincia  ó  del  Munici- 
pio, ni  tampoco  por  las  Sociedades,  ni  por  los  particulares,  do* 
cumento  alguno  que  carezca  del  timbre  correspondiente,  bajo  la 
responsabilidad  de  la  multa  que  proceda,  y,  en  su  caso,  del 
reintegro  además. 

Art.  220.  Toda  falta  ú  omisión  en  el  uso  del  timbre,  excep- 
ción hecha  de  las  que  quedan  determinadas  expresamente  en 
esta  ley  y  de  la  de  los  timbres  especiales  móviles,  será,  ante 
todo,  reintegrada,  y  castigada  ó  corregida  con  la  multa,  por  la 
primera  vez,  del  duplo;  por  la  segunda  vez,  del  quíntuplo:  y 
cuando  pase  de  dos  veces,  con  el  décuplo  de  la  cantidad  que  hu- 
biese sido  defraudada. 

Art.  223.  Las  Autoridades,  funcionarios,  Corporaciones,  So- 
ciedades ó  particulares  que  admitan  documentos  ó  escritos  de 
cualquier  clase,  de  los  sujetos  al  impuesto  del  timbre,  sin  que 
lleven  el  prescrito  por  la  ley,  serán  responsables  subsidiaria- 
mente del  reintegro  con  los  que  debieron  emplearlo,  quedando 
además  sujetos  al  pago  de  una  multa  igual  á  la  impuesta  á  los 
primeramente  responsables. 
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Art.  225.  La  facultad  de  corregir  administrativamente  las 
infracciones  "del  Timbre  del  Estado  será  privativa  de  las  Auto- 
ridades económicas,  y  al  efecto,  las  Autoridades  ó  funcionarios 
públicos  que  las  notaren,  así  como  los  particulares  que  quisie- 
ran denunciarlas,  deberán  ponerlas  en  conocimiento  de  los  De- 
legados de  Hacienda  en  las  provincias  áque  correspondan,  á  los 
efectos  procedentes. 

Art.  233.  El  Ministro  de  Hacienda  podrá  condonarlas  mul- 
tas impuestas  por  infracciones  de  la  ley  del  Timbre,  cometidas 
pur  primera  vez,  excepto  en  la  parte  que  corresponda  al  denun- 
ciador, ya  sea  éste  oficial  ó  particular. 

Las  multas  que  se  impongan  á  defraudadores  reincidentes  y 
á  los  funcionarios  del  ramo  de  Correos  en  virtud  de  lo  dispues- 
to por  el  art.  224  de  esta  ley,  no  podrán  ser  en  ningún  caso  con- 
donadas. 

Art.  234.  Para  solicitar  la  condonación  de  las  multas  á  que 
se  refiere  el  artículo  anterior,  serán  requisitos  indispensables 
que  haya  precedido  el  ingreso  del  reintegro  exigido  y  de  la  par- 
te de  la  multa  que  corresponda  al  denunciador,  si  lo  hubiere,  y 
que  el  interesado  lo  solicite  dentro  del  plazo  legal  que  le  esté 
concedido  para  interponer  recurso  contencioso  administrativo 
contra  el  respectivo  fallo,  renunciando  á  interponerlo. 

Debe  además  tenerse  en  cuenta  que,  según  el  art.  355  de  los 
aranceles  judiciales  para  lo  civil,  en  todos  los  escritos,  testimo- 
nios, compulsas,  providencias,  autos  y  sentencias,  y  cuando  las 
actuaciones  estén  retribuidas  por  pliegos  ó  por  hojas,  deberá 
contener  por  lo  menos  veinte  líneas  la  página  ó  folio  en  que  se 
halle  el  sello  del  papel  y  veinticuatro  las  demás,  y  cada  línea 
tendrá  trece  sílabas,  pero  podrán  compensarse  las  diferencias 
dentro  de  cada  pliego;  y  que  los  Jueces  y  Tribunales  pueden,  á 
instancia  de  parte  ó  de  oficio,  privar  de  derechos  á  los  oficiales 
y  subalternos  respecto  de  los  escritos  ó  actuaciones  en  que  in- 
fringiesen las  disposiciones  de  este  artículo. 

Como  los  Procuradores  pueden  considerarse  auxiliares  de 
los  Tribunales,  y  los  derechos  correspondientes  á  sus  escritos  y 
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sus  copias  se  gradúan  por  folios  y  con  arreglo  al  citado  arancel, 
nos  parece  que  están  de  lleno  comprendidos  en  las  disposiciones 
del  art.  53  y  que  á  ellos  debe  hacerse  extensiva  la  inspección 
en  el  misino  establecida  y  la  aplicación  de  la  pena  fijada. 

Por  último,  creemos  que,  además  de  las  diligencias  y  pro- 
videncias de  oficio,  deben  extenderse  en  el  papel  sellado  de  esta 
clase  las  diligencias  á  instancia  de  parte  rica  cuando  el  Procu- 
rador no  facilite  oportunamente  el  que  corresponda  y  el  Secre- 
tario judicial  no  considere  conveniente  anticiparlo,  porque  la 
falta  de  la  entrega  de  papel  por  el  Procurador  no  puede  ser 
causa  justificada  para  que  ciertas  actuaciones  judiciales  dejen 
de  practicarse,  siendo  del  Actuario  y  no  áel  Procurador  la  res- 
ponsabilidad. 

Artículo  249. 

Las  actuaciones  judiciales  deberán  ser  autorizadas,  bajo 
pena  de  nulidad,  por  el  funcionario  público  á  quien  corres- 
ponda dar  fe  ó  certificar  del  acto.  (Ley  org.  del  P.  J. ,  ar- 
ticulo 481,  párrafo  6.°,  y  482,  párrafo  9.°) 

Correspondiendo  á  los  funcionarios  que  actúan  ó  llevan  la 
tramitación  de  un  negocio  el  dar  fe  de  cuantos  se  practiquen  en 
el  mismo,  de  aquí  la  prescripción  de  la  ley  de  que  todas  las  ac- 
tuaciones judiciales  sean  autorizadas  por  él  bajo  la  pena  de  nu- 
lidad. 

Una  omisión  se  nota  en  este  artículp.  Para  completarle,  la 
ley  debía  imponer  al  funcionario  que  dé  causa  á  la  nulidad  la 
obligación,  por  vía  de  pena,  de  indemnizar  á  las  partes  de  los 
perjuicios  que  con  esa  nulidad  se  les  irroguen.  No  lo  hace  así, 
y,  por  lo  tanto,  no  creemos  que  esté  autorizado  el  Juez  ó  Tribu- 
nal para  acordar  esa  indemnización,  y  cuando  más,  podrá  impo- 
nerle las  costas,  pues  no  es  justo  que  las  que  se  causen  por  su 
ligereza,  imprevisión  ó  por  otra  causa  las  paguen  las  partes  que 
no  han  dado  ocasión  á  esa  nulidad. 

Véase:  Actuaciones  de  Escribanos  numerarios,  en  los  ca- 
sos 4.°,  5,°,  6.°  y  7.°  de  la  ley  orgánica  del  Poder  judicial,'  ante 
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loe  Jueces  municipales;  Bol.,  tomo  36,  pág.  738.  —  Habilita- 
ción de  Escribanos  de  actuaciones,  según  el  art.  492  de  la  ley 
orgánica  del  Poder  judicial;  Bol*,  tomo  42,  pág.  130.  — Atri- 
buciones  del  Escribano  numerario  después  de  la  ley  orgánica 
del  Poder  judicial;  tomo  40,  pág.  402.  — Escribano  numerario; 
tomo  dicho,  pág.  418.  —  Sustitutos;  Bol.,  tomo  43,  pág.  179. — 
Secretarios;  Rev.,  tomo  9.°,  pág.  209;  Bol.,  tomo  34,  pág.  529. 
36,  páginas  131,  145,  162,  354,  355  y  418.  —24,  páginas  163 
y  337.  —25,  páginas  337  y  358.  —  29,  páginas  67,  210,  354, 561 
y  755.  —  30,  páginas  81  y  546.  —  31,  pág.  163.  —32,  pág.  83. 

Abtículo  250. 

Los  Secretarios  y  Escribanos  de  actuaciones  pondrán 
nota  del  día  y  hora  en  que  les  fueren  presentados  los  escri- 
tos, sólo  en  el  caso  de  que  para  verificarlo  haya  un  término 
perentorio. 

Siempre  que  la  parte  lo  reclame,  le  darán  recibo,  á  costa 
de  la  misma  y  en  papel  común,  de  cualquier  escrito  ó  do- 
cumento que  les  fuere  entregado,  expresando  el  día  y  hora 
de  su  presentación.  (Ley  ory.  del  P.  /.,  art.  481,  perra- 
fo  3.") 

La  disposición  de  este  artículo  es  justa  y  previsora.  La  pre- 
sentación de  un  documento  ó  escrito  ante  el  Juzgado  es  de  suma 
importancia  para  los  derechos  de  las  partes,  y  de  aquí  el  que  la 
ley  exija  que  los  Actuarios  pongan  nota  del  día  y  la  hora  en  que 
se  presenten.  La  ley  ha  limitado  esta  diligencia  al  solo  caso  en 
que  para  presentarlos  haya  un  término  perentorio.  Aun  cuando 
esta  limitación  se  explica,  porque  en  este  caso  es  cuando  real- 
mente hay  gran  interés  por  una  de  las  partes  en  presentar  es- 
critos y  documentos,  y  por  la  otra  en  que  no  se  presenten,  no 
hubiera  estado,  sin  embargo,  demás  que  esa  diligencia  se  man- 
dara consignar  á  los  Actuarios  en  toda  clase  de  escritos  ó  docu- 
mentos que  presentaren;  porque  á  veces,  aun  cuando  el  término 
para  presentar  documentos  no  sea  fatal  ó  perentorio,  puede  pror; 
ducir  efectos  distintos,  según  que  su  presentación  se  haga  antes 
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ó  después  de  practicar  alguna  diligencia  ó  de  acordar  alguna 
resolución;  porque  no  siempre  los  escritos  de  las  partes  llevan 
la  fecha  correspondiente  al  día  de  su  presentación,  y  porque  no 
de  otro  modo  puede  ejercerse  la  facultad  de  inspección  y  com- 
probarse si  se  cumplen  ó  no  los  plazos  legales  en  las  actúa- 
ciones. 

La  misma  justicia  abona  al  segundo  párrafo  de  este  artícu- 
lo. Puede  convenir  á  las  partes  por  cualquiera  razón  hacer 
constar  la  presentación  de  escritos  ó  documentos,  y  de  aquí  que 
se  obligue  á  los  Actuarios  á  dar  recibo  de  esos  documentos,  y  la 
imposición  de  las  costas  también  es  de  justicia  que  se  haga  al 
que  tiene  interés  de  proveerse  de  ese  resguardo. 

Jurisprudencia.  —  El  art.  250  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
civil  prohibe  á  los  Secretarios  poner  nota  de  presentación  de  los 
escritos,  á  no  ser  en  el  caso  de  que  para  verificarlo  haya  un 
término  perentorio;  según  el  301,  las  actuaciones  y  diligencias 
judiciales  han  de  practicarse  dentro  de  los  términos  señalados 
para  cada  una  de  ellas,  debiendo  corregirse  disciplinariamente 
la  infracción  de  este  precepto  según  la  gravedad  del  caso.  (8  de 
Julio  1885.) 

Con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  art.  250  de  la  ley  de  Enjui- 
ciamiento civil,  sólo  debe  ponerse  nota  de  presentación  en  los 
escritos  de  término  perentorio;  conforme  al  art.  517,  la  entrega 
de  las  copias  de  los  escritos  debe  tener  lugar  en  el  acto  de  la 
notificación,  según  se  desprende  de  lo  dispuesto  en  los  artícu- 
los 194  y  257  de  los  aranceles  judiciales  de  4  de  diciembre 
de  1883,  no  debe  estamparse  más  que  una  diligencia  por  el  Ofi- 
cial de  Sala  cuando  éste  devuelve  los  autos  á  la  Secretaría,  y 
todos  estos  defectos  deben  ser  corregidos  disciplinariamente. 
(20  Octubre  1885. j 

Artículo  251. 

Las  resoluciones  judiciales  se  dictarán  ante  el  Secretario 
ó  Escribano  á  quien  corresponda  autorizarlas. 

Los  Jueces  pondrán  su  firma  entera  en  la  primera  pro- 
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videncia  que  dicten  en  cada  negocio,  y  en  los  autos  y  sen- 
tencias; y  media  firma  en  las  demás  providencias  que  dicta- 
ren y  en  las  declaraciones  y  actos  en  que  intervengan. 

En  el  Tribunal  Supremo  y  en  las  Audiencias,  los  autos 
y  sentencias  serán  firmados  con  firma  entera  por  todos  los 
Magistrados  que  los  hubieren  dictado;  y  en  las  providencias 
pondrá  su  rúbrica  el  Presidente  de  la  Sala. 

En  las  actuaciones  que  se  practiquen  ante  el  Magistrado 
Ponente,  pondrá  éste  media  firma.  (Ley  org.  del  P.  X ,  ar- 
ticulo 4*1,  párrafo  6.°) 

Artículo  252. 

Los  Secretarios  y  Escribanos  autorizarán  con  firma  en- 
tera, precedida  de  las  palabras  Ante  mí,  las  resoluciones  ju- 
diciales y  los  demás  actos  en  que  intervenga  personalmente 
la  Autoridad  judicial,  y  las  certificaciones  ó  testimonios  que 
libraren;  y  con  media  firma  las  notificaciones  y  demás  dili- 
gencias. (Ley  org.  del  P.  J.,  art.  481,  párrafo  6.°) 

En  estos  artículos  no  se  dice  nada  sobre  nulidad  de  las  ac- 
tuaciones ó  diligencias  que  se  practiquen  sin  los  requisitos  que 
los  mismos  exigen.  Ei  principio  general  es,  sin  embargo,  que 
son  nulos  los  actos  ejecutados  contra  la  ley,  salvo  en  los  casos . 
en  que  la  misma  ordene  su  validez. 

Artículo  253. 

También  firmarán  los  Relatores,  con  firma  entera  y  ex- 
presión de  su  cargo,  precediendo  á  la  del  Escribano,  los 
autos  y  providencias  que  se  dictaren  con  su  intervención. 
(Ordenanzas  de  las  Audiencias,  art.  106.) 

Por  el  Real  decreto  de  22  de  Diciembre  de  1872  se  dispuso 
en  sa  regla  5.a  que  mientras  no  se  estableciera  la  organización 
judicial  de  la  ley  orgánica,  las  obligaciones  que  en  ellas  se  im- 
ponen á  los  Secretarios  de  los  Juzgados  y  Tribunales  se  cum- 
plan por  los  Escribanos  de  Cámara  y  por  los  Relatores,  según 
corresponda. 

La  nueva  ley  no  ha  hecho  innovación  alguna  en  este  punto. 
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Abtículo  254. 


Los  Jueces  y  los  Magistrados  Ponentes,  en  su  caso,  reci- 
birán por  sí  las  declaraciones  y  presidirán  todos  los  actos  de 
prueba. 

Los  Ponentes,  sin  embarge,  podrán  cometer  dichas  dili- 
gencias á  los  Jueces  de  primera  instancia  y  éstos  á  los  mu- 
nicipales, cuando  deban  practicarse  en  pueblo  que  no  sea  el 
de  su  respectiva  residencia. 

Ninguno  de  ellos  podrá  cometerlas  á  los  Secretarios  ó 
Escribanos,  sino  en  los  casos  autorizados  por  la  ley.  (Ley 
anterior,  art.  33.) 

La  antigua  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  á  fin  de  evitar  abu- 
sos, prohibió  terminantemente  la  antigua  práctica  de  que  las 
diligencias  de  sustanciación  acordadas  por  las  Salas  fueran  eje- 
cutadas por  los  Ministros  llamados  semaneros  ó  por  los  Presi- 
dentes, y  atribuyó  esas  funciones  á  los  Magistrados  Ponentes 
en  los  Tribunales  colegiados  y  á  los  Jueces  de  primera  instan- 
cia en  los  superiores. 

La  nueva  ley  mantiene  con  razón  el  precepto  de  la  antigua  7 
y  faculta  á  los  Magistrados  y  Jueces  para  que  cometan  dichas 
diligencias,  aquéllos  á  los  Jueces  de  primera  instancia  y  éstos 
á  los  municipales,  cuando  deban  practicarse  en  pueblo  que  no 
sea  el  de  su  respectiva  residencia. 

Pero  la  nueva  ley,  en  el  último  párrafo  de  este  artículo,  hace 
una  adición  á  su  precedente  en  la  antigua,  que  constituye  una 
innovación  de  grandísima  importancia. 

Decía  la  antigua  ley  que  ni  los  Ministros  Ponentes,  ni  los 
Jueces  de  primera  instancia  ni  los  de  paz  podrían  cometer 
estas  diligencias  á  los  Escribanos,  y  la  nueva  ley  dice  que  no 
podrán  cometerse  sino  en  los  casos  autorizados  por  la  ley. 

La  antigua  había  querido  evitar  y  prohibir  el  abuso  muy 
frecuente  de  examinar  el  Escribano  por  sí  solo  los  testigos  y 
redactar  sus  declaraciones,  leyéndolas  luego  á  presencia  del 
Juez,  para  que  el  testigo  manifestase  si  estaba  conforme,  y 
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machas  veces  aun  sin  comparecer  á  su  presencia  judicial.  Esta 
práctica  era  faltar  de  una  manera  terminante  al  precepto  de 
la  ley,  y  gran  parte  de  las  acusaciones  y  de  las  diatribas  que 
se  han  lanzado  contra'  el  procedimiento  secreto,  que  se  ha  lle- 
gado á  calificar  de  horrible  ó  inicuo,  y  que  tan  duros  juicios  ha 
merecido  á  los  más  altos  funcionarios  de  la  Administración 
de  justicia,  han  tenido  origen  en  esa  corruptela  de  autorizar 
contra  la  ley  á  los  Actuarios  para  tomar  por  sí  las  declara- 
ciones. 

Se  nos  dirá  que  en  algunos  Juzgados,  especialmente  en  los 
de  las  grandes  poblaciones,  es  casi  imposible  que  el  Juez,  por 
sus  múltiples  y  perentorias  ocupaciones,  esté  presente  á  las  de- 
claraciones de  los  testigos.  Pero  ésta  no  será  nunca  una  razón 
para  faltar  á  la  ley,  y  esas  ocupaciones,  por  muy  graves  y  muy 
perentorias  que  sean,  no  le  librarían  de  la  responsabilidad  que 
sobre  sí  echara  al  permitir  ese  abuso. 

Pero  hó  aquí  que  la  nueva  ley  autoriza  á  los  Magistrados  y 
Jueces  para  cometer  las  diligencias  de  que  habla  el  art.  254  en 
los  casos  autorizados  por  la  ley.  ¿Qué  casos  son  esos?  Creemos 
que  ninguno.  Por  de  pronto,  ninguna  de  las  diligencias  de  que 
habla  el  párrafo  primero  de  este  artículo  pueden  cometerse  á 
los  Escribanos.  Ni  las  declaraciones  de  los  testigos,  ni  el  cotejo 
ó  comprobación  de  documentos,  letras  ó  firmas,  la  confesión  en 
juicio,  la  absolución  de  posiciones,  el  reconocimiento  ó  juicio 
de  peritos,  la  inspección  judicial,  que  son  medios  de  prueba. 
Todos  estos  actos  han  de  ser  practicados  á  la  presencia  de  los 
Magistrados  ó  Jueces,  ó  por  los  municipales  cuando  se  les  dé 
esta  comisión,  y  en  ningún  caso  pueden  cometerse  á  los  Escri- 
banos, porque  la  prohibición  es  absoluta  y  alcanza  á  todos  los 
medios  de  prueba. 

Como  excepción  existe  la  de  los  testimonios  de  los  documen- 
tos públicos  y  privados,  los  cuales  han  de  librarse  por  los  Es- 
cribanos solos  sin  la  asistencia  del  Juez,  pero  esto  como  acto 
peculiar  de  la  fe  pública  que  ejercen  y  para  lo  que  les  autoriza 
la  ley;  mas  si  estos  mismos  documentos  hubieran  de  compro- 


Digitized  by  LjOOQ  IC 


302  LEY    DE   ENJUICIAMIENTO  CIVIL 

barse  ó  cotejarse,  esta  comprobación  ó  cotejo  habrá  de  hacerse 
-en  presencia  de  la  Autoridad  judicial. 

Atol  coa  la,  prohibición  expresa  de  la  antigua  ley,  es  lo 
cierto  que  en  la  práctica  los  E&crih&aaa  por  sí  han  practicado 
-esas  diligencias.  Con  la  autorización  que  se  concede  en  el  últi- 
mo párrafo  de  este  artículo,  aunque  de  una  manera  vaga,  el 
abuso  puede  subir  de  punto  y  causar  grandes  perjuicios,  á  pe- 
sar y  contra  el  buen  deseo  de  los  Jueces  ó  Magistrados. 

El  segundo  párrafo  del  artículo  es  muy  claro,  como  lo  era 
en  la  antigua  ley  el  del  art.  33,  de  donde  está  casi  literalmente 
tomado. 

A  raíz  de  esta  última  ley  surgió  la  duda  de  si  el  Juez  de  pri- 
mera instancia  comisionado  por  otro  ó  por  un  Ministro  Ponente 
para  la  práctica  de  alguna  diligencia  que  debía  efectuar  fuera 
•del  pueblo  dé  su  residencia,  podía  cometerla  al  Juez  de  paz,  hoy 
Juez  municipal,  del  lugar  en  que  debía  ejecutarse.  Algunos  n 
opinaban  por  la  negativa,  fundándose  en  que  el  Juez  era  un  de- 
legado y  el  delegado  no  puede  delegar.  Pero  el  Sr.  Manresa, 
prescindiendo  de  que  cometer  no  es  delegar,  y  de  que  la  teoría 
de  las  leyes  de  Partida  en  que  se  apoya  el  principio  ha  que- 
dado sin  aplicación  por  la  distinta  organización  de  los  Tribu- 
nales modernos,  aun  subsistiendo  tal  principio,  tiene  por  cierta 
la  opinión  contraria,  apoyándose  en  la  misma  ley  y  en  la  prác- 
tica constante  de  los  Tribunales. 

Creemos,  en  efecto,  que  esta  opinión  es  acertada,  porque 
aparte  de  que  la  ley  no  lo  prohibe  y  antes  bien  por  su  sentido 
parece  permitirlo,  la  conveniencia  y  el  más  pronto  y  rápido 
servicio  en  la  administración  de  justicia  lo  aconsejan,  puesto 
que  si  un  Juez  de  primera  instancia  que  recibe  el  encargo  de 
practicar  una  diligencia  en  sitio  distinto  del  de  su  residencia, 
tuviera  que  salir  de  ésta  para  practicar  aquélla,  necesaria- 
mente habría  de  dejar  abandonado  el  Juzgado,  con  perjuicio  de 
la  administración  de  justicia. 

Ahora,  cuando  la  diligencia  haya  de  practicarse  dentro  del 
pueblo  de  su  residencia,  con  precisión  la  ha  de  ejecutar  el  Juez 
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P°r  sí  mismo,  entendiéndose  por  fuera  de  la  residencia,  fuera 
de  la  población,  aunque  sea  dentro  del  término  judicial. 

Véase.  —  Dictamen  fiscal  en  el  expediente  instruido  para 
uniformar  la  práctica  de  las  Audiencias  respecto  á  las  formas 
extrínsecas  de  las  providencias  de  las  mismas,  y  funcionaría 
que  debe  autorizarlas;  Rev.,  tomo  18,  pág.  f>09. 


Artículo  255. 

Las  diligencias  que  no  puedan  practicarse  en  el  partido 
judicial  en  que  se  siga  el  litigio,  deberán  cometerse  precisa- 
nte al  Juez  de  primera  instancia  de  aquel  en  que  hayan 
&  ejecutarse. 

Este  se  arreglará  á  lo  que  queda  prevenido  en  el  ar- 
ralo anterior.  (Ley  ant.,  art.  34. ) 

El  art.  254  se  concreta  á  todos  los  actos  de  la  prueba  ex- 
presados en  el  párrafo  primero,  y  el  255  se  refiere  á  todas  las 
demás  diligencias  que  puedan  ocurrir  cuando  deban  practicante 
faera  del  partido  del  Juez  que  conoce  del  litigio,  las  cuales  ae 
cometen  precisamente  al  Juez  del  partido  judicial  en  que  han 
<k  ejecutarse. 

Y  no  puede  ser  de  otra  manera.  Como  cada  Juez  tiene  mar- 
cado el  territorio  en  que  ejerce  su  jurisdicción,  del  cual  no  pue- 
de salir,  de  aquí  la  necesidad  de  conferirse  mutuamente  esas 
comisiones  que  están  obligados  á  cumplir. 

La  diferencia,  pues,  entre  este  artículo  y  el  anterior  está 
^  que  en  el  primero  se  refiere  á  las  diligencias  que  han  de  eje- 
cutarse fuera  del  pueblo  en  que  resida  la  Autoridad  judicial, 
pero  dentro  del  territorio  de  su  jurisdicción,  y  el  segundo  á  las 
que  han  de  practicarse  fuera  de  este  territorio. 
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SECCIÓN  SEGUNDA 

DE  LOS  DÍAS   Y    HORAS   HÁBILES 

Abtícülo  256. 

Las  actuaciones  judiciales  habrán  de  practicarse  en  días 
y  horas  hábiles,  bajo  pena  de  nulidad.  (Ley  ant.,  art.  S.°) 

La,  prohibición  de  practicar  actuaciones  judiciales  no  es 
ciertamente  una  novedad  de  la  moderna  ley.  El  precepto  está 
tomado  literalmente  de  la  anterior,  que  á  su  vez  lo  trasladó  de 
nuestra  legislación  antigua,  en  donde  era,  como  en  los  demás 
Códigos  europeos,  un  principio  de  derecho  público,  que  trae  su 
origen  de  los  célebres  días  fastos  y  nefastos  del  Derecho  ro- 
mano, en  que  se  consignaba  la  referida  prohibición. 

Jurisprudencia.  —  La  mera  presentación  de  un  escrito  no 
puede  calificarse  ni  ser  tenida  como  actuación  judicial,  y  puede 
hacerse  de.spués  de  puesto  el  sol.  (16  Noviembre  1860  y  12  Di- 
ciembre 1861.) 

Artículo  257. 

Son  días  hábiles  todos  los  del  año,  menos  los  domingos, 
fiestas  enteras  religiosas  ó  civiles,  y  los  en  que  esté  manda- 
do ó  se  mandare  que  vaquen  ios  Tribuuales.  (Ley  ant. ,  ar- 
tículo 9.°  —Ley  org.  del  P.  J.,  art.  889.) 

Este  artículo  expresa  con  claridad  los  días  en  que  pueden 
practicarse  actuaciones  judiciales;  esto  es,  los  días  hábiles  que 
en  lá  práctica  se  denominaban  días  útiles  y  antiguamente  días 
jurídicos,  porque  eran  los  únicos  que  se  utilizaban  para  la  ad- 
ministración de  justicia,  puesto  que  empieza  por  decir  que  lo 
son  todos  los  del  año,  menos  los  domingos  y  demás  que  señala. 
Y  por  la  excepción,  que  constituye  los  días  inhábiles,  podemos 
deducir  cuáles  sean  éstos,  que  son  los  que  más  nos  importa  cono- 
cer para  evitar  todo  motivo  de  nulidad. 
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Designa  la  ley,  en  primer  lugar,  los  domingos  y  fiestas  ente- 
ras religiosas,  rindiendo  un  tributo  á  la  religión  católica,  que 
es  la  del  Estado  y  la  que  profesan  la  mayoría  de  los  españoles. 
Estos  son  los  días  que  se  conocen  con  el  nombre  de  festivos,  que 
detalladamente  especifica  el  Calendario  Gregoriano  que  rige  en 
todos  los  dominios  de  España. 

Como  la  ley  no  indica  la  autoridad  á  quien  corresponde  de- 
signar los  días  que  deben  tenerse  como  festivos,  ha  surgido  la 
duda  de  si  lo  serán  aquellos  que,  sin  constar  como  tales  en  el 
Calendario  Gregoriano,  están*  admitidos  en  algunos  pueblos  ó 
provincias  en  solemnidad  de  algún  santo  titular  ó  en  celebra- 
ción de  algún  grande  acontecimiento,  como  sucede  en  Valentía 
con  San  Vicente  Ferrer,  en  Madrid  con  San  Isidro  ó  en  Aragón 
con  la  Virgen  del  Pilar;  duda  que  se  ha  resuelto  afirmativamen- 
te por  la  mayoría  de  las  opiniones  y  por  la  práctica,  fundándo- 
se en  que  en  el  pueblo  ó  provincia  que  esto  ocurre,  tales  días  son 
de  gran  festividad;  es  una  fiesta  entera  religiosa,  como  califica 
la  ley  á  los  días  inhábiles,  aunque  sin  nombrarlos. 

Respecto  á  las  fiestas  civiles,  que  se  conocen  también  con  el 
nombre  de  días  feriados,  son  aquellas  mandadas  observar  en 
celebridad  de  algún  acontecimiento,  como,  por  ejemplo,  el  Dos 
de  Mayo. 

Y  en  cuanto  á  las  vacaciones  de  los  Tribunales,  la  legisla- 
ción en  la  materia  es  la  consignada  en  la  ley  orgánica,  y  su  tí- 
tulo XXII,  capítulo  I,  que  se  refiere  á  este  artículo,  y  que  in- 
sertamos á  continuación. 
Dice  así : 

«Art.  889.     Los  Juzgados  y  Tribunales  vacarán  : 
1.°    En  los  días  de  fiesta  entera. 

2.°    En  los  días  del  Rey,  Reina  y  Príncipe  de  Asturias. 
3.°    En  el  jueves  y  viernes  de  la  Semana  Santa. 
4.°    En  los  días  de  fiesta  nacional. 

Art.  890.  Sin  perjuicio  de  lo  dispuesto  en  el  artículo  ante- 
rior, los  días  en  él  señalados  serán  hábiles  para  las  actuaciones 
del  sumario  de  las  causas  criminales,  sin  necesidad  de  habilita- 
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ción  especial,  y  podrán  habilitarse  para  cualesquiera  otras  civi- 
les ó  criminales  en  que  haya  urgencia. 

Art.  891.  Se  estimarán  urgentes  para  los  efectos  del  artícn- 
lo  anterior  las  actuaciones  cuya  dilación  pueda  causar  perjui- 
cio grande  á  los  procesados,  á  los  litigantes  ó  á  la  buena  admi- 
nistración de  justicia,  al  prudente  arbitrio  del  Juez. 

Art.  892.  Los  Magistrados  de  las  Audiencias  y  del  Tribunal 
Supremo  vacarán,  además  de  los  días  señalados  en  el  art.  889, 
desde  el  15  de  Julio  al  15  de  Septiembre  de  cada  año. 

Art.  893.  Durante  el  período  expresado  en  el  artículo  ante- 
rior, se  formará  en  cada  Audiencia  y  en  el  Tribunal  Supremo 
una  Sala  que  se  llamará  de  vacaciones. 

Art.  894.  La  Sala  de  vacaciones  se  compondrá  en  las  Au- 
diencias de  seis  Magistrados,  y  uno  de  ellos  el  Presidente,  ó  un 
Presidente  de  Sala,  y  en  el  Tribunal  Supremo,  de  nueve,  toma- 
dos unos  y  otros  de  todas  las  Salas  del  respectivo  Tribunal. 

En  las  Audiencias  que  sólo  consten  de  una  Sala,  el  número 
de  Magistrados  que  formen  la  de  vacaciones  será  de  cuatro. 

Art.  895.  Para  la  formación  de  la  Sala  de  vacaciones  turna- 
rán todos  los  Magistrados,  pero  cuidando  que  en  ningún  caso 
deje  de  haber  en  ellas  individuos  de  todas  las  Salas. 

Art.  896.  Aquellos  á  quienes  corresponda  constituir  la  Sala 
de  vacaciones  podrán,  con  sujeción  á  la  regla  establecida  en  la 
última  parte  del  articulo  anterior,  permutar  con  otro  de  los  que 
no  estén  en  turno,  si  lo  aprobare  la  Sala  de  gobierno. 

Art.  897.  El  Presidente  y  los  Presidentes  de  Sala  turnarán 
también  entre  sí  para  la  presidencia  de  la  Sala  de  vacaciones, 
con  igual  facultad  de  permutar. 

El  Presidente  del  Tribunal  Supremo  estará  exceptuado  del 
turno. 

Art.  898.  Vacarán  también  los  que  correspondan  al  Minis- 
terio fiscal  en  las  Audiencias  y  en  el  Tribunal  Supremo,  tur- 
nando entre  sí  la  mitad  de  los  Abogados  fiscales;  cuando  el  nú- 
mero de  ellos  sea  impar,  disfrutará  sólo  de  las  vacaciones  la 
minoría. 
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El  Teniente  fiscal  y  el  Fiscal  alternarán  por  años. 
Cuidarán  los  Fiscales,  ai  arreglar  los  turnos,  que  en  cada 
ano  haya  Abogados  fiscales  que  actúen  ordinariamente  en  las 
diferentes  clases  de  negocios. 

Art.  899.  Los  auxiliares  de  las  Audiencias  y  del  Tribunal 
supremo  vacarán  en  los  mismos  términos  que  lo  establece  el  ar- 
ticulo que  antecede  respecto  á  los  Abogados  fiscales. 

Se  cuidará  que  en  ningún  caso  quede  menos  de  un  Secreta- 
rio de  cada  Sala. 

Donde  no  hubiere  más  que  un  Oficial  por  Sala,  vacarán  la 
nutad  de  los  que  hubiere,  haciendo  los  que  no  vaquen  el  servicio 
<le  los  ausentes. 

Art.  900.  No  gozarán  de  vacaciones  los  subalternos  de  los 
Tribunales.  Los  Presidentes  podrán  dar  prudencialmente  licen- 
cia á  los  que  la  soliciten,  sin  que  pueda  exceder  de  la  tercera 
parte  de  los  que  se  compone  la  dotación  del  Tribunal. 

Art.  901.  La  Sala  de  vacaciones  reasumirá. las  atribuciones 
del  Tribunal  pleno,  de  las  Salas  de  gob:erno  y  de  las  de  justi- 
cia, y  despachará  los  negocios  que  tengan  carácter  de  urgencia. 

Art.  902.     Repútanse  negocios  urgentes : 

1.°  La  sustanciación  de  todos  los  pleitos  civiles  y  causas 
criminales  hasta  que  aquéllos  estén  en  estado  de  vista  y  éstas 
cu  el  de  celebrarse  el  juicio  público. 

2o  El  despacho  de  las  consultas  é  informes  que  el  Gobierno 
les  pida  con  el  carácter  de  urgentes,  ó  que  lo  sean,  atendida  la 
naturaleza  del  asunto  á  que  se  refieran. 

3.°  El  despacho  de  los  expedientes  gubernativos  y  de  los 
actos  de  jurisdicción  voluntaria  que,  por  tener  término  preciso 
inalado  en  la  ley,  por  su  índole,  por  sus  circunstancias  espe- 
ciales, ó  por  ocasionar  la  demora  de  su  resolución  perjuicios 
graves  á  los  interesados  en  ellos,'  requieran  ser  despachados 
antes  de  terminarse  las  vacaciones. 

4.°  La  decisión  de  las  competencias  de  jurisdicción,  de  los 
ocursos  de  fuerza  y  de  los  incidentes  de  recusación. 

5.°    Las  vistas  y  sentencias  de  los  interdictos  posesorios  y 
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de  obra  nueva  ó  vieja,  los  juicios  ejecutivos,  las  denegaciones 
de  justicia  ó  de  prueba,  y  cualquier  otro  negocio  que,  en  con- 
cepto de  las  Salas,  tenga  el  carácter  de  urgencia. 

6.°  Las  vistas  y  sentencias  de  los  pleitos  y  causas  que  se 
sigan  contra  Jueces  ó  Magistrados  para  exigirles  la  responsa- 
bilidad civil  ó  criminal.» 

Jurisprudencia.  —  En  los  términos  judiciales,  los  días  son  y 
se  han  de  entender  naturales,  comprendiendo  las  veinticuatro 
horas  que  median  de  doce  á  doce  de  la  noche,  y  de  consiguiente 
es  admisible  el  recurso  siempre  que  el  escrito  se  presente  antes 
de  las  doce  de  la  noche  del  último  día  del  término.  (16  Noviem- 
bre 1860  y  12  Diciembre  1861.) 

No  debiendo  contarse  en  ningún  término  judicial  los  días  en 
que  no  pueden  tener  lugar  actuaciones  judiciales,  han  de  des- 
contarse los  del  período  de  vacaciones  de  los  Tribunales  para 
interponer  el  recurso  de  casación  y  de  los  demás  términos  en 
los  pleitos  civiles  ordinarios,  porque  durante  ellas  no  puede  ac- 
tuarse en  negocios  de  esta  clase.  fl.°  Junio  1859j  8  Abril  1861 
y  16  Enero  1864. 

Véase:  De  las  vacaciones  de  los  Tribunales  de  justicia, 
Rev.,  tomo  18,  pág.  72. 

Artículo  258. 

Se  entienden  horas  hábiles  las  que  median  desde  la  sali- 
da á  la  puesta  del  sol.  (Ley  ant. ,  art.  10.) 

No  basta  que  un  día  sea  hábil  para  que  puedan  practicarse 
en  él  las  actuaciones  judiciales;  es  preciso  además  que  sean 
hábiles  las  horas  para  que  la  actuación  practicada  no  adolezca 
del  vicio  de  nulidad.  Y  en  este  punto,  el  artículo  es  completa- 
mente claro,  puesto  que  fija  como  hábiles  las  horas  que  median 
desde  la  salida  hasta  la  puesta  del  sol. 

Jurisprudencia.  —  Las  actuaciones  judiciales  deben  practi- 
carse en  horas  hábiles,  ó  sea  desde  la  salida  á  la  puesta  del  soL 
Evacuada  en  su  mayor  parte  una  diligencia  judicial  antes  de  la 
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puesta  del  sol,  y  por  tanto  en  horas  hábiles,  no  puede  invalidar- 
la el  que  se  firmara  con  luz  artificial,  en  razón  á  que  los  actos 
válidos  no  se  inutilizan  porque  venga  algún  caso  que  en  su 
tiempo  hubiera  impedido  su  celebración.  (19  Abril  1865.) 

La  práctica  de  las  actuaciones  judiciales  en  horas  inhábiles 
no  es  imputable  al  litigante  que  la  solicitó:  pero  si  lejos  de  uti- 
lizar el  medio  para  subsanar  las  consecuencias  de  la  falta,  se 
ventila  alguna  cuestión  previa  ó  incidental  acerca  de  la  validez 
ó  nulidad  de  la  misma,  y  se  aquieta  con  Ja  resolución,  no  puede 
alegarse  su  inexistencia  como  fundamento  del  recurso  de  casa- 
ción. (2  Octubre  1863.) 

Abtículo  259. 

Los  Jueces  y  Tribunales  podrán  habilitar  los  días  y  ho- 
ras inhábiles,  á  instancia  de  parte,  cuando  hubiere  causa 
urgente  que  lo  exija. 

Para  este  efecto  se  considerarán  urgentes  las  actuaciones 
cuya  dilación  pueda  causar  grave  perjuicio  á  los  interesados 
ó  á  la  buena  administración  de  justicia,  ó  hacer  ilusoria  una 
providencia  judicial. 

El  Juez  apreciará  la  urgencia  de  la  causa  y  resolverá  lo 
que  estime  conveniente,  sin  ulterior  recurso.  (Ley  ant.,  ar- 
ticulo 11.  —  Ley  org.  del  P.  J.,  artículos  890  y  891.) 

La  ley  no  dice  qué  casos  serán  los  que  puedan  considerarse 
como  causa  grave  para  habilitar  los  días  ú  horas  inhábiles,  y 
se  deja  al  arbitrio  judicial  esa  apreciación. 

La  ley  35,  título  XXII  de  la  Partida  3.a,  permitía  al  Juez 
habilitar  los  días  feriados  y  festivos  para  el  nombramiento  ó  re- 
moción de  tutores,  para  las  cuestiones  de  alimentos,  para  los 
expedientes  sobre  prueba  de  mayoría  de  edad,  apertura  de  tes- 
tamentos, nombramiento  de  depositario  de  una  herencia  vacan- 
te y  otros. 

Desde  luego,  si  se  habilita  un  día  inhábil,  á  ambas  partes, 
y  no  á  una  sola,  debe  aprovechar  la  habilitación. 

La  habilitación  opinamos  que  no  puede  decretarla  el  Juez 
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de  oficio,  sino  á  instancia  de  parte,  ya  porque  en  asuntos  civi- 
les el  Juez  no  obra  sino  en  virtud  de  reclamación  de  ésta,  ya 
también  porque,  como  la  habilitación  se  ha  de  fundar  en  causa 
urgente  que  lo  exija,  no  será  ciertamente  el  Juez  quien  conozca 
esa  causa,  sino  la  parte. 

SECCIÓN  TERCERA 

DE   LA8  NOTIFICACIONES,    CITACIONES,    EMPLAZAMIENTOS 
Y  REQUERIMIENTOS 

La  palabra  notificación,  tomada  en  sentido  lato,  significa  el 
acto  de  hacer  saber  a  alguno  un  mandato  judicial.  Es  una  voz 
genérica  que  se  ha  adoptado  por  las  leyes,  y  en  la  que  están  com- 
prendidos todos  los  medios  de  hacer  saber  á  un  litigante  lo  acor- 
dado por  el  Juez,  tomándose  también  en  tal  sentido  las  palabras 
citación,  emplazamiento  y  requerimiento,  pues  todas  significan 
amonestaciones,  avisos  judiciales,  que  deben  ponerse  en  cono- 
cimiento de  las  partes  para  que  surtan  los  efectos  que  procedan. 

Pero  aun  cuando  á  primera  vista  parece  que  se  expresa  lo 
mismo  con  estas  palabras,  existe  entre  ellas  gran  diferencia 
por  los  diversos  efectos  que  producen,  por  más  que  todas  vayan 
encaminadas  al  mismo  fin;  esto  es,  á  hacer  saber  á  las  partes 
que  contienden  la  resolución  ó  acuerdo  del  Juzgado  ó  Tribunal 
tomados  en  el  asunto  que  aquéllas  ventilan. 

Como  las  providencias  ó  resoluciones  judiciales  son  de  va- 
rias clases,  y  la  comparecencia  en  juicio  no  siempre  tiene  un 
mismo  objeto,  de  aquí  el  que  cada  acto  tome  un  nombre  apro- 
piado á  su  naturaleza. 

Así  la  citación  indica  el  llamamiento  que  se  hace  á  una  par- 
te para  que  concurra  si  quiere  á  un  acto  judicial  que  pueda  pa- 
rarle perjuicio;  el  emplazamiento,  el  llamamiento  para  que  com- 
parezca en  juicio  en  virtud  de  una  demanda,  de  una  apelación 
ó  de  un  recurso  interpuesto;  la  notificación,  el  acto  de  poner  en 
conocimiento  de  una  parte  cualquiera  de  las  providencias  judi- 
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s,  para  que,  dándose  por  enterada  de  ellas,  sepa  el  estado 
del  litigio  y  pueda  utilizar  los  recursos  que  contra  las  mismas 
sean  legales;  y  el  requerimiento,  la  amonestación  que  se  hace  á 
esa  parte  para  que  cumpla  con  un  mandato  judicial,  como,  por 
ejemplo,  la  devolución  de  autos,  la  consignación  de  una  canti- 
dad, la  prestación  de  algún  documento,  etc. 

La  ley,  al  usar  la  palabra  notificaciones,  se  refiere  á  su 
acepción  genérica,  y  abraza  toda  clase  de  amonestaciones  ju- 
diciales. 

Artículo  260. 

Todas  las  providencias,  autos  y  sentencias  se  notificarán 
en  el  mismo  día  de  su  fecha  ó  publicación,  y  no  siendo  po- 
sible, en  el  siguiente,  á  todos  los  que  sean  parte  en  el 
juicio. 

También  se  notificarán,  cuando  así  se  mande,  á  las  per- 
sonas á  quienes  se  refieran  ó  puedan  parar  perjuicio.  (Ley 
anterior,  artículos  64  y  334. —  Ley  org.  del  P.  J.,  art.  694.) 

Es  un  principio  inconcuso  de  derecho  universal  que  nadie 
puede  ser  condenado  sin  oírsele.  De  aquí  que  cuando  se  entabla 
contra  una  persona  una  reclamación  judicial,  debe  hacérsele 
saber  para  que,  ó  bien  se  allane  á  la  reclamación,  ó  bien  oponga 
las  excepciones  de  que  se  crea  asistido  para  negarla. 

Como  las  providencias  ó  las  resoluciones  judiciales  tienen  por 
regla  general  grandísima  importancia,  la  ley  ha  tendido  siem- 
pre á  que  esa  resolución  llegue  á  conocimiento  de  las  partes  lo 
antes  posible.  La  ley  de  4  de  Junio  de  1837  disponía  que  toda 
notificación  se  hiciera  en  el  mismo  día  ó  en  el  inmediato  al  en 
que  se  hubiere  dictado  la  providencia  que  la  motivara,  cuya 
disposición  ha  venido  considerándose  vigente  hasta  la  fecha,  y 
continúa  así  por  prescripción  terminante  de  la  nueva  ley. 

Los  artículos  de  la  antigua  ley  de  Enjuiciamiento  y  de  la 
orgánica,  que  sirven  de  precedente  al  que  nos  ocupa,  decían  que 
se  notificaran  á  los  Procuradores  de  las  partes.  Este  ha  omitido 
tal  precepto,  y  dice  sólo  que  se  notificarán  á  todos  los  que  sean 


Digitized  by 


Google 


312  LEY   DE   ENJUICIAMIENTO  CIVIL 

parte  en  el  juicio.  Sin  embargo,  creemos  que  no  ha  de  ofrecer 
dificultad  en  la  práctica,  porque  exigiéndose  por  la  ley  que  en 
ciertos  y  determinados  juicios  hay  que  comparecer  precisa- 
mente por  medio  de  Procurador,  y  representando  éstos  á  las 
partes,  con  ellos  han  de  entenderse  las  notificaciones.  En  aque- 
llos juicios  en  que  es  potestativo  comparecer  ó  no  por  medio  de 
Procurador,  las  notificaciones  se  entenderán  en  el  segundo  caso 
con  las  partes  mismas. 

El  segundo  párrafo  de  este  artículo  es  nuevo,  y  está  fun- 
dado en  el  principio  de  que  nadie  puede  ser  condenado  sin  ser 
oído.  Y  como  de  una  resolución  judicial  puede  venir  perjuicio 
á  una  persona  que  no  sea  parte  en  el  litigio,  de  aquí  la  razón  y 
la  justicia  de  que  se  ponga  en  su  conocimiento  la  providencia 
para  que  acuda  si  cree  lastimados  sus  derechos. 

Jurisprudencia.  —  Las  sentencias  definitivas  se  leerán  en 
sesión  pública  y  se  notificarán  á  los  Procuradores  de  las  partes 
el  mismo  día  en  que  se  publiquen,  ó  á  lo  más  al  siguiente.  (23 
Diciembre  1858.) 

Si  hubiese  defecto  en  la  notificación  de  la  sentencia,  subsa- 
nado por  el  hecho  de  darse  el  interesado  por  notificado  é  inter- 
poner el  recurso  de  casación,  no  afectaría  á  la  sentencia  misma. 
(31  Marzo  1900.) 

Véase.  —  Citación:  ¿ha  de  ser  en  estrados  ó  personal  la  del 
litigante  rebelde  cuya  confesión  solicita  la  otra  parte?  Rev.f 
tomo  14,  pág.  434.  —  Para  reconocimiento  de  firma;  Rev., 
tomo  17,  pág.  83.  —  Citación  por  cédula  en  juicio  verbal.  ¿Pue- 
de éste  celebrarse  en  rebeldía?  Rev.,  tomo  17,  pág.  537. 

Emplazamiento:  tomo  8.°,  pág.  248;  tomo  10,  pág.  39. 

Notificación:  tomo  10,  pág.  814.  —  Papel  en  que  ha  de  ex- 
tenderse la  notificación  por  cédula,  tomo  13,  pág.  473.  —  ¿De- 
ben concurrir  testigos?:  tomo  22,  pág.  87.  —  ¿Puede  hacerse  al 
Ministerio  fiscal  en  la  Sala  de  Audiencia?  Bol.,  tomo  40,  pá- 
gina 500.  —  Firma  de  testigos,  tomo  46,  pág.  211/ 
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Artículo  261. 


Si  por  la  mucha  extensión  de  una  sentencia  no  fuera 
posible  sacar  las  copias  para  notificarla  en  el  plazo  antes  ex- 
presado, se  podrá  dilatar  su  notificación  por  el  tiempo  in- 
dispensable, sin  que  en  ningún  caso  pueda  exceder  de  cinco 
días. 

Este  artículo  no  tiene  precedente,  y  la  razón  abona  su  pre- 
cepto; que  es  una  excepción  del  artículo  anterior,  pues  no  siem- 
pre se  ordena  aquello  que  es  factible  y  de  estricto  cumplimiento 
en  un  término  ó  en  un  momento  dado. 


Artículo   262. 

Las  notificaciones  se  practicarán  por  el  Escribano,  Se- 
cretario ú  Oficial  de  Sala  autorizado  para  ello,  leyendo  ínte- 
gramente la  providencia  á  la  persona  á  quien  se  hagan,  y 
dándole  en  el  acto  copia  literal  de  ella,  firmada  por  el  ac- 
tuario, aunque  no  lo  pida,  expresando  el  negocio  á  que  se 
refiera. 

De  lo  uno  y  de  lo  otro  deberá  hacerse  expresión  en  la  di- 
ligencia. (Ley  ant.,  artículos  21  y  22. — Ley  org,  del  P.  J., 
artículo  543  J 

Por  más  que  la  ley  no  diga  copia  literal,  como  decía  la  ley 
de  4  de  Junio  de  1837,  así  se  ha  de  entender,  sin  embargo,  por- 
que esto  indica  la  palabra  copia,  puesto  que  si  no  fuese  literal 
no  sería  verdadera  copia. 

El  precepto  de  que  se  entregue  la  copia,  aunque  el  intere- 
sado no  la  pida,  es  terminante,  y  no  cumplirán  los  encargados 
de  hacer  notificaciones  con  la  ley  si  no  entregan  esa  copia, 
puesto  que  la  ley  ha  querido,  al  par  que  evitar  abusos,  que  los 
interesados  á  quienes  s«  notifica  tengan  en  su  poder  copia  del 
mandato  judicial  para  que  no  aleguen  excusa  alguna,  por  más 
que  su  firma  puesta  al  pie  de  la  notificación  les  tenga  por  ente- 
rados. Y  por  ocra  parte,  como  en  la  diligencia  se  ha  de  consig- 
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nar  precisamente  que  se  entrega  esa  oopia,  faltaría  á  la  verdad 
el  funcionario  si  no  la  entregara,  y,  sin  embargo,  apareciera  en 
la  diligencia  haberlo  hecho. 

Artículo  263. 

Las  notificaciones  se  firmarán  por  el  actuario  y  por  la 
persona  á  quien  se  hicieren. 

Si  ésta  no  supiere  6  no  pudiere  firmar,  lo  hará  á  su 
ruego  un  testigo. 

Si  no  quisiere  firmar  ó  presentar  testigo  que  lo  haga  por 
ella  en  su  caso,  firmarán  dos  testigos  requeridos  al  efecto  por 
el  actuario. 

Estos  testigos  no  podrán  negarse  á  serlo,  bajo  la  multa 
de  5  á  25  pesetas.  (Ley  ant.,  art.  22.) 

Las  firmas  del  interesado  y  del  Oficial  encargado  de  hacer 
las  notificaciones  son  una  garantía  para  el  cumplimiento  del 
mandato  judicial.  Pero  la  ley  no  ha  podido  dejar  de  prever  los 
casos  en  que  la  persona  á  quien  se  notifica  no  sepa  ó  no  pueda 
firmar,  y  en  estos  casos  ha  dispuesto  que  lo  haga  á  su  ruego 
un  testigo.  Y  aun  ha  ido  más  allá.  Ha  previsto  también  el  caso 
en  que,  sabiendo  y  pudiendo  firmar,  no  quiera  hacerlo,  ni  pre- 
sentar testigo  que  lo  haga  si  no  sabe  ó  no  puede,  y  para  este 
acto,  que  pudiéramos  llamar  de  rebeldía,  ha  dispuesto  que  fir- 
men dos  testigos  requeridos  al  efecto  por  el  actuario.  Y  como 
pudiera  darse  el  caso  de  que  estos  testigos  se  negaran,  les  im- 
pone una  multa  de  5  á  25  pesetas. 

Este  último  párrafo  del  artículo,  que  se  refiere  á  la  multa, 
es  una  innovación,  pues  la  ley  ha  querido  cerciorarse  de  que  la 
notificación  se  ha  hecho  y  hacer  constar  la  imposibilidad  ó  ne- 
gativa del  notificado.  A  pesar  del  buen  deseo  de  la  ley  y  de  su 
exquisita  previsión,  este  párrafo  puede  dar  lugar  á  dudas.  Si 
los  testigos  se  niegan  á  firmar,  claro  es  que  incurren  en  la  mul- 
ta que  se  les  impone,  que  deberán  satisfacer.  Pero  la  notifica- 
ción se  queda  sin  hacer.  ¿Podrá  el  interesado  excepcionar  que 
no  ha  sido  notificado?  Los  testigos  que  se  nieguen  á  firmar,  á 
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pesar  de  que  la  ley  dice  que  no  podrán  negarse,  ¿incurrirán  en 
otras  responsabilidades  y  estarán  afectos  á  las  que  resulten  por 
la  falta  de  notificación? 

Respecto  al  segundo  punto,  desde  luego  estamos  por  la  ne- 
gativa. La  desobediencia,  el  acto  de  rebelión  á  la  ley  de  esos 
testigos  tiene  ya  su  sanción  en  la  ley  misma;  y  toda  vez  que 
ésta  no  les  ha  impuesto  más  que  la  multa,  sólo  de  ésta  son  res- 
ponsables. 

En  cuanto  á  lo  primero,  esto  es,  á  si  el  que  habrá  de  ser  no- 
tificado y  no  lo  ha  sido  por  la  negativa  de  los  testigos,  podrá 
excepcionar  la  falta  de  notificación,  creemos  que  tal  excepción 
no  podría  alegarla,  pues  si  sabiendo  firmar  no  quiere  hacerlo,  ó 
no  sabiendo  ó  no  pudiendo  no  quiere  presentar  un  testigo  que  lo 
haga  á  su  ruego,  esa  falta  de  obediencia  lleva  consigo  los  per- 
juicios que  puedan  sobrevenir,  porque  en  otro  caso  sería  auto- 
rizarle para  aprovecharse  de  un  acto  ilegal,  con  el  fin  de  que 
surtiera  efectos  legales  á  su  favor. 

Por  último,  conviene  tener  presente  que,  con  arreglo  al  Real 
dec/eto  de  5  de  Febrero  de  1903,  el  cargo  de  Oficial  auxiliar  de 
Escribanía  autoriza  á  practicar  por  delegación  toda  clase  de 
notificaciones,  citaciones,  emplazamientos,  embargos  ó  diligen- 
cias análogas  que  hayan  de  hacerse  fuera  del  Juzgado. 

Abtículo  264. 

Se  liarán  las  notificaciones  en  la  Escribanía  ó  en  el  local 
que  en  cada  Tribunal  estuviere  destinado  á  este  fin,  si  allí 
comparecieran  los  interesados. 

No  compareciendo  oportunamente,  se  harán  en  el  domi- 
cilio de  la  persona  que  deba  ser  notificada,  á  cuyo  fin  lo  de- 
signará en  el  primer  escrito  que  presente. 

Este  artículo  'es  nuevo  y  tiende  á  la  más  pronta  y  rápida 
administración  de  justicia.  Si  los  encargados  de  hacer  las  noti- 
ficaciones tuvieran  necesidad  de  ir  de  casa  en  casa  haciendo 
saber  á  las  partes  los  mandatos  judiciales,  sería  recargarles  de 
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un  trabajo  extraordinario,  aparte  de  los  perjuicios  que  se  irro- 
garían por  la  imposibilidad  muchas  veces  de  hacer  en  tiempo 
las  notificacionss,  sobre  todo  en  asuntos  en  que  litigan  varios  y 
á  todos  hay  que  notificar.  Por  eso  la  razón  y  la  conveniencia  de 
que  se  hagan  en  las  Escribanías  ó  en  el  local  de  cada  Tribunal 
destinado  á  este  fin,  si  comparecen  los  interesados,  ó  si  no  en 
su  domicilio,  que  previamente  habrán  d'e  designar  en  el  primer 
escrito  que  presenten. 

El  segundo  párrafo  del  artículo  se  refiere  sin  duda  á  las  no- 
tificaciones que  según  la  ley  hayan  de  hacerse  precisamente  á 
los  interesados  y  no  á  sus  rs presentantes,  porque  respecto  de 
éstos  el  artículo  siguiente  aclara  el  contexto  de  la  ley. 

Artículo  265. 

Cuando  los  Procuradores  no  comparezcan  oportunamen- 
te en  la  Escribanía  ó  local  destinado  al  efecto,  se  les  hará 
también  la  notificación  en  su  domicilio;  pero'  en  este  caso 
será  de  su  cuenta  personal  el  aumento  de  gastos  que  ocasio- 
ne la  diligencia,  sin  que  puedan  cargarlos  á  sus  poder- 
dantes. 

Este  artículo  es  el'  complemento  del  anterior. 

Los  Procuradores  tienen  la  obligación  de  asistir  al  local 
destinado  á  las  notificaciones  para  oir  éstas;  pero  como  pudiera 
ocurrir  que  no  comparecieran  oportunamente,  la  ley,  á  fin  de 
que  la  providencia  no  quede  sin  cumplimentar,  dispone  que  se 
les  haga  la  notificación  en  su  domicilio-,  pero  siendo  de  su  cuen- 
ta personal  el  aumento  de  gastos  que  ocasione  la  diligencia,  sin 
que  puedan  cargarlos  á  sus  poderdantes;  previsión  justa  de  la 
ley,  porque  la  morosidad  de  un  Procurador  no  debe  redundar 
en  perjuicio  de  su  cliente. 

Artículo  266. 

Cuando  sea  conocido  el  domicilio  del  que  deba  ser  noti- 
ficado, si  á  la  primera  diligencia  en  busca  no  fuere  hallado 
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en  su  habitación,  cualquiera  que  sea  la  causa  y  el  tiempo 
de  la  ausencia,  se  le  hará  la  notificación  por  cédula,  en  el 
mismo  acto  y  sin  necesidad  de  mandato  judicial.  (Ley  ante- 
rior, art.  23.) 

Atenta  siempre  la  ley  á  la  rápida  administración  de  justicia, 
ha  tenido  presente  el  caso  de  no  poder  ser  notificada  una  perso- 
na por  no  ser  conocido  el  domicilio,  ó  conociéndolo  no  fuera  ha- 
llada en  su  habitación  por  cualquier  causa,  y  ha  dispuesto  que 
se  le  haga  la  notificación  por  cédula. 

El  artículo  no  da  lugar  á  dudas.  La  notificación  por  cédula 
se  hará  á  la  primera  diligencia  en  busca  de  la  persona  á  quien 
se  haya  de  notificar  y  sin  mandato  judicial. 

Téngase  presente,  sin  embargo,  y  á  pesar  de  que  la  ley  no 
hace  excepción  alguna,  que  en  este  precepto  no  se  hallan  com- 
prendidos el  requerimiento  de  pago,  la  citación  de  remate  en  los 
juicios  ejecutivos,  ni  los  demás  casos  en  que  por  la  ley  haya 
necesidad  de  citar  más  de  una  vez. 

Artículo  267. 

La  cédula  para  las  notificaciones  contendrá: 

l.°  La  expresión  de  la  naturaleza  y  objeto  del  pleito  ó 
negocio,  y  los  nombres  y  apellidos  de  los  litigantes. 

2.°  Copia  literal  de  la  providencia  ó  resolución  que  haya 
de  notificarse. 

3.°  El  nombre  de  la  persona  á  quien  deba  hacerse  la 
notificación,  con  indicación  del  motivo  por  el  que  se  hace 
en  esta  forma. 

4.°  Expresión  de  la  hora  eu  que  haya  sido  buscada  y 
no  hallada  en  su  domicilio  dicha  persona,  la  fecha,  y  la  firma 
del  actuario  notificante.  (Ley  ant.y  art.  23.) 

La  ley  anterior  no  determinaba  los  extremos  (pie  había  de 
contener  la  cédula  de  citación,  observándose  en  la  práctica  las 
disposiciones  de  la  ley  de  4  de  Junio  de  1837. 

La  nueva  ley  es  en  este  punto  clara  y  fija  taxativamente  es- 
tos extremos. 
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Artículo  268. 


Dicha  cédula  será  entregada  al  pariente  más  cercano, 
familiar  ó  criado,  mayor  de  catorce  años,  que  se  hallare  en 
la  habitación  del  que  hubiere  de  ser  notificado;  y  si  no  se 
encontrare  á  nadie  en  ella,  al  vecino  más  próximo  que  fuere 
habido. 

Se  acreditará  en  los  autos  la  entrega  por  diligencia,  en 
la  que  se  hará  constar  el  nombre,  estado  y  ocupación  de  la 
persona  que  reciba  la  cédula,  su  relación  con  la  que  deba 
ser  notificada,  y  la  obligación  que  aquélla  tiene,  y  le  hará 
saber  el  actuario,  de  entregar  á  ésta  la  cédula  así  que  regre- 
se á  su  domicilio,  ó  de  darle  aviso  si  sabe  su  paradero  bajo 
la  multa  de  5  á  25  pesetas. 

Dicha  diligencia  será  firmada  por  el  actuario  y  por  la 
persona  que  reciba  la  cédula,  y  si  ésta  no  supiere  ó  no  qui- 
siere firmar,  se  hará  lo  que  se  previene  en  el  art.  263.  (Ley 
anterior,  artículos  22  y  23. — Ley  de  4  de  Junio  de  1837 
sobre  notificaciones,  disposición  3*) 

Este  artículo  ha  subsanado  una  deficiencia  de  la  ley  ante- 
rior. Ésta,  en  su  art.  23,  no  decía  con  quién  había  de  enten- 
derse la  notificación  por  cédula.  La  nueva  ley  fija  y  determina 
la  persona  ó  personas  á  quien  deba  hacerse,  la  forma  en  que  se 
ha  de  hacer  y  la  responsabilidad  en  que  incurre  si  no  cumple 
con  la  obligación  que  contrae  al  recibir  la  cédula. 

Véase  lo  que  hemos  dicho  al  tratar  del  art.  263,  con  el  que 
tiene  el  que  nos  ocupa  íntima  relación. 

Artículo  269. 

Cuando  no  conste  el  domicilio  de  la  persona  que  deba 
ser  notificada,  ó  por  haber  mudado  de  habitación  se  ignore 
su  paradero,  se  consignará  por  diligencia,  y  el  Juez  mandará 
que  se  haga  la  notificación,  fijando  la  cédula  en  el  sitio  pú- 
blico de  costumbre,  é  insertándola  en  el  Diario  de  Avisos, 
donde  lo  hubiere,  y  si  no,  en  el  Boletín  oficial  de  la  pro- 
vincia. 

También  podrá  acordar  que  se  publique  la  cédula  en  la 
ütmita  de  Madrid,  cuando  lo  estime  necesario. 
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La  antigua  ley  nada  diaponía  para  el  caso  en  que  se  ignora- 
se el  paradero  de  la  persona  que  debía  ser  notificada.  En  la 
práctica  se  suplía  esta  omisión  obrando  por  razón  de  analogía, 
de  acuerdo  con  lo  prescrito  para  el  emplazamiento  de  la  deman- 
da en  el  juicio  ordinario. 

Jurisprudencia. — El  art.  269  de  la  ley  procesal  taxativa- 
mente dispone  que  se  verifique  la  citación  por  edictos,  no  cuan- 
do sea  conocida  la  persona,  sino  cuando  no  conste  el  domicilio 
de  aquella  á  quien  deba  notificarse  ó  cuando  se  ignore  su  para- 
dero por  haber  mudado  de  habitación.  (8  Abril  1885. ) 

Artículo  270. 

Las  disposiciones  que  preceden,  relativas  á  las  notifica- 
ciones, serán  aplicables  á  las  citaciones,  emplazamientos  y 
requerimientos,  con  las  modificaciones  que  se  expresan  en 
los  artículos  siguientes. 

Después  de  haber  hablado  la  ley  minuciosamente  de  todo  lo 
relativo  á  las  notificaciones,  trata  ahora,  siguiendo  el  orden 
que  se  ha  marcado  en  esta  sección,  de  las  citaciones,  emplaza- 
mientos y  requerimientos.  Hasta  ahora  venían  haciéndose  las 
citaciones  de  la  manera  y  forma  prescrita  en  la  ley  anterior 
para  las  notificaciones. 

Artículo  271. 

Las  citaciones  y  los  emplazamientos  de  los  que  sean  ó 
deban  ser  parte  en  el  juicio,  se  harán  por  cédula,  que  será 
entregada  ai  que  deba  ser  citado,  en  lugar  de  la  copia  de  la 
providencia,  haciéndolo  constar  así  en  la  diligencia.  (Ley 
anterior,  art.  228.) 

El  artículo  de  la  ley  anterior,  del  cual  está  éste  tomado  en" 
parte,  sólo  hablaba  de  la  forma  de  hacer  los  emplazamientos. 
El  de  la  nueva  ley  equipara  ambas  diligencias,  determinando 
que  una  y  otro  se  hagan  por  cédula,  que  será  entregada  al  que 
deba  ser  citado  en  lugar  de  la  copia  de  la  providencia. 
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No  dice  este  artículo  á  quién  ha  de  entregarse  la  cédula  en 
el  caso  de  no  ser  hallada  la  persona  á  quien  ha  de  citarse  ó 
emplazarse.  Pero  esta  omisión  no  puede  dar  lugar  á  duda,  por- 
que, como  en  el  art.  270  se  dice  que  las  disposiciones  que  le 
preceden,  relativas  á  las  notificaciones,  serán  aplicables  á  las 
citaciones,  emplazamientos  y  requerimientos,  con  las  modifica- 
ciones que  se  expresan  en  los  artículos  que  le  siguen,  en  todo 
aquello  en  que  éstos  no  modifiquen  aquellas  disposiciones  habrá 
de  estar  á  lo  dispuesto  en  las  mismas.  De  manera  que,  en  el 
caso  de  no  hallar  á  la  persona  á  quien  se  va  á  citar,  emplazar 
ó  requerir,  la  cédula,  que  es  siempre  precisa,  se  entregará  á  las 
personas  y  por  el  orden  que  fija  el  art.  268. 

Jurisprudencia. — Es  nula  la  sentencia  dictada  sin  haberse 
emplazado  á  los  demandados  cuando  su  domicilio  es  cierto  y 
conocido,  puesto  que  infringe  el  principio  inconcuso  de  derecho 
de  que  nadie  puede  ser  condenado  sin  haber  sido  oído  previa- 
mente, citado  y  vencido  en  juicio.  ( 12  Noviembre  1860. ) 

El  emplazamiento  y  la  citación  de  las  partes  interesadas  son 
fórmulas  de  las  más  esenciales  de  los  juicios,  hasta  el  punto  de 
viciar  su  defecto  todo  procedimiento  judicial.  (16  Marzo  1864.) 

Son  innecesarios  la  citación  y  el  emplazamiento  cuando  el 
interesado  se  presenta  espontáneamente  en  el  juicio.  (17  Sep- 
tiembre 1867.) 

Artículo  272. 

La  cédula  de  citación  contendrá : 

1.°  El  Juez  ó  Tribunal  que  hubiese  dictado  la  provi- 
dencia, la  fecha  de  ésta  y  el  negocio  en  que  haya  recaído. 

2.°  El  nombre  y  apellidos  de  la  persona  á  quien  se  haga 
la  citación. 

3.°  El  objeto  de  la  citación  y  la  parte  que  la  hubiese 
solicitado. 

4.°  El  sitio,  día  y  hora  en  que  deba  comparecer  el  ci- 
tado. 

5.°  La  prevención  de  que  si  no  compareciere,  le  parará 
el  perjuicio  á  que  hubiere  lugar  en  derecho;  terminando 
con  la  fecha  y  la  firma  del  actuario. 
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Cuando  deba  ser  obligatoria  la  comparecencia,  se  lé  hará 
esta  prevención;  y  si  por  no  haber  comparecido  fuere  nece- 
saria segunda  citación,  se  le  prevendrá  en  ella  que  si  no 
comparece  ni  alega  causa  justa  que  se  lo  impida,  será  pro- 
cesado por  el  delito  de  desobediencia  grave  á  la  Autoridad. 

•Este  artículo,  nuevo  en  su  mayor  parte,  es  de  suma  impor- 
tancia. 

En  primer  lugar  fija  los  términos  claros  y  precisos  en  que 
deben  redactarse  las  cédulas  de  citación,  términos  que  no  esta- 
blecía la  ley  anterior,  y  que  son  aún  más  minuciosos  que  los  del 
artículo  267  para  las  notificaciones. 

El  último  párrafo  de  este  artículo  viene  á  confirmar  lo  que 
hemos  dicho  al  tratar  del  art.  266.  Dispone  éste  que  cuando  no 
sea  conocido  el  domicilio  del  que  deba  ser  notificado,  si  á  lajprz- 
mera  diligencia  en  su  busca  no  fuere  hallado,  se  le  hará  la  no- 
tificación por  cédula;  é  hicimos  notar  que,  á  pesar  de  que  el  ar- 
tículo no  da  lugar  á  dudas  respecto  á  que  la  notificación  por 
cédula  se  hará  á  la  primera  diligencia,  y  de  que  la  ley  no  hace 
excepción  alguna  al  precepto,  en  él  no  se  hallaban  comprendi- 
das las  diligencias  en  que  fuera  necesaria  segunda  citación;  y, 
en  efecto,  el  artículo  de  que  tratamos  habla  de  casos  en  que  sea 
necesaria  esa  segunda  citación. 

El  último  período  de  este  párrafo  último  del  artículo  es  el 
más  importante.  Según  él,  será  procesado  por  el  delito  de  des- 
obediencia grave  á  la  Autoridad  aquel  á  quien  se  cita,  en  el 
caso  en  que,  siendo  obligatoria  la  comparecencia  y  se  haya  he- 
cho antes  esta  prevención,  no  lo  verifique  ni  alegue  justa  causa. 

Esta  es  una  sanción  penal  impuesta  por  una  ley  adjetiva  en 
materia  civil.  Y  hasta  tal  punto  invade  esta  ley  la  esfera  del 
derecho  penal,  que  califica  ya  el  delito. 

Desde  luego,  el  procedimiento  habrá  de  incoarse  de  oficio, 
porque  el  articulo  dice  que  $erd  procesado;  pero  en  cuanto  á  la 
condena,  y  aun  á  la  calificación  del  hecho,  si  éste  no  estuviera 
comprendido  en  alguno  de  los  artículos  del  Código  penal  que 
tratan  de  la  desobediencia  á  la  Autoridad,  difícilmente  podría 
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calificarse  y  penarse  como  tal,  pues  en  materia  de  delitos,  sólo 
el  Código  penal  ó  las  leyes  penales  especiales  pueden  casti- 
garlos. 

Se  comprende,  sin  embargo,  la  intención  del  legislador  y 
su  buen  deseo,  encaminados  á  no  hacer  ineficaces  los  mandatos 
judiciales  y  a  evitar  todo  motivo- para  suspender  ó  paralizar. loa 
litigios. 

Artículo  273. 

La  citación  de  los  testigos  y  peritos,  y  demás  personas 
que  no  sean  parte  en  el  juicio,  cuando  deba  practicarse  de 
oficio,  se  hará  por  medio  de  un  alguacil. 

A  este  fin  el  actuario  extenderá  la  cédula  por  duplicado, 
y  el  alguacil  entregará  un  ejemplar  al  citado,  el  cual  firma- 
rá su  recibo  en  el  otro  ejemplar,  que  se  unirá  á  los  autos. 

También  podrán  hacerse  estas  citaciones  por  medio  de 
oficio,  cuando  el  Juez  así  lo  estime  conveniente.  (Reglamento 
de  Juzgados,  art.  7.Q) 

Este  artículo  ya  no  se  refiere  á  las  partes  litigantes,  sino  á 
los  testigos,  peritos  y  demás  personas  cuyas  declaraciones,  in- 
formes ó  datos  puedan  interesar;  y  el  artículo  no  puede  dar  lu- 
gar á  dudas,  porque  aun  cuando  no  es  tan  minucioso  como  los 
anteriores,  que  se  refieren  á  las  notificaciones  ó  citaciones  que 
han  de  hacer  los  actuarios  ó  Secretarios,  como  ya  ha  dicho  la 
ley  que  todo  lo  relativo  á  las  notificaciones  será  aplicable  á  las 
citaciones,  á  los  artículos  que  tratan  de  aquéllas  habrá  que 
acomodar  los  que  se  ocupan  de  éstas.  Así  se  ha  venido  enten- 
diendo en  la  práctica,  fundándose  en  la  ley  de  4  de  Junio 
de  1837  y  en  los  artículos  21  y  demás  concordantes  de  la  anti- 
gua ley. 

Artículo  274. 

La  cédula  de  emplazamiento  contendrá  los  requisi- 
tos 1.°,  2.°,  3.°  y  5.°  del  art.  272,  expresándose  además  en 
ella  el  término  dentro  del  cual  deba  comparecer  el  emplaza- 
do, y  el  Juzgado  ó  Tribunal  ante  quien  haya  de  verificarlo. 
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La  ley,  en  el  art.  272,  habla  de  la  cédula  de  citación,  y  al 
hacerlo  ahora  de  la  de  emplazamiento,  cita  como  uno  de  sus  re- 
quisitos el  del  núm.  5.°  de  aquel  artículo,  que  no  tiene  aquí 
aplicación,  pues  ya  no  se  trata  de  citar,  sino  de  emplazar,  y  la 
persone  á  quien  se  emplaza  es  evidente  que  ha  comparecido  ya. 

Artículo  275. 

Los  requerimientos  se  harán  notificaudo  al  requerido,  en 
la  forma  prevenida,  la  providencia  en  que  se  mande,  expre- 
sando el  actuario  en  la  diligencia  haberle  hecho  el  requeri- 
miento en  aquélla  ordenado. 

Artículo  276. 

En  las  notificaciones,  citaciones  y  emplazamientos  no  se 
admitirá  ni  consignará  respuesta  alguna  del  interesado,  ano 
ser  que  se  hubiere  mandado  en  la  providencia. 

En  los  requerimientos  se  admitirá  la  respuesta  que  diere 
el  requerido,  consignándola  sucintamente  en  la  diligencia. 

Estos  dos  artículos  están  alterados  en  su  colocación.  El  pri- 
mero habla  de  los  requerimientos,  materia  de  que  no  se  ha  ocu- 
pado la  ley  hasta  ahora,  sino  en  el  epígrafe  de  esta  sección, 
como  la  última  de  que  iba  á  tratar  en  ella,  y  el  segundo  vuelve 
á  hablar  de  las  notificaciones,  citaciones  y  emplazamientos,  de 
que  antes  se  había  ocupado.  El  párrafo  segundo  del  276  debie- 
ra serlo  del  275,  que  trata  de  los  requerimientos,  y  no  del  276, 
que  habla  de  las  notificaciones,  citaciones  y  emplazamientos. 

Aparte  de  esta  falta  de  orden,  las  disposiciones  de  ambos  ar- 
tículos son  lógicas. 

Se  preceptúa  que  en  las  notificaciones,  citaciones  y  empla- 
zamientos no  se  admitirá  ni  consignará  respuesta  alguna  del  in- 
teresado, á  no  ser  que  se  hubiere  mandado  en  la  providencia;  y 
que  en  los  requerimientos  se  admitirá  la  respuesta  que  diere  el 
requerido,  consignándola  sucintamente  en  la  diligencia. 

La  razón  de  diferencia  está  en  la  distinta  naturaleza  de  unas 
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y  otras  diligencias.  Todas  tienden  á  hacer  saber  un  mandato 
judicial,  pero  cada  una  de  ellas  con  distinto  objeto  y  diversos 
fines.  En  la  notificación,  citación  ó  emplazamiento  se  trata  de 
llamar  á  una  persona  para  que  comparezca  en  juicio,  á  estar  i 
derecho,  ó  para  que  comparezca  ante  la  presencia  judicial  en  un 
término  que  se  le  fija,  y  en  el  requerimiento  se  le  amonesta  á 
que  haga  ó  deje  de  hacer  alguna  cosa,  ó  se  le  intima  ó  se  pone 
en  su  conocimiento  algo  con  autoridad  pública.  Así  que  en  el 
requerimiento  es,  no  sólo  admisible,  sino  necesario,  que  al  re- 
querido se  le  permita  dar  contestación  ó  excusa,  lo  que  no  pue- 
de tener  lugar  en  las  notificaciones,  citaciones  ó  emplazamien- 
tos, porque  en  estos  casos,  si  no  acude  al  llamamiento,  le  pa- 
rará el  perjuicio  á  que  haya  lugar  en  el  asunto  que  se  ventile, 
pero  no  se  le  puede  autorizar  para  que  en  el  acto  de  ser  notifi- 
cado, citado  ó  emplazado  conteste  á  lo  que  el  Tribunal  ha  or- 
denado. 

Artículo  277. 

Cuando  la  citación  ó  emplazamiento  haya  de  hacerse  por 
medio  de  exhorto  ó  de  carta-orden,  se  acompañará  al  despa- 
cho la  cédula  correspondiente. 

En  este  artículo  se  habla  de  exhortes,  pero  de  una  manera 
incidental.  Como  esta  materia  está  tratada  en  la  sección  quinta 
de  este  título,  en  ella  expondremos  lo  que  se  refiere  al  par- 
ticular. 

Artículo  278. 

Las  cédulas  para  las  notificaciones,  citaciones  y  empla- 
zamientos se  extenderán  en  papel  común. 

Artículo  279. 

Serán  nulas  las  notificaciones,  citaciones  y  emplazamien- 
tos que  no  se  practicaren  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  esta 
sección. 
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Sin  embargo,  cuando  la  persona  notificada,  citada  ó 
emplazada  se  hubiere  dado  por  enterada  en  el  juicio,  surtirá 
desde  entonces  la  diligencia  todos  sus  efectos,  como  si  se 
hubiese  hecho  con  arreglo  á  las  disposiciones  de  la  ley. 

No  por  esto  quedará  relevado  el  actuario  de  la  corrección 
disciplinaria  establecida  en  el  artículo  que  sigue.  (Ley  an- 
terior',  art .  24.  —  Ley  de  casación  civil  de  22  de  Abril 
de  1878,  art.  5.°,  párrafo  primero.) 

Como  la  notificación  de  una  providencia  ó  mandato  judicial 
es  de  suyo  tan  importante  en  la  tramitación  de  un  procedimien- 
to judicial,  hasta  el  punto  de  considerarse  como  una  falta  esen- 
cial del  juicio,  y  da  lugar  al  recurso  de  casación  por  quebranta- 
miento de  forma,  reponiéndose  los  autos  al  estado  que  tenían  al 
cometerse  aquélla,  es  decir,  anulando  quizás  todo  un  procedi- 
miento y  causando  graves  perjuicios  y  no  menos  gastos,  de  aquí 
qxie  la  ley  haya  tenido  que  prevenir  abusos,  y  la  mejor  mane- 
ra de  prevenirlos  es  imponer  una  sanción  penal  al  que  los  co- 
meta. 

En  primer  lugar  declara  este  artículo  la  nulidad  de  las  noti- 
ficaciones, citaciones  y  emplazamientos  que  no  se  practiquen 
con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  esta  sección.  Es  decir,  aquellas  en 
las  que  falte  un  requisito,  tan  sólo  uno,  de  los  que  se  fijan  y. 
preceptúan  en  la  sección.  Cualquiera  de  ellos  que  falte  da  lugar 
a  la  nulidad;  nulidad,  sin  embargo,  que  no  puede  decretarla 
el  Juez  de  oficio.  La  ley  no  hace  más  que  calificar  de  nulas  las 
notificaciones  hechas  sin  las  formalidades  que  ella  misma  pres- 
cribe; pero  la  parte  que  se  crea  perjudicada  es  quien  ha  de  pe- 
dir la  nulidad,  y,  en  vista  de  su  reclamación,  el  Juez  la  decre- 
tará. Y  esto  lo  corrobora  la  misma  ley  de  casación,  puesto  que 
si  bien  declara  que  há  lugar  al  recurso  por  quebrantamiento  de 
forma,  siendo  una  de  las  faltas  que  dan  lugar  á  él  la  de  citación 
y  emplazamiento,  añade  que,  para  que  puedan  ser  admitidos 
estos  recursos,  es  indispensable  que  se  haya  pedido  la  subsana- 
ción  de  falta  en  la  misma  instancia  en  que  se  cometió. 

Viene  después  el  segundo  párrafo  del  artículo,  que  parece 
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una  contradicción  del  primero,  pero  que  no  es  más  que  una  ex- 
cepción, y  excepción  lógica  y  conveniente. 

Las  formas  en  el  procedimiento  se  han  introducido  en  bene- 
ficio y  en  garantía  de  las  partes  que  en  él  contiendan,  y  sólo  á 
las  partes  pueden  beneficiar  ó  perjudicar  su  observancia  ó  in- 
observancia; y  de  aquí  que  si  la  persona  notificada  se  hubiere 
manifestado  en  juicio  sabedora  de  la  providencia,  la  diligencia 
surtirá  desde  entonces  todos  sus  efectos,  como  si  se  hubiese  he- 
cho con  arreglo  á  la  ley.  Pero  téngase  presente  que  la  manifes- 
tación ó  el  acto  de  darse  por  enterada  la  persona  á  quien  se  ha 
de  notificar  ha  de  ser  en  el  juicio. 

La  ley  anterior  sólo  decía  en  juicio.  Y  como  hayan  ocurri- 
do dudas  sobre  esta  palabra,  la  nueva  ley  ha  sido  más  explí- 
cita y  dice  en  el  juicio;  es  decir,  en  el  mismo  pleito  en  que 
se  haya  practicado  la  diligencia  nula;  porque  si  se  hubiera 
hecho  fuera  del  juicio,  entonces  tendrá  derecho  á  reclamar  la 
nulidad. 

Esta  manifestación  ó  este  acto  de  quedar  enterada  ó  darse 
por  enterada,  no  es  necesario  que  se  haga  de  una  manera  ter- 
minante, sino  que  basta  al  efecto  que  se  haga  de  una  manera 
tácita.  Por  ejemplo,  si  comparece  en  el  juicio  en  virtud  de  la 
providencia  notificada  de  una  manera  ilegal,  esto  es,  aprove- 
chando ó  combatiendo  el  contenido  de  ella,  sin  reclamar  contra 
la  nulidad  de  la  notificación,  es  evidente  que  conoce  la  provi- 
dencia y  que  se  da  por  enterada  de  ella,  y  ya  no  puede  recla- 
mar contra  la  nulidad.  Ahora,  si  se  persona  en  el  juicio,  sin 
que  pueda  por  sus  pretensiones  ó  palabras  venirse  en  conoci- 
miento de  que  sabía  la  providencia,  en  ese  caso  no  puede  tenér- 
sele por  enterada  y  podría  reclamar  á  fin  de  obtener  la  nulidad 
de  la  diligencia. 

Y  siguiendo  la  ley  en  su  laudable  deseo  de  que  los  mandatos 
judiciales  tengan  debido  cumplimiento,  á  pesar  de  dar  validez 
en  tal  caso  á  la  notificación  hecha  ilegalmente,  sin  embargo, 
disponen  que  no  por  eso  quedará  relevado  el  actuario  de  la  co- 
rrección disciplinaria  que  se  establece  en  el  artículo  siguiente; 
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disposición  por  todo  extremo  digna  de  elogio,  y  de  la  cual  nos 
ocuparemos  en  su  lugar. 

Jurisprudencia. — Puede  haber  nulidad  cuando  no  se  cita  á 
las  personas  á  quienes  hayan  de  perjudicar  los  compulsorios 
que  se  libren  para  llevar  al  juicio.  (13  Septiembre  1859.) 

La  falta  de  citación  para  inspección  judicial  no  produce  nu- 
lidad, porque  dicha  diligencia  no  tiene  el* carácter  de  probato- 
ria. (19  Noviembi-e  1840.) 

No  es  necesaria  la  citación  de  las  partes  en  los  incidentes, 
al  llamar  los  autos  á  la  vista,  sino  cuando  ha  mediado  prueba. 
(12  Octubre  1860.) 

Véanse  las  sentencias  insertas  á  continuación  del  art.  271, 
el  art.  280  de  esta  ley  y  los  comprendidos  en  su  título  XIII. 

Artículo  280. 

El  auxiliar  ó  subalterno  que  incurriere  en  morosidad 
en  el  desempeño  de  las  funciones  qué  por  esta  sección  le 
corresponden,  ó  faltare  á  alguna  de  las  formalidades  en  la 
misma  establecidas,  será  corregido  disciplinariamente  por  el 
Juez  ó  Tribunal  de  quien  dependa  con  una  multa  de  25  á  50 
pesetas. 

Será  además  responsable  de  cuantos  perjuicios  y  gastos 
se  hayan  ocasionado  por  su  culpa.  (Ley  ant.,  art.  24,  pá- 
rrafo 1.°) 

Este  artículo  está  íntimamente  relacionado  con  el  anterior, 
como  al  final  del  mismo  se  dice.  Por  él  se  impone  una  correc- 
ción disciplinaria  al  auxiliar  ó  subalterno  que  incurriere  en 
morosidad  en  el  desempeño  de  las  funciones  que  por  esta  sec- 
ción le  corresponden,  ó  faltare  á  alguna  de  las  formalidades  de 
la  misma;  disposición  que  volvemos  á  repetir  es  justa,  puesto 
que  los  intereses  de  las  partes  no  pueden  estar  á  merced  de  la 
negligencia,  ineptitud  ó  interés  de  un  actuario  ó  auxiliar,  que 
por  su  cargo  debe  ser  el  primero  en  cumplir  con  las  prescrip- 
ciones de  la  ley. 

El  artículo  no  da  lugar  á  dudas.  Una  vez  que  el  Juez  ó  el 
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Tribunal  observen  las  faltas  cometidas  en  la  notificación  ó  en  la 
diligencia  encomendada  al  auxiliar  ó  actuario,  impondrán  á 
éste  la  multa  designada,  sin  que  puedan  condonarla,  puesto  que 
el  artículo  no  los  autoriza  para  ello,  y  lo  único  que  les  permite 
es  recorrer  la  escala  de  la  pena  é  imponer  la  que  esté  dentro  de 
las  25  á  las  50  pesetas. 

Y  en  cuanto  al  último  párrafo  del  artículo,  si  por  la  falta  de 
notificación  en  forma  ó  por  morosidad  en  el  desempeño  de  cual- 
quiera de  sus  funciones  se  ocasionen  perjuicios  ó  gastos,  justo  es 
que  el  funcionario  que  dé  lugar  á  ellos  sufra  las  consecuencias 
de  su  falta  é  indemnice  de  esos  perjuicios  y  esos  gastos. 

Desde  luego  entendemos  que  en  la  palabra  gastos  van  in- 
cluidas las  costas  que  se  causen  por  virtud  de  tal  falta,  por  más 
que  la  ley  no  lo  diga,  porque  en  otro  caso  habría  que  imponer- 
las á  alguna  de  las  partes,  ó  de  oficio,  y  en  ambos  casos  se  su- 
fren perjuicios  y  gastos. 

SECCIÓN  CUARTA 

DE   LA8   NOTIFICACIONES    EN   LOS   ESTRADOS 

Continúa  la  ley  tratando  de  las  notificaciones,  y  al  ocuparse 
de  aquellas  que  no  pueden  hacerse  á  los  litigantes  por  la  au- 
sencia voluntaria  de  los  mismos,  habla  de  la  rebeldía,  aunque 
de  una  manera  incidental.  Y  decimos  incidental,  porque  lo 
relativo  á  los  juicios  en  rebeldía,  lo  trata  la  ley  en  el  libro  II, 
título  IV. 

Rebeldía,  en  lenguaje  forense,  significa  que  citado  el  reo  y 
no  compareciendo,  se  le  tiene  y  considera  como  presente  para 
la  prosecución  del  pleito,  y  se  sigue  éste  en  los  estrados  del 
Juzgado  ó  Tribunal,  que  por  una  ficción  de  derecho  representan 
en  tal  caso  la  persona  del  ausente  contumaz  ó  rebelde  que,  ha- 
biendo sido  citada  en  debida  forma,  no  comparece  á  defenderse; 
ficción  que  es  necesaria  para  amparar  los  derechos  de  los  de- 
mandantes y  de  que  se  creen  asistidos  para  reclamarlos.  Y  no 
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sería  justo  que  por  la  ausencia  voluntaria  é  intencionada  del 
demandado  el  pleito  quedase  paralizado,  con  notorio  perjuicio 
de  los  derechos  del  demandante,  y  haciendo  de  mejor  condición 
al  rebelde  que  al  obediente. 

Artículo  281. 

En  toda  clase  de  juicios  é  instancias,  cuando  sea  decla- 
rado ó  se  constituya  en  rebeldía  un  litigante,  no  compare- 
ciendo en  el  juicio  después  de  citado  en  forma,  no  se  volverá 
á  practicar  diligencia  alguna  en  su  busca. 

Todas  las  providencias  que  de  allí  en  adelante  recaigan 
en  el  pleito ,  y  cuantos  emplazamientos  y  citaciones  debau 
hacérsele,  se  notificarán  y  ejecutarán  en  los  estrados  del 
Juzgado  .ó  Tribunal,  salvo  los  casos  en  que  otra  cosa  se 
prevenga.  (Ley  ant.,  art.  1.181  J 

Las  disposiciones  de  este  artículo  concuerdan  con  las 
del  1.181  de  la  anterior,  si  bien  son  más  explícitas  en  el  de  la 
nueva  ley. 

En  el  de  la  antigua  no  se  decía  en  qué  clase  de  juicios,  en 
que  fueran  declarados  en  rebeldía  los  litigantes,  se  habían  de 
practicar  las  notificaciones  y  diligencias  en  estrados.  La  nueva 
ley  empieza  por  consignar  que  en  toda  clase  de  juicios  ó  ins- 
tancias ha  de  hacerse  así;  y  ya  no  puede  caber  duda  alguna  so-  • 
bre  esto. 

Todas  las  providencias  —  dice  el  segundo  párrafo  de  este 
artículo  —  que  de  allí,  es  decir,  desde  la  declaración  de  rebel- 
día, recaigan  en  el  pleito,  y  cuantos  emplazamientos  y  citaciones 
deban  hacérsele,  se  notificarán  y  ejecutarán  en  los  estrados  del 
Juzgado  ó  Tribunal,  salvo  en  los  casos  en  que  otra  cosa  se  pre- 
venga. 

La  palabra  ejercitarán  se  refiere  á  las  citaciones  y  no  á  las 
providencias,  porque  la  ejecución  de  estas  no  puede  entenderse 
más  que  con  la  misma  persona  que  ha  de  cumplirlas,  cuando  se 
manda  hacer  una  cosa. 

La  excepción  que  al  final  pone  el  artículo  no  queda  al  arbi- 
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trio  del  Juez  ó  Tribunal,  sino  á  lo  que  en  otros  casos  se  pre- 
venga. 

Jurisprudencia.  —  Las  leyes  13  y  19,  titulo  XXII,  y  14, 
título  XXIII,  Partida  3.a,  no  pueden  aplicarse  á  los  juicios  eñ 
rebeldía,  puesto  que  la  parte  tiene  derecho  á  presentarse  en  la 
•  segunda  instancia.  (14  Abril  1866. ) 

Véase  lo  indicado  al  pie  del  art.  260  de  la  presente  ley. 

Artículo  282. 

Las  notificaciones,  citaciones  y  emplazamientos  de  que 
habla  el  artículo  anterior,  se  verificarán  leyendo  las  provi- 
dencias que  deban  notificarse,  ó  en  que  se  haya  mandada 
hacer  la  citación,  en  la  audiencia  pública  del  Juez  ó  Tribu- 
nal que  las  hubiere  dictado,  y  á  presencia  de  dos  testigos, 
los  cuales  firmarán  la  diligencia  que  para  liacerlo  constar  se 
extenderá  en  los  autos,  autorizada  por  el  actuario.  (Ley 
anterior,  art.  1.182.) 

Artículo  283. 

Los  autos  y  sentencias  que  se  notifiquen  en  estrados  y 
las  cédulas  de  las  citaciones  y  emplazamientos  que  se  hagan 
en  los  mismos,  se  publicarán  además  por  edictos,  que  de- 
berán fijarse  en  la  puerta  del  local  donde  celebren  sus  au- 
diencias los  Jueces  ó  Tribunales,  acreditándolo  también  por 
diligencia. 

La  parte  dispositiva  de  las  sentencias  definitivas  se  inser- 
tará además  en  los  periódicos  oficiales,  en  los  casos  y  en  la 
forma  que  determina  la  ley.  En  este  caso  se  unirá  á  los 
autos  un  ejemplar  del  periódico  en  que  se  haya  hecho  la 
publicación.  (Ley  ant.,  artículos  1.188  y  1.190.) 

La  ley,  suponiendo,  por  la  ficción  legal  que  hemos  dicho,  que 
el  demandado  rebelde  está  presente,  ha  querido  revestir  de  la 
mayor  solemnidad  los  actos  que  se  practiquen  en  el  pleito  que 
de  tal  manera  se  sigue,  y  reseña  minuciosamente  la  forma  en 
que  ha  de  hacerse;  y  para  que  no  se  crea  que  esto  es  una  mera 
fórmula,  y  con  el  objeto  de  que  todo  cuanto  se  haga  pueda 
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llegar  á  conocimiento  del  interesado,  da  á  las  diligencias  y 
resoluciones  la  mayor  publicidad,  disponiendo  que  se  fijen 
edictos  en  las  puertas  del  local  donde  se  celebre  la  audiencia  y 
las  sentencias  definitivas  se  inserten  en  los  periódicos  oficiales, 
uniéndose  á  los  autos  un  ejemplar  de  éstos. 

Jurisprudencia. — El  no  haberse  limitado  la  ley  de  Enjui- 
ciamiento civil  á  que  la  sentencia  definitiva  se  notifique  al  liti- 
gante rebelde  en  estrados,  como  lo  previene  para  todas  las  de- 
más providencias  que  recaigan  en  el  pleito,  y  al  exigir  además 
su  publicación  en  los  periódicos  oficiales,  se  ha  propuesto  el  fin 
de  procurar,  por  los  medios  adecuados,  que  llegue  á  conoci- 
miento del  litigante  rebelde,  dando  así  á  las  sentencias  defini- 
tivas la  mayor  importancia  y  transcenderle ia  que  en  sí  tienen 
sobre  las  otras  providencias.  Mientras  no  se  hayan  practicado 
todas  y  cada  una  de  dichas  publicaciones,  la  sentencia  nunca 
pasará  á  ser  ejecutoria  fli  empezará  á  correr  el  término  de  la 
apelación.  (29  Octubre  1874.) 

Tratándose  de  la  notificación  de  una  providencia  hecha  en 
los  estrados  del  Tribunal,  la  omisión  del  actuario  en  no  consig- 
nar por  diligencia  que  se  fijaran  á  la  puerta  del  Tribunal  los 
edictos  que  previene  el  art.  283  no  prueba  por  sí  sola  que  deja- 
ron de  fijarse  cuando  no  se  demuestre  este  hecho  por  algún  otro 
medio  de  prueba,  y  no  envuelve,  por  lo  tanto,  la  nulidad  seña- 
lada en  el  art.  283  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  de  Cuba. 
(14  Marzo  1896.) 

SECCIÓN  QUINTA 

DE  L08   SUPLICATORIOS,    EXHORTOS,    CARTAS-ÓRDENES 
Y   MANDAMIENTOS 

En  esta  última  sección  de  este  título  se  ocupa  la  ley  de  la 
práctica  de  diligencias  que  han  de  efectuarse  en  sitio  distinto 
de  aquel  en  que  se  siga  el  pleito  ó  litigio  que  las  origina. 

Los  suplicatorios,  exhortos,  cartas-órdenes  y  mandamientos, 
aun  cuando  tienden  al  mismo  fin,  que  es  el  de  cometer  á  otro 
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Juez  ó  Tribunal  las  diligencias  que  no  puede  practicar  el  que 
conoce  del  litigio,  se  diferencian,  sin  embargo,  por*  razón  de  la 
persona  que  las  dirige  y  la  de  aquel  á  quien  van  dirigidas  y  por 
la  forma  en  que  se  extienden. 

Suplicatorio  es  el  despacho  que  un  Juez  ó  Tribunal  dirige  á 
otro  superior  en  grado>  y  en  el  que  ha  de  usar  de  palabras  res- 
petuosas y  que  marquen  la  diferencia  de  escala  que  les  separa; 
exhorto,  el  dirigido  á  uno  de  igual  grado,  aunque  de  diferente 
jurisdicción,  y  en  el  que  usará  palabras  decorosas  y  urbanas; 
carta-orden,  el  que  se  dirige  á  un  subordinado  ó  inferior,  con- 
cebido en  estilo  preceptivo,  si  bien  atento;  y  mandamiento,  el 
en  que  se  manda  ejecutar  alguna  cosa,  y  cuya  ejecución  corres- 
ponde á  los  Registradores,  Notarios  ó  subalternos  del  Juzgado 
ó  Tribunal. 

Ahtícülo  284. 

Los  Jueces  y  Tribunales  se  auxiliarán  mutuamente  para 
la  práctica  de  todas  las  diligencias  que  fueren  necesarias  y 
se  acordaren  en  los  negocios  civiles.  (Ley  org.  del  P.  J.,  ar- 
ticttlos270,nüm.  6»;  272,  par.  3.°:  273,  núm.  5.°,  y  27», 
número  7.° — Decreto  de  Cortes  de  11  de  Septiembre  de  1820, 
restablecido  por  Real  decreto  de  30  de  Agosto  de  1836.  — Real 
orden  de  o  de  Diciembre  rfe  1862.) 

Sin  el  mutuo  auxilio  de  los  Jueces  y  Tribunales,  dada  la 
organización  de  éstos,  sería  imposible  la  buena  administración 
de  justicia,  porque,  como  cada  Juez  y  Tribunal  tiene  marcado 
su  territorio,  fuera  del  cual  no  tiene  jurisdicción,  desde  el  mo- 
mento en  que  una  diligencia  cualquiera  hubiera  de  practicarse 
fuera  de  su  territorio,  dejarían  de  conocer  del  asunto  en  aquel 
punto  dado,  y  la  parte  que  tuviera  interés  en  que  aquella  dili- 
gencia se  practicara  se  vería  precisada  á  solicitarlo  del  Juez 
en  cuyo  territorio  se  hubiera  de  practicar,  y  en  el  juicio  y 
forma  correspondiente,  lo  cual,  aparte  de  la  variedad  de  juris- 
dicciones, traería  grandes  gastos  y  dilaciones.  De  aquí  el  que 
por  la  ley  se  obligue  a  los  Jueces  y  Tribunales  á  prestarse 
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mutuo  auxilio  y  á  que  practiquen  diligencias  por  encargo  y 
delegación  de  otro  Juez  ó  Tribunal,  que  es  el  que  lleva  la  direc- 
ción única  del  pleito» 

Véase  lo  dicho  en  el  art.  254. 


Abtículo  285, 

Cuando  una  diligencia  judicial  hubiere  de  ejecutarse 
fuera  del  lugar  del  juicio,  ó  por  un  Juez  ó  Tribunal  distinto 
del  que  la  hubiere  ordenado,  éste  cometerá  su  cumplimiento 
al  que  corresponda  por  medio  do  suplicatorio,  exhorto  ó 
carta-orden. 

Empleará  la  forma  del  suplicatorio  cuando  se  dirija  á 
un  Juez  ó  Tribunal  superior  en  grado:  la  de  exhorto, 
cuando  se  dirija  á  uno  de  igual  grado,  y  lá  de  carta-orden 
ó  despacho,  cuando  se  dirija  á  un  subordinado  suyo.  (Ley 
anterior t  art.  34. — Reglamento  de  los  Juzgados  de  primera 
instancia  de  1.°  de  Mayo  de  1844,  art.  18. — Ley  de  Enjui- 
ciamiento criminal,  artículos  57  al  63. — Compilación  general 
en  materia  de  procedimientos  criminales,  artículos  297  al  311.) 

En  este  artículo  no  se  hace  más  que  prescribir  la  forma  en 
que  ha  de  cumplirse  la  prescripción  del  255. 

VécLse:  Exhortos;  Rev.,  tomo  7.°,  página  287.  — Exposición 
y  análisis  de  la  legislación  vigente  sobre  exhortos,  tomo  32, 
página  177. 

Artículo  286. 

Lo  dispuesto  en  el  artículo  anterior  se  entenderá  sin 
perjuicio  de  la  facultad  que  tienen  los  Jueces  de  primera 
instancia  para  constituirse  en  cualquier  punto  ó  pueblo  de 
su  partido  judicial,  á  fin  de  practicar  por  sí  mismos  las  dili- 
gencias judiciales,  cuando  lo  estimen  conveniente. 

Realmente  es  innecesaria  la  aclaración  ó  salvedad  de  este 
artículo,  porque,  como  el  Juez  tiene  un  territorio  determinado, 
dentro  del  cual  ejerce  su  jurisdicción,  que  alcanza  á  todo  ól> 
dicho  se  está  que  puede  practicar  por  sí  mismo  cuantas  dili- 
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geiicias  estime  necesarias  á  la  buena  administración  de  justi- 
cia, ó  delegar  la  práctica  de  éstas  á  sus  inferiores  los  Jueces 
municipales  si  así  lo  juzga  más  conveniente. 

Artículo  287. 

El  Juez  ó  Tribunal  que  hubiere  ordenado  la  práctica  de 
una  diligencia  judicial,  no  podrá  dirigirse  con  este  objeto  á 
Jueces  ó  Tribunales  de  categoría  ó  grado  inferior  que  no  le 
estén  subordinados,  debiendo  entenderse  directamente  con 
el  superior  de  éstos  que  ejerciere  la  jurisdicción  en  el  mismo 
grado  que  el  exhortante.  (DecrHo  de  Cortes  de  11  de  Sep- 
tiembre de  1820  y  restablecido  por  Real  decreto  de  30  de  Agos- 
to de  1836. — Acuerdo  del  Tribunal  Supremo  de  Justicia,  co- 
municado á  las  Audiencias  en  16  de  Agosto  de  1837.  —  Real 
orden  de  30  de  Septiembre  de  1848.) 

Este  artículo  es  lógico  y  obedece  á  la  organización  de  Tri- 
bunales. Cada  Juez  ó  Tribunal  no  puede  tener  más  que  un  su- 
perior inmediato,  del  que  ha  de  recibir  sus  órdenes.  Así  que  los 
Jueces  ó  los  Tribunales  no  pueden  dar  éstas  más  que  á  sus  infe- 
riores ó  subordinados;  y  cuando  sea  necesario  encomendar  la 
práctica  de  diligencias  á  Jueces  de  inferior  categoría,  pero  de 
distinta  jurisdicción,  no  pueden  hacerlo  directamente  á  éstos, 
sino  que  tienen  que  dirigirse  á  su  superior  para  que  éste  se  lo 
ordene. 

Artículo  288. 

Para  ordenar  el  libramiento  de  certificaciones  ó  testimo- 
nios, y  la  práctica  de  cualquiera  diligencia  judicial  cuya 
ejecución  corresponda  á  Registradores  de  la  propiedad,  No- 
tarios, auxiliares  ó  subalternos  de  Juzgado  ó  Tribunal,  se 
empleará  la  forma  de  mandamiento. 

Hay  diligencias  que,  si  bien  son  y  se  entienden  judiciales, 
no  pueden  practicarlas  los  Jueces  ni  Tribunales,  como  son  las 
anotaciones  ó  inscripciones  en  los  Registros  de  la  propiedad,  ó 
las  certificaciones  de  los  Registradores,  la  expedición  de  copias 
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de  escrituras  ó  documentos  públicos  otorgados  bajo  fe  de  Nota- 
rio, la  exhibición  de  protocolos,  etc.  5  y  para  estos  casos,  y  para 
los  efectos  de  la  buena  administración  de  justicia,  se  considera* 
á  todos  estos  funcionarios  como  subordinados  al  Juzgado  ó  Tri- 
bunal correspondiente. 

Cuando  el  Juzgado  ó  Tribunal  tengan  que  dirigirse  á  los  Re- 
gistradores ó  Notarios  de  su  territorio,  lo  liarán  directamente  á 
los  mismos  por  medio  de  mandamiento;  pero  cuando  el  Regis- 
trador ó  el  Notario  sean  de  distinto  partido  ó  territorio,  el  Juez 
que  acuerde  su  diligencia  se  dirigirá  por  medio  de  exhorto  al 
del  partido  en  que  radique  el  Registro  ó  la  Notaría,  para  que 
éste  á  su  vez  mande  á  aquéllos  practicar  la  diligencia  acordada. 

Abtículo  289. 

Cuando  los  Jueces  y  Tribunales  tengan  que  dirigirse  á 
Autoridades  y  funcionarios  de  otro  orden,  usarán  la  forma 
de  oficios  ó  exposiciones,  según  el  caso  lo  requiera,  f Acuer- 
do del  Tribunal  Supremo  de  Justicia,  comunicado  á  las  Au- 
diencias en  16  de  Agosto  de  1837,  disposición  3.*  —  Ley  de 
Enjuiciamiento  criminal,  art.  68.  —  Compilación  general  en 
materia  de  procedimientos  criminales ,  artículos  308  y  309. — 
Beál  orden  de  30  de  Septiembre  de  1848.) 

A  veces  los  Jueces  y  Tribunales  tienen  que  dirigirse  á  Auto- 
ridades ó  funcionarios  de  otro  orden,  y  para  este  caso  la  ley  or- 
dena que  lo  hagan  en  la  forma  de  oficios  ó  exposiciones,  según  sus 
casos.  No  dice  la  ley  cuáles  sean  éstos,  es  decir,  cuándo  lo  han 
de  hacer  por  medio  de  oficio  y  cuándo  por  medio  de  exposición. 

Oficio  significa  comunicación  por  escrito  que  un  empleado 
"dirige  á  otro,  y  exposición,  memorial  ó  solicitud  dirigidos  á  una 
persona  ó  corporación.  Atendiendo,  pues,  á  estas  palabras,  los 
Jueces  ó  Tribunales,  en  el  caso  del  artículo,  usarán  de  una  ú 
otra  forma,  según  la  persona  á  quien  se  dirijan  y  el  objeto  de  la 
petición. 
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Artículo  290. 


Los  exhortos  y  demás  despachos  serán  admitidos  en  el 
Juzgado  ó  Tribunal  exhortado,  sin  exigir  poder  á  la  perso- 
na que  los  presente,  ni  permitirle  que  los  acompañe  con  es- 
crito, ano  ser  que  fuere  indispensable  para  dar  explicacio- 
nes ó  noticias  que  faciliten  su  cumplimiento. 

El  actuario  á  quien  corresponda  extenderá  diligencia  á 
continuación  del  exhorto*  ó  despacho,  expresando  la  fecha 
de  su  presentación  y  la  persona  que  lo  hubiere  presentado, 
á  la  cual  dará  recibo,  y  firmará  con  ésta  la  diligencia,  dan- 
do cuenta  al  Juez  ó  Tribunal  en  el  mismo  día,  y  si  no  fuere 
posible,  en  el  siguiente  hábil.  (Ley  ant.,  art.  229,  par.  3.° — 
Real  orden  de  ó  de  Diciembre  de  1862.) 

Este  artículo  es  una  consecuencia  del  284,  que  dice  que  los 
Jueces  y  Tribunales  se  auxiliarán  mutuamente  para  la  práctica 
de  diligencias.  El  artículo  es  claro.  Únicamente  se  deja  al  arbi- 
trio judicial  el  admitir  ó  no  escrito,  acompañando  el  exhorto  6 
despacho ;  pero  esto  no  puede  dar  ocasión  á  conflicto  ni  dilación 
alguna. 

El  articulo,  en  sus  dos  párrafos,  habla  de  exhortos  y  demás 
despachos,  y  parece  que  confunde  unos  y  otros,  ó  que  usa  como 
sinónimas  ambas  palabras;  pero  ya  hemos  dicho  anteriormente 
lo  que  se  entiende  por  unos  y  otros. 

Por  lo  demás,  el  artículo  es  bien  explícito  en  cuanto  á  la 
rapidez  con  que  se  han  de  acordar  las  diligencias  del  recibi- 
miento del  exhorto  ó  despacho. 

Artículo  291. 

Los  exhortos  y  demás  despachos  antes  expresados  se 
entregarán,  para  que  gestione  su  cumplimiento,  á  la  parte 
á  cuya  instancia  se  hubieren  librado. 

Si  lo  solicitare  la  contraria,  se  le  fijará  término  para  pre- 
sentarlos á  quien  vayan  cometidos.  (Ley  ant.,  art.  229,  par 
rrafo  1.° — Compilación  general  en  materia  de  procedimientos 
criminales,  art.  300.) 
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Como  nadie  puede  tener  más  interés  en  que  una  diligencia 
se  practique  que  la  parte  misma  que  la  pide,  la  ley  ha  prescrito 
que  el  exhorto  ó  despachos  se  entreguen  á  esa  parte  para  que 
gestione  su  cumplimiento.  Pero  e.sto  se  entiende  de  litigante 
de  buena  fe;  y  como  no  todos  los  que  promueven  ó  sostienen  un 
pleito  lo  hacen  de  buena  fe,  así  como  el  que  obra  en  este  con- 
cepto tiene  interés  en  que  el  pleito  vaya  rápidamente,  así  el  li- 
tigante temerario  ó  de  mala  fe  puede  tener  interés  contrario, 
esto  es,  que  la  tramitación  sea  lenta  é  interminable,  y  al  efecto 
pedir  diligencias  que  se  acuerden  y  se  le  entregue  el  exhorto  ú 
orden  y  retardar  su  presentación  en  el  Juzgado  ó  Tribunal  ex- 
hortado. De  aquí  la  justificación  del  segundo  párrafo  del  ar- 
tículo ,  que  dispone  que  si  la  parte  contraria  lo  solicitare,  se 
fijará  un  término  para  presentar  los  mandatos  del  Juez  á  quien 
vayan  cometidos. 

Este  párrafo  evitará  en  adelante  las  dilaciones  que  los  liti- 
gantes de  mala  fe  hallaban  en  la  omisión  ó  lentitud  con  que 
hasta  ahora  procuraban  el  cumplimiento  de  los  exhortos. 

Artículo  292. 

La  persona  que  presente  un  exhorto  ú  otro  despacho, 
queda  obligada  á  facilitar  el  papel  sellado  y  satisfacer  los 
gastos  que  se  originen  para  su  cumplimiento. 

La  prescripción  de  este  artículo  es  muy  conveniente,  porque 
evitará  los  entorpecimientos  que  hasta  ahora  se  ocasionaban 
con  motivo  de  la  forma  ó  modo  de  satisfacer  los  gastos  de  los 
exhortos,  causando  otros  quizás  de  mayor  consideración. 

Artículo  293. 

Lo  dispuesto  en  los  tres  artículos  que  preceden  no  será 
aplicable  á  los  exhortos  y  despachos  que  se  cursen  de  oficio 
ó  á  instancia  de  parte  pobre.  De  éstos  se  acusará  el  recibo 
al  exhortante,  y  se  practicarán  también  de  oficio  las  diligen- 
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cias  que  se  encargaren,  extendiéndolas  en  papel  del  sello  de 
oficio. 

Este  artículo  responde  al  principio  de  que  la  justicia  se  ad- 
ministra gratuitamente  á  los  pobres;  pero,  á  pesar  de  su  termi- 
nante precepto,  no  vemos  que  haya  inconveniente  en  que  se  en- 
treguen los  exhortos  á  la  parte  pobre,  en  conformidad  al  artícu- 
lo 291,  puesto  que  el  artículo  presente  viene  á  ser  un  beneficio 
dispensado  á  los  que  litigan  con  aquel  carácter,  que  como  tal  es 
renunciable. 

Artículo  294. 

El  Juez  exhortante  podrá  remitir  directamente  al  exhor- 
tado un  exhorto  librado  á  instancia  de  parte  rica,  cuando 
ésta  lo  solicitare  por  carecer  de  relaciones  para  gestionar  su 
cumplimiento  en  el  lugar  adonde  deba  dirigirse. 

En  estos  casos,  dicha  parte  deberá  facilitar  el  papel  se- 
llado que  se  crea  necesario  para  las  diligencias  que  hayan 
de  practicarse,  á  fin  de  que  se  acompañe  al  exhorto;  pagará 
el  porte  y  certificado  del  correo,  y  quedará  obligada  á  satis- 
facer todos  los  gastos  causados  en  su  cumplimiento  tan 
pronto  como  se  reciba  la  cuenta  de  ellos,  y  los  demás  que 
puedan  originarse  en  la  vía  de  apremio,  que  se  empleará 
para  exigírselos,  si  dentro  de  ocho  días  no  acredita  haberlos 
satisfecho. 

Haciéndose  constar  estas  circunstancias  en  el  oficio  de 
remisión,  el  Juez  exhortado  deberá  acordar  el  cumplimiento 
del  exhorto  y  hacer  que  se  lleve  á  efecto  sin  dilación. 

La  disposición  de  este  artículo  es  una  innovación  por  todo 
extremo  digna  de  aplauso. 

Puede  ocurrir,  en  efecto,  que  un  litigante  solicite  la  práctica 
de  diligencias  en  sitio  donde  no  tenga  relaciones  para  gestionar 
su  cumplimiento,  y  por  consecuencia  se  le  originen  grandes  dis- 
pendios; y  para  este  caso,  la  ley  dispone  que  cuando  la  parte 
rica  lo  solicitare,  previo  el  pago  de  todos  los  gastos,  y  en  este 
punto  el  artículo  es  minucioso  y  expresivo,  podrá  el  Juez  exhor- 
tante remitir  directamente  al  exhortado  el  exhorto  librado  á 
instancia  de  aquélla  para  su  cumplimiento. 
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£1  artículo  dice  que  se  liará  así  cuando  la  parte  lo  solicitare 
por  carecor  de  relaciones  para  gestionar  su  cumplimiento  en  el 
lugar  adonde  deba  dirigirse.  ¿Será  necesario  alegar  esta  causa 
para  que  el  exhorto  se  remita  directamente  al  Juez  exhortado? 
¿Se  podrá  remitir  no  alegándola,  ó  alegando  otra  distinta? 

[Entendemos  que  el  artículo,  más  que  un  precepto  de  forma, 
ha  querido  dar  la  razón  de  su  disposición,  la  falta  de  relacio- 
nes, que  es  sin  duda  la  principal,  y  creemos  que  pidiéndose  al 
Juzgado,  tomando  por  motivo  esa  causa  ú  otra,  ó  no  alegando 
ninguna,  deberá  despacharse  el  exhorto  en  la  forma  que  dice  el 
«.rtículo,  que  está  en  armonía  con  la  misión  protectora  de  los 
Tribunales. 

Artículo  295. 

El  Juez  ó  Tribunal  que  recibiere  ó  á  quien  fuere  pre- 
sentado un  suplicatorio,  exhorto  ó  carta-orden  extendido  en 
debida  forma,  acordará  su  cumplimiento  si  no  se  perjudica- 
re su  propia  competencia,  disponiendo  lo  conducente  para 
<jue  se  practiquen  las  diligencias  que  en  él  se  interesen  den- 
tro del  plazo  que  se  hubiere  fijado  en  el  mismo  exhorto,  ó  lo 
más  pronto  posible  en  otro  caso. 

Una  vez  cumplimentado,  lo  devolverá  al  exhortante  por 
el  mismo  conducto  que  lo  hubiere  recibido.  (  Ley  ant. ,  ar- 
tíetúo  229,  párrafo  3.° — Ley  de  Enjuiciamiento  criminal,  ar- 
tíctdo  63. — Compilación  criminal,  art.  303. ) 

Una  sola  dificultad  puede  ocurrir  en  la  aplicación  de  este 
artículo:  la  que  se  refiere  á  la  competencia  del  Juez  exhortado, 
puesto  que  el  artículo  dice  que  éste  acordará  el  cumplimiento 
del  exhorto  si  no  se  perjudicare  su  propia  competencia. 

Como  la  competencia  de  cada  Juzgado  ó  Tribunal  está  taxa- 
tivamente marcada  en  otros  artículos  de  la  ley,  á  ellos  tendrán 
que  acudir,  no  sólo  el  Juez  exhortado  para  ver  si  la  diligencia 
que  se  le  encarga  perjudica  ó  no  á  su  competencia,  sino  el  mis- 
mo Juez  exhortante  para  acordar  ó  no  que  aquél  la  practique. 

Una  vez  cumplimentado  el  exhorto,  dice  el  párrafo  2.°  de 
este  artículo,  lo  devolverá  al  exhortante  por  el  mismo  conducto 
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que  lo  hubiere  recibido.  Pero  como  el  párrafo  1.°  establece  una 
excepción  para  acordar  el  cumplimiento  del  exhorto,  la  de  que 
se  perjudique  la  competencia  del  Juez  exhortante,  y  como  en 
este  caso  el  exhorto  se  quedaría  sin  cumplimentar,  puede  surgir 
la  duda  de  si  la  resolución  negativa  del  Juez  exhortado  habrá 
de  entregarse  al  interesado  con  el  exhorto  sin  cumplimentar,  ó 
si  aquél  deberá  dirigirse  al  Juez  exhortante  manifestándole  las 
razones  que  haya  tenido  para  tal  resolución. 

Desde  luego  entendemos  que  el  Juez  exhortado  debe  consig- 
nar éstas  en  providencia,  y  que  unidas  ai  exhorto  deben  entre- 
garse al  interesado,  si  éste  lo  presentó,  ó  remitirse  de  oficio,  si 
en  tal  forma  lo  recibió,  á  fin  de  que,  presentándolo  en  el  primer 
caso  en  el  Juzgado  donde  se  libró,  se  acuerde  lo  procedente. 

Artículo  296. 

Cuando  el  Juez  ó  Tribunal  exhortado  no  pudiere  prac- 
ticar por  sí  mismo,  en  todo  ó  eu  parte,  las  diligencias  que  se 
le  encargaren,  podrá  delegarlas  en  un  Juez  interior  que  le 
esté  subordinado,  remitiéndole  el  exhorto  original,  ó  un 
despacho  con  los  insertos  necesarios,  si  aquél  se  necesitare 
para  otras  diligencias  que  fuere  necesario  practicar  simultá- 
neamente. 

Así  como  los  Jueces  y  Tribunales  pueden  cometer  la  prácti- 
ca de  algunas  de  las  diligencias  que  por  sí  mismo  acuerdan  á 
otros  Jueces  ó  Tribunales  cuando  no  las  pueden  practicar  por 
sí,  de  la  misma  manera  pueden  cometer  á  sus  subordinados  6 
inferiores  las  que  á  su  vez  les  hayan  cometido  á  ellos  otros,  y 
que  no  puedan  practicarlas. 

Los  Jueces  ó  Tribunales  exhortados  remitirán  á  sus  inferio- 
res el  exhorto  original  ó  un  despacho  con  los  insertos  necesa- 
rios. Y  en  esto  el  artículo  es  claro.  Harán  lo  primero  si  el  ex- 
horto no  lo  necesitaren  para  otras  diligencias  simultáneas,  y  lo 
segundo  cuando  necesitaren  á  este  fin  el  original. 
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Aktículo  297. 


También  podrá  acordar  el  Juez  exhortado  que  se  dirija 
el  exhorto  á  otro  Juzgado,  sin  devolverlo  al  exhortante, 
cuando  no  pueda  darle  cumplimiento  por  hallarle  en  otra 
jurisdicción  la  persona  con  quien  haya  de  entenderse  la  di- 
ligencia judicial. 

Tiende  este  artículo  á  facilitar  el  pronto  despacho  de  los  ex- 
hortes y  á  evitar  la  pérdida  de  tiempo  y  los  consiguientes  gas- 
tos. En  la  práctica  así  se  venía  haciendo  cuando  expresamente 
lo  pedía  la  parte  interesada.  Por  la  nueva  ley  se  autoriza  á  los 
Jueces  á  hacerlo,  pero  no  se  les  obliga  á  ello.  No  dice  el  artícu- 
lo que  deberá  acordar  el  Juez  exhortado  que  se  dirija  el  exhorto 
al  otro  Juzgado  sin  devolverlo  al  exhortante,  sino  que  podrá 
acordarlo. 

Y  esto  tiene  su  razón.  Como  en  materia  civil  no  se  hace  nadA 
sino  á  virtud  de  petición  de  parte,  este  artículo  ha  querido  de- 
jar á  loa  interesados  la  facultad  de  que  recojan  el  exhorto  qué 
no  se  ha  podido  cumplimentar  en  el  Juzgado  requerido  por  no 
encontrarse  en  la  jurisdicción  de  éste  la  persona  con  quien  se 
ha  de  entender  la  diligencia,  y  presentarlo  en  aquel  en  donde 
esa  persona  resida.  Ahora,  si  la  parte  interesada  pide  que  se 
remita  á  dicho  Juzgado,  el  Juez  exhortado  podrá  acordarlo  asíl 
En  los  exhortos  que  se  le  remitan  directamente,  bien  de  oficio  ó 
bien  porque  la  parte  lo  haya  pedido  al  Juez  exhortante,  el  ex- 
.hortado  podrá  remitirlos  en  la  misma  forma,  y  aun  cuando  la 
ley  no  le  obliga  directamente  á  ello,  deberá  hacerlo  en  interés 
de  la  más  pronta  administración  de  justicia. 

Jurisprudencia.  —  Carece  de  competencia  un  Juez  exhori 
tado  para  entender  de  incidentes  de  nulidad  de  actuaciones 
practicadas  por  él  cumpliendo  el  exhorto.  (3  Febrero  1892. ) 

Artículo  298. 
No  se  notificarán  al  portador  de  un  exhorto,  suplicatorio 
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)rdun,  las  providencias  que  se  dicten  para  su  cum- 
to,  sino  en  los  casos  siguientes: 
Cuando  se  prevenga  en  el  mismo  despacho  que  se 
te  alguna  diligencia  con  citación,  intervención  ó 
mcia  del  que  lo  hubiere  presentado. 
Cuando  sea  necesario  requerirle  para  que  suministre 
datos  ó  noticias  que  puedan  facilitar  el  cumplí- 
leí  exhorto. 

)ién  este  artículo  tiende  á  facilitar  el  pronto  despacho 
hortos,  suplicatorios  y  órdenes,  y  por  eso  prohibe  que 
[uen  al  portador  de  ellos  las  providencias  que  se  dicten 
jumplimiento.  Pero  como  á  la  buena  administración  de 
interesa,  no  sólo  que  las  diligencias  judiciales  se  prac- 
ronto,  sino  que  se  practiquen  bien,  y  como  pudiera  el 
iortado  tener  algunas  dudas,  que  á  su  vez  el  portador 
irto  pudiera  aclarar,  de  aquí  que  se  autorice  al  Juez 
o  para  que  le  requiera,  á  fin  de  que  le  suministre  datos 
•los  que  pedir  al  exhortante,  lo  que  haría  retrasar  el 
iento  de  lo  acordado;  y  se  cumplen  así  las  dos  condicio- 
apidez  y  acierto  tan  recomendables  en  los  Tribunales, 
r  otra  parte,  el  artículo  es  lógico.  Si  el  que  presenta  el 
no  tiene  otra  misión  que  cumplir,  á  nada  conduciría 
notificasen  las  providencias  dictadas  para  su  cumpli- 
somo  no  fuese  á  causar  gastos  y  dilaciones.  Otra  cosa 
nando  el  interés  de  esa  persona  ó  el  mandato  se  extien- 
>  más. 

prudencia.  —  Falta  á  su  deber  é  incurre  en  corrección 
aria,  con  devolución  de  derechos,  el  Escribano  que  no- 
,1  portador  de  un  exhorto  las  providencias  que  se  dicten 
mmpli  miento.  (8  Enero  y  6  Febrero  1886.) 

Artículo  299. 

ido  se  demore  el  cumplimiento  de  un  suplicatorio  ó 
se  recordará  por  medio  de  oficio  á  instancia  de  la 
fresada. 
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Si  á  pesar  del  recuerdo  continuaSe  la  demora,  el  exhor- 
tante lo  pondrá  en  conocimiento  del  superior  inmediato  del 
exhortado,  por  medio  de  suplicatorio,  y  dicho  superior  apre- 
miará al  moroso  con  corrección  disciplinaria,  sin  perjuicio 
de  la  mayor  responsabilidad  en  que  pueda  incurrir. 

Del  mismo  medio  se  valdrá  fcl  que  haya  expedido  un 
despacho  ó  carta-orden  para  obligar  á  su  inferior  moroso  á 
que  lo  devuelva  cumplimentado.  ( Ley  de  Enjuiciamiento 
criminal,  art.  64.  —  Compilación  criminal,  art  304.  — 
Acuerdo  del  Tribunal  Supremo  comunicado  á  las  Audiencias 
en  16  de  Agosto  de  1837,  disposición  2.*) 

Los  Jueces  y  Tribunales  ha  dicho  la  ley  que  tienen  obliga- 
ción de  auxiliarse  mutuamente;  pero  como  no  siempre  las  accio- 
nes humanas  marchan  al  compás  y  de  acuerdo  con  la  ley,  ésta 
ha  previsto  el  9aso  de  morosidad  en  el  cumplimiento  de  sus  dis- 
posiciones, y  ha  fijado  para  estos  casos  una  sanción  penal. 

El  artículo  que  nos  ocupa  dice  en  su  primer  párrafo  que 
cuando  se  demore  el  cumplimiento  de  un  suplicatorio  ó  exhorto, 
se  recuerde  por  medio  de  oficio  á  instancia  de  la  parte  interesa- 
da. No  dice  si  esta  parte  interesada  ha  ser  la  que  pidió  la  dili- 
gencia qne  dio  motivo  al  exhorto  ó  suplicatorio,  ó  cualquiera 
otra  parte  tenida  por  legítima  en  el  juicio;  como  tan  interesadas 
pueden  estar  en  esto  las  unas  como  las  otras,  entendemos  que 
cualquiera  de  las  que  legítimamente  lo  sean,  incluso,  por  su- 
puesto, las  que  se  defiendan  como  pobres,  pueden  pedir  el  re- 
cordatorio. 

Viene  después  la  sanción  penal  á  la  demora  continuada. 
Pero  el  Juez  exhortante  se  abstendrá  ya  de  dirigirse  al  exhor- 
tado, y  lo  hará  por  medio  de  suplicatorio  al  superior  de  éste 
para  que  le  apremie  con  la  corrección  disciplinaria,  sin  perjui- 
cio de  otras  responsabilidades  en  que  podrá  incurrir,  de  cuyo 
medio  se  valdrá,  asimismo,  el  que  haya  expedido  un  despacho  ó 
carta-orden,  para  obligar  al  inferior  moroso  á  que  lo  devuelva 
cumplimentado. 

No  se  dice  de  una  manera  terminante  si  se  ha  de  mandar 
sólo  un  recuerdo  ó  más;  pero  al  emplear  el  articulo  en  sus  dos 
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primeros  párrafos  las  palabras  oficio  y  recuerdo  en  singular, 
demuestra  que  sólo  un  recordatorio  puede  hacerse,  después  del 
cual  se  emplearán  los  medios  coercitivos  que  se  determinan,  y 
que  en  la  forma  de  verificarse  obedece  al  respeto  que  merecen 
las  jerarquías  en  que  está  dividido  el  personal  encargado  de 
administrar  justicia. 

Artículo  300. 

Cuando  haya  de  practicarse  un  emplazamiento  ú  otra 
diligencia  judicial  en  país  extranjero,  se  dirigirán  los  ex- 
hortas por  la  vía  diplomática,  ó  por  el  conducto  y  en  la  for- 
ma establecida  en  los  Tratados,  y  á  falta  de  éstos  en  la  que 
determinen  las  disposiciones  generales  del  Gobierno. 

En  todo  caso  se  estará  al  principio  de  reciprocidad. 

Estas  mismas  reglas  se  observarán  para  dar  cumpli- 
miento en  España  á  los  exhortos  de  Tribunales  extranjeros, 
por  los  que  se  requiera  la  práctica  de  alguna  diligencia  ju- 
dicial. (Ley  ant.,  art.  230.  —  Ley  de  Enjuiciamiento  crimi- 
nal, artículos  65  y  66.  —  Compilación  criminal,  art.  305. ) 

Este  es  el  último  artículo  de  los  en  que  trata  la  ley  toda  la 
importante  materia  de  notificaciones,  citaciones,  emplazamien- 
tos, etc.  Prevé  la  ley  el  caso  en  que  haya  de  notificarse  ó  em- 
plazarse al  que  resida  en  país  extranjero,  y  prescribe  la  for- 
ma en  que  esto  ha  de  hacerse. 

Como  regla  general,  preceptúa  que  se  haga  por  exhortos 
•dirigidos  por  la  vía  diplomática  ó  por  el  conducto  y  forma  esta- 
blecida en  los  Tratados,  y  á  falta  de  éstos,  en  la  que  determi- 
nen las  disposiciones  generales  del  Gobierno. 

Acerca  del  primer  extremo,  conviene  tener  presente  que  Ale- 
mania, Austria-Hungría,  Bélgica,  Dinamarca,  Francia,  Italia, 
Luxemburgo,  Países  Bajos,  Portugal,  Rumania,  Rusia,  Suecia 
y  Noruega  y  Suiza  tienen  celebrado  en  El  Haya  un  Convenio 
fechado  en  14  de  Noviembre  de  1896,  adicionado  en  22  de  Mayo 
de  1897,  que  contiene  sobre  el  particular  las  siguientes  dispo- 
siciones: ' 


Digitized  by 


Google 


LIB.    I  —  TlT,   TI  —  ART.    300  345 

«Art.  5.°  En  materia  civil  ó  comercial,  la  Autoridad  judi- 
cial de  un  Estado  contratante  podrá,  conforme  á  lo  dispuesto 
en  su  legislación,  dirigirse  por  medio  de  exhorto  á  la  Autoridad 
competente  de  otro  Estado  contratante,  pidiéndole  que  extienda 
dentro  de  su  jurisdicción,  bien  sea  una  diligencia  de  instruc- 
ción, bien  cualquiera  otro  documento  judicial. 

»Art.  6.°  Los  exhortos  se  cursarán  por  la  vía  diplomática,  á 
menos  que  esté  admitida  la  comunicación  directa  en  las  Auto- 
ridades de  los  dos  Estados. 

»Si  el  exhorto  no  estuviere  redactado  en  el  idioma  de  la 
Autoridad  requerida,  deberá,  salvo  acuerdo  en  contrario,  ir 
acompañado  de  una  traducción  certificada  hecha  en  la  lengua 
convenida  entre  los  dos  Estados  interesados. 

»Art.  7.°     La  Autoridad  judicial  á  quien  se  dirija  el  exhorto 
estará  obligada  á  cumplimentarle;  sin  embargo, -podrá  negarse 
a"  darle  curso : 
»1.°    Cuando  no  conste  la  autenticidad  del  documento. 
»2.°    Cuando  en  el  Estado  requerido  no  entre  en  las  atribu- 
ciones del  Poder  judicial  el  cumplimiento  del  exhorto. 

•También  podrá  denegarse  dicho  cumplimiento  cuando  el 
Estado  en  cuyo  territorio  haya  de  efectuarse  crea  que  puede 
atentar  á  su  soberanía  ó  á  su  seguridad. 

»Art.  H.°  En  caso  de  incompetencia  de  la  Autoridad  reque- 
rida, el  exhorto  se  transmitirá  de  oficio  á  la  Autoridad  judicial 
competente  del  mismo  Estado,  según  las  reglas  establecidas 
por  la  legislación  de  éste. 

»Art.  9.°  Siempre  que  la  Autoridad  requerida  no  dé  cum- 
plimiento á  un  exhorto,  lo  participará  inmediatamente  á  la 
Autoridad  requirente,  indicando,  en  el  caso  del  art.  7.°,  las  ra- 
zones por  las  cuales  se  ha  rehusado  el  cumplimiento  del  exhor- 
to, y  en  el  caso  del  art.  8.°,  la  Autoridad  á  quien  se  ha  trans- 
mitido el  exhorto. 

»Art.  10.  La  Autoridad  judicial  que  proceda  al  cumpli- 
miento de  un  exhorto  aplicará  las  leyes  de  su  país  en  lo  concer- 
niente á  la  forma  en  que  haya  de  seguirse. 
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»Sin  embargo,  cuando  la  Autoridad  requirente  solicite  que 
se  proceda  con  arreglo  á  una  forma  especial,  se  deferirá  á  su 
demanda,  aunque  dicha  forma  no  se  halle  prevista  en  la  legis- 
lación del  Estado  requerido,  con  tal  que  no  la  prohiba.» 

Respecto  á  las  disposiciones  generales  del  Gobierno  sobre  la 
materia,  pueden  verse  los  Reales  decretos  de  29  de  Diciembre 
de  1848  y  17  de  Noviembre  de  1852  (art.  34),  que  fijó  la  condi- 
ción civil  de  los  extranjeros  en  España;  la  Real  orden  de  25  del 
mismo  mes  y  año;  las  de  21  de  Enero,  12  de  Febrero  y  14  de 
Noviembre  de  1853;  la  de  11  de  Noviembre  de  1854,  la  de  9  de 
Marzo  de  1888  y  el  Real  decreto  de  5  de  Febrero  de  1889. 

Las  más  importantes  son  las  siguientes : 

La  Real  orden  de  12  de  Febrero  de  18E>3,  que  resolvió: 
«1.°  Que  todos  los  exhortos  qu0  por  los  Jueces  y  Tribunales 
de  la  Península  é  islas  adyacentes  se  libren  para  el  extranjero, 
se  encabecen  á  los  Jueces  que  han  de  cumplimentarlos  y  se  re- 
mitan en  derechura  al  Ministerio  de  Gracia  y  Justicia,  de  don- 
de se  pasarán  al  de  Estado  para  que  se  dirijan  á  su  destino  por 
la  vía  diplomática,  devolviéndose  después  de  evacuadas  las  di- 
ligencias por  el  mismo  conducto  á  los  Jueces  exhortantes. 

(De  esta  disposición  general  se  exceptuaba  el  reino  de  Por- 
tugal, cuyos  Juzgados  podían  entenderse  directamente  con  los 
de  España;  pero  la  Real  orden  de  8  de  Febrero  de  1871  vino  á 
dejarla  sin  efecto,  comprendiendo  á  dicho  reino  en  la  regla  ge- 
neral.) 

3.°  Que  cuiden  muy  particularmente  los  Jueces  de  evitar 
toda  irregularidad  en  la  extensión  de  los  exhórtjos  que  se  des- 
pachen al  extranjero,  debiendo  hacer  que  vayan  bien  revestidos 
de  todas  las  fórmulas  y  solemnidades  que  según  el  derecho  co- 
mún les  hacen  valederos. 

4.°  Que  para  practicar  aquellas  diligencias  que  por  su  na- 
turaleza corresponden  á  las  Autoridades  administrativas,  más 
bien  que  á  las  judiciales,  y  especialmente  si  se  han  de  practi- 
car en  Francia,  en  vez  de  la  forma  solemne  de  exhortos,  se  use 
de  cartas  ó  comunicaciones  oficiales,  dirigidas  á  las  Autorida- 
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des  ante  quienes"se  hayan  de  practicar  las  diligencias,  por  el 
conducto  que  queda  prescrito  para  los  exhortos.» 

La  de  14  de  Noviembre  del  mismo  año,  que  dispuso: 

«1.°  Ningún  Tribunal  librará  exhorto  para  cualquier  punto 
del  Reino  Unido  de  la  Gran  Bretaña,  sin  que  la  parte  á  cuya 
petición  se  expide  se  obligue  á  abonar,  bien  sea  en  España  ó  In- 
glaterra, todos  los  gastos  que  origine  su  cumplimiento,  á  no 
ser  que  proceda  de  causa  seguida  de  oficio  ó  a  instancia  de 
parte  pobre. 

2.°     (Reproduce  lo  esencial  de  la  anterior  Real  orden.) 

3.°  Al  recibo  del  exhorto,  el  Cónsul  que  por  sí  no  pueda 
practicar  las  diligencias  para  evacuarlo,  delegará  sus  faculta- 
des en  el  Vicecónsul  ó  Canciller,  si  le  hubiere,  é  si  no  en  un 
Notario  público,  para  que  éste  se  entienda  con  las  partes  reque- 
ridas, excejHo  cuando  sea  para  una  cita  ó  emplazamiento,  en 
cuyo  caso  el  Cónsul  lo  hará  por  sí  en  una  carta  particular,  dán- 
dose por  evacuada  la  cita  cuando  reciba  contestación,  y,  si  no 
la  recibe,  desde  el  momento  en  que  conste  que  su  carta  ha  llega- 
do á  manos  de  la  persona  citada. 

4.°  Cuando  haya  que  tomar  declaraciones,  si  las  partes  con- 
sienten, las  practicarán  ante  un  Magistrado  en  forma  de  decla- 
ración espontánea,  cuyo  documento  legalizará  el  Vicecónsul  ó 
Notario  y  luego  el  Cónsul;  y  estas  .declaraciones,  unidas  al 
exhorto,  se  remitirán  al  Tribunal,  donde  sólo  en  esta  forma  de- 
berán considerarse  legales.  Lo  mismo  se  practicará  cuando  se 
pida  en  el  exhorto  cuentas  de  comerciantes  ú  otros  documentos, 
que  no  tendrán  efecto  legal  no  siendo  presentados  en  la  expre- 
sada forma  de  declaración  espontánea. 

5.°  Si  las  partes  requeridas  -  se  niegan  á  recibir  la  cita, 
emplazamiento  ó  á  producir  las  cuentas  ú  otros  documentos, 
ó  á  prestar  sus  declaraciones  en  la  forma  referida,  se  dará 
él  exhorto  por  evacuado  sin  necesidad  de  recurrir  á  otros  me- 
dios. 

6.°  Si  las  partes  no  pudiesen  ser  halladas,  se  devolverá  el 
exhorto,  practicadas  que  sean  las  averiguaciones  necesarias; 
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pues  los  usos  y  costumbres  de  la  Gran  Bretaña  se  oponen  á  ha- 
cer un  llamamiento  por  los  periódicos.» 

La  Real  orden  de  9  de  Marzo  de  1888,  en  cuanto  preceptuó 
que  no  se  diera  curso  á  ningún  suplicatorio  ni  exhorto  dirigido 
al  extranjero  en  materia  civil,  si  el  interesado  no  depositaba 
previamente*  en  la  Caja  central  la  cantidad  que  la  Dirección  del 
Tesoro  considerase  bastante  para  reintegrarse  del  coste  del  ser- 
vicio y  de  toda  clase  de  gastos  que  se  produzcan  hasta  el  reem- 
bolso á  los  banqueros  comisionados;  y  que  los  Presidentes  de 
las  Audiencias  deberían  abstenerse  de  tramitarlos  sin  este  re- 
quisito. 

Y,  por  último,  el  Real  decreto  del  Ministerio  de  Hacienda, 
fecha  5  de  Febrero  de  1889,  fijando  las  siguientes  reglas: 

«1.a  Los  exhortos  y  suplicatorios  que  los  Tribunales  de  la 
Península  é  islas  adyacentes  acuerden  dirigir  á  países  extran- 
jeros para  la  práctica  de  diligencias,  compulsa  de  documentos 
y  cuantos  medios  de  prueba  estimen  convenientes  á  la' defensa 
Áe  derechos  privados,  los  enviarán  por  conducto  del  Ministerio 
de  Gracia  y  Justicia  al  de  Estado,  para  que  por  este  Departa- 
mento se  cursen  al  Agente  diplomático  consular  del  punto  don- 
de hayan  de  cumplimentarse. 

2.a  El  Ministerio  de  Estado,  al  mismo  tiempo  de  incluir  di- 
chos documentos  en  su  estafeta,  lo  comunicará  á  la  Dirección 
general  del  Tesoro,  con  el  fin  de  que  abra  el  crédito  correspon- 
diente en  la  Caja  del  Banco  de  España  en  el  extranjero. 

3.a  Siendo  imprescindible  que  la  Dirección  general  del  Te- 
soro conozca  oportunamente  el  coste  de  las  diligencias  evacua- 
das en  dicha  clase  de  asuntos,  y  no  se  vea  obligada  á  retener  en 
su  poder  los  documentos  respectivos  hasta  que  el  Banco  de  Es- 
paña la  presente  relación  mensual  de  pagos  en  el  extranjero^ 
será  condición  obligatoria  de  los  Agentes  diplomáticos  y  consu- 
lares, por  cuya  mediación  se  hayan  evacuado,  el  estampar  dili* 
gencia  de  la  cantidad  satisfecha  en  moneda  corriente  del  país 
donde  el  servicio  tenga  efecto. 

4.a    Devueltos  que  sean  ya  cumplimentados  los  exhortos  re* 
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feridos  al  Ministerio  de  Estado,  los  enviará  esta  Secretaría  á  la 
Dirección  general  del  Tesoro,  cuyo  Centro,  una  vez  reembolsa- 
do por  la  parte  interesada  ó  su  representación  de  la  cantidad 
anticipada  y  de  los  quebrantos  sufridos,  los  transmitirá  al  Mi- 
nisterio de  Gracia  y  Justicia,  á  fin  de  que  los  curse  al  Tribunal 
de  su  procedencia. 

5.a  A  los  litigantes  á  cuya  instancia  libren  los  Tribunales 
de  la  Península  é  islas  adyacentes  exhortos,  suplicatorios  ó  des- 
pachos para  su  cumplimiento  en  otros  países  con  intervención 
de  los  representantes  del  Gobierno  de  S.  M.,  se  les  reservará  el 
derecho  de  ingresar  en  la  Caja  del  Banco  de  España  de  la  capi- 
tal de  la  provincia  donde  el  pleito  radique  el  importe  de  los 
gastos  suplidos  de  su  cuenta  por  el  Tesoro  público. 

Para  utilizarlo,  será  requisito  indispensable  consignar  por 
diligencia  en  los  aludidos  exhortos  el  deseo  del  interesado,  ó, 
en  su  defecto,  solicitarlo  de  la  Dirección  general  del  ramo. 

6.a  En  vista.de  dicha  pretensión,  el  Centro  directivo,  luego 
que  reciba  del  Ministerio  de  Estado  los  exhortos  diligenciados, 
dará  orden  á  la  Delegación  de  Hacienda  de  la  provincia  respec- 
tiva, para  que  formalice  el  ingreso  de  la  cantidad  correspon- 
diente, y  que,  una  vez  hecho  ten  la  Caja  del  Banco,  lo  comuni- 
que sin  demora,  á  fin  de  transmitirlos  al  Ministerio  de  Gracia  y 
Justicia  para  su  curso  al  Tribunal  de  origen.. 

Si  el  interesado  prefiriese  cursar  la  carta  de  pago  á  dicho 
Centro,  este  documento  producirá  los  mismos  efectos  que  el  avi- 
so del  Delegado  de  Hacienda. 

7.a  Supuesto  el  caso  de  que  los  litigantes  no  satisficiesen  la 
cuenta  de  gastos  ocasionados  en  el  extranjero,  en  cumplimiento 
de  diligencias  evacuadas  por  solicitud  suya,  y  tuviesen  que 
quedar  los  documentos  sin  curso  en  la  Dirección  general  del 
Tesoro,  promoverá  ésta  la  acción  de  reembolso  contra  el  Procu- 
rador de  la  parte  actora,  como  primer  responsable  ante  la  Ha- 
cienda, y  subsidiariamente  contra  la  parte  interesada. 

8.a  Los  exhortos  y  suplicatorios  relativos  á  defensas  por  po- 
bre se  transmitirán  de  la  misma  manera  que  los  anteriores,  y 
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la  Dirección  general  del  Tesoro  los  mandará  en  seguida  de  re- 
cibirlos al  Ministerio  de  Gracia  y  Justicia,  al  cual  le  abrirá 
una  cuenta  especial  de  «Anticipaciones,  gastos  causados  en  el 
extranjero  en  defensa  de  pobres»,  con  el  objeto  de  que  si  los  in- 
teresados obtuvieran  sentencia  favorable,  se  retenga  por  el  Juz- 
gado correspondiente,  del  producto  de  la  cosa  litigiosa,  la  suma 
anticipada,  y,  en  su  defecto,  pida  aquel  Departamento  ministe- 
rial el  crédito  para  formalizar  el  gasto. 

9.a  Por  análogo  procedimiento  se  transmitirán  los  documen- 
tos de  igual  índole  que  se  refieran  á  actuaciones  de  justicia  cri- 
minal, cuyo  coste  continuará  cargándose  como  hasta  aquí  al 
Ministerio  de  Gracia  y  Justicia  en  cuenta  de  anticipaciones, 
siendo  obligación  suya  librar,  en  seguida  que  los  reciban  de  la 
Dirección  general  del  Tesoro,  el  importe  equivalente  con  impu- 
tación al  crédito  legislativo  de  su  presupuesto,  para  que  simul- 
táneamente se  formalice  en  la  Contaduría  Central  el  reembolso 
■de  que  se  trate.» 

SECCIÓN  SEXTA 

DE    LOS   TÉRMINOS  JÜDICIALE8,    APREMIOS   Y    REBELDÍAS 

• 

Término,  en  la  acepción  jurídica  de  esta  palabra,  es  el  es- 
pacio de  tiempo  que  se  concede  para  evacuar  algún  acto  judi- 
cial. En  el.lenguaje  forense,  las  palabras  término,  plazo  y  di- 
lación, especialmente  las  dos  primeras,  se  usan  como  sinóni- 
mas, sin  embargo  de  qtfe  término  es  la  más  técnica  y  general. 

El  objeto  de  los  términos  ó  plazos  lo  explica  la  ley  de  Par- 
tida (1.a,  título  XV,  Partida  3.a)  diciendo:  «por  que  las  partes 
pueden  buscar  Abogados  que  les  aconsejen  ó  por  que  ayan  tiem- 
po en  que  sepan  responder  á  la  demanda,  ó  por  que  puedan  adu- 
cir en  juycio  testigos  ó  privillejos,  ó  cartas  para  probar  é  ave- 
riguar lo  que  cumple  á  sus  pleytos,  ó  para  tomar  é  seguir  alza- 
da, ó  para  facer  ó  cumplir  toda  otra  cosa  que  el  judgador  les 
mandase». 

Por  la  base  segunda  de  la  ley  de  13  de  Mayo  de  1855,  auto- 
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rizando  al  Gobierno  para  ordenar  y  publicar  la  anterior  ley  de 
Enjuiciamiento  civil,  se  mandó  que  se  adoptasen  las  medidas 
más  rigurosas  para  que  en  la  sustanciación  de  los  juicios  no  hu- 
biera dilaciones  que  no  fueran  absolutamente  necesarias  para  la 
defensa  de  los  litigantes  y  el  acierto  en  los  fallos;  queriendo 
significar  que  ni  fueran  tan  cortos  que  ahogasen  la  defensa  y 
pudieran  ser  causa  de  que  no  hubiera  acierto  en  los  fallos,  ni 
tan  largos  que  causasen  dilaciones  perjudiciales  á  las  partes  y 
á  la  justicia. 

Todos  los  términos  en  los  juicios  emanan  de  la  ley  que  los 
establece  y  autoriza;  pero  atendidos  la  procedencia,  objeto  y 
naturaleza  de  cada  uno,  toman  distinto  nombre.  Son  términos 
legales  los  que  concede  y  fija  la  ley;  judiciales,  los  que  señalan 
los  Tribunales  en  virtud  de  sus  facultades;  convencionales,  los 
que  fijan  las  partes  ó  se  conceden  mutuamente";  individuales, 
los  que  solamente  puede  utilizar  uno  de  los  litigantes;  comunes, 
los  que  se  conceden  y  utilizan  todos (prorrogábleé,  los  que  por 
disposición  de  la  ley  pueden  ampliarse  por  los  Tribunales  más 
allá  del  límite  fijado  por  la  ley;  improrrogables  ó  fatales,  los 
que  la  ley  prohibe  que  se  extiendan  más  allá  del  tiempo  por  ella 
señalado;  y  perentorios,  los  que  se  conceden  últimamente  y  con 
denegación  de  otro,   cuya   circunstancia   los  hace  improrro- 


La  nueva  ley  conserva  la  división  de  términos  prorrogables 
é  improrrogables,  que  es  la  más  importante.  Unos  y  otros  han 
sido  reducidos,  aunque  no  tanto  como  en  nuestra  opinión  debía 
haberse  hecho,  ya  que  no  se  admita  que  todos  deben  ser  impro- 
rrogables. 

Si  las  leyes  de  procedimientos  son  verdaderas  disposiciones 
de  derecho  público,  en  todo  litigio  hay  algo  más  que  el  interés  , 
de  los  litigantes:  hay  el  interés  público,  que  exige  la  pronta 
administración  de  justicia;  y  sería  una  saludable  reforma  la  de 
quctodos  ó  la  mayor  parte  de  los  términos  sean  improrroga- 
bles, procediendo  en  su  consecuencia  los  Jueces  de  oficio  y  sin 
necesidad  de  petición  de  parte.  Esto  creemos  que  se  adaptaría 
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los  principios  de  la  ciencia  procesal.  Pero  como 
gira  sobre  esta  base,  sino  sobre  la  de  que  en 
nada  se  hace  si  las  partes  no  lo  solicitan,  de 
>nservado  más  términos  prorrogables  de  los  que 
amos  ver  en  ella. 

ipremio,  que  se  cita  en  esta  sección,  tiene  dos 
i  acción  que  se  concede  á  una  de  las  partes  para 
igue  á  otra  á  cumplir  lo  mandado  por  el  Juez  ó 
acuitad  de  éstos  para  acordar  esa  petición,  bajo 
o  á  que  haya  lugar;  y  se  constituye  en  rebeldía 
dejado  de  utilizar  su  derecho,  que  se  tiene  por 
mguaje  forense  se  dice  también  acusar  la  re- 

>s  términos  judiciales,  Bol.,  tomo  51,  pág.  641. 
rse  prueba  de  documentos  después  de  transcu- 

probatorio?  Rev.,  tomo  6.°,  pág.  288.—  Térmi- 
omo  12,  pág.  83;  tomo  34,  pág'.  502.— Términos 

tomo  26,  pág.  60. 

m  el  Real  decreto  de  15  de  Noviembre  de  1875, 
nto  de  los  términos  judiciales. 

Artículo  301. 

ones  y  diligencias  judiciales  se  practicarán 
írminos  señalados  para  cada  una  de  ellas. 
se  fije  término,  se  entenderá  que  han  de  prac- 
;ión. 

>n  de  lo  dispuesto  en  este  artículo  será  corre- 
iamente  según  la  gravedad  del  caso,  sin  per- 
lio  de  la  parte  agraviada  para  reclamar  la 
de  perjuicios  y  demás  responsabilidades  que 
lamento  provisional  para  la  administración  de 
?. — Real  orden*  de  5  de  Septiembre  de  1850.  — 
de  Noviembre  de  1868. — Decreto  de  15  de  No- 

Artículo  302. 
y  Tribunales  impondrán,  en  su  caso,  dicha 
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corrección  disciplinaria  á  sus  auxiliares  y  subalternos  sin 
necesidad  de  petición  de  parte;  y  si  no  lo  hicieren,  incurri- 
rán á  su  vez  en  responsabilidad. 

También  la  impondrán  á  los  Jueces  y  Tribunales  que 
les  estén  subordinados,  cuando  por  apelación  ú  otro  recurso 
conozcan  de  los  autos  en  que  se  hubiere  cometido  la  falta,  ó 
en  virtud  de  queja  justificada  de  cualquiera  de  los  litigan- 
tes. (Real  decreto  de  15  de  Noviembre  de  1875,  números  4.°, 
5*  y  6.*) 

El  primero  de  estos  artículos  no  hace  más  que  sentar  la 
regla  general  diciendo  que  las  actuaciones  y  diligencias  judi- 
ciales se  practicarán  dentro  de  los  términos  señalados  en  cada 
una  de  ellas.  De  manera  que,  para  saber  en  qué  termino  ha  de 
practicarse  cada  diligencia,  es  necesario  averiguar  si  ésta  tiene 
término  fijo,  y,  en  caso  negativo,  se  practicará  sin  dilación. 
Así  se  dice  en  el  párrafo  segundo  del  artículo,  si  bien  su  pre- 
cepto, aun  cuando  terminante,  está  redactado  con  alguna  va- 
guedad y  concisión. 

Por  el  tercer  párrafo  se  impone  una  corrección  disciplina- 
ria, según  la  gravedad  del  caso,  á  cualquiera  infracción  de  lo 
dispuesto  en  los  dos  primeros  párrafos,  sin  perjuicio  del  derecho 
de  la  parte  agraviada  para  reclamar  la  indemnización  y  demás 
responsabilidades  que  procedan. 

El  segundo  de  estos  artículos  es  el  complemento  del  ante- 
rior; no  hace  más  que  determinar  quién  ha  de  imponer  esas 
correcciones  disciplinarias,  que  se  aplicarán  sin  petición  de 
parte,  so  pena  de  incurrir  á  su  vez  en  responsabilidad.  Y  por 
su  segundo  párrafo  dice  que  la  impondrán  los  Tribunales  supe- 
riores á  sus  inferiores  que  les  estén  subordinados  cuando  por 
apelación  ú  otro  recurso  conozcan  de  los  autos  en  que  se  hubie- 
re cometido  la  falta,  ó  en  virtud  de  queja  justificada  de  cual- 
quiera de  los  litigantes. 

Este  último  miembro  del  segundo  párrafo  establece  dos  for- 
mas ó  maneras  para  que  un  Tribunal  superior  imponga  esas 
correcciones  disciplinarias,  bien  al  conocer  de  los  autos  y 
observar  su  falta,  bien  por  queja  de  los  litigantes.  Pero  este 
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segundo  caso  supone  que  el  Tribunal  inferior,  conociendo  su 
falta,  no  la  ha  corregido;  y  como  por  el  párrafo  primero  del 
artículo  incurren  en  responsabilidad  los  Jueces  y  Tribunales 
que  no  impongan  esa  corrección  á  sus  auxiliares,  aun  cuando 
la  parte  no  lo  pida,  resulta  que  los  superiores  tienen  que  impo- 
ner dos  correcciones:  una  al  que  haya  cometido  la  falta,  que  no 
ha  corregida  el  inferior,  y  otra  á  éste  por  no  haberlo  hecho. 

Jurisprudencia. — Los  actuarios  deben  practicar  las  dili- 
gencias que  son  de  su  incumbencia  dentro  del  término  preve- 
nido en  la  ley,  sin  que  les  sea  lícito  suspenderlas  de  su  propia 
autoridad,  aunque  lo  pidan  y  consientan  las  partes,  sino  dando 
cuenta  al  Juez  para  que  lo  acuerde  si  lo  cree  conveniente.  (13 
Septiembre  1884. ) 

Debe  ser  corregido  disciplinariamente  el  actuario  que  de- 
mora la  remisión  por  el  primer  correo  del  auto  en  que  se  acuer- 
de la  insistencia  en  una  inhibitoria.  (30  Septiembre  1885.) 


Artículo  303. 

Los  términos  judiciales  empezarán  á  correr  desde  el  día 
siguiente  al  en  que  se  hubiere  hecho  el  emplazamiento, 
citación  ó  notificación,  y  se  contará  en  ellos  el  día  del  ven- 
cimiento. (Ley  ant.,  art.  25  j 

Este  artículo  usa  de  las  voces  términos  judiciales,  no  en  el 
sentido  de  ser  los  que  otorga  el  Juez,  sino  por  los  términos  que 
se  conceden  en  los  juicios  para  evacuar  cualquiera  actuación. 
Ambas  voces  son  aplicables  á  todos  los  términos,  ya  se  conce- 
dan por  la  ley,  ya  por  el  Juez  ó  ya  por  la  práctica.  Es  decir, 
que  la  palabra  ó  adjetivo  judiciales  no  se  toma  como  derivado 
de  Juez,  sino  de  juicio. 

Por  lo  demás,  el  artículo  no  hace  otra  cosa  que  sancionar 
lo  que  ya  estaba  admitido  por  la  práctica;  esto  es,  que  los  tér- 
minos empiecen  á  correr  desde  el  día  siguiente  al  en  que  se 
Jiubiere  hecho  la  citación,  notificación  ó  emplazamiento,  con- 
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tándose  en  ellos  el  del  vencimiento,  que  podrá  utilizarse  por 
completo. 

Artículo  304. 

En  ningún  término  señalado  por  días  se  contarán  aque- 
llos en  que  no  puedan  tener  lugar  actuaciones  judiciales. 

Tampoco  se  contarán  los  días  de  las  vacaciones  de  ve- 
rano en  el  término  para  interponer  ante  el  Tribunal  Supre- 
mo recurso  de  casación  por  infracción  de  ley,  á  no  ser  que 
verse  sobre  desahucios,  actos  de  jurisdicción  voluntaria,  ó 
cualquier  otro  negocio  urgente  de  los  que  pueden  decidirse 
en  Sala  de  vacaciones.  (Ley  ant.,  art.  26.) 

Este  artículo  es  una  consecuencia  del  precepto  consignado 
-en  el  256,  que  dispone  que  las  actuaciones  judiciales  habrán  de 
practicarse  en  los  días  y  horas  hábiles,  bajo  pena  de  nulidad. 

La  ley  2.a,  título  XV,  Partida  3.a,  decía  «que  mientras  el 
plazo  durare,  que  el  judgador  de  alguna  de  las  partes,  non  debe 
facer  ninguna  cosa  nueva  en  el  pleyto  nin  de  trabajar  de  ello, 
fueras  ende  sobre  aquella  razón  porque  fué  dado  el  plazo». 

El  segundo  párrafo  del  artículo  ha  venido  á  aclarar  muchas 
dudas  respecto  al  tiempo  desde  el  que  han  de  contarse  los  tér- 
minos para  interponer  el  recurso  de  casación  en  el  Tribunal 
Supremo  en  el  período  de  vacaciones. 

Como  durante  los  dos  meses  del  15  de  Julio  al  15  de  Sep- 
tiembre vaca  el  Tribunal  Supremo,  este  lapso  de  tiempo  no  se 
computa  en  el  plazo  para  interponer  el  recurso  de  casación  por 
infracción  de  ley,  salvo  en  determinados  asuntos;  disposición 
que  no  podemos  aplaudir,  porque  retrasa  considerablemente, 
■sin  razón  bastante  que  lo  justifique,  la  resolución  definitiva  de 
los  pleitos. 

Se  exceptúan  expresamente  los  desahucios  y  los  actos  de 
jurisdicción  voluntaria  y  cualquier  otro  negocio  urgente  de  les 
-que  puedan  decidirse  en  Sala  de  vacaciones,  que  son  los  que 
determina  el  art.  893  de  la  ley  orgánica  del  Poder  judicial. 
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JtTÍCULO    305. 


dos  por  meses  se  contarán  por  mese& 
3S  días  inhábiles. 

plazo  concluyese  en  domingo  ú  otro 
á  prorrogado  al  siguiente  día  hábil. 

ma  contradicción  al  precepto  del  256 
tblan  de  días  inhábiles  en  los  que  no 
iciones  judiciales,  puesto  que  se  dice 
dos  por  meses  se  contarán  por  meses 
s  días  inhábiles,  lo  cual  quiere  decir 
s  para  evacuar  una  diligencia,  no  se 
nticinco  ó  veintiséis  días  cuando  más, 
ó  cinco  días  festivos  no  podrá  el  liti- 
q  alguna,  en  razón  á  que  el  precepto 
prohibe  practicar  éstas  en  días  inhábi- 
ros. 

:a  días  para  interponer  el  recurso  de 
prendido  en  este  artículo,  puesto  que 
te  por  días. 

LRTÍCULO    306. 

los  términos  cuya  prórroga  no  esté 

l  por  esta  ley. 

necesario: 

es  de  vencer  el  término. 

ista  causa,  á  juicio  del  Juez  ó  Tri- 

apreciación  que  haga  de  ella  se  dé 

it.,  art  27.) 

aos  judiciales  empleado  por  los  litigan- 
o  á  la  disposición  del  art.  27  de  la  an- 
tto,  del  que  éste  está  literalmente  tomaí- 
jhas,  sin  que  se  lograra  el  objeto  per- 
ral  disposición,  no  se  ha  cortado  por 
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«ompleto  el  abuso,  y,  lo  que  es  más,  creemos  que  no  se  cortará, 
porque  el  mismo  artículo  autoriza  para  prorrogar  términos  cuya 
prórroga  no  esté  expresamente  prohibida  por  la  ley.  Sin  embar- 
go, algo  se  ha  hecho,  y  haciendo  los  Jueces  un  buen  uso  de  la 
facultad  que  se  les  concede,  si  no  en  un  todo,  en  parte  podrá 
evitarse  la  astucia  de  los  litigantes  de  mala  fe. 

La  petición  de  la  prórroga  ha  de  pedirse  antes  de  vencer  el 
término,  sea  éste  de  los  señalados  por  la  ley  ó  de  los  que  conce- 
de  el  Juez,  y  ha  de  alegarse  justa  causa,  que  el  Juez  apreciará, 
sin  que  sobre  esta  apreciación  se  dé  recurso  alguno.  No  dice  la 
ley  que  se  justifique  la  causa,  sino  que  se  alegue;  porque  si  se 
hubiera  de  justificar,  los  litigantes  encontrarían  el  medio  de 
evitar  la  negativa  de  la  prórroga,  pidiendo  la  justificación  de  la 
causa,  con  lo  cual  lograban  quizás  más  de  lo  que  pedían.  Aho- 
ra, siempre  que  la  justificación  pueda  ir  en  la  petición  de  pró- 
rroga, como  es,  por  ejemplo,  la  enfermedad  de  un  Letrado,  no 
hay  inconveniente  en  que  se  presente  certificación  facultativa 
en  que  así  conste. 

El  Juez  ha  de  tener  en  cuenta  para  otorgar  la  prórroga  que 
la  causa  ha  de  ser  justa,  no  frivola  ó  un  mero  pretexto. 

El  último  miembro  del  número  2.°  de  este  artículo  es  termi- 
nante y  tiende  á  evitar  que  se  consiga  la  prórroga  improcedente 
por  medio  de  una  súplica  ó  de  una  apelación. 

Jurisprudencia.  —  Transcurridos  los  términos  prorrogables 
sin  haberse  solicitado  prórroga  dentro  de  ellos,  se  hacen  im- 
prorrogables. (10  Diciembre  1864.) 

Abtículo  307. 

No  podrá*  pedirse  ni  concederse  más  de  una  prórroga,  la 
cual  se  otorgará  por  el  tiempo  que  el  Juez  ó  Tribunal  esti- 
me prudente;- pero  en  ningún  caso  excederá  de  la  mitad  del 
señalado  por  la  ley  para  el  término  que  se  prorrogue.  (Ley 
anterior,  art.  28.) 

Este  artículo  ha  venido  á  disipar  una  vaguedad  que  tenía  su 
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lente  el  28  de  la  antigua  ley.  Este  hablaba  de  prórrogas 
concedieran,  lo  que  daba  á  entender  que  éstas  podían  ser 
por  lo  menos  más  de  una.  La  nueva  ley  dice  terminante- 
jue  no  se  concederá  más  de  una.  Y  aun  ha  ido  más  allá 
estricción,  puesto  que  preceptúa  que  la  prórroga  no  ex- 
en  ningún  caso  de  la  mitad  del  término  señalado  por  la 
a  el  que  se  prorrogue,  cuando  la  ley  anterior  sólo  decía 
prorrogase  por  los  días  señalados  para  el  término  que  se^ 
jara.  Excusamos  encarecer  la  conveniencia  de  la  reforma. 

Artículo  308. 

mscurridos  los  términos  prorrogables  ó  la  prórroga,, 
ia  en  tiempo  hábil,  si  se  hallaran  los  autos  en  la  Es- 
[a,  se  practicará  lo  que  se  previene  en  el  art.  521. 
los  autos  se  hallaren  en  poder  de  alguna  de  las  partes, 
que  apremie  la  contraria  se  mandará  á  aquélla  que 
ruelva  dentro  de  veinticuatro  horas,  bajo  la  multa  de 
3  pesetas  por  cada  día  que  deje  transcurrir  sin  devoi- 

Esta  multa  se  exigirá  personalmente  del  Procurador 
)  intervenga,  á  no  ser  que  justifique  su  inculpabilidad, 
transcurren  tres  días  sin  devolverse  los  autos,  proce- 

actuario  á  recogerlos  de  quien  los  tenga,  bajo  su  res- 
rilidad  y  sin  necesidad  de  nueva  providencia,  y  en  el 
3  que  no  le  sean  entregados  en  el  acto  del  requerimien- 
:á  cuenta  al  Juez  ó  Tribunal  para  que  disponga  se 
a  á  lo  que  haya  lugar  por  la  ocultación  del  proceso. 
mt.,  art.  29.) 

minantes  preceptos  consigna  este  artículo  para  la  recogi- 
tutos,  transcurridos  los  términos;  y  era  en  verdad  de  ne- 
l  que  se  consignase  un  medio  eficaz  para  evitar  todos  los 
ien  frecuentes  de  tener  que  ser  apremiado  un  Procurador 
t  devolución  de  los  autos  y  conminado  varias  veces  con 
3ación  de  multas,  que  con  facilidad  le  eran  condonadas*- 

Artículo  309. 
se  admitirá  más  de  un  escrito  de  apremio.  Las  costas 
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del  mismo*  y  de  las  demás  actuaciones  hasta  que  se  devuel- 
van los  autos,  serán  en  todo  caso  de  cuenta  del  apremiado. 

Tiende  este  artículo  á  evitar  gastos  á  las  partes  y  á  evitar 
en  ellos  abusos,  de  que  no  son  siempre  responsables  las  partes 
mismas. 

Aetículo  310. 

Serán  improrrogables  los  términos  señalados : 

1.°    Para  comparecer  en  juicio. 

2.°    Para  proponer  excepciones  dilatorias. 

3.°  Para  interponer  los  recursos  de  reposición,  apelación 
ó  súplica,  y  preparar  ó  interponer  los  de  queja  por  la  no 
admisión  de  la  apelación. 

4.°  Para  pedir  aclaración  de  alguna  sentencia,  ó  que  se 
supla  la  omisión  que  en  ella  se  hubiere  cometido. 

5.°  Para  presentarse  el  apelante  ante  el  Tribunal  supe- 
rior en  virtud  de  emplazamiento  hecho  á  consecuencia  de 
haberse  admitido  una  apelación. 

6.°  Para  comparecer  ante  el  Tribunal  superior  con  el 
correspondiente  testimonio,  á  mejorar  la  apelación  admitida 
en  un  efecto. 

7.°  Para  pedir  certificación  de  la  sentencia,  á  fin  de  in- 
terponer recurso  de  casación  por  infracción  de  ley  ó  de  doc- 
trina legal,  y  para  formalizarlo  en  el  Tribunal  Supremo. 

8.°  Para  interponer  recurso  de  casación  por  quebranta- 
miento de  forma. 

9.°  Para  presentarse  ante  el  Tribunal  Supremo,  á  conse- 
cuencia de  haberse  admitido  dicho  recurso  de  casación,  ó 
recurrir  en  queia  de  la  providencia  en  que  se  deniegue  la 
certificación  de  la  sentencia  ó  la  admisión  del  recurso. 

10.  Cualesquiera  otros  respecto  á  los  cuales  haya  pre- 
vención expresa  y  terminante  de  que,  pasados,  no  se  admi- 
tan en  juicio  la  acción,  excepción,  recurso  ó  derechos  para 
que  estuvieren  concedidos.  (Ley  ant.,  art.  30.) 

Este  artículo  no  hace  más  que  enumerar  los  términos  que 
son  improrrogables,  sin  fijar  los  que  correspondan  á  cada  una 
délas  actuaciones  ó  actos  que  se  señalan,  porque  sólo  se  trata 
de  esto  al  hablar  de  cada  uno  de  ellos  en  particular.  Para  el 
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rtículo,  basta  la  enumeración  de  todas  las 
íe  los  términos  son  improrrogables,  cuya  natu- 
,  transcurridos  éstos  y  acusada  una  rebeldía, 
tecesaria,  se  declara,  sin  más  diligencias  de 
ardido  el  derecho  del  que  hubiere  dejado  de 
rmino  sin  usar  del  que  le  correspondiera. 

Artículo  311. 

3  improrrogables  no  podrán  suspenderse,  ni 

de  cumplidos,  por  vía  de  restitución,  ni  por 

mo. 

>rza  mayor  que  impida  utilizarlos,  podrán 

ante  su  curso.  (Ley  ant.,  art.  32.) 

íe  refiere  á  k  s  términos  que  designa  en  el  ar- 
Bde  referirse  á  otros,  por  ejemplo,  el  de  prueba, 
derse  por  justa  causa,  no  obstante  ser  también 
ás  allá  del  término  máximo,  porque  estos  son 
>n  á  la  regla  general  de  que  ningún  término 
leda  suspenderse,  y  excepción  que  previene  la 

xcepción  consigna  este  artículo  en  su  segundo 
por  fuerza  mayor  que  impida  utilizarlos  po- 
los términos  improrrogables  durante  su  curso; 
y  excepción  que  creemos  justa,  porque  no  se 
al  litigante  que  por  negligencia  ó  mala  fe  deje 
,  con  aquel  que  por  fuerza  mayor,  y  contra  su 
oaposibilitado  de  utilizarle. 

Artículo  312. 

>s  que  sean  los  términos  improrrogables,  se 
icado  de  derecho  y  perdido  el  trámite  ó  re- 
ere  dejado  de  utilizarse,  sin  necesidad  de 
íuse  de  rebeldía,  á  no  ser  en  el  caso  á  que  se 
L.°  del  art.  310. 
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No  se  admitirá  escrito  ni  reclamación  alguna  que  se 
oponga  á  esta  disposición,  y  si  fuere  necesario  recoger  los 
autos  para  darles  el  curso  correspondiente,  se  empleará  el 
procedimiento  establecido  en  el  art.  308.  (Ley  ant.,  ar- 
ticulo 32.) 

También  este  artículo  es  terminante  en  cuanto  á  la  perento- 
riedad de  los  términos  improrrogables.  Según  él,  transcurridos 
esos  términos,  y  sin  necesidad  de  apremio  ó  acuse  de  rebeldía, 
se  tendrá  por  caducado  de  derecho,  y  perdido  el  trámite  ó  re- 
curso que  hubiere  dejado  de  utilizarse. 

Sólo  una  excepción  hace  el  artículo,  el  que  se  refiere  al  caso 
¿el  núm.  1.°  del  art.  310,  esto  es,  para  comparecer  en  juicio, 
excepción  justa  y  necesaria. 

Llegado  el  caso  de  haber  transcurrido  el  término,  ya  no  se 
admitirá  escrito  ni  declaración  alguna;  y  si  fuere  necesario 
recoger  los  autos,  se  empleará  el  procedimiento  del  art.  308. 


TÍTULO  VII 

Del  despacho,  vista,  votación  y  fallo  de  los  asuntos 
judiciales. 


SECCIÓN  PRIMERA 

DEL  DESPACHO   ORDINARIO   Y   VI8TA8 

Todos  los  días  no  feriados  deben  tener  los  Juzgados  y  Tri- 
bunales audiencia  pública  en  el  local  destinado  al  efecto,  sin 
que  ningún  Juez  ó  Magistrado  pueda  sin  justa  causa  dejar  de 
asistir  á  la  audiencia.  Si  le  fuere  imposible  asistir,  ha  de  po- 
nerlo con  la  anticipación  necesaria  en  conocimiento  de  su  su- 
plente ó  del  Presidente  del  Tribunal,  para  que  la  audiencia  no 
deje  de  celebrarse  ni  sufra  retraso  el  despacho  de  los  negocios. 
(Artículos  632  y  siguientes  de  la  ley  org.  del  P.  J. ) 
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Los  Jueces  de  primera  instancia  y  Magistrados  deben  con- 
currir á  ella  en  traje  de  ceremonia;  los  Abogados,  en  traje  pro- 
fesional, y  los  Procuradores,  sencillamente  con  traje  negro.  (Ar- 
tículos 207,  880  y  888. ) 

Una  parte  de  la  sala  destinada  á  audiencia,  separada  gene- 
ralmente del  resto  por  una  barandilla,  debe  tener  el  pavimento 
más  alto  formando  estrado.  Al  fondo  de  este  estrado,  bajo  un 
dosel,  y  teniendo  delante  una  mesa  de  la  longitud  necesaria,  se 
sienta  el  Juez  ó  s*e  sientan  en  fila  los  Magistrados  que  forman 
la  Sala,  ocupando  el  asiento  del  centro  el  Presidente  y  los  de- 
más los  Magistrados  por  orden  de  antigüedad. 

Enfrente  de  esta  mesa,  y  de  espaldas  á  la  barandilla,  se 
coloca  en  un  banco  con  respaldo  el  Escribano,  Relator  ó  Secre- 
tario, que  ha  de  tener  también  una  mesa  delante.  A  los  dos  la- 
dos del  estrado,  y  en  el  espacio  que  media  entre  la  mesa  del 
Tribunal  y  la  del  Secretario,  pero  sin  interponerse  entre  ellas, 
debe  haber  mesas  fronteras  para  los  Abogados,  que  ocupan 
también  bancos  con  respaldo.  En  el  resto  de  la  sala,  ó  sea  al 
otro  lado  de  la  barandilla,  se  coloca  el  público,  que  debe  tener 
á  su  disposición  bancos  para  sentarse  de  frente  al  Tribunal. 

Los  Tribunales  tienen  el  tratamiento  impersonal,  y  los  Abo- 
gados el  de  usted.  Estos  pueden  cubrirse  con  el  birrete,  debien- 
do necesariamente  descubrirse  al  entrar  en  la  sala  ó  salir,  y  al 
empezar  á  hablar  ó  terminar  su  discurso ;  los  Escribanos,  Rela- 
tores ó  Secretarios  deben  estar  con  la  cabeza  descubierta. 

Hay  varias  disposiciones  dictadas  sobre  asiento  de  los  Ma- 
gistrados honorarios,  de  los  Procuradores  y  de  los  Abogados 
que  quieran  asistir  á  los  debates  judiciales  como  escuela  prácti- 
ca del  foro ;  pero  no  tienen  gran  importancia,  y  en  general  no 
se  observan,  colocándose  estas  personas,  cuaádo  asistan  á  algu- 
na vista,  en  los  bancos  destinados  al  público. 

La  audiencia  comienza  por  el  despacho  ordinario;  siguen 
después  las  vistas  señaladas,  y,  por  último,  se  termina  con  la 
publicación  de  las  sentencias  y  la  firma  de  los  autos  y  provi- 
dencias acordadas. 
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Llámase  despacho  ordinario,  como  lo  indica  la  frase,  al 
conjunto  de  resoluciones  referentes  á  la  sustanciación  de  los 
asuntos  judiciales,  ó  sea  al  curso,  expedición  y  trámite  de  los 
mismos,  y  á  los  actos  preparatorios  para  dictarlos,  que  consis- 
ten en  que  los  Escribanos  ó  Secretarios,  teniendo  á  la  vista  del 
Tribunal  los  autos  ó  expedientes,  den  cuenta  verbalmente  del 
estado  de  cada  uno  y  de  las  pretensiones  que  en  ellos  se  hayan 
deducido  ó  diligencias  que  se  hayan  practicado. 

Vista  es  el  acto  en  que  el  Juez  ó  Tribunal,  concluso  ya  el 
pleito  ó  negocio  que  haya  de  resolver,  se  instruye  por  la  rela- 
ción que  hace  de  ellas  el  Secretario  ó  Relator  de  todas  las  ac- 
tuaciones practicadas  y  de  la  resolución  que  cada  parte  preten- 
de, y  oye  las  consideraciones  y  argumentos  que  expone  cada 
ana,  por  sí  ó  por  medio  de  su  representante  ó  Abogado,  según 
los  casos,  para  demostrar  que  la  resolución  que  pretende  es  la 
que  procede  dictar  en  justicia. 

Abíícülo  313. 

Las  diligencias  de  prueba  y  las  vistas  de  los  pleitos  y  de- 
más negocios  jutiiciales  se  practicarán  en  audiencia  pública. 

Del  mismo  modo  se  hará  el  despacho  ordinario  de  sus- 
tanciación de  los  negocios  en  que  lo  hubiere  solicitado  algu- 
na de  las  partes.  —  (Ley  ant.,  art.  41,  par.  1.° —  Ley  orgá- 
nica del  P.  J.,  art.  649.) 

Abtíoülo  314. 

No  obstante  lo  ordenado  en  el  artículo  anterior,  los  Jue- 
ces y  Tribunales  podrán  disponer  de  oficio  ó  á  instancia  de 
parte,  que  se  haga  á  puerta  cerrada  el  despacho  y  vista  de 
aquellos  negocios  en  que  lo  exijan  la  moral  ó  el  decoro. 

Cuando  se  deduzca  esta  pretensión  en  el  acto  de  darse 
principio  á  la  vista,  oídas  brevemente  las  partes,  el  Tribunal 
decidirá  en  el  mismo  acto  lo  que  estime  conveniente. 

Contra  lo  que  se  decida  sobre  este  punto,  no  se  dará  ul- 
terior recurso.  —  (Ley  ant.,  art.  41,  par.  2.° — Ley  orgáni- 
ca del  P.J.,  art.  650.) 
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lo,  y  poco  á  poco  se  elevará  el  carácter  de  la  población,  facili- 
tando el  establecimiento  del  juicio  público  y  preparando  el  del 
Jurado,  no  sólo  para  las  causas  criminales,  sino  para  algunos 
negocios  civiles  en  que  podrá  intervenir  ventajosamente. 

Las  disposiciones  indicadas  sobre  publicidad  tienen  su  com- 
plemento en  los  artículos  632  y  633  de  la  ley  orgánica  del  Poder 
judicial,  que  mandan  que  la  audiencia  se  tenga  en  el  edificio 
destinado  al  efecto,  y  que  un  edicto  fijado  constantemente  en  la 
parte  exterior  de  las  salas  destinadas  á  los  Juzgados  y  Tribu- 
nales marque  la  hora  de  empezar.  Cuando  la  hora  no  esté  de- 
terminada por  disposiciones  especiales,  la  señalan  los  Jueces  y 
Presidentes  de  los  Tribunales  dentro  de  las  hábiles,  debiendo 
tener  en  consideración  para  ello,  como  previenen  las  ordenan- 
zas de  Audiencias  (art.  13)  y  el  reglamento  de  Juzgados  (art.  82), 
la  estación,  el  clima  y  las  diversas  costumbres  de  los  pueblos. 
Consecuencia  del  derecho  de  oir  y  presenciar  es  el  de  emplear 
los  medios  adecuados  para  recordarlo;  y  aunque  nada  disponen 
las  leyes  sobre  si  puede  ó  no  permitirse  que  á  las  vistas  asistan 
taquígrafos  para  tomar  notas  de  los  informes  orales,  el  Tribu- 
nal Supremo  lo  ha  permitido  en  algunas  ocasiones  que  han  ocu- 
rrido, según  indica  el  Sr.  Ortiz  de  Zuñiga  (Práctica  forense, 
tomo  1.°,  pág.  63),  y  los  demás  Tribunales  no  se  negarán  segu- 
ramente á  adoptar  en  su  caso  el  mismo  acuerdo.  En  cuanto  á  la 
publicación  de  estas  notas  ó  apuntes,  así  como  de  las  senten- 
cias, escritos  presentados  en  los  pleitos  é  informes  orales  pro- 
nunciados en  las  vistas,  deben  tenerse  presentes  las  disposicio- 
nes de  la  ley  sobre  propiedad  intelectual,  y  principalmente  las 
contenidas  en  los  artículos  8.°,  16  y  28. 

Los  inconvenientes  que  la  publicidad  de  la  audiencia  pudie- 
ra ofrecer  en  algunos  casos,  están  salvados  por  la  facultad  que 
confiere  á  los  Tribunales  el  art.  314,  respecto  de  la  cual  debe 
advertirse  que  es  también  aplicable  á  las  diligencias  de  prue- 
ba, aunque  en  él  no  se  mencionan  (art.  572),  y  que  en  ningún 
caso  alcanza  á  las  partes  interesadas  ni  á  sus  defensores  (Or- 
denanzas de  Audiencias,  art.  32  y  art.  572  de  esta  ley\  fuera 
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de  la  excepción  que  autoriza  el  art.  655;  é  independientemente 
de  esto,  para  corregir,  manteniendo  la  audiencia  pública,  las 
faltas  que  con  su  ocasión  puedan  cometerse,  corresponden  á  los 
Tribunales  las  atribuciones  disciplinarias  de  que  trata  el  títu- 
lo XIII  de  este  mismo  libro,  igualmente  aplicables  á  los  intere- 
sados que  al  público  en  general,  aun  en  las  diligencias  de  prue- 
ba (artículos  438,  440  y  575). 

La  publicidad  de  las  diligencias  de  prueba,  que  ademas  del 
artículo  313  ordena  el  570,  y  que,  como  hemos  indicado,  no  se 
refiere  á  la  citación  de  la  parte  contraria,  que  como  regla  gene- 
ral prescribía  el  art.  278  de  la  ley  anterior  de  Enjuiciamiento 
civil,  sino  á  su  práctica  en  audiencia  pública,  ha  hecho  necesa- 
rio que  se  autorizaran  las  medidas  adecuadas  para  impedir  la 
comunicación  de  los  declarantes  en  la  confesión  (art.  590)  y  en 
la  prueba  de  testigos  (art.  646).  En  los  demás  casos,  sobre  todo 
en  los  de  traída  y  cotejo  de  documentos,  rara  vez  podrá  practi- 
carse la  prueba  en  audiencia  pública  (artículos  599,  603,  605 
y  606);  en  la  de  peritos  son  secretas  las  deliberaciones  (art.  627); 
en  la  de  reconocimiento  judicial,  la  publicidad  no  será  siempre 
posible;  y  en  general,  á  pesar  de  las  terminantes  declaraciones 
de  los  artículos  313  y  570,  las  diligencias  de  prueba,  excepción 
hecha  de  las  mencionadas  anteriormente,  no  podrán  practicarse 
en  audiencia  pública  y  se  verificarán  con  la  sola  intervención 
de  las  partes  y  sus  representantes  y  asesores,  únicas  personas 
que  se  mencionan  en  las  disposiciones  especiales  de  la  ley,  fue- 
ra del  art.  642  relativo  á  la  prueba  de  testigos. 

La  disposición  con  que  termina  el  art.  314  indica  claramen- 
te que  las  cuestiones  de  publicidad  quedan  al  arbitrio  del  Tri- 
bunal que  conoce  en  el  asunto,  y  en  el  art.  1.693  puede  verse 
que  la  infracción"  de  lo  prevenido  sobre  audiencia  pública  en 
los  casos  en  que  la  ley  la  exige  ó  en  que  puede  acordarse  á  ins- 
tancia de  parte,  no  se  considera  como  una  violación  de  las  for- 
mas esenciales  del  juicio. 
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Artículo  315. 


Para  el  despacho  ordinario  darán  cuenta  de  palabra  los 
Secretarios  y  Escribanos  en  el  mismo  día  en  que  se  presen- 
ten los  escritos  ó  tengan  estado  los  autos,  y  no  siendo  posi- 
ble, en  el  siguiente.  (Ley  org.  del  P.  J.,  art.  481,  núm.  5.°, 
y  651.) 

Lo  mismo  estaba  anteriormente  dispuesto  en  el  art.  130  de 
las  Ordenanzas  de  Audiencias  y  en  el  44  del  reglamento  de 
Juzgados;  y  en  el  primer  concordante  citado  de  la  ley  orgánica 
del  Poder  judicial  se  declara  que  los  Secretarios  serán  perso- 
nalmente responsables  de  las  dilaciones  inmotivadas  en  que  in- 
curran, dando  lugar  la  negligencia  á  corrección  disciplinaria, 
según  el  art.  570  de  la  misma  ley  orgánica,  y  esta  misma  obli- 
gación figura  en  el  Real  decreto  de  5  de  Febrero  de  1903  reor- 
ganizando el  Cuerpo  de  Escribanos  de  actuaciones.  Aun  es  más 
estrecha  la  responsabilidad  que  por  la  ley  actual  pueden  exigir- 
les los  Tribunales  y  las  partes  (artículos  301,  302  y  445),  pero 
ninguna  garantía  sería  tan  eficaz  como  la  publicidad  efectiva 
del  despacho  de  sustanciación;  pudiendo  las  partes  exigir  recibo 
de  todo  escrito  ó  documento  que  presenten,  con  expresión  del 
dia  y  hora  de  su  presentación  (art.  250),  y  pudiendo  asistir  al 
despacho  en  la  audiencia  pública,  y  aun  exponer  en  ella  de  pa- 
labra las  observaciones  oportunas  (art.  331),  su  vigilancia  evi- 
tará cualquier  abuso,  no  sólo  en  cuanto  á  los  plazos,  sino  en 
cuanto  á  la  forma  de  dar  cuenta  de  los  asuntos,  mucho  mejor 
que  pudiera  evitarlo  el  temor  de  correcciones  que  con  frecuen- 
cia no  pasan  de  estar  prescritas  en  las  leyes.  Ejemplo  de  esto 
es  que,  á  pesar  de  las  terminantes  disposiciones  de  todas  las 
leyes  anteriores  á  la  actual,  y  de  las  facultades  gubernativas 
de  los  Presidentes  de  los  Tribunales,  el  despacho  ordinario  de 
sustanciación  venía  haciéndose  en  algunas  Audiencias  á  puerta 
cerrada,  sin  que  aquellas  leyes  lograran  la  debida  observancia. 

Como  explicación  de  la  frase  y  no  siendo  posible  en  el  si- 
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te  recordar  el  art.  130  de  las  Ordenanzas  de  Au- 
9  se  deduce  que,  á  no  ser  que  falte  tiempo  den- 
ordinarias  de  audiencia,  se  refiere  únicamente 
autos  que  les  hubieren  sido  entregados  después 
iespacho  del  día. 

Artículo  316. 

>ncias  de  sustanciación  se  dictarán  en  el  acto 
si  Secretario,  ó  á  lo  más  dentro  de  los  dos  días 

iencias  y  en  el  Tribunal  Supremo,  sólo  en 
e  deba  ser  motivada  la  resolución  ó  haya  ne- 
ninar  antecedentes  para  dictarla,  podrá  acor- 
>  se  dé  cuenta  por  Relator,  si  no  reuniese  este 
etario  respectivo.  (Ley  org.  del  P.  J.,  artícu- 
números  1.°  y  2.°,  y  disposiciones  transito- 
mtes.) 

aplicables  al  primer  párrafo  de  este  artículo 
ieraciones  anteriormente  expuestas  sobre  las 
ublicidad  del  despacho  de  sustanciación,  euca- 
r  á  las  partes  á  hacer  uso  de  un  derecho  mirado 
tanta  indiferencia,  y  sobre  la  ineficacia  de  las 
e,  lo  mismo  que  esta  ley  (arts.  301,  302,  375 
►a  procedentes  la  de  organización  del  Poder  ju- 
do r  lo  que  en  cuanto  á  esto  significa,  sino  prin- 
o  que  en  él  se  dispone,  véase  en  la  nota  del  ar- 
al  decreto  de  15  de  Noviembre  de  1875. 
segundo  párrafo,  debe  tenerse  en  cuenta  que 
a  Sala  de  gobierno  del  Tribunal  Supremo,  co- 
Audiencias  en  15  de  Mayo  de  1861,  se  fijó  la 
>ía  seguirse  respecto  á  acordar  providencias  con 
>n  de  Relator,  estableciendo:  «Que  con  arreglo 
del  art.  35  de  dicha  ley  ( la  anterior  de  Enjui- 
y  del  102  de  las  Ordenanzas  de  Audiencias,  los 
emo  y  Superiores  pueden  acordar  providencias 
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sin  la  intervención  del  Relator,  y  con  la  del  Escribano  de  Cá- 
mara solamente,  en  los  negocios  que  se  rijan  por  la  ley  de  En- 
juiciamiento civil;  pero  que  debe  darse  cuenta  por  Relator 
cuando  la  Sala  lo  mande,  conforme  á  la  antigua  jurisprudencia, 
según  la  cual  debe  verificarse  en  los  casos  siguientes:  1.°,  siem- 
pre que  la  ley  lo  ordena;  2.°,  para  definitiva  y  resolución  de  in- 
cidentes-, 3.°,  para  proveer  á  una  petición  ó  informe  fiscal; 
y  4.°,  siempre  que  la  Sala  lo  juzgue  conveniente  por  cualquiera 
razón.»  Y  al  comunicar  este  acuerdo  á  las  Audiencias,  se  les 
encargó  que  si  les  ocurriese  alguna  duda  ó  creyesen  necesaria 
alguna  resolución  relativa  á  esta  práctica,  elevaran  la  corres- 
pondiente consulta. 

Por  último,  hay  que  advertir  que  cuando  no  esté  expresa- 
mente dispuesto  lo  contrario  en  la  ley,  el  Relator  deberá,  por 
regla  general,  instruir  al  Tribunal  verbalmente,  excusando  el 
hacerlo  por  escrito  cuando  no  sea  indispensable  ó  no  se  haya 
asi  mandado  expresamente.  (Ley  anterior  de  Enjuiciamiento 
civil,  art.  35;  Ordenanzas  de  Audiencias,  art.  108;  reglamento 
del  Tribunal  Supremo,  art.  54;  y  segundo  concordante  citado 
de  la  ley  orgánica  del  Poder  judicial.) 

Artículo  317. 

Las  Salas  se  constituirán,  para  el  despacho  ordinario  y 
resolución  de  incidentes,  con  tres  Magistrados,  por  lo  menos, 
en  las  Audiencias,  y  cinco  en  el  Tribunal  Supremo,  sin  que 
puedan  exceder  de  cinco  en  aquéllas  ni  de  siete  en  éste.  Los 
acuerdos  se  tomarán  por  mayoría  absoluta  de  votos.  (Ley 
orgánica  del  P.  J.,  art  640  ) 

En  cuanto  al  número  de  Magistrados  necesario  para  formar 
Sala,  las  disposiciones  de  esta  ley,  en  que,  tal  vez  sin  motivo 
suficiente,  se  abandona  el  principio  consignado  en  el  art.  673 
de  la  orgánica  del  Poder  judicial,  de  haber  de  ser  siempre  im- 
par, son  algún  tanto  confusos,  y  por  ello  hemos  creído  conve- 
niente examinarlas  en  conjunto  en  una  sola  nota  (véase  la  del 

24 
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articulo  325),  concretándonos  en  ésta  á  lo  relativo  al  despacho 
de  sustanciación,  para  el  cual  no  deja  el  artículo  duda  de  que 
¡  pueden  constituirse  las  Salas  con  cuatro  Magistrados  en  las 

^  Audiencias  y  con  seis  en  el  Tribunal  Supremo,  puesto  que  de 

7"  otro  modo  lo  que  se  señala  como  límite  mínimo  y  máximo  en 

f*¿  cada  caso  se  hubiera  fijado  como  único  número  posible. 

fe;  Y  Prescindiendo  de  la  exactitud  técnica  de  la  palabra  acuerdos, 

fe.-!  á  que  el  art.  667  de  la  ley  orgánica  del  Poder  judicial  dio  una 

í?{:  significación  restringida,  que  parece  en  esta  ley  abandonada, 

¿  >  pudiera  entenderse,  por  lo  que  se  previene  al  final  del  artículo, 

[/>  que  para  cada  providencia  de  sustanciación  en  el  despacho  ordi- 

f¿  nario  es  precisa  una  votación  previa  que  dé  á  conocer  la  opinión 

i ";-;;•'  de  la  mayoría;  y  como  las  votaciones  de  los  Tribunales  son 

; '  siempre  secretas,  vendría  á  hacerse  de  este  modo  imposible  el 

cumplimiento  de  la  regla  general  del  art.  316,  de  que  aquellas 
•  providencias  han  de  dictarse  en  el  acto  de  dar  cuenta  el  Secre- 

tario y  á  convertirse  en  regla  para  los  Tribunales  colegiados  lo 
que  sólo  como  excepción  se  autoriza,  á  no  ser  que,  relacionando 
\  este  artículo  con  el  343,  se  estimase  legal  la  discusión  y  vota- 

ción pública  de  las  providencias,  ó  se  creyera  posible  abrir  y 
¡.  cerrar  la  audiencia  tantas  veces  cuantas  hubiera  necesidad  de 

dictar,  y  para  ello  votar,  una  providencia. 

Creemos  que  ha  habido  aquí,  á  consecuencia  de  una  falta  de 
método,  una  falta  de  expresión;  que  la  necesidad  de  la  votación* 
se  refiere  exclusivamente  á  la  resolución  de  incidentes,  y  que 
en  cuanto  á  aquellas  providencias  deberá  seguirse  el  procedi- 
miento marcado  en  el  art.  28  de  las  Ordenanzas  de  Audiencias, 
que  dice:  «Los  autos  de  sustanciación  los  dará  el  Presidente  de 
la  Sala,  consultando  en  voz  baja  la  opinión  de  los  demás  Minis- 
tros en  caso  de  duda;  pero  si  alguno  de  éstos  le  indicare  que  se 
provea  el  auto  por  votación,  deberá  ejecutarse  así,  dejándose 
aquel  negocio  para  después.  Los  autos  que  diere  en  público  el 
Presidente  de  Sala  tendrán  la  misma  fuerza  que  si  se  hubieren 
proveído  por  votación,  á  no  ser  que  en  el  acto  los  reclamare 
algún  otro  Ministro  de  los  que  compongan  la  Sala. » 
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Sobre  que  todo  lo  demás  sería  embarazoso  é  inútil,  y  de  este 
modo  habría  votación  siempre  que  fuera  necesaria,  creemos  que 
esto  es  una  consecuencia  lógica  de  la  naturaleza  de  estas  provi- 
dencias y  de  lo  prevenido  en  el  párrafo  primero  del  art.  316, 
que,  aunque  no  hace  indispensable  que  la  providencia  se  dicte 
en  el  acto,  y  da  por  tanto  tiempo  para  la  votación,  no  lo  hubie- 
ra establecido  como  regla  general  si  fuera  imposible  su  cumpli- 
miento. 

Abtículo  318. 

Los  Jueces  de  primera  instancia  verán  por  sí  mismos  los 
pleitos  y  actuaciones  para  dictar  autos  y  sentencias. 

En  las  Audiencias  y  en  el  Tribunal  Supremo  se  dará 
cuenta  por  Relator  ó  por  el  Secretario,  en  su  caso,  forman- 
do para  ello  el  correspondiente  apuntamiento  cuando  lo  pre- 
venga la  ley.  (Ley  ant. ,  art.  35.  —  Ley  org.  del  P.  J. ,  ar- 
tículos 672  y  482,  núm.  3.°)  < 

Del  primer  párrafo  de  este  artículo,  combinado  con  el  315, 
resulta  que  los  Jueces  están  obligados  á  ver  por  sí  mismos  los 
pleitos  y  actuaciones  para  dictar  providencias,  modificándose 
en  esto,  de  acuerdo  con  la  ley  orgánica,  la  anterior  ley  de  En- 
juiciamiento civil. 

Aunque  en  el  segundo  párrafo  no  se  expresa,  en  las  Audien- 
cias y  en  el  Tribunal  Supremo  también  es  preciso  que  un  Magis- 
trado, cuando  menos,  vea  por  sí  mismo  los  pleitos  y  actuaciones 
para  dictar  autos  y  sentencias.  (Véase  la  nota  del  art.  336.) 

No  hay  en  esta  ley  disposiciones  generales  que  determinen 
en  qué  asuntos,  cómo,  cuándo  y  con  qué  garantías  de  exactitud 
uebe  formarse  el  apuntamiento;  todo  esto  se  previene  y  se  repi- 
te en  cada  caso  concreto,  y  tal  vez  hubiera  sido  más  convenien- 
te  establecerlo  en  reglas  generales  que  hubieran  permitido  com- 
pletar la  materia  al  metodizarla.  Formulando  en  reglas  genera- 
les esas  disposiciones  dispersas,  puede  establecerse:  1.°,  que  ha 
de  formarse  apuntamiento  siempre  que  un  Tribunal  colegiado 
conozca,  en  virtud  de  apelación  ó  recurso,  de  cualquier  asunto 
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¡ioso  ó  voluntario,  para  decidir  un  incidente  ó 
íitiva,  con  exclusión  del  recurso  de  queja  y  del 
non  por  infracción  de  ley  (en  éste  para  fallar  en 
ía  la  nota  á  que  se  refieren  los  artículos  1.740 
e  su  formación  ha  de  acordarse  inmediatamente 
rse  personado  el  apelante  ó  comparecido  el  re- 
:ede  por  tanto  á  todas  las  demás  actuaciones  de 
\\ie  se  forma,  fuera  del  caso  á  que  se  refiere  el 
l  que  al  comparecer  ante  el  Tribunal  superior 
e  mejorar  la  apelación  admitida  en  un  efecto; 
b  declarar  conclusos  los  autos,  si  en  la  instancia 
ento  á  prueba  y  tiene  éste  lugar,  se  adiciona 

de  las  que  se  hubieran  practicado,  excepto  en 
leí  juicio  declarativo  de  menor  cuantía  y  de  los 
á  las  reglas  marcadas  para  éste  (artículos  705 

en  todos  los  casos,  inmediatamente  después  de 
i  comunica  a  las  partes  para  que  manifiesten  su 
idan  las  reformas  que  estimen  necesarias,  y  al 
ente  para  que  se  instruya  ó  informe  á  la  Sala 
,  sin  que  haya  recurso  contra  la  resolución  que 

del  mismo  modo  se  comunica  ó  se  pone  de  ma- 
ltes después  de  la  adición  de  las  pruebas,  ex- 
laciones  á  que  se  refiere  la  sección  3.R,  título  6.° 
i  las  que  no  se  ordena  este  trámite  (art.  902), 
estar  las  partes  su  conformidad  á  la  adición,  & 
Sn  de  ella  en  las  apelaciones  de  sentencias  defi- 

en  pleitos  de  mayor  cuantía  (art.  870). 
de  este  modo  las  disposiciones  de  la  ley,  se  ad- 
b  que  algunas  de  las  excepciones  señaladas  de- 
jer;  que,  fuera  de  las  advertencias  que  puedan 
to  de  la  vista,  faltan  garantías  de  exactitud  ó 
ados  para  obtenerla  en  los  casos  de  los  artícu- 
740;  y  que  el  Magistrado  Ponente  no  está  obli- 
ar  explícitamente  su  conformidad  con  el  apun- 
i  tampoco  autorizado  para  proponer  á  la  Sala 
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reformas  que  las#  partes  no  hayan  pedido.  En  esto  último,  ya 
que  no  se  exigiera  la  nota  de  conformidad  que  para  los  apunta- 
mientos de  causas  criminales  exigieron  el  Real  decreto  de  22  de 
Septiembre  de  1848  (art.  8.°j  y  la  ley  para  la  aplicación  del 
Código  de  1850  (regla  41),  debiera  haberse  autorizado  al  Po- 
nente para  proponer  á  la  Sala  las  reformas  que  consistiesen  en 
la  inserción  literal  de  documentos  ó  actuaciones  que  en  el  apun- 
tamiento se  hubieren  omitido  ó  extractado  con  error  y  que  pu- 
dieran influir  directamente  en  el  fallo.  Remitiéndose  el  apunta- 
miento al  Tribunal  Supremo  en  los  recursos  de  casación  y  sien- 
do éste  procedente,  no  sólo  por  error  de  derecho,  sino  por  error 
de  hecho  en  la  apreciación  de  las  pruebas,  tiene  hoy  más  im- 
portancia para  el  recurso  que  para  la  segunda  instancia  y  no 
puede  negarse  el  derecho  de  reparar  sus  inexactitudes  ú  omi- 
siones al  Tribunal  que  dicta  la  sentencia;  además  de  que,  ha- 
biendo de  fundarse  el  fallo  en  los  hechos  que  resulten  de  los 
autos  y  siendo  potestativo  en  los  demás  Magistrados  el  exami- 
narlos por  sí  mismos,  no  puede  menos  de  parecer  anómalo  que 
figuren  en  la  sentencia  hechos  que  no  consten  en  el  apunta- 
miento con  que  se  haya  dado  cuenta  para  dictarla. 

Respecto  á  la  manera  de  formarlo  nada  dispone  la  ley;  pero 
creemos  que  las  reformas  introducidas  en  ella  deberán  refle- 
jarse en  la  formación  de  los  apuntamientos,  procurando  la  ma- 
yor concisión,  consignando  clara  y  sucintamente  los  puntos  de 
hecho  en  que  los  litigantes  estuvieran  conformes  ó  que  no  hu- 
bieran sido  negados,  y  el  resultado  de  las  pruebas  sobre  los  dis- 
cutidos, y  abandonando  el  sistema  que  á  menudo  se  sigue  de 
referir  como  antecedentes  y  como  hechos  averiguados  el  re- 
sultado de  las  pruebas  que  sólo  corresponde  apreciar  al  Tri- 
bunal (1\ 

Artículo  319. 
Al  final  del  apuntamiento  expresará  el  Relator  ó  Secre- 


(1)    Véase  sobre  la  formación  de  apuntamientos  el  notable  artículo  de 
la  Enciclopedia  de  Derecho  y  Admintitracián,  de  Arrazola,  tomo  III,  pag.  843» 
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tario,  baj©  su  responsabilidad,  si  en  la  instancia  ó  intancias 
anteriores  se  han  observado  las  prescripciones  de  esta  ley 
sobre  términos  y  sus  prórrogas,  apremios  y  recogidas  de 
autos  y  demás  que  se  refieran  al  orden  y  formas  de  los  pro- 
cedimientos; así  como  también  si  so  han  practicado  actua- 
ciones innecesarias  ó  no  autorizadas  por  la  ley,  anotando  los 
defectos  ü  omisiones  que  resulten,  ó  consignando,  si  no  los 
hubiere,  que  se  han  observado  las  prescripciones  legales  en 
la  sustanciación  del  juicio.  (Ord.  de  Aud.y  art.  110. — Beál 
orden  de  5  de  Septiembre  de  1850.  —  Ley  org.  del  P.  «7.,  ar- 
tículo 482,  números  4.°  y  5.°J 

Los  concordantes  citados  se  referían  principalmente  á  que 
el  Relator  señalase  las  faltas  de  procedimiento  que  pudieran 
ser  causa  de  nulidad,  y  las  relativas  al  cumplimiento  de  los 
términos.  Este  artículo  responde  además  á  la  base  1.a  de  la  ley 
de  autorización  para  la  reforma  del  Enjuiciamiento  civil,  en 
lo  que  se  refiere  á  que  no  se  consientan  escritos  ni  diligencias 
intitiles.  Mientras  Ja  administración  de  justicia  no  sea  gratuita 
para  todos,  sin  perjuicio  de  condenar  al  litigante  temerario  á 
que  indemnice  los  gastos  que  haya  causado  al  Estado  y  á  su 
contrario,  si  los  hiciere,  ó  mientras  todos  los  auxiliares  de  los 
Tribunales  no  estén  á  sueldo,  y  sólo  al  Estado  corresponda  per- 
cibir los  derechos  de  arancel,  no  puede  esperarse  que  las  par- 
tes se  vean  enteramente  libres  de  gastos  innecesarios.  Pero 
dentro  de  los  principios  de  la  ley  merecen  sus  disposiciones  so- 
bre este  punto  los  más  sinceros  elogios.  Sin  que  pretendamos 
señalarlas  aquí  en  su  detalle,  pueden  resumirse  diciendo  que 
prohibe  la  presentación  de  escritos  ó  la  práctica  de  diligencias 
inútiles;  que  en  algunos  casos  en  que  pudieran  haberse  practi- 
cado las  necesarias  con  menores  gastos,  condena  personalmente 
al  Procurador  al  pago  del  exceso  (por  ejemplo,  art.  265);  que 
cuando  estas  prohibiciones  han  sido  infringidas,  no  sólo  obliga 
al  Relator  á  expresarlo  bajo  su  responsabilidad,  sino  que  enco- 
mienda también  la  revisión  de  los  autos  con  este  objeto  al  Ma- 
gistrado Ponente  (art.  337);  y,  por  último,  que  prohibe  que  en 
la  tasación  de  costas  se  incluyan  los  derechos  correspondientes- 
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á  escritos,  diligencias  y  actuaciones  inútiles,  superfluas  ó  no 
autorizadas  por  la  ley  (art.  423),  con  lo  cual  pone  sobre  todas 
las  otras  garantías  la  vigilancia  de  las  partes  interesadas,  que 
podrán  impugnar  todas  las  partidas  incluidas  indebidamente.  Si 
los  preceptos  del  legislador  no  se  desatienden  por  un  compañe- 
rismo mal  entendido  ó  por  una  idea  inexacta  de  lo  que  deben  ser 
las  relaciones  que  naturalmente  se  establecen  entre  los  Tribu- 
nales y  sus  auxiliares,  la  reforma  habrá  alcanzado  hasta  donde 
es  posible,  sin  procedimientos  más  radicales,  uno  de  sus  princi- 
pales fines. 

Jurisprudencia,  — Faltan,  respectivamente,  á  la  obligación 
que  les  imponen  los  artículos  319  y  372  de  dicha  ley,  el  Secreta- 
rio que  no  expresa  al  final  del  apuntamiento  si  se  han  observado 
las  prescripciones  legales  en  la  sustanciación  de  la  primera  ins- 
tancia, y  la  Sala  sentenciadora  que  no  hace  igual  consignación 
en  el  último, resultando  de  su  sentencia  ni  advierte  que  contiene 
la  misma  falta  la  apelada,  cuando  esto  acontece,  á  cuyo  fin  debe 
el  Ponente  cumplir  la  obligación  que  le  impone  el  art.  337,  el 
cual  encarga  también  á  los  Tribunales  que  procuren  la  puntual 
y  rigurosa  observancia  de  la  mencionada  ley  por  todos  los  fun- 
cionarios que  intervienen  en  los  juicios,  corrigiendo  cuantos 
abusos  y  faltas  se  cometan.  (8  Jidio  1885.) 

Artículo  320. 

Los  Relatores  y  Secretarios  formarán  los  apuntamientos, 
siguiendo  el  orden  riguroso  de  las  fechas  en  que  se  hubiere 
acordado  ese  trámite.  Sólo  darán  preferencia  á  los  asuntos 
que  se  expresan  en  el  artículo  siguiente. 

Concuerda  este  artículo  con  los  números  104,  113  y  31  de 
las  Ordenanzas  de  Audiencias  y  los  50  y  51  del  reglamento  del 
Tribunal  Supremo,  según  los  cuales,  los  Relatores  al  entre- 
garse de  los  autos  deben  anotar  siempre  el  día  en  que  los  reci- 
ben, y  entregar  cada  quince  días  al  Presidente  de  la  Sala  una 
lista  de  los  asuntos  que  penden  ante  ellos,  con  expresión  del 
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día  en  que  los  recibieron,  para  que  si  resultura  algún  atraso  ó 
entorpecimiento,  ó  alguna  falta  que  deba  remediarse,  provea  la 
Sala,  en  el  acto  del  alarde,  ó  revista  que  ha  de  celebrarse  el 
primer  día  hábil  de  cada  mes,  lo  que  sea  más  conducente. 

El  propósito  de  la  ley  es  evitar  abusos  y  que  el  Relator 
pueda  postergar  á  los  que  litigan  como  pobres,  obligando  al 
despacho  por  orden  riguroso  de  fechas. 

No  se  fija  término  fijo,  atendida  sin  duda  la  dificultad  que 
puedan  ofrecer  algunos  apuntamientos,  debiendo  en  este  punto 
estarse  al  principio  general  del  art.  301,  según  el  cual,  cuando 
no  se  señala  término  para  una  actuación  judicial,  deberá  prac- 
ticarse sin  dilación. 

Artículo  321. 

La¿*  vistas  de  los  pleitos  é  incidentes  se  señalarán  por  el 
orden  de  su  conclusión,  y  sin  necesidad  de  que  lo  pidan  las 
partes. 

Exceptúanse  las  cuestiones  de  alimentos  provisionales, 
de  competencia,  acumulaciones,  recusaciones,  desahucios, 
interdictos,  depósitos  de  personas,  juicios  de  menor  cuantía 
y  ejecutivos,  denegaciones  de  justicia  ó  de  prueba,  y  los 
demás  negocios  que  por  prescripción  de  la  ley  ó  por  acuerdo 
de  la  Sala,  fundado  en  circunstancias  muy  especiales,  de- 
ban tener  preferencia,  los  cuales,  estando  conclusos,  serán 
antepuestos  á  los  demás  cuyos  señalamientos  aun  no  se  hu- 
biesen hecho. 

Al  Presidente  de  la  Sala  corresponde  hacer  los  señala- 
mientos. (  Ley  ant.,  artículos  38,  39,  40,  861  y  872.  — Ley 
orgánica  del  P.  «/.,  art.  652. ) 

A  pesar  de  que  K  colocación  de  este  artículo  parece  indicar 
que  sus  preceptos  son  de  aplicación  general,  se  advierte  fácil- 
mente por  su  contenido  que  sólo  son  aplicables  á  las  apelacio- 
nes de  que  conocen  las  Audiencias.  Así  es  que  no  ha  de  consi- 
derarse en  todo  caso  como  una  diligencia  inútil  la  petición  de 
vista.  Por  el  contrario,  hay  que  pedirla  para  que  se  señale  y  se 
celebre  en  la  primera  instancia  de  los  juicios  de  mayor  cuantía 
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(artículos  668  y  675),  de  los  incidentes  (art.  756)  y  del  juicio 
ejecutivo  (art.  1.472),  en  los  incidentes  que  se  promuevan  du- 
rante la  segunda  instancia  ó  en  los  Recursos  de  casación  (ar- 
tículo 759),  y,  en  general,  en  todo  lo  que  no  sean  recursos  ó 
apelaciones,  ó  se  tramite  por  las  reglas  señaladas  para  éstas,  ó 
deba  resolverse  después  de  una  comparecencia  de  las  partes, 
pues  siendo  en  todos  los  demás  casos  potestativo  el  que  la  vista 
se  celebre,  claro  es  que  para  que  tenga  lugar  habrá  que  pedirlo, 
y  que  el  primer  párrafo  de  este  artículo,  en  lo  que  se  refiere  á 
declarar  innecesaria  la  pretensión  de  vista,  se  ha  de  entender 
limitado  á  los  casos  en  que  haya  forzosamente  de  celebrarse. 

Respecto  al  modo  de  hacer  los  señalamientos,  disponen  los 
artículos  17  del  reglamento  del  Tribunal  Supremo,  y  32,  34 
y  35  de  las  Ord.  de  Audiencias,  que  haya  en  cada  Sala  un  libro 
en  el  cual  el  Presidente  escriba  los  que  se  hagan,  con  expresión 
del  negocio,  de  las  partes  y  del  Relator  ó  Secretario  respectivo; 
que  los. señalamientos  se  notifiquen  en  el  mismo  día;  que  del 
mismo  modo  se  anoten  y  notifiquen  los  acuerdos  de  suspensión 
de  la  vista  y  traslado  del  señalamiento,  y  que  se  hagan  con 
anticipación  de  uno  ó  más  días,  y,  cuando  el  negocio  sea  largo, 
para  el  día  determinado  y  los  siguientes.  A  estas  reglas  se 
añadió  por  Real  orden  de  29  de  Septiembre  de  1859,  dictada 
para  corregir  algunos  abusos  que  en  ella  se  mencionan,  que  no 
se  señalen  para  cada  día  más  vistas  que  las  que  se  presuma 
con  fundamento  que  podrán  celebrarse,  y  que  en  las  diligencias 
de  señalamiento  se  exprese  el  orden  de  preferencia  con  que  las 
vistas  hayan  de  tener  lugar. 

Para  el  orden  ae  los  señalamientos  establece  este  artículo  . 
tres  reglas  generales,  refiriéndose  á  una  sola  de  ellas  las  excep- 
ciones contenidas  en  el  párrafo  segundo.  La  primera,  que  no 
tiene  excepción,  consiste  en  disponer  que  los  señalamientos  no 
puedan  hacerse  sino  cuando  estén  conclusos  los  pleitos  ó  inci- 
dentes que  hayan  de  verse;  de  modo  que,  cualquiera  que  sea  la 
naturaleza  del  asunto  y  cualesquiera  que  sean  las  seguridades 
<k  acierto  en  los  cálculos  que  puedan  hacerse  sobre  la  época  de 
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eu  conclusión,  teniendo  en  cuenta  los  trámites  que  falten  y  los 
plazos  señalados  por  la  ley  para  su  práctica,  no  podrá  hacerse 
anticipadamente  el  señalamiento,  sino  que  habrá  que  esperar  á 
que  efectivamente  estén  conclusos  los  autos. 

La  segunda,  á  que  se  refieren  las  excepciones  del  segundo 
párrafo,  consiste  en  dar  la  preferencia  á  la  antigüedad,  de 
modo  que  los  señalamientos  para  vista  se  hagan  por  el  mismo 
orden  de  conclusión  de  los  asuntos.  Las  excepciones  que  se  es- 
tablecen se  fundan  en  la  naturaleza  de  los  asuntos  que  se  men- 
cionan, y  en  esto,  no  sólo  se  ha  aumentado  el  número  de  las 
excepciones  señaladas  en  la  antigua  ley  de  Enjuiciamiento  (ar- 
tículos 109,  766  y  1.005)  y  en  la  orgánica  del  Poder  judicial 
(artículo  652),  sino  que,  abandonando  el  sistema  prohibitivo 
de  estas  dos  últimas  leyes,  se  ha  vuelto  en  cierto  modo  al  del 
artículo  33  de  las  Ordenanzas  de  Audiencias,  que  autorizaba  á 
las  Salas  para  dar  preferencia  á  los  negocios  que  estimaran 
más  urgentes.  Cuando  se  privó  á  los  Tribunales  de  esta  facul- 
tad, la  reforma  fué  mirada  como  un  progreso  encaminado  á 
separar  de  la  administración  de  justicia  todo  cuanto  pudiera 
desprestigiarla  y  con  más  ó  menos  fundamento  pudiera  atri- 
buirse á  influencias  y  parcialidades;  al  devolvérsela  se  exige 
que  el  acuerdo  se  funde  en  circunstancias  muy  especiales,  y  los 
Tribunales  deben  tener  siempre  esto  muy  presente  para  recha- 
zar toda  solicitud  de  preferencia  que  no  se  apoye  en  motivos 
perfectamente  justificados  y  tan  extraordinarios  que  pudiesen 
hacer  reconocer  á  cualquier  espíritu  desapasionado  la  conve- 
niencia de  anticipar  la  vista,  á  pesar  del  perjuicio  más  ó  menos 
grave  que  necesariamenie  se  ha  de  irrogar  por  ello  á  otros  liti- 
gantes en  asuntos  de  igual  naturaleza.  La  arbitrariedad  judi- 
cial, necesaria  en  muchas  materias,  está  hoy  menos  admitida 
en  las  leyes  de  lo  que  debiera  estarlo,  y  no  puede  desconocerse 
que  hay  una  tendencia  favorable  á  ampliar  la  libertad  de  acción 
de  los  Tribunales;  pero  es  preciso  que  en  los  pequeños  ensayos 
que  se  intentan  se  muestren  éstos  dignos  de  disfrutarla,  tenien- 
do en  cuenta  al  resolver  cada  caso  concreto  que  del  uso  que  de 
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«Ha  hagan  depende  el  enaltecimiento  ó  el  desprestigio  de  la 
Magistratura. 

En  cnanto  á  los  asuntos  nominalmente  exceptuados  por  la 
ley,  su  mera  enunciación  justifica  la  preferencia,  con  la  exoep- 
ción  tal  vez  de  las  recusaciones  y  de  los  juicios  <ie  menor  cuan- 
tía. Admitido  el  principio  de  conceder  á  las  Salas  en  este  punto 
facultades  discrecionales,  creemos  que  podrían  haberse  limi- 
tado las  preferencias  de  ley  á  las  demás  que  especialmente  se 
señalan,  dejando  al  arbitrio  de  aquéllas  el  otorgar  ó  no  prefe- 
rencia, según  los  casos,  á  los  juicios  declarativos  de  menor 
cuantía,  que  no  difieren  esencialmente  de  los  en  que  se  contro- 
vierten más  importantes  intereses  y  cuya  resolución  es  en  la 
mayor  parte  de  los  casos  menos  urgente  que  los  otros  juicios, 
como  los  de  estado  civil,  por  ejemplo,  y  á  los  incidentes  de  re- 
cusación, que,  mientras  no  suspenden  el  curso  de  los  autos,  ó 
sea  mientras  no  llegan  éstos  á  estado  de  sentencia,  no  tienen 
para  los  litigantes  el  carácter  apremiante  de  los  demás  asuntos 
exceptuados. 

Hemos  indicado  ya  que  las  disposiciones  de  este  artículo 
sólo  son  aplicables  á  las  apelaciones  de  que  conocen  las  Au- 
diencias, y  réstanos  añadir  para  completar  el  comentario  de  la 
segunda  regla  señalada :  que  en  primera  instancia  hay  en  cada 
caso  disposiciones  especiales  sobre  los  términos  para  ver  y 
resolver  los  asuntos  exceptuados;  que  se  rigen  por  las  disposi- 
ciones de  la  sección  3.a,  título  VI  del  libro  2.°  de  la  ley  las 
apelaciones  sobre  alimentos  provisionales,  competencias  pro- 
movidas por  declinatoria  (art.  79),  recusaciones,  interdictos, 
depósito  de  personas  (art.  1.821),  juicios  ejecutivos  y  denega- 
ciones de  justicia  y  de  prueba,  debiendo  dictarse  en  ellas  la 
sentencia  dentro  de  los  cinco  días  siguientes  á  la  celebración 
déla  vista  (art.  896),  con  lo  cual  se  les  da  también  en  esto 
una  preferencia  sobre  los  asuntos  no  exceptuados  en  que  el 
plazo  para  dictar  sentencia  es  de  ocho  días;  que  las  apelaciones 
de  que  conocen  las.  Audiencias  en  los  juicios  de  desahucio  se 
sustancian  por  los  trámites  establecidos  en  los  artículos  705  y 
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siguientes  de  la  ley  para  las  de  los  juicios  de  menor  cuantía 
(artículo  1.592),  que  tienen  marcados  plazos  breves  para  conse- 
guir una  gran  rapidez  en  su  resolución;  y  que  las  que  versan 
sobre  competencias  promovidas  por  inhibitoria  y  sobre  acumu- 
lación de  autos  (art.  183),  se  rigen  por  las  disposiciones  espe- 
ciales de  la  sección  3.a,  título  II  del  libro  I  de  la  ley,  debiendo 
tenerse  muy  presente,  por  constituir  esto  una  .excepción  única 
en  lo  relativo  á  señalamientos,  que  en  estos  dos  casos  la  vista 
se  ha  de  celebrar  precisamente  dentro  de  los  ocho  días  siguien- 
tes al  en  que  quedaren  conclusos  los  autos  (art.  104),  lo  cual 
hace  que  aquellas  cuestiones  tengan  una  forma  especial  de  pre- 
ferencia, que  se  la  da  aun  sobre  todos  los  demás  asuntos  excep- 
tuados, y  que  no  puedan  sujetarse  á  turno  como  todos  los  demás 
deben  sujetarse  dentro  del  grupo  correspondiente. 

La  tercera  regla  que  establece*  el  artículo  que  comentamos 
es  la  consignada  en  la  última  frase  de  su  segundo  párrafo,  di- 
ciendo que  los  asuntos  exceptuados  sólo  podrán  anteponerse  á 
los  demás  cuyos  señalamientos  no  se  hubieran  aún  hecho.  Esta 
regla  se  presenta  como  absoluta  y  sin  excepción  posible,  pero 
no  tiene,  sin  embargo,  ese  carácter.  Según  acaba  de  indicarse, 
hay  casos  en  que  es  indispensable  celebrar  la  vista  dentro  de 
un  plazo  fijo,  y  es  evidente  que  si  hubiere  señalamientos  ya  he- 
chos para  todo  ese  plazo,  habría  que  anteponer  la  vista  á  la  de 
otros  asuntos  cuyos  señalamientos  estarían  ya  hechos.  Y  siendo 
esto  así,  lo  que  á  nuestro  juicio  debe  entenderse  preceptuado 
por  esta  regla  es  que  en  ningún  caso  podrá  la  preferencia  uti- 
lizarse en  perjuicio  de  los  señalamientos  que  ya  estuvieron  he- 
chos, ó  sea  que  en  ningún  caso  podrá  ser  dejado  sin  efecto  un 
señalamiento  ya  hecho  para  atender  á  la  vista  de  otro  asunto, 
cualesquiera  que  sean  el  grado  y  el  origen  de  su  preferencia. 
Creemos,  pues,  que  en  la  hipótesis  indicada  podrá  anteponerse 
ó  interponerse  la  vista  de  la  competencia  ó  la  acumulación,  que 
son  los  asuntos  á  que  aludimos,  si  bien  escogiendo  para  cele- 
brarla un  día  en  que  pueda  verificarse  además  de  las  señaladas, 
y  aun  prorrogando,  si  fuese  preciso,  la  duración  ordinaria  de  la 
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audiencia.  Este  es,  en  nuestro  sentir,  el  único  medio  de  conci- 
liar los  preceptos  de  la  ley,  puesto  que  todos  obligan  de  igual 
modo  á  su  cumplimiento,  y  tan  legalmente  imposible  es  dejar  de 
celebrar  la  vista  dentro  del  plazo  marcado,  cuando  éste  se  ha 
fijado  expresamente,  como  suspender  la  celebración  de  otra  vista 
ya  señalada. 

Jurisprudencia,  —  Aunque  este  artículo  dispone  que  se  se- 
ñalen las  vistas  sin  necesidad  de  que  lo  pidan  las  partes,  sus- 
pendida la  vista  con  arreglo  al  núm.  4.°  del  art.  323,  y  no  com- 
pareciendo los  herederos,  la  Sala  no  pudo  disponer  nuevo  seña- 
lamiento de  oficio,  pues  no  había  desaparecido  la  causa  de 
suspensión  con  arreglo  al  art.  324.  (Sent.  13  Abril  1893.) 

Artículo  322. 

Los  pleitos  se  verán  en  el  día  señalado. 

Si  al  concluir  las  horas  de  la  audiencia  no  hubiere  fina- 
lizado la  vista  de  algún  pleito,  podrá  suspenderse  para  con- 
tinuarla en  el  día  ó  días  siguientes,  á  no  ser  que  el  Presi- 
dente prorrogue  el  acto.  (Ley  ant.,  art  38.  —  Ley  org.  del 
P.J^art.  653  J 

Una  de  las  actuaciones  que  requiere  mayor  puntualidad  es 
evidentemente  la  de  la  vista  de  los  pleitos,  pues  que  su  falta  de 
celebración  en  el  día  señalado,  no  sólo  retrasa  la  terminación 
del  litigio,  sino  que  perjudica  á  los  interesados,  que  á  veces 
acuden  de  largas  distancias,  y  haciendo  cuantiosos  gastos,  á 
presenciarlas.  A  esto  obedece  el  precepto  terminante  contenido 
en  este  artículo  y  completado  en  el  siguiente,  que  marca,  aun- 
que á  nuestro  entender  con  poca  fortuna,  las  únicas  causas 
legales  de  suspensión  de  las  vistas,  y  obedecen  también  otros 
artículos  encaminados  á  aislar  el  mal  en  el  caso  de  que  no  sea 
posible  evitarlo,  ó  sea  á  impedir  que  el  perjuicio  transcienda  á 
otros  señalamientos.  De  estas  disposiciones,  encaminadas  á  im- 
pedir que  la  alteración  de  una  vista  influya  en  la  celebración  de 
otras,  hemos  visto  la  del  art.  321,  que  en  ningún  caso  permite 
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que  se  deje  sin  efecto  un  señalamiento  ya  hecho  para  atender  á 
la  vista  de  otro  asunto  por  privilegiada  que  smt  9*  preferencia, 
y  veremos  pronto  la  del  art.  324,  que  hace  perder  su  turno  á  la 
vista  que  se  suspenda  para  que  no  se  alteren  ni  sufran  retraso 
las  demás  posteriormente  señaladas.  Pero  en  este  artículo  y  en 
el  siguiente  no  se  trata,  según  hemos  dicho,  de  aislar  el  mal 
sino  de  procurar  evitarlo,  y  limitándose  aquí  la  ley  á  sentar  el 
precepto  de  que  los  pleitos  se  han  de  ver  en  el  día  señalado,  sin 
ocuparse  de  las  excepciones,  nos  bastará  indicar  que  si  no  hay 
un  acuerdo  previo  de  suspensión,  la  vista  se  ha  de  celebrar  en 
el  día  señalado,  aunque  no  asistan  los  Abogados  de  las  partes. 

En  cuanto  al  segundo  párrafo  de  este  artículo,  hay  que  ad- 
vertir que,  con  arreglo  al  632  de  la  ley  orgánica  del  Poder  ju- 
dicial, los  Jueces  de  primera  instancia,  las  Audiencias  y  el 
Tribunal  Supremo  han  de  tener  cuatro  horas  de  audiencia,  de 
las  cuales  deben  destinar  tres,  por  lo  menos,  á  la  vista  de  los 
pleitos. 

Teniendo  en  cuenta  este  precepto,  observando  las  disposicio- 
nes de  la  ley  orgánica  y  de  esta  misma  ley,  contenidas  antes  ó 
compendiadas  en  la  Real  orden  ya  citada  de  29  de  Septiembre 
de  1859  —  en  que  se  recuerda  que  la  discusión  y  votación  de  los 
autos  y  sentencias  se  ha  de  verificar  siempre  antes  ó  después  de 
las  horas  señaladas  para  las  sesiones,  de  modo  que  éstas  puedan 
dedicarse  íntegramente  al  despacho  de  los  negocios,  —  y  que 
las  sesiones  del  Tribunal  pleno  ó  de  las  Salas  de  gobierno  han 
de  celebrarse  fuera  de  las  horas  designadas  para  las  de  las  Sa- 
las de  justicia,  y  teniendo  cuidado,  como  la  misma  Real  orden 
recomienda,  de  no  señalar  más  vistas  de  las  que  fundadamente 
se  presume  que  podrán  celebrarse  en  las  tres  horas  que,  por  lo 
menos,  deben  ser  exclusivamente  destinadas  á  estos  actos,  no 
será  frecuente  que  no  hayan  terminado  las  señaladas  al  concluir 
las  horas  de  audiencia 5  pero  aun  así,  cuando  esto  ocurra,  el 
Juez  ó  Presidente  de  la  Sala  debe  consultar  á  los  Letrados  ó  á 
las  partes  sobre  el  tiempo  que  aun  necesiten  para  terminar  sus 
informes  ó  exposición  de  hechos,  é  inclinarse  á  prorrogar  el 
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acto,  dentro  de  las  horas  hábiles  que  define  el  art.  2É58,  siempre 
que  con  esto  sea  posible  terminarlo  en  el  día,  y  evitar  de  este 
modo  la  perturbación  que  resulta  de  tener  que  suspender,  para 
continuarlo,  los  señalamientos  del  día  siguiente.  Excusado  es 
advertir  que  en  casos  de  extraordinaria  urgencia  pueden  habi- 
litarse, conforme  al  art.  259,  las  horas  y  aun  los  días  ordinaria- 
mente inhábiles,  y  que  si  la  aglomeración  de  los  negocios  lo 
hiciere  necesario,  podrá  también  reclamarse  el  auxilio  de  otra 
Sala  en  las  Audiencias  en  que  hubiere  más  de  una,  con  sujeción 
á  lo  prevenido  en  el  art.  51  de  la  ley  orgánica  del  Poder  judicial. 

Abtículo  323. 

Sólo  podrá  suspenderse  la  vista  de  los  pleitos  en  el  día 
señalado: 

1.°  Por  impedirlo  la  continuación  de  la  vista  de  otro 
pleito  pendiente  del  día  anterior. 

2.°  Por  faltar  el  número  de  Magistrados  necesarios  para 
dictar  sentencia. 

3.°  Por  muerte  ó  cesación  del  Procurador  de  cualquiera 
de  las  partes. 

4.°    Por  fallecimiento  de  cualquiera  de  los  litigantes. 

5.°  Por  solicitarlo  de  común  acuerdo  los  Procuradores 
de  las  partes,  alegando  justa  causa  á  juicio  del  Tribunal. 

6.°  Por  enfermedad  del  Abogado  de  la  parto  que  pidiere 
la  suspensión,  justificada  suficientemente  á  juicio  de  la  Sala, 
siempre  que  se  solicite  cuarenta  y  ocho  horas  antes  de  la  se- 
ñalada para  la  vista,  á  no  ser  que  la  enfermedad  hubiese  so- 
brevenido después  de  este  período. 

7.°  Por  la  ¿ef  unción  de  la  esposa  ó  de  cualquiera  de  los 
ascendientes  ó  descendientes  del  Abogado  defensor,  ocurrida 
antes  de  los  nueve  días  anteriores  al  señalado  para  la  vista. 
#8.°  Por  tener  el  Abogado  defensor  dos  señalamientos  de 
vista  para  el  mismo  día  en  distintos  Tribunales,  lo  cual  se 
acreditará  convenientemente,  en  cuyo  caso  tendrá  preferen- 
cia el  Tribunal  superior  respecto  al  inferior.  (Ley  org.  del 
P.  J.%  art.  654.  — Ley  de  Casación  civil  de  22  de  Abril 
de  1878,  art  49.) 

En  el  comentario  del  artículo  anterior  se  ha  indicado  la  im- 
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portancia  de  que  las  vistas  se  celebren  en  el  día  señalado,  evi- 
tando en  lo  posible  toda  suspensión,  y  se  ha  indicado  también 
la  ouidadosa  atención  que  el  legislador  ha  prestado  á  este  asun- 
to; pero  hemos  añadido  que  no  ha  sido  afortunado  en  la  redac- 
ción del  artículo  que  ahora  examinamos,  y  un  estudio  somero  de 
su  contenido  lo  demuestra  fácilmente. 

Difiere  del  primer  concordante  citado  en  que  la  ley  orgáni- 
ca, de  acuerdo  con  todas  las  disposiciones  dictadas  anterior- 
mente sobre  la  materia,  autorizaba  la  suspensión  á  instancia  de 
una  sola  de  las  partes  cuando  mediare  causa  legítima  á  juicio 
del  Tribunal.  Del  segundo  concordante,  del  cual  es  este  artículo 
una  copia  casi  literal,  sólo  difiere  en  la  adición  del  párrafo  oc- 
tavo, que  no  figuraba  en  la  citada  ley  de  Casación;  y  no  cree- 
mos que  se  haya  procedido  con  acierto  al  separarse  de  toda  la 
tradición  jurídica  en  este  punto  para  seguir  el  precedente  único 
de  la  ley  de  Casación.  Realmente,  no  acertamos  á  comprender 
la  razón  de  que  los  Tribunales  tengan,  con  arreglo  al  art.  321 1 
facultades  discrecionales  para  dar  preferencia  á  la  vista  de  un 
asunto,  y  no  puedan,  sin  embargo,  suspender  su  celebración  á 
petición  de  una  de  las  partes  cuando  haya  circunstancias  espe- 
ciales que  á  su  juicio  lo  aconsejen,  sin  necesidad  de  que  preste  su 
asentimiento  la  otra  parte,  que  puede  ser  más  ó  menos  defe- 
rente y  con  quien  tal  vez  no  sea  fácil  á  la  primera  ponerse  de 
acuerdo.  Pero,  á  más  de  esto,  es  irrealizable  y  no  puede  menos 
de  parecer  pueril  en  los  legisladores  el  empeño  de  prever  minu- 
ciosidades y  detalles  cuya  apreciación  sólo  puede  ser  acertada- 
mente hecha  en  cada  caso  por  los  Tribunales  de  justicia,  i 
quienes  debe  suponerse  con  suficiente  criterio  para  ello. 

Así  es  que  los  legisladores  no  han  conseguido  su  objeto,  si 
bien  su  misma  inasequibilidad  les  excusa  de  ello,  y,  á  pesar  de 
que  el  artículo  comienza  declarando  que  la  vista  sólo  podrá  sus- 
penderse por  las  causas  que  en  él  se  enumeran,  los  Tribunales 
se  verán  en  muchas  ocasiones  obligados  á  acordar  la  suspensión 
por  otros  motivos. 

Examinando  el  artículo  en  su  conjunto  se  advierte  fáoil- 
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mente  que  las  causas  de  suspensión  que  se  enumeran  pueden  di- 
vidirse en  dos  grupos,  pues  hay  unas  que  impiden  la  celebración 
de  la  vista,  de  tal  modo,  que  aunque  no  sa  solicite  hay  suspen- 
derlas por  faltar  alguno  de  los  elementos  indispensables  para 
celebrarla,  y  hay  otras  que  sólo  son  motivos  para  que  la  vista 
se  suspenda  si  se  solicita  por  alguna  parte,  aunque  pudiera,  á 
pesar  de  ellos,  celebrarse  válidamente. 

Al  primer  grupo  corresponden  las  cuatro  primeras,  porque 
para  que  una  vista  pueda  celebrarse,  es  indispensable  que  haya 
tiempo  para  su  celebración,  Tribunal  que  pueda  juzgar  y  liti- 
gantes que  contiendan  con  la  personalidad  necesaria;  y  falta  lo 
primero  cuando  la  continuación  de  otra  vista  pendiente  impide 
la  celebración,  indicando  claramente  la  palabra  subrayada  que 
cuando  sea  posible  continuar  la  pendiente  y  celebrar  las  seña- 
ladas, no  habrá  causa  legitima  de  suspensión;  falta  lo  segundo, 
con  arreglo  al  art.  325,  cuando  las  Salas  no  se  constituyen  con 
los  Magistrados  necesarios  para  dictar  sentencia  (1);  y  falta  lo 
tercero,  conforme  á  los  artículos  3.°  y  9.°,  cuando  un  litigante 
muere  ó  deja  de  tener  en  el  pleito  la  debida  representación. 

Pero  al  tratar  la  ley  de  reunir  en  un  artículo,  para  señalar 
su  falta  como  causa  de  suspensión  de  la  vista,  los  requisitos  in- 
dispensables para  que  pueda  celebrarse,  lo  ha  hecho  con  defi- 
ciencia, y  por  esto  hemos  dicho  que  los  Tribunales  tendrán  á 
veces  que  acordar  la  suspensión  por  otros  motivos. 

Prescindiendo  de  los  casos  de  fuerza  mayor  ó  de  imposibili- 
dad material  y  prescindiendo  también  de  que  este  artículo  ado- 
lece, como  otros  muchos,  del  defecto  de  referirse  á  los  Tribuna- 
les colegiados,  á  pesar  de  estar  colocado  en  un  título  cuyas  dis- 
posiciones son  de  igual  modo  aplicables  á  los  Tribunales  uni- 
personales, por  lo  cual  habrá  también  que  suspender  la  vista, 
aunque  aquí  no  se  expresa,  por  imposibilidad  de  asistencia  ó 
impedimento  del  Juez  único  y  de  su  sustituto,  es  evidente  que 
tan  indispensable  como  los  tres  requisitos  anteriormente  seña- 


(1     Véase  el  comentario  al  art.  225. 
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lados  es,  conforme  á  los  artículos  249,  330  y  334,  la  asisten- 
cia é  intervención  de  los  funcionarios  á  que  estos  artículos  se 
refieren,  y,  por  tanto,  si  dejaren  de  concurrir  al  acto  y  no  pu- 
dieren por  cualquier  circunstancia  ser  sustituidos,  harían  im- 
posible con  su  ausencia  la  celebración  de  la  vista  en  condicio- 
nes legales  y  había  que  suspenderla,  aunque  el  artículo  que  exa- 
minamos tiene  un  carácter  prohibitivo  y  de  exclusión  y  no 
autoriza  la  suspensión  de  la  vista  en  este  caso.  Lo  mismo  puede 
decirse  del  caso,  que  sólo  por  interpretación  puede  estimarse 
comprendido  en  el  núm.  2.°  de  este  artículo,  pero  que  termi- 
nantemente señala  el  326,  de  que  el  mismo  día  de  la  vista  sea 
recusado  alguno  de  los  Magistrados  que  formen  la  Sala  sin  per- 
tenecer á  su  dotación. 

Al  segundo  grupo  indicado  corresponden  las  cuatro  últimas 
causas  de  suspensión  que  se  señalan,  y  también  en  esta  parte 
tendrán  los  Tribunales  que  prescindir  del  texto  literal  y  prohi- 
bitivo de  la  ley,  á  pesar  de  la  tendencia  que  revela  el  art.  337  á 
que  ésta  se  observe  en  su  letra. 

No  vamos  á  incurrir  en  el  defecto  que  consuramos  de  mar- 
car en  detalle  los  casos  en  que  la  suspensión  habrá  de  acordar- 
se, y  nos  limitaremos  á  un  examen  somero  de  las  causas  conte- 
nidas en  este  grupo. 

La  5.a  tiene  un  carácter  mixto,  porque  cuando  las  partes 
piden  de  común  acuerdo  la  suspensión,  desaparece  en  cierto 
modo  la  contienda,  y  porque  al  mismo  tiempo  los  Tribunales  no 
están  obligados  á  suspender  la  vista  si  no  estiman  justo  y  sufi- 
ciente el  motivo  que  se  alegue.  Es  el  único  caso  en  que  se  deja 
á  su  arbitrio  la  suspensión,  y  ya  hemos  indicado  nuestra  opi- 
nión favorable  al  arbitrio  judicial,  aunque  sin  exigir  el  acuerdo 
de  las  partes. 

Las  tres  últimas  causas  de  suspensión,  6.a,  7.a  y  8.a,  se  re- 
fieren exclusivamente  á  los  Abogados;  pero  los  Tribunales  ten- 
drán también  que  prescindir  aquí  de  la  observación  estricta  del 
texto  y  hacerlas  extensivas  á  las  partes  ó  á  sus  Procuradores 
cuando  hayan  de  informar  en  la  vista,  como  puede  suceder  en 
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los  juicios  de  menor  cuantía,  conforme  á  los  artículos  691  y  710, 
ó  cuando  se  trate  de  comparecencias  y  no  haya  reglas  especia- 
les para  la  suspensión,  como  la  del  art.  727,  á  pesar  de  que  el 
artículo  que  comentamos  habla  sólo  de  las  vistas. 

También  tendrán  los  Tribunales  que  suplir  el  silencio  de  la 
ley  en  la  causa  6.a,  para  señalar  un  término  prudente  á  la  sus- 
pensión acordada  por  enfermedad  del  Abogado,  y  tendrán  que 
interpretarla  si  la  suspensión  se  pide,  no  por  enfermedad  del 
Abogado,  sino  por  su  defunción,  ocurrida  tal  vez  repentinamen- 
te dentro  de  las  cuarenta  y  ocho  horas  anteriores  á  la  señalada 
para  la  vista. 

Al  copiar  de  la  ley  de  Casación,  citada  como  concordante,  la 
causa  7.a,  que  por  cierto  se  muestra  bien  poco  afectuosa  con  los 
hermanos,  se  ha  deslizado  una  errata  diciendo  que  la  desgracia 
á  que  se  alude  ha  de  haber  ocurrido  antes,  en  lugar  de  decir 
dentro  de  ios  nueve  días  anteriores  al  señalado  para  la  vista.  Y 
aunque  esta  errata  no  ha  sido  salvada  ni  en  la  fe  de  la  edición 
oficial  ni  en  las  rectificaciones  publicadas  en  la  Gaceta  del  5  de 
Marzo  de  1881,  no  creemos  que  ningún  Tribunal  deje  de  recono- 
cer su  existencia;  pues  ateniéndose  literalmente  á  la  redacción 
del  artículo,  no  sólo  resulta  el  absurdo  de  que  la  vista  se  sus- 
penda si  la  desgracia  ha  ocurrido  más  de  nueve  días  antes  del 
señalado  para  la  vista  y  no  se  suspenda  si  ha  ocurrido  la  víspe- 
ra ó  dentro  de  esos  nueve  días,  sino  que  por  esto  mismo  vendría 
á  resultar  ineficaz  el  trabajo  que  se  ha  tomado  el  legislador 
para  señalar  tan  minuciosamente  las  causas  de  suspensión.  En 
efecto,  si  fuera  lícito  pedir  y  obtener  la  suspensión  por  la  de- 
función de  cualquiera  de  los  ascendientes  del  Abogado  defensor 
en  un  período  de  tiempo  ilimitado,  con  tal  que  hubiera  ocurrido 
más  de  nueve  días  antes  del  señalado  para  la  vista,  cualquier 
Abogado  podría  obtener  la  suspensión  siempre  que  la  desease, 
puesto  que  ninguno  habrá  que  disfrute  el  privilegio  de  conser- 
var integra  su  progenie. 

En  el  párrafo  8*°  sólo  se  prevé  el  caso  de  que  el  Abogado 
defensor  tenga  para  el  mismo  día  dos  señalamientos  en  distin- 


Digitized  by 


Google 


•  ■ss-^ysnr:* 


380  LEY   DE  ENJUICIAMIENTO  CIVIL 

tos  Tribunales;  pero  puede  ocurrir,  y  ha  ocurrido  ya,  que  la 
suspensión  se  pida  alegando  la  existencia  de  dos  señalamiento» 
en  distintas  Salas  de  un  mismo  Tribunal.  El  Supremo  lo  ha  re- 
suelto dando  preferencia  al  señalamiento  más  antiguo  por  tra- 
tarse de  dos  recursos  de  casación,  uno  criminal  y  otro  civil;  pera 
en  otros  casos  lo  procedente  no  será  atenerse  á  la  fecha  de  lo» 
señalamientos,  sino  á  la  naturaleza  de  los  asuntos,  por  tener  uno 
carácter  preferente  ó  haber  de  celebrarse  la  vista  dentro  de  un 
plazo  determinado ;  y  de  todos  modos  siempre  resulta  que  la  re- 
gla  es  insuficiente  para  resolver  todas  las  cuestiones  que  sobre 
este  punto  puedan  presentarse. 

Todos  estos  ejemplos,  que  podrían  fácilmente  multiplicarse, 
demuestran  que,  como  hemos  dicho,  el  legislador  no  ha  conse- 
guido el  objeto  que  se  proponía  al  redactar  este  artículo,  y  que 
los  Tribunales  tendrán  que  prescindir,  y  han  prescindido  ya, 
de  su  carácter  prohibitivo,  acordando  la  suspensión  cuando 
haya  á  su  juicio  motivo  justo  para  ello,  aunque  no  sea  de  los 
taxativamente  señalados  por  el  legislador. 

A  nuestro  entender,  teniendo  en  cuenta  la  imposibilidad  de 
prever  todas  las  eventualidades  y  atendida  también  la  confian- 
za que  debe  merecer  el  criterio  de  ios  Tribunales,  hubiera  sido 
más  sencillo,  más  completo  y  más  adecuado  á  la  materia  de  que 
se  trata  que  el  artículo  se  hubiera  limitado  á  disponer  que  los 
Tribunales  sólo  podrían  suspender  de  oficio  la  vista  por  faltar 
alguna  de  las  condiciones  necesarias  para  celebrarla,  enume- 
rándolas si  esto  se  consideraba  oportuno,  y  aun  marcando  la 
responsabilidad  del  funcionario  que  sin  causa  legítima  hiciera 
imposible  su  celebración,  ó  á  petición  de  todas  ó  de  cualquiera 
de  las  partes,  mediando  justa  causa  á  juicio  del  Tribunal  ante 
el  cual  hubiera  la  vista  de  celebrarse,  limitándose  en  este  punto 
el  legislador  á  señalar  en  todo  caso  alguna  regla  general,  como 
la  de  no  poder  acordar  dos  veces  la  suspensión  por  un  mismo 
motivo,  ó  la  de  que  cuando  la  vista  se  suspenda  por  imposibili- 
dad de  asistencia  de  los  Abogados,  que  pueden  ser  fácilmente 
sustituidos,  se  haga  el  nuevo  señalamiento  para  el  primer  día 
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libre,  sin  que  la  suspensión  pueda  durar  más  que  el  tiempo  ne- 
cesario para  celebrar  las  demás  vistas  ya  señaladas. 

Abtícülo  324. 

En  el  caso  de  suspensión  de  la  vista,  se  volverá  á  sefla- 
lar  el  día  en  que  deba  celebrarse  tan  pronto  como  haya  des- 
aparecido el  motivo  de  la  suspensión,  sin  alterar  el  orden  de 
los  señalamientos  que  ya  estuvieren  hechos.  (Ley  ant.,  ar- 
tículos 38 'y  párrafo  2.°,  y  863.  —  Ley  org.  del  P.  J.,  artícu- 
lo 657,  párrafo  1.° —  Ley  de  Casación  civil  de  22  de  Abril 
de  1878,  art.  50.) 

Las  disposiciones  anteriores  á  la  ley  de  Casación  citada  como 
concordante,  de  cuyo  art.  60  es  copia  el  que  comentamos,  reco- 
mendaban que  el  nuevo  señalamiento  se  hiciera  sin  perjudicar 
más  que  en  lo  absolutamente  indispensable  la  celebración  de  las 
demás  vistas  señaladas.  Hoy  toda  alteración  está  prohibida,  y 
como  decimos  en  el  comentario  del  art.  322,  el  mal  de  la  sus- 
pensión queda  aislado,  sin  que  por  ningún  concepto  pueda  trans- 
cender á  los  demás  señalamientos.  A  nuestro  entender,  ni  aun 
en  el  caso  de  que  fuera  posible  intercalar  la  celebración  de  la 
vista  suspendida  entre  las  señaladas  sin  que  éstas  dejaran  de 
celebrarse  en  los  días  marcados,  sería  esto  lícito,  porque  aun- 
que en  tal  caso  no  podría  decirse  que  había  perjuicio,  habría 
evidentemente  alteración  en  el  orden  de  los  señalamientos,  y 
esto  ha  quedado  terminantemente  prohibido,  además  de  que 
siempre  habría  la  posibilidad  de  que  resultara  un  perjuicio  si  la 
vista  se  prolongaba  más  de  lo  que  se  hubiera  calculado. 

La  vista  suspendida,  pues,  pierde  su  turno  en  absoluto.  En 
esto  todas  las  suspensiones,  cualquiera  que  sea  la  causa,  produ- 
cen el  mismo  efecto.  Pero  no  sucede  lo  mismo  en  cuanto  al  tiem- 
po y  á  la  forma  de  hacer  el  nuevo  señalamiento,  en  lo  cual  in- 
fluye y  se  refleja  el  motivo  por  que  la  suspensión  ha  sido  acordada. 

Si  en  el  art.  323  no  se  hubieran  dado  tan  minuciosas  reglas 
para  los  casos  de  suspensión,  seria  sumamente  sencillo  estable- 
cer un  principio  general  sobre  la  manera  de  hacer  el  nuevo  se- 
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ñaiamiento,  tomando  como  base  la  regla  del  párrafo  1.°  del  ar- 
tículo 321,  y  la  situación  en  que  hubiese  quedado  el  asunto  al 
acordarse  la  suspensión  de  la  vista,  á  no  ser  que  en  el  mismo 
acuerdo  y  á  instancia  de  las  partes  se  determinara  que  fuera  la 
suspensión  indefinida.  Partiendo  de  aquella  base,  bastaría  apli- 
carla para  establecer  que  si  el  asunto  quedaba  concluso,  como 
sucede,  por  ejemplo,  en  los  casos  1.°  y'8.°  del  art.  323,  el  nuevo 
señalamiento  habría  de  hacerse  al  mismo  tiempo  que  se  acorda- 
ra la  suspensión,  y,  por  consiguiente,  colocando  la  nueva  vista 
inmediatamente  después  de  la  última  señalada;  y  que  si  el  asun- 
to no  quedaba  concluso,  como  sucede  en  los  casos  de  los  núme- 
ros 3.°  y  4.°,  que  no  permiten  considerarlo  en  ese  estado  hasta 
que  se  haya  cumplido  lo  que  previenen  los  dos  últimos  párrafos 
del  art.  9.°,  el  nuevo  señalamiento  no  podría  hacerse  hasta  la 
conclusión  del  negocio,  colocando  entonces  la  vista  en  el  orden 
que  le  correspondiera  conforme  á  la  regla  del  art.  321. 

Esta  regla,  que  puede  formularse  diciendo  que  los  asuntos 
conclusos  vuelvan  á  entrar  en  turno  en  el  mismo  momento  de 
acordar  la  suspensión,  y  que  los  que  por  el  motivo  de  la  suspen- 
sión dejen  de  tener  aquel  carácter,  no  vuelvan  á  entrar  en  tur- 
no hasta  que  lo  adquieran  de  nuevo,  puede  ser  aplicable  aun  con 
la  vigente  ley,  colocando  en  el  primer  grupo  las  suspensiones 
acordadas  por  las  causas  1.a  y  8.a  del  art.  323;  por  la  causa  2.aT 
cuando  la  falta  consista  en  una  imposibilidad  de  asistencia 
accidental  y  pasajera,  y  rio  en  una  imposibilidad  absoluta  de 
constituirse  el  Tribunal  por  algún  tiempo,  en  cuyo  caso  todos 
los  señalamientos  habrían  de  quedar  en  suspenso,  y  aun  por  la 
causa  7.a  cuando  por  los  señalamientos  ya  hechos  resulte  que  la 
nueva  vista  vendrá  á  celebrarse  después  de  los  nueve  días  de  la 
desgracia  á  que  se  alude,  aunque  la  redacción  del  artículo  que 
comentamos  es  un  poco  ambigua  y  no  deja  ver  claramente  si 
bastará  que  para  el  día  que  se  señale  haya  desaparecido  el  mo- 
tivo de  la  suspensión  ó  si  será  preciso  esperar  á  que  éste  haya 
desaparecido  para  poder  hacer  el  nuevo  señalamiento.  En  el  se- 
gundo grupo  entran,  según  ya  hemos  indicado,  las  causas  3.a 
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y  4.a  que  impiden  celebrar  la  vista  hasta  que  la  situación  de  los 
litigantes  se  regularice.  Pero  prescindiendo  de  la  causa  5.a,  en 
que  debe  estarse  al  acuerdo  del  Tribunal  tomado  en  vista  de  los 
motivos  alegados,  y  prescindiendo  también  de  que  pueda  formar 
excepción  la  7.a,  queda  siempre  la  excepción  de  la  causa  6.a,  en 
que  por  falta  de  una  regla  como  la  que  indicábamos  al  final  del 
comentario  anterior,  que  es  un  caso  especial  de  la  formulada  en 
éste,  viene  á  reconocerse  á  una  de  las  partes,  contra  toda  razón 
y  conveniencia,  el  derecho  de  que  esté  la  vista  en  suspenso 
hasta  que  desaparezca  la  enfermedad  de  su  Abogado,  sin  que 
mientras  dure  pueda  hacerse  el  nuevo  señalamiento..  Ya  hemos 
indicado  que  los  Tribunales  tendrán  que  señalar  un  término 
prudencial  á  la  suspensión  que  se  acuerde  por  esta  causa;  pero 
no  puede  desconocerse  que  al  hacerlo  faltarán  abiertamente  al 
texto  de  la  ley,  y  que  ésta,  por  ser  demasiado  preceptiva,  auto- 
riza literalmente  á  cualquier  litigante  para  retrasar  indefinida- 
mente la  solución  de  un  pleito  sin  más  trabajo  que  el  de  enco- 
mendar su  defensa  á  un  Abogado  valetudinario,  que  podrá  muy 
bien  pagar  su  contribución  con  este  solo  objeto. 

Por  último,  advertiremos  que  en  algunas  Audiencias  se  ha 
establecido  la  práctioa  de  señalar  la  segunda  vista  con  Aboga- 
dos ó  sin  ellos;  y  aunque  sin  duda  obedece  al  propósito  de  evitar 
los  abusos  á  que  se  prestan  las  alegaciones  de  supuestas  enfer- 
medades de  los  Letrados,  imposibles  de  comprobar  las  más  veces, 
es  indudable  que  se  trata  de  una  práctica  ilegal,  porque  la  ley 
no  la  autoriza. 

Sin  embargo,  si  las  partes  consienten  la  providencia  que  se 
dicte,  no  podrán  protestar  si  llega  á  celebrarse  la  vista  sin  la 
asistencia  de  Letrado! 

Lo  que  sí  tiene  fácil  remedio  es  otro  abuso  de  los  litigantes 
de  mala  fe,  consistente  en  presentar  escrito  desistiendo  de  la 
apelación  momentos  antes  de  celebrarse  la  vista  y  no  ratificarlo 
después  á  fin  de  que  se  señale  de  nuevo  aquélla,  pues  sería  sufi- 
ciente no  conceder  autoridad  al  escrito  expresado  mientras  al 
mismo  no  se  acompañe  poder  especial,  ó  sea  ratificado. 
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Abtículo*  325. 


Para  las  vistas  de  los  pleitos  ó  incidentes  se  constituirán 
las  Salas  con  los  Magistrados  necesarios  para  dictar  senten- 
cia en  aquel  negocio,  sin  que  puedan  exceder  de  cinco  en 
las  Audiencias  ni  de  siete  en  el  Tribunal  Supremo.  (Ley 
orgánica  del  P.  J.y  art.  640. ) 

En  la  nota  del  art.  317  dijimos  que  para  dar  unidad  á  la 
materia  trataríamos  en  un  solo  comentario  todo  lo  relativo  al 
número  de  .Magistrados  necesarios  para  constituir  Sala  en  los 
Tribunales  colegiados;  y  lo  hacemos  en  éste,  porque  el  325  pa- 
rece el  destinado  á  consignar  la  regla  general  aplicable  tanto  á 
los  incidentes,  de  que  también  trata  el  317,  como  á  los  pleitos. 

Hemos  indicado  anteriormente  que  ningún  Magistrado  pue- 
de dejar  de  asistir  á  la  audiencia,  en  los  días  no  feriados,  sin 
justa  causa,  puesta  con  la  debida  anticipación  en  conocimiento 
del  Presidente  del  Tribunal;  y  al  tratar  del  número  de  Magis- 
trados necesario  para  formar  Sala,  debemos  recordar  ahora  cómo 
se  constituyen  las  Salas  de  justicia.  Con  arreglo  á  los  artícu- 
los 8.°  del  reglamento  del  Tribunal  Supremo  y  14  de  las  Orde- 
nanzas de  Audiencias,  á  la  hora  precisa  de  abrirse  la  audiencia 
todos  los  Magistrados  deben  reunirse  con  el  Presidente  del  Tri- 
bunal, ó  quien  haga  su  veces,  en  una  sola  Sala.  Reunidos  de 
este  modo,  dispone  el  art.  639  de  la  ley  orgánica  del  Poder  judi- 
cial que  el  Secretario  de  gobierno  anote  en  el  libro  de  asisten- 
cias y  por  Salas  los  nombres  de  los  Magistrados  de  la  dotación 
de  cada  una  que  hubieren  asistido,  los  que  estén  exentos  de 
asistir  y  los  que  se  hayan  excusado,  con  expresión  de  la  causa, 
debiendo  el  Presidente  del  Tribunal  visar  diariamente  estas 
anotaciones.  Entre  otros  fines,  indiferentes  para  este  comenta- 
rio, tiene  esto  por  objeto  el  que  las  Salas  de  justicia  se  consti- 
tuyan con  el  número  de  Magistrados  necesario;  y  así,  si  en  algu- 
na no  bastan  los  de  su  dotación  que  hubieren  asistido,  se  com- 
pleta el  número  de  la  manera  que  indicaremos  en  el  comentario 
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del  artículo  siguiente,  y  hecho  esto,  ordena  el  Presidente  que  se 
separen  las  Salas,  yendo  cada  una  al  local  destinado  para  su 
audiencia  (artículos  584,  ,núm.  9.°,  y  586  de  la  ley  orgánica 
delP.J.). 

Recordado  el  modo  de  constituirse  las  Salas,  podemos  entrar 
en  el  comentario  del  art.  325,  destinado  á  fijar  el  número  de 
Magistrados  necesario  para  constituirlas.  En  virtud  de  su  últi- 
ma frase,  este  artículo  no  fija  número  determinado,  sino  que 
señala  un  mínimum  y  un  máximum.  El  máximum  no  ofrece 
duda,  porque  terminantemente  dice  que  no  podrá  exceder  de 
cinco  Magistrados  en  las  Audiencias,  ni  de  siete  en  el  Tribunal 
Supremo;  pero  el  mínimum  se  fija  indeterminadamente  en  el 
número  necesario  para  dictar  sentencia  en  el  negocio  de  cuya 
vista  se  trate. 

La  palabra  sentencia  está  empleada  aquí  en  un  sentido  ge- 
neral, y  parece  inútil  advertir  que,  tratando  también  el  artículo 
de  las  vistas  de  los  incidentes,  que  se  resuelven  por  auto,  se  ha 
de  entender  que  el  mínimum  señalado  es  el  número  necesario 
para  dictar  sentencia  ó  auto,  según  la  naturaleza  del  asunto. 

Prescindiendo  de  esto,  la  redacción  que  se  emplea  para  indi- 
car el  mínimum  es,  en  nuestro  concepto,  defectuosa,  en  primer 
logar,  porque  puede  hacer  suponer  que  alude  al  número  de  votos 
conformes  para  formar  resolución  en  el  asunto,  siendo  así  que 
se  refiere  evidentemente  al  número  de  Magistrados  que  han  de 
concurrir  á  dictar  el  fallo;  en  segundo  lugar,  porque,  aunque 
sea  evidente  que  no  ha  querido  aludirse  á  los  votos  conformes, 
hay  un  caso  en  que,  sólo  partiendo  de  que  se  hace  esa  alusión, 
puede  averiguarse  cuál  es  el  número  de  Magistrados  necesario 
para  constituir  la  Sala;  y  en  tercer  lugar,  porque  aquella  redac- 
ción obliga  á  hacer  un  largo  razonamiento  para  buscar  fuera 
del  artículo  la  solución  al  punto  que  en  él  se  trata  de  resolver. 

Tal  vez  al  redactar  este  artículo  haya  creído  el  legislador 
(lue  dejaba  claramente  fijado  en  otro  punto  el  número  de  Magis- 
trados que  en  cada  caso  habían  de  concurrir  á  dictar  la  resolu- 
ción correspondiente  á  la  naturaleza  del  asunto.  Pero  es  lo  cier- 
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to  que  esto  sólo  está  hecho  en  lo  que  se  refiere  á  la  resolución 
de  incidentes  (art.  317),  y  que  en  cuanto  á  las  cuestiones  prin- 
cipales que  se  resuelven  por  sentencia,  el  mínimum  de  Magis- 
trados que  han  de  concurrir  á  dictar  la  resolución  no  está  direc- 
tamente fijado  por  ningún  artículo  de  la  ley. 

Lo  único  que  se  fija  en  los  artículos  348  y  349  es  el  número 
de  votos  conformes  indispensables  para  formar  resolución  en 
cada  caso;  pero  ya  hemos  dicho  que  no  es  á  esto  á  lo  que  alude 
el  art.  325,  sino  al  número  de  Magistrados,  conformes  ó  no,  que 
han  de  concurrir  á  dictar  el  fallo.  Prueba  de  ello  es  la  disposi- 
ción del  último  párrafo  del  art.  347,  y  prueba  es  también  que, 
aunque  en  el  Tribuual  Supremo  bastan  cuatro  votos  conformes 
para  los  autos  sobre  admisión  de  recurso  de  casación  y  para  las 
sentencias  que  declaran  haber  ó  no  lugar  al  recurso  (art.  349), 
las  Salas  han  de  constituirse  con  siete  Magistrados,  con  arreglo 
á  los  artículos  1.726,  1.743  y  1.764;  y  aunque  lo  mismo  en  aquel 
Tribunal  que  en  las  Audiencias  pueden  bastar  dos  y  tres  votos, 
respectivamente,  para  que  un  acuerdo  forme  resolución  en  un 
incidente,  la  Sala  no  puede  constituirse  para  resolverlo  con 
menos  de  tres  ó  cinco  Magistrados,  según  previene  el  art.  347. 

Y  sin  embargo  de  que  no  se  alude  al  número  de  votos  con- 
formes, hay  que  entender  hecha  esa  alusión  para  fijar  el  míni- 
mum de  Magistrados  que  han  de  concurrir  en  las  Audiencias  á 
la  vista  de  un  asunto  que  deba  resolverse  por  sentencia.  Para 
fijarlo  hay  que  partir  de  esta  base  y  hay  que  hacer  el  razona- 
miento siguiente:  conforme  á  los  artículos  346  y  347,  sólo  pue- 
den votar  los  Magistrados  que  hayan  asistido  á  la  vista;  con- 
forme al  párrafo  primero  del  art.  348,  para  que  haya  sentencia 
en  las  Audiencias  son  necesarios  tres  votos  conformes;  luego 
para  la  vista  en  las  Audiencias  de  los  asuntos  que  hayan  de 
resolverse  por  sentencia,  se  han  de  constituir  las  Salas,  Quando 
menos,  con  tres  Magistrados.  Fuera  de  esta  argumentación,  en 
que  se  acude  á  buscar  los  votos  conformes,  no  hallamos  en  la 
ley  medio  de  resolver  ese  punto. 

Por  todas  estas  razones,  creemos  que  hubiera  sido  preferi- 
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ble  escribir  sobre  la  constitución  de  las  Salas  un  solo  artículo, 
tomando  por  base  el  640  de  la  ley  orgánica,  que,  sin  hacer  la 
distinción,  en  último  término  inútil,  de  los  artículos  317  y  325 
entre  vistas  y  resoluciones,  disponía  genéricamente  que  en  todos 
los  casos  en  que  la  ley  no  exigiera  determinado  número  de  Ma- 
gistrados, bastarían  para  formar  Sala  tres  en  las  Audiencias  y 
cinco  en. el  Tribunal  Supremo.  La  ley  actual  viene  en  el  fondo 
á  disponer  lo  mismo,  y  la  única  diferencia  está  en  que  lo  dice 
de  un  modo  que  hace  difícil  entenderlo,  porque  á  pesar  de  que 
la  regla  del  art.  317  sólo  se  refiere  textualmente  á  la  sustancia- 
ción  y  á  la  resolución  de  incidente,  hay  que  aplicarla  á  los  re- 
cursos de  queja,  y  en  general  á  todas  las  cuestiones  que,  sin 
que  rigorosamente  puedan  calificarse  de  incidentes,  tienen  que 
resolver  los  Tribunales,  y  porque  la  regla  del  art.  325,  destina- 
da al  parecer  á  ser  la  general  para  las  vistas  de  pleitos  é  inci- 
dentes, está,  como  hemos  visto,  redactada  en  términos  que  obli- 
gan á  buscar  fuera  de  ella,  por  distintos  procedimientos,  la  so- 
lución al  punto  que  debiera  resolver. 

Como  resumen,  pues,  de  este  comentario,  tal  vez  demasiado 
prolijo,  á  los  artículos  317  y  325,  debemos  consignar  que  lo 
mismo  para  ver  que  para  resolver  sin  vista  cualquier  asunto  en 
que  por  disposiciones  especiales  no  se  exija  mayor  número,  el 
mínimum  de  los  Magistrados  necesarios  para  constituir  Sala  es 
tres  en  las  Audiencias  y  cinco  en  el  Tribunal  Supremo. 

Pero  si  en  esto  no  se  ha  separado  la  lej'  actual  de  lo  dispues- 
to en  la  de  organización  del  Poder  judicial,  ha  introducido  una 
notable  variación  al  permitir  que  sea  par  el  número  de  los  Ma- 
gistrados que  puedan  formar  Sala,  puesto  que  entre  el  mínimum 
de  tres  y  cinco  respectivamente  señalado  para  las  Audiencias  y 
el  Tribunal  Supremo,  y  el  máximum  de  cinco  y  siete,  cabe  que 
las  Salas  se  constituyan  con  cuatro  ó  seis  Magistrados  respec- 
tivamente. 

No  vamos  á  recordar  aquí  todo  lo  que  se  ha  alegado  en  favor 
del  número  par  que  autorizaba  la  antigua  ley  de  Enjuiciamien- 
to, ó  en  favor  del  impar  que  terminantemente  exigía  en  todo 
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caso  el  art.  673  de  la  ley  orgánica  del  Poder  judicial;  sería  tra- 
tar 4  propósito  de  un  detalle  la  eterna  cuestión  de  preferencia 
entre  las  garantías  del  acierto  y  la  rapidez  y  economía  de  los 
juicios,  y  la  naturaleza  de  este  comentario  no  lo  consiente. 
Pero  sí  recordaremos  que  el  número  par  facilita  las  discordias, 
porque  dos  opiniones  bastan  para  dividir  por  igual  los  votos,  y 
que  el  impar,  aunque  no  las  hace  imposibles,  las  hace  menos 
frecuentes,  porque  son  entonces  necesarias  tres  opiniones  dis- 
tintas, cuando  menos,  para  que  se  declaren.  De  esta  consecuen- 
cia de  facilitar  ó  hacer  más  difíciles  las  discordias  nacen  prin- 
cipalmente, según  el  criterio  con  que  se  mire,  las  ventajas  y  los 
inconvenientes  del  número  par,  consistiendo  las  ventajas  en 
dar  más  autoridad  á  los  fallos,  porque  la  mayoría  se  ha  de  for- 
mar con  dos  votos  de  diferencia  cuando  menos,  y  en  procurar 
á  los  litigantes  una  revisión  más  del  asunto  en  las  cuestiones 
dudosas;  y  los  inconvenientes,  en  que  las  discordias,  no  sólo  ha- 
cen más  costosos  los  pleitos,  sino  que,  como  indicaba  un  ilustre 
jurisconsulto  (1),  embarazan,  retardan  y  desprestigian  á  veces 
á  los  Tribunales.  Por  estas  últimas  razones,  cuando  el  procedi- 
miento ofrece  por  sus  reglas  generales  suficientes  garantías  de 
acierto,  como  sin  duda  las  ofrece  el  nuestro,  se  ha  procurado 
evitar  en  lo  posible  las  discordias,  bien  ordenando,  como  la  ley 
orgánica,  que  los  Tribunales  se  constituyan  siempre  con  núme- 
ro impar  de  Magistrados,  ó  bien  disponiendo,  como  algunas  le- 
gislaciones extranjeras,  que  cuando  se  constituyan  con  número 
par,  se  abstenga  de  votar  el  Magistrado  más  moderno. 

Pero  prescindiendo  de  esta  cuestión  teórica,  y  limitándonos 
á  indicar  que,  dada  nuestra  organización  procesal,  hubiéramos 
considerado  preferible  seguir  también  en  este  punto  el  prece- 
dente de  la  ley  orgánica,  vamos  á  recordar  someramente  las 
disposiciones  que  tienen  relación  con  el  artículo  que  comen- 
tamos. 


(1)  Gómez  de  la  Serna.  —  Motivos  de  las  variaciones  principales  que  ha  intro- 
ducido en  los  procedimientos  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil.  Madrid,  1857;  impren- 
ta de  la  Revista  de  Legislación,  pag.  28. 
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Aunque  la  ley  autoriza  como'  regla  general  la  constitución 
de  las  Salas  con  número  par,  el  Tribunal  Supremo  está  excep- 
tuado de  esta  regla  en  todo  lo  referente  á  la  admisión  y  resolu- 
ción de  los  recursos  de  casación,  conforme  á  las  disposiciones 
ya  citadas  de  los  artículos  1.726,  1.743  y  1.764.  También  se 
exige  número  impar  en  las  Salas  que  se  constituyan  para  diri- 
mir discordias  (art.  352);  y  del  mismo  modo  ha  de  ser  siempre 
impar  el  número  de  los  arbitros  (art.  791)  ó  amigables  compo- 
nedores (art.  828)  á  que  las  partes  pueden  someter  la  decisión 
de  sus  contiendas,  antes  ó  después  de  deducirlas  en  juicio  y 
cualquiera  que  sea  el  estado  del  pleito,  conforme  al  art.  487. 

Además  de  estas  disposiciones  especiales  en  que  se  exige 
numero  impar  para  evitar  en  lo  posible  primeras  ó  segundas 
discordias,  tiene  también  relación  con  la  constitución  de  las 
Salas  lo  dispuesto  en  el  párrafo  primero  del  art.  348,  que  al  exi  • 
gir  en  las  Audiencias  tres  votos  conformes  para  que  haya  sen- 
tencia, hace  que  las  Salas  se  constituyan  rara  vez  con  sólo  tres 
Magistrados  para  evitar  que  cualquier  disentimiento  produzca 
discordia. 

Esta  disposición,  consignada  en  el  art.  74  del  reglamento 
provisional  para  la  administración  de  justicia  def  26  de  Septiem- 
bre de  1835  y  en  el  53  de  la  ley  anterior  de  Enjuiciamiento  ci- 
vil, y  consagrada  por  los  673  y  684  de  la  ley  orgánica  del  Poder 
iudicial,  tiende  á  hacer  más  respetables  los  fallos  que  resuelven 
el  punto  principal  del  pleito  ó  alguna  cuestión  incidental  que 
pueda  ponerle  término,  haciendo  imposible  su  continuación;  y 
aunque  teóricamente  pueda  parecer  una  inconsecuencia,  es  su- 
mamente beneficiosa  y  casi  necesaria  desde  el  momento  en  que 
se  autoriza  la  constitución  de  las  Salas  con  tres,  cuatro  ó  cinco 
Magistrados  indistintamente. 

En  rigor,  la  opinión  de  la  mayoría  del  Tribunal,  cualquiera 
que  sea  el  número  de  Magistrados  con  que  éste  se  constituya, 
representa  la  opinión  del  Tribunal,  y  por  esto  pudiera  tacharse 
de  inconsecuencia  el  que  en  las  Salas  constituidas  con  tres  Ma- 
gistrados la  opinión  conforme  de  dos  no  baste  para  hacer  sen- 
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tencia.  La  ley  admite  este  rigor  lógico  para  las  cuestiones,  en 
cierto  modo  secundarias,  que  se  deciden  por  autos;  pero  para 
resolver  la  cuestión  principal  ó  la  que  pueda  tener  este  carác- 
ter, para  dictar  sentencia,  exige  tres  votos  conformes,  aunque 
sean  sólo  tres  los  Magistrados  que  constituyan  la  Sala,  y  al  in- 
currir en  esta  inconsecuencia,  da  al  fallo  una  autoridad  que  no 
tendría  si  bastara  la  mayoría  de  dos;  y  los  litigantes  pudieran 
pensar  que  esos  dos  votos  que  han  decidido  el  pleito  pudieran 
haber  sido  la  minoría,  si  el  Tribunal,  usando  de  una  facultad 
que  es  al  fin  y  al  cabo  potestativa,  8*  hnfeiflz*  coatótuiáe  con. 
cinco  Magistrados. 

La  unanimidad  de  tres  vale,  por  el  contrario,  cuando  menos 
como  la  mayoría  de  cuatro  ó  cinco;  y  3n  virtud  de  la  disposi- 
ción citada,  viene  a  ser  casi  indiferente  para  los  litigantes  el 
que  las  Salas  se  constituyan  para  fallar  en  definitiva  con  tres, 
con  cuatro  ó  con  cinco  Magistrados,  porque  de  todos  modos  ten- 
drán sus  fallos  la  misma  autoridad. 

Por  último,  el  art.  325  que  comentamos  tiene  una  relación 
directa  con  el  323,  núm.  2.°,  que  señala  como  causa  de  suspen- 
sión de  la  vista  la  falta  del  número  de  Magistrados  necesarios 
para  dictar  sentencia.  Ya  hemos  indicado  que  esta  redacción  es 
defectuosa,  y  nos  bastará  añadir  que  son  aplicables  á  su  inter- 
pretación las  consideraciones  que  dejamos  expuestas  sobre  la 
redacción  del  art.  325,  de  las  cuales  resulta  que,  independiente- 
mente del  número  de  votos  que  necesite  el  fallo,  procederá  la 
suspensión  siempre  que  no  esté  completo  el  número  de  Magis- 
trados necesario  para  constituir  la  Sala  para  la  vista,  como 
claramente  se  previene  en  el  art.  643  de  la  ley  orgánica  del  Po- 
der judicial. 

Artículo  326. 

Cuando  haya  necesidad  de  completar  una  Sala  con  Ma- 
gistrados de  otra  ó  con  suplentes,  antes  de  darse  principio  á 
la  vista  se  harán  saber  los  nombres  de  los  designados  á  los 
Procuradores  de  las  partes,  y  se  procederá  en  seguida  á  la 
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vista,  á  no  ser  que  en  el  acto  fuese  recusado,  aunque  sea 
verbalmente,  alguno  de  aquéllos. 

En  tal  caso  se  suspenderá  la  vista,  y,  formalizada  la  re- 
cusación por  escrito  dentro  de  tercero  día,  se  sustanciará 
este  incidente  en  la  forma  establecida. 

Si  no  se  formalizara  la  recusación  dentro  de  dicho  tér- 
mino, no  será  admitida  después,  y  se  condenará  á  la  parte 
recusante  en  la  multa  que  determina  el  art.  212  y  en  las 
costas  ocasionadas  con  la  suspensión,  haciéndose  nuevo  se- 
ñalamiento para  la  vista  del  pleito  lo  antes  posible,  (Ley  or- 
gánica del  P.  J.,  artículos  645  y  646. ) 

Artículo  327. 

En  el  caso  del  párrafo  primero  del  artículo  anterior,  si 
se  hubiere  celebrado  la  vista  por  no  haber  mediado  recusa- 
ción, se  suspenderá  por  tres  días  la  votación  de  la  senten- 
cia. Dentro  de  este  término  podrán  ser  recusados  los  Magis- 
trados suplentes,  y  transcurrido  sin  haber  hecho  uso  las 
partes  de  ese  derecho,  empezará  á  correr  el  término  para 
dictar  sentencia.  (Ley  org.  del  P.  f. ,  art.  646.) 

Artículo  328. 

Si  se  formalizara  la  recusación  dentro  de  dicho  término 
y  se  declarase  procedente,  quedará  sin  efecto  la  vista  y  se 
verificará  de  nuevo  con  Magistrados  hábiles  en  el  día  más 
próximo  que  pueda  señalarse. 

Cuando  se  declare  no  haber  lugar  á  la  recusación,  dicta- 
rán sentencia  los  Magistrados  que  hubieren  asistido  á  la 
vista,  empezando  á  correr  el  término  para  dictarla  desde  el 
día  siguiente  al  del  fallo  sobre  la  recusación.  (Ley  org.  del 
P.  J.,  art.  647.) 

Disponen  los  artículos  52,  74  y  76  de  la  ley  orgánica  del  Po- 
der judicial  que  cuando  los  Magistrados  de  la  dotación  de  algu- 
na Sala  de  Audiencia  ó  del  Tribunal  Supremo  no  bastaren  para 
constituirla  en  número  suficiente  por  enfermedad,  ausencia,  in- 
compatibilidad, recusación  ú  otro  impedimento  legítimo  de  al- 
guno de  ellos,  de  lo  cual  deberá  tener  ya  conocimiento  el  Presi- 
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dente  del  Tribunal  si  se  le  ha  dado  con  la  anticipación  necesa- 
ria el  aviso  prevenido  en  el  art.  638  de  la  misma  ley,  se  ha  de 
completar  el  número  necesario  con  los  Magistrados  de  la  dota- 
ción de  otras  Salas  que  no  fueren  indispensables  para  consti- 
tuirlas. Y  en  el  caso  de  que  por  circunstancias  accidentales  no 
bastaren  los  Magistrados  de  planta  del  Tribunal  para  comple- 
tar las  Salas  supliéndose  de  este  modo,  y  pudiera  por  esta  falta 
paralizarse  ó  demorarse  la  administración  de  justicia,  dispo- 
nen los  artículos  77  y  79  que  se  llame  á  formar  Sala  á  los  Ma- 
gistrados suplentes  que  debe  haber  en  las  Audiencias  y  que 
puede  haber  también  en  el  Tribunal  Supremo,  aunque  éste,  or- 
dinariamente, no  deba  tenerlos. 

Al  Presidente  del  Tribunal,  ó  al  de  Sala  más  antiguo  que 
por  ausencia  haga  sus  veces,  corresponde  hacer  la  designación 
de  los  Magistrados  que  han  de  completar  la  Sala  que  se  halle 
en  aquel  caso,  si  bien,  con  arreglo  al  art.  75  de  la  misma  ley, 
debe  recaer  esta  designación  por  turnp,  que  comenzará  en  los 
Magistrados  de  planta  más  modernos,  prefiriéndose  para  auxi* 
liarse  entre  sí  á  los  Magistrados  de  las  distintas  Salas  de  lo  ci- 
vil donde  haya  más  de  una. 

Hecha  esta  designación,  se  harán  saber  inmediatamente  sus 
nombramientos  á  los  designados,  manifestándoles  también  los 
negocios  que  hayan  de  ver;  y  si  aquéllos  se  considerasen  com- 
prendidos en  alguna  de  las  causas  de  recusación  que  enumera 
el  art.  189  de  esta  ley,  deberán  manifestarlo  al  Presidente,  el 
cual,  si  estimare  que  procede  la  abstención,  habrá  de  nombrar 
otro  Magistrado,  procediendo  con  él  del  mismo  modo  hasta  que 
quede  completo  el  número  indispensable  para  constituir  la  Sala 
(artículo  643  de  la  ley  orgánica  del  Poder  judicial),  sin  perjui- 
cio de  que  el  Presidente  lo  complete,  asistiendo  por  sí  mismo  á 
la  vista  si  lo  considera  conveniente. 

Claro  es  que,  constituida  la  Sala  de  este  modo,  tal  vez  en  el 
momento  mismo  de  ir  á  celebrarse  la  vista  puede  suceder  que 
algún  Magistrado,  aunque  no  se  haya  considerado  en  el  caso 
de  abstenerse  de  formar  Sala,  sea  recusable  á  juicio  de  las  par- 
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tes,  y  las  disposiciones  de  los  tres  artículos  que  comentamos 
responden  á  la  necesidad  de  dejarle  expedito  en  ese  punto  el  uso 
de  su  derecho. 

En  el  comentario  del  título  V  de  este  mismo  libro  hemos 
tratado  extensamente  de  las  recusaciones;  y  remitiéndonos,  por 
tanto,  á  lo  allí  expuesto,  hemos  de  limitarnos  en  éste  á  señalar 
algunas  excepciones  que  necesariamente  han  debido  consignar- 
se á  las  reglas  generales  que  en  aquel  título  se  establecen. 

Excusado  es  advertir  que  la  recusación  de  que  aquí  se  trata 
se  refiere  exclusivamente  á  los  Magistrados  que  hayan  sido 
designados  para  completar  la  Sala  sin  pertenecer  a  su  dotación, 
fuera  del  caso  que  más  adelante  indicaremos,  y  que,  aunque  en 
el  art.  326  se  ordena  que  los  nombres  de  los  designados  se 
hagan  saber  á  los  Procuradores  de  las  partes,  esta  notificación 
habrá  de  hacerse  á  las  partes  mismas  ó  á  sus  representantes 
cuando  se  trate  de  la  vista  de  asuntos  en  que  la  intervención 
de  Procurador  no  sea  necesaria. 

Las  excepciones  consisten  en  autorizar  la  recusación  verbal 
para  suspender  la  vista,  á  reserva  de  formalizarla  dentro  de 
tercero  día  por  escrito,  conforme  á  la  regla  general  del  art.  194, 
y  en  permitir,  cuando  por  no  haberse  hecho  esa.  recusación  se 
celebrare  la  vista,  que  la  recusación  se  haga  dentro  de  los  tres 
días  siguientes  á  su  celebración,  contra  la  regla  general  esta- 
blecida en  el  art.  193,  para  lo  cual  se  ordena  que  se  suspenda 
por  este  término  la  votación  del  fallo,  constituyendo  también 
esto  una  excepción  á  la  regla  del  art.  339. 

Al  indicar  el  modo  de  completar  las  Salas  hemos  recordado 
la  facultad  que  el  Presidente  del  Tribunal  Supremo  y  los  de  las 
Audiencias  tenían  por  los  artículos  3.°  del  reglamento  del  Tri- 
bunal Supremo  y  23  de  las  Ordenanzas  de  Audiencias,  y  tienen 
hoy  conforme  á  los  584,  núm.  10,  y  586  de  la  ley  orgánica  del 
Poder  judicial,  de  asistir  á  cualquiera  Sala  de  justicia.  Esta 
facultad  pueden  ejercitarla  cuando  les  parezca,  sin  limitación 
alguna,  y  ni  están  obligados  á  presidir  una  Sala  incompleta, 
aunque  con  su  asistencia  pudiera  completarse,   fuera  de  los 
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casos  en  que  deban  reemplazar  en  el  Tribunal  Supremo  á  los 
Presidentes  de  Sala  (artículos  1.726,  1.743  y  1.764),  ni  puede 
ser  obstáculo  para  que  la  presidan  el  que  esté  completo  el  máxi- 
mum con  Magistrados  de  la  dotación  de  la  Sala,  debiendo  en 
este  caso  vacar  el  Presidente  de  ésta  ó  un  Magistrado  paTa  que 
el  número  con  que  se  constituya  no  exceda  del  límite  señalado 
por  la  ley. 

Antes  de  que  por  la  ley  orgánica  se  establecieran  las  dispo- 
siciones especiales  sobre  recusación  transcritas  en  los  artículos 
que  comentamos,  la  del  Presidente  del  Tribunal  no  podía  ha- 
cerse en  tales  casos  más  que  en  el  acto  de  la  vista,  y  el  Tribu- 
nal Supremo,  por  sentencia  de  19  de  Noviembre  de  1863,  decla- 
ró que,  cuando  hubiese  motivo  para  recusarle,  la  recusación 
debía  intentarse  desde  el  momento  en  que  se  le  veía  presidir 
la  Sala. 

Pictadas  aquellas  disposiciones,  que  precisamente  se  enca- 
minan á  que  la  recusación  se  haga  antes  ó  después  de  la  vista, 
pero  nunca  durante  su  celebración,  creemos  que,  aunque  en 
ellas  no  se  menciona  al  Presidente  del  Tribunal  Supremo  ni  á 
los  de  las  Audiencias,  han  de  aplicarse  al  caso  en  que  éstos 
hagan  uso  de  la  facultad  mencionada,  puesto  que  los  Presiden- 
tes discuten  y  votan  las  sentencias  como  los  demás  Magistra- 
dos, y,  al  asistir  á  una  vista  sin  que  las  partes  hayan  podido 
prever  su  intervención  ni  tener  noticia  de  ella  hasta  el  momen- 
to mismo  de  constituirse  la  Sala,  se  hallan  en  el  mismo  caso 
que  los  Magistrados  á  que  literalmente  se  refieren  los  artículos 
que  comentamos. 

Así,  pues,  cuando  el  Presidente  de  un  Tribunal  acuerde 
presidir  una  Sala,  aunque  ésta  esté  completamente  constituida 
con  Magistrados  de  su  dotación,  habrá  que  hacerlo  saber  á  los 
Procuradores  ó  á  las  partes,  como  previene  el  art.  326;  y  si  no 
media  recusación  en  el  acto  y  se  celebra  la  vista  con  su  asis- 
tencia, habrá  que  suspender  por  tres  días  la  votación  del  fallo, 
según  se  ordena  en  el  art.  327,  pudiendo  las  partes  intentar  la 
recusación  dentro  de  este  ph  zo. 
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Psro  al  mismo  tiempo  que  estimamos  aplicables  estas  dispo- 
siciones en  lo  que  queda  mencionado,  creemos  que,  cuando  la 
Sala  á  que  asista  el  Presidente  del  Tribunal  se  hallare  consti- 
tuida con  suficiente  número  de  Magistrados  para  celebrar  la 
vista  sin  su  intervención,  su  asistencia  ha  de  modificar  necesa- 
riamente la  aplicación  de  lo  dispuesto  en  el  segundo  párrafo 
del  art.  326  y  en  el  primero  del  328,  que  son  una  consecuencia 
de  la  base  de  que  se  parte  en  todo  el  grupo  de  artículos  que 
comentamos,  ó  sea  de  que  la  vista  se  celebra  con  el  mínimum 
de  Magistrados  necesarios  para  constituir  la  Sala;  de  modo  que 
cualquier  recusación  la  inhabilita.  Falta  esta  base  cuando  el 
Presidente  asiste  á  una  Sala  que,  sin  necesidad  de  su  interven- 
ción, estaría  completa,  y  parece,  por  tanto,  lógico  deducir  que 
si  en  tal  caso  es  recusado  el  Presidente  ó  uno  solo  de  los  Ma- 
gistrados extraños  á  la  dotación  de  la  Sala,  no  habrá  que  sus- 
pender la  vista  ni  que  celebrar  otra  cuando  el  Presidente  ó  Ma- 
gistrado recusado  considere  procedente  la  recusación  hecha  en 
el  acto  de  la  notificación  á  los  Procuradores  ó  durante  los  tres 
días  de  suspensión  y  se  abstenga  de  concurrir  á  la  vista  ó  á  la 
votación  del  fallo.  Sólo  en  la  hipótesis  improbable  de  que  la 
recusación  fuese  denegada,  habría  en  tal  caso  que  sustanciar 
el  oportuno  incidente  para  decidir  sobre  ella  en  definitiva  y 
que  suspender  la  vista  (art.  326),  ó  que  celebrar  otra  si  hubiere 
sido  posterior  la  recusación,  según  la  declaración  que  en  defini- 
tiva se  hiciese  (art.  328). 

Es  decir,  que  considerando  este  grupo  de  artículos  desde  los 
dos  puntos  de  vista  que  en  él  se  han  tenido  en  cuenta,  y  refi- 
riendo sus  disposiciones  á  la  asistencia  del  Presidente  á  una 
Sala  de  justicia,  creemos  que  esas  disposiciones  deben  tener 
una  completa  aplicación  en  todo  lo  relativo  á  dar  á  las  partes 
medios  eficaces  de  intentar  la  recusación;  pero  en  lo  que  se 
refiere  á  los  efectos  de  la  recusación,  sólo  habrá  que  aplicarlas 
cuando  por  -efecto  de  ella  quede  incompleta  la  Sala  ó  cuando  el 
recusado  no  acceda  á  abstenerse  de  intervenir  en  la  vista  ó  vo- 
tación del  asimto.  *...•• 
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Jurisprudencia.  — Ni  el  art.  326  ni  el  326  tienen  aplicación 
al  caso  de  que  un  Magistrado  suplente,  por  ausencia  del  pro- 
pietario, le  reemplace  constantemente,  pues  entonces  tiene  el 
litigante  conocimiento  anterior  de  dicha  intervención  y  es  de 
rigurosa  observancia  lo  dispuesto  en  los  artículos  192  y  193  de 
la  ley  de  Enjuiciamiento  civil.  (Sent.  23  Marzo  1897.) 

Artículo   329. 

Cuando  empezado  á  ver  un  pleito  enfermare  ó,  de  otro 
modo,  se  inhabilitare  alguno  ó  algunos  de  los  Magistrados 
y  no  hubiere  probabilidad  de  que  el  impedido  ó  impedidos 
puedan  concurrir  dentro  de  pocos  días,  se  procederá  á  nueva 
vista,  completando  el  número  de  Magistrados  con  los  que 
deban  reemplazar  á  los  inhabilitados. 

Si,  no  obstante  la  inhabilitación  de  uno  ó  más  Magistra- 
dos, quedaran  los  suficientes  para  dictar  sentencia,  no  será 
necesaria  la  suspensión,  ni  en  su  caso  la  celebración  de  nue- 
va vista.  (Ley  org.  del  P.  J. ,  art.  658.) 

Como  se  ve  claramente  por  su  contexto,  la  inhabilitación  de 
que  trata  este  articulo  ha  de  ocurrir  antes  de  que  termine  la 
vista.  Si  ocurre  antes  de  empezar,  se  prescindirá  del  Magistra- 
do que  se  inhabilitare  cuando  los  demás  de  la  dotación  de  la 
Sala  queden  en  suficiente  número  para  constituirla,  ó  se  com- 
pletará en  otro  caso  el  número  de  la  manera  prevenida  en  el  ar- 
tículo 326;  si  la  inhabilitación  ocurre  después  de  terminada  la 
vista,  se  observará  lo  dispuesto  por  el  art.  347;  y  sólo  en  el  caso 
de  que  ocurra  después  de  empezada  la  vista  y  antes  de  que  ter- 
mine, bien  en  el  acto  mismo  ó  fuera  de  él  si  hubiere  de  durar 
varios  días,  tendrá  aplicación  lo  que  en  este, art.  329  se  dispone. 

Lo  que  en  él  se  establece  es  una  nueva  causa  de  suspensión, 
si  bien  el  segundo  párrafo,  que  no  figuraba  en  el  concordante 
citado  de  la  ley  orgánica,  hace  que  no  sea  siempre  necesaria. 
Al  añadir  este  párrafo  se  ha  incurrido,  á  nuestro  juicio,  en  el 
mismo  defecto  de  redacción  que  hemos  señalado  en  el  comenta- 
rio del  art.  325;  y  aunque  no  creemos  que  esto  pueda  ser  ori- 


Digitized  by 


Google 


LIB.    1— TÍT.   VH— ART.    329  405 

gen  de  dificultades,  conviene  recordar  que  lo  que  ha  de  hacerse, 
por  avanzada  que  esté  la  vista,  no  es  ver  si  queda  hábil  la 
mayoría  de  la  Sala  de  modo  que  su  voto  conforme  pueda  formar 
auto  ó  sentencia,  sino  ver  si  quedan  los  Magistrados  necesarios 
para  constituir  Sala,  dada  la  naturaleza  del  asunto  a  que  la 
vista  se  refiera.  Asi,  en  el  Tribunal  Supremo,  cuyas  Salas  para 
la  vista  de  admisión  ó  resolución  de  los  recursos  de  casación  no 
pueden  constituirse  con  más  ni  con  menos  de  siete  Magistrados, 
no  podrá  tener  nunca  aplicación  el  segundo  párrafo  de  este  ar- 
tículo cuando  se  trate  de  estos  asuntos,  aunque  la  inhabilita- 
ción sea  de  un  solo  Magistrado,  y,  por  tanto,  la  vista  habrá  en 
todo  caso  de  suspenderse.  En  las  Audiencias  no  hay  el  peligro 
de  una  mala  inteligencia  sobre  ese  punto  cuando  sea  sentencia 
la  resolución  que  haya  .de  dictarse;  pero  pudiera  ocurrir  la 
duda  si  se  tratase  de  un  auto,  y  por  esto,  lo  mismo  en  este  ar- 
tículo que  en  el  325  y  que  en  los  demás  en  que  se  emplea  la 
misma  redacción,  hubiéramos  preferido  que  en  lugar  de  decir 
«los  Magistrados  suficientes  para  dictar  sentencia»,  se  hubiera 
dicho  «los  Magistrados  suficientes  para  constituir  la  Sala  en  el 
asunto  de  que  se  trate» . 

Entendido  de  este  modo  el  segundo  párrafo,  y  sin  posibili- 
dad, por  consiguiente,  de  que  se  busquen  analogías  con  el  últi- 
mo del  art.  347,  que  supone  siempre  la  vista  terminada,  la  re- 
gla del  párrafo  primero  es  sencillísima,  y  sólo  puede  ocurrir 
preguntar  cuál  es  el  período  de  tiempo  que  puede  entenderse 
aludido  por  la  frase  «dentro  de  pocos  días». 

Claro  es  que  no  hay  plazo  fijo,  y  que  esta  indeterminación 
no  puede  interpretarse  por  la  regla  del  art.  301.  Es  un  punto 
que  queda  enteramente  á  la  apreciación  del  Presidente  de  la 
Sala,  á  quien  corresponde  acordar  la  suspensión  y  fijar  el  día 
para  continuar  la  vista  ó  hacer  en  su  caso  el  nuevo  señalamien- 
to, según  la  clase  ó  la  duración  probable  de  la  inhabilitación 
que  haga  la  suspensión  necesaria.  Cuando  ésta  sea  tan  pasajera 
que  el  inhabilitado  pueda  concurrir  al  día  siguiente,  entende- 
mos que  podrá  observarse  lo  prevenido  en  el  art.  322  para  el 
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no  baya  finalizado  una  vista  al  terminar  las  horas 
a,  calculando  si  será  necesario  acordar  la  suspensión 
\  el  323,  núm.  1.°,  ó  si  será  posible  terminar  la  pen- 
lebrar  las  señaladas.  Pero  cuando  la  inhabilitación 
rar  varios  días,  no  hay  reglas  para  saber  cuántos  son 
embargo,  no  es  difícil  deducir  una  del  mismo  articu- 
lamos, para  evitar  todo  motivo  de  queja  ó  de  cen- 
interesados,  que,  en  su  impaciencia,  pudieran  inter- 
ase  aludida  de  distinto  modo  que  el  Presidente  de  la 
me  este  artículo  que  si  la  inhabilitación  del  Magis- 
initiva  ó  de  larga  duración  probable,  se  ha  de  sefia- 
ista  completando  el  número  de  Magistrados;  y  es  in- 
e  este  señalamiento  deberá  hacerse  para  el  primer 
)  sea  para  que  la  vista  se  celebre  inmediatamente^ 
la  última  que  estuviere  ya  señalada  al  acordar  la 
como  indicábamos  en  la  nota  del  art.  324.  Al  mis- 
por  pasajera  que  sea  la  inhabilitación  del  Magistra- 
bién  indudable  que  siempre  que  dure  más  de  un  día 
ción  de  la  vista  no  podrá  tener  lugar  hasta  ese  mis- 
iía  libre,  puesto  que  los  anteriores  estarán  ocupados- 
nientos  que  no  podrán  suspenderse.  Pues  bien:  la 
[ón  que  proponemos  consiste  en  considerar  poco& 
los  que  fueren,  los  que  haya  con  señalamientos  ya 

modo  hay  un  criterio  que  los  litigantes  no  pueden* 
istimar  equitativo,  puesto  que  la  paralización  no  po- 
nca  más  breve,  y  que  aleja  todo  motivo  de  recia- 
ssto  que  en  el  mismo  día  (el  primero  libre)  habrá  de 
i  la  vista  suspendida,  ó  se  celebrará  la  nueva  vista, 
time  probable  al  ocurrir  la  suspensión  que  el  Magis- 
>ilitado  pueda  ó  no  concurrir  á  la  Sala, 
nútil  recordar  que  cuando  sea  necesaria  la  celebra- 
va  vista  y  la  Sala  se  complete  con  Magistrados  qu& 
su  dotación,  habrá  que  observar  lo  prevenido  en  los 
os  á  que  se  refiere  el  comentario  anterior. 
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Abtículo  330. 


Las  vistas  empezarán  con  la  lectura  del  apuntamiento, 
hecha  por  el  Relator,  y  en  los  casos  en  que  no  se  haya  for- 
mado apuntamiento,  con  una  relación  sucinta,  hecha  por  el 
mismo  ó  por  el  Secretario,  de  los  antecedentes  que  den  á 
conocer  la  cuestión  que  se  ventile,  cuando  la  ley  no  dispon- 
ga otra  cosa;  y  después  informarán  por  su  orden  los  Abo- 
gados de  las  partes  que  concurran  al  acto. 

Estos  podrán  hablar  segunda  vez,  con  la  venia  del  Pre- 
sidente, para  rectificar  hechos  ó  conceptos. 

Se  dará  por  terminado  el  acto  pronunciando  el  Presiden- 
te la  fórmula  de  «Visto».  (Ley  ant.y  art.  864.  —  Ley  de 
Casación  civil  de  22  de  Abril  de  1878,  art.  52.) 


Artículo  331. 

Los  que  sean  parte  en  los  pleitos  podrán,  con  la  venia 
del  Presidente,  exponer  de  palabra  lo  que  crean  oportuno 
para  su  defensa,  á  la  conclusión  de  la  vista,  antes  de  darse 
por  terminada,  ó  cuando  se  dé  cuenta  de  cualquier  solicitud 
que  les  concierna. 

El  Presidente  les  concederá  la  palabra  en  tanto  que  la 
usen  contrayéndose  á  los  hechos  y  guardando  el  decoro  de- 
bido. (Ley  org.  del  P.  /.,  art.  659. ) 


Artículo  332. 

El  Presidente  llamará  á  la  cuestión  al  Letrado  que  no- 
toriamente se  separe  de  ella  en  su  informe,  ó  que  pierda  el 
tiempo  con  divagaciones  impertinentes  é  innecesarias;  y 
si  persistiere  después  de  advertido  dos  veces,  podrá  reti- 
rarle la  palabra.  ( Regí.  prov.  de  26  de  Septiembre  de  1835, 
articulo  19.— Ley  org.  del  P.  J.,  art.  756,  par.  4.°J 

Véase  en  esta  ley  el  art.  443,  núm.  4.° 
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Artículo  333. 


El  que  presida  el  acto,  auxiliado  en  su  caso  por  la  Sala, 
tiene  el  deber  de  mantener  el  buen  orden  y  de  exigir  que  se 
guarden  el  respeto  y  consideración  debidos  á  los  Tribunales, 
corrigiendo  en  el  acto  las  faltas  que  se  cometieren  del  modo 
que  se  dispone  en  el  título  XIII  de  este  libro.  (Ley  anterior, 
artículo  42.— Ley  org.  del  P.  J.,  artículos  592  y  660  al  665.) 

En  la  nota  puesta  al  epígrafe  de  esta  Sección  hemos  defi- 
nido lo  que  se  entiende  por  vista,  é  indicado  la  disposición  del 
local  en  que  se  celebra.  Los  artículos  que  comprende  este  co- 
mentario se  refieren  al  acto  de  su  celebración,  una  vez  consti- 
tuido el  Tribunal  en  el  local  de  su  Audiencia. 

Terminado  el  despacho  ordinario  del  día  y  habiendo  de  pro- 
ceder á  la  celebración  de  las  vistas  señaladas  por  el  orden  que 
al  hacer  los  señalamientos  se  hubiere  fijado,  se  anuncia  públi- 
camente por  un  portero  del  Tribunal  la  celebración  de  la  que 
corresponda,  y  dejando  abiertas  las  puertas  del  lccal  ó  cerrán- 
dolas según  haya  de  ser  ó  no  pública  su  celebración  (artícu- 
los 313  y  314),  da  principio  el  acto,  concurran  ó  no  las  partes 
interesadas  ó  sus  representantes  ó  Abogados. 

Remitiéndonos  al  comentario  del  art.  318  respecto  á  los  ca- 
sos en  que  deberá  haberse  formado  apuntamiento  ó  nota  y  á  lo 
que  en  aquél  debe  consignarse,  nos  bastará  indicar  que  la  pri- 
mera parte  de  la  vista,  y  la  única  si  no  concurren  las  partes  ó 
sus  representantes,  consiste  en  la  lectura  ó  relación  verbal  que 
ordena  el  art.  330,  hecha  por  el  Relator  ó  Secretario  á  quien 
corresponda. 

La  institución  de  los  Magistrados  Ponentes,  por  otra  parte 
sumamente  beneficiosa,  y  la  obligación  que  tienen  de  hacer  por 
sí  mismos  un  estudio  serio  y  detenido  de  los  autos  para  propo- 
ner á  sus  compañeros  de  Sala  los  puntos  de  hecho  y  fundamen- 
tos de  derecho  que  han  de  servir  de  base  á  la  sentencia,  hace 
que  en  los  Tribunales  colegiados  se  preste,  por  lo  común,  me- 


Digitized  by 


Google 


E  ^HH»^..     ' 


LIB.    I  —  TÍT.   VII  —  ART.   333  409 


nos  atención  de  la  que  debiera  prestarse  á  la  lectura  del  apun- 
tamiento; que  ésta  se  abrevie  á  veces  por  los  Secretorios  y  Re- 
latores, sobre  todo  cuando  se  celebra  la  vista  sin  asistencia  de 
las  partes,  y  que  en  general  se  haga  de  una  manera  poco  inte- 
ligible ó  poco  adecuada  para  fijar  la  atención  de  la  Sala.  Cierto 
es  que  la  natural  confianza  que  ha  de  inspirar  á  la  Sala  la  re- 
lación del  Ponente,  explica  en  parte  aquella  falta,  y  aun  se  ha 
mirado  alguna  vez  como  excusa  legal  de  su  responsabilidad  al 
concurrir  inocentemente  á  dictar  un  fallo  injusto ;  pero  los 
Magistrados  no  deben  olvidar  que  cuando  no  hacen  uso  de  la 
facultad  que  les  concede  el  art.  338,  la  lectura  del  apunta- 
miento es  la  única  noticia  confrontada  por  las  partes  que  se  les 
da  del  pleito,  y  que  por  imposible  que  les  parezca,  puede  suce- 
der que  la  relación  del  Ponente,  por  mala  inteligencia  de  los 
autos  ó  por  cualquiera  otra  causa,  sea  defectuosa. 

La  lectura  del  apuntamiento  en  la  vista  es  la  base  de  que 
parte  la  ley  para  hacer  igualmente  responsables  del  fallo  á  to- 
dos los  Magistrados,  puesto  que  por  ella  da  á  todos  el  medio  de 
conocer  las  resultancias  de  los  autos  aunque  no  los  examinen 
privadamente,  y  en  buenos  principios  es  indiscutible,  y  así 
está  declarado,  que  su  responsabilidad  no  queda  salvada  aun- 
que se  demuestre  que  la  relación  del  Ponente  ha  sido  deficiente 
ó  inexacta  (í). 

Terminada  la  relación  ó  la  lectura  de  la  nota  ó  apunta- 
miento, si  hubieren  concurrido  Abogados  á  la  vista,  el  Juez  ó 
Presidente  les  concede  la  palabra  por  el  orden  en  que  deban 


(1)  El  Tribnnal  Supremo  en  pleno,  constituido  en  Sala  de  justicia  para 
rer  y  fallar  una  causa  instruida  contra  los  Magistrados  de  una  Sala  do 
Audiencia,  declaró  en  sentencia  pronunciada  y  publicada  el  19  de  Junio 
de  1876  que  aunque  en  el  caso  concreto  de  aquella  causa  concurrieron  cir- 
cunstancias tan  especiales  'que  en  mérito  de  ellas  debió  estimarse  único 
responsable  al  Magistrado  Ponente,  « dootrinalmente  y  en  buenos  prin- 
cipios no  puede  dudarse  que  son  responsables  de  las  sentencias  todos  los 
Magistrados  que  las  autorizan,  porque  todos  tienen  también  iguales  de- 
beres de  juzgar  acertadamente  y  en  todos  ellos  deposita  la  sociedad  la  di- 
fícil misión  y  delicada  confianza  de  proteger  las  personas  y  los  intereso* 
de  los  ciudadanos». 
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usar  de  ella,  para  que  informen  oralmente  en  apoyo  de  sus  res- 
pectivas pretensiones,  sin  leer  más  que  los  textos  ó  documentos 
que  sea  indispensable  citar  á  la  letra,  y  después  para  rectificar 
por  el  mismo  orden,  si  lo  solicitan.  Cuando  por  la  naturaleza  del 
asunto  no  sea  necesaria  la  intervención  de  Abogados  y  puedan 
informar  las  partes  mismas  (artículos  10,  710,  941  y  otros), 
claro  es  que  será  á  éstas  á  quienes  deberá  concederse  la  pala- 
bra para  que  la  usen  sobre  los  puntos  á  que  deban  contraerse 
sus  informes.  Pero,  aunque  asistan  Abogados,  si  alguna  de  las 
partes,  ó  todas,  después  de  terminados  los  informes  y  rectifica- 
ciones, pidiere  la  palabra  para  exponer  ó  aclarar  algún  hecho, 
el  Juez  ó  Presidente  deberá  concedérsela. 

Respecto  á  la  concurrencia  de  Abogados  á  la  vista,  el  ar- 
tículo 193  de  las  Ordenanzas  de  Audiencias  disponía  que  no  po- 
drían concurrir  más  de  dos  por  cada  parte,  y  no  tenemos  noti- 
cia de  que  por  ninguna  disposición  posterior  se  haya  privado  á 
los  litigantes  de  la  facultad  que  en  aquélla  se  les  reconoce  de 
servirse  de  más  de  un  Abogado;  pero  hay  una  práctica  cons- 
tante de  que  informe  un  solo  Abogado  en  nombre  de  cada  parte, 
y,  en  realidad,  por  complicado  que  sea  el  asunto  y  por  mucbo 
que  éste  se  preste  á  separar  el  hecho  del  derecho  ó  á  tratar  con 
independencia  las  diferentes  cuestiones  que  hayan  de  resolverse 
en  el  fallo,  rara  vez  podrá  considerarse  deficiente  la  práctica 
admitida. 

Conforme  al  art.  592  de  la  ley  orgánica  del  Poder  judicial, 
corresponde  al  Presidente  llevar  la  palabra  en  la  Sala,  sin  que 
ningún  otro,  sin  su  permiso,  pueda  usarla;  y  es,  por  tanto,  in- 
útil advertir  que  los  Abogados  no  deben  comenzar  sus  informes 
sin  que  se  les  conceda. 

Prescindiendo  de  las  obligaciones,  que  pudieran  calificarse 
de  morales,  que  los  A.bogados  tienen  de  llevar  conveniente- 
mente preparados  sus  informes  y  de  defender  los  derechos  de 
sus  clientes  con  todo  el  interés  que  ha  de  inspirarles  el  conven- 
cimiento de  la  verdad  y  de  la  justicia  que  debe  haberles  movido 
á  tomar  su  defensa,  obligaciones  que,  si  dejaran  de  cumplirse* 
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hasta  el  pronto  de  perjudicar  á  sus  clientes  por  negligencia  ó 
ignorancia,  podrían  dar  lugar  á  que  se  les  exigiera  responsabi- 
lidad legal  consiguiente  (1),  debemos  recordar  las  disposicio- 
nes de  los  artículos  194,  195  y  196  de  las  Ordenanzas  de  las 
Audiencias,  en  que  se  previene  que  no  han  de  interrumpir  á  los 
Relatores  ó  Secretarios  en  su  relación,  ni  á  los  demás  Abogados 
en  sus  discursos,  aunque  adviertan  en  aquélla  ó  en  éstos  alguna 
equivocación,  esperando  á  que  hubieran  terminado  y  á  que  se 
les  conceda  la  palabra  para  rectificarla;  que  mientras  dure  la 
vista  no  podrán  salir  de  la  Sala  sin  licencia  del  Presidente,  y 
que  en  sus  informes,  lo  mismo  que  en  sus  escritos,  han  de  cui- 
dar siempre  de  producirse  con  todo  el  decoro  que  corresponde  á 
su  noble  profesión  y  á  la  autoridad  de  los  Tribunales,  y  de 
guardar  á  éstos  el  respeto  que  les  es  debido,  evitando  expresio- 
nes bajas,  ridiculas  ó  impropias  del  lugar  en  que  se  profieren  ó 
de  los  Jueces  á  quienes  se  dirigen,  sin  apoyar  nunca  sus  argu- 
mentos sobre  hechos  supuestos  ó  desfigurados,  ó  sobre  supuestas 
disposiciones  ó  doctrinas  legales  (2)_,  ni  divagar  á  especies  im- 
pertinentes é  inconexas,  ni  extraviarse  de  la  cuestión. 

A  su  vez  los  Jueces  y  Tribunales,  así  como  deben  cuidar  de 
que  los  Abogados  les  guarden  el  debido  respeto  y  se  arreglen  á 
las  leyes  en  el  ejercicio  de  su  profesión,  están  obligados  á  tra- 
tarlos con  el  decoro  correspondiente;  y  á  no  ser  que  hablasen 
fuera  de  orden  ó  se  excediera  de  alguna  otra  manera,  no  les  in- 
terrumpirán ni  desconcertarán  cuando  informen  en  estrados,  ni 
les  coartarán  directa  ni  indirectamente  el  libre  desempeño  de 


(I)  Leyes  del  libro  5.°,  título  22  de  la  Novísima  Recopilación  y  otras;  ar- 
tículo 871  del  Código  penal. 

(2,  Aunque  no  se  refiere  á  citas  ó  alegaciones  hechas  verbalmente  en  una 
▼Uta,  sino  á  un  escrito  fundando  un  recurso  de  casación,  oreemos  deber  re- 
cordar, por  analogía  con  lo  que  se  consigna  en  el  texto,  que  el  Tribunal 
Supremo,  por  sentencia  de  21  de  Febrero  de  1867,  declaró  en  un  consideran- 
do «que  cuando  en  contravención  á  terminantes  prescripciones  legales,  se 
funda  un  recurso  en  hechos  inexactos  ó  tergiversados,  y  se  prescinde  de  la 
jurisprudencia  reiteradamente  consignada  en  sus  fallos,  se  comete  falta 
digna  de  corrección  disciplinaria ». 
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su  cargo.  (Reglamento  provisional  para  la  administración  de  jus- 
ticia de  26  de  Septiembre  de  1835,  art.  19.) 

No  hay  necesidad  de  decir  que  los  Jueces  deben  escuchar  á 
los  Abogados  con  atención  y  sin  permitirse  distracciones  ó  ma- 
nifestaciones de  desagrado  ó  de  impaciencia  que  les  desanimen, 
ó  les  turben  ó  de  cualquier  modo  les  coarten,  sin  perjuicio  de 
que  el  Presidente,  á  quien  exclusivamente  corresponde  llevar 
la  voz  de  la  Sala,  les  dirija  en  su  caso  las  observaciones  justifi- 
cadas que  autoriza  el  art.  332,  ó  les  corrija  en  la  forma  á  que 
se  hayan  hecho  acreedores. 

El  art.  330  no  fija  el  orden  en  que  deben  informar  los  Abo- 
gados, ó  las  partes  en  su  caso,  y  sólo  al  tratar  de  la  vista  de 
admisión  de  los  recursos  de  casación  en  el  fondo,  dice  la  ley 
(artículo  1.727)  que  informará  en  primer  lugar  el  Abogado  de 
la  parte  recurrente,  después  el  de  la  contraria,  y  por  último  el 
Ministerio  fiscal,  si  concurre  á  la  vista,  como  puede  hacerlo  en 
aquellas  cuestiones.  La  ley  anterior  de  Enjuiciamiento  civil 
disponía  en  su  art.  864  que  en  las  vistas  de  las  apelaciones  ha- 
blaría en  primer  lugar  el  Letrado  defensor  del  apelante,  y  en 
seguida  el  del  apelado,  debiendo  permitirse  á  ambos  rectificar 
equivocaciones  ó  restablecer  los  hechos  que  hubiesen  podido  ser 
presentados  fcon  inexactitud.  Pero  sin  necesidad  de  buscar  re- 
glas especiales  para  cada  caso,  se  comprende  que  han  de  hablar 
por  el  mismo  orden  con  que  las  partes  intervienen  en  las  diver- 
sas actuaciones  del  juicio.  La  regla  puede  formularse  recordan- 
do la  de  beatus  qui  possidet,  tan  citada  en  el  foro.  El  que  in- 
tenta variar  la  situación  de  las  cosas,  sea  por  demanda,  por 
apelación  ó  recurso,  habla  primero.  Ni  aun  en  el  caso  de  que 
haya  mediado  reconvención  puede  ofrecer  este  punto  dificultad 
alguna,  pues  el  caso  mismo  indica  que  ha  de  hablar  primero  el 
demandante  para  sostener  la  demanda,  después  el  demandado 
para  contestar  y  sostener  la  reconvención,  y  por  último  el  de- 
mandante otra  vez  para  contestar  á  la  reconvención,  respecto  á 
la  cual  es  en  realidad  demandado. 

Excusado  es  decir  que  la  no  concurrencia  de  una  de  las  par- 
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tes  no  es  obstáculo  para  que  informe  la  que  asista,  si  lo  consi- 
dera conveniente,  aunque  sea  la  demandada,  y  que  lo  que  se 
indica  respecto  al  orden  no  limita  en  nada  aquel  derecho  que  la 
ley  reconoce  á  los  que  concurran  al  acto. 

En  las  rectificaciones,  que  deben  ser  siempre  breves  y  con- 
cisas, no  es  indispensable  contraerse  á  los  errores  de  hecho  en 
que  haya  podido  incurrir  la  parte  contraria,  y  aun  en  las  vistas 
de  los  recursos  de  casación,  á  diferencia  de  lo  que  sucede  en 
las  de  los  juicios  criminales,  pueden  hacerse  rectificaciones  de 
concepto,  explicando  cualquier  idea  ó  argumentación  que  haya 
sido  mal  comprendida  ó  interpretada  por  la  otra  parte. 

Terminada  la  relación  ó  lectura  de  la  nota  ó  apuntamiento, 
si  no  hubieren  concurrido  las  partes  ni  sus  Abogados  á  la  vista, 
ó  terminados  los  informes,  las  rectificaciones,  si  las  hubiere,  y 
en  su  caso  la  exposición  de  hechos  de  las  partes  que  hubieran 
pedido  y  obtenido  la  palabra,  el  Juez  ó  Presidente  declara  ter- 
minado el  acto,  pronunciando  la  fórmula  consignada  en  el  ar- 
tículo 330. 

Durante  toda  la  vista,  incumbe  al  Presidente  de  la  Sala, 
auxiliado  en  caso  necesario  por  ésta  y  por  los  porteros  y  algua- 
ciles, que  deben  guardar  la  Sala  conforme  al  art.  574  de  la  ley 
orgánica  del  Poder  judicial,  mantener  el  orden  en  ella,  sin  per- 
mitir que  se  turbe,  ni  por  los  Abogados,  ni  por  el  público,  ni 
por  nadie. 

Así,  no  deben  tolerar  que  los  defensores  se  excedan  en  sus 
informes  ó  discursos,  sustentando  doctrinas  subversivas  ó  re- 
probadas por  las  leyes,  ni  que  exciten,  con  frases  ajenas  á  la 
austeridad  del  foro,  demostraciones  ostensibles  de  aprobación 
ó  desaprobación  del  auditorio  (Real  orden  de  7  de  Octubre 
de  1845);  no  deben  permitirles  tampoco  que  en  la  defensa  de  sus 
clientes  se  descompongan  contra  sus  colegas  de  una  manera 
grave  é  innecesaria  (art.  443),  ni  que  traten  al  Ministerio  fiscal, 
cuando  concurra  á  las. vistas,  sin  el  decoro  y  la  consideración  que 
se  merece  (Real  orden  de  5  de  Mayo  de  1856);  y  tanto  en  estos 
casos,  si  la  falta  no  exigiere  mayor  correctivo,  como  cuando  fal- 
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taren  á  las  prevenciones  que  anteriormente  hemos  recordado  de 
los  artículos  194,  195  y  196  de  las  Ordenanzas  de  Audiencias, 
deben  llamar  á  los  Abogados  al  orden  ó  á  la  cuestión,  y  aun  re- 
tirarles en  caso  necesario  la  palabra,  sin  que  por  ello  se  suspen- 
da la  vista  ni  tengan  derecho  á  pedir  nuevo  señalamiento,  y  sin 
perjuicio  de  imponerles  las  correcciones  disciplinarias  que  la 
Sala  estimare  procedentes. 

Sin  embargo,  si  llamados  al  orden  pidieren  y  obtuvieren  la 
venia  del  Juez  ó  Presidente  para  explicar  las  palabras  que  hu- 
bieren pronunciado,  y  de  este  modo  lograren  satisfacer  cumpli- 
damente al  Juzgado  ó  Tribunal  (art.  444),  deberá  concedérseles 
de  nuevo  la  palabra  para  que  continúen  su  informe  en  términos 
convenientes. 

Los  concurrentes  que  asistan  á  las  vistas  en  la  parte  de  la 
sala  destinada  al  público,  han  de  estar,  conforme  al  art.  660  de 
la  ley  orgánica  del  Poder  judicial,  descubiertos  y  han  de  guar- 
dar decoro  y  compostura,  observándolas  disposiciones  que  para 
mantener  el  orden  dicte  el  Presidente:  y  si  alguno  interrumpie- 
re la  vista,  dando  señales  ostensibles  de  aprobación  ó  desapro- 
bación, faltando  al  respeto  y  consideraciones  debidos  á  los  Tri- 
bunales, ó  perturbando  de  cualquier  modo  el  orden,  debe  ser 
amonestado  en  el  acto  ó  expulsado  del  local,  sin  perjuicio  de  la 
responsabilidad  en  que  pueda  haber  incurrido  si  sus  hechos 
constituyeran  delito,  en  cuyo  caso  deberá  instruirse  la  oportu- 
na causa  criminal  por  el  Juzgado  de  primera  instancia  corres- 
pondiente. 

En  último  caso,  si  la  perturbación  del  orden  llegara  á  cons- 
tituir intimidación  ó  fuerza,  deberá  declarar  el  Tribunal  la  nu- 
lidad del  acto  (art.  442.) 

Véase  sobre  toda  esta  materia  el  título  XIII  á  que  se  refiere 
el  art.  333  y  su  comentario. 

Artículo  334. 
El  acto  de  la  vista  se  acreditará  en  los  autos  por  diligen- 
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cía  que  extenderá  el  Secretario  ó  Escribano,  expresando  los 
nombres  de  los  Magistrados  que  compongan  la  Sala,  de  los 
Abogados  que  hayan  informado,  de  los  Procuradores  que 
hubiesen  asistido  y  el  tiempo  que  hubiere  durado  el  acto. 

Si  alguno  de  los  defensores  de  las  partes  hubiere  dedu- 
cido en  la  vista  alguna  pretensión  incidental  que  exija  re- 
solución, se  consignará  también  en  dicha  diligencia,  la  cual 
será  leída  en  este  caso  á  los  defensores,  terminada  la  vista, 
para  que  manifiesten  su  conformidad  y  la  firmen.  (Ord.  de 
Audiencias,  art.  112.—  Ley  org.  del  P.  /.,  art.  482,  núme- 
ro 7.°) 

Obedece  este  precepto  en  su  primer  párrafo,  único  á  que  se 
refieren  los  conoordantes  citados,  á  la  regla  general  del  art.  249; 
y  en  el  segundo,  á  la  necesidad  de  consignar  de  algún  modo  las 
pretenciones  á  que  alude.  En  esta  diligencia  deberá  también 
expresarse,  á  nuestro  juicio,  si  la  vista  se  ha  celebrado  en 
audiencia  pública  ó  á  puerta  cerrada;  si  ha  formado  Sala  algún 
Magistrado  extraño  á  su  dotación  y  ha  de  suspenderse,  por  tan- 
to, por  tres  días  la  votación  del  fallo;  si  durante  su  celebración 
se  ha  inhabilitado  algún  Magistrado  sin  hacer  necesaria  la  sus- 
pensión del  acto;  si  se  ha  retirado  la  palabra  á  algún  Letrado 
sin  volver  á  concedérsela;  si  ha  asistido  el  Ministerio  fiscal  en 
los  casos  en  que  pueda  hacerlo  y  no  figure  como  defensor  de  una 
de  las  partes;  y  toda  circunstancia,  en  fin,  de  análoga  entidad 
alas  que  quedan  indicadas.  También  creemos  que  deberán  con- 
signarse, aunque  puedan  no  ser  pretensiones  que  haya  de  resol- 
ver la  Sala,  las  protestas  que  se  estime  conveniente  formular 
sobre  el  número  de  Magistrados  con  que  aquélla  estuviere  cons- 
tituida, sobre  haber  concurrido  á  constituirla  algún  Magistrado 
de  la  dotación  de  la  Sala  cuya  recusación  hubiere  sido  estimada 
anteriormente,  ó  sobre  falta  de  personalidad,  que  antes  no  hu- 
biere podido  manifestarse,  de  alguna  de  las  partes,  dando  tam- 
bién en  estos  casos  lectura  de  la  diligencia  á  los  defensores  ó  á 
las  partes  mismas,  si  éstas  pudieran  intervenir  directamente  en 
el  juicio  y  hubieran  formulado  las  pretensiones  ó  protestas  con- 
signadas. Por  último,  aunque  el  artículo  sólo  habla  demanifes- 
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tar  la  conformidad  á  la  diligencia  y  firmarla,  no  parece  dudoso 
que  haya  también  de  consignarse  la  negativa  á  prestar  la  con- 
formidad, indicando  sucintamente  el  motivo  que  se  alegue. 

SECCIÓN  SEGUNDA 

DE  LOS   MAGISTRADOS   PONENTES 

Llámase  Ponente  al  Magistrado  que  dentro  de  cada  Tribu- 
nal se  encarga  de  estudiar,  aislada  y  particularmente,  el  nego- 
cio de  que  se  trata/ con  objeto  de  informar  acerca  de  la  resolu- 
ción ó  de  otros  incidentes,  ó  practicar  por  sí  solo  determinadas 
diligencias  que  sería  enojoso  y  dilatorio  las  practicase  el  Tribu- 
nal entero.  Su  institución  es,  por  lo  tanto,  sumamente  útil, 
puesto  que  facilita  el  despacho  de  los  asuntos,  y  bien  puede  de- 
cirse que  antes  que  la  ley  los  estableciera  los  debía  haber  prác- 
ticamente, porque  como  satisfacen  una  verdadera  necesidad  que 
se  siente  en  todo  Tribunal  colegiado,  la  misma  necesidad  debió 
crearlos.  En  nuestra  patria  los  tenía  establecidos  ostensible- 
mente hace  mucho  tiempo  el  Tribunal  de  la  Nunciatura;  des- 
pués se  aplicaron  á  las  causas  criminales  por  la  regla  8.a  del 
Real  decreto  de  22  de  Septiembre  de  1848;  y  la  ley  de  Enjuicia- 
miento civil  anterior  los  introdujo  para  los  negocios  civiles, 
aboliendo  al  paso  la  desdichada  institución  de  los  Semaneros  á 
que  se  refieren  las  Ordenanzas  de  las  Audiencias  (capítulo  II 
del  título  II)  y  el  decreto  de  8  de  Enero  de  1854. 

La  ley  de  organización  del  Poder  judicial,  lo  mismo  que  la 
presente,  aceptan  la  ponencia  con  el  mismo  espíritu  con  que  la 
estableció  la  ley  de  1855. 

Artículo  335. 

En  el  Tribunal  Supremo  y  en  las  Audiencias,  para  cada 
pleito  se  nombrará  un  Magistrado  Ponente. 

Turnarán  en  este  cargo  tcdos  los  Magistrados  de  cada 
Sala,  con  exclusión  del  Presidente. 
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Sin  embargo,  no  estará  éste  exento  cuando  por  cualquier 
motivo  quede  reducido  á  tres,  con  el  Presidente,  el  número 
de  Magistrados  de  una  Sala.  (Ley  ant. ,  art.  36.  —  Ley  or- 
gánica del  P.  J.,  art.  674.) 

Los  preceptos  de  este  artículo  no  pueden  ofrecer  duda,  y  en 
tal  supuesto  sólo  habremos  de  decir  que,  como  ya  advertían 
otros  comentadores  de  la  ley  anterior  y  se  comprende  que  quie-* 
re  el  legislador  al  ver  lo  que  dispone  el  párrafo  3.°  (que  en  la 
ley  de  1855  no  constaba),  es  preciso  que  el  turno  que  se  esta- 
blece para  la  ponencia  sea  equitativo  en  todo  y  por  todo,  pues 
ni  seria  justo  que  los  pleitos  se  repartieran  desigualmente,  ni 
que  á  un  Ponente  se  le  diesen  asuntos  sencillos  y  vulgares,  y  á 
otro  difíciles  y  de  penoso  estudio.  La  ley  de  1855,  queriendo 
sin  duda  preceptuar  esa  equidad  en  el  reparto,  indicaba  que  se 
llevaría  un  riguroso  turno  entre  los  Magistrados  que  compusie- 
ran cada  Sala,  con  exclusión  del  Presidente. 

Aejículo  336. 

Corresponderá  á  los  Ponentes: 

1.°  Informar  á  la  Sala  sobre  la  procedencia  de  las  re- 
formas ó  adiciones  del  apuntamiento  solicitadas  por  los 
litigantes.  Para  este  efecto  se  les  pasarán  previamente  los 
autos. 

2.°  Examinar  los  interrogatorios,  posiciones  y  demás 
proposiciones  de  prueba  que  presentaren  las  partes,  y  cali- 
ficar su  pertinencia.  Si  se  reclamare  contra  la  calificación 
que  hicieren,  resolverá  la  Sala. 

3.°  Presidir  la  práctica  de  las  diligencias  de  prueba  y 
recibir  cualesquiera  declaraciones  que  la  Sala  ordenare,  sin 
perjuicio  de  lo  dispuesto  en  el  art.  254. 

4.°  Autorizar  las  ratificaciones  y  hacer  los  discernimien- 
tos de  todo  cargo. 

5.°  Someter  de  palabra  á  la  deliberación  de  la  Sala  los 
puntos  de  hecho,  los  fundamentos  de  derecho  y  la  decisión 
que  á  su  juicio  deba  recaer,  pero  sin  llevar  formulado  el 
proyecto  de  sentencia. 

6.°     Redactar  los  autos  y  sentencias  con  arreglo  á  lo  acor- 
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dado  por  la  Sala,  aunque  su  voto  no  haya  sido  conforme 
con  el  de  la  mayoría. 

En  este  caso  podrá  el  Presidente  de  la  Sala  encargar  á 
otro  Magistrado  Ja  redacción  de  la  sentencia,  cuando  por 
circunstancias  especiales  así  lo  estime  conveniente. 

7.°    Leer  en  audiencia  pública  las  sentencias. 
En  este  caso  le  suplirá  el  Presidente,  cuando  no  concu- 
rra á  la  Sala  el  día  en  que  se  haga  la  publicación. 

8.°  Todo  lo  demás  que  pe*  disposición  especial  de  la  ley 
sea  de  cargo  del  Ponente.  (Ley  ant.}  art.  37. — Ley  org.,  ar- 
tículo 675.) 

Las  diversas  obligaciones  que  se  señalan,  como  propias  del 
Magistrado  Ponente,  justifican  la  definición  que  dimos  al  comen- 
tar el  epígrafe  de  la  presente  sección;  y  examinado  lo  dispuesto 
en  los  ocho  números  de  que  consta  el  artículo,  se  ve  que  es,  en 
suma,  lo  mismo  que  la  ley  anterior  y  la  orgánica  de  los  Tribu- 
nales habían  prescrito,  sin  más  adiciones  que  aquellas  que  lógi- 
camente determina  la  última  frase  del  núm.  5.°;  los  segundos 
párrafos  de  los  números  6.°  y  7.° — que,  á  nuestro  juicio,  debie- 
ran constar  sólo  en  la  ley  orgánica  de  los  Tribunales,  al  fijar  las 
atribuciones  de  los  Presidentes  de  Sala,  —  y  lo  que  establece  el 
número  8.°  con  objeto  de  evitar  dudas  á  que  la  suspicacia  ó  la 
mala  fe  podrían  dar  origen. 

Jurisprudencia. — Se  excede  de  sus  facultades  el  Magistrado 
que  por  sí  solo  dicta  un  auto  desestimando  la  pretensión  de  un 
litigante  pidiendo  la  subsanación  de  una  falta  de  procedimiento. 
(Sent.  16  Marzo  1885.) 

Artículo  337. 

Será  también  obligación  del  Magistrado  Ponente  exami- 
nar si  se  han  observado  los  trámites  legales;  si  los  escritos, 
para  los  que  esta  ley  establece  fórmulas  precisas,  han  sido 
redactados  conforme  á  lo  que  en  ella  se  prescribe,  ó  si  se 
han  cometido  otros  abusos,  bien  por  exceso,  bien  por  defecto, 
en  la  sustanciación  del  juicio,  comprobando  los  que  hubiere 
notado  el  Relator;  y  si  hubiere  alguna  falta  que  merezca 


Digitized  by 


Google 


J 


ii—  art.  337  419 

i  de  la  Sala  para  que  en  defi- 
eniente,  á  fin  de  corregir  el 
rigurosa  observancia  de  esta 
u,  por  todos  los  funcionarios 
.  (Orden,  de  las  Audiencias, 
leíatores  la  primera  parte  del 
ce  el  articulo  319  de  esta  ley.) 

>s  que  igual  ó  semejante  obliga  - 
o  se  impone  á  los  Magistrados 
y  en  tal  concepto  bien  pudiera 
íe  unos  y  otros  estén  sujetos  al 
jrido  sin  duda  rodear  de  garan- 
ten de  los  juicios  con  arreglo  á 
ía  establece,  y  bajo  tal  punto  de 
acepto  que  examinamos,  porque, 
ven  cuatro  ojos  que  dos,  y  en  el 
ana  autoridad  que  no   tiene  el 

do,  añadiremos  sólo  que,  á  nues- 
aber  puesto  la  materia  de  este 
•tículo  anterior,  pues  hasta  para 
ocimiento  de  la  ley  convenía,  ya 
puestas  todas  de  un  modo  gene- 
as  y  de  otras  se  tratase  en  un 


TERCERA 

FALLOS   DE   LOS   PLEITOS 

n  el  lugar  que  le  corresponde. 
q  tomados  de  algunos  de  ios  en 
)s  preceptos  generales  y  de  otros 
1  Poder  judicial,  y  puede  decirse 
es  son,  por  regla  general,  acer- 
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Artículo  338. 


oncluída  la  vista  del  pleito,  podrá  cualquiera  de  los 
strados  pedir  los  autos  para  reconocerlos  privadamente, 
uando  los  pidiesen  varios,  el  que  presida  fijará  el  tiem- 
)r  que  haya  de  tenerlos  cada  uno,  de  modo  que  pueda 
rse  la  sentencia  dentro  del  término  señalado  para  ello. 
ant. ,  artículos  49  y  50.  —  Ley  org.  del  P.  J.,  artícu- 

Artículo  339. 

uera  del  caso  á  que  se  refiere  el  artículo  anterior,  se 
tiran  y  votarán  los  autos  y  sentencias  inmediatamente 
íes  de  la  visita;  y  si  no  fuere  posible  por  impedirlo 
atenciones  del  servicio,  señalará  el  Presidente  el  día  en 
¡e  hayan  de  votar,  dentro  del  término  señalado  respec- 
lente  por  la  lev.  (Ley  ant.,  art.  51. —  Ley  orgánica 
\  J.,  art.  679.  j 

\  ley  anterior  no  ordenaba  que  se  discutieran  los  autos  y 
acias  inmediatamente  después  de  la  vista,  sino  que  se  limi- 
L  decir  que  en  el  mismo  día  en  que  terminara  la  vista  de- 
fia  lar  el  Presidente  el  en  que  había  de  votarse  la  senten- 
<a  ley  orgánica  del  Poder  judicial  se  limitó  también  á  in- 
que  podrían  discutirse  y  votarse  después  de  la  vista.  Yr 
[timo,  la  ley  actual,  separándose  de  las  anteriores,  esta- 
eso  mismo  como  precepto  obligatorio  y  general,  y  deja  en 
cepto  de  excepción  el  de  que  el  Presidente  pueda  señalar 
\  distinto. 

>sde  luego  se  comprende  el  pensamiento  del  legislador,  que 
otro  sino  el  de  que  la  discusión  y  votación  tengan  lugar 
o  no  pueden  menos  de  estar  presentes  ó  grabadas  en  la 
ria  de  los  Magistrados  las  alegaciones  que  en  La  vista  se 
ren  hecho;  mas,  aunque  su  propósito  sea  plausible,  enten- 
i  que  no  dejará  de  ofrecer  inconvenientes  en  la  práctica  la 
lición  en  cuyo  examen  nos  ocupamos,  y  nos  inclinamos  á 
que  hubiera  sido  mejor  redactar  el  artículo  en  términos 
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análogos  á  los  en  que  está  concebido  el  concordante  de  la  ley 
orgánica,  porque  ¿en  qué  disposición  y  con  qué  ánimos  de  dis- 
cutir quedarán  los  Magistrados  después  de  la  vista?  ¿No  es  po- 
sitivamente preferible,  puesto  que  de  todos  modos  la  sentencia 
ha  de  dictarse  en  el  plazo  señalado  por  la  ley,  que  medie  un  día, 
por  lo  menos,  entre  la  vista  y  la  discusión  y  votación?  ¿No  es- 
tarían los  Magistrados  de  esta  manera  más  convencidos  de  su 
respectiva  opinión  y  les  sería  más  fácil  presentar  sus  funda- 
mentos? Y  consecuentemente,  ¿no  esde  creer  que  en  razón  al 
mayor  estudio  del  asunto,  se  llevaría  más  fácilmente  la  discu- 
sión y  sería  también  más  fácil  llegar  á  un  acuerdo? 

No  obstante,  como  los  Magistrados  tienen  derecho  á  pedir 
los  autos  para  reconocerlos  privadamente,  y  es  de  suponer  que 
en  los  casos  graves  é  intrincados  usen  de  su  facultad,  puede 
afirmarse  que  la  innovación  introducida  en  el  presente  artículo 
y  que  acabamos  de  examinar,  no  es  verdaderamente  esencial. 

Artículo  340. 

Después  de  la  vista  ó  de  la  citación  para  sentencia,  y  un- 
tes de  pronunciar  su  fallo,  podrán  los  Jueces  y  Tribunales 
acordar,  para  mejor  proveer: 

1.°  Que  se  traiga  á  la  vista  cualquier  documento  que 
crean  conveniente  para  esclarecer  el  derecho  de  los  liti- 
gantes. 

2.°  Exigir  confesión  judicial  á  cualquiera  de  los  litigan- 
tes sobre  hechos  que  estimen  de  influencia  en  la  cuestión  y 
no  resulten  probados. 

3.°  Que  se  practique  cualquier  reconocimiento  ó  ava- 
lúo que  reputen  necesario,  ó  que  se  amplíen  los  que  ya  se 
hubiesen  hecho. 

4.°  Traer  á  la  vista  cualesquiera  autos  que  tengan  rela- 
ción con  el  pleito. 

Contra  esta  clase  de  providencias  no  se  admitirá  recurso 
alguno,  y  las  partes  no  tendrán  en  la  ejecución  de  lo  acor- 
dado más  intervención  que  la  que  el  Tribunal  les  conceda. 
(Ley  ant.,  art.  48  J 

Por  más  de  que  se  trate  de  autos  que  han  d6  dictarse  y  dili- 
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gencias  que  han  de  practicarse  después  de  la  vista  ó  de  la  cita* 
ción  para  sentencia,  no  creemos  que  se  ha  seguido  buen  método 
incluyendo  éste  y  los  dps  artículos  siguientes  en  la  presente 
sección,  pues  anunciando  en  su  epígrafe  que  en  ella  se  prescri- 
be el  procedimiento  para  las  votaciones  y  fallos  de  los  pleitos, 
y  habiéndose  empezado  á  desarrollar  tal  materia  en  los  artícu- 
los 338  y  339,  nada  justifica  que  se  trate  de  otra  totalmente  dis- 
tinta en  el  fondo,  interrumpiendo  aquélla,  y  cuando  muy  bien 
pudieron  desarrollarse  formando  dos  secciones  diferentes. 

Los  autos  para  mejor  proveer  tienen  su  fundamento  en  el 
mismo  fin  de  los  Tribunales  de  justicia,  pues  llamándose  así, 
como  dicen  los  Sres.  Manresa,  Miquel  y  Beus,  á  los  que  dictan 
los  Jueces  y  Tribunales  antes  de  la  sentencia,  acordando  que  se 
practique  alguna  diligencia  que  consideran  conveniente  para 
resolver  la  cuestión  con  mayor  acierto,  y  siendo  aquel  fin  la  ad- 
ministración de  la  propia  justicia,  es  claro  que  al  dictarse  un 
auto  para  mejor  proveer  no  puede  menos  de  ser  sino  con  objeto- 
de  aclarar  los  hechos,  de  esclarecer  la  verdad,  de  procurar  la 
buena  y  recta  administración  de  justicia,  y,  por  lo  tanto,  que- 
nuestra  primera  afirmación,  de  que  su  fundamento  está  en  el  fin 
de  los  Tribunales,  es  completamente  cierta.  En  último  extremo r 
puede  decirse  que  lo  prueba  nuestra  misma  legislación,  por- 
que al  establecer  los  autos  de  que  tratamos  nuestras  modernas 
leyes  de  Enjuiciamiento,  siguen  el  espíritu  de  la  11,  título  IVr 
Partida  3.a,  que  decía:  «la  verdad  es  cosa  que  los  juzgadores 
deben  catar  en  los  pleitos  sobre  todas  las  otras  cosas  del  mun- 
do, é  por  ende  quando  las  partes  contienden  sobre  algún  pleito 
enjuicio,  deben  los  juzgadores  ser  acuciosos  en  pensar  de  sa- 
ber la  verdad  del  por  cuantas  maneras  pudieren...* 

Pero  los  autos  para  mejor  proveer,  ¿proceden  en  todos  loa 
juicios?  ¿Pueden  dictarse  en  todas  las  instancias?  Hé  aquí  dos 
cuestiones  que  ilustres  comentaristas  de  la  ley  anterior  propo* 
nían,  y  que  la  actual  ha  dejado  sin  resolver  explícitamente. 
Nosotros,  conformándonos  con  la  opinión  de  los  autores  que  en 
este  mismo  comentario  hemos  citado,  estimamos  que  deben  re- 
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Solverse  afirmativamente,  pues  al  conceder  la  facultad  de  dic- 
tar los  autos  á  los  Jueces  y  Tribunales  y  no  establecer  limita- 
ción alguna,  viene  la  ley  á  reconocer  implícitamente  que  en 
cualquiera  juicio  que  sea  y  esté  en  una  ó  en  otra  instancia,  ca- 
ben los  mencionados  autos  para  mejor  proveer. 

Dicho  esto,  examinemos  los  cuatro  números  del  artículo : 

1.°  Que  se  traiga  á  la  vista  cualquiera  documento  que  crean 
conveniente  para  esclarecer  el  derecho  de  los  litigantes.  Esta 
cláusula,  cuya  redacción  debiera  ser  otra,  puesto  que  al  decir 
que  se  traiga  á  la  vista,  ha  querido  decirse  á  los  autos,  según 
se  deduce  del  contexto  de  todo  el  artículo ,  ha  de  entenderse  que 
faculta  á  los  Jueces  y  Tribunales  para  mandar  traer  á  los  autos 
todo  género  de  documentos,  porque  siendo  el  fundamento  de  los 
autos  para  mejor  proveer  el  esclarecimiento  de  la  verdad,  *en  lo 
cual  deben  los  Jueces  ser  acuciosos,  conforme  prescribe  la  ley 
de  Partida  citada,  no  se  comprende  que  el  derecho  ó  facultad 
de  que  se  trata  esté  limitado,  sino  por  la  esencia  misma  de  las 
cosas,  ó,  lo  que  es  igual,  por  la  naturaleza  de  los  documentos 
que  puede  mandarse  unir,  que  han  de  tener  relación  con  el 
asunto  y  dar  motivo  á  creer  que  influirán,  una  vez  conocidos,  en 
que  la  resolución  definitiva  sea  más  acertada. 

2.°  Exigir  confesión  judicial  á  cualquiera  de  los  litigantes 
sobre  hechos  que  estimen  de  influencia  en  la  cuestión  y  no  re- 
sulten probados.  El  origen  de  esta  confesión  se  encuentra  en  la 
ley  31,  título  II,  libro  12  del  Digesto,  en  la  cual  se  dice:  Solent 
judices  in  dubiis  causis,  exacto  jurejurando,  secundum  eum 
judicare  qui  juraverit,  y  en  la  ley  3.a,  título  I,  libro  4.°  del 
Código,  que  dice  también :  In  bonafidei  contractibus,  nec  non 
in  cateris,  causis,  inopia  probationem  per  judicem  jurejuran- 
do, causa  cognita,  rem  decidi  oportet.  La  ley  2.a,  título  XII 
de  la  Partida  3.a,  consigna  el  mismo  principio,  diciendo:  «Pre- 
gunta es  cosa  de  que  nace  grand  pro.  Ca  por  ella  puede  el  juz- 
gador saber  más  en  cierto  la  verdad  de  los  pleytos,  é  de  los  fe- 
chos dubdosos,  que  vienen  ante  él.  E  puédela  facer  el  Juez  fas- 
ta que  dé  eljuycio...  é  de  ve  ser  de  tal  natura,  que  pertenezca  al 
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fecho,  ó  ala  cosa  sobre  que  es  la  contienda.»  Esta  ley  concuer- 
da con  el  párrafo  de  la  presente  que  examinamos,  y  la  diferen- 
cia que  entre  ellos  existe  es  la  de  que  en  la  actual  se  marcan 
claramente  los  dos  requisitos  que  deben  concurrir  en  los  hechos 
objeto  de  la  confesión,  mientras  que  en  la  ley  de  Partida  sólo 
estaban  indicados. 

Y  la  confesión  judicial  de  que  aquí  se  trata  no  debe  confun- 
dirse con  la  que  pueden  exigirse  las  partes  hasta  la  citación 
para  definitiva,  á  la  cual  se  refiere  la  ley  al  exponer  los  medios 
de  prueba  en  el  juicio  de  mayor  cuantía,  porque  en  tanto  que 
esta  última  puede  hacerse  bajo  juramento  decisorio  ó  indeciso  - 
rio  (art.  580),  la  primera  siempre  se  hace  bajo  juramento  inde- 
cisorio  ó  supletorio,  y  la  índole  de  una  y  de  otra  son  tan  com- 
pletamente distintas  como  diversos  pueden  ser  sus  efectos. 
Tampoco  debe  confundirse  la  confesión  judicial  de  que  venimos 
hablando  con  el  jurametitum  in  litem  de  los  romanos,  conocido 
entre  nosotros  con  el  nombre  de  juramento  estimatorio  deciso- 
rio del  pleito,  que  es  el  que,  á  falta  de  otra  prueba,  exigía  el 
Juez  al  actor  sobre  el  valor  ó  estimación  de  la  cosa  demandada 
para  determinar  la  cantidad  en  que  había  de  condenar  al  reo 
(ley  5.a,  título  XI,  Partida  3.a),  y  que,  según  puede  compren- 
derse fijándose  en  esta  definición,  se  diferencia  de  aquélla  capi- 
talmente. 

Por  último,  sobre  la  época  ó  término  en  que  ha  de  citarse  á 
la  persona  que  deba  prestar  la  confesión,  forma  en  que  debe 
responder  á  las  preguntas  que  se  le  hagan  y  otros  detalles, 
corresponde  practicar  lo  determinado  en  el  art.  580  y  siguien- 
tes, sin  más  distinciones  que  las  que  naturalmente  establece  la 
índole  del  asunto  y  que  con  acierto  señalan  algunos  comenta- 
dores de  la  ley  de  1855,  á  los  cuales,  en  gracia  de  la  brevedad, 
remitimos  al  lector. 

3.°  Que  se  practique  cualquier  reconocimiento  ó  avalúo  que 
reputen  necesario,  ó  que  se  amplíen  los  que  ya  se  hubiesen 
hecho.  Esta  última  parte  no  constaba,  si  bien  estaba  en  su 
espíritu  en  la  ley  anterior,  y  acerca  de  .toda  la  cláusula  no  te- 
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liemos  más  que  decir  sino  que  las  diligencias  de  que  habla  han 
de  practicarse  del  modo  qqe  se  determina  al  hablar  de  los  me- 
dios de  prueba. 

4.°  Traer  á  la  vista  cualesquiera  autos  que  tengan  relación 
con  el  pleito.  Esto  corrobora  y  aun  amplía  la  teoría  de  la  acu- 
mulación, de  tal  modo  que,  aunque  en  su  lugar  dijimos,  con  la 
ley,  que  sólo  puede  decretarse  á  instancia  de  parte  legítima, 
no  debe  olvidarse  que  esto  es  sólo  tratándose  de  que  surta  los 
efectos  de  que  trata  la  sección  2.a  del  título  IV,  mas  no  para  el 
de  que  antes  de  fallar  pueda  tener  presentes,  el  Juez  ó  Tribunal 
de  quien  se  trate,  los  autos  ó  testimonio  de  los  mismos  que 
puedan  tener  relación  con  el  negocio  de  que  él  conozca. 

Jurisprudencia. — Es  potestativo  en  los  Jueces  y  Tribuna- 
les decretar  ó  no  autos  para  mejor  proveer.  (7  Junio  1862. ) 

Las  partes  no  tienen  derecho  á  intervenir  en  reconocimien- 
tos que  se  decreten  para  mejor  proveer.  (11  Diciembre  1865.) 

No  produce  indefensión  la  negativa  de  diligencias  para  me- 
jor proveer,  que  es  potestativa.  (7  Junio  1862  y  19  Mayo  1869.) 

El  otorgamiento  de  autos  para  mejor  proveer  es  potestativo 
en  los  Jueces  y  Tribunales.  (1.°  Mayo  1875. J 

La  infracción  del  art.  48  de  la  ley  no  autoriza  el  recurso  de 
casación.  (6  Noviembre  1861.) 

Lo  dispuesto  en  el  art.  276  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil 
no  es  ni  puede  ser  aplicable  á  las  diligencias  que,  con  arreglo 
al  art.  48,  pueden  mandar  ejecutar  ios  Jueces  para  proveer  con 
más  acierto.  (9  Abril  1866.  ) 

La  falta  de  citación  para  la  ejecución  de  diligencias  acorda- 
das para  mejor  proveer  no  constituye  el  quebrantamiento  de 
forma  determinado  en  el  núm.  4.°  del  art.  1.693  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  civil,  en  razón  á  que  las  partes  no  tienen  en 
ellas  más  intervención  que  la  que  el  mismo  Tribunal  les  conce- 
da. (Sent.  8  Julio  1885.) 

Son  inaplicables  á  las  diligencias  para  mejor  proveer  las 
reglas  1.a,  2.a  y  4.a  del  art.  597  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
civil.  (Sent.  8  Mayo  1901.) 
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Abtícülo  341. 


En  la  misma  providencia  se  fijará  el  plazo  dentro  del 
cual  haya  de  ejecutarse  lo  acordado  para  mejor  proveer,  y 
si  no  fuera  posible  determinarlo,  el  Juez  ó  la  Sala  cuidará 
de  que  se  ejecute  sin  demora,  expidiendo  de  oficio  los  re- 
cuerdos y  apremios  que  sean  necesarios. 

Artículo  342. 

En  estos  casos  quedará  en  suspenso  el  término  para  dic- 
tar sentencia  desde  el  día  en  que  se  acuerde  la  providencia 
para  mejor  proveer,  hasta  que  sea  ejecutada;  y  luego  que  lo 
sea,  en  el  plazo  que  reste  se  pronunciará  la  sentencia  ó  el 
auto  que  corresponda,  sin  nueva  vista. 

Este  artículo  y  el  anterior  no  tienen  precedentes.  Los  pre- 
ceptos que  contiene  el  341  nos  parecen  acertados;  y  con  respec- 
to á  los  de  este  último  creemos  que,  mejor  que  la  suspensión 
del  término  para  dictar  sentencia,  hubiera  sido  establecer  que, 
ejecutado  el  auto  para  mejor  proveer,  había  de  dictarse  senten- 
cia en  el  término  señalado  por  regla  general  y  sin  atender  á  los 
días  que  se  hubieren  pasado  antes  de  dictar  el  auto,  pues  acon- 
tecerá muchas  veces  que  la  providencia  para  mejor  proveer  se 
dicte  al  finalizar  el  plazo  en  que  puede  hacerse;  que  mientras 
se  practican  las  diligencias  acordadas  se  abandone  el  estadio 
del  pleito,  y  que  después  no  pueda  fallarse  acertadamente  por 
falta  de  tiempo  para  madurar  el  fallo.  Esta  consideración  tiene 
más  fuerza  tratándose  de  los  Tribunales  superiores,  donde,  á 
la  vez  que  cabe  la  discusión  sobre  las  resoluciones,  hay  más 
facilidad  de  que  los  Magistrados,  excepción  hecha  del  Ponente, 
olviden  en  todo  ó  en  parte  el  asunto. 

Aetícijlo  343. 
La  discusión  y  votación  de  los  autos  y  sentencias  se  ve- 
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rifieará  siempre  á  puerta  cerrada,  y  antes  ó  después  de  las 
horas  sefialadas  para  el  despacho  ordinario  y  para  las  vistas. 
Empezada  la  votación  no  podrá  interrumpirse  sino  por 
algún  impedimento  insuperable.  (Ley  ant.>  art.  52. —  Ley 
orgánica  del  P.  J.,  artículos  680  y  688.  — R.  O.  de  29  de 
Septiembre  de  1859.) 

Entre  la  letra  de  este  artículo  y  la  del  339  hay  cierta  con- 
tradicción, porque  allí,  en  forma  preceptiva,  se  consigna  que 
los  autos  y  sentencias  se  discutirán  y  votarán  inmediatamente 
después  de  las  vistas,  y  aquí  parece  se  hace  potestativo  el  que 
se  discutan  ó  voten  antes  ó  después.  A  nuestro  juicio,  la  conci- 
liación de  estos  dos  artículos  está  en  que  no  tiene  aplicación  el 
que  examinamos  sino  para  los  casos  en  que,  con  arreglo  á  la 
segunda  cláusula  del  339,  hubiere  tenido  el  Presidente  que  se- 
ñalar día  para  la  votación. 


Abtícülo   344. 

El  Ponente  someterá  á  la  deliberación  de  la  Sala  los 
puntos  de  hecho,  las  cuestiones  ó  fundamentos  de  derecho  y 
la  decisión  que  deba  comprender  la  sentencia;  y  previa  la 
discusión  necesaria,  se  votará  sucesivamente.  (Ley  org.  del 
P.  J.,  art.  381.) 

Como  la  obligación  del  Ponente  de  que  aquí  se  habla  está 
determinada  en  el  art.  336,  y  á  nadie  se  le  había  de  ocultar  que 
á  la  votación  debe  preceder  la  discusión,  entendemos  que,  sin 
peligro  alguno,  pudiera  haberse  suprimido  este  artículo. 


Artículo  345. 

Votará  primero  el  Ponente,  y  después  los  demás  Magis- 
trados, por  el  orden  inverso  de  su  antigüedad.  El  que  pre- 
sida votará  el  último.  (Ley  org.  del  P.  J.,.art.  682. ) 
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Artículo  346. 


3  trasladado,  jubilado,  separado  ó  suspenso 
o,  votará  los  pleitos  á  cuya  vista  hubiere 
mn  no  se  hubieren  fallado.  ( Ley  org.  del 

) 

orque  pueden  ser  separados  ó  suspensos  los 
ie  tal  índole,  que,  á  nuestro  juicio,  se  hubiera 
is  tino  conservando  la  disposición  del  art.  84 
ovisional,  según  la  cual  no  podían  votar,  ni  en 
vista  hubieren  asistido,  los  Magistrados  sepa- 
de  la  Magistratura. 

Artículo  347. 

3  la  vista  se  imposibilitara  algún  Magistra- 
í  no  pueda  asistir  á  la  votación,  dará  su  voto 
iado  y  firmado,  y  lo  remitirá  directamente 
a  al  Presidente  de  la  Sala.  Si  no  pudiere  es- 
,  se  valdrá  del  Secretario  ó  Relator  del 

mitido  se  unirá  á  los  demás,  y  con  el  libro  * 
conservará  por  el  que  presida,  rubricado 

mpedido  no  pudiera  votar  ni  aun  de  este 
l  el  pleito  por  los  demás  Magistrados  que 
o  á  la  vista,  si  hubiere  los  necesarios  para 
No  habiéndolos,  se  procederá  á  nueva  vista 
3  los  que  hubieren  concurrido  al  anterior,  y 
líos  que  deban  reemplazar  á  los  impedidos. 
,J.,art.  686.) 

ia.  —  Aunque  no  puedan  dar  su  voto  para  el 
agistrados  que  asistieron  á  la  vista,  por  haber 
ebe  proceder  á  nueva  vista,  según  lo  dispuesto 
mo  del  art.  347  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  ci- 
tas necesarios  para  formar  mayoría.  (2  Abril 
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Sobre  el  ejercicio  de  la  facultad  discrecional  que  el  art.  340 
de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  otorga  á»los  Jueces  y  Tribu- 
nales para  acordar  la  práctica  de  diligencias,  á  fin  de  proveer 
con  el  mayor  acierto,  no  se  da  el  recurso  de  casación,  y  dentro 
de  la  facultad  de  traer  documentos  para  esclarecer  el  derecho 
de  cualquier  litigante,  está  comprendido  evidentemente  la  de 
acordar  el  cotejo  de  los  que  ya  obrasen  en  el  pleito.  (28  Junio 
de  1892.  J 

.  Con  arreglo  á  los  artículos  345  y  346  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento, deben  votar  los  pleitos  todos  los  Magistrados  que  hu- 
bieren asistido  á  su  vista,  salvo  el  caso  de  imposibilidad  abso- 
luta, y  no  constituye  tal  imposibilidad  el  estar  ausente  un  Ma- 
gistrado en  uso  de  licencia,  porque  puede  esperarse  su  re- 
greso al  Tribunal  ó  exigirle  el  voto  por  escrito  en  la  forma  que 
prescribe  el  art.  347. 

Dictada  la  sentencia  recurrida  por  cuatro  Magistrados  y 
cuando,  según  las  disposiciones  legales  citadas,  debieran  pro- 
nunciarla los  cinco  que  asistieron  á  la  vista,  uno  de  ellos  el  que 
aparece  ausente  con  licencia,  se  incurrió  en  el  caso  8.°  del  ar- 
tículo 1.691  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil.,  f  10  Julio  1896.) 

Para  dictar  sentencia  no  es  precisa  la  concurrencia  de  todo* 
los  Magistrados  que  hubiesen  asistido  á  la  vista  del  pleito, 
cuando  con  posterioridad  á  este  acto  se  imposibilitase  alguno  de 
ellos  para  asistir  á  la  votación  y  para  votar  por  escrito,  ó,  en  su 
defecto,  valiéndose  del  Secretario;  porque,  con  arreglo  al  ar- 
ticulo 347  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  pueden  en  tal  caso 
dictarla  válidamente  los  demás  Magistrados,  siempre  que  hu- 
biere los  necesarios  para  formar  mayoría.  (25  Junio  1898.) 


Artículo  348. 

Para  que  haya  sentencia  en  las  Audiencias,  son  necesa- 
rios tres  votos  conformes  de  toda  conformidad. 

Cuando  la  resolución  haya  de  dictarse  en  forma  de  auto, 
serán  necesarios  los  votos  conformes  de  la  mayoría  absoluta 
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de  los  Magistrados  que  hayan  concurrido  á  la  vista.  ( Ley 
anterior,  artículos £3  y  54. —  Ley  org.  del  P.  /.,  art.  684.  ) 


j 


En  el  art.  317  se  prescribe  que  para  el  despacho  ordinario  y 
resolución  de  incidentes,  se  constituirán  las  Salas  con  tres  Ma- 
gistrados por  lo  menos  en  las  Audiencias  y  cinco  en  el  Tribu- 
nal Supremo;  y  en  el  art.  325  se  dice  que,  para  las  vistas  de  los 
pleitos  ó  incidentes,  se  constituirán  las  Salas  con  los  Magistra- 
dos necesarios  para  dictar  sentencia,  sin  que  puedan  exceder  de 
cinco  en  las  Audiencias  ni  de  siete  en  el  Tribunal  Supremo;  de 
modo  que,  combinado  lo  prescrito  en  esos  artículos  con  lo  que 
se  determina  en  el  presente,  resulta  que  en  las  Audiencias  han 
de  tener  siempre  las  Salas  tres  Magistrados  cuando  menos;  que 
la  conformidad  absoluta  de  tres  votos  es  precisa  para  dictar 
sentencia;  y  que  si  la  resolución  ha  de  dictarse  en  forma  de 
auto,  bastan  los  votos  conformes  de  la  mayoría  absoluta,  que  en 
ocasiones  la  formarán  dos  Magistrados. 

Jurisprudencia. — Disponiéndose  en  el  art.  673  de  la  ley 
provisional  de  Organización  judicial  que  el  número  de  Jueces 
para  fallar  pleitps  y  causas  será  impar,  sin  que  pueda  bajar  ni 
exceder  del  necesario,  según  la  naturaleza  del  pleito  ó  causa 
con  arreglo  á  las  leyes  de  Enjuiciamiento;  y  en  el  684,  que  la 
sentencia  se  dictará  por  mayoría  absoluta  de  votos,  excepto  en 
los  casos  en  que  la  ley  exigiere  expresamente  mayor  número,  es 
indudable  que  para  que  en  los  pleitos  haya  sentencia  se  necesi- 
tan tres  votos  conformes  cuando  los  Ministros  que  han  concu- 
rrido á  la  vista  no  pasen  de  cuatro,  según  en  términos  claros  y 
explícitos  se  consigna  en  el  art.  53  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
civil,  á  la  cual,  atendida  la  naturaleza  de  los  negocios  de  esta 
clase,  sólo  puede  referirse  en  sus  últimas  palabras  la  citada  ley 
provisional.  (26  Junio  1872.) 

Para  que  haya  sentencia  en  los  pleitos  á  cuya  vista  concu- 
rra un  número  de  Magistrados  que  no  pase  de  cuatro,  se  necesi- 
tan tres  votos  conformes.  (5  Febrero  1874.) 
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Abtículo  34 


En  el  Tribunal  Supremo  serán 
conformes  de  los  siete  Magistrado 
Sala  para  decidir  sobre  la  admisión 
ción  por  infracción  de  ley,  y  para  h 
no  lugar  á  dichos  recursos  y  á  los 
forma. 

Para  que  haya  sentencia  ó  resoh 
pueden  verse  con  cinco  Magistrad 
votos  de  la  mayoría  absoluta  de  los  < 
á  la  vista.  (Comp.  de  Enj.  mm.,  ar 

Siendo  así  que  por  el  art.  317  se 
Magistrados  por  lo  menos  deben  cons 
premo  para  el  despacho  ordinario,  pe 
con  cuatro  votos  conformes  se  puede 
y  sobre  si  há  lugar  ó  no  á  los  recursos 
en  el  art.  325  que  las  Salas  se  constit 
necesarios  para  dictar  sentencia,  se  i 
contradicción,  porque  lo  lógico  era 
menos  de  los  cinco  Magistrados,  y  d 
prescripción  del  artículo  que  comenl 
prescrito  en  el  citado  325,  se  deduce 
verse  los  negocios  de  que  se  trata  ce 
mente,  lo  cual  también  está  contradice 
la  prescripción  segunda.  A  nuestro  jui 
aqui  se  menciona,  debiera  haberse  e: 
cinco  votos. 

Asimismo,  para  que  la  segunda  ] 
armonía  con  lo  dispuesto  en  el  art.  311 
la  conformidad  de  los  cinco  votos.  Y 
tremo,  de  que  no  discrepase  de  lo  detc 
Audiencias  pueda  dictarse  sentencia, 
berse  dicho:  «Para  que  haya  resoln 
pueden  verse  con  cinco  Magistrados,  i 
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de  la  mayoría  absoluta  de  los  que  hubieren  concurrido  á  la  vis- 
ta, y  no  podrán  constituirla  menos  de  tres.» 

Artículo  350. 

Cuando  hubiere  discordia  por  no  rendirse  los  votos  ne- 
cosarios  para  que  haya  sentencia,  se  dirimirá  aquélla  en  la 
forma  que  se  determina  en  la  sección  siguiente. 

SECCIÓN  CUARTA 

DEL   MODO   DE   DIRIMIR   LAS  DISCORDIAS 

En  esta  Sección  se  han  insertado  diversas  disposiciones  es- 
parcidas en  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  anterior,  y  en  la  de 
organización  del  Poder  judicial,  y  se  ha  ordenado  la  materia 
convenientemente.  Según  podrá  notarse  al  leer  nuestros  comen- 
tarios á  íos  artículos  que  la  constituyen,  son  de  escasa  impor- 
tancia las  modificaciones  introducidas  por  la  actual  ley. 

Y  nada  decimos,  por  lo  que  respecta  al  objeto  de  la  Sección, 
porque  desde  luego  se  comprende  y  á  nadie  se  le  oculta  que,  pu- 
diendo  ocurrir  el  incidente  de  que  no  estén  conformes  los  Ma- 
gistrados de  un  Tribunal  ó  de  una  Sala  en  la  sentencia  ó  reso- 
lución que  deban  dictar,  era  preciso  que  en  la  ley  de  Enjuicia- 
miento se  determinaran  los  trámites  que  han  de  seguirse  para 
dirimir  la  discordia. 

Artículo  351. 

Cuando  en  la  votación  de  una  sentencia,  auto  ó  provi- 
dencia no  resultare  mayoría  de  votos  sobre  cualquiera  de 
los  pronunciamientos  de  hecho  ó  de  derecho  que  deban  ha- 
cerse, ó  sobre  la  decisión  que  haya  de  dictarse,  yolverán  á 
discutirse  y  á  votarse  los  puntos  en  que  hayan  disentido 
los  votantes. 

Cuando  tampoco  del  segundo  escrutinio  resultare  mayo- 
ría, se  dictará  providencia  declarando  la  discordia,  y  man^ 
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dando  celebrar  nueva  vista  con  más  Magistrados.  (Ley  ante- 
rior, art.  54.  —  Ley  org.  del  P.  J.,  art.  696.  — Comp.  de 
Enjuiciamiento  criminal,  art.  228.) 

De  una  manera  general  se  dice  en  el  presente  artículo,  que 
cuando  en  la  votación  no  resulte  mayoría  se  volverán  á  discu- 
tir y  votar,  etc.,  etc.,  los  puntos  objeto  del  disentimiento;  mas 
como,  con  arreglo  á  lo  qué  consta  en  los  artíoulos  anteriores, 
forma  la  mayoría  distinto  número  de  Magistrados  según  los  ca- 
sos y  el  Tribunal  de  que  se  trate,  es  evidente  que  entre  uno  y 
otros  artículos  hay  una  relación  íntima  que  en  manera  alguna 
debe  darse  al  olvido  al  estudiar  ó  tratar  de  aplicar  el  que  co- 
mentamos. 

A  su  más  simple  examen  se  ve  también  que  está  copiado  casi 
literalmente  del  que  á  su  pie  citamos  de  la  ley  sobre  organiza- 
ción del  Poder  judicial,  y  que,  por  lo  tanto,  contiene  y  sanciona 
de  nuevo  el  precepto  de  que  se  proceda  á  segundas  discusión  y 
votación,  cuando  en  la  votación  primera  no  resultare  mayoría 
de  votos  sobre  cualquiera  de  los  pronunciamientos  de  hecho  ó 
derecho  que  deban  hacerse,  ó  sobre  la  decisión  que  haya  de  dic- 
tarse; precepto  que  no  estuvo  consignado  en  la  ley  anterior  de 
Enjuiciamiento  civil  y  que  consideramos  acertado,  pues  espe- 
cialmente en  los  casos  en  que  la  primera  votación  tenga  lugar 
inmediatamente  después  de  la  vista  en  cumplimiento  del  ar- 
tículo 339,  no  puede  negarse  la  conveniencia,  si  hay  discordia, 
de  que  de  nuevo  se  discuta  y  vote  sobre  el  punto  objeto  ó  mo- 
tivo de  la  misma. 

Finalmente,  debemos  advertir  que  si  bien,  con  arreglo  al 
último  párrafo  de  este  artículo,  ó  á  los  términos  de  otros  ar- 
tículos posteriores,  deberá  celebrarse  en  caso  de  discordia  nue- 
va vista  ante  los  Magistrados  dirimentes,  este  trámite  no  tiene 
que  verificarse  cuando  se  hayan  escrito  las  alegaciones  en  de- 
recho á  que  se  refieren  los  artículos  876  y  siguientes,  porque 
entonces,  y  según  dispone  el  art.  886,  no  habrá  que  hacer  más 
que  entregar  á  los  Magistrados  dirimentes  los  correspondien- 
tes ejemplares  de  las  alegaciones,  y  desde  el  día  en  que  tenga 
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lugar  la  entrega  principiará  á  correr  el  término  para  pronun- 
ciar sentencia. 

Artículo  352. 

La  nueva  vista  se  celebrará  con  los  Magistrados  que 
hubieren  asistido  á  la  primera,  aumentándose  dos  más  si 
hubiere  sido  impar  el  número  de  los  discordantes,  y  tres  en 
el  caso  de  haber  sido  par.  (Ley  ant,  art.  55. —  Ley  orgá- 
nica del  P.  /.,  art.  698.) 

El  número  de  Magistrados  dirimentes  que  aquí  señala  es  el 
mismo  que,  aleccionada  por  la  experiencia,  determinó  la  ley 
de  1855;  y  estudiando  las  combinaciones  á  que  se  presta  la 
unión  de  éste  con  el  número  de  Magistrados  discordantes  ó  que 
hubieren  asistido  á  la  primera  vista  que  según  los  casos  puede 
haber,  se  advierte  la  conveniencia  del  temperamento  adoptado 
por  el  legislador,  pues  en  la  mayor  parte  de  las  ocasiones  no 
habrá  lugar  á  nueva  discordia. 

Artículo  353. 

Asistirán  por  su  orden  á  dirimir  las  contiendas : 

1.°     El  Presidente  del  Tribunal. 

2.°  Los  Magistrados  de  la  Sala  respectiva  que  no  hayan 
visto  el  pleito. 

3.°  Los  Magistrados  más  antiguos  de  las  otras  Salas,  con 
exclusión  de  los  Presidentes.  (Ley  ant.,  art.  56. — Ley  or- 
gánica del  P.  J.,  art.  699.) 

Copia  exacta  es  también  el  presente  artículo  del  concordante 
de  la  ley  orgánica  del  Poder  judicial,  y  no  en  pequeña  cosa, 
sino  en  mucho  se  diferencia  su  redacción  del  art.  56  de  la  an- 
terior ley  de  Enjuiciamiento  civil,  q[ue,  en  nuestro  sentir,  era 
más  expresivo  y  más  aceptable  que  el  que  examinamos.  Decía 
así  el  mencionado  art.  56:  Uno  de  los  dirimentes  será  siempre 
el  Presidente  en  el  Tribunal  Supremo,  y  el  Regente  ( hoy  Pre- 
sidente) en  las  Audiencias,  concurriendo  con  ellos  el  Ministro 
6  Ministros  de  la  Sala  donde  radique,  él  pleito,  que  no  hayan 


Digitized  by 


Google 


lib.  i  —  tIt.  vii  — art.  353  435 

asistido  á  la  vista;  y  á  falta  de  éstos,  los  más  antiguos  del  Tri- 
bunal, con  exclusión  de  los  Presidentes  de  Sala. De  modo  que', 
con  arreglo  á  este  artículo,  se  sabía  desde  luego  que  uno  de  los 
dirimentes  tenía  que  ser  siempre  el  Presidente  del  Tribunal,  y 
que,  á  falta  de  Magistrados  de  la  Sala  discordante  que  no  hu- 
bieren visto  el  pleito,  debían  concurrir  á  dirimir  la  discordia 
los  Magistrados  más  antiguos  del  mismo  Tribunal,  con  exclu- 
sión de  los  Presidentes  de  Sala,  y  ambas  cosas,  siquiera  pueda 
deducirse  del  contenido  del  articulo  que  examinamos  que  hoy 
también  deben  suceder,  quedan,  como  á  simple  vista  se  nota, 
mal  expresadas  en  la  actual  ley. 

Y  ahora  bien:  nosotros,  que  creemos  acertado,  de  igual  ma- 
nera que  lo  estimaban  varios  comentadores  de  la  ley  de  1865, 
el  que  se  llame  á  dirimir  las  discordias  a  los  Presidentes  de  los 
Tribunales  (que  por  ésta  razón  no  deben  asistir  á  la  primera 
vista  de  ningún  pleito),  hemos  de  decir  con  entera  franqueza  que 
ni  entendemos  la  razón  que  puede  haber  para  obligar  a-  asistir 
antes  como  Magistrado  dirimente  al  Presidente  del  Tribunal  de 
que  se  trate  que  á  los  Magistrados  de  la  Sala  á  que  correspon- 
da el  pleito  y  no  le  hayan  visto,  ni  nos  explicamos  tampoco  el 
porqué  de  la  exclusión  que  al  final  se  hace  de  los  Presidentes 
de  Sala.  En  cuanto  á  lo  primero,  estimamos  que,  puesto  que 
cada  Sala  tiene  asignado  un  número  de  Magistrados  con  dere- 
cho y  obligación  al  propio  tiempo  de  estudiar  y  conocer  de  los 
negocios  á  aquélla  sometidos,  nada  sería  más  lógico  en  caso  de 
discordia  que  llamar,  antes  que  á  otro  alguno  y  con  el  fin  de  di- 
rimirla, á  los  Magistrados  de  la  Sala  respectiva  que  se  halla- 
ran en  el  caso  expuesto  por  la  ley;  y  en  cuanto  á  lo  segundo, 
habremos  de  manifestar  que,  concurriendo  en  los  Presidentes 
de  Sala  más  autoridad  que  en  los  demás  Magistrados,  ya  por- 
que el  cargo  la  da  de  sí,  ya  por  sus  años,  ora  por  sus  conoci- 
mientos, etc.,  etc.,  debían  ser  llamados  también,  y  antes  que 
los  demás  Magistrados,  á  dirimir  las  discordias,  pues,  á  nuestro 
juicio,  ni  á  ello  se  opone  el  buen  despacho  de  los  asuntos,  ni  nin- 
guna otra  consideración. 
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Jurisprudencia,  —  A  menos  que  fueren  discordantes  ó  les 
estorbara  algún  impedimento,  los  Regentes,  hoy  Presidentes  de 
Audiencia,  deben  ser  siempre  uno  de  los  dirimentes,  puesto  que 
la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  no  contiene  disposición  alguna 
que  les  prive  de  tal  facultad.  (19  Noviembre  1863.) 

Artículo  354. 

El  Presidente  del.  Tribunal  hará  el  señalamiento  de  las 
vistas  en  discordia,  previo  aviso  del  Presidente  de  la  Sala 
respectiva,  y  después  de  designar  los  Magistrados  á  quienes 
corresponda  dirimirla.  (Ley  org.  del  P.  «/.,  art.  700.) 

Es  de  suponer  que  el  previo  aviso  de  que  en  este  artículo  se 
habla  será  relativo  á  hallarse  la  Sala,  ó  sean  los  Magistrados- 
discordantes,  en  disposición  á  concurrir  á  la  nueva  vista,  y 
referente  á  los  días  en  que  más  .convenientemente  podrá  cele- 
brarse. 

Jurisprudencia.  —  Con  arreglo  al  art.  700  de  la  ley  orgáni- 
ca del  Poder  judicial,  el  Presidente  del  Tribunal  hará  el  seña- 
lamiento de  las  vistas  en  discordia,  previo  aviso  del  de  la  Sala 
respectiva.  (13  Diciembre  1877.) 

Artículo  355. 

Los  nombres  de  los  Magistrados  que  han  de  dirimir  la^ 
discordias  se  harán  saber  oportunamente  á  los  litigantes, 
para  que  puedan  hacer  uso  del  derecho  de  recusación,  sí 
fuere  procedente.  (Ley  org.  del  P.  J.,  art.  701.) 

Teniendo  presente  lo  que  hemos  dicho  en  su  lugar  oportuno 
sobre  la  bondad  y  procedencia  del  recurso  de  la  recusación, 
fácilmente  se  comprenderá  la  razón  del  precepto  de  este  artículoy 
pues  sería  injusto  y  contrario  á  la  letra  y  espíritu  de  la  ley  que, 
en  caso  de  discordia,  no  se  pudiera  recusar  á  los  Magistrados 
dirimentes  en  quienes  concurriese  alguna  causa  legítima  de  re- 
cusación. 
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Pero  la  ley  no  dice  en  qué  término  debe  darse  noticia  á  las 
partes  de  los  nombres  de  los  referidos  Magistrados,  ni  tampoco 
cuándo  deberán  los  litigantes  interponer  la  recusación,  y  am- 
bos extremos  debieran  haberse  aclarado;  con  respecto  al  prime- 
ro, estimamos  que  deberá  participarse  el  nombramiento  sin  di- 
lación alguna  no  bien  se  haga;  y  en  lo  relativo  al  segundo,  pa- 
récenos  que,  hallándose  prescrito  en  el  art.  193  que  después  de 
comenzada  la  vista  del  pleito  en  la  Audiencia  ó  en  el  Supremo 
no  procede  la  recusación,  ha  de  interponerse  antea  de  la  cele- 
bración de  aquélla.  Y  esto  hace  ver  la  conveniencia  de  que  se 
deje  un  término  prudencial  entre  la  notificación  del  nombra- 
miento y  el  día  de  la  vista,  pues  de  otra  manera  el  derecho  y 
el  interés  de  las  partes  podrían  salir  perjudicados. 

Jurisprudencia*  —  Después  de  designar  el  Presidente  del 
Tribunal  los  Magistrados  á  quienes  corresponda  dirimir  la  dis- 
cordia, sus  nombres  se  harán  saber  oportunamente  á  los  liti- 
gantes para  que  puedan  hacer  uso  del  derecho  de  recusación, 
si  fuere  procedente,  en  el  término  y  en  la  forma  establecida  en 
los  artículos  645  y  646  de  la  ley  orgánica.  (IB  Diciembre  1877, ) 

El  asistir  una  parte  á  la  vista  con  su  Abogado  y  Procura- 
dor, haciendo  peticiones  en  el  acto,  supone  un  reconocimiento 
expreso  de  la  competencia  de  todos  y  cada  uno  de  los  Magistra- 
dos que  á  la  misma  concurrieren.  (ídem  id.) 

Abtículo  356. 

Los  Magistrados  discordantes  consignarán  con  toda  cla- 
ridad, en  la  providencia  declarando  la  discordia,  los  puntos 
en  que  convinieren  y  aquellos  en  que  disintieren,  y  se  limi- 
tarán á  decidir  con  los  dirimentes  aquellos  en  que  no  hubie- 
re habido  conformidad.  (Ley  ant.,  art.  57.  —  Ley  org.  del 
P.J.,art.  702.) 

Ciertamente  que  en  la  nueva  vista  se  habrán  de  limitar 
Magistrados  discordantes  y  Magistrados  dirimentes  á  decidir 
los  puntos  objeto  de  ía  discordia;  pero  puesto  que  á  los  prime- 
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ros  no  se  les  puede  negar  la  facultad  de  intervenir  con  dicho 
objeto,  y  puesto  que  en  los  puntos  en  que  estuvieren  conformes 
ellos  son  los  únicos  que  deciden,  parece  natural  que  ahora  sola 
se  tratase  de  determinar  las  atribuciones  de  los  dirimentes,  y 
que  en  tal  concepto  debiera  haberse  dicho  en  la  segunda  parte 
del  artículo  (de  no  expresarlo  en  artículo  separado)  que  los  Ma- 
gistrados dirimentes  se  limitarán  á  decidir  con  los  discordantes 
los  puntos  en  que  no  hubiere  habido  conformidad.  Así  estaba 
redactado  el  art.  57  de  la  ley  anterior  de  Enjuiciamiento  civil. 

Artículo   357. 

Antes  de  empezar  á  ver  un  pleito  en/discordia,  el  Presi- 
dente de  la  Sala  que  haya  de  dirimirla  preguntará  á  los  dis- 
cordantes si  insisten  en  sus  pareceres,  y  sólo  en  el  caso  de 
contestar  afirmativamente  se  procederá  á  la  vista. 

Si  al  verificarse  la  votación  de  la  sentencia  en  discordia 
llegaren  los  discordantes  á  convenir  en  número  suficiente 
para  formar  mayoría,  no  pasará  adelante  el  acto.  (Ley  or- 
gánica del  P.  J.,  art.  7  OS. ) 

La  ley  no  quiere  que  intervengan  Magistrados  dirimente» 
sino  en  caso  de  absoluta  necesidad,  y  las  dos  disposiciones  de 
este  artículo  van  encaminadas  á  conseguir  este  fin.  De  los  tér- 
minos del  segundo  párrafo  se  deduce  que  los  Magistrados  dis- 
cordantes han  de  ser  los  primeros  que  emitan  su  voto. 

Jurisprudencia.  —  En  el  caso  de  discordia,  cuando  se  ponen 
de  acuerdo  los  discordantes,  antes  de  que  voten  los  dirimentes r 
el  acuerdo  hace  sentencia,  conforme  á  lo  dispuesto  en  el  art.  42 
de  las  Ordenanzas  de  las  Audiencias.  (12  Agosto  1839,) 

Artículo  358. 

Cuando  en  la  votación  de  una  sentencia  por  la  Sala  de 
discordia,  no  se  reuniere  tampoco  mayoría  sobre  los  puntos 
discordados,  se  procederá  á  nuevo  escrutinio,  poniendo  sola* 
mente  á  votación  los  dos  pareceres  que  hayan  obtenido  ma- 
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yer  número  de  votos  en  la  precedente.  (Ley  org.  del  P.  J., 
articulo  704.) 

Y  como  por  este  procedimiento  es  seguro  que  habrá  senten- 
cia, la  ley  termina  en  este  artículo  con  lo  qu*  al  modo  de  diri- 
mir las  discordias  se  refiere. 

TÍTULO  vni 

Del  modo  y  forma  en  que  han  de  dictarse 
las  resoluciones  judiciales. 

Entre  los  preceptos  generales  propios  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento están  sin  duda  alguna  los  que  se  refieren  al  modo  y  for- 
ma en  que  han  de  dictarse  las  resoluciones  judiciales,  porque 
es  materia  general  ó  aplicable  á  todos  los  juicios  y  negocios,  é 
importa  mucho  que  de  antemano  se  fije  el  formulario  ó  se  esta- 
blezcan las  reglas  á  que  las  diversas  resoluciones  han  dé  aco- 
modarse; que  de  otra  manera,  es  decir,  dejándolo  al  libre  arbi- 
trio de  los  Jueces  y  Tribunales,  ni  habría  uniformidad  ni  val- 
drían para  nada  muchas  de  las  demás  reglas  útiles  y  convenien- 
tes que  constituyen  el  procedimiento,  ni  los  intereses  de  los  liti- 
gantes quedarían  garantidos,  porque  ora  se  dictaría  una  sen- 
tencia sin  fundar  su  parte  dispositiva,  ora  dejaría  de  haber 
congruencia  entre  el  fallo  y  lo  pedido  ó  demandado,  ó  ya  se  re- 
solvería sobre  más  ó  menos  puntos  de  los  que  fueran  objeto  del 
litigio. 

El  presente  título  ocupa  su  verdadero  lugar  en  la  ley,  y  los 
artículos  que  contiene  concuerdan  todos  con  otros  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  civil  de  1855  ó  de  la  ley  sobre  Organización 
judicial. 

SECCIÓN    PRIMERA 

DE  LAS  SENTENCIAS 

La  palabra  sentencia  se  deriva  de  la  voz  latina  sentiendo, 
que  equivale  á  la  castellana  sintiendo,  porque  el  Juez  declara  ó 
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el  pleito  según  lo  que  siente  ú  opina;  y  sentencia,  se- 
finición  de  Sala,  aceptada  por  casi  todos  los  autores, 
sión  legítima  del  Juez  sobre  pleito  ó  causa  ante  él  con- 

mtencias  se  dividen  generalmente  en  dos  clases:  defi- 
interlocutorias;  y  como  la  palabra  definitiva  proviene 

definiré,  que  significa  terminar,  defínense  las  prime- 
ido  que  son  las  que  se  dan  sobre  el  todo  del  pleito  ó 
que  acaban  con  el  juicio,  absolviendo  ó  condenando  al 
io  ó  reo,  ó,  como  expresaba  la  ley  2.a,  título  XXII, 
í.a,  «juicio  acabado  que  da  (el  Juez)  sobre  la  demanda, 

fin,  quitando  ó  condenando  al  demandado»;  é  interlo- 
3uya  etimología  es  la  de  las  voces  ínter  y  locutio,  que 
ecir  decisión  intermedia,  es,  según  la  opinión  general, 
cide  solamente  algún  artículo  ó  incidente  del  pleito  y 
>rdena  la  serie  del  juicio,  ó,  como  decía  la  mencionada 
irtida,  «  mandamiento  del  juzgador  que  face  sobre  algu- 
jue  acaesce  en  el  pleito  » . 

a  legislación  Alfonsina  hacía  una  clasificación  de  las 
,s,  dividiéndolas  en  cinco  grupos:  unas  que  se  dictan 
y  sin  audiencia  de  parte,  que  los  prácticos  denominan 
pto  sol vendo;  otras  que  ponen  fin  á  la  cuestión  princi- 
encias  definitivas;  otras  que  resuelven  alguna  duda 
>1  pleito,  que  se  llaman  interlocutorias;  otras  que  se 
mbión  andando  el  pleito,  pero  que  causan  un  perjuicio 
►le,  y  otras,  finalmente,  que  se  pueden  enmendar  sin 
•  daño;  y  esta  clasificación  puede  decirse  que  subsiste 
pues  la  actual  ley,  como  la  de  1855,  reconoce  en  primer 
a  distinción  entre  la  sentencia  definitiva  y  la  interlo- 
m  el  sentido  de  que  aquélla  acaba  ó  decide  la  cuestión 
,  y  ésta  una  cuestión  incidental,  y  después  admite  la 
ie  las  interlocutorias  en  tres  grupos :  de  simple  trami- 
providencias,  que  son  las  que  se  dictan  sólo  para  arre- 
rigir  la  sustanciación  del  juicio;  que  causan  estado  ó 
ie  son  las  que  infieren  un  perjuicio  irreparable  si  se 
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consienten ,  y  resolutorias  de  un  incidente  ó  autos  con  fuerza  de 
definitivas,  que  son  las  que  ponen  fin  á  un  incidente  ó  artículo, 
de  manera  que  bajo  este  aspecto  son  definitivas,  y  por  dejar  en 
pie  la  cuestión  principal,  se  llaman  interlocutorias. 

Además,  la  ley  establece  otra  división  de  sentencias  en  firmes 
y  ejecutorias,  siendo  las  primeras  aquellas  contra  las  cuales  no 
cabe  recurso  alguno,  ni  ordinario  ni  extraordinario,  ya  por  su 
naturaleza  ó  por  haber  sido  consentidas  por  las  partes,  y  dán- 
dose el  segundo  nombre  á  los  documentos  públicos  y  solemnes 
en  que  se  consignan  las  sentencias  firmes.  (Véase  el  art.  369.) 

De  una  ó  de  otra  manera,  es  decir,  cualquiera  que  sea  la 
sentencia  ó  resolución  judicial  que  se  examine,  hay  que  recono- 
cer que  se  trata  de  un  punto  importante,  en  el  cual  no  puede 
menos  de  parar  su  atención  la  ley,  cuidándose  de  señalar  las 
condiciones  de  que  debe  estar  revestida  y  los  efectos  que  ha  de 
producir;  y  cuando  el  examen  se  refiere  á  la  verdadera  senten- 
cia ó  que  decide  la  cuestión  principal,  fácilmente  se  comprende 
que  se  estudia  una  materia  de  las  más  delicadas  y  que  importa 
mucho  indagar  á  qué  preceptos  ó  reglas  debe  sujetarse  su  pro- 
nunciamiento. Nada  de  cuanto  las  leyes  procesales  prescriben 
con  objeto  de  rodear  de  garantías  á  la  administración  de  justi- 
cia, sería  bastante  eficaz  ni  daría  resultado  provechoso,  si  la 
sentencia  no  se  dictase  con  estricta  conciencia,  con  imparcia- 
lidad indudable,  con  pleno  conocimiento  de  causa  y  atenién- 
dose á  lo  alegado  y  probado.  Los  efectos  de  la  organización  ju- 
dicial ó  de  la  composició"n  de  los  Tribunales  son  de  apreciar  en 
los  fallos  más  que  en  ninguna  otra  parte.  Y  el  acatamiento  y  el 
respeto  á  la  cosa  juzgada  no  nace,  en  fin,  sino  cuando  los  jui- 
cios ó  sentencias  son  verdadera  y  fiel  expresión  de  la  justicia. 

Artículo  359. 

Las  sentencias  deben  ser  claras,  precisas  y  congruentes 
con  las  demandas  y  con  las  demás  pretensiones  deducidas 
oportunamente  en  el  pleito,  haciendo  las  declaraciones  que 
&ta*«  exijan,  condenando  ri  absolviendo  al  demandado  y 
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decidiendo  todos  los  puntos  litigiosos  que  hayan  sido  objeto 
del  debate. 

Cuando  éstos  hubieren  sido  varios,  se  hará  con  la  debida 
separación  el  pronunciamiento  correspondiente  á  cada  uno 
de  ellos.  fLey  ant,  artictdos  61  y  62, — Ley  5.a,  tit.  22, 
Partida  3.*) 

La  lectura  de  éste  y  demás  artículos  que  constituyen  la 
sección  que  examinamos  convence  de  que  se  refieren  únicamente 
¿  las  sentencias  definitivas  cuya  definición  dejamos  dada,  pues, 
aparte  de  que  con  la  voz  genérica  de  sentencia  se  significan 
siempre  las  de  aquella  índole,  sólo  en  ellas  pueden  acordarse 
las  resoluciones  que  enumera  el  presente  artículo,  y  nada  más 
que  ellas  pueden  referirse  á  todo  el  pleito,  del  cual  se  hace 
constante  mérito  en  el  desenvolvimiento  de  la  sección.  No  obs- 
tante, algunas  prescripciones,  como  la  de  que  las  sentencias 
han  de  ser  claras  y  precisas,  alcanzan  á  las  interlocutorias. 

Y  este  es  el  primer  precepto  del  artículo,  que,  no  tan  sólo 
tiene  precedentes  numerosos  en  nuestra  legislación  y  jurispru- 
dencia y  en  otras  extranjeras,  sino  que  se  amolda  á  los  buenos 
principios  del  derecho  procesal  y  de  la  lógica.  I^as  sentencias 
han  de  ser  claras  y  precisas,  porque,  como  decía  la  ley  concor- 
dante de  las  Partidas:  «debe  ser  dictado  el  juyzio  (sentencia) 
por  buenas  palabras  é  apuestas,  que  lo  puedan  bien  entender 
sin  dubda  ninguna» •  y  han  de  ser  -congruentes  con  las  deman- 
das y  con  las  demás  pretensiones  deducidas  oportunamente  en 
el  pleito,  porque  ya  hemos  dicho  que  deben  fallarse  según  lo 
alegado  y  probado,  cual  lo  determinan  diversas  leyes  de  las 
Partidas  y  otras  recopiladas,  porque  la  misma  ley  16  del  títu- 
lo XXII  de  la  Partida  3.a  exige  la  conformidad  de  la  sentencia 
con  la  demanda,  y  porque  así  lo  reclama  el  buen  sentido  y  la 
reflexión,  con  los  cuales  pugnaría  abiertamente  el  precepto  en 
que  pudiera  fundarse  la  no  congruencia,  que,  en  realidad,  equi- 
vale á  la  injusticia. 

A  este  propósito  debemos  añadir,  siguiendo  á  los  señores 
Manresa,  Miquel  y  Reus,  que  La  conformidad  ha  de  recaer  sobre 
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laspersonas,  cosas,  causa  y  acción,  como  lo  disponía  nuestro 
antiguo  derecho,  y  que  para  que  la  haya,  con  respecto  á  las 
primeras,  es  necesario  que  la  sentencia  se  concrete  á  las  que 
hubiesen  sido  en  el  pleito;  con  respecto  de  la  segundas,  que  se 
refiera  precisamente  á  las  que  han  sido  objeto  de  la  demanda; 
con  respecto  de  la  tercera,  que  no  se  condene  sin  que  la  causa 
de  pedir  se  justifique;  y  oon  relación  á  la  cuarta,  que  se  proceda 
de  igual  modo.  La  conformidad,  sin  embargo,  no  tiene  que  ser 
literal  y  absoluta,  sino  en  cuanto  á  la  esencia. 

El  segundo  precepto  del  artículo  es  que  se  ha  de  condenar 
ó  absolver  al  demandado,  y  esto  también  se  hallaba  preceptuado 
por  nuestro  Derecho  antiguo,  pues  la  ley  5.a  del  título  XXII 
de  la  Partida  3.a  añadía  á  las  palabras  que  ya  hemos  copiado: 
«é  señaladamente  debe  ser  escrito  en  él  (juicio  ó  sentencia) 
como  quita  ó  condena  al  demandado  en  toda  la  demanda  ó  de 
cierta  parte  della,  según  él  (el  Juez)  entendiere  que  fué  averi- 
guado é  razonado  ante  él»;  la  2.a  del  mismo  título  y  Partida 
dice:  «La  tercera  manera  de  juyzio  es  la  sentencia  que  llaman 
en  latín  definitiva;  que  quiere  tanto  decir  como  juyzio  acabado, 
que  da  en  la  demanda,  principal  fin,  quitando  ó  condenando 
al  demandado»;  y  la  15  id.  id.  añadía:  «Otrosí  non  es  valedero 
el  juyzio,  en  que  non  es  dado  el  demandado  por  quito  ó  por  ven- 
cido. Ca  estas  palabras,  ó  otras  semejantes  dellas  deben  ser 
puestas  en  todo  juyzio  afinado  según  que  conviniere  á  la  de- 
manda.» Esta  doctrina,  tratándose,  como  aquí  se  trata,  de 
asuntos  civiles,  en  los  cuales  es  de  todo  punto  improcedente  la 
antigua  absolución  de  la  instancia,  que  dejaba  abierto  el  juicio; 
esta  doctrina,  repetimos,  se  justifica  perfectamente  con  sólo 
atender  á  lo  que  un  pleito  es  y  significa.  El  demandado  tiene 
en  su  favor  una  presunción,  que  nace  del  estado  de  cosas  en  el 
momento  en  que  se  le  demanda,  y  no  sólo  porque  al  actor  corres- 
ponde la  prueba,  siñt)  porque  no  conviene  formar  una  situación 
interina,  de  duración  desconocida  y  en  la  cual  nadie  sepa  de 
parte  de  quién  está  el  derecho,  interesa  que,  una  vez  seguido 
el  pleito,  se  sentencie  de  una  manera  definitiva,  condenando  ó 
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Absolviendo,  dando,  en  suma,  la  razón  á  quien  la  tenga.  Con- 
tribuye también  á  disminuir  las  demandas  infundadas,  porque 
muchos  no  se  deciden  á  formular  su  pretensión  sin  tener  prue- 
bas bastantes  en  su  favor. 

Mas  sobre  lo  que  la  ley- guarda  silencio  es  acerca  de  los 
casos  en  que  debe  condenarse  ó  absolverse  al  demandado;  y 
puesto  que  bien  pueden  establecerse  reglas  generales,  nosotros 
diremos,  siguiendo  á  otros  comentadores  de  la  ley  anterior,  que 
siempre  que  el  demandante  no  pruebe  su  acción  ha  de  ser  el 
demandado  absuelto  de  la  demanda,  y  cuando  aquél  pruebe 
cumplidamente  su  acción  en  todo  ó  en  parte,  éste  ha  de  ser  con- 
denado en  lo  que  resulte  probado. 

Que  la  sentencia  ha  de  decidir  todos  los  puntos  litigiosos 
que  hayan  sido  objeto  del  debate,  es  la  tercera  prescripción  del 
artículo  que  comentamos,  y,  después  de  lo  que  llevamos  dicho, 
poco  tenemos  que  añadir;  porque,  bien  mirado,  este  último  pre- 
cepto no  es  sino  complemento  y  corroboración  del  primero, 
referente  á  la  congruencia  que  debe  haber  entre  la  sentencia  y 
las  demandas  y  demás  pretensiones  oportunamente  deducidas. 
Todos,  absolutamente  todos  los  puntos  litigiosos  objeto  del  de- 
bate deben  ser  decididos;  y  si  en  este  artículo  no  resultara 
prescrito  y  confirmado  en  el  361,  que  es  copia  del  párrafo  2.° 
del  art.  61  de  la  ley  anterior,  ni  tampoco  practicado  desde 
antiguo,  seguro  es  que,  puesto  que  se  trata  de  un  principio  que 
el  buen  sentido  dicta,  se  encargaría  la  jurisprudencia  del  Tri- 
bunal Supremo  de  establecerle  y  sancionarle. 

Por  último,  la  cuarta  disposición  es  á  su  vez  complemento 
de  la  tercera  y  de  la  primera;  tiende  á  facilitar  la  claridad  y 
la  precisión  que  se  exigen  bu  las  aentencias,  y  ha  de  entender- 
se, como  decía  oportunamente  el  Sr.  Hernández  de  la  Rúa, 
no  como  refiriéndose  á  la  numeración  y  separación  de  las  par- 
tes subalternas,  que  reunidas  constituyen  el  todo  de  la  deman- 
da y  de  la  materia  litigiosa,  pero  que  son  un  todo  compacto 
y  iinico,  sino  á  los  diversos  particulares  independientes  en 
tre  sí  que  pueden  ser  objeto  de  una  acción  ó  de  varias,  ya 
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procedan  de  una  misma  cansa  obligatoria,  ya  de  diferentes. 

Todo  el  valor  legal  de  las  sentencias  está  en  su  parte  dispo- 
sitiva, y  sus  resultandos  y  considerandos  no  tienen  más  eficacia 
para  los  litigantes  que  la  de  explicar  el  sentido  del  fallo.  (9  Ju- 
nio 1885.) 

Establecida  la  demanda  en  forma  alternativa,  la  sentencia 
que  condena  en  los  mismos  términos,  aunque  variando  su  colo- 
cación, no  es  incongruente  ni  corrige  de  oficio  la  petición,  pues 
tanto  en  la  demanda  como  en  la  sentencia  queda  á  opción  del 
demandado  el  cumplimiento  de  su  obligación  dentro  de  la  ex- 
presada alternativa.  (7  Febrero  1887.) 

Negándose  la  Sala  sentenciadora  á  fallar  sobre  la  reconven- 
ción formulada  en  la  contestación  á  la  demanda  y  resuelta  por 
el  Juzgado  en  auto  adicional  á  la  sentencia  apelada  por  conside- 
rar aquélla  no  comprendido  en  la  apelación  el  mencionado  auto, 
infringe  el  art.  359  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  porque 
las  aclaraciones  ó  adiciones  que  los  Tribunales  hacen  en  sus  fa- 
llos, en  uso  de  la  facultad  que  les  concede  el  art.  363  de  dicha 
ley,  forman  parte  de  la  sentencia  misma,  y  respecto  de  ellas,  se 
entienden  ejercitados  los  recursos  que  las  partes  utilicen.  (17  No- 
viembre 1887.) 

No  falta  á  la  congruencia  con  la  demanda  el  fallo  conforme 
con  ella  en  la  razón  de  otorgar  y  también  en  lo  otorgado,  si,  tra- 
tándose de  la  restitución  de  valores  de  la  Deuda  y  de  obligacio- 
nes de  la  casa  de  Osuna,  ordena  el  fallo  la  de  los  cupones  co- 
rrespondientes, porque  en  ellos  está  implícita  la  petición  de  in- 
tereses formulada  por  el  actor.  (16  Enero  1888.) 

Es  doctrina  establecida  por  el  Tribunal  Supremo  en  conso- 
nancia con  lo  que  dispone  el  art.  359  de  la  ley  de  Enjuiciamien- 
to civil,  y  antes  la  ley  16,  título  XXII,  Partida  3.a,  que  la  sen- 
tencia debe  resolver,  no  sólo  la  cuestión  propuesta  categórica- 
mente en  la  demanda,  sino  todas  las  comprendidas  implícita- 
mente en  ella  que  se  hayan  discutido  por  los  litigantes  y  que  ha- 
yan sido  objeto  de  las  pruebas. 

Fundándose  una  demanda  sobre  prestación  de  alimentos  á 
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un  hijo  natural  en  este  último  concepto  del  alimentista  y  diri- 
giéndose respectivamente  á  su  demostración  ó  impugnación  los 
documentos,  excepciones  y  pruebas  de  cada  una  de  las  partes, 
no  hay  duda  alguna  de  que  la  cuestión  relativa  á  la  filiación  de 
aquél  se  planteó  claramente  y  so  ka  debatido  en  el  pleito,  sin 
que  baste  decir  en  contrario  que  la  parte  actora  no  soKeitá  I* 
declaración  previa  de  ser  el  alimentista  hijo  natural  del  obliga- 
do á  dar  los  alimentos,  porque  este  hecho  cardinal  constituía  la 
base  de  la  reclamación  y  la  razón  de  pedir;  y  no  estimándolo  así 
la  Sala  sentenciadora,  infringe  la  ley  16,  título  XXII,  Parti- 
da 3.a,  el  art.  359  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  y  la  jurispru- 
dencia congruente  con  uno  y  otro  precepto  legal.  (27  Abril  1888.) 

Para  determinar  el  alcance  de  una  sentencia,  debe  atender- 
se en  primer  término  á  sus  palabras.  (27  Abril  1888  y  18  Ene- 
ro 1897.) 

Es  falta  subsanable,  por  vía  de  aclaración,  el  error  padeci- 
do en  el  fallo,  imponiendo  las  costas  á  un  litigante,  cuando  de 
los  razonamientos  se  desprende  que  la  Sala  quiso  imponerlas  al 
otro.  (22  Enero  1894.) 

No  es  de  estimar  la  infracción  del  art.  359  de  la  ley  de  En- 
juiciamiento, cuando  el  fallo  está  basado  en  el  contenido  de  la 
demanda  y  lo  discutido  en  el  juicio. 

Tal  sucede  respecto  de  la  sentencia  que  contiene  la  condena 
de  perjuicios,  cuando  sobre  ser  consecuencia  necesaria  de  la  re- 
posición de  cosas  al  ser  y  estado  anterior  al  acto  que  se  rescin- 
de, si  por  condición  de  las  mismas  no  puede  efectuarse,  está  ba- 
sada en  el  contenido  de  la  demanda  y  lo  discutido  en  el  juicio. 
(16  Junio  1894.) 

Es  congruente  el  fallo  que  se  ajusta  á  lo  pedido  en  la  súpli- 
ca de  la  demanda,  contestación,  réplica  y  duplica,  y  á  los  he- 
chos y  fundamentos  controvertidos  oportunamente  en  el  pleito, 
porque  las  súplicas  son  las  que  determinan  la  inteligencia  y  al- 
cance de  lo  razonado  en  dichos  escritos. 

Según  tiene  declarado  repetidamente  el  Tribunal  Supremo, 
ño  se  quebranta  el  principio  esencial  de  la  congruencia  aunque 
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no  se  dé  á  la  acción  su  nombré  apropiado  y  técnico,  ó  se  equi- 
voque aquél,  si  resulta  con  claridad  y  precisión  lo  que  se  recla- 
ma y  pretende;  ni  tampoco  se  quebranta  dicho  principio  por- 
que la  sentencia  otorgue  menos  de  ló  demandado  y  reconocido. 
(11  Noviembre  1894.) 

No  infringe  el  art.  369  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  la  sen- 
tencia que,  proveyendo  sobre  varias  pretensiones  alternativas, 
decide  en  el  fondo  acerca  de  una  de  ellas  y  reserva  al  interesa- 
do el  derecho  á  reproducir  oportunamente  las  demás.  (10  Ju- 
lio 1895.) 

Es  incongruente  la  sentencia  que  absuelve  al  demandado  sin 
hacer  las  necesarias  distinciones  exigidas  por  los  términos  del 
debate.  (26  Noviembre  1895.) 

Infringe  la  ley  16,  título  XXII,  Partida  3.a  y  el  art.  359  de 
la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  la  sentencia  que  otorga  cosa  dis- 
tinta de  la  pedida  en  la  demanda.  (4  Julio  1896.) 

No  incurre  en  incongruencia  el  fallo  que  sólo  estima  una  de 
las  peticiones  de  la  demanda.  (10  Julio  1896.) 

El  actor,  según  lo  dispuesto  en  el  art.  548  de  la  ley  de  En- 
juiciamiento civil,  puede  modificar  en  su  escrito  de  réplica  las 
pretensiones  que  hubiere  deducido  en  la  demanda,  siempre  que 
con  ello  no  se  altere  el  objeto  principal  del  pleito;  y  en  su  con- 
secuencia, es  claro  que  por  resolverse  el  mismo  pleito  de  con- 
formidad con  una  pretensión  deducida  en  tales  condiciones,  no 
se  incurre  en  el  vicio  de  incongruencia.  (22  Junio  1897.) 

El  Tribunal  de  alzada  incurre  en  nota  de  incongruencia  de- 
cidiendo sobre  un  extremo  de  la  sentencia  apelada,  consentido 
por  las  partes  y  fuera,  por  lo  tanto,  de  discusión.  (1.°  Octu- 
bre 1897.) 

Se  procede  con  acierto  y  no  se  infringe  el  art.  359  de  la  ley 
de  Enjuiciamiento  civil  prescindiendo  en  la  parte  dispositiva  de 
la  sentencia  de  segunda  instancia  de  las  partes  que  consintieron 
el  fallo  apelado. 

Tampoco  infringe  el  mencionado  precepto  la  sentencia  de 
cuyo  sentido  y  fundamentos  se  deduce  con  toda  claridad  y  sin  el 
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menor  asomo  de  duda,  la  decisión  del  Tribunal" sobre  el  punto 
litigioso  que  el  recurrente  supone  no  resuelto. 

Infringe  el  art.  542  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  y  la 
ley  16,  título  XXII,  Partida  3.a,  la  sentencia  que  trata  y  re- 
suelve una  cuestión  que  las  partes  no  plantearon  en  el  período 
del  juicio  destinado  á  la  discusión  escrita,  ni  debatieron  en  todo 
el  curso  del  pleito.  (15  Noviembre  1897.) 

La  sentencia  que  absuelve  de  la  demanda  es  congruente 
siempre,  en  cuanto  desecha  y  termina  la  petición  aducida,  y  por 
lo  tanto  no  infringe  la  ley  16,  título  XXII,  Partida  3.a,  ni  el 
artículo  359  de  la  de  Enjuiciamiento  civil.  (25  Enero  1898.) 

No  infringe  la  ley  16,  título  XXII,  Partida  3.a,  y  el  art.  359 
de  la  de  Enjuiciamiento  civil,  la  sentencia  que  resuelve  sobre 
extremos  pedidos  en  la  demanda  y  en  la  reconvención.  (3  Fe- 
brero 1898.) 

Es  incongruente  la  sentencia  que  no  resuelve  las  pretensio- 
nes oportunamente  deducidas  en  el  pleito  decidiendo  todos  los 
puntos  litigiosos  y  condenando  ó  absolviendo  al  demandado  de- 
terminadamente por  cada  uno  de  ellos,  como  requiere  el  art.  359 
de  la  ley  procesal.  (7  Febrero  1898.) 

No  infringe  por  incongruencia  el  art.  339  de  la  ley  de  En- 
juiciamiento civil  la  sentencia  que  resuelve  puntos  discutidos 
en  el  pleito,  como  necesariamente  debe  hacerlo.  (17  Febrero 
de  1898.) 

La  incongruencia  no  ha  de  buscarse  en  los  razonamientos  de 
los  fallos,  sino  en  la  parte  dispositiva  de  éstos;  y  entendiéndolo 
así  la  Sala  sentenciadora,  no  infringe  el  art.  359  de  la  ley  pro- 
cesal. (19  Febrero  1898.) 

No  infringe  por  incongruencia  el  art.  359  de  la  ley  de  En- 
juiciamiento civil  la  sentencia  absolutoria  fundada  en  una  ex- 
cepción opuesta  por  el  demandado.  (22  Febrero  1898.) 

No  infringe  el  art.  359  de  la  ley  procesal  y  la  doctrina  legal 
de  su  referencia  el  fallo  que  resuelve  las  sentencias  que  han 
sido  objeto  de  debate  y  de  prueba.  (15  Marzo  1898*) 

No  es  incongruente  la  sentencia  condenatoria  que,  aparte  de 
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algunas  consideraciones  secundarias  relacionadas  con  las  cues- 
tiones controvertidas,  funda  su  fallo  principal  y  sustancial- 
raente  en  las  mismas  causas  alegadas  en  la  demanda.  (24  Fe- 
brero 1898.) 

Las  sentencias  para  ser  congruentes  deben  decidir  las  cues- 
tiones discutidas  en  el  pleito.  (21  Marzo  1898.) 

No  cabe  sostener  que  no  se  falla  coniorme  á  lo  alegado  y 
probado  cuando  la  parte  dispositiva  de  la  sentencia  descansa  en 
la  prueba  testifical,  que  es  de  la  libre  apreciación  del  Tribunal 
áqiw.  1 21  Abril  1898.) 

Para  que  las  sentencias  sean  congruentes  con  las  cuestiones 
planteadas  en  un  pleito,  al  tenor  de  lo  dispuesto  en  el  art.  359 
de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  los  Tribunales  deben  limitar- 
le á  resolver  sobre  el  fundamento  de  las  acciones  y  excepciones 
respectivamente  alegadas.  (S  Junio  1898.) 

Según  tiene  repetidamente  declarado  la  Sala  de  lo  civil  del 
Tribunal  Supremo,  no  puede  tacharse  de  incongruente  la  sen- 
tencia que  condena  á  menos  de  lo  pedido  en  la  demanda;  por  lo 
que,  haciéndolo  así,  no  infringe  la  Sala  sentenciadora  la  ley  16, 
título  XXII,  Partida  3.a,  ni  el  art.  349  de  la  de  Enjuiciamiento 
civil.  (28  Junio  1898.) 

No  incurre  en  la  nota  de  incongruencia,  con  infracción  del 
artículo  359  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  la  sentencia  que 
parte  de  los  acuerdos  convenidos  durante  el  juicio  por  los  liti- 
gantes. (19  Octubre  1898.} 

La  sentencia  absolutoria  decide  todas  las  cuestiones  plan- 
teadas y  discutidas  durante  el  pleito.  (17  Noviembre  1898.) 

No  infringe  los  artículos  359,  524  y  548  de  la  ley  de  Enjui- 
ciamiento civil  la  sentencia  que  resuelve  la  cuestión  planteada 
en  la  demanda  y  no  modificada  en  la  réplica.  (17  Noviembre 
de  1898.  J 

No  es  de  estimar  la  infracción  de  la  ley  16,  título  XXII, 
Partida  3.a,  y  del  art.  359  de  la  de  Enjuiciamiento  civil,  por  la 
sentencia  congruente  con  lo  pedido  en  la  reconvención.  (2  Di- 
ciembre  1898.) 

29 
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No  constituyen  el  vicio  de  incongruencia  señalado  en  el  ar- 
tículo 359  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  las  consideraciones 
consignadas  en  una  sentencia  que  en  nada  afectan  á  la  integri- 
dad del  fallo  congruente  con  los  puntos  controvertidos  en  el 
pleito.  (7  Diciembre  1898. ) 

No  infringe  el  art.  359  de  la  ley  procesal  la  sentencia  reso- 
lutoria de  todos  los  puntos  que  podían  ser  y  fueron  realmente 
objeto  del  pleito,  sin  excederse  de  lo  en  él  pretendido,  como 
base  y  fundamento  de  las  pretensiones  formuladas.  (21  Diciem- 
bre 1898.) 

Para  estimar  cuál  sea  la  cuestión  propuesta  por  el  actor   y 
para  determinar  en  consecuencia  si  el  fallo  es  congruente  con . 
la  demanda,  no  hay  que  estar  á  todos  los  enunciados  de  hecho  y 
de  derecho  que  la  misma  contenga,  sino  á  la  petición  que   se 
formule  y  á  sus  fundamentos  esenciales.  (11  Enero  1899.) 

No  es  de  estimar  la  infracción  del  art.  359  de  la  ley  de  En- 
juiciamiento civil  cuando  los  términos,  alcance  y  transcenden- 
cia de  la  parte  dispositiva  de  la  sentencia,  en  relación  de  los 
fundamentos  en  que  se  apoya,  implican  la  resolución  de  los  ex- 
tremos discutidos.  (14  Enero  1899.) 

No  infringe  la  ley  16,  título  XXII,  Partida  3.a,  ni  el  ar- 
tículo 359  de  la  de  Enjuiciamiento  civil  la  sentencia  que  implí- 
citamente resuelve  los  extremos  de  la  demanda.  (13  Febrera 
de  1899.) 

La  sentencia  que,  accediendo  á  lo  pretendido  por  el  deman- 
dado, absuelve  de  la  demanda  por  estimarla  injustificada,  es  á 
todas  luces  congruente  con  las  pretensiones  deducidas  en  el 
pleito.  (25  Febrero  1899.) 

No  infringe  la  ley  16,  título  XXII,  Partida  3.a,  y  el  art.  359 
de  la  de  Enjuiciamiento  civil,  la  sentencia  cuyos  términos  guar- 
dan relación  con  los  de  la  demanda  y  la  contestación.  (24  Mayo 
de  1899., 

La  sentencia  que  otorga  menos  de  lo  pedido  en  la  demanda 
estimando  en  parte  la  oposición  hecha  por  el  demandado  sobre 
el  verdadero  importe  de  las  cantidades  reclamadas,  es  a  todas 
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luces  congruente;  y  sin  desconocer  el  contenido  de  ese  fallo,  no 
puede  atribuírsele  el  defecto  de  haber  dejado  de  resolver  sobre 
la  excepción  de  plus  petición  alegada  en  el  pleito,  por  ser  in- 
concuso que  no  tan  solamente  resuelve,  sino  que  también  esti- 
ma, aunque  sea  en  parte,  dicha  excepción  al  otorgar  al  deman- 
dante menor  cantidad  de  la  que  hubiere  pedido,  y  absolver  al 
demandado  de  las  demás  reclamaciones  contra  el  mismo  dedu- 
cidas, fia  Junio  1899.) 

No  infringe  el  art,  359  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  la 
sentencia  que  implica  la  denegación  absoluta  de  la  solicitud 
formulada  por  el  actor.  (24  Junio  1899.) 

Es  congruente  con  lo  pedido  el  fallo  que  acepta  la  excepción 
<le  prescripción  opuesta  á  la  demanda.  (8  Julio  1899.) 

Pidiéndose  por  el  actor  que  se  condene  al  demandado  a  la 
restitución  de  una  determinada  cantidad  con  el  interés  debido 
al  8  por  100  hasta  su  total  reintegro  y  á  que  abone  los  daños  y 
perjuicios  que  haya  ocasionado  y  ocasione,  no  infringe  el  ar- 
ticulo 359  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  el  fallo  que  ordena 
dicha  devolución  con  los  intereses  de  6  por  100  anual  por  vía  de 
indemnización  de  perjuicios  hasta  que  se  verifique  el  pago,  por- 
que estos  intereses  están  dentro  de  la  razón  mayor  del  8  por  100 
que  fijó  el  demandante  y  dentro  también  del  concierto  funda- 
mentado del  lucro  que  obtiene  el  que  detenta  dinero  ajeno,  ó 
del  perjuicio  que  sufre  quien  se  ve  privado  del  que  le  perteneoe. 
Al  estimar  la  demanda,  se  desechan  implícitamente  todas 
las  alegaciones  y  excepciones  que  el  demandado  haya  produci- 
do sin  necesidad  de  pronunciamiento  expreso  respecto  de  cada 
una  de  aquéllas,  cuando  no  han  sido  materia  de  reconvención. 
ft2  JuUo  1899.) 

La  congruencia  de  la  sentencia  ha  de  estimarse  en  relación 
con  los  términos  de  la  demanda  y  de  la  contestación  en  los  es- 
critos fundamentales.  (24  Octubre  1899.) 

Existe  la  debida  congruencia  con  la  demanda  cuando  por  es- 
timar justificada  la  acción  ejercitada  en  el  pleito  condena  la 
sentencia  á  que  se  pague  por  entero  ai  actor  la  cantidad  por  éste 
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reclamada,  aunque  para  fines  ajenos  á  la  cuestión  controvertida 
y  resuelta  hubiere  pedido  el  mismo  actor  en  su  demanda  que 
una  parte  de  esa  cantidad  se  entregase  á  un  tercero;  porque  en 
tal  caso  esta  pretensión,  ni,  por  tanto,  su  resolución,  ya  fuere 
afirmativa  ó  negativa,  afecta  al  derecho  de  las  partes  litigan- 
tes, que  es  el  que  debe  ser  declarado  y  resuelto  en  el  pleito. 

Es  incongruente  y  otorga  más  de  lo  pedido  la  sentencia  que, 
traspasando  los  límites  trazados  por  el  actor  á  su  propio  dere- 
cho, condena  al  demandado  á  hacer  contra  su  voluntad  lo  que 
el  demandante  no  hubiere  solicitado.  (24  Octubre  1899. j 
fb.;"  Por  más  que  el  demandante  no  tenga  necesidad  de  determi- 

nar nominalmente  la  acción,  cuando  lo  hace,  y,  sobre  todo, 
cuando  fija  bien  la  razón  de  la  demanda,  á  sus  términos  tiene 
que  circunscribirse  la  sentencia,  so  pena  de  incurrir  en  vicio  de 
incongruencia. 

Fundada  la  demanda  para  el  abono  del  importe  de  un  pagaré 
en  la  obligación  inherente  al  endoso  que  del  mismo  otorgó  el 
demandado,  como  el  segundo  endosatario  en  favor  del  deman- 
dante, y  pidiéndose  en  aquélla  la  devolución  á  título  de  présta- 
mo del  valor  que  aparece  entregado  en  dicho  acto,  como  si  el 
demandado  fuese  directo  y  principal  obligado,  al  absolver  por 
la  razón  de  no  constituir  préstamo  el  referido  endoso,  la  Sala 
aplica  rectamente  los  artículos  359  y  524  de  K  ley  de  Enjuicia- 
miento civil. 

La  consideración  de  estimarse  los  endosantes  del  pagaré 
fiadores  del  primer  obligado  en  la  forma  corriente  de  la  plaza, 
ó  sea  en  virtud  de  la  obligación  que  el  endoso  mercantil  produ- 
ce y  del  mayor  crédito  que  las  sucesivas  firmas  allegan  al  efecto 
primitivo,  no  implica  el  reconocimiento  de  una  fianza  indepen- 
diente de  la  que  el  endoso  mercantil  produce  en  su  caso  por  su 
propia  naturaleza;  y,  por  consiguiente,  por  esta  razón  y  por  ln 
de  la  obligada  congruencia  que  queda  expuesta,  partiendo  lo 
Sala  sentenciadora  de  no  ser  mercantil  el  pagaré,  justamente 
prescinde  de  los  artículos  1.822  y  1.831,  caso  3.°,  del  Código 
civil,  referentes  á  la  fianza,  y  no  infringe  por  aplicación  inde- 
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-bida  los  preceptos  del  capítulo  VII,  libro  IV,  título  IV,  del 
mismo  Código.  (21  Mayo  1900.) 

La  absolución  de  la  demanda  tiene,  conforme  á  la  jurispru- 
dencia, el  sentido  jurídico  de  resolver  las  peticiones  de  las  par- 
tes; por  lo  que  en  tal  caso  es  improcedente  la  cita,  como  infrin- 
gido, del  art.  359  de  la  ley  procesal.  (1.°  Diciembre  1899.) 

El  Tribunal  sentenciador  no  puede  omitir  la  resolución  de 
los  puntos  litigiosos  sin  faltar  á  lo  que  ordena  el  art.  359  de  la 
ley  procesal.  (18  Enero  1900.) 

El  fallo  condenatorio  al  pago  de  las  costas,  cuando  se  hu- 
biere solicitado  oportunamente  tal  condena,  es  notoriamente 
-congruente.  (21  Enero  1900.) 

No  es  incongruente  el  fallo  denegatorio  de  lo  pretendido. 
'27  Enero  1900.) 

No  es  incongruente  la  sentencia  que  resuelve  sobre  una 
cuestión  planteada  por  el  demandado  en  su  escrito  de  contesta- 
ción, aunque  el  mismo  no  haya  formulado  excepción  concreta  y 
especial.  (1.°  Febrero  1900.) 

No  infringe  el  art.  359  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  la 
sentencia  que  decide  con  claridad  y  precisión  las  cuestiones 
planteadas  y  discutidas  en  el  pleito.    9  Febrero  1900.) 

No  infringe  el  art.  359  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  la 
sentencia  que  no  resuelve  acerca  de  fundamentos  que,  aun 
cuando  alegados  por  las  partes,  no  fueron  objeto  de  pretensión 
especial.  (2  Abril  1900.) 

La  sentencia  que  acuerda  'alguna  de  las  pretensiones  de  la 
demanda  y  deniega  las  demás,  con  lo  cual  virtualmente  estima 
las  excepciones  del  demandado,  guarda  perfecta  congruencia 
con  lo  pedido  y  excepcionado  en  el  pleito,  pues  la  ley  no  exige 
que  se  hagan  declaraciones  distintas  cuando  por  el  fallo  y  sus 
fundamentos  se  condene  según  la  súplica  del  actor,  manifiesta- 
mente incompatible  con  las  excepciones,  y  se  deciden,  por  tan- 
to, todas  las  cuestiones  del  litigio.  (4  Alrril  1900.) 

Se  infringe  el  art.  359  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  por 
la  sentencia  que  decide  una  cuestión  no  propuesta  por  las  par- 
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tes  en  los  escritos  fundamentales  del  pleito* -~ 

La  sentencia  que  absuelve  al  demandad*^*  *- 
serve  la  acción  que  procediere  contra  quien  ^* 
cide  la  cuestión  propuesta,  como  exige  la  I  ^ 
jvdicÜ8}  y  guarda  los  preceptos  de  los  artíct*  -l 
ley  de  Enjuiciamiento  civil.  j     &üpre 

Según   jurisprudencia  repetida  del   Trib>^*:^:JL       ^   g^y        ' 
congruente  la  sentencia,  conforme  al  citadc*      ^  -*^  ja  ^ 

cuando  otorga  ó  niega  las  peticiones  literavl^^  co      **     e8> 

sino  cuando,  dentro  del  concepto  de  su  conté"  z  *7^  ^k- 

nos  en  la  cantidad  ó  en  el  modo. 

Las  sentencias  deben  ser  claras,  precisas  y  c4-*  ^  se- 

gún  exige  el  art.  359  y  la  jurisprudencia  de  stx     *^  ^   uo  se- 

cumplen  estos  requisitos  cuando  otorgan  más    <í^  lc*of    ¿ 

fuera  de  aquello  en  que  las  partes  están  confoz-"3^    '      ^°r  co^ 
ceptos  ó  títulos  de  derecho  diversos  de  los  que  Yin***1  e*  ^Ojj^ 

damento  de  las  respectivas  pretensiones,  y  cuax*0*0        /2^,eiX^t^ 
pronunciamientos  contradictorios.  (20  Junio  190O*/ 

La  sentencia  que  se  limita  á  absolver  de  la  deitf^12       0t*^tH}«~ 
el  demandado  no  ha  formulado  reconvención,  guarda  ******** t¡G&fa 
congruencia  con  lo  pedido  y  excepción ado  en  el  pleito  J  r^^\j^7 
ve  todas  las  cuestiones  debatidas  en  el  mismo.  (19  ^i^'^^i^. 
de  1900.) 

Habiendo  sido  apelada  la  sentencia  de  primera  instancia 
su  integridad,  es  indudable  que  todas  las  cuestiones  del  pj^* 
quedan  sometidas  á  la  decisión  de  la  Sala  sentenciadora       »  ^ 
cual  las  resuelve  con  plena  competencia  y  sin  infringir  el    -. 
tículo  359  de  la  ley  procesal,  cuando  decide  en  vista  de  lo  p^-^  .  ^ 
do,  excepcionado  y  probado  por  los  litigantes.  (20  Octubre  I90n    ^ 

Fundada  una  demanda  de  nulidad  de  actuaciones  en  ra>    ^ 
nes  de  fondo,  incurre  en  caso  de  verdadera  incongruencia 
infracción  del  art.  4.°  del  Código  civil,  el  fallo  que  se  absti     ** 
de  resolver  sobre  éstas  y  mantiene  la  legitimidad  de  lo  acb      ^ 
por  la  sola  consideración  de  no  haber  invocado  vicio  de  nuV^   ^ 
procesal.  (10  Abril  1901.)  *  H,í 
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Allanado  el  demandante  en  la  réplica  a  la  reclamación  for- 
mulada en  la  reconvención,  la  sentencia  absolutoria  de  ésta  in- 
fringe la  ley  7.a,  título  III,  Partida  7.  Vy  el  art.  359  de  la  de 
Enjuiciamiento  civil.  (18  Abril  1901.) 

No  es  de  estimar  la  infracción  de  la  ley  16,  titulo  XXII, 
Partida  3.a,  y  del  art.  359  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil, 
cuando  la  sentencia  recurrida  se  ajusta  á  la  demanda  tal  como 
fué  planteada  y  á  la  discusión  sostenida  sobre  ella  durante  el 
pleito,  (5  Julio  1901.) 

No  e«  incongruente  el  fallo  que  se  abstiene  de  resolver  cues- 
tiones no  propuestas  ni  discutidas.  (12  Octubre  1901.) 

No  existe  incongruencia  cuando  se  estima  la  acción  ejerci- 
tada. (19  Octubre  1901.) 

No  se  infringe  el  art.  359  de  la  ley  procesal  cuando,  si  bien 
la  sentencia  no  contiene  declaración  concreta  y  especial  en  su 
parte  dispositiva  acerca  de  la  reconvención  formulada  por  el 
demandado,  es  evidente  que  el  fallo  condenatorio  para  éste  im- 
plica la  desestimación  de  aquélla.  (22  Octubre  1901.) 

Reclamándose  en  la  demanda  la  entrega  de  determinados 
bienes  con  los  frutos  producidos  y  debidos  producir  desde  la 
contestación  á  aquélla,  petición  que  implica  el  reconocimiento 
de  la  buena  fe  del  demandado,  y  solicitando  éste  la  absolución 
de  la  demanda,  quedando  así  planteadas  todas  las  cuestiones 
del  pleito,  es  obvio  que  al  estimar  la  Sala  sentenciadora  la  bue- 
na fe  del  demandado  y  hacer  con  referencia  a  la  entrega  de  los 
frutos  á  que  le  condene  las  deducciones  que  preceptúan  los  ar- 
tículos 451  y  454  del  Código  civil,  no  extiende  el  fallo  á  cosas  y 
casos  que  no  hubieren  sido  objeto  del  pleito,  ni  concede  menos 
de  lo  pedido,  con  infracción  de  la  ley  16,  título  XXII,  Parti- 
da 3.a,  y  del  art.  359  de  la  ley  procesal.  (14  Diciembre  1901.  j 

La  absolución  de  la  demanda  resuelve  los  extremos  en  ella 
comprendidos. 

La  concesión  al  actor  de  parte  de  lo  que  pide  está  dentro  de 
la  congruencia.  (27  Diciembre  1901.) 
.     Dadas  las  condiciones  que  regulan  los  juicios  en  los  que 
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ventilan  las  partes  sus  derechos,  los  Jueces  y  Tribunales  tie- 
nen forzosamente  que  acomodar  sus  resoluciones  á  los  términos 
del  planteamiento  de  las  cuestiones  propuestas,  sin  rebasar, 
para  no  incurrir  en  incongruencia,  los  límites  trazados  por 
aquéllas,  ya  en  cuanto  á  su  fondo,  ya  en  cuanto  á  los  extremos 
consentidos,  cuando  éstos  caben  dentro  de  las  pretensiones  res- 
pectivamente formuladas;  de  donde  se  infiere  lógica  y  racional- 
mente que  si  una  de  las  partes  consiente  en  absoluto  la  senten- 
cia de  primera  instancia  en  que  se  la  condena  al  reconoci- 
miento de  una  obligación  determinada,  y  la  apelación  inter- 
puesta por  la  parte  contraria  se  contrae  á  pretender  recabar 
una  mayor  extensión  para  dicha  obligación,  el  Tribunal  supe- 
rior sólo  puede  resolver  sobre  este  extremo,  é  incurre  en  caso 
de  incongruencia  si  al  revocar  la  sentencia  apelada,  no  sólo  des- 
estima la  apelación,  sino  que  reduce  los  términos  de  la  obliga- 
ción reconocida  por  quien  consintió  la  sentencia  y  se  limitó  á 
pedir  su  confirmación.  (22  Enero  1902. ) 

No  es  incongruente  la  sentencia  condenatoria  al  pago  de 
una  deuda  probada  en  el  juicio,  cualquiera  que  sea  la  califica- 
ción jurídica  del  contrato  de  donde  aquélla  se  deriva.  (SI  Ene- 
ro 1902.) 

Es  congruente  la  sentencia  cuando  por  el  fallo  y  los  funda- 
mentos que  lo  explican  se  decide  todo  lo  controvertido,  aunque 
no  sea  en  los  mismos  términos  empleados  por  los  litigantes. 
(4  Febrero  1902.) 

Resolviendo  la  Sala  sentenciadora  una  cuestión  no  plantea- 
da en  el  pleito  y  para  cuyo  conocimiento  no  fué  requerida  en 
forma  por  los  litigantes,  infringe  el  art.  359  á  que  hace  refe- 
rencia el  372  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil.  (25  Febrero 
de  1902.) 

No  es  incongruente  el  fallo  que  se  ajusta  á  los  términos  y 
condiciones  con  que  las  partes  plantearon  en  el  pleito  su  dere- 
cho. (16  Abril  1902.) 

Según  tiene  declarado  el  Tribunal  Supremo,  no  es*  incon- 
gruente la  sentencia  que  resuelve  una  cuestión  planteada  por  el 
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demandado  en  su  escrito  de  contestación,  aunque  sobre  ella  no 
se  haya  formulado  excepción  concreta  y  especial.  (10  Junio 
de  1902.) 

No  infringe  como  incongruente  la  ley  16,  título  XXII,  Par- 
tida 3.a,  ni  el  art.  359  de  la  de  Enjuiciamiento  civil,  el  fallo 
cuya  declaración  es  consecuencia  precisa  de  la  interesada  en  la 
demanda.  (18  Junio  1902.) 

Se  infringen  el  art.  359  de  la  ley  procesal  y  la  ley  16,  tí- 
tulo XXII,  Partida  3.a,  decidiéndose  por  la  sentencia  puntos 
no  discutidos  en  el  pleito.  (4  Julio  1902.) 

No  infringe  el  art.  359  de  la  ley  procesal  el  fallo  que  resuel- 
ve sobre  los  extremos  de  la  demanda  en  la  forma  considerada 
pertinente  por  el  Tribunal  sentenciador.  (7  Octubre  1902.) 

No  infringe  el  art.  359  de  la  ley  procesal,  ni  la  ley  16,  tí- 
tulo XXII,  Partida  3.a,  la  sentencia  que  para  absolver  de  la 
demanda  tiene  en  cuenta  todas  y  cada  una  de  las  pretensiones 
formuladas  por  la  parte  demandante.  (13  Octubre  1902.) 

No  es  de  estimar  la  infracción  de  los  artículos  359,  372,  524 
y  548  de  la  ley  procesal,  cuando  la  súplica  de  la  demanda,  las 
referencias  de  los  hechos  de  la  misma,  el  objeto  del  pleito  y  los 
términos  de  la  discusión  escrita,  demuestran  la  conformidad 
del  fallo  con  lo  pedido  por  el  actor.  (10  Noviembre  1902.) 

No  por  condenar  al  pago  de  cantidad  menor  de  la  pedida  en 
la  demanda  infringe  los  artículos  359  y  372  de  la  ley  de  Enjui- 
ciamiento civil  la  sentencia  conforme  con  las  pretensiones  de 
los  litigantes  formuladas  claramente  en  el  momento  en  que  de- 
ben deducirse  con  arreglo  á  los  dictados  de  aquella  ley  y  con  el 
fundamento  alegado  como  razón  ó  causa  de  pedir.  (2  Diciem- 
bre 1902.) 

•No  infringe  el  art.  359  de  la  ley  procesal  la  sentencia  que, 
estimando  procedente  una  demanda,  no  condena  á  la  práctica 
de  un  extremo  de  la  misma  ya  cumplido  por  el  demandado,  por 
no  ser  posible  que  por  mandato  judicial  se  imponga  la  realiza- 
ción de  una  obligación  ya  cumplida  en  debida  forma.  (3  Di- 
ciembre 1902.) 
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No  es  de  estimar  la  infracción  del  art.  359  de  la  ley  de  En- 
juiciamiento civil  cuando  no  se  prueba  que  por  la  sentencia 
recurrida  se  otorgue  más  ni  cosa  distinta  de  lo  pedido  en  la  de- 
manda. (19  Diciembre  1902.) 

No  infringe  el  art.  359  de  la  ley  procesal  el  fallo  que,  des- 
estimando, en  vista  de  las  pruebas  y  contra  lo  pedido  por  el 
actor,  una  partida  de  gastos  en  cuenta  presentada  al  mismo  por 
el  demandado,  fija  el  concepto  de  aquélla  en  vez  de  dejar  su  re- 
gulación al  período  de  ejecución  de  sentencia,  pues  la  natura- 
leza de  esta  clase  de  reclamaciones  requiere,  a  ser  posible,  que 
se  resuelvan  desde  luego,  ya  que  el  art.  928  de  dicha  ley  subor- 
dina la  regulación  de  perjuicios  de  que  trata  al  caso  de  que  la 
sentencia  no  haya  fijado  su  importe  en  cantidad  líquida. 

No  es  incongruente  por  otorgar  más  de  lo  pedido  la  senten- 
cia cuyo  fallo,  en  cuanto  á  este  particular,  está  dictado  de  con- 
formidad con  las  manifestaciones  de  las  partes. 

No  es  incongruente  la  sentencia  que  concede  menos  de  lo 
pedido  por  el  actor.  (2  Enero  1903.) 

No  infringe  el  art.  359  de  la  ley  procesal  la  sentencia  que 
resuelve  afirmativa  ó  negativamente  las  cuestiones  propuestas 
por  las  partes.  (3  Enero  1903.) 

[  No  constituye  incongruencia  la  mera  denegación,  fundada  6 
infundada,  de  los  derechos  de  una  parte.  (4  Febrero  1903.) 

Es  principio  fundamental  que  rige  el  procedimiento  en  todos 
los  juicios,  el  de  que  las  sentencias  sean  congruentes  con  las 
demandas  y  pretensiones  deducidas  oportunamente  en  el  pleito, 
sin  que  los  Tribunales  puedan  resolver  sobre  puntos  que  no  ha  - 
van  sido  objeto  de  debate. 

No  observándose  la  expresada  doctrina,  se  infringe  el  ar- 
tículo 359  de  la  ley  procesal.  (14  Marzo  1903.) 

Según  repetida  jurisprudencia  del  Tribunal  Supremo,  la 
sentencia  absolutoria  resuelve  por  sí  misma  en  sentido  negati- 
vo todas  las  declaraciones  solicitadas  en  la  demanda,  sin  nece- 
sidad de  pronunciamiento  especial  para  cada  una. 

Tampoco  puede  ser  motivo  de  incongruencia  la  reserva  de 
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derechos  que  en  la  sentencia  recurrida  se  haga  á  favor  de  un 
tercero.  (7  Abril  1903. ) 

No  infringe  el  art.  359  de  la  ley  procesal  la  sentencia  que 
condena  ¿  una  parte  al  cumplimiento  de  lo  convenido,  con- 
gruentemente con  las  pretensiones  deducidas  por  otra  de  las 
partes  contratantes.  (8  Abril  1903.  > 

No  es  incongruente  el  fallo  que  resuelve  de  acuerdo  con  los 
términos  en  que  el  debate  ha  sido  planteado.  (23  Junio  1903.) 
No  hay  precepto  alguno  que  obligue  á  los  otorgantes  de  las 
escrituras  de  subhipoteca  á  dar  conocimiento  de  ésta  al  primi- 
tivo deudor.  (14  Mayo  1903.) 

No  infringe  por  incongruencia  el  art.  359  de  la  ley  procesal 
el  fallo  que,  denegando  una  demanda  presentada  en  expediente 
de  jurisdicción  voluntaria,  por  la  que  el  actor  formuló  su  oposi- 
ción al  mismo,  se  declaró  no  haber  lugar  á  declarar  contencio- 
so el  propio  expediente.  (H  Julio  1903.) 

Según  reiteradamente  ha  resuelto  el  Tribunal  Supremo,  la 
congruencia  que  deben  guardar  las  sentencias,  conforme  al  ar- 
ticulo 359  de  la  ley  procesal,  ha  de  relacionarse  con  las  deman- 
das y  con  las  demás  pretensiones  deducidas  oportunamente  en 
el  pleito;  pero  no  con  los  razonamientos  alegados,  ya  por  las 
partes,  ya  por  el  Tribunal  sentenciador,  para  fundar  su  fallo. 
(20  Octubre  1903.) 

No  adolece  del  vicio  de  incongruencia,  con  infracción  de  los 
artículos  1.692>  núm.  2.°,  y  359  de  la  ley  procesal,  el  fallo  que, 
con  unidad  absoluta,  en  cuanto  á  la  solución  que  da  al  pleito  y 
en  perfecta  consonancia  con  una  de  las  excepciones  opuestas  á 
la  demanda,  absuelve  de  ella  al  demandado.  (24  Octubre  1903.) 
No  es  incongruente  la  sentencia  cuyas  resoluciones  caben 
perfectamente  dentro  de  las  respectivas  reclamaciones  de  las 
partes.  (30  Octubre  1903.) 

El  hecho  de  que  uno  de  varios  contrayentes  de  la  obligación 
de  cuyo  cumplimiento  se  trata  en  el  pleito  no  haya  sido  parte 
en  éste,  no  obsta  para  que  al  declararse  por  el  Tribunal  aquella 
obligación,  la  consigne  en  los  términos  pactados,  con  expresión 
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del  nombre  de  dicho  contratante,  si  los  términos  de  ia  demanda 
no  autorizan  para  entender  que  el  actor  haya  querido  separarle 
de  dicha  obligación. 

Entendiéndolo  así  la  Sala  sentenciadora,  no  infringe  el  prin- 
cipio jurídico  non  valet  sententia  data  de  re  non  petita  ni  el 
artículo  359  de  la  ley  procesal. 

Negando  el  demandado  fundamentalmente  la  acción  ejerci- 
tada por  el  demandante,  el  Tribunal  sentenciador  puede,  sin 
cometer  la  mencionada  infracción,  hacer  las  declaraciones  que 
estime  oportunas  para  justificar  el  derecho  alegado  por  el  se- 
gundo, sin  separarse  sustancialmente  de  los  términos  de  la  de- 
manda en  relación  con  los  de  la  contestación.  (10  Diciem- 
bre 1903.) 

No  infringe  los  artículos  359  y  361  de  la  ley  procesal  el  fa- 
llo que  no  resuelve  la  cuestión  de  fondo  por  declararse  el  Tri- 
bunal incompetente  para  conocer  de  la  cuestión  objeto  del  plei- 
to. (12  Diciembre  1903.) 

La  sentencia  absolutoria  de  la  demanda  por  allanamiento  de 
las  partes  no  es  incongruente,  con  infracción  del  art.  359  de  la 
ley  procesal,  por  abstenerse  de  hacer  declaraciones  referentes  á 
derechos  de  personas  cuya  existencia  no  se  ha  comprobado  en 
el  pleito.  (19  Diciembre  1903.) 

No  resolviendo  afirmativa  ó  negativamente  la  Sala  senten- 
ciadora acerca  de  alguna  de  las  pretensiones  oportunamente 
formuladas  por  las  partes,  infringe  el  art.  359  de  la  ley  proce- 
sal. (15  Enero  1904.) 

Se  infringe  el  art.  359  de  la  ley  procesal  por  incongruencia 
entre  las  peticiones  deducidas  por  las  partes  y  la  declaración 
judicial  pronunciada  en  pleito.  (19  Enero  1904.) 

La  circunstancia  de  que  un  Tribunal  aprecie  aspectos  lega- 
les diversos  de  la  cuestión  para  resolverlos  sobre  determinados 
supuestos,  no  implica  ni  constituye  contradicción  en  que  pueda 
descansar  infracción  de  ley  alguna,  prescindiendo  al  efecto  de 
alguno  de  los  fundamentos  tenidos  en  cuenta  por  la  sentencia 
recurrida.  CIO  Febrero  1904. ) 
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Infringe  el  art.  359  de  la  ley  procesal  la  sentencia  que  re- 
suelve acerca  de  una  cuestión  no  alegada  ni  discutida  en  el 
pleito.  (2  Marzo  1904.) 

Es  congruente  le  sentencia  que  absuelve  de  la  demanda, 
porque  resuelve  todas  las  cuestiones  del  pleito. 

No  puede  constituir  incongruencia  la  sola  circunstancia  de 
haberse  estimado  un  argumento  que  no  afecta  á  la  base  esencial 
del  fallo.  (21  Junio  1904.) 

No  resultando  de  un  fallo  discrepancia  alguna  en  el  fondo 
entre  lo  pedido  y  Jo  otorgado,  no  es  de  estimar  la  infracción  del 
artículo  359  de  la  ley  procesal.  (12  Octubre  1904.) 

Los  Tribunales  tienen  autoridad  para  conceder,  sin  infrin- 
gir el  art.  359  de  la  ley  procesal,  lo  que  como  término  menor 
está  contenido  dentro  de  lo  solicitado.  (18  Octubre  1904.) 

Según  reiterada  jurisprudencia  del  Tribunal  Supremo,  la 
sentencia  absolutoria  resuelve  por  sí  misma  en  sentido  negati- 
vo todas  las  declaraciones  solicitadas  en  la  demanda,  sin  nece- 
sidad de  pronunciamiento  especial  para  cada  una  de  ellas,  cuan- 
do son  desestimadas  las. pretensiones  del  actor,  no  sólo  por  el 
fallo,  sino  por  los  fundamentos  que  lo  explican  y  sirven  de 
apoyo.  (21  Octubre  1904.) 

Admitida  libremente  y  en  ambos  efectos  la  apelación  de  una 
sentencia,  pasa  íntegra  la  cuestión  á  la  jurisdicción  del  Tribu- 
nal de  alzada,  que  puede  y  debe  resolver,  sin  incurrir  en  el  de- 
fecto legal  que  señala  el  art.  359  de  la  ley  procesal,  sobre  todas 
las  cuestiones  planteadas  en  el  pleito,  no  sólo  en  la  demanda, 
sino  en  la  reconvención. 

No  se  infringe  el  art.  359  de  la  ley  procesal  al  hacer,  en  ge- 
neral, sobre  las  costas,  la  declaración  que  la  Sala  sentenciado- 
ra estime  procedente,  en  uso  de  sus  facultades  discrecionales. 
116  Noviembre  1904.) 

Opuestas  á  una  demanda  las  excepciones  dilatorias  de  falta 
de  personalidad  del  actor  y  de  su  Procurador,  la  sentencia  que 
las  desestima  sin  separarlas  no  infringe  el  art.  359  de  la  ley 
procesal,  porque  dicha  resolución  se  ajusta  á  los  preceptos  de 
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la  citada  ley  y  á  la  conexión,  enlace  y  dependencia  que  aque- 
llas excepciones  tienen  entre  sí.  (25  Noviembre  1904.) 

No  es  incongruente  el  fallo  que  no  resuelve  sobre  la  existen- 
cia ó  inexistencia  de  la  prescripción  de  letras  de  cambio  alega- 
da por  una  de  las  partes,  cuando  no  se  trata  de  aquel  contrato, 
sino  de  una  obligación  independiente  del  mismo,  según  se  de- 
clara en  la  sentencia,  cuya  afirmación  resuelve  por  sí  sola  la 
negación  de  la  prescripción,  sin  necesidad  de  que  el  Tribunal 
sentenciador  baga  expresa  declaración  sobre  este  extremo. 
(20  Enero  1905.) 

Aun  siendo  cierta  la  doctrina  derivada  del  art.  359  de  la  ley 
procesal,  no  obsta  para  que,  cuando  en  un  juicio  resulten  ex- 
cluidos de  la  acción  ejercitada  personas  á  quienes  tiene  que 
afectar  la  resolución,  se  tenga  en  cuenta  esta  circunstancia  por 
los  Tribunales  al  dictar  su  fallo,  si  conceptúan  que  éste  ha  de 
transcender  á  individuos  que  debieran  haber  sido  citados  en  el 
juicio.  (18  Febrero  1905.) 

No  incurre  en  vicio  de  incongruencia  el  fallo  ajustado  á  la  sxi- 
plica  de  la  demanda  y  á  los  actos  del  demandado.  (17  Marzo  1905. ) 
No  es  incongruente,  según  el  art.  359  de  la  ley  procesal,  la 
sentencia  que  absuelve  de  la  demanda  por  estimar  la  excepción 
perentoria,  concluyente  y  definitiva  de  cosa  juzgada,  que  tiene 
preferencia  sobre  todas  las  cuestiones  propuestas,  como  recono- 
ce la  misma  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  que  en  su  art.  544  es- 
tablece para  este  caso  un  procedimiento  especial  y  breve. 
(4  Mayo  1905.) 

No  es  de  estimar  la  infracción  del  art.  359  de  la  ley  proce- 
sal por  el  fundamento  de  haberse  pedido  en  la  súplica  de  la  de- 
manda que  se  condene  al  Presidente  de  una  Asociación  local  y 
condenar  el  fallo  al  representante  de  la  Asociación  general,  ai 
de  los  términos  de  aquélla  no  aparece  clara  y  expresamente  ex- 
cluido este  último  concepto.  (4  Mayo  1905.) 

La  sentencia  absolutoria  resuelve  todas  las  cuestiones  deba- 
tidas en  el  pleito  si  no  se  ha  formulado  reconvención.  (16  Jit.- 
nio  í905.¡ 
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No  infringe  el  art.  359  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  el 
fallo  que,  gi  bien  otorga  menos  de  lo  que  se  pide,  está  en  armo- 
nía con  la  cuestión  planteada  y  discutida  en  el  pleito.  (27  Oc- 
tubre 1905.) 

No  es  incongruente,  por  infracción  del  art.  359  de  la  ley 
procesal,  el  fallo  que  estima  la  acción  principal  y  rechaza  por 
innecesarias  otras  pretensiones  del  demandante  sometidas  á  la 
primera.  (2  Diciembre  1905. J 

La  sentencia  que,  accediendo  á  lo  pretendido  por  el  deman- 
dado, absuelve  de  la  demanda  por  estimarla  injustificada,  guar- 
da perfecta  congruencia  con  las  pretensiones  deducidas  en  el 
pleito  y  se  ajusta  al  precepto  del  art.  359  de  la  ley  procesal. 
(16  Diciemfyre  1905.) 

Aktículo   360. 

Cuando  hubiere  condena  de  frutos,  intereses,  daños  ó 
perjuicios,  se  fijará  su  importe  en  cantidad  líquida,  ó  se  es- 
tablecerán, por  lo  menos,  las  bases  con  arreglo  á  las  cuaíef* 
debe  hacerse  la  liquidación.  • 

Sólo  en  el  caso  de  no  ser  posible  lo  uno  ni  lo  otro,  se 
hará  la  condena,  á  reserva  de  fijar  su  importancia  y  hacerla 
efectiva  en  la  ejecución  de  la  sentencia.  (Ley  ant.,  art.  68.) 

El  fundamento  de  este  artículo  se  halla  consignado  en  la 
ley  B.a,  título  XVI,  libro  11  de  la  Novísima  Recopilación,  que 
dice:  «porque  de  la  condenación  que  nuestros  oidores  hacen  ge- 
neral de  frutos,  sin  los  tasar  y  liquidar,  por  lo  que  resulta  de 
las  probanzas,  remitiendo  la  liquidación  de  ellos  á  contadores, 
se  han  seguido  muchos  gastos  á  las  partes,  porque  de  nuevo 
se  torna  el  pleito  sobre  la  liquidación  en  que  se  tornan  á  dar 
otras  sentencias  de  vista  y  revista;  por  evitar  lo  susodicho, 
mandamos  que  de  aquí  adelante  los  oidores  en  las  sentencias 
que  dieren  en  que  haya  de  haber  dicha  condenación  de  frutos, 
los  tasen  y  moderen  por  lo  que  de  las  probanzas  resultare,  sin 
lo  remitir  á  contadores» . 
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que  comentamos  contiene  tres  disposiciones, 
especie  de  gradación  sobre  lo  que  los  Jueces 
hacer  en  el  punto  de  que  se  trata,  y  cuya 
de  desconocerse.  La  ley  quiere  que,  siempre 
haga  la  condena  de  frutos,  intereses,  daños 
su  importe  en  cantidad  líquida,  y  esta  es  la 
sanciona .  Pero  como  puede  suceder  que  en 
10  sea  de  fácil  cumplimiento  aquel  precepto, 
schos,  y  como  primera  regia  supletoria  á  que 
lales  deben  acomodarse,  prescribe  que,  por 
a  de  fijar  las  bases  con  arreglo  á  las  cuales 
uidación;  y  sólo  para  el  último  caso  de  no  ser 
lo  otro,  determina,  en  concepto  de  segunda 
ria,  que  se  hará  la  condena  á  reserva  de  fijar 
nacerla  efectiva  en  la  ejecución  de  la  sen- 
suficientemente  explícita  y  clara  en  los  ex- 
ice  y  que  examinamos,  y  puede  asegurarse 

>  los  litigantes  resultan  en  este  punto  bien 
ís,  cuanto  que  en  el  último  párrafo  del  ar- 
icido  una  modificación  tan  beneficiosa  como 
pecto  de  lo  que  disponía  la  ley  de  1855. 
ley  anterior  y  en  los  artículos  808  y  siguien- 
procedimiento  breve  para  efectuar  la  liqui- 

>  se  hubieren  fijado  en  la  sentencia  las  bases 
arse;  y  para  el  caso  en  que  ni  se  hubiera  de- 
lad  líquida  ni  base  alguna,  se  disponía  en  el 
íaría  ia  condena,  reservando  á  las  partes  sn 
íi  otro  juicio  se  fijara  su  importancia,  cuyo 
e  ser  el  ordinario  ó  declarativo  de  mayor  ó 
ún  procediere.  Pues  en  la  ley  actual  se  ha 
bará  la  condena,  á  reserva  de  fijar  su  impor- 
ectiva  en  la  ejecución  de  la  sentencia;  y  tan- 
>mo  para  aquel  en  que  sólo  se  hubieren  fijado 
lo  á  las  cuales  deba  hacerse  la  liquidación, 
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se  señala  en  el  título  VIII  del  libro  2»°  el  procedimiento  que 
habrá  de  seguirse,  estableciéndose  reglas  aceptables  que  facili- 
tan y  abrevian  la  tramitación  del  asunto  hasta  su  completa  ter- 
minación. 

Por  último,  debemos  advertir,  para  que  se  tenga  presente, 
que  el  importe  de  las  costas  no  puede  servir  de  base  al  efecto 
de  apreciar  el  valor  de  la  cosa  litigiosa. 

Jurisprudencia. — No  infringe  los  artículos  359  y  360  de  la 
ley  procesal  el  fallo  que,  teniendo  en  cuenta  lo  alegado  y  pro- 
bado, fija  bases  para  la  liquidación  de  perjuicios  que  estime 
acreditados. 

La  indemnización  de  perjuicios  se  entiende  de  los  causados 
directamente  al  reclamante,  y  no  de  los  que  indirectamente,  por 
consecuencias  más  ó  menos  lógicas,  puedan  afectar  al  interés 
de  aquél. 

Tratándose  de  perjuicios  calculados  por  incumplimiento  de 
una  obligación,  no  se  pueden  exigir  siempre  con  una  fijeza  abso- 
luta, cual  si  se  tratara  de  daños  sujetos  á  la  inspección  directa 
de  los  sentidos;  y  entendiéndolo  así  la  Sala  sentenciadora,  no 
infringe  la  ley  única,  título  XLVII,  libro  7.°  del  Código  de 
Justiniano,  el  art.  61  de  la  ley  procesal  de  1865,  el  360  de  la 
vigente  y  el  1.106  del  Código  civil.  (18  Abril  1901.) 

La  condena  al  abono  de  daños  y  perjuicios  no  es  incon- 
gruente con  la  de  los  que  se  hayan  irrogado  á  la  interesada  en 
la  súplica  de  la  demanda,  cuando,  según  se  deduce  de  los  tér- 
minos de  la  misma,  la  expresión  .en  modo  subjuntivo  de  aquel 
enunciado  no  se  emplea  como  revelación  de  un  estado  de  duda 
sobre  la  realidad  de  los  perjuicios,  sino  comprendiendo  tanto 
los  causados  hasta  la  incoación  del  pleito  como  los  posteriores. 

Aun  sin  excitación  especial,  conforme  al  art.  360  de  la  ley 
de  Enjuiciamiento  civil,  deben  los  Tribunales  reservar  la  liqui- 
dación de  perjuicios  para  el  período  de  ejecución  de  sentencia, 
cuando  no  pueda  fijarse  en  cantidad  líquida  su  importe.  (4  Ju- 
nio 1902.) 

El  art.  360  de  la  ley  procesal  no  impone  por  modo  necesario 
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que,  cuando  recaiga  condena  de  abono  de  perjuicios,  se  fijen  és- 
tos en  cantidad  liquida  ó  se  establezcan  bases  para  su  regula- 
ción en  ejecución  de  sentencia,  porque  los  artículos  928  y  si- 
guientes señalan  las  reglas  á  que  ha  de  sujetarse  su  determina- 
ción, cuando  en  la  sentencia  no  se  hayan  prefijado.  (25  Ju- 
nio 1902.) 

Si  bien,  por  regla  general,  reclamándose  daños  y  perjuicios, 
debe  determinarse  en  el  curso  del  pleito,  no  sólo  la  existencia, 
sino  la  cuantía  de  aquéllos,  fijándose  su  importe  en  la  sentencia 
en  cantidad  líquida,  ó  estableciéndose  al  menos  las  bases  para 
hacer  la  liquidación,  esto  no  obsta  para  que  en  determinados 
casos,  y  constando  su  existencia,  pueda  remitirse  la  regulación 
de  su  importe  al  período  de  ejecución  de  sentencia,  á  tenor  de 
lo  dispuesto  en  la  ley  procesal.  (22  Diciembre  1902.) 

El  art.  360  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  referente  al 
modo  y  forma  en  que  han  de  dictarse  las  sentencias,  dispone 
que,  cuando  hubiese  condena  de  daños  y  perjuicios,  se  fije  su 
importe  en  cantidad  líquida,  ó,  por  lo  menos,  las  bases  con 
arreglo  á  las  cuales  haya  de  hacerse  la  liquidación;  y  sólo  en  el 
caso  de  no  ser  posible  lo  uno  ni  lo  otro,  ordena  que  se  haga  la 
condena,  á  reserva  de  fijar  su  importancia  en  la  ejecución  de  la 
sentencia;  por  donde  claramente  se  ve  que  la  cuantía  es  lo  úni- 
co de  que  en  este  último  período  del  juicio  puede  tratarse,  sin 
que  en  modo  alguno  quepan  en  él  declaraciones  acerca  de  la 
existencia  de  los  daños  que  debieron  ser  objeto  de  la  discusión 
y  base  principal  de  la  condena.  (19  Febrero  1904.) 

Para  que  pueda  condenarse  por  consecuencia  de  un  juicio  á 
la  indemnización  de  daños  y  perjuicios  es  preciso  que  se  justi- 
fique en  él  la  existencia  real  de  los  mismos,  aun  cuando  no.se 
determine  de  modo  concreto  su  alcance  y  quede  este  extremo 
para  fijarlo  en  la  ejecución  de  sentencia:  no  bastando  que  de 
los  preceptos  del  derecho  sustantivo  se  derive  la  obligación; 
porque  no  tratándose  de  una  sanción  penal  de  ineludible  apli- 
cación, cabe  que,  no  obstante  el  incumplimiento  de  un  precepto 
legal  ó  la  realización  de  un  acto  de  culpa  ó  negligencia,  no  se 
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irrogue  perjuicio  alguno,  en  cuyo  caso  falta  uno  de  los  elemen- 
tos precisos  para  la  realidad  del  derecho,  siendo  ésta  la  razón 
que  ha  tenido  el  Tribunal  Supremo  para  declarar  repetidamente 
la  necesidad  en  que  se  encuentra  quien  los  reclama  de  justifi- 
car, no  sólo  su  derecho,  sino  el  hecho  de  la  efectividad  del 
daño,  lo  mismo  en  los  contratos  civiles  que  en  los  mercantiles. 

No  observando  esta  doctrina  se  infringen  los  artículos  1.101 
y  1.903  del  Código  civil,  en  relación  con  el  618  del  de  Comer - 
<5io>  los  artículos  360  y  928  de  la  ley  procesal.  (7  Febrero  1905,) 

No  es  de  estimar  la  infracción  de  las  Partidas  5.a,  título  VI; 
ley  3.a,  título  X;  ley  3.a,  título  XI;  leyes  1.a  y  35,  y  7.a,  títu- 
lo XV;  leyes  1.a  y  3.a,  título  XXXIII;  ley  2.a,  título  XXXIV, 
regla  21,  ni  de  la  ley  1.a,  título  I,  libro  10  de  la  Novísima  Re- 
copilación, y  artículos  360  de  la  ley  procesal,  y  35,  258,  1.289 
y  1.682  por  la  sentencia  denegatoria  de  la  indemnización  de 
perjuicios,  cuando  éstos  no  se  justifican,  según  afirma  la  Sala 
sentenciadora,  apreciando  las  pruebas  aducidas  en  el  pleito,  sin 
que  tal  apreciación  aparezca  contradicha. 

La  pretensión  de  reivindicar  derechos  reales  es  contradicto- 
ria con  la  indemnización  de  daños  y  perjuicios  por  incumpli- 
miento del  contrato  en  que  aquéllos  se  suponen  reconocidos. 
(26  Abril  1905.) 

Artículo  361, 

Los  Jueces  y  Tribunales  no  podrán,  bajo  ningún  pre- 
texto, aplazar,  dilatar  ni  negar  la  resolución  de  las  cuestio- 
nes que  hayan  sido  discutidas  en  el  pleito.  (Ley  ant.¡  ar- 
tículo 61.) 

Se  trata  de  un  principio  general,  admitido  por  casi  todos  los 
publicistas  modernos  y  sancionado  por  la  jurisprudencia  de 
todos  los  países  regidos  constitucionalmente;  de  un  principio  de- 
rivado del  de  la  independencia  de  los  Poderes  públicos,  que  se 
funda  también  en  la  índole  y  modo  de  ser  del  Poder  judicial  «n 
la  esencia  de  la  Administración  de  justicia,  puesto  que  dejar  de 
fallar  ó  aplazar  Ó  dilatar  el  fallo  tanto  puede  valer  muchas  ve- 
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ees  como  cometer  una  injusticia  notoria;  que  provee  al  buen 
despacho  de  los  asuntos;  que  beneficia  á  los  litigantes,  y  que, 
por  último,  en  virtud  á  estas  consideraciones,  fué  establecido- 
por  la  anterior  ley  de  Enjuiciamiento  civil.  Ya  la  misma  ley  11  r 
título  XXII,  Partida  3.a,  que  permitía,  siguiendo  el  sistema 
de  aquellos  tiempos,  que  se  elevase  al  Rey  para  su  resolución- 
el  pleito  en  que  el  Juez  tuviera  dudas,  reconocía  implícita- 
mente los  inconvenientes  de  ese  permiso,  y  añadía:  «Pero  nin- 
gún judgador  non  debe  esto  facer  por  excusarse  de  trabajo,  nin 
por  alongamiento  del  pleyto,  nin  por  miedo,  nin  por  amor  nin 
desamor  que  haya  á  ninguna  de  las  partes...  Ca  si  de  otra  gui- 
sa lo  ficiese,  debe  por  ende  recebir  pena,  según  entendiere  el 
Rey  que  la  merece.»  Hoy  no  há  lugar  á  duda  de  ninguna  clase, 
porque  el  art.  6.°  del  Código  civil  expresa  «que  el  Tribunal  que 
rehuse  fallar  á  pretexto  de  silencio,  oscuridad  ó  insuficiencia 
de  las  leyes,  incurrirá  en  responsabilidad». 

Esta  responsabilidad  es  de  dos  clases:  penal  y  disciplinaria^ 
La  primera  se  consigna  en  el  art.  868  del  Código  penal  vigente r 
diciendo:  «El  Juez  que  se  negare  á  juzgar  so  pretexto  de  oscu- 
ridad, insuficiencia  ó  silencio  de  la  ley*  será  castigado  con  la 
pena  de  suspensión.  En  la  misma  pena  incurrirá  el  Juez  culpa- 
ble de  retardo  malicioso  en  la  administración  de  justicia.»  A  la 
segunda  se  refiere  el  Real  decreto  de  15  de  Noviembre  de  187 5 T 
en  cuanto  confirma  que  á  los  Jueces  y  Magistrados  que  retar- 
dan el  despacho  de  los  negocios  procede  exigirles  responsabili- 
dad. (Véase  la  nota  al  art.  375.) 

Por  manera  que,  con  arreglo  al  artículo  que  examinamos,  Ios- 
Jueces  y  Tribunales  no  pueden,  bajo  ningún  pretexto,  aplazar r 
dilatar  ni  negar  la  resolución  de  las  cuestiones  que  hayan  sido 
discutidas  en  el  pleito  (esta  frase  confirma  el  precepto  de  que 
tienen  que  resolver  todos  los  puntos  litigiosos  objeto  del  debate); 
y  si  se  niegan,  so  pretexto  de  oscuridad,  insuficiencia  ó  silencio- 
de  la  ley,  cabe  exigirles  responsabilidad  criminal  é  imponer  al 
Juez  ó  á  los  Magistrados  de  que  se  trate  la  pena  de  suspensión; 
si  retardan  maliciosamente  la  administración  de  justicia,  pro— 
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<jede  lo  mismo  que  en  el  caso  anterior;  y  si,  sin  malicia  alguna t 
sino  por  negligencia,  descuido  ó  ignorancia,  aplazan  ó  dilatan  la 
resolución  más  allá  del  término  que  la  ley  concede,  dan  ocasión 
á  que  se  les  imponga  la  corrección  disciplinaria  correspon- 
diente . 

Complemento  natural  de  lo  expuesto  es  el  párrafo  último  del 
ya  citado  art.  6.°  del  Código  civil,  según  el  que,  cuando  no  hu- 
biera ley  exactamente  aplicable  al  punto  controvertido,  se  apli- 
cará la  costumbre  del  lugar,  y  en  su  defecto  los  principios  ge- 
nerales del  Derecho,  principios  éstos  que  algunas  sentencias  del 
Tribunal  Supremo  exigen  que  estén  recogidos  en  la  jurispru- 
dencia del  propio  Tribunal. 

Artículo  362. 

No  obstante  lo  dispuesto  en  el  artículo  anterior,  los  Jue- 
ces y  Tribunales  cuando  hubieren  de  fundar  exclusiva- 
mente la  sentencia  en  el  supuesto  de  la  existencia  de  un  de- 
lito, suspenderán  el  fallo  del  pleito  hasta  la  terminación  del 
procedimiento  criminal,  si  oído  el  Ministerio  fiscal,  estima- 
ren procedente  la  formación  de  causa. 

El  auto  de  suspensión  será  apelable  en  ambos  efectos. 
(Ley  ant.,  art.  291.) 

La  disposición  de  este  artículo  es  justa  y  su  claridad  excusa 
todo  comentario;  de  modo  que  nos  limitaremos  á  decir  que  me- 
jora en  gran  manera  el  artículo  concordante  de  la  ley  anterior, 
pues  á  una  regla  particular  ó  aplicable  á  ciertos  casos  ha  susti- 
tuido una  regla  general. 

Jurisprudencia.  —  La  suspensión  no  tiene  lugar  cuando  no 
llega  á  proponerse  acusación  criminal,  sino  que  es  redargüido 
civilmente  de  falso  el  documento  ó  no  es  de  influencia  para  el 
litigio,  pues  en  estos  casos  debe  fallarse  el  pleito  sin  averiguar- 
se de  oficio  la  falsedad.  (6  Mayo  1862,  3  Mayo  1866  y  25  Mayo 
de  1868.) 

Para  tenerse  por  falso  un  documento  es  preciso  que  en  la 
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puede  resultar  porque  tal  precepto  se  consigne;  y  estimando, 
por  el  contrario,  que  en  muchas  ocasiones  reportará  beneficios, 
aplaudimos  al  legislador. 

También  se  ha  hecho  una  innovación  oportuna  señalando  el 
término  en  que  ha  de  resolverse  sobre  el  escrito  en  que  se  soli- 
cite la  aclaración. 

Jurisprudencia.  — Si  bien  los  Jueces  y  Tribunales  no  pue- 
den variar  ni  modificar  la  sentencia  una  vez  pronunciada,  tie- 
nen facultad  para  aclarar  algún  concepto  oscuro  ó  suplir  cual- 
quiera omisión  que  hubiere  sobre  punto  discutido  en  el  litigio. 
(21  Junio  1866.) 

Aktícülo  364. 

En  los  Juzgados,  las  sentencias  se  redactarán  por  el  Juez 
que  las  dicte,  el  cual,  después  de  extendidas  en  los  autos, 
las  firmará  y  leerá  en  audiencia  pública,  autorizando  la  pu- 
blicación el  Escribano  ó  Secretario.  (Ley  ant.,  artículos  35 
y  58.— Ley  org.  del  P.  J.,  art.  672.) 

El  precepto  principal,  y  primero  de  este  artículo,  es  tan  de 
sentido  común,  que  no  parece  fuera  de  necesidad  estamparle  en 
la  ley,  porque  supuesto  que  en  los  Juzgados  nadie  debe  juzgar 
ni  fallar  sino  el  Juez,  a  quien  precisamente  por  eso  se  le  exigen 
determinadas  condiciones  y  se  le  sujeta  á  la  debida  responsabi- 
lidad, es  consecuencia  lógica  de  aquella  obligación  la  de  redac- 
tar las  sentencias.  Pero  nos  tememos  que  ahora,  como  antes, 
sea  ineficaz  la  prescripción  legal,  por  cuanto  viene  siendo  prác- 
tica no  interrumpida,  sobre  todo  en  los  Juzgados  donde  hay 
abundancia  de  asuntos,  que  los  Escribanos  redacten  muchas 
sentencias;  y  ante  tal  peligro,  no  podemos  menos  de  encarecer 
su  cumplimiento  á  los  Jueces,  pues  sin  género  alguno  de  duda 
puede  afirmarse  que  muchas  apelaciones  se  evitarían  si  ellos 
personalmente  redactaran  todas  las  sentencias.  Es  preciso  que 
los  Jueces  se  penetren  bien  de  su  delicada  misión,  de  la  im- 
portancia de  los  intereses  sometidos  á  sus  decisiones,  de  ios 
males  sin  cuento  que  puede  acarrear  y  de  hecho  acarrea  una 
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sentencia  injusta  ó  infundada,  y  hasta  de  que  ellos  son  perso- 
nal é  individualmente  responsables  de  sus  fallos;  porque  si 
todo  esto  olvidan;  si,  por  no  interrumpir  una  práctica  viciosa, 
abusiva  y  rutinaria,  dejan  de  redactar  la  multitud  de  senten- 
cias que,  como  hemos  dicho,  suelen  extender  los  Escribanos, 
serán  inútiles  los  esfuerzos  del  legislador  para  procurar  que  la 
administración  de  justicia  sea  una  verdad,  y  siempre  habrá  lu- 
gar á  las  tan  tristes  cuan  motivadas  lamentaciones  que  fre- 
cuentemente se  escuchan  con  respecto  de  los  fallos  de  nuestros 
Tribunales. 

Artículo  365. 

En  el  Tribunal  Supremo  y  en  las  Audiencias,  redactada 
la  sentencia  por  el  Ponente,  conforme  á  lo  dispuesto  en  el  nú- 
mero 6.°  del  art.  336,  y  aprobada  por  la  Sala,  se  extenderá 
en  papel  del  sello  de  oficio,  y  firmada  por  todos  los  Magis- 
trados que  la  hubieren  dictado,  será  leída  en  audiencia  pú- 
blica por  el  Ponente,  y  en  su  defecto  por  el  que  presida  la 
Sala,  autorizando  la  publicación  el  Secretario  ó  Escribano 
de  Cámara  á  quien  corresponda. 

Este  pondrá  en  los  autos  certificación  literal  de  la  sen- 
tencia y  su  publicación,  con  el  V.°  B.°  del  Presidente  de  la 
Sala,  el  cual  recogerá  y  custodiará  la  original  para  formar 
el  registro  de  sentencias  del  modo  prevenido  en  los  regla- 
mentos ó  disposiciones  especiales.  (Ley  org.  del  P.  J.,  ar- 
tículos 691, 692  y  693.— Reales  decretos  de  6  de  Marzo  de  1857 
y  11  de  Enero  de  1861. ) 


Artículo  366. 

Cuando,  después  de  fallado  un  pleito  por  un  Tribunal, 
se  imposibilitare  algún  Magistrado  de  los  que  votaron,  y  no 
pudiere  firmar,  el  que  hubiere  presidido  la  Sala  lo  hará  por 
él,  expresando  el  nombre  del  Magistrado  por  quien  firma,  y 
poniendo  después  las  palabras:  Votó  en  Sala  y  no  pudo  jtr- 
mar.    Ley  org.  del  P.  J.,  art.  685.) 
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Artículo  367. 


Todo  el  que  tome  parte  en  la  votación  de  una  sentencia, 
firmará  lo  acordado,  aunque  hubiese  disentido  de  la  mayo- 
ría; pero  podrá  en  este  caso  salvar  su  voto,  extendiéndolo, 
fundándolo  é  insertándolo  con  su  firma  al  pie,  dentro  de  las 
veinticuatro  horas  siguientes,  en  el  libro  de  votos  reserva- 
dos. (Ley  ant.y  artículos  59  y  60.  —  Ley  org.  del  P.  /.,  ar- 
tículos 689  y  690.) 

Artículo  368. 

En  las  certificaciones  de  las  sentencias  no  se  insertarán 
los  votos  particulares  reservados,  pero  se  remitirán  al  Tri- 
bunal Supremo  en  los  casos  prevenidos,  y  siempre  que  ha- 
yan de  elevarse  al  mismo  los  autos;  y  se  harán  públicos 
cuando  se  interponga  y  admita  recurso  de  casación.  (Ley  or- 
gánica del  P.  J.,  art.  690.) 

Ligeras  modificaciones  y  no  sustanciales  se  introducen  des- 
de el  art.  365  al  presente,  con  respecto  á  sus  concordantes  de 
la  ley  de  1855  y  de  la  de  organización  judicial.  Su  doctrina  es 
corriente,  y  no  creemos  pueda  dar  lugar  á  duda  alguna. 

Jurisprudencia.  —  No  puede  menos  de  contarse  al  Presi- 
dente entre  los  Jueces  concurrentes  al  fallo  cuando,  después  de 
haber  concurrido  á  la  votación,  se  imposibilitase  de  firmar  la 
sentencia,  siempre  que  el  hecho  se  hiciera  constar  por  el  Ma- 
gistrado más  antiguo.  (4  Mayo  1903.) 

SECCIÓN  SEGUNDA 

DE  LA    FORMA   EN   QUE    HAN    DE    DICTARSE    LA8   RESOLUCIONES 

JUDICIALES 

Hemos  aguardado  á  este  momento,  considerándole  el  más 
oportuno,  para  decir  con  entera  franqueza  que  no  comprende- 
mos nada  de  lo  que  se  ha  hecho  en  el  presente  título  en  cuanto 


Digitized  by 


Google 


474  LEY    DE    ENJUICIAMIENTO   C1VII 

á  método  y  orden  se  refiere;  porque  ni  la  división  en  laB  dos 
secciones  de  que  consta,  ni  el  tratar  primero  pura  y  exclusiva- 
mente de  las  sentencias  definitivas,  para  después  volver  á  ha- 
blar sobre  ellas  y  demás  sentencias  que  hemos  definido  al  co- 
mentar el  epígrafe  de  la  anterior  sección,  ni  la  inclusión  en 
ésta  de  ciertos  artículos,  cuyo  lugar  propio  estaba  en  la  que 
ahora  nos  toca  examinar,  ni  el  mismo  orden  del  articulado  tie- 
nen justificación  posible.  En  nuestro  sentir,  la  materia  se  presta 
á  que  de  ella  se  haga  una  buena  exposición,  y  no  se  concibe 
cómo  el  legislador,  á  cuyos  ojos  ha  debido  resaltar  el  mal  siste- 
ma seguido  en  la  ley  anterior  y  en  la  de  organización  del  Poder 
judicial,  no  ha  conseguido  hacerla. 

Examinando  los  preceptos  contenidos  en  todo  el  título,  se 
advierte,  entre  otras  cosas,  que  en  el  art.  369  se  definen  las  di- 
ferentes resoluciones  judiciales;  que  en  los  artículos  370,  371, 
372  y  374,  se  indica  la  forma  en  que  han  de  extenderse;  que  en 
el  351)  se  especifican  otros  requisitos  que  deben  llenarse  en  las 
sentencias  definitivas  y  en  las  interlocutorias  con  fuerza  de 
tales;  que  en  el  360  se  determina  lo  que  debe  hacerse  en  el  caso 
especial  y  concreto  de  que  hubiere  condena  de  frutos,  intereses, 
daños  ó  perjuicios,  lo  cual  sólo  se  refiere  á  las  sentencias  defi- 
nitivas; que  desde  el  artículo  361  ai  368  se  consignan  diversos 
preceptos  relativos  á  quien  debe  redactarlas,  á  la  prohibición 
de  aplazar  ó  negar  la  resolución  de  las  cuestiones  tratadas  en 
el  pleito,  á  que  se  pueden  aclarar  los  conceptos  oscuros  dentro 
del  término  que  se  señala,  etc.,  etc.;  que  en  el  375  se  establece 
un  precepto  general  aplicable  á  todas  las  resoluciones  judicia- 
les, y  que  lo  dispuesto  en  el  art.  373,  si  bien  tiene  relación  con 
el  art.  372,  es  un  precepto  independiente,  que  lo  mismo  puede 
exponerse  á  renglón  seguido  que  en  distinto  sitio.  Pues  bien:  la 
numeración  de  los  artículos  citados  hace  ver  que  existe  una 
mezcla  y  confusión  inconcebibles  de  preceptos,  y  que  para  veri- 
ficar esa  numeración  no  se  ha  tenido  en  cuenta  ni  la  índole  ni 
el  carácter  propio  de  cada  una  de  las  reglas,  sino  que  se  ha  di- 
vidido el  título  caprichosamente  en  dos  secciones,  tratando  en 
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la  primera  de  las  sentencias  definitivas,  (jue  se  definen  en  la 
segunda,  y  se  han  ido  colocando  los  artículos  en  el  lugar  que 
mejor  ha  parecido  á  primera  vista,  sin  someterse  á  método  al- 
guno. 

Entendemos  que  el  asunto  habría  quedado  mejor  expuesto 
con  que  se  hubiera  cuidado:  primero,  de  definir  las  diversas 
resoluciones  judiciales,  después  de  establecer  los  preceptos  ge- 
nerales ó  aplicables  á  todas;  y,  por  último,  de  consignar  concre- 
tamente lo  relativo  á  cada  una  de  ellas.  A  lo  menos,  este  es  el 
método  que  tanto  para  casos  análogos,  como  para  el  presente, 
aconsejan  casi  todos  los  expositores  del  derecho  procesal. 


Artículo  369. 

Las  resoluciones  de  los  Tribunales  y  Juzgados,  en  los  ne- 
gocios de  carácter  judicial ,  se  denominarán : 

Providencias,  cuando  sean  de  tramitación. 

Autos,  cuando  decidan  incidentes  ó  puntos  que  determi- 
nen la  personalidad  combatida  de  alguna  de  las  partes,  la 
competencia  del  Juzgado  ó  Tribunal,  la  procedencia  <>  im- 
procedencia déla  recusación,  la  repulsión  de  una  demanda, 
la  admisión  ó  inadmisión  de  las  excepciones,  la  inadmisión 
déla  reconvención,  la  denegación  del  recibimiento  aprueba 
ó  de  cualquiera  diligencia  de  ella,  las  que  puedan  producir  á 
las  partes  un  perjuicio  irreparable,  y  las  demás  que  decidan 
cualquier  otro  incidente,  cuando  no  esté  prevenido  que  se 
«licten  en  forma  de  sentencia. 

Sentencias,  las  que  decidan  definitivamente  las  cuestio- 
nes del  pleito  en  una  instancia,  ó  en  un  recurso  extraordina- 
rio; las  que,  recayendo  sobre  un  incidente,  pongan  término 
alo  principal,  objeto  del  pleito,  haciendo  imposible  su  con- 
tinuación, y  las  que  declaren  haber  ó  no  lugar  á  oir  á  un 
litigante  condenado  en  rebeldía. 

Sentencias  firmes,  cuando  no  quepa  contra  ellas  recurso 
alguno  ordinario  ni  extraordinario,  ya  por  su  naturaleza, 
va  por  haber  sido  consentidas  por  las  partes. 

Ejecutoria,  el  documento  público  y  solemne  en  que  se 
consigne  una  sentencia  firme.  (Ley  org.  del  P.  J.,  art.  668.) 
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Véase  nuestra  nota  al  epígrafe  de  la  primera  sección  de  este 
título. 

Abtículo  370. 

La  fórmula  de  las  providencias  se  limitará  á  la  determi- 
nación del  Juez  ó  Tribunal,  sin  más  fundamentos  ni  adicio- 
nes que  la  fecha  en  que  se  acuerde  y  el  Juez  ó  Sala  que  la 
dicte.  (Ley  org.  del  P.  /.,  art.  669.) 

Tanto,  porque  tratándose  de  resoluciones  de  mera  tramita- 
ción no  deben  exigirse  otros  requisitos,  cuanto  porque  con  el 
precepto  de  este  artículo  se  respeta  lo  que  desde  antiguo  se  vie- 
ne practicando,  creemos  excusado  todo  comentario. 

Artículo  371. 

La  fórmula  de  los  autos  será  fundándolos  en  resultandos 
y  considerandos ,  concretos  y  limitados  unos  y  otros  á  la 
cuestión  que  se  decida,  expresando  el  Juez  ó  Tribunal  y  el 
lugar  y  fecha  en  que  se  dicten.  (Ley  org.  del  P.  J.,  art.  669, 
párrafo.  2.°) 

Jurisprudencia.  —  La  forma  de  providencia  ó  auto  dada  á 
determinada  resolución  no  es  de  las  causas  de  casación  á  que 
se  refiere  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil.  (22  Abril  1896.) 

Artículo  372. 

Las  sentencias  definitivas  se  formularán  expresando : 
1.°     El  lugar,  fecha  y  Juez  ó  Tribunal  que  las  pronun- 
cie, los  nombres,  domicilio  y  profesión  de  las  partes  conten- 
dientes, y  el  carácter  con  que  litiguen;  los  nombres  de  sus 
Abogados  y  Procuradores  y  el  objeto  del  pleito. 

Se  expresará  también  en  su  caso  y  antes  de  los  conside- 
randos, el  nombre  del  Magistrado  Ponente. 

2.°  En  párrafos  separados,  que  principiarán  con  la  pa- 
labra resultando,  se  consignarán  con  claridad,  y  con  la  con- 
cisión posible,  las  pretensiones  de  las  partes  y  los  hechos  en 
que  las  funden,  que  hubiesen  sido  alegados  oportunamente 
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y  qjae  estén  enlazados  con  las  cuestiones  que  hayan  de  re- 
solverse. 

En  el  último  resultando  se  consignará  si  se  han  observa- 
do las  prescripciones  legales  en  la  sustanciación  del  juicio, 
expresándose,  en  su  caso,  los  defectos  ú  omisiones  que  se 
hubiesen  cometido. 

3.°  También  en  párrafos  separados,  que  principiarán 
con  la  palabra  considerando,  se  apreciarán  los  punios  de  de- 
recho fijados  por  las  partes,  dando  las  razones  y  fundamen- 
tos legales  que  se  estimen  procedentes  para  el  fallo  que  haya 
de  dictarse,  y  citando  las  leyes  ó  doctrinas  que  se  consideren 
aplicables  al  caso. 

Si  en  la  sustanciación  del  juicio  se  hubieren  cometido 
defectos  ú  omisiones  que  merezcan  corrección,  se  apreciarán 
en  el  último  considerando,  exponiendo,  en  su  caso,  la  doc- 
trina que  conduzca  á  lá  recta  inteligencia  y  aplicación  de 
esta  ley. 

4.°  Se  pronunciará,  por  último,  el  fallo  en  los  términos 
prevenidos  en  los  artículos  359  y  360,  haciendo  también,  en 
su  caso,  las  prevenciones  necesarias  para  corregir  las  faltas 
que  se  hubieren  cometido  en  el  procedimiento. 

Si  éstas  merecieren  corrección  disciplinaria,  podrá  impo- 
nerse en  acuerdo  reservado  cuando  así  se  estime  convenien- 
te. (Ley  ant.,  art.  333.  —Ley  org.  del  P.  J.y  art.  699,  pá- 
rrafo 3.°) 

La  prescripción  común  á  este  artículo  y  al  anterior,  de  que 
los  autos  y  las  sentencias  deberán  ser  fundados,  es  la  más  im- 
portante de  las  que  contienen;  porque,  además  de  haber  habido 
en  nuestra  patria  disposiciones  contradictorias  sobre  la  mate- 
ria, se  trata  de  una  cuestión  opinable,  en  la  cual,  si  bien  parece 
que  el  dictamen  favorable  á  que  las  resoluciones  mencionadas 
se  funden  es  el  más  generalmente  aceptado,  hay  todavía  mucho» 
partidarios  de  lo  opuesto. 

La  disposición  legal  patria  en  que  se  prohibe  que  las  sen- 
tencias sean  fundadas  es  una  Real  cédula  dictada  por  Carlos  III 
en  13  de  Junio  de  1778,  que  forma  la  ley  8.a  del  título  XVI  del 
libro  XI  de  la  Novísima  Recopilación,  y  en  la  cual  se  encuen- 
tran expuestos  casi  todos  los  argumentos  de  los  que  en  el  mis- 
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mo  sentido  opinan.  Dice  así:  «Para  evitar  los  perjuicios  que 
resultan  con  la  práctica  que  observa  la  Audiencia  de  Mallorca, 
de  motivar  sus  sentencias,  dando  lugar  á  cavilaciones  de  los 
litigantes,  consumiendo  mucho  tiempo  en  la  extensión  de  las 
sentencias,  que  vienen  á  ser  un  resumen  del  proceso,  y  las  cos- 
tas que  á  las  partes  se  siguen,  mando  cese  en  dicha  práctica  de 
motivar  sus  sentencias,  ateniéndose  á  las  palabras  decisorias, 
como  se  observa  en  el  mi  Consejo,  y  en  la  mayor  parte  de  los 
Tribunales  del  Reino;  y  que,  á  exemplo  de  lo  que  va  prevenido 
á  la  Audiencia  de  Mallorca,  los  Tribunales  ordinarios,  inclusos 
los  privilegiados,  excusen  motivar  las  sentencias  como  hasta 
aquí,  con  los  vistos  y  (tientos  en  que  se  refería  el  hecho  de  los 
autos,  y  los  fundamentos  alegados  por  las  partes;  derogando, 
como  en  esta  parte  derogo,  el  auto  acordado  22,  título  II,  li- 
bro III,  duda  1.a,  Rec,  ú  otra  cualquiera  resolución  ó  estilo  en 
contrario.» 

Mas,  andando  el  tiempo,  la  anterior  ley  de  Enjuiciamiento 
civil  volvió  á  restablecer,  haciéndola  obligatoria  para  todos  los 
Tribunales,  aquella  práctica  antigua  derogada  por  la  Real  cé- 
dula, y  tanto  la  ley  sobre  organización  del  Poder  judicial  como 
la  presente  han  admitido  el  mismo  principio,  siguiendo,  á  no 
dudarlo,  la  opinión  más  general  y  autorizada.  Ninguna,  abso- 
lutamente ninguna  de  las  razones  alegadas  por  los  que  creen  y 
sostienen  que  las  sentencias  no  debieran  fundarse,  puede  resis- 
tir á  un  imparcial  y  maduro  examen  del  asunto,  y  ante  los  ar- 
gumentos con  que  se  defiende  la  opinión  contraria,  es  imposible 
que  la  suya  prevalezca.  Pues  qué,  ¿hay  alguna  razón  para  que 
los  litigantes  se  entreguen  á  cavilar,  porque  en  las  decisiones 
judiciales  se  exprese  el  motivo  ó  f andamento  del  fallo?  ¿No  es 
éste  el  mejor  procedimiento  para  que  se  conozca  la  justicia  ó  la 
injusticia  con  que  han  sido  dictadas?  ¿No  es  la  obligación  de 
fundar  las  sentencias  un  estímulo  fuerte  para  que  el  Juez  ó  Tri- 
bunal estudien  detenidamente  el  proceso?  ¿No  es,  en  fin,  el  úni- 
co modo  de  cerrar  las  puertas  á  la  arbitrariedad? 

No  se  nos  alcanza  qué  pueda  contestarse  á  estas  preguntas, 
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de  modo  que  quede  victoriosa  la  opinión  contraria  á  que  se  fun- 
den las  sentencias. 

Los  demás  preceptos  de  los  dos  artículos  que  examinamos 
son  bastante  claros  y  excusan  todo  comentario;  pero  nosotros 
no  concluiremos  sin  advertir  que  en  los  párrafos  2.°,  3.°  y  4.° 
del  372  se  introducen  tres  innovaciones  que  pueden  conside- 
rarse una  sola  y  que  son  dignas  de  aplauso,  por  cuanto  es  indu- 
dable que  tienden  y  contribuirán  á  que  en  la  sustanci ación  de 
los  pleitos  no  se  incurra  en  defectos  ú  omisiones  perjudiciales. 

Jurisprudencia. — Para  dar  cumplimiento  á  lo  que  se  orde- 
na en  el  núm.  2.°  del  art.  372  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil, 
debe  consignarse  en  el  último  resultando  de  las  sentencias  defi- 
nitivas de  las  Audiencias  si  se  han  observado  las  prescripcio- 
nes legales  en  la  sustanciación  del  juicio  en  ambas  instancias, 
sin  limitarse  á  la  del  recurso  de  apelación,  á  cuyo  fin  el  Relator 
y  el  Ponente  deben  cumplir  la  obligación  que  respectivamente 
les  imponen  los  artículos  319  y  337  de  la  misma  ley.  (29  Di- 
ciembre 1886.) 

Artículo  373. 

El  Tribunal  Supremo  y  las  Audiencias  velarán  por  el 
puntual  cumplimiento  de  lo  que  se  ordena  en  el  artículo 
anterior,  haciendo  para  ello  las  advertencias  oportunas  á 
los  Tribunales  y  Jueces  que  les  estén  subordinados,  cuando 
no  se  hubieren  ajustado  en  sus  sentencias  á  lo  que  en  él  se 
previene,  y  les  impondrán  las  demás  correcciones  discipli- 
narias á  que  dieren  lugar. 

Lo  dispuesto  en  este  artículo  es  procedente,  hasta  el  punto 
de  que,  aun  cuando  no  se  hubiera  expresado  en  la  actual  ley, 
estaría  fuera  de  duda  que  las  Audiencias  y  Tribunal  Supremo 
tienen  la  obligación  que  aquí  se  les  impone.  A  ello  conduce  la 
existencia  de  Tribunales  superiores  é  inferiores. 

Artículo  374. 
Las  ejecutorias  se  encabezarán  en  nombre  del  Rey. 
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las  sentencias  firmes,  y  las  ante- 
íerirse  las  firmes  á  ellas,  sean  su 

stancia  de  parte  para  la  guarda 
rán  además  los  documentos,  es- 
la  misma  designe,  v  á  su  costa. 
70.) 

la  Constitución  del  Estado,  se  admi- 
dei  Key,  parece  lógico  que  las  eje- 
én  en  su  nombre. 

•ero  de  1872,  referente  á  los  exhor- 
n  éstos  la  fórmula:  En  nombre  de 
>,  según  manifiestan  los  Sres.  Atard 
s  ejecutorias  son  más  importantes, 
ellas  se  aplique  el  encabezamiento 


ículo  375. 

lutos  y  las  sentencias  serán  pro- 
den  tro  del  término  que  para  cada 

e  no  lo  hiciere,  será  corregido  dis- 
iar  justas  causas,  que  hará  cons- 
. ,  art.  332.  —  Ley  org.  del  Poder 


a  sospechar  que  es  malicioso  el  re- 
r  el  correspondiente  sumario,  y,  si 
s  ó  á  los  Magistrados  culpables  la 
368  del  Código  penal.  Además  debe 
tto  en  el  Real  decreto  de  15  de  No- 
hemos  hablado  otras  veces  y  que  á 


5  de  Noviembre  de  1875. 

in  motivo  ni  pretexto  se  prorroga- 
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rán  los  términos  judiciales  señalados  en  las  leyes  de  Enjuicia- 
miento más  de  lo  que  las  mismas  leyes  autoricen. 

Art.  2.°  Los  Jueces  y  Magistrados  serán  responsables  siem- 
pre que  dicten  providencias,  autos  ó  sentencias  fuera  de  los  tér- 
minos fijados  por  las  leyes.  No  les  eximirá  de  responsabilidad 
que  se  consigne  por  diligencia,  como  frecuentemente  se  ha  he- 
cho, que  el  retraso  ha  consistido  en  haber  estado  ocupados  en 
la  tramitación  de  causas  de  oficio  ó  en  otro  asunto  del  Ministe- 
rio fiscal. 

Art.  3.°  Únicamente  en  el  caso  de  que  el  Juez  haya  tenido 
que  ausentarse  del  lugar  de  su  residencia  ordinaria  para  ins- 
truir causa  criminal  ó  para  otro  acto  grave  y  urgente  del  servi- 
cio, se  descontarán  los  días  de  ausencia  de  los  señalados  en  la 
ley  para  dictar  las  decisiones. 

Art.  4.°  Las  Salas  de  justicia  corregirán  en  la  forma  que  la 
gravedad  del  caso  exija  las  infracciones  de  ley  á  que  se  refie- 
re el  presente  decreto;  6i  no  lo  hicieren,  incurrirán  en  responsa- 
bilidad. 

Art.  5.°  Siempre  que  las  Salas  de  justicia  notaren  falta  del 
cumplimiento  de  la  ley  en  lo  relativo  á  términos  judiciales,  da- 
rán cuenta  al  Ministerio  de  Gracia  y  Justicia  para  que  se  ano» 
ten  en  los  expedientes  personales  de  los  funcionarios  que  las 
hayan  cometido. 

Art.  6.°  Tres  anotaciones  de  faltas  de  la  clase  expresada  en 
el  artículo  anterior  se  estimarán  como  prueba  suficiente  de 
negligencia  habitual  en  el  desempeño  de  las  funciones  judicia- 
les. Igual  calificación  se  hará  de  los  Magistrados  que  por  tres 
veces  incurran  en  la  responsabilidad  establecida  en  el  artícu- 
lo 4o 

Art.  7.°  Los  que  se  consideren  perjudicados  por  dilaciones 
injustificadas  de  los  términos  judiciales  podrán  deducir  queja 
ante  el  Ministerio  de  Gracia  y  Justicia;  si  la  estima  fundada, 
la  remitirá  al  Fiscal  á  quien  corresponda  para  que  entable  de 
oficio  el  recurso  de  responsabilidad  por  infracción  manifiesta  de 
la  ley. 

31 
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Art.  8.°    El  Ministerio  de  Gracia  y  Justicia  queda  encarga- 
do de  la  ejecución  del  presente  decreto.» 


TÍTULO  IX 

De  los  recursos  contra  las  resoluciones  judiciales 
y  sus  efectos. 

Este  título,  en  sus  cuatro  secciones,  trata  la  importantísima 
materia  de  los  recursos  que  pueden  utilizar  los  litigantes  con- 
tra las  resoluciones  de  los  Tribunales;  y  como  esos  recursos 
son  distintos ,  si  bien  tienden  al  mismo  fin,  que  es  el  de  obtener 
la  reposición,  anulación  ó  revocación  de  aquélla,  ya  por  el  mis- 
mo Tribunal  que  las  dictó,  ya  por  uno  superior,  la  ley,  aun 
cuando  agrupa  en  el  mismo  título  los  diferentes  recursos  que  se 
pueden  utilizar  contra  las  resoluciones  judiciales  (excepción  del 
de  casación),  trata  en  cada  una  de  las  cuatro  secciones  de  este 
título,  con  separación,  de  los  que  pueden  acordar  cada  uno  de 
los  diferentes  Tribunales. 

Recurso,  en  su  acepción  jurídiea  y  sentido  lato,  significa  la 
•acción  ó  facultad  concedida  por  la  ley  al  que  se  cree  perjudica- 
do por  una  resolución  judicial  para  pedir  la  reposición  ó  anula- 
ción de  la  misma. 

Bajo  la  palabra  resoluciones  judiciales  se  encuentran  todas 
aquellas  que  pueden  acordar  los  Jueces  y  Tribunales  en  la  pro- 
secución de  una  contienda  judicial. 

Ya  hemos  dicho  en  la  introducción  del  título  anterior  la  cla- 
sificación que  hacían  las  leyes  de  Partida  de  las  resoluciones 
judiciales. 

Las  leyes  de  Ordenamiento  de  Alcalá  (1.a,  título  XVI,  y  23, 
título  XX,  libro  XI,  de  la  Novísima  Recopilación)  admiten  la 
misma  clasificación,  pero  distinguen  las  sentencias  definitivas 
de  las  interlocutorias,  y  de  estas  últimas  reconocen  dos  clases: 
las  que  se  dan  sobre  algún  artículo  que  haga  perjuicio  en  el 
pleito  principal,  y  las  que  no  producen  este  perjuicio.  El  regla- 
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mentó  provisional  para  la  administración  de  justicia  de  26  de 
Septiembre  de  1835  admitía,  en  su  art.  48  y  su  regla  6.a,  al  ha- 
blar de  los  términos,  distinción  de  sentencias  interlocutorias  y 
definitivas.  Y,  por  último,  el  Real  decreto  de  8  de  Octubre  del 
dicho  año,  al  hablar  de  las  alzadas  en  los  pleitos  de  menor 
cuantía,  admite  la  clasificación  de  autos  interlocutorios  y  defi- 
nitivos. 

Esta  era  hv  defectuosa  y  oscura  clasificación  de  las  resolu- 
ciones judiciales  que  se  comprendían,  excepción  hecha  del  últi- 
mo citado  decreto,  bajo  el  nombre  de  sentencias,  al  publicarse 
la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  de  1855,  que  por  su  parte  no 
aclaró  tan  confusa  materia,  aceptando  como  sinónimas  las  pa- 
labras auto,  providencia  y  sentencia,  sin  clasificarlas,  sin  defi- 
nirlas, no  obstante  su  distinta  naturaleza. 

La  ley  orgánica  del  Poder  judicial  uniformó  la  nomenclatu- 
ra de  las  resoluciones  de  carácter  judicial  denominándolas  pro- 
videncias, autos  y  sentencias^  subdividiendo  éstas  en  definiti- 
vas, firmes  y  ejecutorias;  y  de  esta  ley  se  ha  tomado  el  art.  369 
de  la  que  comentamos. 

SECCIÓN    PRIMERA 

recurbos  contra.  las  resoluciones  de  los  jueces 
de  primera  instancia 

Artículo  376. 

Contra  las  providencias  de  mera  tramitación  que  dicten 
los  Jueces  de  primera  instancia,  no  se  dará  otro  recurso  que 
el  de  reposición,  sin  perjuicio  del  cual  se  llevará  á  efecto  la 
providencia.  ' 

Para  que  sea  admisible  este  recurso,  deberá  interponer- 
se dentro  de  tercero  día  y  citarse  la  disposición  de  esta  ley 
que  haya  sido  infringida. 

Si  no  se  lleuaran  estos  dos  requisitos,  el  Juez  declarará 
de  plano,  y  sin  ulterior  recurso,  no  haber  lugar  á  proveer. 
(Ley  ant.,  art.  65.  J 
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Contra  las  providencias  de  mera  tramitación — dice  este  ar- 
tículo— que  dicten  los  Jueces  de  primera  instancia,  no  se  daráf 
etcétera. 

Según  la  ley  orgánica  del  Poder  judicial,  la  resolución  de 
mera  tramitación  de  un  Juzgado  ó  Tribunal  se  denominaba 
providencia.  Pero  este  artículo  babla  de  providencias  de  mera 
tramitación,  que  no  non  las  providencias  de  tramitación  que 
dice  el  art.  369,  únicas  resoluciones  judiciales  que,  según  él, 
se  llaman  providencias. 

Contra  esas  providencias  que  la  ley  llama  de  mera  tramita- 
ción, y  que  la  orgánica  llamaba  simplemente  providencias,  no 
se  dará  otro  recurso  que  el  de  reposición,  sin  perjuicio  del  cual 
se  llevará  á  efecto  la  providencia. 

El  último  miembro  del  primer  párrafo  de  este  artículo  es  de 
gran  importancia.  A  pesar  de  decir  el  artículo  que  se  da  el  re- 
curso de  reposición,  añade  que,  sin  perjuicio,  se  lleve  á  efecto 
la  providencia.  Es  decir,  que  se  admite  el  recurso  en  un  solo 
efecto,  por  más  que  la  ley  no  lo  diga  con  estas  palabras.  Si  el 
recurso  no  suspende  la  práctica  de  lo  mandado,  claro  es  que  no 
se  admite  más  que  en  un  solo  efecto. 

Pero  esto  de  admitir  las  reclamaciones  en  un  solo  efecto  ó 
libremente  y  en  ambos  efectos,  se  entendía,  hasta  ahora,  según 
la  antigua  ley,  de  las  apelaciones,  no  de  las  reposiciones.  Estas 
se  admitían  siempre,  aunque  sin  decirlo,  en  ambos  efectos.  Así 
que  el  art.  65  de  la  anterior  ley,  del  que  en  parte  está  tomado 
el  primer  párrafo  del  que  comentamos,  decía  sencillamente  que 
de  las  providencias  interlocutorias  pronunciadas  por  los  Jue- 
c«s  de  primera  instancia  podía  pedirse  reposición  dentro  de  tres 
días  improrrogables;  y  si  no  se  estimare,  podría  apelarse:  y  en 
el  69,  que  hablaba  de  las  apelaciones,  decía  que  se  podían  ad- 
mitir libremente  y  en  ambos  efectos. 

Pero  la  ley  Novísima  no  da  lugar  á  dudas.  Según  ella,  los 
recursos  de  reposiciones  de  las  providencias  de  mera  tramita- 
ción no  suspenden  nunca  la  práctica  de  la  resolución  acordada. 

Para  que  sea  admisible  el  recurso  deberá  interponerse  den- 
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tro  de  tercero  día  y  citarse  la  disposición  de  esta  ley  que  haya 
sido  infringida. 

No  dice  el  artículo  que  el  plazo  es  improrrogable,  ni  tenía 
necesidad  de  decirlo,  porque  como  en  el  art.  310  ha  dicho  que 
lo  es  el  que  se  concede  para  interponer  los  recursos  de  reposi- 
ción, dicho  se  está  que  el  á  que  nos  referimos  es  improrrogable. 

La  prescripción  de  que  se  cite  la  disposición  de  esta  ley  que 
se  suponga  infringida,  por  más  que  no  hubiera  sido  necesario 
decirlo,  puesto  que  al  pedir  reposición  ha  de  haber  fundamento 
para  ello  y  se  ha  de  citar  la  disposición  que  se  crea  infringida, 
sin  embargo,  es  un  requisito  de  la  ley,  quizás  más  bien  de  for- 
ma, aunque  un  poco  restrictivo,  porque  su  infracción  se  ha  de 
referir  á  disposiciones  de  esta  ley  y  no  á  otras.  Si  no  se  llenan 
estos  requisitos,  el  Juez  declarará  de  plano,  y  sin  ulterior  re- 
curso, no  haber  lugar  á  proveer.  Y  si  se  declara  haber  lugar  al 
recurso  y  se  repone  la  providencia  y  se  anula  y  está  ésta  ya 
cumplimentada,  ¿qué  se  hace?  ¿Dejar  sin  efecto  todo  lo  hecho 
por  virtud  de  esa  providencia?  Esto  es  lo  lógico  y  lo  justo.  Y  en 
su  caso,  ¿quién  pagará  las  costas  y  gastos  causados  por  virtud 
de  la  providencia  no  suspendida  y  después  dejada  sin  efecto? 
¿La  parte  que  ha  pedido  la  reposición  de  esa  providencia  por 
creerla  injusta  y  á  quien  después  se  le  ha  dicho  que  en  efecto 
lo  era?  Esto  no  es  ni  racional  ni  justo. 

Nada  dice  la  ley,  sin  embargo;  y  puesto  que  equipara  los 
recursos  de  reposición  en  este  caso  á  los  de  apelación,  á  los 
principios  que  rigen  éstos  habrá  que  estar  en  todas  las  dudas 
que  sobre  reposiciones  se  ocurran,  que  tememos  no  van  á  ser 
pocas. 

Jurisprudencia.  —  Una  protesta  consignada  en  autos  es  in- 
eficaz cuando  el  que  la  hace  deja  pasar  sin  utilizarlos  los  tér- 
minos legales  para  pedir  la  reforma  de  la  providencia  protesta- 
da, la  cual  queda  consentida  y  ejecutoriada,  no  obstante  la  pro- 
testa, si  dentro  del  término  legal  no  se  pedido  su  reposición  ni 
se  ha  interpuesto  apelación.  (10  Abi*ü  1858.) 

El  auto  del  Juez  que  admitió  indebidamente  la  demanda,  no 
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puede  reputarse  como  providencia  de  mera  tramitación  para  e! 
objeto  del  art.  376  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil.  (2  Mar- 
zo 1887.) 

Artículo  377. 

De  las  demás  providencias  y  autos  que  dicten  los  Jueces 
de  primera  instancia,  con  exclusión  de  los  expresados  en  el 
artículo  332,  podrá  también  pedirse  reposición  dentro  de 
cinco  días. 

Hemos  dicho  al  comentar  el  articulo  anterior  que,  según  la 
ley  orgánica  del  Poder  judicial,  sólo  las  resoluciones  de  mera 
tramitación  eran  providencias.  Pero  después  de  ver  este  artícu- 
lo, ya  no  dudamos  que  hay  providencias  que  no  son  de  mera 
tramitación,  puesto  que  este  artículo,  después  de  haber  hablado 
de  aquéllas,  dice  de  las  demás  providencias.  ¿Cuáles  son  éstas? 

La  palabra  providencia  nació  en  la  anterior  ley  de  Enjuicia- 
miento. Antes,  proveido  era  una  palabra  genérica  que  se  apli- 
caba á  todas  las  resoluciones  judiciales;  pero  éstas  las  denomi- 
naban las  leyes  de  Partida,  las  del  Ordenamiento  y  el  regla- 
mento provisional  para  la  Administración  de  justicia  senten- 
cias, y  la  Real  orden  de  8  de  Octubre  de  1835,  que  también  he- 
mos  citado,  autos,  subdiviéndolos  en  interlocutores  ó  defi- 
nitivos. La  ley  de  Enjuiciamiento  de  1855,  en  su  art.  20,  habla 
por  primera  vez  de  providencias,  subdividiéndolas  en  definiti- 
vas é  interlocutorias  que  causen  estado,  y  en  el  art.  67  habla 
de  sentencias  definitivas  é  interlocutorias  que  decidan  un  ar- 
ticulo. 

Explicando  los  Sres.  Manresa,  Miquel  y  Reus  este  punto 
confuso  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  que  ha  regido  hasta  el 
día,  dividían  las  providencias,  tomando  esta  palabra  en  el  sen- 
tido de  proveido,  en  definitivas  é  interlocutorias;  las  primeras, 
las  que  terminan  la  cuestión  principal,  que  se  conocen  más  pro- 
piamente por  sentencias  definitivas;  y  las  segundas,  ó  interlo- 
cutorias, las  que  se  dictan  durante  la  sustanciación  del  juicio 
sin  decidir  el  punto  principal  que  se  debate,  que  á  su  vez  se  sub- 
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dividen  en  tres  clases:  de  simple  tramitación,  que  se  pronun- 
cian sólo  para  arreglar  ó  dirigir  la  tramitación;  que  causan 
estado,  y  son  las  que  infieren  un  perjuicio  irreparable  si  se 
consienten,  y  resolutorias  de  un  aHiculo  ó  incidente,  que  son 
las  que  ponen  fin  á  éste. 

A  esta  nomenclatura,  que  tan  defectuosa  encontraban  dichos 
comentaristas,  se  arregla  sin  duda  la  nueva  ley;  pero  introdu- 
ciendo también  la  palabra  auto,  que  es  indudablemente  una  de 
las  tres  subdivisiones. 

Después  de  la  claridad  de  la  ley  orgánica  en  este  punto,  no 
comprendemos  cómo  la  nueva  ley  ha  vuelto  á  introducir  otra 
vez  la  confusión  en  materia  civil,  puesto  que  en  materia  crimi- 
nal está  vigente  en  este  punto  la  ley  orgánica,  con  lo  cual  apa- 
rece que  las  resoluciones  de  los  Tribunales  tienen  una  nomen- 
clatura cuando  se  dan  en  asuntos  civiles  y  otra  distinta  cuando 
se  acuerdan  en  materia  criminal. 

Tenemos,  pues,  según  la  nueva  ley,  dos  clases  de  providen- 
cias, en  el  sentido  concreto  de  esta  palabra:  unas  de  mera  tra- 
mitación y  otras  de  otra  clase,  que  la  ley  no  dice  cuáles  sean, 
pero  que  no  pueden  ser  otras  que  las  que  causan  estado,  á  no 
ser  que  distinga  entre  providencias  de  tramitación  y  de  mera 
tramitación,  como  parece  deducirse  de  los  artículos  369  y  376. 

Y  la  distinción  de  unas  y  otras  providencias  hubiera  sido, 
no  ya  conveniente,  sino  necesario,  que  la  ley  lo  hubiera  hecho, 
porque  importa  conocerlas,  puesto  que  de  las  unas  sólo  se  pue- 
de pedir  reposición  dentro  de  tres  días,  y  de  las  otras  reposi- 
ción dentro  de  cinco  días;  y  contra  la  resolución  negativa  de  las 
primeras  no  hay  ya  recurso  alguno,  y  contra  la  de  las  segundas 
se  cía  el  de  apelación. 

Al  hablar  en  este  artículo  la  ley  de  autos,  no  lo  hace  en  el 
sentido  que  fijaba  á  esta  palabra  la  ley  orgánica,  puesto  que  en 
los  autos  que  como  tal  entendía  esta  última  ley  entraban  mu- 
chas de  esas  demás  providencias  que  dice  la  nueva  ley;  lo  hace 
en  el  sentido  de  ser  una  providencia  resolutoria  ó  interlocu- 
toria. 


Digitized  by  LjOOQ  IC 


488  LEY   DE   ENJUICIAMIENTO  CIVIL 

•  Contra  esas  demás  providencias  y  autos,  que  son  los  verda- 
deramente interlocu torios,  que  en  la  forma  se  separan  de  las 
providencias  de  mera  tramitación  y  con  exclusión  de  los  com- 
prendidos en  el  art.  382  (sentencias  definitivas  y  autos  resolu- 
torios de  excepciones  dilatorias  é  incidentes),  se  podrá  pedir  re- 
posición dentro  de  cinco  días. 


Artículo  378. 

Presentado  en  tiempo  y  forma  el  recurso  tie  reposición, 
se  entregará  la  copia  del  escrito  á  la  parte  contraria,  la  cual, 
dentro  de  los  tres  días  siguientes,  podrá  impugnar  el  recur- 
so, si  lo  estima  conveniente. 

Cuando  sean  varias  las  partes  colitigantes,  dicho  térmi- 
no será  común  á  todas  ellas. 

La  prescripción  de  este  artículo  en  su  segundo  párrafo  es 
justa,  puesto  que  el  término  debe  ser  común  á  todas  las  partes. 

Artículo  379. 

Transcurrido  el  término  antedicho,  hayanse  presentado 
ó  no  escritos  de  impugnación,  sin  más  trámites,  el  Juez  re- 
solverá dentro  de  tercero  día  lo  que  estime  justo. 

Transcurrido  el  término  antedicho,  dice  la  ley.  Aquí  el  tér- 
mino se  refiere  á  los  tres  días  que  la  parte  contraria  tiene  para 
impugnar  el  recurso  de  reposición.  Hasta  que  transcurran  esos 
tres  días  desde  que  á  esta  parte  se  dé  la  copia  del  escrito,  el 
Juez  no  podrá  acordar  nada  sobre  la  petición. 

Jurisprudencia.  —  Sin  conocimiento  de  la  resolución  judi- 
cial, no  cabe  recurso  ni  corre  el  tiempo  para  deducirlo.  (1  Mayo 
de  1889.) 

Con  arreglo  á  lo  prescrito  en  elart.  759  de  la  ley  de  Enjui- 
ciamiento civil,  en  relación  con  el  art.  30,  las  sentencias  que 
recayeren  en  los  incidentes  que  se  promuevan  durante  la  se- 
gunda instancia  son  suplicables  ante  las  mismas  Salas,  y  no 
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procede  el  recurso  de  casación  contra  las  sentencias  ó  autos  que 

son  suplicables,  por  ser  aquél  un  recurso  extraordinario  que 

sólo  se  da  cuando  no  hay  otro  ordinario  que  se  debe  utilizar. 

(19  Mayo  1890.) 

i 
Artículo  380. 

Contra  el  auto  resolutorio  del  recurso  de  reposición  de 
las  providencias  y  autos  á  que  se  refiere  el  art.  377,  podrá 
apelarse  dentro  de  tercero  dia.  (Ley  ant>,  art.  65.  J 

Este  artículo  habla  de  auto  resolutorio.  Este  es  el  acordado 
para  resolver  la  reposición  de  una  providencia,  de  la  que  habla 
el  art.  377,  ó  un  auto  de  los  que  fija  dicho  artículo. 

Este  artículo  está  tomado  del  65  de  la  ley  antigua;  perp  allí 
se  llamaba  á  esas  resoluciones  providencias  interlocutorias,  y 
esas  providencias  son  sin  duda  las  que  ha  subdividido  la  nueva 
ley  en  providencias  que  no  son  de  mera  tramitación  y  autos,  ó 
sean  las  que  la  antigua  ley  decía  que  causaban  estado  si  se  con- 
sentían, y  el  auto  resolutorio  de  la  nueva  ley  es  el  auto  resolu- 
torio de  un  artículo  ó  incidente;  de  este  auto  puede  apelarse 
dentro  de  tercero  día. 

Artículo  381. 

Cuando  la  reposición  se  refiera  á  las  providencias  de 
mera  tramitación  expresadas  en  el  art.  376,  contra  el  auto 
resolutorio  de  la  misma  no  se  dará  recurso  alguno,  salvo  el 
de  responsabilidad  del  Juez  que  lo  hubiere  dictado,  y  la  fa- 
cultad de  pedir  en  la  segunda  instancia  la  subsanación  de  la 
falta  cuando  proceda. 

Este  artículo  es  el  complemento  del  376.  Contra  el  auto  re- 
solutorio de  la  reposición  de  las  providencias  de  mera  tramita- 
ción no  se  da  recurso  alguno,  salvo  el  de  responsabilidad  del 
que  le  hubiere  dictado  y  la  facultad  de  pedir  en  segunda  ins- 
tancia la  subsanación  de  la  falta  cuando  proceda.  La  conjun- 
ción y  del  artículo  demuestra  que  se  puede  pedir  unas  y  otras 
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cosas,  esto  es,  la  responsabilidad  del  Juez  y  la  subsanación  de 
las  faltas  cuando  proceda  en  segunda  instancia. 

No  ha  fijado  el  artículo  el  término  dentro  del  cual  ha  de  en- 
tablarse el  recurso  de  responsabilidad;  pero  el  mismo  silencio 
de  la  ley  parece  indicar  que  puede  entablarse  inmediatamente 
de  conocido  el  auto  ó  después,  si  la  parte  que  se  cree  agraviada 
lo  estima  así  más  conveniente. 

Jurisprudencia.  —  Es  inapelable  la  providencia  por  la  que 
se  repele  una  demanda  incidental  formulada  durante  la  ejecu- 
ción de  una  sentencia  que  declaró  válida  una  promesa  de  venta. 
(7  Diciembre  1892.) 

No  se  puede  sostener  en  sana  crítica  que  la  rectificación  de 
un  error  de  cálculo  aritmético  constituya  una  variación  verda- 
dera'de  la  sentencia,  y  mucho  menos  cuando  la  subsanación  se 
pidió  y  obtuvo  dentro  del  término  legal.  (Sent.  6  Noviembre 
de  1884.) 

Estas  aclaraciones  y  adiciones  forman  parte  de  la  sentencia 
misma,  y  respecto  de  ella  se  entienden  ejercitados  los  recursos 
que  las  partes  utilicen.  (11  Noviembre  1887.) 

Del  escrito  pidiendo  aclaración  no  es  necesario  dar  traslado 
á  la  otra  parte.  (10  Julio  1903.) 

Artículo  382. 

Las  sentencias  definitivas  de  todo  negocio  y  los  autos  re- 
solutorios de  excepciones  dilatorias  é  incidentes,  serán  apela- 
bles dentro  de  cinco  días.  (Ley  ant.,  art.  67.) 

Este  artículo  demuestra  claramente  que,  según  la  ley,  hay, 
no  ya  dos  clases  de  autos,  sino  tres.  Unos,  los  á  que  se  refiere 
el  377  y  que  los  llama  simplemente  autos;  otros,  los  resoluto- 
rios de  un  recurso  de  reposición  á  que  se  refiere  el  art.  380;  y 
otros,  los  resolutorios  de  excepciones  dilatorias  é  incidentes  á 
que  se  refiere  este  artículo.  Y  conviene  distinguirlos,  porque 
de  los  primeros  puede  pedirse  reposición  dentro  de  cinco  días; 
de  los  segundos,  apelarse  dentro  de  tercero  día:  y  de  los  últi- 
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mos,  apelarse  dentro  de  los  cinco;  y  estos  últimos  son  sin  duda 
los  que  los  comentaristas  citados  llamaban  resolutorios  de  un 
articulo  é  incidente. 

En  cuanto  á  las  sentencias  definitivas,  no  hay  lugar  á  duda 
alguna. 

Jurisprudencia.  —  Puede  apelar  de  la  sentencia  el  que  no 
ha  litigado,  con  tal  que  le  cause  perjuicio.  (26  Febrero  1859.) 

El  conocimiento  del  pleito  apelado  corresponde  íntegramen- 
te, y  aunque  una  de  las  partes  no  se  adhiera  á  la  apelación,  al 
Tribunal  superior,  y  éste  tiene  plena  jurisdicción  para  resolver 
como  estime  procedente  y  justo  todas  y  cada  una  de  las  cuestio- 
nes planteadas  y  discutidas  en  el  período  del  juicio  marcado  al 
efecto  por  la  ley.  (6  Febrero  1877.) 

El  término  del  emplazamiento  para  comparecer  en  el  Tribu- 
nal superior  por  virtud  de  apelación  admitida,  se  cuenta  desde 
el  día  siguiente  al  de  la  notificación  de  la  providencia  mandan- 
do remitir  los  autos  y  citar  para  dicha  comparecencia.  (10  Enero 
te  1878.) 

Artículo  383. 

Las  apelaciones  podrán  admitirse  en  ambos  efectos  ó  en 
uno  solo. 

Se  admitirán  en  un  solo  efecto  en  todos  los  casos  en  que 
no  se  halle  prevenido  que  se  admitan  libremente  6  en  am- 
bos efectos.  (Ley  ant.,  artículos  69  y  70.) 

Apelación  es  el  recurso  concedido  á  un  litigante  para  alzar- 
se ante  el  Juez  ó  Tribunal  superior,  á  fin  de  que  reponga  ó  re- 
forme una  resolución  del  inferior;  ó  como  dice  la  ley  1.a,  títu- 
lo XXIII,  Partida  3.a,  «la  querella  que  alguna  de  las  partes 
face  del  juicio  que  fuere  dado  contra  ella,  llamando  et  reco- 
rriéndose á  enmienda  de  mayor  Juez».    • 

Ya  al  hablar  del  art.  376,  aunque  de  una  manera  inciden- 
tal, hemos  explicado  lo  que  significa  admitir  la  apelación  libre- 
mente ó  en  ambos  efectos  y  en  un  solo  efecto,  esto  es,  que  en  el 
primer  caso  se  suspende  lo  acordado  en  la  resolución  apelada, 


Digitized  by  LjOOQ  IC 


492  LEY    DE    ENJUICIAMIENTO   CIVIL 

y  en  el  segundo  se  lleva  á  efecto,  sin  perjuicio  de  la  apelación. 
La  apelación  en  el  primer  caso  suspende  la  jurisdicción  del 
Juez  inferior  y  devuelve  el  asunto  al  Juez  ó  Tribunal  superior, 
y  por  eso  se  dice  que  tiene  efecto  suspensivo  y  devolviivo,  y  en 
el  segundo  caso  tiene  sólo  el  efecto  devolutivo,  pero  no  el  sus- 
pensivo. 

La  regla  general,  según  este  artículo,  es  que  se  admitan  en 
un  solo  efecto,  y  sólo  en  los  casos  en  que  se  halle  prevenido  que 
se  admitan  libremente  ó  en  ambos  efectos,  se  hará  así. 

Artículo  384. 

Además  de  los  casos  determinados  expresamente  en  la 
ley,  se  admitirán  en  ambos  efectos  las  apelaciones  que  se 
interpongan: 

1.°  De  las  sentencias  definitivas  en  toda  clase  de  juicios, 
cuando  la  ley  no  ordene  lo  contrario. 

2.°  De  los  autos  y  providencias  que  pongan  término  al 
juicio,  haciendo  imposible  su  continuación. 

3.°  De  los  autos  y  providencias  que  causen  perjuicio 
irreparable  en  definitiva.  (Ley  ant.,  artículos  67  y  70.) 

En  este  artículo  se  fijan,  además  de  los  casos  determinados 
por  la  ley  en  que  se  han  de  admitir  en  ambos  efectos  las  apela- 
ciones, tres  especialmente:  de  las  sentencias  definitivas  en  toda 
clase  de  juicios,  si  la  ley  no  ordena  lo  contrario;  de  los  autos  y 
providencias  que  pongan  término  al  juicio,  haciendo  imposible 
su  continuación,  y  de  los  autos  y  providencias  que  causen  per- 
juicio irreparable  en  definitiva. 

El  primer  caso  no  ofrece  duda  ninguna,  porque  desde  luego 
se  sabe  cuál  es  una  sentencia  definitiva;  el  segundo,  aun  cuan- 
do algo  más  vago,  también  se  comprende  su  precepto,  porque 
toda  resolución  que  no  sea  la  sentencia  definitiva,  y  que,  sin 
embargo,  pone  término  al  juicio,  haciendo  imposible  su  conti- 
nuación, estará  comprendida  en  este  segundo  caso;  pero  respec- 
to del  tercero  ya  salta  la  dificultad.  Se  refiere  sin  duda  alguna 
á  las  providencias  que  causan  estado  si  se  consiente;  y  la  difi- 
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cuitad  está  en  determinarlas  clara  y  expresamente.  Tal  es,  por 
ejemplo,  la  en  que  se  deniegue  la  pretensión  de  acumulación  de 
autos;  la  en  que  se  repela  de  oficio  la,  demanda;  la  en  que  se 
desestime  alguna  diligencia  de  prueba,  y  la  en  que  se  declare  á 
uno  confeso.  Habrá  otras  resoluciones  que  estén  comprendidas 
en  este  caso,  y,  por  el  contrario,  algunas  de  las  antedichas, 
como  la  de  admitir  alguna  diligencia  de  prueba  ó  la  concesión 
ó  denegación  de  alimentos  provisionales,  si  bien  son  de  las  que 
causan  estado,  no  hay  sin  embargo  apelación  de  ellas,  y,  por  la 
tanto,  salen  fuera  de  ese  caso. 

Artículo  385. 

En  el  último  caso  del  artículo  anterior,  si  el  Juez  admite 
la  apelación  en  un  efecto  por  estimar  que  no  es  irreparable 
el  perjuicio,  y  el  apelante  reclama  dentro  de  tercero  día  in- 
sistiendo en  lo  contrario,  se  admitirá  la  apelación  en  ambos 
efectos  siempre  que  éste,  en  un  plazo  que  no  exceda  de  seis 
días,  preste  fianza  á  satisfacción  del  Juez  para  responder, 
en  su  caso,  de  las  costas,  daños  y  perjuicios  que  pueda  oca- 
sionar al  litigante  ó  litigantes  contrarios. 

Si  la  Audiencia  confirmase  el  auto  apelado,  condenará  al 
apelante  al  pago  de  dichas  indemnizaciones,  fijando  pru- 
dencialmente  el  importe  de  los  daños  y  perjuicios. 

La  indemnización  de  éstos  no  bajará  de  100  pesetas,  ni 
podrá  exceder  de  1.000  para  cada  una  de  las  partes  contra- 
rias, además  de  lo  que  importen  las  costas. 

Este  artículo,  relacionado  con  el  último  párrafo  del  anterior, 
incurre  en  una  contradicción  y  en  una  falta  de  consecuencia. 
En  el  artículo  anterior  ha  dicho  la  ley  que  se  admitirían  en  am- 
bos efectos  las  apelaciones  de  los  autos  y  providencias  que  cau- 
sen perjuicio  irreparable  en  definitiva;  y  este  artículo  dice  que 
en  esas  providencias,  si  el  Jjiez  admite  la  apelación  en  un  efec- 
to, por  estimar  que  no  es  irreparable  el  perjuicio,  y  el  apelante 
reclama  dentro  de  tercero  día,  insistiendo  en  lo  contrario,  se 
admitirá  la  apelación  en  ambos  efectos. 

Como  se  ve,  el  párrafo  3.°  del  art.  384  está  fuera  de  lugar,  ó 
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le  falta  una  excepción,  la  de  que  el  Juez  estime  que  no  es  irre- 
parable el  perjuicio  para  que  la  apelación  no  se  admita  en  am- 
bos efectos:  Se  deja,  pues,  al  arbitrio  del  Juez  ai  el  perjuicio  ea 
irreparable  ó  no  lo  es,  para  en  el  primer  caso  admitir  la  apela- 
ción en  ambos  efectos,  y  en  el  segundo  sólo  en  uno.  Pero,  aun 
en  este  caso,  en  que  el  Juez  entienda  que  no  hay  perjuicio  irre- 
parable, la  apelación  habrá  de  admitirse  en  ambos  efectos  con 
sólo  reclamar  dentro  de  tercero  día.  Y  hé  aquí  que  para  los  liti- 
gantes de  mala  fe  siempre  será  esa  apelación  admisible  en  am- 
bos efectos,  porque  siempre  reclamarán  para  que  así  sea,  y  se 
dé  largas  al  pleito,  según  la  frase  vulgar  de  tales  litigantes. 

Nos  parece,  por  lo  demás,  digna  de  aplauso  la  sanción  que 
impone  la  ley  para  el  caso  de  que,  reclamando  y  teniendo  que 
admitirse  la  apelación  en  ambos  efectos,  la  Audiencia  confirme 
el  auto  ó  providencia  apelados;  y  para  ello,  empieza  por  exigir 
que,  previamente  á  la  apelación  en  ambos  efectos,  el  apelante, 
en  un  plazo  que  no  exceda  de  seis  días,  preste  fianza  á  satis- 
facción del  Juez  para  responder,  en  su  caso,  á  las  costas,  daños 
y  perjuicios. 

Téngase  presente  que  el  Juez  no  puede  acordar  la  admisión 
de  la  apelación  en  ambos  efectos  sin  que  se  preste  la  fianza,  y 
que  ésta  ha  de  ser  á  satisfacción  del  Juez,  sin  cuyos  dos  requi- 
sitos la  apelación  sólo  se  admitirá  en  un  solo  efecto. 

Aetícülo  386. 

Interpuesta  en  tiempo  y  forma  una  apelación,  el  Juez 
la  admitirá  sin  sustanciación  alguna,  si  fuere  procedente, 
expresando  si  la  admite  en  ambos  efectos  ó  en  uno  solo. 
(Ley  ant.,  art.  69.) 

No  encontramos  claro  este  artículo,  á  no  ser  que  se  refiera  a 
las  apelaciones  de  los  autos  y  providencias  de  que  habla  el  pá- 
rrafo 3.°' del  art.  384;  porque  dice  que  interpuesta  una  apela- 
ción en  tiempo  y  forma,  el  Juez  la  admitirá,  sin  sustanciación 
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alguna,  si  fuere  procedente,  expresando  si  la  admite  en  ambos 
efectos  ó  en  uno  solo. 

Ha  dicho  el  art.  383,  en  su  párrafo  segundo,  que  las  apela- 
ciones se  admitirán  en  un  solo  efecto,  en  todos  los  casos  en  que 
no  se  halle  prevenido  que  se  admitan  libremente  ó  en  ambos 
efectos.  Luego  en  los  casos  en  que  esto  último  proceda,  el  Juez 
no  puede  admitirlas  en  un  solo  efecto;  y  en  los  que  proceda  sólo 
en  éste,  no  puede  admitirlas  en  ambos.  Creemos  que  el  artículo 
hubiera  estado  más  lógico  diciendo  que  se  admitirá  la  apelación 
en  el  efecto  que  proceda,  por  más  que  el  Juez  tuviera  que  con- 
signar en  su  auto  cuál  era  éste. 

Artículo  387. 

Admitida  la  apelación  en  ambos  efectos,  el  Juez  remiti- 
rá los  autos  originales  al  Tribunal  superior  dentro  de  seis 
días,  bajo  su  responsabilidad  y  á  costa  del  apelante,  citando 
y  emplazando  previamente  á  los  Procuradores  de  las  partes, 
para  que  éstas  comparezcan  ante  dicho  Tribunal  en  el  tér- 
mino de  veinte  días.  (Ley  ant.,  art.  70,  par.  2.°) 

Este  artículo  tiende  á  procurar  la  rapidez  en  la  sustancia- 
ción  de  la  apelación,  previniendo  que  el  Juez,  bajo  su  respon- 
sabilidad, remita  los  autos  originales,  cuando  la  apelación  se 
admite  libremente,  al  Tribunal  superior  y  á  costa  del  apelante, 
citando  y  emplazando  á  los  Procuradores  para  que  comparezcan 
en  dicho  Tribunal  en  el  término  de  veinte  días. 

Jurisprudencia.  —  Admitida  en  ambos  efectos  una  apela- 
ción, queda  en  suspenso  la  jurisdicción  del  Juez,  y  carece  de 
ella  hasta  para  acordar  el  desglose  de  documentos.  (13  Septiem- 
bre 1884.) 

Los  litigantes  que  consideren  mal  admitida  en  ambos  efec- 
tos una  apelación,  no  pueden  ya  utilizar  contra  la  providencia 
de  admisión  el  recurso  del  art.  376,  sino  que  han  de  proponer  la 
cuestión  ante  el  expresado  Tribunal  de  apelación.  (29  Febre- 
ro 1896.) 
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Artículo  388. 


En  el  caso  del  artículo  anterior,  se  suspenderá  la  ejecu- 
ción de  la  sentencia  ó  auto  apelado,  hasta  que  recaiga  el 
fallo  del  Tribunal  superior.  (Ley  ant.n  art.  70.) 

Jurisprudencia.  —  Apelada  una  sentencia,  aunque  sólo  sea 
en  alguno  de  sus  extremos,,  no  obtiene  la  autoridad  de  cosa  juz- 
gada en  ninguno  de  ellos.  (11  Enero  1876.) 

Artículo  389. 

También  quedará  mientras  tanto  en  suspenso  la  juris- 
dicción del  Juez  para  seguir  conociendo  de  los  autos  princi- 
pales y  de  las  incidencias  á  que  puedan  dar  lugar,  desde  el 
momento  en  que  admita  en  ellos  una  apelación  en  ambos 
efectos.  (Ley  ant.,  art.  74,  par.  2.°) 

El  primero  de  estos  artículos  es  una  consecuencia  del  efecto 
de  las  apelaciones:  la  de  suspender  la  ejecución  de  la  resolución 
apelada;  y  el  segundo,  la  consecuencia  natural  y  precisa  de  ha- 
berse remitido  los  autos  originales  á  la  Superioridad  en  apela- 
ción en  ambos  efectos. 

Artículo  390. 

Se  exceptúan  de  la  regla  establecida  en  el  artículo  ante- 
rior y  podrá  el  Juez  seguir  conociendo : 

1.°  De  los  incidentes  que  se  sustancien  en  pieza  separa- 
da, formada  antes  de  admitir  la  apelación. 

2.°  De  todo  lo  que  se  refiera  á  la  administración,  custo- 
dia y  conservación  de  bienes  embargados  ó  intervenidos  ju- 
dicialmente, siempre  que  la  apelación  no  verse  sobre  alguno 
de  estos  puntos. 

3.°     De  lo  relativo  á  la  seguridad  y  depósito  de  personas. 

Este  artículo  es  una  excepción  al  anterior;  y  aun  cuando 
parece  una  contradicción  á  la  doctrina  de  las  apelaciones,  en 
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cuanto  á  sus  efectos,  puesto  que  á  pesar  de  haber  admitido  una 
en  ambos  ó  libremente  no  se  suspenden  algunos  incidentes  del 
pleito  principal,  el  artículo  ó  la  excepción,  sin  embargo,  es  dig- 
na de  aplauso,  porque  de  ninguno  de  los  extremos  que  abraza 
este  artículo  puede  resultar  perjuicio,  cualquiera  que  sea  la  reso- 
lución que  recaiga  en  la  apelación  interpuesta  referente  al  asun- 
to principal,  antes  al  contrario,  la  suspensión  de  estas  diligen- 
cias, que  tienden  á  la  seguridad  y  protección  de  las  cosas  ó  per- 
sonas objeto  del  litigio,  podría  acarrear  las  más  de  las  veces 
gravísimos  daños. 

Artículo  391. 

No  se  suspenderá  la  ejecución  de  la  sentencia,  auto  ó 
providencia  apeladas,  cuando  haya  sido  admitida  la  apela- 
ción en  un  solo  efecto. 

En  este  caso,  si  la  apelación  fuere  de  sentencia  definiti- 
va, quedará  en  el  Juzgado  testimonio  de  lo  necesario  para 
ejecutarla,  remitiendo  los  autos  al  Tribunal  superior  en  la 
forma  y  términos  prevenidos  en  el  art.  387. 

8i  fuere  de  auto  ó  providencia,  se  facilitará  ai  apelante, 
á  su  costa,  testimonio  de  lo  que  señalare  de  los  autos,  con  las 
adiciones  que  haga  el  colitigante  y  el  Juez  estime  necesa- 
rias, para  que  pueda  recurrir  á  la  Audiencia. 

El  apelante  deberá  solicitar  dicho  testimonio  dentro  de 
cinco  días,  expresando  los  particulares  que  deba  contener. 
Transcurrido  este  término  sin  haberlo  solicitado,  se  le  ne- 
gará el  testimonio  y  se  tendrá  por  firme  la  resolución  apela- 
da. (Ley  ant.,  art.  71.) 

Los  dos  primeros  párrafos  de  este  artículo  son  asimismo  una 
consecuencia  de  haberse  admitido  la  apelación  en  un  solo  efec- 
to. Como  en  este  caso  no  se  suspende  la  ejecución  de  la  resolu- 
ción apelada,  sino  que,  por  el  contrario,  hay  que  llevarla  á  efec- 
to, para  ello  es  necesario  que  quede  en  el  Tribunal  inferior  lo 
suficiente  á  este  fin;  y  por  eso  dispone  el  artículo  que  si  la  ape- 
lación fuere  de  sentencia  definitiva,  quedará  en  el  Juzgado  tes- 
timonio de  lo  necesario  para  ejecutarla,  remitiendo  los  autos 
originales  á  la  Superioridad:  y  si  fuere  de  un  auto  ó  providen- 
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cia,  se  facilitará  al  apelante  testimonio  de  lo  que  señalare,  con 
las  adiciones  que  haga  el  colitigante  y  el  Juez  estimare  necesa- 
rias ,  para  que  pueda  recurrir  á  la  Audiencia. 

El  último  párrafo  del  artículo  es  nuevo.  No  basta  presentar 
el  escrito  interponiendo  la  apelación;  aun  admitida  ésta,  para 
que  se  eleve  á  la  Superioridad  es  necesario  que  el  apelante  soli- 
cite testimonio  de  los  particulares  que  deba  contener,  dentro  del 
término  de  cinco  días,  transcurridos  los  cuales  sin  efectuarlo, 
se  le  negará  después  el  testimonio  y  se  tendrá  por  firme  la  reso- 
lución apelada. 

Téngase  presente  que  este  párrafo  se  refiere  únicamente  al 
caso  de  apelación  de  un  auto  ó  providencia  admitida  en  un  solo 
efecto:  porque  si  es  de  sentencia  definitiva,  no  hay  que  pedir 
ese  testimonio,  puesto  que  éste  quedará  en  el  Juzgado  y  se  re- 
mitirán los  autos  originales  á  la  Audiencia  sin  necesidad  de  pe- 
dirlo y  en  la  forma  y  términos  prevenidos  en  el  art.  387. 

Jurisprudencia. — El  término  de  cinco  días  para  solicitar 
el  testimonio  es  improrrogable.  (16  Enero  1885.) 

Este  término  se  interrumpe  aunque  el  escrito  no  lleve  firma 
de  Letrado,  si  bien  no  puede  proveerse  mientras  no  se  subsane 
esta  falta.  (26  Diciembre  188S.J 

Artículo  392. 

A  continuación  del  testimonio  expresado  en  los  dos  últi- 
mos párrafos  del  artículo  anterior,  se  hará  la  citación  y  em- 
plazamiento de  las  partes  para  su  comparecencia  en  el  Tri- 
bunal superior  dentro  del  término  de  quince  días,  y  se  acre- 
ditará la  entrega  de  dicho  testimonio  al  Procurador  del 
apelante.  (Ley  ant.,  art.  71.) 

Este  artículo  se  refiere  á  los  dos  párrafos  últimos  del  ante- 
rior. En  cuanto  ai  primero,  hay  que  estar  á  lo  mandado  en  el 
artículo  387.  Pero  es  el  caso  que  éste  manda  que  se  cite  á  las 
partes  para  que  comparezcan  en  la  Superioridad  en  el  término 
de  veinte  dlns,  y  el  articulo  que  comentamos  dice  que,  obtenida 
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la  certificación,  el  apelante  comparecerá  en  el  Tribunal  supe- 
rior dentro  del  término  de  quince  dios.  Hay,  pues,  diferencia 
de  término  para  comparecer  en  la  Superioridad,  según  que  la 
apelación  sea  de  una  sentencia  definitiva  ó  de  un  auto  ó  provi- 
dencia. En  el  primer  caso  se  conceden  veinte  días  y  solamente 
quince  en  el  segundo. 

No  comprendemos  la  «razón  de  diferencia  ni  la  explica  la 
ley.  El  art.  72  de  la  ley  anterior,  del  que  está  tomado  éste,  en 
el  mismo  caso  concedía  veinte  días  para  comparecer  en  la  Su- 
perioridad. 

Artículo  393. 

Dentro  de  los  quince  días  siguientes  al  de  la  entrega  del 
testimonio  deberá  el  apelante  hacer  uso  de  él,  mejorando  la 
apelación  en  el  Tribunal  superior.  (Ley  «*í.,  art.  72.) 

Este  artículo  ratifica  lo  dicho  en  el  anterior  en  cuanto  al 
término  de  quince  días  que  se  concede  en  el  caso  de  apelarse  de 
una  providencia  ó  auto  para  mejorar  la  apelación. 

El  término  para  mejorar  la  apelación  está  comprendido  en 
el  núm.  6.°  del  art.  310  como  uno  de  los  que  son  improrroga- 
bles. Es,  pues,  improrrogable  por  disposición  expresa  de  la  ley. 

Jurisprudencia.  —  Es  improrrogable  por  sú  naturaleza  el 
término  para  mejorar  la  apelación.  (5  Diciembre  1861.) 

Artículo  394. 

Cuando  haya  sido  admitida  en  un  efecto  cualquiera  ape- 
lación, podrá  el  apelante  solicitar  de  la  Audiencia  que  la 
declare  admitida  en  ambos  efectos,  citando  la  disposición 
legal  en  que  se  funde. 

Deberá  deducir  esta  pretensión  en  el  término  del.  empla- 
zamiento si  la  apelación  fuere  de  sentencia  definitiva,  y  en 
loa  demás  casos  al  presentar  el  testimonio  para  mejorar  la 
apelación.  (Ley  ant.,  artículos  73,  74  y  75. ) 

Según  este  artículo,  cuando  haya  sido  admitida  en  un  solo 
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efecto  cualquiera  apelación,  podrá  el  apelante  solicitar  de  la 
Audiencia  que  la  declare,  admitida  en  ambos  efectos,  citando  la 
disposición  legal  en  que  se-  funde. 

No  dice  el  artículo  si  para  conceder  esta  petición  será  necjs* 
sario  que  se  haya  hecho  la  misma  ante  el  inferior,  esto  es,  que 
allí  se  haya  pedido  la  apelación  en  ambos  efectos  y  que  el  Juez 
la  haya  admitido  sólo  en  uno.  Y  aun,  cuando  la  ley  no  distin- 
gue, nos  inclinamos  á  creer  que  así  debe  de  ser,  porque  en  otra 
caso,  sería  conceder  en  la  Superioridad  más  que  se  pidió  ante 
el  inferior,  pues  que  este  beneficio  es  una  especie  de  alzada» 
dentro  de  la  apelación,  que  la  parte  que  se  cree  perjudicada 
hace  ante  el  superior  de  la  resolución  del  inferior. 

Así  lo  entendieron  los  Sres.  Manresa,  Miquel  y  Reus,  acon- 
sejando á  los  apelantes  en  este  caso,  cuando  el  Juez  hubiera 
admitido  la  apelación  en  un  solo  efecto;  procediendo  en  ambos, 
lo  que  ante  todo  debieran  hacer  era  pedir  reposición  de  la  pro- 
videncia dentro  de  tres  días,  y  si  fuere  denegada,  usar  de  la 
facultad  que  se  le  concede  para  pedirlo  ante  la  Audiencia. 

No  dice  la  ley  que  haya  de  acudirse  á  la  reposición  en  pri- 
mer término,  y  nosotros  nos  inclinamos  á  creer  que  bastará  ha- 
ber pedido  que  la  apelación  se  admita  en  ambos  efectos,  para 
que  pueda  usarse  de  ese  remedio  extraordinario  en  la  Audiencia. 

La  manera  de  deducir  esta  pretensión  en  la  Superioridad, 
en  cuanto  al  tiempo  de  hacerla,  es  distinta,  según  que  la  ape- 
lación sea  de  sentencia  definitiva  ó  de  auto  ó  providencia.  En 
el  primer  caso,  hay  que  hacerlo  en  el  término  del  emplazamien- 
to, y  en  el  segundo,  a]  presentar  el  testimonio  para  mejorar  la 
apelación. 

Véase  lo  dicho  en  el  artículo  anterior  en  cuanto  al  término 
para  presentarse  en  la  Superioridad. 

Artículo  395. 

Si  al  deducir  el  apelante  dicha  pretensión  se  hubiere 
personado  en  el  Tribunal  superior  la  parte  apelada,  se  le 
eifct regará  la  copia  del  escrito  para  que  pueda  impugnarla, 
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si  le  conviene,  dentro  de  los  tres  días  siguientes,  transcurri- 
dos los  cuales  dictará  la  Audiencia,  sin  más  trámites  y  sin 
ulterior  recurso,  la  resolución  que  estime  arreglada  á  de- 
recho. 

Nada  más  justo  que  oir  á  la  parte  apelada  si  ésta  se  hubiere 
presentado  ya  en  la  Superioridad  acerca  de  tal  pretensión.  Si 
la  parte  apelante  puede  sufrir  perjuicios  por  no  admitírsele  la 
apelación  en  ambos  efectos,  la  apelada  puede  sufrirlos  también 
por  admitirse  en  tal  concepto;  y  hé  aquí  la  razón  y  la  conve- 
niencia de  que  se  la  oiga. 


Artículo  396. 

Si  la  Audiencia  desestimase  la  pretensión  antedicha,  con- 
denará al  apelante  en  las  costas  de  este  incidente  y  dará  á 
la  apelación  la  sustanciación  que  corresponda. 

Si  declara  admitida  la  apelación  en  ambos  efectos,  se 
librará  orden  al  Juez  de  primera  instancia  para  que  suspen* 
da  la  ejecución  de  la  sentencia  ó  remita  sin  dilación  los 
autos  originales,  según  los  casos,  notificándolo  á  las  partes. 
(Ley  ant.,  art.  74,  párrafo  segundo,) 

Consecuencia  de  una  pretensión  injusta  é  improcedente  es  la 
imposición  de  las  costas  al  que  hace  tal  pretensión.  Por  eso 
está  justificado  el  párrafo  primero  de  este  artículo. 

En  cuanto  al  segundo,  es,  asimismo,  lógico.  Si  se  admite  la 
apelación  en  ambos  efectos,  es  necesario  que  surta  el  principal 
que  producen  las  apelaciones. libres;  esto  es,  la  suspensión  de 
la  ejecución  de  la  sentencia,  auto  ó  providencia.  A  esto  tiende 
este  artículo,  que  manda  suspender  la  ejecución  y  remitir  los 
autos  originales,  cuando  esto  proceda. 

.  Jurisprudencia.  —  Contra  el  auto  de  la  Audiencia  que  esti- 
ma bien  denegada  una  apelación,  debe  interponerse  recurso  de 
súplica  antes  de  intentar  el  de  casación.  (7  Diciembre  1892.) 
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Artículo  397. 


También  podrá  la  parte  apelada  solicitar  ante  la  Audien- 
cia, dentro  del  término  del  emplazamiento,  que  se  declare 
admitida  en  un  solo  efecto  la  apelación  que  el  Juez  hubiere 
admitido  en  ambos,  citando  la  disposición  legal  en  que  se 
funde. 

Se  sustanciará  esta  pretensión  por  los  trámites  estableci- 
dos en  el  art.  395.  Si  accediere  á  ella  el  Tribunal  superiorr 
se  librará  orden  al  Juez  de  primera  Instancia,  con  certifica- 
ción de  la  sentencia  apelada,  para  que  la  lleve  á  efecto. 

Si  por  tratarse  de  un  auto  ó  providencia  fueren  necesa- 
rios los  autos  en  el  Juzgado  inferior  para  continuarlos,  se  le 
devolverán,  quedando  certificación  de  lo  necesario  para  sus- 
tanciar la  apelación. 

Este  artículo  tiende  á  igualar  los  derechos  de  la  parte  ape- 
lada con  los  de  la  apelante.  Así  como  ésta  tiene  el  de  pedir  que 
una  apelación  admitida  en  un  solo  efecto  por  el  inferior  lo  sea 
en  ambos  por  el  superior,  así  aquélla  lo  tiene  para  pedir  que  la 
admitida  en  ambos  efectos  lo  sea  ó  se  declare  serlo  en  uno  solo. 

No  dice  la  ley  si  es  necesario  que  la  parte  apelada  baya  he- 
cho tal  petición  en  el  Juzgado  inferior,  ó  que  se  haya  opuesto 
á  la  pretensión  del  apelante  de  que  se  admita  en  ambos  efectos; 
pero  si  el  apelante  tiene  necesidad,  según  creemos,  de  pedir  en 
el  Juzgado  inferior  que  la  apelación  se  admita  libremente  para 
que,  en  caso  de  negársele,  pueda  reproducir  su  pretensión  ante 
la  Superioridad,  de  la  misma  manera  la  parte  apelada  debe  ha- 
berse opuesto  á  que  la  apelación  se  admita  en  ambos  efectos 
para  poder  pedir  en  la  Superioridad  que  se  declare  serlo  en  uno 
solo. 

La  pretensión  de  la  parte  apelada  se  ha  de  sustanciar  como 
previene  el  art.  395;  esto  es,  oyendo  al  apelante  dentro  de  los 
tres  días  siguientes,  entregándole  copia  del  escrito. 

No  dice  la  ley  si  en  el  caso  de  desestimarse  esta  pretensión 
de  la  parte  apelada  se  la  ha  de  condenar  en  las  costas.  Pero 
como  el  artículo  hemos  dicho  que  tiende  á  igualar  los  derechos 
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de  ana  y  otra  parte,  si  á  la  apelante  se  la  condena  en  las  oostas, 
por  estimarse  improcedente  su  pretensión,  no  hay  razón  alguna 
para  que  no  se  haga  lo  mismo  con  la  apelada  en  el  caso  de 
estimarse  improcedente  la  suya. 


Artículo  398. 

Contra  los  autos  ó  providencias  de  los  Jueces  de  prime- 
ra instancia  denegando  la  admisión  de  apelación,  podrá  el 
que  la  haya  interpuesto  recurrir  en  queja  á  la  Audiencia 
respectiva. 

Deberá  prepararse  este  recurso  pidiendo  dentro  de  quin- 
to, día  reposición  del  auto  ó  providencia,  y  para  el  caso  de 
no  estimarla,  testimonio  de  ambas  resoluciones. 

Si  el  Juez  no  diere  lugar  á  la  reposición,  mandará  á  la 
vez  que,  dentro  de  los  seis  días  siguientes,  se  facilite  dicho 
testimonio  á  la  parte  interesada,  acreditando  el  actuario,  á 
continuación  del  mismo,  la  fecha  de  la  entrega.  (Ley  ante- 
lior,  art.  75.) 

El  precepto  de  este  artículo  es  el  mismo  del  75  de  la  anterior 
ley.  Pero  en  el  que  comentamos  se  amplía  y  se  detalla  más.  Se- 
gún este  artículo,  denegada  una  admisión  de  apelación,  deberá 
prepararse  el  recurso  de  queja,  pidiendo  dentro  del  quinto  día 
reposición  del  auto  ó  providencia,  y  para  el  caso  de  no  estimar- 
la, testimonio  de  ambas  resoluciones;  y  el  Juez  mandará  que 
dentro  de  los  seis  días  siguientes  se  facilite  testimonio  á  la  par- 
te, acreditando  la  fecha  de  su  entrega.  Este  recurso  se  ha  asimi- 
lado bastante  al  de  queja  por  denegación  del  de  casación. 

Artículo  399. 

Dentro  de  los  quince  días  siguientes  al  de  la  entrega  del 
testimonio,  deberá  la  parte  que  lo  hubiere  solicitado  hacer 
uso  de  él,  presentando  ante  la  Audiencia  el  recurso  de 
queja. 

El  art.  75  de  la  ley  anterior  no  fijaba  el  término  dentro  del 
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eual  había  de  interponerse  el  recurso  de  queja  en  la  Superiori- 
dad. La  actual  establece  el  de  quince  días. 


Artículo  400. 

Presentado  en  tiempo  el  recurso  con  el  testimonio,  acor- 
dará la  Audiencia  que  se  libre  orden  al  Juez  de  primera 
instancia  para  que  informe  con  justificación,  y,  recibido  este 
informe,  resolverá  sin  más  trámites  lo  que  crea  justo. 

Si  estima  bien  denegada  la  apelación,  mandará  ponerlo 
en  conocimiento  del  Juez  por  medip  de  carta- orden  para 
que  conste  en  los  autos. 

Y  si  estimare  que  ha  debido  otorgarse,  lo  declarará  así, 
con  expresión  de  si  ha  de  entenderse  admitida  en  un  solo 
efecto  ó  en  ambos,  ordenando  al  Juez,  según  los  casos,  que 
remita  los  autos  originales,  según  se  previene  en  el  art.  387, 
ó  que  se  facilite  al  apelante  el  testimonio  de  que  hablan  los 
artículos  391,  392  y  393,  en  la  forma  y  para  los  efectos  en 


ellos  prevenidos.  (Ley  ant. ,  art.  75 


Los  dos  primeros  párrafos  de  este  artículo  son  los  mismos 
del  75  de  la  anterior  ley,  y  el  tercero,  que  también  consigna  la 
disposición  del  de  aquél,  lo  ha  determinado  y  especificado  de  tal 
manera  que  no  puede  dar  lugar  á  duda. 

Jurisprudencia.  —  La  Sala  que  se  separa  de  la  tramitación 
♦especial  señalada  para  los  recursos  de  queja,  infringe  este  ar- 
tículo 75.  (11  Octubre  1870.) 

SECCIÓN  SEGUNDA 

RECURSOS   CONTRA   LA8   RE80LU0I0NE8  DE  LAS  AUDIEN0IA8 

Después  de  haber  tratado  la  ley  en  la  primera  sección  de 
este  título  de  los  recursos  que  proceden  contra  las  resoluciones 
de  los  Jueces  de  primera  instancia,  pasa  en  esta  segunda  á  ocu- 
parse de  los  que  pueden  utilizarse  contra  las  de  los  Tribunales 
superiores  ó  Audiencias. 
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Artículo  4ÓÍ. 

Contra  las  providencias  de  mera  tram 
las  Audiencias,  no  se  da  recurso  alguno,  s 
habilidad. . 

Por  el  art.  376  se  concede  el  recurso  di 
las  providencias  de  mera  tramitación  que  a 
de  primera  instancia;  pero  al  tratarse  de  ese 
nunciadas  por  las  Audiencias,  se  deniega 
mente  se  concede  el  de  responsabilidad.  Es 
no  comprendemos,  y  mucho  menos  cuando  : 
dencias  del  mismo  género  en  otra  instancia. 

Jurisprudencia.  —  No  puede  estimarse  c 
tación  la  providencia  mandando  formar  ap 
en  la  fecha  en  que  se  dictó  era  firme  de  dere 
primera  instancia  por  no  haberse  personado 
la  Audiencia  dentro  del  plazo  legal.  (19  Ma 

Artículo  402. 

Contra  las  sentencias  ó  autos  resoluto 
que  se  promuevan  durante  la  segunda  in 
recurso  de  súplica  para  ante  la  misma  Sé 
co  días. 

Este  recurso  se  sustanciará  en  la  f  orm 
el  de  reposición  en  los  artículos  378  y  37í 
solución  previo  informe  del  Magistrado  p< 
rior,  art.  66.) 

Este  artículo  ha.  ampliado  el  plazo  que 
^1  66  de  la  ley  anterior.  Según  ésta,  el  térm 
las  providencias  interlocutorias  de  los  Tri 
superiores  era  el  de  tres  días.  La  nueva  1 
Pero  este  artículo,  en  vez  de  decir  providen( 
dice  sentencias  ó  autos  resolutorios  de  incid 
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Artículo  403. 


Contra  las  sentencias  definitivas  y  los  autos  que  pongan 
término  al  juicio,  dictados  por  las  Audiencias  en  segunda 
instancia,  no  se  dará  otro  recurso  que  el  de  casación,  dentro 
de  los  términos,  en  los  casos  y  en  la  forma  que  se  determi- 
nan en  el  título  XXI  del  libro  II  de  esta  ley. 

Contra  las  demás  resoluciones  que  dicten  en  apelación, 
no  se  dará  recurso  alguno,  salvo  el  de  responsabilidad.  (Ley 
anterior,  art.  76.) 

Por  este  artículo  se  equiparan  los  autos  que  pongan  término 
al  juicio  á  las  sentencias  definitivas.  Contra  ambas  resolucio- 
nes no  se  da  otro  recurso  que  el  de  casación. 

El  párrafo  segundo  de  este  artículo  dice  que  contra  las  demás 
resoluciones  que  dicten  en  apelación  las  Audiencias  no  se  dará 
recurso  alguno,  salvo  el  de  responsabilidad.  Téngase  presente 
que  estas  resoluciones  han  de  ser  de  las  que  no  pongan  término 
al  juicio,  pues  contra  éstas,  sean  autos  ó  sentencias,  procede  el 
recurso  de  casación  en  los  términos  y  forma  que  la  ley  precep- 
túa para  esta  clase  de  recursos. 


Artículo  404. 

También  procederá  el  recurso  de  casación  contra  las 
sentencias  definitivas  que  dicten  las  Audiencias  en  los  asun- 
tos sometidos  á  su  jurisdicción  en  primera  y  única  instan- 
cia, y  contra  los  autos  que  resuelvan  los  recursos  de  súpli- 
ca establecidos  en  el  art.  402,  cuando  tengan  el  carácter  de 
sentencias  definitivas.  (Ley  ant.,  art.  76.) 

Este  artículo  es  una  excepción  de  los  dos  anteriores.  Según 
él,  también  procederá  el  recurso  de  casación  contra  las  senten- 
cias definitivas  que  dicten  las  Audiencias  en  los  asuntos  de  que 
conozcan  en  primera  y  segunda  instancia,  y  contra*  los  autos 
que  resuelven  los  recursos  de  súplica  establecidos  en  el  ar- 
tículo 402,  cuando  tengan  el  carácter  de  sentencias  definitivas. 
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Estos  recursos  de  súplica  son  los  interpuestos  en  la  misma 
Superioridad,  y  ha  de  tener  la  resolución  en  que  se  denieguen 
el  carácter  de  sentencia  definitiva  para  que  contra  ella  proceda 
el  recurso  de  casación. 


SECCIÓN  TERCERA 

RECURSOS  CONTRA  LAS  RE8OLU0IONE8  DEL  TRIBUNAL  SUPREMO 

Recorriendo  la  escala  jerárquica  de  los  Tribunales,  llega  la 
ley  en  esta  sección  al  Tribunal  Supremo,  contra  cuyas  resolu- 
ciones los  recursos  que  se  conceden  son  limitadísimos. 

Artículo  405. 

Las  disposiciones  de  los  artículos  401  y  402  serán  apli- 
cables á  las  resoluciones  de  igual  clase  que  dicte  el  Tribunal 
Supremo. 

Por  este  artículo  se  equiparan  las  providencias  de  mera  tra- 
mitación dictadas  por  el  Tribunal  Supremo  á  las  de  igual  clase 
de  las  Audiencias.  Contra  unas  y  otras  no  se  da  más  recurso 
que  el  de  responsabilidad. 

Contra  las  sentencias  ó  autos  resolutorios  de  incidentes  que 
se  promuevan  ante  el  Tribunal  Supremo  se  da  el  recurso  de  sú- 
plica para  ante  la  misma  Sala,  dentro  de  cinco  días. 

Artículo  406. 

Contra  las  sentencias  en  que  se  declare  haber  ó  no  lugar 
al  recurso  de  casación,  ó  á  la  admisión  del  mismo,  no  se  dará 
recurso  alguno.  (Ley  de  Casación  civil  de  22  de  Abril  de  1878 , 
artículo  37. ) 

Este  artículo  es  terminante.  Contra  las  sentencias  del  Tri- 
bunal Supremo  declarando  haber  ó  no  lugar  al  recurso  de  casa- 
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ción  ó  á  su  admisión,  no  se  dará: recurso  alguno,  salvo  el  de  pe- 
dir aclaración  de  las  mismas. 


SECCIÓN  CUARTA 

DISPOSICIONES  COMUNES,   Á  LOS  JUZGADOS  Y  TRIBUNALES 

Como  las  resoluciones  de  los  Tribunales  tienen  muchos  pun- 
tos comunes,  la  ley,. en  esta  sección,  trata  de  ellas  en  general, 
y  sus  disposiciones  son  aplicables  á  todos  aquéllos,  sea  cual- 
quiera su  jerarquía. 

Artículo  407  • 

En  los  casos  en  que  se  pida  aclaración  de  una  sentencia 
conforme  á  lo  prevenido  en  el  art.  363,  el  término  para  in- 
terponer el  recurso  que  proceda  contra  la  misma  sentencia 
se  contará  desde  la  notificación  del  auto  en  que  se  baga  ó 
deniegue  la  aclaración.  (Ley  ant.,  art  77.  — Ley  org.  del 
P.  J.,  art.  695.) 

Ha  dicho  la  ley  en  su  art.  363  (tomando  el  precepto  de  las 
dos  que  dejamos  citadas)  que  los  Jueces  y  Tribunales  no  po- 
drán variar  ni  modificar  sus  sentencias  después  de  firmadas, 
pero  sí  aclarar  algún  concepto  oscuro  ó  suplir  cualquiera  omi- 
sión que  contenga  sobre  punto  discutido  en  el  litigio,  y  que 
estas  aclaraciones  podrán  hacerse  de  oficio  dentro  del  día  si- 
guiente al  de  la  publicación  de  la  sentencia,  ó  á  instancia  de 
parte,  dentro  del  día  siguiente  al  de  la  notificación.  Y  como  la 
sentencia  queda  en  suspenso  ínterin  se  resuelve  la  súplica  ó  pe- 
tición de  aclaración  de  la  misma,  era  necesario  que  la  ley  dijera 
desde  cuándo  esa  sentencia  se  consideraba  firme  para  el  efecto 
de  entablar  contra  ella  el  recurso  que  proceda;  y,  al  efecto, 
este  artículo  dispone  que  el  término  se  contará  desde  la  notifi- 
cación del  auto  en  que  se  haga  ó  deniegue  su  aclaración. 

La  aclaración  se  puede  hacer  en  dos  casos:  ó  de  oficio,  ó  á 
instancia  de  parte.  Este  artículo  parece  referirse  al  segundo, 
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esto  es,  al  en  que  de  pide  por  la  parte.  Pero  por  razón  de  ana- 
logía, si  la  sentencia  se  notifica  el  mismo  día  de  firmada,  y  al 
siguiente  el  Juez  ó  Tribunal,  de  oficio,  la  aclara  ó  adiciona,  el 
término  no  se  contará  desde  la  notificación  de  la  sentencia,  sino 
desde  la  del  auto  en  que  se  haga  la  aclaración  ó  adición . 


'  Artículo  408. 

Transcurridos  los  términos  señalados  para  preparar,  in- 
terponer ó  mejorar  cualquier  recurso  sin  haberlo  utilizado, 
quedará  de  derecho  consentida  y  pasada  en  autoridad  de 
cosa  juzgada  la  resolución  judicial  á  que  se  refiera,  sin  ne- 
cesidad de  declaración  expresa  sobre  ello.  (Ley  ant.,  artícu- 
los 68  y  72,  párrafo  segundo.) 

Este  artículo  es  una  consecuencia  del  310,  en  que  se  fijan 
los  términos  improrrogables.  Y  siéndolo  los  que  se  conceden 
para  interponer  ó  mejorar  recursos,  el  lapso  de  tiempo  es  bas- 
tante para  tener  por  consentida  y  pasada  en  autoridad  de  cosa 
juzgada  la  resolución  judicial  á  que  los  recursos  se  refieran.  En 
este  caso,  no  hay  más  que  dar  á  los  autos  la  tramitación  que 
corresponda,  como  si  tal  recurso  no  se  hubiera  interpuesto. 
Esto  significan  las  palabras  « sin  necesidad  de  declaración  ex- 
presa sobre  ello». 

Jurisprudencia.  —  Suspendido  por  providencia  judicial  el 
curso  del  procedimiento  de  suspensión  de  pagos,  á  virtud  de  in- 
cidente de  previo  y  especial  pronunciamiento  promovido  por  un 
acreedor  para  que  se  declare  la  nulidad  del  auto  por  el  que  se 
hubo  al  deudor  en  aquella  situación,  no  puede  realmente  soste- 
nerse sin  manifiesta  infracción  de  los  artículos  408,  742,  744  y 
745,  núm.  1.°,  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  que  hubiese 
terminado  el  expediente  de  suspensión  de  pagos  por  haber 
transcurrido  los  plazos  legales  para  convocar  y  celebrar  la  jun- 
te de  acreedores,  porque  semejante  dilación  se  imponía  por  el 
precepto  terminante  del  art.  744,  no  era  imputable  al  deudor 
que  obtuvo  á  su  favor  la  declaración  de  aquel  estado  de  dere- 
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cho,  y  no  cabe  tampoco  desconocer  el  que  á  los  acreedores  asis- 
te para  combatir  por  el  procedimiento  adecuado  la  validez  y 
eficacia  del  auto  en  que  tal  declaración  se  hizo.  fl.°  Octubre 
de  1900.) 

Artículo  409. 

El  litigante  que  hubiere  interpuesto  una  apelación  ó 
cualquiera  otro  recurso,  podrá  desistir  de  él  ante  el  mismo 
Juez  ó  Tribunal  que  hubiere  dictado  la  resolución  reclama- 
da, si  lo  verifica  antes  de  haberse  remitido  los  autos  al  Tri- 
bunal superior,  ó  de  que  se  le  haya  entregado  la  certifica- 
ción ó  testimonio  para  interponer  ó  mejorar  el  ra&uzsfe. 

También  podrá  verificarlo  áeepaés  efe  haber  rcciBwfo 
este  documento,  si  lo  devuelve  original,  en  prueba  de  no 
haber  hecho  uso  de  él  ante  el  Tribunal  superior. 

En  los  demás  casos  tendrá  que  hacerse  el  desistimiento 
ante  el  Tribunal  que  deba  conocer  del  recurso.  (Ley  ante- 
rior, artículos  72,  párrafo  segundo,  838  y  889.) 

Este  artículo  tiende  4  ahorrar  gastos  al  litigante  que,  ha- 
biendo interpuesto  una  apelación  ó  cualquiera  otro  recurso,  con- 
sidera conveniente  a  sus  intereses  ó  á  su  derecho  desistir  de  él. 
A  este  efecto  se  le  autoriza  para  que  pueda  desistir  ante  el  mis- 
mo Juez  ó  Tribunal  que  hubiere  dictado  la  resolución  reclama- 
da; pero  ha  de  verificarlo  antes  de  que  el  Tribunal  ó  Juez  ha- 
yan remitido  al  superior  los  autos  (si  esto  procede)  ó  de  que  se 
le  haya  entregado  la  certificación  correspondiente  en  otro  caso. 
Aun  entregada  esa  certificación,  todavía  el  recurrente  ó  ape- 
lante puede  desistir  ante  el  mismo  Juez  que  ha  dictado  la  sen- 
tencia, auto  ó  providencia  reclamadas,  siempre  que  esa  certifi- 
cación la  devuelva  original,  sin  haber  hecho  uso  de  ella  ante  el 
superior. 

Este  desistimiento  tiene  que  hacerse  dentro  del  término  del 
•emplazamiento:  porque,  en  otro  caso,  con  arreglo  al  artículo 
anterior,  transcurrido  ese  término  sin  preparar,  interponer  ó 
mejorar  el  recurso,  queda  de  derecho  consentida  la  resolución 
judicial  y  pasada  en  autoridad  de  cosa  juzgada. 
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Remitidos  los  autos  al  Tribunal  superior  ó  presentada  ante 
él  la  certificación  ó  testimonio,  sólo  ante  este  Tribunal  puede 
hacerse  el  desistimiento.  A  esto  se  refiere  el  último  párrafo  del 
artículo. 

ArtícuiíO  410. 

Para  tener  por  desistido  al  recurrente,  será  necesario  que 
bu  Procurador  tenga  ó  presente  poder  especial,  ó  que  el- 
mismo  interesado  se  ratifique  en  el  escrito. 

Al  tenerle  por  desistido,  se  le  condenará  en  las  costas 
ocasionadas  con  la  interposición  del  recurso. 

Este  articulo  exige  el  requisito  esencial  de  la  aquiescencia 
del  interesado  para  el  desistimiento.  Y  puede  hacerlo,  bien  otor- 
gando poder  especial  para  ello  á  su  Procurador,  ó  bien  ratifi- 
cándose en  el  escrito  en  que  se  pida. 

Llevando  el  Procurador  la  representación  legal  del  interesa- 
do en  el  litigio,  parece  que  aquél  debía  pedir  sólo  el  desisti- 
miento y  en  virtud  de  las  instrucciones  que  tuviera,  sin  necesi- 
dad de  consultar  al  litigante,  así  como  pide  ó  consiente  otras 
diligencias  ó  resoluciones  en  el  asunto.  La  ley  sin  duda  ha  que- 
rido ser  más  protectora  del  litigante  que  su  apoderado,  y  ha 
exigido  ese  requisito. 

Desde  luego,  y  así  lo  dice  el  artículo,  si  en  el  poder  por  vir- 
tud del  cual  lleva  el  Procurador  la  representación  en  el  pleito, 
existe  la  cláusula  de  autorizarle  para  desistir,  no  es  necesario 
poder  especial  para  esto,  y  basta  al  efecto  con  el  primitivo. 

Al  tenerle  por  desistido  se  le  condenará  en  las  costas  oca- 
sionadas con  la  interposición  del  recurso,  sin  que  el  artículo 
haga  excepción  alguna. 

Jurisprudencia.  —  Una  apelación  no  se  entiende  desierta 
hasta  que  el  Tribunal  lo  declara  así.  (6  Abril  1864.) 

Si  el  apelante  no  comparece  en  el  Tribunal  superior  dentro 
del  término  del  emplazamiento,  no  es  necesario  que  éste  cite  á 
las  partes  para  sustanciar  la  apelación,  puesto  que  á  la  primera 
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rebeldía,  qne  acuse  el  apelado  se  declarará  desierto- el  recurso. 
(20  Septiembre  1865  y  24  Abrü  1869. J 

La  providencia  declarando  desierta  una  apelación-  tiene  el 
carácter  de  definitiva.  (20  Diciembre  1862. ) 

Suspendida  una  vista  en  trámite  de  apelación,  á  instancia  de 
parte,  por  haber  fallecido  uno  de  los  litigantes  y  ordenado  que 
se  constituya  representación,  si  pasado  el  plazo  que  determina 
el  art.  410  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  la  otra  parte  deja 
de  instar  el  procedimiento,  el  auto  que,  á  instancia  de  parte, 
tiene  por  abandonada  la  apelación,  no  infringe  los  artículos  321 
y  324  de  la  propia  ley.  (13  Abrü  1893. J 

TÍTULO   X 

t 

De'la  caducidad  de  la  instancia. 

Este  título  es  nuevo  en  la  moderna  ley.  Su  objeto  principal 
es  el  de  abreviar  trámites  y  terminar  los  pleitos.  Trátase  en  él 
de  la  caducidad  de  las  instancias,  y  aclara  algunos  puntos  has- 
ta ahora  oscuros  en  la  práctica,  y  evita  confusiones  y  trámites 
de  que  se  aprovechaban  los  litigantes  de  mala  fe  y  los  pleitistas 
temerarios,  utilizando  cuantas  circunstancias  y  motivos  encon- 
.  traban  para  detener  el  curso  de  los  autos  y  hacer  interminable 
el  pleito,  que  con  un  procedimiento  rápido  no  harían  prosperar 
la  acción  entablada. 

Pero  si  la  reforma  es  plausible,  tiene  un  punto  muy  vulne- 
rable, y  es  el  que  se  refiere  á  los  menores  é  incapacitados,  res- 
pecto de  los  cuales  se  han  de  tener  por  abandonadas  las  instan- 
cias y  caducadas  de  derecho. 

No  juzgamos  la  reforma  en  principios  de  la  ciencia,  ni  dis- 
cutimos la  conveniencia  ó  inconveniencia  de  comprender  á  los 
menores  ó  incapacitados  en  la  prescripción  general,  por  más 
que  el  punto  no  deja  de  ser  muy  discutible;  la  juzgamos  desde 
el  punto  de  vista  del  carácter  de  esta  ley,  que  es  de  procedi- 
mientos, y,  como  tal,  adjetiva.  Y  existiendo  en  nuestra  legisla- 


Digitized  by 


Google 


"=*T 


L1B.   I — TÍT.   X  —  ART.    411  513 

ción  vigente  leyes  sustantivas  que  conceden  á  los  menores  é  in- 
capacitados beneficios  y  privilegios  que  no  tienen  los  demás, 
quedando  así  exceptuados  de  la  prescripción  general,  entende- 
mos qué  esta  ley  ha  traspasado  los  límites- de  su  jurisdicción, 
intrusándose  én  el  de  las  leyes  sustantivas,  al  servicio  de  las 
cuales  deben  estar  siempre  las  adjetivas  para  su  observancia  y 
cumplimiento.  Y  si  las  leyes  sustantivas  han  de  tener  preferen- 
cia, dudamos  mucho  que  en  la  práctica  la  reforma  pueda  pros- 
perar, puesto  que,  de  cumplir  con  las  prescripciones  de  esta 
ley,  hay  que  infringir  la  de  aquéllas;  y  en  esa  dualidad,  los 
Tribunales  se  decidirán  siempre,  y  en  cuestiones  puramente  de 
derecho,  por  respetar  las  leyes  sustantivas. 

Artículo  411. 

Se  tendrán  por  abandonadas  las  instancias  en  toda  clase 
de  juicios,  y  caducarán  de  derecho,  aun  respecto  de  los  me- 
nores ó  incapacitados,  si  no  se  insta  su  curso: 

¡  Dentro  de  cuatro  años,  cuando  el  pleito  se  hallare  en 

primera  instancia. 

i  De  dos,  si  estuviere  en  segunda  instancia. 

|  De  uno,  si  estuviere  pendiente  de  recurso  de  casación. 

j  Estos  términos  se  contarán  desde  la  última  notificación 

I  que  se  hubiere  hecho  á  las  partes. 

¡  Salvo  lo  que  dejamos  dicho  respecto  á  los  menores  é  incapa- 

|  citados,  las  disposiciones  de  este  artículo  nos  parecen  justifíca- 

¡  das  y  conducentes  al   objeto  que  se  proponen.  Sin  embargo, 

!  dada  la  mayor  rapidez  que  por  la  nueva  ley  se  impone  á  los 

procedimientos  judiciales,  ya  será  más  difícil  que  esa  suspen- 
sión interminable  y  ese  abandono  de  los  pleitos  tenga  lugar,  y 
!  mucho  más  difícil  en  la  instancia  de  casación,  pues  teniendo 

término  improrrogable  para  interponer  el  recurso,  éste  se  de- 
!  clara  desierto  por  el  Tribunal  Supremo  si  no  se  interpone  dentro 

del  tiempo  fijado,  y  por  la  misma  Audiencia  sentenciadora  firme 
la  sentencia,  si  no  se  acredita  ante  ella  haber  formalizado  el 
I  recurso. 

!  33 
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-  Jurisprudencia.  —  La  solicitud  del  beneficio  de  pobreza  en 
pleito  pendiente  es  una  acción  incidental  que  produce  efectos 
desde  que  se  inicia,  aun  cuando  no  se  haya  hecho  con  todos  los 
requisitos  de  una  demanda,  y,  por  lo  tanto,  la  Sala  sentencia- 
dora, al  estimar  en  la  pieza  separada  formada  para  sustanciar 
el  incidente  de  pobreza,  anunciado  por  el  demandado,  que  por 
el  transcurso  de  cuatro  años  sin  haberse  presentado  en  ella  pe- 
tición, hay  abandono  de  instancia  y  de  acción,  á  tenor  de  los 
artículos  411,  414  y  419  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil, 
aplica  rectamente  dichos  artículos.  (20  Noviembre  1890.) 

Por  deberse  la  paralización  del  pleito  á  causa  independiente 
de  la  voluntad  del  interesado,  no  procede  la  caducidad  de  la 
instancia,  y  acordándola,  se  infringe  el  mencionado  art.  411, 
cuando,  si  bien  ha  transcurrido  con  exceso  el  plazo  fijado  por 
la  ley  para  la  caducidad  de  la  segunda  instancia,  se  hallan  con- 
formes las  partes  y  la  Sala  sentenciadora  en  que  durante  aquel 
término  cesó  en  el  ejercicio  de  su  cargo  el  Procurador  del  ape- 
lante, á  quien  en  ninguna  forma  se  dio  conocimiento  de  este  he- 
cho. (3  Junio  1891.) 

Aetículo  412. 

No  procederá  la  caducidad  de  la  instancia  por  el  trans- 
curso de  los  términos  señalados  en  el  artículo  anterior, 
cuando  el  pleito  hubiere  quedado  sin  curso  por  fuerza  ma- 
yor ó  por  cualquiera  otra  causa  independiente  de  la  volun- 
tad de  los  litigantes. 

En  estos  casos  se  contarán  dichos  términos  desde  que  los 
litigantes  hubieren  podido  instar  el  curso  de  los  autos. 

La  excepción  de  este  artículo  es  justa,  pues  nunca  puede 
confundirse  á  los  litigantes  de  mala  fe  con  aquellos  que  no  pue- 
den, contra  su  voluntad,  ejercitar  los  derechos  de  que  se  creen 
asistidos. 

Artículo  413. 
Será  obligación  del  Secretario  ó  Actuario  en  cuyo  oficia 
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radiquen  los  autos,  dar  cuenta  al  Juez  ó  Tribunal  respectivo 
luego  que  transcurran  los  términos  señalados  en  el  art.  411, 
para  que  se  dicte  de  oficio  la  providencia  correspondiente. 

Este  artículo  es  el  complemento  del  411.  Para  llevar  á  efecto 
lo  mandado  en  el  mismo,  se  obliga  al  Secretario  ó  Actuario  á 
dar  cuenta  al  Juez  ó  Tribunal  luego  que  transcurran  los  plazos 
ú  términos  por  virtud  de  los  cuales  se  declara  la  caducidad  de 
la  instancia. 

Artículo  414. 

Si  los  autos  se  hallaren  en  primera  instancia  y  resultare 
de  ellos  que  han  transcurrido  los  cuatro  años  sin  que  nin- 
guna de  las  partes  haya  instado  su  curso,  pudiendo  hacerlo, 
se  tendrá  por  abandonada  la  acción,  y  el  Juez  mandará 
archivarlos  sin  ulterior  progreso. 

En  este  caso  serán  de  cuenta  de  cada  parte  las  costas 
causadas  á  su  instancia. 

La  única  excepción  que  este  artículo  pone  á  su  precepto  es 
que  las  partes  no  puedan  instar  el  curso  de  los  autos.  No  dice 
la  ley  qué  causas  son  las  que  les  han  de  impedir  ese  trámite; 
pero  cualesquiera  que  sean,  interrumpen  la  prescripción. 

La  disposición  de  condenar  en  el  caso  de  caducidad  á  las 
partes  en  las  costas  por  mitad  es  justa  y  conveniente,  pues 
tanta  culpa  del  abandono  tiene  la  que  no  insta  en  pro  de  la 
acción  que  ha  entablado,  como  la  que  no  pide,  teniendo  derecho 
para  ello,  que  esa  acción  se  declare  improcedente. 

Artículo  415. 

Cuando  los  autos  se  hallaren  en  segunda  instancia  ó  en 
recurso  de  casación,  luego  que  transcurran  los  términos  res- 
pectivos, se  tendrá  por  abandonado  el  recurso,  y  por  firme 
la  sentencia  apelada  ó  recurrida,  mandando  devolver  ios 
autos  al  Tribunal  ó  Juez  inferior,  con  certificación  del  auto 
en  que  se  hubiere  dictado  esta  resolución,  para  los  efectos 
consiguientes. 
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En  estos  casos,  las  costas  de  la  instancia  caducada  seráit 
de  cuenta  del  apelante  ó  recurrente. 

La  disposición  de  este  artículo  es  la  misma  que  la  del  ante- 
rior, salvo  estar  aplicada  á  los  Tribunales  superiores  y  Supre- 
mo, y  mandar  que  se  devuelvan  los  autos  con  certificación  del 
inferior  y  condenar  sólo  al  apelante  ó  recurrente  en  las  costas. 


Artículo  416. 

De  los  autos  á  que  se  refieren  los  dos  artículos  anterio- 
res, podrá  el  demandante,  apelante  ó  recurrente,  pedir  re- 
posición ó  suplicar  dentro  de  cinco  días,  si  creyere  que  se 
ha  procedido  con  equivocación  al  declarar  transcurrido  el 
término  legal  en  cuya  virtud  se  hubiere  tenido  por  caduca- 
da la  instancia,  ó  se  hallare  en  el  caso  del  art.  412. 

No  podrá  fundarse  la  pretensión  en  ningún  otro  motivo. 

Como  pudiera  ocurrir  que  los  Jueces  ó  Tribunales,  al  decla- 
rar la  caducidad  de  las  instancias,  procediesen  con  error,  este 
artículo  concede  al  demandante,  apelante  ó  recurrente,  pedir 
reposición  ó  suplicar  dentro  de  cinco  días,  si  creyere  que  se  Ha 
procedido  con  equivocación  al  declarar  transcurrido  el  término 
legal,  ó  se  hallare  en  el  caso  del  art.  412.  (Haber  quedado  sin 
curso  por  fuerza  mayor  ó  por  cualesquiera  otras  causas  inde- 
pendientes de  la  voluntad  de  los  litigantes.)  Sin  poder  fundarse 
en  ningún  otro  motivo. 

Téngase  presente  que  la  reposición  ha  de  ser  ante  el  Juzga- 
do inferior,  para  el  caso  en  que  el  pleito  esté  en  primera  instan- 
cia, y  la  súplica  ante  la  Audiencia  ó  Tribunal  Supremo,  si  esta 
en  segunda  instancia  ó  en  casación. 


Artículo  417. 

Este  recurso  se  sustanciará  conforme  á  lo  prevenido  en 
los  artículos  378  y  379,  admitiéndose  al  que  pida  la  reposi- 
ción la  justificación  que  ofrezca  sobre  el  hecho  en  que  la 
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íunde,  concediéndose  á  este  fin  un  plazo  que  no  podrá  exce-* 
der  de  diez  días. 

El  término  que  se  concede  para  justificar  el  hecho  en  que  se 
funda  la  reposición  ó  la  súplica,  si  se  concede  por  menos  de  loa 
diez  días,  será  prorrogable  hasta  ese  término;  concedido  por  los 
diez  días,  se  hace  improrrogable;  pues  esto  significa  el  decir  que 
no  podrá  exceder  de  diez  días. 

Artículo  418. 

Las  disposiciones  de  los  artículos  que  preceden  no  serán 
aplicables  á  las  actuaciones  para  la  ejecución  de  las  senten- 
cias firmes.  Estas  actuaciones  podrán  promoverse  hasta  con- 
seguir el  cumplimiento  de  la  ejecutoria,  aunque  hayan  que- 
dado sin  curso  durante  los  plazos  señalados  en  el  art.  411. 

Como  la  ejecución  de  una  sentencia  sólo  interesa  á  la  parte 
que  le  es  favorable,  y  como  ya  el  derecho  está  declarado  y  nada 
perjudica  á  la  respetabilidad  de  los  Tribunales,  de  aquí  que  este 
artículo  deje  á  la  parte  interesada  que  inste  el  cumplimiento  de 
Ja  sentencia  ó  le  abandone,  sin  perjuicio  de  volver  á  pedirlo 
cuando  le  parezca  más  conveniente  y  tenga  más  seguridad  de 
poder  conseguirlo. 

Artículo  419. 

La  caducidad  de  la  primera  instancia  no  extingue  la 
acción,  la  cual  podrá  ejercitarse  de  nuevo  en  el  juicio  corres- 
pondiente, y  entablando  nueva  demanda,  si  no  hubiere  pres- 
crito con  arreglo  á  derecho. 

También  es  de  estricta  justicia  la  declaración  de  este  ar- 
tículo. Las  acciones  tienen  términos  fijos,  dentro  de  los  cuales 
pueden  ejercitarse  cuando  más  convenga  á  la  parte  á  cuyo  fa- 
vor se  otorgan.  Comenzado  un  pleito,  el  que  ejercita  la  acción 
puede  tener  motivos  para  cerciorarse  que  en  tal  ocasión  no  po- 
drá obtener  lo  que,  sin  embargo,  cree  justo,  y  no  se  le  puede 
•obligar  á  que  continúe  aquel  pleito,  que  por  entonces  no  le  ha 
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de  producir  más  que  gastos,  cuando  en  otra  ocasión  podrá  con- 
seguir el  fin  que  se  propone.  De  aquí  que  este  artículo  le  reser- 
ve bu  derecho,  aun  caducada  la  instancia,  para  que  lo  ejercite 
de  nuevo,  pero  en  el  juicio  correspondiente  y  en  nueva  de- 
manda. 

Artículo  420. 

En  los  pleitos  que  á  la  promulgación  de  esta  ley  se  ha- 
llen paralizados  en  cualquierade  las  instancias,  se  contarán 
los  términos  señalados  en  el  art.  411  desde  el  día  en  quer 
después  de  su  publicación,  empiece  á  regir. 

Si  estuvieren  archivados,  se  tendrá  por  caducada  de  de- 
recho la  instancia  pendiente,  sin  necesidad  de  declaración 
especial,  á  no  ser  que  se  promoviere  su  curso  dentro  de  los 
plazos  antedichos. 

Este  artículo  tiende  á  facilitar  la  transición  de  una  y  otra 
ley.  Como  las  leyes  civiles  no  pueden  tener  efecto  retroactivo^ 
la  acción  de  la  moderna  no  puede  alcanzar  á  los  pleitos  que  á  la 
sazón  estén  ya  paralizados.  Así  que  el  término  para  la  caduci- 
dad de  los  mismos  se  contará  desde  que  esta  ley  ha  empezado  á 
regir,  teniéndose  por  caducada  de  derecho  la  instancia  de  los  ya 
archivados,  á  no  ser  que  se  promueva  su  curso  dentro  de  Ios- 
plazos  señalados  en  el  art.  411. 

TÍTULO  XI 
De  la  tasación  de  costas. 

Hasta  aquí  ha  hablado  la  ley  de  los  casos  en  que  procede  Ja 
condena  ó  imposición  de  costas  á  los  litigantes,  al  tratar  de  las 
cuestiones  de  pobreza,  en  las  de  competencia,  recursos  de  fuer- 
za, recusaciones,  apremios  ó  resoluciones  de  los  Tribunales; 
pero  ahora  dedica  un  título  completo  para  tratar  de  la  tasación- 
de  costas,  ó  sea  de  la  forma  en  que  han  de  tasarse,  aprobarse  y 
hacerse  efectivas. 

El  principio  de  la  condena  ó  imposición  de  costas  lo  sancio- 
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nó  la  ley  8.a,  título  XXII,  Partida  3.a,  al  decir  que  «los  que 
maliciosamente,  sabiendo  que  no  han  derecho  en  la  cosa  que 
demandan,  mueven  á  sus  contendores  pleytos  sobre  ella,  tra- 
yéndolos  á  juicio  et  faciéndoles  facer  grandes  costas  et  misio- 
nes, es  guisado  que  non  sean  sin  pena,  porque  los  otros  se  rece- 
len de  lo  facer» . 

La  nueva  ley,  dando  por  supuesto  y  admitido  este  principio, 
no  hace  en  este  título  más  que  determinar  la  forma  de  llevar  a 
efecto  la  tasación  de  las  costas,  'cuando  las  hubiere,  sin  especi- 
ficar cuándo  esa  condena  procede. 

Es  muy  común  en  lenguaje  forense  hablar  de  costas  y  de 
gastos  del  juicio.  Pero  la  ley  comprende,  bajo  la  palabra  costas, 
todos  los  gastos  que  se  causan  con  motivo  de  la  sustanciación 
de  un  asunto,  incluyendo  los  derechos  que  devengan  los  funcio- 
narios que  los  tienen  determinados  en  los  Aranceles,  los  hono- 
rarios de  los  Abogados,  facultativos,  etc.,  no  la  indemnización 
de  perjuicios  y  devolución  de  frutos,  que  tiene  un  procedimien- 
to diferente  al  establecido  para  las  costas;  pero  esto  se  entiende 
de  los  causados  á  la  parte  que  obtiene  la  sentencia  favorable, 
no  los  de  la  condenada,  quien,  por  su  parte,  deberá  satisfacer 
sus  cuentas  á  sus  defensores,  peritos  y  á  los  actuarios,  y  es  lo 
que  se  llaman  gastos. 

Las  costas  ó  gastos  que  se  ocasionan  en  cualquier  diligencia 
que  se-  practique  en  juicio  son  de  cuenta  de  la  parte  que  la  piday 
en  tanto  que  no  se  determine  en  la  sentencia  cuál  es  la  que  debe 
pagarlas;  y  si  en  la  sentencia  no  se  hace  especial  condenación, 
se  entiende  que  cada  litigante  viene  obligado  á  pagar  las  cau- 
sadas á  su  instancia,  y  entonces  propiamente  no  hay  costas, 
sino  gastos  que  las  partes  han  causado  y  tienen  que  satisfacer 
por  su  cuenta. 

En  la  nueva  ley  se  han  introducido  todas  las  reformas  con- 
ducentes á  evitar  costas,  suprimiendo  diligencias,  trámites  y 
escritos,  dejando  sólo  aquello  que  es  indispensable  en  el  proce- 
dimiento para  asegurar  el  derecho  del  litigante  y  el  acierto  en 
los  fallos. 
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Jurisprudencia. — Condenado  un  litigante  por  auto  firme  al 
pago  de  las  costas  de  un  litigio,  debe  procederse  á  su  exacción 
por  la  vía  de  apremio,  sin  permitir  que  se  promuevan  cuestio- 
nes extrañas  a  la  índole  de  este  procedimiento  que  deban  ven- 
tilarse en  juicio  separado.  (17  Enero  1883.) 

Cualquiera  que  sea  la  responsabilidad  que  el  Gerente  de 
una  Sociedad  demandante  haya  contraído  para  con  sus  socios 
por  la  interposición  de  la  demanda,  no  deben  alcanzarle,  como 
persona  privada,  las  consecuencias  del  fallo  adverso  recaído  en 
el  pleito;  y,  por  tanto,  se  infringe  la  ley  20,  título  XXII  de  la 
Partida  3.a  en  cuanto  se  le  condena  en  las  costas  personalmen- 
te, como  también  si  se  condena  á  otro  socio  que  no  ha  litigado 
ni  podía  hacerlo  por  intereses  y  derechos  de  la  Sociedad,  cuya 
representación  legal  correspondía  exclusivamente  á  su  Gerente. 
(25  Enero  1884.) 

Habiendo  litigado  el  recurrente  en  concepto  de  Síndico  de 
un  concurso,  la  imposición  de  costas  al  mismo  en  su  carácter 
particular,  sin  que  haya  precedido  acción  para  imponerle  tul 
responsabilidad  en  este  concepto,  es  incongruente  con  lo  pedido 
é  infringe  el  art.  359  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil.  (25  de 
Abril  de  1887.) 

El  concepto  de  costas  y  gastos  del  juicio  es  el  mismo  que  el 
de  costas  en  el  procedimiento  civil,  pues  que  uno  y  otro  com- 
prenden igual  y  únicamente  los  honorarios,  timbres  y  derechos 
de  Arancel  devengados  en  las  actuaciones  judiciales.  (9  de  Ju- 
nio de  1888.) 

Si  la  sentencia  recurrida,  de  conformidad  con  la  de  primera 
instancia,  estima  procedente  el  extremo  principal  de  la  de- 
manda, lo  cual  demuestra  que  se  pidió  con  razón  derecha  á  jui- 
cio de  la  Sala,  la  condenación  de  las  costas  de  ambas  instan- 
cias que,  no  obstante,  se  impone  al  demandante  es  ilegal,  por- 
que respecto  de  las  costas  de  la  primera  instancia  infringe  la 
ley  8.a,  título  XXII,  Partida  3.a,  y  respecto  de  las  de  la  se- 
gunda, la  ley  27,  título  XXIII  de  la  misma  Partida  y  sus  co- 
rrelativas de  la  Novísima  Recopilación.  (9  Julio  1888.) 
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rirse  el  actor  á  la  apelación  inter- 
quita á  éste  su  cualidad  de  ape- 
teniendo  la  sentencia  de  segunda 
a  primera,  aditamento  ni  modera- 
debió  imponer  á  éste  las  costas;  y 
las  leyes  8.*,  título  XXII,  Parti- 
£,  libro  11  de  la  Novísima  Recopi- 

carácter  penal  consignado  en  los 
rven  de  base  al  pleito,  por  el  cual 
las  costas  que  se  causaren  para  la 
3  intereses,  es  indudable  que  debió 
el  procedimiento  que  el  acreedor 
icia  de  la  tenaz  oposición  del  deu- 

las  costas  dé  segunda  instancia  im- 
íendo  apelado,  como  reparación  del 
je,  no  por  la  mera  circunstancia  de 
icio  que  el  Tribunal  sentenciador 
1  ó  mala  fe  con  que  una  parte  pro- 
smanda,  que  es  realmente  la  causa 
ndebidamente  se  producen  en  un 
Jala  sentenciadora,  no  infringe  el 
il.  (15  Enero  1898)  (1). 
e  las  costas  excluye  la  posibilidad 
jante,  cuyas  peticiones  acepta  la 
) 

•isprudencia  que  las  disposiciones 
o  relativo  á  la  imposición  de  cos- 
os promovidos  con  posterioridad  á 
;ó  á  regir.  (27  Abril  1898.) 
a  declarado  la  Sala  de  lo  civil  del 

atención  acerca  de  la  doctrina  de  esta 
innovación  en  la  que  constantemente  se 
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Tribunal  Supremo,  desde  la  publicación  del  Código  civil  no  ri- 
gen las  leyes  y  doctrina  que  antes  regulaban  la  imposición  de 
costas.  (17  Mayo  1898.) 

La  ley  8.a,  título  XXII,  Partida  3.*,  está  derogada  en  lo 
que  se  refiere  á  la  imposición  de  costas. 

Según  tiene  declarado  el  Tribunal  Supremo,  la  declaración 
de  temeridad,  que  lleva  consigo  la  imposición  de  costas,  como 
cuestión  de  hecho  que  es,  corresponde  á  la  Sala  sentenciadora, 
sin  que  contra  el  juicio  que  ésta  forme  proceda  él  recurso  de 
casación.  (4  Marzo  1899.) 

Las  leyes  8.a,  título  XXII,  Partida  3.a,  y  2.a,  título  XIX, 
libro  11  de  la  Novísima  Recopilación,  que  regulaban  la  condena 
de  costas  en  los  juicios,  han  sido  derogadas  por  el  art.  2.182 
de  la  ley  procesal  y  por  el  1.976  del  Código  civil,  como  repeti- 
damente tiene  declarado  el  Tribunal  Supremo.  (13  de  Diciem- 
bre de  1900.) 

Según  jurisprudencia  del  Tribunal  Supremo,  interpretando, 
entre  otros  preceptos,  el  art.  1.101  del  Código,  es  de  aprecia- 
ción del  Tribunal  á  quo  la  temeridad  en  que  hayan  incurrido 
las  partes  y  consiguientes  pronunciamientos  sobre  costas.  (75 
Enero  1902.) 

Según  tiene  declarado  el  Tribunal  Supremo,  después  de  pu- 
blicado el  Código  civil,  incumbe  al  juzgador  apreciar  en  cada 
caso  la  buena  ó  mala  fe  de  los  litigantes  para  el  efecto  de  im- 
ponerles ó  no  las  costas  del  juicio.  {30  Mayo  1903.) 

Según  el  art.  350  de  los  Aranceles  judiciales,  para  que  exis- 
tan costas  comunes  que  respectivamente  deban  pagar  los  inte- 
resados en  un  pleito,  es  menester  que  éstos  se  haj'an  personado 
en  el  mismo. 

Con  la  sentencia  que  resuelve  la  cuestión  debatida  en  cual- 
quiera de  las  instancias,  es  manifiesto  que  se  puso  término  á  la 
misma,  hasta  el  extremo  de  que  si  contra  ella  no  se  recurre  se 
convierte  en  ejecutoria,  por  lo  que  es  lógico  y  racional  enten- 
der que  quien  se  limita  posteriormente  á  entablar  un  recurso* 
de  alzada,  sea  de  apelación  ó  casación,  no  se  puede  estimar  per- 
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sonado  para  los  efectos  prescritos  en  el  citado  art.  350  de  los 
trances  judiciales,  pues  ni  cabe  confundir  un  estado  dentro  de 
la  instancia  para  los  fines  de  la  sustanciación  con  la  simple  di- 
ligencia de  preparación  de  nueva  instancia  después  de  termi- 
nada aquélla,  ni  hay  razón  legal  ni  de  mera  equidad  para  ha- 
cer responsable  de  costas  algunas  á  quien  abandona  una  ins- 
tancia para  evitarlas,  confiando  acaso  en  la  justicia  de  su  cau- 
sa. (26  Septiembre  1903.) 

Cuando  en  las  resoluciones  judiciales  no  se  hace  condena  de 
costas,  cada  litigante  debe  satisfacer  únicamente  las  causadas 
á  su  instancia  y  la  mitad  de  las  comunes,  ó  sea  la  parte  alí- 
cuota correspondiente,  si  fuesen  más  de  dos. 

Las  causadas  en  el  recurso  de  casación  son  objeto  de  pro- 
nunciamiento especial  en  las  respectivas  sentencias. 

Es  jurisprudencia  del  Tribunal  Supremo  decidir,  por  regla 
general,  sobre  las  costas  del  juicio  con  arreglo  á  la  estimación 
que  haga  de  la  temeridad  ó  mala  fe  de  los  interesados.  (29  Ene- 
ro  1904.) 

Impugnada  una  tasación  de  costas  por  considerar  éstas  in- 
debidas, el  auto  que  confiere  á  la  otra  parte  traslado  por  tér- 
mino de  seis  días  para  que  conteste  concretamente  sobre  la 
cuestión  incidental,  no  infringe  ios  artículos  426  á  429,  524y 
526  y  741  á  743  de  la  ley  procesal. 

Tratándose  de  tasación  de  costas  por  excesivas,  corresponde 
al  Tribunal  á  quo  aprobarla  ó  mandar  hacer  en  ella  las  altera- 
ciones que  crea  justas,  á  costa  de  quien  proceda  y  sin  ulterior 
recurso,  conforme  al  art.  428  de  la  misma  ley.  (27  de  Enero 
de  1904.) 

No  es  de  estimar  la  infracción  del  art.  424  de  la  ley  de  En- 
juiciamiento civil  por  considerar  la  Sala  sentenciadora  como 
de  Letrado  les  escritos  en  que  se  instó  el  procedimiento  y  se  so- 
licitó término  de  presentación  de  un  pliego  de  posiciones,  los 
cuales  estimó  la  Sala  como  esenciales  y  de  influencia  decisiva 
©n  la  práctica  de  diligencias  de  importancia,  cuando  dada  la 
vaguedad  con  que  se  determinan  las  minutas  relativas  á  los 
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mismos,  no  hay  fundamento  legal  para  afirmar  que  debieron 
ser  firmados  sólo  por  el  Procurador.  (11  Diciembre  1904.) 

Conforme  al  art.  108  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  pro- 
cede imponer  las  costas  del  incidente  de  competencia  al  Juez  y 
á  la  parte  que  la  sostienen  con  notoria  temeridad.  (16  de  Junio 
de  1905.) 

Según  el  afct.  108  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  procede 
imponer  las  costas  de  la  competencia  al  Juzgado  y  á  la  parte 
que  la  han  sostenido  con  notoria  temeridad.  (12  Julio  1905.) 

Es  notoriamente  temeraria  y  merecedora  de  la  imposición 
de  costas,  con  sujeción  al  art.  108  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
civil,  la  competencia  promovida  contra  lo  pactado  por  las  par- 
tes acerca  de  la  del  Juez  ante  quien  expresamente  se  sometie- 
ron. (10  Octubre  1905.) 

Procede  hacer  efectivas  las  costas  de  la  parte  á  quien  se  im- 
pusieron si  no  consta  que  la  misma  carezca  de  medios  para  sa- 
tisfacerlas. (10  Noviembre  1905.) 

Las  leyes  2.a  y  3.a,  título  IX,  libro  11  de  la  Novísima  Re- 
copilación, relativas  á  la  imposición  de  las  costas  en  la  segunda 
instancia,  fueron  derogadas  por  el  art.  1.976  del  Código  civil, 
y,  por  tanto,  no  es  ya  procedente  invocarlas  en  casación,  según 
repetida  jurisprudencia  del  Tribunal  Supremo,  con  arreglo  á 
la  cual  corresponde  al  prudente  arbitrio  y  discreción  de  la  Sala 
sentenciadora  apreciar  la  temeridad  ó  mala  fe,  determinantes 
de  la  condena  al  pago  de  dichas  costas. 

Aun  cuando  se  trata  de  pleito  incoado  con  anterioridad  á  la 
publicación  del  Código,  si  la  sentencia  fuó  pronunciada  cuando 
ya  estaba  aquél  en  vigor,  corresponde  á  la  Sala  sentenciadora 
aquella  facultad  discrecional  excluyen  te  de  la  aplicación  de  las 
citadas  leyes  que  no  pueden  ser  observadas,  dado  el  carácter  de 
las  mismas  después  de  publicado  el  Código,  en  consonancia 
con  el  sentido  de  la  doctrina  establecida  por  el  Tribunal  Su- 
premo en  sentencia  de  6  de  Octubre  de  1894.  (5  Abril  1904.) 
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Artículo  421. 


Cuando  hubiere  condena  de  costas,  luego  que  sea  ejecu- 
toria, se  procederá  á  la  exacción  de  las  mismas  por  la  vía  de 
apremio,  previa  su  tasación,  si  la  parte  condenada  no  las 
hubiere  satisfecho  antes  de  que  la  contraria  solicite  dicha 
tasación.  (Ley  ant.,  art.  78.) 

Este  artículo  es  más  explícito  que  su  correspondiente  en  la 
anterior  ley  que  queda  citado. 

Como  ya  hemos  dicho  en  la  introducción  de  este  título,  en  él 
la  ley  no  trata  de  fijar  cuándo  proceda  la  condena  de  costas. 
Según  la  propia  ley  8.a,  título  XXII,  Partida  3.a,  que  hemos  ci- 
tado, deben  imponerse  á  los  que  «facen  demandas  ó  se  defienden 
contra  otro,  no  habiendorderecha  razón  porque  lo  deban  facer». 
Por  regla  general,  todo  el  que  no  prueba  su  acción  ó  excepción 
y  sucumbe  en  el  pleito,  debe  ser  condenado  en  las  costas  cau- 
sadas al  vencedor,  si  parece  ha  litigado  de  mala  fe  ó  sin  dere- 
cha razón;  pues  si  no  aparece  esta  mala  fe,  cuando  no  puede 
decirse  que  un  litigante  es  temerario,  y  el  Juez  entendiera  con 
la  ley  alfonsina  citada  «que  el  vencido  se  moviera  por  alguna 
razón  derecha  para  demandar  ó  defender  su  pleito,  non  ha  por- 
que le  mandar  que  peche  las  costas».  Y  esta  misma  doctrina  se 
desprende  de  los  artículos  31,  32,  37,  38,  108,  109,  148,  151, 
211,  227,  228,  245,  309,  385,  396,  410  y  otros  de  la  nueva  ley, 
por  virtud  de  los  cuales  se  imponen  las  costas  á  los  litigantes. 

Dando,  pues,  por  supuesto  este  artículo  que  haya  condena 
de  costas,  luego  que  sea  ejecutoria,  esto  es,  luego  que  la  sen- 
tencia en  que  se  imponga  sea  ejecutoria,  se  procederá  á  la  exac- 
ción de  las  mismas  por  la  vía  de  apremio,  previa  su  tasación,  si 
la  parte  condenada  no  las  hubiere  satisfecho  antes  de  que  la  con- 
traria solicite  dicha  tasación. 

Es  decir,  que  fallado  un  pleito  en  una  instancia  y  quedan- 
do ejecutoria  su  sentencia,  ó  bien  denegada  una  apelación  y 
quedando  firme  la  providencia  ó  auto  apelado,  se  procederá  á  la 
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tasación  de  costas,  si  la  parte  condenada  no  las  hubiere  satisfe- 
cho antes  de  que  la  contraria  solicite  dicha  tasación.  Según 
este  artículo,  la  parto  favorecida  ha  de  solicitar  la  tasación, 
sin  cuya  solicitud  no  se  hará,  siempre  obedeciendo  la  ley  al 
principio  de  que  en  materia  civil  no  se  hace  nada  sino  á  petición 
de  parte. 

El  punto  más  importante  de  este  artículo  es  el  que  se  refiere 
á  declarar  que  se  procederá  á  la  exacción  de  las  costas  por  la 
vía  de  apremio.  Así  que  con  la  nueva  ley  los  funcionarios  del 
orden  judicial,  libres  por  la  organización  del  Cuerpo  á  que  per- 
tenecen de  la  contingencia  á  que  están  expuestos  los  Letrados, 
Procuradores  y  subalternos  de  los  Tribunales,  han  de  tener  ca- 
mino expedito  para  auxiliar  á  éstos  en  el  justo  y  legítimo  cobro 
de  sus  honorarios  y  derechos,  y  la  vía  de  apremio  es  la  proce- 
dente sin  género  de  duda  para  conseguirlo. 

El  Real  decreto  de  5  de  Enero  de  1903,  confirmando  estos 
preceptos  en  su  art.  18,  establece  que  los  Escribanos  tienen 
obligación  de  regular,  con  arreglo  á  Arancel,  las  costas  en  los 
pleitos  y  causas,  incluyendo  las  minutas  de  los  Letrados  y  los 
derechos  de  los  peritos,  indemnización  á  los  testigos  que  la 
tuviesen  reclamada  en  tiempo  y  forma  y  á  cuyo  pago  hubiese 
.sido  condenada  alguna  de  las  partes. 

Jurisprudencia.  —  No  procede  la  vía  de  apremio  si  las  cos- 
tas se  satisfacen  voluntariamente  una  vez  conocido  su  importe. 
(Sent.  del  Tribunal  Supremo  5  Diciembre  1900.) 

Artículo  422. 

La  tasación  de  costas  se  practicará  en  los  Juzgados  y 
Tribunales  por  el  Secretario  ó  Escribano  que  Haya  actuado 
en  el  pleito,  incluyendo  en  ella  todas  las  que  comprenda  la 
condena  y  resulte  que  han  sido  devengadas  hasta  la  fecha 
de  la  tasación.  (Ley  ant.,  art.  78.) 

Este  artículo  encomienda  precisamente  la  práctica  de  la  ta- 
sación al  Secretario  ó  Escribano  del  Juzgado  ó  Tribunal  que 
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haya  actuado  en  el  pleito.  Y  en  cuanto  á  las  partidas  que  han 
de  incluirse  en  ellas,  ya  hemos  dicho  lo  que  se  entiende  por 
costas. 

Jurisprudencia. — El  Tribunal  Supremo,  en  sentencias  de  19 
de  Diciembre  de  1893,  21  de  Septiembre  de  1895  y  auto  de  2  de 
Septiembre,  ha  declarado,  contra  lo  dispuesto  en  la  Real  orden 
de  22  de  Febrero  de  1890,  que  los  Procuradores  no  tienen  el  ca- 
rácter de  auxiliares  ni  subalternos  de  los  Juzgados  y  Tribuna- 
les, y  no  se  les  puede  hacer,  por  tanto,  en  sus  derechos  la  reba- 
ja que  establece  el  art.  347  de  los  Aranceles,  según  la  cuantía 
de  los  asuntos. 

Artículo  423. 

Se  regularán,  con  sujeción  á  los  Aranceles,  los  derechos 
que  correspondan  á  los  funcionarios  que  á  ellos  están  su- 
jetos. 

Los  honorarios  de  las  Letrados,  peritos  y  demás  funcio- 
narios que  no  estén  sujetos  á  Arancel,  se  regularáu  por  los 
mismos  interesados  en  minuta  detallada  y  firmada,  que  pre- 
sentarán en  la  Escribanía  por  sí  mismos,  sin  necesidad  de 
escrito,  ó  por  medio  del  Procurador  de  la  parte  á  quien  ha- 
yan defendido,  luego  que  sea  firme  la  sentencia  ó  auto  erí 
que  se  hubiese  impuesto  la  condena.  El  actuario  incluirá  en 
la  tasación  la  cantidad  que  resulte  de  la  minuta.  ( Ley  ante- 
rior, art.  78.) 

Los  Aranceles  judiciales  en  materia  civil  hoy  vigentes  son 
los  que  aprobó  el%Real  decreto  de  4  de  Diciembre  de  1883,  re- 
formados por  los  Reales  decretos  de  17  de  Enero  de  1884  y  15 
de  Agosto  de  1902. 

Según  el  párrafo  segundo  de  este  artículo,  los  Letrados,  pe- 
ritos y  demás  funcionarios  cuyos  honorarios  no  estén  sujetos  á 
Arancel,  y  que  ellos  mismos  han  de  regular  en  minutas  detalla- 
das y  firmadas,  tienen  dos  medios  para  hacer  que  esas  minutas 
ae  comprendan  en  las  tasaciones :  ó  bien  presentándolas  por  sí 
mismos  en  las  Secretarías  ó  Escribanías  sin  necesidad  de  escri- 
to, ó  bien  por  medio  del  Procurador  de  la  parte  á  quien  hayan 
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defendido,  luego  que  sea  firme  la  sentencia  ó  auto  en  que  se  hu- 
biere impuesto  la  condena,  con  lo  cual  los  actuarios  incluirán 
en  la  tasación  las  cantidades  que  de  las  minutas  resulten. 

Por  último,  téngase  en  cuenta  que,  según  el  art.  413  del 
Código  penal,  el  funcionario  público  que  exigiere  directa  ó  in- 
directamente mayores  derechos  que  los  que  le  estuvieren  seña- 
lados por  razón  de  su  cargo,  será  castigado  con  una  multa  del 
duplo  al  cuadruplo  de  la  cantidad  exigida ;  y  el  culpable  habi- 
tual de  ese  delito  incurrirá  además  en  la  pena  de  inhabilitación 
temporal  especial. 

Artículo  424. 

No  se  comprenderán  en  la  tasación  los  derechos  corres- 
pondientes á  escritos,  diligencias  y  demás  actuaciones  que 
sean  inútiles,  superfluas  ó  no  autorizadas  por  la  ley,  ni  las 
partidas  de  las  minutas  que  no  se  expresen  detalladamente 
ó  que  se  refieran  á  honorarios  que  no  se  hayan  devengado 
en  el  pleito. 

Tampoco  se  comprenderán  las  costas  de  actuaciones  ó 
incidentes  en  que  hubiere  sido  condenada  expresamente  la 
parte  que  obtuvo  la  ejecutoria,  cuyo  pago  será  siempre  de 
cuenta  de  la  misma. 

No  puede  darse  un  precepto  más  laudable  que  el  que  se 
sienta  en  este  artículo,  sin  precedentes  en  la  antigua  ley.  Qui- 
zás de  lo  que  más  se  ha  abusado  en  los  pleitos,  al  objeto  de  de- 
vengar derechos,  ha  sido  en  la  presentación  de  escritos  y  en  el 
número  de  diligencias  perfectamente  inútiles,  si  no  contrarias, 
á  la  resolución  judicial  que  se  buscaba. 

Hasta  ahora  había  la  diligencia  llamada  fe  de  entrega,  la 
notificación  á  cada  una  de  las  partes  de  las  diligencias  de  no 
haber  podido  dar  cuenta,  de  haber  dejado  los  autos  sobre  la 
mesa  del  Juez,  los  escritos  de  Procuradores  pidiendo  devolu- 
ción de  autos,  sin  cuidarse  de  averiguar  si  estaban  ya  devuel- 
tos, apremios  indebidos,  prórrogas  inútiles,  etc.  Estas  diligen- 
cias y  otras  podrán  en  lo  sucesivo  impugnarse  con  éxito.  Sin 
embargo,  la  ley  no  es  todo  lo  explícita  que  fuera  de  desear.  No 
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hace  más  que  consignar  que  no  se  comprendan  en  las  tasacio- 
nes los  derechos  correspondientes  á  escritos,  diligencias  y  de- 
más actuaciones  que  sean  inútiles,  superfinas  ó  no  autorizadas 
par  la  ley;  pero  no  dice  qué  escritos,  diligencias  ó  actuaciones 
tendrán  esos  caracteres,  porque  á  todos  los  que  los  presenten  ó 
autoricen  les  parecerán  útiles  y  necesarias. 

El  párrafo  segundo  de  este  artículo  viene  á  corroborar  lo 
que  hemos  dicho:  que  las  costas  propiamente  dichas  son  los 
gastos  que  se  causan  á  la  parte  que  obtiene  la  sentencia  favo- 
rable y  se  imponen  á  su  contrario,  y  que  las  causadas  por  la 
parte  condenada  no  son  costas,  sino  gastos.  Por  eso  dice  este 
párrafo  que  no  se  comprendan  en  las  costas  las  en  que  hubiere 
sido  condenada  expresamente  la  Jmrte  que  obtiene  la  ejecutoria, 
cuyo  pago  será  siempre  de  cuenta  de  la  misma. 

Jurisprudencia.  —  No  deben  incluirse  en  la  tasación  las 
diligencias  no  autorizadas  por  la  ley,  tales  como  las  de  dar 
cuenta,  dejar  los  autos  sobre  la  mesa,  recogerlos,  etc.  (Senten- 
cias 4  Febrero,  2  y  19  Marzo,  7  Octubre  1885;  20  Mayo  1886 
y  24  Febrero  y  11  Abril  1887. ) 

Artículo  425. 

Hecha  y  presentada  por  el  actuario  la  tasación  de  cos- 
tas, no  se  admitirá  la  inclusión  ó  adición  de  partida  alguna, 
reservando  al  interesado  su  derecho  para  reclamarla,  si  le 
conviniere,  de  quien  y  como  corresponda. 

Este  artículo  también  es  nuevo,  y  su  precepto,  en  nuestra 
opinión,  poco  claro. 

Dice  que,  una  vez  hecha  y  presentada  por  el  actuario  la  ta- 
sación, no  se  admitirá  la  inclusión  ó  adición  de  partida  alguna, 
reservando  al  interesado  su  derecho  para  reclamarla,  si  le  con- 
viene, de  quien  y  como  corresponda. 

Parece  que  la  ley  niega  á  los  interesados  derecho  para  pre- 
sentar minutas  una  vez  hecha  y  presentada  la  tasación,  ó,  lo 
que  es  lo  mismo,  que  han  de  presentar  esas  minutas  antes  de 
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hacerse  la  tasación.  Si  la  ley  ha  querido  decir  eso,  su  precepto 
no  nos  parece  ni  justo  ni  equitativo,  y  en  gran  parte  inútil  el 
procedimiento  para  conseguir  la  aprobación  de  la  tasación. 
Entendemos  nosotros  que  mientras  ésta  no  está  aprobada  los 
interesados  pueden  hacer  reclamaciones,  y  el  Juez  mandar 
hacer  las  alteraciones  que  estime  justas,  para  lo  que  le  autoriza 
el  art.  428.  De  lo  contrario  se  negará  á  los  interesados  la  ga- 
rantía que  se  les  ha  concedido  por  el  art.  421,  cual  es  la  de 
que  sus  derechos  ú  honorarios  se  hagan  efectivos  por  la  via  de 
apremio,  sin  más  que  por  un  olvido,  sino  una  imposibilidad  en 
presentar  las  minutas  antes  que  se  haga  la  tasación.  En  el  Tri- 
bunal Supremo  hemos  observado  dar  vista  á  las  partes  de  las 
tasaciones  practicadas,  y  acudir  dentro  del  término  por  que  la 
vista  se  les  concede  presentando  minutas  de  Letrados  que  no 
lo  habían  sido  antes,  y  la  Sala  mandar  aprobar  la  tasación, 
entendiéndose  incluidas  dichas  mitíutas.  No  comprendemos, 
pues,  la  frase  de  reservar  al  interesado  su  derecho  para  recla- 
mar de  quien  y  como  corresponda. 

Aktículo  426. 

De  la  tasación  de  costas  se  dará  vista  á  las  partes,  por 
término  de  tres  días  á  cada  una,  principiando  por  la  conde- 
nada al  pago.  (Ley  ant.,  art.  79.) 

La  antigua  ley  sólo  concedía  á  este  efecto  dos  días,  y  la  re- 
forma nos  parece  aceptable. 

Artículo  427. 

Si  los  honorarios  de  los  Letrados  fueren  impugnados 
por  excesivos,  se  oirá  por  el  término  de  dos  días  ai  Letrado 
contra  quien  se  dirija  la  queja,  y  después  se  pasarán  los 
autos  al  Colegio  de  Abogados,  y  donde  no  lo  hubiese,  á  dos 
Letrados  designados  por  el  Juez  ó  la  Sala,  para  que  den  su 
dictamen.  Si  no  los  hubiere  en  el  lugar  del  juicio,  ó  estuvie- 
ran todos  interesados  en  el  asunto,  se  pasarán  los  antece- 


Digitized  by  VjOOQIC 


LIB.    1  —  TÍT.   XI  — ART.   427  531 

dentes  al  Colegio  de  Abogados  más  próximo  por  medio  del 
Juez  de  primera  instancia  respectivo. 

Lo  mismo  se  practicará  cuando  sean  impugnados  por 
excesivos  los  honorarios  de  los  peritos  ó  de  cualesquiera 
otros  funcionarios  no  sujetos  á  arancel,  oyéndose  en  este  caso 
el  dictamen  de  la  Academia,  Colegio  ó  gremio  á  que  perte- 
nezcan, y  en  su  defecto  el  de  dos  individuos  de  su  clase. 
No  habiéndolos  en  el  lugar  del  juicio,  podrá  recurrirse  á  los 
de  los  inmediatos.  (Ley  ant.,  art.  80.) 

Este  artículo  tiene  una  reforma  importante  y  plausible.  El 
artículo  correspondiente  de  la  antigua  ley  sólo  decía  que,  im- 
pugnados los  honorarios,  el  Tribunal  ó  el  Juez  oirían  al  Cole- 
gio de  Abogados  ó  á  los  Letrados,  y  el  de  la  nueva  ley  manda 
que  se  oiga  en  primer  término,  y  por  el  de  dos  días,  al  Letrado 
contra  quien  se  dirija  la  queja;  trámite  conveniente,  porque  de 
él  puede  depender  muchas  veces  la  reforma  de  la  minuta  por 
haber  incluido  equivocadamente  honorarios  de  más  ó  por  otras 
«ansas. 

Después — dice  el  artículo — se  pasarán  los  autos  al  Colegio, 
si  lo  hubiere,  ó  á  dos  Letrados.  Y  puede  ocurrir  la  duda  si- 
guiente. Si  el  Letrado  á  quien  se  ha  oído  reforma  la  minuta,  } 
¿se  pasará  de  todos  modos  el  expediente  al  Colegio,  ó  se  oirá  á 
la  parte  que  la  impugnó?  Entendemos  que  esto  último  es  lo  pro- 
cedente, porque  puede  evitar  que  los  autos  vayan  al  Colegio  y 
se  causen  gastos  y  dilaciones  inútiles. 

La  nueva  ley  ha  hecho  otra  adición  en  este  artículo,  con  re- 
ferencia al  de  la  antigua,  su  concordante.  Que  si  no  hubiere  dos 
Letrados  en  el  lugar  del  juicio,  ó  estuvieran  todos  interesados 
en  el  asunto,  se  pasen  los  antecedentes  al  Colegio  de  Abogados 
más  próximo. 

Y,  por  último,  la  nueva  ley  equipara  para  este  efecto  los  ho- 
norarios de  los  peritos  ó  de  cualesquiera  otros  funcionarios  no 
sujetos  á  Arancel,  á  los  de  los  Letrados,  oyéndose  el  dictamen 
de  la  Academia,  Colegio  ó  gremio  á  que  pertenezcan. 
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Artículo  428. 


La  Sala,  ó  en  su  caso  el  Juez,  con  presencia  de  lo  que 
las  partes  ó  los  interesados  hubieren  expuesto,  y  de  los  in- 
formes recibidos  sobre  los  honorarios,  aprobará  la  tasación 
ó  mandará  hacer  en  ella  las  alteraciones  que  estime  justasr 
y  á  costa  de  quien  proceda,  sin  ulterior  recurso.  (Ley  ante- 
rior, art.  81.) 

Este  artículo  parece  que  viene  á  darnos  la  razón  de  lo  que 
hemos  dicho  en  el  425;  esto  es,  que  mientras  que  no  esté  apro- 
bada la  tasación,  los  interesados  pueden  hacer  reclamación  y  el 
Juez  ó  Tribunal  mandar  hacer  las  alteraciones  que  estime  jus- 
tas; pues,  con  efecto,  en  este  artículo  se  la  autoriza  para  ello  al 
disponer  que,  con  presencia  de  lo  que  las  partes  ó  los  interesa- 
dos expongan  y  de  los  informes  recibidos  sobre  los  honorarios, 
aprobará  la  tasación  ó  mandará  hacer  en  ella  las  alteraciones 
que  estime  justas,  y  á  costa  de  quien  proceda,  sin  ulterior  re- 
curso. La  condena  de  costas  en  este  caso  es  un  precepto  nuevo, 
pues  la  ley  antigua  no  las  imponía. 

Artículo  429. 

Cuando  sea  impugnada  la  tasación  por  haberse  incluido 
en  ella  partidas  de  derechos  ú  honorarios  cuyo  pago  no  co- 
rresponda al  condenado  en  las  costas,  se  sustanciará  y  deci- 
dirá esta  reclamación  por  los  trámites  y  con  los  recursos 
establecidos  para  los  incidentes. 

También  es  nuevo  este  artículo  de  la  moderna  ley,  que  de- 
termina que  toda  reclamación  para  impugnar  las  tasaciones  se 
sustancie  y  decida  por  los  trámites  y  con  los  recursos  estableci- 
dos para  los  incidentes.  Habiendo  la  ley  en  este  titulo  marcado 
la  tramitación  que  debe  seguirse  para  la  aprobación  de  una  ta- 
sación de  costas,  y  siendo  su  aprobación  de  la  exclusiva  compe- 
tencia del  Juez  ó  Tribunal  que  haya  conocido  del  negocio,  sin 
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ulterior  recurso,  el  articulo  que  comentamos  parécenos  que  está, 
demás  en  la  ley,  y  ha  podido  suprimirse  con  ventaja  y  en  obse- 
quio á  la  claridad  de  la  misma. 

TÍTULO  XII 
Del  repartimiento  de  negocios. 

Con  fecha  18  de  Mayo  de  1863  se  publicó  una  Real  orden 
circular  con  motivo  de  las  quejas  sobre  la  irregularidad  con 
que  se  practicaba  el  repartimiento  de  los  negocios  civiles  pre- 
venido por  el  reglamento  de  los  Juzgados  de  1.°  de  Mayo 
de  1844:  sobre  los  perjuicios  de  los  interesados  por  las  dilacio- 
nes que  se  experimentaban  y  por  la  falta  de  sigilo  á  que  daba 
lugar  la  ocultación  de  los  bienes  por  parte  de  los  deudores  en 
las  ejecuciones  ó  embargos  preventivos,  y  se  dispuso : 

1.°  La  creación  de  plazas  de  repartidores  de  .los  negocios 
civiles  de  primera  instancia  en  todas  las  poblaciones  en  donde 
hubiera  por  lo  menos  cuatro  Juzgados,  con  objeto  de  que  por 
turno  riguroso,  entre  las  Escribanías  de  todos  ellos,  se  verifica- 
se el  repartimiento  á  medida  que  fueran  ingresando,  según  su 
clase  y  cuantía  y  con  arreglo  á  las  disposiciones  adoptadas  has- 
ta entonces  por  las  Reales  Audiencias  para  la  más  equitativa 
distribución. 

2.°  Que  el  repartimiento  se  practicase  necesariamente  y  sin 
excusa  alguna  durante  las  veinticuatro  horas  siguientes  á  la  de 
su  entrada;  que  se  anotara  en  el  acto  de  su  presentación  en  la 
oficina  del  repartidor,  llevándose  para  ello  los  libros  necesarios 
de  ingreso  y  turno. 

3.°  Que  el  nombramiento  de  repartidores  se  verificase  por 
Real  orden,  debiendo  recaer  en  Letrados  de  conocida  probidad, 
flin  más  retribución  que  la  de  los  derechos  que  se  percibían 
actualmente  por  este  trabajo,  ó  la  que  se  estableciera  en  lo  su- 
cesivo. 

Y  4.°    Que  no  se  sujetasen  al  repartimiento  las  demandas  de 
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'embargo  preventivo,  las  de  retractos,  los  interdictos  de  obra 
nueva  y  vieja,  y  cualesquiera  otras  para  cuya  introducción  se- 
ñalan las  leyes  un  término  fatal,  ó  de  cuya  dilación  en  proveer 
por  los  respectivos  Jueces  pudiera  irrogarse  á  los  interesados 
daño  irreparable,  sin  perjuicio  de  someterlas  al  turno  como  to- 
das las  demás  para  su  ulterior  sustanciación  y  terminación,  des- 
pués de  practicadas  las  primeras  diligencias  y  logrando  el  ob- 
jeto de  la  manera  breve  y  sumaria  que  constituyen  su  índole  y 
naturaleza. 

Con  fecha  15  de  Enero  de  1864  se  publicó  otra  Real  orden 
con  motivo  de  la  falta  de  exactitud  con  que  en  algunos  Juzga- 
dos se  cumplía  la  disposición  4.a  de  la  anterior,  y  se  dispuso 
«que  los  repartidores  usen  de  un  sello  del  diámetro  común  de 
medio  duro,  con  la  inscripción  de  Repartimiento  de  los  nego- 
cios civiles,  sellando  con  el  mismo  la  carpeta  y  la  primera  hoja 
útil,  á  fin  de  que  á  primera  vista  conozcan  los  Jueces  si  han 
sido  repartidos,  cuidando  de  no  acordar  providencia  alguna  en 
los  que  no  contengan  dicho  requisito,  si  su  naturaleza  y  estado 
lo  exigieren;  y  los  Escribanos  de  no  dar  cuenta  de  ellos,  bajo 
su  responsabilidad,  que  se  hará  efectiva  por  medio  de  la  multa 
del  duplo  de  los  derechos  devengados,  y  mayor  en  caso  de  re- 
incidencia, según  las  circunstancias». 

Con  fecha  12  de  Junio  de  1868  se  dictó  la  Real  orden  que 
hemos  insertado  íntegra  al  ocuparnos  del  art.  59  (folio  47),  en- 
caminada también  á  dar  reglas  para  el  repartimiento  de  los  ne- 
gocios y  á  uniformar  la  varia  jurisprudencia  que  en  el  mismo 
existía. 

Así  las  cosas,  en  Octubre  de  1879,  varios  Escribanos  de  los 
Juzgados  de  Madrid  promovieron  y  elevaron  una  exposición  en 
solicitud  de  que  todos  los  negocios  civiles,  inclusos  los  de  juris- 
dicción voluntaria,  se  sometiesen  á  repartimiento,  no  por  Escri- 
banías, como  se  practicaba,  sino  por  Juzgados;  exposición  que- 
fué  contradicha  por  otros  Escribanos,  fundándose  en  que  hay 
diligencias  tan  precisas  y  que  se  han  de  practicar  con  tal  pru- 
dencia, que  sin  ésta  no  se  consigue  el  fin  que  se  proponen,  y 
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que,  por  lo  tanto,  era  conveniente,  en  beneficio  de  los  litigantes 
de  buena  fe,  dejar  á  éstos  ó  á  sus  Procuradores  en  libertad  de 
presentar  tales  asuntos  allí  donde  tuvieren  más  confianza,  ya 
por  condiciones  de  aptitud,  ya  por  razones  de  sigilo  y  pru- 
dencia. 

También  los  Procuradores  de  Madrid  elevaron  otra  exposi- 
ción pidiendo  que  los  expedientes  juratorios  y  de  declaración 
de  herederos  ab  intestato  pertenecieran  á  la  jurisdicción  volun- 
taria y  que  no  estuvieran  sujetos  á  repartimiento. 

Estas  exposiciones  fueron  informadas  por  la  Sala  de  gobier- 
no del  Tribunal  Supremo,  previa  audiencia  del  Fiscal  de  aquel 
alto  Cuerpo  y  del  Colegio  de  Abogados,  y  se  remitieron  al  Mi- 
nisterio de  Gracia  y  Justicia;  pero  coincidió  con  esto  la  re- 
forma de  la  ley  de  Enjuiciamiento,  y  no  recayó  resolución 
alguna. 

La  nueva  ley  ha  tenido  en  cuenta  las  Reales  órdenes  cita- 
das, y  quizás  las  peticiones  antedichas,  y  ha  consignado  el  tí- 
tulo de  que  nos  ocupamos,  tomando  por  principio  general  que 
todos  los  negocios  civiles  están  sujetos  á  repartimiento. 

El  Real  decreto  de  20  de  Mayo  de  1891  reprodujo  lo  consig- 
nado en  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  y  por  otro  Real  decreto 
de  5  de  Febrero  de  1903  se  han  fijado  las  reglas  con  arreglo  á 
las  cuales  se  ha  de  verificar  el  repartimiento. 

Ya  hemos  dicho  anteriormente  que  el  repartimiento  de  ne- 
gocios tiene  una  sola  ventaja,  á  cambio  de  no  pocos  inconve- 
nientes. La  ventaja  está  de  parte  de  los  Jueces,  y  los  inconve- 
nientes de  parte  de  los  litigantes.  Consiste  aquélla  en  la  igual- 
dad del  trabajo  entre  los  Jueces  de  las  poblaciones  donde  se 
prescribe  la  necesidad  del  reparto,  que  tal  vez  pueda  contribuir 
á  que  los  asuntos  se  tramiten  con  más  rapidez;  y  ocasiona  los 
inconvenientes  la  prohibición  é  imposibilidad  de  dar  preferen- 
cia á  las  dotes  de  aptitud,  actividad  y  honradez  de  los  Actua- 
rios que  más  se  distingan  por  ellas,  quitando  á  éstos  ese  estí- 
mulo que  hacía  producir  la  confianza  del  público  y  el  aumento 
de  clientela.  Entre  la  mayor  comodidad  de  los  Jueces  y  la  con^ 
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veniencia  del  público  en  general,  la  ley  se  ha  decidido  por  la 
de  aquéllos,  y  al  igualar  el  trabajo  de  los  Juzgados,  ha  hecho 
iguales  á  los  Escribanos  de  todos  ellos,  sin  dejar  al  público  pre- 
ferencia por-  unos  ú  otros,  preferencia  que  se  fundaba  en  las  ra- 
zones que  hemos  expuesto. 


Artículo  430. 

Todos  los  negocios  civiles,  así  de  la  jurisdicción  conten- 
ciosa como  de  la  voluntaria,  serán  repartidos  entre  los  Juz- 
gados de  primera  instancia,  cuando  haya  más  de  uno  en  la 
población,  y  en  todo  caso  entre  las  diversas  Escribanías  de 
cada  Juzgado. 

El  artículo  es  terminante.  Todos  los  negocios  civiles,  así  de 
la  jurisdicción  contenciosa  como  de  la  voluntaria,  serán  repar- 
tidos entre  los  Juzgados  de  primera  instancia  cuando  haya  más 
de  uno  en  la  población,  y  en  todo  caso,  entre  las  diversas  Escri- 
banías de  cada  Juzgado. 

El  último  miembro  de  este  artículo  viene  á  echar  por  tierra 
el  único  fundamento  que  nosotros  encontramos  en  el  reparti- 
miento de  negocios,  y,  por  tanto,  su  única  ventaja:  la  igualdad 
de  trabajo  entre  los  Jueces.  Porque  este  artículo  establece  á  la 
vez  igualdad  entre  los  Escribanos.  Al  Juez  le  importa  poco  des- 
pachar con  unos  ó  con  otros  Actuarios.  Así  que  la  igualdad  de 
trabajo  para  los  Jueces  se  hubiera  conseguido  con  establecer 
el  repartimiento  entre  los  Juzgados;  pero  ya  designado  el  Juz- 
gado correspondiente,  dejar  á  los  particulares  que  dieran  prefe- 
rencia, en  interés  propio,  á  uno  ú  otro  Actuario  de  ese  Juzgado. 
Hubiera  sido  el  último  baluarte,  desde  el  cual  los  particulares 
hubieran  buscado  las  condiciones  de  inteligencia  y  honradez 
de  los  Escribanos,  y  desde  el  cual  éstos,  con  esas  condiciones, 
estimularan  á  los  litigantes  y  recogieran  al  mismo  tiempo  el 
fruto  de  su  trabajo  y  honradez. 

Si  los  Actuarios  estuvieran  á  sueldo  como  los  Jueces,  es 
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comprende  que  se  igualara  su  trabajo;  estando  á  derechos,  no; 
porque  á  mayor  número  de  negocios,  mayor  remuneración  tie- 
nen; y  desde  el  momento  que  puedan  salir  todos  iguales,  se  ha 
concluido  en  ellos  el  estímulo  y  la  actividad,  porque  ya  esto  no 
ha  de  aumentarles  la  clientela. 

Completan  estas  indicaciones  las  siguientes  reglas  consig- 
nadas en  el  art.  37  del  ya  citado  Real  decreto  de  5  de  Febrero 
de  1003: 

1.a  La  clasificación  de  los  negocios  se  acomodará  á  la  deno- 
minación de  los  distintos  juicios  y  procedimientos  reconocidos 
por  las  leyes  procesales,  teniendo  en  cuenta  la  cuantía  de  la  re- 
clamación y  obteniendo  la  aprobación  de  la  Sala  de  gobierno  de 
la  Audiencia  territorial  respectiva  en  los  Juzgados  de  la  capi- 
tal, y  la  del  Juez  en  los  demás  Juzgados. 

2.a  El  repartimiento  general  en  poblaciones  donde  haya  más 
de  un  Juzgado  se  practicará  ante  el  Juez  decano  ó  el  que  haga 
sus  veces,  por  el  repartidor  de  negocios  donde  lo  hubiese,  y  en 
6u  defecto  por  el  Escribano  que  por  mayoría  fuese  designado 
antre  todos  los  existentes  en  dicha  población  y  con  asistencia 
de  otros  dos.  Las  formalidades  que  hayan  de  observarse  y  re- 
gistros que  deban  llevarse  serán  objeto  de  acuerdo  entre  todos 
los  Escribanos,  y  en  las  poblaciones  donde  haya  Colegio,  de  la 
Junta  directiva,  con  la  aprobación  que  se  requiere  en  la  regla 
precedente. 

3.a  Los  negocios  no  tendrán  más  que  un  repartimiento,  aun- 
que en  la  tramitación  varíe  la  clase  en  que  fué  turnado  ó  surjan 
incidentes  de  los  taxativamente  marcados  en  la  ley  de  procedi- 
miento, ínterin  el  asunto  principal  no  esté  terminado. 

No  estarán  comprendidos  en  esta  disposición  y  deberán  re- 
partirse necesariamente: 

Las  demandas  que  promuevan  los  administradores  de  los 
concursos,  quiebras,  abintestatos  y  testamentarías  á  nombre 
de  éstos. 

Los  concursos  necesarios  cuando  no  se  soliciten  dentro  de  la 
quita  y  espera  ó  del  concurso  voluntario. 
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Las  quiebras  que  no  se  soliciten  dentro  del  expediente  de 
suspensión  de  pagos. 

Las  demandas  que  surjan  de  los  expedientes  de  jurisdic- 
ción voluntaria  que  sean  por  la  ley  independientes  de  aquéllos. 

4.a  El  Escribano  que  actúe  en  un  negocio  sin  repartimiento 
incurrirá  en  la  responsabilidad  que  señala  el  art.  435  de  la  ley 
de  Enjuiciamiento  civil;  si  reincidiese,  en  la  pena  de  suspen- 
sión de  uno  á  seis  meses,  con  pérdida  de  los  derechos  devenga- 
dos en  su  Escribanía  durante  dicho  tiempo,  y  en  el  caso  de 
nueva  reincidencia,  será  separado  del  cargo,  á  petición  de  la 
Junta  directiva  ó  del  Ministerio  fiscal. 

5.a  Los  negocios  a  que  se  refiere  el  art.  432  de  la  ley  de  En- 
juiciamiento civil  podrán  ser  despachados  por  el  Escribano  á 
quien  fueren  presentados,  limitándose  á  la  práctica  de  la  dili- 
gencia urgente  ó  á  la  que  pueda  resultar  el  perjuicio,  pasando 
los  autos  inmediatamente  después  al  repartimiento,  sin  excusa 
alguna,  quedando  sujeto  en  otro  caso  á  las  mismas  responsabi- 
lidades que  se  señalan  en  la  regla  precedente. 

6.a  El  reparto  dentro  de  cada  Juzgado  lo  hará  el  Secretario 
de  gobierno,  por  cuyos  servicios  no  percibirá  los  derechos  con- 
signados en  el  Arancel. 

Jurisprudencia.  —  El  reparto  de  negocios  establecido  por 
el  art.  430,  en  relación  con  el  59  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
civil,  no  tiene  otro  alcance  que  el  de  procurar  una  equitativa 
igualdad  en  el  trabajo  de  los  Juzgados  establecidos  en  las  po- 
blaciones donde  exista  más  de  uno,  que  es  por  lo  que  las  partes 
no  pueden  someterse  voluntariamente  á  la  competencia  de  cual- 
quiera de  ellos,  sin  que  la  omisión  ó  vicio  cometido  en  él  pro- 
duzca otro  efecto  que  la  imposición  al  culpable  de  la  corrección 
disciplinaria  que  establecen  los  artículos  434  y  435,  por  cuya 
razón  es  evidente  que  dichos  Juzgados  tienen  igual  competen- 
cia para  conocer  en  los  asuntos  que  se  incoen,  sin  perjuicio  del 
reparto  establecido  al  efecto,  único  que  queda  indicado. 

Por  lo  dicho  carece  de  base,  por  no  estar  comprendido  en 
ninguno  de  los  casos  que  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  señala 
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para  regalar  la  materia  de  competencia,  la  declinatoria  funda- 
da en  la  incompetencia  de  un  Juez  por  el  reparto  que  se  le  hizo 
de  una  demanda;  y  estimándolo  así  la  Sala  sentenciadora,  no 
incurre  en  el  quebrantamiento  de  forma  que  señala  el  núm.  6.° 
del  art.  1.693  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil.  (2  Diciembre 
de  1898.) 

Determinada  por  el  repartimiento,  conforme  al  art.  59  de  la 
ley,  la  competencia  de  un  Juzgado  para  conocer  de  un  determi- 
nado negocio,  quedan  sometidas  al  mismo  todas  las  cuestiones 
á  que  la  demanda  diese  lugar,  siempre  que  estén  relacionadas 
con  la  obligación  que  se  trata  de  hacer  efectiva.  (27  Octubre 
de  1899.) 

Artículo  431. 

Los  Jueces  de  primera  instancia  no  permitirán  que  se 
curse  ningún  negocio,  si  no  constare  en  él  la  diligencia  de 
repartimiento. 

En  el  caso  de  que  no  conste  dicha  diligencia,  no  podrá 
dictar  otra  providencia  que  la  de  que  pase  al  repartimiento. 

También  es  terminante  este  artículo.  Sin  la  diligencia  de 
repartimiento  no  podrá  cursarse  negocio  alguno  ni  acordarse 
otra  providencia  que  la  de  que  pase  á  repartimiento.  Esto  debe 
entenderse  también  para  los  asuntos  de  jurisdicción  voluntaria, 
puesto  que  el  epígrafe  de  este  libro  I  de  la  ley  se  refiere  á  ella 
lo  mismo  que  á  la  contenciosa. 

Artículo  432. 

No  obstante  lo  dispuesto  en  los  artículos  anteriores,  las 
primeras  diligencias  en  los  embargos  preventivos,  retractos, 
interdictos  de  obra  nueva  y  de  obra  ruinosa,  depósito  de 
personas,  y  cualesquiera  otras  que,  á  juicio  del  Juez,  fueren 
de  índole  tan  perentoria  y  urgente,  que  su  dilación  dé  moti- 
vo fundado  para  temer  que  se  irroguen  irreparables  perjui- 
cios á  los  interesados,  podrán  acordarse  y  llevarse  á  efecto 
por  cualquiera  de  los  Jueces  y  Escribanía  ante  quienes  se 
solicite. 
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En  estos  casos,  luego  que  se  practique  la  diligencia  ur- 
gente, se  pasará  el  negocio  al  repartimiento,  sin  que  esto 
pueda  dilatarse  por  más  de  tres  días. 

Este  artículo  es  una  excepción  á  los  dos  anteriores,  que  tem- 
pla en  parte  el  rigor  de  los  mismos,  y  que  está  establecida  en 
beneficio  de  los  litigantes  de  buena  fe. 

Hay,  en  efecto,  diligencias  como  las  que  el  artículo  expre- 
sa, tan  precisas  y  que  requieren  tal  prudencia  en  su  práctica, 
que  de  su  rapidez,  sigilo  y  manera  de  practicarse  depende  su 
éxito.  Por  eso  la  ley  no  ha  podido  menos  de  conceder  para  ellas 
la  libertad  de  presentarlas  en  cualquier  Juzgado  y  en  cualquie- 
ra Escribanía.  Pero  consecuente  la  ley  en  su  principio  de  igual- 
dad, dispone  que  luego  que  se  practique  la  diligencia  urgente 
se  pase  el  negocio  á  repartimiento  en  el  término  de  tres  días. 

Artículo  433. 

Fuera  de  los  casos  expresados  en  el  artículo  anterior,  los 
Jueces  que  dicten  providencia  en  un  negocio  que  no  estu- 
viere repartido,  serán  corregidos  disciplinariamente,  con 
arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  título  siguiente. 

Artículo  434. 

El  Repartidor  ó  Secretario  del  Juzgado  que  turnare  un 
negocio  á  distinto  Juzgado  ó  Escribanía  de  la  que  corres- 
ponda, incurrirá  en  una  multa  de  25  á  150  pesetas,  sin  per- 
juicio de  la  responsabilidad  criminal  que  pueda  caberle. 

Artículo  435. 

El  Escribano  que  actúe  en  un  negocio  sujeto  á  reparti- 
miento, sin  que  le  hubiere  sido  turnado,  incurrirá  en  la 
multa  del  duplo  de  los  derechos  que  haya  devengado. 

Los  tres  artículos  precedentes  establecen  sanciones  penales 
para  las  infracciones  en  la  materia,  sanciones  que  no  son  nue- 
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vas,  á  pesar  de  las  cuales,  hasta  ahora,  el  público  y  los  actua- 
rios han  buscado  todos  los  medios  de  evadir  el  repartimiento. 

En  primer  lugar,  se 'impone  una  corrección  disciplinaria, 
con  arreglo  al  título  siguiente,  á  los  Jueces  que  dicten  provi- 
dencia en  un  negocio  que  no  estuviere  repartido,  fuera  de  los 
casos  del  art.  432.  Muéstrase  más  rigor  contra  los  Repartido- 
res ó  Secretarios  que  turnaren  un  negocio  á  distinto  Juzgado  ó 
Escribanía  de  la  que  corresponda,  imponiéndoseles  una  multa 
de  25  á  150  pesetas,  sin  perjuicio  de  la  responsabilidad  crimi- 
nal que  pueda  caberle,  y,  por  último,  se  impone  al  Escribano 
que  actúe  en  un  negocio  sujeto  á  repartimiento,  sin  que  le  hu- 
biere sido  turnado,  la  multa  del  duplo  de  los  derechos  que  haya 
devengado,  penalidad  ampliada  por  la  regla  4.a  del  art.  37  del 
Real  decreto  de  5  de  Febrero  de  1903,  en  caso  de  reincidencia t 
á  la  suspensión  de  uno  á  seis  meses,  y  en  caso  de  nueva  reinci- 
dencia, con  la  separación  del  cargo. 

Como  se  ve,  la  ley  ha  sido  bastante  rigurosa,  y  sus  procedi- 
mientos para  impedir  irregularidades  ó  alteraciones  en  el  repar- 
timiento son  terminantes. 

En  cuanto  á  la  responsabilidad  criminal  que  según  el  artícu- 
lo 434  pueda  caber  al  Repartidor  ó  Secretario  que  turnaren  un 
negocio  á  distinto  Juzgado  ó  Escribanía  de  la  que  corresponda» 
esta  responsabilidad,  esencialmente  de  carácter  criminal,  hay 
que  deducirla  de  las  disposiciones  del  Código  penal,  y  con  arre- 
glo á  él  imponer  la  pena. 

Artículo  436. 

No  estarán  sujetos  á  repartimiento  los  juicios  verbales, 
los  de  desahucio,  ni  los  demás  negocios  que  sean  de  la  com- 
petencia de  los  Jueces  municipales. 

Donde  haya  dos  ó  más,  cada  uno  conocerá  de  los  que 
correspondan  á  su  distrito,  conforme  á  las  reglas  estableci- 
das en  los  artículos  62  y  63,  con  apelación  al  Juzgado  de 
primera  instancia  del  mismo  distrito,  en  el  que  se  repartirán 
entre  sus  Escribanías. 
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El  art.  432  ha  fijado  los  casos  en  que  pueden  practicarse  di- 
ligencias sin  someterlas  á  repartimiento,  sin  perjuicio  de  que 
una  vez  practicado  se  cumpla  el  precepto  de  la  ley.  Ahora  ha- 
bla de  aquellos  negocios  que  no  están  sujetos  á  repartimiento, 
entre  los  que  enumera  los  juicios  verbales,  los  de  desahucio  y 
los  demás  negocios  que  sean  de  la  competencia  de  los  Juzgados 
municipales.  Parece  esto  una  inconsecuencia  de  la  ley;  pero  no 
lo  es,  puesto  que  el  párrafo  segundo  de  este  artículo  establece 
en  cierto  modo  repartimiento.  Donde  haya  dos  ó  más  Juzgados 
municipales,  cada  uno  conocerá  de  los  que  correspondan  á  sus 
distritos,  conforme  á  las  reglas  establecidas  en  los  artículos  62 
y  63  (que  tratan  de  la  competencia  de  jurisdicción),  con  apela- 
ción al  Juzgado  de  primera  instancia  del  mismo  distrito,  en  el 
que  se  repartirán  entre  sus  Escribanías.  Se  establece,  pues,  re- 
partimiento, á  pesar  de  que  el  primer  párrafo  de  este  artículo 
parece  decir  lo  contrario,  en  los  negocios  de  que  conoce*  los 
Jueces  municipales,  obedeciendo  al  principio  sentado  en  el  pri- 
mer artículo  de  este  título,  que  todos  los  negocios,  así  de  la  ju- 
risdicción voluntaria  como  de  la  contenciosa,  están  sujetos  á  re- 
partimiento. 

En  la  práctica  se  han  cometido  abusos,  á  evitar  los  cuales 
se  han  dictado  las  siguientes  reglas  por  las  Reales  órdenes  de  22 
de  Septiembre  de  1885  y  20  de  Septiembre.de  1891 : 

«1.a  Los  Jueces  municipales  de  poblaciones  en  que  haya  más 
de  uno,  entenderán  tan  sólo  en  los  negocios  que  correspondan  á 
sus  respectivos  distritos,  con  sujeción  á  las  reglas  establecidas 
en  los  artículos  62,  63  y  1.562  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  ci- 
vil, y  en  cumplimiento  de  lo  prevenido  en  el  art.  436  de  la  mis- 
ma, sin  que  puedan  las  partes  someterse  expresa  ni  tácitamente 
para  modificar  la  competencia  preceptuada  por  la  ley. 

Los  exhortos  se  cumplimentarán  por  los  Juzgados  en  cuyos 
distritos  hayan  de  practicarse  las  diligencias  á  que  la  comisión 
se  refiera. 

2.a  Los  Jueces  municipales  no  darán  curso  á  ningún  asunto 
que,  conforme  á  lo  prevenido  en  la  disposición  precedente,  co- 
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rresponda  á  otro  distrito,  ni  dictarán  en  él  otra  providencia 
que  la  de  que  se  remitan  las  papeletas  ó  solicitudes  al  Juzgado 
competente. 

3.a  La  infracción  de  estos  preceptos  se  corregirá  por  los  Jue- 
ces de  primera  instancia  al  conocer  de  las  apelaciones,  ó  por  las 
Salas  de  justicia  al  resolver  las  competencias,  imponiendo  las 
correcciones  disciplinarias  autorizadas  por  la  ley  de  Enjuicia- 
miento civil,  ó  las  costas  al  Secretario  del  Juzgado  municipal 
cuando  hubiese  dejado  de  consignar  en  diligencia  las  circuns- 
tancias que  determinen  la  competencia  del  Juzgado,  ó  al  Juez 
cuando,  estando  consignadas,  no  las  hubiese  estimado  debida- 
menie. 

4.*  En  cada  Juzgado  municipal  de  población  en  que  haya 
dos  ó  más,  se  llevará  un  libro-registro  de  todos  los  juicios  ver- 
bales y  actos  de  conciliación  que  se  celebren,  en  el  cual  se  hará 
constar  la  fecha  en  que  tiene  lugar;  el  acto  ó  juicio;  su  objeto; 
los  nombres  del  demandante  y  demandado ;  sus  domicilios;  la 
calle,  lugar  ó  sitio  en  que  radica  la  finca  cuando  el  juicio  se  re- 
fiera al  ejercicio  de  una  acción  real,  y  cuantos  datos  sean  nece- 
sarios para  determinar  la  competencia, 

6.a  Con  relación  al  expresado  libro-registro,  los  Jueces  mu- 
nicipales darán  cuenta  diaria  al  Presidente  de  la  Audiencia  te- 
rritorial respectiva  de  los  juicios  verbales  y  actos  de  concilia- 
ción que  se  hayan  celebrado,  expresando  las  circunstancias  á 
que  se  refiere  el  número  anterior  y  el  resultado  de  cada  acto  ó 
juicio. 

6.a  Los  Presidentes  de  las  Audiencias  cuidarán  del  más 
exacto  cumplimiento  de  las  anteriores  disposiciones,  haciendo 
uso  al  efecto  de  las  facultades  que  atribuye  á  su  cargo  la  ley 
orgánica  del  Poder  judicial.» 
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tItülo  xra 

De  las  correcciones  disciplinarias. 

Una  gran  parte  de  los  artículos  que  constituyen  este  titula 
son  reflejo  de  los  que  citaremos  como  concordantes  de  la  ley  or- 
gánica del  Poder  judicial,  y  en  nuestro  sentir,  con  haberlos 
transcrito  á  la  actual  ley,  se  ha  cometido  una  ingerencia  injus- 
tificable, y  que  revela  la  falta  de  criterio  eminentemente  cientí- 
fico y  de  sujeción  á  los  buenos  principios  con  que,  según  hemos 
tenido  ocasión  de  decir,  se  redactan  por  regla  general  nuestras 
leyes. 

La  corrección  disciplinaria,  sea  cualquiera  el  hecho  en  que 
consista,  supone  un  castigo  ó  pena  que  los  funcionarios  facul- 
tados para  ello  imponen  á  las  personas  que  cometen  una  ó  más 
faltas  de  las  que  la  ley  considera  dignas  de  que  de  tal  modo  se 
castiguen;  y  si  esto  es  así,  si  no  otra  cosa  puede  deducirse  de 
la  lectura  de  todas  las  leyes  y  disposiciones  que  establecen  las 
correcciones  disciplinarias,  fácilmente  se  comprende  que  su  ca- 
bal y  completo  estudio  ó  el  examen  concienzudo  de  cuanto  á 
ellas  concierne,  debe  hacerse  refiriéndole  á  cinco  puntos  de  vis- 
ta ó  materias  diferentes,  á  saber :  número  y  clase  de  faltas  su- 
jetas á  corrección  disciplinaria;  personas  que,  según  los  casos, 
pueden  incurrir  en  ellas;  penas  ó  castigos  en  que  la  corrección 
puede  consistir ;  funcionarios  ó  personas  facultadas  por  la  ley 
para  imponerlas,  y  procedimiento  que  en  todos  ó  en  cada  casa 
ha  de  seguirse  para  su  imposición. 

De  este  modo,  decimos,  es  como  únicamente  se  puede  llegar 
á  adquirir  un  conocimiento  profundo  y  verdaderamente  científi- 
co del  asunto ;  y  cuando  por  tan  recomendado  método  no  se  es- 
tudie ó  no  se  estampen  en  las  leyes  los  preceptos  oportunos,  es 
natural  que  resulte  confuso  ó  de  difícil  comprensión. 

Pues  teniendo  esto  en  cuenta  ó  no  olvidando  que  no  es  lo 
mismo  tratar  de  exponer  ó  de  saber  lo  que  al  extremo  tercero  se 
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refiere,  por  ejemplo,  que  lo  relativo  al  cuarto,  debieran  redac- 
tarse siempre  las  leyes  en  que  en  uno  ó  en  otro  concepto  tiene 
que  preceptuarse  algo  sobre  correcciones  disciplinarias;  y  aun- 
que somos  los  primeros  en  reconocer  que  por  la  índole  de  la 
materia  ó  por  la  condición  de  las  propias  leyes  es  muchas  veces 
punto  menos  que  imposible  verificar  un  exacto  y  minucioso 
deslinde  entre  lo  que  en  cada  una  debe  comprenderse,  y  lo  que 
para  otra  ú  otras  ha  de  reservarse,  abrigamos  la  convicción,  sin 
embargo,  de  que  tomándose  los  legisladores  el  trabajo  de  medi- 
tar sus  obras  hasta  el  punto  que  deben  hacerlo,  no  se  ingerirían 
en  lugar  inoportuno  preceptos  que  á  todas  luces  se  advierte  pro- 
cede figuren  en  diferente  sitio. 

Las  correcciones  disciplinarias  de  que  trata  el  presente 
título  tienen  por  objeto  evitar  que  los  Jueces  y  Tribunales,  sus 
auxiliares  y  subalternos,  y  los  Abogados  y  Procuradores,  co- 
metan ciertas  faltas  en  la  prosecución  de  los  juicios,  y  que  ni 
por  ellos  ni  por  los  particulares  se  falte  al  orden  y  respeto  de- 
bido en  los  actos  judiciales;  de  manera  que,  así  como  es  propio 
de  la  ley  de  organización  judicial,  que,  como  su  nombre  lo  in- 
dica, se  ha  de  ocupar  en  establecer  el  número  y  clase  de  Tribu- 
nales, su  composición  y  atribuciones,  el  respeto  y  la  considera- 
ción que  se  merecen  y  los  respectivos  derechos  y  deberes  de 
cada  funcionario,  consignar  también  los  motivos  por  que  éstos 
ó  los  particulares  que  no  guarden  aquel  respeto  pueden  hacerse 
acreedores  á  una  corrección  disciplinaria,  el  Tribunal  ó  Juez 
que  podrá  imponerla  y  el  castigo  ó  pena  en  que  habrá  de  con- 
sistir, es  propio  únicamente  de  una  ley  de  Enjuiciamiento  ocu- 
parse en  desenvolver  el  procedimiento  ó  las  reglas  que,  según 
los  casos,  deberán  cumplirse  para  la  imposición.  Y  hé  aquí  la 
razón  que  nos  ha  movido  á  censurar  el  que  se  hayan  incluido  en 
la  presente  ley  la  mayor  parte  de  los  artículos  que  constituyen 
el  título  que  empezamos  á  examinar. 

La  ley  provisional  sobre  organización  del  Poder  judicial 
de  1870  se  extendió  indebidamente  á  exponer,  en  la  materia  de 
que  tratamos,  algunas  de  aquellas  reglas  de  procedimiento  que 
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estimamos  propias  de  esta  ley  ó  de  la  de  Enjuiciamiento  crimi- 
nal; pero  si  se  tiene  en  cuenta  que  cuando  dicha  ley  orgánica  se 
dictó  era  deficiente  lo  con  anterioridad  prescrito,  aparecerá  dis- 
culpable la  ingerencia.  Mas  que  en  la  actual  ley,  redactada  con 
toda  calma,  con  presencia  de  las  importantes  reformas  legisla- 
tivas hechas  á  raíz  de  la  revolución  de  1868  y  con  ánimo  de  or- 
denar y  aclarar  las  disposiciones  relativas  al  Enjuiciamiento 
civil,  se  haya  cometido  una  ingerencia  igual,  transcribiendo 
artículos  tan  ostensiblemente  propios  de  la  ley  orgánica  como 
los  445,  447- y  otros  que  advertiremos,  no  puede  menos,  á  nues- 
tro juicio,  de  ser  censurado,  porque  es  materialmente  imposible 
disculpar  que,  constando  ya  en  su  oportuno  sitio,  se  transcriban 
sin  razón  alguna  á  otra  ley,  y  sin  reparar  en  que  así  no  hay  po- 
sibilidad de  salir  de  las  confusiones  en  que  en  el  terreno  legal 


£y<'  nos  encontramos  desdichadamente. 


Artículo  437. 

Los  Jueces  municipales  y  de  primera  instancia  y  las  Sa- 
las de  Justicia  de  las  Audiencias  y  del  Tribunal  Supremo 
podrán  corregir  disciplinariamente: 

1.°  A  los  particulares  que  falten  al  orden  y  respeto  de- 
bido en  los  actos  judiciales. 

2.°  A  los  funcionarios  que  intervienen  en  los  juicios  por 
las  faltas  que  ellos  cometan.  (Ley  ant.,  artículos  42  y  43. — 
Ley  org.  del  P.  /.,  artículos  616,  731,  732  y  747. ) 

Este  es  el  primer  articulo  del  título  y  el  primero  que  consi- 
deramos propio  de  la  ley  orgánica  del  Poder  judicial,  porque, 
como  se  ve,  no  se  hace  en  él  más  que  consignar  una  atribución 
de  los  Jueces  y  Tribunales,  que  no  es  de  las  que  inmediata  y 
necesaria  ó  implícitamente  se  derivan  de  una  regla  del  procedi- 
miento ó  de  pura  sustanciación,  sino  de  las  que  por  su  índole 
caen  bajo  la  esfera  de  acción  de  la  referida  ley,  bien  porque  se 
trata  de  una  facultad  que  á  voluntad  del  legislador  puede  con- 
cederse á  unos  ú  otros  funcionarios  ó  Tribunales,  ora  porque  es 
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una  consecuencia  lógica  de  la  existencia  de  la  jerarquía  judi- 
cial, y,  por  lo  tanto,  de  la  subordinación  de  los  Tribunales  infe- 
riores con  respecto  de  los  superiores,  y  de  los  funcionarios 
auxiliares  y  subalternos  con  respecto  de  la  Magistratura,  y  ya, 
en  fin,  porque  se  trata  de  una  de  las  responsabilidades  que  en 
términos  generales  se  prescriben  con  objeto  de  asegurar  el 
cumplimiento  de  las  obligaciones  impuestas  respectivamente  á 
cada  funcionario,  ó  para  que  por  nadie  se  falte  al  respeto  debido 
á  los  Tribunales,  y  esto  hace  comprender  que  á  la  ley  orgánica 
y  no  a  la  de  Enjuiciamiento  corresponde,  concretándonos  al 
examen  del  artículo,  decir  quién  está  facultado  para  exigirla, 
que  aparece  aclarado  con  lo  dispuesto  en  el  438  y  en  los  446,  447 
y  448;  sólo  tenemos  que  decir  que,  á  nuestro  juicio  y  para  ma- 
yor claridad,  debiera  haberse  redactado  su  último  párrafo  ex- 
presando: á  los  funcionarios  que  intervengan  en  los  juicios,  y  se- 
gún se  determina  en  los  artículos  446  y  447,  por  las  faltas  que 
en  ellos  cometan,  pues  hecha  la  prevención  de  la  manera  ge- 
neral y  vaga  en  que  aparece  consignada,  es  verdaderamente  in- 
exacta. 

Artículo  438. 

Los  que  interrumpieren  la  vista  de  algún  pleito  ú  otro 
acto  solemne  judicial,  dando  señales  ostensibles  de  des- 
aprobación ó  de  aprobación,  faltando  al  respeto  y  conside- 
ración debidos  á  h  s  Juzgados  y  Tribunales,  ó  perturbando 
de  cualquier  modo  el  orden,  sin  que  el  hecho  llegue  á  cons- 
tituir delito,  serán  amonestados  en  el  acto  por  el  Presidente 
y  expulsados  del  Tribunal,  si  no  obedecieren  á  la  primera 
intimación.  (Ley  ant.,  art.  42.  —  Ley  org.  del  P.  J.,  ar- 
tículo 661.  —  Ord.  de  los  Juzgados  de  primera  instancia, 
articulo  92. ) 

Artículo  439. 

Los  que  se  resistieren  á  cumplir  la  orden  de  expulsión, 
serán  arrestados  y  corregidos,  sin  ulterior  recurso,  con  una 
multa  que  no  excederá  de  20  pesetas  en  los  Juzgados  muni- 
cipales, de  40  en  los  de  primera  instancia,  de  60  en  las  Au- 
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diencias  y  de  80  en  el  Tribunal  Supremo,  y  no  saldrán  def 
arresto  hasta  que  hayan  satisfecho  la  multa,  ó  en  sustitu- 
ción hayan  estado  arrestados  tantos  días  como  sean  necesa- 
rios para  extinguir  la  corrección  á  razón  de  5  pesetas  cada 
uno.  (Ley  ant.,  art.  42.  —  Ley  org.  del  P.  J.,  art.  662.  — 
Ord.  de  tos  Juzgados  de  primera  imtancia,  art.  92.  ) 

El  respeto  y  la  consideración  que  los  Tribunales  de  justicia 
se  merecen;  la  necesidad  de  que  en  todos  los  actos  judiciales- 
haya  una  seriedad  y  una  formalidad  ejemplares;  la  importancia 
que  para  la  mayor  brillantez  de  los  informes  tiene  el  que  en  las 
vistas  se  guarde  por  todos  los  asistentes  el  orden  y  la  compos- 
tura que  la  misma  solemnidad  del  acto  requiere,  y  otras  varias 
-causas  de  análogo  carácter  y  naturaleza,  sirven  de  fundamenta 
y  justifican  los  preceptos  contenidos  en  los  dos  artículos  trans- 
critos. Y  tan  en  la  conciencia  del  legislador  ha  estado  siempre 
que  se  debía  proveer  de  algún  modo  á  la  posibilidad  de  que 
aquel  buen  orden  que  en  los  actos  judiciales  debe  reinar  se  vea 
perturbado  alguna  vez,  que,  sin  remontarnos  á  examinar  las 
legislaciones  antiguas  y  extranjeras,  sino  limitándonos  á  repa- 
sar lo  que  pudiéramos  llamar  nuestra  legislación  contemporá- 
nea, tenemos:  que  en  el  art.  28  del  reglamento  del  Tribunal 
Supremo  de  17  de  Octubre  de  1835  se  consignó  que  á  cargo  del 
Presidente  del  Tribunal  está  su  policía  interior  y  el  hacer  que 
en  él  se  guarde  orden-,  en  el  art.  23  de  las  Ordenanzas  de  las 
Audiencias  de  19  de  Diciembre  del  propio  año  1835  se  previno 
que  el  Presidente  de  cada  Sala  haría  guardar  en  ella  el  orden 
debido;  en  el  93  del  reglamento  de  los  Juzgados  de  primera 
instancia  de  1.°  de  Mayo  de  1844  se  ordenó  que  los  Jueces  esta- 
ban obligados  á  hacer  que  se  observara  el  orden  debido  en  las 
Audiencias  y  demás  actos  judiciales  á  que  concurrieren,  á 
cuyo  efecto  quedaban  autorizados  para  corregir  con  multas 
hasta  500  reales,  ó  arresto  en  caso  de  insolvencia  hasta  quince 
días,  á  los  que  lo  turbaren,  les  desobedecieren  ó  de  otro  modo 
les  faltasen  al  respeto,  y  debiendo  proceder  á  la  formación  de 
causa  si  la  gravedad  del  caso  lo  exigiera;  en  una  Real  orden 
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ide  7  de  Octubre  de  1845  se  mandaba  hacer  un  severo  cargo  á 
los  Regentes  y  Presidentes  de  Sala  de  las  Audiencias,  y  á  los 
Jueces  de  primera  instancia  en  su  respectivo  caso,  para  que  no 
tolerasen  que  los  defensores  se  excediesen  en  sus  informes  ó 
discursos  sustentando  doctrinas  subversivas  ó  reprobadas  por 
las  leyes,  ni  que  el  público  que  concurriera  á  los  graves  actos 
judiciales  faltara  al  respeto  con  demostraciones  de  aplauso  ó 
desaprobación,  debiendo  cuidar  de  que  se  contuvieran  todos 
los  concurrentes  en  los  justos  límites  propios  del  augusto  lugar 
donde  se  administra  justicia;  y  teniendo  entendido,  tanto  los 
Magistrados  como  los  Jueces  que  presidieran  los  actos  públi- 
cos, que  incurrirían  en  el  Keal  desagrado  y  quedarían  sujetos 
Jl  severas  demostraciones  si  no  reprimían  cualquier  exceso  ó 
demasía  de  esta  clase  por  los  medios  concedidos  á  su  autoridad 
en  las  Ordenanzas  y  reglamentos;  en  la  ley  de  Enjuiciamiento 
civil  de  1855  (art.  42)  se  dijo  que  los  Tribunales  y  Jueces  tie- 
nen el  deber  de  mantener  el  buen  orden  y  de  exigir  se  les  guar- 
den el  respeto  y  consideración  debidos,  corrigiendo  en  el  acto 
las  faltas  que  se  cometieren  con  multas  que  no  podrían  pasar 
de  las  cantidades  que  allí  mismo  se  fijan;  y,  por  último,  en  la 
ley  provisional  de  organización  del  Poder  judicial  (artículos  661 
y  662)  se  prescribe  lo  que  aparece  consignado  en  los  artículos 
que  examinamos.  De  modo  que  la  razón  y  la  historia  abonan 
de  consuno  sus  preceptos. 

Pero  ¿son  por  su  fondo  y  por  su  forma,  es  decir,  por  los 
preceptos  que  contienen  y  por  su  redacción,  irreprochables  los 
dos  artículos  objeto  de  nuestro  comentario?  ¿Ha  puesto  el  legis- 
lador cuanto  de  su  parte  estaba  para  conseguir  su  objeto?  En 
nuestro  sentir,  hay  en  sus  prescripciones  algo  de  sobriedad  y 
falta  de  orden  en  las  palabras,  en  que  no  debía  haberse  incu- 
rrido, no  sólo  porque  nunca  conviene  que  los  preceptos  legales 
puedan  dar  origen  a  dudas  y  sutilezas,  sino  por  la  índole  espe- 
cial del  asunto,  y  mucho  menos  cuando  el  examen  de  los  prece- 
dentes legislativos  que  quedan  expuestos  hace  ver  que  todas 
4as  disposiciones  anteriores  adolecen  de  igual  defecto.  Previé- 
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líese  primeramente  en  el  art.  438  que  los  que  perturben  el 
orden  de  cualquier  modo,  sin  que  el  hecho  llegue  á  constituir 
delito,  serán  amonestados  en  el  acto  por  el  Presidente  y  expul- 
sados del  Tribunal  si  no  obedecieren  á  la  primera  intimación; 
y  hasta  aquí  las  prescripciones  son  claras  y  no  puede  haber 
duda  alguna;  pero  á  renglón  seguido,  ó  sea  en  el  art.  439,  Be 
establece  que  los  que  se  resistieren  á  cumplir  la  orden  de  ex- 
pulsión serán  arrestados  y  corregidos,  sin  ulterior  recurso,  con 
una  multa  que,  en  caso  de  insolvencia,  se  traducirá  en  arresto 
á  razón  de  un  día  por  cada  5  pesetas;  y  este  artículo  deja  ya,  á 
nuestro  modo  de  ver,  algo  que  desear.  Serán  arrestados  y  co- 
rregidos, dice  en  primer  término,  de  tal  modo,  que  parece  que 
ambas  cosas  han  de  hacerse  al  propio  tiempo;  y,  en  cambio, 
poco  después  establece  incompatibilidad  entre  el  arresto  y  el 
pago  de  la  multa;  y  como  esto  es  evidente  y  puede  suceder  que 
en  el  mismo  acto  de  imponerse  se  pague,  parece  que^  debiera 
haberse  previsto  el  caso  y  no  haber  empezado  diciendo  en  tér- 
minos absolutos  serán  arrestados,  pues  claro  está  que  á  quien 
satisfaga  la  multa  no  se  le  debe  arrestar.  Además,  el  artículo 
no.  dice  nada  acerca  de  cómo  debe  imponerse  la  corrección,  y, 
aunque  á  primera  vista  pudiera  creerse  que  habrá  de  ser  en  el 
acto,  resulta  dudoso  apenas  se  medita  sobre  el  asunto  y  se  leen 
otros  artículos,  especialmente  el  451,  que  dice:  «Las  correccio- 
nes se  impondrán  de  piano  en  vista  de  lo  que  resulte  en  Ios- 
autos  sobre  la  falta  cometida,  y,  en  su  caso,  de  lo  consignado 
en  los  escritos  ó  en  la  certificación  que  en  el  acto  de  cometerla 
hubiere  extendido  el  actuario  de  orden  del  Presidente,  tanto  de 
lo  que  se  considere  digno  de  corrección  como  de  las  explicacio- 
nes dadas  por  el  interesado»;  y  si  hay  que  oir  á  éste  y  extender 
un  acta,  claro  es  que,  estando  celebrándose  una  vista  ú  otro 
acto  solemne,  no  parece  natural  que  se  interrumpa  para  sus- 
tanciar el  incidente  de  que  se  trata.  Y,  en  último  extremo,  aun 
cuando  los  artículos  posteriores,  incluso  el  451,  no  se  conside- 
ren relacionados  con  los  que  son  objeto  de  esta  nota  ni  aplica- 
bles al  caso,  ¿dejará  por  esto  de  ser  justo  que  se  oiga  al  intere- 
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sado?  ¿Podrá  negársele  el  derecho  de  defensa,  olvidando  que 
contra  la  providencia  del  Juez  no  puede  entablar  recurso  algu- 
no? Y  si  se  le  oye,  ¿habrá  de  ser  en  el  mismo  acto?  Y  si  no  se 
le  oye  en  el  acto,  ¿en  qué  término  ha  de  oírsele  y  dictarse  Ja 
providencia  condenatoria?  ¿Será  justo  el  arresto  mientras  ésta 
no  haya  recaído? 

Estas  preguntas  no  más  demuestran  la  razón  con  que  hemos 
dicho,  no  sólo  que  hay  sobriedad  en  los  artículos  que  examina- 
mos, sino  que,  por  la  índole  especial  del  asunto,  habría  sido 
muy  conveniente  que  el  legislador  hubiese  explanado  su  pensa- 
miento ó  hubiera  sido  más  claro  en  su  exposición. 

Artículo  440. 

En  los  términos  expresados  en  el  artículo  anterior,  serán 
corregidos  los  testigos,  peritos  ó  cualesquiera  otros  que, 
como  partes,  ó  representándolas,  faltaren  en  las  vistas  y 
actos  solemnes  judiciales,  de  palabra,  de  obra  ó  por  escrito, 
ala  consideración,  respeto  y  obediencia  debidos  á  los  Tri- 
bunales, cuando  los  hechos  no  constituyan  delito. 

No  están  comprendidos  en  esta  disposición  los  Abogados 
y  Procuradores  de  las  partes,  respecto  de  los  cuales  se  ob- 
servará lo  dispuesto  en  los  artículos  443  y  siguientes. — 
(Ley  org.  del  P.  J.,  artículos  663  y  664.) 

Artículo  441. 

Cuando  los  hechos  de  que  tratan  los  dos  artículos  que 
anteceden,  llegaren  á  constituir  delito  ó  falta,  serán  deteni- 
dos sus  autores,  instruyéndose  la  sumaria  correspondiente, 
y  poniendo  á  los  detenidos  á  disposición  del  Juzgado  que 
deba  conocer  de  la  causa.  (Ley  ant.y  art.  42,  par.  2.° — Ley 
orgánica  del  P.  /.,  art.  665.) 

Natural  y  lógico  es  que,  si  los  hechos  en  cuestión  llegan  á 
constituir  delito  ó  falta  de  las  comprendidas  en  el  Código  penal, 
se  persigan  y  castiguen  criminalmente;  de  modo  que  en  el  pri- 
mer caso  deberá  proceder  el  Juez  de  primera  instancia  contra 
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el  culpable,  y  en  el  segundo  el  Juez  municipal;  á  este  eíecto,  si 
el  hecho  hubiese  tenido  lugar  en  otro  Tribunal,  se  dará  inme- 
-  diatamente  conocimiento  al  Juez  á  quien  corresponda,  ponien- 
do, como  el  artículo  dice,  á  su  disposición  á  los  detenidos. 

En  el  capítulo  VI  del  título  III  del  libro  II  del  Código  pe- 
nal, que  trata  de  los  desórdenes  públicos,  y  en  el  art.  271,  está 
previsto  y  penado  el  delito  de  que  se  trata,  diciéndose:  «Los  que 
causaren  tumulto  ó  turbaren  gravemente  el  orden  en  la  audien- 
cia de  un  Tribunal  ó  Juzgado,  en  los  actos  públicos  propios  de 
cualquiera  autoridad  ó  corporación,  en  algún  colegio  electoral, 
oficinas  ó  establecimiento  público,  en  espectáculos  ó  solemnidad 
ó  reunión  numerosa,  serán  castigados  con  las  penas  de  arresto 
mayor  en  su  grado  medio  á  prisión  correccional  en  su  grado 
mínimo,  y  multa  de  150  á  1.500  pesetas.»  Y  la  falta,  á  que 
también  se  refiere  el  artículo  que  examinamos,  se  halla  penada 
por  el  588  del  Código,  que  dice  á  este  respecto:  «Serán  castiga- 
dos con  las  penas  de  uno  á  quince  días  de  arresto  y  multa  de  25 
á  75  pesetas:  1.°,  los  que  turbaren  levemente  el  orden  en  Audien- 
cia ó  Juzgado,  en  los  actos  públicos,  en  espectáculos,  solemni- 
dades ó  reuniones  numerosas... » 


Artículo  442. 

Serán  nulos  todos  los  actos  judiciales  practicados  bajo  la 
intimidación  ó  la  fuerza. 

Los  Jueces  y  Salas  que  hubiesen  cedido  á  la  intimida- 
ción ó  á  la  fuerza,  tan  luego  como  se  vean  libres  de  ella, 
declararán  nulo  todo  lo  practicado  y  promoverán  al  mismo 
tiempo  la  formación  de  causa  contra  los  culpables.  (Ley 
orgánica  del  P.  <7.,  art.  666.) 

No  creemos  propio  de  este  lugar  el  presente  artículo,  porque 
si  bien  es  cierto  qne  en  los  anteriores  inmediatos  se  hace  refe- 
rencia á  los  desórdenes  que  puedan  promoverse  en  los  actos  ju- 
diciales, hácese  sólo  con  objeto  de  expresar  que-  los  Jueces  y 
Tribunales  tienen  facultad  para  corregir  disciplinariamente  á 
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Artículo  443. 


bogados  y  Procuradores  serán  corregidos  discipli- 
be: 

lando  faltaren  notoriamente  á  las  prescripciones 
v  eu  sus  escritos  y  peticiones, 
lando  en  el  ejercicio  de  su  profesión  faltaren  oral- 
ir  escrito  ó  de  obra,  al  respeto  debido  á  los  Juzga- 
mnales. 

lando  en  la  defensa  de  sus  clientes  se  descompu- 
tra  sus  colegas  de  una  manera  grave  e  innecesa- 
quélla. 

lando  llamados  al  orden  en  las  alegaciones  orales, 
ieren  al  que  presida  el  Tribunal.  (Ley  ant.}  at- 
—  Ley  org.  del  P.  J.,  art.  756.) 

Artículo  444. 

stará  lo  ordenado  en  el  artículo  anterior  á  que, 
al  orden  y  pidiendo  y  obteniendo  la  venia  del  Juea 
presida  el  acto,  puedan  explicar  las  palabras  que 
pronunciado  y  manifestar  el  sentido  ó  intención 
ubieren  querido  dar,  ó  satisfacer  cumplidamente 
o  ó  Tribunal.  (Ley  org.  del  P.  J.,  art.  757. ) 

i  Jueces  y  Tribunales,  cuyas  facultades  en  la  materia 
te  título  tienen  que  ser  grandes,  deben  estar  autori- 
,  corregir  disciplinariamente,  no  sólo  á  los  particula- 
rben  el  orden  en  los  actos  judiciales  ó  les  falten  al 
peto,  sino  á  sus  inferiores  jerárquicos,  auxiliares  y 
s,  y  aun  á  los  Abogados  y  Procuradores,  es  cosa  que 
gyes  han  confirmado  más  de  una  vez;  de  modo  que 
t.  443  como  los  445  y  447  no  hacen  más  que  recono- 
acipio  constantemente  admitido,  el  cual,  por  lo  qne 
los  Abogados  y  Procuradores,  encuentra  su  funda- 
a  índole  y  carácter  de  sus  respectivas  funciones  y  en 
iza  de  las  relaciones  que  mantienen  con  los  Tribuna- 
icia. 
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de  justicia  prevenía  que,  así  como  los  Jueces  y  Tribuuales  de- 
bían cuidar  de  que  los  Abogados  procediesen  con  arreglo  á  las 
leyes  en  el  ejercicio  de  su  profesión,  y  les  guardaran  el  debido 
respeto,  estaban  obligados  á  tratarlos  con  el  decoro  correspon- 
diente, no  interrumpiéndoles  cuando  hablasen  en  estrados,  ni 
coartándoles  directa  ó  indirectamente  el  libre  desempeño  de  su 
cargo  (art.  19).  El  art.  18  de  las  Ordenanza 3  de  las  Audiencias 
prescribe  que  los  Magistrados  han  de  estar  con  la  mayor  com- 
postura y  decoro  en  el  Tribunal,  sin  interrumpir  á  los  Aboga- 
dos, Relatores  y  Escribanos  en  sus  discursos  y  relaciones,  y 
tratándoles  á  todos  con  la  consideración  debida  á  sus  cargos;  y 
el  art.  196  determina  que  los  Abogados,  lo  mismo  en  sus  infor- 
mes que  en  sus  escritos,  cuidarán  de  producirse  con  todo  el  de- 
coro que  corresponde  á  su  noble  profesión  y  á  la  autoridad  de 
los  Tribunales,  á  cuyo  efecto  deberán  evitar  las  expresiones 
bajas,  ridiculas  ó  impropias  del  lugar  en  que  se  profieren  ó  de 
los  Jueces  á  quienes  se  dirigen,  y  nunca  apoyarán  sus  argu- 
mentos sobre  hechos  supuestos  ó  desfigurados,  ó  sobre  supues- 
tas disposiciones  legales  ó  doctrinas,  ni  divagarán  á  especies 
impertinentes  é  inconexas,  ni  se  extraviarán  de  la  cuestión. 
Y  el  art.  33  del  reglamento  del  Tribunal  Supremo,  el  58  del 
de  los  Juzgados  de  primera  instancia  y. otras  disposiciones, 
como  la  Real  orden,  citada  en  otro  lugar,  de  7  de  Octubre 
de  1845,  contienen  análogos  preceptos;  siendo  de  notar,  por  úl- 
timo, que,  tanto  en  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  de  1855  como 
en  la  orgánica  del  Poder  judicial,  se  sanciona  el  principio  de 
que  están  sujetos  á  corrección  disciplinaria,  la  cual  corresponde 
imponer  en  su  caso  á  los  Jueces  y  Tribunales. 

Por  lo  tanto,  el  art.  443  que  examinamos  está  en  consonan- 
cia con  lo  dispuesto  en  dichas  leyes;  y  el  art.  444,  concediendo 
á  los  Abogados  y  Procuradores  la  facultad  de  explicar  sus  pa- 
labras, previa  la  venia  del  que  presida  el  acto,  no  hace  otra 
cosa  que  confirmar  el  respeto  y  la  consideración  que  á  sus  res- 
pectivas profesiones  han  concedido  siempre  nuestras  leyes. 

Antes  de  concluir  este  comentario  diremos,  sin  embargo, 
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ra  instancia  se  concedió  igual  facultad  á*  los  Jueces  de  dicha 
categoría.  Por  el  art.  43  de  la  ley  anterior  se  volvió  á  reconocer 
ese  derecho  á  favor  del  Tribunal  Supremo,  Audiencias  y  Juzga- 
dos; y  consignando  este  principio  con  igual  generalidad  en  la 
ley  orgánica  del  Poder  judicial,  aparece  trascrito  á  la  presente 
ley  bajo  la  misma  forma. 

El  buen  despacho  de  los  asuntos,  el  prestigio  de  la  Admi- 
nistración de  justicia  y  la  subordinación  que  debe  haber,  y  en 
realidad  existe,  de  los  auxiliares  y  subalternos  á  los  Tribuna- 
les, recomiendan,  á  un  propio  tiempo,  la  concesión  de  la  facul- 
tad de  que  venimos  tratando;  y  puesto  que  también  tiene  la 
sanción  de  la  historia,  el  legislador  ha  obrado  bien  confir- 
mándola. 

A  nuestro  propósito  bastará,  pues,  con  recordar  que,  según 
la  ley  provisional  de  organización  del  Poder  judicial,  se  llaman 
auxiliares  de  los  Tribunales  los  Secretarios  ó  Escribanos,  los 
Archiveros  y  los  Oficiales  de  Sala  (art.  472),  y  subalternos,  los 
porteros,  alguaciles,  mozos  de  estrados  y  mozos  de  oficio  (ar- 
tículo 565).  (Véase  nuestra  nota  al  art.  447.) 

Artícv/lo  446. 

Las  correcciones  de  los  Abogados,  Procuradores,  auxi- 
liares y  subalternos  por  las  faltas  antes  indicadas,  se  im- 
pondrán siempre  por  el  Juzgado  ó  la  Sala  de  justicia  donde 
se  sigan  los  autos  que  dieren  lugar  á  ellas,  ó  en  los  que  los 
primeros  se  hubieren  propasado  en  la  defensa  oral. 

Si  cometieran  otras  faltas  que  merezcan  corrección,  será 
ésta  impuesta  gubernativamente  conforme  á  lo  dispuesto  en 
las  leyes,  ordenanzas  ó  reglamentos.  (Ley  org.  del  P.  /.,  ar- 
ticulo 758.) 

Artículo  447. 

Las  Salas  de  justicia  del  Tribunal  Supremo  podrán  co- 
rregir disciplinariamente  á  las  de  las  Audiencias  y  á  los  Jue- 
ces inferiores,  por  las  faltas  que  hubieren  cometido  en  los 
autos  de  que  aquéllas  conozcan,  en  virtud  de  recursos  de 
casación  ó  de  queja  ó  para  decidir  competencias. 
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no  podrán  imponer  las  correcciones  expresadas  en  el  articula 
anterior,  según  su  prudente  arbitrio,  tomando  en  cuenta  la  ma- 
yor ó  menor  gravedad  de  los  actos  ú  omisiones.»  Separada- 
mente el  art.  734  expresa  que  los  «Jueces  y  Magistrados  serán 
corregidos  disciplinariamente: 

1.°  Cuando  faltaren  de  palabra,  por  escrito  ó  por  obra  á  sus 
superiores  en  el  orden  jerárquico. 

2.°  Cuando  faltaren  gravemente  á  las  consideraciones  debi- 
das á  sus  iguales. 

3.°  Cuando  traspasaren  los  límites  racionales  de  su  autori- 
dad respecto  á  los  auxiliares  y  subalternos  de  los  Juzgados  y 
Tribunales,  ó  á  los  que  acudan  á  ellos  en  asuntos  de  justicia,  6 
á  los  que  asistan  á  los  estrados,  cualquiera  que  sea  el  objeto  con 
que  lo  hagan. 

4.°  Cuando  fueren  negligentes  en  el  cumplimiento  de  sus 
deberes.  t 

5.°  Cuando  por  la  irregularidad  de  su  conducta  moral  ó  por 
vicios  que  les  hicieren  desmerecer  en  el  concepto  público,  com- 
prometieren el  decoro  de  su  ministerio. 

6.°  Cuando  por  gastos  superiores  á  su  fortuna  contrajeren 
deudas  que  dieren  lugar  á  que  se  entablen  contra  ellos  deman- 
das ejecutivas. 

7.°  Cuando  recomendaren  á  Jueces  ó  Tribunales  negocios 
pendientes  en  juicio  contradictorio  ó  causas  criminales. 

8.°  Cuando  infringieren  las  prohibiciones  contenidas  en  los 
números  3.°,  4.°,  5.°  y  6.°  del  art.  7.°  de  la  propia  ley;  y 

9.°  Cuando  sin  autorización  del  Ministerio  de  Gracia  y  Jus- 
ticia publicaren  escritos  en  defensa  de  su  conducta  oficial  ¿ata- 
cando la  de  otros  Jueces  ó  Magistrados.» 

Y  á  su  vez,  y  refiriéndose  á  los  auxiliares  de  los  Juzgados 
y  Tribunales,  vienen  a  establecer  los  artículos  483,  750  y  751 
que  los  Juzgados  y  Salas  de  gobierno  de  las  Audiencias  y  del 
Supremo  podrán  corregir  á  aquéllos: 

1.°  Cuando  se  hallaren  en  cualquiera  de  los  seis  primeros 
casos  del  art.  734. 
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2.°  Cuando  no  guardaren  la  debida  consideración  á  los  que 
acudan  á  ellos  en  cosas  relativas  á  sus  funciones,  y  no  se  mos- 
traren imparciales  en  el  desempeño  de  las  mismas;  y 

3.°  Cuando  se  ausenten  del  lugar  de  su  residencia  sin  licen- 
cia concedida  por  la  Autoridad  competente. 

Pues  la  sola  enunciación  de  esta  doctrina  hace  ver  que  en  la 
ley  orgánica  del  Poder  judicial  está  el  verdadero  sitio  de  los  ar- 
tículos que  comentamos,  y  al  propio  tiempo  que  por  no  haberse 
reconocido  así  explícitamente  ni  en  la  enunciada  ley  ni  en 
ésta,  puede  haber  lugar,  en  realidad,  las  dudas  que  hemos  anun- 
ciado. 

Lo  primero,  después  de  lo  que  hemos  manifestado  al  comen- 
zar el  epígrafe  del  título  y  al  empezar  esta  nota,  no  necesitare- 
mos muchas  palabras  para  demostrarlo.  En  la  ley  orgánica  se 
consigna  lo  que  acabamos  de  ver  respecto  á  correcciones  disci- 
plinarias, porque  siendo  dicha  ley  la  llamada  á  señalar  los  res- 
pectivos derechos  y  obligaciones  de  los  funcionarios  de  la  Ad- 
ministración de  justicia,  de  igual  modo  que  las  atribuciones  de 
los  Tribunales  que  establece,  es  la  llamada  también  á  determi- 
nar y  especificar  las  responsabilidades  en  que  aquellos  funcio- 
narios ó  los  mismos  Tribunales  pueden  incurrir  y  la  Autoridad 
ó  funcionario  encargado  á  su  vez  de  exigirlas;  y  si  esto  es  ver- 
dad, y  en  el  artículo  objeto  de  esta  nota,  lo  mismo  que  en  el  445 
relacionado  con  el  siguiente,  no  se  hace  más  que  señalar  por 
una  parte  la  sujeción  ó  corrección  disciplinaria  de  los  Jueces  y 
Tribunales,  auxiliares  y  subalternos  por  las  faltas  que  come- 
tan los  primeros  en  los  autos  de  que  conozcan,  los  auxiliares 
con  relación  á  las  actuaciones  judiciales  que  sean  de  su  respec- 
tiva incumbencia,  y  los  subalternos  en  lo  relativo  al  cumpli- 
miento de  los  mandamientos  judiciales,  y  consignar  por  otra  la 
competencia  que  para  imponerla  tienen  los  Jueces  y  Tribuna- 
les que  cita,  resulta  claro  y  evidente  que  se  trata  de  una  mate- 
ria propia  y  exclusiva  de  la  ley  sobre  organización  del  Poder 
judicial. 

Y  la  demostración  de  lo  segundo,  ó  sea  de  que  entre  unos  y 
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otros  preceptos  pueden  dar  lugar  a  dudas,  no  es  menos  sencilla. 
Según  se  ve  en  los  artículos  transcritos  de  la  ley  orgánica, 
dentro  de  los  Tribunales  superiores  deben  ejercer  la  jurisdic- 
ción disciplinaria  las  Salas  de  gobierno;  y  conforme  á  lo  que 
determina  la  presente  ley,  deben  conocer  de  las  faltas  que  se 
ÍT  cometan  en  los  autos  ó  en  las  actuaciones  y  corregirlas  discipli- 

f~  nanamente  las  Salas  de  justicia  del  Supremo  y  las  de  lo  civil 

de  las  Audiencias.  Pues  bien:  cuando  suceda  que  en  unos  autos 
>yt  se  hayan  cometido  faltas  que  acusen  negligencia  en  el  cumpli- 

miento de  los  deberes  propios  de  un  Juez,  ó  que  en  unas  actua- 
ciones se  haya  incurrido  en  omisiones  que  revelen  parcialidad 
en  el  funcionario  de  que  se  trate,  ¿qué  Tribunal  será  el  compe- 
tente para  imponer  la  corrección  disciplinaria  que  corresponda? 
En  las  Audiencias,  ¿lo  será  la  Sala  de  lo  civil  que  conozca  del 
negocio  ó  la  Sala  de  gobierno?  La  primera  debe  serlo  con  arre- 
glo á  esta  ley.  La  segunda,  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  la  ley 
orgánica  del  Poder  judicial  (artículos  732,  750>  y  párrafos  2.° 
de  este  iiltimo  y  4.°  del  734.)  ¿Y  cómo  resolver  este  conflicto? 
¿Procederá  una  doble  corrección?  ¿Habrá  motivo  para  una  cues- 
tión de  competencia  entre  una  y  otra  Sala?  Hé  aquí  una  serie 
de  dudas  legítimas,  difíciles  de  resolver,  que  podría  aumentarse 
con  otras  varias,  y  que  no  vemos  otro  modo  de  resolverlas  que 
dando  la  preferencia  á  lo  dispuesto  en  la  actual  ley,  por  ser  más 
concreta  en  este  punto  y  posterior  á  la  orgánica  del  Poder  judi- 
cial. Pero  la  culpa  de  estas  confusiones  está  en  la  falta  de  cri- 
terio que  hemos  denunciado  repetidas  veces. 

Artículo  448. 

Ni  los  Jueces  ni  las  Salas  de  justicia  podrán  corregir 
disciplinariamente  á  los  funcionarios  del  Ministerio  fiscal 
por  las  faltas  que  cometan  en  los  asuntos  judiciales  en  que 
deban  intervenir. 

En  estos  casos  se  limitarán  á  poner  la  falta  en  conoci- 
miento del  superior  jerárquico  del  que  la  hubiere  cometido, 
para  que  la  corrija  como  estime  procedente. 
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Este  artículo  sanciona  la  independencia  del  Ministerio  fiscal, 
que  tiene  una  organización  completa,  y  en  el  cual,  existiendo 
el  principio  de  subordinación,  debe  ser  el  Jefe  superior  quien 
«corrija  disciplinariamente  á  sus  inferiores.  Más  en  presencia  de 
lo  que  aquí  se  dispone  y  de  lo  ordenado  en  el  art.  443  con  rela- 
ción á  los  Abogados  y  Procuradores,  no  falta  quien  crea  que  la 
ley  es  inconsecuente  y  hasta  injusta,  y  fundan  su  opinión:  1.°, 
«n  que  los  Abogados  y  Procuradores  forman,  después  de  todo, 
verdaderos  cuerpos  organizados  ó  independientes,  mediante  la 
existencia  de  los  Colegios;  2.°,  en  que  tanta  consideración  y 
respeto  como  el  Ministerio  fiscal  pueda  merecer,  se  merecen 
unos  y  otros  de  aquéllos,  y  con  especialidad  los  Abogados;  y  3.°, 
en  que  siendo  así  que  entre  los  casos  en  que  á  los  Abogados  y 
Procuradores  puede  corregírseles  disciplinariamente  y  de  plano 
{artículo  451),  están  los  en  que  falten  oralmente,  por  escrito 
ó  de  obra  al  respeto  debido  á  los  Tribunales,  en  que  se  descom- 
pusieren contra  sus  colegas  en  la  defensa  oral,  y  en  que,  llama- 
dos al  orden  en  las  alegaciones,  no  obedecieren  al  que  presida 
el  Tribunal;  no  hay  razón,  dada  la  naturaleza  de  esos  casos, 
para  que  otros  iguales  no  se  puedan  corregir  del  mismo  modo  y 
por  los  Jueces  y  Tribunales  á  los  funcionarios  del  Ministerio 
fiscal.  Nosotros  no  participamos  de  esa  opinión,  y  creemos  que 
la  ley  ha  obrado  bien  estableciendo  la  distinción  que  ha  hecho, 
pues  de  la  organización  especial  del  Ministerio  público  á  la  de 
las  clases  de  Abogados  y  Procuradores  hay  mucha  distancia,  y 
tanta,  que  mientras  éstos  no  pierden  su  independencia  porque 
se  les  puedan  imponer  las  correcciones  ordenadas,  aquél  la  per- 
dería en  absoluto  y  no  representaría,  si  no  se  hiciera  en  su  favor 
la  excepción  que  el  artículo  que  examinamos  contiene,  lo  que  la 
ley  lógica  y  prudentemente  quiere  que  represente  y  signifique. 

Así,  pues,  en  cuanto  a  corrección  disciplinaria  de  los  fun- 
cionarios del  Ministerio  fiscal,  debe  estarse  á  lo  que  aquí  se  de- 
termina y  á  lo  que  dispone  la  ley  orgánica  del  Poder  judicial 
en  sus  artículos  850  y  siguientes. 
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Artículo  449. 


Las  correcciones  disciplinarias  que  podrán  imponerse  á 
los  funcionarios  comprendidos  en  los  artículos  443  y  si- 
guientes, serán: 

1.°     Advertencia. 

2.°    Apercibimiento  ó  prevención. 

3.°    Reprensión. 

4.°  Multa  que  no  podrá  exceder  de  100  pesetas  cuando 
se  imponga  por  los  Jueces  municipales;  de  200  por  los  de 
primera  instancia;  de  300  por  las  Audiencias,  y  de  500  por 
el  Tribunal  Supremo. 

5.°  Privación  total  ó  parcial  de  honorarios,  ó  de  los  de- 
rechos correspondientes  á  los  escritos  ó  actuaciones  en  que 
se  hubiere  cometido  la  falta. 

6.°  Suspensión  del  ejercicio  de  la  profesión  ó  del  empleo 
con  privación  de  sueldo  ó  de  emolumentos,  que  no  podrá 
exceder  de  tres  meses,  pudiendo  extenderla  hasta  seis  en 
caso  de  reincidencia.  Durante  la  suspensión,  el  sueldo  y 
emolumentos  del  que  la  sufra  serán  para  el  que  desempeñe 
el  cargo.  (Ley  ant.,  art.  44.— Ley  ory.  del  P.  J".,  art.  752.) 

Artículo  450. 

También  será  considerada  como  corrección  disciplinaria 
la  imposición  de  costas  á  los  funcionarios  antes  expresados, 
en  los  casos  en  que  lo  autoriza  la  ley. 

En  las  Ordenanzas  de  las  Audiencias  (art.  227)  y  en  la  ley 
anterior  de  Enjuiciamiento  civil  se  establecían  sólo  las  2.a,  3.*, 
4.a  y  6.a  de  las  correcciones  que  se  consignan  en  el  art.  449,  y 
ia  4.a  y  la  6.a  en  distinta  forma  á  la  en  que  hoy  se  hace.  La  ley 
orgánica  del  Poder  judicial,  estableciendo  diferencias  esencia- 
les, según  que  se  tratara  de  Jueces  ó  Magistrados,  Jueces  mu- 
nicipales y  auxiliares,  consigna:  para  los  primeros  (art.  741),  la 
reprensión  simple,  la  reprensión  calificada,  la  postergación  para 
ascensos,  la  privación  de  sueldo  y  la  suspensión  de  empleo  y 
privc*ción  de  sueldo;  para  los  Jueces  municipales,  la  reprensión 
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simple  y  la  multa  de  25  á  250  pesetas,  y  para  los  auxiliares,  la 
advertencia,  él  apercibimiento,  la  multa  que  determina,  la  re- 
prensión á  puerta  cerrada  por  el  Juez  ó  por  el  Presidente  del 
Tribunal,  la  reprensión  á  puerta  cerrada  ante  el  Tribunal  ó  Sala 
á  que  corresponda  el  corregido,  y  la  suspensión  de  empleo  y 
privación  de  sueldo  y  de  emolumentos  por  el  tiempo  que  señala. 
Respecto  de  los  Abogados  y  Procuradores,  se  limita  á  Hecir  que 
pueden  ser  corregidos  disciplinariamente,  por  lo  cual  puede 
presumirse  que  les  son  aplicables  las  correcciones  establecidas 
para  los  auxiliares. 

La  ley  actual  se  ha  inspirado  en  las  disposiciones  transcri- 
tas, y,  entendiendo  que  con  establecer  una  serie  común  de 
correcciones  hay  suficiente  para  que,  según  sea  el  funcionario 
á  quien  haya  de  imponerse,  la  gravedad  del  caso,  y  aun  el  Tri- 
bunal que  la  imponga,  pueda  elegirse  la  que  más  convenga, 
consigna  las  que  aparecen  en  el  artículo,  y  que  por  su  orden 
iremos  examinando. 

1.a  Advertencia. — Es  sabido  que  en  ésta,  como  en  la  si- 
guiente, caben  diversos  grados  de  severidad,  según  las  pala- 
bras que  se  empleen  al  hacerla,  y  asimismo  sábese  que  en  el 
foro  se  tiene  por  la  menos  importante  ó  más  ligera.  La  ley 
de  1855  no  la  consignó,  y  la  ley  orgánica  del  Poder  judicial  la 
prescribió  para  los  auxiliares  de  los  Juzgados  y  Tribunales. 
En  nuestro  sentir,  ha  hecho  bien  la  ley  actual  en  establecerla, 
pues,  por  lo  mismo  que  es  la  de  menor  importancia,  es  la  más 
á  propósito  para  corregir  faltas  insignificantes,  y  en  la  genera- 
lidad de  los  casos  este  carácter  y  no  otro  tendrán  las  faltas  ob- 
jeto del  presente  título  que  cometan  los  funcionarios  á  que  se 
refieren  los  artículos  443  y  posteriores. 

2.a  Apercibimiento  ó  prevención. — Aquí  la  ley  ha  seguido 
á  la  anterior  de  Enjuiciamiento  civil,  y  consecuentemente  ha 
cometido  el  mismo  yerro  de  considerar  como  sinónimas  las  pa- 
labras prevención  y  apercibimiento.  La  primera  se  estima  en 
el  foro  como  corrección  más  suave  que  el  segundo,  y,  entiénda- 
se como  se  quiera,  siempre  ha  de  resultar  que  son  cosas  distin- 
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tas,  hasta  el  punto  de  estar  más  próxima  la  prevención  á  la- 
advertencia  que  al  apercibimiento,  y  éste  más  cerca  de  la  re- 
prensión que  de  la  prevención.  Dentro  de  ambas  correcciones 
caben,  según  se  ha  indicado,  diferentes  .grados  de  severidad, 
pues,  como  dicen  oportunamente  ciertos  autores,  no  es  igual 
apercibir,  por  ejemplo,  al  Escribano  para  que  en  lo  sucesivo 
se  cuide  de  incurrir  en  tal  omisión,  que  apercibirle  para  que 
en  lo  sucesivo  se  abstenga  de  incurrir  en  tal  falta. 

3.a  Reprensión. — Tomada  en  sentido  lato,  comprende  esta 
palabra  las  correcciones  explicadas,  porque  todas  son  repren- 
siones que  se  hacen  al  funcionario  que  ha  faltado  al  cumpli- 
miento de  sus  deberes;  pero  tomada  en  el  sentido  estricto  en 
que  sin  duda  alguna  la  usa  la  ley,  significa  una  corrección 
más  severa,  puesto  que,  en  vez  de  advertirle  ó  apercibirle  para 
lo  futuro,  de  hecho  se  ha  de  reprender  á  aquél  por  la  falta  co- 
metida. La  reprensión  puede  ser  de  varias  maneras:  simple  ó- 
calificada,  pública  ó  privada,  hecha  sólo  por  el  Presidente  del 
Tribunal  ó  ante  la  Sala  ó  el  Tribunal  á  que  corresponde  el  co- 
rregido. (Véase  el  título  XIX  de  la  ley  org.  del  P.  J.)  Repren- 
sión simple  cuando,  según  el  calificativo  indica,  no  se  hace 
más  que  reprender.  Reprensión  calificada,  cuando  al  mismo 
tiempo  se  castiga  de  algún  modo.  Pública,  cuando  se  hace  pú- 
blicamente. Privada,  en  caso  contrario,  es  decir,  cuando  no  se 
hace  en  audiencia  pública.  Hecha  por  el  Presidente  del  Tribu- 
nal, cuando  éste,  á  solas  con  el  corregido,  le  reprende.  Y  ante 
la  Sala  ó  Tribunal,  cuando  el  mismo  Presidente  reprende  ante 
los  demás  Magistrados.  Sobre  reprensión  pública  ó  privada 
debe  tenerse  en  cuenta  lo  dispuesto  en  el  art.  117  del  Código 
penal,  que  dice:  «El  sentenciado  á  reprensión  pública  la  reci- 
birá personalmente  en  audiencia  del  Tribunal  á  puerta  abierta. 
El  sentenciado  á  reprensión  privada  la  recibirá  personalmente 
en  audiencia  del  Tribunal  á  presencia  del  Secretario  y  á  puerta 
cerrada,»  Y  dicho  esto,  puede  asegurarse  que,  aunque  no  lo  ex- 
presa manifiestamente  la  ley,  al  prescribir  la  reprensión  se 
refiere  á  la  simple,   bien  pública,   bien  privada.   Una  y  otra 
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habrán  de  tener  lugar,  como  el  Código  penal  prescribe,  después 
de  quedar  firmes  las  providencias  en  que  se  impongan. 

4.a  Multa,  que  no  podrá  exceder  de  100  pesetas  cuando  se 
imponga  por  los  Jueces  municipales;  de  200^  por  los  de  prime- 
ra instancia;  de  300,  por  las  Audiencias,  y  de  500,  por  el  Tri- 
bunal Supremo. — El  art.  227  de  las  Ordenanzas  délas  Audien- 
cias no  ponía  tasa  ni  á  la  multa  ni  á  la  suspensión.  La  ley 
de  1855  la  fijó,  disponiendo  que  la  multa  no  pudiera  exceder  en 
ningún  caso  de  1.000  reales  y  la  suspensión  de  un  mes.  Y  la 
presente  ley,  comprendiendo  por  una  parte  la  conveniencia  de 
no  dejar  un  asunto  tan  importante  pura  y  exclusivamente  al 
arbitrio  judicial,  é  inclinando"  tí  por  otra  á  la  suavidad  propia 
de  las  correcciones  disciplinarias  ó  gubernativas,  acepta,  por 
lo  que  respecta  á  la  multa,  y  rebajando  los  tipos  en  la  forma 
que  puede  verse  comparando  el  artículo  que  examinamos  con 
el  752  de  la  ley  orgánica  del  Poder  judicial,  lo  que  en  dicto 
artículo  y  ley  se  dispone.  Las  multas  en  cuestión  deberán  satis- 
facerse en  papel;  á  su  exacción  deberá  procederse  de  oficio  y 
por  la  vía  de  apremio,  y  cuando  el  multado  fuera  insolvente 
habrá  de  sufrir  un  día  de  arresto  por  cada  5  pesetas. 

5.a  Privación  total  ó  parcial  de  honorarios,  ó  de  los  dere- 
chos correspondientes  d  los  escritos  ó  actuaciones  en  que  se 
hubiere  cometido  la  falta. — Esto  equivale  á  la  multa,  y  su 
ventaja  puede  estar  en  que  con  esta  penalidad  es  imposible  la 
insolvencia;  pero,  á  nuestro  juicio,  es  un  precepto  muy  incom- 
pleto y  que  puede  dar  lugar  á  dudas.  ¿Significa  ó  envuelve  la 
privación  la  no  obligación  de  no  pagar  á  favor  del  cliente?  Si 
éste  paga,  ¿para  quién  ó  á  qué  se  han  de  aplicar  los  honorarios 
ó  derechos?  ¿Deberán  satisfacerse  en  metálico?  ¿Habrá  de  reci- 
birlos el  corregido  y  entregarlos  al  Juzgado  ó  Tribunal  con- 
vertidos en  papel  de  multas?  Acaso  sea  ésta  la  solución  más 
lógica;  mas  en  el  silencio  de  la  ley,  y  diferenciando  como  dife- 
rencia la  multa  de  la  privación  de  derechos,  entendemos  que 
Im  dudas  expuestas  deberán  resolverse  favoreciendo  al  cliente, 
relevándole  de  pago. 


Digitized  by  LjOOQ  IC 


568  LEY    DE    ENJUICIAMIENTO   CIVIL 

6.a  Suspensión  del  ejercicio  de  la  profesión  ó  del  empleo, 
con  privación  de  sueldo  ó  de  emolumentos,  que  no  podrá  exce- 
der de  tres  meses,  pudiendo  extenderla  hasta  seis  en  caso  dr 
reincidencia. — Durante  la  suspensión,  el  sueldo  y  emolumentos 
del  que  la  sufra  serán  para  el  que  desempeñe  el  cargo.  Esta  es 
la  corrección  más  grave,  pues  su  efecto  es  el  de  impedir  el  ejer- 
cicio de  la  profesión,  con  privación  de  sueldo  ó  emolumentos, 
durante  el  tiempo  legal  por  que  fuere  impuesta,  y  tanto  ante  el  . 
Tribunal  que  la  hubiere  decretado  como  ante  los  demás  del 
Reino.  Por  lo  tanto,  parece  excusado  decir  que  los  Tribunales 
deberán  ser  parcos  en  su  imposición.  Las  cláusulas  relativas  a 
la  reincidencia  ó  á  que  el  sueldo  ó  emol amentos  serán  para  el 
que  desempeñe  el  cargo,  son  justas;  la  primera,  porque  la  rein- 
cidencia siempre  debe  penarse  más;  y  la  segunda,  porque,  ha- 
biendo uno  que  trabaje  mientras  el  corregido  no  puede  ejerci- 
tar, aquél  es  quien  debe  recibir  la  recompensa. 

7.a  Imposición  de  costas  en  los  casos  que  autoriza  la  ley. — 
La  claridad  de  este  precepto  excusa  todo  comentario;  de  modo 
que,  á  nuestro  propósito,  bastará  decir  que  la  índole  de  esta 
corrección  la  hace  preferente  á  la  mayor  parte  de  las  otras,  y 
que,  en  tal  concepto,  esperamos  verla  impuesta  con  más  fre- 
cuencia que  las  demás,  y  sobre  todo  que  la  4.a,  5.a  y  6.a 

Por  último  advertiremos  que,  aunque  en  la  ley  aparecen 
numeradas,  puede  imponerse  indistintamente  cualquiera,  según 
convenga  por  la  gravedad  del  caso  y  el  Tribunal  de  que  se 
trate;  que,  aunque  la  ley  no  lo  dice,  es  indudable  que  los  Jueces 
no  deben  apreciar  las  faltas  que  ante  ellos  se  cometan  con  igual 
rigor  con  que  el  Tribunal  Supremo  debe  apreciar  las  que  se  co- 
metan ante  él. 

Artículo  451. 

Las  correcciones  disciplinarias  se  impondrán  de  plano, 
en  vista  de  lo  que  resulte  de  los  autos  sobre  la  falta  cometi- 
da, y  en  su  caso  de  lo  consignado  en  los  escritos  ó  en  la  cer- 
tificación que  en  el  acto  de  cometerla  hubiere  extendido  el 
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Actuario  de  orden  del  Presidente,  tanto  de  lo  que  se  consi- 
dere digno  de  corrección,  como  de  las  explicaciones  dadas 
por  el  interesado.  (Ley  org.  del  P.  J. ,  art.  759.) 

Las  prescripciones  de  este  artículo  son  acertadas,  porque  ni 
más  alegaciones  ni  más  pruebas  son  necesarias  para  la  imposi- 
ción que  lo  que  aparezca  consignado  en  los  escritos  ó  en  la  cer- 
tificación extendida,  y  mucho  menos  procediendo,  una  vez  dic- 
tada la  providencia,  la  audiencia  en  justicia  á  que  se  refiere  el 
artículo  siguiente,  que  equivale  al  recurso  de  reposición.  Debe- 
mos advertir,  no  obstante,  que  al  decir  la  ley  que  las  correccio- 
nes se  impondrán  de  plano,  no  quiere  significar  que  hayan  de 
imponerse  en  el  acto,  pues  aparte  de  que  eso  daría  lugar  á  inte- 
rrumpir inoportunamente  las  vistas  ú  otros  actos  solemnes,  se 
deduce  así  de  las  últimas  palabras  del  art.  452,  que  se  refieren 
á  la  notificación  de  la  providencia. 

Aetículo  452. 

Contra  la  providencia  en  que  se  imponga  cualquiera  de 
las  correcciones  antedichas,  se  oirá  en  justicia  al  interesado, 
si  lo  solicitare  dentro  de  loa  cinco  días  siguientes  al  en  que 
se  le  hubiere  notificado  ó  tenido  noticia  oficial  de  «aquélla. 
(Ley  ant.,  art.  45. — Ley  org.  del  P.  </.,  art.  748.) 

El  principio  que  aquí  se  consigna  de  que  se  oirá  en  justicia 
al  interesado,  que  ya  se  expresaba  en  el  art.  50  del  reglamento 
provisional,  y  que  fué  reconocido  y  sancionado  por  art.  227  de 
las  Ordenanzas  de  las  Audiencias,  el  110  del  reglamento  de  los 
Juzgados  y  el  45  de  la  ley  anterior,  es  de  todo  punto  justo  y  pro- 
cedente, porque  a  nadie  se  le  debe  negar  el  derecho  de  defensa, 
y  pudiendo  suceder  muy  bien  que  el  Juez  ó  Tribunal  que  im- 
pongan la  corrección  obren  equivocadamente  ó  se  funden  en  su- 
puestos inexactos,  sería  impropio  de  una  ley,  cuya  principal 
tendencia  es  allanar  el  camino  para  que  la  justicia  se  cumpla, 
no  permitir  defenderse  al  corregido.  Y  no  se  crea  que  este 
principio  pugna  con  el  precepto  del  artículo  anterior  de  que  las 
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oorreceiones  deberán  imponerse  de  plano  en  vista  de  lo  que  re- 
sulte de  los  autos  sobre  la  falta  cometida,  ó  de  lo  consignado  en 
los  escritos  ó  en  el  acta  extendida  por  el  Actuario,  pues  según 
hemos  advertido,  también  en  nuestra  nota  anterior,  es  induda- 
ble que  para  imponer  la  corrección  no  hacen  falta  otros  datos 
ni  otras  alegaciones  y  pruebas;  pero  esto  no  quita  ni  puede 
obstar  para  que,  una  vez  impuesta,  que  bien  puede  serlo  injus- 
tamente, se  dé  al  interesado  algún  recurso  contra  la  providen- 
cia, ó,  lo  que  es  igual,  algún  medio  de  disculpar  ó  justificar  su 
conducta. 

El  término  que  se  da  para  solicitar  la  audiencia  en  justicia 
es  el  de  cinco  días,  sin  duda  alguna,  porque  la  providencia  im- 
poniendo la  corrección  es  de  las  llamadas  interlocutorias,  sin 
fuerza  de  definitivas,  y  de  esta  clase  de  providencias,  conforme 
previenen  los  artículos  377,  402  y  405,  puede  pedirse  siempre 
reposición,  ó  puede  acudirse  en  súplica  dentro  de  dicho  término; 
este  dato,  unido  al  de  que  las  sentencias  que,  después  de  oído  el 
interesado,  dicten  los  Jueces,  son  apelables,  demuestran  la  cer- 
teza de  nuestro  aserto  de  que  el  recurso  que  se  concede  en  el  ar- 
tículo que  examinamos  equivale  á  los  mismos  de  reposición  y 
súplica  á  que  se  refieren  los  otros  artículos  citados  últimamente. 

Artículo  453. 

La  audiencia  en  justicia  tendrá  lugar  en  la  Sala  ó  Juz- 
gado que  hubiere  impuesto  la  corrección,  por  los  trámites 
establecidos  para  los  incidentes,  y  sin  necesidad  de  valerse 
de  Procurador  ni  de  Abogado. 

Para  sustanciarla,  si  no  estuvieran  terminados  los  autos 
<sn  que  se  haya  impuesto  la  corrección,  se  formará  pieza  se- 
parada con  testimonio  de  lo  que  el  Juez  ó  la  Sala  estime 
conducente. 

En  los  Juzgados  municipales  se  sustanciará  y  decidirá  en 
juicio  verbal.  ( Ley  ant.,  art.  46. —  Ijey  org.  del  P.  J.,  ar- 
tículos 748  y  761. ) 

Artículo  454. 
Estos  incidentes  se  ventilarán  con  el  Ministerio  fiscal,  y 
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sólo  en  el  caso  de  que  la  corrección  consista  en  la  imposi- 
ción de  costas,  serán  parte  los  litigantes  interesados  en  ellas, 
si  lo  solicitaren. 

Varios  son  los  preceptos  que  el  artículo  anterior  y  éste  con- 
tienen con  referencia  á  la  tramitación  de  la  llamada  audiencia 
en  justicia,  de  que  habla  el  452,  y  tanto  porque  su  importancia 
lo  exige,  cnanto  porque  así  quedarán  expuestas  con  mayor  cla- 
ridad nuestras  observaciones,  trataremos  de  cada  uno  de  ellos 
separadamente: 

1.°  La  audiencia  en  justicia  tendrá  lugar  en  la  Sala  ó 
Juzgado  que  hubiere  impuesto  la  corrección...  Es'te  precepto  es 
consecuencia  lógica  del  carácter  del  recurso  concedido,  porque 
acabamos  de  decir  que  equivale  al  de  reposición  ó  súplica,  y  és- 
tos, por  su  condición  y  naturaleza  y  por  hallarse  así  dispuesto, 
tienen  que  interponerse  y  sustanciarse  en  el  mismo  Juzgado  ó 
Sala  que  hubiere  dictado  la  providencia  recurrida. 

2.°  Por  los  trámites  establecidos  para  los  incidentes...  Es- 
tímase, con  razón,  que  aquí  no  se  trata  sino  de  un  verdadero 
incidente  de  los  que  no  exigen  un  pronunciamiento  previo,  y 
sirven,  por  lo  tanto,  de  obstáculo  á  la  continuación  del  juicio 
(artículo  744),  y  en  tal  concepto  no  puede  menos  de  reconocerse 
que  es  acertada  la  disposición  que  examinamos,  pues  la  multi- 
plicidad de  procedimientos  distintos  para  sustanciar  asuntos  de 
análoga  índole  y  naturaleza  sólo  produce  oscuridad  y  confusión. 

3.°  Y  sin  necesidad  de  valerse  de  Procurador  ni  de  Aboga- 
do... Por  lo  mismo  que  la  audiencia  en  justicia  no  es  más  que 
una  solicitud  de  reposición  ó  mejora  de  una  providencia,  com- 
préndese que  la  parte  interesada  es  la  llamada  á  presentar  el 
escrito  exponiendo  las  razones  que  tenga  para  disculpar  ó  ate- 
nuar la  falta  que  se  le  impute,  y  que  el  obligarla  á  valerse  de 
Procurador  y  Abogado  ó  de  Procurador  solamente,  sería  perju- 
dicarla, contradiciendo  la  norma  adoptada  por  el  legislador,  de 
no  exigir  aquel  requisito  en  casos  en  que  el  buen  sentido  dicta  que 
los  interesados  puedan  valerse,  por  sí.  (Véase  el  art.  4.°)  Ade- 
más, en  el  caso  actual,  aparece  más  justificada  la  disposición 
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que  examinamos,  si  sé  tiene  en  cuenta  que  se  trata  de  corree 
ciones  disciplinarias  impuestas  á  Abogados,  Procuradores, 
auxiliares  y  subalternos  y  Jueces  ó  Magistrados,  cuyos  fun- 
cionarios,, por  razón  de  su  profesión  ú  oficio,  están  más  entera- 
dos, por  regla  general,  de  las  prácticas  judiciales  que  los  par- 
ticulares ó  personas  extrañas  á  semejantes  profesiones  ó  em- 
pleos. 

4.°  Para  sustanciarla,  si  no  estuvieran  terminados  los  au- 
tos en  que  se  haua  impuesto  la  corrección,  se  formará  pieza  se- 
parada con  testimonio  de  lo  que  el  Juez  ó  la  Sala  estime  con- 
ducente. —  Claro  es  que,  considerando  la  ley  la  cuestión  de  que 
se  trata  como  un  incidente  de  los  que  deben  sustanciarse  en  pie- 
za separada,  era  preciso  prescribir  la  formación  de  la  misma 
siempre  que  los  autos  no  estén  terminados.  Pero  la  ley  incurre 
en  dos  omisiones  importantes:  una,  que  consiste  en  no  indicar 
los  documentos  y  antecedentes  de  que  la  referida  pieza  debe 
constar,  limitándose  á  decir  que  con  testimonio  de  lo  que  el 
Juez  ó  la  Sala  estime  conducente;  y  otra,  que  es  la  de  no  pres- 
cribir qué  debe  hacerse  en  el  caso  de  que  los  autos  estén  termi- 
nados; y  expresándonos  con  entera  franqueza,  habremos  de  de- 
cir que  no  nos  damos  cuenta  de  cómo  ha  podido  incurrirse  en 
ellas. 

Respecto  á  formación  de  piezas  separadas  en  las  cuestiones 
incidentales,  el  art.  747  prescribe  que  deberán  contener:  1.°,  el 
escrito  original  en  que  se  promueva  el  incidente  ó  testimonio 
del  mismo  y  de  la  providencia  en  la  parte  necesaria,  si  aquél 
contiene  otras  pretensiones;  2.°,  los  documentos  originales  rela- 
tivos al  incidente  que  se  hayan  presentado  con  dicho  escrito; 
y  3.°,  testimonio  de  los  particulares  que  con  referencia  á  los  au- 
tos principales  designe  la  parte  que  promueva  el  incidente,  in- 
cluyendo también  en  él  los  que  la  contraria  solicite  que  se  adi- 
cionen, si  el  Juez  los  estima  pertinentes.  Y  nosotros,  fundándo- 
nos en  estas  prescripciones  y  en  la  índole  del  asunto  objeto  de 
los  artículos  que  comentamos  en  este  momento,  consideramos 
que  en  la  pieza  separada,  que  con  motivo  de  la  solicitud  de  au- 
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diencia  en  justicia  se  forme,  habrá  de  contenerse:  1.°,  testimo- 
nio del  que  resulte  en  los  autos  sobre  la  falta  cometida,  ó  de  lo 
consignado  en  los  escritos  ó  en  la  certificación  extendida  por  el 
actuario  { véase  el  art.  451),  y  de  los  demás  particulares  cuya 
adición  soliciten  las  partes  y  estime  el  Tribunal  pertinente; 
2.°,  testimonio  de  la  providencia  en  que  se  imponga  la  correc- 
ción; 3.°,  el  escrito  original  en  que  se  solicite  la  audiencia  en 
justicia,  y  documentos  que  se  acompañen;  y  4.°,  testimonio  de 
la  providencia  mandando  formar  la  pieza  separada.  Esto  sin 
embargo,  es  preciso  reconocer  que  la  ley  faculta  á  los  Jueces  y 
Tribunales  para  testimoniar  sólo  lo  que  estimen  conducente. 

Por  lo  que  respecta  á  lo  que  debe  hacerse  cuando  los  autos- 
principales  estén  terminados,  no  vemos  que  pueda  ser  otra  cosa 
que  instruir  nuevos  autos  (como  si  fuera  la  misma  pieza  separa- 
da), y  que  en  ellos  consten  todos  los  particulares  que  quedan  ex- 
puestos. 

5.°  En  los  Juzgados  municipales  se  sustanciará  y  decidirá 
en  juicio  verbal. — Esta  disposición  es  congruente  y  concuerda 
con  otras  varias  de  la  ley  (artículos  84,  218,  740,  etc.,  etc.)  Y 
su  procedencia  es  evidente,  pues  los  negocios  civiles  que  ante 
los  Jueces  municipales  se  ventilan,  se  sustancian  en  juicio  ver- 
bal; y  siendo  esto  así,  parece  lógico  que  los  incidentes  á  que  los 
autos  principales  den  lugar  se  sustancien  en  la  misma  forma. 

6.°  Estos  incidentes  se  ventilarán  con  el  Ministerio  fiscal. — 
Este  precepto  quiere  decir  que  el  Ministerio  fiscal  será  la  parte 
contraria  del  interesado  que  pida  la  audiencia  en  justicia ;  de 
modo  que  cuando  haya  de  formarse  pieza  separada,  se  cumplirá 
el  precepto  contenido  en  el  art.  748,  entregando  los  autos  por 
tres  días  á  cada  una  de  las  partes,  y  una  vez  formada  la  pieza 
ó  cuando  no  haya  que  formarla,  se  seguirán  los  establecidos  en 
en  el  art.  749  y  siguientes. 

7-°  Y  sólo  en  el  caso  de  que  la  corrección  consista  en  la  im- 
posición de  costas,  serán  parte  los  litigantes  interesados  en 
dios  si  lo  solicitaren.  —  No  creemos  justo  este  precepto,  pues 
aunque  se  trate  de  interesados  en  las  costas,  no  comprendemos 
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que  tengan  nada  que  ver  con  el  hecho  de  que  á  uno  de  los  fun- 
cionarios á  que  la  ley  se  viene  refiriendo  se  haya  impuesto,  por 
vía  de  corrección,  el  pago  de  todas  ó  parte  de  las  costas. 

Artículo  455. 

En  1a  re#oiaei>n  de  estos,  mcidentes  se  podrá  confirmar, 
agravar,  atenuar  ó  dejar  sin  efecto  la  corrección. 

Esta  prescripción  tiene  el  mismo  fundamento  que  el  derecho 
de  recurrir  contra  las  providencias  en  que  se  impongan  correc- 
ciones disciplinarias,  pues  si  al  interesado  se  le  reconoce  éste 
en  razón  a  que  puede  ser  injusta  la  imposición,  con  perjuicio 
suyo,  hay  que  reconocer  también  que  si,  examinados  de  nuevo 
los  hechos,  se  encuentran  méritos  para  confirmar,  agravar,  ate- 
nuar ó  dejarla  sin  efecto,  los  Jueces  y  Tribunales' deben  tener 
facultad  para  hacer  lo  que  proceda. 

Artículo  456. 

Contra  las  sentencias  que  dicten  los  Jueces  municipales, 
sólo  se  dará  el  recurso  de  apelación  para  ante  el  Juzgado  de 
primera  instancia  del  partido. 

Contra  la  que  éstos  dicten  en  primera  instancia,  sólo  ha- 
brá el  de  apelación  para  ante  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Au- 
diencia respectiva. 

Cotitra  las  que  dicten  las  Salas  de  justicia  de  las  Au- 
diencias ó  del  Tribunal  Supremo,  no  habrá  ulterior  recurso. 
(Ley  orgánica  del  P.  J.,  art.  760.) 

Confirma  nuevamente  este  artículo  nuestra  aseveración  de 
que  la  audiencia  en  justicia  ordenada  por  el  452  equivale  ó  es, 
en  suma,  un  recurso  de  reposición  ó  mejora  de  la  providencia, 
pues  si  así  no  fuera,  ni  habría  lugar  á  que  en  el  mismo  Tribu- 
nal ó  Juzgado  donde  se  hubiere  impuesto  la  corrección  tuviese 
efecto  aquella  audiencia,  ni  procedería  la  facultad  que  se  con- 
cede de  apelar  contra  las  sentencias  que,  después  de  oídos  los 
interesados,  dicten  los  Jueces  municipales  y  de  primera  instan- 


Digitized  by  VjOOQIC 


LÍB.  I  —  TÍT.  XIH  —  ART.   458  575 

cía,  otorgando  de  este  modo  y  para  esos  casos  una  segunda  au- 
diencia. Así  es  que  las  disposiciones  de  este  articulo  son  con- 
gruentes con  las  de  los  artículos  380  y  404,  que  se  refieren  á  los 
autos  resolutorios  del  recurso  de  reposición  y  de  súplica,  pues 
el  primero  los  declara  apelables  y  el  segundo  los  hace  inapela- 
bles al  declarar  que  sólo  procederá  el  recurso  de  casación  con- 
tra los  autos  resolutorios  del  recurso  de  súplica  que  dicten  las 
Audiencias  cuando  tengan  el  carácter  de  sentencias  definitivas, 
cuyo  carácter  no  reúnen  en  el  caso  actual.  Y  por  lo  que  respec- 
ta al  Tribunal  Supremo  guardan  anologia  con  la  práctica,  por- 
que, declarando  que  no  há  lugar  á  ulterior  recurso,  sancionan  lo 
que  es  natural  que  suceda,  por  no  decir  lo  que,  dada  nuestra 
organización  judicial,  no  tiene  más  remedio  que  suceder. 

En  virtud,  pues,  y  visto  lo  que  el  art.  380  dispone,  ha  de  en- 
tenderse que  las  apelaciones  que  en  el  caso  presente  se  permi^ 
ten,  se  han  de  interponer,  para  que  sean  válidas,  dentro  de  ter- 
cero día. 

Artículo  457. 

El  Ministerio  fiscal  deberá  velar  por  la  puntual  obser- 
vancia de  esta  ley,  á  cuyo  fin,  en  los  pleitos  y  demás  asun- 
tos judiciales  en  que  intervenga,  si  notare  alguna  falta  que 
merezca  corrección,  propondrá  al  Juez  ó  Tribunal  lo  que 
estime  procedente.  (Ley  org.  del.  P. «/.,  art.  763.) 

Esta  disposición  es  de  todo  punto  procedente,  no  sólo  porque 
responde  á  lo  que  el  Ministerio  fiscal  es  y  significa  en  nuestra 
Patria,  sino  porque  habiéndose  dispuesto  otek  art.  464  qua  loa 
incidentes  á  que  las  correcciones  den  lugar  se  ventilarán  corr 
dicho  Ministerio,  hay  mayor  razón  para  conferirle  la  facultad 
é  imponerle,  al  propio  tiempo,  la  obligación  de  proponer  al 
Juez  ó  Tribunal  las  correcciones  que  estime  oportunas. 

Artículo  458. 

De  cualquiera  corrección  disciplinaria,  excepto  la  del 
número  1.°  del  art.  449,  que  se  imponga  á  funcionarios  del¡ 
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orden  judicial,  luego  que  sea  firme  la  resolución,  se  dará 
conocimiento  al  Ministerio  de  Gracia  y  Justicia,  acompa- 
ñando testimonio  de  la  misma  en  papel  del  sello  de  oficio. 

Las  que  se  impongan  á  los  auxiliares  de  los  Tribunales 
y  Juzgados,  se  anotarán  en  un  registro  que  se  llevará  en  la 
Secretaría  de  los  mismos. 

Las  que  se  impongan  á  Abogados  ó  Procuradores,  se  co- 
municarán al  Decano  del  Colegio  á  que  pertenezcan,  para 
la  anotación  correspondiente  y  lo  demás  que  proceda.  Donde 
no  existan  estas  Corporaciones,  se  anotarán  en  el  registro 
del  Tribunal  ó  Juzgado. 

Claros  son  y  terminantes  los  preceptos  de  este  articulo,  y 
como  su  objeto  y  procedencia  á  nadie  se  le  pueden  ocultar, 
creemos  excusado  extendernos  en  consideraciones.  Advertire- 
mos, sin  embargo,  que  á  nuestro  juicio  la  excepción  referente 
á  la  primera  corrección  consignada  en  el  art.  449  debiera  al- 
canzar también  á  la  segunda,  pues  según  puede  comprenderse 
por  lo  que  decimos  en  nuestro  comentario  á  dicho  artículo,  la 
advertencia,  la  prevención  y  el  apercibimiento  son  correcciones 
que,  aunque  diferentes  entre  sí,  se  asemejan  mucho  y  ninguna 
de  ellas  debe  considerarse  de  importancia,  mucho  menos  al 
efecto  de  que  sirvan  de  verdadero  antecedente  sobre  la  con- 
ducta del  funcionario  de  que  se  trate.  A  lo  sumo  podrá  esti- 
marse así  en  el  caso  de  repetida  y  pertinaz  reincidencia. 

Artículo  459. 

Lo  dispuesto  en  este  título  se  entenderá  sin  perjuicio 
de  lo  ordenado  en  otras  disposiciones  de  esta  ley  para  los 
casos  especiales  á  que  se  refieren.  (Ley  org.  dd  P.  /.,  ar- 
tículo 762.) 

La  excepción  es  excepción,  y  las  que  la  ley  tiene  estableci- 
das acerca  de  la  materia  del  presente  título  es  indudable  que 
no  tienen  nada  que  ver  con  lo  que  aquí  se  dispone;  por  cuya  ra- 
zón puede  decirse  que  este  artículo  no  hace  más  que  confirmar 
un  principio  reconocido  siempre  por  todo  el  mundo. 
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De  la  jurisdicción  contenciosa.' 

Ya  hemos  dicho  antes  de  ahora  que  jurisdicción  es  la  fa- 
cultad de  aplicar  el  derecho  ó  de  administrar  justicia,  y  que 
la  jurisdicción  puede  ser  contenciosa  ó  voluntaria,  dentro  del 
mecanismo  de  nuestro  enjuiciamiento  civil.  La  ley  no  define 
qué  sea  jurisdicción  contenciosa.  Se  limita  á  decir  en  su  ar- 
tículo 1.811  —  correspondiente  al  1.207  de  la  anterior  —  que 
son  actos  de  jurisdicción  voluntaria  todos  aquellos  en  que  es 
necesaria  ó  se  solicita  la  intervención  del  Juez,  sin  estar  empe- 
ñada, ni  promoverse  cuestión  alguna  entre  partes  conocidas  y 
determinadas.  La  falta  de  esta  cuestión  es  lo  que  caracteriza 
la  jurisdicción  voluntaria;  su  existencia,  lo  que  define  y  deter- 
mina la  jurisdicción  contenciosa.  A  tal  punto,  que  los  actos 
mismos  de  jurisdicción  voluntaria  se  convierten  en  pleitos  y 
entran  en  la  esfera  de  la  contenciosa  desde  que  en  ellos  surge 
alguna  oposición.  Así  lo  establece  el  art.  1.816  de  la  ley,  con- 
cordante con  la  regla  7.a  del  1.208  de  la  antigua,  preceptuando 
que  si  á  la  solicitud  voluntaria  que  ha  de  servir  de  base  para 
los  actos  de  jurisdicción  se  opusiera  alguien  que  tenga  interés 
en  el  asunto,  se  hará  contencioso  el  expediente,  sin  alterar  la 
situación  que  tuvieran  al  tiempo  de  incoarse  los  interesados  y 
lo  que  fuese  objeto  del  acto.  Hecho  contencioso,  se  sustanciará 
con  arreglo  á  los  trámites  establecidos  para  el  juicio  que  co- 
rresponda, según  su  cuantía. 

También  es  carácter  distintivo  de  la  jurisdicción  contencio- 
sa, claramente  advertido  y  señalado  por  Escriche  en  su  Diccio- 
nario de  Legislación  y  Jurisprudencia ¿  que  haya  poder  de  man- 
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dar  á  una  de  las  partes  lo  que  la  otra  exige  de  la  primera.  La 
existencia  de  la  discordia  es  aquí  lo  culminante  y  lo  más  sig- 
nificativo; el  mismo  nombre  de  contenciosa  lia  nacido  de  ahí, 
de  contención  y  de  contender,  y  ese  poder  de  obligar,  en  cuyo 
fondo  la  idea  de  contienda  asimismo  aparece,  no  contribuye  á 
más  que  á  perfeccionar  y  aclarar  el  concepto. 

En  la  esencia  y  en  la  forma  hay  grandísimas  diferencias 
entre  los  juicios  o  actos  de  jurisdicción  contenciosa  y  los  actos 
de  jurisdicción  voluntaria.  Ya  hemos  señalado  su  respectiva 
naturaleza,  que  es  la  primera  nota  que  los  distingue  y  la  más 
fundamental.  En  lo  sucesivo  veremos  cómo  se  diferencian  tam- 
bién de  un  modo  notable  al  estudiar  las  condiciones  particula- 
res de  cada  uno.  Esta  distinción  es  de  origen  romano.  Nuestra 
ley  de  1855  la  introdujo  en  España.  La  actual  la  ha  mantenido. 
En  la  ley  de  1855  se  entraba  desde  luego  á  estudiar  la  jurisdic- 
ción contenciosa,  porque  aquel  cuerpo  jurídico  dividía  la  mate- 
ria de  procedimiento  en  dos  libros,  uno  para  cada  especie  de 
jurisdicción.  La  ley  nueva,  que  ahora  comentamos,  ha  alterado 
ese  sistema.  Primero,  como  ya  hemos  visto,  trata  todo  lo  co- 
mún á  ambas  jurisdicciones.  Ahora  va  á  estudiar  y  analizar  en 
sus  actos  la  contenciosa.  Después  enumerará  los  de  la  volun- 
taria. 

TÍTULO  PRIMERO 
De  los  actos  de  conciliación. 

Por  conciliación  entendemos  el  hecho  de  componer  y  ajus- 
tar  los  ánimos  de  los  que  estaban  opuestos  entre  sí,  de  armoni- 
zar y  transigir  sus  diferencias,  de  concordar  sus  diversas  as- 
piraciones. Pero  esto,  que  es  conciliación  en  el  lenguaje  vulgar 
y  en  el  uso  corriente  de  las  palabras  del  idioma,  no  define  bien 
la  conciliación  jurídica,  la  conciliación  de  que  vamos  á  tratar 
aquí. 

Para  comprender  bien  la  idea  de  la  conciliación,  es  necesa- 
rio imaginarse  el  principio  de  un  pleito.  Hay  dos  personas  que 
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cuestionan  sobre  un  derecho  cualquiera:  una  de  ellas  tiene  ra- 
zón en  lo  que  pretende,  y  la  otra  solicita  una  injusticia,  ó  bien 
ambas  reclaman  en  parte  algo  que  por  equidad  se  les  debe,  y 
algo  exagerado  é  injusto  que  no  puede  otorgárseles.  Van  á  en- 
trar en  un  litigio,  van  á  someter  sus  diferencias  á  un  tercero 
que  declara  cuál  de  ellas  y  cómo  tiene  razón  en  lo  que  demanda 
ó  en  lo  que  quiere.  Pero  un  litigio  es  penoso,  caro,  molesto,  per- 
turba las  relaciones  económicas  y  la  tranquilidad  de  la  vida 
social;  hay  que  evitarlo,  y  para  evitarlo  se  intenta  la  concilia- 
ción de  los  futuros  litigantes.  ¿Qué  deberá  ser  esa  concilia- 
ción? ¿Deberá  ser  el  modus  xivendi  artificial  y  caprichoso  que 
transige  la  diferencia  sin  establecer  lo  justo?  ¿Beberá  ser  el 
pacto  que  satisface  en  lo  posible  las  aspiraciones  de  uno  y  de  otro 
at»  hacer  justicia  á  quien  reclama  con  mejor  derecho?  No.  Aun 
cuando  en  la  práctica  suceda  esto  frecuentemente,  la  concilia- 
ción de  que  aquí  tratamos  es  algo  más  elevado  y  respetable.  La 
conciliación  debe  ser  el  procedimiento  encaminado  á  que,  en  la 
cuestión  de  que  se  trate,  cada  litigante  reconozca  á  su  contra- 
rio lo  que  haya  de  justo  en  su  respectiva  demanda  y  se  dispon- 
ga á  satisfacerlo,  persuadido  de  que  ese  es  su  deber  y  sin  nece- 
sidad de  que  el  adversario  apele  á  los  medios  coercitivos  que  es- 
tablece la  ley.  En  la  conciliación  debe  buscarse,  como  en  el 
pleito,  el  cumplimiento  de  la  justicia,  la  consagración  y  reali- 
zación del  derecho,  -aunque  por  otros  medios.  Ahí  no  cabe  el 
apremio,  sino  la  reflexión  y  la  persuasión  amistosa.  Los  Jueces 
municipales,  por  esto,  en  vez  de  exhortar  á  las  partes  en  los  ac- 
tos de  conciliación  á  que  se  avengan,  cedan  y  transijan,  deben 
compelerlas,  mediante  reflexiones  y  consideraciones  morales,  á 
que  sin  necesidad  de  ir  á  otro  Tribunal,  reconozcan  de  buena 
fe  quién  tiene  derecho,  y  se  resuelvan  todos  á  hacerlo  cumplir 
estrictamente. 

La  transacción,  pues,  no  es  la  conciliación;  por  lo  menos  no 
es  la  conciliación  en  el  sentido  jurídico  que  nosotros  le  atribuí- 
mos, á  pasar  de  que  los  comentadores  de  nuestras  leyes  de  pro- 
<5edimiento  suelen  confundir  ambos  términos.  La  transacción 


Digitized  by  LjOOQ  IC 


580  LEY   DE   ENJUICIAMIENTO  CIVIL 

«sel  convenio  de  los  litigantes  qué  compone  y  parte  la  diferen- 
cia de  la  disputa,  en  atención  á  los  intereses  de  cada  uno.  La 
conciliación  de  que  nosotros  hablamos  debe  ser  el  reconoci- 
miento de  la  justicia  en  quien  la  invoca  y  la  sumisión  volunta- 
ria de  todos  á  su  declaración  y  cumplimiento. 

Mejor  respondía  á  este  concepto  el  antiguo  juicio  conciliato- 
rio que  el  acto  que  ahora  sanciona  la  ley.  Ese  juicio  lo  estable- 
ció la  Constitución  de  1812.  Hay  en  nuestras  leyes-  antiguas  al- 
gunos preceptos  que  se  han  considerado  antecedentes  de  esta 
institución,  como  el  establecimiento  de  los  pacis  adsertores  ó 
mandaderos  de  paz,  de  que  habla  la  ley  15  del  título  I  del  li- 
bro II  del  Fuero  Juzgo;  como  el  de  los  Jueves  avenidores  de  las 
leyes  de  Partida;  como  la  recomendación  de  la  avenencia,  «cosa 
que  los  ornes  deben  mucho  cobdiciar  de  auer  entre  sí»,  que  hace 
la  ley  2G  del  título  IV  de  la  Partida  3.a;  como  la  prevención 
heoha  á  los  Corregidores  en  la  instrucción  de  15  de  Mayo  de  1788 
^q»e  forma  la  ley  10  del  título  I  del  libro  XI  de  la  Novísima 
Recopilación),  y  como  otras  disposiciones  de  leyes  especiales 
dictadas  para  determinados  negocios  y  que  no  citamos  porque 
las  recuerdan  todos  los  comentaristas  de  la  ley  antigua.,, 

A  pesar  de  esto,  la  conciliación,  atendidos  los  principios 
generales  que  informan,  es  progreso  debido  al  espíritu  moder- 
no; su  establecimiento,  como  advierten  ya  los  Sres.  Manresa, 
Miquel  y  Reus,  es  una  conquista  de-  las  ideas  liberales  y  filan- 
trópicas difundidas  por  la  filosofía  del  siglo  XVIII  y  del -si- 
glo XIX. 

Pero  la  forma  más  adecuada,  ventajosa  y  propia  de  la  con- 
ciliación es  el  juicio.  Nuestro  Código  político  de  1812,  que  in- 
trodujo esa  reforma  en  España,  lo  hizo  estableciendo  la  trami- 
tación á  que  ese  juicio  había  de  sujetarse.  «El  Alcalde  de  cada 
pueblo — dice  su  art.  282 — ejercerá  en  él  el  oficio  de  concilia- 
dor; y  el  que  tenga  que  demandar  por  negocios  civiles  ó  por  in- 
jurias deberá  presentarse  á  él  con  este  objeto.»  «El  Alcalde— 
añade  el  art.  283 — ,  con  dos  hombres  buenos,  nombradosu»o- 
por  cada  parte,  oirá  al  demandante  y  aldemandado¿  ge  entera- 
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rá  de  las  razones  en  que  respectivamente  apoyen  su  intención, 
y  tomará,  oído  el  dictamen  de  los  dos  asociados,  la  providencia 
que  le  parezca  propia  para  el  fin  de  terminar  el  litigio  sin  más 
progreso,  como  se  terminará,  en  efecto,  si  las  partes  se  aquie- 
tan con  esta  decisióji  extrajudicial.»  «Sin  hacer  constar  —  con- 
cluye el  art.  284  —  que  se  ha  intentado  el  medio  de  la  concilia- 
ción, no  se  entablará  pleito  alguno. » 

¿No  es  verdad  que  cumple  mejor  el  fin  de  la  conciliación 
ese  juicio  en  que  hay  demanda,  contestación  y  sentencia,  en 
que  el  Juez  resuelve  lo  que  es  justo,  aun  cuando  sin  obligar  á 
las  partes  á  que  lo  acepten,  que  el  acto  de  nuestras  leyes  vigen- 
tes en  que  el  Juez  se  limita  de  ordinario  á  dirigir  algunas  ex- 
hortaciones vulgares  y  repetidísimas  á  los  litigantes?  ¿No  es 
verdad  que  si  el  Juez,  asociado  á  los  hombres  buenos,  resolvie- 
ra la  querella  y  excitase  á  las  partes  á  aceptar  su  resolución 
por  ser  de  justicia,  evitaría  más  pleitos  que  cuantos  en  la  ac- 
tualidad se  impiden  mediante  el  acto  conciliatorio?  En  esta  ma- 
teria ese  es  nuestro  ideal:  un  Juez  que  resuelva  el  caso  y  que, 
demostrada  á  los  litigantes  la  justicia  del  fallo,  les  pruebe  que 
conviene  á  su  interés,  á  su  tranquilidad  y  hasta  á  su  fortuna 
aceptarle  y  someterse,  desistiendo  de  llevar  el  pleito  adelante. 

Pero  reconocemos,  por  desdicha,  que  nuestro  ideal  fracasa- 
ría como  han  fracasado  los  antiguos  juicios  de  conciliación, 
como  ha  fracasado  el  acto  conciliatorio,  hoy  en  vigor,  que  está 
ya  reducido  á  una  formalidad  vana,  sin  importancia,  sin  trans- 
cendencia y  sin  efectos.  Los  comentaristas  de  la  antigua  ley, 
Sres.  Manresa,  Miquel  y  Reus,  aseguraban  en  1856  que  los  jui- 
cios de  conciliación  habían  perdido  mucho  de  su  anticuo  cro- 
cito por  la  ignorancia  de  la  mayor  parte  de  los  Alcaldes  y  por- 
que en  gran  número  de  casos  se  dejaban  arrastrar  de  un  celo 
exagerado,  de  afecciones  personales  ó  de  pasiones  políticas,  é 
inducían  á  las  partes  á  transacciones  en  que,  sin  la  seducción  ó 
el  temor,  acaso  no  hubieran  convenido.  Todas  estas  razones  y 
algunas  otras  tuvo  el  Sr.  Gómez  de  la  Serna  al  redactar  la  ex- 
posición de  motivos  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  antigua  para 
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proponer  en  vez  de  aquellos  juicios  los  modernos  actos  concilia- 
torios. 

Pero  el  Sr.  Gómez  de  la  Serna  se  prometía  de  los  Jueces  de 
paz  algo  que  la  experiencia  no  ha  confirmado.  Los  Jueces  de 
paz  primero,  y  los  municipales  después,  han  contribuido  en 
gran  manera  al  desprestigio  en  que  hoy  se  encuentran  los  actos 
de  conciliación,  que  corre  parejas  con  el  qne  tenía  en  1855  el 
antiguo  juicio.  Porque  el  nombramiento  de  los  Jueces  de  paz  y 
de  los  Jueces  municipales  ha  estado  por  completo  abandonado  á 
las  exigencias  de  la  política.  En  la  actualidad,  los  Presidentes 
de  las  Audiencias,  con  muy  contadas  excepciones,  no  hacen  en 
este  punto  otra  cosa  que  seguir  las  indicaciones  de  los  Gober- 
nadores, y  así  vemos  que  se  escogen  para  Jueces  municipales  en 
provincias  generalmente  los  muñidores  políticos  del  partido  go- 
bernante, y  en  las  capitales  de  más  importancia  suele  confiarse 
ese  cargo  á  jóvenes  muy  ilustrados,  sí,  pero  poco  conocedores  de 
la  vida,  poco  prácticos  en  sus  hechos  y  que  suelen  carecer  del 
aplomo  requerido  para  este  género  de  funciones.  En  sus  manos, 
lo  menos  malo  que  pueden  ser  los  actos  de  conciliación  es  lo  que 
son  ahora,  el  cumplimiento  de  un  deber  que  se  obedece  rutina- 
riamente. Casos  hay  en  que  los  actos  conciliatorios,  ahora  como 
en  1885,  se  convierten  en  medios  de  influir  sobre  uno  de  los  liti- 
gantes para  que,  bajo  la  presión  de  temores  hábilmente  sugeri- 
dos, ceda  y  se  allane  á  lo  que  pretendía  su  adversario.  Mientras 
no  se  cuide  un  poco  más  de  que  haya  imparcialidad  en  la  desig- 
nación de  los  Jueces  municipales,  no  podrá  impedirse  esto.  Es 
preciso  tener  en  cuenta  que  los  Jueces  municipales  al  fin  y  al 
cabo  son  funcionarios  del  orden  judicial,  que  tienen  en  sus  ma- 
nos extraordinarias  atribuciones,  y  que  es  lamentable  verlas 
abandonadas  al  juego  de  las  enemistades  políticas  y  locales. 

En  este  punto  volvemos  á  lo  antes  dicho  y  á  nuestro  siste- 
ma. Así  como  hay  que  considerar  que  los  Jueces  municipales 
son  verdaderos  Jueces,  precisa  no  olvidarse  de  que  el  acto  con- 
ciliatorio es  un  medio  de  administrar  justicia.  La  ley  actual  no 
está  inspirada  en  este  sentido;  la  de  1855  tampoco  lo  estaba. 
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Acaso  conviene  estudiar  algo  más  en  este  punto  ó  ir  preparan- 
do una  reforma,  que  algunos  quizás  juzguen  un  retroceso,  pero 
que  á  nuestros  ojos  sería  un  verdadero  adelanto,  capaz  de  res- 
tablecer el  significado  y  la  importancia  efectiva  de  la  conci- 
liación. 

Artículo  460. 

Antes  de  promover  un  juicio  declarativo  deberá  inten- 
tarse la  conciliación  ante  el  Juez  municipal  competente. 
Exceptúanse : 

1.°    Los  juicios  verbales. 

2.°  Los  juicios  declarativos  que  se  promuevan  como  in- 
cidente ó  consecuencia  de  otro  juicio,  ó  de  un  acto  de  juris- 
dicción voluntaria. 

3.°  Los  juicios  en  que  sean  demandantes  ó  demandados 
la  Hacienda  pública,  los  Municipios,  los  establecimientos  de 
beneficencia,  y  en  general  las  Corporaciones  civiles  de  ca- 
rácter público. 

4.°  Los  juicios  en  que  estén  interesados  los  menores 
y  los  incapacitados  para  la  libre  administración  de  sus 
bienes. 

5.°  Los  que  se  promuevan  contra  personas  desconocidas 
ó  inciertas,  ó  contra  ausentes  que  no  tengan  residencia  co- 
nocida, ó  que  residan  fuera  del  territorio  del  Juzgado  en  que 
deba  entablarse  la  demanda. 

En  este  último  caso,  si  los  litigantes  residen  en  un  mis- 
mo pueblo,  deberá  intentarse  la  conciliación. 

6.°  Los  juicios  declarativos  que  se  promuevan  para  re- 
clamar la  nulidad  ó  el  cumplimiento  de  lo  convenido  en 
acto  de  conciliación. 

7.°  Los  juicios  de  responsabilidad  civil  contra  Jueces  y 
Magistrados. 

8.°  Los  juicios  de  arbitros  y  de  amigables  componedo- 
res, los  universales,  los  ejecutivos,  de  desahucio,  interdictos 
y  de  alimentos  provisionales.  (Ley  ant.,  art.  201. —  Ley 
orgánica  del  Poder  judicial,  artículos  270,  párrafo  primero, 
y  300.) 

El  art.  460  de  la  nueva  ley  concuerda  en  el  fondo  con  el  201 
de  la  antigua  que  ha  venido  á  sustituir;  pero  difiere  de  él  en 
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pormenores  de  importancia.  El  art.  201  declaraba  que  antes  de 
promoverse  un  juicio  cualquiera  debía  intentarse  la  concilia- 
ción. Esta  fué  la  regla  general;  después  vinieron  las  excepciones 
en  el  mismo  art.  201  y  en  los  siguientes.  Ahora  parece  restrin- 
girse desde  luego  aquel  principio,  porque  el  art.  460  dice  que 
la  conciliación  deberá  intentarse  antes  de  promover  juicio  algu- 
no declarativo.  Si  al  examinar  el  art.  482  de  la  ley  no  hubiéra- 
mos de  decir  qué  significa  esa  denominación  ahora  introducida 
en  nuestro  procedimiento,  sería  éste  lugar  oportuno  de  manifes- 
tarlo. Pero  dejándolo  para  entonces,  nos  limitaremos  á  consig- 
nar que  los  juicios  declarativos  á  que  el  art.  460  se  refiere  son: 
el  juicio  ordinario  de  mayor  cuantía,  el  de  menor  cuantía  y  el 
juicio  verbal.  El  principio  general,  por  lo  tanto,  que  establece 
el  art.  460,  es  el  de  que  antes  de  promover  cualquiera  de  esos 
juicios  debe  intentarse  la  conciliación. 

Este  principio  tiene  también  excepciones.  El  art.  460  las 
enumera.  Vamos  á  discutirlas  brevemente.  Unas  se  fundan  eu 
el  carácter  de  brevedad,  urgencia  y  perentoriedad  de  ciertos 
juicios;  otras,  en  la  naturaleza  de  la  cosa  que  se  litiga;  otras,  en 
la  capacidad  y  cualidades  de  los  litigantes.  Helas  aquí  por  el 
orden  en  que  la  ley  las  coloca : 

1.a  Los  juicios  verbales.  —  También  el  art.  201  las  excep- 
tuaba, y  las  razones  que  entonces  hubo  para  hacerlo  subsisten 
en  la  actualidad.  Según  dispone  el  art.  715  de  la  ley  vigente, 
se  sustanciará  en  juicio  verbal  ante  el  Juez  municipal  compe- 
tente toda  demanda  cuyo  interés  no  exceda  de  250  pesetas, 
aunque  se  funde  en  documento  que  tenga  fuerza  ejecutiva.  Si- 
guen exceptuándose  de  esa  sustanciación  las  demandas  de  ter- 
cería y  demás  que  se  deduzcan  por  reconvención  en  los  juicios 
de  mayor  ó  menor  cuantía,  en  cuyo  caso  se  practicará  lo  espe- 
cialmente prevenido  por  la  ley  en  sus  artículos  488,  544  y  $88. 
Son,  pues,  los  juicios  verbales,  juicios  declarativos  de  una  ín- 
dole por  extremo  breve,  que  versan  sobre  cuestiones  de  escasa 
cuantía  y  que  están  sometidos  al  fallo  de  los  mismos  Jueces  que 
intervinieron  en  los  actos  de  conciliación.  No  era  necesario  ni 
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parecía  justificado  exigir  que  éstos  les  precedieran.  El  juicio 
verbal  es  casi  uno  de  aquellos  actos.  Determinar  lo  contrario  ha- 
bría sido  sustanciar  las  demandas  que  incoan  en  juicio  verbal 
en  dos  trámites  casi  iguales.  La  ley  ha  hecho  bien  en  exceptuar- 
los de  la  regla  sancionada  por  el  art.  460. 

2.°  Los  juicios  declarativos  que  se  'promuevan  como  inci- 
dente á  consecuencia  de  otro  juicio  ó  de  un  acto  de  jurisdicción 
volurúaria.  —  Esta  excepción  es  nueva.  No  existia  en  la  ley 
de  1855.  Está  justificada  en  cuanto  se  refiere  á  los  juicios  decla- 
tivos  que  se  promuevan  como  incidente  á  consecuencia  de  otro 
juicio,  porque  en  ellos  se  han  cumplido  ya  las  necesidades  que 
satisface  el  acto  de  conciliación.  Pero  no  sucede  lo  mismo  res- 
pecto á  los  que  nazcan  de  un  acto  de  jurisdicción  voluntaria. 
Una  vez  sustanciada  la  oposición  que  provoca  el  pleito,  se  está 
en  el  caso  de  poner  los  medios  para  evitar  éste,  armonizar  las 
pretensiones  de  las  partes  y  excitarlas  á  un  acomodamiento  equi- 
tativo, á  que  reconozcan  sus  respectivos  derechos  y  obligacio- 
nes sin  necesidad  de  entrar  en  el  litigio.  En  estos  actos  se  ha- 
cen muchas  veces  declaraciones  de  importancia.  Supongamos 
que  al  hacerlas  con  las  reservas  debidas  y  llegar  esas  declara- 
ciones á  conocimiento  de  un  tercero  á  quien  afectasen,  tratara 
de  oponerse  y  de  que  se  sustanciase  el  juicio  ordinario  corres- 
pondiente para  ventilar  su  oposición.  ¿Debería  ó  no  en  este  caso 
preceder  á  semejante  juicio  el  acto  conciliatorio?  Nosotros  cree- 
mos que  sí.  La  ley  resuelve  lo  contrario.  La  práctica  dirá  qué 
es  lo  conveniente. 

3.°  Los  juicios  en  que  sean  demandantes  ó  demandados  la 
Hacienda  pública,  los  Municipios,  los  establecimientos  de  be- 
neficencia, y,  en  general,  las  Corporaciones  civiles  de  carácter 
público.  —  Estas  excepciones  se  han  establecido  atendiendo  á 
la  falta  de  capacidad  legal  para  transigir  de  uno  de  los  litigan- 
tes. En  la  ley  de  1855,  decía  la  excepción  8.a  del  art.  201  que 
no  es  necesario  el  acto  de  conciliación  en  «los  juicios  en  que 
esté  interesada  la  Hacienda  pública,  ó  lo  fuesen  los  Pósitos, 
Propios,  comunes  ó  cualquiera  otra  clase  de  bienes  de  estafele- 
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cimientos  públicos,  de  pueblos,  de  provincias  ó  del  Estado».  La 
redacción  de  la  nueva  ley  es  mejor  y  más  comprensiva.  Los  se- 
ñores Atard  y  Cer vellera  creen  que  hubiera  convenido  en  este 
caso  tercero  incluir  la  Administración  general  del  Estado,  pues 
aun  cuando  exista  la  vía  contencioso-administrativa  con  su  ju- 
risdicción especial  para  los  asuntos  de  su  competencia  privati- 
va, puede  ocurrir  algún  caso  en  que  se  origine  la  duda.  Nosotros 
creemos  que  en  realidad  la  Administración  general  del  Estado 
está  incluida  en  la  excepción  desde  el  momento  en  que  se  reco- 
noce como  fundamento  de  ésta  que  la  Hacienda  nacional  sea 
parte  en  el  litigio  ó  que  se  ventilen  intereses  de  Corporaciones 
civiles  con  carácter  público.    . 

Completan  la  materia  relativa  á  este  comentario  el  Real  de- 
creto de  23  de  Marzo  de  1886,  que  establece  el  procedimiento 
que  por  regla  general  debe  seguirse  para  sustanciar  en  la  vía 
gubernativa  (trámite  equivalente  al  acto  de  conciliación)  las 
reclamaciones  de  los  particulares  como  antecedente  necesario  á 
la  vía  judicial  en  asuntos  de  interés  para  el  Estado,  y  el  ar- 
tículo 135  del  reglamento  orgánico  del  Tribunal  de  Cuentas, 
modificado  por  el  artículo  único  de  la  ley  de  20  de  Septiembre 
de  1896,  en  cuanto  á  los  trámites  previos  á  las  tercerías  que  se 
promuevan  en  los  expedientes  de  reintegro  de  que  conoce  dicho 
Tribunal. 

4.°  Los  juicios  en  que  estén  interesados  los  menores  y  los 
incapacitados  para  la  libre  administración  de  sus  bienes.— Lo 
mismo  decía  el  caso  7.°  del  art.  201.  Para  la  inteligencia  de  esta 
excepción  hay  que  tener  en  cuenta  que  se  consideran  incapaci- 
tados de  la  libre  administración  de  sus  bienes  los  menores,  las 
personas  jurídicas  que  gozan  de  sus  privilegios,  los  locos,  los 
idiotas,  los  sordomudos,  los  declarados  pródigos  y  los  condena- 
dos á  la  pena  de  interdicción  civil.  En  nombre  de  ellos,  según 
el  art.  2.°  de  la  presente  ley,  12  de  la  antigua,  comparecerán 
siempre  en  juicio  los  que  deban  suplir  su  incapacidad  con  arre- 
glo á  derecho.  Estos  pueden  seguir  en  su  nombre  los  litigios  en- 
tablados, incoarlos  á  fin  de  obtener  y  recobrar  los  derechos  que 
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les  pertenecieren,  pero  no  transigir  en  los  mismos,  sin  previa 
aprobación  judicial  y  sin  que  a  esa  aprobación  preceda  la  jus- 
tificación oportuna  de  utilidad  ó  necesidad.  Hó  aquí  por  qué  el 
legislador  excluye  los  pleitos  que  les  afecten  de  la  regla  esta- 
blecida en  el  artículo  460,  y  por  qué  no  exige  en  los  mismos  el 
acto  conciliatorio, 

5.°  Los  que  se  promuevan  carura  personas  desconocidas  6 
inciertas,  ó  contra  ausentes  que  no  tengan  residencia  conocida 
ó  que  residan  fuera  del  territorio  del  Juzgado  en  que  deba  en- 
tablarse la  demanda.  En  este  último  caso,  si  los  litigantes  re- 
siden en  un  mismo  pueblo,  deberá  intentarse  la  conciliación. — 
La  nueva  ley  amplía  en  este  caso  más  la  excepción  que  la  anti- 
gua. Según  el  art.  201  de  esta  última,  para  que  no  fuera,  preci- 
so, antes  de  incoar  el  pleito,  celebrar  acto  de  conciliación,  se 
requería  que  el  pleito  se  entablase,  ó  contra  ausentes  sin  resi- 
dencia conocida,  ó  que  residiesen  fuera  del  territorio  de  la  Au- 
diencia á  que  correspondiera  el  Juzgado  en  que  había  de  enta- 
blarse la  demanda. 

El  art.  460  agrega  á  los  ausentes  que  no  tengan  residencia 
conocida,  las  personas  desconocidas  é  inciertas.  Respecto  de 
éstas,  hay  verdadera  imposibilidad  de  citarlas  para  que  compa- 
rezcan, y  no  es  justo  que  el# demandante,  á  quien  asiste  derecho, 
sufra  los  resultados  de  una  causa  de  que  no  es  responsable. 
Cuando  el  demandado  es  persona  que  no  tiene  residencia  cono- 
dida,  ó  que  vaga  de  una  parte  a  otra  sin  fijarse  en  ninguna, 
tampoco  debe  exigirse  que  se  celebre  acto  de  conciliación  para 
seguir  contra  él  un  pleito.  Sería  lo  mismo  que  dar  al  litigante 
temerario  un  pretexto  y  al  vagabundo  un  seguro  contra  la 
acción  legítima  de  sus  adversarios. 

Animadas  nuestras  leyes,  en  lo  que  á  la  conciliación  se  re- 
fieren, del  deseo  de  que  ningún  juicio  se  incoe  sin  que  preceda 
ese  acto,  parece  natural  que  el  art.  460  de  la  ley  de  1881  hubie- 
ra mantenido  el  principio  del  201  de  la  ley  de  1855.  Aquélla 
exige  que  el  juicio  se  verifique  cuando  el  demandado  resida  en 
el  territorio  de  la  Audiencia  á  que  pertenece  el  Juzgado  que  ha 
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ocer  en  el  juicio,  y  la  reforma  ahora  sólo  pide  que  resida 
erritorio  del  Juzgado.  La  dificultad  de  comunicaciones, 
iavía  era  grande  en  1855,  podía  entonces  explicar  ese 
»to-,  pero  hoy  que  se  han  multiplicado  los  medios  de  comu- 
e;  hoy  que  sin  grandes  dispendios  y  en  poco  tiempo  se  va 
punto  á  otro  de  la  Nación  y  con  mayor  facilidad  puede 
erse  el  territorio  de  una  Audiencia,  no  es  comprensible 
á  justificada  la  restricción  que  acaba  de  establecerse, 
es  así,  que  si  el  párrafo  2.°  de  este  número  no  lo  previ- 
podría  muy  bien  haber  ocurrido  que,  residiendo  el  deman- 
n  el  mismo  pueblo,  no  fuera  la  conciliación  precisa.  Este 
.°  del  art.  460  y  la  forma  en  que  está  resuelto  prueban 
s  redactores  de  la  nueva  ley  no  han  atribuido  á  la  conci- 
i  toda  la  importancia  que  tiene. 

Los  juicios  declarativos  que  se  promuevan  para  recia- 
i  nulidad  ó  el  cumplimiento  de  lo  convenido  en  ocio  de 
iación.  — No  hay  que  decir  por  qué  esta  excepción  se  es- 
e.  El  sentido  común  la  aconsejaba.  Lo  que  había  de  veri- 
3  ya  está  hecho.  El  acto  de  conciliación  se  ha  verificado, 
tay  motivo  para  repetirlo.  Si  en  el  acto  de  conciliación  se 
10  .un  acuerdo  cualquiera,  y  las  partes,  ó  una  de  ellas,  re- 
cumplir  lo  que  se  convino,. ¿cómo  es  posible  que  haya 
ncia?  Sería  inútil  intentarlo,  y  es  prudente  y  económico 
nir  trámites  inútiles. 

Los  juicios  de  responsabilidad  civil  contra  Jueces  y 
tirados. — Tampoco  enumeraba  estos  juicios  la  antigua  ley 
art.  201.  Se  han  incluido  ahora  teniendo  en  cuenta  consi- 
gnes respetables  y  la  creencia  de  que,  á  menos  que  lo  de- 
una  sentencia  firme,  pronunciada  después  de  seguir  el 
por  todos  sus  trámites,  ningún  Magistrado  ni  Juez  se 
irá  á  reconocer  y  confesar  la  responsabilidad  que  hubiere 
lído  dictando  una  sentencia.  La  augusta  idea  de  la  Justi- 
jflejada  en  los  actos  de  Jos  que  la  administran,  no  acepta 
>co  posibilidad  de  transacciones  ni  de  componendas  entre 
vl  y  el  litigante  sobre  los  perjuicios  que  éste  supone  ha- 
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berle  inferido  aquél  con  sus  fallos.  La  presunción,  en  tales  ne- 
gocios, es  favorable  siempre  al  Magistrado,  á  quien  no  debe 
obligarse,  mientras  no  se  pruebe  que  ha  incurrido  en  responsa- 
bilidad, á  que  discuta  con  el  cliente  en  un  acto  de  conciliación 
el  más  ó  el  menos  de  las  indemnizaciones  que  le  debe.  Por  la 
naturaleza  de  la  cosa  que  se  litiga  hay  que  excluir  estos  juicios 
de  la  necesidad  de  que  los  preceda  el  acto  conciliatorio.  Estos 
juicios,  por  último,  son  declarativos;  se  sustancian  siguiendo 
los  trámites  del  civil  ordinario,  y  están  perfectamente  compren- 
didos en  el  caso  en  que  la  ley  los  cita. 

8.°  Los  juicios  de  arbitros  y  de  amigables  componedores, 
los  universales,  los  ejecutivos,  de  desahucio,  interdictos  y  da 
alimentos  provisionales.  —  No  comprendemos  por  qué  causas 
se  ha  incluido  este  número  en  el  art.  460  de  la  nueva  ley.  Dice 
el  art.  460  que  es  necesario  que  preceda  el  acto  de  conciliación 
á  todos  los  juicios  declarativos;  dice  el  art.  482  que  son  juicios 
declarativos  los  ordinarios  de  mayor  y  menor  cuantía  y  los  ver- 
bales. ¿A  qué,  pues,  enumerar  como  excepciones  los  que  contie- 
ne este  caso?  Claro  era  que  los  universales,  los  ejecutivos,  los 
interdictos,  etc.,  exceptuados  ya  por  la  ley  de  ese  grupo  de  los 
declarativos,  lo  estaban  con  mayor  razón  del  precedente  ó  for- 
malidad previa  que  para  incoar  los  mismos  se  requiere.  La  ley 
es  en  este  punto  redundante  ó  contradictoria.  Ha  establecido  la 
distinción  de  juicios  declarativos,  y  viene  á  borrarla  ó  á  arrojar 
sobre  ella  dudas  y  confusiones  con  ese  núm.  8.°  del  art.  460, 
<iue  prueba  una  vez  más  la  ligereza  y  la  falta  de  esmero  con  que 
aquí  se  acometen  las  reformas  legislativas,  aun  cuando  sean  tan 
transcendentales  é  importantes  como  la  que  tiene  por  objeto 
modificar  todo  el  procedimiento. 

La  excepción,  por  lo  demás,  está  justificada.  El  art.  201  ex- 
ceptuaba los  juicios  ejecutivos  y  sus  incidencias,  los  interdictos, 
los  juicios  de  sucesión,  testamentaria,  abintestato,  vincular  y 
en  capellanías  colativas  ó  sus  bienes,  los  de  concurso  de  acreedo- 
res y  las  incidencias  de  todos  ellos.  El  caso  8.°  del  460  abarca 
en  pocas  palabras  estas  mismas  excepciones,  y  les  añade  algu- 
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ñas  que  no  figuraban  en  la  ley  de  1855.  Examinaremos,  pues, 
con  brevedad  el  texto  vigente. 

Empieza  éste  por  señalar  los  juicios  de  arbitros  y  de  amiga- 
bles componedores.  Tampoco  era  necesario  exceptuarlos,  aparte 
de  que  la  ley  no  los  incluye  entre  los  declarativos,  porque  en 
esos  juicios  su  índole  y  naturaleza  especial  hacen  innecesario 
sujetarse  á  formas  legales.  Así  lo  reconocía  y  declaraba  el  ar- 
tículo 819  de  la  ley  anterior,  cuyo  principio  la  actual  des- 
envuelve. Los  arbitros  y  los  amigables  componedores  resuelven 
las  cuestiones  litigiosas,  cuyo  cottoeimieaéo  se  les  somete,  según 
&a  leal  saber  y  entender,  no  con  arregío  á  las  formas  d«l  proce- 
dimiento y  á  las  reglas  inflexibles  del  derecho  escrito.  Excusado 
era,  pues,  decir  que  ni  ese  ni  otros  preceptos  de  la  ley  procesal 
podían  obligarles.  Además,  el  Tribunal  Supremo  ha  declarado 
que  en  el  jtiicio  de  arbitros  todo  se  somete  y  cede  á  la  voluntad 
de  las  partes  (12  de  Marzo  de  1860),  y  que  los  amigables  com- 
ponedores no  necesitan  seguir  los  trámites  ni  la  ritualidad  de 
los  juicios  (21  de  Abril  de  1865).  El  sentido  común  y  la  doctrina 
corriente  de  los  tratadistas  se  había  anticipado  á  estas  declara- 
ciones en  términos  de  que  no  era  preciso  consagrarlas  en  el 
texto  expreso  de  la  ley.  El  acto  de  conciliación,  por  último,  se 
ha  establecido  como  medio  de  evitar  litigios;  en  realidad,  el 
juicio  de  arbitros  y  el  de  amigables  componedores  evitan  tam- 
bién esos  pleitos  largos,  costosos,  abrumadores,  que  consumen 
el  tiempo  y  la  fortuna  de  los  litigantes.  Son,  por  lo  tanto,  trá- 
mites de  la  misma  índole  que  se  aplican  según  los  casos,  bas- 
tando en  los  fáciles  y  llanos  la  conciliación,  y  apelándose  en  los 
más  complicados  y  oscuros  al  juicio  de  arbitros  ó  al  de  amiga- 
bies  componedores,  tanto  para  dar  mayor  solemnidad  y  garan- 
tía á  la  resolución,  cuanto  para  estudiar  los  puntos  realmente 
dudosos  que  pueden  suscitarse  en  la  inteligencia  de  los  respec- 
tivos derechos. 

En  la  denominación  de  juicios  universales  están  comprendi- 
dos los  de  sucesión  testamentaria,  abintestato,  de  capellanías  y 
vincular  y  el  concurso  de  acreedores,  citados  por  la  antigua 
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ley.  La  razan  de  exceptuarlo»  es  que,  ó  bien  los  interesal 
suelen  ser  muchos  en  esa  clase  de  pleitos,  ó  es  fácil  que  hí 
personas  ignoradas  á  quienes  afecten.  Si  ocurre  lo  primero, 
conciliación  es  difícil;  si  lo  último,  podía  perjudicar  a  los 
sentes,  y  tanto  en  uno  como  en  otro  caso  han  parecido  sufici 
tes  esas  circunstancias  para  prescindir  de  la  conciliación.  ] 
otra  parte,  en  los  juicios  universales  abiertos  para  transm 
una  sucesión,  la  herencia  goza  de  la  cualidad  de  los  menore 
de  sus  beneficios,  y  en  el  concurso  el  acreedor  es  persona  in 
pacitada.  Aplicando  á  los  juicios  de  sucesión  y  al  concurse 
principio  que  sienta  la  ley  en  el  núrn.  4.°  de  este  mismo  artí 
lo.  donde  se  establece  que  cuando  haya  menores  ó  personas 
capacitadas  no  podrá  verificarse  la  conciliación,  resultan  ti 
bien  excluidos. 

A  debe  á  B  una  cantidad  cualquiera,  1.000  pesetas, 
ejemplo,  de  la  que  B  tiene  un  pagaré  en  forma,  que  es  til 
ejecutivo.  Le  ha  reclamado  el  pago  amistosamente  y  no  lo  v 
tica.  Transcurre  el  tiempo.  B  quiero  cobrar  y  piensa  proce 
contra  su  deudor  de  un  modo  rápido  y  eficaz.  A  tiene  bie 
muebles  bastantes  a  responder  de  la  deuda.  Si  B  le  previ n 
de  lo  que  iba  á  hacer,  A  podría  ocultar  lo  que  posee,  y  cua 
fueran  á  embargarle,  burlar  el  legítimo  derecho  y  los  razonal 
deseos  del  acreedor.  El  acto  de  conciliación  —  si  se  exigiere 
este  caso  —  no  tendría  más  efecto  práctico  que  dar  al  áe\ 
aquel  aviso.  La  ley  ha  previsto  esa  contingencia  y  no  lo  ex 
atendiendo  á  lo  expuesto.  Por  eso  los  juicios  ejecutivos  e.< 
exceptuados  de  la  conciliación.  Además  de  procederse  con 
serva  al  preparar  una  ejecución,  ha  de  obrarse  con  rapide 
también  sería  contrario  á  esta  regla  exigir  en  ella  el  acto  < 
ciliatorio.  De  aquí,  como  hemos  dicho,  el  principio  afirmad» 

Pero  la  excepción  alcanza  a  las  incidencias  del  juicio  ej< 
cutivo,  y  en  este  punto  hay  controversia  entre  los  tratadis 
Nosotros  seguimos  el  parecer  del  Sr.  Manresa  y  de  sus  coli 
radores,  para  quienes  son  incidencias  de  los  juicios  ejecut 
cuantas  cuestiones  se  promuevan  en  ellos,  desde  que  se  prest 
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la  demanda  hasta  que,  terminada  la  vía  de  apremio,  queda  el 
acreedor  satisfecho  de  su  crédito;  y  en  este  supuesto,  deben  con- 
siderarse exceptuados  de  la  necesidad  del  acto  conciliatorio,  lo 
mismo  las  tercerías  de  dominio  ó  de  mejor  derecho,  que  las  re- 
clamaciones sobre  inclusión  ó  exclusión  de  bienes  en  el  embar- 
go, que  las  relativas  á  la  aprobación  del  remate,  etc.,  etc.  El 
juicio  ordinario,  que  puede  incoarse  después  del  ejecutivo,  so- 
bre la  cuestión  que  promovió  éste,  no  es  una  incidencia,  sino 
una  consecuencia,  y  no  está  exceptuado. 

Los  juicios  de  desahucio  no  lo  estaban  tampoco  por  la  ley 
de  1855.  Las  reformas  que  esa  ley  sufrió  en  este  punto  poste- 
riormente acabaron  por  eximirlos.  Ahora  se  sanciona  esa  modi- 
ficación, que  era  una  necesidad  reconocida  y  declarada  pur  los 
comentadores  de  aquel  cuerpo  legal. 

De  los  interdictos  habla  el  art.  201  como  el  460.  Comprén- 
dense  en  esta  denominación  los  de  adquirir,  retener  y  recobrar 
la  posesión,  los  de  obra  nueva  y  los  de  obra  vieja.  Por  su  natu- 
raleza son  todos  estos  juicios  de  carácter  ejecutivo,  y  se  excep- 
túan en  virtud  de  las  razones  ya  expuestas  al  tratar  de  la  eje- 
cución, siendo  la  principal,  y  en  la  que  de  un  modo  más  unánime 
convienen  los  comentadores,  la  de  que  sería  perjudicial  á  los 
intereses  de  las  partes  en  estos  negocios  urgentes  y  perentorios 
la  dilación  consiguiente  al  acto  de  conciliación.  En  cuanto  á  la 
demanda  ordinaria,  que  puede  incoarse  resuelto  el  interdicto, 
repetimos  lo  dicho  acerca  de  la  que  se  sustancia  como  conse- 
cuencia de  la  ejecución:  no  está  exceptuada. 

La  ley  actual  menciona,  por  último,  entre  éstas  la  demanda 
de  alimentos  provisionales.  Esa  demanda,  según  la  ley  de  1855, 
no  provocaba  más  que  un  acto  de  jurisdicción  voluntaria,  y  en 
este  sentido,  así  como  por  su  naturaleza  urgente  é  improrroga- 
ble, no  se  exigía  antes  de  invocarla  el  acto  conciliatorio.  Pero 
la  ley  actual  incluye  en  la  jurisdicción  contenciosa  el  juicio  de 
alimentos  provisionales,  y,  atendiendo  sin  duda  á  esta  última 
consideración,  la  exime  también,  cerrando  con  ella  la  larga  se- 
rié'de  excepciones  que  forma  este  artículo. 
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Hemos  citado  entre  las  concordancias  del  mismo,  además 
del  201  de  la  ley  anterior,  que  la  actual  ha  reformado,  el  pá- 
rrafo primero  del  270  y  el  300  de  la  ley  orgánica  del  Poder  ju- 
dicial. El  270,  en  su  párrafo  primero,  establece  que  correspon- 
de á  los  Jueces  municipales,  en  materia  civil,  intervenir  en  Ja 
celebración  de  los  actos  de  conciliación,  y  el  300  determina  que 
los  Jueces  municipales  del  domicilio,  y  en  su  defecto  de  la  resi- 
dencia del  demandado,  sean  los  únicos  competentes  para  auto- 
rizar los  actos  de  conciliación  que  ante  ellos  se  promuevan  en 
los  casos  en  que,  con  arreglo  á  derecho,  proceda  celebrarlos. 
En  las  poblaciones  en  que  hubiese  más  de  un  Juez  municipal — 
añade  el  art.  300 — ,  el  primero  por  cuya  orden  se  haga  la  cita- 
ción, será  el  competente. 

Jurisprudencia.  —  La  falta  del  acto  de  conciliación  no  es 
causa  para  fundar  un  recurso  de  casación.  (3  Abril  1865.) 

El  que  no  interviene  en  un  acto  de  conciliación  á  nada  que- 
da obligado  por  él  y  puede  pedir  su  nulidad.  (l.°  Julio  1870.) 

Con  arreglo  al  art.  301  dé  la  ley  provisional  del  Poder  judi- 
cial, promoviéndose  cuestión  de  competencia  ó  de  recusación 
del  Juez  municipal  ante  quien  se  provoque  el  acto  de  concilia- 
ción, se  tendrá  por  intentada  la  comparecencia,  y,  con  certifi- 
cación en  que  conste,  podrá  el  actor  entablar  la  demanda  ó  que- 
rella que  corresponda.  (11  Junio  1877  y  11  Abril  1879.) 

Artículo  461. 

.  No  será  necesario  el  acto  de  conciliación  para  la  interpo- 
sición de  las  demandas  de  tanteo,  de  retracto  y  de  cualquie- 
ra otra  que  sea  urgente  y  perentoria  por  su  naturaleza.  Mas 
si  hubiere  de  seguirse  el  pleito,  se  exigirá  el  acto  de  conci- 
liación, ó  la  certificación  de  haberse  intentado  sin  efecto. 
(Ley  ant.,  art.  202.) 

Este  artículo  es  copia  literal  del  202  de  la  ley  de  1855,  con 
el  que  concuerda.  Respecto  de  las  demandas  de  tanteo  y  retracto 
á  que  se  refiere,  ha  escogido  el  legislador  un  criterio  distinto 
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del  consagrado  en  el  460,  porque  sin  que  haya  motivo  bastante 
para  prescindir  respecto  de  ellas  del  acto  conciliatorio,  había 
que  tener  en  cuenta  que  han  de  interponerse  dentro  de  plazos 
perentorios  y  que  el  legislador  debía  procurar  que  el  deman- 
dante hallara  fácil  y  accesible  el  camino  de  conseguir  su  dere- 
cho, sin  dilaciones  que  pudieran  estorbarlo  y  causarle  un  serio 
perjuicio.  En  el  instante  en  que,  presentada  la  demanda,  se  in- 
coa el  procedimiento  y  se  interrumpe  el  término,  desaparece  la 
urgencia,  y  ya  puede  muy  bien  procederse  al  acto  conciliatorio: 
mejor  aún:  debe  procederse  á  verificarlo  de  acuerdo  con  los 
principios  generales  que  antes  hemos  expuesto. 

Jurisprudencia.  —  Si  las  partes  se  avienen  á  celebrar  acto 
conciliatorio  en  los  casos  exceptuados,  no  debe  oponerse  obs- 
táculo á  ello.  (Sent .  29  Noviembre  1898  J 

Artículo  462. 

El  Juez  no  admitirá  demanda  á  que  no  se  acompañe 
certificación  del  acto  de  conciliación,  ó  de  haberse  intentado 
sin  efecto  en  los  casos  en  que  por  derecho  corresponda. 

Serán,  no  obstante,  válidas  y  subsistentes  las  actuacio- 
nes que  se  hayan  practicado  sin  este  requisito,  salvo  la  res- 
ponsabilidad en  que  el  Juez  haya  incurrido;  pero  se  proce- 
derá á  la  celebración  del  acto  en  cualquier  estado  del  pleito 
en  que  se  note  su  falta.  (Ley  ant.,  art.  203. — Ley  org.  del 
P.  Jn  art  301.) 

Este  artículo  es  copia  literal  del  203  de  la  ley  de  1855.  Con- 
sagra y  confirma  los  principios  establecidos  en  los  anteriores, 
dándoles  por  garantía  el  deber  que  impone  á  los  Jueces  de  no 
admitir  demanda  alguna  del  número  de  aquellas  á  que  debe 
preceder  la  conciliación,  sin  que  se  presente  el  acta  donde  cons- 
te qiie  se  ha  verificado  ésta. 

Pero  ¿y  si  el  Juez  no  cumple  lo  dispuesto  en  esta  regla? 
¿Qué  efectos  producirá  esa  falta?  En  este  punto  andaban  dis- 
cordes las  opiniones  de  los  Letrados  y  los  fallos  de  los  Tribuna- 
les antes  de  publicarse  la  ley  anterior.  Esa  discordancia  ha  des- 
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aparecido.  Si  el  precepto  contenido  en  el  párrafo  primero  del 
artículo  462  no  se  observa,  habrá  lugar  á  lo  siguiente: 

Primero.  A  que  se  imponga  al  Juez  que  lo  haya  infringido 
una  corrección  disciplinaria  por  su  falta.  Esta  no  alcanza  la 
categoría  de  delito,  y  por  eso  es  bastante  pena  la  corrección. 

Segundo.  A  que  se  consideren  válidas  las  actuaciones  que 
se  hubiesen  practicado.  Esto  se  ha  resuelto  considerando  que 
la  celebración  del  acto  conciliatorio,  aunque  importante,  no  es 
esencial.  El  procedimiento  litigioso  principia  con  la  demanda. 
Las  garantías  que  en  él  se  buscan  para  que  cada  litigante  de- 
fienda su  derecho  y  se  considere  amparado  contra  los  ataques 
de  su  adversario,  son  todas  posteriores  al  acto  de  conciliación. 
Este  es  un  acto  independiente  del  juicio  contencioso.  De  su  ce- 
lebración no  podía,  por  lo  tanto,  depender  la  nulidad  ó  validez 
del  juicio  mismo. 

Tercero.  A  que  se  celebre  el  acto  en  cualquier  estado  del 
pleito  en  que  se  advierta  su  falta.  Puede  esto  hacerse  á  instan- 
cia de  parte  ó  de  oficio,  según  que  sea  el  Juez  quien  lo  advierta 
ó  un  litigante  quien  reclame  la  subsanación  de  la  falta.  De  esta 
manera,  en  realidad,  se  hace  en  obsequio  á  los  que  litigan  cuan- 
to éstos  podrían  reclamar,  porque,  como  dice  el  Sr.  Gómez  de  la 
Serna  en  la  exposición  de  motivos  de  esta  ley,  «el  que  no  recla- 
ma oportunamente  la  celebración  del  acto  conciliatorio,  implí- 
citamente renuncia  á  los  beneficios  que  de  él  podía  esperar,  y 
da  pruebas  de  que  no  cree  posible  la  avenencia  ó  de  que  no  la 
quiere,  cuando  no  la  promueve,  negándose  á  contestar  á  la  de- 
manda hasta  que  se  intente  en  forma  por  el  demandante.  Todo 
lo  que  puede  hacerse  en  su  favor  es  dejarle  la  puerta  abierta 
para  que  en  cualquier  tiempo  en  que  crea  que  el  acto  de  conci- 
liación puede  serle  beneficioso,  esté. en  su  derecho  solicitando 
que  se  verifique  sin  pasar  adelante  en  el  juicio.»  A  esto  añade  el 
Sr.  Manresa  que  declarar  la  nulidad  de  la  actuaciones  sería 
perjudicar  á  ambos  litigantes  por  el  aumento  de  gastos,  dar  ar- 
mas al  de  mala  fe  y  dilatar  inmotivadamente  la  administración 
de  justicia. 
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Según  el  texto  de  la  ley  anterior,  el  demandado  podía  alegar 
como  excepción  dilatoria  la  falta  del  acto  de  conciliación,  pues- 
to que  esa  falta  es  un  defecto  legal  en  el  modo  de  proponer  la 
demanda,  y  el  art.  237  en  su  caso  4.°  determinaba  se  admitiese 
como  excepción  dilatoria  cualquier  defecto  legal  de  esa  índole. 
Pero  la  nueva  ley  no  se  expresa  en  los  mismos  términos.  El  ar- 
tículo 533  dice  que  es  una  excepción  dilatoria  el  defecto  legal 
en  el  modo  de  proponer  la  demanda;  pero,  añade,  se  entenderá 
que  existe  ese  defecto  cuando  no  se  llenen  los  requisitos  á  que 
se  refiere  el  art.  524.  Estos  requisitos  son:  que  en  Ja  demanda 
se  expongan  sucintamente  y  numerados  los  hechos  y  los  funda- 
mentos de  derecho,  que  se  fije  con  claridad  y  precisión  lo  que 
se  pide,  la  persona  contra  quien  se  pide  y  la  clase  de  acción  que 
se  ejercita  cuando  de  ella  dependa  la  competencia  del  Juez. 
Como  se  ve,  ninguno  de  estos  requisitos  tiene  nada  de  común 
con  el  que  nos  ocupa.  Sin  duda,  el  legislador  ha  querido  que  la 
falta  del  acto  conciliatorio  no  justifique  el  uso  de  esa  excepción, 
pensando  sería  más  correcto  que  cuando  se  advierta  la  falta  la 
subsane  el  Juez  mandando  de  oficio  celebrarlo,  y  cuando  recla^ 
me  un  litigante,  ordene  el  Tribunal  que  se  verifique  sin  ulterior 
recurso.  Esto,  por  lo  menos,  es  lo  más  breve. 

El  artículo  que  comentamos  concuerda  con  el  301  de  la  ley 
orgánica  del  Poder  judicial,  en  el  que  se  dispone  que  «promo- 
viéndose cuestión  de  competencia  ó  de  recusación  del  Juez  mu- 
nicipal ante  quien  se  provoque  el  acto  de  conciliación,  se  tendrá 
por  intentada  la  comparecencia,  y  con  certificación  en  que  cons- 
te, podrá  el  actor  entablar  la  demanda  ó  querella  que  corres- 
ponda». Se  ha  adoptado  para  este  caso  el  mismo  criterio  que 
para  el  en  que,  promovido  el  acto  conciliatorio,  no  concurre  á  él 
el  demandado.  Ya  se  juzga  hecha  la  tentativa  de  avenencia. 
Por  voluntad  del  demandado  ó  porque  cree  que  no  produciría 
efecto  alguno,  no  tuvo  eficacia;  derívase  de  aquí  la  presunción 
de  que  sería  inútil  insistir  en  que  se  verificara  y  el  temor  de  que 
por  este  medio  dilatase  un  demandado  temerario  el  planteamien- 
to de  la  demanda.  Nosotros,  sin  embargo,  creemos  que  ese  temor 
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no  basta  á  justificar  aquel  precepto.  En  nuestra  opinión,  que 
desenvolvemos  al  examinar  el  art.  464,  ese  art.  301  de  la  ley  or- 
gánica es  contrario  á  los  principios  generales  que  rigen  esta 
parte  del  enjuiciamiento. 

Artículo  463. 

Los  Jueces  municipales  del  domicilio,  y  en  su  defecto 
los  de  la  residencia  del  demandado,  serán  los  únicos  compe- 
tentes para  autorizar  los  actos  de  conciliación  que  ante  ellos 
se  promuevan,  en  los  casos  en  que  con  arreglo  á  derecho 
corresponda  celebrarlos. 

En  las  poblaciones  en  que  hubiere  más  de  un  Juez  mu- 
uicipal,  será  competente  el  del  distrito  en  que  tenga  su  do- 
micilio el  demandado.  (Ley  ant.,  art.  204,  3.°  y  4.° — Ley 
orgánica  del  P.  «7.,  art.  300.  —  Ley  actual  de  E.  C,  artícu- 
los 436,  párrafo  segundo,  y  56  al  63.) 

La  redacción  del  art.  204  de  la  ley  anterior,  con  que  éste 
concuerda,  se  ha  modificado  en  la  presente,  más  en  la  forma 
que  en  la  esencia ;  el  art.  204  disponía  que  fuera  de  los  casos  de 
sumisión  tácita  ó  expresa,  el  Juez  competente  fuese,  para  los 
actos  de  conciliación,  el  del  domicilio  del  demandado  ó  el  de  su 
residencia.  Esto  mismo  dispone  la  ley  actual,  expresándolo  en 
los  términos  de  que  se  valía  el  art.  300  de  la  ley  orgánica  del 
Poder  judicial. 

No  consigna  la  excepción  de  los  casos  en  que  haya  sumisión 
tácita  ó  expresa,  porque  no  era  necesario,  establecida  ya  sufi- 
-cientemente  en  los  artículos  56  al  63. 

La  práctica  de  los  Tribunales  y  la  jurisprudencia  estableci- 
da por  los  mismos  había  hecho  necesaria  la  declaración  conte- 
nida en  el  segundo  párrafo  del  artículo  que  comentamos,  que  es 
equitativa  y  racional.  Sin  embargo  de  esta  adición,  el  artículo 
todavía  resulta  deficiente.  En  primer  término  no  se  sabe  de  una 
manera  concreta  qué  ha  de  entenderse  por  residencia;  en  segun- 
do lugar,  no  se  ha  resuelto  quién  será  Juez  en  el  acto  concilia- 
torio cuando  el  Juez  municipal  sea  demandante  ó  demandado. 
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Para  nosotros,  la  residencia  no  puede  apreciarse  bien  más  que 
encerrándose  en  los  límites  del  hecho  que  le  sirve  de  base  y  la. 
caracteriza. 

Explicaremos  esto.  Un  ciudadano,  M.,  quiere  citar  de  con- 
ciliación á  otro,  B.,  domiciliado  en  un  pueblo  de  su  Juzgado. 
Si  B.  reside  en  el  pueblo  de  su  domicilio z  allí  ha  de  citársele; 
pero  si  en  los  mismos  días  en  que  va  á  hacerse  la  citación  sale 
de  él  y  va  á  otro  —  siempre  que  no  salga  del  territorio  del  Juz- 
gado — ,  puede  citársele  en  este  último,  y  la  citación  producirá 
los  efectos  necesarios  si  B.  residió  en  el  pueblo  por  donde  tran- 
sitaba el  tiempo  preciso  para  verificar  el  juicio.  Nos  parece  esta 
fórmula  más  clara  y  menos  expuesta  á  dificultades  é  interpreta- 
ciones oscuras  que  la  empleada  por  otros  comentadores,  al  dis*« 
tinguir  de  un  modo  confuso  el  tránsito  y  la  residencia,  sin  fijar* 
les  límites  determinados  y  explícitos. 

En  cuanto  al  segundo  caso,  le  habíamos  resuelto  disponien- 
do que  si  el  Juez  municipal  de  un  punto  cualquiera  fuese  de- 
mandante ó  demandado  para  un  acto  de  conciliación,  presida 
éste  el  suplente,  y  si  no  es  posible,  porque  alguna  circunstan- 
cia lo  impida,  el  Juez  municipal  del  distrito  más  inmediato, 
apreciando  la  inmediación  por  la  distancia  de  las  capitales  res- 
pectivas. 

Hemos  dicho  que  este  artículo  concuerda  también  con  el  300 
de  la  ley  orgánica  del  Poder  judicial.  Efectivamente,  su  primer 
párrafo  es  copia  del  primero  del  art.  300.  El  segundo  establece 
una  disposición  contraria  á  la  que  el  segundo  de  aquél  estable- 
cía. En  vez  de  ser  Juez  competente  cualquiera  de  los  de  una  po- 
blación en  que  haya  muchos,  lo  es,  según  el  art.  463,  el  del  do- 
micilio, como  ha  podido  verse  al  leer  su  texto. 

La  Real  orden  de  22  de  Septiembre  de  1885  sefiala  las  re- 
glas que  deben  seguirse  para  el  repartimiento  de  negocios  en 
las  poblaciones  en  que  haya  más  de  un  Juez  municipal. 

Jurisprudencia. — Si  los  demandados  son  varios,  será  Juez 
competente  el  del  domicilio  de  cualquiera  de  ellos.  (Decisión 
de  competencia  del  Tribunal  Supremo  20  Febrero  1877.) 
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Abtículo  464. 


Suscitándose  cuestión  de  competencia  ó  de  recusación 
del  Juez  municipal  ante  quien  se  promueva  el  acto  de  con- 
ciliación, se  tendrá  por  intentada  la  competencia  sin  más 
trámites,  y  con  certificación  en  que  conste  así,  podrá  el  actor 
entablar  la  demanda  que  corresponda.  (Ley  org.  del  P.  J. , 
artículo  301.) 

Los  reformadores  de  la  ley  actual  de  Enjuiciamiento  civil 
han  copiado  al  redactar  este  artículo  el  301  de  la  ley  orgánica 
del  Poder  judicial,  que  citamos  como  concordante,  y  han  acep- 
tado el  principio  que  el  mismo  establece,  que,  en  nuestro  sen- 
tir, es  opuesto  á  la  teoría  de  la  conciliación.  Según  ésta",  ha  de 
exigirse  el  acto  conciliatorio  antes  de  sustanciar  determinados 
juicios,  de  tal  manera,  que  no  podrá  el  Juez  incoarlos  si  no  se 
prueba  que  el  acto  conciliatorio  se  ha  verificado  mediante  la 
certificación  del  mismo  ó  de  que  se  intentó  sin  efecto.  La  ley 
quiere  que  el  acto  se  verifique,  que  demandante  y  demandado 
oigan  los  consejos  y  advertencias  del  Juez  municipal,  y  que  se 
avengan  á  reconocer  lo  que  sea  justo  mediante  las  excitaciones 
de  aquel  funcionario. 

No  tiene  el  Juez  municipal  que  preside  un  acto  conciliato- 
rio influencia  decisiva  en  el  resultado  del  mismo;  pero  no  es 
posible  negar  que  á  su  habilidad  y  á  su  buen  sentido  se  debe 
muchas  veces  que  un  litigante  ceda  y  se  allane,  y  que  un  asun- 
to se  resuelva  y  esclarezca.  Por  esto  mismo  no  debe  otorgarse 
al  demandante  la  elección  libre  de  Juez  municipal  á  quien  se 
ha  de  someter  el  negocio  para  tratarlo  en  acto  conciliatorio; 
podía,  en  determinados  casos,  abusar  de  ella  y  llevar  á  su  con- 
trario ante  un  Juez  que  supiere  intimidarle,  convencerle  ú 
obligarle  á  ceder  contra  su  interés  y  su  derecho;  de  aquí  el  que 
la  ley  haya  apelado  al  equitativo  principio  que  contiene  el  ar- 
tículo anterior,  que  atribuye  la  competencia  al  Juez  del  domi- 
cilio del  demandado  ó  del  punto  en  que  el  demandado  reside. 
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Pues  bien:  ese  principio  está  contradicho  por  ei  art.  464. 
Según  este  artículo,  el  demandante  puede  citar  al  demandado 
ante  quien  le  plazca,  y,  ó  el  demandado  se  somete  y  acude  al 
Tribunal  que  su  adversario  prefirió,  corriendo  los  riesgos  que 
apuntamos,  ó  propone  la  excepción  de  incompetencia  y  no  se 
somete,  y  entonces  ya  no  hay  acto  conciliatorio.  Así  se  puede 
dar  el  caso  de  que  un  demandante  hábil  prive  al  demandado  de 
los  beneficios  de  la  conciliación. 

Esto  no  es  justo.  Nace  el  error  en  que  han  incurrido  los  au- 
tores de  la  ley  de  Enjuiciamiento  al  resolver  esta  cuestión  de 
que  no  consideran  en  todo  lo  que  vale,  es  y  significa  el  acto 
conciliatorio.  Parece  que  en  su  juicio,  que  se  verifique  ó  no, 
es  cosa  de  poco  momento.  Nosotros  tenemos  acerca  de  ese  por- 
menor un  punto  de  vista  contrario,  y  habríamos  aconsejado 
que  se  redactase  este  artículo  de  otra  manera.  Nos  parecía  más 
lógico  y  más  conforme  con  las  reglas  generales  que  ordenan  la 
materia  preceptuar  que,  si  en  el  acto  conciliatorio  alegare  el 
demandado  la  excepción  de  incompetencia  ó  recusase  al  Juez 
municipal,  éste,  oído  el  parecer  de  ambos  y  el  del  Fiscal,  re- 
solviera de  plano,  quedando  obligado  el  demandante,  caso  de 
declararse  la  incompetencia  ó  de  darse  el  Juez  por  recusado,  á 
citar  de  conciliación  á  su  contrario  otra  vez  y  ante  Juez  com- 
petente. Si  el  Juez  se  declarase  competente  ó  no  admitiera  la 
recusación,  debería  proseguir  el  acto,  haciéndose  constar  en  el 
certificado  del  mismo  este  incidente  y  su  resolución  para  los 
efectos  legales  oportunos. 

Jurisprudencia. — El  acto  de  conciliación  intentado  ante. 
Juez  incompetente  no  es  nulo,  sino  que  produce  efectos  legales. 
(Sentencia  7  Octubre  1899.) 

Artículo  465. 

El  que  intente  el  acto  de  conciliación  acudirá  al  Juez 
municipal  presentando  tantas  papeletas  firmadas  por  él,  ó 
por  un  testigo  á  su  ruego  si  no  pudiere  firmar,  cuantos 
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fueren  los  demandados  y  una  más,  en  cuyas  papeletas  se 
expresará: 

Los  nombres,  profesión  y  domicilio  del  demandante  y 
demandado. 

La  pretensión  que  se  deduzca. 

Y  la  fecha  en  que  se  presenten  al  Juzgado.  (Ley  ante- 
rior, art.  205,) 

Es  el  mismo  art.  205  de  la  ley  anterior,  redactado  en  térmi- 
nos distintos  para  prever  el  caso  de  que  sean  dos  ó  más  loa  de- 
mandados. La  práctica  aconsejaba  á  los  reformadores  de  la  ley 
de  Enjuiciamiento  haber  introducido  en  ese  artículo  alguna 
otra  innovación  tan  poco  esencial,  pero,  como  esa,  importante. 

En  el  párrafo  segundo  ha  debido  decirse:  «Los  nombres, 
profesión  ú  oficio,  etc.»,  como  se  indica  en  el  art.  720  (1.166 
de  la  ley  antigua)  respecto  de  las  demandas  para  la  celebración 
de  un  juicio  verbal. 

Cuando  la  demanda  sobre  que  verse  el  acto  de  conciliación 
tenga  relación  con  la  industria,  comercio,  profesión,  arte  ú 
oficio  que  ejerza  el  demandante,  deberá  exhibir  también  el  re- 
cibo de  la  recaudación  de  la  contribución  industrial  ó  certifica- 
do visado  por  la  oficina  correspondiente  para  acreditar  hallarse 
al  corriente  en  el  pago  de  dicho  subsidio,  en  armonía  con  lo 
dispuesto  en  la  Real  orden  de  15  de  Abril  de  1904. 

En  todo  caso  deberá  exhibirse  la  cédula  personal,  pues  sin 
este  requisito  no  puede  darse  curso  á  la  demanda,  con  arreglo 
al  art.  14  de  la  instrucción  de  27  de  Mayo  de  1884. 

Artículo  466. 

El  Juez  municipal,  en  el  día  en  que  se  presente  la  de- 
manda, ó  en  el  siguiente  hábil,  mandará  citar  á  las  partes, 
señalando  el  día  y  hora  en  que  haya  de  tener  lugar  la  com- 
parecencia, procurando  que  se  verifique  á  la  mayor  breve- 
dad posible. 

Entre  la  citación  y  la  comparecencia  deberán  mediar  al 
menos  veinticuatro  horas,  cuyo  término  podrá,  sin  embar- 
go, reducir  el  Juez  si  hubiere  justas  causas  para  ello. 
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En  ningún  caso  podrá  dilatarse  por  más  de  ocho  dfos, 
desde  el  en  que  se  hayan  presentado  las  papeletas.  (Ley  an- 
terior, art.  206.) 

En  la  práctica  siempre  se  citaba  á  las  partes;  pero  la  ley 
anterior  sólo  mandaba  citar  al  demandado,  lo  cual  era  defec- 
tuoso. Se  conserva,  copiada  del  art.  206,  la  facultad  otorgada 
al  Juez  de  reducir  el  término  de  veinticuatro  horas  si  hubiere 
justas  causas  para  ello.  Pocos  serán  los  casos  en  que  haya  de 
utilizarse  esa  facultad,  aplicable  á  muy  contadas  excepciones, 
porque  podría  privar  al  demandado  del  tiempo  necesario  para 
formular  su  contestación.  La  abreviación  del  término  para  que 
se  celebre  el  acto  conciliatorio  pueden  solicitarla  el  demandado 
y  el  demandante  de  la  mismfc  manera.  Son  justas  causas  para 
abreviarlo:  la  proximidad  de  un  viaje  improrrogable  que  cual- 
quiera de  ellos  tenga  que  emprender,  la  inmediación  del  tér- 
mino de  un  plazo  y  otras  análogas. 

Es  digna  de  aplauso  la  reforma  hecha  por  el  tercer  párrafo 
de  este  artículo.  La  ley  anterior  no  establecía  límite  á  la  facul- 
tad del  Juez  de  citar  para  cuando  lo  creyese  conveniente;  y  aun 
cuando  una  regla  jurídica  atribuyera  responsabilidad  al  Juez 
que  demorase  extraordinariamente  la  citación,  era  justo  fijarle 
un  plazo.  La  ley  actual  lo  determina.  El  Juez  está  obligado  á 
citar  el  mismo  día  en  que  se  presenta  la  demanda  ó  al  siguiente 
hábil,  y  el  juicio  debe  celebrarse  en  los  ocho  días  siguientes  á 
aquel  en  que  se  presentaron  las  papeletas.  Habría  sido  oportu- 
no que  en  éstas  se  fijara,  á  más  del  día  y  la  hora,  el  sitio  en  que 
ha  de  tener  lugar  el  acto,  pues  aun  cuandc  se  sobreentiende  que 
ha  de  ser  en  donde  se  halle  el  Juzgado,  no  era  redundancia  ex- 
presarlo. 

Jurisprudencia.  —  A  esta  citación  no  pueden  dársele  los 
efectos  del  emplazamiento  para  contestar  á  la  demanda.  (14  de 
Enero  de  1869.) 

Abtícülo  467. 
El  Secretario  del  Juzgado,  ó  la  persona  que  éste  dele- 
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gue,  notificará  la  providencia  de  citación 
demandados,  arreglándose  á  lo  que  se  pi 
tículos  262  y  263  de  esta  ley  respecto  á  to< 
nes;  pero  en  lugar  de  la  copia  de  la  prov 
gara  una  de  las  papeletas  que  haya  pres 
dante,  en  la  que  pondrá  una  nota  el  Se 
del  Juez  municipal  que  mandare  citar,  y 
lugar  de  la  comparecencia.  En  la  papeleta 
archivará  después,  firmará  el  citado  el  re( 
un  testigo  á  su  ruego  si  no  supiere  ó  n 
(Ley  ant.,  art.  207. — Ley  actual,  arttculoi 

La  redacción  de  este  artículo  difiere  poc 
cordante  de  la  ley  anterior,  que  es  el  207,  y 
clara.  Conviene  leer  los  artículos  260  y  26 
cuenta  en  lo  que  se  refiere  á  las  reglas  gene 
materia  de  notificaciones. 

Artículo  468. 

Los  ausentas  del  pueblo  en  que  se  s 
ción,  serán  llamados  por  medio  de  oficio 
municipal  del  lugar  en  que  residan. 

Al  oficio  se  acompañarán  la  papeleta  ó 
tadas  por  el  demandante,  que  han  de  ser 
demandados. 

El  Juez  municipal  del  pueblo  de  la  reí 
mandados  cuidará,  bajo  su  responsabilida 
ción  se  haga  en  la  forma  prevenida  en  los 
res,  el  primer  día  hábil  después  del  en  qu 
el  oficio;  y  devolverá  éste  diligenciado  en  í 
citación  ó  lo  más  tarde  en  el  siguiente, 
chivará  con  las  papeletas  en  los  términos 
artículo  anterior.  (Ley  ant,  art.  208. ) 

Artículo  469. 

Los  demandantes  y  los  demandados 
comparecer  en  el  día  y  hora  señalados.  Si  i 
lo  hiciere  ni  manifestare  justa  causa  para 
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dará  el  acto  por  intentado  sin  efecto,  condenándole  en  las 
costas.  (Ley  ant.,  art.  20 9  J 

La  ley  anterior  mandaba  que  en  este  último  caso,  además 
de  declararse  el  acto  intentado  sin  efecto,  se  impusiera  al  de- 
mandante una  multa  de  6  á  60  reales,  ^que  haría  efectiva  el 
Juez  municipal.  No  hay  en  realidad  motivo  para  tanto.  El  que 
no  quiere  concurrir  al  acto  conciliatorio,  después  de  conocer  la 
demanda  y  su  fundamento,  revela  que  no  quiere  conciliación  de 
ningún  género.  Basta  con  que  eso  conste  para  que  queden  satis- 
fechas las  necesidades  á  que  la  ley  atiende  en  esta  parte. 

Artículo  470. 

Tanto  los  demandantes  como  los  demandados  se  presen* 
taran  acompañados  cada  cual  de  un  hombre  bueno. 

Pueden  ser  hombres  buenos  en  los  actos  de  conciliación 
todos  los  españoles  que  estén  en  el  pleno  ejercicio  de  sus 
derechos  civiles.  (Ley  ant.,  artículos  210  y  211.) 

La  nueva  ley  no  ha  hecho  más  que  copiar  lo  que  en  sus  dos 
artículos  210  y  211  preceptuaba  la  anterior. 

Artículo  471. 

El  acto  de  conciliación  se  celebrará  en  la  forma  si- 
guiente : 

Comenzará  el  demandante  exponiendo  su  reclamación  y 
manifestando  los  fundamentos  en  que  la  apoye. 

Contostará  el  demandado  lo  que  crea  conveniente,  y 
podrá  también  exhibir  cualquier  documento  en  que  funde 
sus  excepciones. 

Después  de  la  contestación  podrán  los  interesados  repli- 
car y  con trar replicar,  si  quisieren. 

Si  no  hubiere  avenencia  entre  ellos,  los  hombres  buenos 
y  el  Juez  municipal  procurarán  avenirlos.  Si  no  pudieren 
conseguirlo,  se  dará  el  acto  por  terminado.  (Ley  ant.t  ar- 
tículo 212.) 
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Remitimos  al  lector  á  lo  que  hemos  dicho  tratando  de  la 
conciliación  en  general.  La  ley  es  consecuente  con  su  sistema, 
y  nosotros  seguimos  prefiriendo  otro.  Ella  establece  el  acto 
conciliatorio,  y  nosotros  habríamos  restaurado  el  juicio.  Pero 
dentro  de  ese  sistema  no  hay  más  objeción  que  formular  á  este 
artículo  que  la  indicada  en  el  comenterio  del  464  sobre  las 
cuestiones  de  competencia  y  recusación,  que  pueden  suscitarse 
y  deben  resolverse  dentro  del  acto  mismo  en  la  forma  que  allí 
indicábamos.  Este  art.  471  debía  prever  ese  incidente  y  dar  re- 
glas para  resolverlo. 

Con  todas  estas  disposiciones  y  con  las  reglas  establecidas  por 
la  jurisprudencia,  han  ido  completando  los  Tribunales  y  la  Ad- 
ministración los  preceptos  de  la  antigua  ley:  pero  no  han  llegado 
á  subsanar  todos  sus  defectos.  La  ley  en  este  art.  471  ha  debido, 
ó  establecer  un  procedimiento  más  circunstanciado,  ó  cerrar  la 
puerta  con  declaraciones  terminantes  á  la  interpretación  amplia 
de  lo  que  ese  artículo  dispone.  Dice  el  artículo  que  comenzará 
el  acto  exponiendo  quién  demanda  su  reclamación  y  manifes- 
tando los  fundamentos  en  que  la  apoya.  Estos  fundamentos  son 
las  pruebas  de  su  aserto.  Luego  en  el  acto  conciliatorio  pueden 
alegarse  pruebas.  Dentro  de  nuestro  sistema  nada  hay  que  opo- 
ner á  esa  posibilidad,  menos  lógica  dentro  del  sistema  de  la  ley. 
Pero  ¿qué  género  de  pruebas  podrán  alegarse  en  ese  acto?  Los 
comentadores  creen  que  sólo  las  pruebas  documentales.  ¿Y  por 
qué  no  el  testimonio  de  personas?  Como  puede  llevar  el  deman- 
dante al  juicio  un  documento  en  su  bolsillo,  puede  hacer  que  le 
acompañen  una  ó  dos  personas  para  que;  llegado  el  momento 
oportuno,  depongan  sobre  los  hechos  que  se  les  preguntaren. 
Es  mas:  nosotros  creemos  injusto  que  se  admita  una  especie  de 
prueba  y  se  niegue  el  derecho  de  alegar  otra;  hay  en  ello  con- 
tradicción palmaria,  flagrante  y  clara,  que  no  responde  á  nin- 
gún principio,  á  ninguna  conveniencia  de  nuestro  sistema  de 
enjuiciar. 

También  podrá  una  de  las  partes  deferir  el  juramento  de  la 
otra  ó  ambas  á  lo  que  declare  un  tercero,  y  en  todos  estos  casos 
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el  Juez  debe  practicar  esas  diligencias,  recibiendo  la  declara- 
ción jurada  de  la  parte  que  haya  de  prestarla  ó  del  testigo  ó 
testigos  á  quienes  se  hubiere  de  citar.  Si  para  esto  fuese  preciso 
suspender  el  acto  y  continuarlo  otro  día,  no  debe  suscitarse 
obstáculo  alguno  al  aplazamiento  por  parte  del  Tribunal,  siem- 
pre que  coirvinieren  en  aceptarlo  los  interesados.  Si  uno  se  opu- 
siese, bastará  su  oposición  para  declarar  que  no  se  practiquen 
esos  medios  de  prueba.  Y  la  razón  de  esto  es  llana.  Con  los  ac- 
tos de  conciliación  se  trata  de  buscar  la  avenencia  de  los  liti- 
gantes. Quizás  éstos  no  lleguen  á  avenirse  en  lo  principal,  en 
la  esencia;  pero  si  convienen  en  el  medio  que  puede  contribuir 
á  que  esa  avenencia  sea  un  hecho,  la  razón  dicta  que  se  acepte 
y  practique  ese  medio. 

Supongamos  que  el  periódico  L.,  del  cual  es  director  P.,  ha 
injuriado  ai  hijo  de  T.;  T.  cita  á  P.  á  acto  de  conciliación  y  le 
pide  que  se  retracte;  P.  se  niega,  ofrece  una  rectificación 
que  T.  no  encuentra  satisfactoria.  Va  á  concluir  el  acto  sin 
avenencia.  El  Juez  municipal  excita  á  los  litigantes  á  la  con- 
cordia. Los  hombres  buenos  le  secundan;  pero  todo  es  en  vano. 
Entonces  T.  dice  que  él  aceptará  la  rectificación  que  redacte  un 
tercero.  P.  acepta  el  medio.  Se  designa  este  terceros  es  U.: 
pero  U.  está  fuera;  no  se  sabe  si  aceptará.  En  el  caso  de  que 
acepte,  debe  entregar  la  rectificación  redactada  para  que  conste 
en  el  acta;  y  en  el  caso  de  que  no  acepte,  debe  manifestarlo 
para  que  P.  y  T.  nombren  otro.  Si  P.  y  T.  convienen  en  seguir 
este  procedimiento,  ¿por  qué  no  ha  de  suspenderse  el  acto  para 
reanudarlo  en  otro  ú  otros  días?  Como  la  ley  no  se  opone  á  ello, 
nosotros  creemos  que  puede  hacerse;  pero  sería  preferible  que 
la  ley  lo  hubiese  autorizado. 

Continuemos  el  examen  del  art.  471,  abandonado  lineas  más 
arriba.  Dice  este  artículo  que  formulada  la  demanda  con- 
testará el  demandado  lo  que  crea  conveniente.  No  se  le  debe 
obligar  á  más.  El  demandado  puede  ser  una  persona  completa- 
mente ajena  á  estas  cuestiones,  á  quien  sorprenda  la  demanda 
y  que  no  quiera  comprometerse  con  una  respuesta  clara  y  con- 
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1  rios  y  las  providencias  referentes  a  los  mismos.  Según  previenen 
los  artículos  12  y  13  del  Real  decreto  de  22  de  Octubre  de  1855, 
el  Secretario  del  Juzgado  conservará  ese  libro  bajo  su  responsa- 
bilidad, y  al  fin  de  cada  bienio  lo  entregará  al  Juzgado  de  pri- 
mera instancia. 

El  documento  más  importante  que  contiene  ese  libro  es  el 
acta  de  conciliación.  Esta  se  extenderá  cuidando  de  que  conten- 
ga los  particulares  siguientes : 

1.°  El  pueblo  en  que  el  acto  se  verifica,  el  sitio  del  mismo 
donde  se  celebra,  y  el  dio,  mes  y  año  en  que  tiene  lugar. 

2.°  El  nombre  y  títulos  del  Juez  municipal  ante  quien  se 
verifica. 

3.°  El  nombre,  vecindad  y  profesión  ú  oficio  del  demandan- 
te ó  demandantes. 

4.°  El  nombre,  vecindad,  residencia  y  profesión  ú  oficio  del 
demandado  ó  demandados. 

5.°  Si  el  demandante,  el  demandado  ó  ambos  comparecieron 
por  poder,  se  hará  constar  á  continuación  de  sus  nombres  res- 
pectivos, expresando  respecto  de  cada  uno  quién  le  representa 
y  sus  circunstancias,  la  fecha  del  poder,  ante  qué  Notario  se 
otorgó  y  dónde,  y  si  es  ó  no  bastante  á  juicio  del  Letrado  que  lo 
autorice,  ó  si  carece  de  ese  requisito. 

6.°  El  nombre,  edad,  vecindad  y  profesión  ú  oficio  de  los 
hombres  buenos  que  concurran. 

7.°  La  demanda,  en  los  términos  en  que  la  haya  expuesto  el 
demandante. 

8.°  Los  documentos  exhibidos  por  éste  y  las  pruebas  alega- 
das en  relación  ó  literales,  según  su  importancia. 

9.°  La  contestación  del  demandado  como  él  la  hizo  y  las 
pruebas  que  adujo  como  en  el  número  anterior. 

10.  Si  se  admitieron  testigos,  lo  que  éstos  dijeron. 

11.  Si  en  la  contestación  del  demandado  se  adujo  alguna 
excepción  dilatoria,  lo  que  sobre  la  misma  proveyó  el  Juez  en 
«1  acto  y  lo  que  adujo  la  parte  contraria. 

12.  La  réplica  y  la  duplica,  con  lo  más  que  alegasen,  si  vol- 
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vieran  á  hablar,  procurando  atenerse  á  lo  que  cada  uno  dijo 
para  que  el  acta  sea  fiel  reflejo  de  los  hechos. 

13*  La  gestiones  practicadas  por  el  Juez  municipaly  los 
hombres  buenos  para  avenirlos. 

14.  Si  hubo  ó  no  avenencia. 

15.  En  el  caso  de  haberla,  se  expondrá  concretamente  en  quó 
consistió,  sus  términos  y  condiciones,  de  suerte  que  ambos  in- 
teresados queden  plenamente  satisfechos  y  no  den  las  palabras 
conque  esa  parte  se  redactará  motivo  para  ulteriores  dudas, 
interpretaciones  opuestas  y  un  futuro  litigio. 

16.  La  fecha  y  las  firmas  por  este  orden: 

a)  La  del  Juez  municipal. 

b)  Las  de  los  hombres  buenos. 

c)  Las  de  los  litigantes  ó  sus  apoderados. 

d)  La  del  Secretario. 

Si  alguno  no  pudiese  ó  no  supiese  firmar,  lo  hará  un  testigo 
á  su  ruego,  dice  la  ley.  Si  alguno  no  quisiere,  se  advertirá  en 
el  texto  del  acta  ó  á  continuación  por  medio  de  nota  que  autori- 
zarán el  Juez  municipal  y  el  Secretario  del  Juzgado. 

Artículo  473. 

En  el  libro  de  que  habla  el  artículo  anterior,  so  hará 
constar  por  diligencia,  que  suscribirán  el  Juez  municipal  y 
los  concurrentes,  haberse  dado  por  intentado  .el  acto  de  con- 
ciliación á  quo  no  hayan  concurrido  los  demandados. 

Si  siendo  varios  concurriere  alguno  de  ellos,  se  celebrará 
con  él  el  acto,  y  se  tendrá  por  intentado  sin  eEecto  respecto 
á  los  demás.  (Ley  ant.,  art'.  214.) 

El  art.  214  de  la  ley  anterior,  con  el  que  éste  concuerda, 
decía  lo  siguiente :  «  Art.  214.  En  el  libro  de  que  habla  el  ar- 
ticulo anterior  se  hará  constar  por  diligencia,  que  suscribirán 
el  Juez  de  paz  y  los  concurrentes,  haberse  dado  por  terminado 
el  acto  de  la  conciliación  á  que  no  hayan  concurrido  los  intere- 
sados ó  alguno  de  ellos  y  la  entidad  de  la  multa  que  se  les  haya 
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impuesto  por  su  falta  de  asistencia.  »  El  libro  á  que  este  artice 
lo  se  refiere  es  el  de  Actas  de  conciliación.  Este  artículo  resul- 
ta enmendado  con  ventaja  por  su  concordante  de  la  nueva  ley; 
en  primer  lugar,  porque  atiende  la  posibilidad  de  que,  habien- 
do más  de  un  demandado  para  el  acto  de  conciliación,  unoa  asis- 
tan y  otros  no.  Sería  injusto  entonces  disponer,  como  ordenaba 
el  art.  214,  que  se  declarara  intentado  sin  efecto  respecto  de 
todos.  Más  lógico  y  equitativo  es  lo  que  preceptúa  el  art.  473. 
Se  declarará  intentado  sin  efecto  respecto  del  demandado  ó  de- 
mandados que  no  concurran,  y  en  cuanto  á  los  demás  lo  que  re- 
sultase del  acto,  á  menos  que  la  continencia  del  asunto  impidie- 
ra tratarlo  sólo  con  los  que  han  concurrido,  lo  cual  se  hará,  en 
su  caso,  constar  también. 

Habiendo  desaparecido  la  multa  con  que  antes  se  castigaba 
al  que,  citado,  no  comparecía  á  un  acto  de  conciliación,  no  es 
posible  ya  hacer  constar  su  imposición  en  esta  diligencia  de  que 
habla  el  art.  214. 

Artículo  474. 

Se  dará  certificación  al  interesado  ó  interesados  que  la 
pidieren  del  acta  de  conciliación  ó  de  no  haber  tenido  efecto 
y  dádose  por  intentado,  en  el  caso  de  no  comparecer  los  de- 
mandados ó  alguno  do  ellos.  (Ley  ant,  art.  215.) 

Establecido  el  principio  de  que  para  incoar  un  juicio  ordi- 
nario de  mayor  ó  menor  cuantía  es  indispensable  presentar  cer- 
tificado del  acto  de  conciliación  ó  de  que  se  intentó  sin  efecto, 
implícitamente  se  otorgaba  á  los  litigantes  el  derecho  de  recla- 
marlo. A  pesar  de  esto,  la  ley  lo  consigna  de  un  modo  explícito 
que  no  puede  dar  lugar  á  dudas  de  ningún  género.  Los  Jueces 
municipales  están  obligados  á  mandar  que  se  den  esas  certifi- 
caciones á  los  interesados,  y  no  á  otras  personas,  siempre  que 
las  soliciten.  Las  certificaciones  deben  expedirse  por  el  Secre- 
tario del  Juzgado,  bajo  cuya  fe  se  lleva  y  en  cuyo  poder  se 
custodia  el  libro  de  actas  de  conciliación.  Las  certificaciones 
se  librarán  con  referencia  á  lo  que  de  éste  resulte  respecto  del 
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acto  de  que  se  trate,  copiando  literalmente  lo  que  acerca  de  él 
<liga  el  libro. 

Jurisprudencia. — Caso  de  no  haber  avenencia,  la  manifes- 
tación de  un  litigante  en  el  acto  de  conciliación  no  puede  esti- 
marse que  le  liga.  (9  Diciembre  1898.) 

Artículo  475/ 

Los  gastos  que  ocasionare  el  acto  de  conciliación  serán 
de  cuenta  del  que  lo  hubiere  promovido;  los  de  las  certifi- 
caciones, del  que  las  pidiere.  (Ley  ant.,  art.  216.) 

Los  preceptos  de  este  artículo,  trasladado  casi  con  las  mis- 
mas palabras  de  la  ley  de*  1855  á  la  actual,  son  justÍRimos. 
Siempre  debe  abonar  los  gastos  del  acto  conciliatorio  el  que  lo 
promueva.  Si  no  concurrió  la  parte  adversa,  no  debe  abonarlos, 
porque  no  sería  justo  condenarla  á  que  los  satisficiese  sin  ha- 
berla oído.  Si  concurrió  y  no  hubo  avenencia  y  continúa  el  plei- 
to, al  ponerle  término,  se  incluirá  esa  partida  en  la  de  costas 
para  que  la  haga  efectiva  el  que  hubiese  sido  condenado  á  pa- 
garlas. Si  concurrió  el  demandado  y  hubo  avenencia,  quien 
debe  pagar  también  es  el  demandante,  al  que  favorece,  sin  duda 
alguna,  el  acto  verificado;  pero  se  acostumbra  á  pagarlo  por 
mitad,  por  equidad.  Esta  práctica  es  laudable  y  debe  fomentar- 
se. Sin  embargo,  dentro  del  estricto  derecho,  los  Jueces  muni- 
cipales no  exigirán  el  abono  de  los  gastos  causados  más  que  al 
<^ue  demanda.  Si  solicitase  alguno  de  ellos  certificación  del  acto, 
la  ha  de  pagar  el  que  la  pida,  porque  cada  cual  está  obligado  á 
•satisfacer  los  gastos  que  se  causen  á  su  instancia. 

Abtículo  476. 

Lo  convenido  por  las  partes  en  acto  de  conciliación,  se 
llevará  á  efecto  por  el  mismo  Juea  municipal  por  los  trámi- 
tes establecidos  para  la  ejecución  de  las  sentencias  dictadas 
•«n  juicio  verbal,  cuando  su  interés  no  exceda  de  250  pesetas* 
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Siempre  que  lo  convenido  exceda  de  dicha  cuantía,  ten- 
drá el  valor  y  eficacia  de  un  convenio  consignado  en  docu- 
mento público  y  solemne.  (Ley  anL,  art.  218.) 

El  art.  218,  con  que  éste  concuerda,  disponía  lo  siguiente: 
«Art.  218.  Lo  convenido  en  el  acto  de  conciliación  se  lle- 
vará á  efecto  por  el  Juez  de  paz,  si  no  excediere  de  la  cantidad 
prefijada  para  los  juicios  verbales. 

»Si  excediere  de  esta  cantidad,  por  el  Juez  de  primera  ins- 
tancia, de  la  manera  y  en  la  forma  prevenida  para  la  ejecución 
de  las  sentencias.» 

Hay  entre  ellos  analogías  y  diferencias  importantes  que 
conviene  notar.  Ambos  disponen  que  en  ciertos  casos  lo  conve- 
nido en  el  acto  de  conciliación  se  lleve  á  cabo  por  el  Juez  que 
lo  preside,  Juez  de  paz  en  1855  y  municipal  hoy.  La  ley  ante- 
rior mandaba  esto  para  cuando  lo  convenido  no  excediese  de  la 
cantidad  fijada  para  los  juicios  verbales,  y  según  su  art.  1.162, 
debía  decidirse  en  juicio  verbal  toda  cuestión  entre  partes  cuyo 
interés  no  excediese  de  600  reales  (150  pesetas).  La  ley  actual 
fija  en  su  art.  715  que  la  cantidad  con  arreglo  á  la  cual  ha.de 
determinarse  que  cualquier  cuestión  entre  partes  se  sustancie 
en  juicio  verbal,  sea  la  de  250  pesetas  (1.000  reales).  Conse- 
cuente con  esta  base,  el  art.  476  determina  también  que  si  n<h 
excediese  de  esa  suma  el  interés  de  lo  convenido  en  un  acto  con- 
ciliatorio, lo  haga  ejecutar  el  mismo  Juez  municipal  ante  quien 
se  celebró.  La  primera  diferencia  que  existe,  pues,  entre  am- 
bos artículos,  es  la  relativa  á  la  cuantía  del  interés  en  que  ha 
de  consistir  lo  convenido.  La  ley  de  1855  establecía  150  pese- 
tas, y  la  de  1881  asciende  esa  suma  á  ICO  pesetas  más.  Cree- 
mos que  los  reformadores  hubiesen  podido  ir  más  lejos  y  ele- 
var esa  cantidad  siquiera  hasta  500  ó  1.000  pesetas,  porque  una 
cuestión  donde  el  interés  de  lo  convenido  no  pasa  de  ahí,  es 
una  cuestión  mínima,  que  no  merece  llevarse  al  pleito  ordina- 
rio para  ser  resuelta  en  definitiva.  Al  modificar  la  cifra  que 
establecía  la  ley  de  1855,  no  sólo  ha  debido  tenerse  en  cuenta 
la  disminución  del  valor  del  dinero  y  el  cambio  de  condiciofces 
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económicas  operado  en  estos  últimos  veinticinco  años,  sino  que 
la  cantidad  señalada  en  aquélla  era  pequeñísima.  En  general, 
nosotros  no  estamos  de  acuerdo  ni  con  esa  cifra,  ni  con  otras 
que  se  marcan  en  la  ley  para  determinar  la  cuantía  y  conside- 
ración de  los  juicios^  y  ya  que  ahora  anima  al  legislador  el  de- 
seo de  abreviar  y  facilitar  éstos,  reduciéndolos  á  las  menores 
proporciones  posibles,  no  sabemos  por  qué  no  ha  de  haberse 
apelado  á  ese  primer  término  de  la  cuestión  para  conseguirlo. 
Los  reformadores  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  debieron,  pues, 
reservar  el  juicio  ordinario,  de  tan  dilatado  y  costoso  procedi- 
miento, para  los  litigios  de  verdadera  entidad.  Un  pleito  ordi- 
nario, seguido  por  todos  sus  trámites,  cuesta  8,  10  ó  20.000  rea- 
les; lo  lógico  sería  no  ventilar  en  esa  forma  de  juicio  sino  aque- 
llas cuestiones  qué  excedan  con  mucho  de  esta  última  cifra, 
porque  es  censurable  que  importe  muchas  veces  el  pleito  tanto 
ó  más  qne  el  interés  que  representa.  Para  introducir  esa  reforma 
en  las  leyes  sería  preciso  organizar  la  administración  de  justi- 
cia sobre  bases  que  dieran  en  todas  sus  instancias  las  mismas 
garantías  de  acierto,  indudablemente.  No  es  una  objeción  el 
que  no  esté  organizada  de  esa  manera.  De  aquí  puede  deducirse 
algún  nuevo  motivo  de  crítica,  pero  no  dificultades  para  lo  que 
proponemos. 

Volvamos  al  art.  476.  No  excediendo  el  interés  de  lo  conve- 
nido en  el  acto  conciliatorio  de  250  pesetas,  lo  llevará  á  efecto 
el  mismo  Juez  municipal  por  los  trámites  establecidos  para  la 
ejecución  de  las  sentencias  dictadas  en  juicio  verbal.  Claro  está 
que  al  decir  la  ley  el  mismo  Juez  municipal,  se  refiere  al  que  ha 
intervenido  en  el  juicio,  y  no  á  otro.  El  procedimiento  que  éste 
ha  de  seguir  para  cumplirlo  es  el  prevenido  para  la  ejecución 
de  las  sentencias  en  el  título  VIII  del  libro  2.°  de  esta  ley, 
desde  el  art.  919  hasta  el  950,  pero  reduciendo  los  términos  de 
modo  que  en  ningún  caso  excedan  de  la  mitad  del  tiempo  de  los 
allí  establecidos,  de  acuerdo  con  lo  que  previene  el  art.  738. 

La  ley  de  1855  determinaba  que  en  el  caso  análogo  fuera  el 
mismo  Juez  de  paz  el  encargado  de  cumplir  lo  convenido;  pero 
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tío  decía  con  arreglo  á  qué  procedimiento  era  preciso  cumplirlo. 
De  aquí  surgieron  dudas  é  interpretaciones  contradictorias,  que 
la  práctica  resolvió  en  los  términos  en  que  lo  hace  ahora  el  pá- 
rrafo primero  del  art.  476. 

Pero  ¿y  si  excediere  lo  convenido  de  la  suma  señalada? 
Aquí  aparece  la  verdadera  diferencia  existente  entre  el  art.  218 
de  la  ley  de  1855  y  el  476  de  la  ley  actual.  Excediendo  el  inte- 
rés de  lo  convenido  de  la  suma  señalada,  antes  era  el  Juez  de 
primera  instancia  el  encargado  de  ejecutarlo  con  arreglo  á  lo 
dispuesto  para  la  ejecución  de  las  sentencias;  ahora  se  tiene  lo 
convenido  por  solemnemente  pactado,  y  hay  que  ir,  si  se  susci- 
tasen obstáculos  á  su  ejecución  para  conseguirla,  ó  al  pleito 
ejecutivo  ó  al  pleito  ordinario  de  mayor  ó  menor  cuantía,  según 
la  del  asunto.  Es  decir,  que  la  nueva  ley,  no  sólo  no  ha  abre- 
viado los  trámites  establecidos  en  este  punto  por  la  antigua, 
sino  que  los  ha  dilatado  extraordinariamente.  Antes  se  conve- 
nía en  un  acto  conciliatorio  cierta  solución,  cuyo  interés  repre- 
sentaba 1.000  ó  2.000  pesetas,  y  el  Juez  de  primera  instancia 
se  encargaba  de  cumplirlo,  considerando  aquel  convenio  como 
un  fallo  definitivo.  Ahora,  en  el  mismo  caso,  muchas  veces  ha- 
brá que  apelar  al  juicio  ordinario,  seguirlo  por  todos  sus  trámi- 
tes en  la  primera  y  en  la  segunda  instancia,  con  incidentes, 
prueba,  recurso  de  casación,  etc.,  etc.,  para  obtener  que  se 
cumpla  lo  convenido  en  un  acto  conciliatorio.  Ya  se  ve  cuánto 
hemos  retrocedido  con  la  reforma. 

Hemos  dicho  que  habrá  que  ir  al  juicio  ejecutivo  ó  al  ordi- 
nario, pues  aunque  la  nueva  ley  ni  siquiera  facilita  el  empleo  del 
procedimiento'  ejecutivo,  el  acta  de  conciliación  servirá  para 
prepararlo,  ó  como  prueba  de  confesión  hecha  en  juicio,  ó  como 
documento  que  puede  reconocerse  bajo  juramento.  El  art.  476 
que  comentamos  llama  á  ese  acta  documento  público.  El  ar- 
tículo 1.429,  que  es  el  que  enumera  los  títulos  que  tienen  apa- 
rejada fuerza  ejecutiva,  no  se  la  da  á  los  documentos  públicos 
sólo  por  ser  tales,  la  otorga  á  las  escrituras  que  son  documen- 
tos públicos;  pero  como  existen  además  de  ellas  otros  que  tienen 
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también  este  carácter,  no  puede  deducirse  de  él  que  las  actas  de 
conciliación  tengan  aquella  fuerza.  En  nuestro  sentir,  la  ley 
debiera  habérsela  reconocido.  No  haciéndolo,  los  reformadores 
de  nuestro  Enjuiciamiento  civil  han  incurrido  en  una  verdadera 
y  sustancial  contradicción,  porque  es  inexplicable  que  se  reco- 
nozca fuerza  de  cosa  juzgada  al  convenio  hecho  en  acto  conci- 
liatorio cuando  su  interés  no  pase  de  250  pesetas,  y  que  exce- 
diendo de  esta  cantidad  ni  fuerza  ejecutiva  se  le  atribuya. 

Al  ejecutarse  lo  convenido  en  un  acto  conciliatorio,  pueden 
suscitarse  dudas  sobre  la  cuantía  de  su  interés,  dudas  de  im- 
portancia que.  afectan  al  procedimiento  que  ha  de  seguirse,  y  á 
la  competencia  del  Tribunal  ante  que  se  ha  de  ventilar  el  asun- 
to. Esas  dudas  pueden,  á  nuestro  juicio,  sustanciarse  como 
incidentes,  promoviéndose  ante  el  Juez  municipal  que  conozca 
en  el  negocio,  y  apelándose  ante  el  superior,  que  es  el  de  pri- 
mera instancia  del  distrito  respectivo. 

Jurisprudencia.  —  La  cuestión  del  valor  y  eficacia  del  acto 
conciliatorio  es  de  fondo,  y  no  puede  resolverse  en  un  incidente 
de  acumulación  meramente  formal.  (Sent.  13  Diciembre  1894.) 

Si  bien  lo  convenido  en  acto  de  conciliación  tiene  el  valor 
y  eficacia  de  un  convenio  consignado  en  documento  público 
y  solemne,  y  produce  acción  en  favor  de  cada  una  de  las  partes 
para  obligar  á  la  otra  á  su  cumplimiento,  esta  acción,  en  el 
caso  de  reducirse  lo  convenido  á  nombrar  las  partes  Jueces 
arbitros  para  dictar  sentencia  acerca  del  punto  controvertido, 
sólo  podría  dirigirse  al  otorgamiento-  de  la  escritura  pública 
necesaria  como  preliminar  en  todo  juicio  arbitral,  conforme  á 
lo  dispuesto  en  los  artículos  702  y  siguientes  de  la  ley  de  En- 
juiciamiento civil,  y  la  omisión  de  este  trámite  no  puede  ser 
obstáculo  á  los  derechos  y  acciones  que  uno  de  los  otorgantes 
de  dicho  convenio  utilice  contra  el  otro,  no  habiendo  éste  recla- 
mado sino  por  vía  de  recontención  el  cumplimiento  de  aquel 
trámite;  y  entendiéndolo  así  la  Sala  sentenciadora,  no  infringe 
el  principio  pacta  sunt  servanda,  ni  los  artículos  476  y  477  de 
la  ley  de  Enjuiciamiento  civil.  (Sent .  17  Octubre  1895.) 
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Según  lo  prescrito  por  el  art.  5.°  del  Real  decreto  de  3  de 
Febrero  de  1881,  los  pleitos  que  se  encuentren  en  ejecución  de 
sentencia  se  sustanciarán  con  arreglo  á  la  nueva  ley,  ó  sea  la 
procesal  vigente,  por  lo  que  se  aplica  rectamente  el  art.  476  de 
la  misma  cuando  el  procedimiento  se  encuentra  en  el  período  de 
ejecución  de  sentencia  y  lo  reclamado  excede  de  la  cuantía  que 
dicho  artículo  determina. 

No  se  infringen  la  doctrina  de  que  lo  concertado  por  las 
partes  es  la  ley  reguladora  del  cqntrato,  y  la  de  que  es  nula  la 
sentencia  pronunciada  contra  una  providencia  anterior  ejecuto- 
ria, cuando  la  Sala  sentenciadora  deja  en  su  valor  lo  convenido 
por  las  partes  en  acto  de  conciliación  y  no  anula  la  providencia 
que  ordena  su  cumplimiento,  sino  que  se  limita,  atemperándose 
á  lo  que  se  dispone  en  la  ley  de  Enjuiciainiento,  á  dar  á  lo  con- 
venido el  valor  y  eficacia  que  dichi  ley  consiente.  (Sent.  18 
Diciembre  1896.) 

Limitándose  el  convenio  celebrado  por  las  partes  en  acto  de 
conciliación  á  someter  sus  diferencias  á  la  decisión  de  arbitros 
que  designaron,  no  implica  para  el  demandado  el  reconocimien- 
to del  derecho  del  demandante,  ni  para  éste  el  abandono  de  sus 
pretensiones. 

El  compromiso  de  nombrar  Letrado  con  aquel  objeto  exige 
escritura  pública  bajo  pena  de  nulidad,  con  arreglo  al  art.  792 
de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil.  (Sent.  24  Febrero  1896.) 

El  acto  de  conciliación  es  sustancialmente  una  transacción 
ó  pacto  al  que  le  son  aplicables  todas  las  condiciones  legales 
que  determinan  la  fuerza  de  las  obligaciones,  pudiendo,  por 
tanto,  ejercitarse  contra  él  las  acciones  que  para  la  rescisión  y 
nulidad  de  aquéllos  concede  el  Derecho  civil.  (Sent.  8  Febre- 
ro 1905.) 

Artículo  477. 

Contra  lo  convenido  en  acto  de  conciliación,  podrá  ejer- 
citarse la  acción  de  nulidad  por  las  causas  que  invalidan  los 
contratos. 
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La  demanda  ejercitando  dicha  acción  deberá  interponer- 
se ante  el  Juez  de  primera  instancia  del  partido,  dentro  de 
los  ocho  días  siguientes  á  la  celebración  del  acto,  y  se  sus- 
tanciará por  los  trámites  del  juicio  declarativo  que  corres- 
ponda á  su  cuantía. 

Si  ésta  no  excediere  de  250  pesetas,  se  sustanciará  tam- 
bién ante  el  Juez  de  primera  intancia  por  los  trámites  del 
juicio  verbal  y  sin  ulterior  recurso.  (Ley  ant.,  art.  217.) 

El  art.  217  de  la  ley  anterior,  con  que  éste  concuerda,  decía 
lo  que  sigue:  «Contra  lo  convenido  en  el  acto  de  conciliación, 
sólo  se  admitirá  la  demanda  de  nulidad.  Procederá  ésta  única- 
mente por  las  causas  que  dan  lugar  á  la  nulidad  de  los  contra- 
tos. Deberá  interponerse  ante  el  Juez  de  primera  instancia  del 
partido  dentro  de  los  ocho  días  siguientes  al  de  la  celebración 
del  acto.  Esta  demanda  seguirá  la  tramitación  del  juicio  ordi- 
nario.» En  lo  esencial,  no  existe  conformidad  entre  estos  dos  ar- 
tículos, como  á  primera  vista  parece.  El  217  sostiene  que,  con- 
tra lo  convenido  en  el  acto  de  conciliación,  sólo  se  admitirá 
demanda  de  nulidad;  el  477  establece  que  podrá  ejercitarse  esa 
acción,  pero  sin  excluir  el  uso  de  ninguna  otra. 

Enlazando  este  art.  477  con  el  anterior  de  la  nueva  ley,  des- 
pués de  haber  examinado  lo  que  hay  de  deficiente  en  sus  pre- 
ceptos, puédese  asegurar  que  los  reformadores  de  nuestro  En- 
juiciamiento civil,  así  como  no  atribuyen  grande  importancia  al 
acto  conciliatorio,  tampoco  dan  á  lo  convenido  en  él  en  todos 
los  casos  la  fuerza  que  debería  concedérsele.  Incurren  en  con- 
tradicciones como  ya  hemos  notado;  pero  visiblemente  se  incli- 
nan á  que  ese  convenio  no  tenga  mayor  fuerza  que  cualquier 
otro  hecho  en  circunstancias  distintas  por  personas  que  quieren 
obligarse:  sin  duda  para  evitar  abusos  que  la  práctica  de  la  ley 
antigua  había  evidenciado,  pero  difíciles  de  corregir,  y  una  des- 
leal concurrencia  á  la  contratación  notarial. 

Nosotros,  sin  embargo,  conformándonos  á  lo  que  la  razón  y 
la  justicia  establecen  y  á  lo  que  determinan  los  precedentes  lega- 
les expuestos,   quisiéramos  que  se  hubiese  mantenido  el  prin- 
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cipio  de  que  lo  convenido  en  el  acto  conciliatorio,  cualquiera 
que  fuese  la  cuantía  de  su  interés,  tuviera  la  fuerza  de  cosa  juz- 
gada, se  ejecutase  como  una  sentencia  definitiva,  si  oien  admi- 
tiendo que  pudiera  impedirse  esa  ejecución  por  causa  de  nuli- 
dad cuando  el  convenio  resultura  nulo  por  falta  de  capacidad 
en  quien  lo  otorgó  ó  porque  se  obtuvo  en  virtud  de  violencia  ó 
engaño,  resultando  de  alguna  manera  viciado  el  consentimiento. 
El  art.  217  decía :  «Contra  lo  convenido  en  el  acto  de  conci- 
liación sólo  se  admitirá  la  demanda  de  nulidad.»  Sus  comenta- 
dores notaban  que  ese  adverbio  sólo  excluye  la  admisión  de 
cualquier  otro  recurso  para  el  efecto  de  suspender  la  ejecución 
de  lo  convenido.  El  adverbio  no  ha  pasado  al  art.  477.  Podrá, 
pues,  pedirse  la  nulidad  de  lo  convenido  en  el  acto  concilia- 
torio : 

1.°  Por  falta  de  validez  en  el  consentimiento  declarado  por 
los  concurrentes  ó  alguno  de  ellos. 

2.°  Por  falta  de  capacidad  de  los  concurrentes  ó  alguno  de 
ellos  para  consentir  en  lo  que  se  convino. 

3.°  Por  haberse  convenido  en  cosa"  indeterminada  ó  incierta, 
imposible  ó  ilícita. 

4.°  Por  haberse  justificado  lo  que  se  conviene  con  una  cau- 
sa ilícita,  un  motivo  deshonesto  ó  ilegal. 

Si  el  consentimiento  se  prestó  sin  conocimiento  claro  de  la 
cosa,  si  no  era  libre  quien  lo  prestó  de  otorgarlo,  si  no  lo  hizo 
intencional  ó  deliberadamente,  si  obró  por  error  respecto  á  las 
personas  ó  á  las  cosas,  ó  por  miedo  ii  obligado  por  violencias 
ó  coacciones,  ó  fué  víctima  de  un  engaño  ó  sufrió  lesión  en  sus 
intereses,  há  lugar  á  hacer  uso  de  la  primera  de  estas  causas  y 
á  pedir,  fundándose  en  ella,  la  nulidad  de  lo  convenido. 

Puédese  usar  la  segunda  cuando  alguno  de  los  concurrentes 
ó  litigantes  es  incapaz  de  contratar  y  obligarse,  en  cuyo  núme- 
ro están  : 

1.°  Los  dementes  é  idiotas  y  los  físicamente  imposibilitados 
de  formar  juicio  y  expresarlo  ó  de  tener  voluntad  y  manifes- 
tarla. 
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2.°     Los  menores,  si  no  intervino  su  tutor. 

3.°     El  pródigo,  después  de  declarado  tal,  á  menos  que  inter- 
venga en  el  convenio  su  tutor. 

4.°     Las  mujeres  casadas  que  se  obligan  sin  licencia  de  sus 
maridos. 

5.°     Los  que  estén  sufriendo  la  pena  de  interdicción  civil. 

6.°     Cuando  falte  personalidad  á  alguna  de  las  partes  ó  ca- 
rezca de  poder  bastante  un  procurador  concurrente. 

La  nulidad,  fundada  en  falta  de  capacidad,  podrá  alegarse 
por  todos  cuando  se  refiere  a  la  personalidad  deficiente  de  uno 
cualquiera  de  los  que  concurrieron  á  obligarse;  pero  cuando  un 
litigante  capaz  fue  al  acto  de  conciliación  y  en  él  se  convino 
con  un  menor  ó  con  persona  que  goce  de  los  beneficios  legales 
otorgados  á  éstos,  entonces  sólo  podrán  reclamar  la  nulidad 
bajo  ese  respecto  el  menor  ó  la  persona  aludidas  ó  su  causa  ha- 
biente; no  quien  con  ellos  convino,  por  el  principio  de  que  los 
privilegios  del  menor  dan  validez  a  lo  contratado  con  quien  los 
goza,  en  cuanto  puede  serle  favorable  ó  ventajoso. 

Para  que  la  cosa  sobre  que  recae  el  convenio  sea  cierta,  es 
necesario : 

1.°     Que  se  determine  su  especie. 

2.°  Que  sea  posible  determinar  su  cantidad  ó  su  valor. 
Si  fuere,  aunque  cierta,  imposible  por  naturaleza  ó  prohibi- 
da por  la  ley  la  cosa  en  que  se  convino,  podrá,  fundándose  en 
esto,  solicitarse  la  nulidad  de  igual  manera  que  si  la  causa  con 
que  se  justifica  el  convenio  fuese  opuesta  á  las  leyes  ó  á  la 
moral. 

La  demanda  de  nulidad  hay  que  presentarla  dentro  de  los 
ocho  días  siguientes  al  en  que  se  celebró  el  acto,  dice  la  ley.  Si 
se  presenta  después,  no  detendrá  la  ejecución  de  lo  convenido r 
aunque  pueda  justificar  el  empleo  de  la  acción  rescisoria  y  al- 
canzar al  fin  que  se  anule  lo  que  se  convino.  Hay  que  presentar 
esa  demanda  ante  el  Juez  de  primera  instancia  del  partido.  Ese 
partido  es  al  que  pertenece  el  Juzgado  municipal  en  que  se  ce- 
lebró el  acto.  Los  demás  preceptos  contenidos  en  este  artículo 
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son  tan  claros  como  ese  y  no  han  menester  de  comentario 
alguno. 

Jurisprudencia.  —  La  acción  de  nulidad  de  lo  pactado  de- 
ducida por  la  mujer  á  loa  trece  meses  de  celebrado  el  acto  de 
conciliación,  lo  ha  sido  en  tiempo,  á  tenor  del  art.  1.301  en  re- 
lación con  el  59  del  Código  civil;  porque  lo  convenido  en  los 
actos  de  conciliación  es  sustancialmente  una  transacción  ó 
pacto  al  que  le  son  apjicables  todas  las  condiciones  legales  que 
determinan  la  fuerza  de  las  obligaciones,  y  en  este  concepto 
pueden  ejercitarse  contra  ellas  acciones  que  para  la  rescisión 
y  nulidad  de  aquéllas  concede  el  Derecho  civil,  sin  que  á 
ello  se  oponga  el  término  de  ocho  días  que  fija  el  párrafo  se- 
gundo del  art.  477  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  para  recla- 
mar la  nulidad  del  acto  de  conciliación,  porque  esta  nulidad 
debe  entenderse  limitada  á  los  casos  en  que  se  haya  faltado  á 
las  condiciones  ó  solemnidades  exigidas  por  la  ley  rituaria  para 
su  celebración ;  pero  nunca  extensiva  á  los  demás  vicios  ó  cau- 
sas que  puedan  anular  lo  convenido,  pues  de  otro  modo  ven- 
drían á  quedar  derogadas  las  disposiciones  del  Código  antes  ci- 
tadas, doctrina  de  todo  punto  inadmisible.  (Sent.  8  Febrero 
de  1905.) 

Aparte  de  las  causas  de  nulidad  aquí  expresadas,  pueden 
ejercitarse  todas  las  que  existan,  según  sentencias  de  17  de 
Abril,  17  de  Diciembre  de  1880  y  11  de  Enero  de  1883,  la  últi- 
ma de  las  cuales  declaró  nula  la  obligación  que  se  pretendía 
contrajo  en  acto  de  conciliación  un  menor. 

Artículo  478, 

Si  no  se  presentare  la  demanda  ordinaria  dentro  de  los 
dos  años  siguientes  al  acto  de  conciliación,  no  producirá 
efecto  alguno  este  acto,  y  deberá  intentarse  de  nuevo  antes 
de  promover  el  juicio. 

Aetículo  479. 
Tampoco  producirá  el  efecto  de  interrumpir  la  prescrip- 
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ción,  si  no  se  promoviere  el  correspondiente  juicio  dentro  de 
los  dos  meses  siguientes  al  acto  de  conciliación  sin  ave- 
nencia. 

Estos  dos  artículos  introducen  verdaderas  reformas  en  nues- 
tro procedimiento.  No  tienen  concordante  en  la  ley  de  1855,  y 
para  comprender  hasta  qué  punto  han  venido  á  satisfacer  una 
necesidad  de  la  práctica  judicial  y  a  llenar  un  vacío  de  las  fór- 
mulas procesales,  basta  leerlos.  Ambos  están  inspirados  en  el 
mismo  criterio.  El  primero  tiene  íntima  y  estrecha  relación  con 
toda  la  materia  de  caducidad  de  instancias,  por  nosotros  ex- 
puesta en  lugar  oportuno  al  comentar  el  título  X  del  libro  I  de 
la  presente  ley,  que  es  también  enteramente  nuevo. 

Todavía  el  plazo  que  señala  el  art.  479  es,  á  nuestro  juicio, 
sobrado  extenso.  Si  al  año  de  verificarse  un  acto  conciliatorio 
sin  avenencia  de  las  partes  no  se  ha  incoado  el  pleito,  raeional 
era  volver  á  intentarlo.  En  un  año  pueden  ocurrir  mudanzas 
bastantes  para  que  cambie  y  se  modifique  el  criterio  de  un  liti- 
gante. Acaso  pasada  ya  la  excitación  que  le  produjo  la  primera 
amenaza  de  un  pleito,  después  de  meditarlo  fría  y  maduramente, 
se  resuelva  á  transigir  y  á  reconocer  el  derecho  que  asiste  á  su 
contrario.  Debe,  pues,  ofrecérsele  ocasión  de  que  rectifique  sus 
primeras  impresiones  y  la  anterior  manifestación  de  su  volun- 
tad. Inclinados,  cual  lo  somos  nosotros,  á  que  se  use  amplia- 
mente de  este  recurso,  entra  en  el  cuadro  de  nuestras  convic- 
ciones esa  modificación,  que  esperamos  se  haga  como  otras  mu- 
chas en  cuanto  la  práctica  haya  hecho  ver  los  pormenores  de- 
fectuosos de  esa  ley.  Entonces  deberá  también  declararse  cómo 
se  ha  de  contar  el  año,  si  de  fecha  á  fecha,  siguiendo  el  orden 
natural  y  civil,  ó  incluyendo  en  la  cuenta  sólo  305  días  útiles. 
Nosotros  nos  inclinamos  á  la  primera  opinión.  Los  días  útiles 
se  separarán  de  los  inhábiles,  como  se  advierte  al  tratar  de  los 
términos,  sólo  cuando  la  ley  cuenta  por  días.  Siempre  que  hable 
de  meses  ó  de  años  han  de  entenderse  meses  ó  años  naturales. 

Es  de  justicia  que  quien  desee  interrumpir  una  prescripción 
interponiendo  la  oportuna  demanda    é   incoando  el  necesario 
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procedimiento,  no  se  limite  á  celebrar  un  acto  conciliatorio. 
Limitarse  á  esto  podría  significar  el  empleo  de  nna  añagaza 
para. mantener  durante  largos  períodos  en  la  incertidumbre  y 
en  la  angustia  á  su  adversario.  Es  equitativo,  pues,  obligarle  ó 
á  que  no  le  perjudique  continuando  la  prescripción,  ó  á  que 
plantee,  sin  pérdida  de  momento,  la  acción  que  anunció. 

Los  términos  que  señalan  esos  artículos  deben  contarse  des- 
de el  día  siguiente  al  en  que  se  celebró  el  acto  conciliatorio.  No 
.  procederá  considerarlos  transcurridos  cuando  por  fuerza  mayor 
ó  por  cualquiera  otra  causa  independiente  de  la  voluntad  del 
demandante  no  hubiera  sido  posible  á  éste  presentar  la  de- 
manda. En  estos  casos  se  reanudará  la  cuenta  del  término  des- 
de que  el  demandante  haya  podido  presentar  la  demanda. 

Jurisprudencia-  — La  citación  para  el  acto  conciliatorio  se 
equipara  al  requerimiento  de  evacuación  que  debe  preceder  al 
desahucio.  (Sent.  11  Diciembre  1902.) 

La  no  promoción  del  pleito  dentro  de  los  dos  años  ó  de  los 
dos  meses  fijados  en  los  artículos  478  y  479  de  la  ley  de  Enjui- 
ciamiento, sólo  produce  los  efectos  procesal  y  sustantivo,  res- 
pectivamente, de  dar  por  no  celebrado  el  acto  y  de  no  interrum- 
pir la  prescripción;  pero  no  alcanza  á  desvirtuar  la  revocación 
hecha  en  dicho  acto  por  el  actor  de  una  oferta  á  favor  del  de- 
mandado, consignada  en  documento  notarial,  y  que  éste  no  te- 
nía aceptada  á  la  fecha  del  acto  conciliatorio.  (Sent.  20  Abinl 
de  1904.) 

Artículo  480. 

Los  Jueces  municipales  rerñitirán  á  los  de  primera  ins- 
taucia  de  sus  respectivos  partidos,  para  que  se  archiven  en 
ellos,  relaciones  semestrales  de  los  actos  de  conciliación  con- 
venidos. 

Supuesta  la  importancia  que  estos  actos  tienen,  que  permi- 
te equipararlos  en  gran  número  de  casos  por  lo  menos  á  senten- 
cias definitivas,  era  natural  que  se  custodiasen  los  anteceden- 
tes que  á  ellos  se  refieren  con  grande  escrupulosidad  y  eficaces 
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garantías  de  conservación.  La  medida  que  ordena  este  art.  480 
es,  por  lo  mismo,  plausible.  Con  ella  se  ha  reformado  la  ley  an- 
tigua, que  no  contenía  ningún  precepto  análogo. 

TÍTULO  II 
De  los  juicio»  declarativos. 

Juicio,  en  lenguaje  jurídico,  es  la  legítima  controversia  6 
discusión  de  un  negocio  entre  partes  y  ante  Juez  competente 
que  lo  dirige  y  determina  con  su  decisión  ó  sentencia  defini- 
tiva. Legitima  rei  controversce  apud  judicem  ínter  litigantes 
tractatio%  seu  disceptatio  et  adjudicatio,  como  dicen  los  cano- 
nistas. 

Algunos  dan  también  el  nombre  de  juicio  á  la  serie  de  las 
actuaciones  judiciales;  pero  esto  propiamente  no  es  juicio,  sino 
el  método  con  que  en  esa  serie  de  actuaciones  se  procede. 

La  palabra  juicio  tiene,  sin  embargo,  varias  acepciones. 
Según  la  ley  1.a,  título  XXII,  Partida  3.a,  lo  es  todo  manda- 
miento del  Juez,  incluso  la  sentencia.  Lo  es  también  el  Tribu- 
nal del  Juez  ó  el  lugar  donde  se  juzga,  y  en  tal  sentido  se  dice 
citar  á  juicio,  que  no  es  otra  cosa  que  el  aviso  de  orden  judi- 
cial para  que  una  persona  se  presente  en  el  Tribunal;  parecer 
enjuicio  ó  comparecer  en  jnicio,  según  dice  el  art.  1.°  de  esta 
ky,  que  es  el  acto  de  presentarse  un  litigante  ante  el  Juez  para 
deducir  la  acción  ó  derecho  que  tiene  ó  las  excepciones  que  ex- 
cluyen la  acción  contraria,  ó  pedir  en  juicio,  que  es  presen- 
tarse ante  el  Juzgado  proponiendo  la  acción  ó  derecho. 

Llámase  también  juicio  á  la  instancia  misma;  y  así  se  dice 
abrir  el  juicio,  ó  sea  conceder  una  instancia  extraordinaria 
después  de  ejecutoriado  el  juicio  para  que  las  partes  deduzcan 
de  nuevo  sus  acepciones  ó  excepciones.  Asimismo  se  llama 
juicio  al  modo  de  proceder,  y  así  se  dice  sin  estrépito  ó  forma 
de  juicio,  locución  que  explica  que  en  algunos  pleitos  ó  causas 
no  se  procede  con  las  solemnidades  de  derecho,  sino  de  plano, 
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breve  y  sencillamente;  la  jurisdicción,  la  autoridad  ó  el  fuero, 
y  en  tal  sentido  se  dice  que'  en  los  negocios  eclesiásticos  ño  se 
ha  de  dejar  el  juicio  á  los  legos,  y  que  las  causas  relativas  al 
derecho  de  patronato  deben  decidirse  en  juicio  eclesiástico;  la 
cordura,  la  prudencia,  y  por  eso  se  dice  que  los  menores  ó  inca- 
pacitados ó  dementes  no  pueden  obligarse  ni  Ser  Jueces  por 
carecer  de  juicio;  y,  por  último,  se  da  este  nombre  también  á 
la  opinión  ó  parecer  en  el  juicio  de  peritos. 

Tomando  lá  palabra  juicio  en  su  acepción  principal,  esto 
es,  la  discusión  ó  determinación  judicial  de  un  negocio,  er  jui- 
cio se  divide:  por  razón  de  los  medios  que  se  adoptan  para  que 
las  partes  obtengan  su  derecho,  en  arbitral  ó  contencioso;  por 
razón  de  la  materia  ó  causa,  en  civil,  criminal  ó  mixto;  por 
razón  de  la  cantidad  ó  importancia  de  la  acción  que  se  pida  ó 
ejercite,  en  juicio  de  mayor  ó  de  menor  cuantía;  por  razón  del 
objeto,  en  petitorio  ó  posesorio;  por  razón  de  su  forma  ó  modo 
de  proceder,  en  verbal,  escrito,  oral  y  público,  ordinario  ó  ple- 
nario  y  extraordinario  ó  Sumario  ó  sumarísimo;  por  razóu  del 
fin,  en  declarativo  ó  ejecutivo;  por  razón  de  los  litigantes,  en 
doble  ó  sencillo:  por  razón  de  la  concurrencia  de  uno  ó  de  mu- 
chos acreedores,  en  universal  y  particular;  y  por  razón  del 
fuero,  en  secular  y  eclesiástico. 

Viniendo  ya  al  título  de  la  nueva  ley  que  nos  ocupa,  juicio 
declarativo  es  el  que  versa  sobre  derechos  dudosos  ó  controver- 
tidos, que  deben  ser  determinados  por  el  Juez,  á  diferencia  del 
juicio  ejecutivo,  en  el  que  sólo  se  trata  de  llevar  á  efecto  lo  ya 
determinado  ó  lo  que  consta  de  un  título  ó  documento  á  que  la 
ley  da  tanta  fuerza  como  á  la  decisión  judicial. 

La  denominación,  pues,  de  juicios  declarativos,  aunque  an- 
tigua, por  ser  una  de  las  divisiones  que  de  los  juicios  se  hacen, 
esto  es,  por  razón  del  fin  que  se  persigue,  es,  sin  embargo, 
nueva  en  la  moderna  ley,  que  ha  dado  este  nombre  al  juieio 
ordinario,  ya  sea  de  mayor  ó  de  menor  cuantía  ó  verbal. 

La  nueva  ley  dedica  un  título  completo,  dividido  en  cuatro 
secciones,  para  tratar  de  una  manera  preliminar  de  todo  lo  que 
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es  común  á  los  juicios  declarativos,  empezando  en  la  introduc- 
ción á  estas  secciones  por  consignar  qué  juicios  son  los  que 
pertenecen  á  la  clase  de  declarativos,  siendo  bastante  minucio- 
sa, ya  en  las  reglas  para  determinar  el  juicio  correspondiente, 
ya  en  las  diligencias  preliminares  á  esos  juicios,  ya  en  la  pre- 
sentación de  documentos,  sección  completamente  nueva,  ya, 
por  último,  en  lo  relativo  a  las  copias,  á  los  escritos  y  docu- 
mentos y  el  objeto  de  éstos. 

Artículo  481. 

Toda  contienda  judicial  entre  partes,  que  no  tenga  seña- 
lada en  esta  ley  tramitación  especial,  será  ventilada  y  deci- 
dida en  el  juicio  ordinario  declarativo  que  corresponda, 
(Ley  ant,  art.  221.) 

Este  artículo  está  tomado  casi  literalmente  del  221  de  la 
ley  anterior,  excepto  el  final,  que  es  nuevo  y  de  mucha  impor- 
tancia. 

Ya  la  antigua  ley,  teniendo  en  cuenta  las  mil  formas  en  que 
pudieran  presentarse  las  reclamaciones  judiciales  por  virtud 
de  la  variedad  de  las  relaciones  sociales,  temiendo  no  podeí 
prever,  por  muy  casuística  que  fuera,  todos  los  casos  que  pu- 
dieran ocurrir,  y  previendo,  por  otra  parte,  que  pudieran  ha- 
cerse peticiones  que,  por  no  haberse  fijado  su  tramitación  de 
una  manera  determinada,  pudieran  ocurrir  dudas  acerca  del 
camino  que  debía  seguirse,  consignó  que  todas  las  contiendas 
entre  partes  en  reclamación  de  un  derecho,  que  no  tuvieran  se- 
ñalada en  la  ley  tramitación  especial,  serían  ventiladas  en  juicio 
ordinario,  con  lo  cual  se  caracteriza  éste,  que  es  la  regla  gene- 
ral, la  norma  4  que  debe  acomodarse  el  ejercicio  de  las  acciones 
que  la  ley  no  haya  determinado  especialmente. 

La  nueva  ley,  como  hemos  dicho,  ha  tomado  de  la  antigua 
el  artículo  que  comentamos,  sin  más  que  poner  su  precepto  en 
singular,  que  aquélla  consignaba  en  plural,  y  de  suprimir  unas 
palabras  y  añadir  otras  al  final. 

40 
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Consiste  la  supresión  en  las  palabras  en  reclamación  de  un. 
derecho,  que  la  ley  nueva  ha  hecho  bien  en  suprimir,  puesto 
que  con  ellas  se  daba  lugar  á  dudar  si  la  regla  que  consignaba 
el  artículo,  esto  es,  la  reclamación  en  juicio  ordinario,  habia 
de  aplicarse  sólo  al  caso  en  que  se  reclamara  un  derecho,  por 
más  que  la  ley,  aun  con  una  locución  impropia,  había  querido 
referirse  al  ejercicio  de  cualquier  acción,  porque  no  siempre  se 
reclaman  derechos,  sino  que,  por  regla  general,  la  reclamación 
se  interpone  en  virtud  del  derecho  que  ya  se  tiene.  La  nueva 
ley  ha  sido  mas  concisa,  y  al  suprimir  esas  palabras  no  ha 
consignado  aquéllas,  á  las  que  con  ellas  había  querido  referirse 
la  antigua  ley,  esto  es,  al  ejercicio  de  cualquiera  acción,  y  ha 
dicho  sencillamente  que  toda  contienda  judicial  entre  partes 
que  no  tenga  señalada  en  esta  ley  tramitación  especial,  será 
ventilada  y  decidida  i  palabra  que  creemos  es  una  redundancia, 
pues,  si  ha  de  ser  ventilada  en  un  juicio  determinado,  la  deci- 
sión no  puede  salirse  de  las  formas  de  ese  mismo  juicio)  en  el 
juicio  ordinario  declarativo  que  corresponda. 

Esta  es  la  adición  que  ha  hecho  la  nueva  ley. 

Como  en  el  artículo  siguiente  se  marcan  tres  juicios  ordina- 
rios declarativos,  cuales  son  los  de  mayor  y  de  menor  cuantía  y 
el  verbal,  la  ley  ha  querido  que  al  entablarse  una  contienda  ju- 
dicial, que  no  tenga  señalada  tramitación  especial,  se  haga  en 
el  que  de  esos  tres  juicios  corresponda,  dispensando  así  á  los 
Tribunales  el  decidirlas,  si  no  va  propuesta  cómo  y  en  el  lugar 
que  deba  ventilarse.  Esto  significan  las  palabras  que  corres- 
ponda, seguidas  de  juicio  ordinario  declarativo.  No  dice,  sin 
embargo  la  ley,  que  los  Jueces  ó  Tribunales  ante  quienes  se 
proponga  una  demanda,  que  no  se  haga  en  el  juicio  correspon- 
diente, podrán  repelerla  de  oficio;  pero,  para  evitar  dilaciones, 
bueno  será  que  al  proponerla  se  diga  qué  clase  de  juicio  se 
entabla. 

Artículo  489. 
Pertenecen  á  esta  clase  de  juicios: 
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Él  juicio  ordinario  de  mayor  cuantía. 
El  de  menor  cuantía. 
El  juicio  verbal. 
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Este  artículo  es  el  complemento  del  anterior,  y  sin  prece- 
dentes en  la  antigua  ley.  Por  más  que  en  ésta,  y  atendiendo 
más  al  espíritu  que  á  la  letra  de  su  art.  221,  que  no  es  otro  que 
el  del  art.  481  de  la  que  comentamos,  pudiera  conocerse  cuál  es 
el  juicio  ordinario,  que  en  ambos  artículos  ni  se  expresaba  ni  se 
expresa,  no  está  demás  que  se  especifique,  pues  siempre  es  con- 
veniente cuanto  contribuya  á  la  mayor  claridad  é  inteligencia 
de  la  ley.  Según  este  artículo,  no  hay  más  juicios  ordinarios  de- 
clarativos que  tres:  el  de  mayor  y  el  de  menor  cuantía  y  el 
verbal. 

CAPÍTULO  PRIMERO 
Disposiciones  comunes  á  los  juicios  declarativos. 


SECCIÓN  PRIMERA 

TtEGLAS  PARA   DETERMINAR   EL  JUICIO   CORRESPONDIENTE 

Dado  el  precepto  del  art.  481,  de  presentar  las  demandas  en 
el  juicio  ordinario  declarativo  que  corresponda,  y  siendo  tres 
los  de  esta  clase,  era  necesario  fijar  reglas  para  determinar 
cuál  es  el  juicio  correspondiente,  y  á  eso  tiende  la  sección  1.a 
<Hlt  capítulo  I  de  este  título. 

Artículo  483. 

Se  decidirán  en  juicio  ordinario  de  mayor  cuantía: 
1.°    Las  demandas  cuyo  interés  exceda  de  3.000  (1). 


(1)    Injertamos  este  párrafo  tal  y  como  ha  quedado  modificado  por  la  ley 
•de  11  de  Mayo  de  1SS8.  La  cuantía  anterior  eran  1.500  peseta». 
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2.°  Las  demandas  cuya  cuantía  sea  inestimable,  ó  no 
pueda  determinarse  por  las  reglas  que  se  establecen  en  el 
artículo  489. 

3.°  Las  relativas  á  derechas  políticos  ú  honoríficos, 
exenciones  ó  privilegios  personales,  filiación,  paternidad» 
interdicción  y  demás  que  versen  sobre  el  estado  civil  y  con- 
dición de  las  personas. 

pt-  Tres  reglas  precisas  de  este  artículo  para  determinar  el  jui- 

j&¿  ció  ordinario  de  mayor  cuantía. 

gEjfc  La  primera,  para  las  demandas  cuyo  interés  exceda  de  3.000 

pesetas,  en  lo  que  se  ha  reformado  las  leyes  que  fijaron  la  cuan- 
tía en  750  pesetas  primero  y  1.500  después,  si  bien  ya  se  adver- 
tía la  necesidad  de  aumentar  aquélla. 

Respecto  de  esta  primera  regla  no  puede  haber  lugar  á  duda- 
alguna. 

Es  la  segunda,  la  de  las  demandas  cuya  cuantía  sea  inesti- 
mable, ó  no  pueda  determinarse  por  las  reglas  que  se  establecen 
en  el  art.  489,  de  que  después  nos  ocuparemos. 

Esta  regla  ya  tiene  alguna  complicación.  Desde  luego  se 
refiere  á  demandas  de  cantidad  y  de  cantidad  inestimable  é  in- 
determinada. Pero  no  puede  confundirse  con  los  juicios  ó  de- 
mandas de  menor  cuantía  ó  verbal,  porque  éstos  tienen  canti- 
dad fija  y  determinada,  y  siempre  que  ésta  conste,  ya  se  sabe 
en  qué  juicio  hay  que  reclamarla.  La  regla  2.a  de  este  artículo 
se  refiere,  como  hemos  dicho,  a  cantidades  inestimables  é  inde- 
terminadas, sean  cuales  fueren.  Lo  que  puede  ocurrir  es  qu& 
seguido  un  juicio  de  mayor  cuantía,  al  decidirse,  el  fallo  veag* 
á  ser  de  menor  cuantía,  es  decir,  que  la  cantidad  en  que  se  con- 
dene no  esté  dentro  de  la  marcada  en  los  juicios  de  mayor  cuan- 
tía, sino  en  los  de  menor  y  aun  en  los  verbales;  pero  esto  no 
puede  evitarse,  porque  es  una  consecuencia  de  la  inestimación 
ó  de  la  indeterminación  de  lo  que  se  pide,  que  no  permite  que  la 
reclamación  se  haga  en  otros  juicios  que  tienen  taxativamente 
marcada  la  cuantía  de  la  que  en  ellos  puede  hacerse. 

En  esta  pegla  2.ft  están  comprendidas  todas  aquellas  doman- 
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das,  que  versen  sobre  indeterminada  universalidad  de  bienes,  ó 
en  que  no  puede  darse  un  valor  positivo  a  las  cosas  objeto  del 
litigio,  como,  por  ejemplo,  las  herencias,  las  que  tengan  por 
objeto  el  reconocimiento  de  un  censo,  o  el  derecho  de  cobrar 
ciertas  prestaciones,  etc.,  siempre  que  por  las  reglas  del  art.  489 
no  pueda  venirse  en  conocimiento  de  la  cuantía  de  la  cosa,  y, 
por  tanto,  del  juicio  á  que  corresponden. 

La  regla  3.a  de  este  artículo  es  aún  más  lata  y  algún  tanto 
casuística.  Se  refiere  á  derechos  políticos  ú  honoríficos,  exen- 
ciones y  privilegios  pesonales,  filiación,  paternidad,  interdic- 
ción y  demás  que  versen  sobre  el  estado  civil  y  condición  de  las 
personas.  Es  decir,  que  las  demandas  á  que  se  refiere  esta  regla, 
se  refieren  á  derechos  personales,  ya  políticos,  ya  civiles,  y  las 
dos  reglas  primeras  á  demandas  de  'cantidad  determinada  ó  in- 
determinada. Todas  tienden  á  la  ordenada  y  metódica  división 
de  los  juicios  que  la  ley  expone 

Las  demandas  de  nulidad,  de  matrimonio  y  de  divorcio  tie- 
nen su  lugar  en  la  regla  3.a  de  este  artículo.  Pero  esto  se  en- 
tiende de  los  matrimonios  puramente  civiles,  puesto  que  para 
los  canónicos  ha  quedado  sin  efecto,  por  virtud  del  célebre  de- 
creto de  9  de  Febrero  de  1875,  que  derogó  en  parte  la  ley  de 
Matrimonio  civil.  Y  como  por  tal  decreto  esa  ley  está  vigente 
en  cuanto  á  los  no  católicos,  y  que  por  consecuencia  no  hayan 
celebrado  ni  celebren  matrimonio  canónico,  pueden  presentarse 
demandas  de  nulidad  de  matrimonio  ó  de  divorcio  que  han  de 
ser  tramitadas  y  decididas  con  arreglo  á  la  ley  de  Matrimonio 
civil,  esto  es,  en  juicio  civil  ordinario,  con  audiencia  del  Minis- 
terio fiscal. 

Precede  siempre  á  las  demandas  de  divorcio  el  acto  de  con- 
ciliación, y  á  las  de  nulidad  si  la  causa  está  comprendida  en  no 
haberse  contraído  el  matrimonio  con  autorización  del  Juez  mu- 
nrcipal  competente  y  á  presencia  de  dos  testigos  mayores  de 
edad,  en  haberse  contraído  por  error  en  la  persona,  por  coacción 
ó  por  miedo  grave  que  viciase  el  conocimiento,  y  en  haber  me- 
diado rapto. 
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A  la  admisión  de  las  demandas  de  divorcio  y  de  nulidad  pre- 
cede una  información  sumaria  que  acredite  legalmente  las  cau- 
sas que  se  aleguen,  en  la  que  será  oído  el  Ministerio  fiscal. 

Antes  ó  después  de  admitida  la  demanda,  según  la  urgencia, 
el  Juez  debe  atender  á  la  separación  provisional  de  los  cónyu- 
ges, depósito  de  la  mujer  é  hijos,  nombramiento  de  tutor  y  cura- 
dor en  su  caso,  alimentos  y  demás  que  sea  necesario  para  evitar 
perjuicios. 

Respecto  de  estos  puntos,  el  Juez  ha  de  atemperarse  alas 
reglas  generales  que  para  cada  caso  se  establecen  en  la  ley,  en 
la  parte  relativa  á  la  jurisdicción  voluntaria,  artículos  1.811  y 
siguientes,  y  todos  los  incidentes  que  surjan  en  esta  clase  de 
juicios  se  acomodarán  á  las  reglas  comunes. 

La  fuerza  probatoria  de  los  documentos  privados,  manifes- 
taciones y  confesiones  de  las  partes,  se  apreciará  por  el  Juez, 
según  la  sana  crítica,  y  contra  las  resoluciones  que  se  dicten  se 
dan  los  recursos  ordinarios. y  extraordinarios  permitidos  por 
la  ley. 

Insertamos  á  continuación  el  decreto  de  23  de  Noviembre 
de  1872,  que  fija  las  reglas  para  la  sustanciación  de  las  referi- 
das demandas: 

«Artículo  1.°  Las  demandas  de  nulidad  de  matrimonio  y  de- 
divorcio propuestas  en  los  Juzgados  de  primera  instancia  con 
arreglo  á  la  ley  provisional  de  18  de  Junio  de  1870  sobre  ma- 
trimonio civil  que  se  hallen  sin  curso  y  las  que  se  propongan 
en  lo  sucesivo,  se  sustanciarán  y  fallarán  en  juicio  ordinario, 
con  sujeción  á  las  reglas  que  determina  el  título  VII  de  la  ley 
de  Enjuiciamiento  civil  en  cuanto  sean  aplicables;  pero  con  las 
variantes  jque  expresan  los  siguientes  artículos  de  este  decreto. 
»Art.  2.°  A  las  demandas  de  divorcio  precederá  siempre,  y 
aunque  los  cónyuges  ó  alguno  de  ellos  sea  menor  de  edad,  el 
acto  de  conciliación,  ó  se  hará  constar  que  se  ha  intentado  sin 
efecto. 

»La  avenencia  de  las  partes  en  este  acto  sólo  será  eficaz  para 
el  caso  en  que  acordaren  continuar  su  vida  marital. 
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»E1  expresado  acto  de  conciliación  se  acomodará  en  cuanto 
le  sean  aplicables  á  las  disposiciones  del  título  VI  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  civil. 

>Art.  3.°  Igual  acto  precederá  á  las  demandas  de  nulidad 
del  matrimonio  cuando  la  causa  determinante  de  aquélla  sea  al- 
guna de  las  comprendidas  en  los  números  3.°,  4.°  y  5.°  del  ar- 
tículo 92  de  la  ley  de  Matrimonio  civil. 

»Tampoco  será  válida  la  avenencia  en  este  acto,  fuera  del 
caso  expresado  en  el  párrafo  segundo  del  artículo  anterior. 

»E1  Jaez  ante  el  cual  se  celebre  el  acto  enterará  á  los  inte- 
resados de  la  obligación  de  ratificar  ó  subsanar  los  defectos  que 
se  relacionen  con  Jas  causas  que  se  citan  én  los  números  del 
mencionado  artículo  de  la  ley  de  Matrimonio. 

»Art.  4.°  A  la  admisión  de  la  demanda  de  nulidad  del  ma- 
trimonio ó  de  divorcio  precederá  una  información  sumaria,  con 
arreglo  á  derecho,  acerca  de  la  certeza  de  los  hechos  ó  causas 
que,  según  la  ley,  puedan  dar  lugar  á  que  se  declare  la  nulidad 
ó  el  divorcio,  siempre  que  unos  ú  otras  no  aparezcan  desde  lue- 
go comprobados  por  documentos  solemnes,  públicos  ú  oficiales 
que  la  acompañen. 

»Art.  5.°  En  los  casos  en  que,  con  arreglo  al  artículo  ante- 
rior, proceda  la  información  previa,  se  practicará  con  citación  y 
asistencia  del  Ministerio  fiscal  ante  el  Juzgado  que,  según  la 
ley,  sea  competente  para  conocer  del  negocio  en  el  fondo. 

»Art.  6.°  En  las  demandas  de  divorcio,  y  cuando  la  urgen- 
cia lo  reclame,  el  Juez  procederá  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en 
la  segunda  parte  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  respecto  á  los 
extremos  expresados  en  el  art.  87  de  la  ley  del  Matrimonio. 

»  Estas  disposiciones  se  aplicarán  igualmente  á  las  deman- 
das de  nulidad. 

»Art.  7.°  Los  cónyuges  menores  de  edad  no  tendrán  necesi- 
dad de  curador  para  comparecer  en  juicio  como  demandantes  ó 
demandados,  á  no  hallarse  legalmente  incapacitados  por  otro 
concepto. 

»Art.  8.°     El  Ministerio  fiscal  será  siempre  parte  en  los  jui- 
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cios  de  nulidad  de  matrimonio  y  de  divorcio,  debiendo  ser  oído 
en  último  lugar  cuando  no  sea  él  el  que  promueva  la  demanda 
de  nulidad. 

»Art.  9.°  Todos  los  incidentes  del  juicio  se  sustanciarán, 
.según  los  casos,  con  arreglo  á  las  prescripciones  legales  vigen- 
tes para  cada  uno. 

»Art.  10.  Los  Jueces  y  Tribunales  apreciarán,  según  las 
reglas  de  la  sana  crítica,  la  fuerza  probatoria  de  los  documen- 
tos privados,  aunque  sean  reconocidos  como  eficaces  por  las  par- 
tes, y  las  manifestaciones  ó  confesiones  que  éstas  hicieren  en 
iuicio. 

»Art.  11.  Contra  las  providencias,  autos  y  sentencias  que 
se  dicten  en  los  juicios  referidos  podrán  deducirse  los  recursos 
ordinarios,  extraordinarios  y  de  casación  permitidos  por  las  le- 
yes vigentes,  debiendo  interponerse  en  el  tiempo  y  forma  que 
las  mismas  prescriben. 

»Dado  en  Palacio  á  veintitrés  de  Noviembre  de  mil  ocho- 
cientos setenta  y  dos. — Amadeo. — El  Ministro  de  Gracia  y 
Justicia,  Eugenio  Montero  Ríos, » 

Jurisprudencia. —  El  pleito  sentenciado  en  vía  ordinaria, 
recorriendo  todos  sus  períodos  con  intervención  del  recurrente, 
demuestra  que  éste  ha  sido  oído  con  amplitud  y  en  toda  forma 
vencido  en  juicio.  (19  Octubre  187 8. J 

La  concesión  de  alimentos  provisionales  otorgada  á  una  mu- 
jer casada  en  el  expediente  de  jurisdicción  voluntaria,  puede  ser 
reclamada  en  el  juicio  ordinario.  (16  Enero  1880.) 

Terminado  el  juicio  ejecutivo  por  sentencia,  queda  á  salvo 
el  derecho  de  las  partes  para  promover  el  ordinario.  (7  Ju- 
nio 1879.) 

Artículo  484. 

Se  decidirán  en  juicio  de  menor  cuantía  las  demandas 
-ordinarias  cuyo  interés  pase  de  250  pesetas  y  no  exceda 
de  3.000.  (Ley  ant.,  art.  1.133. ) 


Digitized  by 


Google 


LID.    U  —  TÍT.    II  —  ART.   485 

Este  artículo,  tomado  del  1.133  de  la  ley  anterior,  es 
embargo,  reformado  en  el  sentido  de  dar  más  extensión 
ció  de  menor  cuantía. 

No  hay  necesidad  de  encarecer  la  conveniencia  de  1í 
ma.  Obligando  la  antigua  ley  á  ventilar  en  juicio  ordini 
mayor  cuantía  todo  asunto  cuyo  interés  excediera  de  3.0 
les,  era  muy  frecuente  observar  que  las  costas,  aparte  de 
curso  del  tiempo,  suponían  más  que  el  capital  é  interese! 
reclamaban. 

Esta  reforma,  al  par  que  beneficia  al  litigante,  b< 
asimismo  al  Estado,  porque  la  consideración  del  gasto  < 
ponía  un  juicio  ordinario  retraía  á  muchos  de  entablar 
clamaciones. 

Aktículo  485. 

Lo  dispuesto  en  los  dos  artículos  que  preceden, 
tenderá  sin  perjuicio  de  lo  establecido  para  los  juici 
cutivos.  (Ley  ant.,  art.  1.134.) 

Como  en  los  juicios  ejecutivos,  cualquiera  que  sea  la 
dad  que  se  reclame,  no  se  pide  la  declaración  de  un  d 
porque  éste  ya  consta  en  el  documento,  en  virtud  del 
hace  la  reclamación,  y  con  la  misma  fuerza  que  la  decl 
judicial,  diferencia  esencial  entre  esta  clase  de  juicios  y 
clarativos  de  que  ahora  trata  la  ley,  en  que  se  va  á  bu 
declaración  por  el  Juez  del  derecho  que  se  reclama,  poi 
ley,  así  como  la  anterior,  ha  tenido  buen  cuidado  de  hac< 
tar  la  excepción.  Así,  pues,  cuando  de  una  escritura  pul 
de  cualquier  documento  de  los  que  llevan  aparejada  eje 
consté  una  obligación  á  una  deuda,  como  aquel  á  cuy 
esté  constituida  tiene  ya  declarado  su  derecho,  no  tie 
ventilar  nada  en  juicio  declarativo,  y  sí  acudir  desde  1 
Juzgado,  pidiendo  que  se  haga  cumplir  la  obligación  i 
trámites  que  los  que  la  ley  exige  para  los  juicios  ejecuti 
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Artículo  486. 


Toda  cuestión  entre  partes,  cuyo  interés  no  exceda  de  250 
pesetas,  se  decidirá  en  juicio  verbal.  (Ley  ant.,  art  1. 162.  — 
(Leyorg.  del  P.  J.,  art  270.) 

Este  articulo  se  refiere  al  tercero  y  último  de  los  juicios  que 
la  ley  llama  declarativos. 

Por  este  artículo,  como  por  el  anterior,  que  se  refiere  á  los 
juicios  de  menor  cuantía,  no  se  hace  más  que  fijar  el  interés 
que  puede  reclamarse  en  cada  uno  de  dichos  juicios,  así  como  lo 
hizo  anteriormente  del  de  mayor  cuantía.  Todo  lo  relativo  á 
cada  uno  de  estos  tres  juicios,  en  lo  que  no  sea  común  á  todos 
ellos,  lo  trata  la  ley  en  los  capítulos  siguientes  de  este  título, 
en  donde  nos  ocuparemos  de  cada  uno  con  la  detención  que  su 
importancia  exige. 

Este  art.  486,  que  se  refiere  á  los  juicios  verbales,  no  ha 
sufrido  reforma  alguna,  pues  si  bien  la  tiene  con  relación  á  la 
anterior  ley,  que  fijaba  en  600  reales  el  máximum  de  la  canti- 
dad que  podía  reclamarse  en  esta  clase  de  juicios,  por  el  articu- 
lo 270  de  la  ley  orgánica  del  Poder  judicial  se  atribuyó  á  los 
Jueces  municipales  el  conocimiento  en  primera  instancia  y  en 
juicio  verbal  de  las  demandas  cuyo  objeto  no  excediera  de  250 
pesetas.  Con  arreglo,  pues,  á  esta  ley,  la  que  comentamos  no  ha 
hecho  reforma  alguna,  reforma  que  por  todos  se  esperaba.  Así 
como  ha  sido  conveniente  la  reforma  en  lo  que  se  refiere  á  los 
juicios  de  menor  cuantía,  alterando  el  interés  de  lo  que  puede 
decidirse  en  tales  juicios,  no  hubiera  sido  menos  conveniente 
que  se  hubiera  hecho  otro  tanto  con  los  verbales,  alterando 
también  la  cantidad  que  en  ellos  podría  reclamarse. 

Tratando  de  esta  reforma,  muchos  pedían  que  en  los  juicios 
verbales  pudieran  ventilarse  las  cuestiones  de  interés  hasta  el 
máximum  de  3.000  reales,  y  de  aquí  hasta  10  en  juicio  de  me- 
nor cuantía,  y  la  mayoría  pedía  por  lo  menos  que  se  alterase  el 
tipo  de  los  verbales  hasta  2.000  reales,  ó  sean  500  pesetas.  Esta 
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reforma  se  esperaba,  y  de  la  base  17  de  las  acordadas  para  la 
formación  de  la  ley  así  parecía  deducirse.  Se  prescribía  por  esta 
base  aumentar  la  cantidad  litigiosa  en  los  juicios  de  menor 
cuantía  hasta  la  suma  de  1.000  á  2.500  pesetas,  que  después  ya 
hemos  visto  que  se  ha  quedado  reducida  a  1.500;  y  de  esta  alte- 
ración se  deducía  que,  elevando  la  suma  del  interés  de  los  juicios 
de  menor  cuantía,  se  elevaría  también  las  de  los  juicios  verba- 
les, si  no  hasta  la  cantidad  de  1.000  pesetas  ó  de  750,  por  lo  me- 
nos hasta  la  de  500.  La  reforma,  con  efecto,  no  se  ha  hecho,  y 
creemos  que  en  perjuicio  de  los  litigantes  y  del  Estado  mismo, 
y  en  perjuicio  de  la  rapidez  y  economía  en  la  administración  de 
justicia,  que  parece  ha  sido  el  móvil  principal  de  la  formación 
de  esta  ley. 

Artículo  487. 

Toda  contestación  entre  partes,  antes  ó  después  de  de- 
ducida en  juicio,  y  cualquiera  que  sea  su  estado,  puede  so- 
meterse al  juicio  arbitral  ó  al  de  amigables  componedores 
por  voluntad  de  todos  los  interesados,  si  tienen  aptitud  legal 
para  contraer  esíe  compromiso. 

Se  exceptúan  de  esta  regla,  y  no  pueden  someterse  á  la 
decisión  de  arbitros  ni  á  la  de  amigables  componedores : 

1.°  Las  demandas  á  que  se  refiere  el  núm.  3.°  del  ar- 
tículo 483. 

2.°  Las  cuestiones  en  que,  con  arreglo  á  las  leyes,  debe 
intervenir  el  Ministerio  fiscal.  (Ley  ant.y  artículos  770,  771, 
772,  819  y  820.) 

Las  disposiciones  de  este  artículo  están  tomadas  de  las  que 
consignaban  los  de  la  ley  anterior  que  quedan  citados.  Notrata 
la  nueva  ley  en  este  lugar  de  lo  referente  á  los  juicios  de  arbi- 
tros y  de  amigables  componedores,  pues  á  este  objeto  dedica  el 
título  V  de  este  libro  5  pero  como  los  juicios  declarativos  de  que 
ahora  está  tratando  pueden  pasar  á  ser  arbitrales  ó  de  amiga- 
bles componedores,  se  ocupa  de  ese  caso,  dando  reglas  al  efecto. 

La  anterior  ley  trataba  este  punto  en  dos  sitios  distintos, 
esto  es,  con  separación  del  juicio  de  arbitros  y  el  de  amigables 
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componedores,  en  el  lugar  que  cada  uao  de  éstos  ocupan  en  la 
ley.  La  moderna  los  ha  agrupado  para  este  efecto,  separándolos 
después  en  dos  secciones  en  el  título  V  á  que  hemos  hecho  re- 
ferencia. Reservamos,  pues,  para  este  título  todo  lo  que  se  re- 
fiere á  ambos  juicios,  y  sólo  trataremos  aquí  del  caso  en  que  un 
juicio  ordinario  declarativo  pase  á  ser  por  voluntad  de  las  par- 
tes arbitral  ó  de  amigables  componedores. . 

El  Derecho  español  no  reconoce  el  arbitraje  forzoso,  sino  el 
voluntario  para  los  asuntos  comunes.  Las  leyes  de  Partida  di- 
jeron que  «los  Jueces  de  albedrío  non  pueden  ser  puestos,  sino 
por  avenencia  de  ambas  las  partes  ». 

«Arbitros,  según  la  ley  23,  título  IV,  Partida  3.a,  tanto 
quiere  decir  en  romance  como  Jueces  avenidores  escogidos  é 
puestos  de  las  partes  para  librar  la  contienda  que  es  entre 
ellas.»  Pero  estos  Jueces  avenidores  son  de  dos  clases:  los  unos 
que  se  llaman  simplemente  arbitros  ó  arbitros  de  derecho,  por- 
que han  de  resolver  con  arreglo  á  las  leyes  y  con  sujeción  i  los 
procedimientos  por  ellas  establecidos,  lo  mismo  que  los  Jueces, 
ordinarios;  y  los  otros,  que  se  llaman  arbitros  de  hecho  ó  arbi- 
tr  ador  es,  ó  más  bien  amigables  componedores,  que  deben  deci- 
dir la  contienda  según  su  leal  saber  y  entender  ó  conforme  á  la 
verdad  sabida  y  buena  fe  guardadas,  y  sin  sujeción  á  formas 
legales;  y  de  esta  diferencia  nace  la  de  los  juicios  arbitral  y  de 
amigables  componedores. 

Nadie  ha  puesto  en  duda  las  ventajas  del  arbitraje  volunta- 
rio, que  tanto  han  protegido  nuestras  leyes,  hasta  el  punto  de 
que  el  reglamento  provisional  para  la  administración  de  justi- 
cia encargaba  á  los  Jueces  de  paz  que  exhortaran  á  las  partea 
á  que  por  el  bien  de  ellas  mismas  comprometieren  sus  diferen- 
cias en  arbitros,  ó  mejoren  amigables  componedores.  No  tendría 
igual  defensa  el  arbitraje  forzoso,  porque  aparte  de  sus  graves 
inconvenientes,  sería  tanto  como  declarar  la  inutilidad  ó  insu- 
ficiencia de  los  Jueces  ordinarios. 

Tratando  el  art.  487,  de  que  nos  ocupamos,,  de  los  juicios  or- 
dinarios declarativos,  parécenos  que  no  es  éste  el  lugar  á  pro- 
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pósito  para  ocuparse  de  los  juicios  arbitral  ó  de  amigables  com- 
ponedores, que  no  han  llegado  á  ser  ordinarios,  y  que  sólo  debía 
tratar  aqui  de  los  que,  habiendo  empezado  por  ser  ordinarios, 
pasan  por  voluntad  de  las  partes  á  ser  arbitrales;  y  que,  por 
tanto,  la  palabra  antes  no  está  en  su  lugar,  pues  si  bien  el  ar- 
tículo 770  de  la  anterior  ley  decía  también  antes  ó  después  de 
deducida  en  juicio,  era  porque  aquel  artículo  estaba  en  los  títu- 
los correspondientes  al  juicio  arbitral,  no  en  el  de  los  juicios 
ordinarios  en  que  está  colocado  el  que  comentamos. 

Por  lo  demás,  este  artículo  es  aún  más  minucioso  que  sus 
precedentes.  Este  artículo  exige  que  estén  conformes  todos  los 
interesados.  De  manera  que,  no  habiendo  esa  conformidad  uná- 
nime, no  podrá  llevarse  la  cuestión  á  juicio  arbitral,  sea  cual- 
quiera el  número  de  partes  que  así  lo  pidieran,  y  Con  sólo  que 
un  interesado  se  oponga.  Y  no  basta  que  todos  los  interesados 
lo  pidan,  sino  que  es  además  necesario  que  tengan  aptitud  legal 
para  contraer  éste  compromiso. 

El  artículo  sienta  como  regla  general  que  toda  contestación 
puede  ser  sometida  á  juicio  arbitral  ó  de  amigables  componedo- 
res, y  después  pone  dos  solas  excepciones:  1.a,  las  demandas'  á 
que  se  refiere  el  núm.  3.°  del  art.  483,  esto  en,  las  relativas  á 
derechos  políticos  ú  honoríficos,  exenciones  y  privilegios  perso- 
nales, filiación,  paternidad,  interdicción  y  demás  que  versen  so- 
bré el  estado  civil  y  condición  de  las  personas;  y  2.a,  las  cues- 
tiones en  que,  con  arreglo  á  las  leyes,  debe  intervenir  el  Minis- 
terio fiscal. 

La  segunda  de  estas  excepciones  es  la  misma  que  á  la  regla 
general  ponía  el  art.  772  de  la  anterior  ley.  La  primera  es  más 
extensa.  Según  aquella  ley,  no  podían  comprometerse  en  arbi- 
tros las  cuestiones  del  estado  civil  de  las  personas;  y  según  la 
moderna,  tampoco  pueden  someterse  á  arbitraje  las  relativas  á 
derechos  políticos  ú  honoríficos,  exenciones  y  privilegios  perso- 
nales. El  fundamento  está  en  que,  aunque  de  interés  privado 
tales  materias,  como  son  las  que  afectan  á  la  religión,  al  orden 
público,  á  las  cosas  espirituales,  al  honor,  condición  ó  estado 
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de  las  personas,  el  legislador,  movido  por  la  influencia  que  ejer- 
cen en  la  armonía  social,  por  el  elevado  puesto  que  ocupan'  sobre 
Jos  intereses  particulares,  ha  tratado  de  rodearlas  de  la  mayor 
solemnidad  posible. 

El  párrafo  primero  del  artículo  dice  que  podrá  someterse  la 
cuestión  á  arbitraje  en  cualquier  estado  que  se  halle.  Algunos 
han  creído  que,  fallado  ejecutoriamente  el  asunto,  como  cesa  ya 
todo  motivo  de  contestación,  no  hay  contienda  que  someter  á  la 
decisión,  de  los  arbitros,  y  que  únicamente  puede  haber  ese  ar- 
bitraje en  cuanto  al  modo  de  ejecutar  la  sentencia.  Otros,  por 
«I  contrario,  opinan  que  pueden  someterse  si  las  partes  renun- 
cian á  los  beneficios  de  la  ejecutoria.  * 

Con  efecto,  antes  de  acudir  á  los  Tribunales  con  una  recla- 
mación, ó  ya  promovido  el  pleito,  mientras  la  cuestión  no  se 
decida,  están  inciertos  los  derechos  de  las  partes,  y,  de  consi- 
guiente, la  contienda  puede  ser  objeto  de  arbitraje,  y,  una  vez 
fallado  y  declarado  el  derecho  ó  resuelta  la  duda,  no  hay  con- 
tienda. Pero  con  motivo  del  fallo,  puede  darse  lugar  á  nuevas 
dudas  que  ya  no  sea  posible  aclarar  en  el  fallo  mismo,  y  por  eso 
la  ley  autoriza  que  se  comprometan  al  juicio  de  arbitros  las  du- 
das que  puedan  ocurrir,  y  por  eso  dice  el  artículo  que  en  cual- 
quier estado  en  que  la  contestación  se  halle.  Es  decir,  que  aun 
fallado  ejecutoriamente  un  pleito,  si  antes  de  que  tenga  cum- 
plimiento lo  fallado  se  promueve  una  contienda,  ésta  puede  so- 
meterse á  arbitraje. 

La  ley,  con  esa  latitud,  no  perjudica  á  nadie,  pues  como  el 
arbitraje  ha  de  ser  por  voluntad  de  todos  los  interesados,  desde 
luego  el  que  haya  ganado  un  pleito  no  va  á  someter  á  los  arbi- 
tros la  cuestión  ya  decidida  á  su  favor,  y  sí  únicamente  las 
cuestiones  que  surjan  del  fallo  ó  del  modo  dé  llevar  á  efecto  la 
resolución. 

Por  otra  parte,  esta  cuestión  está  resuelta  por  el  Tribunal 
Supremo  en  sentencia  de  1.°  de  Diciembre  de  1860,  que  declara 
que,  si  bien  la  ley  13,  título  XXIT,  Partida  3.a,  establece, 
como  re^la  general,  que  no  valga  el  segundo  juicio-  cuando  fne- 
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re  contrario  á  otro  ejecutoriado  anteriormente,  esta  disposición 
no  es  extensiva  á  los  laudos  arbitrales,  como  así  se  deduce  del 
texto  de  aquélla  y  de  la  naturaleza  de  éstos,  y  así  lo  enunció 
claramente  la  ley  llamada  de  Madrid;  decisión  que  se  dio  en 
negocio  sobre  el  que  había  recaído  ejecutoria  en  todas  las  ins- 
tancias y  recursos  legales. 

Respecto  á  la  aptitud  legal  de  los  interesados  para  compro- 
meterse al  arbitraje,  el  art.  771  de  la  antigua  ley  era  mucho 
más  claro  que  el  último  número  del  párrafo  primero  del  de  la 
moderna  que  comentamos.  Decía  aquel  articulo  que  las  perso- 
nas que  no  tenían  aptitud  legal  para  obligarse  no  podían  con- 
traer este  compromiso.  Es  decir,  que  por  su  excepción  se  venia 
en  conocimiento  de  la  regla  general,  que  todos  los  que  podían 
obligarse  legalmente  podían  contraer  el  compromiso  del  arbi- 
traje. El  último  miembro  del  párrafo  primero  del  art.  487  de  la 
moderna  ley,  dice  sencillamente  que  pueden  contraer  este  com- 
promiso si  tienen  aptitud  legal  para  ello.  ¿Cuáles  son  esas  con- 
diciones de  aptitud?  Hoy,  según  el  Código  civil,  es  una  misma 
la  capacidad  para  transigir  ó  comprometer  en  arbitros  ó  amiga- 
bles componedores  ('art.  1.820),  pudiendo,  en  su  consecuencia, 
verificar  estos  actos:  1.°  El  tutor,  sobre  los  derechos  de  la  per- 
sona que  tenga  en  guarda,  siempre  que  obtenga  la  autorización 
del  consejo  de  familia  en  la  forma  á  que  se  refiere  el  nóm.  12 
del  art.  259  y  en  el  274.  2.°  El  padre,  y  en  su  caso  la  madre, 
sobre  los  bienes  y  detechos  del  hijo  que  estuviese  bajo  su 
potestad  con  la  aprobación  judicial,  cuando  el  valor  del  obje- 
to exceda  de  2.000  pesetas.  3.°  El  marido  y  la  mujer,  sobre 
los  bienes  dótales  en  los  casos  y  con  las  formalidades  estable- 
cidas para  enajenarlos  ó  gravarlos.  Y  4.°  Las  Corporaciones, 
con  los  requisitos  establecidos  para  la  enajenación  de  sus 
bienes. 

Véase  io  dicho  en  el  comentario  del  art.  2.°  sobre  compare- 
cencia en  juicio. 

Respecto  á  las  cosas  que  pueden  ser  objeto  de  arbitraje,  esto 
es,  á  las  contiendas  que  pueden   someterse  á  la  decisión  de 
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arbitros,  el  artículo  que  comentamos  dice  que  todas,  á  excep- 
ción de  las  que  pone  al  final  del  artículo. 

Es  la  primera  la  de  las  demandas  á  que  se  refiere  el  núm.  3.° 
del  art.  483,  esto  es,  las  relativas  á  derechos  políticos  ú  hono- 
ríficos, exenciones  y  privilegios  personales,  filiación,  paterni- 
dad, interdicción  y  demás  que  versen  sobre  el  estado  civil  de 
sus  personas. 

Ya  hemos  dicho  que  esta  excepción  es  más  extensa  que  la 
de  su  artículo  correspondiente  de  la  ley  anterior,  puesto  que 
extiende  la  prohibición  á  las  contiendas  de  derechos  políticos, 
á  más  de  las  de  los  civiles  que  fijaba  la  antigua  ley.  Estas  con- 
tiendas afectan- al  orden  público  y  pueden  lastimar  derechos  de 
personas  que  ninguna  intervención  han  tenido  en  el  litigio, 
debiendo,  por  lo  tanto,  estar  sujetas  á  la  mayor  garantía  que 
"ofrecen  los  Tribunales  de  justicia;  y  de  aquí  la  razón  de  la  pro- 
hibición de  que  se  sometan  á  la  decisión  de  arbitros.  Puede 
someterse,  sin  embargo,  la  de  esponsales  de  futuro,  que  aun 
cuando  versa  sobre  el  estado  civil  de  las  personas,  son  de  inte- 
rés meramente  privado;  pero  esto  se  entiende  sólo  para  los  cató- 
licos, pues  por  la  ley  de  Matrimonio  civil  no  produce  obligación 
civil,  y  sería  inútil  que  los  arbitros  fallasen  sobre  su  validez  ó 
eficacia. 

La  segunda  prohibición  de  la  ley  es  la  relativa  á  las  cues- 
tiones en  que,  con  arreglo  á  las  leyes,  debe  intervenir  el  Minis- 
terio fiscal.  Esta  prohibición  ó  excepción  es  una  consecuencia 
de  lo  dispuesto  en  el  primer  párrafo  del  artículo  respecto  á  la 
aptitud  legal  para  contraer  el  compromiso.  El  Ministerio  fiscal 
sólo  interviene  en  los  negocios  de  interés  del  Estado,  ó  en  los 
de  ausentes,  menores  ó  incapacitados  que  necesitan  de  protec- 
ción, ó  en  aquellos  que  puedan  resultar  alguna  infracción  de 
ley  digna  de  castigo;  y  como  en  tales  negocios  no  puede  haber 
transacción,  ya*  por  resistirla  su  naturaleza,  ya  por  falta  de 
aptitud  legal  en  las  personas  para  obligarse,  es  consiguiente 
que  tampoco  pueden  comprometerse  en  arbitros.  Asi  que  no  po- 
drán comprometerse  en  arbitros  las  cuestiones  que  se  promue* 
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van  en  juicio  de  testamentaría,  mientras  haya  herederos  ausen- 
tes, porque  en  este  caso  debe  intervenir  el  Ministerio  fiscal. 
Ahora,  presentados  todos  los  herederos,  cesa  la  representación 
del  Ministerio  fiscal,  y,  de  consiguiente,  si  aquéllos  pueden 
obligarse,  podrán  también  someterse  al  arbitraje. 
A  estas  excepciones  deben  añadirse: 

3.a  Las  contiendas  que  se  susciten  sobre  los  derechos  de  la 
Hacienda,  á  no  ser  que  otra  cosa  se  disponga  en  una  ley  (ar- 
tículo 7.°  de  la  ley  de  Administración  y  Contabilidad  de  la  Ha- 
cienda pública  de  25  de  Junio  de  1870);  y 

4.a  Las  cuestiones  matrimoniales  y  las  relativas  al  estado 
civil  de  las  personas  y  en  los  alimentos  futuros  (art.  1.814  del 
Código  civil),  por  más  que  las  primeras  pueden  entenderse  com- 
prendidas entre  aquellas  á  que  se  refiere  el  artículo  que  comen- 
tamos. 

La  ley  antigua  hablaba  de  Jueces  arbitros,  por  lo  que  algu- 
nos suponían  que  éstos  habían  de  ser  dos  ó  más.  El  artículo  que 
comentamos  dice  sólo  juicio  arbitral;  pero  tampoco  prohibe  que 
sean  más  de  uno  los  arbitros.  Ambas  leyes  no  han  hecho  más 
que  referirse  á  lo  que  ordinariamente  ocurre,  esto  es,  que  cada 
litigante  nombra  un  arbitro  por  su  parte;  pero  también  se  reco- 
noce por  el  art.  791,  en  que  si  las  partes  convienen  en  que  sea 
uno  solo,  deberán  elegirlo  de  común  acuerdo.  De  todos  modos, 
la  ley,  en  el  artículo  que  dejamos  citado,  ordena  que  el  número 
de  arbitros  sea  siempre  impar,  reforma  conveniente  para  evitar 
las  discordias. 

Jurisprudencia.  —  No  puede  cumplirse  en  España  la  cláu- 
sula de  un  contrato  de  compromiso  por  el  que  los  contratantes 
se  obligan  á  aceptar  la  decisión  soberana  y  sin  recurso  alguno 
que  los  arbitros  dicten.  (Sent.  20  Marzo  y  20  Mayo  1889. ) 

Artículo  488. 

Las  demandas  de  tercería  y  todas  las  demás  que,  siendo 
incidentales  ó  consecuencia  de  otro  juicio,  deban  ventilarse 
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en  la  vía  ordinaria,  se  sustanciarán  por  los  •trámites  esta- 
blecidos para  el  juicio  declarativo  que  corresponda,  según 
la  naturaleza  ó  cuantía  de  la  cosa  litigiosa. 

Si  ésta  no  excediere  de  250  pesetas,  y  la  demanda  fuere 
incidental  de  un  juicio  del  que  conozca  el  Juez  de  primera 
instancia,  decidirá  éste  la  reclamación  en  juicio  verbal  sin 
ulterior  recurso.  (Ley  <mt.y  artículos  995  y  siguientes.) 

La  ley  trata  aquí  por  incidencia  de  las  demandas  de  tercería 
al  solo  objeto  de  establecer  reglas  para  declarar  el  juicio  decla- 
rativo á  que  correspondan.  Y  no  sólo  trata  este  artículo  de  las 
demandas  de  tercería,  sino  de  todas  las  demás  que,  siendo  inci- 
dentales ó  consecuencia  de  otro  juicio,  deban  ventilarse  en  la 
vía  ordinaria.  Todas  estas  demandas  incidentales,  sin  excep- 
ción alguna,  puesto  que  ninguna  establece  el  artículo,  han  de 
sustanciarse  por  los  mismos  trámites  establecidos  para  el  juicio 
declarativo  que  corresponda,  según  la  naturaleza  de  la  cosa, 
entendiéndose  que  esta  cuantía  no  es  la  de  la  cosa  objeto  del 
pleito  principal,  sino  la  de  la  que  se  pide  en  el  incidente  ó 
tercería. 

Del  artículo  se  deduce  que  el  Juez  que  conozca  del  asunto 
principal  ha  de  conocer  también  de  la,  demanda  de  tercería 
ó  incidental,  aunque  con  la  tramitación  correspondiente  al  jui- 
cio que  por  razón  del  valor  de  la  cosa  litigiosa  corresponda.  El 
segundo  párrafo  de  este  artículo  confirma  este  precepto.  Según 
dicho  párrafo,  si  el  valor  de  la  cosa  litigiosa  no  excediere 
de  250  pesetas,  esto  es,  del  marcado  para  el  juicio  verbal,  y  la 
demanda  fuere  incidental  de  un  juicio  del  que  conozca  el  Jaez 
de  primera  instancia,  decidirá  éste  la  reclamación  en  juicio 
verbal  sin  ulterior  recurso. 

Conociendo  los  Jueces  municipales  de  los  juicios  verbales, 
parece  que  en  este  caso,  de  no  reclamar  valor  que  exceda  de  250 
pesetas,  y  que,  por  lo  tanto,  el  juicio  ha  de  ser  verbal,  conocie- 
ran de  él  aquellos  Jueces.  Pero  como  esto  sería  por  una  parte 
causar  más  gastos,  y  por  otra  el  que  conocieran  en  un  asunto 
dos  Jueces,  de  aquí  que  la  ley  encomiende  por  excepción  al  de 
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primera  instancia  el  conocimiento  de  ese  juicio  verbal,  si  bien 
-don  arreglo  á  la  tramitación  establecida  para  esta  clase  de  jui- 
cios, excepción  consignada  en  el  art.  716  al  hablar  de  la  compe- 
tencia de  los  Jueces  municipales. 

El  final  de  este  artículo,  que  dispone  que  contra  la  decisión 
del  Juez  de  primera  instancia  en  esa  clase  de  juicios  no  hay  ul- 
terior recurso,  es  tina  consecuencia  de  lo  disjáiesto  en  los  ar- 
tículos 732  y  736.  Por  el  primero  ¿le  estos  artículos  se  admite 
-en  ambos  efectos  apelación  para  ante  el  Juez  ,  de  primera  ins- 
tancia de  las  sentencias  que  el  municipal  dé  en  los  juicios  yer- 
bales, y  por  el  segundo  se  dispone  que  contra  las  sentencias  del 
Juez  de  primera  instancia  en  estas  apelaciones  no  se  dará  re- 
<mrso  alguno.  Ahora  bien:  siendo  el  Juez  de  primera  instancia 
el  que  dicta  la  sentencia  en  esas  demandas  de  tercerías  é  inci- 
dentales, pero  en  juicio  verbal,  y  no  dándose  recurso  alguno 
contra  las  sentencias  de  los  Jueces  de  primera  instancia  en  los 
juicios  verbales,  está  justificada  la  prescripción  del  artículo. 
Es  verdad  que  en  este  caso  no  hay  más  que  una  instancia  para 
esas  demandas;  pero  no  es  menos  cierto  que  el  último  que  falla 
en  el  asunto  es  el  mismo  que  había  de  hacerlo  en  apelación,  si 
de  esas  demandas  y  juicios,  como  de  los  demás  verbales,  cono- 
•ciera  en  un  principio  el  municipal. 

Abtículo  489. 

El  valor  de  las  demandas,  para  determinar  por  él  la  cla- 
*e  de  juicio  declarativo  en  que  hayan  de  ventilarse,  se  cal- 
culará por  las  reglas  siguientes: 

I.*  En  los  juicios  petitorios  sobre  el  derecho  de  exigir 
prestaciones  anuales  perpetuas,  se  calculará  el  valor  por  el 
<le  una  anualidad  multiplicada  por  25. 

2.a  Si  la  prestación  fuere  vitalicia,  se  multiplicará,  por 
10  la  anualidad. 

3.a  En  las  obligaciones  pagaderas  á  plazos  diversos,  se 
calculará  el  valor  por  el  de  toda  la  obligación,  cuando  el 
juicio  verse  sobre  la  validez  del  título  mismo  de  la  obliga- 
<?ióp  en  su  totalidad. 
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4.a  Cuando  varios  créditos  pertenecieren  á  diversos  in- 
teresados, y  procedieren  de  un  mismo  título  de  obligaciones- 
contra  un  deudor  común,,  si  cada  acreedor,  ó  dos  ó  más 
acreedores,  entablaren  por  separado  su  demanda  para  qufr 
se  les  pague  lo  que  les  correspenda,  se  calculará  como  valor, 
para  determinar  la  clase  de  juicio,  la  cantidad  á  que  ascien- 
da la  reclamación. 

5.a  En  las  demandas  sobre  servidumbres,  se  calculará  stü 
cuantía  por  el  precio  de  adquisición  de  las  mismas  servi- 
dumbres, si  constare.  # 

6.a  En  las  acciones  reales  ó  mixtas,  se  calculará  el  valor 
de  la  cosa  inmueble  ó  litigiosa  por  el  que  conste  en  la  escri- 
tura más  moderna  de  su  enajenación. 

Cuando  se  demanden  con  los  bienes  las  rentas  que  ha- 
yan producido,  se  acumularán  éstas  al  valor  de  aquéllos. 

7.a  En  las  demandas  que  comprendieren  muchos  crédi- 
tos contra  el  mismo  deudor,  se  calculará  su  cuantía  por  el 
de  todos  los  créditos  reunidos. 

8.a  En  los  pleitos  sobre  pago  de  créditos  con  intereses  ó* 
frutos,  si  en  la  demanda  se  pidieren  con  el  principal  los 
vencidos  y  no  pagados,  se  sumarán  aquél  y  éstos  para  de- 
terminar la  cuantía. 

Se  tendrá  por  cierta  y  líquida  la  cuantía  de  los  frutosr 
cuando  el  actor  expresare  en  la  demanda  su  importe  anual 
y  el  tiempo  que  haya  transcurrido  sin  pagarse. 

Si  el  importe  de  los  intereses  ó  frutos  no  fuere  cierto  y 
líquido,  se  prescindirá  de  él,  no  tomando  en  cuenta  mas- 
que el  principal. 

9.a  La  disposición  de  la  regla  precedente  e3  aplicable  al 
caso  en  que  se  pidan  en  la  demanda,  con  el  principal,  los 
perjuicios. 

10.  Para  la  fijación  del  valor  de  la  demanda  no  se  toma- 
rán en  cuenta  los  frutos  ó  intereses  por  correr,  sino  los  ven- 
cidos. 

Hasta  ahora  ha  hablado  la  ley  de  las  clases  de  juicio  decla- 
rativos y  ha  fijado  la  cuantía  de  lo  que  se  pide  para  determinar 
á  cuál  de  ellos  corresponden  las  demandas;  pero  como  no  siem- 
pre se  pide  en  éstas  una  cantidad  líquida  y  determinada,  era 
necesario  fijar  reglas  para  determinar  la  cuantía  de  lo  que  se 
pide,  y  por  ella  determinar  el  juicio  correspondiente.  A  esto» 
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tiende  el  art.  489  que  comentamos,  que  no  tiene  precedentes  en 
la  antigua  ley. 

Este  artículo  está  íntimamente  enlazado  con  el  núm.  2.°  del 
-artículo  483.  Se  dan  en  él  reglas  minuciosas  para  determinar  y 
fijar  la  cuantía  de  lo  que  se  pide;  y  aun  cuando  no  estén  com- 
prendidos en  él  todos  los  casos  que  puedan  ocurrir,  es,  sin  em- 
bargo, bastante  casuístico  para  poder  fijar  la  cuantía  de  lo  que 
.se  pide  en  la  generalidad  de  las  demandas  que  se  entablen.  Si 
á  pesar  de  estas  reglas  no  pudiera  precisarse  el  valor  de  lo  que 
se  pide,  habrá  de  estarse  á  lo  dispuesto  en  el  núm.  2.°  del  ar- 
tículo 483;  es  decir,  que  las  demandas  en  tal  caso  habrán  de  de- 
cidirse en  juicio  ordinario  de  mayor  cuantía. 

La  ley  del  Timbre  vigente,  después  de  confirmar  estas  re- 
cias, expresa  que  cuando  el  litigio  verse  sobre  efectos  de  la 
Deuda  pública,  obligaciones  ó  acciones  de  Bancos  y  Sociedades 
j  demás  valores  análogos,  servirá  de  base  reguladora  el  tipo  de 
la  cotización  oficial  ó  efectivo  que  tengan  el  día  en  que  se  pre- 
sente la  demanda. 

Jurisprudencia. — Está  bien  sustanciado  como  de  menor 
cuantía  un  pleito  sobre  reivindicación,  cuando  para  ello  se  acu- " 
dio  á  la  prueba  pericial,  conforme  á  lo  dispuesto  en  el  art.  493, 
.por  entender  el  Juzgado  que  no  existían  términos  hábiles  para 
la  aplicación  de  la  regla  6.a  del  489,  y  con  el  asentimiento  im* 
plícito  del  propio  recurrente,  que  en  la  comparecencia  celebrada 
-á  tenor  del  art.  493  designó  un  perito.  fSent.  11  Octubre  1901.) 

Abtícülo  490. 

En  toda  demanda  se  fijará  con  precisión  la  cuantía  ob- 
jeto del  pleito  conforme  á  las  reglas  establecidas  en  el  ar- 
tículo anterior,  y  cuando  no  pueda  determinarse  por  ellas, 
se  expresará  en  la  misma  demanda  lá  clase  de  juicio  en  que 
haya  de  ventilarse. 

Habiendo  dado  la  ley  reglas  precisas  y  minuciosas  para  de- 
terminar la  cuantía  de  la  reclamación  que  se  hace,  si  ésta  no 
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se  halla  desde  luego  determinada,  no  puede  tachársela  de  exi- 
gente al  disponer  que  en  toda  demanda  se  fije  con  precisión  la 
cuantía  objeto  del  pleito;  pero  no  comprendemos  la  última 
parte  del  artículo,  que  dice  que  cuando  no  pueda  determinarse 
por  ellas,  se  expresará  en  la  misma  demanda  la  clase  de  juicio 
en  que  haya  de  ventilarse. 

Este  precepto  es  una  contradicción  terminante  del  art.  48& 
en  su  núm.  2.°  Dice  éste  que  las  demandas  cuya  cuantía  sea 
inestimable  ó  no  pueda  determinarse  por  las  reglas  que  se  esta- 
blecen en  el  art.  489,  se  decidirán  en  juicio  ordinario  de  mayor 
cuantía.  Luego  si  no  puede  determinarse  por  ella  esa  cuantía, 
la  demanda  habrá  de  ventilarse  precisamente  en  juicio  ordina- 
rio de  mayor  cuantía-,  y  la  prescripción  final  del  articulo  que 
comentamos,  de  que  se  exprese  la  clase  de  juicio  en  que  haya  de 
ventilarse,  es  inútil,  porque  no  puede  ser  otro  (de  los  declarati- 
vos se  entiende)  que  el  ordinario  de  mayor  cuantía,  en  razón  á 
que  el  de  menor  cuantía  y  el  verbal  tienen  cantidad  fija,  y, 
fijando  ésta,  basta,  según  este  mismo  artículo,  para  determinar 
el  juicio  correspondiente. 

Ahora,  si  se  refiere  la  última  parte  del  artículo  á  otras  de- 
mandas y  á  otros  juicios  que  los  declarativos,  entonces  se  com- 
prende la  prescripción;  pero  en  tal  caso  hemos  de  convenir  que 
está  fuera  de  lugar  tal  prescripción,  puesto  que  aquí  trata  la 
ley  sólo  de  los  juicios  declarativos. 

Pero  hay  más.  Este  art.  490  parece  referirse  sólo  al  489  an- 
terior, puesto  que  dice  que  en  toda  demanda  se  fijará  con  preci- 
sión la  cuantía  objeto  del  pleito,  conforme  á  las  reglas  estable- 
cidas en  el  artículo  anterior,  y  cuando  no  pueda  determinarse 
por  ellas,  se  expresará  en  la  misma  demanda  la  clase  de  juicio 
en  que  haya  de  ventilarse.  Y  en  las  demandas  en  que  desde 
luego  conste  la  cuantía  y  no  haya  que  fijarla,  conforme  á  la* 
reglas  del  art.  489,  ¿será  preciso  expresar  la  clase  de  juicio  en 
que  hayan  de  ventilarse,  ó  bastará  fijar  la  cantidad  que  se  pide? 
¿Se  referirá  á  estas  demandas  de  cantidad  ya  fija  ese  último  pá- 
rrafo del  art.  490?  Parece  que  en  tal  caso  bastaría  fijar  la  can- 
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tidad  que  se  demanda,  porque  ella  determina  el  juicio  corres- 
pondiente. No  censuramos,  sin  embargo,  y  antes  bien  aplaudi- 
mos que  en  todas  las  demandas  se  fije  el  juicio  en  que  han  de 
ventilarse;  pero  sí  tacharemos  de  inconsecuente  este  artículo, . 
porque,  según  él,  para  las  demandas  en  que  se  determina  la 
cuantía,  conforme  á  las  reglas  del  artículo  anterior,  basta  esta 
determinación  para  fijar  el  juicio,  y  no  basta  en  las  que  está, 
desde  luego  determinada,  sino  que  es  preciso  expresar  además 
la  clase  de  juicio  en  que  se  han  de  decidir.  Lo  lógico  hubiera 
sido  la  prescripción  de  que  en  toda  demanda,  además  de  hacer 
constar  la  cuantía  de  ella,  si  ésta  constase  determinada  ó  pu- 
diera determinarse,  se  expresará  el  juicio  en  que  habría  de  ven- 
tilarse. Porque  si  la  cuantía  constaba,  ó  se  podía  determinar, 
ya  se  sabría  por  ella  á  qué  juicio  correspondía;  y  si  no  consta- 
ba, ni  podía  determinarse,  ya  se  sabría  también  que,  con  arre- 
glo al  párrafo  segundo  del  art.  483,  había  de  ventilarse  en  jui- 
cio ordinario  de  mayor  cuantía. 

Artículo  491. 

El  Juez  de  primera  instancia  dará  al  juicio  la  tramita- 
ción que  corresponda  conforme  á  lo  solicitado  por  el  actor, 
á  no  ser  que  se  crea  incompetente  por  razón  de  la  cuantía 
litigiosa,  en  cuyo  caso  lo  declarará  así  por  medio  de  auto, 
previniendo  al  actor  que  use  de  su  derecho  ante  el  Juez 
competente. 

Este  auto  será  apelable  en  ambos  efectos.  (Ley  ant.,  ar- 
tículos 226  y  227. J 

Este  artículo  está  tomado  en  parte  del  226  de  la  ley  ante- 
rior, pero  con  notables  diferencias.  Según  dicho  artículo  de  la 
antigua  ley,  los  Jueces  repelían  de  oficio  las  demandas  no  for- 
muladas con  claridad  y  que  no  se  acomodaran  á  las  reglas  esta- 
blecidas; y  con  arreglo  al  que  comentamos,  el  Juez  de  primera 
instancia  dará  al  juicio  la  tramitación  que  corresponda,  con- 
forme á  lo  solicitado  por  el  actor,  á  no  ser  que  se  crea  incom- 
petente por  razón  de  la  cuantía  litigiosa,  en  cuyo  caso  lo  declá- 
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rara  así  por  medio  de  auto,  previniendo  al  actor  que  use  de  su 
derecho  ante  Juez  competente. 

En  primer  lugar,  ó  este  artículo  se  refiere  sólo  á  las  deman- 
das de  mayor  y  menor  cuantía,  ó  creemos  que  sobran  las  pala- 
bras de  primera  instancia  con  relación  al  Juez  que  ha  de  tra- 
mitar la  demanda.  Está  hablando  la  ley  aquí  de  los  juicios  de- 
clarativos, que,  según  la  misma,  son  tres,  de  mayor  y  de  menor 
cuantía  y  verbal,  y  sólo  de  los  dos  primeros  conocen  los  Jueces 
de  primera  instancia  y  de  los  últimos  los  municipales,  excep-  • 
ción  hecha  de  lo  dispuesto  en  el  art.  488  para  las  demandas  de 
tercería  é  incidentales. 

Según  este  artículo,  el  Juez  dará  al  juicio  la  tramitación 
que  corresponda,  conforme  á  lo  solicitado  por  el  actor.  ¿Quiere 
esto  decir  que  el  actor  ha  de  consignar  en  la  demanda  la  trami- 
tación que  ha  de  darse  al  juicio?  Creemos  que  no,  porque  esto 
sería  dar  lecciones  de  procedimiento  á  los  Jueces,  que  han  de 
saber  la  ley,  y,  por  tanto,  la  tramitación  que  corresponda  á 
cada  juicio.  Las  palabras  «conforme  á  lo  solicitado  por  el 
actor»  se  refieren  sin  duda  á  la  cuantía  de  lo  solicitado,  que  es 
la  que  determina  el  juicio.  Pero  habiendo  dicho  ya  el  artículo 
anterior  que  se  fije  la  clase  de  juicio  en  que  haya  de  ventilarse 
la  demanda,  ó  por  lo  menos  que  se  fije  con  claridad  la  cuantía 
de  lo  que  se  pide,  no  era  necesario  que  en  éste  se  hubieran 
puesto  dichas  palabras,  que  oscurecen  el  artículo. 

Y  que  esas  palabras  se  refieren  á  la  cuantía  de  la  cosa,  pa- 
rece comprobarlo  las  que  la  siguen;  esto  es,  «á  no  ser  que  se 
crea  (el  Juez)  incompetente  por  razón  de  la  cosa  litigiosa»,  en 
cuyo  caso  lo  declarará  así  por  medio  de  auto,  previniendo  al 
actor  que  use  de  su  derecho  ante  Juez  competente.  Es  decir, 
que  sólo  rechazará  la  demanda  por  razón  de  incompetencia,  y 
no  por  otra  causa;  y  esta  es  la  gran  diferencia  que  existe  entre 
este  artículo  y  el  226  de  la  ley  anterior,  del  que  aparece  toma- 
do, puesto  que,  según  el  mismo,  los  Jueces  repelían  de  oficio 
las  demandas  por  falta  de  claridad  ó  por  no  acomodarse  á  las 
reglas  establecidas;  prescripción  que  se  ha  consignado  en  el 
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artículo  497  al  tratar  de  las  diligencias  preliminares  para  pre- 
parar el  juicio. 

Este  auto  es  apelable  en  ambos  efectos. 

Jurisprudencia. — Ninguna  demanda  debe  ser  repelida  de 
plano  cuando  la  ley  no  ío  ordena  expresamente.  (26  Mayo  1869.) 

Artículo  492. 

En  los  juicios  de  mayor  y  de  menor  cuantía,  cuando  no 
se  conforme  el  demandado  con  el  valor  dado  á  la  cosa  liti- 
giosa ó  con  la  clase  de  juicio  propuesto  por  el  actor,  lo  ex- 
pondré por  escrito  al  Juzgado  dentro  de  los  primeros  cuatro 
días  del  término  concedido  para  contestar  la  demanda, 
acompañando  en  su  caso  los  documentos  en  que  funde  su 
pretensión. , 

Dicho  término  de  cuatro  días  será  improrrogable.  (Ley 
anterior,  art.  237,  par.  1.°) 

Por  este  artículo  se  establece  una  excepción  dilatoria  para 
contestar  la  demanda,  pero  sólo  en  cuanto  á  la  competencia  del 
Juzgado,  por  razón  del  valor  de  la  cosa  litigiosa  ó  con  la  clase 
de  juicio  propuesto,  y  sólo  en  cuanto  á  los  juicios  de  mayor  y 
de  menor  cuantía.  Esta  excepción  se  ha  de  proponer  por  escrito 
dentro  de  los  primeros  cuatro  días  improrrogables  del  término 
concedido  para  contestar  la  demanda,  acompañando  en  su  caso, 
es  decir,  si  los  hubiere,  los  documentos  en  que  se  funde  su  pre- 
tensión. 

Artículo  493. 

Presentado  dicho  escrito,  el  Juez  convocará  á  las  partes 
á  una  comparecencia,  señalando  día  y  hora  en  que  haya  de 
celebrarse  dentro  de  los  seis  días  siguientes,  para  que  se 
pongan  de  acuerdo  sobre  la  clase  de  juicio  que  haya  de  se- 
guirse. 

Si  no  se  pusieren  de  acuerdo,  y  la  diferencia  consistiere 
en  que  por  no  existir  los  datos  expresados  en  las  reglas  del 
artículo  489,  cada  parte  estimare  de  distinto  modo  el  valor 
de  la  demanda,  elegirán  en  el  mismo  acto  un  perito  que  lo 
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parte,  y  el  Juez  un  tercero  que  dirima 

biere. 

\  comparecencia,  á  la  que  podrán  con- 

Abogados  de  las  partes,  se  consignará 

i  acta,  que  firmarán  los  concurrentes 

ario. 


Artículo  494. 

;es  no  se  pougan  de  acuerdo  sobre  la 
aya  de  seguirse,  el  Juez,  dentro  de  los 
l  "de  la  comparecencia,  ó  al  de  la  decla- 
en  su  caso,  decidirá,  por  medio  de  auto 
ente. 

s  están  íntimamente  relacionados  con  el 
iciones  no  tienden  á  otra  cosa  que  á  deci- 
>1  Juzgado  por  razón  de  la  cuantía  de  la 
r  el  juicio  que  ha  de  seguirse,  que  son  las 
s  que,  según  el  art.  492,  puede  proponer 
íicios  de  mayor  y  de  menor  cuantía, 
is,  dispone  el  art.  493  que  el  Juez  convo- 
comparecencia,  dentro  de  los  seis  días 
í  presente  el  escrito  proponiendo  la  excep- 
igan  de  acuerdo  sobre  la  clase  de  juicio 
La  diferencia  no  puede  ser  más  que  por 
la  cosa,  porque,  fijada  ésta,  está  deter- 
la  diferencia  puede  ser,  ya  por  no  exis- 
os  en  las  reglas  del  art.  489  y  estimar 
modo  el  valor  de  la  demanda,  ó  por  otras 
jaso,  las  partes  elegirán  un  perito,  ó  uno 
re  discordia  el  Juez  elegirá  un  tercero  que 
?se  el  resultado  de  la  comparecencia,  á  la 
los  Abogados  de  las  partes,  en  un  acta 
los  concurrentes. 

i  de  este  art.  493,  cuando  la  diferencia 
latos  á  que  se  refiere  el  art.  489,  no  hay 
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esa  elección  de  peritos  ni  ese  acta,  sino  < 
al  que  se  refiere  sin  duda  el  art.  494,  el 
días  siguientes  al  de  la  comparecencia, 
procedente. 

Estas  disposiciones  son  nuevas  en  ( 
mucha  analogía  con  las  excepciones  dil; 
los  artículos  236  y  siguientes  de  la  ley  a 

Artículo  495. 

Contra  el  auto  declarando  que  coi 
mayor  cuantía  no  se  dará  recurso  algí 

Contra  el  en  que  se  declare  ser  de 
se  dará  el  recurso  de  nulidad. 

Este  recurso  deberá  interponerse  á 
lación  de  la  sentencia  que^  decida  el  p 
sari  o  prepararlo  manifestando,  dentr 
guientes  al  de  la  notificación  del  auto, 
zar  á  su  tiempo  dicho  recurso  de  nuli( 

Si  se  declara  que  debe  ventilarse 
verbal  ante  el  Juez  municipal  comp< 
apelable  en  ambos  efectos. 

Este  artículo  es  el  complemento  de  1 
refiere  á  la  decisión  de  esas  excepciones. 

Como  los  juicios  declarativos  de  que  < 
tres,  necesariamente  ha  de  decidir  el  J 
uno  de  ellos;  y  para  este  caso  este  artí< 
tintas  disposiciones  en  cuanto  á  la  res< 
que  ésta  sea  decidir  que  la  demanda  cor] 
na  rio  de  mayor  cuantía,  al  de  menor  cus 
decide  lo  primero,  contra  la  decisión  del 
so  alguno;  si  lo  segundo,  se  dará  el  de  n 
el  de  apelación  en  ambos  efectos.  La  dif 
tinta  naturaleza  de  cada  uno  de  dichos  ju 
tía  que  cada  uno  de  ellos  ofrece  por  su  t: 

Respecto  al  recurso  de  nulidad  para  < 


Digitized  by 


Google 


652  LEY  DE   ENJUICIAMIENTO  CIVIL 

que  el  juicio  correspondiente  es  el  de  menor  cuantía,  este  recur- 
so ha  de  interponerse  á  la  vez  que  el  de  apelación  de  la  senten- 
cia que  decida  el  pleito;  pero  es  necesario  prepararlo,  manifes- 
tando, dentro  de  los  tres  días  siguientes  al  de  la  notificación 
del  auto,  el  propósito  de  utilizar  á  su  tiempo  dicho  recurso  de 
nulidad.  Es  una  disposición  parecida  á  la  que  se  consigna  para 
la  interposición  del  recurso  de  casación  por  quebrantamiento  de 
forma,  que  para  que  proceda  contra  la  sentencia  definitiva  es 
preciso  haber  hecho  la  reclamación  de  la  falta  al  cometerse  ésta. 
Aquí  no  dice  la  ley  qué  recurso  de  los  dos  que  se  conceden, 
«1  de  apelación  y  el  de  nulidad,  ha  de  tener  preferencia  para  su 
decisión;  pero  se  deduce  que  ha  de  decidirse  primero  el  de  nu- 
lidad del  auto,  puesto  que  si  este  auto  se  anula,  dicho  se  está 
que  lo  está  la  sentencia  y  la  apelación  ya  es  inútil.  Ahora  lo  que 
sí  podrá  la  parte  será  utilizar  la  apelación  y  no  el  recurso  de 
nulidad,  si  así  le  conviniere. 

Artículo  496. 

Cuando  en  los  juicios  verbales  hubiere  duda  sobre  la 
-cuantía  litigiosa,  la  decidirá  el  Juez  municipal,  oyendo  á 
las  partes  en  el  mismo  acto  de  la  comparecencia  para  el 
juicio. 

Contra  su  fallo  declarándose  competente  no  se  dará  ape- 
lación; pero  si  se  interpusiere  de  la  sentencia  definitiva,  po- 
drá el  Juez  de  primera  instancia  declarar  la  nulidad  del  jui- 
cio si  resultare  ser  el  interés  mayor  de  250  pesetas. 

Contra  el  auto  en  que  el  Juez  municipal  declare  no  ser 
de  su  competencia  la  cuantía  ó  materia  litigiosa,  se  dará  el 
recurso  de  apelación  en  ambos  efectos  para  ante  el  Juez  de 
primera  instancia  del  partido. 

La  disposición  de  este  artículo  es  la  misma  que  la  que  con- 
signa el  492  y  siguientes,  pero  refiriéndose  á  los  juicios  verba- 
les, así  como  aquéllas  se  refieren  á  los  de  mayor  y  de  menor 
cuantía,  si  bien  con  las  diferencias  que  son  inherentes  á  la  na- 
turaleza de  cada  uno  de  dichos  juicios.  Aquí  la  duda  sobre  la 
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cuantía  de  la  cosa  litigiosa  la  decidirá  el  Juez  municipal  en  el 
mismo  acto  de  la  comparecencia  para  el  juicio,  oyendo  á  las  par- 
tes; contra  su  fallo  no  se  dará  apelación;  pero  si  se  interpusiere 
de  la  sentencia  definitiva,  el  Juez  de  primera  instancia  que  ha 
de  conoeer  de  ella  podrá  declarar  la  nulidad  del  juicio  si  resul- 
tare ser  el  interés  mayor  de  250  pesetas;  es  decir,  que  corres- 
pondiere juicio  de  menor  cuantía.  Esta  nulidad,  aun  cuando  el 
artículo  no  lo  dice,  y  por  las  razones  que  anteriormente  hemos 
expuesto,  ha  de  ser  previa  á  la  decisión  de  la  apelación;  y  en- 
tendemos que  á  petición  de  la  parte,  porque  el  artículo  .no  dice 
que  deberá,  sino  que  podrá  declarar  la  nulidad  del  juicio. 

Contra  el  auto  en  que  el  Juez  municipal  se  declara  incompe- 
tente por  la  cuantía  ó  materia  litigiosa,  se  dará  el  recurso  de 
apelación  en  ambos  efectos  para  ante  el  Juez  de  primera  instan- 
cia del  partido. 

SECCIÓN  SEGUNDA 
diligencia8  preliminares 

Artículo  497. 

Todo  juicio  podrá  prepararse : 

1.°  Pidiendo  declaración  jurada  el  que  pretenda  deman- 
dar, á  aquel  contra  quien  se  propone  dirigir  la  demanda, 
acerca  de  algún  hecho  relativo  á  la  personalidad  de  éste,  y 
sin  cuyo  conocimiento  no  pueda  entrarse  en  el  juicio. 

2.°  Pidiendo  la  exhibición  de  la  cosa  mueble,  que,  en  su 
caso,  haya  de  ser  objeto  de  la  acción  real  ó  mixta  que  trate 
de  entablar,  contra  el  que  tenga  la  cosa  en  su  poder. 

3.°  Pidiendo  el  que  se  crea  heredero,  coheredero  ó  lega- 
tario la  exhibición  del  testamento,  codicilo  ó  memoria  tes- 
tamentaria del  causante  de  la  herencia  ó  legado. 

4.°  Pidiendo  el  comprador  al  vendedor  ó  el  vendedor  al 
comprador,  en  el  caso  de  evicción,  la  exhibición  de  títulos 
ú  otros  documentos  que  se  refieran  á  la  cosa  vendida. 

5.°  Pidiendo  un  socio  ó  comunero  la  presentación  de  los 
documentos  y  cuentas  de  la  sociedad  ó  comunidad  al  con- 
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socio  ó  condueño  que  los  tenga  en  su  poder,  en  los  casos  en 
que  proceda  con  arreglo  á  derecho. 

El  Juez  accederá  en  cualquiera  de  estos  casos  á  la  pre- 
tensión, si  estimare  justa  la  causa  en  que  se  funde.  No  es- 
tando comprendida  en  ellos,  la  rechazará  de  oficio. 

La  providencia  denegando  la  pretensión  será  apelable  en 
ambos  efectos.  ( Ley  ant. ,  art.  232.) 

Las  disposiciones  de  este  artículo  son  las  mismas  que  las 
del  222  de  la  antigua  ley,  sin  más  diferencia  que  la  de  que  allí 
sólo  se  referían  al  juicio  ordinario,  y  aquí  á  todo  juicio,  y  la  de 
algunas  adiciones  que  se  han  hecho,  de  las  cuales  nos  ocupare- 
mos en  su  lugar. 

Salvo  estas  adiciones,  algún  tanto  confusas,  superfinas  y 
ocasionadas  á  dudas  en  la  práctica,  que  antes  no  existían,  la 
ley  moderna  no  ha  hecho  más  que  seguir  las  huellas  de  la  ante- 
rior en  este  punto,  que  trató  de  evitar  los  abusos  que  había  in- 
troducido la  jurisprudencia  antigua,  á  pretexto  de  la  oscuridad 
é  incoherencia  de  nuestras  antiguas  leyes,  que  admitían  antes 
de  que  se  entablara  la  demanda  la  práctica  de  algunas  diligen- 
cias necesarias,  sin  las  cuales  el  juicio  no  daría  el  resultado 
que  se  busca. 

El  art»  222  de  la  ley  anterior  señalaba  qué  diligencias  se 
podían  pimeticar  para  preparar  el  juicio  ordinario,  y  el  artículo 
que  anotamos  ha  venido  á  disponer  que  aquellas  diligencias  que 
podían  practicarse  únicamente  para  preparar  el  juicio  ordinario? 
pueden  practicarse  también  para  preparar  todos  los  juicios;  re- 
forma que  nos  pareco  acertada,  pues  no  hay  razón  que  explique 
por  qué  podían  prepararse  los  juicios  ordinarios  de  mayor  cuan- 
tía practicando  tales  y  cuales  diligencias,  y  no  pudieran  prepa- 
rarse del  mismo  modo  los  demás  juicios. 

El  primer  número  de  este  artículo  es  el  mismo  exactamente 
del  del  art.  222  de  la  antigua  ley,  cuya  disposición  se  consigna 
en  la  ley  1.a,  título  X,  Partida  3.a,  que  dice:  «Ciertas  pregun- 
tas son  las  que  puede  facer  el  demandador,  sobre  la  cosa  que 
quiere  facer  su  demanda  ante  que  el  pleyto  se  comienza,  E  sen 
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de  tal  natura,  que  si  el  demandador  non  las  ficiesse 

tiempo,  é  otrosí  el  demandado  non  respondiere  á  ellas, 

podrían  después  yr  adelante  por  el  pleyto  ciertamente» 

En  nuestro  número  todas  las  preguntas  se  concre 

personalidad  del  demandado.  La  ley  de  Partida  cita  co 

píos  los  siguientes :  si  se  trata  de  incoar  una  demand 

una  herencia,  se  le  puede  preguntar  si  es  ó  no  heredei 

bienes  del  finado,  y  en  qué  parte;  si  se  reclaman  dañe 

dos  por  animales,  se  le  puede  exigir  que  diga  si  son  su 

tan  en  su  poder;  si  se  temen  perjuicios  por  ruina  de 

contigua,  puede  preguntarse  al  que  la  habite  si  es  suyi 

es  su  dueño;  si  se  trata  de  reclamar  á  un  hijo  de  fi 

cumplimiento  de  una  obligación,  puede  preguntarse  al 

son  ó  no  suyos  los  capitales  que  manejaba  aquél;  puede 

tarse  también  si  el  demandado  tiene  edad  para  compj 

"juicio,  y,  por  último,  cuando  se  trate  de  demandar  t 

puede  preguntarse  al  demandado  si  es  ó  no  tenedor  de 

Todas  estas  preguntas,  que  como  hemos  dicho  se  i 

la  personalidad  del  demandado,  no  son  con  el  objeto  d< 

gar  si  puede  ó  no  ser  responsable  de  la  acción  que  se 

sino  únicamente  para  conocer  si  una*  vez  interpuesta  1í 

da  reúne  las  condiciones  legales   para  que  venga  ol 

comparecer  en  juicio.  La  ley  no  autoriza  preguntas  qu< 

ran  al  fondo  de  la  cuestión  que  se  va  á  debatir*  han  dt 

c  isa  mente  relativas  á  la  personalidad  del  demandado 

sean  admisibles;  y  de  tal  natura,  «que  si  el  demandad 

ficiesse  en  aquel  tiempo,  é  otrosí  el  demandado  no  reí 

á  ellas,  que  non  podrían  después  yr  adelante  por  el  pl< 

tamente»,  como  dice  la  ley  alfonsina,  ó  «sin  cuyo  conc 

no  pueda  entrarse  en  el  juicio»,  según  la  nueva  ley. 

El  segundo  número  del  artículo  se  refiere  á  la  a 
exhibendum,  de  origen  romano,  é  importada  á  nuestro 
por  la  ley  16,  título  II,  Partida  3.a  «Parecer  debe 
(dice  la  ley)  la  cosa  mueble  que  demanda  un  orne  á  otr 
chas  veces  acaescería  que  non  podría  el  demandador  ci 


Digitized  by 


Google 


656  LEY   DE   ENJUICIAMIENTO  CIVIL 

te  facer  su  demanda  sin  aduzir  pruebas  sobre  ella,  si  la  cosa 
que  demandase  non  fuesse  mostrada.  E  por  ende  decimos,  que  el 
demandado  es  tenudo  de  mostrar  aquella  cosa  quel  demandan 
antel  judgador,  seyendo  delante  aquel  que  faze  la  demanda, 
ó  su  personero,  quier  le  demande  por  razón  que  es  suya,  ó  por- 
que fuera  empeñada,  ó  porque  tenía  otro  derecho  señalado  en 
ella. » 

Este  párrafo  2.°  tiene  dos  adiciones,  con  respecto  al  de  la 
ley  anterior*  Es  la  primera,  la  palabra  ó  mixta,  con  referencia 
á  la  acción  que  trate  de  entablarse,  y  que  la  anterior  ley  sólo 
decía  real,  y  adición  justa,  porque  no  siempre  se  entablan  de- 
mandas por  acción  real.  Y  es  la  segundadlas  palabras  «contra 
el  que  tenga  la  cosa  en  su  poder»,  con  referencia  á  quien  se  ha 
de  pedir  la  exhibición.  Esta  omisión  en  el  artículo  de  la  antigua 
ley  la  hicieron  notar  los  Sres.  Manresa,  Miquel  y  Reus;  pero 
ciertamente,  aun  cuando  ese  miembro  no  se  encontraba  en  la 
ley  anterior,  se  comprendía,  sin  género  alguno  de  duda,  que  se 
habría  de  hacer  asi,  por  la  sencillísima  razón  de  que  nadie  pue- 
de exhibir  una  cosa  que  no  esté  á  su  disposición. 

Según  la  ley,  sólo  puede  ser  objeto  de  la  acción  exhibitoria 
la  cosa  mueble;  y  en  verdad  que  la  de  la  cosa  inmueble  carece- 
ría de  objeto  en  este  caso,  toda  vez  que  esa  acción  tiende  ¿  evi- 
tar que  la  cosa  demandada  se  oculte;  y  esto  no  puede  hacerse 
con  la  inmueble,  que  las  partes  pueden  inspeccionar  cuando 
quieran,  y  tomar  cuantos  datos  necesiten  para  entablar  la  de- 
manda y  preparar  la  prueba  que  les  convenga. 

Se  ha  suscitado  la  duda  de  si  en  el  caso  de  que  el  tenedor 
de  la  cosa  se  negase  á  exhibirla  ó  la  ocultase  ó  destruyese  para 
hacer  inefízaz  la  acción,  podría  en  el  primer  caso  el  Juez  em- 
plear medios  para  la  ejecución  de  su  mandato,  y  en  el  segundo, 
si  el  demandado  contraería  alguna  responsabilidad. 

La  antigua  ley  no  resolvía  nada  acerca  del  particular,  como 
lo  resolvieron  las  Partidas;  pero  toda  vez  que  en  ella  se  conce- 
día nna  acción  al  demandante,  y  de  la  cual  nacía  una  obliga- 
ción en  el  demandadp,  se  entendía  que  no  podía  suponerse  que 
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quedara  ineficaz  el  precepto  por  la  sola  voluntad  del  deman- 
dado. • 

Eb  verdad  que  hoy  no  podría  apuparse  estrictamente  el  pre- 
cepto de  la  ley  20,  título  II,  Partida  3.a,  que  «si  el  demandado 
á  quien  el  Juez  manda  que  muestre  la  cosa,  fuere  tenedor  della, 
ó  seyendo  rebelde  non  la  quisiere  mostrar,  puede  el  Juez  man- 
dar al  merino,  ó  á  la  justicia  de  la  tierra,  ó  del  logar,  que  gela 
tuelga,  ó  que  la  faga  parescer  en  juycio»;  porque  no  existen 
términos  hábiles  para  que  á  la»  fuerza  se  arranque  la  cosa  del 
poder  de  un  tenedor  5  pero  como  los  preceptos  judiciales  han  de 
obedecerse  dentro  de  los  límites  de  las  leyes,  y  cuando  se  des- 
obedecen, el  Juez  está  facultado  para  hacer  que  se  cumpla  su 
mandato  por  los  medios  que  las  mismas  leyes  le  facilitan;  en 
caso  de  negarse  sin  justa  causa,  el  demandante  puede  pedir  y  el 
Juez  deberá  acordar  todas  aquellas  medidas  de  apremio  que  re- 
conoce la  jurisprudencia,  y  á  costa  del  demandado,  y  si  no  fue- 
ra bastante,  exigirle  la  responsabilidad  á  que  por  su  mala  fe  y 
desobediencia  se  hace  acreedor. 

La  nueya  ley  ha  resuelto  la  cuestión,  al  disponer  en  su  ar~ 
tículo  501  que  el  que  se  niegue  sin  justa  causa  á  la  exhibición* 
de  que  tratan  los  casos  del  artículo  que  anotamos,  será  respon- 
sable de  los  daños  y  perjuicios  que  se  originen  al  actor,  el  cual 
podrá  reclamarlos  juntamente  con  la  demanda  principal.  El 
precepto  es  tan  terminante  como  justo. 

El  tercer  número  del  artículo  está  también  tomado  del  que 
ocupa  el  mismo  lugar  en  el  art.  222  de  la  anterior  ley,  adicio- 
nado únicamente  con  las  palabras  «ó  memoria  testamentaria 
del  causante  de  la  herencia  ó  legado».  Esta  omisión  en  la  anti- 
gua ley  no  ofreció  duda  alguna,  porque  nadie  podía  dudar  que 
las  disposiciones  testamentarias  á  que  se  refiere  la  ley  habían 
de  ser  las  del  causante  de  la  herencia,  pues  pedir  la  exhibición 
de  otra  disposición  testamentaria  hubiera  sido  hasta  una  ridi- 
culez. Así  se  deduce  también  del  contexto  de  la  ley  17,  títu- 
lo XXII,  Partida  3.a,  que  dice:  «Carta  de  testamento  ó  de  otra 
manda,  que  alguno  tuviere  si  le  fuere  en  juycio  demandarlo  que* 
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la  muestra  razonando  el  demandador  que  él  era  y  escripto  por 
heladero,  ó  que  le  era  dexada  alguna  manda  en  ella,  tenudo  es 
el  demandado  de  gela  mostrar.  Otrosí  quando  fuessen  muchos 
los  herederos,  é  el  uno  de  ellos  toviese  todas  las  cartas,  ó  el  tes- 
tamento, que  perteneciese  a  la  heredad,  que  si  alguno  de  sus  co- 
herederos le  pidiese  que  gelas  mostrase  por  querer  averiguar 
alguna  cosa  con  ellas,  en  cualquier  de  estas  razones,  ó  en  otras 
semejantes  dellas,  son  tenudos  los  demandados  de  mostrar  el 
testamento,  ó  la  carta,  á  los  demandadores  que  lo  demandan,  si 
la  tuvieran.» 

La  acción  exhibitoria  que  autoriza  este  número  se  refiere  ó 
se  dirige  contra  las  personas  que  tengan  en  su  poder  el  testa- 
mento, codicilo  ó  memoria  testamentaria  original,  no  contra  el 
que  posea  un  testimonio,  ó  copia  que  haya  sacado  á  su  costa, 
puesto  que  si  el  heredero  ó  legatario  desea  tener  otro,  puede  pe- 
dirlo al  que  tenga  el  original. 

La  adición  referente  á  las  memorias  testamentarias  ha  sido 
conveniente,  por  más  que  aun  cuando  la  antigua  ley  no  la  con- 
signaba, así  se  ha  venido  entendiendo  y  comprendiéndolas  en  la 
disposición  de  la  ley. 

Como  las  disposiciones  testamentarias  se  hacen  por  lo  gene- 
ral en  escritura  pública,  que  queda  protocolizada  en  la  escriba- 
nía, cuando  se  pídala  exhibición  de  estos  documentos,  elJuez 
la  decretará;  pero  entendiéndose  que  la  exhibición  ha  de  hacer- 
se en  la  misma  Notaría,  ó  en  el  archivo  de  protocolos  donde  ra- 
dique, pues  está  prohibido  sacar  éstos  del  local  donde  se  hallen. 

En  el  caso  de  este  número,  si  el  demandado  se  negare  á  ha- 
cer la  exhibición,  estará  sujeto  á  la  responsabilidad  que  deter- 
minará el  art.  501 ;  y  si  para  hacer  ilusoria  la  acción,  oculta  ó 
destruye  el  documento  que  tuviere  en  su  poder,  habrá  lugar  á 
perseguirle  criminalmente  con  arreglo  al  Código  penal. 

El  núm.  4.°  del  artículo  es  exactamente  el  mismo  del  artícu- 
lo 222  de  la  ley  anterior. 

Verificado  y  consumado  un  contrato  de  compraventa  entre 
el  comprador  y  vendedor,  queda  por  razón  de  la  cosa  vendida 
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una  relación  de  intereses,  y  tienen  mutuamente  derecho  para 
reclamarse  los  títulos  ó  documentos  que  necesiten  para  comba- 
tir las  pretensiones  del  que  trate  .de  perturbar  al  comprador  en 
la  propiedad  ó  posesión  de  la  cosa  comprada. 

Pero  según  el  espíritu  y  la  letra  de  este  número,  la  acción 
no  es  igual  en  todos  los  casos  para  el  comprador  y  vendedor. 

Al  comprador  le  corresponde  la  acción  exhibitoria  en  todo 
caso,  aun  cuando  el  vendedor  no  se  hubiera  obligado  á  la  evic- 
ción, y  al  vendedor  sólo  en  el  caso  de  haberse  obligado  á  la 
evicción.  La  razón  de  diferencia  está  en  que  el  comprador, 
como  primer  interesado  en  conservar  la  cosa  que  compró,  y  úni- 
co cuando  no  existe  la  evicción,  debe  procurarse  todos  los  me- 
dios que  necesite  para  combatir  las  pretensiones  contrarias,  y  si 
éstos  están  en  poder  del  vende<k>r7  debe  exhibirlos,  ya  porque 
ningún  perjuicio  sufre  en  ellos,  ya  también  porque  debió  haber- 
los entregado  cuando  otorgó  la  venta,  mientras  que  el  vende- 
dor sólo  en  el  caso  de  evicción  es  cuando  debe  salir  á  la  defen- 
sa de  la  cosa  vendida.  Es  decir,  que  las  palabras  «en  el  caso  de 
evicción  »  se  refieren  sólo  al  vendedor. 

Esta  es  la  doctrina  de  la  antes  citada  ley  de  Partida,  que 
dice:  «Tenudo  es  el  vendedor  al  comprador  de  mostrarle  las 
cartas,  é  el  recaudo,  que  tiene  de  aquella  cosa  que  vendió,  por- 
que él  se  pueda  amparar  de  aquellos  que  gela  demandan,  ó  por- 
que puede  probar,  si  acaesciere  alguna  dubda,  en  razón  de  los 
términos,  ó  délos  mojones  della.  Otro  tal  debe  facer  cuando  un 
orne  fuere  obligado  á  otro  por  carta  de  facerle  alguna  cosa  sana. » 
,  Lo  dicho  en  el  número  anterior,  en  cuanto  á  los  apremios  y 
responsabilidad  criminal,  es  aplicable  á  éste. 

El  párrafo  ó  número  quinto  y  último  dé  este  artículo  está 
también  tomado  del  artículo  de  la  antigua  ley,  pero  con  una 
adición  á  su  final  importante,  de  que  después  nos  ocuparemos. 

La  razón  de  este  número  es  la  misma  que  apoya  la  disposi- 
ción de  los* dos  anteriores.  Como  los  documentos  de  una  socie- 
dad cualquiera  interesan  á  todos  los  socios,-  todos  en  caso  de  un 
litigio  tienen  un  derecho  incuestionable  á'  que  sean  presentados 
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por  la  persona  que  los  tenga,  para  con  ellos  preparar  su  defen- 
sa y  sostener  la  acción  que  les  competa.  Así  lo  consigna  la 
ley  17,  título  II,  Partida  3.a:  «Esso  mismo  seria  cuando  alguna 
de  los  compañeros  toviese  cartas  de  las  cuentas  que  fuessen  co- 
munales de  todos. »  Siendo  también  aplicables  á  este  número, 
caso  de  negativa,  ocultación  ó  destrucción  de  esos  documentos, 
lo  dicho  sobre  apremios  y  responsabilidad  penal. 

La  adición  que  la  nueva  ley  ha  hecho  á  este  número,  con  re- 
lación á  la  anterior,  consiste  en  las  palabras  finales  «en  los  ca- 
sos en  que  proceda  con  arreglo  á  derecho»,  y  adición  que  mere- 
ce párrafo  aparte. 

Dice  la  nueva  ley  que  la  exhibición  de  documentos  y  cuen- 
tas de  la  sociedad  ó  comunidad  se  acuerde  tan  solamente  *en  los 
casos  en  que  proceda  conarreglo  á  derecho»,  cuando  en  la  ley  an- 
terior se  mandaba  únicamente  que  el  socio  ó  comunero  tenía  de- 
recho á  pedir  la  presentación  de  los  documentos  y  cuentas  de  la 
sociedad  ó  comunidad  al  socio  ó  condueño  que  los  tuviese  en  su 
poder;  y  como  en  el  párrafo  siguiente  mandaba  que  el  Juez  ac- 
cediera á  la  px-etensión  cuando  estimare  justa  la  causa  en  q»e 
se  fundaba  la  petición,  rechazándola  de  oficio  en  los  demás  ca- 
sos, con  lo  cual  venía  á  disponerse  lo  mismo  que  ahora,  habrá 
quien  piense,  y  con  razón,  que  algo  ha  querido  innovar  el  legis- 
lador al  variar  la  forma  del  mandato,  y  es  posible  que  esta  ob- 
servación produzca  fundadas  dudas  en  el  foro. 

La  primera  idea  que  se  forma  al  leer  la  adición  de  la  nueva 
ley  consiste  en  saber  qué  cuentas  podrán  existir  en  una  socie- 
dad ó  comunidad  que  los  socios  ó  comuneros  no  tengan  dere- 
cho á  que  se  les  exhiba,  porque  el  precepto  de  la  ley,  tal  como 
se  ha  redactado  ahora,  revela  que  hay  cuentas  en  una  sociedad 
ó  comunidad  de  las  que  tienen  derecho  á  enterarse  los  socios  o 
comuneros,  y  otras  de  las  que  no  tienen  derecho  á  enterarse; 
sin  embargo,  no  es  eso  lo  que  suponemos  ha  querido  decir  la 
ley,  porque,  si  bien  el  socio  ó  comunero  tiene  derecho  á  ente- 
rarse  de  los  documentos  y  cuentas  déla  sociedad  ó  comunidad, 
ese  derecho  no  puede  ejercitarse  siempre  por  la  vía  legal:  se 


Digitized  by 


Google 


OB.  II  —  TÍT.  II  —  ART.   497  661 

necesita  que  sea  para  preparar  un  litigio;  de  modo  que,  cuando 
ese  litigio  no  pueda  existir,  no  procederá  acordar  la  exhibición. 
Durante  la  sociedad  conyugal,  ¿tendrá  derecho  la  mujer  á  pe- 
dir al  marido  ia  exhibición  de  los  documentos  y  cuentas  de  la 
sociedad  conyugal  para  saber  si  existen  ó  nc  gananciales?  Ese 
es  uno  de  los  casos  en  que  debe  negarse  la  exhibición,  porque 
ese  litigio  no  puede  promoverse  durante  ia  expresada  sociedad. 
A  eso  es,  pues,  á  lo  que  se  refiere  el  mandato  del  legislador;  no 
á  negar  que  pueda  haber  documentos  ó  cuentas  en  la  sociedad 
que  no  interesan  á  los  socios;  y  este  mismo  concepto  estaba  ex- 
plicado por  la  ley  anterior,  sin  dar  lugar  á  las  dudas  que  puede 
ofrecer  el  artículo  anotado  si  no  se  fija  su  sentido  en  esa  forma. 

No  se  crea  que  con  esa  interpretación  habrán  desaparecido 
las  dudas  que  puedan  ofrecerse,  porque  nada  sería  más  erróneo; 
■  un  demandante  intenta  una  acción  á  todas  luces  improcedente, 
y,  sin  embargo,  el  Juez  no  puede  rechazarla  de  oficio  siempre 
que  su  forma  sea  legal;  y  si  en  ese  caso  se  niega  la  exhibición 
de  un  documento  en  que  fundar  esa  demanda  improcedente, 
podrá  equivaler  á  repeler  de  oficio  una  demanda  formulada  con 
arreglo  á  ia  ley,  lo  que  sería  ilegal. 

El  pensamiento  del  legislador  no  ha  sido  ese,  y  no  ofrecería 
dudas  en  la  práctica  si  hubiera  acertado  á  manifestarle  con 
precisión.  Terminada  la  sociedad  ó  comunidad,  los  socios  y  co- 
muneros tienen  derecho  á  pedir  la  exhibición  de  las  cuentas  y 
documentos  pertenecientes  á  la  sociedad  ó  comunidad,  y  du- 
rante éstas,  tan  sólo  en  el  caso  de  que  el  socio  tuviera  derecho 
al  reintegro  del  todo  ó  parte  del  capital,  los  intereses  ó  ganan- 
cias, ó  cuando  tuviera  acción  á  saber  si  existían  pérdidas.  Si 
fija  la  jurisprudencia  en  ese  sentido  la  ley,  podrán  evitarse  ver- 
daderas dudas  en  el  foro. 

El  párrafo  que  sigue  á  los  cinco  números  de  este  artículo 
está  también  tomado  de  la  ley  anterior,  que  se  puso  en  ella 
para  cortar  los  abusos  de  los  litigantes,  que,  prevalidos  de  la 
oscuridad  de  nuestras  leyes,  se  creían  autorizados  para  deducir 
toda  clase  de  pretensiones  por  la  vía  de  diligencias  previas  al 
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juicio,  con  grave  perjuicio  de  la  justicia.  El  párrafo,  pues,  de 
la  ley  es  terminante  y  su  precepto  absoluto.  En  primer  lugar, 
la  pretensión  que  se  deduzca  ha  de  estar  comprendida  en  al- 
guno de  los  cinco  casos  del  artículo,  únicos  admisibles;  y,  en 
segundo,  no  basta  que  esté  incluida  en  uno  de  ellos,  sino  que, 
además,  es  necesario  que  el  Juez  estime  justa  la  causa  en  que 
se  funda.  No  reuniendo  estos  dos  requisitos,  toda  pretensión 
que  se  haga  al  efecto  de  preparar  el  juicio,  el  Juez  la  rechazará 
de  oficio;  es  decir,  sin  petición  ni  audiencia  de  parte,  salvo  la 
excepción  consignada  en  el  art.  502,  de  que  después  nos  ocupa- 
remos. ' 

La  ley  deja,  pues,  al  prudente  arbitrio  judicial  la  aprecia- 
ción de  la  justicia  y  procedencia  de  su  petición.  Si  con  sólo  la 
pretensión  no  se  creyere  bastante  instruido  para  admitirla  ó 
rechazarla,  podrá  disponer  que  el  demandante  practique  algu- 
nas justificaciones  á  fin  de  conocer  sj  está  ó  no  fundada  la  soli- 
citud, y  fallar,  en  su  consecuencia,  con  la  facultad  discrecional 
que  la  ley  le  otorga. 

Téngase  presente  que  las  disposiciones  de  este  artículo  se 
refieren  sólo  á  la  preparación  del  juicio,  sin  que  por  ello,  y  á 
pesar  de  que  la  ley  habla  de  todo  juicio,  se  entienda  cohibida 
la  facultad  de  las  partes  para  preparar  la  vía  ejecutiva  por 
medio  de  la  confesión  judicial  y  reconocimiento  de  la  firma  de 
un  documento  privado,  diligencias  previas  autorizadas  por  los 
artículos  1.431  y  1.432  de  la  ley,  y  que  pueden  también  pedirse 
diligencias  que  no  estén  comprendidas  en  los  cinco  casos  del 
artículo,  no  como  preparatorias  del  juicio,  sino  para  garantizar 
su  resultado,  tales  como  el  embargo  preventivo  de  bienes  del 
demandado. 

Por  último,  este  artículo  de  la  nueva  ley  ha  venido,  en  su 
párrafo  último,  á  llenar  un  hueco  en  la  antigua.  Esto  es,  dispo- 
niendo que  la  providencia  denegando  la  pretensión  será  apela- 
ble en  ambos  efectos.  Así  se  entendió  después  de  la  ley  de  1855, 
aun  cuando  ésta  no  lo  decía,  porque,  teniendo  en  cuenta  la  na- 
turaleza de  esta  providencia,  que  es  interlocutoria  de  las  que 
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cansan  estado  é  infieren  un  perjuicio  irreparable,  se  entendía 
que  estaba  comprendida  en  la  regla  general  y  que  podía  pedirse 
de  ella  reposición  dentro  de  tercero  día  y  apelarse  en  un  tér- 
mino igual.  El  párrafo  de  la  nueva  ley  no  dice  nada  del  recurso 
de  reposición,  ni  fija  el  término  dentro  del  cual  habrá  de  ejecu- 
tarse. Pero  como  en  el  art.  377  ha  dicho  la  ley  que  contra  las 
providencias  (excepción  de  las  de  mera  tramitación)  y  autos 
que  dicten  los  Jaeces  de  primera  instancia  podrá  pedirse  repo- 
sición dentro  de  cinco  días,  y  en  el  380  que  contra  el  auto  reso- 
lutorio del  recurso  de  reposición  de  esas  providencias  y  autos 
podrá  apelarse  dentro  de  tercero  día,  parece  resuelta  la  cues- 
tión en  sentido  favorable  á  la  admisión  de  ambos  recursos.  Sin 
embargo,  para  evitar  perjuicios  bueno  será  que  en  el  escrito 
pidiendo  la  reposición  se  interponga  subsidiariamente  la  apela- 
ción para  el  caso  de  no  estimarse  el  primero. 

Artículo  498. 

En  el  caso  primero  del  artículo  anterior  se  procederá  en 
la  forma  prevenida  para  la  confesión  en  juicio  hasta  obtener 
en  su  caso  la  declaración  de  confeso. 

Este  artículo,  sin  precedentes  en  la  antigua  ley,  á  la  vez 
que  se  refiere  al  caso  1.°  del  anterior,  está  enlazado  con  las  dis- 
posiciones de  kt  sección  5.a,  capítulo  II  de  este  título  y  libro 
(artículos  579  y  siguientes),  con  arreglo  á  las  cuales  habrá  de 
procederse  para  obtener  la  declaración  jurada  acerca  de  la  per- 
sonalidad del  demandado.  El  que  solicite  la  declaración  podrá 
pedir,  y  así  se  acordará,  que  se  preste  bajo  juramento  decisorio 
ó  indecisorio,  haciendo  en  el  primer  caso  prueba  plena,  y  en  el 
segundo  sólo  perjudicará  al  confesante;  la  petición  se  hará  por 
escrito,  con  claridad  y  precisión  y  en  sentido  afirmativo,  con- 
cretándose á  hechos  objeto  de  la  demanda;  el  Juez  señalará  día 
y  hora  para  llevar  á  efecto  la  declaración,  citándose  el  que  haya 
de  ser  interrogado  con  un  día  de  anticipación  por  lo  menos,  vol- 
viéndosele á  citar  si  no  compareciere/  bajo  apercibimiento  de 
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tenerle  por  confeso  si  no  se  presentare;  el  declarante  respon- 
derá por  sí  mismo  de  palabra,  á  presencia  de  la  parte  contraria 
y  de  su  Letrado,  si  asistiere,  permitiéndose  consultar  notas  ó 
apuntes  que  no  sean  la  respuesta  misma;  las  contestaciones 
habrán  de  ser  afirmativas  ó  negativas;  se  le  apercibirá  en  el 
acto  por  el  Juez  de  tenerle  por  confeso  si  se  negare  á  declarar. 
Véanse  la  sección  y  artículos  citados  sobre  la  confesión  en 
juicio. 

Artículo  499. 

En  el  caso  2.°  del  art.  497,  si  exhibida  la  cosa  mueble, 
el  actor  manifestare  ser  la  misma  que  se  propone  demandar, 
se  reseñará  eu  los  autos  por  diligencia  del  actuario,  y  ae  deja- 
rá en  poder  del  exhibente,  previniéndole  que  la  conserve  en 
el  mismo  estado  hasta  la  resolución  del  pleito. 

También  podrá  decretarse,  á  instancia  del  actor,  el  depó- 
sito de  dicha  cosa  mueble,  si  concurrieren  los  requisitos  exi- 
gidos por  el  art.  1.400  para  que  pueda  decretarse  el  embar- 
go preventivo.  Este  depósito  será  de  cuenta  y  riesgo  del  que 
lo  pidiere,  y  de  derecho  quedará  sin  efecto,  con  indemniza- 
ción de  perjuicios,  si  aquél  no  entablare  su  demanda  dentro 
de  los  treinta  días  siguientes. 

Quedará  igualmente  sin  efecto  la  prevención  ordenada 
en  el  párrafo  primero  de  este  artículo,  si  no  se  interpusiere 
la  demanda  dentro  de  dicho  término. 

También  es  nuevo  este  artículo  en  la  moderna  ley,  y  está 
relacionado  con  el  caso  2.°  del  497  sobre  exhibición  de  la  cosa 
mueble.  Según  este  artículo,  si,  exhibida,  el  actor  manifestase 
ser  la  misma  que  se  propone  demandar,  se  reseñará  en  los  autos 
por  diligencia  del  actuario  y  se  dejará  en  poder  del  exhibente, 
previniéndole  que  la  conserve  en  el  mismo  estado  hasta  la  re- 
solución del  pleito.  Pero  como  no  siempre  los  que  litigan  lo  ha- 
cen de  buena  fe,  y  en  este  caso  la  desaparición,  destrucción  ó 
modificación  de  la  cosa  objeto  de  la  demanda  pudiera  hacer  in- 
eficaz la  acción  del  demandante,  nada  más  justo  y  conveniente 
que  la  ley  autorice  á  éste  para  pedir  el  depósito  de  dicha  cosa 
si  concurrieren  los  requisitos  exigidos  en  el  art.  1.400  para  que 
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pueda  decretarse  el  de  los  embargos  preventivos,  que  son 
presentación  del  documento  en  que  resulte  la  existencia  de 
deuda;  que  el  deudor  contra  quien  se  pida  sea  extranjero  no  i 
turalizado  en  España;  que,  aunque  español  ó  naturalizado, 
tenga  domicilio  conocido  ó  bienes  raíces,  ó  un  establecimiei 
agrícola,  industrial  ó  mercantil  en  el  lugar  donde  correspon 
demandarle;  que,  aun  teniendo  esas  circunstancias,  haya  d 
aparecido  de  su  domicilio  ó  establecimiento  sin  dejar  perso 
alguna  al  frente  de  él,  ó  que  ésta  ignore  su  residencia,  ó  q 
se  oculte,  ó,  en  fin,  que  exista  motivo  racional  para  creer  q 
ocultará  ó  malbaratará  sus  bienes  en  daño  de  sus  acreedores. 
Pero  como  todas  estas  circunstancias  no  son  más  que  sos] 
chas,  y  esto  no  basta  para  condenarle  y  producirle  gastos  y  d 
pojarle,  siquiera  sea  por  el  momento,  de  la  cosa,  la  ley,  en  e 
caso  de  depósito,  ha  prescrito,  y  con  razón  sobrada,  que  el  < 
pósito  sea  de  cuenta  y  riesgo  del  que  lo  pidiere,  y  de  derec 
quedará  sin  efecto,  con  indemnización  de  perjuicios,  si  no  en 
Ma  la  demanda  dentro  de  los  treinta  días  siguientes.  Y  quedí 
también,  según  el  párrafo  segundo  de  este  artículo,  sin  efe 
la  prevención  ordenada  en  el  primero,  si  no  se  interpusiere 
demanda  dentro  de  dicho  término;  prescripciones  justísim 
pues  si  la  ley  ha  tratado  de  prevenirse  contra  la  mala  fe  de 
demandado,  debe  también  prevenirse  contra  la  de  un  dem¡ 
dante,  que  pudiera  tener  en  suspenso  la  posesión  ó  propiec 
de  la  cosa  del  que  la^  poseía  é  inciertos  los  derechos  de  é 
á  ella. 

Artículo  500. 

En  el  caso  3.°  del  art.  407  no  estará  obligado  á  la  ex 
bición  del  documento  el  que  designe  en  el  acto  de  ser  reqi 
rido  el  protocolo  ó  archivo  donde  se  halle  el  original. 

Este  artículo  ha  venido  á  resolver  una  duda  que  ofrecía 
ley  anterior  de  Enjuiciamiento  civil;  pero  la  ha  resuelto  en  c 
tra  de  la  jurisprudencia  que  más  generalmente  se  había  es 
Mecido.  El  núm.  3.°  del  art.  497  de  esta  ley,  como  el  núm. 
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del  art.  222  de  la  ley  anterior,  conceden  al  que  se  crea  con  de- 
recho á  una  herencia  pedir  la  exhibición  de  la  disposición  tes- 
tamentaria de  que  dimana  su  derecho;  pero  se  entendía  que  ese 
derecho  era  para  pedir  la  exhibición  del  documento  original  y 
no  los  traslados  ó  testimonios,  porque  éstos  se  reputan  como 
una  propiedad  exclusiva  del  que  los  posee. 

Pues  bien:  el  artículo  que  anotamos  ha  venido  á  resolver  esa 
duda  contra  la  práctica  más  generalmente  establecida,  ó  impo- 
ne al  que  posee  el  documento  original  la  obligación  de  exhi- 
birle, y  al  que  posee  un  traslado  ó  testimonio,  la  misma  obliga- 
ción; sólo  que  en  este  caso  puede  eximirse  de  ella  designando 
en  el  acto  de  ser  requerido  el  protocolo  ó  archivo  donde  se  halle 
el  original.  De  modo  qud  el  poseedor  del  traslado  ó  testimonio 
queda  exento  de  la  obligación  de  exhibir  .el  documento  con  sólo 
manifestar  el  archivo  donde  se  encuentre.  Y  si  se  designa  en 
tal  caso  el  archivo  de  protocolos  de  un  Juzgado,  sin  designar  el 
año  ni  el  Notario  que  le  autorizó,  no  serán  pocas  las  dificulta- 
des que  en  casos  dados  se  presenten  para  encontrarle;  porque 
entiéndase  que  la  obligación  de  designar  el  protocolo  ó  archivo 
es  disyuntiva,  y,  por  consiguiente,  cumplirá  el  requerido  con 
manifestar  lo  uno  ó  lo  otro. 

Nada  dispone  tampoco  la  ley  para  el  caso  en  que  haya  des- 
aparecido el  protocolo  ó  el  archivo,  ni  para  el  caso  en  que  no  se 
encuentre  el  documento  en  el  protocolo  ó  archivo  que  se  hayan 
designado.  Por  consiguiente,  como  las  obligaciones  no  se  pre- 
sumen, cumplido  por  el  demandado  lo  que  la  ley  le  impone,  no 
existe  ya  derecho  en  el  demandante  para  pedir  otra  cosa,  por 
más  que  no  se  encuentre  el  documento  que  se  desea  adquirir  y 
por  más  que  no  se  cumpla  el  objeto  que  la  ley  se  ha  propuesto 
en  este  artículo.  Ya  que  se  ha  entrado  en  el  camino  de  imponer 
una  obligación  al  dueño  de  un  documento  cuando  le  ha  adquiri- 
do sin  ese  gravamen,  debía  haberse  llevado  ese  mandato  algo 
más  adelante  y  deducir  todas  las  consecuencias  del  principio 
que  se  había  adoptado,  pues  de  otro  modo  puede  resultar  letra 
muerta  lo  que  se  dispone  en  este  artículo  respecto  á  la  exhibi- 
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ción  de  las  copias  ó  testimonios,  y  disponer,  además  de  lo  que 
se  ha  mandado,  que  cuando  el  archivo  ó  protocolo  designado 
por  el  demandado  hubiera  desaparecido,  la  persona  que  tuviese 
en  su  poder  un  testimonio  ó  traslado  del  documento  que  intere- 
saba adquirir,  debería  exhibirle,  así  como  cuando  no  se  encon- 
trara en  el  archivo  ó  protocolo  que  se  hubiese  designado,  para 
evitar  con  ello  los  perjuicios  que  pudieran  sobrevenir  á  un  ter- 
cero por  la  mala  voluntad  de  la  persona  en  cuyo  poder  se  en- 
contrare el  documento. 

Artículo  501. 

El  que  se  niegue,  sin  justa  causa,  á  la  exhibición  de  que 
tratan  los  casos  2.°,  3.°,  4.°  y  5.°  del  art.  497,  será  respon- 
sable de  los  daños  y  perjuicios  que  se  originen  al  actor,  el 
cual  podrá  reclamarlos  juntamente  con  la  demanda  prin- 
cipal. 

Si  el  requerido  se  opusiere  á  la  exhibición,  se  sustanciará 
y  decidirá  su  oposición  por  los  trámites  establecidos  para  los 
incidentes. 

Ya  hemos  dicho  que  este  artículo  ha  resuelto  la  duda  que 
producía  el  silencio  de  la  antigua  ley,  de  si  en  el  caso  de  que  el 
tenedor  de  la  cosa  se  negase  á  exhibirla  ó  la  ocultare  ó  destru- 
yere, podría  el  Juez  emplear  medios  legales  para  el  cumplí 
miento  de  su  mandato,  y  si  el  demandado  contrajera  alguna  res- 
ponsabilidad. 

Este  artículo,  que  no  solamente  se  refiere  ai  caso  de  la  exhi- 
bición de  la  cosa  mueble,  sino  también  al  del  testamento  ó  dis- 
posición testamentaria,  al  de  los  títulos  y  documentos  relativos 
á  la  cosa  vendida  y  á  los  documentos  y  cuentas  de  la  sociedad, 
dice  terminantemente  que  el  que  se  niegue,  sin  justa  causa,  á  la 
exhibición,  será  responsable  de  los  daños  y  perjuicios  que  se 
originen  al  actor,  el  cual  podrá  reclamarlos  juntamente  con  la 
demanda  principal. 

El  segundo  párrafo  de  este  artículo  ya  no  trata  de  lo  ne- 
gativa del  requerido  á  la  exhibición,  sino  de  su  oposición  á  ella, 
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•por  creer,  aun  cuando  la  ley  no  lo  dice,  que  no  tiene  obligación 
de  hacerla;  y  para  este  caso  de  oposición  fundada,  la  ley  ha 
marcado  que  esta  oposición  se  decida  por  los  trámites  estableci- 
dos para  los  incidentes.  (Véanse  los  artículos  741  y  siguientes.) 

Artículo  502. 

Fuera  do  los  casos  expresados  en  el  art.  497,  no  podrá 
el  que  pretenda  demandar,  pedir  posiciones,  informaciones 
de  testigos  ni  ninguna  otra  diligencia  de  prueba,  salvo 
cuando  por  edad  avanzada  de  algún  testigo,  peligro  inmi- 
nente de  su  vida,  proximidad  de  una  ausencia  á  punto  con 
el  cual  sean  difíciles  ó  tardías  las  comunicaciones,  ú  otro 
motivo  poderoso,  pueda  exponerse  el  actor  á  perder  su  de- 
recho por  falta  de  justificación,  en  cuyo  casó  podrá  pedir,  y 
el  Juez  decretará,  que  sea  examinado  el  testigo  ó  testigos 
que  estén  en  las  circunstancias  referidas,  verificándose  su 
-examen  del  modo  que  se  previene  en  los  artículos  respecti- 
vos de  esta  ley. 

Estas  diligencias  se  unirán  á  los  autos,  luego  que  se  pre- 
sente la  demanda.  (Ley  ant.,  art.  223.) 

Este  artículo  es  exactamente  el  mismo  que  ocupaba  el  nú- 
mero 223  de  la  ley  anterior. 

Consignado  en  el  penúltimo  párrafo  del  art.  497  que  la  peti- 
ción de  documentos  ó  diligencias  que  no  estén  comprendidas 
en  los  cinco  casos  de  dicho  artículo,  el  Juez  la  rechazará  de  ofi- 
cio, parece  una  redundancia  la  prohibición  contenida  al  prin- 
cipio de  e9te  artículo,  que  no  es  otra  cosa  que  una  reproduc- 
ción de  aquel  precepto,  aunque  en  otros  términos. 

Tres  prohibiciones  consigna  expresamente  este  articulo:  pe- 
dir posiciones,  informaciones  de  testigos  ú  otra  diligencia  de 
prueba.  Y  como  ninguna  de  estas  diligencias  está  consignada 
«n  los  cinco  números  del  art.  497,  de  aquí  que  las  prohibiciones 
del  que  anotamos  estén  implícitamente  prohibidas  en  aquél. 

Y  lo  contrario  hubiera  sido  un  absurdo.  Preceptuadas  las 
formas  de  un  juicio  y  teniendo  cada  actuación  un  término  y 
un  trámite  que  aquéllas  designan,  sería,  además  de  ilógico,  in- 
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justo  permitir  que  se  alterase  ese  orden  establecido,  practi- 
cando diligencias  de  prueba  antes  de  que  el  pleito  hubiera  co- 
menzado, antes  de  que  las  partes  hubiesen  comparecido  en  jui- 
cio, presentando  la  una  su  demanda  y  la  otra  contestándola,  y 
antes  de  entablada  la  lucha  ó  contienda  judicial. 

Incidentalmente  se  habla  en  este  artículo  de  posiciones  é  in- 
formaciones de  testigos;  y  como  estas  diligencias  ó  actuaciones 
tienen  su  verdadero  lugar  en  otro  sitio  de  esta  ley,  al  llegar  á 
él  daremos  la  definición  de  ellas,  á  la  vez  que  expongamos  la 
doctrina  que  a  las  mismas  se  refiere.  Pero  sí  haremos  notar 
aquí  la  razón  de  por  qué  se  prohibe  la  práctica  de  esas  actua- 
ciones en  las  diligencias  preparatorias  para  entablar  una  de- 
manda. 

Según  el  precepto  del  art.  579,  desde  que  se  recibe  el  pleito 
á  prueba  hasta  la  citación  para  sentencia,  en  primera  instan- 
cia, todo  litigante  está  obligado  á  declarar,  bajo  juramento 
(que  son  precisamente  las  posiciones),  cuando  así  lo  exigiere  el 
contrario.  Ó  lo  que  es  lo  mismo,  que  no  hay  obligación  de  eva- 
cuar esas  posiciones  antes  de  que  se  haya  contestado  la  deman- 
da, y,  en  su  consecuencia,  no  pueden  formularse  antes.  Y  esta 
doctrina  está  sancionada  en  la  ley  1.a,  título  XII,  Partida  3.a, 
al  decir  que  «tales  preguntas  como  éstas  se  pueden  facer  des- 
pués que  el  pleito  es  comenzado  por  demanda  é  por  respuesta,  é 
non  ante».  Doctrina  que  reprodujeron  las  leyes  recopiladas. 

No  se  olvide,  sin  embargo,  que  estas  prescripciones  no  tie- 
nen aplicación  á  los  juicios  ejecutivos,  que  se  rigen  por  otras 
distintas,  y  en  las  ouales  es  permitido  preparar  la  acción,  pi- 
diendo confesión  jurada  ó  reconocimiento  de  firmas. 

Eespecto  á  las  informaciones  de  testigos,  su  prohibición  en 
las  diligencias  preparatorias,  también  la  consignó  la  ley  2.a,  tí- 
tulo XVI,  Partida  3.a,  diciendo:  «los  testigos  no  deben  ser  antes 
recibidos  quel  pleyto  sea  comenzado  por  demanda  é  por  respues- 
ta», y  se  consigna  también  en  este  artículo:  pero  se  entiende 
para  los  efectos  civiles,  no  para  los  criminales,  porque  los  Jue- 
ces no  pueden  negar  el  derecho  á  preparar  la  acción  criminal, 
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por  medio  de  dicha  información  de  testigos,  para  acreditar  4 
hecho  punible  y  su  autor,  y  la  parte,  cuando  interponga  su  pre- 
tensión, debe  manifestar  expresamente  que  qaiere  preparar  la 
acción  criminal. 

Pero  nuestra»  ley  es  r  tanto  antiguas  coma  modernas,  no  po- 
dían olvidar  que  hay  casos  en  que  es  necesario  admitir  esas  di- 
ligencias, ú  otras  de  prueba,  aun  antes  de  que  hubiese  comen- 
zado el  pleito,  lo  mismo  respecto  del  demandante  que  el  deman- 
dado, y  que  se  apoyan  en  un  motivo  de  reconocida  justicia,  por- 
que, como  dice  la  ley  de  Partida  antes  citada,  «son  de  tal  natu- 
ra, que  si  ante  non  se  recibiessen,  p&dria  ser  que  perdiera  el 
demandador  ó  el  demandado  su  derecho». 

El  primer  motivo  de  excepción  que  consignaba  la  anterior 
ley  de  Enjuiciamiento  y  reproduce  la  actual  es  la  edad  avan- 
zada de  algún  testigo,  que  la  de  Partida  expresaba  bajo  la  fór- 
mula de  «cuando  los  testigos  fuessen  viejos.»  Ni  una  ni  otras 
leyes  determinan  la  edad  que  debe  fijarse,  dejándose  esto  al 
prudente  arbitrio  del  Juez,  que  habrá  de  atender  para  ello,  al 
par  que  á  la  edad,  á  la  naturaleza  del  testigo,  á  su  salud,  acha- 
ques de  otras  consideraciones  que  hagan  temer  con  fundamento 
por  sa  existencia. 

El  peligro  inminente  de  vida  es  el  segundo  caso  en  que,  por 
excepción,  puede  pedirse  la  información  de  testigos.  Pero  no 
basta  que  exista  el  peligro  ordinario  de  morir,  sino  que  ha  de 
^er  inminente,  esto  es,  probable  ó  posible,  por  la  situación  en 
que  los  testigos  se  encuentren,  como  «estar  enfermos  de  manera 
que  temiesen  que  se  moririan,  ante  que  dixessen  su  testimonio, 
ó  si  por  ventura  los  testigos  estuviesen  aparejados  para  ir  en 
hueste»,  según  dice  la  citada  ley  de  Partidas;  así  como  cuando 
una  población  está  invadida  por  una  epidemia. 

Y  el  tercer  caso  se  refiere  á  la  proximidad  de  una  ausencia 
ó  punto  con  el  cual  sean  difíciles  ó  tardías  las  comunicaciones, 
ó  como  decía  la  citada  ley  alfonsina,  cuando  los  testigos  «fues- 
sen en  romería,  ó  en  otro  lugar  do  oviessen  á  facer  grand  tar- 
danza, de  guisa  que.  fuesen  en  dubda  de  su  tornada». 
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La  única  innovación  que  en  este  punto  hizo  la  antigua  ley 
de  Enjuiciamiento,  y  copia  la  actual,  con  referencia  á  la  legis- 
lación de  las  Partidas,  es  el  aditamento  «ú  otro  motivo  podero- 
so» para  practicar  esas  informaciones.  También  queda  esto  al 
arbitrio  judicial.  La  razón  de  la  ley  es  que  las  partes  puedan 
estar  expuestas  á  perder  su  derecho  por  falta  de  justificación,  y 
este  fundamento  es  al  que  han  de  atenerse  los  Jueces  para  con- 
ceder ó  denegar  las  informaciones  de  testigos  antes  de  empe- 
ñarse la  cuestión  ó  contienda  judicial. 

Téngase  en  cuenta  que  el  precepto  del  artículo,  en  cuanto 
al  Juez,  es  imperativo  y  absoluto.  Dice  que  el  actor  podrá  pedir 
esas  informaciones  justificadas  y  el  Juez  «decretará»,  no  que 
«podrá  decretar»,  que  sea  examinado  el  testigo  ó  testigos.  Pre- 
cepto absoluto,  que  sólo  podrá  modificarse  por  no  concurrir,  á 
juicio  del  Juez,  los  requisitos  y  circunstancias  que  al  efecto 
exige  la  ley.  Esta  apreciación  la  ha  de  hacer  sólo  el  Juez,  sin 
audiencia  de  la  parte  contraria.  No  así  el  examen  de  los  testi- 
gos, que  debe  hacerse  previa  citación  contraria,  como  toda 
diligencia  de  prueba,  á  la  que  pertenecía  la  información  de  que 
tratamos,  por  más  que  aquí,  y  por  excepción,  no  esté  colocado 
en  su  verdadero  sitio  y  lugar;  porque  en  otro  caso,  esa  parte  no 
podría  presenciar  el  juramento  de  los  testigos,  si  su  examen  no 
se  hiciera  con  su  citación. 

SECCIÓN   TERCERA 

DE   LA   PRESENTACIÓN    DE   DOCUMENTOS 

Esta  sección  es  nueva  en  la  ley,  con  referencia  á  la  de  1855, 
y  es  el  desarrollo  de  la  base  6.a  de  la  ley  de  21  de  Junio,  que 
disponía  ordenar  lo  conveniente  para  que  las  partes  presenten 
los  documentos  en  que  funden  su  derecho,  bien  por  copia  sim- 
ple, bien  originales,  antes  de  que  el  pleito  se  reciba  á  prueba, 
sin  perjuicio  de  que  en  el  primer  caso  lo  hagan  en  forma  feha- 
ciente durante  el  término  probatorio,  y  que  la  prueba  se  limite 
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á  los  hechos  impugnados  y  se  practique  toda  ella  con  publicidad 
é  intervención  de  los  litigantes,  fijando  un  plazo  improrrogable 
para  proponerla  y  otro  para  practicarla,  y  que  con  todos  los  es- 
critos que  presenten  las  partes  acompañarán  copia  simple  en 
papel  común,  firmada  por  los  litigantes  ó  sus  representantes  en 
el  pleito. 

Se  entiende  por  documento,  en  lenguaje  jurídico,  la  escritu- 
ra ó  documento  con  que  se  prueba  ó  confirma  alguna  cosa.  La 
ley  1.a,  tít.  XVIII,  de  la  Partida  3.a,  llamaba  escritura  á  toda 
clase  de  documentos,  diciendo  que  «es  testimonio  de  las  cosas 
pasadas,  ó  averiguamiento  del  pleyto  sobre  que  es  fecha,  y  que 
de  ella  nace  muy  grand  pro»,  y  en  el  proemio  al  mismo  título  y 
Partida  se  decía:  «tanto  bien  viene,  é  afirmar  lo  que  es  de  nue- 
vo fecho,  é  muestra  carreras  por  do  le  enderezar,  lo  que  ha 
de  ser». 

Los  autores  antiguos  dividían  los  documentos  en  públicos, 
auténticos  y  privados;  la  ley  de  Enjuiciamiento  anterior  los 
agrupó  en  documentos  públicos  y  solemnes  y  documentos  pri- 
vados, y  la  nueva  ley  ha  seguido  esta  misma  división,  como 
después  veremos  al  ocuparnos  de  cada  uno  de  ellos. 

Artículo  503. 

A  toda  demanda  ó  contestación  deberá  acompañarse  ne- 
necesariamente: 

1.°  El  poder  (|ue  acredite  la  personalidad  del  Procura- 
dor siempre  que  éste  intervenga. 

2.°  El  documento  ó  documentos  que  acrediten  el  carác- 
ter con  que  el  litigante  se  presente  en  juicio,  en  el  caso  de 
tener  representación  legal  de  alguna  persona  ó  Corporación, 
ó  cuando  el  derecho  que  reclame  provenga  de  habérsele 
otro  transmitido  por  herencia  ó  por  cualquier  otro  título. 

3.°  La  certificación  del  acto  de  conciliación,  ó  de  haber- 
se intentado  sin  efecto,  en  los  casos  en  que  es  requisito  in- 
dispensable para  entrar  en  el  juicio. 

Este  artículo  es  nuevo  en  este  lugar,  y  las  disposiciones  de 
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los  dos  primeros  números  más  bien  í 
cia  en  juicio  qne  á  la  imposición  ó  c 
La  ley  ha  dicho  en  su  art.  3.°  que 
será  por  medio  de  Procurador  y  con 
el  cual  acompañará  precisamente  c< 
no  se  dará  curso  sin  este  requisito,  í 
de  presentarlo.  Si  el  primer  escrito 
dan  te  no  ha  pedido  diligencias  prev 
pedido,  no  ha  presentado  el  poder,  p 
tículo  4.°  le  exime  de  esa  obligación 
nares  del  juicio,  claro  es  que  si  ha 
terminante  del  art.  3.°,  ha  de  preseí 
demandado  al  comparecer  contestan 
cripción  del  núm.  2.°  también  está  i 
decir  cómo  se  ha  de  comparecer  en  j 
por  los  que  no  tienen  capacidad  lega 
demás  Corporaciones  y  entidades  jti 

Como  el  acto  de  conciliación  es 
sario  para  la  sustanciación  de  algui 
mina,  el  precepto  del  párrafo  tercer 
rio,  porque  el  Juez  no  puede  saber  s 
se  ha  intentado  por  lo  menos,  si  nc 
del  mismo. 

Ya  ha  dicho  la  ley  en  el  segund 
serán,  no  obstante,  válidas  y  subsi 
se  hayan  practicado  sin  este  requisi 
en  que  el  Juez  haya  incurrido;  peí 
ción  del  acto  en  cualquier  estado  el 
falta. 

Artículo 

También  deberá  acompañarse 
tación  el  documento  ó  documento 
da  funde  su  derecho. 

Si  no  los  tuviere  á  su  disposk 
ó  lugar  en  que  se  encuentren  los 
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Se  entenderá  que  el  actor  tiene  á  su  disposición  los  do- 
cumentos, y  deberá  acompañarlos  precisamente  á  la  deman- 
da, siempre  que  existan  los  originales  en  un  protocolo  ó 
archivo  público  del  que  pueda  pedir  y  obtener  copias  feha- 
cientes de  ellos.  (Ley  ant.,  art.  225,  par.  J.°) 

Aunque  el  párrafo  1.°  del  art.  225  de  la  antigua  ley  ha  ser- 
vido da  base  para  formar  el  de  la  nueva  que  comentamos,  son, 
sin  embargo,  distintas  sus  disposiciones.  En  primer  lugar,  aquel 
artículo  se  referia  sólo  al  actor  y  á  la  demanda,  y  éste  se  refie- 
re á  la  demanda  y  á  la  contestación;  y  el  artículo  de  la  nueva 
ley  ha  puesto  por  vía  de  aclaración  un  párrafo  importante,  cual 
es  el  de  que  se  entenderá  que  el  actor  tiene  á  su  disposición  los 
documentos  y  deberá  acompañarlos  precisamente  á  la  demanda, 
siempre  que  existan  los  originales  en  un  protocolo  ó  archivo 
público  del  que  pueda  pedir  y  obtener  copias  fehacientes  de 
ellos;  párrafo  encaminado,  sin  duda,  á  evitar  los  abusos  que  se 
cometían  al  proponer  la  demanda  sin  presentar  los  documentos 
en  que  se  apoyaba,  alegando  no  hallarse  en  poder  del  deman- 
dante. 

La  ley  1.a,  título  III,  libro  XI  de  la  Novísima  Recopilación, 
disponía  que  el  actor  presentara  con  la  demanda  las  escrituras 
en  que  la  apoyase,  y  el  reglamento  provisional  para  la  adminis- 
tración de  justicia  reprodujo  en  la  regla  1.a  de  su  art.  48  el  pre- 
cepto, que  la  anterior  ley  de  Enjuiciamiento  y  la  moderna  han 
ampliado  y  determinado. 

La  razón  de  este  precepto  está  en  que  no  sería  justo  tratar 
de  sorprender  al  demandado  con  una  petición  que  sólo  estuviera 
apoyada  en  el  dicho  del  demandante,  para  reservarse  después 
hacer  uso  de  esos  documentos  en  un  tiempo  en  que  su  contrario 
no  podría  ya  proporcionarse  armas  para  combatirlos.  Y  si  la 
lucha  ha  de  ser  igual,  el  precepto  de  la  nueva  ley,  haciendo  ex- 
tensiva al  demandado  esa  presentación  en  la  contestación  á  la 
demanda,  es  plausible,  puesto  que  así  ambas  partes  van  á  la 
prueba,  que  es  dónde  se  libra  el  verdadero  combate  judicial, 
preparadas  por  igual  á  la  defensa. 
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Esos  documentos  han  de  ser  precisamente  aquellos  en  que 
las  partes  funden  su  derecho;  no  los  que  puedan  tener  más  ó 
menos  relación  con  el  pleito.  Así,  por  ejemplo,  el  título  de  pro- 
piedad, si  se  entabla  una  demanda  de  dominio;  la  escritura  en 
que  conste  la  obligación,  si  se  trata  del  cumplimiento  de  ésta; 
la  escritura  ó  documento  donde  conste  el  contrato,  si  la  acción 
entablada  se  dirige  al  cumplimiento  de  éste;  el  testamento  ó 
disposición  testamentaria,  si  se  trata  de  la  petición  dé  una  he- 
rencia, etc. 

No  siempre  están  en  poder  de  las  partes  los  documentos  en 
que  funden  sus  acciones,  ni  les  es  dable  el  adquirirlos;  y  de  aquí 
la  disposición  del  párrafo  2.°  de  este  artículo,  de  que  si  no  los 
tuviere  á  su  disposición,  designe  el  archivo  ó  lugar  en  que  se 
encuentren  los  originales.  Pero  este  precepto,  un  tanto  vago  en 
la  antigua  ley,  dio  motivo  á  los  litigantes  de  mala  fe  para  su- 
poner que  bastaba  que  un  interesado  no  tuviere  en  su  poder  los 
documentos  para  que  desde  luego  creyera  haber  cumplido  con 
el  mandato  de  la  ley  designando  el  punto  donde  se  encontraran 
los  originales.  Explicando  los  Sres.  Manresa  y  Reus  las  pala- 
bras de  la  ley,  de  no  tener  los  demandantes  á  su  disposición  los 
documentos,  entendieron  que,  pudiendo  pedir  el  traslado  del 
documento,  se  entendía  que  tenían  éste  á  su  disposición;  y  con 
efecto,  la  nueva  ley,  por  su  último  párrafo  del  artículo  que  ano- 
tamos, ha  dado  igual  explicación  de  esas  palabras,  al  decir  que 
se  entenderá  que  el  actor  tiene  á  su  disposición  los  documentos 
y  deberá  acompañarlos  precisamente  á  la  demanda,  siempre  que 
existan  los  originales  en  un  protocolo  ó  archivo  público  del  que 
pueda  pedir  y  obtener  copias  fehacientes  de  ellos. 

Cuando  los  documentos  en  que  se  funde  la  acción,  y  entién- 
dase que  la  ley  se  refiere  lo  mismo  á  los  públicos  que  á  los  pri- 
vados, sean  de  los  que  no  están  á  su  disposición,  tal  como  la  ley 
-entiende  estas  palabras,  debe  pedir  en  la  demanda  ó  contesta- 
ción por  medio  de  otrosíes  que  se  exhiban,  si  es  posible,  ó  se 
saque  testimonio  de  ellos. 

Ahora  bien :  ¿deberán  presentarse  todos  los  documentos  que 
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justifiquen  el  derecho  de  la  parte  que  los  acompaña?  ¿Podrá, 
prescindirse  de  alguno?  Al  discutirse  la  ley  de  Bases  de  21  de 
Junio  de  1880,  un  señor  Senador,  ocupándose  de  la  base  6.a, 
decía  «que  debía  contraerse  á  los  documentos  que  fueran  pues 
tos  en  duda,  siendo  la  duda  fundada  á  juicio  del  Tribunal;  que 
si  los  documentos  no  se  han  puesto  en  duda,  por  qué  someterlos 
á  prueba;  que  muchas  veces  las  dudas  se  suscitan  por  mala  fe 
del  contrario,  ó  por  procurar  dilaciones  en  el  juicio,  y  que  de- 
bía redactarse  la  base  en  el  sentido  de  que  sólo  se  sometiesen  á- 
prueba  aquellos  documentos  que  ofreciesen  duda  á  juicio  del 
Tribunal».  A  lo  cual  contestó  un  individuo  de  la  Comisión 
«que  no  hay  materia  de  prueba  respecto  del  documento  que  no 
se  impugna  ó  que  ha  sido  aceptado,  y  se  deja  al  arbitrio  del 
Juez  el  conceder  ó  negar  esta  prueba;  que  como  la  prueba  ha  de 
recaer  en  cláusulas  que  no  se  aceptan  por  una  de  las  partes, 
parece  que  es  innecesaria  la  aclaración,  y  que  sería  peligroso 
hacerla  en  los  términos  propuestos,  porque  exigiría  un  juicio 
previo  del  Juez,  y  éste  sólo  debe  dar  su  fallo  final;  y  que  eso 
debe  quedar  exclusivamente  al  arbitrio  de  los  litigantes  para 
que  decidan  qué  prueba  es  necesaria;  porque  si  no  se  hiciera 
así,  sería  dar  lugar  á  frecuentes  recursos  de  casación  por  que- 
brantamiento de  forma».* 

Ténganse  presentes  las  siguientes  disposiciones  de  la  ley  del 
Timbre  y  del  impuesto  de  Derechos  reales  relativas  á  la  pre- 
sentación de  documentos. 

Ley  del  Timbre.  —  Art.  219.  No  será  admitido  por  las  Auto- 
ridades, Tribunales  y  oficinas,  tanto  del  Estado  como  de  la  Pro- 
vincia ó  del  Municipio,  ni  tampoco  por  las  Sociedades,  ni  por 
los  particulares,  documento  alguno  que  carezca  del  timbre  co- 
rrespondiente, bajo  la  responsabilidad  de  la  multa  que  proceda r 
y,  en  su  caso,  del  reintegro  además. 

Art.  223.  Las  Autoridades,  funcionarios,  Corporaciones,  So- 
ciedades ó  particulares  que  admitan  documentos  ó  escritos  de 
cualquiera  clase  de  los  sujetos  al  impuesto  del  Timbre  sin  que 
lleven  el  prescrito  por  la  ley,  serán  responsables  subsidiaria- 
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mente  del  reintegro,  con  los  que  debieron  emplearlo,  quedando 
además  sujetos  al  pago  de  una  multa  igual  á  la  impuesta  á  los 
primeramente  responsables. 

Impuesto  de  Derechos  reales.  —  Art.  19.  No  se  admitirán  ni 
surtirán  efecto  en  las  oficinas  ó  Tribunales,  de  cualquier  clase 
que  sean,  ni  podrán  inscribirse  en  el  Registro  de  la  propiedad 
ni  en  el  mercantil,  los  documentos  en  que  se  haga  constar  acto 
alguno  sujeto  al  impuesto',  sin  que  conste  en  el  mismo  la  nota 
puesta  por  el  liquidador  de  haberlo  satisfecho,  ó  la  de  exención 
en  su  caso.  Las  autoridades  ó  funcionarios  que  los  admitan  ó 
-cursen  sin  dicho  requisito,  incurrirán  en  una  multa  de  50  á  500 
pesetas,  que  será  impuesta  por  el  Ministro  de  Hacienda  á  pro- 
puesta de  la  Dirección  general  de  lo  Contencioso  del  Estado. 

Si  el  funcionario  ante  quien  se  presentase  el  documento  no 
^estuviese  conforme  con  la  calificación  que  entrañe  la  nota  ex- 
tendida en  el  mismo  por  el  liquidador,  por  considerar  que  no  se 
ha  satisfecho  el  impuesto  correspondiente  á  todos  ó  cada  uno  de 
los  actos  que  aquéllos  contengan,  deberá  ponerlo  en  conocimien- 
to de  la  Delegación  de  Hacienda  respectiva,  para  que  se  sub- 
sane el  error  ó  deficiencia  padecidos,  si  los  hubiere;  pero  sin 
que  por  ello  pueda  suspender  la  inscripción  ó  admisión  del  do- 
cumento en  que  conste  la  correspondiente  nota  puesta  por  el 
liquidador. 

También,  como  complemento  de  estas  disposiciones,  convie- 
ne tener  presente  la  Real  orden  del  Ministerio  de  Hacienda, 
fecha  20  de  Abril  de  1903,  por  la  cual  se  declara  con  carácter 
general  que  las  letras  de  cambio,  libranzas,  valores  y  pagarés 
á  la  orden,  y  los  mandatos  de  pago  llamados  cheques,  así  como 
las  transmisiones  que  de  unos  y  otros  se  verifiquen  por  medio 
de  endoso,  no  están  sujetos  al  impuesto  de  Derechos  reales. 

Jurisjjrudencia.  —  Con  arreglo  al  art.  225  de  la  ley  de  En- 
juiciamiento civil  de  1855,  el  actor  debe  acompañar  con  la  de- 
manda los  documentos  en  que  funde  su  derecho,  ó  si  no  los 
tuviese  á  su  disposición,  designar  el  archivo  ó  lugar  en  que  se 
-encuentren  sus  originales,  bajo  el  concepto  de  que  después  de 
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presentada  la  demanda  no  se  admitirán  los  de  fecha  anterior,  á 
menos  que  jure  que  no  tiene  conocimiento  de  ellos.  Si  el  deman- 
dante no  sólo  ha  cumplido  el  precepto  legal  expuesto,  sino  que 
antes  de  que  la  demanda  fuese  contestada  gestionó  y  logró  unir 
á  los  autos  los  documentos  en  que  fundaba  su  derecho,  al  darse, 
esto  no  obstante,  lugar  á  la  excepción  dilatoria  de  falta  de 
personalidad  y  defecto  legal  en  el  modo  de  proponer  la  deman- 
da, por  motivo  y  consideraciones  que  prejuzgan  el  derecho  de- 
ducido, se  infringe  el  citado  artículo  de  la  ley  de  Enjuiciamien- 
to civil.  (14  Mayo  1884.) 

No  se  infringe  el  art.  396  de  la  ley  Hipotecaria,  que  prohibe 
admitir  en  los  Tribunales  ningún  documento  ó  escritura  de  que 
no  se  haya  tomado  razón  en  el  Registro,  cuando  por  él  se  cons- 
tituyan ó  transmitan  derechos  sujetos  a  inscripción,  ni  los  23 
y  27  de  la  misma  ley,  que  con  el  primero  se  relacionan,  si  la 
base  de  la  demanda  son  unas  escrituras  de  las  cuales  se  tomó 
razón  en  la  antigua  Contaduría  de  hipoteca,  y  esas  escrituras, 
juntamente  con  la  que  ha  producido  la  presentación  de  la  de- 
manda, acreditan  el  dominio  que  el  padre  del  demandante  tenía 
en  las  fincas  objeto  de  la  reivindicación,  sin  que  el  recurrente 
haya  presentado  otro  título  inscrito  con  posterioridad  relativo 
concretamente  á  las  mismas  fincas,  circunstancia  que  sería  in- 
dispensable para  considerarle  como  tercero  y  estimar  infringido 
el  art.  396  alegado  por  haberse  admitido  el  testamento  del  pa- 
dre á  favor  de  su  hijo.  (8  Junio  1885.) 

Consentida  por  las  partes  la  admisión  en  juicio  de  un  docu- 
mento, no  es  ya  este  punto  materia  discutible.  (2  Abril  1887.) 

Presentando  en  los  autos  un  documento  fuera  del  tiempo 
que  para  los  de  su  clase  marca  el  art.  504  de  la  ley  de  Enjui- 
ciamiento civil,  no  puede  tomarse  en  cuenta  en  los  fundamentos 
legales  del  fallo.  (¿i  Junio  1887.) 

No  se  quebranta  forma  alguna  esencial  del  procedimiento, 
al  rechazar  un  documento  cuya  unión  á  los  autos  se  solicitó 
únicamente  por  ser  de  fecha  posterior  á  los  escritos  de  demanda 
y  contestación,  cuando  se  refiere  á  hechos  de  época  anterior, 
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por  lo  que,  desechándole  la  Sala  sentenciadora,  observa  estric- 
tamente lo  dispuesto  en  el  art.  506  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
civil.  (22  Marzo  1888.) 

Con  arreglo  á  1q  diapuesto  en  el  art.  396  de  la  ley  Hipoteca- 
ria, para  que  no  se  admita  en  los  Tribunales  un  documento  ó 
escritura  de  que  haya  debido  tomarse  razón  en  el  Registro  y  no 
se  haya  tomado,  es  necesario  que  se  presente  con  objeto  de  per- 
judicar á  tercero,  carácter  que  para  los  efectos  de  dicha  ley 
tiene,  según  establece  el  art.  27,  la  persona  que  no  ha  interve- 
nido en  el  acto  ó  contrato  inscrito, 

No  pudiendo  calificarse  de  tercero  á  la  parte  ejecutante  y 
demandada  en  unos  autos  de  tercería,  que  impugna  una  escri- 
tura traslativa  de  dominio,  título  del  tercerista,  por  no  estar 
inscrita,  viniendo  ésta  unida  á  los  autos  desde  su  incoación, 
sin  haberse  anotado  el  embargo  del  inmueble  objeto  de  la  terce- 
ría, ni  aparecer  inscrito  su  dominio  á  nombre  del  actor,  ni  tra- 
tarse en  suma  de  derecho  real  alguno  que  conste  en  el  Registro, 
es  inaplicable  la  ley  Hipotecaria  á  la  cuestión  litigiosa,  la  cual 
debe  resolverse  conforme  á  las  prescripciones  generales  del  de- 
recho. (21  Abril  1888.) 

Los  artículos  504  y  1.104  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil 
no  prohiben  que  se  admita  y  tramite  demanda  alguna  que  no 
vaya  acompañada  de  los  documentos  en  que  la  parte  interesada 
funde  su  derecho,  sino  que  se  limitan  á  consignar  que  deben 
acompañarse,  desprendiéndose  de  ello  que  si  así  no  se  hace  no 
podrá  obtener  aquélla  éxito  alguno.  (7  Noviembre  1888.) 

Para  los  efectos  del  art.  504  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  ci- 
vil, ha  de  reputarse  como  público  el  archivo  de  un  Instituto  de 
segunda  enseñanza. 

Si  el  demandado  no  acompañó  con  su  contestación  el  docu- 
mento justificativo  de  hechos  fundamentales  4e  un&  de  sus  ex- 
cepciones, y  que  constaba  en  un  archivo  de  aquella  clase,  limi- 
tándose á  la  designación  prevenida  en  dicho  artículo,  no  proce- 
de la  petición  formulada  en  la  segunda  instancia  para  que  se 
oficie  al  Director  del  Instituto,  á  fin  de  que  remita  la  corres- 
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pondiente  certificación,  porque  esta  prueba  no  se  halla  com- 
prendida en  ninguno  de  los  casos  que  señala  el  art.  862  de  la 
ley  citada.  (1.°  Octubre  1892.) 

El  demandante  está  en  el  deber  ineludible,  conforme  al  ar- 
tículo 504  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  de  acompañar  á  la 
demanda  los  documentos  que  tenga  á  su  disposición  en  los  archi- 
vos ó  lugares  que  designe. 

Es  improcedente ,  la  prueba  consistente  en  testimonios  de 
documentos  impertinentes  para  la  cuestión,  ó  que  no  son  de 
fecha  posterior  á  la  demanda,  ni  se  acompañan  con  ésta,  ni 
eran  desconocidos  para  quien  pretende  utilizarlas  y  no  prestó 
el  juramento  exigido  por  el  art.  506.  (10  Abril  1894.) 

La  presentación  de  documento,  aunque  reúna  los  requisitos 
del  art.  506  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  es  extemporánea 
después  de  la  citación  para  sentencia,  á  tenor  del  art.  863.  (22 
Abril  1896.) 

Se  cumple  lo  prevenido  en  el  art.  504  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento civil,  cuando  la  parte  que  al  tiempo  de  interponer  la 
demanda  no  tiene  á  su  disposición  el  documento  en  que  funde 
su  derecho,  hace  mención  del  lugar  en  que  se  encuentra.  (21 
Mayo  1896.) 

El  precepto  consignado  en  el  art.  397  de  la  ley  Hipotecaria, 
conforme  al  cual  no  deben  ser  admitidos  en  los  Juzgados  y  Tri- 
bunales, y  por  ende  carecen  de  eficacia  los  documentos  no  ins- 
critos en  el  Registro  de  la  propiedad  en  que  se  constituyan, 
transmitan,  reconozcan,  modifiquen  ó  extingan  derechos  sujetos 
á  inscripción,  si  el  objeto  de  la  presentación  fuese  hacer  efecti- 
vo en  perjuicio  de  tercero  el  que  debió  inscribirse,  sólo  se  refie- 
re al  caso  en  que  el  tercero  ostente  un  derecho  real,  y  no  á  los 
conflictos  que  puedan  surgir  entre  el  dueño  ó  el  titular  de  un 
derecho  in  re  y  un  acreedor  personal  quirografario  ó  escritura- 
rio, porque  lo  dispuesto  en  ese  artículo  es  un  complemento  de 
la  doctrina  fundamental  establecida  en  el  23,  que  al  determinar 
que  los  títulos  no  inscritos  en  el  Registro  no  perjudiquen  á  ter- 
cero, alude  al  tercero  que  adquiera  el  dominio  ó  un  derecho  real 
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sobre  la  misma  finca,  y  porque  así  lo  ha  declarado  repetidas 
veces  el  Tribunal  Supremo  al  fijar  la  verdadera  inteligencia  del 
artículo  27,  acomodándose  á  los  principios  que  informan  la  re- 
ferida ley.  (23  Mayo  1896.) 

El  fallo  que  estima  la  demanda  no  infringe  los  artículos  503, 
número  2.°,  y  504  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  si  con 
aquélla  se  acompañaron  los  documentos  justificativos  del  dere- 
cho ejercitado,  y  los  que  con  posterioridad  se  presentaron, 
tuvieron  por  objeto  destruir  las  excepciones  opuestas  por  el 
demandado,  habiéndose  cumplido  al  presentarlos  con  lo  que 
previenen  los  artículos  506  y  563  de  la  misma  ley.  (11  Mayo 
de  1897.) 

Son  principios  cardinales  de  procedimiento,  establecidos  en 
los  artículos  504  y  506  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  que 
con  la  demanda  y  contestación  deben  presentarse  los  documen- 
tos en  que  el  interesado  funde  su  derecho,  designando,  si  no  los 
tuviere  á  disposición,  el  archivo  ó  lugar  en  que  se  encuentren, 
y  no  pudiendo  admitirse  otros  que  los  que  sean  de  fecha  poste- 
rior á  aquellos  escritos,  ó  los  anteriores,  respecto  de  los  cuales 
jure  la  parte  que  desconocía  su  existencia,  ó  aquellos  que  no 
hubiera  podido  adquirir  por  causas  que  no  la  fuesen  imputables. 
(9  Noviembre  1899.) 

Artículo  505. 

La  presentación  de  documentos  de  que  habla  el  artículo 
anterior,  cuando  rean  públicos,  podrá  hacerse  por  copia 
simple  si  el  interesado  manifestare  que  carece  de  otra  feha- 
ciente; pero  no  producirá  aquélla  ningún  efecto,  si  durante 
el  término  de  prueba,  no  se  llevare  á  los  autos  una  copia 
del  documento  con  los  requisitos  necesarios  para  que  haga 
fe  en  juicio. 

La  disposición  de  este  articulo  responde  á  una  necesidad  del 
momento.  Muchas  veces,  y  por  distintas  causas,  hay  que  inter- 
poner precipitadamente  una  demanda,  que  se  ha  de  fundar  en 
un  documento  público,  del  cual  no  sea  posible  sacar  copia  con 
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la  celeridad  que  el  caso  exige;  y  si  en  poder  del  interesado 
existe  una  copia  simple  de  dicho  documento,  la  ley  le  autoriza 
para  presentarla  y  acompañarla  con  la  demanda.  Pero  como 
dicha  copia,  según  otras  disposiciones  de  ia  ley,  no  produce 
efecto  legal  para  tenerla  como  verdadero  documento  de  prueba, 
de  aquí  el  que  se  mande  en  el  término  de  .prueba  llevar  á  los 
autos  copia  fehaciente  con  todos  los  requisitos  de  la  ley.  La 
autorización,  al  permitir  que  se  presente  una  copia  simple  de 
un  documento  acompañando  una  demanda,  no  es  más  que  para 
obviar  la  dificultad  que  puede  presentarse  para  hacerla  de  copia 
autorizada;  pero  sólo  de  una  manera  provisional,  sin  perjuicio 
de  presentar  ésta,  puesto  que  ya  ha  dicho  la  ley  que  se  entiende 
tener  á  su  disposición  los  documentos  siempre  que  existan  los 
originales  en  un  protocolo  ó  archivo  público  del  que  pueda  pe- 
dir y  obtener  copias  fehacientes  de  ellos. 

Esto  se  entiende  sólo  de  los  documentos  públicos. 

Artículo  506. 

Después  de  la  demanda  y  de  la  contestación  no  se  ad- 
mitirán al  actor  ni  al  demandado  respectivamente  otros 
documentos  que  los  que  se  hallen  en  alguno  de  los  casos 
siguientes: 

1.°    Ser  de  fecha  posterior  á  dichos  escritos. 

2.°  Los  anteriores  respecto  de  los  cuales  jure  la  parte 
que  los  presente,  no  haber  tenido  antes  conocimiento  de  su 
existencia. 

3.°  Los  que  no  haya  sido  posible  adquirir  con  anterio- 
ridad por  causas  que  no  sean  imputables  ,á  la  parte  intere- 
sada, siempre  que  se  haya  hecho  oportunamente  la  designa- 
ción expresada  en  el  párrafo  segundo  del  art.  504.  (Ley  ant., 
artículos  225  y  254.) 

La  disposición  de  este  articulo  está  tomada  del  párrafo  se- 
gundo del  núm.  1.°  del  art.  225  de  la  ley  anterior,  pero  de  una 
manera  más  extensa  y  terminante. 

El  párrafo  de  la  anterior  ley  á  que  nos  referimos  decía  sen- 
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cillamente  que,  interpuesta  la  demanda,  no  se  admitirían  al 
actor  otros  documentos  que  los  que  fueren  de  fecha  posterior,  a 
menos  que  jurase,  si  fuesen  anteriores,  que  no  tenia  conoci- 
miento de  ellos.  IJste  artículo  se  refiere  lo  mismo  á  la  demanda 
que  á  la  contestación,  con  lo  cual  se  enlaza  esta  disposición  con 
la  del  art.  254  de  aquella  ley. 

La  disposición  de  este  artículo  es  en  parte  una  sanción  pe- 
nal. De  poco  hubiera  servido  que  la  ley  impusiere  á  las  partes 
la  obligación  de  acompañar  desde  un  principio  los  documentos 
en  que  funden  su  derecho  ó  que  designasen  el  archivo  en  que  se 
encuentren,  si  no  los  tuvieren  á  su  disposición,  si  no  hubiera 
impuesto  esa  sanción  por  falta  de  cumplimiento  de  ese  mandato. 
La  ley  1.a,  título  III,  libro  11  de  la  Novísima  Recopilación, 
disponía  que  «si  no  presentase  las  escrituras,  no  goce  de  ellas 
ni  le  sean  recibidas  después»  ,  precepto  que  reprodujo  la  re- 
gla 1.a  del  art.  48  del  reglamento  provisional,  y  que  ha  sancio- 
nado la  nueva  ley  de  Enjuiciamiento  como  sancionó  la  antigua. 

La  nueva  ley,  al  decir  que  después  de  la  demanda  y  de  su 
contestación  no  se  admitirán  más  documentos,  etc.,  ha  corregi- 
do una  locución  inexacta  de  la  antigua  ley,  que  limitaba  la 
prohibición  á  la  interposición  de  la  demanda  y  al  demandante, 
prohibición  que  no  puede  concretarse  sólo  á  ese  caso,  sino  aí  de 
haberse  contestado,  porque  hasta  entonces  no  hay  cuasi  contra- 
to entre  las  partes,  y  hasta  entonces  el  actor  puede  reformar  la 
demanda  y  comunicarse  al  demandado  los  documentos  que  por 
descuido  ó  ignorancia  no  haya  presentado  el  actor,  para  que  el 
demandado  pueda  ocuparse  de  ellos  en  su  contestación;  pero 
una  vez  contestada  la  demanda,  como  ésta  no  puede  variarse  ni 
alterarse  de  una  manera  sustancial,  tampoco  pueden  presentarse 
nuevos  documentos. 

Téngase  presente  que  la  prohibición  de  presentar  documen- 
tos en  este  caso  se  refiere  á  aquellos  en  que  las  partes  funden 
su  derecho.  De  manera  que  si  no  los  tuvieren  á  su  disposición, 
deberán  designar  el  archivo  ó  lugar  donde  se  encuentren.  Es 
decir,  que  el  demandante  podrá  presentar  después  de  contestada 
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la  demanda  todos  aquellos  documentos  que  sean  precisos  para 
combatir  las  excepciones  del  demandado,  todos  aquellos  que, 
por  no  ser  de  los  en  que  funda  el  derecho  consignado  en  la  de- 
manda, conduzcan,  sin  embargo,  al  objeto  del  litigio. 

Tres  excepciones  consigna  este  artículo,  tomando  las  dos 
primeras  de  la  antigua  ley. 

Es  la  primera  de  éstas  la  de  que  los  documentos  sean  de  fe- 
cha posterior  á  los  escritos.  Excepción  que  no  se  encuentra  en 
la  antigua  legislación,  sin  duda  por  innecesaria,  porque  la  ra- 
zón natural  dice  que,  habiendo  sido  otorgados  con  posterioridad 
á  la  demanda,  y  hoy  añadiremos  que  á  la  contestación,  hay  im- 
posibilidad material  de  presentarlos  con  los  escritos  de  demanda 
y  contestación. 

Es  la  segunda  excepción,  que  autorizaba  ya  la  ley  citada  de 
la  Novísima  Recopilación,  la  de  los  documentos  anteriores,  res- 
j>ecto  de  los  cuales  jure  la  parte  que  los  presente  no  haber 
tenido  antes  conocimiento  de  su  existencia;  excepción  también 
natural  y  justa.  Pero  á  pesar  de  este  juramento,  ó,  mejor  dicho, 
con  sólo  este  juramento,  no  queda  desde  luego  admitido  el  do- 
cumento que  se  presente,  porque  no  es  de  tal  fuerza  que  impida 
al  Juez  rechazarlo,  si  constare  por  las  actuaciones  que  ya  tenia 
conocimiento  de  él,  ni  impedirá  a  la  otra  parte  que  impugne  su 
admisión.  Si  esto  último  ocurre,  se  promoverá  un  incidente, 
que  ha  de  sustanciarse  en  pieza  separada,  para  que  las  partes 
justifiquen  sus  respectivas  pretensiones.  > 

La  tercera  excepción  del  artículo  es  nueva,  con  referencia 
á  la  anterior  ley  de  Enjuiciamiento.  Se  refiere  á  los  documentos 
que  no  haya  sido  posible  adquirir  con  anterioridad  por  causas 
que  no  sean  imputables  á  las  partes  interesadas,  siempre  que  se 
haya  hecho  oportunamente  la  designación  expresada  en  el  pá- 
rrafo segundo  del  art.  504. 

Esta  excepción  tiene  mucha  analogía  con  la  que  consignó  la 
ley  recopilada  que  se  ha  citado,  la  relativa  á  los  documentos 
que  jurase  que  antes  no  los  pudo  haber,  y  creemos  que  esta 
excepción  es  en  la  nueva  ley  una  redundancia,  puesto  que  está 
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comprendida  en  el  art.  50d.  Con  respecto  á  tales  documentos,  se 
necesita  designar  en  la  demanda  ó  contestación  en  qué  archivo 
están,  para  que  le  sean  admitidos  después  sin  necesidad  de 
juramento. 

Artículo  507. 

No  se  admitirá  documento  alguno  después  de  la  citación 
para  sentencia.  El  Juez  repelará  de  oficio  los  que  se  presen- 
ten, mandando  devolverlos  á  la  parte  sin  ulterior  recurso. 

Esto  se  entenderá  sin  perjuicio  de  la  facultad  que  para 
mejor  proveer  concede  á  los  Jueces  y  Tribunales  el  art.  340. 
(Ley  ant. ,  art,  225.) 

La  prescripción  de  este  artículo  es  justa  y  necesaria  al  or- 
den de  los  juicios.  Terminado  el  trámite  de  prueba,  y  alegando 
las  partes  sobre  ella,  ha  terminado  la  misión  de  éstas,  y  em- 
pieza verdaderamente  la  del  Juez.  Si  ya  en  el  término  de  cita- 
ción para  sentencia  se  admitiera  la  presentación  de  documen- 
tos, sean  cuales  fueren,  el  juicio  se  liaría  interminable,  porque 
á  la  parte  contraria  a  la  que  presentara  esos  documentos  ha- 
bría que  darle  vista  ó  traslado  de  ellos,  á  menos  de  no  estable- 
cer una  desigualdad  irritante  entre  ambas,  y  quizás  habría 
necesidad  de  oponerse  á  su  admisión,  ó  refutar  hechos,  ó  pedir, 
en  su  consecuencia,  otros  nuevos  documentos.  La  contienda 
judicial  entre  las  partes  ha  de  tener  un  término  en  cada  ins- 
tancia, y  la  ley  lo  señala  en  el  momento  de  citar  para  senten- 
cia. Todo  documento  que  con  esta  ocasión  se  presente  el  Juez 
lo  rechazará  de  oficio,  sin  ulterior  recurso. 

Pero  como  en  el  pleito  puede  existir  algún  vacío  que  las 
partes  no  hayan  llenado,  ó  dejado  en  la  oscuridad  algún  punto 
importante  necesario  para  el  fallo,  la  ley  hace  una  excepción 
en  favor  de  los  Jueces,  permitiéndoles  que  por  auto  para  mejor 
proveer  puedan  mandar  traer  á  los  autos  los  documentos  que 
conduzcan  á  su  mejor  inteligencia  y  acertado  fallo. 
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Artículo  508. 


De  todo  documento  que  se  presente  después  del  término 
de  prueba,  se  dará  traslado  á  la  otra  parte  para  que  dentro 
de  seis  días  improrrogables  manifiaste  si  reconoce  como 
legítimo,  eficaz  y  admisible  el  documento,  ó  las  razones 
que  tenga  para  impugnarlo. 

Esta  manifestación  se  hará  por  medio  de  otrosí  en  los 
escritos  de  conclusión,  cuando  el  estado  de  los  autos  lo  per- 
mita. 

Para  evacuar  dicho  traslado,  sólo  se  entregará  el  docu- 
mento original  á  la  parte  ó  partes  contrarias,  en  el  caso  de 
que  por  exceder  de  25  pliegos  no  se  acompañe  copia.  Si  se 
acompañaren  tantas  copias  del  documento  cuantas  sean  las 
otras  partes,  será  común  y  simultáneo  para  todas  el  tér- 
mino del  traslado. 

Este  artículo  viene  á  justificar  lo  que  hemos  dicho  respecto 
al  traslado  de  documentos  á  la  parte  contraria  á  la  que  los  pre- 
senta. Este  artículo  fija  de  una  manera  terminante  el  término 
de  seis  días  improrrogables  para  que  esa  parte  manifieste  si 
reconoce  como  legítimo,  eficaz  y  admisible  el  documento  pre- 
sentado después  del  término  de  prueba,  ó  las  razones  que  tenga 
para  impugnarlo.  Si  se  impugna,  aun  cuando  la  ley  no  lo  dice, 
parece  que  habrá  de  tramitarse  la  oposición  en  los  términos 
.señalados  para  los  incidentes:  pero  en  uno  ó  en  otro  caso,  el 
término  para  contestar  no  puede  exceder  de  seis  días,  sea  cual- 
quiera la  extensión  é  importancia  del  documento.  Y  la  mani- 
festación se  hará  por  medio  de  otrosí  en  el  escrito  de  conclu- 
sión si  el  estado  de  los  autos  lo  permite,  ó,  en  otro  caso,  podrá 
hacerse  en  escrito  destinado  exclusivamente  á  este  objeto. 

Si  el  documento  excediese  de  25  pliegos,  en  cuyo  caso  la 
parte,  como  luego  veremos,  no  tiene  necesidad  de  acompañar 
copias,  se  entregará  para  evacuar  el  traslado  el  mismo  docu- 
mento, y  si  en  otro  caso  se  acompañan  copias,  que  han  de  ser 
tantas  cuantas  sean  las  otras  partes,  el  término  es  común  y 
simultáneo  para  todas. 
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Artícelo  509. 


La  parte  que  deje  pasar  los  seis  días  sin  evacuar  dicho 
traslado,  se  entenderá  que  reconoce  la  eficacia  en  juicio  del 
documento. 

Este  artículo  es  el  complemento  del  párrafo  primero  del 
anterior.  Pero  parece  qne  están  en  contradicción  uno  y  otro. 
En  el  art.  508  se  dice  que  se  dará  traslado  á  la  parte  por  seis 
días  improrrogables  para  que  manifieste  si  lo  reconoce  ó  lo  im- 
pugna. Parece,  pues,  que  se  la  obliga  á  hacer  esa  manifesta- 
ción, y  por  el  art.  509  se  autoriza  á  esa  parte  para  que  deje 
transcurrir  ese  término  sin  evacuar  el  traslado,  si  bien  en  tal 
caso  se  entenderá  que  reconoce  la  eficacia  en  juicio  del  docu- 
mento. Así,  pues,  uno  y  otro  artículo  se  completan,  para  que 
en  su  virtud  la  parte  obre  como  mejor  le  convenga,  ya  presen- 
tando un  escrito  en  sentido  afirmativo  á  la  legitimidad  y  admi- 
sión del  documento,  ya  teniéndolo  por  tal  con  su  silencio. 


Artículo  510. 

Dentro  de  los  tres  días  siguientes  á  la  entrega  de  la 
copia  del  escrito  de  impugnación,  la  parto  que  hubiere  pre- 
sentado el  documento  podrá  contestar  brevemente  lo  que  á 
su  derecho  convenga. 

Transcurrido  dicho  término,  no  se  admitirá  escrito  al- 
guno sobre  este  punto. 

Este  artículo  marca  la  breve  tramitación  que  ha  de  darse  á 
la  impugnación  que  se  haga  del  documento  presentado  dentro 
de  los  tres  días,  que  la  ley  no  dice  si  son  improrrogables;  y  por 
cierto  que  es  una  omisión  de  importancia,  puesto  que,  para  que 
un  término  se  tenga  por  improrrogable,  es  preciso  que  la  ley  lo 
declare  así;  y  son  prorrogables  aquellos  cuya  prórroga  no  está 
prohibida  expresamente  por  la  ley.  Dentro  de  los  tres  siguien- 
tes á  la  entrega  del  escrito  de  impugnación,  la  parte  que  hubie- 
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re  presentado  el  documento  podrá  contestar  brevemente  lo  que 
á  su  derecho  convenga. 

El  párrafo  segundo  de  e9te  artículo  viene  en  cierto  modo  & 
llenar  la  omisión  que  hemos  notado  anteriormente.  Transcurri- 
dos dichos  tres  días,  no  se  admitirá  escrito  alguno  sobre  este 
punto,  con  lo  cual  se  impone  al  interesado  la  necesidad  de  con- 
testar en  ese  término  á  la  impugnación  si  quiere  que  se  le  oiga. 

Artículo  511. 

Cuando  sea  público  el  documento  y  se  impugnare  su 
autenticidad,  ó  alguna  de  las  partes  dudare  de  la  exactitud 
de  la  copia,  se  procederá  á  su  cotejo  con  citación  contraria, 
en  la  forma  que  previene  el  art.  591). 

En  e9te  caso,  si  la  certificación  ó  testimonio  no  contiene 
todo  el  documento  á  que  se  refiera,  se  adicionarán  los  par- 
ticulares que  designen  las  partes  en  el  acto  mismo  del 
cotejo. 

Aun  siendo  público  un  documento,  puede  por  diversas  cau- 
sas dudarse  de  su  autenticidad,  y  ser,  por  lo  tanto,  objeto  de 
impugnación.  Para  resolver  la  duda,  nada  más  sencillo  que  co- 
tejarlo con  su  original.  Esto  dispone  el  artículo  con  referencia 
al  599.  Y  como  la  certificación  ó  testimonio  puede  no  contener 
todo  el  documento  á  que  se  contrae,  están  facultadas  las  partes 
para  pedir  que  se  adicione  con  los  particulares  que  designe, 
pero  en  el  mismo  acto  del  cotejo. 

Artículo  512. 

Si  fuere  privado  el  documento,  se  tendrá  por  válido  y 
eficaz  cuando  la  parte  á  quien  perjudique  lo  reconozca  como 
legítimo. 

Se  tendrá  por  hecho  este  reconocimiento  si  no  lo  im- 
pugna expresamente  ó  deja  pasar  los  seis  días  sin  evacuar 
el  traslado. 

Cuando  no  reconozca  la  firma  ó  impugne  la  legitimidad 
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del  documento,  se  procederá  al  cotejo  de  letras  en  la  forma 
prevenida  en  los  artículos  606  y  siguientes.  (Ley  ant.,  ar- 
tículo 287.) 

Parte  de  las  disposiciones  de  este  artículo  están  tomadas 
del  287  de  la  ley  anterior. 

Este  artículo  habla  de  los  documentos  privados.  Según  el 
primer  párrafo,  se  tendrá  por  válido  y  eficaz  el  documento 
cuando  la  parte  á  quien  perjudique  lo  reconozca  como  legítimo. 
Y  claro  está  que  esta  validez  no  es  absoluta,  y  sólo  hace  rela- 
ción á  la  parte  que  lo  haya  reconocido.  Y  se  tendrá  por  hecho 
este  reconocimiento,  dice  el  párrafo  2.°,  que  tiene  gran  rela- 
ción con  los  artículos  508  y  509,  si  no  lo  impugna  expresa- 
mente ó  deja  pasar  los  seis  días  sin  evacuar  el  traslado.  Es  de- 
cir, que  la  ley  traduce  el  silencio  de  la  parte  por  una  afirma- 
ción de  ésta  respecto  á  la  validez  y  eficacia  del  documento. 

En  el  párrafo  último  de  este  artículo  se  dispone  que  cuando 
se  impugne  la  legitimidad  del  documento  privado  que  se  pre- 
sente en  juicio,  después  de  transcurrido  el  término  de  la  prue- 
ba, se  proceda  al  cotejo  de  letras  en  la  forma  prevenida  en  los 
artículos  606  y  siguientes:  disposición  en  gran  manera  defi- 
ciente, pues  por  ella  no  pueden  resolverse  las  dudas  á  que  la 
legitimidad  del  crédito  puede  dar  lugar,  que  es  el  objeto  que  ha 
tratado  de  resolver  la  disposición  que  anotamos. 

El  cotejo  de  letras  ni  prueba  ni  ha  probado  nunca  la  legiti- 
midad del  documento ;  lo  que  ha  podido  probar  acaso  es  la  au- 
tenticidad y  nada  más  que  la  autenticidad;  y  constando  por  ella 
que  un  documento  es  auténtico,  y  no  impugnándose  como  ilegí- 
timo, se  ha  podido  apreciar  en  el  foro  como  verdadero. 

Esta  es  la  buena  doctrina  legal,  que  al  parecer  ha  tratado 
de  innovar  la  disposición  que  anotamos,  si  bien  con  poca  for- 
tuna, pues  es  tal  la  deficiencia  del  mandato,  que  ni  siquiera  po- 
drá cumplirse.  Y  si  no,  ¿cómo  se  coteja  un  documento  que  no 
esté  firmado  por  las  partes,  ó  á  lo  menos  por  la  parte  contra 
quien  se  presente?  Y  de  estos  documentos  hay  muchos,  porque 
desgraciadamente  muchos  son  los  que  carecen  de  instrucción.  • 

44 
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¿Qué  efectos  se  atribuirán  al  cotejo  de  letras  cuando  se  impugne 
la  legitimidad  del  documento  por  ser  nulo  con  arreglo  á  dere- 
cho, por  ser  casada  la  mujer,  por  ser  menor  el  contrayente,  por 
haber  mediado  en  el  contrato  dolo,  fuerza  ó  miedo,  y  por  tantas 
otras  circunstancias  que  anulan  un  contrato,  sin  dejar  de  ser 
auténtico?  La  cuestión  que  en  tales  casos  se  plantee  no  seré  la 
de  autenticidad,  sino  la  de  legitimidad  del  documento,  y  el  co- 
tejo de  letras  es  hasta  impertinente  para  resolverle. 

Según  el  artículo  que  anotamos,  cabe  plantear  todas  esas 
cuestiones,  porque  todas  se  refieren  á  la  legitimidad  del  docu- 
mento, y,  sin  embargo,  no  concede  al  Juez  los  medios  necesa- 
rios para  saber  la  verdad  y  poder  juzgar  con  acierto.  Véase, 
pues,  si  es  deficiente  el  mandato  como  al  principio  decimos;  y 
tan  deficiente  es,  que  en  la  mayoría  de  los  casos  será  perfecta- 
mente inútil.   < 

Al  impugnar  un  documento  por  falta  de  autenticidad,  se 
ataca  también  implícitamente  como  ilegítimo,  y  si  el  cotejo  de 
letras  puede  ser  pertinente  para  probar  la  autenticidad,  es  com- 
pletamente inútil  para  acreditar  su  legitimidad.  Además,  la 
prueba  pericial  nunca  ha  tenido  el  valor  de  perfecta  y  acabada 
para  tales  casos.  Así  es  que  nuestra  legislación  ha  autorizado 
siempre  al  Juez  para  resolver  la  cuestión  en  sentido  contrario 
al  informe  de  los  peritos;  y  como  en  tales  casos  la  legitimidad 
del  documento  se  ha  de  declarar  sin  más  prueba  que  el  cotejo, 
de  ahí  que  en  la  inmensa  mayoría  de  los  casos  que  ocurran  en 
la  práctica,  la  presentación  del  documento  será  perfectamente 
inútil,  y  cuando  concede  la  ley  un  derecho,  debe  dar  los  medios 
necesarios  para  que  pueda  utilizarse;  lo  contrario,  ni  es  serio 
ni  propio  del  legislador. 

Tampoco  se  comprende  la  razón  de  la  ley'  al  tasar  en  tal 
caso  la  prueba  de  la  legitimidad  de  un  documento  al  cotejo  de 
letras,  cuando  durante  el  período  de  la  prueba  son  admisibles 
todos  los  medios  conducentes  para  averiguar  la  verdad.  De 
modo  que  sólo  porque  una  de  las  partes  haya  tenido  la  incuria 
de  no  averiguar  todo  lo  que  le  interese,  se  ve  favorecida  no  ad- 
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mitiendo  á  la  contraria  los  medios  de  prueba  que  tenga  para 
demostrar  la  ilegitimidad  del  documento;  y  con  esta  disposi- 
ción se  fomenta  el  descuido  ó  la  mala  fe.  Y  es  más  aún:  si  á 
esta  disposición  se  diera  la  interpretación  de  que  el  cotejo  de 
letras  probara  la  legitimidad  del  documento,  pudiera  ocurrir 
que  un  hábil  falsificador  ganara  todos  los  pleitos,  sin  más  que 
•esperar  á  presentar  el  documento  después  de  transcurrido  el 
término  de  la  prueba,  pues  el  remedio  que  para  evitarlo  puede 
utilizarse,  que  es  la  acción  criminal,  en  muchos  casos  no  podrá 
ser  práctico,  no  'sólo  por  los  gravísimos  inconvenientes  que 
ofrece  toda  acción  criminal,  sino  también  por  el  resultado  que 
ofrecería  en  muchos  casos  la  acusación;  que  cuando  no  se  pro- 
bara cumplidamente  la  participación  del  colitigante  ó  la  crimi- 
nalidad del  hecho,  necesariamente  vendría  una  absolución.  De 
todo  lo  cual  resultará  que  en  el  foro  se  dará  una  interpretación 
tan. estricta,  que  hará  completamente  inútil  la  disposición  que 
anotamos. 

En  el  caso,  pues,  á  que  se  refiere  el  artículo,  es  inconve- 
niente limitar  los  medios  de  prueba  á  sólo  el  cotejo,  pues  se  de- 
bían admitir  todos  los  medios  que  las  partes  pudieran  utilizar 
para  corroborar  ó  para  contradecir  el  documento,  porque  no 
hay  razón  alguna  en.  pro  de  esa  limitación,  no  pudiendo  alegar- 
se siquiera  el  ahorro  de  tiempo,  ya  porque  no  puede  ser  atendi- 
ble que  por  unos  cuantos  días  más  ó  menos  se  decidan  los  liti- 
gios sin  garantías  de  acierto,  ya  también  porque  durante  el 
tiempo  que  necesariamente  ha  de  transcurrir  para  el  nombra- 
miento de  peritos  y  práctica  del  cotejo,  .podrán  admitirse  tam- 
bifo  durante  ese  mismo  período  cuantas  pruebas  se  ofrecieren, 
referentes  al  punto  concreto  á  que  se  dirigiese  la  impugnación, 
-conjp  que  no  se  alargaría  el  procedimiento;  y  aunque  asi  no 
fuera,  debería  concederse,  como  garantía  de  acierto,  otro  perío- 
do de  prueba,  aunque  fuera  brevísima,  limitado  al  hecho  de  la 
impugnación. 
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Artículo  513. 

f 
Cuando  la  impugnación  se  refiera  á  la  admisión  del  do- 
cumento por  no  hallarse  en  ninguno  de  los  casos  expresa- 
dos en  el  art.  506,  el  Juez  reservará  para  la  sentencia  defi- 
nitiva la  resolución  de  lo  que  estime  procedente. 

Por  las  disposiciones  de  los  artículos  anteriores  parece  que 
la  ley  establece  un  incidente  respecto  de  los  documentos  presen- 
tados después  de  la  demanda  y  de  la  contestación,  y  después 
del  término  de  prueba ;  incidente  que  ha  de  resolverse  antes  de 
la  sentencia  definitiva ;  pero  este  artículo  demuestra  para  cier- 
tos documentos  lo  contrario,  esto  es,  que  ese  incidente  ó  esos 
traslados  á  la  parte  contraria  no  son  más  que  para  fijar  los  he* 
chos,  y  que  la  resolución,  respecto  á  la  admisión  ó  no  admisión 
de  esos  documentos,  se  reserva  para  la  sentencia  definitiva. 

En  efecto:  este  artículo  habla  sólo  de  los  documentos  cuya 
impugnación  se  refiere  á  su  admisión,  por  no  hallarse  en  nin- 
guno de  los  casos  expresados  en  el  art.  506,  esto  es,  para  aque- 
llos que  no  sean  de  fecha  posterior,  ó  que  siéndolo,  jure  la  par- 
te que  los  presente  no  haber  tenido  conocimiento  de  ellos  ó  que 
no  le  haya  sido  posible  adquirir  con  anterioridad  por  causas  no 
imputables  á  ella.  Luego  si  la  impugnación  se  refiere  á  docu- 
mentos que,  aun  hallándose  en  alguno  ó  algunos  de  los  casos 
que  fija  el  art.  506,  se  estiman,  sin  embargo,  inadmisibles,  k 
resolución  relativa  á  la  impugnación  no  se  reservará  para  la 
sentencia  definitiva.  ¿Guando  se  resuelven?  La  ley  no  lo  dice, 
pues  sólo  habla  en  el  art.  507  de  rechazar  de  oficio  los  que  se 
presenten  después  de  la  citación  para  sentencia,  y  en  el  artícu- 
lo 514,  de  la  suspensión  del  pleito  en  el  caso  de  sostenerse  la 
falsedad  de  un  documento  que  pueda  ser  de  influencia  notoria 
en  el  pleito.  Pero  es  lo  cierto  que  el  artículo  que  anotamos  no 
autoriza  al  Juez  para  reservar  para  la  sentencia  «definitiva  Ja 
resolución  relativa  á  la  impugnación  de  documentos,  más  que 
los  relativos  á  no  hallarse  en  ninguno  de  los  oasos  expresados 
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-en  el  art.  506;  y  que  la  impugnación  de  otros  que  estén  com- 
prendidos en  ese  artículo,  tendrá  que  resolverla  antes  por  la 
razón  ya  dicha.  Y  no  hablando  la  ley  del  término  en  el  que  el 
Juez  ha  de  resolver,  tampoco  dice  nada  de  los  recursos  que  pu- 
dieran utilizarse  contra  esa  resolución,  por  lo  que  habrá  de  es- 
tarse á  la  regla  general  respecto  á  los  recursos  contra  las  re- 
soluciones judiciales. 

Jurisprudencia.  —  No  apareciendo  en  un  contrato  privado 
la  firma  del  obligado,  y  no  habiendo  sido  reconocida  su  legiti- 
midad por  los  derecho  habientes  del  mismo,  es  evidente  que  el 
documento  en  que  se  consigne  no  tiene  en  sí  la  fuerza  y  eficacia 
que  á  los  de  su  clase  atribuye  el  art.  512  de  la  ley  procesal. 

La  validez  y  solemnidad  de  los  documentos  en  que  se  consig- 
nan contratos  privados  no  autorizados  por  la  firma  de  los  obli- 
gados á  cumplirlos,  no  depende  de  la  intervención  de  los  testi- 
gos que  figuren  como  presenciales  del  acto,  sino  de  la  justifica- 
ción de  los  hechos  que  en  el  respectivo  documento  se  consig- 
nan. (Sent.  30  Septiembre  1898.) 

No  puede  implicar  en  el  Tribunal  sentenciador  desconoci- 
miento del  valor  probatorio  de  documentos  el  acto  de  recha- 
zarlos, conforme  á  lo  dispuesto  en  el  art.  513  de  la  ley  de  En- 
juiciamiento civil,  por  el  fundamento  de  que,  -habiendo  sido 
presentados  después  del  período  de  alegación,  no  se  hallan  com- 
prendidos en  ninguno  de  los  casos  del  art.  506.  (9  Octubre  1899.) 

Artículo  514. 

En  el  caso  de  que  sosteniendo  una  de  las  partes  la  false- 
dad de  un  documento  que  pueda  ser  de  influencia  notoria 
en  el  pleito,  entablare  la  acción  criminal  en  descubrimiento 
del  delito  y  de  su  auto*,  se  suspenderá  el  pleito  en  el  estado 
en  que  se  halle,,  hasta  que  recaiga  ejecutoria  en  la  causa 
criminal. 

Se  decretará  dicha^sUspensión  luego  que  la  parte  intere- 
sada acredite  haber  sido  admitida  la  querella. 

Contra  esta  providencia  no  se  dará  requrso  alguno. 
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Se  dispone  en  este  artículo  que  en  el  caso  de  que  una  de  la»1 
partes  sostenga  la  falsedad  de  un  documentó  que  pueda  ser  de 
influencia  notoria  en  el  pleito,  y  entablare  la  acción  criminal 
en  descubrimiento  del  delito  y  de  su  autor,  se  suspenda  el  pleito- 
en  el  estado  en  que  se  halle,  hasta  que  recaiga  ejecutoria  en  la 
causa  criminal,  cuya  suspensión  se  decretará  tan  luego  como  la 
parte  interesada  acredite  haber  sido  admitida  la  querella.  De 
modo  que,  según  el  contexto  del  artículo,  para  que  proceda  la 
suspensión  del  litigio  no  basta  la  denuncia,  es  necesaria  la  que- 
rella, y  que  ésta  la  entable  la  parte  á  quien  interese  el  pleito. 
Si  se  instruye,  pues,  una  causa  criminal  sobre  falsificación  de 
un  documento  por  denuncia,  de  oficio,  ó  por  querella  de  un  ter- 
cero que  no  sea  parte  en  el  pleito,  no  procederá  la  suspensión 
de  éste,  pudiendo,  en  su  consecuencia,  ocurrir  el  caso  de  que  se 
pene  á  uno  como  falsificador  de  un  documento,  y,  sin  embargo, 
se  haya  dado  á  ese  documento  valor  *de  verdadero  y  eficaz  en  un 
pleito,  lo  que  será  un  contrasentido  autorizado  por  la  ley;  y 
puede  también  ocurrir  el  caso  de  que  se  dicte  una  sentencia  en 
virtud  de  un  documento  falso,  y,  sin  embargo,  no  haya  lugar  al 
recurso  de  revisión,  porque  para  que  proceda  tal  recurso  se  ne- 
cesita que  una  de  las  partes  ignorare  que  al  dictarse  la  senten- 
cia en  el  pleito*  se  hubiera  declarado  falso  el  documento  en  que 
se  fundaba;  y  como  puede  adquirir  esa  noticia  antes  de  dictarse 
la  sentencia  firme,  y,  sin  embargo,  no  admitírsele  ya  por  ha- 
berse practicado  la  citación  para  sentencia,  de  ahí  que  pueda 
presentarse  el  caso  de  no  haber  recurso  alguno  contra  una  sen- 
tencia que  se  funde  en  un  documento  declarado  falso.  Todo  esto 
hubiera  podido  evitarse  añadiendo  al  artículo  que  anotamos 
que  procedía  la  suspensión  del  litigio  cuando  se  instruyera  cau- 
sa criminal  sobre  falsificación  de  un  documento  que  tuviera  in- 
fluencia en  el  pleito,  ya  fuera  por  querella,  ya  por  denuncia  ó 
de  oficio,  á  no  ser  que  la  parte  á  quien  pudiera  favorecer  el  do- 
cumento diera  fianza  suficiente  para  responder  de  todo  lo  que 
obtuviera  por  la  sentencia  y  de  las  costas  que  se  ocasionaran. 

Tampoco  debiera  haberse  usado  el  adjetivo  notoria,  pues 
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con  que  el  documento  tuviera  influencia  en  el  pleito  debía  bas- 
tar para  acordar  la  suspensión ,  pues  dicho  adjetivo  parece  in- 
dicar que  no  basta  la  influencia  del  documento  del  litigio  si  no 
es  decisiva,  y  un  documento  sin  esa  circunstancia,  agregado  á 
otras  pruebas  que  no  tuvieron  bastante  valor  por  sí  solas  para 
sentenciar  el  pleito  en  cierto  sentido,  pueden  tenerle  si  se  les 
agrega  dicho  documento. 

Jurisprudencia.  —  Únicamente  puede  suspenderse  el  curso 
de  un  pleito  con  motivo  de  formarse  causa  sobre  la  falsedad  de 
un  documento  presentado  en  el  mismo,  en  el  caso  de  que  la  par- 
te interesada  haya  entablado  la  acción  criminal  con  arreglo  al 
artículo  291  (hoy  514)  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil.  (Sen- 
tencia 28  Junio  1860.)  La  misma  doctrina  en  sentencia  de  11 
de  Junio  de  1884. 

No  procede  la  suspensión  del  curso  de  un  pleito,  ni  la  for- 
mación de  pieza  separada  en  averiguación  del  delito  de  false- 
dad de  un  documento  privado  (y  lo  propio  si  fuese  público), 
presentado  por  uno  de  los  litigantes,  cuando  dicho  documento 
no  es  4e  influencia  notoria  para  la  decisión  del  litigio,  ni  se  en- 
tabló la  acción  criminal  como  previene  la  ley.  (Sentencias  6 
Mayo  1862  y  23  Abrü  1873.) 

Lo  que  dispone  el  art.  291  (hoy  514)  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento civil  tiene  lugar  cuando  se  entabla  la  acción  criminal; 
mas  no  cuando  se  impugnan  los  documentos  como  ineficaces, 
redarguyéndolos  civilmente  de  falsos.  (Sent.  8  Noviembre  1862.) 

No  se  está  en  el  caso  de  dicho  artículo,  cuando,  si  bien  se 
indican  sospechas  de  la  falsedad  de  un  documento,  no  se  forma- 
liza acusación  alguna  sobre  este  extremo,  ni  se  entabla  la  ac- 
ción criminal  correspondiente  en  descubrimiento  de  tal  delito  y 
de  su  autor.  (Sent.  29  Enero  1866.) 

No  puede  calificarse  de  falso  un  documento  sin  haber  prece- 
dido la  declaración  previa  que  requiere  la  ley  11,  título  III, 
Partida  3.a,  ó  la  que  se  puede  obtener  ejercitando  el  derecho 
que  concede  el  art.  291  (hoy  514)  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
civil.  (Sent.  2  Octubre  1866.) 
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SECCIÓN  CUARTA 

COPIAS  DE  LOS  ESCRITOS  Y   DOCUMENTOS,    Y   SU   OBJETO 

Esta  sección,  nueva  en  la  ley,  responde  al  precepto  final  de 
la  base  6.a  de  la  ley  de  21  de  Junio  de  1880,  que  disponía  que 
con  todos  los  escritos  que  presentaran  las  partes  acompasaran 
copia  simple  en  papel  común,  firmada  por  los  litigantes  ó  sus 
representantes  en  el  pleito. 

En  el  epígrafe  de  esta  sección  pone  la  ley  las  palabras  «y  su 
objeto»,  con  referencia  á  las  copias  de  los  escritos;  y  á  la  ver- 
dad que  estas  palabras  están  de  más,  puesto  que  la  ley  en  nin- 
guno de  los  artículos  de  la  sección  habla  nada  del  objeto  deesas 
copias.  Este  se  deduce  y  se  explica  sin  que  la  ley  lo  diga,  aun- 
que parece  que  ha  querido  decirlo.  El  objeto  de  las  copias  ó  la 
prescripción  de  la  ley  de  que  á  todo  escrito  ó  documento  se  acom- 
pañen, no  es  ni  ha  sido  otro  que  el  de  que  los  autos  originales 
no  salgan  de  las  Escribanías  ó  Secretarías,  para  evitar  así,  ya 
el  extravío,  ya  el  deterioro  ó  la  alteración  de  los  mismos.  Así 
que,  con  la  disposición  de  la  nueva  ley,  las  defensas  de  las  par- 
tes tienen  siempre  á  su  disposición,  en  su  casa,  cuantos  escritos 
y  documentos  presente  la  contraria,  puesto  que  de  todos  se  les 
ha  de  dar  copia,  que  unidas  á  ellas  las  de  las  resoluciones  del 
Juzgado  ó  Tribunal,  tienen  otro  expediente  igual  al  original, 
que  estará  en  el  Juzgado,  y  podrán  enterarse  perfectamente  de 
la  marcha  del  mismo. 

Copia,  en  sentido  rigurosamente  jurídico,  es  el  traslado  ó 
trasunto  de  un  escrito  ó  documento.  Cuando  estas  copias  se  re- 
fieren á  escrituras  ó  documentos  públicos,  si  son  de  las  escritu- 
ras matrices,  se  llaman  primeras  ó  segundas.  A  la  primera,  se 
llama  también  original  ó  primordial,  ó  primera  saca,  y  la  se- 
gunda, trasunto,  ejemplar  ó  segunda  saca,  y  vulgarmente  tes- 
timonio por  concuerda,  cuando  se  saca  por  exhibición  de  la 
-original.  Si  la  copia  contiene  exactamente  lo  mismo  que  el  ori* 
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ginal,  en  cuyo  caso  es  la  verdadera  copia,  se  llama  litera 
sólo  se  traslada  su  sentido,  copia  en  relación.  Si  la  libn 
funcionario  autorizado  para  ello,  se  llama  copia\  certificad 
en  otro  caso  copia  simple,  etc. 


Artículo  515. 

A  todo  escrito  que  se  presente  en  los  juicios  decl 
tivos  se  acompañarán  tantas  copias  literales  del  misrn» 
papel  común,  cuantas  sean  las  otras  partes  litigantes,  c 
copias  suscribirán,  respondiendo  de  su  exactitud,  el  Pr< 
rador,  ó  la  parte  en  su  caso. 

Para  este  efecto,  se  considerarán  como  una  solapart 
que  litiguen  unidos  y  bajo  una  misma  dirección. 

Se  exceptúan  de  dicha  prescripción  los  escritos  expr 
dos  en  el  núm.  4.°  del  art.  10. 

El  primer  párrafo  de  este  artículo  habla  de  todo  escrito 
se  presente  en  los  juicios  declarativos;  pero  en  el  art.  52 
cepciona  la  ley  que.  esta  sección  y  la  anterior,  salvo  el  art. 
no  son  aplicables  al  juicio  verbal,  por  más  que  éste  sea  d 
rativo,  por  la  razón  de  que  ese  juicio  tiene  una  tramitació 
pecial,  en  la  cual,  por  su  sencillez,  no  admite  la  tramití 
establecida  para  los  otros  juicios  declarativos. 

Las  copias  han  de  ser  literales,  es  decir,  reflejo  exact» 
escrito  que  se  presente,  para  que  la  parte  contraria  pueda  < 
rarse  de  todos  y  cada  uno  de  sus  conceptos,  y  hasta  de  la  f 
y  signos  ortográficos  con  que  se  expongan;  en  papel  co: 
porque  la  ley  no  ha  querido  causar  más  gastos  á  las  partes, 
darles  mayor  seguridad  en  cuanto  á  la  de  los  autos  origin 
y  tantas  cuantas  sean  las  partes  litigantes,  puesto  que  el 
to  de  la  ley  es  que  todos  los  litigantes  se  enteren  de  la  mí 
del  pleito  y  contesten  cuando  les  convenga,  sin  que  los  i 
originales  salgan  del  Juzgado  ó  Tribunal;  y,  por  último,  hi 
suscribirlas,  respondiendo  de  su  exactitud,  el  Procurador, 
parte  en  su  caso.  Este  se  refiere  al  en  que  Tas  partes  comp 
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can  por  sí  mismas,  como  en  los  juicios  de  menor  cuantía,  en  que 
pueden  hacerlo. 

Y  en  verdad  que  no  se  cumpliría  el  deseo  del  legislador,  de 
que  las  partes  conozcan  y  tengan  á  su  disposición  el  pleito  sin 
que  el  original  salga  del  Juzgado,  si  esas  copias  no  llevaran 
una  autoridad  como  los  escritos  originales.  Por  eso  se  prescribe 
que  las  suscriban  el  Procurador  ó  la  parte,  respondiendo  de  su 
exactitud. 

Creemos  inútil  decir  que  en  el  caso  de  comparecer  por  medio 
de  Procurador,  sólo  éste  ha  de  suscribir  la  copia  y  responder  de 
su  exactitud;  la  parte  hará  lo  uno  y  estará  á  lo  otro  cuando 
comparezca  por  sí  misma,  si  está  por  la  ley  autorizada  para  ello. 

En  cuanto  á  la  escritura,  conviene  tener  en  cuenta  que  en 
vista  de  las  instancias  elevadas  al  Ministerio  de  Gracia  y  Jus- 
ticia, en  solicitud  de  que  se  admitieran  en  los  Tribunales  y 
Juzgados  del  Reino  los  escritos  y  sus  copias  hechos  con  má- 
quinas, se  dictó  una  Real  orden  en  28  de  Mayo  de  1904,  acce- 
diendo á  lo  solicitado  y  determinando  que  dichos  escritos  se 
hagan  á  un  tercio  de  margen  en  todas  las  caras  del  papel,  con- 
teniendo la  primera  el  encabezamiento  y  22  líneas  más,  y  las 
sucesivas  30  líneas  por  debajo  del  sello,  cualquiera  que  sea  el 
tipo  de  letra  de  la  máquina  que  se  emplee  entre  las  corrientes. 
Cada  línea  ha  de  contener  como  máximum  48  letras,  y  el  espa- 
cio entre  renglón  y  renglón  ha  de  ser  de  seis  milímetros  como 
mínimum. 

El  segundo  párrafo  del  artículo,  de  considerar  para  el  efecto 
de  las  copias  como  una  sola  parte  los  que  litiguen  unidos  y  bajo 
una  misma  dirección,  es  muy  conveniente,  porque  evita  trabajo 
y  dilación  y  no  es  obstáculo  al  objeto  primordial  de  la  ley. 

Una  excepción  ha  consignado  el  párrafo  3.°  del  articúle- 
los escritos  á  que  se  refiere  el  núm.  4.°  del  art.  10.  Esto  es,  los 
escritos  que  tengan  por  objeto  personarse  en  el  juicio,  acusar 
rebeldías,  pedir  apremios,  prórroga  de  términos,  etc.;  porque 
como  á  estos  escritos  no  puede  haber  contestación  de  la  parte 
contraria,  para  nada  los  necesita,  y  por  las  providencias  que  en 
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ellos  se  acuerden  podrá  saber  la  petición,  y  á  su  vez,  si  le  con- 
viene hacer  uso  del  derecho  de  que  se  crea  asistido. 


Artículo  516. 

En  la  propia  forma  se  acompañarán  tantas  copias  de 
cada  documento  que  se  presente,  cuantas  sean  las  otras  par- 
tes litigantes. 

Cuando  algún  documento  exceda  de  25  pliegos,  no  será 
obligatoria  la  presentación  de  copias  del  mismo,  pero  se 
admitirán  si  se  acompaflaren. 

Aquí  ya  la  ley  no  se  ocupa  de  los  escritos  que  se  presenten, 
sino  de  los  documentos  que  á  esoé  escritos  se  acompañen.  La 
ley  no  hace  excepción  alguna;  hay  que  presentar  tantas  copias 
de  cada  documento  cuantas  sean  las  otras  partes  y  en  la  propia 
forma  del  artículo  anterior,  es  decir,  copias  literales,  en  papel 
común  y  suscritas  por  el  Procurador  ó  la  parte,  los  que  respon- 
den de  su  autenticidad. 

Una  sola  excepción  hace  este  articulo  en  su  segundo  párra- 
fo :  el  documento  que  exceda  de  25  pliegos,  para  el  cual  no  será 
obligatoria  la  presentación  de  la  copia,  si  bien  se  admitirá  si 
se  acompaña. 

No  comprendemos  la  excepción.  Si  el  objeto  de  la  ley  ha  sido 
que  los  autos  originales  no  salgan  de  las  Escribanías  para  evi- 
tar extravíos,  ha  debido  prescribir  la  obligación  de  presentar 
copias  de  todos  los  documentos,  sea  eual  fuere  su  extensión, 
pues  por  ésta  no  se  mide  su  importancia. 

Creemos  que  las  partes  harán  muy  bien  en  presentar  copias 
de  todos  los  documentos  que  excedan  de  esos  pliegos,  y  tendrán 
la  seguridad  de  que  los  originales  no  saldrán  del  Juzgado. 

Artículo  517. 

Las  copias  de  los  escritos  y  documentos  se  entregarán  á 
la  parte  ó  partes  contrarias  al  notificarles  la  providencia  que 


Digitized  by 


Google 


700  LEY   DE   ENJUICIAMIENTO  CtVIL 


1 


haya  recaído  en  el  escrito  respectivo,  ó  al  hacerles  la  cita- 
ción ó  emplazamiento  que  proceda. 

Ninguna  duda  ofrece  este  artículo.  El  actuario,  aun  cuando 
la  ley  no  lo  dice,  en  la  diligencia  de  notificación  ó  citación  con- 
signará la  entrega  de  las  copias;  y  al  firmar  esa  diligencia  el 
Procurador  ó  la  parte,  se  dan  por  entregados  de  ellas. 

Abtículo  518. 

La  omisión  de  las  copias  no  será  motivo  para  dejar  de 
admitir  los  escritos  y  documentos  que  se  presenten  en  tiem- 
po oportuno.  En  este  caso,  el  Juez  señalará,  sin  ulterior  re- 
curso, el  plazo  improrrogable  que,  atendida  la  extensión 
del  escrito  y  documentos,  estime  necesario  para  extender 
las  copias;  y  si  no  se  presentasen  en  dicho  plazo,  las  librará 
el  actuario  á  costa  del  Procurador  ó  de  la  parte,  si  éste  no 
interviniere,  que  haya  dejado  de  presentarlas. 

Se  exceptúan  de  esta  disposición  los  escritos  de  deman- 
da, los  cuales  no  serán  admitidos  si  no  se  acompañan  las 
copias  del  escrito  y  documentos. 

La  excepción  de  este  artículo  está  puesta  en  obsequio  de  la 
mayor  rapidez,  y  para  obviar  la  dificultad  del  momento.  Por 
eso  dice  que  la  omisión  de  las  copias  no  será  motivo  para  dejar 
de  admitir  los  escritos  y  documentos  que  se  presenten  en  tiempo 
oportuno.  Pero  como  el  precepto  y  la  previsión  de  la  ley  queda- 
rían burlados  si  esa  excepción  fuera  amplia,  de  aquí  el  que  el 
artículo  -disponga  que  en  el  caso  de  no  presentarse  las  copias,  el 
Juez,  sin  ulterior  recurso,  señalará  un  plazo  improrrogable  y 
prudencial  para  extender  esas  copias,  dice  la  ley;  y  si  no  se 
presentasen  dentro  de  él,  las  librará  el  actuario  á  costa  del 
Procurador,  ó  de  la  parte,  si  éste  no  interviniere,  que  haya  de- 
jado de  presentarlas. 

El  artículo  exceptúa  de  esta  disposición  los  escritos  de  de- 
manda, los  cuales  no  serán  admitidos  si  no  se  acompañan  la 
copia  del  escrito  y  documentos;  y  aun  cuando  el  artículo  por 
innecesario  no  lo  dice,  se  exceptúan  también  las  copias  de  los 
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escritos  que  excedan  de  25  pliegos,  que  así  como  la  parte  está 
facultada  para  no  presentarlas,  el  Juez  no  podrá  mandar  al 
actuario  que  las  extienda. 


Artículo  519. 

Los  autos  originales  se  conservarán  en  la  Escribanía, 
donde  podrán  examinarlos  las  partes  ó  sus  defensores  du- 
rante las  horas  de  despacho,  siempre  que  les  convenga,  sin 
que  por  esta  exhibición  devengue  derechos  el  actuario. 

Sólo  se  comunicarán  ó  entregarán  los  autos  originales 
á  las  partes,  en  los  casos  expresamente  determinados  en 
esta  ley. 

Hó  aquí  el  principal  objeto  de  las  copias:  que  los  autos  orl- 
ginales  se  conserven  y  no  salgan  de  las  Escribanías.  Y  por  más 
que  teniendo  las  partes  el  cuidado  de  sacar  copias  de  las  provi- 
dencias ó  resoluciones  judiciales  acordadas  en  el  pleito,  y  con- 
servando las  que  la  contraria  tiene  obligación  de  presentar,  y 
unidos  los  borradores  de  sus  escritos,  puede  decir  que  esa  parte 
ó  su  defensa  tienen  un  expediente  igual  al  original,  sin  embar- 
go, la  ley,  previendo  descuidos  ó  negligencias,  no  ha  podido 
menos  de  disponer  que  los  autos  originales  sean  públicos  para 
las  partes  y  que  éstas  los  tengan  á  su  disposición  y  examinen 
siempre  que  les  convenga,  pero  en  las  Escribanías,  donde  se 
conservan  y  á  las  horas  de  despacho;  sin  que  por  esta  exhibi- 
ción devenguen  los  actuarios  derechos,  puesto  que  ya  hemos 
dicho  que  la  ley,  al  prescribir  la  necesidad  de  acompañar  co- 
pias, no  lo  ha  hecho  con  intención  de  causar  más  gastos  á  los 
litigantes,  sino  para  la  mayor  seguridad  de  los  autos  origi- 
nales. 

El  párrafo  final  de  este  artículo  es  una  excepción  al  precep1 
to  de  las  copias:  Por  él  se  dispone  que  sólo  se  comunicarán  y 
entregarán  los  autos  originales  á  las  partes  en  los  casos  expre- 
samente determinados  en  esta  ley;  excepción  que  hubiéramos 
querido  que  no  se  hubiera  puesto,  para  que  el  deseo  y  la  inten- 
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ción  del  legislador  se  hubiese  cumplido  rigurosamente.  De  todos 
modos,  téngase  presente  que  siempre  que  hable  la  ley  de  tras- 
lados, comunicaciones,  etc.,  se  entenderá  que  éstos  se  han  de 
hacer  en  virtud  de  las  copias;  y  que  no  diciéndose  en  el  artículo, 
en  virtud  del  cual  se  concede  el  traslado,  que  se  entreguen  los 
autos  originales,  éstos  no  podrán  entregarse  nunca. 


Artículo  520. 

Los  traslucios  se  evacuarán  y  las  demás  pretensiones  se 
deducirán  en  vista  de  las  copias  de  los  escritos,  documentos 
y  providencias  que  cada  parte  conservará  en  su  poder. 

En  el  caso  de  que  por  exceder  de  25  pliegos  algún  do- 
cumento no  se  haya  presentado  copia  del  mismo,  se  entre- 
gará el  original  á  la  parte  contraria  para  el  efecto  de  eva- 
cuar el  traslado,  uniéndolo  después  á  los  autos. 

Este  artículo  corrobora  lo  que  hemos  dicho  anteriormente: 
que  todos  los  traslados  y  pretensiones  se  evacuarán  en  vista  de 
las  copias  de  los  escritos,  documentos  y  demás  providencias  que 
cada  parte  conservará  en  su  poder.  Así,  pues,  los  Letrados  de- 
ben exigir  á  los  Procuradores  copia  de  todo  escrito  y  de  toda 
actuación  que  se  practique;  porque  de  esa  manera  tendrán  en 
sus  despachos  una  copia  fiel  de  los  autos  originales,  evitándose 
así  la  molestia  de  tener  que  ir  á  la  Escribanía  á  examinar 
éstos. 

Como  la  ley  ha  dicho  en  el  párrafo  2.°  del  art.  516  que  cuan- 
do algún  documento  exceda  de  25  pliegos,  no  será  obligatoria 
la  presentación  de  copias  del  mismo,  admitiéndose  sin  embargo 
si  se  acompañan,  excepción  que  ya  hemos  dicho  que  no  encon- 
tramos fundada,  la  disposición  del  párrafo  2.°  del  art.  520  era 
necesaria  y  viene  á  completar  la  de  aquel  artículo;  cuando  no 
se  presente  esa  copia  se  entregará  el  original  á  la  parte  contra- 
ria, para  el  efecto  de  evacuar  el  traslado,  uniéndose  después  á 
los  autos. 
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Aktículo  521 


Transcurrido  el 'término  señalado 
quier  traslado,  actuación  ó  diligencia 
y  en  su  caso  la  prórroga  que  se  hubi 
cia  de  la  contraria  se  dará  á  los  autc 
ponda. 

Se  admitirá,  sin  embargo,  el  escr 
ducirá  sus  efectos  legales  si  se  prescr 
que  se  notifique  aquella  providencia 

Í)ués;  y  teniendo  por  firme  dicha  pr 
ante  ía  sustanciación  de  los  autos  s< 

Este  artícnlo  responde  al  principio 
no  se  hace  nada  sin  petición  de  parte, 
tiene  algunas  excepciones.  Según  esto 
transcurra  el  término  señalado  á  une 
traslado,  actuación  ó  diligencia,  ni  la 
le  conceda,  si  ésta  procede,  para  que 
de  su  derecho  si  no  lo  evacúa;  es  ne 
parte  contraria  lo  pida  para  que  así  s 
autos  el  curso  que  corresponda.  La  1 
gente  en  cnanto  es  posible  con  los  lit. 
los  derechos  de  la  parte  contraria  y  si 
y  rápida  administración  de  justicia,  p 
este  artreulo  hace  algum*  concesiones 
tes  apremiadas. 

Se  admitirá,  dice  la  ley,  sin  embí 
ceda,  y  producirá  sus  efectos  legales 
del  día  en  que  se  notifique  aquella  pro 
que  se  acuerde  en  virtud  del  escrito  d< 
4e  que  se  dé'  á  los  autos  el  curso  que 
transcurrido  el  día  en  que  se  notifiq 
será  admitido  el  escrito,  y  se  tendrá  p 
cia,  siguiendo  adelante  la  sustanciaci< 
Téngase  presente  que,  según  el  últ 
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con  referencia  al  núm.  4.°  del  art.  10,  con  los  escritos  de  apre- 
mio ó  rebeldía  no  se  presentan  copias,  y  que,  por  tanto,  la 
parte  á  quien  se  apremia  no  puede  tener  conocimiento  oficial, 
pudiéramos  decir,  del  apremio  hasta  que  se  le  notifique  la  pro- 
videncia mandando  dar  á  los  autos  el  curso  que  corresponda. 
De  aquí  la  concesión  que  á  la  parte  apremiada  hace  la  ley  para 
que  pueda  presentar  el  escrito  que  proceda  y  que  éste  surta  sus 
efectos  dentro  del  día  en  que  se  la  notifique  la  providencia  que 
recaiga  al  escrito  de  apremio. 

Artículo  522. 

En  el  caso  de  haberse  entregado  á  las  partes  algün  do- 
cumento, si  no  fuere  devuelto  dentro  del  término  corres- 
pondiente, se  empleará  ol  procedimiento  establecido  para  la 
recogida  de  autos  en  el  art.  308. 

Ya  que  la  ley  en  artículos  anteriores  permite,  sin  bastante 
fundamento  en  nuestra  opinión,  que  algunos  documentos  origi- 
nales vayan  á  poder  de  las  partes  para  su  examen  ó  tratado, 
debiendo  hacerlo  de  la  copia,  por  este  artículo  no  ha  podido 
menos  de  prever  el  caso  en  que  la  parte  á  quien  se  haya  entre- 
gado no  lo  devuelva  en  el  término  correspondiente,  y  al  efecto 
fija  el  procedimiento  establecido  en  el  art.  308  para  la  recogida 
de  autos.  Que  transcurrido  ese  término,  y  la  prórroga  si  fuere 
prorrogable,  luego  que  apremie  la  parte  contraria  se  mandará 
á  aquélla  que  lo  devuelva  dentro  de  veinticuatro  horas,  bajo  la 
multa  de  10  á  25  pesetas  por  cada  día  que  deje  transcurrir  sin 
devolverlo,  multa  que  se  exigirá  forzosamente  del  Procurador 
cuando  intervenga;  y  si  transcurren  seis  días  sin  devolver  el 
documento,  procederá  el  actuario  á  recogerlo  bajo  su  responsa- 
bilidad y  sin  necesidad  de  nueva  providencia;  y  en  el  caso  dé 
que  no  le  sean  entregados  en  el  acto  del  requerimiento,  dará 
cuenta  al  Juzgado  ó  Tribunal  para  que  disponga  se  proceda  á 
lo  que  haya  lugar. 

Téngase  presente  que  este  art.  522  sólo  se  refiere  al  caso  de 
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entregarse  un  documento  original  para  el  de  que  no  se  entreguen 
los  autos  también  originales;  cuando  esto  proceda,  se  observará 
estrictamente  lo  que  dispone  dicho  art.  308,  á  cuya  anotación 
nos  remitimos. 

Artículo  523. 

Con  exclusión  de  lo  ordenado  en  el  art.  514,  las  dispo- 
siciones de  esta  sección  y  de  la  precedente  no  son  aplicables 
al  juicio  verbal,  el  cual  se  regirá  por  sus  disposiciones  espe- 
ciales. 

Ya  hemos  dicho  al  ocuparnos  del  art.  315  que  todas  estas 
disposiciones  relativas  á  copias  de  escritos  y  documentos  no  se 
referían  al  juicio  verbal,  por  tener  una  tramitación  especial;  y 
aquella  advertencia  la  hacíamos  con  referencia  á  este  art.  523. 

Con  efecto:  este  artículo  dice  de  una  manera  terminante 
que,  con  exclusión  de  lo  ordenado  en  el  art.  514,  las  disposi- 
ciones de  esta  sección  y  de  la  precedente  no  son  aplicables  al 
juicio  verbal,  el  cual  se  regirá  por  sus  disposiciones  especiales. 
De  manera  que  siempre  que  se  trate  de  uno  de  estos  juicios  no 
hay  que  tener  en  cuenta  para  nada  estas  dos  secciones,  salvo 
el  art.  514,  y  habrá  que  acomodar  el  juicio  á  las  disposiciones 
del  capítulo  IV  de  este  título  y  libro,  art.  715  y  siguientes. 

La  inclusión  en  los  juicios  verbales  de  la  disposición  del 
artículo  514,  única  que  se  aplica  á  dichos  juicios  de  las  que  se 
fijan  para  los  otros  dos  declarativos,  tiene  sencilla  explicación. 
El  art.  514  trata  del  caso  en  que  sostenga  una  de  las  partes  la 
falsedad  de  un  documento  que  pueda  ser  de  influencia  notoria 
en  el  pleito  y  entable  la  acción  criminal.  Y  como  la  falsedad 
puede  hacerse  lo  mismo  en  un  documento  de  aquellos  que  for- 
men parte  de  las  actuaciones  de  un  juicio  verbal  que  en  aquellos 
que  lo  formen  de  los  demás  juicios,  de  aquí  que  la  ley,  con 
gran  justicia,  asimile  la  prescripción  de  este  artículo  á  los  jui- 
cios verbales. 

No  necesitamos  encarecer,  en  vista  de  las  disposiciones  de 
la  nueva  ley,  la  importancia  que  los  documentos  tienen  en  los 
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juicios.  Como  se  trataba  de  disposiciones  nuevas,  la  ley  ha  sido 
minuciosa  al  ocuparse  de  los  documentos  y  sus  copias,  ya  en 
cuanto  al  modo  de  presentarlos,  á  su  categoría,  su  autentici- 
dad y  solemnidad,  cotejo  y  demás  diligencias  á  ellos  referentes, 
y,  á  su  vez,  el  litigante  ha  de  tomarlos  muy  en  cuenta  desde 
antes  de  entablar  su  acción  hasta  que  recaiga  la  sentencia 
definitiva. 

CAPÍTULO  II 
Del  juicio  ordinario  de  mayor  cuantía. 

Dejamos  dicho  en  su  lugar  oportuno  qué  es  lo  que  se  entien- 
de por  juicios  declarativos  y  cuáles  son  los  que  la  ley  comprende 
bajo  esta  denominación  (véanse  nuestras  notas  al  epígrafe  de 
este  título  y  al  art.  482);  y  ahora  habremos  de  exponer  algunas 
consideraciones  sobre  el  epígrafe  del  presente  capítulo,  y  acerca 
de  la  conveniencia  de  tratar  de  los  juicios  declarativos  como  lo 
hace  la  ley,  es  decir,  prescribiendo  primero  lo  relativo  al  juicio 
ordinario  de  mayor  cuantía,  después  lo  referente  al  de  menor 
cuantía,  y,  por  último,  lo  respectivo  al  verbal. 

Leyendo  el  citado  art.  482,  y  los  epígrafes  de  éste  y  los  dos 
capítulos  posteriores,  se  ve  que  la  ley,  á  pesar  de  lo  consignado 
en  el  art.  481,  califica  expresamente  de  ordinario  al  juicio  de- 
clarativo de  mayor  cuantía,  y  no  verifica  lo  mismo  con  respecto 
á  los  de  menor  cuantía  y  verbal;  y  como  quiera  que  al  observar 
esta  diferencia  y  hacerse  cargo  de  que  ya  aparecía  establecida, 
con  más  vigor  aún,  en  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  anterior, 
pudiera  creerse  á  primera  vista  que  estos  dos  últimos  no  son 
ordinarios,  importa  que  hagamos  notar  no  es  así,  sino  que  se 
emplea  el  calificativo  solamente  al  tratar  del  de  mayor  cuantía, 
por  cuanto  es  el  juicio  ordinario  por  excelencia.  En  efecto:  el 
referido  calificativo  da  á  entender  que  por  la  índole  y  natura- 
leza de  las  reglas  que  se  prescriben,  aplicables  á  la  mayor  par- 
te de  las  contiendas  judiciales,  se  trata  de  un  juicio,  ó,  para 
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mejor  decir,  de  un  enjuiciamiento  (véanse  nuestras  observacio- 
nes preliminares),  que  constituye  la  regla  general;  por  manera 
que,  acomodándose  á  él,  deben  sustanciarse  todas  las  contiendas 
que  no  tengan  señalada  en  la  ley  tramitación  especial  (art.  481), 
y  que  á  él  debe  atenderse  para  salvar  todas  las  deficiencias  y 
dificultades  no  previstas;  y  esto  es  lo  que  sucede  con  el  juicio 
de  mayor  cuantía,  pues  si  bien  es  cierto  que  todos  los  declara- 
tivos constituyen  en  cierto  modo  esa  regla  general,  no  lo  es  me- 
nos que  cuando  se  duda,  por  ejemplo,  del  valor  de  la  cosa  liti- 
giosa, y  no  hay  medio  de  fijarle,  se  sigue  la  contienda  en  juicio 
de  mayor  cuantía,  que  es  el  aceptado  como  supletorio  para  la 
mayor  parte  de  los  casos. 

Y  en  esta  circunstancia,  precisamente  nos  fundamos  para 
•combatir  la  creencia  expuesta  por  muchos  autores  de  que  la  ley 
debía  ir  de  menos  á  más  y  tratar  primero  del  juicio  verbal,  des- 
pués del  de  menor  cuantía,  y  más  tarde  del  de  mayor,  A  nues- 
tro juicio,  las  consideraciones  que,  por  el  hecho  de  ser  este  úl- 
timo el  ordinario  por  excelencia,  aconsejan  el  método  opuesto, 
son  por  todo  extremo  atendibles.  Calculando  la  ley  que  en  los 
casos  en  que  se  ventila  un  interés  muy  limitado,  puede,  sin  de- 
trimento ni  perjuicio,  ser  más  breve  y  sencilla  la  tramitación 
que  la  que  por  regla  general  exige,  establece  el  juicio  de  menor 
cuantía  y  el  verbal;  y,  en  su  consecuencia,  vienen  éstos  á 
representar  (aunque  ya  hemos  dicho  que  por  su  carácter  de  de- 
clarativos pueden  llamarse,  y  de  hecho  son  ordinarios)  una 
excepción,  un  privilegio,  con  respecto  al  de  mayor  cuantía. 
Pues  así  las  cosas,  y  examinada  de  este  modo  la  cuestión,  fácil 
es  comprender  que  de  la  misma  manera  que  convenía  consignar 
«en  un  libro  aparte  y  antes  que  nada  las  disposiciones  generales 
ó  aplicables  á  todos  los  juicios,  conviene  que  antes  de  tratar  de 
ningún  otro  se  prescriba  lo  relativo  al  que,  salvos  los  casos  en 
que  la  ley  determina  otra  cosa,  se  debe  siempre  seguir,  y  al 
que,  como  hemos  dicho,  constituye  lo  que  podríamos  llamar  el 
verdadero  derecho  supletorio.  De  este  modo  la  ley  es  consecuen- 
te, y  va  marchando  con  uniformidad  y  criterio  lógico,  de  lo 
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general  á  lo  particular,  de  lo  común  á  lo  privilegiado,  de  lo  or- 
dinario á  lo  extraordinario. 


SECCIÓN  PRIMERA 

DE  LA  DEMANDA   Y  EMPLAZAMIENTO 

Tales  son,  una  vez  practicadas,  en  su  caso,  las  diligencias 
preliminares  de  que  se  hace  mérito  en  el  capítulo  anterior;  la* 
£/.  dos  primeras  de  importancia  decisiva  en  todo  juicio,  porque  la 

demanda  es  el  primer  paso  del  pleito,  de  tal  modo,  que  sólo  por 
su  virtud  se  comienza  y  no  de  otra  manera  puede  comenzarse;  y 
5?;  el  emplazamiento,  que  las  leyes  de  Partida  califican  también  de 

fB*  raíz  y  comienzo  de  todo  pleito,  es  imprescindible  para  que  el 

&'  demandado  acuda  á  la  palestra  y  el  combate  judicial  pueda 

£\  tener  efecto.  La  demanda,  como  oportunamente  dicen  los  seflo- 

^  res  Manresa,  Miquel  y  Reus,  es  el  reto;  el  emplazamiento,  la 

$\.  esquela  de  desafío,  y  la  contestación  organiza  y  consuma  el 

¡£:  combate  judicial;  y  «si  las  leyes  no  hubiesen  prescrito  —  expo- 

k  i  ne  á  su  vez  el  Sr.  Gómez  Negro  —  el  orden  con  que  los  ciudada- 

j;"  ;  nos  deben  proponer  al  Juez  sus  demandas,  ni  el  que  éste  debe 

V  * :  seguir  en  la  decisión  de  las  disputas  que  se  sometiesen  á  su  de- 

ní  cisión,  dejándolo  todo  al  interés  y  buena  fe  de  los  primeros  y  i 

la  rectitud  del  segundo,  es  claro  que  el  ciudadano,  persuadido 
de  que  otro  le  debía  restituir  alguna  cosa  ó  pagar  algún  interés, 
querría  valerse,  para  conseguir  esto,  del  auxilio  del  Juez,  acu- 
diría á  éste,  le  expondría  con  la  posible  claridad  los  hechos  de 
donde  naciese  el  derecho  que  creyese  asistirle,  haría  un  breve 
raciocinio  para  demostrar  que  conforme  á  las  leyes  se  había 
obligado  su  contrario  por  los  tales  hechos  á  la  restitución  ó 
pago  que  pretendiese,  y  concluiría  haciendo  su  petición  (deman- 
'■  da)  en  los  términos  más  exactos  y  con  la  extensión  conveniente 

para 'que  el  Juez  no  pudiese  menos  de  entender  lo  que  se  pre- 
.    tendía  en  todas  y  cada  una  de  las  cláusulas  de  su  petición.  El 
;  Juez,  para  decidir  con  acierto,  llamaría  á  la  parte  contra  quien 
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ae  pidiese,  dándole  cuenta  de  la  petición  que  contra  ella  se  hu- 
biese presentado,  si  estaba  en  el  pueblo  con  algún  oficial  desti- 
nado para  esto,  y  si  fuera  por  medio  de  una  carta,  valiéndose, 
para  enviarla,  del  mismo  demandante,  que,  como  más  interesado 
•en  la  decisión  de  la  disputa,  cuidaría  de  ponerla  en  manos  del 
•demandado  con  la  mayor  brevedad;  últimamente,  si  no  se  sabía 
su  paradero,  le  llamaría  por  edictos  y  pregones,  y  para  evitar 
malicia  le  señalaría  un  término,  dentro  del  cual  debía  presen- 
tarse, y  para  que  no  pudiese  negar  la  notificación,  si  se  le  había 
hecho,  debía  dar  fe  un  Escribano.  Si  el  demandado  no  se  pre- 
sentaba en  el  término  señalado  por  el  Juez,  tomaría  éste  las 
providencias  necesarias  para  que  al  demandante  no  se  le  si- 
guiera perjuicio»,  etc. 

Después  de  estas  sencillas  y  magistrales  palabras,  que  al 
propio  tiempo  que  hacen  ver  cuan  natural  y  arreglado  es  á  la 
índole  de  la  contienda  judicial  el  que  empiece  por  la  demanda 
y  el  emplazamiento,  señalan  implícitamente  las  condiciones  ó 
•circunstancias  de  una  y  de  otro,  como  tendremos  ocasión  de 
observar,  y  no  dejan  lugar  á  duda  sobre  su  importancia,  pode- 
mos afirmar  con  plenitud  de  convencimiento  que  no  necesita- 
mos insistir  ni  extendernos  en  otras  consideraciones;  cuantos 
se  consagren  al  estudio  del  Derecho^  y  cuantos  mediten  sobre  el 
asunto,  tienen  que  comprender  que  el  papel  que  la  demanda  y 
•el  emplazamiento  juegan  en  el  pleito  es  de  primera  importan- 
cia, porque  con  ellos  comienza,  su  influencia  siempre  ha  de  de- 
jarse sentir,  y  la  contestación,  las  pruebas,  la  sentencia  y  todo 
ha  de  ser  producido  y  congruente  con  la  propia  demanda 

Esta  se  define  en  sentido  genérico,  diciendo  que  es  la  peti- 
ción que  hace  el  actor  ante  Juez  competente  para  que  deter- 
mine sobre  la  cosa  ó  derecho  que  reclama,  y  el  emplazamiento, 
según  la  ley  1.a,  título  VII,  Partida  3.a,  es  el  llamamiento  que 
facen  á  alguno  que  venga  ante  el  juzgador  á  facer  derecho,  ó 
cumplir  su  mandamiento.  La  demanda  se  llama  también  libelo 
■ó  pedimento,  y  algunos  la  suelen  confundir  con  el  derecho  ó  la 
ficción,  en  virtud  de  los  cuales  se  pide  en  juicio,  y  que  son  muy 
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diferentes  (véase  nuestra  nota  al  art.  62).  Y  las  demandas  se 
dividen  en  verbales  y  escritas,  simples  ó  sencillas  y  compues- 
tas ó  de  acumulación;  verbales  son  las  que  tienen  lugar  en  los 
juicios  de  igual  nombre;  escritas,  las  demás;  simples  ó  sencillas, 
aquellas  en  que  sólo  se  ejercita  una  acción,  y  compuestas  ó  de 
acumulación,  las  en  que  se  ejercitan  dos  ó  ma?  acciones. 

Por  regla  general,  á  nadie  se  le  puede  obligar  á  demandar; 
pero  las  leyes  46  y  47  del  título  II  de  la  Partida  3.a  dispusie- 
ron respectivamente  que  cuando  alguno  se  jacta  de  tener  de- 
recho sobre  una  cosa  y  dice  públicamente  que  le  pertenece  y 
que  la  demandará  á  su  poseedor,  puede  éste  pedir  al  Juez  que 
haga  saber  al  que  de  tal  manera  se  jacta  que  dentro  de  un  pla- 
zo que  se  le  señale  deduzca  la  acción  que  crea  tener  sobre  aque- 
lla cosa,  y  que,  no  haciéndolo,  se  le  imponga  perpetuo  silencio; 
y  que  cuando  alguno  tuviere  intención  de  demandar  á  un  mer- 
cader, ó  cualquiera  otra  persona  que  tuviera  que  emprender  un 
viaje  y  esperase  maliciosamente  á  que  lo  tuviera  todo  dispuesto 
para  la  marcha  con  el  objeto  de  entablar  entonces  la  demanda 
é  impedir  que  se  verifique  el  viaje,  puede  el'  mercader  ó  la  per- 
sona que  sea  pedir  al  Juez  que  apremie  á  aquel  que  le  está 
acechando  á  que  haga  su  demanda  y  no  lo  deje  hasta  el  mo- 
mento de  la  marcha.  Estas  dos  disposiciones  están  conservadas 
en  espíritu,  si  bien  el  segundo  caso  suele  ocurrir  sólo  tratán- 
dose de  hechos  injuriosos  y  calumniosos. 

Juri&pitidencia.  — Nadie  puede  ser  compelido  á  demandar  á 
otro,  según  la  disposición  de  la  ley  46,  título  II  de  la  Parti- 
da 3.ft,  fuera  de  los  casos  que  dicha  ley  y  la  siguiente  estable- 
cen como  excepción.  Ni  en  dichas  excepciones,  ni  en  las  admi- 
tidas por  la  jurisprudencia  de  los  Tribunales,  pueden  ser  com- 
prendidos los  que  se  hallan  en  posesión  de  un  derecho  en  virtud 
de  decisión  judicial  dictada  en  legal  forma.  (22  de  Diciembre 
de  1862.) 

La  ley  46,  título  H,  Partida  3.a,  al  paso  que  dispone  por 
punto  general  que  á  nadie  puede  obligarse  á  que  demande  á 
otro  en1  juicio  contra  .su  voluntad,  establece  en  seguida  como- 
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excepción,  á  no  ser  en  cosas  señaladas,  siendo  una  de  ellas 
cuando  alguno  se  va  alabando  ó  diciendo  contra  otro  mal, 
en  cuyo  caso  ú  otro  semejante  puede  pedir  ante  el  Juez  del 
logar  que  castrifíe  al  que  las  dijo,  que  ffaga  demanda  sobre 
ellas  enjuicio,  ó  que  las  pruebe  ó  que  se  desdiga  dellas.  (5  Oc- 
tubre 1866.) 

Artículo  524. 

El  juicio  ordinario  principiará  por  demanda,  en  la  cual, 
expuestos  sucintamente  y  numerados  los  hechos  y  los  fun- 
damentos de  derecho,  se  fijará  con  claridad  y  precisión  lo 
que  se  pida  y  la  persona  contra  quien  se  proponga  la  de- 
manda. 

También  se  expresará  la  clase  de  acción  que  se  ejercite, 
cuando  por  ella  haya  de  determinarse  la  competencia.  (Ley 
anterior,  art.  224  .J 

Enuméranse  en  este  artículo  los  requisitos  que  debe  conte- 
ner el  escrito  de  demanda,  y  salvas  dos  modificaciones,  de  que 
nos  ocuparemos  más  adelante,  puede  decirse  que  aquí  no  se  ha 
hecho  otra  cosa  que  copiar  el  artículo  concordante  de  la  ley  an- 
terior, llegando  hasta  el  punto  de  que  las  primeras  palabras  ó 
el  precepto  de  que  el  juicio  ordinario  principiará  por  demanda, 
que  ya  constaba  en  la  otra  ley,  se  ha  transcrito  integro,  á  pe- 
sar de  haber  sido  objeto  de  justificadas  censuras,  pues  según 
se  hacía  notar  por  los  comentadores  y  publicistas  más  nombra- 
dos, era  de  extrañar  que,  empezando  todos  los  juicios  por  de- 
manda, se  cuidase  la  ley  de  advertir  que  por  dicho  trámite 
principiará  el  juicio  ordinario,  y  mucho  más  no  diciendo  otro 
tanto  (igual  que  la  presente  ley)  ai  tratar  de  los  otros  juicios, 
porque  ó  era  preciso  entender  que  no  obstante  referirse  al  jui- 
cio ordinario  había  querido  consignar  una  regla  general,  cuyo 
lugar  oportuno  no  era,  en  ese  caso,  el  elegido,  ó  tenía  que  con- 
venirse en  que,  con  perjuicio  de  la  claridad  de  la  ley  y  sin  ra- 
zón ni  motivo  alguno,  se  había  consignado,  aplicándole  al  jui- 
cio ordinario,  un  precepto  que  por  su  carácter  general  no  era 
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justo  referirle  á  un" solo  juicio.  Además,  las  palabras  en  la 
cual,  colocadas  inmediatamente  después  de  las  de  que  el  juicio 
ordinario  principiará  por  demanda,  hubieran  podido  contri- 
buir y  aun  contribuirían  á  aumentar  la  oscuridad  y  la  confu- 
sión, si  no  fuera  porque  se  trata  de  un  asunto  bien  conocido, 
acerca  del  cual  tiene  hechas  la  jurisprudencia  todas  las  decla- 
raciones necesarias  y  en  donde  en  la  práctica  se  han  salvado 
todos  los  inconvenientes,  pues  por  lo  mismo  que  el  juicio  ordi- 
nario de  mayor  cuantía  constituye  en  materia  de  enjuicia- 
miento civil  el  verdadero  derecho  supletorio,  es  indudable  que 
las  demandas,  en  general,  excepto  aquellas  cuyas  condiciones 
todas  se  cuide  también  de  señalar  la  ley,  deben  contener  los  re- 
quisitos exigidos  para  la  del  juicio  ordinario,  y  dada  la  coloca- 
ción de  las  palabras  en  la  cual,  pudiera  creerse  que  las  circuns- 
tancias que  se  prescriben  en  el  articulo  que  examinamos  sólo 
son  precisas  en  las  demandas  con  que  el  juicio  ordinario  ha  de 
comenzar.  Y  así  es  que  no  ha  faltado  autor  que,  fijándose  en 
cuanto  llevamos  dicho,  ha  considerado  que  lo  que  la  ley  quería 
decir  al  expresar  que  el  juicio  ordinario  principiará  por  de- 
manda, ha  sido  que  las  diligencias  preliminares  ó  prejudicia- 
les, cuya  práctica  se  autoriza  en  los  artículos  222  y  223  de  la 
ley  anterior  y  en  los  497  al  502  de  la  actual,  no  pertenecen  á 
la  esencia  del  juicio,  ni  puede,  por  lo  tanto,  considerarse  que 
éste  principie  por  ellas 5  pero,  en  nuestro  sentir,  ahora  no  es 
procedente  semejante  alegación,  porque  la  ley  trata  primero  y 
separadamente  de  aquellas  diligencias,  y  el  art.  524  es  á  su  vez 
el  primero  dé  los  en  que  se  consignan  preceptos  relativos  al  jui- 
cio ordinario. 

Sea  de  ello  lo  que  quiera,  es  lo  cierto  que  todo  cuanto  se 
manifiesta  en  dicho  artículo  tiene  carácter  general,  y  que  su 
importancia  está  en  el  hecho  de  señalar  los  siguientes  requisi- 
tos que  deben  llenarse  en  el  escrito  de  demanda:  1.°,  la  exposi- 
ción sucinta  y  numerada  de  los  hechos  y  fundamentos  de  dere- 
cho; 2.°,  la  fijación  con  claridad  y  precisión  de  lo  que  se  pida; 
3.°,  la  determinación  de  la  persona  contra  quien  se  proponga  la 
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demanda;  y  4.°,  la  expresión  de  la  clase  de  acción  < 
cite,  cuando  por  ella  haya  de  determinarse  la  comp 
tos,  como  oportunamente  han  manifestado  casi  tod< 
res,  son  nada  más  los  requisitos  que  pudieran  deno 
trínsecos,  pues  la  ley  40  del  título  II  de  la  Part: 
viene  que,  «en  cualquier  demanda,  para  ser  fecha  c 
te,  deven  y  ser  acatadas  cinco  cosas.  La  primera, 
Juez  ante  quien  debe  ser  fecha.  La  segunda,  el  nom 
face.  La  tercera,  el  de  aquel  contra  quien  la  quiere 
cuarta,  la  cosa  ó  la  quantia  ó  el  fecho  que  demanda 
por  qué  razón  la  pide.  Cá  seyendo  todas  estas  cosas 
la  demanda,  cierto  puede  el  demandado  saber  por 
manera  debe  responder»;  y  los  autores  comprendier 
tos  requisitos  en  el  siguiente  di s tico: 

Quis,  quid,  coram  quo,  quo  jure  petatur,  et  i 
Ordine  confectus  quisque  libellus  habet. 

Ni  la  ley  anterior  ni  la  actual  han  variado  sust 
el  sistema  de  La  jurisprudencia  antigua,  y,  por  lo 
mos  oportuno  tratar  separadamente  de  los  réquis 
suma  debe  contener  hoy  el  escrito  de  demanda. 

1.°  Nombre  del  actor.  —  Este  requisito  es  de  to< 
dispensa  ble,  pues  el  demandado  necesita  conocer 
que  le  demanda  y  si  reúne  las  condiciones  necesaria 
parecer  en  juicio  ó  tiene  acreditado  el  carácter  ó  re] 
con  que  reclama,  y,  caso  de  ignorar  quién  es  el  de 
de  que  éste  no  reúna  las  condiciones  legales,  pue 
artículo  de  incontestación  (art.  533).  De  modo  q 
nombre  del  actor  no  quiere  expresarse  que  ha  de 
mente  el  nombre  y  nada  más,  sino  el  nombre  y  apell 
se  refiera  á  su  estado  civil  y  sirva  para  dar  á  conoc 
nalidad  y  su  aptitud  para  comparecer  en  juicio;  y 
en  representación,  los  títulos  que  le  abonan,  adem 
bre  y  condición  del  representado,  pues  no  debe  olvi 
el  art.  2.°  se  previene  que  sólo  podrán  comparecer 
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que  estén  en  él  pleno  ejercicio  de  sus  derechos  civiles;  que  por 
los  que  no  se  hallen  en  este  caso  comparecerán  sus  representan- 
tes legítimos  ó  los  que  deban  suplir  su  incapacidad  con  arreglo 
á  derecho,  y  que  por  las  Corporaciones,  Sociedades  y  demás  en- 
tidades jurídicas  comparecerán  las  personas  que  legalmente  las 
representen. 

En  las  demandas  para  el  acto  de  conciliación,  juicios  verba- 
les y  juicio  de  desahucio  ante  los  Jueces  municipales,  debe  ex- 
presarse también  la  profesión  ú  oficio  del  actor.  (Artículos  465, 
720  y  1.570.) 

2.°  Juez  ante  quien  se  pide.  —  Este  requisito,  exigido  por 
la  ley  de  Partida  como  el  primero,  apenas  se  llena  hoy,  porque 
oomo  por  medio  del  emplazamiento  conoce  el  demandado  el  Juez 
ante  el  cual  tiene  que  comparecer,  no  tiene  objeto  verdadera- 
mente la  expresión  del  nombre  del  Juez,  á  no  ser  en  el  caso  en 
que  se  trate  de  una  población  en  donde  haya  varios  Jueces,  por- 
que entonces  es  conveniente,  para  evitar  confusiones,  que  el  de- 
mandante haga  expresión  de  aquel  á  quien  acude.  Esta  desig- 
nación no  tiene  que  ser  hecha  poniendo  el  nombre  del  Juez,  sino 
el  del  distrito  en  que  ejerza  su  jurisdicción. 

3.°  Razón  ó  causa  de  pedir.  —  Se  expresa  este  requisito 
en  la  actual  ley  del  mismo  modo  que  en  la  anterior,  ó  sea  con 
las  palabras  expuestos  sucintamente  y  numerados  los  hechos  y 
fundamentos  de  derecho...,  y,  por  lo  tanto,  es  de  advertir  que 
dicha  cláusula  contiene  real  y  efectivamente  distintos  precep- 
tos: uno,  que  pudiéramos  llamar  de  fondo,  cual  es  el  de  que  se 
ha  de  determinar  la  razón  ó  causa  de  pedir  (exposición  de  he- 
chos y  fundamentos  de  derecho);  y  otros  dos,,  que  cabe  denomi- 
nar de  forma,  que  son  el  de  que  la  exposición  sea  sucinta,  y  el 
de  que  se  haga  numerando  los  hechos  y  fundamentos  de  de- 
recho. 

Respecto  del  primero  tenemos  que  ya  nuestras  leyes  anti- 
guas le  habían  consignado  (leyes  15,  25,  31  y  40,  título  II,  Par- 
tida 3.a,  y  4.a,  título  III,  libro  XI,  Novísima  Recopilación), 
llegando  hasta  el  punto  de  que  la  ley  25,  título  X,  Partida  3.a, 
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decía  que  «mucho  se  debe  guardar  el  demandador,  quando  la 
cosa  demanda  por  suya,  quier  ^ea  mueble  ó  rayz,  que  si  sabe 
la  razQn  porque  ovo  el  señorío  della,  assi  como  por  compra  ó 
por  donadío  ó  por  otra  manera  qualquíer  que  aquella  ponga  en 
su  demanda»;  y  más  adelante  añadía:  «mas  si  el  demandador 
ñziesse  su  demanda  generalmente,  razonando  la  cosa  por  suya, 
non  poniendo  alguna  razón  señalada,  porque  ovo  el  señorío 
della:  si  fuese  la  sentencia  dada  contra  él,  porque  non  la  pu- 
diesse  provar,  non  la  puede  después  demandar  en  ningún  ma- 
nera. E  esto  es  porque  allí  dó  la  demandó  generalmente,  ence- 
rró todas  las  razones  porque  la  podia  demandar;  Pero  si  el  de- 
mandador quisiesse  dezir,  ó  mostrar  alguna  nueva  razón,  por- 
que él  ganara  el  señorío  de  aquella  cosa  después  que  fué  dada 
la  sentencia  contra  él,  assi  como  sil  fuesse  dada,  ó  comprada,  ó 
la  ouiesse  ganada  de  nueuo  en  otra  manera  qualquíer,  de  aquel 
que  auia  poderío  de  darla  ó  de  ueriderla;  sobre  tal  razón  como 
esta,  bien  puede  facer  su  demanda  de  nueuo». 

Es,  pues,  preciso,  lo  mismo  con  arreglo  a  la  legislación  an-^ 
tigua  que  á  las  leyes  y  jurisprudencia  modernas,  consignar  de- 
terminada y  concretamente  la  causa  ó  razón  por  que  se  pide, 
pues  aunque  algunos  sostienen  que  cuando  se  entabla  una  ac- 
ción real  no  es  necesario  hacer  mención  de  la  causa,  sino  que 
basta  expresar  que  la  cosa  nos  pertenece,  la  mayor  parte  de 
ios  autores,  con  cuya  opinión  nos  conformamos,  sostienen  lo 
contrario,  ya  por  Iqs  efectos  que  la  ley  de  Partida  atribuye  á  la 
petición  en  términos  generales,  ora  porque  así  se  deduce  del 
contexto  de  nuestras  leyes,  y  ora,  en  fin,  porque  la  ley  actual  y 
la  anterior  no  distinguen,  y  al  decir  que  el  juicio  ordinario 
principiará  por  demanda,  en  la  cual  se  han  de  llenar  los  requi- 
sitos que  determina,  se  refieren  á  toda  clase  de  demandas,  es 
decir,  lo  mismo  á  la  en  que  se  entabla  una  acción  real  que  una 
acción  personal  ó  que  una  mixta.  Y  esto  nos  mueve  á  encarecer 
á  los  Letrados  y  demás  personas  dedicadas  á  seguir  y  despa-' 
char  asuntos  judiciales,  la  necesidad  de  que  mediten  y  estudien 
bien  antes  de  promover  una  demanda  sobre  la  razón  por  que 
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van  á  pedir  y  pobre  la  conformidad  de  los  datos  y  pruebas  que 
reúnan  con  dicha  causa,  porque,  de  lo  contrario,  fácilmente 
pueden  perder  el  negocio,  comprometiendo  los  intereses  de  su 
cliente. 

Por  lo  que  respecta  á  los  preceptos  que  hemos  llamado  de 
forma  y  considerado  comprendidos  en  la  cláusula  que  exami- 
namos, poco  tenemos  que  decir.  La  ley  ha  dispuesto  que  se 
haga  una  exposición  sucinta  y  numerada  de  los  hechos  y  fun- 
damentos de  derecho,  para  evitar  los  escritos  confusos  é  incom- 
prensibles que  abundaban  antiguamente  en  los  Tribunales,  y 
que  ya  habían  dado  ocasión  á  multitud  de  disposiciones,  prohi- 
biendo los  escritos  luengos,  la  inserción  literal  de  nuestras  le- 
yes ó  párrafos  de  los  autores.  Y  la  claridad  de  los  dos  preceptos 
en  que  nos  ocupamos  es  completa.  Ikcponer  sucintamente  quie- 
re decir  tanto  como  con  la  mayor  concisión  posible,  sin  exten- 
derse en  consideraciones  inútiles  ó  propias  de  otros  escritos,  y 
numerar  los  hechos  y  fundamentos  de  derecho,  sujetar  su  ex- 
posición á  un  orden  dado  {  para  los  hechos  parece  recomendado 
el  cronológico),  mediante  el  cual  todo  aparezca  claro  y  sencillo, 
bien  coordinado  y  relacionado,  y  fácil  de  comprender  por  el 
Juez,  por  el  demandado  y  por  cualquier  otra  persona  que  verlo 
tuviese.  Es  de  advertir  que,  al  redactar  los  fundamentos  de  de- 
recho, deben  citarse  las  leyes  á  que  haya  lugar;  y,  aunque  no 
creemos  sea  ya  muy  necesario,  advertiremos  también,  siguiendo 
á  respetables  autores,  que  no  deben  entenderse  las  palabras  de 
la  ley  en  sentido  de  que  inmediatamente  después  de  la  palabra 
digo  que  suele  ponerse  en  los  escritos  de  demanda,  haya  de  ha- 
cerse la  exposición  numerada,  pues  cuando  este  requisito  debe 
cumplirse  es  antes  de  fijar  la  pretensión,  y  con  posterioridad 
pueden  hacerse  las  consideraciones  que  se  estimen  pertinentes. 
4.°  Cosa  que  se  pide.  —  No  ha  de  cumplirse  este  requisito, 
cuyo  fin  es  evidentemente  el  de  que  se  fije  bien  la  cosa  litigiosa, 
así  como  se  quiera,  pues  la  ley  actual,  más  rigorosa  aún  (rué  la 
anterior,  exige  con  mucho  acierto  que  se  fije  con  claridad  y  pre- 
cisión lo  que  se  pida,  y  no  otro  era  el  espíritu  de  nuestras  mis- 
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mas  leyes  antiguas,  como  puede  verse,  por  ejemplo,  en  las  de 
Partida,  entre  las  cuales  dice  la  primera  del  título  II  de  la  Par- 
tida 3.a,  que  «Catar  deue  el  demandador,  no  tan  solamente  4 
quien  face  su  demanda  en  joyzio,  assí  como  en  estas  leyes  dixi  - 
mos,  más  aún  que  cosa  es  aquella  que  quiere  demandar.  E  pri- 
meramente, si  es  mueble  ó  rayz.  E  después  desso,  si  quiere  por 
su  demanda  auer  el  señorío  della,  ó  la  tenencia,  ó  si  quiere  ra- 
zonarla por  suya.  O  si  pide  emienda  de  daño,  ó  de  tuerto,  ó  de 
deshonra,  que  aya  rescebido  en  sí  mismo  ó  en  lo  suyo;  ó  alguna 
cosa  señalada  quel  deuan  dar  ó  facer.  Ca  si  la  cosa  quisiere  de- 
mandar por  suya,  é  fuere  mueble  é  bina,  assí  como  sieruo,  deue 
dezir  el  nome  del,  si  lo  supiere,  é  si  es  varón  ó  mujer,  # ó  man- 
cebo ó  viejo,  ó  negro  ó  blanco,  é  si  fuere  cauallo  ó  muía,  ó  otra 
animalía,  deue  dezir  de  qué  natura  es  é  que  color  sea.  E  si  fue- 
re pieca  de  oro  ó  de  plata,  ó  otra  cosa  semejante,  de  aquellas 
que  se  suelen  pesar,  deue  dezir  el  peso  della.  E  si  fuere  lauor 
que  sea  fecha  de  mano  de  orne  assí  como  vaso  ó  escudilla  de 
plata,  deuela  nombrar»,  etc.,  etc.  Otra  ley,  la  25  del  mismo 
título  y  Partida,  dispone  que  «Campo,  ó  viña,  ó  casa,  ó  otra 
cosa  cualquier,  de  aquellas  que  son  llamadas  rayzes,  querién- 
dola alguno  demandar  en  juyzio  por  suya,  deue  dezir  señalada- 
mente en  qual  lugar  es,  é  nombrar  los  mojones  é  linderos  della». 
La  ley  26  añade:  «Señaladamente  deue  el  demandador  deman- 
dar, é  decir  en  juyzio  las  cosas  que  quisiere  demandar,  assí 
como  diximos  en  las  leyes  ante  desta.  Ca  de  otra  manera  non 
podría  ciertamente  responder  el  demandado  nin  el  Juez  dar  su 
sentencia».  Y  por  último,  según  tenemos  dicho,  la  ley  40  dis- 
pone que  una  de  las  cosas  que  debe  expresarse  en  la  demanda 
es  «la  cosa,  ó  la  quantía  ó  el  fecho  que  demanda».  Además,  en 
el  art.  490  de  esta  misma  ley  se  previene  que  en  toda  demanda 
hay  obligación  de  fijar  la  cuantía  de  la  cosa,  siempre  que  sea 
posible. 

Pero  no  siempre  puede  determinarse  con  exactitud  la  cosa 
que  se  pide,  y  conociéndolo  las  mismas  leyes  citadas,  dispusie- 
ron que  en  tales  casos  no  hacía  falta  semejante  especificación. 
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Así  es  que  el  que  demanda  una  herencia  ó  una  universalidad  de 
bienes,  bastará  que  designe  cuál  sea;  el  que  pide  un  arca  cerra- 
,  da,  no  necesitará  expresar  individualmente  los  bienes  que  con- 
tenga; y  el  que  pide  una  cosa  de  peso  ó  medida,  si  no  sabe  al 
tiempo  de  interponer  la  demanda  el  peso  ó  medida  que  tiene,  no 
está  obligado  á  decirlo. 

Es  de  advertir,  sin  embargo,  que  siempre  ha  de  procurarse 
que  la  cosa  se  conozca,  y  que  si  el  actor  trata  de  reclamar  una 
cosa  mueble,  cuya  especificación  no  pueda  hacer  por  hallarse 
en  poder  del  demandado  ó  de  tercera  persona,  podrá  pedir  la 
exhibición  de  la  cosa,  antes  de  entablar  la  demanda,  con  arre- 
glo al  párrafo  2.°  del  art.  497. 

5.°  Nombre  del  demandado.  —  Fácilmente  se  comprende 
que  este  requisito  tiene  por  objeto  hacer  posible  el  emplaza- 
miento de  la  persona  demandada,  y  que  por  lo  mismo  debe  el 
actor  poner  sumo  cuidado  en  la  designación,  cuidando  de  ente- 
rarse si  aquel  contra  quien  reclama  tiene  capacidad  legal  para 
comparecer  en  juicio,  y  si  es  ó  no  el  verdaderamente  responsa- 
ble á  sus  resultas.  Como  la  mayor  parte  de  los  intérpretes,  opi- 
namos además  que  debe  designarse  el  domicilio  siempre  que  se 
sepa,  pues  de  este  modo  se  facilita  la  citación  del  demandado, 
y  cuando  se  interpongan  demandas  para  el  acto  de  conciliación 
ó  un  juicio  verbal,  dicha  designación  es  requisito  indispensable. 
(Artículos  465  y  720.) 

6.°  Clase  de  acción  que  se  ejercite.  —  La  ley  anterior  decía 
.expresamente:  determinando  la  clase  de  acción  que  se  ejercite; 
y  conforme  á  este  precepto,  era  claro  que  si  no  necesitaba  citar 
precisamente  el  nombre  de  la  acción  deducida,  era  sí  necesario 
determinar  la  clase  á  que  pertenecía;  y  mientras  unos  autores, 
sosteniendo  que  ai  especificar  la  cosa  que  se  pide  viene  á  hacer- 
se mención  de  la  acción  ejercitada,  defendían  que  la  prescrip- 
ción de  la  ley  no  podía  tener  otro  objeto  que  la  de  facilitar  la 
determinación  de  la  competencia  cuando  en  su  virtud  hubiera 
de  hacerse,  otros  autores  no  menos  respetables  abogaban  á 
favor  de  la  conveniencia  del  mismo  precepto,  aduciendo  que 
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-no  sólo  produciría  la  ventaja  mencionada,  sino  también  la  de 
que  el  Juez  tuviera  un  guía  para  dirigir  la  marcha  de  la  sus- 
tanciación  y  la  de  que  pudiera  ajustar  la  sentencia  á  la  petición 
encerrada  en  la  acción. 

La  ley  actual,  conformándose  con  la  primera  opinión,  ha 
limitado  la  prescripción  de  la  antigua,  ordenando  que  se  expre- 
sará la  clase  de  acción  que  se  ejercite  cuando  por  ella  haya  de 
determinarse  la  competencia;  pero  sea  como  quiera,  nosotros 
podemos  decir  que  en  la  práctica  no  había  ofrecido  inconve- 
niente alguno  el  cumplimiento  del  precepto  absoluto  de  la  ley 
anterior,  y  que  siendo  la  verdad  que  la  claridad  y  precisión  es 
lo  primero  que  debe  desearse  en  todo  litigio  para  que  pueda  re- 
solverse con  acierto,  creemos  que  ningún  motivo  serio  exigía  la 
innovación  que  se  ha  introducido. 

Y  ahora  bien:  los  requisitos  expuestos  son  los  que,  según, 
hemos  dicho,  pueden  llamarse  intrínsecos;  pero  como  además  de 
ellos  han  de  llenarse  en  la  demanda  otros  que  la  ley  previene  ó 
que  la  jurisprudencia  tiene  admitidos,  procuraremos  recopilarlos 
para  que  nuestros  lectores  puedan  formarse  idea  cabal  de  todos. 

En  primer  lugar,  tenemos  que,  disponiendo  el  art.  3.°  que 
la  comparecencia  en  juicio  se  verifique,  por  regla  general,  por 
medio  del  Procurador,  la  demanda  tiene  que  encabezarse  en 
nombre  de  éste,  quien,  al  propio  tiempo  que  la  formule,  acom- 
pañará el  poder  que  le  autorice  á  representar  al  litigante  si  an- 
tes no  lo  hubiere  presentado. 

En  segundo  término,  resulta  que,  conforme  á  lo  prevenido 
en  la  ley  1.a,  titulo  XIV,  libro  XI ,  Novísima  Recopilación,  en 
el  art.  19  de  la  ley  anterior  y  el  10  de  la  presente,  ha  de  llevar 
la  firma  del  Letrado  legahnente  habilitado  para  ejercer  la  pro- 
fesión en  el  Juzgado  ó  Tribunal  que  conozca  de  los  autos. 

En  tercer  lugar,  debe  tenerse  presente  que,  á  no  pertenecer 
el*actor  á  la  clase  de  pobre,  deberán  escribirse  las  demandas  en 
el  papel  correspondiente  á  su  cuantía,  según  las  reglas  estable- 
cidas al  efecto  en  los  artículos  108  al  126  de  la  vigente  ley  del 
Timbre, 
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En  cuarto  término,  y  según  el  art.  503,  que  confirma  el  pre- 
cepto de  que  á  la  demanda  debe  acompañarse  el  poder  que  acre- 
dita la  personalidad  del  Procurador,  ha  de  acompañarse  tam- 
bién el  documento  ó  documentos  que  acrediten  el  carácter  con 
que  el  litigante  se  presente  en  juicio,  en  el  caso  de  tener  repre- 
sentación legal  de  alguna  persona  ó  corporación,  ó  cuando  el 
derecho  que  reclama  provenga  de  habérsele  otro  transmitido 
por  herencia  ó  por  otro  cualquier  título;  la  certificación  del  acto 
de  conciliación  ó  de  haberse  intentado  sin  efecto  en  los  casos  en 
que  es  requisito  indispensable  para  entrar  en  el  juicio,  el  docu- 
mento ó  documentos  en  que  la  parte  interesada  funde  su  dere- 
cho, siendo  obligación  precisa  la  de  designar  el  archivo  ó  lugar 
en  que  se  encuentren  los  originales,  si  no  los  tuviera  á  su  dis- 
posición, y  copias  de  la  demanda  y  demás  escritos. 

En  quinto  lugar,  la  demanda,  para  que  se  considere  arre- 
glada á  derecho,  deberá  estar  extendida  en  la  forma  que  la 
práctica  tiene  admitida,  de  modo  que  al  principio  deberá  usar- 
se de  la  cláusula  como  más  haya  lugar  ó  proceda  en  derecho, 
que  sirve  para  que  valga  la  demanda,  si  la  parte  contraria  no 
se  opone  en  tiempo,  aunque  pueda  caber  alguna  duda  ó  haya 
alguna  oscuridad  ó  defecto  no  sustancial;  suele  ponerse,  por 
más  de  que  ya  sea  inútil,  la  protesta  de  ampliarla,  corregirla, 
suplirla  y  moderarla,  que  en  nuestra  jurisprudencia  antigua 
surtía  verdaderos  efectos;  y  es  preciso  concluir  con  la  forma 
del  suplico,  que  es  la  petición  final  que  se  hace  después  de  ha- 
ber presentado  la  exposición  numerada  de  los  hechos  y  funda- 
mentos de  derecho.  En  esta  cláusula  debe  ponerse  mucho  cui- 
dado, no  sólo  porque  es  la  más  adecuada  para  que  conste  clara- 
mente lo  que  se  pide,  para  que  el  demandado  sepa  bien  de  qué 
ha  de  defenderse,  y  para  que  el  Juez  pueda  fallar  con  certeza  y 
seguridad,  si  que  también  para  no  incurrir  en  los  excesos  de  la 
plus  petición ,  de  que  tratan  las  leyes  42,  43,  44  y  45  del  titu- 
lo II  de  la  Partida  3.a  La  plus  petición  puede  cometerse  por 
cuatro  motivos :  por  razón  de  la  cantidad,  cuando  se  reclama 
mayor  suma  de  la  que  es  debida  (ley  42  del  título  y  Partida  ci- 
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tados) ;  por  razón  del  lugar,  cuando  se  pretende  el  cumplimien- 
to de  un  contrato  en  pueblo  diferente  del  que  se  designó  para 
ello  en  la  obligación  (ley  42  ídem);, por  razón  de  la  causa  ó 
modo,  cuando  se  trata  de  hacer  más  onerosa  la  obligación, 
como  si  estando  obligado  el  demandado  á  dar  una  de  dos  cosas, 
se  demanda  una  determinada  (ídem) ;  y  por  razón  del  tiempo, 
si  se  pide  antes  de  cumplirse  el  plazo  ó  de  vencer  la  obligación 
(ídem).  Las  leyes  de  Partida  señalaron  diferentes  efectos  á  esos 
excesos,  que  hoy  están  abolidos ;  pero  en  el  caso  de  haber  plus 
petición  en  la  cantidad  ó  en  el  lugar  y  que  ocurriese  temeridad 
ó  mala  fe,  procede  absolver  al  demandado  en  lo  que  no  resulte 
probado  y  condenar  en  las  costas  al  actor ;  y  al  haber  plus  pe- 
lición  por  razón  del  modo  ó  del  lugar,  procede  la  absolución  al 
demandado,  con  imposición  de  costas,  daños  y  perjuicios  al  de- 
mandante. Sin  embargo,  es  de  advertir  que  en  casos  de  plus 
petición,  por  razón  del  lugar  puede  hacerse  uso  de  la  inhibito- 
ria ó  de  la  declinatoria;  y  que  la  petición  puede  adelantarse  al 
cumplimiento  del  plazo  cuando  el  deudor  fuere  reduciéndose  á 
pobreza  ó  cuando  tiene  muchos  acreedores  que  solicitan  ser  pa- 
gados y  sus  bienes  no  bastan  á  satisfacer  todos  los  créditos,  ó 
cuando  el  padre  malverse  el  peculio  de  sus  hijos,  ó  el  marido  di- 
lapide los  bienes  de  su  mujer,  porque  en  estos  casos  tal  vez  no 
encontrara  bienes  el  acreedor  al  interponer  su  demanda,  ha- 
ciéndolo después  de  cumplido  el  plazo. 

Además  suele  usarse  de  la  fórmula  con  costas,  que  se  dirige 
á  suplicar  al  Juez  que  condene  en  costas  á  la  parte  contraria; 
y  cuando  sea  la  Hacienda  la  demandada  ó  se  controviertan  in- 
tereses del  Estado,  ó  la  demanda  verse  sobre  bienes  enajenados 
por  el  mismo,  cuando  sea  demandante  ó  demandado  un  estable- 
cimiento de  beneficencia,  y  cuando  el  pleito  se  entable  ó  sosten- 
ga á  nombre  de  un  Ayuntamiento  de  un  pueblo  ó  de  cualquiera 
Corporación  municipal  ó  provincial,  deberá,  según  diferentes 
disposiciones,  acompañarse  certificado,  en  los  primeros  casos, 
de  haber  intentado  y  apurado  la  vía  gubernativa,  y  acreditarse 
en  el  último  que  el  Ayuntamiento,  pueblo  ó  Corporación  de  que 
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se  trata  ha  obtenido  autorización  para  litigar..  (Véanse  las  le- 
yes Provincial  y  Municipal  vigentes.) 

Y,  finalmente,  se  ha  de  exhibir  el  certificado  de  matrículay 
el  recibo  de  estar  corriente  en  el  pasjo  de  la  contribución  indus- 
trial, cuándo  se  demanda  por  razón  de  profesión,  arte  ú  oficio 
sujeto  á  dicha  contribución. 

El  juramento  llamado  de  calumnia,  exigido  por  la  ley  23  del 
título  XI  de  la  Partida  3.a,  es  fórmula  que  ya  no  se  usa  por  in- 
útil é  innecesaria. 

Jurisprudencia.  —  Ninguna  demanda  debidamente  formu- 
lada debe  ser  repelida  de  plano,  fuera  de  los  casos  expresamen- 
te determinados  por  la  ley,  según  tiene  declarado  el  Tribunal 
Supremo  (21  Febrero  1883.) 

Según  el  Supremo  Tribunal  tiene  ya  decidido,  no  debe  cali- 
ficarse la  naturaleza  de  una  acción  por  el  nombre  más  ó  menos 
exacto  que  se  le  haya  dado,  sino  por  la  pretensión  que  en  ella 
se  contenga.  (18  Noviembre  1884.) 

No  se  modifica  la  demanda  reclamando  una  cantidad  si  en  la 
réplica  se  toma  en  cuenta  para  deducirla  una  suma  percibida 
posteriormente.  (9  Mareo  1885.) 

Las  reales  órdenes  de  9  de  Junio  de  1847  y  10  Abril  de  1860, 
el  decreto  de  7  de  Julio  de  1869  y  la  ley  de  10  de  Enero  de  1887, 
en  cuanto  exigen  la  vía  gubernativa  para  las  demandas  que  di- 
rectamente ó  por  evicción  afecten  al  interés  del  Estado,  no  se 
oponen  á  que  éste  pueda  excepcionar  la  falta  de  personalidad 
como  demandado  por  no  tener  el  carácter  con  que  se  le  deman- 
da, porque  la  personalidad  formal  del  demandado  y  el  interés 
para  litigar  nacen  del  hecho  de  la  interposición  de  la  demanda, 
mientras  que  la  excepción  de  no  tener  el  carácter  ó  representa- 
ción que  la  demanda  atribuye,  sólo  dentro  del  pleito  procede 
demostrarse.  (13  Junio  1888.) 

En  el  caso  de  que  después  de  personados  los  demandados  y 
conferid oseles  traslado  de  la  demanda,  desista  de  ésta  el  actor, 
tal  desistimiento,  por  no  haber  existido  contienda  jurídica  ni 
sentencia  que  la  pusiera  término,  no  tiene  más  alcance  que  im- 
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posibilitar  la  prosecución  de  aquel  juicio,  pero  nunca  el  de  cau- 
sar la  pérdida  de  la  acción  y  derecho  que  en  otro  haga  valer  el 
demandante. 

La  ley  3.a,  título  X,  Partida  3.a,  dispone  que  para  haber 
comenzado  el  juicio  es  preciso  que  existan  la  demanda  y  la  res- 
puesta; por  lo  que  la  sentencia  que  en  el  caso  mencionado  esti- 
ma la  segunda  demanda  del  actor,  no  infringe  las  leyes  2.*,  tí- 
tulo XIII,  y  7.a,  título  III  de  dicha  Partida.  (5  Diciembre 
.de  1891.) 

Según  lo  dispuesto  en  el  art.  524  de  la  ley  de  Enjuiciamien- 
to civil,  es  requisito  esencial  de  toda  demanda,  sin  el  cual  no 
puede  surtir  efecto,  que  se  fije  con  claridad  y  precisión  lo  que 
se  pida. 

La  falta  de  precisión  en  un  capítulo  de  la  demanda  consti- 
tuye obstáculo  insuperable  para  que  el  Tribunal  sentenciado^ 
resuelva  acerca  del  mismo,  y  observando  esta  doctrina,  se  atem- 
pera á  lo  dispuesto  en  el  art.  524  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
-civil.  (29  Mayo  1896.) 

Sólo  en  la  demanda  y  contestación,  con  las  rectificaciones  y 
adiciones  no  sustanciales  permitidas  en  la  réplica  y  duplica, 
deben  fijarse  definitivamente  I03  términos  del  debate.  (13  Fe- 
h-ero  1897.) 

Ni  la  ley  de  Bases  de  19  de  Octubre  de  1889  para  los  proce- 
dimientos administrativos,  ni  el  reglamento  del  Ministerio  de 
Hacienda  de  15  de  Abril  de  1890,  ni  los  reglamentos  anteriores 
de  24  de  Junio  de  1885  y  de  31  de  Diciembre  de  1881,  derogan 
lo  sustancial  de  la  Real  orden  del  Ministerio  de  Hacienda  de  11 
de  Abril  de  1860,  del  art.  173  de  la  Instrucción  de  31  de  Mayo 
de  1855,  de  la  Real  orden  del  Ministerio  de  Gracia  y  Justicia 
de  7  de  Noviembre  de  1867,  del  decreto  ley  de  9  de  Julio 
de  1869,  del  Real  decreto  de  11  de  Enero  de  1877  y  del  de  23  de 
Marzo  de  1886,  ó  sea  que  para  que  procedan  las  demandas  ci- 
viles contra  la  Administración  del  Estado  ó  tengan  eficacia  las 
-citaciones  de  evicción  contra  la  misma,  es  preciso  agotar  antes 
la  vía  gubernativa  en  la  forma  que  determinan  aquellas  pres- 
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cripoiones  reglamentarias  que,  por  el  contrario,  han  reproduci- 
do el  expresado  precepto,  especialmente  el  reglamento  de  15  de 
Abril  de  1890  en  su  art.  2.°  (20  Junio  1899.) 

Determinada  en  la  demanda  la  razón  de  competencia  porque 
se  acudió  al  Juzgado  en  relación  con  la  acción  ejercitada,  bafeta 
esto,  según  la  práctica  constante,  para  no  estimar  la  existencia 
de  defecto  legal  en  el  modo  de  proponer  la  demanda,  en  el  sen- 
tido de  no  expresarse  la  clase  de  acción  que  se  ejercita;  y  en- 
tendiéndolo así  la  Sala  sentenciadora  no  infringe  el  art.  325  de 
la  ley  de  Enjuiciamiento  civil.  (18  Junio  1900.) 

La  demanda  de  pobreza  constituye  una  interpelación  judi- 
cial para  los  efectos  de  la  prescripción,  si  se  expresa  en  ella  el 
objeto  del  litigio  que  se  propone  entablar  el  actor  después  de  fe- 
necido este  incidente,  como  así  lo  tiene  declarado  el  Tribunal 
Supremo  en  la  sentencia  de  23  de  Noviembre  de  1892,  porque 
no  hay  verdadera  interpelación  mientras  no  se  concrete  ó  espe- 
cifique el  derecho  que  mediante  ella  se  ejercita  contra  determi- 
nada persona ;  de  donde  se  si¿ue  que  cuando  se  omite  aquella 
circunstancia,  que  no  es  requisito  esencial  para  la  tramitación 
y  resolución  del  incidente  de  pobreza,  la  demanda  inicial  del 
mismo  no  produce  el  efecto  de  interrumpir  el  término  de  la 
prescripción. 

Los  artículos  28  y  524  de  la  ley  procesal  no  tienen  el  alcan- 
ce necesario  para  contrariar  la  precedente  doctrina,  pudiendo 
estar  legalmente  formulada  la  demanda  de  pobreza,  y  no  pro- 
ducir, sin  embargo,  el  efecto  sustantivo  de  interrumpir  la  pres- 
cripción. (9  Marzo  1899.) 


Artículo  525. 

Presentada  la  demanda  con  las  copias  prevenidas,  se 
conferirá  traslado  de  ella  á  la  persona  ó  personas  contra 
quienes  se  proponga,  y  se  las  emplazará  para  que,  dentro 
de  nueve  días  improrrogables,  comparezcan  ©n  los  autos, 
personándose  en  forma.  (Ley  ant.,  art.  227. ) 
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Artículo  526. 

Cuando  el  que  haya  de  ser  emplazado  no  resida  ei 
lugar  del  juicio,  el  Juez  podrá  aumentar  el  término 
emplazamiento,  concediéndole  para  comparecer  el  que  e 
me  necesario  atendidas  las  distancias  y  medios  de  comí 
cación,  sin  que  el  aumento  pueda  exceder  de  un  día 
cada  30  kilómetros  de  distancia.  (Ley  ant. ,  art,  229,  párr 
segundo.) 

El  primero  de  estos  artículo**  contiene  dos  preceptos  dis 
tos,  y  el  segundo  es  complemento  del  último  de  dichos  prec 
tos.  La  ley,  siguiendo  en  este  punto  el  camino  trazado  poi 
anterior,  ha  consignado  que  una  vez  presentada  la  demandi 
•dará  traslado  de  ella  á  la  persona  ó  personas  contra  quienei 
proponga,  y  se  las  emplazará  para  que,  dentro  de  nueve  d 
comparezcan  en  los  autos  personándose  en  forma,  á  no  ser 
el  que  haya  de  ser  emplazado  no  resida  en  el  lugar  del  jui 
porque  en  este  caso  el  Juez  podrá  aumentar  el  término  del  < 
plazamiento,  concediéndole  para  comparecer  el  que  estime  n< 
sario  atendidas  las  distancias  y  medios  de  comunicación, 
que  el  aumento  pueda  exceder  de  un  día  por  cada  30  kilómel 
de  distancia.  Pero  la  ley  actual  ha  introducido  algunas  moc 
caciones  que  merecen  ser  examinadas,  empezando  por  una  ci 
tión  previa  que  surge  á  la  simple  comparación  de  los  artíci 
que  estamos  comentando  y  el  anterior  con  los  que  pudiera] 
llamar  concordantes  de  la  ley  de  1855.  En  efecto:  en  los  arti 
los  224  y  225  de  esta  última  se  especificaban  los  requisitos 
la  demanda,  de  que  trata  el  art.  524  que  hemos  examinado, 
obligación  de  presentar  los  documentos  en  que  el  actor  fund 
su  derecho  con  la  copia  en  papel  común  de  la  demanda;  ei 
articulo  226,  antes  de  tratar  del  emplazamiento,  se  prevé 
que  los  Jueces  repelerían  de  oficio  las  demandas  no  formula 
con  claridad  y  que  no  se  acomodaren  á  las  reglas  estableció 
y  en  el  art.  227  se  comenzaba  diciendo:  De  la  demanda  pres 
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tada  y  admitida  por  el  Juez,  etc.  Pues  en  la  nueva  ley  no  consta 
un  artículo  igual  al  226  de  la  anterior,  y  en  el  525,  que  concuerda 
con  el  227  de  dicha  ley,  se  manifiesta  sólo  que,  presentada  la 
demanda  con  las  copias  prevenidas,  se  conferirá  traslado,  etc., 
etcétera.  Y  viendo  esta  notable  diferencia,  ocurre  preguntar: 
¿há  lugar,  según  la  ley  actual,  á  la  admisión  ó  inadmisión  de 
oficio  de  la  demanda  de  que  hablaba  la  ley  de  1855?  ¿Pueden 
los  Jueces  rechazar  las  demandas  en  que  no  se  hayan  llenado 
todos  los  requisitos  exigidos?  ¿Será  preciso  que  lo  pida  la  parte 
contraria?  Hé  aquí  unas  preguntas  a  que  procuraremos  contes- 
tar, ateniéndonos  á  las  disposiciones  de  la  ley,  y  que  muy  bien 
pudieran  dar  origen  á  dudas  y  dificultades  en  la  práctica,  por- 
que al  ver  conservada  como  excepción  dilatoria  que  puede  ale- 
garse por  el  demandado  el  defecto  legal  en  el  modo  de  proponer 
la  demanda,  se  comprende  que  la  nueva  ley  sigue  concediendo 
á  la  parte  contraria  la  facultad  de  advertir  al  Juez,  antes  de 
contestar,  que  la  demanda  no  es  admisible  por  no  estar  ajustada 
á  la  ley,  y  aljio  encontrar  una  disposición  concreta  en  que  se 
dé  al  Juez  el  derecho  que  le  otorgaba  el  art.  226  de  la  ley  ante- 
rior, parece  como  que  no  se  quiere  que  el  Juez  proceda  de 
oficio,  y  esto,  que  pugna  con  la  jurisprudencia  seguida  hasta 
ahora,  lo  contradice  también  el  buen  sentido,  pues  desde  el 
momento  en  que  se  determinan  los  requisitos  que  debe  contener 
la  demanda,  y  que  al  presentarla  puede  decirse  que  no  ha  em- 
pezado el  pleito,  con  lo  cual  no  hay  todavía  interés  contradic- 
torio, resulta  lógico  que  el  Juez,  encargado  de  velar  por  que  el 
procedimiento  ó  la  ley  se  cumpla,  pueda  rechazar  de  oficio  las 
demandas  en  que  no  se  llenen  los  requisitos  exigidos.  Y  lo 
cierto  es  que  con  haber  guardado  silencio  sobre  ese  punto,  jus- 
tifica la  ley  todas  las  dudas,  porque  además  de  lo  dicho  tenemos 
que  están  terminantes  los  preceptos  en  que  se  manda,  por  ejem- 
plo, que  se  acompañe  el  poder  que  acredite  la  personalidad  del 
Procurador  ó  que  se  actúe  bajo  la  dirección  de  Letrado  habili- 
tado, ó  que  en  la  demanda  se  enumeren  los  hechos  y  fundamen- 
tos de  derecho,  y  ante  esos  preceptos  á  nadie  se  le  puede  ocurrir 
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negar  el  derecho  ó  las  facultades  del  Juez  para  repeler  de 
oficio,  ordenando  como  se  hacía  antiguamente  que  se  pida  en 
forma,  las  demandas  en  que  falte  ó  no  se  haya  cumplido  cual- 
quiera de  esos  requisitos;  y,  por  otro  lado,  parece  que,  teniendo 
el  demandado  el  derecho  de  formular  una  excepción  dilatoria 
cuando  en  la  demanda  haya  algún  defecto  legal,  y  no  estando 
taxativamente  determinado  que  el  Juez  pueda  repeler  de  oficio 
las  demandas  imperfectas,  no  tendrá  más  remedio  que  admitir 
toda  clase  de  demandas  y  dejar  que  surtan  todos  sus  efectos  si 
el  demandado  no  propone  en  tiempo  hábil  la  enunciada  excep- 
ción dilatoria.  A  mayor  abundamiento,  la  lectura  de  ciertos  ar- 
tículos, como  el  507  y  el  518,  da  lugar  también  á  la  duda  ex- 
puesta, pues  mientras  al  ver  que  en  el  primero  se  dice  que  el 
Juez  repelerá  de  oficio  los  documentos  que  se  presenten  después 
de  la  citación  para  sentencia,  puede  considerarse  que  si  la  ley 
hubiera  querido  que  el  Juez  tuviera  la  facultad  de  repeler  de 
oficio  las  demandas  imperfectas,  lo  hubiera  consignado  expre- 
samente, y  que,  al  no  haberlo  hecho,  es  que  no  lo  ha  querido, 
dedúcese  de  la  lectura  del  518  que  el  Juez  debe  tener  aquella 
facultad,  porque  si  así  no  fuera,  no  se  expresaría  que  la  omisión 
de  las  copias  prevenidas  en  el  art.  515  no  será  motivo  para 
dejar  de  admitir  los  escritos  y  documentos  que  se  presenten  en 
tiempo  oportuno,  ni  se  añadiría  que  dé  esta  disposición  se  ex- 
ceptúan los  escritos  de  demanda,  los  cuales  no  serán  admitidos 
si  no  se  acompañan  las  copias  del  escrito  y  documentos. 

Obsérvase,  pues,  que  para  algunos  casos  la  ley  ha  sido  ex- 
plícita y  que  para  los  demás  ha  guardado  silencio;  pero  nos- 
otros, que  estimamos  que  porque  el  Juez  tenga  la  facultad  de 
rechazar  los  escritos  que  no  estén  ajustados  á  las  prescripcio- 
nes de  la  ley,  no  se  vulnera  el  principio  de  que  en  los  asuntos 
civiles  no  debe  el  Juez  mezclarse  en  nada,  porque  el  hecho  de 
que  dirija  el  procedimiento  no  ataca  al  interés  de  las  partes,  y 
antes  bien  está  obligado  por  la  propia  ley  y  para  mostrar  su 
imparcialidad  á  no  consentir  manifiestas  transgresiones  legales 
á  favor  de  nadie;  nosotros,  decimos,  tenemos  la  creencia  de  que 
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,  á  pesar  del  silencio  que  hemos  observado  en  la  ley,  tie- 
ltad  para  repeler  de  oficio  las  demandas  que  se  presen- 
estar  en  forma.  Y  si  esto  es  así,  ¿qué  carácter  tendrá  la 
mcia  de  inadmisión?  ¿Qué  recurso  cabrá  contra  ells?  La 
jrior  concedía  el  recurso  de  reposición,  y,  denegada  ésta, 
ición  en  ambos  efectos;  y,  á  nuestro  juicio,  hoy  habrá  de 
*  lo  mismo;  porque,  calificada  de  avio  la  providencia  en 
repela  una  demanda  (art.  369,  que  también  da  lugar  á  la 
3  si  la  repulsión  puede  hacerse  de  oficio  ó  siempre  á  ins- 
de  parte),  y  especificados  en  los  artículos  376  y  siguien- 
recursos  contra  las  resoluciones  de  los  Jueces  de  primera 
¡ia,  se  ve,  por  lo  que  en  ellos  se  dice,  que  el  auto  de  que 
i  es  de  los  que  causan  perjuicio  irreparable  en  definiti- 
sontra  éstos  puede  pedirse  reposición  dentro  de  cinco 
si  se  deniega,  interponer  la  apelación  que  procede  en 
efectos.  (Véase  nuestro  comentario  al  art.  384.) 
rando  ahora  en  el  examen  de  los  artículos  que  motivan 
mentario  y  estudiando  separadamente  cada  uno  de  los 
;os  que  contienen,  tenemos  que  el  primero,  que  es  el  de 
i  vez  presentada  la  demanda  con  las  copias  prevenidas, 
erirá  traslado  á  la  persona  ó  personas  contra  quienes  se 
ga,  significa  que  á  los  demandados  han  de  pasárseles  las 
as  copias,  porque,  según  previene  el  art.  520,  los  trasla- 
ívacuarán  y  las  demás  pretensiones  se  deducirán  en  vista 
copias  de  los  escritos,  documentos  y  providencias  que 
irte  conservará  en  su  poder,  y  porque,  según  advierten 
comentarios  á  la  ley  anterior  los  Sres.  Manresa,  Miquel 
,  la  palabra  traslado,  en  su  acepción  propia,  supone  la 
i  al  demandado  de  la  copia  literal  y  exacta  del  escrito  y 
mtos  presentados  por  las  partes.  Dichos  señores,  sin  em- 
sostenían  que  la  ley  usaba  de  la  palabra  traslado  como 
fórmula  aceptada  por  la  jurisprudencia,  equivalente  al 
mandato  de  hacer  saber  al  demandado  la  acción  deduci- 
uicio  para  que  comparezca  dentro  del  plazo  marcado;  y 
inión  es  la  que  hoy  también  debe  sustentarse,  pues  con 


Digitized  by 


Google 


r  í*~  . 


lib.  u  — tít.  ii— art.  526  *  729 

sólo  tener  en  cuenta  lo  que  debe  contener  la  cédula  del  empla- 
zamiento y  leer  los  artículos  525  y  530,  se  adquiere  la  convic- 
ción de  que  en  el  espíritu  de  la  ley  está  que  no  se  entreguen  al 
demandado  hasta  después  de  haber  comparecido  y  haberse  per- 
sonado en  forma,  ni  las  copias  ni  los  autos  originales  en  los  ca- 
sos en  que  haya  lugar  á  ello. 

£1  segundo  precepto  contenido  en  el  art.  525  es  el  de  que  se 
emplazará  al  demandado  para  que  dentro  de  nueve  días  impro- 
rrogables comparezca  en  los  autos,  persqnándose  en  forma;  y  la 
importancia  de  este  precepto  merece  que  nos  detengamos  algún 
tanto  en  su  explicación. 

El  emplazamiento,  según  dejamos  dicho,  es  el  llamamiento 
para  que  comparezca  en  juicio  una  parte  en  virtud  de  una  de- 
manda, de  una  apelación  ó  de  un  recurso  interpuesto,  y  de  su 
importancia  hemos  dicho  algo  en  el  epígrafe  de  la  sección  que 
comentamos.  Pues  con  arreglo  á  lo  que  disponen  los  artículos 
que  constituyen  la  3.a  del  título  VI,  sábese  que  ha  de  hacerse 
por  medio  de  cédula  extendida  en  papel  común,  que  será  entre- 
gada al  emplazado  y  que  ha  de  contener:  el  Juez  ó  Tribunal 
que  hubiese  dictado  la  providencia,  la  fecha  de  ésta  y  el  nego- 
cio en  que  hubiere  recaído;  el  nombre  y  apellidos  de  la  persona 
á  quien  se  haga  la  citación;  el  objeto  de  la  citación  y  la  parte 
que  la  hubiese  solicitado;  la  prevención  de  que  si  no  compare- 
ciere le  parará  el  perjuicio  á  que  hubiere  lugar  en  derecho;  el 
término  dentro  del  cual  deba  comparecer  el  emplazado;  el  Juz- 
gado ó  Tribunal  ante  quién  haya  de  verificarlo,  y  la  fecha  y  la 
firma  del  actuario.  (Artículos  278,  271,  274  y  272.)  Dicha  cé- 
dula podrá  serle  entregada  al  emplazado  en  la  Escribanía  ó 
local  á  propósito  del  Tribunal,  si  allí  compareciere  oportuna- 
mente, y,  de  no  ser  así,  en  su  domicilio  si  es  conocido.  (Ar- 
tículos 224  y  226.)  Pero  si  no  fuere  habido  se  entregará  la  cé- 
dula al  pariente  más  cercano  ó  familiar,  ó  criado,  mayor  de  ca- 
torce años,  que  se  encontrare  en  la  habitación,  y  si  nadie 
estuviere  en  ella,  al  vecino  más  próximo  que  fuere  habido,  en 
cuyos  dos  casos  se  acreditará  en  los  autos  la  entrega  por  dili- 
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gencia,  en  la  cual  se  hará^ constar  el  nombre,  estado  y  ocupa- 
ción de  la  persona  que  reciba  la  cédula,  su  relación  con  la  que 
deba  ser  notificada  y  la  obligación  que  aquélla  tiene,  y  le  hará 
saber  el  actuario,  de  entregar  la  cédula  al  emplazado  así  que 
regrese  á  su  domicilio,  ó  de  darle  aviso  si  sabe  su  paradero, 
bajo  la  multa  de  5  á  25  pesetas;  diligencia  que  será  firmada  por 
el  actuario  y  por  la  persona  que  reciba  la  cédula,  y  si  ésta  no 
quisiere  ó  no  pudiere,  por  un  testigo  que  presentará  ó  por  dos, 
requeridos  por  el  mismo  actuario,  caso  de  no  presentarle.  (Ar- 
tículos 268  y  263.)  Cuando  no  conste  el  domicilio  de  la  persona 
que  deba  ser  emplazada,  ó  por  haber  mudado  de  habitación  se 
ignore  su  paradero,  se  consignará  por  diligencia  y  elJuez  man- 
dará que  se  haga  la  notificación,  fijando  la  cédula  en  el  sitio 
público  de  costumbre  é  insertándola  en  el  Diario  de  Avisos, 
donde  lo  hubiere,  y  si  no  en  el  Boletín  oficial  de  la  provincia, 
pudiendo  también  acordar  que  se  publique  en  la  Gaceta  de  Ma- 
drid. Cuando  el  interesado  resida,  dentro  de  territorio  español, 
en  lugar  distinto  de  aquel  en  que  se  le  demande,  se  hará  el  em- 
plazamiento dirigiendo  exhorto  ó  carta-orden,-  según  los  casos, 
al  Juez  de  primera  instancia  ó  municipal;  se  acompañará  al 
despacho  la  cédula  correspondiente,  y  se  entregará  todo  al  de- 
mandante para  que  gestione  su  cumplimiento.  ^Artículos  285, 
291  y  277.)  Diligenciado  el  despacho,  el  Juez  exhortado  ó  man- 
dado le  devolverá  al  Juez  que  le  expidió  por  el  mismo  conducto 
que  le  hubiere  recibido  (art.  295),  y  para  cuando  se  demore  el 
cumplimiento  procede  lo  dispuesto  en  el  art.  299.  También 
puede  en  algún  caso  remitirse  de  oficio,  aunque  á  instancia  de 
parte,  el  exhorto  de  que  se  trate.  (Art.  294.)  Y,  por  último, 
cuando  haya  de  practicarse  el  emplazamiento  en  país  extranje- 
ro, se  dirigirán  los  exhortes  por  la  vía  diplomática  ó  por  el  con- 
ducto y  en  la  forma  establecida  en  los  Tratados,  y,  á  falta  de 
éstos,  en  la  que  determinan  las  disposiciones  generales  del  Go- 
bierno, estándose  en  todo  caso  al  principio  de  reciprocidad. 
(Artículo  300.) 

Por  lo  tanto,  son  varios  los  modos  de  hacer  el  emplazamien- 
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to,  á  saber:  1.°  Por  cédula  entregada  al  emplazado,  y  en  su  de- 
fecto al  pariente  más  cercano  ó  familiar,  criado  ó  vecino  mas 
próximo.  2.°  Por  edictos.  8.°  Por  exhortos  ó  cartas-órdenes  di- 
rigidos por  el  procedimiento  ordinario.  Y  4.°  Por  exhortos  diri- 
gidos á  país  extranjero;  y  puesto  que  la  explicación  de  todos 
ellos  puede  verse  en  los  comentarios  á  los  artículos  que  hemos 
venido  citando,  nos  limitaremos  ya  á  dar  á  conocer  los  efectos 
que  el  emplazamiento  surte,  para  lo  cual  hemos  de  acudir  tam- 
bién á  nuestras  leyes  antiguas. 

En  primer  lugar,  y  conforme  á  las  leyes  2.a  y  12  del  títu- 
lo VII,  Partida  3.a,  y  9.a,  título  XXXV,  libro  XII  de  la  No- 
vísima Recopilación,  previene  el  juicio;  de  suerte  que  si  el 
Juez  que  lo  verifica  es  competente,  tiene  pleno  derecho  á  cono- 
cer del  asunto  antes  que  cualquiera  otro  Juez  que  emplazara 
por  el  mismo  negocio. 

En  segundo  término  interrumpe  la  prescripción  de  tal  ma- 
nera, que  dispuso  la  ley  29,  titulo  XXIX,  Partida  3.a,  «que  si 
alguno  hobiese  comenzado  á  ganar  por  tiempo  cosa  agena,  que 
si  aquel  cuya  era  ó  contra  quien  la  ganaba,  le  ficiese  emplazar 
sobre  ella  por  carta  del  judgador  ó  por  portero,  ó  gela  hobiese 
demandada  en  juicio,  la  ganancia  del  tiempo  que  habie  comen- 
zado contra  él  destájase  é  piérdese  por  ende».  Y  el  Código  civil, 
en  sus  artículos  1.945  y  1.973,  consigna  también  que  se  inte- 
rrumpe civilmente  la  prescripción  adquisitiva  por  citación  judi- 
cial hecha  al  poseedor,  aunque  sea  por  mandato  de  Juez  incom- 
petente y  las  prescripciones  de  acciones  por  ejercicio  de  las 
mismas  ante  los  Tribunales. 

En  tercer  lugar  hace  nula  la  enajenación  de  la  cosa  litigiosa 
que  ejecute  el  demandado  maliciosamente  después  de  emplaza- 
do, pues  según  dice  la  ley  13,  título  VII,  Partida  3.a,  el  deman- 
dado que  después  de  la  citación  vende,  permuta  ó  dona  malicio-r 
sámente  la  cosa  que  se  le  pide  pafa  eludir  el  responder  de  ella\ 
hace  un  acto  nulo.  El  Código  civil  declara  en  el  art,  1.291  res- 
cindibles  los  que  se  refieran  á  cosas  litigiosas  cuando  hubiesen 
sido  celebrados  sin  conocimiento  y  aprobación  de  las  partes  liti- 
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gantes  ó  de  la  Autoridad  judicial  competente.  Además  suje- 
ta al  emplazado  á  comparecer  y  seguir  el  pleito  ante  el  Juez 
que  le  emplazó,  siendo  competente  para  él  al^  tiempo  de  la 
citación,  aunque  después  dejase  de  serlo  por  haber  variado 
el  demandado  por  cualquier  motivo  su  domicilio  ó  fuero. 
(Ley  12,  título  VII,  Partida  3.a;Caravantes,  Tratado  de  pro- 
cedimientos.) 

También  perpetúa  la  jurisdicción  de  Juez  delegado,  aunque 
el  delegante  muera  ó  pierda  el  oficio  antes  de  la  contestación. 
Este  efecto  le  reconocían  las  leyes  21,  título  IV,  y  35,  tí- 
tulo XVIII  de  la  Partida  3.a;  pero  hoy,  por  no  estar  admitida 
la  delegación  en  general,  carece  de  objeto. 

Asimismo  pone  al  emplazado  en  la  necesidad  de  comparecer 
ante  el  Juez  que  le  emplazó,  aunque  sea  sólo  para  mostrar  la 
excepción  ó  privilegio  que  tenga  para  no  creerse  sujeto  á  la 
jurisdicción  del  mismo  (ley  2.a,  título  VII,  Partida  3.a).  Esto 
se  entiende  sin  perjuicio  de  la  facultad  que  tiene  el  demandado 
de  proponer  la  inhibitoria  ante  el  Juez  á  quien  crea  competen- 
te, pues  en  este  caso  cesa  aquella  obligación. 

Y,  por  último,  produce  el  efecto  á  qué  se  refieren  los  artícu- 
los 527  y  528,  de  que  en  su  lugar  hablaremos. 

Dicho  esto,  podemos  volver  al  examen  concreto  del  precepto 
del  art.  525,  que  ordena  el  emplazamiento,  y  según  se  advierte 
á  la  simple  lectura,  el  término  que  establece  es  solamente  para 
que  el  demandado  comparezca  y  se  persone  en  los  autos,  lo  cual 
nada  tiene  que  ver  con  el  término  para  contestar  á  la  demanda 
que  después,  se  consigna.  Es  pura  y  simplemente  para  que  com- 
parezca y  se  persone  en  forma,  y  dicho  se  está  que  esto  se  ha 
de  realizar  acudiendo  por  medio  de  Procurador,  con  poder  bas- 
tante que  acredite  su  representación,  y  dándose  por  notificado 
de  la  providencia  en  que  se  le  emplazó.  La  ley  nueva  ha  intro- 
ducido, pues,  una  modificación  en  el  artículo  concordante  de  la 
anterior  al  exigir  que  se  comparezca  á  personarse  en  forma  que 
consideramos  conveniente,  porque  su  efecto  ha  de  ser  el  de  que 
no  pueda  dictarse  la  providencia  mandando  entregar  para  con- 
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testación  los  autos  ó  las  copias  hasta  que  no  se  haya  personada 
el  demandado. 

Finalmente,  el  art.  5£6  contiene  un  precepto  que  hemos  con- 
siderado como  complemento  del  segundo  del  art.  625,  y  así  es, 
pues  al  otorgar  al  Juez  la  facultad  de  aumentar  el  término  del 
emplazamiento  para  cuando  el  demandado  no  resida  en  el  lugar 
del  juicio,  prevé  un  caso  que  puede  ocurrir  y  que  por  ser  excep- 
cional merece  se  consigne  á  su  favor  una  excepción.  La  ley,  sin 
embargo,  que  en  materia  de  términos  es  con  justicia  rigurosa, 
no  debía  conceder  aquella  facultad  sin  ninguna  limitación,  y 
por  eso  prescribe  que  el  aumento  no  pueda  exceder  de  un  día 
por  cada  30  kilómetros  de  distancia.  Conserva,  por  lo  tanto,  la 
limitación  establecida  por  la  ley  anterior,  que,  como  no  ha  cau- 
sado perjuicios  en  la  práctica,  puede  considerarse  acertada. 

Artículo  527. 

Transcurrido  el  término  del  emplazamiento  sin  haber 
comparecido  el  demandado  citado  en  su  persona  ó  en  ía  del 
pariente  más  cercano  ó  familiar  que  hubiere  sido  hallado 'en 
su  domicilio,  y  acusada  una  rebeldía,  se  dará  por  contestada 
la  demanda.  Hecha  saber  esta  providencia,  se  seguirán  lo& 
autos  en  rebeldía,  haciéndose  las  demás  notificaciones  que 
ocurran  en  los  estrados  del  Juzgado.  (Ley  ant.,  art.  232.) 

Aktículo  528. 

i 

Si  se  hubiera  hecho  el  emplazamiento  entregando  la  cé- 
dula á  criados  ó  vecinos,  ó  por  medio  de  edictos,  acusada  la 
rebeldía  por  no  haber  comparecido  el  demandado,  si  tam- 
poco fuere  hallado  en  su  domicilio,  se  le  hará  un  segundo 
llamamiento  en  la  misma  forma  que  el  anterior,  señalándo- 
le para  que  comparezca  la  mitad  del  término  antes  fijado. 

Si  transcurriere  este  segundo  término  sin  comparecer,  se 
le  declarará  en  rebeldía,  y  se  dará  por  contestada  la  deman- 
da á  instancia  del  actor,  notificándose  en  los  estrados  esta 
providencia  y  las  demás  que  recayeren.  (Ley  ant.,  art.  232.) 

Estos  artículos,  que  discrepan  poco  de  sus  concordantes  de 
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la  ley  anterior,  sancionan  un  principio  reconocido  desde  anti- 
guo, cual  es  el  de  que  la  contumacia  del  demandado  no  debe 
perjudicar  al  demandante;  sólo'que  nuestra  jurisprudencia  mo- 
derna ha  suavizado  las  disposiciones  de  nuestros  antiguos  Códi- 
gos. Tomándolo  esto  de  las  leyes  romanas,  permitieron  la  vía 
de  asentamiento,  que  era  la  tenencia  ó  posesión  que  por  la  re- 
beldía del  demandado  en  no  comparecer  á  juicio  ó  en  no  contes- 
tar á  la  demanda,  daba  el  Juez  al  demandante  de  la  cosa  que 
pedia  si  la  acción  era  real,  y  de  algunos  bienes  del  demandado 
si  la  acción  era  personal. 

El  Fuero  Juzgo  consignó  este  medio  en  la  ley  17,  título  I, 
libro  II.  Luego  lo  adoptó  el  Espéculo  con  más  extensión  en  el 
título  III  del  libro  V.  A  su  vez  el  Fuero  Real  lo  garantizó  con 
sanciones  penales  en  las  dos  leyes  del  título  IV  del  libro  H. 
Después  se  consagró  á  esta  materia  el  título  VIII  de  la  Parti- 
da 3.a,  y  otro  título  le  dedicó  últimamente  la  Novísima  Recopi- 
lación (V  del  libro  XI).  Pero  s  este  Código  facultó  al  propio 
tiempo  al  demandante  para  escoger  el  medio  de  prueba,  que 
consistía  en  que  por  la  contumacia  del  demandado  pudiera  el 
Juez  ir  adelante  en  su  rebeldía  recibiendo  «testigos  del  deman- 
dador, ó  otras  pruebas,  si  hubiere  para  probar  su  intención,  así 
como  si  el  pleyto  fuese  contestado,  y  dar  sentencia  definitiva  en 
él  sin  otro  emplazamiento»;  y  este  es,  en  suma,  el  juicio  en 
rebeldía  admitido  hoy. 

Los  dos  artículos  que  examinamos  contienen  diferentes  pre- 
ceptos, pues  en  tanto  que  el  primero  se  refiere  á  la  falta  de  com- 
parecencia del  emplazado  en  su  persona  ó  en  la  de  un  pariente, 
el  segundo  hace  referencia  al  emplazado  en  sus  criados  ó  veci- 
nos, ó  por  medio  de  edictos;  y  fácilmente  se  comprende  que  son 
dos  casos  muy  distintos,  porque  en  el  primero  la  ley  no  está  en 
el  de  dudar  de  que  si  el  demandado  no  comparece  es  por  falta 
de  voluntad,  y  en  el  segundo  tiene  que  presumir  que  por  des- 
cuido de  la  persona  que  recibió  la  cédula  ó  por  no  haber  leído 
los  edictos,  puede  muy  bien  no  haber  tenido  noticia  del  empla- 
zamiento, y  no  debe  olvidarse  que  de  todos  modos,  es  decir,  en 
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uno  ú  otro  caso,  no  es  el  hecho  solo  de  no  comparecer  el  que  ha 
de  ocasionar  que  se  dé  por  contestada  la  demanda,  sino  que 
además  hace  falta  que  se  le  acuse  la  rebeldía. 

El  primero  de  los  referidos  artículos  no  puede  ofrecer  difi- 
cultad alguna;  pero  creemos  oportuno  decir  que  es  sensible  se 
hayan  suprimido  las  palabras  en  la  misma  forma  que  él  em- 
plazamiento; que  constaban  en  el  concordante  de  la  ley  ante- 
rior, después  de  las  de  hecho  saber  esta  providencia,  pues  di- 
chas palabras  ponían  en  claro  que  era  preciso  notificársela  al 
demandado,  y  que  había  de  hacerse  de  la  misma  manera  que  la 
notificación  del  emplazamiento;  todo  lo  cual,  y  á  pesar  de  que 
al  decirse  las  demás  notificaciones  se  aclara  algún  tanto  el  pre- 
cepto de  la  ley,  no  queda  en  la  presente  tan  bien  determinado. 

En  el  art.  528  se  ha  tratado  de  resolver  una  duda  á  que  ha- 
bía dado  lugar  la  redacción  del  párrafo  segundo  del  art.  232  de 
la  ley  de  1855,  pues  decía  textualmente:  «Si  la  cédula  del  em- 
plazamiento hubiere  sido  entregada  á  criados  ó  vecinos,  ó  he- 
cho el  emplazamiento  por  edictos,  se  le  hará  un  segundo  llama- 
miento por  edictos  también  en  la  forma  prevenida  en  el  artículo 
anterior,  señalándole  para  que  comparezca  la  mitad  del  término 
antes  fijado»;  y  los  comentadores  de  más  nota,  extrañando  lo 
absoluto  del  precepto  y  no  pudiéndose  dar  razón  de  él,  soste- 
nían que  lo  que  la  ley  había  querido  expresar  era  que  el  segun- 
do llamamiento  había  de  hacerse  en  la  misma  forma  que  el 
primero,  porque  en  el  caso  de  haber  sido  entregada  la  cédula  á 
criados  ó  vecinos,  es  conocido  el  domicilio  del  demandado,  y 
siendo  más  fácil  hacerle  saber  la  providencia  buscándole  en  su 
domicilio  y  entregando  la  cédula,  si  no  se  le  encuentra,  á  las 
personas  que  la  misma  ley  indica,  que  no  emplazándole  por 
edictos,  resultaba  ridículo  el  precepto  legal,  de  entenderse  es- 
trictamente ó  ateniéndose  sólo  á  la  letra  escrita.  En  el  art.  528 
de  la  presente  ley  se  ha  tratado  de  resolver  aquella  duda  di- 
ciendo que,  «acusada  la  rebeldía  por  no  haber  comparecido  el 
demandado,  si  tampoco  fuere  hallado  en  su  domicilio,  se  le  hará 
un  segundo  llamamiento  en  la  misma  forma  que  el  anterior...»; 
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pero  á  nuestro  modo  de  ver  esta  expresión  es  también  muy  de- 
fectuosa y  puede  dar  lugar  á  dudas  parecidas  á  las  que  suscitó 
el  precepto  que  hemos  transcrito  de  la  ley  anterior.  Primera- 
mente puede  notarse  que  ateniéndose  al  orden  de  la»  cláusulas 
y  aun  á  su  significado  particular  y  propio,  no  se  alcanza  bien 
qué  es  lo  que  se  ha  querido  expresar  al  decir  si  tampoco  faere 
hallado  en  su  domicilio,  pues  si  esta  frase  se  relaciona  con  la  de 
acusada  la  rebeldía  por  no  haber  comparecido  el  demandado, 
no  tiene  sentido,  y  si  se  relaciona  con  la  que  sigue,  ó  sea  con  la 
de  que  se  le  hará  un  segundo  llamamiento  en  la  misma  for- 
ma que  el  anterior,  resulta  que,  ó  íio  tiene  tampoco  sentido,  6 
expresa  una  condición  que  ha  de  cumplirse  para  que  pueda  ha- 
cerse un  segundo  llamamiento;  es  decir,  que  esto  no  puede  ha- 
cerse sin  antes  haber  buscado  y  encontrado  al  demandado  en  su 
domicilia,  ó  también,  si  se  quiere,  que  cuando  no  se  le  encuen- 
tre se  hará  el  llamamiento  en  la  misma  forma  que  el  anterior; 
pero  que  cuando  se  le  encuentre  no  habrá  de  hacérsele  llama- 
miento alguno.  Y  en  segundo  término  tenemos  que,  aun  en  el 
supuesto  de  considerar  bien  expresado  el  pensamiento  del  legis- 
gislador,  todavía  habría  lugar  á  una  duda  importante  que  en 
manera  alguna  puede  considerarse  resuelta,  pues  siendo  así 
que  el  emplazamiento  por  edictos  se  hace  cuando  se  ignora  el 
paradero  del  demandado,  ¿ha  de  buscársele  en  su  domicilior 
como  dice  la  ley,  aunque  no  se  haya  averiguado  dónde  le  tiene, 
ó  ha  de  prescindirse  de  este  trámite  y  limitarse  á  emplazarle 
nuevamente  por  edictos?  Esto  último  es  lo  lógico,  y  ni  de  ello 
habría  que  dudar,  ni  de  ninguna  otra  cosa,  si  el  legislador  hu- 
biese dicho:  si  se  hubiera  hecho  el  emplazamiento  entregando 
la  cédula  á  criados  ó  vecinos,  ó  por  medio  de  edictos,  se  le  hará 
un  segundo  llamamiento,  señalándole  para  que  comparezca  la 
mitad  del  término  antes  fijado;  y  teniendo  en  cuenta  que  se  ha- 
brá de  proceder  para  la  notificación  del  mismo  modo  que  la  pri- 
mera vez,  entregándole  la  cédula  ó,  por  el  orden  que  ya  queda 
indicado,  á  sus  parientes,  criados  ó  vecinos,  cuando  su  domici- 
lio fuere  conocido,  y  emplazándole  por  edictos  en  opuesto  caso. 
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Tal  ha  sido  lo  que  el  legislador  ha  querido  significar,  y  confia- 
mos en  que  la  jurisprudencia  salvará  muy  pronto  la  oscuridad 
del  precepto  que  acabamos  de  examinar. 

Jurisprudencia.  —  Procede  el  recurso  fundado  en  los  ca- 
sos 1.°  y  4.°  del  art.  1.963  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  si 
al  litigante  rebelde  no  se  le  ha  notificado  en  la  forma  prevenida 
en  el  art.  527  más  providencia  que  la  de  citación  y  emplaza- 
miento para  comparecer  en  juicio.  (Sentencia  de  26  de  Enero 
de  1889.) 

Abtículo  529. 

Cuando  los  demandados  fueren  varios,  el  término  para 
comparecer  á  contestar  comenzará  á  correr  y  contarse,  res- 
pecto á  todos,  el  día  siguiente  al  en  que  el  último  hubiere 
sido  emplazado. 

Hasta  que  transcurra  este  término  no  se  podrá  acusar  la 
rebeldía  á  ninguno  de  ellos,  y  se  verificará  en  un  solo  es- 
crito respecto  á  todos  los  que  se  hallen  en  este  caso.  (Ley 
anterior,  art.  233.) 

Puede  decirse  que  este  artículo  es  copia  de  su  concordante 
de  la  ley  anterior,  pues  aunque  se  ha  añadido  el  segundo  párra- 
fo, no  constituye  otra  cosa  que  una  aclaración  al  precepto  que 
encierra  el  primero,  y  esa  aclaración  se  le  ocurría  desde  luego 
á  todo  el  que  trataba  de  penetrar  en  el  espíritu  de  dicho  primer 
precepto. 

Sin  embargo,  es  sensible  que  el  legislador  haya  procedido  de 
la  manera  que  lo  ha  hecho,  pues  el  art.  283  de  la  ley  anterior 
había  tenido  que  ser  interpretado  por  la  jurisprudencia  para 
evitar  las  dudas  á  que  su  contexto  literal  daba  lugar,  y  habién- 
dose podido  ahora  expresar  claramente  los  conceptos,  se  ha 
conservado  aquella  redacción  defectuosa,  que  aun  aparece  más 
confusa  é  imperfecta  con  la  ampliación  que  se  ha  dado  al  ar- 
tículo. 

En  efecto:  el  primer  precepto  dice  que  el  término  del  empla- 
zamiento no  empezará  á  correr  y  contarse,  cuando  sean  varios 
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los  demandados,  hasta  el  día  siguiente  al  en  que  el  último  hu- 
biere sido  emplazado,  y  como  entendiéndose  esto  literalmente 
habría  que  considerar  que  ninguno  de  los  emplazados  tenía  de- 
recho á  comparecer  y  personarse  en  los  autos  hasta  que  el  tér- 
mino comenzara  á  correr,  fácilmente  se  comprende  que  el  cum- 
plimiento exacto  de  la  ley  produciría  mil  inconvenientes  é  in- 
justicias, porque  pudiendo  ser  muy  distinta  la  condición  de  los 
emplazados,  tendríamos,  por  ejemplo,  que  en  residiendo  uno 
fuera  del  lugar  del  Juzgado  emplazante,  podrían  los  otros  no 
llegar  á  saber  el  día  en  que  aquel  último  emplazado  había  tenido 
conocimiento  de  la  providencia,  y  de  este  modo  dejar  correr  in- 
voluntariamente, sin  personarse  en  autos,  todo  el  término  del 
emplazamiento;  hecho  que,  si  ya  con  arreglo  á  la  ley  anterior 
era  injustificable,  resultaría  más  incomprensible  ahora  por  ser 
mayor  el  perjuicio  que  los  demandados  podrían  experimentar, 
y  el  mismo  ejemplo  que  hemos  puesto  bastará  á  demostrarlo. 
Supóngase  que  hay  cinco  emplazados  y  que  uno  de  ellos  está 
domiciliado  fuera  del  Juzgado  ó  Tribunal  donde  se  ha  presen- 
tado la  demanda:  todos  ellos  tienen  el  domicilio  conocido  y  el 
emplazamiento  se  verifica  sin  inconveniente  alguno;  pero  para 
realizar  el  del  ausente  se  expide  exhorto,  que  se  entrega  para 
su  cumplimiento  á  la  parte  demandante,  y,  por  razón  natural, 
este  emplazamiento  es  el  último  que  tiene  lugar;  así  las  cosas, 
el  demandante  presenta  cumplimentado  el  exhorto  el  día  antes 
ó  el  mismo  día  del  vencimiento  del  plazo;  y  habiendo  imposibi- 
lidad de  que  los  demás  emplazados  sepan  que  el  término  se 
acaba,  no  comparecen  á  personarse  en  forma:  en  seguida  el 
demandante  acusa  á  todos  la  rebeldía,  y  consecuentemente  se 
les  declara  rebeldes  y  se  da  por  contestada  la  demanda;  sigue 
el  pleito  su  marcha,  y  aunque  los  demandados  comparezcan  no 
há  lugar  á  que  presenten  otro  escrito  que  el  de  duplica;  y  como 
éste  no  procede  si  el  demandante  renuncia  ai  de  réplica  (ar- 
tículo 547),  el  resultado  sería,  teniendo  esto  efecto,  que  los  de- 
mandados quedarían  indefensos  y  tendrían  que  perder  el  pleito, 
mucho  más  por  cuanto  nada  podrían  probar,  pues  la  prueba, 
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según  se  dispone  en  el  art.  565,  ha  de  concretarse  á  los  hechos 
-definitivamente  fijados  ken  los  escritos  de  demanda  ó  contesta- 
ción ó  en  los  de  réplica  y  duplica,  y  en  este  caso,  según  hemos 
vistor  no  habría  ni  escrito  de  contestación  ni  escrito  de  duplica. 
La  jurisprudencia  tenía  salvados  los  inconvenientes,  consi- 
derando que  el  precepto  de  la  ley  antigua  sólo  significaba  que 
no  podía  acusarse  la  rebeldía  á  ninguno  de  los  emplazados 
hasta  después  de  cumplido  el  término  á  contar  desde  el  último 
-emplazamiento,  y  esto,  que  verdaderamente  es  lo  que  procede 
y  lo  que  debe  suponerse  que  ha  querido  decir  el  legislador,  es 
lo  que  ha  venido  á  declarar  en  el  segundo  párrafo  del  artículo 
que  examinamos;  pero  ya  hemos  dicho  que  por  su  redacción 
defectuosa,  y  por  haber  transcrito  íntegro  el  primer  párrafo  el 
-artículo  233  de  la  ley  anterior,  no  ha  expresado  su  pensamiento 
•con  la  claridad  debida. 

Pero  si  así  no  fuera,  si  así  no  hubiera  de  entendérsela  qué 
vendría  el  decir,  como  se  dice,  que  hasta. que  transcurra  el  tér- 
mino no  se  podrá  acusar  la  rebeldía  á  ninguno  de  los  emplaza- 
dos? Pues  ¿no  es  evidente  que  mientras  el  término  esté  co- 
rriendo tienen  derecho  á  comparecer,  y  que  mientras  tengan 
este  derecho  no  se  puede  acusar  su  rebeldía?  Una  de  dos:  ó  este 
último  precepto  sobra,  ó  su  inteligencia  no  puede  ser  otra  que 
ia  que  hemos  explicado,  que,  dígase  lo  que  se  quiera,  es  la 
única  lógica,  y  que  puede  evitar  las  injusticias  á  que  el  cum- 
plimiento estricto  de  la  prescripción  contenida  en  el  párrafo 
primero  tendría  forzosamente  que  dar  lugar.  Mas  acaso  se  dirá 
por  quien  no  esté  conforme  con  esa  inteligencia:  es  que  de  esa 
manera,  procediendo  de  ese  modo,  se  amplía  el  término  del  em- 
plazamiento para  ios  primeros  emplazados,  porque  si  ellos  tie- 
nen derecho  á  comparecer  desde  que  se  les  entrega  la  cédula, 
y  su  rebeldía,  que  no  puede  declararse  sino  á  instancia  de 
parte,  no  puede  acusarse  tampoco  sino  en  un  solo  escrito  para 
todos  y  hasta  que  transcurra  el  término  del  último  emplaza- 
miento, es  claro  que  los  primeros  emplazados  tendrán  de  tér- 
mino para  comparecer  el  tiempo  que  medie  desde  su  emplaza- 
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miento  hasta  la  terminación  del  plazo  relativo  al  último  empla- 
zado. No  negamos  que  así  podrá  suceder;  pero  esta  solución  no- 
trae  aparejado  ningún  inconveniente,  y  los  muchos  que  lleva 
consigo  la  contraria  quedan  demostrados. 

Artículo  530. 

Personado  en  forma  el  demandado,  se  le  tendrá  por  parte, 
mandándole  que  conteste  á  la  demanda  dentro  de  veinte 
días. 

Este  término  será  común  para  todos  los  demandados 
cuando  sean  varios,  á  no  ser  que  por  no  haber  presentado 
el  actor  la  copia  de  algún  documento  que  exceda  de  25  plie- 
gos, deba  entregárseles  el  original  y  no  puedan  litigar  uni- 
dos. En  este  caso,  el  término  para  contestar  será  de  veinte 
días  para  el  primero  de  los  demandados,  y  de  diez  para 
cada  uno  de  loe  restantes.  (Ley  ant.,  art.  234.) 

Abtícülo  531. 

En  el  caso  de  ser  varios  los  demandados,  deberán  litigar 
unidos  y  bajo  una  misma  dirección,  si  fueren  unas  mismas 
las  excepciones  de  que  hicieren  uso. 

Si  fueren  distintas,  podrán  hacerlo  separadamente.  Pero 
si  de  las  contestaciones  resultare  haber  hecho  uso  de  unas 
mismas  excepciones,  el  Juez  obligará  á  los  que  se  hallen 
en  este  caso  á  que  en  lo  sucesivo  litiguen  unidos  y  bajo  una 
misma  dirección.  (Ley  ant.,  art.  235.) 

Emplazado  el  demandado,  tiene  obligación  de  comparecer  y 
personarse  en  forma;  y  así  como  puede  no  hacerlo,  en  cuyo 
caso  se  le  declara  rebelde,  lo  natural  es  que  lo  haga,  y  en  este 
caso  su  comparecencia  ha  de  producir  sus  efectos.  La  ley  ha 
fijado  ya  los  que  lleva  consigo  la  no  comparecencia  dentro  del 
término  del  emplazamiento,  y  ahora  trata  del  que  surte  ó  pro- 
duce la  comparecencia,  que  ni  es  ni  puede  ser  otro  que  el  de- 
que  hayan  de  entregársele  los  autos  para  contestación.  Peror 
como  es  lógico,  la  ley  se  ocupa  en  establecer  el  término  que  el 


Digitized  by 


Google 


LIB.  II  —  TÍT.   II  —  ART.  531  741 

-demandado  tiene  para  contestar,  distinguiendo  acertadamente 
si  es  aquél  uno  solo  ó  varios  que  pueden  litigar  unidos,  de  si 
son  varios  que  tienen  que  litigar  cada  uno  de  por  si,  y  consigna 
á  renglón  seguido  la  norma  que  ha  de  dar  á  conocer  cuando  se 
hallaran  en  uno  y  en  otro  caso. 

Entrando,  pues,  en  la  explicación  de  los  dos  artículos  ante- 
riores, tenemos  que,  una  vez  que  él  ó  los  demandados  hayan 
comparecido,  el  Juez  debe  dictar  providencia  mandando  que 
por  el  término  que  proceda  se  les  entreguen  los  autos  para  con- 
testar; y  es  de  advertir  que,  así  como  el  término  del  emplaza- 
miento es  improrrogable,  no  sucede  lo  mismo  con  el  de  que  se 
trata,  que,  según  lo  dispuesto  en  el  art.  306,  puede  prorrogarse. 
(Véase  también  el  art.  310,  que  enumera  los  términos  impror 
rrogables.)  Pero  en  la  providencia  del  Juez  debe  fijarse  el  tér- 
mino que  se  concede,  y  á  este  respecto  nos  encontramos  con 
que,  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  art.  530,  puede  variar 
dicho  término  según  los  casos.  Si  el  demandado  es  uno  solo, 
hay  que  concederle  siempre  el  término  de  veinte  días.  Si  los 
demandados  son  varios  y  el  actor  no  ha  acompañado  á  su  de- 
manda documento  alguno  que  exceda  de  25  pliegos,  el  término 
de  los  veinte  días  es  común  á  todos  ellos.  Si  aunque  se  haya 
presentado  documento  que  exceda  de  25  pliegos  se  han  acom- 
pañado tantas  copias  del  mismo  cuantos  sean  los  demandados, 
sigue  siendo  común  el  término,  pues  no  debe  olvidarse  que,  si 
bien  por  el  párrafo  segundo  del  art.  516  se  autoriza  al  deman- 
dante para  no  presentar  copias  de  ios  documentos  que  excedan 
de  aquel  número  de  pliegos,  queda  á  su  arbitrio  el  presentarlas 
-ó  no.  Si  aunque  se  haya  presentado  documento  que  exceda  de  25 
pliegos  sin  copia  alguna  debieran  litigar  unidos  los  demanda- 
dos, por  hacer  uso  de  unas  mismas  excepciones,  también  habrá 
de  ser  común  el  término.  Y  sólo  en  el  caso  de  que  no  se  haya 
presentado  la  copia  de  algún  documento  que  exceda  de  25  plie- 
gos y  no  puedan  litigar  unidos,  será  el  término  de  veinte  días 
para  el  primer  demandado  y  de  diez  para  cada  uno  de  los  res- 
tantes, entendiéndose,  sin  embargo,  que  si  por  hacer  uso  de 
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tinas  mismas  excepciones  hubieran  de  litigar  unidos  á  aquéf 
alguno  ó  algunos  más  de  los  demandados,  pero  no  todos,  será 
para  ellos  común  el  término  ó  plazo  de  veinte  días. 

Esto  es  cuanto  se  deduce  del  art.  530;  mas  antes  de  terminar 
su  examen,  hemos  de  hacer  tres  observaciones.  La  primera,  que 
el  plazo  que  en  dicho  articulo  se  establece  no  es  aplicable  al 
Estado,  el  cual,  representado  y  defendido  en  juicio  por  sus 
Abogados,  con  arreglo  al  Real  decreto  de  16  de  Marzo  de  1886, 
expedido  por  el  Ministerio  de  Hacienda  en  uso  de  la  autoriza- 
ción concedida  por  la  ley  de  12  de  Enero  anterior,  tiene  el  de 
tres  meses,  contados  desde  que  se  acuse  recibo,  en  el  término  de 
cinco  días,  de  la  consulta  que  dentro  de  los  quince  siguientes  al 
emplazamiento  deben  formular  aquellos  funcionarios  á  la  Direc- 
ción general  de  lo  Contencioso.  La  segunda,  que  nos  parece 
excesivo  el  plazo  que  en  general  se  concede  para  contestar, 
pues  es  más  del  doble  que  el  que  concedía  la  ley  anterior,  y  no 
creemos  que  en  la  práctica  se  haya  hecho  notar  la  necesidad  de 
aumentarle  tanto.  Y  la  tercera,  que  menos  aún  nos  explicamos 
la  diferencia  de  término  que  se  concede  para  el  caso  de  ser  va- 
rios los  demandados  y  haber  de  contestar  separadamente.  La 
notable  desigualdad  que  se  establece  entre  el  primer  demandado 
y  los  restantes  sólo  puede  tener  por  fundamento  la  considera- 
ción de  que,  hecho  el  primer  escrito  de  contestación,  es  probable 
sea  más  fácil  hacer  los  siguientes,  que  ya  se  extienden  en  vista 
de  lo  manifestado  en  aquél;  pero  esta  consideración  no  puede 
tener  aplicación  en  todos  los  casos,  y  antes  por  el  contrario  en 
la  práctica  se  darán  muchos  en  que,  por  estar  mal  entendida  y 
presentada  la  cuestión  en  el  primer  escrito,  ó  por  poder  alegar 
distintas  excepciones  los  segundos  demandados,  ó  por  cualquiera 
otra  causa  de  análoga  índole,  sea  realmente  preciso  un  largo  pla- 
zo, mayor  aún  que  el  concedido  al  primer  demandado,  paraqufr 
los  restantes  puedan  contestar  cumplidamente.  Por  eso  hubiera 
sido  mejor  acordar  un  plazo  más  breve  para  contestar  á  la  deman- 
da, y  cuando  fueren  varios  los  demandados  que  por  separado  hu- 
bieren de  litigar,  concedérsele  con  igualdad  á  todos  y  á  cada  uno. 
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El  art.  531  hemos  dicho  que  ge  ocupa  en  establecer  la  regla 
conforme  á  la  cual  deberán  litigar  unidos  los  demandados,  y, 
según  se  nota  á  primera  vista,  contiene  tres  preceptos  diferen- 
tes. Uno,  que  deberán  litigar  unidos  y  bajo  una  misma  direc- 
ción, si  fueren  unas  mismas  las  excepciones  de  que  hicieren 
uso.  Otro,  que  si  al  contestar  litigan  por  separado  y  de  las  con- 
testaciones resulta  que  han  hecho  uso  de  unas  mismas  excep- 
ciones, el  Juez  obligará  á  los  que  se  hallen  en  este  caso  á  que 
en  lo  sucesivo  litiguen  unidos  y  bajo  una  misma  dirección.  Y  el 
tercero,  que  si  fueren  distintas  las  excepciones,  podrán  litigar 
separadamente. 

Después  de  advertir  que  las  excepciones  á  que  el  artículo  se 
refiere  son  las  perentorias,  que  se  dirigen  al  fondo  de  la  cues- 
tión, y  no  las  dilatorias,  que  en  nada  afectan  á  la  defensa  de 
cada  uno,  añadiremos,  entrando  á  examinar  el  primero  de  los 
tres  aspectos  que  hemos  enunciado,  que,  supuesto  que  el  Juez 
antes  de  que  se  conteste  á  la  demanda  no  puede  obligar  á  los 
demandados  á  litigar  unidos,  y  que  sin  embargo  de  eso  expresa 
la  ley  que  así  litigarán  si  fueren  unas  mismas  las  excepciones 
de  que  hicieren  uso,  no  puede  cumplirse  aquél  de  otra  manera 
que  acordando  el  Juez  condicionalmente  en  la  providencia  en 
que  ordene  se  les  dé  traslado  de  la  demanda,  que  dicho  traslado 
sea  por  veinte  días  comunes,  si  hubieren  de  hacer  uso  de  unas 
mismas  excepciones,  y,  caso  negativo,  por  los  veinte  días  al 
primer  demandado  y  por  diez  á  cada  uno  de  los  restantes;  des- 
pués de  lo  cual  los  demandados,  sabrán  lo  que  han  de  hacer.  Y 
esta  inteligencia  se  funda  además  en  lo  dispuesto  en  el  que  he- 
mos consignado  como  segundo  precepto;  pues  se  dice  que  si  de 
las  contestaciones  resultare  haber  hecho  uso  de  unas  mismas 
excepciones,  el  Juez  obligará  á  los  que  se  hallen  en  este  caso  á 
que  litiguen  unidos  y  bajo  una  misma  dirección,  y  este  precepto 
está  dado  para  prever  lo  que  ha  de  hacerse  en  el  caso,  muy  pro- 
bable, de  que  el  primero  no  se  cumpla. 

En  este  segundo  precepto  se  concede  al  Juez  la  facultad  de 
obligar  á  los  demandados  á  litigar  unidos;  y  aunque  no  se  indi- 
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ea  de  qué  medios  coercitivos  ha  de  valerse  para  efectuarlo, 
compréndese  bien  que  ha  de  ser  aoordándolo  en  providencia,  de 
la  cual  puede  pedirse  reposición  con  arreglo  al  art.  377,  y  en 
cuanto  dicha  providencia  sea  firme  no  admitiendo  los  escritos 
de  los  demandados,  ni  concediéndoles  la  práctica  de  ninguna 
diligencia,  si  en  efecto  no  litigaren  unidos. 

Y,  por  último,  como  el  tercer  precepto  es  el  de  que  siendo 
distintas  las  excepciones  puedan  litigar  por  separado,  no  sólo 
cuando  aquéllas  sean  contradictorias,  sino  cuando  no  todos 
aleguen  las  mismas,  estarán  los  demandados  en  el  caso  de  poder 
litigar  separadamente. 

SECCIÓN  SEGUNDA 

DE  LAS  EXCEPCIONES  DILATORIAS 

Queda  dicho  en  el  comentario  al  art.  62  que  á  las  acciones 
puede  considerárselas  como  la  mano  derecha  y  á  las  excepcio- 
nes como  la  izquierda,  y  que  los  romanos  expresaban  el  concep- 
to de  unas  y  otras  diciendo:  Exceptiones  sunt  dypei  reorum, 
actione8  sunt  tela.  Y  sin  duda  alguna,  en  atención  á  lo  que  sig- 
nificaron en  su  origen,  que  se  debió  al  Derecho  pretorio,  llama- 
ron excepciones  á  todos  los  medios  de  defensa,  tanto  del  deman- 
dado como  del  actor,  hasta  el  punto  de  que  en  ciertas  leyes  del 
Código  se  usa  de  la  palabra  excepciones  como  sinónima  de  la 
de  defensiones  (defensiones  sive  exceptiones),  y  en  este  sentido 
se  han  considerado  por  nuestras  leyes  antiguas;  lo  cual  se  ve  en 
el  Espéculo,  Fuero  Real,  leyes  de  Partida,  Ordenamiento  de 
Alcalá  y  otros  Códigos.  Hoy  mismo  tienen  en  cierto  modo  igual 
acepción,  porque  en  sentido  genérico  se  llaman  excepciones  á 
cualesquiera  medios  de  defensa  que  emplea  el  demandado  para 
excluir  la  acción  del  demandante;  y  es  lo  cierto  que  basta 
hacerse  cargo  del  papel  que  juegan  en  el  pleito  para  compren- 
der que  ni  son  ni  otra  cosa  pueden  ser. 

Las  excepciones,  según  los  autores,  se  dividen  en  reales  y 
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personales,  ó  en  perentorias  ó  dilatorias,  á  la 
algunos  las  mixtas  ó  anómalas,  que  se  dirige 
falta  de  derecho  en  el  demandante  para  pedir 
de  la  naturaleza  de  dilatorias  y  perentorias,  p< 
algunos,  con  razón,  confundida  con  la  de  estai 
dones  reales  son  aquellas  que  van  inherentí 
modo,  que  cualquiera  que  la  posea  puede  ut 
^prescripción  ó  la  transacción.  Personales  1 
den  oponerse  por  aquel  á  quien  han  sido  coi 
pacto ,  como  la  del  beneficio  de  competencia  y 
no  pedir.  Perentorias  aquellas  que  se  dirige 
absolución  del  demandado,  ó  la  terminación  d 
tuando  ó  destruyendo  para  siempre  la  acci 
demandante.  Y  dilatorias  las  que  tienen  poi 
impedir  temporalmente  la  entrada  en  el  plei 
quel  y  Reus.  —  Comentarios.) 

La  ley  actual,  siguiendo  los  pasos  de  la  í 
más  que  de  las  dilatorias  en  la  presente  secci 
torias  en  el  art.  542,  pues  las  dilatorias,  y  si 
ria  de  cosa  juzgada  (art.  544),  son  realmente 
resolución  ó  apreciación  no  vaya  envuelta  coi 
alegados  en  la  demanda  y  contestación;  de  ta 
puede  decirse  que  si  la  ley  menciona  las  peren 
no  apartarse  de  la  clasificación  doctrinal  ac 
los  autores,  pero  no  porque  no  considere  qu 
perentorias  son  hechos  ó  argumentos  légale 
sólo  cabe  al  contestar  á  la  demanda  por  ser  c 
tición  ó  pretensión  del  demandante. 

Y  no  creemos  necesario  añadir  una  palabr 
comprenda  bien  la  inmensa  diferencia  que  e: 
nes  dilatorias  y  perentorias  media.  Las  prinu 
al  fondo  del  asunto  y  las  segundas  sí.  La  ale¿ 
meras  suscita  una  cuestión  que,  si  por  su  caí 
za  suspende  la  tramitación  del  pleito,  no  por  < 
cidental,  y  la  alegación  y  prueba  de  la  existe: 
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das  lleva  consigo  ó  envuelve  la  resolución  del  negocio  en  el 
fondo,  la  destrucción,  en  suma,  del  derecho  del  demandante; 
porque  si  á  la  acción  de  éste  puede  llamarse  propiamente  el 
arma  ofensiva,  la  excepción  perentoria  puede  denominarse,  con 
más  propiedad  todavía,  el  escudo  ó  el  arma  defensiva. 

Artículo  532. 

Si  el  demandado  propusiere  alguna  excepción  dilatoria, 
no  estará  obligado  á  contestar  á  la  demanda  hasta  que  se 
ejecutorié  este  artículo,  que  será  siempre  previo.  (Ley  ante- 
rior, art.  236.) 

La  ley  9.a  del  título  III  de  la  Partida  3.a  dice:  «Defiónden- 
se  los  demandados  á  las  vegadas  de  las  demandas  que  les  fazen, 
poniendo  defensiones  ante  que  sí  que  son  de  tal  natura,  que 
aluengan  el  pleyto,  é  non  lo  rematan.  E  Uámanlas  en  latin  di- 
latorias, que  quiere  tanto  dezir  como  alongaderas...  que  á  tales 
defensiones  como  éstas,  ó  otras  semejantes  dellas,  poniéndolas 
el  demandado,  ante  que  responda  á  la  demanda,  e  aueriguándo- 
las,  deuen  ser  cabidas.  Mas  si  después  que  el  pleyto  fuesse  co- 
menzado por  respuesta  las  quisiesse  poner  alguno  ante  si,  nol 
deuen  ser  cabidas.»  Esta  misma  doctrina  han  sancionado  la  ley 
anterior  de  Enjuiciamiento  civil  y  la  actual,  y,  haciéndose  car- 
go del  carácter  é  índole  de  las  excepciones  dilatorias  ó  alonga- 
deras, han  sancionado  que  el  artículo  á  que  dé  origen  su  ale- 
gación será  siempre  previo,  y  que  en  tanto  que  no  se  ejecutorié 
no  estará  el  demandado  obligado  á  contestar  á  la  demanda. 

La  justicia  de  estas  disposiciones  es  evidente.  Las  excepcio- 
nes dilatorias,  cuya  enumeración  se  hace  en  los  artículos  si- 
guientes, están  constituidas  por  hechos  de  una  índole  tal,  que, 
si  se  prueban,  pueden  ahorrar  al  demandada  muchos  gastos  y 
no  pequeña  pérdida  de  tiempo;  pues  como  con  su  acostumbrado 
acierto  expone  el  Sr.  Caravantes  en  su  Ti*atado  de  procedi- 
mientos, si  se  siguiera  un  juicio  ante  un  Juez  incompetente 
cuya  jurisdicción  no  pueda  prorrogarse,  podría  proponerse  el 
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recurso  de  casación  y  anularse  cuanto  se  actuara;  y  si  era  pro- 
rrogable  su  jurisdicción  y  se  permitiera  á  la  parte  proponer  en 
cualquier  estado  del  juicio  la  declinatoria,  se  daría  lugar  al 
abuso  de  que  la  reservara  el  litigante  para  anular  los  procedi- 
mientos cuando  viera  que  le  eran  desfavorables,  con  lo  que  se 
eludirían  las  decisiones  de  la  justicia  y  se  prolongarían  los  liti- 
gios; si  aunque  se  actuara  ante  Juez  competente  se  litigase  con 
un  demandante  ó  Procurador  sin  personalidad  legal,  sería  todo 
nulo,  y  se  causarían  gastos  inútiles  al  demandado  de  obligarle 
á  seguir  un  pleito  sobre  asunto  pendiente  en  otro  Tribunal,  ó  a 
contestar  á  una  demanda  defectuosa  ó  propuesta  por  un  deman- 
dante extranjero  que  pudiera  eludir  el  pago  de  los  daños  y  per- 
juicios irrogados  al  mismo  con  sólo  salir  de  España. 

Artículo  533. 

Sólo  serán  admisibles  como  excepciones  dilatorias: 

1.a    La  incompetencia  de  jurisdicción. 

2.a  La  falta  de  personalidad  en  el  actor  por  carecer  de 
las  calidades  necesarias  para  comparecer  en  juicio,  ó  por 
no  acreditar  el  carácter  ó  representación  con  que  reclama. 

3.a  La  falta  de  personalidad  en  el  Procurador  del  actor 
por  insuficiencia  ó  ilegalidad  del  poder. 

4.a  La  falta  de  personalidad  en  el  demandado,  por  no 
tener  el  carácter  ó  representación  con  que  se  le  demanda. 

5.a  La  litis  pendencia  en  otro  Juzgado  ó  Tribunal  com- 
petente. 

6.a  Defecto  legal  en  el  modo  de  proponer  la  demanda. 
Se  entenderá  que  existe  este  defecto  cuando  no  se  llenen 
en  la  demanda  los  requisitos  á  que  se  refiere  el  art.  524. 

7.a  La  falta  de  reclamación  previa  en  la  vía  gubernati- 
va, cuando  la  demanda  so  dirija  contra  la  Hacienda  públi- 
ca. (Ley  ant.,  art.  237.) 

Artículo   534. 

Si  el  demandante  fuere  extranjero,  será  también  excep- 
ción dilatoria  la  del  arraigo  del  juicio  en  los  casos  y  en  la 
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f  orma  que  en  lá  nación  á  que  pertenezca  se  exigiere  á  los 
españoles.  (Ley  ant.,  art.  238.) 

Después  de  establecido  el  principio  de  que  el  demandado  que 
alegare  excepciones  dilatorias  no  estará  obligado  á  contestar  á 
la  demanda  hasta  que  se  ejecutorié  el  artículo,  que  seré  siem- 
pre previo — cuyo  principio  ha  consignado  la  ley  antes  de  espe- 
cificar siquiera  cuáles  eran  las  excepciones,  en  razón  á  que,  ha- 
biéndose dicho  en  el  art.  531  que  una  vez  personado  en  forma 
el  demandado  se  le  tendrá  por  parte  y  se  le  mandará  que  con- 
teste á  la  demanda,  conviene  advertir  sin  dilación  que  la  alega- 
ción de  excepciones  dilatorias  le  exime  de  la  obligación  de  con- 
testar hasta  la  terminación  del  incidente  ó  articulo — ;  después 
de  eso,  decimos,  pasa  la  ley  lógicamente  á  ocuparse  en  determi- 
nar el  número  de  las  referidas  excepciones  dilatorias,  y,  aña- 
diendo algunas  á  las  que  constaban  en  la  ley  anterior,  consig- 
na las  ocho  que  aparecen  en  los  dos  artículos  acabados  de  trans- 
cribir. 

En  este  punto,  ó  sea  en  cuanto  á  la  clasificación  y  numera- 
ción de  las  excepciones  dilatorias,  viene  habiendo  discordancia 
entre  los  autores  y  entre  las  mismas  leyes  de  procedimientos 
que  han  regido  y  rigen  en  nuestra  Patria;  y  mientras  unos  sólo 
admiten  dos,  la  incompetencia  y  la  falta  de  personalidad  en  el 
demandante,  otros  añaden  la  litis  pendencia,  otros  el  defecto 
en  el  modo  de  proponer  la  demanda,  y  otros,  como  ahora  la 
nueva  ley,  algunas  más.  La  ley  9.a,  título  III  de  la  Partida  3.*, 
-dice :  «E  son  estas,  como  si  algund  home  fiziesse  pleyto  con  su 
debdor,  que  los  marauedis  ó  la  cosa  que  le  deuia  non  gela  pi- 
diesse  fasta  tiempo  ó  dia  señalado,  é  después  desso  gelo  deman- 
dasse  en  juizio  ante  del  plazo.  O  si  emplazassen  alguno  delante 
de  tal  Judgador,  de  cuyo  fuero  non  fuesse,  ó  si  la  una  parte 
contradixesse  la  personería  de  la  otra,  mostrando  razón,  porque 
non  deue  ser  Personero  ó  diziendo  que  la  personería  que  trae 
non  era  cumplida  segund  derecho,  e  por  ende  que  non  era  temi- 
do de  responder  á  la  demanda  que  le  fazen. »  De  modo  que  la  ley 
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de  Partida  admite  como  excepción  dilatoria  el  pacto  de  no  pedir , 
que  la  mayor  parte  de  los  autores  colocan  entre  las  perentorias. 
La  ley  de  Enjuiciamiento  civil  anterior,  siguiendo  á  la  de  En- 
juiciamiento mercantil,  sólo  admitía  la  incompetencia  de  juris- 
dicción, la  falta  de  personalidad  en  el  demandante  ó  en  su  Pro- 
curador, la  litis-pendencia  en  otro  Juzgado  ó  Tribunal  compe- 
tente, el  defecto  legal  en  el  modo  de  proponer  la  demanda  y  la 
del  arraigo  del  juicio.  Y  la  nueva  ley  añade  la  falta  de  perso- 
nalidad en  el  demandado  por  no  tener  el  carácter  ó  representa* 
ción  con  que  se  le  demanda,  y  la  falta  de  reclamación  previa  en 
la  vía  gubernativa  cuando  la  demanda  se  dirige  contra  la  Ha- 
cienda pública. 

Esta  diversidad,  que  á  nuestro  juicio  nace,  de  una  parte,  de 
falta  de  ñjeza  en  la  índole  propia  de  cada  clase  de  excepciones, 
y  de  otra,  de  la  naturaleza  misma  de  las  cosas,  que  ha  llevado 
á  nuestras  leyes  antiguas  y  á  algunos  autores  á  admitir  la  clase 
de  las  mixtas,  es  sensible  por  las  confusiones  que  produce,  y  no 
hay  más  medio  de  evitarla  que  no  perder  nunca  de  vista  que  las 
unas  se  dirigen  al  fondo,  las  otras  á  la  forma;  que  las  perento- 
rias excluyen  la  acción  y  las  dilatorias  la  dejan  por  completo 
en  pie,  y  que  en  tanto  es  dilatoria  una  acción  en  cuanto  sirve 
sólo,  como  lo  indica  su  nombre,  que  se  deriva  del  verbo  latino 
diferre,  para  dilatar  la  entrada  en  el  pleito;  y  así  es  como  cree- 
mos que  podrán  salvarse  todos  los  inconvenientes  y  dificul- 
tades. 

Y  dicho  esto,  pasemos,  á  examinar  las  que  la  nueva  ley  enu- 
mera como  dilatorias. 

1.a  La  incompetencia  de  jurisdicción  —  Esta  excepción  es 
la  llamada  declinatoria,  cuya  definición  hemos  dado  en  el  co- 
mentario al  art.  72,  y  uno  de  los  medios  de  promover  las  cues- 
tiones de  competencia.  La  ley  la  coloca  entre  las  excepciones 
dilatorias,  por  cuanto  éstas  se  alegan  antes  de  contestar  á  la 
demanda,  y  dicha  excepción  debe  alegarse  después  de  personar- 
se en  el  juicio  y  antes  de  practicar  ninguna  otra  gestión,  que 
de  otro  modo  se  entiende  que  el  demandado  se  somete  á  la  juris- 
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dicción  del  Juez  incompetente  (art.  58).  Y  como  lo  primero  de 
todo  es  decidir  sobre  la  competencia  ó  incompetencia  del  Juez, 
éste  se  halla  obligado,  cuando  se  proponga  la  declinatoria  á  la 
vez  que  otras  excepciones,  á  resolver  sobre  ella  previamente 
(artículo  538).  Y  para  saber  quién  es  Juez  competente  y  quién 
no,  debe  tenerse  en  cuenta  lo  prescrito  en  el  art.  51  y  poste- 
riores. 

2.a  La  falta  de  personalidad  en  el  actor  por  carecer  de  las 
cualidades  necesarias  para  comparecer  en  juicio,  ó  por  nó 
acreditar  el  carácter  ó  representación  con  que  reclama. — Hace 
falta  que  las  partes  tengan  las  condiciones  que  la  ley  exige  para 
comparecer  en  juicio,  porque,  de  no  tenerla*,  lo  actuado  e»  nulo 
y  há  lugar  al  recurso  de  casación  (art.  1.693);  y  si  el  deman- 
dante no  las  reúne,  debe  subsanarse  este  defecto  antes  de  entrar 
en  el  juicio.  En  su  consecuencia,  debe  tenerse  presente  lo  que 
dispone  el  art.  2.°  de  la  ley  y  cuanto  en  el  comentario  al  mismo 
hemos  manifestado  sobre  quiénes  están  én  el  pleno  ejercicio  de 
los  derechos  civiles,  quiénes  son  representantes  legítimos,  quié- 
nes representan  legalmente  a  las  entidades  jurídicas,  y  manera 
como  ha  de  acreditarse  la  personalidad  ó  la  representación.  De 
la  excepción  dilatoria  de  que  se  trata  podrá  hacerse  uso  tam- 
bién cuando  el  demandante  cese  en  la  representación  que  osten- 
te; por  ejemplo,  si  el  menor  hubiere  salido  de  la  cúratela  del 
que  comparece  en  juicio  representándolo  bajo  tal  carácter. 

Conviene,  por  último,  nó  confundir,  cual  á  veces  suele  suce- 
der, la  falta  de  personalidad  con  la  falta  de  acción,  porque  son 
cosas  distintas  y  producen  efectos  diferentes,  como  repetidas 
veces  ha  declarado  elt Tribunal  Supremo. 

La  distinción  principal,  á  juicio  del  ilustrado  comentarista 
Sr.  Manresa,  es  que  la  falta  de  personalidad  afecta  á  la  forma 
y  la  de  acción  al  fondo  del  pleito;  aquélla  ha  de  fundarse  con- 
cretamente en  alguno  de  los  dos  motivos  expuestos,  y  da  lugar 
á  la  excepción  dilatoria  de  que  tratamos  y  al  recurso  de  casa- 
ción por  quebrantamiento  de  forma;  y  ésta  ha  de  fundarse  en 
que  el  actor,  aunque  tenga  personalidad  para  .comparecer  en 
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juicio,  carece  de  razón  y  derecho  para  pedir  lo  que  reclama; 
ha  de  proponerse  en  la  contestación  como  excepción  perentoria 
y  da  lugar  al  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley. 

3.a  La  falta  de  personalidad  en  el  Procurador  del  actor 
por  insuficiencia  ó  ilegalidad  del  poder.  —  El  art.  3.°  dispone 
que  la  comparecencia  en  juicio  será  por  medio  de  Procurador 
legalmente  habilitado  para  funcionar  en  el  Juzgado  ó  Tribunal 
que  conozca  de  los  autos  y  con  poder  declarado  bastante  por  un 
Letrado;  y  la  ley  es  consecuente  consigo  misma  estableciendo 
como  excepción  dilatoria  la  falta  de  personalidad  en  el  Procu- 
rador por  insuficiencia  é  ilegalidad  del  poder,  pues  es  de  adver- 
tir que  no  cabe  por  falta  de  poder  por  hallarse  prescrito  en  el 
mismo  art.  3.°,  que  Be  acompañará  precisamente  con  el  primer 
escrito,  al  que  no  se  dará  curso  sin  este  requisito,  aunque  con- 
tenga la  protesta  de  presentarlo.  La  ley  exige  que  se  acredite 
cumplidamente  la  representación  de  todo  el  que  litigue  por  otro, 
y  no  podía  menos  de  exigir  ese  requisito  tratándose  del  Procu- 
rador. 

4.a  La  falta  de  personalidad  en  el  demandado  por  no  tener 
el  carácter  ó  representación  con  que  se  le  demanda.  —  Esta  ex- 
cepción descansa  en  el  mismo  fundamento  que  las  dos  anterio- 
res; y  aunque  no  constaba  en  la  ley  anterior,  no  dudamos  en 
creer  que  estaba  admitida  en  su  espíritu,  pues  evidente  es  que 
si  el  demandado,  bajo  el  supuesto  de  reunir  un  carácter  ó  repre- 
sentación, no  le  tiene,  la  demanda  va  dirigida  inútilmente  con- 
tra él,  y  lo  primero  que  se  le  ha  de  ocurrir  alegar  es  que  no  con- 
curre en  él  el  carácter  que  se  le  da  al  demandarle;  y  no  concu- 
rriendo, no  tiene  personalidad  para  comparecer  en  el  juicio;  y 
no  teniendo  personalidad,  todo  cuanto  se  actúe  es  nulo;  y  hoy, 
con  arreglo  al  art.  1.693,  que  ya  hemos  citado,  y  antes,  con  arre- 
glo al  1.013  de  la  ley  anterior,  cabe  y  cabía  el  recurso  de  casa- 
ción. Y  por  más  que  al  ver  que  la  ley  de  1855  no  consignaba 
esta  excepción  entre  las  dilatorias,  y  que  los  autores  en  su  ma- 
yor parte  sostienen  que  éstas  son  nada  más  las  que  se  refieren 
á  la  persona  del  Juez,  á  la  del  actor,  y  al  modo  y  forma  de  pe- 
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(ür,  puede  originarse  alguna  duda  sobre  si  tiene  ó  no  tiene  el 
carácter  de  tal  excepción  dilatoria;  nosotros  creemos  que  si, 
pues  no  ataca  al  fondo  de  la  cuestión,  no  destruye  la  acción  de- 
ducida, sino  que  se  limita  á  relevar  de  contestar  a  la  demanda 
al  demandado  que  no  reúne  la  representación  que  se  ha  supues- 
to en  él  al  demandarle.  Un  ejemplo  bastará  á  demostrarlo.  Un 
acreedor  de  una  Compañía  ó  Empresa  industrial  demanda  á  una 
persona  determinada  creyéndola  el  Director  gerente  y  repre- 
sentante legítimo  de  dicha  Empresa,  y  la  referida  persona  no 
reúne  ese  carácter  ni  esa  representación.  ¿Puede  obligársele  á 
contestar  á  la  demanda?  En  su  calidad  de  demandado,  ¿no  ha 
de  poder  proponer  como  excepción  dilatoria  la  de  no  tener  la 
representación  que  se  le  supone?  ¿Ataca  esto  en  manera  alguna 
á  la  acción,  que  puede  ser  fundada  é  indestructible?  Tal  vez  se 
dirá  que  siendo  él  el  demandado  debe  alegar  su  excepción  como 
perentoria,  por  cuanto  seguido  el  pleito  se  le  absolverá  deja 
demanda  al  ver  que  se  ha  pedido  mal  dirigiéndola  contra  él; 
pero  ha  de  advertirse  que  esto  no  es  exacto:  la  demanda  puede 
y  debe  estar  interpuesta  contra  la  Sociedad  deudora,  y  llamada 
á  juicio  la  enunciada  persona  en  el  concepto  de  ser  el  represen- 
tante legítimo  de  tal  Sociedad,  debe  excepcionar  si  no  lo  es;  por- 
que si  así  no  fuera,  ¿qué  sucedería  una  vez  probada  por  el  de- 
mandante su  acción?  ¿Contra  quién  se  fallaría?  ¿Contra  la  Socie- 
dad sin  haberla  oído  por  medio  de  sus  representantes  legítimos? 
¿Contra  el  demandado,  que  no  reunía  la  condición  bajo  cuyo  su- 
puesto lo  fué?  ¿Contra  el  demandante  de  buena  fe,  que  probó  su 
demanda,  excepto  en  lo  relativo  á  haber  atribuido  á  una  perso- 
na un  carácter  y  representación  que  no  tenía?  Ño  habría  más 
remedio  sino  que  todo  lo  actuado  fuera  nulo,  y  la  ley  no  está  en 
el  caso  de  consentir  los  gastos  y  perjuicios  que  á  las  partes  se 
irrogarían. 

5.a  La  litis-pendencia  en  otro  Juzgado  ó  Tribunal  compe- 
tente. — Al  hablar  de  la  acumulación  de  autos  y  comentar  los 
artículos  161  y  162,  hablamos  de  la  litis-pendencia  como  causa 
de  acumulación,  y  ahora  podemos  añadir  que  la  misma  razón 
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tiene  la  ley  para  considerarla  así,  que  como  excepción  dilator 
y  que  esto  no  obtante,  no  se  incurre  en  redundancia  alguna, 
acumulación  por  litis-pendencia  no  puede  pedirse  cuando 
pleitos  penden  en  diferentes  instancias-,  y  si  otras  razones 
hubiese,  esto  sería  bastante  para  reconocerla  como  excepci< 
pues  en  muchos  casos  ocurrirá  que  la  misma  acción  que  se 
duzca  en  la  demanda  estará  ya  deducida  en  otro  pleito  próxi 
á  terminar;  y  por  consideración  al  demandado  y  al  prestigio 
los  fallos  judiciales,  etc.,  etc.,  importa  que  haya  medios  de  e 
tar  que  el  demandante  de  mala  fe  que  pueda  calcular  perd: 
su  pretensión  en  un  pleito,  formule  la  misma  en  otro  nuevo,  < 
el  deseo  de  obtener  una  sentencia  favorable.  Uno  de  esos  med 
es  que  la  litis-pendencia  constituya  una  excepción  dilatoria 
otro,  que  sea  causa  de  acumulación.  Esto  dicho,  debemos  adv 
tir  que,  según  se  deduce  de  la  cláusula  que  comentamos, 
litis-pendencia  no  se  puede  alegar  como  excepción  cuando  es 
el  mismo  Juzgado;  y  por  su  índole  y  por  lo  interesada  que  e 
la  propia  justicia  en  su  resolución,  el  Juez  debe  proveer  p 
viamente  cuando  se  proponga  lo  mismo  que  acerca  de  la  de< 
natoria  (art.  538). 

6.a  Defecto  legal  en  el  modo  de  proponer  la  demanda. 
Por  defecto  legal  en  el  modo  de  proponerla  no  puede  entend 
se,  según  la  ley,  sino  la  falta  de  cualquiera  de  los  requisi 
que  determina  el  art.  524,  y,  por  lo  tanto,  en  cuanto  á  la  exc 
ción  en  sí,  nada  tenemos  que  decir,  pues  cuando  en  la  demai 
falte  alguno  de  esos  requisitos,  procede,  y  no  siendo  así, 
Diremos,  sin  embargo,  que  extrañamos  la  doctrina  de  la  1 
porque,  según  hemos  explicado  y  tenido  ocasión  de  ver  al  p 
sentar  la  demanda,  deben  llenarse  más  requisitos  que  los  < 
prescribe  el  art.  524,  y  siquiera  sean  éstos  los  intrínsecos  y 
trínsecos  los  demás,  no  por  eso  dejará  de  proponerse  defect 
sámente  una  demanda  en  que  cualquiera  de  los  últimos  deje 
cumplirse.  Pues  qué,  una  demanda  que  no  se  encabece  coi 
nombre  del  Procurador,  en  que  se  omita  el  del  demandant 
que  no  lleve  la  firma  de  Letrado  habilitado  —  requisitos  to 
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que  no  enumera  el  art.  524 — ,¿ha  de  considerarse  legaimente 
formulada?  ¿Qué  razón  hay  para  que  se  pueda  proponer  excep- 
ción dilatoria  cuando  no  estén  numerados  los  hechos  y  funda- 
mentos de  derecho,  aunque  la  cuestión  esté  clara  y  perfecta- 
mente presentada,  y  no  se  pueda  hacer  lo  mismo  cuando  no  se 
llena  alguno  de  los  requisitos  enunciados,  ó  no  se  presenta  la 
certificación  de  matrícula  en  la  contribución  industrial  ó  la  del 
acto  de  conciliación?  Y  no  se  diga  que  la  diferencia  tiene  su 
razón  de  ser  en  que  el  Juez  pueda  en  el  un  caso  sí  y  en  el  otro 
no  repeler  de  oficio  la  demanda;  porque  ó  puede  hacerlo  en  todos, 
ó  no  lo  puede  hacer  en  ninguno,  salvas  las  excepciones  taxati- 
vamente determinadas;  ni  se  diga  que  los  requisitos  que  señala 
el  art.  524  son  más  necesarios  que  los  otros,  pues,  á  pesar  de 
su  distinta  índole,  todos  son  precisos,  y  todos,  en  cumplimiento 
de  la  ley  misma,  deben  cumplirse.  Además,  la  justicia  de  nues- 
tra censura  está  demostrada  con  haber  consignado  el  Legisla- 
dor la  excepción  que  sigue  á  la  que  examinamos.  Con  ella  se 
favorece  el  cumplimiento  de  las  disposiciones  administrativas 
que  exigen  que*se  intente  la  vía  gubernativa  antes  que  la  judi- 
cial cuando  la  demanda  se  dirija  contra  la  Hacienda  pública; 
pero  siendo  así  que  en  esas  mismas  disposiciones  se  impone  á 
los  Jueces  y  Tribunales  la  obligación  de  no  admitir  esa  clase 
de  demandas  sin  que  se  presente  la  certificación  de  haber  apu- 
rado la  vía  gubernativa,  ¿por  qué  declarar  que  por  la  falta  de 
este  requisito  puede  proponerse  una  excepción  dilatoria  y  no 
hacer  igual  declaración  para  cuando  no  se  cumplan  los  otros 
requisitos  á  que  nos  venimos  refiriendo?  ¿No  dicen  aquellas  dis- 
posiciones que  la  reclamación  en  vía  gubernativa  de  lo  que  ha 
de  ser  objeto  de  la  demanda  contra  la  Hacienda,  equivale  á  la 
celebración  del  acto  de  conciliación  entre  lo«  particulares?  Lo 
repetimos:  creemos  que  el  Legislador  ha  obrado  con  poco  acier- 
to estableciendo  la  limitación  que  ha  consignado  en  el  punto 
concreto  que  examinamos. 

7.a    La  falta  de  reclamación  previa  en  la  viU  gubernativa, 
cuando  la  demanda  se  dirija  contra  la  Hacienda  pública-— 
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Después  de  lo  que  acabamos  de  decir,  pocas  palabras  tenemos 
-que  añadir  para  explicar  esta  excepción.  La  ley  la  ha  consig- 
nado para  facilitar  el  cumplimiento  de  las  disposiciones  admi- 
nistrativas que  exigen  la  reclamación  en  vía  gubernativa  antes 
de  demandar  á  la  Hacienda,  y,  sin  duda  alguna,  atendiendo  á 
que  tratándose  de  sus  intereses  debía  garantirlos  por  todos  los 
medios  posibles.  Y  en  este  punto  ha  obrado  bien;  pero,  según 
dejamos  expuesto,  hubiera  sido  preferible  el  sistema  de  la  ley 
anterior,  según  la  cual,  interpretada  por  ilustres  comentadores, 
•constituía  defecto  legal  en  el  modo  de  proponer  la  demanda  la 
falta  de  cualquiera  requisito  determinado  por  las  leyes,  y  lo 
mismo  por  la  del  que  aquí  se  consigna  que  por  la  de  otro,  fuera 
el  que  quisiera,  podía  formularse  una  excepción  dilatoria,  y  en- 
tonces habría  sobrado  la  cláusula  que  examinamos. 

En  ella  se  dice:  la  falta  de  reclamación  previa,  etc.,  y  estas 
palabras  nos  obligan,  con  objeto  de  evitar  dudas,  á  hacer  una 
aclaración.  No  es  acreditar  sólo  que  se  ha  reclamado  lo  que  se 
necesita,  sino  que,  según  repetidas  disposiciones  han  ordenado, 
-es  preciso  hacer  constar  que  se  ha  apurado  la  vía  gubernativa, 
y  con  arreglo  al  ya  citado  Real  decreto  de  16  de  Marzo  de  1886 
y  al  reglamento  orgánico  vigente  de  la  Dirección  general  de  lo 
Contencioso  y  Cuerpo  de  Abogados  del  Estado,  no  se  entiende 
que  dicha  vía  queda  apurada  más  que  cuando  recae  Real  orden 
resolutoria,  á  menos  que  la  Administración  demore  la  resolu- 
ción por  más  de  seis  meses. 

8.a  El  arraigo  del  juicio. — Esta  excepción  está  consignada 
•en  el  art.  534,  y,  como  en  él  se  ve,  sólo  procede  cuando  el  de- 
mandante es  extranjero,  en  los  casos  y  en  la  forma  que  en  la 
nación  á  que  pertenezca  se  exigiere  á  los  españoles;  y  la  razón 
-es  obvia.  Arraigar  el  juicio  es  asegurar  sus  resultas;  es  la  fian- 
za que  presta  el  litigante  para  asegurar  al  pago  de  lo  juzgado  y 
sentenciado;  es  la  caución  llamada  judicatura  solvi,  cuyo  ori- 
gen se  encuentra  en  el  Derecho  romano  y  en  nuestras  antiguas 
leyes,  que  establecieron  la  fianza  de  arraigo  .para  ciertos  casos 
y  con  respecto  al  demandado.  En  los  modernos  Códigos  de 
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>a  se  ha  exigido  dicha  caución  al  demandante  extranjero, 
bjeto  de  evitar  que,  entablando  demanda  los  extranjeros 
i  los  naturales  del  país,  puedan  burlar  los  efectos  de  la 
icia  contraria  marchándose  á  otra  nación  sin  dejar  segu- 
ni  persona  alguna  para  responder  del  pago  de  lo  que  le 
iponda  por  costas,  intereses  y  perjuicios  ocasionados  por 
nanda.  Y  siendo  todo  esto  así,  fácilmente  se  comprende  lo 
3sto  en  el  art.  535.  La  excepción  del  arraigo  del  juicio 
rocede  cuando  el  demandante  es  extranjero,  y  en  los  casos 
a  forma  en  que  las  leyes  de  su  país  lo  exijan  á  los  espa- 
modo  por  el  cual  se  está  al  principio  de  reciprocidad, 
i  cuanto  al  extranjero  que  demanda  á  otro  extranjero, 
atores  respetables  que  opinan  por  que  debería  exigírseles- 
ción;  pero  la  mayor  parte  son  de  opinión  contraria,  fun- 
se  en  que  la  excepción  del  arraigo  del  juicio  es  un  dere- 
vil  de  que  sólo  pueden  y  deben  disfrutar  los  naturales 
ís,  y  nosotros  nos  conformamos  con  esta  opinión, 
iemás,  como  el  artículo  que  comentamos  se  refiere  sólo  al' 
Ldante,  que  lo  será  en  el  caso  de  obrar  como  principal  ó- 
soadyuvante,  es  evidente  que  los  extranjeros  demandados 
án  obligados  á  prestar  caución,  ni  siquiera  en  los  casos 
onvención  ó  en  que  interpongan,  una  vez  vencidos  en  la 
ra  instancia,   las  apelaciones  y  recursos  consiguientes, 
n  uno  y  en  otro  caso  no  hacen  más  qué  defenderse,  no 
los  los  que  promueven  el  pleito,  no  pierden  su  carácter  de- 
dados y  no  hay  razón  para  que  la  ley  abrigue  el  temor 
d  no  satisfagan  las  responsabilidades  que  hemos  enun- 

cuanto  á  la  forma  de  la  exacción,  debemos  advertir  que, 
resulta  sancionado  por  las  legislaciones  de  todos  lo* 
,  debe  exigirse  al  principio  del  pleito,  antes  de  entrar  en- 
lo  de  la  cuestión,  y  que,  mientras  no  se  preste,  el  deman- 
lo  está  obligado  á  contestar  á  la  demanda;  en  cuya  razón 
fundado  la  ley  para  considerar  el  arraigo  del  juicio  como- 
ion  dilatoria. 
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Y,  por  último,  creemos  oportuno  consignar  que  según  el  Con- 
venio de  El  Haya,  celebrado  entre  España,  Bélgica,  Francia, 
Italia,  Luxemburgo,  Países  Bajos,  Portugal,  Suiza,  Suecia  y 
Noruega,  Alemania,  Austria-Hungría,  Dinamarca,* Rumania  y 
Rusia,  que  comenzó  á  regir  en  25  de  Mayo  de  1899,  por  término 
de  cinco  años,  renovables  tácitamente,  no  podrá  exigirse  fianza 
ni  depósito  alguno  bajo  cualquiera  denominación  que  sea,  por 
razón,  bien  de  la  cualidad  de  extranjero,  bien  de  la  falta  de 
domicilio  ó  residencia  en  el  país,  á  los  nacionales  de  uno  de  los 
Estados  contratantes  que  tengan  su  domicilio  en  alguno  de 
•  estos  Estados  y  que  fueren  demandantes  ó  comparecieran  ante 
los  Tribunales  de  otro  de  dichos  Estados;  bien  entendido, 
según  se  adicionó,  que  no  es  indispensable  el  domicilio  en  nin- 
guno de  los  Estados  contratantes  cuando  de  este  requisito  dis- 
pense algún  Convenio  especial. 

Jurisprudencia. — Haciéndose  consistir  la  falta  de  persona- 
lidad alegada  por  el  demandado  recurrente  en  el  hecho  de  ha- 
berse cedido  el  crédito  que  se  le  ha  reclamado,  cuando  por  su 
naturaleza  no  endosable  no  podía  verificarse  la  cesión  ó  surtir 
.sus  efectos  sin  su  intervención  ó  conocimiento,  es  evidente  que, 
aunque  esto  fuera  cierto,  constituiría  falta  de  acción  en  el  de- 
mandante, pero  no  falta  de  personalidad.  (25  Septiembre  1883.) 

No  existe  la  falta  de  personalidad,  atribuida  por  una  parte 
al  Procurador  de  la  otra,  y  consistente  en  el  hecho  de  estar  en 
descubierto  en  el  pago  de  la  contribución,  pues  esto,  si  bien 
puede  ser  motivo  de  responsabilidad  pecuniaria  en  lo  guberna- 
tivo, no  tenía  inhabilitado  á  dicho  Procurador  en  el  ejercicio 
de  su  cargo  si  por  lo  demás  lo  desempeñaba  con  poder  bastan- 
te. (4  Octubre  1883.) 

No  existe  disposición  legal  alguna  que  exija  que  la  mujer 
casada,  cuyo  marido  fallece  durante  el  pleito,  dé  nuevo  poder 
á  su  Procurador,  cuando  aquél  no  hizo  otra  cosa  que  concurrir 
para  que  el  otorgado  por  su  esposa  lo  fuese  con  licencia  del 
mismo.  (17  Noviembre  1883.) 

El  que  al  celebrar  un  contrato  reconoce  la  representación 
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legal  de  la  persona  con  quien  se  obligó,  no  puede  alegar  luego- 
la  falta  de  personalidad  cuando  se  trata  de  compelerle  al  cum- 
plimiento del  mismo  porque  á  la  sazón  así  le  convenga.  (4  Oc- 
tubre 1884.) 

No  es  de  estimar  la  excepción,  de  falta  de  personalidad  del 
Procurador  opuesto  á  una  demanda  ejecutiva  si  el  defecto  que- 
se  atribuye  al  poder  con  que  aquél  se  personó  en  los  autos  fué 
subsanado  por  un  nuevo  poder  presentado  por  el  mismo  Procu- 
rador al  contestar  al  escrito  de  oposición. 

Tratándose  de  una  Sociedad  mercantil  colectiva,  y  estando 
á  cargo  de  los  dos  socios  que  la  constituyen  la  administración 
y  firma  de  la  misma,  cualquiera  de  ellos  tiene  la  representación 
legal  de  la  Sociedad.  (18  Febrero  1585.) 

Si  aun  cuando  el  Procurador  puso  en  conocimiento  de  sus 
poderdantes  por  medio  de  actas  notariales  su  desistimiento  vo- 
luntario y  pidió  á  la  Audiencia  en  el  mismo  día  señalado  para 
la  vista  del  pleito  que  se  le  tuviera  por  desistido  de  la  repre- 
sentación que  ostentaba,  el  Tribunal  resolvió  que  continuara 
en  su  cargo  durante  la  celebración  de  la  vista,  no  pudo  este 
funcionario  abandonar  su  representación  en  dicho  acto,  el  cual,, 
por  consiguiente,  se  celebró  sin  ía  supuesta  falta  de  personali- 
dad. Acordado  tal  desistimiento  después  de  la  vista,  y  habiendo 
sido  notificada  la  sentencia  recaída  en  el  pleito  al  nuevo  Pro- 
curador nombrado  por  los  actuales  recurrentes,  no  dejaron  éstos 
de  hallarse  representados  en  el  mismo.  (5  Marzo  1886.) 

Aun  cuando  el  representante  de  una  mayoría  de  obligacio- 
nistas tenga  aptitud  para  comparecer  en  juicio  á  nombre  de- 
aquóllos,  carece  de  ella  respecto  de  los  de  igual  clase  que  no 
tomaron  parte  en  el  convenio  y  que  conservan  su  derecho  indi- 
vidual é  independiente.  (4  Febrero  1887.) 

Siendo  los  demandados  guardadores  de  los  bienes  de  un< 
ausente,  puesto  que  se  les  confirió  por  sentencia  firme  la  admi- 
nistración bajo  fianza  como  parientes  más  próximos  de  aquélr 
cuyo  paradero  se  ignoraba  há  más  de  cuarenta  años,  es  evi- 
dente que,  con  arreglo  á  la  ley  12,  título  II,  Partida  3.a,  pueden 
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entrar  enjuicio,  y  todo  cuanto  razonaren  ó  hiciesen  por  él  de-1 
hechamente  y  sin  engaño  será  valedero  también,  como  si  estu- 
viese delante  aquel  cuyos  bienes  fueron;  y,  por  consiguiente,  la 
Sala  sentenciadora,  al  desconocer  esta  capacidad  en  los  deman- 
dados y  absolverlos  por  ello  de  la  demanda,  infringe  la  refe* 
rida  ley.  (11  Mayo  1887.) 

La  demostración,  con  arreglo  á  la  legislación  inglesa,  de  la 
personalidad  de  los  demandantes  para  entablar  y  sostener  un 
litigio  es  una  cuestión  de  hecho,  según  lo  ha  declarado  el  Tri- 
bunal Supremo,  en  la  cual,  aparte  del  conocimiento  que  los 
juzgadores  pueden  tener  de  la  legislación  de  otros  países,  debe 
tomarse  en  cuenta  el  testimonio  de  los  jurisconsultos  ingleses 
presentados  en  autos.  (26  Mayo  1887.) 

Sin  ir  contra  sus  propios  actos  no  puede  desconocer  en  jui- 
cio de  desahucio  la  personalidad  del  administrador  de  la  finca, 
el  inquilino  que  con  él,  en  tal  concepto,  hubiera  contratado  el 
arrendamiento.  (2  Julio  1888.) 

La  prueba  más  ó  menos  completa  del  dominio  implica,  no 
una  falta  de  personalidad,  sino  de  acción.  (28  Mayo  1898.) 

La  falta  de  personalidad  de  alguno  de  los  litigantes  ó  de  su 
Procurador,  ya  exista  desde  el  principio  del  pleito,  ya  ocurra 
durante  la  sustanciación  del  mismo,  ha  de  ser  alegada  por  la 
parte  interesada  en  que  la  cuestión  se  resuelva,  sin  lo  cual  no 
cabe  la  posibilidad  siquiera  de  que  la  resuelva  erróneamente  el 
Tribunal  que  conozca  del  pleito.  (28  Septiembre  1898.) 

La  falta  de  personalidad  del  Procurador  ha  de  consistir, 
conforme  al  art.  553  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  en  la  in- 
suficiencia ó  ilegalidad  del  poder  otorgado  por  el  litigante. 
(4  Abrü  1899.) 

El  administrador  de  los  bienes  perjudicados  con  una  obra 
nueva  tiene  personalidad  para  entablar  la  demanda  de  inter- 
dicto de  esta  clase.  (12  Junio  1899.) 

La  personalidad  del  representante  de  un  litigante  se  extin- 
gue desde  el  momento  de  personarse  aquél  en  juicio,  y,  por  con- 
siguiente, debe  seguirse  el  procedimiento  tan  sólo  contra  -el 


Digitized  by  VjOOQLC 


760  LEY    DE  ENJUICIAMIENTO  CIVIL 

mismo;  y  entendiéndolo  así  la  Sala  sentenciadora,  no  infringe 
los  artículos  281,  701,  704  y  709  de  la  ley  procesal. 

Reclamándose  en  la  demanda  el  cumplimiento  de  un  con- 
trato celebrado  con  el  representante  de  una  parte,  puede  el  de- 
mandante dirigir  su  acción  contra  el  representante  ó  contra  el 
representado,  sin  que  por  haber  elegido  al  primero,  no  constan- 
do que  su  poder  hubiera  sido  revocado,  se  entiendan  infringi- 
das las  formas  esenciales  del  procedimiento  á  que  se  refieren 
los  artículos  533,  caso  4.°,  y  682  y  266  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento civil.  (29  Octubre  1900.) 

El  art.  533  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  define  de  muy 
diverso  modo  la  falta  de  personalidad,  según  se  refiera  al  de- 
mandante ó  al  demandado;  y,  aun  equiparando  ambos  casos,  no 
podría  la  mujer  casada  fundarse  en  esta  calidad  para  alegar 
aquella  falta  en  juicio  sobre  desahucio  de  la  habitación  que  ella 
misma  hubiera  tomado  en  arrendamiento  hallándose  su  marido 
ausente  en  ignorado  paradero,  porque  en  tales  circunstancias 
tiene  personalidad  la  mujer  casada  para  estar  en  juicio  por  sí 
misma  respecto  á  los  actos  y  contratos  que  celebre  con  el  exclu- 
sivo objeto  de  satisfacer  las  necesidades  apremiantes  de  la 
vida,  entre  las  cuales  se  cuenta  la  habitación,  al  igual  que  el 
sustento. 

Si  hubiera  dejado  de  nombrarse  Procurador  de  oficio  4  1» 
parte  que  lo  pretendió,  no  constituiría  tal  defecto  el  de  falta  de 
personalidad  del  mismo  litigante.  (24  Noviembre  1900.)     , 

La  capacidad  de  un  litigante  para  estar  en  juicio  y  la  regu- 
laridad de  su  representación  es  lo  que  únicamente  puede  cons- 
tituir falta  de  personalidad. 

La  falta  de  personalidad  del  demandado  en  pleito  de  terce- 
ría no  tiene  fundamento  alguno  cuando  comparece  en  for*118: sl 
es  la  parte  en  cuyo  interés  se  decretó  el  embargo  de  los  l^nes 
objeto  de  la  demanda,  (11  Febrero  1901.) 

Cual  repetidamente  ha  declarado  el  Tribunal  Supreí*10»  en 
perfecta  consonancia  con  lo  establecido  en  el  párrafo  seS^ 
del  art.  533  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  no  cabe  confun* 
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dir  la  falta  de  acción  en  el  actor  con  su  falta  de  personalidad, 
porque  ésta  consiste  tan  sólo  en  el  defecto,  subsanable  por  su 
propia  naturaleza,  de  carecer  el  litigante  de  las  calidades  nece-' 
sarias  para  comparecer  en  juicio  ó  del  carácter  ó  representa- 
ción con  que  litigue.  (6  Julio  1901.) 

Si  bien  es  un  principio  de  Derecho  sancionado  por  la  juris- 
prudencia que  nadie  puede  ir  contra  sus  propios  actos,  y  que, 
en  su  consecuencia,  el  litigante  que  ha  reconocido  la  personali- 
dad de  su  adversario  no  puede  después  impugnarla  eficazmente, 
el  momento  adecuado  de  proponer  la  excepción  de  falta  de  per- 
sonalidad, según  los  artículos  535  y  542  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento civil,  se  da  al  evacuar  el  traslado  de  la  demanda  princi- 
pal. (3  Octubre  1901.) 

Sin  confundir  la  índole  propia  de  la  excepción  dilatoria  de 
falta  de  personalidad  en  el  demandado,  que  es  un  defecto  pura- 
mente formal  y  subsanable,  con  las  excepciones  perentorias  que 
al  mismo  demandado  asistan  para  oponerse  á  la  demanda,  no 
cabe  reputar  como  constitutiva  de  aquella  excepción  dilatoria 
circunstancia  alguna  relativa  á  la  cuestión  principal  del  pleito, 
lo  que  aparece  evidente  con  sólo  tener  en  cuenta  que,  según  el 
párrafo  cuarto  del  art.  533  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil, 
consiste  la  falta  de  personalidad  en  el  demandado  en  que  éste 
no  tenga  el  carácter  ó  representación  con  que  se  le  demanda; 
lo  cual  no  quiere  decir  que  carezca  del  carácter  con  que  se  le 
haya  demandado  cuando  sean  inexactos  los  hechos  en  que  se 
funda  la  acción  ejercitada,  sino  cuando  se  le  emplace  bajo  el 
concepto  erróneo  de  tener  alguna  condición  legal  ó  apodera- 
miento  que  le  autoricen  para  representar  en  juicio  á  una  terce- 
ra persona  natural  ó  jurídica.  (21  Marzo  1902.) 

Dirigida  la  demanda  contra  una  parte  como  apoderado  y 
representante  de  otro  en  cuyo  nombre  realizó  los  actos  determi- 
nantes de  la  acción  ejercitada,  es  manifiesto  que  sólo  el  primero 
es  el  obligado  á  contestar  la  demanda,  cualquiera  que  sea  en  su 
día  el  éxito  de  la  acción,  por  haber  sido  demandado  directa  y 
personalmente,  si  no  se  puede  desconocer  ni  aquél  niega  el  ca- 
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rácter  con  que  contrató  con  el  demandante;  porque  la  cuestión 
del  alcance  y  responsabilidad  de  su  intervención  es  cuestión  de 
fondo  que  no  afecta  á  la  personalidad,  ó  sea  al  verdadero  carác- 
ter con  que  dicho  representante  fué  demandado. 

No  observando  esta  doctrina  la  Sala  sentenciadora,  infringe 
los  artículos  533,  núm.  4.°,  de  la  ley  procesal,  y  1.709  y  1.727 
del  Código  civil.  (25  Abril  1902.) 

Nadie  puede  ser  tenido  por  parte  legítima  en  autos  feneci- 
dos y  sin  existencia  legal,  aun  teniendo  capacidad  y  personali- 
dad para  reclamar  en  cualquiera  otro  pleito;  y  estimándolo  así 
la  Sala  sentenciadora,  no  infringe  los  artículos  219  y  262  del 
Código  civil,  y  tampoco  el  533,  núm.  2.°,  y  745,  núm.  2.°,  de  la 
ley  procesal.  (27  Junio  1902.) 

Ninguna  de  las  partes  litigantes  puede  impugnar  útilmente 
la  personalidad  con  que  su  adversario  intervenga  en  el  pleito, 
según  repetida  jurisprudencia,  fundada  en  la  índole  de  los  pro- 
cedimientos civiles  y  en  la  eficacia  obligatoria  de  los  actos  pro- 
pios, cuando  el  que  la  impugnare  haya  reconocido  anterior- 
mente esa  personalidad  dentro  del  pleito  y  aun  fuera  del  mis- 
mo, haciéndolo  de  un  modo  indubitado,  á  no  ser  por  causa  y  en 
virtud  de  cambios  ocurridos  con  posterioridad  al  reconocimien- 
to; entendiéndose  que  éste  se  verifica  dentro  del  litigio  cuando 
el  pleito  se  tramite  y  continué  sustanciándose  con  asentimiento 
del  interesado  en  combatir  la  personalidad  del  colitigante,  y 
cuando  á  instancia  del  demandado  se  haya  citado  y  emplazado 
con  la  demanda,- siquiera  sea  en  representación  de  una  persona 
jurídica,  á  quien  después  de  citarla  y  emplazarla  pretenda  ex- 
cluir del  pleito,  por  ser  en  este  caso  evidente  que  tan  sólo  bajo 
el  concepto  de  estar  reconocida  esa  representación  puede  repu- 
tarse eficaz  el  emplazamiento. 

Entre  el  incidente  sobre  oposición  á  la  quiebra,  resuelto  en 
favor  del  quebrado  con  reserva  del  derecho  que  le  asista  para 
exigir  daños  y  perjuicios  al  acreedor  que  hubiere  instado  ó  sos- 
tenido la  quiebra  con  dolo,  falsedad  ó  injusticia  manifiesta,  y 
el  pleito  en  que  se  ejercite  ese  derecho,  existe  relación  tan  es- 
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trocha,  como  que  por  ello  ha  de  sustanciarse  el  pleito  en  el 
mismo  expediente  de  la  quiebra  por  precepto  expreso  de  la  ley; 
siendo  en  su  virtud  manifiesto  que  el  presunto  quebrado  no  pue- 
de en  el  pleito  rechazar  la  personalidad  que  en  el  expediente 
hubiere  reconocido,  con  tanta  mayor  razón  en  este  caso  de  re- 
conocimiento, cuanto  que  la  causa  determinante  de  la  acción  de 
daños  y  perjuicios,  ó  sea  la  responsabilidad  del  acreedor,  no  se 
concibe  negándole  la  personalidad  con  que  intervino  en  el  ex- 
pediente. (22  Noviembre  1902.) 

No  implica  la  falta  de  personalidad  del  Procurador  la  cir- 
cunstancia de  que,  por  haber  variado  durante  el  pleito  la  condi- 
ción jurídica  de  algún  interesado,  hubiese  necesidad  de  que  ra- 
tificase el  poder  del  mismo  Procarador,  como  así  lo  hizo.  (6  Di- 
ciembre 1902.) 

Citado  para  contestar  á  la  demanda  contra  una  Sociedad  el 
gerente  ó  representante  de  ésta,  el  cual  compareció  eu  el  juicio 
sin  alegar  excepción  alguna  que  afectara  á  su  personalidad  ó  al 
carácter  de  la  citación,  el  hecho  de  que  posteriormente  á  la 
sentencia  de  la  primera  instancia  acordare  el  Consejo  de  la  So- 
ciedad autorizar  á  su  Director  para  representarla  en  los  pleitos 
pendientes  ó  que  pudieran  suscitarse,  no  envuelve  por  sí  sola  la 
invalidez  de  los  actos  realizados  por  su  representante  anterior. 
(9  Julio  1903.) 

Según  el  párrafo  cuarto  del  art.  533  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento civil,  la  falta  de  personalidad  en  el  demandado  consiste 
en  que  éste  no  tenga  el  carácter  ó  representación  con  que  se  le 
demanda,  circunstancia  meramente  formal  que,  siendo  consti- 
tutiva de  una  excepción  dilatoria,  no  puede  confundirse  con  las 
referentes  á  la  cuestión  principal  del  pleito,  ó  sea  las  perento- 
rias que  al  mismo  demandado  asistan  para  contradecir  los  he- 
chos en  que  se  funde  la  acción  y  oponerse  á  la  demanda.  (2tf  de 
Septiembre  1903.) 

Es  doctrina  repetidamente  declarada  por  la  jurisprudencia 
que  la  falta  de  personalidad  puede  subsanarse  en  cualquier  pe- 
ríodo del  juicio.  (2  Marzo  1904.) 
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La  cuestión  sobre  personalidad  ó  derecho  como  cesionario- 
de  otra  ó  administradora  judicial  de  los  bienes  de  esta  última 
embargados,  no  puede  ser,  por  su  naturaleza,  planteada,  discu- 
tida y  resuelta  en  incidente  sobre  nulidad  de  actuaciones,  y  sí 
en  el  juicio,  contra  cuyo  fallo  podrá  en  su  día  y  caso  utilizarse 
el  recurso  procedente.  (29  Abril  1904. ) 

La  falta  de  personalidad  en  el  actor,  y  en  la  que  puede  fun- 
darse el  recurso  por  quebrantamiento  de  forma,  consiste  en  ca- 
recer aquél  de  las  cualidades  necesarias  para  comparecer  en 
juicio,  ó  en  no  acreditar  el  carácter  ó  representación  con  que 
reclame. 

No  pueden  alegar  la  falta  de  personalidad  de  un  litigante 
los  que  con  él  contrataron,  cuando  el  mismo  les  demanda  el 
cumplimiento  del  contrato.  (31  Mayo  1904.) 

La  falta  de  personalidad,  que  en  ningún  caso  debe  confun- 
dirse con  la  de  acción  para  los  efectos  del  recurso  por  quebranta- 
miento de  forma,  consiste,  á  tenor  de  lo  prescrito  en  el  núm.  2.° 
del  art.  533  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  en  que  la  perso- 
na de  quien  se  trata  carezca  de  las  calidades  necesarias  para 
comparecer  en  juicio  ó  no  acredite  el  carácter  ó  representación 
que  ostente.  (30  Junio  1904.) 

La  circunstancia  de  haberse  dictado  sentencia  absolutoria 
en  un  pleito,  por  no  conceptuar  que  el  demandante  hubiera  pro- 
bado cumplidamente  su  personalidad  y  su  acción,  no  obsta  para 
que  se  estimen  justificados  estos  extremos,  según  un  resultado 
de  las  pruebas  practicadas  en  un  pleito  posterior  promovido 
por  distintas  personas. 

Observándose  esta  doctrina  no  se  infringen  las  leyes  19,  20 
y  21,  título  XXII,  Partida  3.a;  la  regla  32,  título  XXXIV, 
Partida  7.a,  y  los  artículos  1.251  y  1.252  del  Código  civil. 
(19  Noviembre  1904.) 

Según  el  art.  533  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  la  falta 
de  personalidad  en  el  demandado  ha  de  consistir  en  que  éste  no- 
tenga  el  carácter  ó  representación  con  que  se  le  demanda. 
(5  Abril  1905.) 
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Las  resoluciones  que  afectan  al  éxito  y  finalidad  de  la  acción 
ejercitada  nada  tienen  que  ver  con  la  falta  de  personalidad  que 
se  impute  al  demandante.  (25  Octubre  1905.) 

No  es  de  estimar  la  falta  de  personalidad  por  comparecer  el 
Procurador  designando  á  la  Sociedad  con  un  nombre  en  la  de- 
manda y  con  otro  en  la  segunda  instancia,  si,  según  la  escritu- 
ra de  fundación,  usaba  aquélla  de  ambas  denominaciones  y  con 
ellas  fué  conferido  el  poder.  (15  Noviembre  1905 .) 

Es  evidente  la  calidad  de  mandatario  y  representante  de  una 
Sociedad  de  seguros  de  quien  ostente  el  carácter  de  agente  ge- 
neral de  aquélla,  formalizando  á  nombre  de  la  misma  los  con- 
tratos, firmando  las  pólizas  ó  interviniendo  en  los  actos  poste- 
riores á  los  sucesos  que  motiven  las  reclamaciones  entabladas; 
y  observando  esta  doctrina  no  se  infringen  los  artículos  2.° 'de 
la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  y  151,  154  y  155  del  Código  de 
Comercio,  ni  la  ley  1.a,  titulo  XIV,  Partida  3.a,  mucho  más  si 
se  tratase  de  una  Sociedad  extranjera  con  domicilio  fuera  de 
España,  porque  en  otro  caso  la  bastaría  negar  á  sus  agentes  la 
representación  otorgada  para  eludir  responsabilidades  de  obli- 
gaciones por  ellas  contraídas,  no  obstante  los  beneficios  que  de 
las  mismas  pudiera  obtener.  (23  Noviembre  1905.) 

Aetículo  535. 

Las  excepciones  dilatorias  sólo  podrán  proponerse  den- 
tro de  seis  días,  contados  desde  el  siguiente  al  de  la  notifi- 
cación de  la  providencia  en  que  se  mande  contestar  á  la 
demanda. 

Transcurrido  dicho  término,  deberán  alegarse  contestan- 
do, y  no  producirán  el  efecto  de  suspender  el  curso  de  la 
demanda.  (Ley  ant.,  art.  239.) 

Del  mismo  modo  que  la  ley  determina  el  término  para  con- 
testar á  la  demanda,  era  preciso  que,  haciéndose  cargo  de  lo 
que  las  excepciones  dilatorias  son  y  significan,  y  de  su  natural 
efecto  de  suspender  el  curso  de  la  demanda,  especificase  el  tér- 
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mino  ó  plazo  en  que  dichas  excepciones  pueden  proponerse;  y 
conformándose  en  este  punto  la  ley  actual  con  la  anterior,  esta- 
blece el  término  de  seis  días,  contados  desde  el  siguiente  al  de 
la  notificación  de  la  providencia  en  que  se  mande  contestar  a  la 
demanda,  ó  sean  los  seis  primeros  de  los  concedidos  para  la 
contestación,  aunque,  como  en  el  caso  de  proponerse  las  excep- 
ciones, tienen  que  sustanciarse  en  artículo  de  previo  y  especial 
pronunciamiento,  si  se  desestiman,  volverá  á  empezar  á  correr 
el  término  de  contestación  desde  que  al  demandado  se  le  notifi- 
que el  auto  firme  denegatorio. 

El  plazo  para  proponer  excepciones  dilatorias  es,  según  lo 
declara  terminantemente  el  art.  310,  improrrogable,  y  por  eso 
la  ley  advierte  que,  una  vez  transcurridos,  deberán  alegarse 
contestando,  y  no  producirán  el  efecto  de  suspender  el  curso  de 
la  demanda,  con  lo  cual  no  revisten  ya  el  verdadero  carácter 
de  dilatorias,  puesto  que  no  dilatan  la  entrada  en  el  juicio,  sino 
más  bien  de  perentorias,  y  no  tienen  que  tramitarse  en  artícu- 
lo previo,  sino  que  vienen  á  formar  parte  del  escrito  de  contes- 
tación. 

Podemos  hacer  observar  que,  aunque  la  ley  dice,  en  el  se- 
gundo párrafo  del  articulo  que  examinamos,  que  transcurrido 
el  término  para  proponerlas,  deberán  alegarse  contestando,  no 
ha  de  entenderse  que  haya  obligación  de  alegarlas,  pues  el  per- 
juicio de  no  hacerlo  sólc  puede  recaer  sobre  el  demandado,  y 
tanto  vale  el  verbo  deber,  usado  aquí  por  la  ley,  como  el  de  po- 
der, ó  tanto  significa  como  que  el  demandado  tiene  derecho  ó 
facultad  para  alegarlas ;  pero  de  todos  modos  es  de  recomendar 
á  cuantos  se  vean  demandados  que  si  tienen  alguna  excepción 
dilatoria  que  proponer,  no  dejen  de  hacerlo  en  los  seis  días  que 
marca  la  ley,  porque  la  índole  de  esas  excepciones  es  tal,  que 
alegadas  después  apenas  si  pueden  surtir  efecto  alguno. 

Si  pasados  los  seis  días  se  presentase  el  escrito  proponiéndo- 
las, y  no  se  solicitara  que  se  dé  al  artículo  la  sustanciación  de 
las  excepciones  dilatorias,  deberá  considerarse  el  escrito  como 
contestación  á  la  demanda,  á  no  ser  que  no  esté  formulado  en 
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los  términos  prevenidos  en  el  art.  540.  Pero  ¿qué  deberá  ha- 
cerse en  este  caso,  ó  en  el  de  que  se  solicite  la  sustanciación  del 
artículo  como  de  excepciones  dilatorias?  ¿Deberá  rechazarse  de 
oficio  ó  dar  traslado  al  demandante?  Aunque,  como  la  ley  no  ha 
sido  explícita  en  cuanto  á  las  facultades  del  Juez  para  repeler 
de  oficio  las  demandas  defectuosas,  podría  suscitar  alguna  duda 
en  la  ocasión  actual,  en  que  tampoco  determina  nada  taxativa- 
mente, creemos  que  el  Juez  podrá  rechazarle  de  oficio;  pues 
aparte  de  que  el  término  concedido  es  improrrogable  según  la 
ley,  y  de  que  no  dispone  ningún  traslado  del  escrito  al  actor, 
fuera  del  que  corresponde  cuando  el  artículo  está  bien  formula- 
do, ni  se  ocupa  en  el  caso  de  que  tratamos,  la  ley  es  ley,  y  el 
Juez  debe  hacerla  cumplir;  si  el  escrito  se  presenta  fuera  de 
tiempo  solicitando  la  sustanciación  del  articulo  previo,  ó  sin  las 
condiciones  del  de  contestación,  el  Juez  debe  repelerle  de  oficio. 

Y,  por  último,  creemos  oportuno  manifestar  que,  á  pesar  de 
la  claridad  del  artículo  que  examinamos,  pudiera  dar  lugar  á 
una  duda  de  importancia,  porque  no  distingue  de  casos;  y  como 
en  el  art.  530  no  se  concede  siempre  un  término  común  para 
contestar  cuando  son  varios  los  demandados,  no  puede  menos 
de  preguntarse :  cuando  los  términos  concedidos  son  sucesivos 
y  no  correlativos,  ¿tendrá  cada  demandado  un  término  distinto, 
consistente  en  los  seis  días  que  marca  la  ley,  para  proponer  ex- 
cepciones dilatorias,  ó  el  término  otorgado  para  este  efecto  es 
siempre  común?  Lo  primero  es  lo  más  natural,  y  en  el  silencio 
de  la  ley  así  habrá  de  entenderse,  aunque  sea  en  algunos  casos 
motivo  de  dilaciones  inútiles. 

Pero  por  lo  mismo  entendemos  que  la  ley  hubiera  hecho  bien 
en  distinguir  de  casos  y  guardar  más  consonancia  con  el  pro- 
pio art.  530;  pues  disponiéndose  en  éste  que  aun  siendo  varios 
los  demandados  que  deben  litigar  por  separado  se  hagan  copias 
de  todos  los  documentos,  tendrán  un  término  común  para  con- 
testar, debiera  haberse  hecho  igual  declaración  para  dicho  caso, 
en  lo  relativo  al  término  para  proponer  las  excepciones  dila- 
torias. 
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Cuando  una  excepción  dilatoria  no  se  opone  oportunamente , 
no  puede  decidirse  en  artículo  previo;  y  aunque  después  se  ale- 
gue como  perentoria,  tiene  que  seguir  juntamente  con  la  acción 
principal  hasta  la  sentencia  definitiva,  sin  que  esto  ofrezca  nu- 
lidad, Aun  en  la  hipótesis  de  que  la  hubiera,  sería  de  todo  lo 
actuado  y  no  de  trámite  determinado.  (SI  Diciembre  1867.) 

La  incompetencia  de  jurisdicción  puede  alegarse  como  dila- 
toria ó  como  perentoria,  en  cuyo  caso  la  contestación  á  la  de- 
manda no  implica  sumisión  alguna  al  Juez  que  conoce  el  plei- 
to. (17  Abril  1886.) 

Artículo  536. 

A  un  mismo  tiempo  y  en  un  mismo  escrito,  el  deman- 
dado alegará  todas  las  excepciones  dilatorias;  no  haciéndolo 
así,  sólo  podrá  usar  de  las  que  no  alegare  contestando  á  la 
demanda.  (Ley  ant.,  art.  240  J 

Interpretando  torcidamente  la  ley  1.a,  título  VII,  libro  11 
de  la  Novísima  Recopilación,  que  señalaba  el  término  de  nueve 
días,  contados  desde  el  siguiente  ai  último  del  emplazamiento 
para  proponer  y  probar  las  excepciones  dilatorias,  y  á  pesar  de 
que  la  ley  9.a,  título  III,  Partida  3.a,  ordena  «que  si  el  Judga- 
dor  entendiere  que  el  demandado  pone  á  menudo  maliciosamen- 
te defensión  (excepción)  ante  sí,  por  alongar  el  pleito,  que  pue- 
de el  Juez  dar  un  plazo  peremptorio  al  demandado,  que  ponga 
todas  sus  defensiones,  ayuntadas  en  uno  é  que  las  pruebe.  E  si 
al  plazo  que  le  fuere  puesto  non  las  probare  ó  non  las  pusiere, 
que  después  non  deue  ser  oido.  Mas  deue  el  judgador  ir  adelan- 
te por  el  pleyto»;  había  sancionado  la  antigua  jurisprudencia 
la  abusiva  práctica  de  admitir  una  después  de  otra,  con  sustan- 
ciación  separada,  todas  las  excepciones  dilatorias  que  se  alega- 
ban, y  con  esto  los  pleitos  se  hacían  interminables  y  padecía  el 
prestigio  de  la  Administración  de  justicia. 

La  ley  anterior  de  Enjuiciamiento  civil  cortó  de  raíz  los 
abusos  prescribiendo  lo  que  en  el  artículo  que  da  origen  á  este 
comentario  aparece  determinado,  y  al  aceptarlo  la  nueva  ley  ha 
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obrado  prudentemente  ó  impedido  de  nuevo  que  se  den  los  es- 
cándalos que  hemos  enunciado. 

Es  preciso,  pues,  que  todas  las  excepciones  dilatorias  se 
propongan  a  un  mismo  tiempo  y  en  un  solo  escrito  (sólo  será 
admisible  el  primero  que  se  presente),  y  de  igual  manera  que 
con  arreglo  al  articulo  anterior,  sucederá  que  si  no  se  propo- 
nen en  el  término  de  seis  días,  sólo  podrán  alegarse  contestando 
y  no  producirán  el  efecto  de  suspender  el  curso  de  la  demanda; 
ocurrirá  en  consonancia  con  esta  prescripción,  y  según  dispone 
el  presente  artículo,  que  aquellas  que  no  se  propongan  en  el  re- 
ferido primer  escrito  sólo  podrán  alegarse  al  contestar,  al  mis- 
mo tiempo  que  las  excepciones  perentorias. 

Parece  también  lógico,  aunque  no  creemos  sea  de  absoluta 
precisión,  porque  proponiéndose  en  el  primer  escrito  no  puede 
decirse  que  se  haya  practicado  ninguna  diligencia  reconociendo 
la  jurisdicción  del  Juez,  que  la  primera  excepción  que  se  pro- 
ponga sea  la  declinatoria  de  jurisdicción,  pues  así  es  como  me- 
jor se  responderá  al  espíritu  de  la  ley;  y  por  lo  que  respecta  á 
la  forma  del  escrito,  opinamos  con  los  Sres.  Manresa,  Miquel  y 
Reus  que  deberá  extenderse  numerando  los  hechos  y  funda- 
mentos de  derecho,  porque  las  excepciones  dilatorias,  lo  mismo 
que  la  demanda  y  contestación,  se  fundan  en  puntos  de  una  y 
otra  clase;  y  por  igual  razón  deberán,  acompañarse  los  docu- 
mentos en  que  la  excepción  se  funde,  y  si  el  demandado  no  los 
tiene  á  su  disposición,  deberá  designar  el  archivo  ó  lugar  en  que 
se  encuentren  los  originales.  Por  el  principio  de  que  ubi  eadem 
est  vatio,  eadem  est  juris  dispositio,  es  lógico  deducir  que  la 
intención  de  la  ley  es  y  ha  sido  que  así  se  practique. 

Jurisprudencia. — No  puede  prosperar  la  excepción  de  arrai- 
go cuando  el  extranjero  resida  muchos  años  en  España  dedi- 
cado al  comercio.  (Sent.  13  Octubre  188 1.) 

Si  el  demandado  comparece  en  el  trámite  de  conclusiones, 
puede  oponer  la  excepción  de  falta  de  personalidad,  sin  que  su 
anterior  silencio  pueda  interpretarse  como  reconocimiento  de  la 
misma.  (Sent.  14  Noviembre  1896.) 

49 
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Artículo  537. 


Del  escrito  en  que  se  propongan  excepciones  dilatorias, 
se  dará  traslado  por  tres  días  al  actor. 

Evacuado  este  traslado,  se  sustanciará  y  decidirá  el  ar- 
tículo en  la  forma  establecida  para  los  incidentes.  (Ley  an- 
terior, art.  24 1J 

El  primer  párrafo  de  este  artículo  es  copia  del  primero  tam- 
bién del  artículo  concordante  de  la  ley  anterior,  y  el  segundo, 
prescribiendo  que  evacuado  el  traslado  á  que  se  refiere  se  sus- 
tanciará y  decidirá  el  artículo  en  la  forma  establecida  para  los 
incidentes,  responde  al  propósito  del  legislador  de  acomodar  á 
una  sola  sustanciación  todos  los  artículos  y  cuestiones  inciden- 
tales que  á  ello  se  presten. 

Bajo  este  punto  de  vista,  tal  vez  sea  aceptable  la  reforma: 
pero  comparando  la  tramitación  que  ahora  han  de  tener  las  ex- 
cepciones dilatorias  con  la  que  la  ley  anterior  les  tenía  asigna- 
do, se  ve  que  la  reforma  es  en  realidad  perjudicial  y  contraria 
á  la  brevedad  de  los  pleitos,  y  que  conservando  el  legislador  el 
primer  párrafo  de  este  artículo,  y  no  habiendo  conservado  otras 
disposiciones  de  la  ley  anterior  acerca  de  la  sustanciación  de 
las  excepciones  dilatorias,  ha  obrado  con  una  inconsecuencia  ' 
de  criterio  que  no  se  explica. 

En  efecto:  el  legislador  ha  querido  acomodar  la  tramitación 
de  estas  excepciones  á  la  de  los  incidentes;  pero  ya  que  el 
mismo  hecho  de  venirse  practicando  así  le  autorizaba  á  efec- 
tuarlo, ha  debido  establecer  algunas  diferencias  como  en  el  tér- 
mino de  prueba,  por  ejemplo,  pues  ahora  va  á  resultar  que  en 
la  tramitación  se  ha  de  invertir  el  doble  de  tiempo  que  antes  se 
invertía,  y  esto  no  se  justifica  por  la  circunstancia  de  acomodar 
la  sustanciación  de  las  excepciones  á  la  de  los  incidentes,  que 
es  pequeña  razón  para  sancionar  una  modificación  tan  nociva; 
y,  además,  obrando  como  decimos,  es  como  hubiera  sido  conse- 
cuente, pues  ahora,  según  dejamos  indicado,  en  el  párrafo  pri- 
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mero  de  este  artículo  acepta  la  disposición  de  que  del  escrito  en 
•que  se  propongan  excepciones  dilatorias  se  dará  traslado  por 
tres  días  al  actor,  en  vez  de  admitir  que  sea  por  seis  como  de 
un  escrito  cualquiera,  promoviendo  un  incidente,  y  después 
«de  establecer  esa  diferencia  con' el  ánimo  sólo  de  ahorrar  tres 
•días,  se  alarga  el  término  de  prueba,  que  antes  era  de  ocho 
•días,  y  desde  la  publicación  de  esta  ley  es  de  veinte,  y  los  pla- 
nos para  el  señalamiento  y  celebración  de  vista. 

Por  lo  demás,  es  de  advertir,  en  primer  término,  que  para 
-que  en  el  artículo  pueda  practicarse  prueba,  acomodada  como 
•queda  su  sustanciación  á  la  de  los  incidentes  en  general,  será 
preciso  que  el  demandado  en  el  escrito  proponiendo  las  excep- 
ciones dilatorias  y  el  actor  en  el  que  evacué  el  traslado,  pidan, 
«i  lo  desean,  el  recibimiento  á  prueba,  por  medio  de  otrosí,  se- 
gún es  costumbre  hacerlo,  pues  de  lo  contrario,  evacuado  el 
traslado,  el  Juez  habrá  de  mandar  traer  los  autos  á  la  vista. 
(Artículos  750  y  751.) 

Y  en  segundo  lugar  debemos  añadir  que  el  artículo  que  co- 
mentamos puede,  á  nuestro  juicio,  dar  lugar  á  una  duda  im- 
portante, pues  no  determina  si  en  el  caso  de  haber  varios  de- 
mandados que  no  litiguen  unidos  y  aprovechen  sucesivamente 
•el  término  para  excepcionar  y  de  que  uno  solo  prcp  ;nga  la  ex- 
cepción dilatoria,  habrá  de  darse  ó  no  traslado  del  escrito,  ade- 
más del  actor,  á  los  demás  demandados.  Con  arreglo  al  texto 
terminante  del  articulo,  parece  que  no  debe  darse  ó  conferirse 
«dicho  traslado;  pero  si  se  atiende  á  que  en  el  segundo  párrafo 
no  se  prescribe  si  el  acomodamiento  á  la  tramitación  de  los  in- 
cidentes ha  de  hacerse  retrotrayendo  la  de  las  excepciones  hasta 
«el  principio  de  aquélla,  ó  solamente  refiriéndose  á  los  trámi- 
tes prevenidos  para  después  de  los  traslados  á  las  partes,  y  si 
•se  tiene  en  cuenta  que  de  no  conferirse  el  traslado  de  que  ha- 
blamos á  los  demás  demandados,  se  da  el  inconveniente  de  de- 
cidir una  cuestión  sin  oir  á  todos  los  que  son  parte  en  el  pleito, 
faltándose  además  á  lo  dispuesto  en  el  art.  749,  en  donde  se 
•dice  que  en  el  incidente  debe  oirse  á  todas  las  partes  litigantes, 
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se  inclina  el  ánimo  á  la  opinión  contraria,  formándose  la  creen- 
cia de  que  en  el  caso  propuesto  debe  darse  traslado  aL  actor  y  a 
aquél  por  tres  días,  y  á  éstos  por  seis  á  cada  uno,  de  conformi- 
dad con  lo  ordenado  en  el  propio  art.  749. 

Puede  decirse,  pues,  que  hay  una  verdadera  antinomia,  que 
de  un  modo  ó  de  otro  precisa  resolver.  Nosotros  opinamos  re- 
sueltamente que  ha  de  darse  traslado  á  todos  los  demandados, 
porque  es  justo  oirles;  pero  los  que  hayan  dejado  correr  su  tér- 
mino sin  proponer  excepciones,  sólo  podrán  adherirse  ó  no  a  la 
excepción  de  que  se  trate,  y  no  proponer  otras  nuevas. 

AbtícüIíO  538. 

El  Juez  proveerá  previamente  sobre  la  declinatoria  y  la 
litis  pendencia,  si  se  hubiere  propuesto  alguna  de  estas  ex- 
cepciones. 

Si  se  declarare  competente,  resolverá  al  mism.o  tiempo* 
sobre  las  demás  excepciones  dilatorias. 

En  todo  caso,  el  auto  que  recayere  será  apelable  en  arri- 
bos efectos.  (Ley  ant.,  artículos  2é8  y  249.) 

El  primer  precepto  de  este  artículo  es  una  consecuencia 
necesaria  de  la  naturaleza  de  las  excepciones  declinatoria  y  de 
litis-pendencia,  pues  por  ambas  se  pone  en  tela  de  juicio  la 
competencia  del  Juez,  y  como  non  es  valedero  él  juyzio  cuando 
el  Juez  carece  de  jurisdicción,  es  consiguiente  que  en  el  caso- 
de  que  se  hayan  propuesto  otras  excepciones  juntamente  con  la 
declinatoria  ó  la  litis-pendencia,  resuelva  previamente  sobre 
éstas,  porque  de  lo  contrario,  cuando  resolviera  sobre  las  otras, 
sin  declararse*  de  antemano  competente,  sería  nulo. 

Pero  si  se  declara  competente,  ó  no  da  lugar  á  la  excepción 
de  litis-pendencia,  debe  resolver  al  mismo  tiempo  y  en  el  mía— 
mo  auto,  con  arreglo  al  segundo  precepto  del  artículo,  sobre- 
las  demás  excepciones  dilatorias,  porque  reconoce  en  sí  facul- 
tades para  ello;  y  de  lo  dicho  se  deduce  que  se  han  de  resolver 
las  demás  que  se  hayan  propuesto  en  un  solo  auto  cuando  ni  la 
declinatoria  ni  la  litis-pendencia  se  propongan. 
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Cuando  el  Juez  acceda  á  cualquiera  de  éstas,  debe  inhibirse 
-del  conocimiento  de  los  autos,  acordando  al  propio  tiempo  que 
se  remitan  al  Juez  competente  ó  al  que  esté  conociendo  de  otro 
pleito,  con  emplazamiento  de  las  partes  para  que  comparezcan 
ante  él  á  usar  de  su  derecho,  pues  la  inhibición  y  remesa  de 
autos  están  mandadas  para  la  declinatoria  por  el  art.  72,  y  por 
el  177  para  la  acumulación,  que  tiene  completa  analogía  con  la 
litis-peudencia,  y  el  emplazamiento  está  ordenado  por  el  mismo 
artículo  177,  y  por  el  art.  92,  para  un  caso  análogo. 

El  tercer  precepto  del  artículo  no  hace  más  que  confirmar 
lo  dispuesto  en  el  382,  según  el  cual,  las  sentencias  definitivas 
de  todo  negocio  y  los  autos  resolutorios  de  excepciones  dilato- 
rias é  incidentes,  son  apelables  dentro  de  cinco  días;  y  respon- 
de á  la  naturaleza  del  auto  prescribiendo  que  la  apeJ  ación  pro- 
cede en  ambos  efectos. 

Interpuesta  la  apelación,  el  Juez  remitirá  los  autos  origina- 
les al  Tribunal  superior  dentro  de  seis  días,  bajo  su  responsa- 
bilidad y  á  costa  del  apelante,  citando  y  emplazando  previa- 
mente á  los  Procuradores  de  las  partes  para  que  éstas  compa- 
rezcan ante  dicho  Tribunal  en  el  término  de  veinte  días.  Y 
<5omo  las  disposiciones  aplicables  á  la  primera  instancia  de  los 
incidentes  lo  son  á  la  segunda  (art.  759),  la  tramitación  de  la 
apelación  ha  de  ajustarse  á  esas  reglas. 

Artículo  539. 

Consentido  ó  ejecutoriado  el  auto  en  que  se  desestimen 
las  excepciones  dilatorias,  á  instancia  del  actor  se  hará 
saber  al  demandado  que  conteste  á  la  demanda  dentro  de 
los  diez  días  siguientes  al  de  la  notificación  de  esta  provi- 
dencia. (Ley  ant.,  art.  -251.) 

La  claridad  de  este  artículo  excusa  los  comentarios;  pero  sí 
hemos  de  hacer  observar  que  en  él  se  establece  un  nuevo  plazo 
para  contestar  á  la  demanda  que  no  consideramos  equitativo. 
<Con  arreglo  al  art.  530,  el  plazo  que  en  general  se  da  para  con- 
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testar  es  el  de  veinte  días,  y  ahora  resulta  que  si  se  proponen 
excepciones  dilatorias  se  concede  uno  menor,  aun  incluyendo 
los  seis  días  dentro  de  los  cuales  se  pueden  proponer  dichas 
excepciones.  En  esto  se  aparta  la  ley  actual  de  la  anterior,  por- 
que ésta  concedía  nueve  días  para  contestar,  pero  en  los  seis- 
primeros  se  podían  proponer  las  excepciones,  y  si  se  proponían, 
consentida  ó  ejecutoriada  la  sentencia  del  articulo,  había  otros 
seis  días  para  contestar,  con  lo  cual,  reunidos  estos  dos  térmi- 
nos, resultaban  concedidos  tres  días  más  que  los  otorgados  por 
regla  general  para  la  contestación. 

Además,  el  presente  artículo  no  dice  si  en  el  caso  de  no  liti- 
gar unidos  los  demandados  se  habrá  de  conceder  á  cada  uno  el 
plazo  de  diez  días  que  determina,  y  como  en  el  art.  530  se  da 
distinto  término  al  primero  que  á  los  demás  demandados,  podrá 
dudarse  de  lo  que  corresponde  hacer  respecto  á  este  punto,  una 
vez  consentido  ó  ejecutoriado  el  auto  en  que  se  desestimen  las 
excepciones  dilatorias.  Atendiendo  al  prinoipio  de  que  donde  la 
ley  no  distingue  no  se  debe  distinguir,  creemos  que  cuando  liti- 
guen separados  deberá  concederse  el  mismo  término  á  cada  uno. 

Por  último,  añadiremos  que  el  artículo  presente  se  refiere 
sólo  al  caso  de  que  sea  consentido  ó  ejecutoriado  el  auto  en  que 
las  excepciones  se  desestimen;  pero  que  la  ley  no  dice  los  efec- 
tos de  su  admisión.  Nosotros  dejamos  indicados  los  de  la  admi- 
sión de  la  declinatoria  y  la  litis-pendencia;  la  de  las  demás  pro- 
ducirá el  de  que  se  subsane  la  falta  de  que  se  trate,  y  el  de  quer 
una  vez  subsanada,  se  confiera  al  demandado  nuevo  traslado 
para  contestar  á  la  demanda. 

SECCIÓN  TERCERA 

DE   LA   CONTESTACIÓN,    RECONVENCIÓN,    RÉPLICA   Y   DUPLICA 

Aun  después  de  presentada  la  demanda  y  de  citada  la  parte 
adversa,  no  puede  decirse  verdaderamente  que  ha  empezado  el 
pleito  hasta  que  el  demandado  presenta  la  contestación.  Fuera 
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del  caso  en  que  ésta  sea  una  confesión  y  reconocimiento  de  la 
anterior,  caso  que  se  habrá  presentado  muy  pocas  veces  en  la 
práctica,  si  es  que  ha  ocurrido  alguno,  la  contestación  es  la  que 
plantea  el  litigio.  El  demandante  ha  dicho  en  su  demanda  lo 
que  quiere;  mientras  que  el  demandado  no  se  oponga  á  lo  que 
quiere  el  demandante,  no  hay  verdadera  cuestión  entre  partes, 
ni  puede  seguirse  el  pleito  ó  darse  sentencia  definitiva,  salvo  en 
el  caso  de  contumacia,  cuando  el  demandado  se  resiste  tenaz- 
mente á  comparecer  en  juicio  y  á  prestar  la  debida  obediencia  á 
la  citación  del  Juez. 

Esta  produce  algunos  efectos,  «ntre  otros,  ese  que  acabamos 
de  señalar;  pero  sobre  que  los  de  la  contestación  son  más  im- 
portantes y  transcendentales,  el  litigio,  el  debate  jurídico  no 
existe  mientras  que  el  demandado  no  comparece  y  contesta  al 
actor.  Interpretaron  bien  el  alcance  de  la  contestación  Baldo  y 
Gregorio  López,  al  llamarla  lapis  angularis  et  fundamentum 
judicii.  Los  efectos  que  la  contestación  produce  son  los  si- 
guientes: 

1.°  Fija  los  términos  del  litigio,  estableciendo  entre  actor  y 
demandado  una  especie  de  cuasi-contrato,  cuyas  cláusulas  obli- 
gan á  ambos.  La  fuerza  de  este  cuasi-contrato  alcanza  hasta  á 
impedir  que  los  litigantes  varíen  ó  muden,  si  sobre  ello  no  hay 
acuerdo,  la  base  sobre  que  discuten  y  ventilan  sus  respectivos 
derechos. 

2.°  Afirma  la  competencia  del  Juez,  de  suerte  que,  si  no  la 
tuviera,  por  ese  hecho  la  adquiriría.  El  demandante,  al  presen- 
tar la  demanda  ante  un  Tribunal,  le  somete  el  conocimiento  del 
litigio  y  se  obliga  á  acatar  su  decisión.  El  demandado,  al  pre- 
sentarle la  contestación,  también  se  obliga  á  ello.  Si  el  Juez  no 
fuere  competente  por  la  ley  para  entender  en  el  negocio,  la  su- 
misión de  ambos  litigantes  bastaba  para  otorgarle  la  competen- 
cia, como  hemos  demostrado  al  examinar  en  su  lugar  oportuno 
esta  importante  materia.  Tampoco,  ni  el  demandante  ni  el  de- 
mandado, después  de  ese  reconocimiento  tácito  de  su  autoridad y 
pueden  recusar  al  Juez  ante  quien  alegaron  en  este  primer  trá- 


Digitized  by 


Google 


776  LEY   DE   ENJUICIAMIENTO  CIVIL  : 

mite,  fundándose  en  causas  anteriores  al  mismo.  Sólo  podrán 
hacerlo  por  causas  posteriores  ó  que  hasta  entonces  les  fuesen 
desconocidas. 

3.°  Queda  el  juicio  formalizado;  se  puede  continuar  su  sua- 
tanciación  por  todos  los  trámites  llegando  al  fallo  definitivo, 
porque  según  la  ley  8.a  del  título  X  de  la  Partida  3.a,  «puédese 
dar  juicio  acabado  sobre  la  demanda;  lo  que  no  se  podría  hacer 
si  el  pleito  no  fuese  así  comenzado». 

4.°  Interrumpe  la  prescripción  de  la  acción,  aun  en  el  caso 
de  que  se  presente  ante  un  Juez  árbitro/La  ley  29,  título  XXIX 
de  la  Partida  3.a,  atribuía  á  este  efecto  el  emplazamiento  en 
los  siguientes  términos :  «Otrosí  decimos  que  si  alguno  hubiere 
comenzado  á  ganar  por  tiempo  cosa  agena,  que  si  aquel  cuya 
era  y  contra  quien  lo  ganaba  le  hiciere  emplazar  sobre  ella  por 
carta  del  Rey  ó  del  Judgador,  ó  por  portero  ó  se  la  hubiere  de- 
mandado en  juicio,  la  ganancia  del  tiempo  que  habían  comen- 
zado contra  él  destajase  ó  perdiese  por  ende.» 

El  Código  civil  ha  modificado  esta  doctrina  tradicional,  atri- 
buyendo análogo  efecto  á  otras  interpelaciones.  A  nuestro  jui- 
cio, tal  modificación  es  un  retroceso,  pues  deja  en  la  incerti- 
dumbre  el  cómputo  del  plazo  de  la  prescripción  de  acciones.  Lo 
racional  es  que  estas  últimas  se  entienden  abandonadas  por  su 
falta  de  ejercicio  ante  los  Tribunales. 

B.°  Constituye  en  mora  al  demandado.  Si  uno  debe  á  otro 
cierta  cantidad  y  éste  la  reclama  ante  los  Tribunales;  presentan- 
do la  oportuna  demanda,  y  el  deudor  le  contesta  oponiéndose  á 
ella,  cae  en  mora  desde  el  día  en  que  contesta;  y  si  fuese  con- 
denado definitivamente,  pagará,  además  de  la  deuda,  los  inte- 
reses legales  de  la  cantidad  en  que  consista,  á  contar  desde  la 
fecha  en  que  cayó  en  mora. 

Otros  efectos  produce  la  contestación  á  la  demanda  además 
de  esos;  pero  esos  son,  sin  género  alguno  de  duda,  ios  de  mayor 
importancia.  El  de  quedar  imposibilitadas  las  partes  para  pre- 
sentar después  de  ese  trámite  documentos  que  no  hubiera  exhi- 
bido, salvo  en  el  caso  de  que  sean  posteriores  ó  jurasen  no  tener 
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noticia  de  ellos;  el  de  quedar  habilitados  los  litigantes  para 
articular  y  proponer  la  absolución  recíproca  de  posiciones  sobre 
el  fondo  del  negocio;  el  de  entenderse  con  el  Procurador  las 
actuaciones  sucesivas,  si  por  medio  de  Procurador  se  contesta, 
y  algunos  más  que  no  citamos  aquí,  por  no  extender  demasiado 
estas  observaciones,  son  efectos  que,  ó  van  señalados  al  comen- 
tarse los  artículos  de  esta  ley,  ó  se  desprenden  natural,  lógica 
y  fácilmente  de  sus  prescripciones.  Los  cinco  que  enumerába- 
mos antes  son  los  que  tienen  verdadero  interés  y  los  que  hay 
que  recordar  sobre  todo. 

Aun  cuando  en  la  práctica  no  ocurra,  en  teoría  debe  admi- 
tirse el  caso  de  que  el  demandado  se  allane  á  la  demanda,  reco- 
nozca los  hechos  que  en  la  misma  se  aduzcan,  confíese  su  ver- 
dad, estime  procedentes  las.  conclusiones  de  derecho  que  el  de- 
mandante haya  establecido  y  se  conforme  con  su  pretensión.  Si 
esto  sucediere,  el  Juez  debe  condenarle  inmediatamente,  dice 
Escriche,  al  pago  ó  restitución  de  lo  que  se  le  pide. 

No  es  lo  común  que  suceda  esto.  Cuando  el  demandado  reco- 
noce el  derecho  del  demandante  y  se  allana  á  lo  que  aquél  pide, 
no  pasan  los  litigios  del  acto  de  conciliación  ó  se  convierten  en 
ejecutivos.  Ordinariamente  lo  que  acontece  es  que  á  la  demanda 
se  conteste  oponiendo  las  razones  que  el  demandado  estime  opor- 
tunas para  rechazar  la  acción  que  contra  él  se  ejerce.  De  eso 
tratamos  en  esta  sección,  y  ya  se  verá,  estudiando  el  pormenor 
de  los  artículos  que  la  constituyen,  cómo  ha  de  proceder  en  ese 
caso  el  demandado. 

Puede  ocurrir,  y  sucede  con  frecuencia,  que  al  contestar  la 
demanda  el  demandado  pide  contra  la  persona  que  en  su  daño 
reclamaba.  Esto  es  lo  que  se  llama  reconvención.  A.,  por  ejem- 
plo, ha  prestado  á  B.  una  cantidad;  B.  no  se  la  paga,  y  A.  lo 
demanda.  Al  contestar  B.  reconoce  la  deuda;  pero  asegura  que 
no  la  ha  pagado  porque  en  cierta  época  prestó  servicios  á  A., 
cuyo  importe  éste  nunca  le  abonó,  y  por  los  cuales  se  considera 
acreedor  á  una  cantidad  más  considerable  que  la  que  él  debe. 
En  rigor  aquí  habría  dos  pleitos.  Uno  en  que  A.  es  el  deman- 
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dante  y  B.  el  demandado,  y  otro  en  que  B.  es  el  demandante 
y  A.  el  demandado.  El  legislador,  deseoso  de  disminuir  el  nú- 
mero de  pleitos,  ha  dispuesto  que  en  casos  de  esta  índole  la  re- 
convención se  discuta  al  tiempo  mismo  que  se  ventila  la  deman- 
da, se  tramite  en  el  pleito  incoado  y  se  falle  con  la  sentencia 
que  le  ponga  término.  De  la  reconvención,  pues,  tratamos  aho- 
ra al  exponer  la  forma  en  que  han  de  contestarse  las  demandas 
como  de  una  cosa  que  está  por  su  esencia  y  por  la  voluntad  de 
la  ley  íntimamente  unida  á  esa. 

La  réplica  y  la  duplica  no  son  en  realidad  otra  cosa  que 
ampliaciones  de  la  demanda  y  la  contestación.  Cuando  hay  re- 
convención, en  la  réplica  contesta  el  demandante  las  pretensio- 
nes expuestas  por  el  demandado,  reconviniéndole.  En  los  casos 
en  que  no  hay  reconvención,  por  punto  general,  la  réplica  y  la 
duplica  no  contienen  elementos  nuevos  y  se  limitan  á  reprodu- 
cir y  desenvolver  las  tesis  planteadas  en  los  dos  primeros  escri- 
tos. De  aquí  ha  nacido  el  deseo,  expuesto  y  alentado  durante 
estos  dos  últimos  años  en  gran  número  de  publicaciones  profe- 
sionales, de  que  la  réplica  y  la  duplica  desaparezcan;  deseo  á 
que,  como  se  verá,  atiende  la  ley  de  un  modo  discreto,  que  no 
es  ocasionado  á  peligros  y  que  en  nuestro  juicio  podrá  satisfa- 
cer esta  aspiración  en  todo  lo  que  tiene  de  legítima. 

La  sección  que  vamos  á  examinar,  que  contiene  esa  y  otras 
innovaciones,  es  de  las  mejor  redactadas  en  la  nueva  ley.  Entre 
tantos  defectos  como  hemos  señalado  é  iremos  notando  en  lo 
sucesivo,  adviértese  el  singular  esmero  con  que  se  ha  escrito 
esta  parte,  que,  sin  duda,  por  ser  una  de  las  más  discutidas  en- 
tre los  jurisconsultos,  es  también  una  de  las  que  mejor  conci- 
bieron y  han  desenvuelto  los  reformadores.  Dicho  esto,  pasemos 
al  examen  de  los  artículos. 

Artículo  540. 

El  demandado  formulará  la  contestación  en  los  términos 
prevenidos  para  la  demanda.  (Ley  ant.,  art.  353.  —  ley 
actual,  art.  524.) 
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Relacionando  este  artículo  con  el  524,  que  es  su  concordante 
en  la  ley  actual,  convendremos  en  que  al  redactar  la  contesta- 
ción á  la  demanda  se  debe : 

1.°  Exponer  sucintamente  en  párrafos  numerados  los  he- 
chos. 

2.°  Exponer  sucintamente  y  en  párrafos  numerados  los  fun- 
damentos de  derecho. 

3.°  Fijar  con  claridad  y  precisión  lo  que  se  pide,  determi- 
nando la  oposición  que  existe  entre  lo  que  alega  el  demandante 
y  lo  que  excepciona  el  demandado. 

El  legislador  ha  querido,  atendiendo  á  la  necesidad  de  sim- 
plificar estos  trámites,  abreviar  la  duración  de  los  pleitos  y  dis- 
minuir los  gastos  que  ocasionan-  que  existiera  completa  con- 
gruencia entre  los  dos  primeros  escritos,  base  del  litigio.  La 
práctica  demuestra  los  excelentes  resultados  de  esa  congruen- 
cia. Dice  un  axioma  forense  harto  vulgarizado  y  exactísimo  que- 
no  basta  en  las  contiendas  judiciales  tener  derecho,  sino  que  es. 
indispensable  saberlo  pedir.  De  la  forma  en  que  se  plantea  una 
cuestión  depende  muchas  veces  su  éxito  favorable  ó  adverso. 
Cuando  dos  litigantes  exponen  en  la  demanda  y  en  la  contesta- 
ción sus  respectivas  alegaciones  con  claridad  bastante  y  orden» 
análogo,  de  suerte  que  á  simple  vista  se  observe  en  qué  convie- 
nen y  en  qué  difieren,  dónde  está  la  base  común  de  sus  preten- 
siones y  dónde  el  punto  que  caracteriza  la  discordia;  cuando- 
después  de  leer  esos  escritos  salta  á  la  vista  del  Juez  cuál  es  e) 
problema  y  se  le  ofrece  la  duda  ó  el  error,  que  es  base  del  liti- 
gio, de  una  manera  precisa  y  concreta,  hay  mucho  adelantado 
para  que  el  pleito  se  resuelva  pronto  "y  bien.  Nunca,  pues,  reco- 
mendaremos bastante  á  los  que  litigan  de  buena  f e  y  á  los  que 
dirigen  sus  gestiones  en  un  pleito,  que  pongan  todo  su  empeño 
en  plantear  bien  la  cuestión  desde  los  primeros  trámites.  Cuan- 
do está  bien  planteada,  la  réplica  y  la  duplica  pueden  supri- 
mirse, y  la  ley  actual  facilita  su  supresión;  la  prueba  es  fácilr 
porque  se  sabe  á  punto  fijo  qué  es  lo  que  conviene  probar,  y  so- 
bre qué  extremos  han  de  recaer  las  diligencias  probatorias- 
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principalmente.  Entonces,  por  último,  resumir  el  pleito  al  ale- 
gar de  bien  probado  no  es  una  tarea  ingrata,  larga  y  difusa, 

sino  un  trabajo  de  condensación  que  se  hace  sobre  una  base  ya 
conocida,  contribuyendo  á  que  el  Juzgado  dicte  pronto  y  bien 

"la  sentencia  que  ha  de  poner  término  á  la  contienda.  Si  los 
Abogados  en  la  dirección  de  los  negocios  que  se  les  encomien- 
dan procurasen  interpretar  y  cumplir  siempre  rectamente  lo 
que  el  legislador  previene  aquí,  ni  se  convertirían  jamás  los 
pleitos  en  oscuros  y  enmarañados  dédalos,  á  través  de  los  cua- 
les se  pierde  el  hombre  de  inteligencia  más  firme,  ni  se  hablaría 
en  la  sociedad  como  se  habla  de  lo  desdichado  y  temible  que  es 
seguir  un  litigio.  El  interés  de  los  clientes  y  el  decoro  profesio- 
nal exigen  que  estas  bases  se  cumplan,  además  de  que  quien  las 
obedezca  logra  notorias  ventajas  sobre  su  adversario,  y  la  ma- 
yor parte  de  las  veces  conseguirá  que  estas  ventajas  le  den  un 
resultado  eficaz. 

'  Existe  ahora,  además  de  éstas,  otra  razón  para  que  el  de- 
mandado, al  contestar,  llene  ese  requisito,  y  es  que  depende  del 
demandante  el  que  se  vaya  ó  no  de  la  contestación  á  la  prueba. 
Cuando  los  escritos  de  réplica  y  duplica  eran  obligatorios,  ó  por 
lo  menos  cuando  el  demandado  tenía  derecho  siempre  á  presen- 
tar este  último,  podía  dejarse  sin  respuesta  en  la  contestación 
algún  extremo  de  la  demanda  ó  no  cuidar  de  que  resultara  un 
trabajo  completo  y  congruente  con  aquélla.  Pero  hoy  lo  que  su- 
cede es  distinto.  Presenta  el  demandante  su  escrito;  le  contesta 
el  demandado;  y  si  el  demandante  renuncia  á  replicar,  el  de- 
mandado no  puede  presentar  la  duplica.  Conviene,  pues,  que 
queden  en  la  contestación  completamente  satisfechas  todas  las 
exigencias  del  debate,  y  que  salvo  los  elementos  que  haya  de 
traer  la  prueba  al  litigio,  estén  todos  los  que  sirvan  para  deci- 
dir la  contienda  en  sus  dos  primeros  escritos. 

En  cuanto  al  de  contestación  poco  más  tenemos  que  añadir. 
Así  como  la  demanda  empieza  con  el  nombre  del  demandante, 
la  contestación  debe  hacerse  á  nombre  del  demandado,  fijando 
quién  y  cómo  lo  representa,  con  relación  á  la  comparecencia 
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hecha  después  del  emplazamiento.  Después  ordena  la  ley  que 
se  exponga  la  razón  de  lo  que  se  pide  en  los  hechos  y  funda- 
mentos de  derecho;  pero  la  práctica  hace  preceder  esta  parte  de 
otra  que  es  una  explicación  ó  exposición  del  asunto,  donde  se 
narra  su  origen  y  se  apuntan  las  consideraciones  favorables  4 
lo  que  el  demandado  cree  su  derecho.  Siempre  que  esta  parte 
esté  redactada  en  términos  también  concisos  y  claros,  es  útilí- 
simo darle  toda  la  amplitud  que  el  negocio  exija.  Los  hechos  y 
fundamentos  de  derecho,  que  han  de  ir  después  en  párrafos  co- 
rrelativos y  numerados,  serán  el  resumen  compendio  de  ese  lar- 
go preámbulo  que  plantea  verdaderamente  el  pleito.  Lo  que  se 
pide  irá  en  la  súplica  como  en  la  demanda,  y  dicho  de  un  modo 
concreto.  Ha  de  expresarse  allí  también  el  nombre  del  actor,  y 
deben  enumerarse  los  documentos  que  se  presentan  acompañando 
el  escrito,  para  que  el  Juzgado  los  tenga  por  presentados  con  él 
en  debida  forma.  Nada  decimos  de  que  la  contestación  irá  en 
papel  del  sello  correspondiente,  suscrita  por  Procurador  y  Letra- 
do, ni  de  que  en  lo  posible  debe  ajustarse  á  los  formularios  reci- 
bidos en  la  práctica,  porque  esas  advertencias  no  han  menester 
justificación.  Si  es  preciso  que  la  copia  del  formulario  no  sea 
servil,  ni  dé  carta  de  naturaleza  en  el  uso  del  foro  á  expresio- 
nes que,  ó  son  inútiles,  ó  carecen  de  sentido,  y  que  convierten 
el  lenguaje  de  los  escritos  en  una  especie  de  argot  de  mal  gusto. 

El  artículo  que  comentamos  concuerda  con  el  253  de  la  ley 
antigua.  En  éste,  además  de  mandarse  que  la  contestación  fue- 
ra redactada  en  términos  análogos  á  los  de  la  demanda,  se  orde- 
naba que  lo  determinado  en  los  artículos  223  y  225  respecto  al 
actor  sobre  examen  de  testigos  y  presentación  de  documentos, 
se  entendiera  también  en  cuanto  al  demandado. 

Explicaremos  esto.  El  art.  222  de  la  ley  antigua  decía  que 
el  juicio  ordinario  podrá  prepararse: 

1.°  Pidiendo  declaración  jurada  el  que  pretende  demandar 
á  aquel  contra  quien  se  propone  dirigir  la  demanda,  acerca  de 
algún  hecho  relativo  á  su  personalidad  sin  cuyo  conocimiento 
no  pueda  entrarse  en  el  juicio. 


Digitized  by 


Google 


782  LEY    DE    ENJUICIAMIENTO  C1VU 

2.°  Pidiendo  la  exhibición  de  la  cosa  mueble  que  en  su  caso 
haya  de  ser  objeto  de  acción  real  que  trate  de  entablar. 

3.°  Pidiendo  el  que  se  crea  heredero,  coheredero  ó  legatario 
la  exhibición  de  un  testamento  ó  codicilo. 

4.°  Pidiendo  el  comprador  al  vendedor  ó  el  vendedor  al 
comprador,  en  caso  de  evicción,  la  exhibición  de  títulos  ú  otros 
documentos  que  se  refieran  á  la  cosa  vendida. 

5.°  Pidiendo  un  socio  ó  comunero  la  presentación  de  los  do- 
cumentos y  cuentas  de  la  sociedad  ó  comunidad  al  consocio  ó 
condueño  que  los  tenga  en  su  poder. 

El  Juez,  decía  ese  artículo,  accederá  en  estos  casos  á  la  pre- 
tensión, si  estima  justa  la  causa  en  que  se  funda.  Las  demás 
las  rechazará  de  oficio. 

El  art.  223,  por  su  parte,  declaraba  que  fuera  de  los  casos 
expresados  en  el  artículo  anterior,  no  podría  pedir  el  deman- 
dante posiciones,  informaciones  de  testigos  ni  ninguna  otra 
diligencia  de  prueba,  salvo  cuando  por  edad  avanzada  de  algim 
testigo,  peligro  inminente  de  su  vida,  proximidad  de  una  ausen- 
cia á  punto  con  el  cual  fuesen  difíciles  ó  tardías  las  comunica- 
ciones, ú  otro  motivo  poderoso,  pudiera  exponerse  el  actor  á 
perder  su  derecho  por  falta  de  justificación,  en  cuyo  caso  podría 
pedir,  y  el  Juez  decretar,  que  no  fuera  examinado  el  testigo  ó 
testigos  que  estuviesen  en  las  circunstancias  referidas,  verifi- 
cándose su  examen  del  modo  que  se  previene  en  dicha  ley. 

Como  hemos  visto,  el  art.  253  aplicaba  esta  teoría  á  la  con- 
testación y  al  demandado.  En  la  nueva  ley  se  hace  mención  de 
esos  preceptos  y  se  desenvuelven  con  las  reformas  que  pueden 
verse  en  los  artículos  502  y  545,  sobre  los  cuales  llamamos  la 
atención  del  lector. 

En  cuanto  á  los  preceptos  del  art.  225,  éste  disponía  que  el 
actor  acompañase  á  la  demanda: 

1.°  Los  documentos  en  que  funde  su  derecho.  Si  no  los  tu- 
viere á  su  disposición,  designará,  decía,  el  archivo  ó  lugar  en 
que  se  encuentren  los  originales. 

Interpuesta  la  demanda,  no  se  admitirán  ai  actor  otros  do- 
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cumentos  que  los  que  fueren  de  fecha  pos! 
jurare,  si  fueren  anteriores,  que  no  tenía  coi 
2.°     Copia  en  papel  común  de  la  deman 
Procurador. 

Por  el  art.  253,  ese  precepto  era  aplicab 
y  al  demandado.  En  la  ley  actual,  esos  prec 
envueltos  con  mayor  amplitud  por  los  artí< 
y  siguientes,  y  del  515  al  523,  á  los  cuales  i 
porque  en  ellos  se  han  introducido  importe 

Además  remitimos  al  lector  á  lo  expuestí 
á  los  artículos  1.°  y  2.°  sobre  los  requisitos 
para  comparecer  en  juioio. 

Artículo  541. 

Si  no  se  presentare  la  contestación  d 
concedido  para  ello,  á  petición  del  actor  a 
tada  la  demanda,  y  se  dará  á  los  autos  el 
diente.  (Ley  ánt. ,  mi.  252.) 

El  art.  252,  con  que  éste  concuerda,  n 
modo  y  con  igual  rigor  que  transcurridos  le 
sin  presentarse  la  contestación,  y  acusada  i 
cogieran  de  oficio  los  autos  y  se  declarara 
tada,  procediéndose  á  lo  demás  que  corresp 

La  ley  1.a  del  título  VI  del  libro  XI  de 
pilación  y  la  regla  2.a  del  art.  48  del  reg! 
prevenían  ya  lo  indispensable  para  evitar  a 
ria,  en  que  siempre  los  ha  habido.  Pero  aq 
no  se  obedecían.  Rodríguez,  en  sus  Instrm 
propósito  de  esa  falta  de  obediencia,  pintab 
el  cuadro  de  lo  que  era,  antes  de  darse  á  lu 
miento,  el  término  otorgado  para  contestar 

«Lo  que  se  hace  constantemente,  decía, 
tor,  pasados  los  nueve  días,  un  escrito  de  £ 
compela  al  demandado  á  que  devuelva  log 
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decreta  así.  Pero  el  apremiado  pide  un  término  alegando  que  el 
defensor  no  ha  podido  hacer  el  despacho  por  sus  ocupaciones  ú 
otra  cualquiera  frivola  disculpa;  el  Juez  lo  concede;  transen-  . 
rrido,  vuelve  el  actor  á  apremiar  y  el  reo  á  pedir  nuevo  térmi- 
no, y  así  hay  veces  que  se  encuentran  diez  y  doce  apremios  y 
otras  tantas  concesiones  de  nuevos  términos. 

Suele,  prosigue,  en  algunos  Juzgados  ser  tanta  la  deferencia 
del  Juez  y  tal  el  deseo  de  dilitar  de  los  Procuradores  ó  las  par- 
tes, que,  cuando  por  verse  ya  conminados  con  multas  ó  decla- 
rados incursos  en  ellas,  se  encuentran  en  la  necesidad  de  devol- 
ver los  autos,  lo  hacen  sin  despacho,  sólo  para  evitar  las  veja- 
ciones del  apremio,  protestando  la  indefensión  y  solicitando  se 
le  vuelvan  á  entregar  aquéllos  por  un  nuevo  término  para  con- 
testar lo  conveniente;  á  lo  que  accede  el  Juez,  y  pasado  dicho 
plazo,  tienen  que  empezar  los  apremios  otra  vez  como  al  prin- 
cipio, viniendo  á  resultar  que  hay  demanda  que  no  se  contesta, 
sin  que  haya  mediado  artículo  alguno  que  lo  impida,  hasta  los 
dos,  tres  ó  más  meses  de  propuesta.» 

Para  evitar  estos  males  se  escribió  el  art.  252  de  la  ley  an- 
tigua: pero  no  ha  conseguido  impedirlos  ni  atenuarlos.  Esas 
dilaciones  de  que  se  quejaba  Rodríguez  hace  más  de  un  cuarto 
de  siglo,  son  las  mismas  que  nosotros  estamos  ahora  presen- 
ciando. Pleito  hay  donde  sin  proponerse  excepciones  no  llega 
la  contestación  á  la  demanda  hasta  después  de  cuatro  ó  cinco 
meses  de  presentada.  Lo  contrario,  lo  corriente  es  que  en  apre- 
mios, peticiones  de  nuevo  término  y  resistencias  más  ó  menos 
pasivas,  transcurran  un  mes  ó  dos  sin  contestar.  Se  reclama  el 
cumplimiento  del  art.  252,  se  pide  al  Tribunal  que  declare  con- 
testada la  demanda ;  pero  los  Jueces,  ó  se  niegan  abiertamente 
á  hacerlo,  ó  conceden  nuevos  plazos  y  autorizan  nuevas  y  per- 
judiciales dilaciones.  Lo  que  ocurre  en  la  práctica  con  este 
asunto  es  verdaderamente  escandaloso  y  censurable. 

Ha  llegado  el  mal  á  un  extremo  que  dudamos  baste  á  reme- 
diarlo el  art.  541.  Reconocemos  que  este  articulo  está  mejor  re- 
dactado que  el  252.  No  hay  necesidad  de  acusar  rebeldías,  im- 
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procedentes  desde  que  el  demandado  compareció.  Basta  que 
transcurra  el  plazo  otorgado  para  contestar  dentro  de  los  lími- 
tes que  marca  la  ley  y  que  el  actor  lo  pida.  Entonces,  sin  excu- 
sa ni  pretexto,  porque  el  mandato  deN  la  ley  es  terminante,  ex- 
plícito y  claro,  se  declarará  contestada  la  demanda  y  se  dará  á 
los  autos  el  curso  correspondiente. 

En  la  legislación  anterior  había  hasta  obstáculos  é  incon- 
venientes materiales  para  proceder  así.  Era  preciso  recoger  los 
autos,  y  si  éstos  se  encontraban  en  el  despacho  del  Letrado  de- 
fensor, no  siempre  los  Jueces  querían  obrar  de  un  modo  enér- 
gico contra  aquéllos,  arrancándoselos  por  la  fuerza  de  su  auto- 
ridad. La  consideración  y  las  contemplaciones,  dignas  de  cen- 
sura en  este  caso,  no  han  tenido  límite;  supuestos  deberes  de 
compañerismo  las  han  conservado,  con  perjuicio  de  los  litigan- 
tes. Esperamos  que  ahora  no  volverá  á.  ocurrir  esto,  porque 
permaneciendo  los  autos  en  la  Escribanía  correspondiente, 
cuando  haya  transcurrido  un  término  no  habrá  que  esperar  las 
dilaciones  forzosamente  impuestas  por  la  necesidad  de  recoger 
los  autos  y  de  vencer  las  dificultades  materiales  opuestas  para 
ello  por  los  que  los  tienen  en  su  poder. 

Antes  el  Tribunal  podía  mandarlos  recoger,  multar  al  Pro- 
curador ó  Letrado  que  se  resistiesen  á  entregarlos,  imponerles 
un  serio  apercibimiento  y  hasta  formarles  causa.  Pero  ¿qué 
Juez  apuraba  estos  últimos  recursos?  ¿Cómo  procesar  á  un 
compañero  que,  quizás  por  falta  de  tiempo  ó  por  circunstancias 
independientes  de  su  voluntad,  no  había  podido  cumplir  la 
prescripción  judicial  reiterada?  Esa  sanción  no  era  proporcio- 
nada al  hecho  que  se  trataba  de  castigar  con  ella.  La  sanción 
que  ahora,  en  primer  término,  garantiza  el  cumplimiento  de 
esos  deberes  es  más  racional  y  lógica.  El  Abogado  moroso  y  el 
cliente  de  mala  fe  saben  que,  si  no  se  ajustan  á  los  términos 
que  la  ley  les  otorga  y  el  Tribunal  les  concede,  pierden  el  de- 
recho á  entablar  un  recurso  ó  ser  oídos  en  un  trámite.  Si  esa 
sanción  se  aplica  con  algún  rigor,  muy  pocos  ejemplares  basta- 
rán para  encauzar  en  ese  punto  la  administración  de  justicia, 
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que  tantas  y  tan  severas  censuras  ha  merecido  desde  tiempo 
inmemorial. 

Artículo  542. 

*  En  la  contestación  á  la  demanda,  el  demandado  deberá 
hacer  uso  de  las  excepciones  perentorias  que  tuviere,  y  de 
las  dilatorias  no  propuestas  en  el  término  señalado  en  el  ar- 
tículo 535. 

En  la  misma  contestación  propondrá  también  la  recon- 
vención, en  los  casos  en  que  proceda.  , 

No  procederá  la  reconvención,  cuando  el  Juez  no  sea 
competente  para  conocer  de  ella  por  razón  de  la  materia. 
(Ley  ant.y  art.  254,  en  sus  párrafos  1.°  y  2.°) 

Este  artículo  es  uno  de  los  más  importantes  que  se  estudian 
en  esta  parte  del  procedimiento,  porque  en  él  resuelve  la  ley  las 
cuestiones  capitales  que  pueden  surgir  sobre  el  fondo  de  la 
contestación  á  la  demanda.  Analizaremos,  pues,  con  la  debida 
separación  los  párrafos  que  le  forman,  cada  uno  de  los  cuales 
merece  un  extenso  comentario. 

§  1.° — Concuerda  este  artículo,  según  hemos  advertido  en 
el  lugar  oportuno,  con  los  párrafos  1.°  y  2.°  del  254  de  la  anti- 
gua ley.  El  párrafo  1.°  del  542  está  redactado  en  los  mismos 
términos  del  1.°  del  254.  Ambos  determinan  que  en  la  contes- 
tación haga  uso  el  demandado  de  las  excepciones  perentorias 
que  tuviere  y  de  las  dilatorias  ó  artículos  de  previo  y  especial 
pronunciamiento  que  no  hubiese  alegado  antes  de  contestar  la 
demanda,  con  arreglo  á  lo  que  determina  el  art.  535  de  esta 
ley,  239  de  la  antigua,  que  ahora  se  reforma. 

Y  el  precepto  es  lógico.  Las  excepciones  perentorias  son  en 
último  término  los  fundamentos  más  sólidos  con  que  puede 
combatir  el  demandado  las  pretensiones  del  demandante,  ó  de- 
mostrar la  sinrazón  de  lo  que  reclama.  Si  el  demandante,  por 
ejemplo,  exige  el  cumplimiento  de  un  contrato  y  el  contrato  es 
nulo;  si  reclama  el  pago  de  una  deuda  en  día  determinado  ó 
para  plazo  fijo  y  el  crédito  se  renovó;  si  solicita  que  se  declare 
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á  su  favor  un  derecho  y  ha  prescrito  la  acción  que  entendía 
-competirle;  si  demanda  el  cumplimiento  puro  de  una  obligación 
y  la  obligación  era  condicional,  el  demandado  debe  alegarlo  en 
su  contestación  y  no  antes  ni  después  de  formularla.  El  pre- 
cepto de  la  ley  1.a  del  título  VII  del  libro  II  de  la  Novísima 
Recopilación,  que  concedía,  además  de  los  nueve  días  otorga- 
dos para  contestar,  veinte  para  oponer  á  la  demanda  las  excep- 
ciones perentorias  que  el  demandado  estimase  convenirle,  era 
absurdo  y  dilataba,  lo  mismo  que  otras  reglas,  el  antiguo  abru- 
mador procedimiento  de  una  manera  extraordinaria.  Las  excep- 
ciones perentorias,  volvemos  á  repetirlo,  deben  alegarse  en  la 
contestación,  y  no  antes  ni  después.  De  este  principio,  que  ins- 
piró la   ley  de  1855  y  que   ha  sido  aceptado  al  redactar  la 
de  1881,  se  deriva  otro  conforme  á  las  leyes  que  rigen  todo  el 
procedimiento  civil:  el  de  que  no  será  válido  proponer  excep- 
ciones perentorias  después  de  la  contestación  á  la  demanda,  á 
menos  que  los  hechos  en  que  se  funden  sean  posteriores  á  ella 
ó  hubiesen  llegado  á  noticia  del  demandado  cuando  transcu- 
rrido aquel  trámite  no  fuese  posible  cumplir  el  precepto  termi- 
nante de  la  ley.  Los  hechos  posteriores  pueden  variar  en  ese  y 
en  puntos  más  esenciales  el  rumbo  del  procedimiento  y  dar  un 
nuevo  giro  á  las  actuaciones.  De  otra  manera  éstas  serían  una 
ficción  que  no  se  acomodase  á  la  realidad,  y  una  ficción,  por  lo 
tanto,  insostenible  dentro  de  las  modernas  doctrinas  sobre  el 
derecho. 

El  demandado  alegará  esas  excepciones  en  la  contestación. 
Si  no  existiesen  ó  las  conociera  después,  en  la  duplica  ó  en  el 
trámite  de  prueba,  y  aun  transcurrido  éste,  antes  de  la  senten- 
cia, creemos  nosotros,  contra  la  opinión  de  otros  comentadores, 
-que  debe  admitirse  su  alegato  y  mandar  que,  para  mejor  pro- 
veer, se  practiquen  las  pruebas  y  diligencias  indispensables  á 
■evidenciar  si  la  excepción  que  se  alega  es  fundada  y  merece 
tomarse  en  cuenta  antes  del  fallo.  Dictado  éste  en  primera  ins- 
tancia, cabe,  al  sustanciarse  la  segunda,  alegarlas  también.  En 
pocas  palabras:  debe  considerarse  abierta  toda  la  tramitación 
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de  un  pleito  para  el  empleo  de  este  recurso,  pero  en  el  bien  en- 
tendido de  que  se  use  de  buena  fe.  Es  usarlo  de  buena  fe  que- 
el  demandado  lo  utilice  cuando  lo  conozca,  porque  no  hacerlo 
sería  reservarse  armas  para  el  momento  decisivo  y  engañar  á 
su  adversario,  que,  confiado,  seguiría  todo  el  curso  del  pleito- 
sin  sospechar  el  rudo  golpe  que  iban  á  sufrir  sus  pretensiones. 
Si  la  excepción  es  poderosa,  ¿quién  duda  de  que,  al  alegarse, 
el  demandante  retire  su  demanda  ó  transija?  En  los  litigios  hay 
que  conceder  á  la  lealtad  la  influencia  que  legítimamente  le  co- 
rresponde; y  como  el  procedimiento  no  puede  excusarse  de  obe- 
decer los  estrechos  preceptos  de  la  moral  privada,  ha  sido  opor- 
tuno sancionar  en  este  punto  aquella  condición  esencialmente 
moralizadora. 

Satisfechas  las  exigencias  de  este  principio,  hay  que  aten- 
der también  á  la  justicia  con  que  puede  invocarse  en  todo  tiem- 
po cualquier  excepción  por  parte  del  demandado.  Este  puede 
exigir  que  no  se  le  prive  del  empleo  de  un  arma  legítima,  y  el 
demandante  que  no  se  le  sorprenda  ni  se  explote  su  buena  fe. 
Esa  es  la  fórmula  que  armoniza  sus  respectivos  intereses  y  que- 
sirve  de  fundamento  á  la  teoría  que  venimos  exponiendo  en  el 
comentario  de  este  articulo. 

En  él  hablamos  de  excepciones  perentorias  sin  haberlas  de- 
finido todavía.  Ya  al  explicar  el  art.  535  expusimos  qué  se  en- 
tiende por  excepciones  y  cómo  al  clasificarlas  se  dividen  en 
dilatorias  y  perentorias.  La  excepción  dilatoria  no  produce  el 
efecto  de  rechazar  y  contrarrestar  la  acción;  sólo  origina  un 
aplazamiento  en  el  juicio,  una  dilación,  y  de  ahí  su  nombre. 
La  excepción  perentoria  es  la  que  la  contrarresta  y  rechaza  de 
un  modo  definitivo;  la  que  se  opone  á  la  acción  ó  impide  que 
ésta  se  ejercite;  la  que,  en  una  palabra,  pone  término  al  pleito, 
dando  el  triunfo  al  demandado  que  la  alegó.  La  excepción  dila- 
toria suspende  el  curso  del  pleito  y  es  causa  de  un  incidente. 
Resuelta  la  cuestión  incidental  y  reparada  la  falta  que  le  dio 
margen,  si  la  hubo,  el  pleito  continúa.  La  excepción  perentoria 
es  de  mayores  consecuencias;  admitido  que  existe,  ya  no  ha 
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lugar  en  manera  alguna  al  ejercicio  de  la  acción.  Por  eso  la 
•excepción  perentoria  se  ha  llamado  también  excepción  per- 
petua. 

Más  arriba  hemos  dado  algunos  ejemplos  de  excepciones 
perentorias.  Estas  son : 

1.a    El  pago  ya  verificado  de  la  deuda  que  se  pide. 

2.a    La  transacción. 

3.a     La  novación  del  contrato. 

4.a     La  renuncia  del  acreedor  ó  demandante. 

5.a  Las  causas  por  las  cuales  puede  invocarse  la  nulidad 
-del  contrato  en  qne  se  funda  la  demanda.  Podrá  alegarse  esta 
excepción  cuando  haya  mediado  engaño  ó  violencia  para  el  otor- 
gamiento de  ese  contrato,  ó  cuando  hubiera  contratado  la  mujer 
sin  licencia  de  su  marido,  etc. 

6.a    La  cosa  juzgada. 

7.a  Suponer  que  se  entregó  el  dinero  y  existe  la  deuda,  cuan- 
do en  realidad  no  se  ha  verificado  aquella  entrega. 

8.a  El  pacto  ó  promesa  de  no  pedir,  que  es  una  renuncia  ó 
una  novación,  según  que  se  pacte  no  pedir  nunca  ó  pedir  en 
otras  condiciones  ó  transcurrido  cierto  tiempo,  ó  pedir  una  cosa 
distinta. 

9.a  La  prescripción,  que  destruye  ó  enerva  la  acción  por  el 
transcurso  del  tiempo,  haciéndola  ineficaz. 

10.  La  compensación.  Esta  excepción  es  una  de  las  más  im- 
portantes. Puede  alegarse  cuando  el  demandante,  acreedor  del 
demandado,  es  á  la  vez  deudor  suyo.  Entonces  se  compensan 
los  créditos  respectivos  y  se  paga  el  uno  con  el  otro,  en  todo  ó 
en  parte,  según  que  las  deudas  sean  iguales  ó  exista  entre  ellas 
alguna  diferencia  de  cantidad.  Hay  quien  opina  que  para  la 
compensación  se  necesita  que  las  dos  deudas  sean  de  dinero  ó 
de  cosas  de  una  misma  especie  y  calidad.  Nosotros  creemos  que 
no.  Como  el  dinero  es  un  factor  común  y  un  término  de  cambio 
universal  mente  aceptado,  y  como  es  posible  por  el  uso  de  la 
moneda  apreciar  exactamente  la  cuantía  de  ambas  deudas,  aun- 
que consistieren  en  cosas  distintas,  la  compensación  podrá  ve- 


Digitized  by 


Google 


790  LEY   DE   ENJUICIAMIENTO  CIVIl 

rificarse  siempre  que  demandante  y  demandado  sean  acreedores 
y  deudores  á  la  vez  el  uno  del  otro,  y  lo  sean  en  el  momento  en 
que  se  verifica  el  juicio.  Tampoco  debería  ser  obstáculo  el  que 
la  deuda  de  cualquiera  de  ellos  no  se  hubiera  liquidado;  pero 
entonces  es  preferible  apelar  á  la  reconvención.  Según  doctrina 
de  los  juristas,  confirmada,  respecto  á  la  mayor  parte  de  los 
casos,  por  nuestras  leyes,  no  puede  decretarse  la  compensación 
cuando  una  de  las  deudas  nace  de  depósito,  comodato,  despojo, 
reparación  de  daños,  indemnización  de  perjuicios,  derecho  de 
alimentos,  pago  de  tributos  y  otros  análogos.  Y  la  razón  es 
obvia;  en  cualquiera  de  esos  casos  hay  algo  superior  á  la  misma 
deuda,  una  necesidad,  un  principio  ó  un  interés  de  justicia  que 
no  se  compensaría  en  modo  alguno  por  deudas  distintas,  sus- 
ceptibles de  ser  reclamadas  en  otro  juicio. 

Por  último,  en  la  contestación  á  la  demanda  podrá  hacerse 
uso  de  las  excepciones  dilatorias  que  no  se  hayan  propuesto  en 
el  término  de  seis  días,  contados  desde  el  siguiente  al  de  la  no- 
tificación de  la  providencia  en  que  se  mandara  contestar.  Asi  lo 
dispone  el  art.  535.  Las  excepciones  á  que  esto  se  refiere,  ó 
sean  las  excepciones  dilatorias  que  admite  la  ley,  consignadas 
en  el  art.  533,  son  las  siguientes : 

1.a     La  incompetencia  de  jurisdicción. 

2.a  La  falta  de  personalidad  en  el  actor  por  carecer  de  las 
cualidades  necesarias  para  comparecer  en  juicio  ó  por  no  acre- 
ditar el  carácter  ó  representación  con  que  reclama. 

3.a  La  falta  de  personalidad  en  el  Procurador  del  actor  por 
insuficiencia  ó  ilegalidad  del  poder. 

4.a  La  falta  de  personalidad  en  el  demandado,  por  no  tener 
el  carácter  ó  representación  con  que  se  le  demanda. 

5.a  La  litis-pendencia  en  otro  Juzgado  ó  Tribunal  compe- 
tente. 

6.a     Defecto  legal  en  el  modo  de  proponer  la  demanda. 

7.a  La  falta  de  reclamación  previa  en  la  vía  gubernativa, 
cuando  la  demanda  se  dirija  contra  la  Hacienda  pública. 

§  2.°  —  Al  comentar  el  epígrafe  de  esta  sección  hemos  dich<v 


Digitized  by  LjOOQ  IC 


LIB.    II  —  TÍT.    II  —  ART.   542  791 

ya  qué  se  entendía  por  reconvención  y  qué  era,  en  el  lenguaje 
de  nuestro  Derecho,  reconvenir.  También  hemos  señalado  los 
efectos  principales  que  la  reconvención  produce.  Ellos  determi- 
nan el  carácter  de  esta  especie  de  litigio,  que  hace  de  dos  plei- 
tos uno  y  que  convierte  al  demandante  en  demandante  y  deman- 
dado, atribuyendo  ambas  cualidades  también  al  reo.  Por  esa 
circunstancia  la  llamaban  los  jurisconsultos  romanos  de  un 
modo  gráfico  y  exacto  mutua  petición,  nombre  que  ha  conser- 
vado hasta  nuestros  días. 

Después  de  examinar  entre  las  excepciones  perentorias  la  de 
compensación,  cuando  se  tiene  una  idea  vaga  ó  ligera  de  lo  que 
es  reconvención,  córrese  algunas  veces  el  riesgo  de  confundir 
ambos  términos.  La  compensación  es  también  una  mutua  peti- 
ción. Mejor  dicho  aún:  toda  compensación  es  reconvención,  si 
bien  existen  otras  especies  de  esta  última  diversas  de  aquélla. 
Por  eso  los  comentaristas  han  comprendido  la  necesidad  de 
distinguirlas,  estableciendo  entre  ellas  las  siguientes  diferen- 
cias: 

1.a  Que  en  la  compensación,  el  que  la  opone  confiesa  el  cré- 
dito, lo  que  no  hace  el  que  reconviene. 

2.a.  Que  la  compensación  recae  siempre  sobre  una  cantidad 
igual  á  la  pedida  por  el  demandante,  y  la  reconvención  abraza 
todo  el  crédito  que  el  demandado  tiene  á  su  favor. 

3.a  Que  la  compensación  es  excepción  y  la  reconvención 
acción,  de  donde  se  deduce  que  la  compensación  se  encamina  á 
realizar  la  acción  del  demandante  y  obtener  la  absolución  de  la 
demanda,  y  la  reconvención  á  obtener  la  condena  del  deman- 
dante. Asi,  cuando  la  compensación  se  prueba,  la  sentencia 
absuelve  al  demandado  de  la  demanda,  y  cuando  se  prueba  la 
reconvención,  la  sentencia  condena  al  demandante  á  hacer  ó 
sufrir  lo  que  pide  el  demandado. 

4.a  Que  la  compensación  procede  en  el  caso  de  que  ambas 
dadas  sean  líquidas  y  ciertas,  lo  cual  no  se  exige  en  la  recon- 
vención. 

5.a    Que  el  vencido  en  la  reconvención  no  puede  solicitar  por 
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medio  de  otro  pleito  lo  que  en  ella  pretendía,  y  el  vencido  en  la 
compensación  sí. 

6.a  Que  después  de  haberse  empleado  inútilmente  sin  efecto 
favorable  la  compensación,  puede  hacerse  uso  de  la  reconven- 
ción, y  no  al  contrario. 

7.a  Que  la  compensación  puede  oponerse  en  la«egunda  ins- 
tancia, aunque  se  haya  omitido  en  la  primera,  y  la  reconven- 
ción hay  que  usarla  necesariamente  en  la  primera  instancia  y 
al  contestar,  de  la  manera  que  previene  el  artículo  que  comen- 
tamos.— La  compensación  podrá  usarse  en  la  segunda  instancia 
cuando  haya  nacido  de  hechos  posteriores  á  la  primera  ó  se 
funde  en  sucesos  que  el  demandado  ignoró  hasta  entonces. 

Esa  es  la  reconvención.  De  las  diferencias  que  hemos  apun- 
tado resulta  definida:  es  un  nuevo  pleito  que  se  ingiere  en  el 
anterior  y  en  el  cual  es  indispensable  que  sea  demandante  el 
demandado  del  primero  y  demandado  el  demandante.  El  párrafo 
que  comentamos  establece  además  como  indispensable  que  la 
reconvención  se  proponga  en  la  contestación  á  la  demanda  y 
que  proceda.  ¿Cuándo  procederá?  Sobre  ese  punto  la  ley  decide 
en  el  párrafo  tercero  de  este  artículo. 

§  3.°  —  Dicho  párrafo  dice  terminantemente  que  no  procede- 
rá la  reconvención  cuando  el  Juez  no  sea  competente  para  co- 
nocer en  ella  por  razón  de  la  materia.  Así,  si  la  reconvención 
versa  sobre  cosa  eclesiástica,  reservada  á  los  Tribunales  especia- 
les, no  podrá  sustanciarse  en  un  pleito  civil  y  por  Jueces  civi- 
les. Lo  mismo  decimos  si  el  Tribunal  ante  quien  se  litigara  fue- 
se compuesto  por  arbitros  y  no  se  les  hubiese  otorgado  la  facul- 
tad de  discutir  la  reconvención  ó  cuando  ésta  se  refiriese  á 
cuestiones  administrativas,  etc.,  etc.  Tampoco  es  posible  admi- 
tirla si  hay  oposición  entre  la  competencia  del  Juez  y  la  cuan- 
tía del  negocio  ó  entre  la  naturaleza  de  los  juicios;  así,  en  un 
juicio  verbal,  no  puede  sustanciarse  reconvención  que  exceda 
de  la  cantidad  que  determina  la  celebración  de  ese  juicio.  Tén- 
gase además  en  cuenta  que  la  reconvención  es  parte  del  proce- 
dimiento del  juicio  ordinario  y  que  ha  de  sustanciarse  con  arre- 
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glo  á  sus  fórmulas,  por  lo  que  nunca  podrá  confundirse  con 
ningún  otro  procedimiento  distinto.  La  diferencia  de  acción  no 
imposibilita  el  empleo  de  la  reconvención.  En  la  demanda  pue- 
de alegarse  una  y  en  la  reconvención  otra.  Aquélla  puede  ser 
real  y  ésta  personal  ó  mixta,  ó  al  contrario. 

Jurisprudencia.  —  Con  la  reconvención  del  demandado  se 
reconoce  implícitamente  la  personalidad  del  demandante.  (23 
Junio  1865.) 

No  pueden  ser  objeto  de  reconvención  las  peticiones  sobre 
inclusión  y  exclusión  de  bienes  en  el  inventario  de  una  testa- 
mentaría, porque,  según  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  dichas 
reclamaciones  deben  sustanciarse  en  pieza  separada.  (29  Sep- 
tiembre 1866.) 

Si  bien  con  arreglo  á  la  ley  4.a,  título  X,  Partida  3.a,  y  á 
esta  ley,  la  reconvención  que  se  proponga  en  la  contestación  á 
la  demanda  debe  resolverse  en  la  sentencia,  esto  sólo  tiene 
lugar  cuando  se  ha  sustanciado  y  discutido  como  una  nueva 
demanda;  pero  de  ningún  modo  cuando  sólo  se  ha  hecho  una 
indicación  en  la  contestación,  sin  formalizar  ni  en  ella  ni  en  la 
duplica  petición  alguna.  (29  Abril  1865.) 


Artículo  543. 

Después  de  la  contestación  á  la  demanda  no  podrá  ha- 
cerse uso  de  la  reconvención,  quedando  á  salvo  al  deman- 
dado su  derecho,  que  podrá  ejercitar  en  el  juicio  correspon- 
diente. (Ley  ant.,  art.  254,  par.  4.°) 

Era  innecesario  este  artículo.  Bastaba  haber  modificado  el 
anterior  para  incluir  en  él  el  precepto  que  sanciona.  Su  razón, 
por  lo  demás,  es  clara  y  precisa.  La  reconvención,  ya  lo  hemos 
dicho,  es  una  verdadera  acción.  Si  no  se  plantea  en  el  lugar 
señalado  por  la  ley  para  alegarla,  puede  ser  base  de  un  nuevo 
juicio,  distinto  del  anterior.  La  jurisprudencia  que  sanciona  el 
artículo  542  incluido  al  final  de  su  comentario,  puede  consul- 
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tarse  al  estudiar  éste,  porque  interesa  conocerla,  además  de  la 
que  insertamos  á  continuación. 

Jurisprudencia. — Después  de  la  contestación  á  la  demanda 
no  puede  hacerse  uso  de  la  reconvención.  (Sent.  13  Noviem- 
bre 1866.) 

Esta  disposición  no  sólo  puede  tener  lugar  cuando  la  recon- 
vención ha  sido  sustanciada  y  discutida  con  arreglo  á  la  ley  del 
procedimiento  como  una  nueva  demanda,  lo  cual  no  se  verifica 
en  el  juicio  de  desahucio,  porque  está  limitado  á  la  averiguación 
de  hechos  concretos.  (Sent.  28  Abril  1869. J 

Artículo  544. 

Las  excepciones  y  la  reconvención  se  discutirán  al  pro- 
pio tiempo  y  en  la  misma  forma  que  la  cuestión  principal 
del  pleito,  y  serán  resueltas  con  ésta  en  la  sentencia  defi- 
nitiva. 

Se  exceptúa  la  excepción  perentoria  de  cosa  juzgada, 
cuando  sea  la  única  que  se  objete  á  la  demanda.  En  este 
.caso,  si  así  lo  pide  el  demandado,  se  podrá  sustanciar  y  de- 
éidir  dicha  excepción  por  los  trámites  establecidos  para  los 
incidentes.  fLey  ant.,  art.  253 ,  par.  3.°) 


Que  las  excepciones  se  discutan  al  propio  tiempo  y  en  la 
misma  forma  que  el  pleito,  después  de  lo  que  acerca  de  ellas 
hemos  dicho,  se  comprende  sin  necesidad  de  nuevas  explicacio- 
nes. Esas  excepciones  (la  ley  se  refiere  aquí  sobre  todo  á  las 
perentorias),  son  la  razón  contraria  a  la  demanda,  el  funda- 
mento en  que  el  demandado  se  apoya  para  rechazar  y  pedir  que 
se  le  absuelva  de  lo  que  pretendió  el  demandante.  ¿Dónde  había 
de  discutirse  esto,  fuera  del  lugar  que  la  ley  ordena?  Dice  la 
ley  que  esas  excepciones  se  discutirán  al  propio  tiempo  y  en  la 
misma  forma  que  la  cuestión  principal.  Hayalguna  impropie- 
dad en  estas  palabras  ó  en  el  fondo  de  lo  que  expresan;  esas 
excepciones  son  parte  integrante  de  aquella  cuestión  principal. 
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Al  discutirla  hay  que  ventilarlas,  y  acaso  en  primer  término. 
Se  discuten  esas  excepciones  como  contestación  á  la  demanda. 
Muchas  veces  ellas  solas  las  forman;  el  demandado  no  niega  la 
acción;  lo  que  hace  es  demostrar  que  no  puede  ejercitarse  en 
virtud  de  esas  excepciones.  Y  caando  la  contestación  á  la  de- 
manda reúne  tales  requisitos,  ¿cómo  había  de  seguirse  su  deba- 
te de  una  manera  distinta  á  la  adoptada  para  el  de  aquélla? 

En  cuanto  á  la  reconvención,  ya  hemos  dicho  que  el  motivo 
de  unirla  tan  estrechamente  al  pleito  en  que  se  alega,  es  el  de- 
seo del  legislador  de  reducir  el  número  de  los  litigios.  No  se 
conseguirá  este  resultado  sino  cumpliendo  lo  que  ordena  el  ar- 
tículo 544,  sobre  cuya  inteligencia  tampoco  hay  que  añadir  ex- 
tensos comentarios. 

La  reconvención  es  una  verdadera  demanda.  El  que  trate  de 
reconvenir  contestará  en  primer  término  la  demanda  propuesta, 
que  es  cabeza  y  base  del  pleito.  En  seguida  planteará  la  recon- 
vención en  la  forma  prescrita  por  el  art.  524,  exponiendo  sepa- 
radamente y  de  un  modo  claro  y  conciso,  numerados  y  en  dis- 
tintos párrafos,  los  hechos  y  los  fundamentos  de  derecho,  y 
fijando  lo  que  pide  de  la  misma  manera  que  en  la  súplica  de 
aquel  escrito.  Advertirá  que  ejercita  el  derecho  de  reconven- 
ción. No  creemos  necesario  que  determine  la  acción  que  cree 
corresponderle,  ni  si  ésta  es  real  ó  personal,  pues  no  depende 
de  ella  en  tal  caso  la  competencia  del  Juez;  pero  sí  es  indispen- 
sable que  mencione  los  documentos  que  acompaña  como  justifi- 
cantes de  su  derecho,  á  fin  de  quo  el  Tribunal  los  tenga  por 
presentados  y  surtan  en  el  juicio  los  efectos  oportunos.  En  todo 
lo  demás  relativo  á  copias,  poder,  etc.,  se  atenderá  á  lo  pres- 
crito para  la  contestación  en  general. 

Después  continúa  tramitándose  el  pleito,  sin  modificaciones 
de  ningún  género  que  alteren  el  procedimiento  señalado  para  el 
juicio  ordinario  en  los  casos  en  que  no  hay  reconvención.  El 
demandante  la  contesta  en  la  réplica  y  el  demandado  le  replica 
en  la  duplica.  Hay  autores  que  sostenían  la  oportunidad  de  con- 
ceder al  demandante  derecho  á  presentar  un  nuevo  escrito  que 
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fuese  como  la  duplica  de  la  reconvención;  pero  ese  deseo  no  es 
admisible,  porque  entonces  la  reconvención  contribuiría  á  dila- 
tar los  negocios,  y  porque,  admitida  la  necesidad  de  que  desapa- 
rezcan, ó  se  disminuyan  por  lo  menos,  los  casos  en  que  ha  de 
hacerse  uso  de  la  réplica  y  la  duplica,  sería  un  contrasentido 
autorizar  la  presentación  de  nuevos  escritos. 

Algunos  comentadores  sostenían  que  la  ley,  para  hacer  igual 
la  condición  de  todos  los  que  litigan  y  á  fin  de  prevenir  el  caso 
de  que  el  demandante  tuviera  que  alegar  algún  nuevo  hecho, 
contrario  á  las  afirmaciones  producidas  por  el  demandado  en  el 
escrito  de  duplica,  establece  lo  que  se  llama  escrito  de  amplia- 
ción. Esto  no  es  exacto.  El  escrito  de  ampliación,  según  lo  de- 
finió la  ley  de  lSjbb,  se  encaminaba  á  satisfacer  una  necesidad 
distinta  de  esa.  Decía  el  art.  260  de  esa  ley: 

«Si  después  de  recibido  el  pleito  á  prueba  ocurriese  algún 
hecho  que  tuviere  relación  con  la  cuestión  que  se  ventile,  ó  hu- 
biere llegado  á  noticia  de  las  partes  alguno  de  qiie  juren  no 
haber  tenido  antes  conocimiento,  podrán  alegarlo  formulando 
un  escrito  que  se  llamará  de  ampliación.» 

Aplicando  estrictamente  este  artículo,  ningún  Juez  podía 
tolerar  que  el  escrito  de  ampliación  sirviera  para  oponer  hechos 
nuevos  á  las  afirmaciones  de  la  duplica. 

Por  equidad,  ha  podido  consentirse;  pero  no  en  virtud  de 
un  derecho  reconocido.  En  lo  sucesivo,  la  cuestión  variará  de 
aspecto,  y  el  demandante  podrá  exigir  que  se  le  consienta  el 
empleo  de  ese  recurso  siempre  que  se  cumplan  las  condiciones 
fijadas  en  el  art.  563  de  la  nueva  ley,  que  dice  así: 

«Si  después  de  los  escritos  de  réplica  y  duplica  ocurriese  al- 
gún hecho  de  influencia  notoria  en  la  decisión  del  pleito,  ó  hu- 
biere llegado  á  noticia  de  las  partes  alguno  anterior  con  esta 
circunstancia,  del  cual  juren  no  haber  tenido  antes  conoci- 
miento, podrán  alegarlo  durante  el  primer  período  del  término 
ordinario  de  prueba,  articulándolo  concretamente  por  medio  de 
un  escrito  que  se  llamará  de  ampliación.» 

Este  derecho  se  concede  en  términos  prudentes  que  bastan  á 
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impedir  todo  abuso  y  que  aseguran  a  los  litigantes  las  mismas 
consideraciones  para  la  defensa  de  sus  respectivos  intereses. 
El  escrito  de  ampliación  no  es  por  último  un  privilegio  del  de- 
mandante para  el  caso  en  que  haya  reconvención,  sino  una  nueva 
garantía  de  que  pueden  usar  demandante  y  demandado  cuando 
les  fuese  indispensable  apelar  á  ella.  En  este  punto,  la  ley 
de  1881  ha  realizado  un  progreso  sobre  la  de  1855.  Nosotros, 
reconociéndolo,  no  debemos  dejar  de  consignar  aquí,  sin  embar- 
go, que  habríamos  preferido  que  los  reformadores  adoptasen  un 
sistema  por  el  cual  no  sólo  fuese  imposible  hacer  ese  uso  del  es- 
crito de  ampliación,  sino  que  hubiera  reducido  más  todavía  el 
empleo  de  los  de  réplica  y  duplica.  Cuando  hablemos  de  éstos, 
será  oportuno  exponer  cómo  habríamos  llevado  á  cabo  esa  inno- 
vación que  la  práctica  aconseja. 

Ya  en  el  período  de  prueba  la  reconvención  sigue  la  suerte 
de  la  demanda.  Sobre  los  extremos  do  una  y  otra  se  practican 
indistintamente  las  pruebas  que  los  litigantes  crean  convenir- 
les. Al  resumir  el  debate  se  recapitula  todo  lo  expuesto  y  pro- 
bado, y  al  sentenciar  se  falla  acerca  de  ambas  pretensiones. 

El  fallo  une  todavía  más  estrechamente  la  reconvención  y  la 
demanda,  que  siguen  ya  en  la  segunda  instancia  formando  un 
todo  indivisible.  El  objeto  de  la  ley  se  cumple  no  aumentando, 
porque  exista  reconvención,  trámite,  ni  escrito  de  ningún  gé- 
nero, no  dilatando  ni  ampliando  los  términos,  no  alterando,  en 
una  palabra,  el  procedimiento  y  reduciendo  dos  ó  más  pleitos  á 
uno  solo  que  se  pueden  despachar  en  menor  espacio  y  con  gas- 
tos inferiores  á  los  que  habrían  ocasionado  si  llegaran  á  sus- 
tanciarse separadamente. 

II 

Llegamos  al  segundo  y  último  párrafo  del  art.  544,  que  cons- 
tituye una  excepción  del  principio  establecido  en  el  mismo.  A 
pesar  de  esto,  nosotros  no  creemos  que  era  ese  el  lugar  propio 
,  de  consignarla.  Y  aunque  de  ahí  no  pueda  derivarse  un  gravé 
cargo  contra  los  autores  de  la  ley,  revela  ligereza  esa  falta  de 
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sistema,  esa  ausencia  completa  de  método  y  de  orden  en  la  dis- 
tribución de  la  materia  que  la  forma,  falta  que  redunda  en  de- 
mérito de  ese 'Cuerpo  legal  y  que  origina  dificultades  para  su 
consulta  y  estudio. 

Según  este  párrafo,  la  excepción  de  cosa  juzgada  podrá  sus- 
tanciarse en  un  incidente,  ó,  lo  que  es  igual,  la  excepción  de 
cosa  juzgada  cuando  se  alega  en  ciertas  condiciones  tiene  una 
naturaleza  mixta:  dilata  la  prosecución  del  pleito  y  le  pone 
término.  La  debiera,  pues,  haberla  estudiado  y  haberla  colo- 
cado entre  las  dilatorias  y  las  perentorias,  y  debiera  haberla 
nombrado  al  hablar  de  aquéllas,  como  la  menciona  al  ocuparse 
de  estas  últimas.  Cuando  se  redacta  un  Código  de  procedimien- 
tos destinado  á  facilitar  la  administración  de  justicia,  todo  es- 
mero es  poco.  Arrojar  á  granel  los  preceptos  que  lo  constitu- 
yen, sin  concierto  ni  armonía,  sabe  hacerlo  cualquiera;  lo  difí- 
cil es  sujetarlos  á  una  relación  lógica  y  sistemática  que  se  su- 
bordine á  principios  fijos. 

Pero  vengamos  al  párrafo  en  cuestión.  Dice  la  ley  en  él  que 
la  excepción  perentoria  de  cosa  juzgada,  cuando  sea  la  única 
que  se  objete  á  la  demanda,  si  lo  pidiere  el  demandado,  se  po- 
drá sustanciar  y  decidir  por  los  trámites  establecidos  para  los 
incidentes/  ¿Y  por  qué  cuando  se  objete  sola?  ¿Qué  fuerza  le 
atribuye  ó  le  quita  el  que  se  alegue  entre  otras"?  No  creemos 
nosotros  que  sea  tan  indiferente  la  cuestión  que  meras  condi- 
ciones externas  alteren  su  esencia  y  disminuyan  su  valor.  En 
estas  cuestiones,  el  que  legisla  debe  formarse  opinión  exacta  y 
fundada  de  la  materia,  y  no  resolver  ningún  extremo,  por  arduo 
ó  sencillo  que  parezca,  de  ese  modo  ambiguo  é  indeciso  que  no 
es  admisible  para  asuntos  tan  graves  y  transcendentales.  Así, 
ó  la  excepción  de  cosa  juzgada  puede  sustanciarse  en  un  inci- 
dente, como  las  dilatorias,  ó  no.  Si  admitimos  que  puede  y  debe 
sustanciarse,  no  hay  para  qué  fijar  la  atención  en  el  hecho  de 
que  se  alegue  sola  ó  entre  otras.  Si  se  alega  entre  otras,  sepá- 
resele de  ellas,  y  convenido  que  la  podamos  discutir  de  un  modo 
previo  y  especial,  discutámosla  desde  luego.   El  objeto  del  le- 
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gislador  ha  sido  evitar  que  cuando  esa  excepción  pueda  preva- 
lecer y  se  formule  fundadamente  continúe  el  pleito. 

En  cuanto  al  fondo  de  la  cuestión,  creemos  que  este  objeto 
es  plausible  y  legítimo  el  propósito  que  lo  motiva.  Cosa  juzga- 
da es  la  que  ya  está  resuelta  y  decidida  en  juicio.  La  cosa  juz- 
gada tiene,  entre  otros  caracteres,  los  dos  siguientes:  1.°,  el  de 
que  se  presume  verdadera;  y  2.°,  que  es  irrevocable.  Se  presu- 
me verdadera  porque  está  probada  y  resuelta,  según  los  medios 
que  establece  el  derecho.  Por  esto  decían  los  jurisconsultos  ro- 
manos en  una  de  sus  famosas  máximas  que  Res  judicata  pro 
veritate  habetur.  Es  irrevocable,  porque  no  se  llama  cosa  juz- 
gada sino  á  aquella  de  que  no  se  puede  apelar,  y  contra  la  que 
uo  cabe  recurso  alguno,  excepto  el  de  revisión  en  los  contados 
casos  en  que  puede  admitirse. 

De  su  irrevocabilidad  nace  el  precepto  que  comentamos.  A. 
demanda  á  B.  cierta  cosa.  B.  excepciona  que  esa  petición  fué 
ya  oída  y  se  desestimó  por  el  Juez  competente;  la  excepción  es 
de  tal  entidad,  que  merece  discutirse  en  seguida,  y  si  B.  prue- 
ba que,  con  efecto,  se  juzgó  ya  la  cosa  que  pide,  no  hay  que 
dar  un  paso  más;  todo  lo  que  se  haga  es  inútil.  A.  debe  confor- 
marse y  reducirse  á  perpetuo  silencio,  como  decimos  en  el  len- 
guaje del  foro.  Si  la  cosa  juzgada  no  tuviera  esa  tuerza,  los 
pleitos  serían  interminables  y  las  decisiones  judiciales  carece- 
rían de  valor  y  de  eficacia. 

Para  que  pueda  prevalecer  la  excepción  de  cosa  juzgada  es 
necesario  que  la  contienda  que  plantea  la  demanda  haya  sido 
resuelta  y  que  exista  entre  la  actual  y  la  que  se  invoca  en  apo- 
yo de  la  excepción  ó  entre  el  juicio  fenecido  y  el  que  después  se 
promueva,  identidad  de  personas,  de  cosas  y  de  acciones,  ó, 
como  dice  el  Sr.  Escriche,  es  necesario  que  la  nueva  demanda 
se  instaure  sobre  la  misma  cosa,  por  la  misma  causa,  entre  las 
mismas  partes  y  con  la  misma  calidad. 

Estamos,  pues,  de  acuerdo  con  los  reformadores  en  este 
punto.  No  debe  exigirse  para  probar  esa  excepción  que  el  pleito 
siga  por  todos  sus  trámites.  La  prueba  es  fácil  y  debe  hacerse 
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inmediatamente,  como  en  las  excepciones  dilatorias.  La-  ley 
debería  ordenar  que  se  alegase,  de  la  propia  manera  que  éstas, 
antes  de  la  contestación  y  se  sustanciara  el  incidente  promovi- 
do como  cuando  se  trata  de  ellas.  En  esta  cuestión  no  compren- 
demos por  qué  han  de  haber  vacilado  los  autores  de  la  reforma. 

Jurisprudencia.  —  Formulada  explícitamente  en  la  contes- 
tación á  la  demanda  una  reconvención  por  cantidad  líquida,  la 
sentencia  debe  absolver  ó  condenar  respecto  de  ella,  sin  reser- 
varlo para  otro  juicio.  (12  Mayo  1860.) 

Sólo  puede  tener  lugar  la  excepción  de  cosa  juzgada  habien- 
do identidad  de  personas,  cosas  y  acciones.  (11  Marzo  1865.) 

Si  bien  es  cierto  que  en  la  contestación  á  la  demanda  debe 
el  demandado  hacer  uso  de  sus  excepciones,  y  que  en  los  escri- 
tos de  réplica  y  duplica  deben  fijarse  definitivamente  los  puntos 
de  hecho  y  de  derecho  objeto  del  debate,  no  lo  es  menos  que 
después,  en  apoyo  de  las  excepciones  opuestas,  pueden  presen- 
tarse documentos  ñe  fecha  posterior,  ó  con  juramento  de  nueva 
noticia  si  fuesen  anteriores.  (12  Octubre  1866.) 

Para  que  tenga  aplicación  la  doctrina  según  la  que  un  fallo 
ejecutorio  no  puede  válidamente  revocarse  por  otro  posterior, 
es  preciso  que  las  sentencias  que  se  suponen  contradictorias 
hayan  recaído  en  juicios  de  la  misma  naturaleza,  en  las  cuales 
se  hubiese  deducido  la  misma  acción,  intervenido  las  mismas 
personas  y  litigado  sobre  la  misma  cosa.  (19  Mayo  1873.) 

Se  produce  la  excepción  de  cosa  juzgada  cuando  entre  el 
pleito  posterior  y  el  anterior  hay  identidad  de  personas  y  de 
acciones,  sin  que  pueda  dejar  de  haberla  en  cuanto  á  las  cosas, 
ó  sea  las  fincas  cuya  libertad  se  reclama  en  el  posterior,  por  la 
circunstancia  de  que  en  el  litigio  anterior  se  trate  de  esa  mis- 
ma libertad  de  dichas  fincas,  juntamente  con  otros  bienes. 
(11  Diciembre  1871.) 

Si  bien  por  regla  general,  según  las  leyes  20  y  21  del  títu- 
lo XXII  de  la  Partida  3.a,  la  cosa  juzgada  perjudica  única- 
mente á  los  que  litigaron  y  á  los  que  de  ellos  traen  causa,  es, 
sin  embargo,  transcendental  y  obsta  á  otro  demandante,  con 
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arreglo  á  los  principios  consignados  en  las  excepciones  de  di- 
chas leyes,  cuando  los  derechos  que  invoca  tienen  los  mismos 
fundamentos  que  los  sustentados  en  otro  pleito,  por  ser  idéntico 
el  objeto  de  ambos  é  idéntica  la  condición  de  las  personas  con 
relación  al  título  de  sus  respectivas  pretensiones.  (22  Mayo 
de  1867.) 

Es  doctrina  legal  y  admitida  por  la  jurisprudencia  la  de  que 
procede  la  excepción  de  cosa  juzgada,  aun  cuando  en  el  segun- 
do pleito  que  se  proponga  se  haya  variado  el  nombre  de  la  ac- 
ción deducida  en  el  primero,  siendo  idénticos  el  fundamento  de 
ambos,  su  objeto  y  la  causa  ó  razón  de  pedir 5  en  el  supuesto  de 
que,  concurriendo  los  demás  requisitos  legales,  se  haya  decidi- 
do también  el  pleito  en  que  recayó  la  ejecutoria  por  el  mismo 
fundamento  y  no  por  otro  diferente.  (18  Octubre  1867.) 

La  reserva  de  derechos  contenida  en  una  ejecutoria  no  pue- 
de entenderse  para  que  vuelva  á  ventilarse  la  misma  cuestión 
entre  las  mismas  personas  y  por  idéntica  razón  de  pedir.  (15  de 
Marzo  1869.) 

Artículo  545. 

El  demandado  podrá  hacer  uso  de  la  facultad  que  se 
concede  al  actor  en  el  art.  502  para  pedir  el  examen  de  tes- 
tigos antes  del  término  de  prueba,  en  los  casos  y  en  la  for- 
ma que  se  determinan  en  dicho  artículo.  (Ley  ant.,  artícu- 
lo 253.) 

Llamamos  la  atención  de  nuestros  lectores  sobre  los  artícu- 
los 502  y  540  de  esta  ley  y  sobre  los  comentarios  que  los  expli- 
can; en  ellos  hemos  expuesto  toda  la  doctrina  que  debe  tenerse 
presente  al  estudiar  este  artículo. 

Artículo  546. 

De  la  contestación  á  la  demanda  se  dará  traslado  al  actor 
para  réplica  por  término  de  diez  días,  y  de  la  réplica  por 
igual  término  al  demandado,  para  duplica.  (Ley  ant.,  ar- 
tículo 355.) 

51 
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Este  es  un  precepto  de  mera  tramitación.  Los  términos  de 
que  aquí  se  habla  eran  en  la  ley  anterior  de  seis  días  y  en  ésta 
de  diez.  La  reforma  es  acertada  y  el  nuevo  plazo  necesario,  sobre 
todo  después  de  conceder  uno  análogo  para  la  contestación,  como 
se  ve  en  el  art.  539,  y  cuando,  según  advertiremos  en  las  dis- 
posiciones posteriores  de  esta  sección,  se  ha  tratado  de  restrin- 
gir considerablemente  el  empleo  de  esos  segundos  escritos. 

Aktícülo  547. 

El  actor  podrá  renunciar  la  réplica,  en  cuyo  caso  no  se 
permitirá  el  escrito  de  duplica. 

Se  tendrá  aquélla  por  renunciada  cuando  así  lo  mani- 
fieste expresamente  el  actor,  ó  deje  transcurrir  el  término 
sin  presentar  el  escrito,  y  pida  la  otra  parte  que  se  tenga  por 
evacuado  el  traslado. 

En  este  caso  deberán  pedir  las  partes,  dentro  de  los  tres 
días  siguientes,  si  no  lo  hubieren  hecho  anteriormente,  que 
se  reciba  el  pleito  á  prueba,  entendiéndose,  si  no  lo  hicie- 
ren, que  renuncian  á  ella. 

Este  artículo  no  tiene  concordante  en  la  ley  antigua.  Sus 
preceptos  han  introducido  una  novedad,  y  una  novedad  trans- 
cendental en  nuestro  procedimiento.  Ya  hemos  dicho  que  desde 
hace  mucho  tiempo  se  ha  venido  impugnando  la  existencia  de 
esos  escritos,  y  que  uno  y  otro  día,  en  la  prensa,  en  el  Parla- 
mento, en  las  Comisiones  legislativas,  en  las  Academias  jurídi- 
cas se  ha  pedido  su  desaparición  absoluta.  Nacía  esto  y  se  fun- 
daba en  que  generalmente,  en  la  práctica,  los  escritos  de  répli- 
ca y  duplica  no  han  sido  nunca  más  que  una  repetición,  ó  de  la 
demanda  ó  de  la  contestación  á  la  demanda,  en  que,  á  pretexto 
de  discutir  las  razones  alegadas  por  el  contrario,  no  se  hace 
otra  cosa  que  desenvolver  las  ideas  antes  apuntadas  ó  reprodu- 
cir con  palabras  distintas  las  ya  desenvueltas.  Este  trámite, 
pues,  inútil  eu  gran  número  de  ocasiones,  no  producía  en  ella 
más  efectos  que  los  de  dilatar  la  terminación  del  pleito,  porque 
en  evacuarlo  con  apremios,  prórrogas,  etc.,  se  invertían  siem- 
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pre  dos  ó  tres  meses,  y  aumentar  considerablemente  el  c 
del  litigio.  De  aquí  ese  clamor  insistente  de  los  que  pretenc 
suprimirlo. 

Pero  suprimirlo  no  hubiera  sido  justo.  Hay  casos,  con 
de  la  reconvención,  en  los  que  es  necesario  replicar;  la  rép 
-es  tan  indispensable  en  ellos  como  la  contestación  á  la  der 
da.  Para  tales  casos  ha  debido  reservarse.  La  ley  no  quiere 
•embargo,  limitarlo  tanto,  y  adopta  un  término  medio.  De 
merced  del  demandante  que  pueda  ó  no  emplearse.  Como  a] 
mandante  le  interesa  llegar  pronto  ai  fin  del  pleito,  lo  veros 
■es  que,  en  lo  sucesivo,  en  la  mayor  parte  de  los  litigios  se 
prima  ese  trámite.  Sólo  cuando  importe  mucho  al  deman 
te  replicar  se  utilizará.  De  esta  manera  empezará  á  forman 
costumbre  de  prescindir  por  completo  de  él,  y  llegaremos 
reforma  completa,  á  que  ae  suprima  para  todos  los  casos  m 
para  el  de  que  exista  reconvención,  manteniéndose  para  cuj 
ocurran  hechos  posteriores  á  la  demanda  ó  á  la  contestaciói 
•escritos  de  ampliación  de  que  hemos  hablado  en  uno  de  los 
mos  artículos. 

La  renuncia  del  derecho  á  replicar  puede  ser  expresa  ó 
ta;  las  dos  las  admite  la  ley,  como  se  ve  en  el  segundo  pái 
de  este  artículo,  que  es  también,  bajo  otro  aspecto,  la  consi 
ción  de  una  pena  para  castigar  la  morosidad  del  deinand 
que  no  conteste  dentro  del  término  establecido. 

El  párrafo  tercero  prevé  el  caso  de  que  no  haya  répli< 
duplica;  y  recordando  que  al  final  de  estos  escritos  se  pedía 
el  Tribunal  recibiese  el  pleito  á  prueba  ó  se  renunciaba  el  < 
cho  á  practicarla,  establece  que  cuando  na  se  presenten  las 
tes  solicitarán  acerca  de  ese  extremo  en  un  escrito  especi 
que  creyeren  convenirles.  ¿Cuándo  lo  solicitarán?  La  ley 
que  dentro  de  los  tres  días  siguientes.  ¿A  partir  de  qué  fe 
No  lo  declara.  La  redacción  de  este  artículo  en  ese  pá: 
ofrece  dudas;  pero  atendido  el  espíritu  que  lo  informa,  nos» 
creemos  que  será  á  partir  de  la  notificación  de  la  pro  vi  di 
en  que  se  tenga  por  hecha  la  renuncia  á  replicar,  cuand< 


Digitized  by 


Google 


804  LEY    DE   ENJUICIAMIENTO  CIVIL 

renuncia  sea  expresa,  y  á  partir  del  día  en  que  acabó  el  término 
para  replicar  cuando  sea  tácita.  No  habría  sido,  sin  embargo, 
excesivo  explicarlo,  porque  este  punto  tiene  importancia,  y  el 
derecho  á  practicar  pruebas,  harto  transcendental,  exige  que 
la  ley  determine  con  claridad,  precisión  y  fijeza  cómo  ha  de 
usarse. 

Artículo  548. 

En  los  escritos  de  réplica  y  duplica,  tanto  el  actor  como 
el  demandado,  fijarán  concreta  y  definitivamente,  en  párra- 
fos numerados,  los  puntos  de  hecho  y  de  derecho  objeto  del 
debate,  pudiendo  modificar  ó  adicionar  los  que  hayan  con- 
signado en  la  demanda  y  contestación. 

También  podrán  ampliar,  adicionar  ó  modificar  las  pre- 
tensiones y  excepciones  que  hayan  formulado  en  la  deman- 
da y  contestación,  pero  sin  que  puedan  alterar  las  que  sean 
objeto  principal  del  pleito.  (Ley  ant.,  art.  256. ) 

El  art.  547  está  redactado  para  disminuir  el  número  de  casos 
en  que  se  utilice  el  derecho  á  replicar  y  á  duplicar.  El  art.  548 
está  redactado  para  que  en  la  práctica  se  conserven  esos  escri- 
tos, á  pesar  del  deseo  que  inspira  aquella  reforma.  El  legisla- 
dor ha  vacilado.  Estas  vacilaciones  revelan  falta  de  un  criterio 
seguro,  de  una  convicción  firme.  Los  reformadores  de  nuestro 
procedimiento  no  saben  qué  hacer  de  esos  dos  escritos;  ya  se 
inclinan  á  conservarlos,  ya  parecen  decididos  á  suprimirlos.  De 
aquí  el  que  haya  pasado  á  la  ley  de  1881  ese  articulo  calcado 
sobre  el  250  de  la  de  1855,  cuyos  términos  exagera. 

En  ella  era  lógico  incluirlo;  en  ésta  huelga.  Ya  hemos  dicho 
que  la  réplica — conste  que  sólo  hablamos  de  la  réplica — podía 
haberse  conservado  para  el  caso  en  que  hubiese  reconvención. 
Y  de  conservarla  para  algún  otro,  nunca  debió  dársele  la  lati- 
tud y  la  importancia  que  le  concede  el  art.  548.  Lo  que  éste 
dice  que  debe  hacerse  en  la  réplica  y  en  la  duplica  ha  detodo 
hacerse  en  la  demanda  y  en  la  contestación.  El  que  incoa  un 
pleito  y  el  que  se  opone  á  lo  que  otro  cree  conveniente,  si  es  que 
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ambo»  piensan  tener  derecho,  deben  entrar  en  el  litigio  formal- 
mente, planteando  desde  luego  de  una  manera  concreta,  cabal 
y  sistemática  lo  que  cada  uno  pide.  Para  ello  tienen  plazos  am- 
plísimos. Si  se  quiere,  podría  concederse  al  demandado  más 
tiempo  del  que  la  ley  le  otorga;  pero  á  condición  de  que  en  los- 
dos  primeros  escritos  quedara  la  contienda  planteada  en  forma. 
A  todo  evento,  la  réplica  y  la  duplica  no  debieran  servir  mas 
que  para  desvanecer  alguna  objeción  fundamental  ó  explicar 
algún  concepto  dudoso,  ó  contestar  algún  argumento  de  fuerza; 
pero  para  fijar  lo  que  se  pide,  bastaba,  á  nuestro  juicio,  con  la 
demanda  y  la  contestación  y  con  cumplir  en  ellas  lo  que  se  ha 
preceptuado  en  disposiciones  anteriores  respecto  al  modo  de 
redactarlas. 

Este  artículo  neutraliza  en  gran  parte  los  efectos  de  la  re- 
forma intentada  en  los  anteriores,  y  acredita  una  vez  más  que 
la  ley  de  1881  se  ha  preparado  con  notoria  ligereza  y  sin  la  re- 
flexión indispensable.  A  veces,  como  sucede  en  esta  sección, 
apunta  una  reforma;  pero  no  llega  á  realizarla.  Después  de  esta 
ley  hay  que  prepararse  á  introducir  mayores  innovaciones  en 
el  procedimiento,  lo  que  siempre  es  digno  de  lamentarse  por 
las  confusiones  que  produce.  En  España  solemos  quejarnos  á 
menudo  de  la  instabilidad  de  las  leyes  como  de  un  mal  grave. 
Lo  es,  sin  duda;  pero  esa  instabilidad  no  debe  imputarse  á  otra 
causa  que  á  ésta :  al  hecho  de  que  las  leyes  se  redacten  con  tan 
poco  esmero. 

Jurisprudencia.  —  El  demandante  debe  fijar  con  precisión 
en  su  demanda  lo  que  pida,  exponiendo  sucintamente  los  he- 
chos y  los  fundamentos  de  derecho,  y  el  demandado  debe,  en  su 
consecuencia,  hacer  uso  de  las  excepciones  perentorias  que  tu- 
viere, siendo  obligación  de  ambos  fijar  en  sus  escritos  de  répli- 
ca y  duplica  los  puntos  de  hecho  y  de  derecho  objeto  del  deba- 
te. (5  Diciembre  1870.) 

Este  articulo  no  puede  invocarse  para  sostener  el  recurso 
de  casación  en  cuanto  á  lo  esencial  del  pleito,  por  referirse  á  la 
forma  del  mismo.  (14  Mayo  1867.) 
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Las  peticiones  deducidas  en  la  demanda  y  contestación  sub- 
sisten, y  no  puede  entenderse  que  se  modifican  por  los  escritos 
de  réplica  y  duplica,  si  así  no  se  solicita  ó  manifiesta  expresa- 
mente, ó  si  esto  no  se  infiere  como  una  consecuencia  necesaria 
de  los  puntos  de  hecho  y  de  derecho  que  en  dichos  escritos  fijen. 
(14  Octubre  1866.) 

La  ley  2.a,  título  XVI,  libro  XI  de  la  Novísima  Recopila- 
ción, que  permite  fallar,  sabida  la  verdad,  aunque  falte  alguna 
solemnidad  jurídica,  no  está  en  observancia  desde  la  publica- 
ción de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  como  repetidamente  lo 
tiene  consignado  el  Tribunal  Supremo  de  Justicia.  (27  Diciem- 
bre 1864  y  26  Junio  1866. ) 

Es  doctrina  legal  la  de  que  no  corresponde  al  demandante 
la  demostración  de  hechos  negativos  que  son  fundamento  de  la 
demanda,  y  la  de  que  quien  afirme  un  hecho  está  obligado  á 
probarlo.  (7  Marzo  1872.) 


Abtículo  549. 

En  los  mismos  escritos  de  réplica  y  duplica,  cada  parte 
confesará  ó  negará  llanamente  los  hechos  que  le  perjudi- 
quen de  los  articulados  por  la  contraria.  El  silencio  ó  las 
respuestas  evasivas  podrán  estimarse  en  la  sentencia  como 
confesión  de  los  hechos  á  que  se  refieran. 

También  pedirán,  por  medio  de  otrosí,  que  se  falle  el 
pleito  sin  más  trámites,  ó  que  se  reciba  á  prueba. 

Aun  cuando  este  artículo — completamente  nuevo,  porque  la 
ley  anterior  no  ordenaba  nada  parecido— está  inspirado  en  un 
buen  deseo  y  podrá  contribuir  á  la  claridad  y  brevedad  de  loa 
pleitos,  debemos  hacer  constar  que  no  era  indispensable.  No 
justifica  la  conservación  de  la  réplica  y  la  duplica  en  los  tér- 
minos en  que  se  mantienen.  Formando  parte  de  la  prueba  la 
confesión  judicial,  á  ella  podía  acudir  un  litigante  siempre  que 
juzgase  preciso  que  su  adversario  depusiera  sobre  la  verdad  de 
un  hecho.  No  había  necesidad  de  anticipar  esa  confesión  de  un 
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modo  parcial,  sin  solemnidad  ni  verdadera  eficacia.  Perdería- 
mos poco,  pues,  con  que  una  nueva  reforma  borrara  de  la  ley 
el  primer  párrafo  de  ese  artículo. 

El  segundo  era  necesario,  y  su  justificación  es  tan  obvia, 
que  no  parece  oportuno  insistir  en  ella.  Reproduce  un  principio 
de  la  ley  anterior  que  interesaba  consignar  para  el  orden  de  la 
tramitación. 

Jurisprudencia. — Es  discrecional  la  apreciación  de  las  res- 
puestas evasivas  como  confesión  de  los  hechos  á  que  se  refie- 
ran según  el  art.  549  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil.  (2  Mar- 
zo 1898.) 

SECCIÓN  CUARTA 

DEL   RECIBIMIENTO   Á  PRUEBA,    SU    TÉRMINO    Y    DISPOSICIONES 
GENERALES   SOBRE   LA   MISMA 

Prueba,  según  la  definía  la  ley  1.a,  título  XIV,  Partida  3.a, 
es  «averiguamiento  que  se  face  en  juicio  en  razón  de  alguna 
cosa  que  es  dubdosa». 

Todo  debate  ó  contienda  judicial  puede  versar  sobre  un 
punto  de  hecho  ó  sobre  uno  de  derecho.  Para  acreditar  uno  ú 
otro  es  necesaria  la  prueba;  y  de  aquí  que  haya  prueba  del 
hecho  y  prueba  del  derecho. 

La  primera  tiende  á  averiguar  la  certeza  y  realidad  de  un 
hecho,  á  demostrar  la  existencia  de  ciertos  actos  ó  aconteci- 
mientos sobre  los  que  versa  el  litigio;  y  la  segunda,  á  demostrar 
qué  tales  hechos,  ya  averiguados  ó  demostrados,  se  hallan  den- 
tro de  las  prescripciones  de  la  ley.  Al  hablar  ésta,  en  esta  sec- 
ción, de  prueba  se  refiere  á  la  de  hecho,  por  hallarse  controver- 
tidos y  dudosos  los  que  se  presentan  á  la  decisión  judicial,  y 
para  lo  cual  se  necesita  emplear  ciertos  y  determinados  medios 
materiales. 

La  prueba,  en  cuanto  á  su  valor  legal,  se  divide  en  plena  y 
semiplena;  aquélla,  que  también  se  llama  completa  ó  perfecta, 
es  la  que  acredita  la  existencia  real  y  efectiva  del  hecho  con- 
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trovertido  ó  dudoso,  elevándolo  á  la  categoría  de  verdad  legaL, 
suficiente  para  que,  con  arreglo  á  ella,  pueda  el  Juez  dictar 
sentencia  condenando  ó  absolviendo;  y  ésta,  que  se  denomina 
también  incompleta  ó  imperfecta,  es  la  que  no  acredita  con 
claridad  la  certeza  del  hecho  controvertido,  sino  que  deja  duda 
acerca  de  su  verdadera  existencia.  En  la  sección  siguiente, 
donde  la  ley  trata  de  los  medios  de  prueba,  determina  la  que 
corresponde  á  una  ú  otra  clase. 

La  prueba  no  es  necesaria  ni  es  de  rigor  en  todos  los  jui- 
cios, porque  un  juicio  puede  estar  completo  sin  necesidad  de 
prueba  alguna  y  sin  que  sea  preciso  que  las  partes  demuestren 
sus  alegaciones,  porque  pueden  haber  presentado  todos  sus  me- 
dios de  defensa  en  los  escritos  que  comprende  el  período  ante- 
rior al  de  la  prueba,  pueden  estar  conformes  con  los  hechos 
aducidos,  ó  bien  Ja  cuestión  puede  estar  reducida  puramente  á 
una  de  derecho.  En  tal  caso,  el  período  de  prueba  es  innecesa- 
rio; nada  hay  que  probar,  y  el  Juez  tiene  ya  todo  lo  que  las 
leyes  y  los  buenos  principios  de  la  ciencia  exigen  para  que 
pueda  dictar  su  fallo.  Por  eso  se  ha  dicho,  y  con  razón,  que  la 
prueba  no  es  de  orden  en  el  juicio,  por  cuanto  hay  casos  en  que 
se  puede  prescindir  de  ella;  pero  sí  es  de  rigorosa  justicia  siem- 
pre* que  se  hayan  alegado  hechos  que,  por  lo  mismo  que  han 
sido  contradichos  por  la  contraria,  debe  mostrarse  su  exactitud 
en  el  curso  del  procedimiento;  y,  en  este  caso,  el  período  de 
prueba  es  el  más  solemne  y  transcendental  del  juicio,  es  donde 
se  libra  entre  las  partes  el  verdadero  combate  judicial. 

Nuestras  antiguas  leyes  enumeran,  sin  embargo,  tres  casos 
en  que,  á  pesar  de  discutirse  una  cuestión  de  derecho,  puede 
entrarse  en  la  prueba,  no  para  justificar  el  derecho  mismo, 
sino  su  existencia  y  realidad,  en  cuyo  caso  puede  decirse  que 
la  prueba  ha  de  versar  sobre  un  hecho.  Estos  tres  casos  de  las 
antiguas  leyes  eran:  1.°  Cuando  el  derecho  que  se  alegase  fuere 
no  escrito  ó  costumbre,  porque  para  acreditar  su  existencia  es 
indispensable  probar  que  está  introducida  legítimamente  y  que 
adquiere,  por  lo  tanto,  fuerza  de  ley,  según  las  leyes  5.a  y  6.*, 
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título  II,  Partida  1.a  2.°  Cuando  se  alegare  alguna  lej 
sólo  tenga  fuerza  en  donde  estuviere  en  uso,  como  suced( 
las  del  Fuero  Real,  y  en  general  con  las  de  los  fueros  mi 
pales  y  las  del  Fuero  Juzgo,  según  la  opinión  de  muchos 
res,  que  sólo  tienen  este  cuerpo  de  derecho  como  un  fuere 
nicipal,  porque  en  este  caso  es  preciso  probar,  según  la  le^ 
título  II,  libro  III  de  la  Novísima  Recopilación,  que  la  ley 
aplicación  se  pide  está  vigente  en  el  lugar.  Y  3.°  Cuan< 
alegare  en  España  el  derecho  extranjero  en  pleito  tenido 
los  de  otra  nación  por  actos  ocurridos  ó  por  casos  existent 
ella,  porque,  como  no  están  en  nuestros  Códigos,  ni  al  Ju 
consta  su  verdad,  es  necesario  probarle  que  existe  tal  dig 
ción  para  que  pueda  aplicarla.  Así  lo  dispone  la  ley  11 
tulo  XIV,  Partida  3.a 

La  1.a  del  mismo  título  y  Partida  consigna  el  princip 
que  la  prueba  incumbe  al  actor,  principio  que  han  consig 
todas  las  legislaciones,  porque  descansa  en  la  más  estricta 
ticia.  Si  el  que  entabla  una  demanda  contra  otro  apoya  su 
tensión  en  la  existencia  de  un  hecho  origen  de  la  obliga 
necesita  probar  la  realidad  de  ese  hecho  para  que  pueda  d 
rarse  el  derecho  á  su  favor.  Y  si  no  prueba  su  acción 
darse,  según  la  ley  citada,  «por  quito  al  demandado  de  aq 
cosa  que  no  fué  probada  contra  él».  Así,  que  le  basta 
rrarse  en  la  negativa.  De  aquí  los  dos  principios  de  der 
elevados  á  la  categoría  de  dogma:  Gnus  probandi  inev 
actori;  Adore  non  probante,  reus  est  absolvendus. 

Pero,  sin  atacar  esos  principios,  no  siempre  la  prueba 
cargo  exclusivo  del  actor.  En  la  negativa  del  demandado  j 
haber  una  afirmación,  y  entonces,  por  esos  mismos  princi 
le  incumbe  probarla.  Así,  que  puede  sentarse  como  regla  , 
ral  que  la  prueba  incumbe  al  que  afirma,  no  al  que  niega, 
pre  que  en  la  negativa  no  vaya  contenida  una  afirmación 
eso  en  la  acción  negatoria  no  incumbe  la  prueba  al  actor, 
que  pasa  al  demandado,  que  es  el  que  afirma,  la  obligaci< 
probar,  porque  al  ejercitar  tal  acción  en  juicio  se  limita 
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fender  la  libertad  de  su  finca,  apoyada  en  la  presunción  legal 
que  tienen  en  su  favor  las  propiedades  de  considerarse  libres 
de  toda  servidumbre  mientras  no  se  pruebe  que  se  ha  estable- 
cido con  arreglo  á  derecho. 

Jurisprudencia.  —  Son  notoriamente  impertinentes  las  prue- 
bas que  ningún  resultado  útil  y  eficaz  pueden  ofrecer  para  la 
decisión  del  objeto  del  pleito,  con  el  cual  no  se  hallan  directa- 
mente relacionadas. 

Tratándose  de  un  pleito  contra  una  Compañía  de  ferrocarri- 
les, representada  por  su  Director,  es  de  todo  punto  impertinente, 
con  arreglo  al  art.  579  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  la  di- 
ligencia de  posiciones  propuesta  para  absoverlas  por  un  conse- 
jero de  la  Compañía,  porque  éste  no  tiene  el  carácter  de  liti- 
gante en  el  pleito. 

Denegando  la  Sala  sentenciadora  el  recibimiento  á  prueba 
no  incurre  en  el  quebrantamiento  de  forma  señalado  en  los  ca- 
sos 3.°  y  5.°  del  art.  1.61)3  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil, 
cuando  si  lo  negó  fué  porque,  con  acertado  criterio,  no  lo  esti- 
mó pertinente,  ni  juzgó,  por  otra  parte,  aplicable  al  caso  el 
precepto  del  núm.  2.°  del  art.  862  de  dicha  ley,  porque  no  se 
hubiese  hallado  el  paradero  de  dos  testigos,  cuyas  señas  y  do- 
micilio no  habían  sido  fijados  con  la  conveniente  claridad. 
(10  Diciembre  1887.) 

Es  inútil  toda  diligencia  de  prueba  propuesta  por  una  parte 
sobre  hechos  reconocidos  como  ciertos  por  la  otra.  (2  Ju- 
lio 1889.) 

Con  arreglo  á  los  artículos  565,  566  y  637  de  la  ley  de  En- 
juiciamiento civil,  confesados  llanamente  los  hechos  por  la 
parte  á  quien  perjudiquen,  no  cabe  hacer  sobre  ellos  más  prue- 
bas./ 27  Abril  1894.) 

Aun  cuando  la  ley  43,  título  II,  Partida  3.a,  y  la  doctrina 
del  Tribunal  Supremo,  con  ella  congruente,  establecen  el  prin- 
cipio de  que,  aun  cuando  el  demandante  no  pruebe  todo  lo  que 
pidiese  en  su  demanda,  valga  lo  que  resulte  probado,  es  indis- 
pensable para  la  aplicación  de  dicho  principio  que  los  términos 
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de  la  demanda  y  las  pruebas  en  i 
permitan  hacer  dicha  estimación.  ( 

Las  declaraciones  testificales  ] 
sumario  de  una  causa  criminal, 
mientras  no  se  ratifique  formalme 
denegación  de  la  compulsa  de  dilig 
como  prueba  para  un  pleito  de  la  < 
contra  uno  de  los  litigantes.  (27  Jx 

A  tenor  de  los  artículos  862,  caí 
juiciamiento  civil,  procede  la  dene/ 
tiene  importancia  para  el  pleito  e 
bre  1895.) 

El  art.  1.214  del  Código  civil  q 
rece  debidamente  probada  la  acción 

En  los  asuntos  civiles,  como  est 
desistir  de  sus  pretensiones,  no  pi 
los  procedimientos. 

En  este  concepto,  cumplen  los  r. 
artículo  298  de  la  ley  de  Enjuiciam 
Rico,  remitiendo  á  las  respectivas 
ciones  necesarias  para  la  práctica  < 
no  fueran  cumplimentadas  y  devue 
batorio  y  dejaran  por  ello  de  surtir 
ría  imputable  esta  falta,  según  pre 
ley,  á  la  parte  que,  habiendo  pro 
hubiera  gestionado  oportunamente. 

Elnúm.  2.°  del  art.  861  de  la  re: 
prohibe  el  -recibimiento  á  prueba  e 
practicar  la  que,  admitida  en  1 
zado  por  causas  imputables  á  la  par 
(29  Octubre  1896.) 

Es  supuesto  erróneo  el  de  que  le 
por  pruebas  directas;  siendo,  por  el 
los  hechos  conocidos  como  ciertos 
determinación  del  que  se  trate  de  p 
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Procede  denegar  las  diligencias  de  prueba  encaminadas  á 
justificar  extremos  ya  comprobados  por  otros  medios.  (14  Ju- 
lio 1897.) 

Según  tiene  declarado  el  Tribunal  Supremo,  es  inadmisible 
la  prueba  documental  que  se  articule  ó  proponga  en  términos 
vagos  que  impidan  calificarla  y  aun  practicarla  sin  una  previa 
investigación,  que  no  se  compadece  ó  ajusta  á  los  principios 
que  regulan  el  procedimiento  civil.  (27  Diciembre  1897.) 

Es  incongruente  y  desestimable  la  prueba  que  no  puede 
tener  influencia  para  la  resolución  del  pleito.  (11  Julio  1899.) 

Cualquiera  que  sea  la  naturaleza  de  las  pruebas  que  se  pro- 
pongan en  los  juicios >  se  han  de  concretar,  según  el  art.  565  de 
la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  á  los  tachos  definitivamente 
fijados  por  las  partes  en  sus  respectivos  escritos  y  que  no  hayan 
sido  llanamente  confesados  por  aquella  a  quien  perjudiquen, 
disponiendo  el  566  que  sean  rechazadas  de  oficio  las  que  carez- 
can de  estas  condiciones.  (27  Marzo  1900.) 

Son  inadmisibles  las  diligencias  de  prueba  impertinentes 
ó  innecesarias  para  la  defensa  de  quien  las  propone.  (11  Junio 
de  1900.) 

No  infringe  los  artículos  42  del  Código  de  Comercio  y  578  de 
la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  la  sentencia  que,  supuesta  la  in- 
formalidad de  los  libros  de  comercio  del  actor,  condena  al  pago 
de  una  mercancía  reclamada  por  éste,  si  el  fallo  no  se  funda 
solamente  en  la  prueba  tomada  de  dichos  libros,  y  por  el  con- 
junto de  indicaciones  resultantes  del  pleito  aprecia  las  diversas 
circunstancias  que  concurren  en  los  del  demandante  y  en  los 
del  demandado.  (9  Enero  1884.) 

No  es  regla  de  sana  crítica  que  entre  dos  pruebas  contradic- 
torias se  decida  el  Juzgado  por  aquella  que  además  se  halla  ro- 
bustecida ó  corroborada  por  otra,  aun  en  la  hipótesis  de  que 
concurriera  la  circunstancia  de  dos  pruebas  concordantes  en- 
tre sí  enfrente  de  una  sola,  puesto  que  su  valor  no  depende  del 
número.  (18  Abril  1884.) 

No  infringe  el  art.  53  del  Código  mercantil  la  sentencia  que, 
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al  tomar  en  cuenta  los  asientos  cíe  los 
éste  comerciante,  no  les  da  el  valor  qi 
también  el  demandado,  sino  que  aprecia 
conjuntamente  con  otros  que  acreditan 
tan  de  los  libros.  (28  Mayo  1884.) 

La  Sala  sentenciadora  no  infringe  la 
Partida  3.a,  por  desconocer  el  contenido 
ticos,  cuando  sin  cometer  este  error  y  an 
ción  y  examinando  lo  que  de  ellos  resu 
nes  expuestas  en  la  sentencia,  que  son  ir 
car  la  reclamación  del  recurrente.  (7.°  , 

Incoado  un  pleito  en  Cataluña  el  añ 
cantidad,  ni  por  la  fecha  de  su  incoaoi 
en  que  han  pasado  los  hechos  de  aquél, 
civil,  ni  han  podido  ser,  por  lo  tanto 
los  1.248  y  1.249. 

Aun  cuando  dicho  cuerpo  legal  fue¡ 
tal  infracción  en  el  caso  de  que  el  juzga 
mismo  la  letra  de  la  firma  que  figura  en 
por  ello  y  por  prueba  testifical  y  de  oti 
autenticidad  del  documento. 

No  es  de  estimar  la  infracción  del  ai 
vil,  cuando  la  apreciación  de  la 'Sala  s< 
en  pruebas,  no  sólo  testificales,  sino  tan 
lio  1892.) 

Para  formar  su  juicio  los  Tribunales 
las  pruebas  practicadas,  no  sólo  á  instan 
bien  á  la  del  demandado.  (2  Julio  1895.^ 

La  sentencia  que,  fundando  su  falle 
prueba  pericial  y  de  los  demás  elemento! 
pleito,  no  da  valor  para  justificar  el  derí 
documento  privado,  cuya  certeza  puso  ( 
colitigante  de  la  parte  que  lo  presentó,  n 
y  119,  título  XVIII,  Partida 3.a,  ni  losa 
Enjuiciamiento  y  1.215  y  1.225  del  Códig< 
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No  se  infringe  el  art.  1.225  del  Código  civil  por  a  sentencia 
que  aprecia  en  oonjunto  todos  los  elementos  de  juicio  aportados 
al  pleito.  fl.°  Octubre  1898.) 

No  es  de  estimar  la  infracción  de  la  ley  15,  título  XXXI, 
Partida  3.a,  y  de  los  artículos  1.218  y  1.248  del  Código  civil, 
por  la  sentencia  que  no  desconoce  la  validez  y  eficacia  de  docu- 
mentos traídos  al  pleito,  sino  que  considera,  como  puede  hacer- 
lo, que  no  son  bastantes  á  desvirtuar  otras  pruebas  en  contra- 
rio. (27  Octubre  1900.) 

Presunciones.  —  No  es  doctrina  legal  la  de  que  en  los  he- 
chos de  difícil  prueba  baste  la  de  conjeturas. 

Según  tiene  declarado  el  Tribunal  Supremo,  no  son  conje- 
turas las  deducciones  que  el  Juez  saca  naturalmente  de  datos 
consignados  en  autos.  (9  Diciembre  1890.) 

Las  presunciones  son  uno  de  los  medios  de  prueba  estable- 
cidos por  la  ley,  del  que  las  partes  pueden  valerse  para  acredi- 
tar su  derecho  en  juicio,  según  lo  dispuesto  en  los  artículos 
1.249  y  1.253  del  Código  civil,  siempre  que  aquéllas  reúnan  los 
requisitos  por  la  misma  ley  exigidos  d$  hallarse  completamente 
acreditado  el  hecho  de  que  han  de  deducirse,  y  que  exista  enla- 
ce preciso  y  directo,  según  las  reglas  del  criterio  humano,  entre 
el  hecho  cierto  y  aquel  en  que  se  trata  de  deducir. 

En  el  caso  de  reunir  las  presunciones  todos  los  requisitos 
que  la  ley  determina  para  concederles  fuerza  probatoria,  de 
igual  modo  son  eficaces  para  probar  la  acción  interpuesta  que 
las  excepciones  alegadas,  por  ser  un  elemento  probatorio  que 
puede  utilizar  de  igual  manera  el  actor  que  el  demandado,  así 
para  demostrar  la  existencia  de  una  obligación,  como  su  extin- 
ción por  alguno  de  los  modos  que  establece  el  art»  1.156  del  Có- 
digo civil.  (24  Octubre  1894.) 

No  es  de  estimar  la  infracción  de  los  artículos  1.214  y  1.249 
del  Código  civil,  cuando  la  Sala  sentenciadora  no  ha  fallado 
por  meras  presunciones,  sino  por  un  conjunto  de  pruebas.  (6  de 
Mayo  1895.) 

Los  razonamientos  aducidos  en  los  considerandos  de  lassen- 
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ten  cías  para  dar  eficacia  á  las  declaraciones  de  unos  te 
no  son  las  presunciones  que  establece  la  ley  como  me 
prueba.  (1.°  Octubre  1895.) 

No  merecen  la  calidad  eficaz  de  presunciones  los  hecl 
no  tienen,  con  la  deducción  que  de  ellos  se  pretenda  derii 
enlace  tan  preciso  y  directo  como  lo  exigen  las  reglas  de' 
rio  humano.  (18  Junio  1896.) 

No  es  de  estimar  la  infracción  del  art.  1.253  del  Cód: 
vil,  cuando  existe  el  enlace  preciso  y  directo  que  el  mis 
quiere  entre  el  juicio  de  la  Sala  sentenciadora  y  los  hecl 
que  se  funda.  (10  Julio  1896.) 

No  se  infringe  el  artículo  1.253  del  Código  civil,  cua 
presunción  de  pago  estimada  por  la  Sala  sentenciador 
fundada  en  hechos  demostrados  que  guardan  íntimo  enla 
gun  las  reglas  del  criterio  humano,  con  las  que  la  mism 
deduce  en  su  sentencia.  (10  Octubre  1896.) 

No  infringe  el  artículo  1.249  del  Código  civil  la  sen 
que  funda  su  fallo  en  hechos  notorios,  generadores  de  p 
ciones  de  todo  punto  atendibles,  según  las  reglas  del  c 
humano,  por  la  relación  y  enlace  directo  que  guardan 
hecho  que  de  ellos,  á  falta  de  toda  prueba,  deduce  la  Sal 
tenciadora. 

lío  es  presunción  lógica  y  legal  el  supuesto  de  que  1 
ditos  deben  reputarse  cobrables  por  el  mero  hecho  de  h 
inventariado  sin  declarar  que  no  lo  eran.  (8  Marzo  1897 

No  infringe  el  artículo  1.249  del  Código  civil  la  ser 
que  deduce  un  hecho  de  otros  que  están  probados  y  tienei 
ce  directo  con  el  deducido.  (15  Febrero  1898.) 

No"  es  de  estimar  la  infracción  de  los  artículos  1.249 1 
del  Código  civil  por  la  sentencia  que  se  funda  en  hecho! 
nocidos  por  el  recurrente,  que  guardan  un  enlace  precis 
recto  con  el  que  deduce  la  Sala  sentenciadora.  (19  Abril 

Dada  la  naturaleza  de  la  prueba  de  presunciones,  no  < 
piamente  materia  de  casación  el  examen  de  la  importa 
transcendencia  del  enlace  más  ó  menos  rigoroso  y  ración 
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exista  entre  el  hecho  demostrado  y  aquel  que  se  trata  de  dedu- 
cir, si  no  se  impugna  en  forma  la  certeza  del  primero,  hallán- 
dose como  se  halla  subordinada  la  deducción,  no  á  condición 
alguna  concreta,  sino  á  las  indeterminadas  reglas  del  criterio 
racional.  (11  Noviembre  18&8.) 

Según  tiene  ya  declarado  el  Tribunal  Supremo,  la  estima- 
ción de  las  presunciones  incumbe  por  su  naturaleza  al  Tribunal 
sentenciador,  al  efecto  de  determinar,  según  reglas  del  criterio 
humano,  la  importancia  y  transcendencia  del  enlace  ó  relación 
existente  entre  el  hecho  demostrado  y  aquel  que  se  trata  de  de- 
ducir, sin  que  esto  supuesto  quepa,  por  mera  y  distinta  aprecia- 
ción acerca  de  tal  extremo,  la  casación  de  una  sentencia. 

Conformándose  la  sentencia  recurrida  con  la  precedente 
doctrina,  no  es  de  estimar  la  infracción  de  los  artículos  1.249 
y  1.253  del  Código  civil.  (21  Diciembre  1898.) 

No  es  de  estimar  la  infracción  del  art.  1.253  del  Código  ci- 
vil cuando  la  Sala  sentenciadora  funda  su  fallo,  no  en  meras 
presunciones,  sino  en  indicios  concluyen  tes  combinados  con 
otras  pruebas  directas.  (7  Diciembre  1899.) 

La  prueba  de  presunciones  corresponde  al  Tribunal  á  quo, 
según  su  racional  criterio,  conforme  ya  tiene  declarado  el  Tri- 
bunal Supremo.  (21  Marzo  1900.) 

Para  contradecir  la  prueba  de  presunciones  apreciada  por  el 
Tribunal  sentenciador,  respecto  de  la  fraudulencia  de  un  con- 
trato, no  basta  afirmar  que,  además  de  los  establecidos  en  el 
artículo  1.297  del  Código  civil,  pueden  existir  ctras  del  mismo 
hecho,  sino  que  es  preciso  consignarlas,  deduciéndolas  de  he- 
chos ciertos.  (2ñ  Febrero  1901.) 

Según  tiene  establecida  la  jurisprudencia  del  Tribunal  Su- 
premo, entre  las  atribuciones  del  Tribunal  á  quo  se  encuentra 
la  de  determinar  el  enlace  entre  los  hechos  que  dan  origen  á  las 
presunciones  no  establecidas  por  la  ley,  sin  otra  limitación  que 
la  expresada  en  el  art.  1.253  del  Código  civil,  de  que  dicho  en- 
lace exista,  ó,  lo  que  es  lógicamente  igual,  que  no  resulte  con- 
trario á  las  reglas  del  criterio  humano.  (18  Julio  1901.) 
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Según  los  preceptos  procesales  que  regulan  los  términos  de 
las  cuestiones  sometidas  á  la  decisión  de  los  Tribunales  cuando 
las  partes  convienen  en  los  hechos  fundamentales  de  aquéllas, 
bien^ea  por  reconocimiento  expreso  de  los  mismos,  consigna- 
do en  los  respectivos  escritos,  bien  por  confesión  judicial,  se 
hace  absolutamente  innecesaria  su  justificación  por  otros  ele- 
mentos de  prueba,  y  no  tienen  consiguientemente  aplicación  las 
disposiciones  que  determinan  las  condiciones  que  estos  otros 
elementos  de  prueba  han  de  reunir  para  su  eficacia.  (25  Enero 
de  1902.) 

Debe  denegarse  las  pruebas  propuestas  sin  ajustarse  á  las 
formalidades  legales.  (30  Marzo  1903.) 

Según  tiene  declarado  el  Tribunal  Supremo,  las  diligencias 
de  prueba  han  de  proponerse  en  tiempo  hábil  para  que  puedan 
practicarse  dentro  del  término  prescrito  por  la  ley  para  cada 
clase  de  juicios,  y  por  ello  es  improcedente  el  recibimiento  á 
prueba  en  la  segunda  instancia  de  aquellos  en  que  el  término 
sea  común  para  proponerla  y  practicarla,  cuando  se  pidiera  di- 
cho recibimiento  para  practicar  una  diligencia  rechazada  en  la 
primera  instancia,  por  haberse  propuesto  el  penúltimo  día  en 
que  finalizaba  el  término  probatorio,  á  pesar  de  haberse  podido 
proponer  con  la  debida  anticipación,  cuando  resulta  imposible 
su  ejecución  por  una  causa  imputable  al  litigante  que  la  propu- 
so, sin  que  esta  doctrina  contradiga  la  prescripción  del  art.  753, 
en  su  párrafo  2.°  de  la  ley  procesal,  sino  que  la  explique  en  el 
sentido  de  que,  aun  siendo  común  el  término  para  proponer  y 
practicar  la  prueba,  ha  de  haber  para  lo  segundo  términos  há- 
biles, realizándose  lo  primero  con  la  antelación  suficiente.  ( 7  Oc- 
tubre 1904.) 

Artículo  550. 

El  Juez  recibirá  el  pleito  á  prueba  en  el  caso  de  que 
todos  los  litigantes  lo  hayan  solicitado. 

Si  alguno  se  opusiere,  señalará  día  para  la  vista  sobre  el 
recibimiento  á  prueba,  y  oyendo  en  este  acto  á  los  detensoT 
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res  de  las  partes,  si  se  presentaren,  determinará  lo  que  esti- 
me procedente.  fLey  ant.,  art.  257.) 

Este  artículo  está  tomado  del  257  de  la  ley  anterior,  sin  más 
que  una  pequeña  modificación  en  su  párrafo  2.°  El  de  la  anti- 
gua ley  decía  que  en  el  acto  de  la  vista  sobre  el  recibimiento  á 
prueba,  el  Juez  oirá  á  las  partes  ó  á  sus  defensores;  y  el  de  la 
moderna  dice  á  los  defensores  de  las  partes.  Las  palabras  de  la 
antigua  ley  constituían  un  locución  impropia;  pero  no  se  enten- 
día por  ellas  que  se  oyera  á  los  mismos  interesados  en  persona, 
puesto  que  la  ley  los  prohibe  comparecer  personalmente  en  jui- 
cio. La  nueva  ley  ha  usado  la  verdadera  locución. 

La  disposición  de  este  artículo  viene  á  confirmar  lo  que  se 
ha  dicho  de  que  la  prueba  no  pertenece  al  orden  del  juicio,  sino 
á  su  justicia.  La  ley  respeta  la  voluntad  de  las  partes,  como 
principales  interesadas  en  el  pleito,  y  deja  á  éstas  en  libertad 
para  que  éste  se  abra  ó  no  á  prueba.  Si  las  partes  entienden 
que  nada  hay  que  probar,  y  están  conformes  en  los  hechos,  no 
se  abrirá  ese  término;  de  lo  contrario,  se  abrirá;  pero  es  nece- 
sario que  las  partes  lo  pidan,  sin  cuya  petición  no  se  recibirá; 
es  decir,  que  no  está  al  arbitrio  del  Juez  acceder  ó  no  á  la  pre- 
tensión de  los  litigantes,  sino  que  está  obligado  á  recibir  el 
pleito  á  prueba. 

Si  las  partes  en  los  escritos  de  réplica  y  duplica,  y  por  me- 
dio de  otrosíes,  han  estado  conformes  en  que  se  falle  el  pleito 
sin  más  trámites,  es  decir,  sin  que  se  abra  el  término  de  prue- 
ba, el  Juez  no  puede,  en  ningún  caso,  recibir  el  pleito  á  prueba 
de  oficio,  lo  que  está  conforme  con  los  buenos  principios  que 
rigen  en  la  materia. 

Si  alguno  se  opusiere  al  recibimiento  del  pleito  á  prueba, 
dice  el  párrafo  2.°  del  artículo,  señalará  (el  Juez)  día  para  la 
vista  sobre  el  recibimiento  á  prueba;  y  oyendo  en  este  acto  á 
los  defensores  de  las  partes,  si  se  presentasen,  determinará  lo 
que  estime  procedente. 

El  precepto  de  la  antigua  ley,  que  ya  hemos  dicho  que  es  el 
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mismo  de  la  moderna,  vino  a  cortar  un  abuso  que  había  nacido 
a  pretexto  de  oscuridad  en  este  punto.  En  muchos  Juzgados, 
aun  cuando  las  partes  estuvieran  conformes  en  abrir  el  pleito  a 
prueba  ó  una  de  ellas  se  opusiese,  solían  los  Jueces  llamar  los 
autos  con  citación;  y  pedido  el  señalamiento  de  vista  por  las 
partes,  ignorando  éstas  si  el  Juez  iba  á  resolver  sobre  la  prueba 
ó  sobre  el  fondo  del  pleito,  los  Letrados  trataban  ambas  cues- 
tiones. Según  el  precepto  moderno,  no  cabe  ya  vista  sobre  el 
recibimiento  á  prueba,  sino  en  el  único  caso  en  que  haya  oposi- 
ción por  algunojde  los  litigantes.  Si  esto  ocurre,  viene  á  sus- 
citarse un  incidente  de  previo  pronunciamiento  que  debe  fallar- 
se con  suspensión  del  negocio  principal. 

De  los  escritos  de  réplica  y  duplica  ha  de  nacer  la  confor- 
midad ó  la  oposición  del  recibimiento  a  prueba,  y  de  esos  escri- 
tos el  incidente  previo.  Si  el  demandante  en  el  otrosí  de  su  es- 
crito de  réplica  ha  pedido  el  recibimiento  á  prueba,  y  el  deman- 
dado en  el  de  duplica  se  opone  á  ella,  ó  viceversa,  aquél  ha 
pedido  que  se  falle  el  pleito  sin  necesidad  de  prueba  y  ésta  la 
solicita,  en  cualquiera  de  estos  dos  casos,  queda  formalizada  la 
oposición,  y  entonces  el  Juez  deberá  señalar  día  para  la  vista 
del  incidente  y  en  dicho  acto  oirá  á  los  defensores  de  las  partes 
si  se  presentasen.  Si  no  hubiesen  comparecido  á  la  hora  desig- 
nada, se  dará  el  acto  por  terminado,  sin  necesidad  de  nuevo 
señalamiento,  pues  el  artículo  dice  que  se  les  oirá  en  dicho  acto, 
y  sólo  podrá  tener  lugar  nuevo  señalamiento  cuando  á  petición 
de  parte  se  hubiera  suspendido  la  vista. 

El  artículo  concluye,  como  el  de  la  ley  anterior,  diciendo 
que  el  Juez  determinará  lo  que  estime  procedente.  Es  decir, 
que  se  deja  al  arbitrio  judicial  el  otorgar  ó  denegar  en  este  caso 
el  recibimiento  á  prueba.  Como  éste  no  prejuzga  la  cuestión  He 
utilidad  ó  inutilidad  de  los  medios  de  prueba  de  que  las  partes 
pueden  valerse,  los  Jueces  deben  inclinarse  más  á  otorgar  la 
prueba  que  á  denegarla,  si  su  improcedencia  no  es  desde  luego 
manifiesta. 
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Artículo  551. 

El  auto  en  que  se  otorgare  el  recibimiento  á  prueba  no 
í  apelable;  el  en  que  se  denegare,  lo  será  en  ambos  efec- 
(Ley  ant.,  art.  258.) 

La  disposición  de  este  artículo  es  la  misma  que  la  del  258  de 
ay  anterior,  sin  más  diferencia  que  llamarse  en  la  ley  mo- 
aa  auto  á  la  resolución  del  Juzgado  á  que  se  refiere  el  ar- 
lo anterior  y  que  en  la  ley  antigua  se  llama  providencia, 
lógica  está  de  parte  de  la  ley  moderna,  pues  no  puede  lia- 
se propiamente  providencia  á  lo  que  es  una  sentencia  inter- 
itoria. 

El  artículo  no  puede  dar  lugar  á  dudas.  El  auto  en  que  se 
gare  el  recibimiento  á  prueba  no  será  apelable;  el  en  que  se 
agare  lo  será  en  ambos  efectos.  Los  dos  preceptos  están  fuñ- 
as en  los.  principios  de  equidad  y  de  justicia,  favoreciendo 
á  los  litigantes  en  sus  defensas;  y  por  eso  hemos  dicho  que 
Jueces  deben  inclinarse  más  á  otorgar  que  á  denegar  el  re- 
miento  á  prueba. 

SI  auto,  como  resolutorio  de  un  incidente,  ha  de  ser  funda- 
y,  aun  cuando  en  el  artículo  no  se  dice,  ha  de  dictarse  den- 
ie  tercero  día. 

Artículo  552. 

Si  los  litigantes  hubieren  convenido  en  que  se  falle  den- 
samente el  pleito  sin  necesidad  de  prueba,  mandará  el 
fs  traer  los  autos  á  la  vista  con  citación  de  las  partes 
i  sentencia.  (Ley  ant.,  art.  259.) 

Sste  artículo,  igual  al  259  de  la  ley  anterior,  no  puede  dar 
,r  á  duda  alguna.  Como  las  partes  están  facultadas  por  la 
para  renunciar  el  recibimiento  á  prueba,  y  en  este  caso  el 
s  no  puede  acordar  esa  diligencia  de  oficio,  si  aquéllas  en 
escritos  de  réplica  y  duplica  han  estado  conformes  en  que 
ille  definitivamente  el  pleito  sin  necesidad  de  prueba,  no 
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queda  al  Juez  otra  cosa  que  mandar  traer  los  autos  á  la  vista 
para  sentencia,  con  citación  de  las  partes. 

Artículo  553., 

El  término  ordinario  de  prueba  se  dividirá  en  dos  perío- 
dos, comunes  á  las  partes. 

El  primero,  de  veinte  días  improrrogables,  para  propo- 
ner, en  uno  ó  varios  escritos,  toda  la  prueba  que  les  in^ 
terese. 

El  segundo,  de  treinta  días,  también  improrrogables, 
para  ejecutar  toda  la  prueba  que  hubiesen  propuesto  las 
partes. 

Dentro  de  estos  términos,  ol  Juez  concederá  el  que  esti- 
me suficiente,  atendidas  las  circunstancias  del  pleito,  sin 
que  pueda  bajar  de  diez  días  el  del  primer  período,  ni  de 
quince  el  del  segundo;  pero  los  prorrogará  basta  el  máxi- 
mum cuando  alguna  de  las  partes  lo  solicitare.  ( Ley  ante- 
rior, art.  262.) 

Este  artículo  está  tomado  del  263  de  la  ley  anterior,  aunque 
con  notables  alteraciones.  En  él  fija  la  ley  el  término  probato- 
rio ordinario,  que  es  el  espacio  de  tiempo  que  se  concede  á  los 
litigantes  para  que  practiquen  cuantas  diligencias  conduzcan  á 
demostrar  y  probar  la  verdad  de  los  hechos  alegados  y  puestos 
en  duda.  El  término  es  legal  ó  judicial,  según  que  lo  determine 
la  ley  ó  lo  fije  el  Juez  dentro  del  mismo  que  la  ley  concede,  sub- 
dividiéndose  aquél  en  ordinario  ó  extraordinario;  el  primero, 
«1  que  se  otorga  como  regla  general  para  los  casos  comunes,  y 
el  segundo,  el  que  se  concede  por  razón  de  la  mayor  distancia 
del  punto  en  que  han  de  ejecutarse  las  pruebas. 

Las  leyes  2.a,  3.a  y  4.a,  título  X,  libro  XI  de  la  Novísima 
Recopilación,  reconocían  el  término  llamado  ultramarino,  que 
ya  la  ley  anterior  de  Enjuiciamiento  refundió  en  el  extraordi- 
nario y  que  la  moderna  trata  en  los  artículos  555  y  556. 

El  que  anotamos  se  ocupa  sólo  del  ordinario,  en  el  que  se 
han  introducido  reformas  y  alteraciones  de  importancia,  con 
relación  al  articulo  correspondiente  de  la  ley  anterior. 
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El  art.  262  de  la  anterior  ley  fijaba  el  máximum  del  térmi- 
no de  prueba  en  sesenta  días,  criando  hubiere  de  hacerse  en  la 
Península,-  islas  adyacentes  ó  posesiones  españolas  de  África. 
Dentro  de  esos  sesenta  días,  los  Jueces  fijaban  el  término  que, 
según  las  circunstancias,  fuera  suficiente,  y  podían  otorgar 
prórroga  del  término  señalado  por  el  tiempo  que  estimasen  ne- 
cesario, pero  dentro  de  los  sesenta  días,  si  se  pedía  antes  de 
cumplirse. 

El  artículo  de  la  nueva  ley  que  anotamos  divide  el  término 
de  prueba  en  dos  períodos,  comunes  á  las  partes:  el  primero,  de 
veinte  días  improrrogables,,  para  proponer,  en  uno  ó  varios  es- 
critos, toda  la  prueba  que  á  las  partes  interese-,  y  el  segundo, 
de  treinta  días  también  improrrogables,  para  ejecutar  todas  las 
pruebas  que  hubiesen  propuesto;  y,  dentro  de  esos  términos,  el 
Juez  concederá  el  que  estime  suficiente,  según  las  circunstan- 
cias, sin  que  pueda  bajar  de  diez  días  el  del  primer  período,  ni 
de  quince  el  del  segundo;  pero  los  prorrogará  hasta  el  máximun 
cuando  alguna  de  las  partes  lo  solicite. 

En  primer  lugar,  según  la  nueva  ley,  el  máximum  del  tér- 
mino ordinario  de  la  prueba  es  de  cincuenta  días,  veinte  para 
proponerla  y  treinta  para  ejecutarla,  pudiendo  limitarse  esos 
períodos,  pero  no  ampliarse,  por  declararse  explícita  y  termi- 
nantemente improrrogables.  Se  ha  suprimido  en  la  moderna  ley 
las  palabras  «Península,  islas  adyacentes  ó  posesiones  españo- 
las de  África»,  con  relación  al  lugar  ó  punto  donde  se  hubiera 
de  ejecutar  la  prueba  en  el  término  ordinario.  Pero  la  nueva 
ley,  con  tal  omisión,  no  ha  querido  decir  que  para  ejecutar  la 
prueba  en  las  islas  adyacentes  ó  posesiones  españolas  de  África 
haya  que  apelar  al  término  extraordinario  de  prueba,  porque  el 
artículo  555,  que  trata  de  ese  término  extraordinario,  dice  que 
éste  se  otorgará  si  hubiese  de  ejecutarse  alguna  fuera  de  la  Pe- 
nínsula, de  las  islas  adyacentes  ó  de  las  posesiones  españolas 
de  África.  Luego  la  prueba  que  haya  de  practicarse  dentro  de 
la  Península,  islas  adyacentes  y  posesiones  españolas  de  África 
ha  de  verificarse  en  el  término  ordinario,  con  lo  cual  no  se  ha 
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innovado  nada  en  esta  parte  por  la  nueva  ley,  á  pesar  de  la 
omisión  de  dichas  palabras. 

La  ley  anterior  no  hacía  división  alguna  en  el  período  máxi- 
mo del  término  ordinario  de  prueba,  que  era  de  sesenta  días, 
para  proponer  ó  practicar  la  prueba;  la  nueva  ley,  el  período 
máximo  de  cincuenta  días  que  concede,  lo  divide  en  dos:  veinte 
para  proponerla  y  treinta  para  ejecutarla. 

Las  leyes  3.a  y  33,  título  XVI,  Partida  3.a,  otorgaban  para 
la  prueba  tres  plazos  sucesivos,  de  tres  días  cada  uno  de  ellos, 
si  la  prueba  había  de  hacerse  en  la  misma  villa;  de  nueve  si  en 
su  término  ú  otro  punto  cercano,  de  treinta  y  nueve  si  «fuere 
muy  lueñe  de  aquel  logar»  y  de  nueve  meses  si  en  el  extranjero. 
La  ley  1.a,  título  X,  libro  XI  de  la  Novísima  Recopilación, 
preceptuó  que  si  la  prueba  hubiere  de  efectuarse  «de  aquende 
los  puertos,  fuera  de  término  de  ochenta  días,  y  si  allende  los 
puertos  de  ciento  veinte»;  disposición  confirmada  por  la  re- 
gla 4.a  del  art.  48  del  reglamento  provisional  para  la  adminis- 
tración de  justicia. 

La  ley  recopilada  que  hemos  citado  declaraba  perentorio  el 
término  de  prueba;  la  ley  anterior  de  Enjuiciamiento  decía  que 
el  término  ordinario  de  prueba  no  podía  exceder  de  los  sesenta 
días,  y  la  ley  moderna,  aceptando  el  espíritu  de  aquéllas,  decla- 
ra que  los  términos  máximos  para  proponer  y  ejecutar  la  prueba 
son  improrrogables. 

Ahora  bien:  ¿es  suficiente  el  término  de  cincuenta  días  para 
proponer  y  ejecutar  la  prueba?  Por  regla  general,  no  en  absolu- 
to, será  bastante  para  la  que  haya  de  verificarse  en  la  Penínsu- 
la; pero  desde  luego  no  lo  será  para  las  que  deban  practicarse 
en  las  islas  adyacentes  ó  en  las  posesiones  españolas  de  África, 
por  las  dificultades  que  ofrecen  las  comunicaciones  de  la  Penín- 
sula con  aquellos  puntos. 

Al  comentar  los  Sres.  Manresa  y  Reus  el  artículo  de  la  an- 
terior ley  de  Enjuiciamiento,  correspondiente  al  que  anotamos, 
creyeron  conveniente  que  la  ley  hubiera  dejado  subsistente  el 
término  de  los  ochenta  días  de  las  leyes  recopiladas  para  las 
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pruebas  que  hubieran  de  hacerse  en  las  islas  ó  posesiones  de 
África.  Y  cuando  en  vez  de  haberse  ampliado  el  de  sesenta  que 
fijó  la  ley  anterior,  se  restringe  aún  más,  sin  que  pueda  decirse 
que  los  medios  de  comunicación  á  dichos  puntos  sean  hoy  más 
rápidos  que  lo  eran  al  dictarse  aquella  ley,  con  mayor  razón 
podrá  decirse  que  ese  término  será  en  muchos  casos,  quizás  en 
los  más,  insuficiente  para  ejecutar  las  pruebas,  olvidándose  sin 
duda  la  ley  de  aquel  precepto  «que  los  términos  no  sean  tan 
cortos  que  ahoguen  las  defensas  y  puedan  ser  causa  de  que  no 
haya  acierto  en  los  fallos». 

Al  fijar  la  ley  el  término  ordinario  de  prueba  de  cincuenta 
días  como  máximo,  reconoce  que  no  siempre  será  necesario  todo 
ese  tiempo  para  que  las  partes  practiquen  la  prueba  que  les 
convenga;  y  por  eso  dispone  el  último  párrafo  de  este  artículo 
que,  dentro  de  esos  términos,  el  Juez  concederá  el  que  estime 
suficiente,  según  las  circunstancias,  sin  que  pueda  bajar  de 
diez  días  el  del  primero  ni  de  quince  el  del  segundo,  disposición 
que  también  se  encuentra  en  las  antiguas  leyes.  Es  decir,  que 
los  Jueces  no  abrirán  el  pleito  á  prueba  por  el  término  máximo, 
á  no  ser  que  las  circunstancias,  bien  por  la  importancia  de  la 
prueba  ó  por  la  distancia,  así  lo  exijan,  sino  que  dentro  de  ese 
término  fijarán  uno  menor,  suficiente  al  efecto,  pero  prorrogable 
hasta  el  máximum  cuando  alguna  de  las  partes  lo  solicite. 

El  artículo  de  la  ley  anterior,  hablando  de  esa  prórroga  del 
término  judicial,  decía  que  el  Juez  podía  otorgar  la  prórroga 
dentro  del  máximum,  si  se  pidiere  antes  de  cumplirse.  La  nueva 
ley  ha  suprimido  ese  último  miembro,  y  no  dice-  cuándo  ha  de 
pedirse  la  prórroga.  Pero  entendemos  que  la  omisión  de  la  lej 
no  puede  dar  lugar  á  dudas:  que  la  prórroga  ha  de  pedirse  an- 
tes que  expire  el  plazo  prudencial  que  ha  concedido  el  Juez.  En 
primer  lugar,  la  prueba  interesa  sólo  á  las  partes,  y  á  ellas  in- 
cumbe únicamente  manifestar  que  no  les  basta  el  término  que 
se  les  designó  para  probar  sus  hechos:  y  además,  que  si  la  pró- 
rroga se  pidiera  después  de  fenecido  el  término  señalado,  enton- 
ces sería  conceder  un  nuevo  término,  y  no  una  prórroga,  porque 


Digitized  by  VjOOQIC 


UB.    II—  TÍT.  II  —  ART.   553  825 

no  cabe  prorrogar  un  término  que  quedó  roto  desde  el  momento 
que  concluyó. 

¿Podrá  pedirse  y  otorgarse  una  sola  prórroga  ó  varias  suce- 
sivas, siempre  dentro  de  la  máxima?  La  ley  guarda  silencio  en 
este  punto;  pero  entendemos  que  podrá  hacerse  lo  segundo; 
porque  si  hasta  llegar  al  máximum  de  la  ley  los  plazos  ó  térmi- 
nos son  prorroga  bles,  con  sólo  que  las  partes  ó  una  de  ellas  lo 
pida,  en  el-caso  de  pedirse  y  concederse  un  término  menor,  po- 
drá pedirse  prórroga  de  él  por  otro,  también  menor  del  máxi- 
mum, que  á  su  vez  es  prorrogable,  y  del  cual  puede  también 
pedirse  y  se  deberá  otorgar  prórroga,  pero  siempre  que  se  pida 
antes  de  terminar  el  último  plazo  concedido. 

Respecto  del  término  judicial  para  pedir  prórroga,  no  se 
necesita  alegar  justa  causa,  bastando  que  falte  alguna  prueba 
por  practicar  y  sea  insuficiente  el  término  concedido. 

La  moderna  ley  ha  dejado  en  pie  la  duda  que  suscitó  el 
silencio  de  la  antigua  respecto  á  si  es  ó  no  apelable  la  providen- 
cia denegatoria  de  la  prórroga  de  término.  Pero  entendemos 
que  se  ha  de  resolver  afirmativamente,  porque  la  ley  concede  á 
las  partes  un  término  para  practicar  la  prueba;  y  si  permite  al 
Juez  que  pueda  limitarla,  según  las  circunstancias,  esa  facul- 
tad no  puede  ser  tan  absoluta  que  esté  en  su  mano  perjudicar  á 
las  partes  con  una  negativa  que  puede  ser  infundada,  y  contra 
esa  negativa  puede  alzarse  el  que  se  crea  perjudicado,  debiendo 
admitirse  la  apelación  en  ambos  efectos,  por  ser  análoga  esta 
providencia  á  la  denegación  de  prueba  de  que  habla  el  art.  551. 

La  principal  novedad  del  artículo  que  anotamos  está  en  la 
división  del  término  máximo  de  cincuenta  días,  en  término 
para  proponer  la  prueba  y  término  para  practicarla,  y  novedad 
que  creemos  ha  de  perjudicar  más  que  favorecer  á  las  partes. 
¿Quiere  decir  la  ley  que  hasta  que  transcurran  los  primeros 
veinte  días  de  los  cincuenta  no  se  puede  abrir  el  segundo  pe- 
ríodo de  prueba,  esto  es,  el  que  se  refiere  á  la  práctica  de  las 
propuestas?  Pues  entonces,  en  realidad,  el  término  máximo 
para  hacer  la  prueba  sólo  es  el  de  treinta  días;  y  en  ese  caso  sí 
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que  será  imposible  que  las  pruebas  se  practiquen  en  general  en 
la  Península,  y  de  toda  imposibilidad  en  las  islas  adyacentes  y 
posesiones  españolas  de  África.  Y,  sin  embargo,  el  artículo  así 
lo  da  á  entender,  puesto  que  dice  en  su  párrafo  tercero  que  el 
segundo  período,  de  treinta  días  improrrogables,  será  para  eje- 
cutar toda  la  prueba  que  hubiesen  propuesto  las  partes.  Y  si 
durante  los  primeros  veinte  días  puede  proponerse  prueba,* 
hasta  que  esos  veinte  días  transcurran  no  puede  comenzar  á 
practicarse.  La  división  que  se  ha  hecho  del  periodo  de  prueba 
ha  de  producir  no  pocas  veces  indefensión.  Ya  que  se  ha  limi- 
tado el  término  máximo  de  la  prueba,  ¿qué  razón  hay  para  no 
practicar  las  pruebas  conforme  se  vayan  proponiendo?  Si  por 
virtud  de  la  práctica  de  una  declaración  ó  información  de  tes- 
tigos, que  es  un  medio  de  prueba,  la  parte  contraria  á  la  que  los 
presente  tuviera  que  hacer  una  contra-información  ó  la  práctica 
de  alguna  otra  diligencia  de  prueba,  por  la  nueva  ley  no  podrá 
hacerla,  porque  la  práctica  de  las  pruebas  se  ha  de  hacer  des- 
pués que  haya  transcurrido  el  término  improrrogable  para  pro- 
ponerlas. 

El  término  de  prueba  comienza  á  correr  desde  el  día  si- 
guiente al  de  la  notificación  del  auto  en  que  se  recibe  el  pleito  á 
prueba;  y  si  fuesen  varias  partes,  desde  el  siguiente  al  de  la 
última  notificación,  descontándose  los  días  en  que  no  puedan 
tener  lugar  actuaciones  judiciales,  y  el  término  es  común  á  los 
litigantes,  lo  mismo  que  las  prórrogas. 

Artículo  554. 

No  podrán  suspenderse  los  términos  expresados  en  el 
artículo  anterior,  sino  por  fuerza  mayor  que  impida  propo- 
ner ó  practicar  la  prueba  dentro  de  ellos. 

Esta  disposición  será  aplicable  al  término  extraordinario 
de  prueba  de  que  tratan  los  artículos  siguientes. 

Este  artículo,  tal  como  está  redactado,  es  nuevo  con  rela- 
ción á  la  antigua  ley,  aunque  su  espíritu  se  consignaba  en  el 
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artículo  271  de  ésta.  Disponía  dicho  artículo  que  ni  el 
ordinario  ni  el  extraordinario  de  prueba  podían  susp 
sino  con  justa  causa  á  juicio  del  Juez,  y  bajo  su  respo 
dad,  expresándose  la  causa,  caso  de  suspensión,  que 
para  hacerlo.  El  artículo  que  anotamos  dice  que  no  podi 
penderse  los  términos  ordinarios  expresados  en  el  artí< 
terior,  precepto  que  después  amplía  á  los  extraordinari 
por  fuerza  mayor,  que  impida  proponer  ó  practicar  la 
dentro  de  ellas.  El  artículo,  pues,  de  la  nueva  ley  es  u 
minante,  puesto  que  ya  no  se  funda  en  la  alegación  c 
causa,  precepto  demasiado  lato,  sino  en  caso  de  fuerza 
más  fácil  de  comprender  y  apreciar;  y  por  otra  part( 
eximido  al  Juez  de  la  responsabilidad,  caso  de  otorgar  la 
sión,  responsabilidad  que  vemos  con  gusto  haya  desapi 
pues  sólo  servía  para  que  los  Jueces  no  otorgaran  la 
sión,  aun  siendo  en  muchos  casos  justa,  por  temor  de  qv 
exigiera  de  mala  fe. 

La  suspensión  del  término  probatorio  no  fué  autoriz 
nuestras  leyes  antiguas,  sino  por  la  costumbre,  que  8 
fuerza  legal  en  el  reglamento  provisional,  que  la  aut 
bajo  la  responsabilidad  de  los  Jueces  por  causa  de  ma 
necesidad,  de  lo  que  en  verdad  se  abusó  mucho  con  e 
alargar  los  pleitos;  abuso  que  cortó  la  instrucción  de  30 
tiembre  de  1853,  pero  que  por  seguir  el  adagio  «celerid? 
marcha,  economía  en  los  gastos»,  vino  á  dar  en  el  extre 
trario,  creando  los  inconvenientes  de  una  indefensión.  I 
gua  ley  de  Enjuiciamiento  se  colocó  en  un  terreno  medie 
tativo,  sin  olvidar,  al  par  que  la  celeridad,  la  justicia. 

La.ley  moderna,  lo  mismo  que  la  anterior,  no  marca 
ciación  alguna  para  conceder  ó  denegar  la  suspensión 
mino  probatorio,  ni  dice  nada  de  dar  audiencia  á  la  pa 
traria,  como  establece  después  para  la  concesión  ó  den 
del  término  extraordinario,  lo  cual  supone  que  cuando 
acceda  á  la  suspensión,  no  podrá  apelarse  de  su  próvida 
se  deja  á  su  arbitrio  la  apreciación  del  caso  y  el  otorg 
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de  la  suspensión,  lo  que  está  en  consonancia  con  los  artícu- 
los 551  y  567.  Pero  cuando  la  providencia  sea  denegatoria,  en- 
tendemos que  es  apelable  en  ambos  efectos,  pues,  como  ya  he- 
mos dicho,  equivale  á  la  denegación  de  prueba,  contra  la  cual 
concede  el  art.  551  esa  apelación. 

Para  el  efecto  de  la  suspensión,  no  distingue  la  ley  el  tér- 
mino judicial  del  legal;  pero  entendemos  que  se  refiere  al  se- 
gundo. La  ley  permite  que  pueda  suspenderse  el  término  de 
prueba,  porque  prevé  un  caso  de  fuerza  mayor,  y  en  ese  caso, 
la  equidad  aconseja  la  suspensión  hasta  que  desaparezca  el 
obstáculo  y  pueda  practicarse  la  prueba  propuesta.  Se  com- 
prende, pues,  que  no  cabe  pedir  suspensión  del  término  judicial, 
porque  antes  de  apelarse  á  ese  remedio  extraordinario  tiene  la 
parte  en  su  mano  acudir  al  ordinario  de  pedir  prórroga  por  todo 
el  término  legal,  y  sólo  después  de  pedida  y  otorgada  la  prórro- 
ga si  continuase  el  obstáculo,  por  virtud  de  la  fuerza  mayor,  y 
el  término  legal  no  fuere  bastante,  podrá  pedirse  la  suspensión. 

Tampoco  dice  la  ley  desde  cuándo  ha  de  comenzar  la  sus- 
pensión, pero  parece  indudable 'que  desde  el  día  en  que  se  pre- 
sente la  solicitud,  ya  porque  así  lo  tenía  establecido  la  juris- 
prudencia, ya  también  porque  si  se  aguardase  á  la  notificación 
del  auto  en  que  se  otorgue,  sería  en  muchos  casos  inútil,  en  ra- 
zón á  haber  transcurrido  mientras  tanto  los  días  que  faltaban 
para  llegar  al  máximum  de  la  ley,  y  ya  no  es  posible,  bajo 
ningún  pretexto,  ni  aun  por  vía  de  restitución,  abrir  el  termino 
de  prueba. 

Al  prohibir  la  ley  la  suspensión  del  término  probatorio, 
salvo  el  caso  de  fuerza  mayor,  se  refiere  únicamente  á  la  peti- 
ción que  para  el  objeto  de  probar  interpongan  las  partes  por 
no  quedarles  tiempo  suficiente  para  practicar  las  pruebas;  por- 
que si  sobre  cualquiera  otro  punto  que  no  sea  el  de  practicar 
las  pruebas  se  promoviese  algún  incidente  de  previo  pronuncia- 
miento, se  sustanciará  en  la  misma  pieza  de. autos,  quedando 
entre  tanto  en  suspenso  el  término  de  prueba  mientras  se  re- 
suelve ese  incidente. 
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Durante  la  suspensión  no  puede  practicarse  ninguna  dili- 
gencia de  prueba,  bajo  pena  de  nulidad,  como  practicada  fuera 
del  término  legal. 

Jurisprudencia.  —  Aunque  la  suspensión  se  pida  dentro  de 
término,  no  procede  acordarla  si  no  se  justifica  la  alegación  en 
que  se  funda,  ni  el  hecho  de  fuerza  mayor,  ni  se  manifiesta  si 
dentro  de  cierto  término  puede  ser  removido.  (21  Julio  1895.) 

La  suspensión  del  término  no  puede  estimarse  como  dili- 
gencia cuya  negativa  pueda  dar  lugar  al  recurso  de  casación. 
(28  Marzo  1888. ) 

Artículo  555. 

/ 

El  término  extraordinario  de  prueba  se  otorgará  si  hu- 
biere de  ejecutarse  ulguna  fuera  de  la  Península,  de  las  is- 
las adyacentes,  ó  de  las  posesiones  españolas  de  África. 
(Ley  ant,  art.  263.) 

Artículo  556. 

El  término  extraordinario  será: 

De  cuatro  meses,  si  hubiere  de  ejecutarse  la  prueba  en 
Europa  ó  islas  Canarias. 

De  seis,  si  en  las  Antillas  españolas. 

Y  de  ocho,  si  en  los  continentes  de  América,  África  ó  es- 
calas de  Levante,  en  Filipinas  ó  en  cualquiera  otra  parte 
del  mundo.  (Ley  ant. ,  art.  264.) 

Artículo  557. 

Para  que  pueda  otorgarse  el  término  extraordinario  de 
prueba,  se  requiere: 

1.°  Que  se  solicite  dentro  de  los  tres  días  siguientes  al 
en  que  se  hubiere  notificado  el  auto  recibiendo  el  pleito  á 
prueba. 

2.°  Que  los  hechos  que  se  quieran  probar  fuera  de  la 
Península,  islas  adyacentes  ó  posesiones  españolas  de  Áfri- 
ca, hayan  ocurrido  en  el  país  donde  se  intente  hacer  la 
prueba. 

3.°    Que  cuando  la  prueba  haya  de  ser  testifical,  además 
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de  \o  que  previene  el  art.  640,  se  indique  la  residencia  de 
los  testigos  que  hayan  de  ser  examinados. 

4.°  Que  se  expresen,  en  el  caso  de  ser  la  prueba  docu- 
mental, los  archivos  donde  se  hallen  los  documentos  que 
hayan  de  testimoniarse,  y  que  sean  éstos  conducentes  al 
pleito.  (Ley  ant. ,  art .  265. J 


Artículo  558. 

También  deberá  otorgarse  el  término  extraordinario, 
aunque  los  hechos  hayan  tenido  lugar  en  la  Península  é 
islas  adyacentes  ó  posesiones  españolas  en  África,  cuando 
los  testigos  que  sobre  ellos  deban  declarar  se  hallaren  en 
cualquiera  de  los  puntos  designados  en  el  art.  556. 

En  este  caso  habrán  de  expresarse  en  la  solicitud  los 
nombres  y  residencia  de  los  testigos.  [Ley  ant.,  art.  266.) 

El  examen  de  los  cuatro  artículos  acabados  de  consignar 
hace  ver,  como  oportunamente  advertían  los  Sres.  Manresa, 
Miquel  y  Reus  al  comentar  los  concordantes  de  la  ley  anterior, 
que  con  ligeras  diferencias  decían  lo  mismo,  que  éstos  encie- 
rran dos  pensamientos  capitales,  á  saber: 

1.°    Determinar  los  casos  en  que  procede  la  concesión  del 
término  extraordinario  de  prueba. 

Y  2.°    Señalar  la  duración  de  dicho  término,  según  el  lugar 
en  que  ha  de  practicarse  aquélla. 

En  cuanto  al  primer  punto  se  consigna  en  el  art.  555  un 
principio  general,  del  que,  como  añadían  los  autores  citados,  se 
deduce  que,  no  sólo  debe  concederse  el  término  extraordinario 
de  prueba  cuando  lo  que  se  quiera  probar  haya  ocurrido  fuera 
de  los  puntos  indicados,  y  allí  existan,  por  esa  razón,  los  me- 
dios para  ello,  sino  también  cuando,  á  pesar  de  haber  tenido 
lugar  los  hechos  en  la  Península,  islas  adyacentes  ó  posesiones 
de  África,  se  encontrasen  los  medios  de  prueba  en  otros  puntos 
diferentes;  y  además  han  de  concurrir  los  siguientes  requisitos, 
que  explicaremos  al  tiempo  de  exponer: 

1.°     Que  se  solicite  dentro  de  los  tres  día¿  siguientes  al  en 
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que  se  hubiere  notificado  el  auto  recibiendo  el  pleito  d  prueba. 
Esta  es  una  precaución  que  la  ley  toma  con  el  fin  de  evitar  los 
abusos  que  de  lo  contrario  cabrían  pidiéndose  la  concesión  del 
término  extraordinario  cuando  ya  estuviera  para  fenecer  el 
ordinario;  y  la  prescripción  no  es  nueva,  porque,  previendo  ya 
esos  abusos,  preceptuaron  las  leyes  recopiladas  «que  cualquiera 
de  las  partes  que  quisiere  pedir  término  ultramarino  para  ha- 
cer probanza,  lo  pida  juntamente  con  el  término  ordinario 
luego;  y  que  no  habiendo  pedido  el  dicho  término  ultramarino 
según  dicho  es,  no  le  pueda  después  ser  concedido».  Es  sensi- 
ble, sin  embargo,  que  la  nueva  ley  no  haya  resuelto  explícita- 
mente una  dificultad  que  nace  del  precepto  que  examinamos, 
que  ya  hacían  notar  los  comentadores  de  la  ley  anterior,  y  so- 
bre la  cual  no  sabemos  que  haya  declarado  nada  terminante  la 
jurisprudencia  del  Tribunal  Supremo.  Nos  referimos  á  la  de 
que,  estando  facultados  los  litigantes  para  alegar  hechos  de 
notoria  influencia  en  el  pleito  ocurridos  después  de  presentar 
los  escritos  de  réplica  y  duplica,  ó  anteriores  de  que  no  tuvie» 
ran  conocimiento,  lo  cual  pueden  hacer  por  medio  de  los  escri- 
tos de  ampliación  que  se  han  de  presentar  durante  el  primer 
período  de  prueba  del  término  ordinario  (art.  563),  no  se  sabe 
si  cuando  la  prueba  de  esos  hechos  haya  de  ejecutarse  en  punto 
diferente  de  la  Península,  islas  adyacentes  y  posesiones  espa- 
ñolas de  África  cabrá  pedir  entonces  la  concesión  del  término 
extraordinario.  Ningún  precepto  hay  que  prevea  este  caso  y 
amplíe  ó  modifique  la  terminante  disposición  de  que  el  término 
extraordinario  ha  de  solicitarse  dentro  de  los  tres  días  siguien- 
tes al  en  que  se  hubiere  notificado  el  auto  recibiendo  el  pleito 
á  prueba;  y  aunque  lo  justo  y  lo  lógico  sería  que  en  el  referido 
caso  se  pudiese  pedir  después,  fuerza  será  decir,  con  otros  au- 
tores, que  no  es  posible  á  no  violentar  la  ley,  y  que  al  litigante 
no  le  queda  otro  recurso  que  utilizar  el  medio  de  prueba  en  la 
segunda  instancia,  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  862. 

2.°     Que  los  hechos  que  se  quieran  probar  fuera  de  la  Pe- 
nínsula, islas   adyacentes  ó  posesiones  españolas  de  África 
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hayan  ocurrido  en  el  país  donde  se  intente  hacer  la  prueba.—* 
Esta  prescripción  parece  contradecir  el  precepto  general  con- 
signado en  el  art.  555,  pues,  según  éste,  el  término  extraordi- 
nario de  prueba  se  otorgará  si  hubiere  de  ejecutarse  alguna 
fuera  de  los  puntos  indicados,  y  ahora  resulta  que  es  preciso 
que  los  hechos  que  se  quieran  probar  hayan  ocurrido  en  el  país 
donde  se  intente  hacer  la  prueba.  La  contradicción,  sin  embar- 
go, no  existe,  porque  los  números  todos  del  art.  557  y  el  558 
están  consagrados  á  desenvolver  aquel  precepto  general,  y,  si 
bien  se  limitan  á  establecer  condiciones  para  que  pueda  con- 
cederse el  término  extraordinario,  es  lo  cierto  que,  examinados 
unos  y  otros,  se  ve  que  consienten  la  concesión,  no  sólo  cuando 
los  hechos  que  se  quieran  probar  hayan  ocurrido  en  el  punto 
en  que  se  intente  hacer  la  prueba,  sino  también  cuando  los 
hechos  hayan  tenido  lugar  en  la  Península  é  islas  adyacentes 
ó  posesiones  españolas  de  África,  si  los  testigos  que  sobre  ellos 
deban  declarar  se  hallaren  en  el  país  ó  punto  de  que  se  trate. 
(Art.  558.) 

De  esto  se  deduce,  pues,  que  la  ley  reconoce  dos  casos  dife- 
rentes: uno  en  que,  habiendo  tenido  lugar  los  hechos  en  distinto 
sitio  de  los  enunciados  en  el  art.  555,  pueden  utilizarse  todos 
los  medios  de  prueba;  y  otro  en  que,  habiendo  ocurrido  en  di- 
chos puntos,  puede  utilizarse  la  de  testigos  si  éstos  no  residen 
en  ellos.  (Véase  lo  que  decimos  sobre  el  núm.  5.°) 

3.°  Que  cuando  la  prueba  haya  de  ser  testifical,  además 
de  lo  que  previene  el  art.  640,  se  indique  la  residencia  de  los 
testigos  que  hayan  de  ser  examinados. — El  objeto  de  esta  dis- 
posición es  el  de  que  el  Juez  pueda  fijar  el  término  dentro  del 
cual  deba  examinarse  á  los  testigos,  y  dirigir,  por  la  forma  y 
conducto  debidos,  el  exhorto  que  con  ese  fin  habrá  de  librarse, 
pues,  según  se  lee  en  el  art.  556,  el  término  extraordinario  de 
prueba  varía  entre  cuatro  y  ocho  meses,  según  el  punto  de  que 
se  trate;  y  con  arreglo  «1  art.  300,  los  exhortos  á  países  extra- 
ños deben  dirigirse  por  el  conducto  y  forma  establecida  en  los 
Tratados;  á  falta  de  éstos,  en  la  que  determinen  las  disposicio- 
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nes  generales  del  Gobierno,  y  estándose  en  todo  caso  al  princi- 
pio de  reciprocidad. 

En  el  precepto  que  examinamos,  copiado  de  la  ley  anterior, 
se  ha  añadido  á  lo  que  en  ésta  constaba,  que  se  cumplirá  lo 
prescrito  en  el  art.  640,  además  de  indicar  lá  residencia  de  los 
testigos  que  deban  ser  examinados;  y  en  dicho  art.  640  se  de- 
termina que  dentro  de  los  diez  días  siguientes  al  de  la  notifica- 
ción de  la  providencia  admitiendo  dicha  prupba,  presentará  la 
parte  interesada  la  lista  de  los  testigos  de  que  intente  valerse, 
expresando  el  nombre  y  apellido  de  cada  uno  de  ellos,  su  pro- 
fesión ú  oficio,  su  vecindad  y  las  señas  de  su  habitación  si  le 
constase;  que  las  listas  podrán  adicionarse  dentro  del  término; 
que  de  ellas  se  dará  copia  á  la  parte  ó  partes  contrarias,  y  que 
no  podrán  ser  examinados  otros  testigos  que  los  comprendidos 
en  las  mismas.  A  nuestro  juicio,  esto  es  exigir  un  lujo  de  for- 
malidades de  difícil  cumplimiento,  y  que  bien  puede  acarrear 
perjuicios,  porque,  tratándose  de  hechos  ocurridos  fuera  de  la 
Península,  islas  adyacentes  ó  posesiones  españolas  de  África, 
ocurrirá  muchas  veces  que  la  parte  que  pida  la  prueba  ignorará 
el  nombre  y  demás  circunstancias  que  se  prescriben  de  los  tes- 
tigos, y  si  en  ese  caso  no  se  le  admite  la  proposición  de  prueba 
por  no  llenar  ó  cumplir  tales  requisitos,  puede  venir  á  quedar 
indefenso.  Y  tanto  más  cierto  es  que  se  exige  por  la  disposi- 
ción que  examinamos  un  verdadero  lujo  de  formalidades,  cuan- 
to que  para  el  caso  de  que  habiendo  tenido  lugar  los  hechos  en 
la  Península,  islas  adyacentes  ó  posesiones  españolas  de  África, 
que  ya  es  más  fácil  sepa  la  parte  las  circunstancias  todas  de 
los  testigos,  se  limita  la  ley,  incurriendo  en  una  inconsecuen- 
cia, á  prescribir  que  se  exprese  en  la  solicitud  los  nombres  y 
residencia  de  los  testigos. 

En  nuestro  sentir,  cuando  oídas  las  partes  demuestre  la  que 
haya  pedido  la  prueba  que  la  es  imposible  dar  los  detalles  que 
el  art.  640  determina,  se  podrá  intentar  la  práctica  de  aquélla 
con  sólo  que  se  sepa  la  residencia  de  los* testigos;  á  lo  menos  esto 
responde  á  la  naturaleza  misma  de, la  prueba  de  que  se  trata. 

53 


Digitized  by  VjOOQIC 


83£  LEY   DE  ENJUICIAMIENTO  CIVIL 

4.°  Que  se  expresen,  en  el  caso  de  ser  la  prueba  documen- 
tal, los  archivos  donde  se  haUen  los  documentos  que  hayan  de 
testimoniarse  y  que  sean  éstos  conducentes  al  pleito. — Respec- 
to de  este  precepto,  no  tenemos  que  decir  más  que  lo  que  ya 
han  expuesto  los  comentadores  de  la  ley  anterior,  á  saber:  que 
aunque  parece  limitarse  á  los  documentos  que  hayan  de  testi- 
moniarse, no  puede  menos  de  extenderse  á  los  demás  casos,  por- 
que no  hay  razón  para  que  no  proceda  la  concesión  del  término 
extraordinario,  cuando  impugnada  expresamente  su  autentici- 
dad ó  su  exactitud  por  la  parte  á  quien  perjudiquen,  debe  pro- 
cederse  á  su  reconocimiento  ó  su  cotejo  (art.  597);  y  que  huelga 
la  prescripción  de  que  ha  de  tratarse  de  documentos  conducen- 
tes  al  pleito,  porque  en  el  art.  566  se  concede  á  los  Jueces  la 
facultad  de  repeler  de  oficio  las  pruebas  que  estime  impertinen- 
tes ó  inútiles,  y  entre  éstas  tienen  que  contarse  los  documentos 
que  no  conducen  al  objeto  del  litigio. 

5.°  Que  cuando  los  hechos  hayan  tenido  lugar  en  la  Penín- 
sula é  islas  adyacentes  ó  posesiones  españolas  de  África  y  los 
testigos  que  sobre  ellos  deban  declarar  se  hallaren  en  cualquie- 
ra de  los  puntos  designados  en  el  art.  556,  se  expresarán  en 
la  solicitud  los  nombres  y  residencia  de  dichos  testigos.  — Esta 
prescripción  se  halla  contenida  en  el  art.  558,  y  sobre  ella,  des- 
pués de  lo  que  hemos  manifestado  al  tratar  de  las  anteriores, 
nada  tenemos  que  decir.  La  ley,  admitiendo  la  posibilidad  de 
que  los  testigos  muden  de  residencia  y  se  marchen  fuera  de  !a 
Península,  islas  adyacentes  ó  posesiones  españolas  en  África 
después  de  ocurrir  los  sucesos,  admite  también  la  concesión  del 
término  extraordinario  en  este  caso;  y  lo  limita  á  éste  por  ser 
el  único  en  que  frecuentemente  puede  estar  el  medio  de  prueba 
de  un  hecho  acaecido  en  un  país  determinado,  en  otro  distinto. 
Nosotros,  sin  embargo,  hubiéramos  visto  con  gusto  alguna  más 
latitud,  porque  en  muchas  ocasiones  los  documentos,  por  ejem- 
plo, origen  y  raíz  de  contratos  celebrados  en  los  puntos  que  de- 
signa el  art.  555,  pueden  estar  fuera  y  entonces  convendría  que 
pudiera  concederse  el  término  extraordinario. 
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Estos  son  los  requisitos  todos  que  desde  la  anterior  ley  viene 
«exigiéndose  para  la  concesión,  y  á  su  más  ligero  examen  se 
comprende  que  son  algún  tanto  diferentes  de  los  que  exigía  la 
jurisprudencia  antigua,  pues  según  éstas  era  preciso:  1.°,  que 
«el  término  extraordinario  se  pidiera  con  el  ordinario;  2.°,  que 
;se  expresaran  los  nombres  y  apellidos  y  residencia  de  los  testi- 
gos, justificando  dentro  de  treinta  días,  no  sólo  que  aquéllos  se 
hallaban  en  el  lugar  designado,  sino  que  al  acontecer  el  hecho 
litigioso  estaban  en  el  que  sucedió;  3.°,  que  se  jurase  que  no  se 
pedia  el  término  con  malicia;  y  4.°,  que  se  depositara  la  canti- 
vdad  que  el  Juez  estimase  bastante  para  los  gastos  que  el  coliti- 
gante hiciera  en  ir  á  presenciar  el  juramento  de  testigos,  cote- 
jos, etc.,  ó  comisionar  persona  al  efecto;  depósito  que  debía 
perderse  si  no  se  probaban  los  hechos  alegados.  Al  comentar  el 
artículo  562  nos  ocuparemos  en  el  último  de  estos  requisitos. 

El  segundo  pensamiento  que  hemos  dicho  encierran  los  ar- 
tículos que  examinamos,  es  el  referente  á  la  duración  del  térmi- 
no, y  sobre  este  punto  el  art.  556  dispone  i  que  será  de  cuatro 
meses,  si  hubiere  de  ejecutarse  la  prueba  en  Europa  ó  islas  Ca- 
narias; de  seis,  si  en  las  Antillas  españolas;  y  de  ocho,  si  en 
los  continentes  de  América,  África  ó  escalas  de  Levante,  en 
filipinas  ó  en  cualquiera  otra  parte  del  mundo.  Es  decir,  que 
la  nueva  ley  acepta  todos  los  términos  establecidos  por  la  ante- 
rior, menos  el  relativo  á  Filipinas  ó  cualquiera  otra  parte  del 
mundo  no  designada,  que  lo  reduce  é  ochó  meses  de  un  año  en 
-que  consistía.  En  este  punto  es  de  creer  que  el  legislador  no 
haya  procedido  sin  atender  á  los  medios  de  comunicación  de  que 
hoy  se  dispone  y  á  las  lecciones  de '  la-  experiencia,  y  cuanto 
dijéramos  fuera  inútil.  La  misma  práctica  se  encargará  de  de- 
mostrar en  adelante  si  los  términos  antedichos  son  ó  no  redu- 
•cidos. 

Pero  la  ley  actual  no  ha«  resuelto  expresamente  si  siempre 
hay  que  conceder  todo  el  término  ó  queda  al  arbitrio  judicial 
porgar  más  ó  menos  dentro  del  señalado?  en  atención  á  la  dis- 
tancia y  medios  de  comunicación  con  el  'ptmto  de  qué  se  trate  y 
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á  la  manera  de  lo  que  queda  dispuesto  para  el  término  ordinario. 
Esta  falta,  pues,  podrá  nuevamente  dar  lugar  á  dudas,  y  para 
resolverlas  habrá  que  tener  en  cuenta  la  jurisprudencia  y  la 
costumbre. 

Tampoco  expresa  si  el  término  extraordinario  es  ó  no  im- 
prorrogable; de  modo  que  en  consideración  á  lo  ordenado  en  el 
artículo  306,  puede  y  debe  tenerse  por  prorrogable;  pero  por 
otra  parte  parece  que,  habiendo  hecho  improrrogable  el  ordina- 
rio, y  dispuesto  en  el  art.  554,  en  consonancia  con  el  311,  que 
se  refiere  á  los  términos  improrrogables,  que  ni  el  ordinario  ni 
el  extraordinario  podrán  suspenderse  sino  por  fuerza  mayor  que 
impida  proponer  ó  practicar  la  prueba  dentro  de  ellos,  debe  con- 
siderarse improrrogable  al  extraordinario,  há  lugar  á  dudar  so- 
bre cuál  es  lo  verdadero.  Dicha  duda  también  deberá  resolverse 
por  lo  que  la  jurisprudencia  y  la  costumbre  tienen  establecido, 
y  en  último  extremo  considerándole  prorrogable  con  arreglo  al 
artículo  306  y  de  conformidad  con  la  opinión  general  de  lo» 
autores. 

Por  último,  creemos  conveniente  advertir  que  cuando  la 
prueba  haya  de  practicarse  en  Portugal  y  en  Gibr altar  procede 
el  término  extraordinario,  pues  aunque  los  artículos  que  comen- 
tamos dicen  que  se  otorgará  cuando  hubiere  de  ejecutarse  fuera 
de  la  Península,  es  indudable  que  se  quiere  decir  de  territorio 
español.  Fuera  de  éste  hay  que  recurrir  á  la  vía  diplomática 
para  practicar  las  diligencias,  y  esta  circunstancia  haría  injus- 
to que,  tratándose  de  países  extraños,  se  concediera  sólo  el  tér- 
mino ordinario.  Los  artículos  130  y  132  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento mercantil,  de  que  en  este  punto  tomó  sus  disposiciones 
la  de  Enjuiciamiento  civil  anterior,  expresaban  claramente  lo 
que  acabamos  de  indicar. 

Artículo  559. 

De  la  pretensión  que  se  dedujere  para  que  se  conceda  el 
termino  extraordinario,  se  dará  traslado  por  tres  días  im~ 
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prorrogables  á  la  parte  contraria,  y  9Ín  más  trámites  se  falla- 
rá el  artículo.  (Ley  ant.,  art.  267.) 

En  éste  se  reducen  notablemente  los  trámites  que  hasta  aho- 
ra había  que  seguir  para  resolver  el  incidente,  pues  el  concor- 
dante de  la  ley  anterior,  después  de  prescribir  el  traslado  por 
tres  días  improrrogables  á  Ja  parte  contraria,  añadía:  «y  dando 
copia  de  lo  que  dijere  á  la  que  lo  hubiere  solicitado,  se  fallará 
^1  artículo;  oyendo  á  los  defensores  si  se  pidiere».  Hoy  ya  no 
habrá  más  que  dar  traslado  á  la  parte  contraria  por  tres  días 
improrrogables,  y,  evacuado  éste,  ó  á  solicitud  de  la  otra  parte 
;si  no  se  evacúa  en  el  término  (art.  521),  ó  bien  se  recogerán  los 
autos  por  la  vía  de  apremio  (art.  308),  ó  dictará  auto  el  Juez 
»(y  en  el  caso  de  haberse  recogido  los  autos  también)  dentro  de 
•cinco  días  (art.  758). 

Dado  el  carácter  del  incidente  y  las  facultades  concedidas 
al  Juez  para  repeler  de  oficio  las  pruebas  que  estime  imperti- 
nentes é  inútiles,  nos  parece  acertada  la  reforma,  pues  basta 
que  se  oiga  á  las  dos  partes  para  que  el  Juez  pueda  resolver 
-con  acierto,  y  además  porque,  con  arreglo  al  artíoulo  siguiente 
que  ahora  examinaremos,  tanto  el  auto  en  que  se  otorgue 
«como  el  en  que  se  deniegue  el  término  extraordinario  son  ape- 
lables. 

Abtícülo  560. 

El  auto  en  que  se  otorgue  ó  se  deniegue  el  término  ex- 
traordinario sólo  será  apelable  en  un  efecto.  (Ley  ant.,  ar- 
tículo 268.J 

También  en  este  artículo  se  introduce  una  importante  refor- 
ma con  respecto  á  su  concordante  de  la  ley  anterior,  pues  por 
-ésta,  la  providencia  en  que  se  otorgaba  el  término  extraordina- 
rio era  apelable  sólo  en  el  efecto  devolutivo,  y  la  en  que  se  de- 
negaba, en  ambos  efectos;  mas  esta  reforma  no  la  creemos  con- 
veniente. Que  cuando  se  otorga  el  término  extraordinario  sea 
apelable  en  un  solo  efecto,  se  comprende;  porque,  tanto  por  la 
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conveniencia  de  no  reprimir  lo  que  á  la  alegación  y  práctica  de 
pruebas  se  refiere,  cuanto  porque  á  la  parte  contraria  no  se  la 
pueden  irrogar  perjuicios  ganando  la  apelación,  procede  que  el 
término  extraordinario  empiece  á  correr  desde  luego,  mucho 
más  debiendo  correr,  con  arreglo  al  art.  561,  al  mismo  tiempo 
que  el  ordinario.  Pero  cuando  el  término  extraordinario  se  de- 
ai*tga,  debiera  ser  apelable  el  auto  en  ambos  efectos;  porque 
siéndolo  en  uno  solo  como  ahora  se  dispone,  el  pleito  seguirá 
corriendo,  y  si  la  apelación  es  ganada  por  la  parte  que  la  inter- 
ponga, habrá  que  volverle  al  estado  de  prueba  y  resultará  un 
perjuicio  evidente  para  ambos  litigantes  y  con  especialidad  para 
la  referida  parte  apelante. 

Artículo  561, 

El  término  extraordinario  de  prueba  correrá  al  mismo- 
tiempo  que  el  ordinario;  pero  empezará  á  contarse  desde  el 
día  siguiente  al  de  la  notificación  del  auto  en  que  se  hubie- 
re otorgado.  (Ley  anL,  art.  269.) 

Hacia  falta  que  la  ley  expresara  lo  que  en  el  primer  precep- 
to de  este  articulo  consigna,  pues  si  se  sancionase  la  práctica 
contraria,  si  se  considerasen  incompatibles  uno  y  otro  termina 
y  hasta  que  concluyera  el  ordinario  no  empezase  á  correr  el  ex- 
traordinario, se  alargarían  inútilmente  los  pleitos  y  se  causa- 
rían ño  pocos  perjuicios  en  multitud  de  ocasiones.  Así  es  que  el 
principio  referido,  consignado  en  la  ley  4.a,  título  X,  libro  XI 
de  la  Novísima  Recopilación,  fué  aceptado  por  la  anterior  de 
Enjuiciamiento  y  lo  ha  sido  por  la  actual,  que  á  la  vez,  y  para 
allanar  el  camino  y  que  no  ofrezca  dificultad  el  cumplimiento  de 
tan  justo  precepto,  determina  lo  de  que  el  término  extraordina- 
rio se  solicite  dentro  de  los  tres  días  siguientes  al  en  que  se  hu- 
biere notificado  el  auto  recibiendo  el  pleito  á  prueba  (art.  557), 
y  aun  lo  de  que  el  auto  en  que  se  otorgue  sea  apelable  en  un  solfr 
«fecto  (art.  560). 

Pero  lo  que  no  sucede  es  que  empiecen  á  contarse  en  el  mis- 
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mo  día.  El  término  ordinario  empieza  á  contarse  al  siguiente  de 
notificado  el  auto  en  que  se  reciba  el  pleito  á  prueba,  y  el  ex- 
traordinario, según  dispone  el  mismo  artículo  que  examinamos, 
desde  el  día  siguiente  al  de  la  notificación  del  auto  en  que  dicho 
término  se  hubiere  otorgado. 

Y  aunque  ambos  términos  corren  juntos,  es  también  de  ad- 
vertir que  en  cada  uno  tiene  que  practicarse  su  correspondiente 
prueba,  de  modo  que,  según  dicen  ciertos  autores  muchas  veces 
nombrados,  finalizado  el  primero,  no  puede  ya  ejecutarse  nin- 
guna prueba  en  el  territorio  español  de  la  Península,  islas  adya- 
centes ó  posesiones  españolas  de  África,  y  continuará  el  extra- 
ordinario por  el  tiempo  que  quede  por  transcurrir  para  el  efecto 
único  de  practicar  la  que  corresponda  ejecutar  en  el  país  donde 
se  haya  pedido. 

Abtículo  562. 

El  litigante  á  quien  se  hubiere  concedido  el  término  ex- 
traordinario, y  no  ejecutare  la  prueba  que  haya  propuesto, 
será  condenado  á  pagar  á  su  contrario  una  indemnización, 
que  no  podrá  bajar  de  500  pesetas  ni  exceder  de  6.000,  á 
juicio  del  Juez  que  conozca  de  los  autos,  salvo  si  apareciere 
que  no  ha  sido  por  su  culpa,  ó  si  desistiere  de  hacer  dicha 
prueba  antes  de  que  transcurra  ei  término  ordinario. 

Esta  indemnización  se  impondrá  en  la  sentencia  defini- 
tiva. ( Ley  ant. ,  art.  270. ) 

Dijimos  en  el  comentario  á  los  artículos  555  y  siguientes 
que  las  leyes  recopiladas  obligaban  al  que  pedía  el  término  ex- 
traordinario á  depositar  una  cantidad,  que  debía  perder  si  no 
probaba  los  hechos  alegados;  y  al  citar  esta  disposición  lo  ha- 
cíamos poniendo  de  relieve  la  diferencia  entre  los  requisitos  que 
exigían  aquellas  leyes  y  los  requeridos  desde  1855  por  las  de 
Enjuiciamiento  civil.  Ahora,  leyendo  el  presente  artículo,  pue- 
de advertirse  que  el  requisito  mencionado  ha  sido,  como  los  de- 
más, aceptado  en  el  fondo,  pero  variado  en  la  forma  y  aun  algo 
en  el  mismo  fondo,  por  la  nueva  ley,  que  no  sólo  exime  de  la 
indemnización  al  que  no  ejecutare  la  prueba  después  de  habér- 


Digitized  by 


Google 


840  LBY   DE   ENJUICIAMIENTO  CIVIL 

sele  concedido  el  término  extraordinario  si  apareciere  que  no  ha 
sido  por  su  culpa,  si  que  también  cuando  desistiere  de  hacerla 
antes  de  que  transcurra  el  término  ordinario. 

El  articulo  que  examinamos  está  en  consonancia  con  el  es- 
píritu de  las  leyes  modernas,  y  es  justo  en  la  mayor  parte  de 
las  disposiciones  que  contiene.  Al  litigante  á  quien  se  hubiere 
concedido  el  término  extraordinario  y  no  ejecutare  la  prueba 
propuesta,  se  le  condena  á  una  indemnización  de  cierta  canti- 
dad, con  el  doble  objeto  de  poner  un  dique  á  la  malicia  de  los 
litigantes  é  indemnizar  á  la  parte  contraria  de  los  perjuicios 
causados  por  la  dilación  y  de  los  gastos  que  haya  podido  hacer. 
Pero  esto  se  entiende  para  cuando  hay  culpa;  porque  de  lo  con- 
trario, es  decir,  si  no  puede  practicar  la  prueba,  la  multa  que 
decía  la  ley  anterior,  ó  la  más  propiamente  llamada  indemniza- 
ción por  la  ley  actual,  no  debe  imponerse,  como  ninguna  otra 
responsabilidad  se  exige  en  los  casos  fortuitos.  T,  por  último, 
es  procedente  que  no  se  imponga  hasta  la  sentencia  definitiva 
para  que  haya  tiempo  de  justificar  la  inculpabilidad. 

La  que  no  nos  parece  afortunada,  la  que  no  encontramos 
completamente  justa,  es  la  disposición  que  exime  de  la  indem- 
nización cuando  se  desistiere  de  hacer  la  prueba  antes  de  que 
transcurra  el  término  ordinario.  El  precepto  es  absoluto,  y  en 
cualquier  caso  que  eso  suceda  tendrá  que  dejarse  de  imponer  ó 
exigir  la  indemnización,  y  cierto  es  que  en  tales  casos  serán 
menores  los  perjuicios  ó  tal  vez  no  se  cause  ninguno  á  la  parte 
contraria;  pero  sin  duda  el  legislador  se  ha  olvidado  de  que  el 
término  ordinario  puede  durar  cincuenta  días,  que  á  un  mismo 
tiempo  han  de  correr  uno  y  otro,  y  que,  en  su  consecuencia, 
podrá  suceder,  muy  á  menudo,  que  aunque  antes  de  terminar  el 
ordinario  se  desista  de  practicar  ó  hacer  la  prueba  del  extraor- 
dinario, esto  no  quitará  que  la  parte  contraria  haya  sufrido  ya 
verdaderos  perjuicios  de  que  debiera  ser  indemnizada. 


Digitized  by 


Google 


UB.   II — TÍT.   II—  ART.  563  841 


Abtículo  563. 


Si  después  de  los  escritos  de  réplica  y  duplica  ocurriese 
algún  hecho  de  influencia  notoria  en  la  decisión  del  pleito, 
ó  hubiere  llegado  á  noticia  de  las  partes  alguno  anterior  con 
esta  circunstancia,  del  cual  juren  no  haber  tenido  antes  co- 
nocimiento, podrán  alegarlo  durante  el  primer  período  del 
término  ordinario  de  prueba,  articulándolo  concretamente 
por  medio  de  un  escrito,  que  se  llamará  de  ampliación. 
(Ley  anL,  art.  260.) 

La  disposición  de  este  artículo  es  la  misma  de  la  del  260  de 
la  antigua  ley,  pero  más  específica  y  terminante.  Según  el  ar- 
tículo de  la  ley  anterior,  el  hecho  á  que  esta  disposición  se  re- 
fiere había  de  ocurrir  después  de  recibido  el  pleito  á  prueba  y 
guardar  relación  con  la  cuestión  debatida,  ó  tratarse  de  alguno 
anterior,  llegado  posteriormente  á  noticia  de  las  partes,  del 
cual  jurasen  no  haber  tenido  antes  conocimiento ,  sin  que  mar- 
cara tiempo  fijo  para  presentar  el  escrito. 

Conforme  á  la  nueva  ley,  ese  hecho  ha  de  ocurrir  ó  se  ha  de 
tener  conocimiento  de  él,  después  de  presentados  los  escritos  de 
réplica  y  duplica,  ha  de  ser  de  influencia  notoria  en  la  decisión 
del  pleito,  no  de  mera  relación,  como  decía  la  antigua  ley,  y  ha 
de  alegarse  durante  el  primer  período  del  término  ordinario  de 
prueba;  esto  es,  durante  los  primeros  veinte  días,  articulándolo 
concretamente  por  medio  de  un  escrito  que  se  llamará  de  am- 
pliación. 

Estos  escritos  de  ampliación  fueron  una  novedad  en  la  ley 
de  1855,  con  relación  á  la  legislación  antigua,  puesto  que  la 
ley  1.a,  título  XV,  Partida  3.a,  disponía  que  durante  el  término 
de  prueba  no  debía  el  Juez  «íacer  ninguna  cosa  nueva  en  el 
pleyto  sin  se  trabajar  dello,  fueras  ende  sobre  aquella  razón 
por  que  fué  dado  el  plazo,  así  como  rescibir  testigos  ó  veer  las 
cartas  é  los  previllejos  que  aducen  antel  en  prueba».  Así,  que 
al  ver  consignada  esa  novedad  en  la  antigua  ley,  no  fueron  po- 
cos los  que  temieron  ver  en  ella  una  nueva  arma  que  habían  de 
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esgrimir  los  litigantes  de  mala  fe;  y  al  ver  consignada  esa  mis- 
ma disposición  en  la  nueva  ley,  aunque  esté  rodeada  de  algunas 
circunstancias  que  eviten  esa  temeridad  ó  mala  fe,  no  han  de 
faltar  ocasiones  en  que  se  emplee  ésta. 

Dos  casos  únicos  designa  la  ley  para  que  ese  escrito  de  am- 
pliación proceda:  que  después  de  los  escritos  de  réplica  y  dupli- 
ca ocurra  algún  hecho  de  influencia  notoria  en  la  decisión  del 
pleito,  ó  que,  aun  ocurrido  antes,  llegue  á  noticia  de  las  partes 
con  esta  circunstancia,  es  decir,  con  esta  influencia  notoria, 
con  lo  que  se  ha  llenado  una  omisión  de  la  antigua  ley,  que  dio 
lugar  á  dudar  si  había  de  tener  relación  con  la  cuestión  que  se 
ventilaba  ese  hecho  anterior,  pero  desconocido,  al  término  de 
prueba. 

Téngase  en  cuenta  que  los  hechos,  tan  nuevos  como  anterio- 
res de  que  no  se  tuvo  noticia,  si  bien  han  de  ser  de  influencia 
notoria  en  el  pleito,  no  han  de  ser  de  los  que  cambian  la  natu- 
raleza de  la  acción  entablada;  porque  esto  estaría  en  pugna  con 
los  buenos  principios  y  con  las  disposiciones  del  art.  549  de  la 
ley,  y  entonces  no  sería  un  escrito  de  ampliación,  sino  un  es- 
crito nuevo,  porque  en  vez  de  ampliar  el  debate  vendría  á  in- 
novarlo. 

La  palabra  podrán  que  usa  el  artículo,  con  relación  á  los 
litigantes,  significa  que  es  potestativo  en  éstos  hacer  ó  no  uso 
de  esa  facultad;  pero  al  mismo  tiempo  denota  que  una  vez  pre- 
sentado el  escrito,  debe  ser  admitido  por  el  Juez  y  lo  tendrá 
presente.  La  palabra  alegar  que  inmediatamente  usa  la  ley, 
demuestra  que  sólo  para  este  objeto  ha  de  presentarse  el  escrito 
de  ampliación,  sin  que  pueda  entrarse  en  consideraciones  sobre 
los  demás  hechos  objeto  del  debate.  Si  en  ese  escrito  se  alegase 
más  de  un  hecho,  deberá  exponerse  concretamente,  como  dice 
la  ley,  y  con  la  debida  numeración.  Si  las  partes  no  se  acomo- 
dan á  las  reglas  establecidas,  el  Juez  deberá  rechazar  de  oficio 
el  escrito,  y  si  no  lo  hiciere,  la  parte  contraria  podrá  promover 
un  artículo  incidental. 

Según  la  ley  antigua,  desde  que  se  recibía  el  pleito  á  prueba 
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\hesta  el  último  día  en  <$ue  éste  concluía,  estaban  las  partes 
«■feotflttAfta  fuá  hacer  nao  de  esa  ampliación.  Según  la  moder- 
na, sólo  dmémm-á&  ipámmm>fmBsmé*  de  pmdba,  es  decir,  el  de 
veinte  días,  el  que  la  ley  designa  p#r*  proponerla.  ¿Mré  jhe»- 
sentarse  durante  ese  término  más  de  un  escrito  de  ampliación 
para  alegar  los  hechos  posteriores  ó  desconocidos,  ó  sólo  podrá, 
presentarse  uno  solo?  La  ley  habla  de  poder  alegar  el  hecho, 
formulando  un  escrito;  pero  entendemos  que  esto  no  significa, 
que  sea  uno  solo  el  que  pueda  presentarse,  sino  que  ese  escrito 
.se  refiere  á  cada  caso  que  ocurra. 

Y  si  después  de  presentado  un  escrito  de  ampliación  alegan- 
do un  hecho  nuevo  ó  desconocido,  ocurre  otro  con  alguna  de 
estas  circunstancias,  y  con  las  demás  que  exige  la  ley,  la  parte 
estará  autorizada  para  presentar  un  nuevo  escrito  alegando  ese 
segundo  hecho.  Entiéndase  que  esto  no  quiere  decir  que  para 
cada  hecho  haya  de  presentarse  un  escrito:  si  los  litigantes  tie- 
nen que  alegar  varios,  han  de  hacerlo  en  el  primer  escrito,  si 
ya  los  conocen;  pero  si  después  de  presentado  el  primero  llega- 
re á  su  noticia  la  existencia  de  otro  ú  otros,  los  alegarán  en 
nuevo  escrito,  y  á  cada  uno  de  ellos  se  dará  la  tramitación  que 
marca  el  artículo  siguiente. 

Inútil  parece  añadir  que  con  los  escritos  de  ampliación  han 
de  acompañar  los  litigantes  copia  de  los  documentos  en  que  se 
apoyen,  si  esto  es  posible. 

Artículo  564. 

Del  escrito  de  ampliación  se  dará  traslado  á  la  parte 
contraria,  para  que,  dentro  de  los  tres  días  siguientes  al  de 
la  entrega  de  la  copia,  confiese  ó  niegue  llanamente  el  hecho 
ó  hechos  alegados. 

Al  mismo  tiempo  podrá  alegar  otros  hechos  que  aclaren 
ó  desvirtúen  los  articulados  en  dicho  escrito.  (Ley  ant.,  ar- 
tículo 261.) 

Aunque  la  disposición  de  este  artículo  está  tomada  del  pá- 
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rrafo  primero  del  261  de  la  anterior  ley,  hay  entre  ellos  bas- 
tante diferencia.  Este  artículo  marca  la  sustanciación  que  ha 
de  darse  á  los  escritos  de  ampliación.  Dentro  de  los  tres  días 
siguientes  al  de  la  entrega  de  la  copia  de  dicho  escrito,  ha  de 
darse  traslado  á  la  parte  contraria  para  que  confiese  ó  niegue 
llanamente  el  hecho  ó  hechos  alegados,  y  al  mismo  tiempo 
pueda  alegar  otros  hechos  que  aclaren  ó  desvirtúen  los  articu- 
lados en  dicho  escrito. 

En  la '  presentación  de  los  escritos  de  ampliación  no  hay 
preferencia  entre  el  demandante  y  el  demandado.  Cualquiera 
de  ellos  puede  adelantarse  á  utilizar  el  derecho  concedido  en  el 
artículo  anterior,  dándose  traslado  á  la  otra  parte;  y  puede 
ocurrir  que  se  presenten  al  mismo  tiempo  dos  escritos  de  am- 
pliación, uno  por  cada  parte,  y  entonces  se  dará  traslado  de 
cada  uno  de  ellos  á  la  contraria.  Por  eso  este  artículo  no  em- 
plea las  palabras  actor  ni  demandado,  sino  simplemente  la 
parte  contraria.  Este  traslado  se  concreta  al  hecho  ó  hechos 
alegados  en  los  escritos  de  ampliación,  no  á  los  hechos  ya  dis- 
cutidos en  los  escritos  de  réplica  y  duplica. 

La  nueva  ley,  por  su  plausible  sistema  de  dar  los  traslados 
por  copia,  no  puede  dar  lugar  á  la  duda  de  si  este  incidente  que 
se  promueve  por  la  presentación  de  escritos  de  ampliación  ha- 
de unirse  ó  no  al  expediente  principal  antes  de  los  traslados. 
En  la  antigua  ley,  aun  ojiando  ella  no  lo  decía,  se  suponía  que 
no  debían  unirse  hasta  después,  ya  porque  el  traslado  sólo  era 
del  escrito  de  ampliación,  y  sólo  para  los  hechos  en  él  alega- 
dos, ya  también  porque  los  autos  principales  pudieran  encon- 
trarse en  poder  de  una  de  las.  partes  para  proponer  prueba; 
pero  hoy,  como  los  autos  originales  están  siempre  en  la  Escri- 
banía y  no  se  entregan  para  los  traslados,  no  hay  inconveniente 
en  que  se  una  á  ellos  el  escrito  de  ampliación,  puesto  que  el 
traslado  se  ha  de  dar  mediante  copia  de  éste  y  de  los  documen- 
tos que  con  él  se  acompañen. 

Los  escritos  de  ampliación  han  de  sustanciarse  durante  el 
término  de  prueba,  y  según  la  nueva  ley  en  el  primer  período, 
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porque  de  otra  manera  no  tendrá  explicación  el  art.  565,  que 
dispone  que  la  prueba  que  se  proponga  se  concretará  á  los  he- 
chos fijados  en  los  escritos  de  demanda,  contestación,  réplica  y 
duplica,  y  á  los  de  ampliación;  y  la  prueba,  según  la  ley,  sólo 
se  puede  proponer  en  su  primer  período.  Pero  aquí  ocurre  una 
dificultad  paia  nosotros  insuperable.  Las  partes  están  faculta- 
das para  alegar  hechos  nuevos  ó  desconocidos  en  escrito  de 
ampliación  durante  el  primer  período  de  prueba,  es  decir,  du- 
rante los  primeros  veinte  días.  Pueden  hacerlo  al  decimonove- 
no día.  Y  en  tal  caso:  ¿cómo  se  sustancia  ese  incidente  á  que  da 
lugar  el  escrito  de  ampliación  en  un  término  que  concluye  á  las 
pocas  horas  de  presentarse  el  escrito,  y  que,  sin  embargo,  la 
parte  contraria  tiene  derecho  á  que  se  le  dé  traslado  por  diez 
días?  ¿Cómo  va  á  alegar  esa.  parte  contraria  los  nuevos  hecho» 
para  que  está  autorizada  en  un  término  que  ya  ha  concluido?  Y 
si  en  este  caso  se  sustancia  ese  incidente  en 'el  segundo  periodo,, 
lo  que  la  ley  parece  negar,  ¿cómo  se  va  á  proponer  prueba  sobre 
los  hechos  de  ese  escrito  de  ampliación,  si  el  período  para  pro- 
ponerla ya  ha  transcurrido?  Hemos  dicho,  y  repetimos  con  más 
razón  ahora,  que  la  división  del  término  de  prueba,  ya  merma- 
do en  período  de  proposición  y  período  de  ejecución,  ha  de  ser 
desfavorable  á  los  litigantes  y  ha  de  producir  en  no  pocos  casos 
indefensión. 

Para  resolver  una  dificultad  parecida  á  la  que  hemos  apun- 
tado, que  no  es  ciertamente  imaginaria,  y  á  que  dio  lugar  la 
antigua  ley,  y  eso  que  aquélla  no  hacía  esa  división  del  período 
de  prueba,  y  se  podía,  según  ella,  proponer  y  ejecutar  jésta 
hasta  el  último  momento;  para  resolver  la  dificultad  de  que  una 
parte,  de  buena  ó  mala  fe,  presentara  un  escrito  de  ampliación 
alegando  nuevos  hechos  el  último  día  de  prueba,  cuando  no  ha- 
bía tiempo  para  tramitar  ese  incidente,  los  Sres.  Manresa  y 
Reus  encontraron  el  remedio  en  la  suspensión  del  término  pro- 
batorio, á  petición  de  parte,  por  haberse  presentado  un  obstácu- 
lo cuya  remoción  no  había  estado  al  alcance  del  que  pidiere  la 
suspensión,  y  existir  en  su  virtud  la  justa  causa  de  que  hablaba 
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la  ley  para  otorgar  dicha  suspensión.  Pero  es  el  caso  que  la 
nueva  ley  ha  dicho  en  su  art.  554  que  no  podrán  suspenderse 
los  términos  sino  por  fuerza  mayor  que  impida  proponer  ó 
practicar  la  prueba  dentro  de  ellos.  ¿Puede  ser  caso  de  fuerza 
mayor  el  presentar  un  litigante,  de  bueña  ó  de  mala  fe,  un  es- 
crito dentro  de  un  término  que  está  para  expirar,  y  que,  sin 
embargo,  ha  de  tramitarse  en  un  periodo  de  unos  cuantos  días? 
Desde  luego  creemos  que  ese  no  es  caso  de  fuerza  mayor,  y  que, 
por  tanto,  la  dificultad  es  irresoluble,  y  lo  que  ha  de  producir 
38  un  caso  de  indefensión. 


Artículo  565. 

La  prueba  que  se  proponga  se  concretará  á  los  hechos 
fijados  definitivamente  en  los  escritos  de  réplica  y  duplica, 
ó  en  los  de  demanda  y  contestación,  y  en  los  de  ampliación 
on  su  caso,  que  no  hayan  sido  confesados  llanamente  por  la 
parte  á  quien  perjudiquen.  (Ley  ant.,  art.  261,  par.  ¿.Q} 

La  disposición  de  este  artículo  es  la  misma  que  la  del  párra- 
fo segundo  del  261  de  la  anterior  ley,  que  en  la  moderna  ve  ¿a 
puesto  con  más  lógica  en  artículo  separado,  no  involucrando, 
como  se  hacia  allí,  dos  cuestiones  distintas.  Se  refiere  este 
nuevo  artículo  á  la  proposición  de  la  prueba,  que  ha  de  concre- 
tarse á  los  hechos  fijados,  ya  en  la  demanda  y  contestación,  ya 
en  los  escritos  de  réplica  y  duplica,  y  en  los  de  ampliación,  en 
su  caso,  que  no  hayan  sido  confesados  llanamente  por  la  parte 
á  qu^en  perjudiquen.  Este  último  miembro  del  artículo  es  nue- 
vo, y  se  refiere,  no  sólo  á  los  hechos  fijados  en  los  escritos  de 
ampliación,  sino  á  los  fijados  en  los  escritos  anteriores.  Tam- 
bién ha  sido  más  lógico  el  nuevo  artículo  que  el  párrafo  del 
anterior,  al  decir  «la  prueba  que  se  proponga»,  en  vez  de  «la 
prueba  que  se  ejecute»,  que  decía  con  notable  impropiedad  la 
ley  anterior,  porque  sin  proponerse  antes  no  puede  ejecutarse 
después.  Y  siguiendo  la  nueva  ley  corrigiendo,  con  acierto,  4* 
la  anterior,  dice  que  la  prueba  que  se  proponga  «se  concretará», 
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«n  vez  de  usar  la  locución,  también  impropia,  de  la  anterior, 
que  decía  «que  sería  extensiva»,  sin  haber  dicho  antes  á  qué 
puntos  se  había  de  concretar.  Y  al  decir  la  ley  los  escritos  de 
demanda  y  contestación  con  referencia  á  los  hechos,  lo  hace 
por  si  no  hubiere  los  de  réplica  y  duplica,  con  arreglo  al  ar- 
tículo 547,  porque  si  los  hay,  en  ellos  y  en  los  de  ampliación,  en 
su  caso,  se  fijan  definitivamente  los  hechos  y  puntos  de  derecho. 
En  los  escritos  presentados  en  el  período  anterior  al  de  la 
prueba,  las  partes  deben  haber  expuesto  y  discutido  todos  los 
fundamentos  en  que  hacen  descansar  su  acción  ó  sus  excepcio- 
nes, y  las  pruebas  no  deben  recaer  más  que  sobre  los  hechos 
dudosos;  esto  es,  sobre  todos  aquellos  en  que  no  están  confor- 
mes las  partes  y  sobre  los  cuales  gira  la  controversia.  Si  los 
litigantes  han  convenido  en  un  hecho,  la  prueba  sobre  él  es 
inútil;  y  si  se  propone,  debe  repelerse  de  oficio. 

Según  este  artículo,  no  basta  que  la  prueba  recaiga  sobre 
hechos  dudosos  ó  controvertidos;  es  decir,  aquellos  que  no  ha- 
yan sido  confesados  llanamente  por  la  parte  á  quien  perjudi- 
quen; es  necesario  además  que  dichos  hechos  se  hayan  expuesto 
y  fijado  en  los  escritos  de  demanda  y  contestación  y  réplica  y 
duplica,  y  en  los  de  ampliación,  en  su  caso.  A  pesar  de  ser  ésta 
la  interpretación  lógica  del  artículo,  se  ha  visto  muchas  veces 
proponer  prueba  sobre  hechos  contrarios  á  los  que,  alagados  por 
la  parte  adversa,  habían  sido  admitidos  por  la  proponente;  y  la 
jurisprudencia  sobre  la  admisión  de  estas  pruebas  era  diversa, 
fundándose  la  que  las  admitía  en  la  creencia  de  que  durante  el 
término  de  prueba  sólo  puede  presentarse  un  escrito  de  amplia- 
ción, y  suponiendo  que  ocurra  el  caso  de  conocerse  un  hecho 
nuevo  que  no  esté  comprendido  en  los  escritos  anteriores,  con 
este  motivo  se  asentaba  que  los  Tribunales  no  deben  hallarse 
imposibilitados  para  recibir  la  prueba  de  un  hecho  que  quizá 
sea  por  sí  solo  bastante  para  conocer  la  verdad.  Pero  como  ya 
indicaron  los  Sres.  Manresa  y  Reus  en  sus  comentarios  á  la 
antigua  ley,  habiendo  buena  fe  no  puede  ocurrir  ese  caso,  por- 
que con  alegar  en  escritos  de  ampliación  esos  nuevos  hechos  de 
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que  antes  no  había  tenido  la  parte  conocimiento,  se  está  dentro 
de  la  ley  y  puede  proponerse  la  prueba  sobre  este  hecho,  salvo 
lo  que  hemos  dicho  en  el  articulo  anterior,  respecto  á  la  impo- 
sibilidad de  practicar  prueba  sobre  él  si  se  presenta  al  concluir 
el  período  destinado  para  proponerla. 

El  presente  artículo,  sin  embargo,  da  un  medio  seguro  para 
conocer  la  pertinencia  de  la  prueba  propuesta  y  repelerla  6 
aceptarla,  puesto  que  ha  de  ser  de  los  hechos  consignados  con 
anterioridad. 

Jurisprudencia.  —  Infringe  este  artículo  la  sentencia  que 
absuelve  al  demandado  en  un  juicio  de  retracto,  por  no  haber 
justificado  el  demandante  que  interpuso  en  tiempo  la  demanda, 
cuando  en  ésta  se  hace  constar  tal  circunstancia  y  el  demanda- 
do está  conforme  con  los  hechos.  (27  Octubre  1896.) 


Abtícülo  566. 

Los  Jueces  repelarán  de  oficio  las  pruebas  que  no  se 
acomoden  á  lo  establecido  en  el  artículo  anterior,  y  todas 
las  demás  que  sean,  á  su  juicio,  impertinentes  ó  inútiles. 
(Ley  ant.j  art.  274.) 

Este  artículo  está  tomado  del  274  de  la  ley  anterior,  aunque 
más  ampliado  y  terminante.  El  artículo  de  la  ley  antigua  decía 
solamente  que  los  Jueces  repelerían  de  oficio  las  pruebas  imper- 
tinentes ó  inútiles  que  propusieran  las  partes.  El  de  la  ley  mo- 
derna dice  que  los  Jueces  harán  lo  mismo  con  las  pruebas  que 
no  se  acomoden  á  lo  establecido  en  el  artículo  anterior  y  con 
todas  las  demás  que  sean  á  su  juicio  impertinentes  ó  inútiles. 

Respecto  á  las  primeras  no  puede  haber  duda  alguna.  Todas* 
las  pruebas  que  no  se  concreten  á  los  hechos  fijados  definitiva- 
mente en  los  escritos  de  réplica  y  duplica  ó  en  los  de  demanda 
y  contestación,  y  en  los  de  ampliación  en  su  caso,  ó  que  hayan 
sido  confesados  llanamente  por  la  parte  á  quien  perjudiquen, 
no  se  acomodan  á  lo  establecido  en  el  art.  565  y  han  de  repeler- 
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se  de  oficio.  ¿Pero  qué  pruebas  son  las  á  que  se  refiere  el  último 
miembro  del  artículo  que  anotamos?  Por  él  se  concede  una  gran 
facultad  á  los  Jueces,  que  no  es  seguramente  nueva,  ni  lo  fué 
en  la  ley  anterior,  que  consignó  igual  precepto.  . 

Por  más  que  las  palabras  impertinente  é  inútil  parecen  si- 
nónimas y  pueden  estar  comprendidas  una  dentro  de  otra,  tie- 
nen distinto  sentido.  Gramaticalmente  hablando,  impertinente 
es  lo  que  no  viene  al  caso,  lo  que  está  fuera  de  la  cuestión  que 
se  debate  y  no  tiene  relación  ni  analogía  con  ella,  en  cuyo  caso 
también  es  inútil;  pero  inútil,  propiamente,  es  lo  que,  á  pesar 
de  tener  alguna  relación  ó  analogía  con  el  punto  que  se  debate, 
no  influye  en  su  resultado,  por  las  circunstancias  que  le  acom- 
pañan; y  por  eso  no  puede  decirse  que  es  impertinente.  Luego 
pruebas  impertinentes  serán  aquellas  que  no  se  refieren  á  los  he- 
chos alegados  por  las  partes,  y,  por  consecuencia,  que  no  tienen 
relación  con  la  cuestión  que  se  ventila;  y  pruebas  inútiles, 
aquellas  que,  aun  cuando  tengan  relación  con  el  litigio,  no 
aumentan  ni  disminuyen  el  valor  legal  del  hecho  sobre  que  ver- 
san. Y  esta  misma  explicación  da  de  la  primera  la  ley  7.a,  tí- 
tulo XIV,  Partida  3.a,  diciendo  «que  aquella  prueba  debe  ser 
tan  solamente  rescibida  en  juicio,  que  pertenece  al  pleito  prin- 
cipal sobre  que  es  fecha  la  demanda:  ca  non  debe  consentir  el 
judgador  que  las  partes  despierdan  do  su  tiempo  en  vano  en 
probando  cosas  de  que  no  puedan  después  aprovechar,  maguer 
las  probasen»;  y  la  ley  5.a,  título  X,  libro  XI  de  la  Novísima 
Recopilación,  previene,  hablando  de  las  segundas,  «que  si  algu- 
no razonare  alguna  cosa  en  pleyto,  y  dixere  que  lo  quiere  pro- 
bar, si  la  razón  fuese  tal  que,  aunque  la  probare  no  le  podía 
aprovechar  en  su  pleyto  ni  dañar  á  la  otra  parte,  el  Juez  no 
reciba  tal  probanza;  y  si  la  recibiere,  que  non  vala». 

Así,  pues,  la  impertinencia  de  la  prueba  es  fácil  de  calificar; 
y  aun  creemos  que  está  demás  en-  el  artículo  que  notamos,  pues 
es  la  que  se  refiere  á  hechos  no  alegados  por  las  partes;  y  tales 
pruebas  ya  se  rechazan  por  el  mismo  artículo,  como  no  com- 
prendidas en  el  anterior.  Para  calificar  la  inutilidad  de  las 
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pruebas  puede  ofrecerse  dificultades,  porque  depende  del  juicio 
que  de  ellas  tiene  que  hacer  el  Juez. 

Jurisprudencia. — Son  notoriamente  impertinentes  las  prue- 
bas que  ningún  resultado  útil  y  eficaz  pueden  ofrecer  para  la 
decisión  de  los  puntos  objeto  del  pleito  y  que  no  se  relacionen 
directamente  con  él.  (10  Diciembre  1887.) 

También  son  impertinentes  las  pruebas  que  no  pueden  reali- 
zarse. (16  Mayo  1888  y  21  Junio  1894.) 

Artículo  567. 

Contra  las  providencias  en  que  so  otorgue  alguna  dili- 
gencia de  prueba,  no  se  dará  recurso  alguno. 

Contra  las  en  que  se  deniegue,  sólo  se  pudra  utilizar  el 
de  reposición  dentro  de  cinco  días,  y  si  el  Juez  no  la  esti- 
mase, podrá  la  parte  interesada  reproducir  la  misma  pre- 
tensión en  la  segunda  instancia.  (Ley  ant.,  art.  275.) 

Las  disposiciones  de  este  artículo  están  tomadas  de  las 
del  275  de  la  ley  anterior,  aunque  alteradas  en  su  colocación  y 
en  sus  efectos. 

El  párrafo  primero  del  artículo  que  anotamos  es  el  mismo 
que  ocupaba  el  segundo  lugar  en  el  de  la  ley  anterior.  Según  él, 
contra  las  providencias  en  que  se  otorgue  alguna  diligencia  de 
prueba,  no  se  dará  recurso  alguno;  precepto  que  se  funda  en  las 
mismas  razones  expuestas  al  comentar  el  art.  551. 

El  segundo  párrafo,  que  es  el  primero  del  275  de  la  ley  ante- 
rior, tiene  una  alteración  notable.  Según  la  antigua  ley,  eran 
apelables  en  ambos  efectos  las  providencias  en  que  se  denegase 
alguna  diligencia  de  prueba;  y  según  el  artículo  que  anotamos, 
contra  esa  denegación  sólo  se  podrá  utilizar  el  recurso  de  repo- 
sición dentro  de  cinco  días;  y  si  el  Juez  no  lo  estimase,  podrá 
la  parte  interesada  reproducir  la  misma  pretensión  en  la  segun- 
da instancia. 

La  reforma  entendemos  que  es  en  alto  grado  perjudicial  á 
los  litigantes.  La  disposición  de  la  ley  anterior  dando  el  recur- 


Digitized  by 


Google 


lib.  íi  — tít.  ii  — art.  568  851 

.so  de  apelación  en  ambos  efectos  contra  las  providencias  dene- 
gatorias de  alguna  diligencia  de  prueba,  era  uña  limitación  á 
la  facultad  concedida  á  los  Jueces  para  repeler  de  oficio  las 
pruebas  impertinentes  ó  inútiles  á  su  juicio;  era  contrabalan- 
cear una  autorización,  que  tan  perjudicial  pudiera  ser  para  los 
litigantes,  con  el  derecho  de  éstos  de  alzarse  de  tal  resolución. 
Pero  en  la  nueva  ley,  si  bien  se  concede  algún  derecho  á  las 
partee  para  tal  objeto,  es  limitado  y  deficiente.  En  primer  lu- 
gar, la  reposición  se  acuerda  pocas  veces,  porque  si  el  Juez  ha 
estudiado  la  cuestión  desde  un  principio,  como  debe  hacerlo, 
las  mismas  razones  ha  de  tener  para  sostener  su  providencia 
que  tuvo  para  acordarla;  y  en  segundo  lugar,  por  más  que  en 
la  Superioridad  pueda  reproducir  la  parte  la  misma  pretensión, 
quizá  ya  no  sea  tiempo  de  acreditar  lo  que  se  propuso  en  pri- 
mera instancia  al  proponer  la  diligencia  de  prueba  que  se 
le  negó. 

Ahtícülo   568. 

Cuando  se  solicitare  alguna  diligencia  de  prueba  dentro 
de  los  tres  últimos  días  del  primer  período,  podrá  la  parte 
contraria  proponer,  dentro  de  los  tres  días  siguientes  al  de 
la  entrega  de  la  copia  del  escrito,  la  prueba  que  le  conven- 
ga sobre  los  mismos  hechos. 

Transcurrido  este  último  plazo,  y  en  otro  caso  el  de 
los  veinte  días  fijado  en  el  párrafo  segundo  del  art.  553, 
-quedará  cerrado  definitivamente  el  primer  período  de  la 
prueba,  y  se  dictará  providencia  abriendo  el  segundo  pe- 
ríodo. 

Este  artículo,  sin  concordante  en  la  ley  anterior,  parece  á 
primera  vista  estar  en  contradicción  con  el  553,  que  hace  im- 
prorrogables los  dos  períodos  en  que  divide  el  término  ordinario 
de  prueba,  pues  de  su  lectura  se  infiere  que,  cuando  se  solicite 
alguna  diligencia  dentro  de  los  tres  últimos  días  del  primer  pe- 
ríodo, puede  éste  prorrogarse  hasta  que,  dentro  también  de  los 
tres  días  siguientes  al  de  la  entrega  de  la  copia  del  escrito, 
proponga  la  parte  contraria  la  prueba  que  le  convenga  sobre 
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los  mismos  hechos,  sin  que  se  considere,  en  tanto  que  esto  no- 
suceda,  definitivamente  cerrado  dicho  primer  período,  ni  pue- 
da, en  su  consecuencia,  abrirse  el  segundo. 

Esto  demuestra  que  el  legislador  ha  usado  de  la  palabra  im- 
prorrogable, al  referirse  á  los  días  que  constituyen  el  primer 
período  del  término  de  prueba,  por  no  encontrar,  sin  duda,  otra 
que  expresara  mejor  su  pensamiento;  pero  que  siendo  su  inten- 
ción hacerlos  improrrogables  sub  condiiione,  ha  necesitado 
añadir  lo  que  en  el  artículo  que  examinamos  se  consigna;  y  de- 
cimos que  ha  pensado  hacerlos  improrrogables  condicionalmen- 
te,  porque  no  podía  dejar  de  notar  que,  de  conceder  el  derecho- 
de  proponer  prueba  durante  todo  el  primer  período  (art.  563)  y 
ordenar  que  del  escrito  de  ampliación  se  dará  traslado  á  la  parte- 
contraria  para  que  dentro  de  los  tres  días  siguientes  al  de  la 
entrega  confiese  ó  niegue  llanamente  el  hecho  ó  hechos  alega- 
dos (art.  564)  sobre  los  cuales  puede  girar  la  prueba  (art.  566), 
era  preciso  proveer  para  el  caso  en  que  se  solicitara  alguna  di- 
ligencia dentro  de  los  tres  últimos  días  del  primer  periodo,  en 
cuyo  caso,  ó  había  que  dejar  de  dar  el  traslado  á  la  parte  con- 
traria que  prescribe  el  art.  564,  ó  había  que  dilatar  forzosamen- 
te el  término  de  aquel  período,  extremo  por  el  cual  se  ha  deci- 
dido; y  en  este  caso  también,  es  decir,  ampliado  ya  el  término, 
convenía  darle  el  carácter  de  improrrogable. 

Combinando,  pues,  lo  que  se  prescribe  en  los  artículos  que 
hemos  citado  y  el  que  comentamos,  es  del  único  modo  como  pue- 
de comprenderse  bien  la  intención  de  la  ley,  que,  á  no  ser  así, 
aparece  oscura  y  dando  lugar  á  que  se  crea  que  las  disposicio- 
nes en  que  se  encierra  son  contradictorias  entre  sí.  El  legisla- 
dor ha  querido  que  la  prueba,  que  por  regla  general  ha  de  ver- 
sar sólo  sobre  los  hechos  fijados  en  los  escritos  de  demanda  y 
contestación,  réplica  y  duplica,  se  proponga  nada  más  durante 
el  primer  período  del  término  ordinario,  y  así  lo  ha  expresado- 
declarando  á  éste  improrrogable,  al  parecer,  en  términos  abso- 
lutos (art.  553).  Pero  ante  la  contingencia,  muy  probable,  de 
que  después  de  los  de  réplica  y  duplica  ocurra  algún  hecho  de 


Digitized  by 


Google 


LIB.   II  — TÍT.   II— ART.    568  853 

influencia  notoria  en  la  decisión  del  pleito,  ó  de  que  llegue  á 
noticia  de  las  partes  alguno  anterior  de  que  no  hubieren  tenido 
conocimiento,  se  ha  visto  en  la  precisión  de  admitir  que  dentro 
del  primer  período  pueda  articularse  concretamente  por  medio 
de  un  escrito  de  ampliación  (art.  563),  de  cuyo  escrito  se  ha  de 
dar  traslado  por  tres  días  á  la  parte  contraria,  con  el  doble 
objeto  de  que  confiese  ó  niegue  llanamente  el  hecho  ó  hechos 
alegados,  aduciendo  á  su  vez  ios  que  estime  convenientes  para 
aclarar  ó  desvirtuar  aquéllos,  y  de  que  sobre  los  que  no  haya 
confesado  pueda  girar  la  prueba  (artículos  564  y  565).  Y  admi- 
tida esta  excepción  y  prescrito  ese  traslado  por  tres  días  como 
trámite  necesario  para  que  la  parte  contraria  no  quede  indefen- 
sa, ha  tenido  que  ordenar,  á  pesar  de  aquella  declaración  de 
•que  el  primer  período  del  término  probatorio  era  improrroga- 
ble, que  cuando  se  solicitare  alguna  diligencia  de  prueba  den- 
tro de  los  tres  días  últimos,  podrá  la  parte  contraria  proponer 
en  los  tres  siguientes  al  de  la  entrega  de  la  copia  del  escrito  la 
prueba  que  le  convenga  sobre  los  mismos  hechos,  sin  que  hasta 
que  transcurra  este  plazo  pueda  cerrarse  el  primer  período;  por- 
que, de  no  ser  así,  sería  imposible  conferir  traslado  por  tres  días 
y  que  la  parte  contraria  propusiera  en  tiempo  hábil  la  prueba 
-conducente. 

El  pensamiento  de  la  ley  es,  por  lo  tanto,  claro  y  compren- 
sible, y,  en  suma,  se  reduce  á  establecer  las  dos  reglas  genera- 
les de  que  en  el  primer  período  sólo  se  proponga  la  prueba  que 
verse  sobre  los  hechos  alegados  en  los  escritos  de  demanda, 
contestación,  réplica  y  duplica,  y  de  que  la  proposición  se  haga 
en  el  término  improrrogable  de  veinte  días,  y  á  consignar  al 
propio  tiempo  lo  que  se  ha  de  hacer  en  los  dos  únicos  casos  ex- 
cepcionales de  que  se  alegue  un  hecho  nuevo,  abierto  ya  el  mis- 
mo primer  período,  y  deque  la  alegación  se  haga  en  los  tres  úl- 
timos días;  porque  de  este  modo  hay  un  encadenamiento  lógico 
y  preciso  en  las  disposiciones,  y  quedan  previstos  todos  los  ca- 
nsos y  accidentes  que  pueden  ocurrir. 

Dicho  se  está  que,  prescribiendo  el  artículo  que  comenta- 
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mos  que  la  parte  contraria  puede  proponer  prueba  sobre  los  he- 
chos alegados  dentro  de  los  tres  días  siguientes  al  de  la  entrega 
de  la  copia  del  escrito,  la  parte  que  alegare  el  hecho  también 
podrá  hacerlo,  porque  los  términos  probatorios  son  siempre  co- 
munes (art.  553). 

Artículo  569. 

Los  Jueces  proveerán  á  los  escritos  en  que  se  proponga 
prueba  conforme  se  vayan  presentando. 

Se  librarán  desde  luego  los  mandamientos  compulsorios, 
exhortos  y  demás  despachos  que  sean  necesarios  para  prac- 
ticar la  que  haya  de  ejecutarse  fuera  de  la  cabeza  del  parti- 
do; pero  no  so  entregarán  á  la  parte  interesada  hasta  que, 
dictada  la  providencia  abriendo  el  segundo  período,  se  adi- 
cionen con  nota  del  actuario,  expresiva  del  término  conce- 
dido para  ejecutar  la  prueba,  y  del  día  en  que  principia. 

Este  artículo  tampoco  tiene  concordante  en  la  ley  anterior. 
En  él  se  marca  más  y  más  la  diferencia  que  existe  entre  loa- 
dos períodos  del  término  ordinario",  y  sus  disposiciones,  que 
son  tres,  pueden  considerarse  acertadas.  La  primera  es  que  los 
Jueces  proveerán  á  los  escritos  en  que  se  proponga  prueba  con- 
forme se  vayan  presentando,  para  que  así  las  partes  sepan  á 
qué  atenerse  y  la  proposición  de  la  prueba  lleve  una  marcha 
regular.  La  segunda,  que  se  librarán  desde  luego  los  manda- 
mientos compulsorios,  exhortos  y  demás  despachos  necesarios, 
con  el  fin  de  que,  una  vez  comenzado  el  segundo  período,  no 
haya  dilación  ni  entorpecimiento  alguno  para  la  práctica  de  la 
prueba.  Y  la  tercera,  que  no  se  entregarán  ala  parte  interesada 
hasta  que,  dictada  la  providencia  abriendo  el  segundo  período, 
se  adicionen  con  nota  del  actuario,  expresiva  del  término  con- 
cedido para  ejecutar  la  prueba  y  del  día  en  que  principia,  por- 
que sólo  en  el  segundo  período  se  ha  de  practicar  aquélla,  y  en 
todos  los  despachos  debe  constar  cuáles  son  el  término  conce- 
dido para  ejecutarla  y  el  día  que  comienza,  única  manera  de- 
que las  autoridades  y  personas  encargadas  de  su  cumplimiento- 
sepan  en  qué  plazo  han  de  dársele. 
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Aktícülo  570. 


Toda  diligencia  de  prueba,  incluso  la  de  testigos ,  se 
practicará  en  audiencia  pública,  y  previa  citación  de  las 
partes  con  veinticuatro  horas  de  antelación,  por  lo  menos, 
pudiendo  concurrir  los  litigantes  y  sus  defensores.  (Ley  an- 
terior, art.  278.) 

Importancia  extrema  han  concedido  siempre  nuestras  leyes 
á  la  citación  de  la  parte  contraria  para  toda  diligencia  de 
prueba,  porque  así  se  asegura  la  imparcialidad  en  su  práctica, 
y  no  cabe  negar  en  modo  alguno  que  se  haya  verificado.  La 
ley  4.a,  título  XXIII,  Partida  3.a,  por  ejemplo,  prevenía  que 
la  confesión  en  juicio  se  prestara  estando  el  contendor  ó  su 
personero  delante.  El  art.  4.°  del  decreto  de  4  de  Noviembre 
de  1838  prescribía  que  la  falta  de  aquel  requisito  era  bastante 
para  el  recurso  de  nulidad.  La  ley  anterior  de  Enjuiciamiento 
civil  hizo  de  esa  falta  motivo  para  el  recurso  de  casación  si 
hubiere  podido  producir  indefensión  (art.  1.013,  causa  5.a).  Y 
en  la  presente  ley  (art.  1.693,  causa  4.a)  está  también  conside- 
rada como  motivo  para  el  recurso,  sin  limitación  alguna. 

Pero  esta  ley,  decidida  á  procurar  que  las  diligencias  de 
prueba  se  practiquen  con  toda  imparcialidad  y  con  las  mayores 
garantías,  ha  modificado  en  el  artículo  que  comentamos  el  con- 
cordante de  la  ley  anterior,  añadiendo,  con  una  repetición 
inútil  (véase  el  art.  313  y  su  comentario),  que  toda  diligencia 
de  prueba  se  practicará  en  audiencia  pública,  y  acertadamente 
que  á  su  práctica  podrán  concurrir  los  litigantes  y  sus  defen- 
sores, que  como  personas  entendidas  en  la  marcha  de  los  jui- 
cios, bajo  cuya  dirección  se  litiga,  y  que  las  más  de  las  veces 
son  los  que  realmente  proponen  la  prueba,  han  de  comprender 
mejor  que  nadie  si  se  practica  imparcialmente  y  con  estricta 
sujeción  á  las  disposiciones  establecidas.  Debe,  no  obstante, 
tenerse  presente  lo  que  prescriben  el  art.  575  y  otros,  tendiendo 
á  que  la  asistencia  de  las  partes  y  sus  defensores  no  se  r*r\- 
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vierta  en  un  obstáculo  y  un  perjuicio  más  que  en  un  beneficio, 
y  asimismo  que,  según  tenemos  manifestado,  puede  conside- 
rarse potestativo  en  los  Jueces  el  que  se  celebre  ó  no  en  audien- 
cia pública  (comentario  al  articulo  citado). 

Por  último,  ahora,  como  antes,  se  exige  que  la  citación  se 
haga  con  veinticuatro  horas  de  antelación,  y  aquí  podemos 
hacer  notar  una  ventaja  de  haber  dividido  el  término  de  prueba 
en  los  dos  períodos,  que  pudiéramos  llamar  preparatorio  el  uno 
y  de  práctica  el  otro,  porque  en  el  antiguo  sistema  podía  ocu- 
rrir que  en  el  último  día  de  prueba  se  propusiera  una  diligen- 
cia determinada  y  entonces  fuera  imposible  citar  á  la  parte 
contraria  con  las  veinticuatro  horas  de  antelación,  y  ahora, 
como  todas  las  diligencias  se  han  de  proponer  en  el  primer  pe- 
ríodo, siempre  será  posible  la  citación. 


Artículo  571. 

Para  el  reconocimiento  de  libros  y  papeles  de  los  liti- 
gantes no  se  citará  previamente  á  la  parte  á  quien  perte- 
nezcan. 

El  registro  de  papeles  se  verificará  siempre  á  presencia 
del  interesado  ó  de  un  individuo  de  su  familia,  y  en  su  de- 
fecto de  dos  testigos  vecinos  del  mismo  pueblo.  (Ley  ante- 
rior, art.  278,  párrafo  S.°) 

Con  el  artículo  y  párrafo  que  citamos  do  la  ley  anterior 
sólo  concuerda  el  párrafo  primero  del  presente,  y  aun  en  él  se 
ha  introducido  una  modificación  importante,  pues  por  aquél 
dejaba  de  exigirse  la  previa  citación  de  la  parte  contraria  para 
la  confesión  en  juicio  y  el  reconocimiento  de  libros  y  papeles 
de  los  litigantes,  y  en  este  sólo  se  determina  que  para  la  última 
de  dichas  diligencias  no  se  citará  previamente  á  la  parte  á  que 
pertenezcan. 

La  reforma  es  acertada,  porque,  aun  cuando  ambas  diligen- 
cias no- pueden  practicarse  sin  presencia  de  la  parte  contraria, 
y  parece  que  en  los  dos  casos  debe  procurarse  no  darles  un 
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aviso  anticipado  á  fin,  como  dicen  ciertos  autores, 
preparen  una  contestación  estudiada  ni  oculten  alg 
documentos  que  se  busquen,  es  lo  cierto  que,  si  á  h 
haya  de  prestar  la  confesión  no  se  la  cita  antici 
dándola  tiempo  para  que  recuerde  los  hechos,  pue 
carsela  mucho,  y  no  sucederá  igual  si  no  se  cita  á 
quien  pertenezcan,  tratándose  del  reconocimiento 
papeles.  Así  lo  ha  entendido  la  ley,  y,  no  contenta 
presión  ó  modificación  de  que  venimos  haciéndonos 
prescrito  en  el  art.  683,  referente  á  la  confesión  en 
el  que  haya  de  ser  interrogado  será  citado  con  un  c 
oipación  por  lo  menos. 

La  segunda  disposición  del  artículo  que  exan 
constaba  en  la  ley  anterior,  y  nos  parece  también 
Se  reduce  á  ordenar  que  el  registro  de  papeles  s< 
siempre  á  presencia  del  interesado  ó  de  un  individí 
milia,  y,  en  su  defecto,  de  dos  testigos,  vecinos  del 
blo,  y  esto  tiene  por  objeto,  no  sólo  prevenir  cualqu 
verificar  el  registro  á  satisfacción  de  la  parte,  sino  i 
conste  lo  que  se  ha  registrado  y  la  manera  como  se 
á  cabo. 

Y  al  llegar  aquí  creemos  conveniente  hacer  u: 
ción  que  no  deja  de  tener  importancia.  En  el  art.  5 
de  previa  citación  de  las  partes,  y  de  poder  con 
práctica  de  las  diligencias  los  litigantes  y  sus  de) 
el  que  examinamos  se  habla  de  parte  á  quien  los  lit 
les  pertenezcan,  y  del  interesado,'  en  el  siguiente, 
sus  defensores;  en  el  574,  de  que  podrán  designai 
persona  que  las  representen,  en  el  caso  que  cita;  € 
partes  y  sus  defensores;  en  el  579,  de  litigantes; 
sivamente  en  varios  artículos  relativos  á  los  medioí 
Ante  tal  cúmulo  de  disposiciones  y  términos  distin 
dudarse  de  quiénes  son  los  que  deben  asistir,  si  los 
litigantes  ó  sus  Procuradores;  y,  en  su  consecuencia 
oportuno  advertir  que  como  la  comparecencia  en  j 
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general,  por  medio  de  Procurador,  cuando  la  ley  no  se  refiera 
directamente  á  los  interesados  ó  hable  de  diligencias  que  sin  su 
presencia  no  puedan  en  modo  alguno  practicarse,  debe  enten- 
derse que  se  refiere  á  los  Procuradores.  Además,  cuando  usa  de 
la  palabra  defensores,  debe  entenderse  que  se  trata  de  Abo- 
gados. 

JuHspmdencia.  —  A  pesar  de  la  prohibición  de  este  artícu- 
lo, debe  el  Juez  entregar  á  la  parte  contraria  la  copia  del  escri- 
to donde  se  solicita  la  práctica  de  tal  medio  de  prueba.  (14  Oc- 
tubre 1902.) 

Abtículo  572. 

No  obstante  lo  dispuesto  en  el  art.  570,  los  Jueces  po- 
drán disponer  que  se  practiquen  á  puerta  cerrada  aquellas 
diligencias  de  prueba  que  puedan  producir  escándalo-  ú 
ofensa  á  la  moral,  permitiendo  siempre  la  concurrencia  de 
las  partes  y  de  sus  defensores. 

Pocos  casos  habrá  en  que  la  práctica  de  las  diligencias  de 
prueba  en  asuntos  civiles  pueda  producir  escándalo  ú  ofensa  á 
la  moral;  pero  con  que  en  uno  solo  sea  posible  cualquiera  de  am- 
bas cosas,  se  justifica  el  precepto  contenido  en  este  artículo. 
El  legislador  no  impide  nunca  la  concurrencia  de  las  partes 
y  de  sus  defensores,  fuera  del  caso  del  art.  655;  mas  atendiendo 
á  que  los  actos  de  la  Justicia  no  deben  convertirse  en  motivo  de 
escándalos  ó  de  ofensas  á  la  moral,  con  lo  que  decaería  el  mismo» 
prestigio  de  aquélla,  permite  á  los  Jueces,  y  hace  bien,  que  dis- 
pongan que  las  diligencias  de  prueba  que  puedan  dar  lugar  á 
eso  se  practiquen  á  puerta  cerrada.  Además,  es  de  advertir  que 
e.sta  doctrina  está  en  consonancia  con  lo  dispuesto  en  el  ar- 
tículo 314:  tanto,  que  casi  pudiera  haberse  excusado  esta  dis- 
posición. (Véase  dicho  art.  314  y  su  comentario,  donde  dejamos 
explicada  esta  materia  con  la  extensión  debida.) 
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Artículo  573. 


El  Juez  señalará  con  la  anticipación  conveniente  el  día 
y  hora  en  que  haya  de  practicarse  cada  diligencia  de  prue- 
ba de  las  que  deban  tener  lugar  ante  él. 

Este  artículo  es  nuevo-  en  la  ley,  y  está  relacionado  con 
el  570.  Como  según  éste  toda  diligencia  de  prueba  ha  de*  practi- 
carse en  audiencia  pública  y  previa  citación  de  las  partes  para 
que  puedan  concurrir 'éstas -y  su  defensores,  de  aquí  la  prescrip- 
ción del  artículo  que  anotamos,  de  que  el  Juez  señale  con  la 
anticipación  conveniente  el  día  y  hora  en  que  haya  de  prac- 
ticarse cada  diligencia  de  prueba  de  las  que  deban  tener  lugar 
ante  él.  Los  Jueces,  teniendo  en  cuenta  lo  limitado  del  tiempo 
para  practicar  la  prueba,  que  no  es  más  que  de  treinta  días 
el  máximum,  y  si  conceden  un  término  menor,  con  más  razón, 
no  deben  dilatar  un  momento  el  señalamiento  de  día  y  hora  para 
la  práctica  de  esas  diligencias,  y  desde  el  día  en  que  comience 
el  segundo  período  de  la  prueba,  esto  es,  el  fijado  para  ejecu- 
tarlas, deben  ir  proveyendo  sobre  las  propuestas  y  recibirlas 
con  la  brevedad  posible. 

Artículo  574. 

Para  la  prueba  que  haya  de  practicarse  fuera  del  lugar 
en  que  resida  el  Juez  del  pleito,  podrán  designar  las  partes 
persona  que  la  presencie  en  su  representación.  Esta  desig- 
nación se  expresará  en  el  suplicatorio,  exhorto  ó  despacho 
que  al  efecto  se  dirija. 

En  este  caso,  el  Tribunal  ó  Juez  exhortado  señalará  día 
y  hora  en  que  haya  de  practicarse  la  diligencia  de  prueba,  y 
mandará  citar  á  la  perdona  ó  personas  designadas  para  pre- 
senciarla, si  fueren  vecinos  de  aquella  localidad  ó  se  hubie- 
ren personado  en  ella. 

También  es  nuevo  este  artículo  con  relación  á  la  anterior 
ley  de  Enjuiciamiento.  Se  refiere  á  las  pruebas  que  han  de 
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practicarse  fuera  del  lugar  donde  resida  el  Juez  ante  el  cual  se 
siga  el  pleito.  Y  atendiendo  la  ley  al  principio  de  publicidad 
que  lleva  consigo  para  los  litigantes  ó  sus  defensores  la  prác- 
tica de  toda  diligencia  de  prueba,  preceptúa  que  puedan  desig- 
nar las  partes  personas  que  la  presencien  en  su  representación, 
y  que  esta  designación  se  expresará  en  el  suplicatorio,  exhorto 
ó  despacho  que  al  efecto  se  dirija. 

No  dice  la  ley  cuándo  las  partes  han  de  hacer  esa  designa- 
ción de  personas  para  que  en  su  representación  presencien  las 
pruebas;  pero  se  deduce  que  ha  de  ser  en  él  escrito  proponiendo 
la  prueba,  y  por  medio  de  un  otrosí.  Al  autorizar  la  ley  que 
los  litigantes  designen  personas  que  presencien  en  su  nombre 
las  diligencias  de  prueba  que  hayan  de  practicarse  fuera  de  la 
localidad  en  donde  el  pleito  se  sigue,  se  deduce  también  que 
con  mayor  razón  estarán  facultadas  las  partes  mismas  para  pre- 
senciar por  sí  esas  diligencias,  trasladándose  al  punto  en  donde 
han  de  practicarse  si  así  les  conviene;  y  entendemos  que  en  ese 
caso  no  será  preciso  que  se  manifieste  al  Juez  en  el  escrito  pro- 
poniendo la  prueba  que  las  partes  van  á  asistir  á  su  práctica. 

Dispone  el  segundo  párrafo  del  artículo  que  en  el  caso  de 
•designación  el  Tribunal  ó  el  Juez  exhortado  señalará  día  y 
hora  en  que  haya  de  practicarse  la  diligencia  de  prueba,  y 
mandará  citar  á  la  persona  ó  personas  designadas  para  pre- 
senciarla, si  fueren  vecinos  de  aquella  localidad,  ó  se  hubieren 
personado  en  ella.  Respecto  á  los  vecinos  de  la  localidad,  no 
hay  dificultad  alguna  para  su  citación,  puesto  que  constará  su 
domicilio;  en  cuanto  á  los  que  se  hayan  personado  en  ella,  cree- 
mos que  el  artículo  ha  podido  ser  más  claro.  No  basta  perso- 
narse en  la  localidad  donde  se  haya  de  practicar  la  prueba  para 
•que  haya  facilidad  de  que  esa  persona  ó  personas  sean  citadas. 
Es  preciso  que  se  sepa  el  domicilio,  porque  puede  tratarse  de 
una  localidad  de  importancia,  donde  no  hay  medios  de  saber  si 
esas  personas  se  han  personado  en  la  localidad.  Porque  induda- 
blemente la  frase  «personado  en  ellas»,  tal  como  está  redactado 
el  párrafo,  se  refiere  á  la  localidad.  Así,  ¡pues,  será  necesario 
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que  en  el  escrito  proponiendo  la  prueba,  al  hacer  la  designación 
de  las  personas  que  en  representación  de  la  parte  han  de  pre- 
senciar la  diligencia,  se  exprese  el  domicilio  desde  luego,  res- 
pecto de  las  personas  vecinas  de  la  localidad,  para  facilitar  la 
citación,  y  el  de  aquel  donde  vayan  a  parar  las  que  no  sean  ve- 
cinas de  la  localidad,  si  esto  puede  hacerse,  y  en  otro  caso, 
esas  personas  deben  hacer  presente  al  Juez  su  residencia,  una 
vez  personadas  en  la  localidad,  al  efecto  de  la  citación,  y  lo 
mismo  la  parte  interesada  si  quiere  concurrir  á  la  diligencia* 


Artículo  575. 

Las  partes  y  sus  defensores  que  concurran  á  las  diligen- 
cias de  prueba,  se  limitarán  á  presenciarla,  y  no  les  será 
permitida  otra  intervención  en  ellas  que  la  que  se  expresará 
en  cada  clase  de  prueba. 

El  que  falte  á  esta  prescripción  será  apercibido  por  el 
Juez,  el  cual  podrá  privarle  de  presenciar  el  acto  si  insis- 
tiere en  perturbarlo. 

Este  artículo  también  es  nuevo,  y  sin  duda  la  ley  antigua 
no  consignó  su  precepto  por  innecesario.  Como  cada  diligencia 
de  prueba,  según  los  medios  que  para  ella  autoriza  la  ley,  tiene 
una  tramitación  especial,  parece  inútil  consignar  que  las  partes 
ó  sus  defensores  que  concurran  á  esas  diligencias  se  limitarán 
á  presenciarlas,  y  no  les  será  permitida  otra  intervención  en 
ellas  que  la  que  se  expresará  en  cada  clase  de  prueba;  porque 
si  en  la  que  se  practica,  la  parte  ó  sus  representantes  quisieren 
hacer  alguna  manifestación  para  la  que  no  estén  autorizados 
por  la  ley,  el  Juez  no  debe  consentirla,  pues  tiene  que  ceñirse 
á  lo  que  la  ley  disponga.  Y  el  artículo  ha  puesto,  un  segundo 
párrafo,  que  es  igualmente  innecesario  y  redundante.  Sin  que 
este  artículo  lo  dijera,  los  Jueces  tienen  autoridad  para  aperci- 
bir á  los  que  en  su  presencia  y  cuando  administran  justicia 
desobedecen  ó  desconocen  la  ley,  y  como  sería  un  caso  de  des- 
obediencia el  que  los  litigantes  ó  sus  defensores  quisieran  hacer 
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manifestaciones  no  autorizadas  por  la  misma,  el  Juez,  sin  la 
prescripción  de  este  artículo,  siempre  estaría  autorizado  para 
hacer  ese  apercibimiento.  Ahora,  según  la  última  parte  del  ar- 
tículo, también  está  autorizado  para  privar  de  presenciar  el  acto 
al  que  falte  á  la  prescripción  que  el  artículo  consigna  en  el 
párrafo  primero. 

Artículo  576. 

Para  la  prueba  de  cada  una  de  las  partes  deberá  formar- 
se pieza  separada,  que  se  unirá  después  á  los  autos.  (Ley 
anterior,  art.  277.) 

La  disposición  de  e3te  artículo  concuerda  con  la  del  277  de 
la  antigua  ley,  sin  más  que  haberse  añadido  al  final  que  la  pie- 
za separada  se  unirá  después  á  los  autos. 

La  antigua  jurisprudencia,  á  pesar  de  no  haber  ley  termi- 
nante que  lo  dispusiera,  había  aceptado  el  principio  consignado 
-en  este  artículo,  aun  cuando  en  otra  forma,  y  lo  más  frecuente 
«era  unir  á  los  autos  toda  aquella  prueba  que  no  era  reservada, 
y  formar  pieza  separada  sobre  la  de  testigos.  Pero  el  articulo 
que  anotamos  no  hace  distinción  alguna,  y  dispone  que  para  la 
prueba  de  cada  una  de  las  partes  se  forme  pieza  separada.  Mas 
-como  ya  indicaron  los  Sres.  Manresa  y  Reus  en  sus  comentarios 
á  la  ley  anterior,  ésta  no  quiere  decir  que  para  cada  litigante  ó 
oada  parte  ha  de  formarse  una  sola  pieza.  Si  toda  la  prueba 
fuera  pública  para  las  partes,  entonces  no  había  dificultad  en 
que  se  formase  una  sola  pieza  para  cada  litigante;  pero  siendo 
■en  parte  reservada  la  de  testigos,  si  no  ha  de  faltarse  al  secreto 
respecto  á  las  declaraciones,  no  es  posible  formar  una  sola  pie- 
za. Así  que  deberá  formarse  una  reservada  para  la  prueba  de 
testigos  de  cada  parte,  y  otra  pública  para  los  demás  medios  de 
prueba,  agregándose  después  todas  á  los  autos,  á  fin  de  que  se 
encuentren  reunidas  en  el  pleito. 
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y  Extranjero. 
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